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SEKTENCUS  Y  OECISIINESi   ( 


RESIIII.TAS  »,      I- 


A  CONSULTA  DEL  CONSEJO  DE  ESTADO. 


Competeneia  (29  de  diciembre  de  1866.).— Labor  en  tier- 
ra AJENA.— Se  declara  mal  formada,  y  que  no  há  lugar  á  decidirla, 
la  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de 
Albacete  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Alcaráz,  con  motivo 
del  interdicto  presentado  por  Francisco  y  Antolin  Marín  contra 
Wenceslao  Maestre  Navarro,  y  se  resuelve: 

Que  la  reclamación  gubernativa  previa  d  la  judicial,  tratando^ 
se  de  fincas  enajenadas  por  el  Estado,  es  un  acto  semejante  al  acto 
conciliatorio,  y  su  faltanoes  motivo  su ficiente  para  fundar  la  com- 
petencia de  la  Administración. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  Ja  provincia  de  Albacete  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Alcaráz, 
de  los  cuales  resulta: 

Que  e^  4  de  junio  último,  é  nombre  de  Francisco  y  Antolin  Marín,  se 
presentó  en  el  referido  Juzgado  demanda  de  interdicto  contra  Wenceslao 
Maestre  Navarro,  vecino  de  Víanos,  por  baber  entrado  á  labrar  parte  de 
una  tierra  de  10  fanegas  con  linderos  ciertos,  que  poseían  ellos,  y  antes 
su  padre  Antonio  Marín  Raya,  desde  1850,  en  el  sitio  llamado  la  Breña, 
según  la  escritura  de  venta  original  que  presentaron  con  la  demanda: 

Que  sustanciado  el  interdicto  sin  audiencia  del  despojante,  se  acordó  y. 
llevó  á  efecto  la  restitución  y  tasación  efe  costas,  y  estándose  procediendo 
á  su  exacción  por  la  vía  de  apremio,  el  Gobernador  de  la  provmcía,  á  ins- 
tancia de  Wenceslao  Maestre,  requirió  de  inhibición  al  Juzgado  fundándo- 
se en  que  Maestre  había  comprado  al  Estado  en  7  de  noviembre  de  1864  la 
dehesa  titulada  la  Breña,  y  entre  los  terrenos  de  particulares  enclavados 
en  ella  que  se  eliminaron  para  la  enajenación  no  estaba  comprendido  el  de 
los  demandantes,  y  citando  en  su  apoyo  el  art.  173  de  la  instrucción  de  31 
de  mayo  de  1855: 

Que  sustanciado  él  articulo  de  competencia,  declaró  tenerla  el  Juzga- 
do de  acuerdo  con  el  Promotor  fiscal,  apoyándose  principalmente  en  que 
la  tierra  sobre  que  versaba  el  interdicto  solo  por  un  viento  lindaba  con  la 
dehesa  de  la  Breña,  en  que  era  de  propiedad  particular,  y  por  consiguien- 
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teño  tenia  aplicación  el  art.  i 73  de  la  instrucción  citada  por  el  Gober- 
nador: 

Que  éste  insistió  en  su  requerimiento  de  acuerdo  con  el  Consejo  pro- 
vincial, resultando  el  presente  conflicto  que  ha  seguido  sus  trámites: 

Visto  el  art.  i73de  la  instrucción  de  3i  de  mayo  de  1855,  que  prohibe 
admitir  demandas  judiciales  contra  las  fincas  que  se  enajenen  por  el  Esta* 
do,  sin  que  el  dcmamiapitjd  acoipaaSe  documento  de  hat>er  hecho  la  recia* 
macion  gubernativamente  y  sídole  negada: 

Considerando  que  aun  dado  el  su¡)uesto  de  que  se  tratara  den  na  finca 
enajenada  por  el  Estado,  la  reclantacion  gubernativa  previa  á  la  judicial 
es  un  trámite  semejante  al  acto  conciliatorio,  y  su  falta  no  es  motivo  sufi- 
ciente para  fundar  la  pompetencia  de  la  Administración,  según  se  iia  de- 
clarado repetidas  veces; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Vengo  en  declarar  mal  formada  esta  competencia  y  que  no  há  lugar  á  de- 
cidirla. 

Dado  en  Palacio  á  veintinueve  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  seis.— Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaoz. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  6  de  enero 
de  1867.) 


C^mpeteneia  (3Q  de  diciembre  de  1866.)«-*Corta  db  «n- 
GiNAS. — Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  competencia 
suscitada  entre  él  Gobernador  de  la  provincia  de  Santander  y  el 
Juez  de  primera  instancia  de  San  Vicente  de  la  Barquera»  con  mo- 
tivo del  interdicto  presentado  por  D.  Julián  González  Esicaudon 
contra  D.  Francisco  Noruega  y  Pozo,  Alcalde  de  Val  de  San  Vi- 
cente>  y  se  resuelve: 

I.""  Que  las  disposiciones  del  tUulo  2/  del  reglamento  de  47 
de  msiyo  de  1865  que  se  refieren  al  deslinde  de  los  montes  públicos 
no  tienen  aplicaeion  cuando  se  trata  de  uno  cuya  calidad  de  parti- 
cular no  se  ha  puesto  en  duda: 

¿•^  Que  la  providencia  de  un  Alcalde  mandando  suspender  una 
corta  de  encinas  en  un  monte  que  no  consta  sea  público  ni  de  apro- 
vechamiento  común,  no  puede  reputarse  administrativa  y  dictada 
en  uso  de  atribuciones  legítimas,  mucho  mas  si  aquella  autoridad 
k  dio  al  asunto  en  su  principio^l  carácter  criminal,  y  no  hay  des- 
linde  pendiente  entre  el  monte  particular  de  que  se  trata  y  el^bH- 
co  que  con  él  confina; ' 

Y  3.^  que  ninguna  competemia  tiene  la  Administración  cuando 
no  se  trata  de  intereses  generales  de  los  que  están  puestos  al  cuidado 
y  amparo  de  la  misma. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador 
de  la  provincia  de  Santander  y  el  Juez  de  primera^instancia  de  San  Vi- 
cente de  la  Barquera,  de  los  cnaies  resulta: 

Que  en  virtud  de  denuncia  presentada  por  el  Celador  de  montes  del 
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coarte!  de  Herrerías,  de  estarse  corlando  un  número  considerable  de  en- 
cinas en  ei  monte  de  Luey,  el  Alcalde  de  Val  de  San  Vieente  instruyó  di- 
ligencias en  averiguación  del  hecho  y  mandó,  en  14  de  agosto  de  i865,  á 
D.  Julián  González  Escanden,  que  se  decía  dueño  de  aquella  parte  de  nnon- 
te,  llamada  Redondo  de  Arriba,  que  suspendiese  la  corta,  ocupándole  las 
herrami^tas  y  útiles  empleados  en  ella,  y  dando  noticia  en  el  mismo  dia 
a]  Gobernador  de  la  provincia  de  Santander  de  estar  instruyendo  espe- 
diente criminal  de  oficio,  con  motivo  de  aquel  hecho: 

Que  D.  Julián  González  Escandnn  presentó  demanda  de  interdicto  en 
el  Juzgado  de  San  Vicente  de  la  Barauera,  para  recobrar  la  posesión  de 
tres  llosas  incultas,  en  el  sitio  del  Reaondo  de  Arriba,  cerradas  sobre  sí, 
y  con  linderos  determinados,  contra  el  mencionado  Alcalde  D.  Francisco 
Noriega  y  Pozo,  porque  sin  previo  acuerdo  del  Ayuntamiento  le  habia 
impedido  la  referida  corla  y  ocupado  violentamente  los  útiles  y  herra- 
mientas: 

Que  sustanciado  el  interdicto  sin  audiencia  del  despojante,  se  acordó 
la  restitución  de  que  apeló  Noriega,  acudiendo  ai  mismo  tiempo  al  Gober- 
nador de  la  provincia,  el  cual  requirió  de  inhibición  al  Juzgado  fundán- 
dose en  el  título  2.«  y  en  los  artículos  124,  122,  123,  126  y  130  del  re- 
glamento de  17  de  mayo  de  1865  y  en  la  Real  orden  ae  8  de  mayo 
de  1839: 

Que  el  JuezoGció  al  Gobernador  de  acuerdo  con  el  Promotor  fiscal, 

f adiendo  que  le  remitiese  certificación  de  los  antecedentes,  que  el  Alcaldo 
lubiese  consignado  en  el  espediente  y  demás  pruebas  que  pudieran  escla- 
recer la  cuestión,  y  el  Gobernador  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial, 
se  negó  á  ello,  requiriéndole  nuevamente  para  que  se  inhibiese  del  conoci- 
miento del  asunto: 

Que  el  Juez,  después  de  oir  al  Ministerio  público,  acordó  remitir  Igs 
autos  al  Tribunal  superior  en  virtud  de  la  apelación  por  carecer  ya  de  ju- 
risdicción para  sustanciar  la  competencia,  avisándolo  al  Gobernador: 

Que  esta  autoridad  dirigió  á  la  Audiencia  de  Burgos  su  requerimiento, 
y  la  Sala  primera  de  aquel  Tribunal  superior  devolvió  los  autos  al  Juez 
para  que  sustanciara  y  decidiera  con  arreglo  á  derecho  la  competencia: 

Que  hecho  así,  declaró  teqerla  el  Juez,  fundándose  en  que  al  Ayunta- 
miento y  no  al  Alcalde  correspondía  promover  el  deslinde  de  los  mon- 
tes de  su  pertenencia,  según  el  artículo  18  del  reglamento  de  17  de 
mayo  de  1865;  en  que  la  porción  de  monte  en  que  tuvo  lugar  la  cor- 
ta era  propiedad  del  querellante,  según  una  escritura  pública  presen- 
tada en  los  autos,  y  en  que  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839  solo  tenia 
aplicación  cuando  la  autoridad  administrativa  procedía  en  uso  de  legítimas 
atribuciones,  lo  cual  no  sucedía  en  el  presente  caso: 

Que  el  Gobernador  insistió  en  su  requerimiento  de  acuerdo  con  el 
Consejo  provincial,  resultando  e)  presente  conflicto  que  ha  seguido  su.s 
trámites: 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  que  prohibe  dejar  sin  efec  • 
lo  por  medio  de  interdictos  las  providencias  que  adopten  los  Ayunta- 
mientos en  los  negocios  que  pertenecen  á  sus  atribuciones  según  las  leyes: 

Visto  el  lít.  2."  del  reglamento  de  17  de  mayo  de  1865,  que  se  reüere 
al  deslinde  de  los  montes  públicos:    • 

Vistos  los  artículos  121,  122  y  123  del  mismo  reglamento,  que  esta- 
biecen  reglas  para  la  policía  de  los  montes  públicos  y  la  aplicación  de  las 
Ordenanzas: 

Visto  el  art.  130  del  propio  reglamento,  según  el  cual  los  montes  par- 
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de  1578,  varias  decisiooes  posteriores  confirmatorias  de  aquella,  y  la  pose- 
sión continuada  por  largo  tiempo: 

Que  oido  el  Alcalde  de  Yilamós  alegó  que  debia  relevarse  al  pueblo  de 
la  obligación  reclamada,  porque  concedido  á  sus  vecinos,  en  justa  recipro- 
cidad, el  que  pudieran  apacentar  los  ganados  durante  un  tiempo  del  ano  en 
la  partida  llamada  Prontius,  término  de  Arro,  por  haber  pasado  este  ter- 
reno en  su  mayor  parte  á  dominio  particular,  se  veían  privados  de  aquel 
derecho  y  no  tenían  compensación  alguna: 

Que  el  Gobernador,  en  vista  de  que  los  vecinos  de  Arro  negaban  lo  di- 
cho por  el  Alcalde,  dictó  providencia,  mandando  que  mientras  no  se  esta- 
bleciera modificación,  por  medio  de  juicio  contencioso- administrativo^  se 
considerara  válida  la  sentencia  arbitral  de  1578,  y  los  vecinos  de  Arro  y  de* 
Yilamós  fueran  mantenidos  en  los  respectivos  derechos  de  cortar  leña  y 
apacentar  ganados,  por  el  tiempo  fijado  en  la  sentencia: 

Qué  ^  su  virtud,  los  vecinos  de  Arro  solicitaron  del  Alcalde  de  Yila- 
mós permiso  para  entrar  en  el  bosque,  y  el  Alcalde  se  le  concedió,  man- 
dando al  mismo  tiegipo  á  los  pastores  de  Ja  villa  que  llevasen  los  ganados  á 
apacentar  en  el  terreno  marcado  en  la  sentencia  arbitral,  con  lo  cual  se 
dió  lugar  á  que  Francisco  Relia,  Andrés  Larrio  y  Miguel  Navarro,  veci- 
nos de  Arro  y  dueños  de  los  campos  en  que  habían  entrado  los  ganados, 
presentaron  ante  el  Juez  de  primera  instancia  de  Yieila  otros  tantos  inter- 
dictos de  recobrar  la  posesión  cuyos  interdictos  fueron  sustanciados  por  el 
Juez  y  pendían  de  apelación  ante  la  Audiencia: 

Que  refiriendo  todos  estos  antecedentes,  el  Alcalde  de  Yilamós  acudió 
al  Gobernador  de  la  provincia  á  fin  de  que  requiriese  de  inhibición  al  Tri- 
bunal, y  el  Gobernaaor  despachó  el  requerimiento,  fundado  en  el  contesto 
de  la  Real  orden  de  9  de  mayo  de  1839: 

Que  sustanciado  el  especfiente  de  competencia,  la  Audiencia  mantuvo 
la  suya  en  el  supuesto  de  qbe  los  terrenos  invadidos  eran  de  particulares, 
y  que  no  debían  la  servidumbre  á  que  se  referia  el  Alcalde,  siendo  por  lo 
tanto  indebida  la  providencia  de  esta  Autoridad: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  dictamen  del  Consejo  provin- 
cial, insistió  en  la  competencia,  de  lo  cual  resultó  el  presente  conflicto 
que  ha  seguido  todos  sus  trámites: 

Yista  la  Real  orden  dé  17  de  mayo  de  1838,  que  atribuye  á  la  Autori- 
dad administrativa  el  ^cuidado,  de  que  no  se  altere  la  mancomunidad  de 
pastos  establecida  entre  los  pueblos,  y  la  resolución  en  la  via  posesoria 
plenaria  de  las  cuestiones  que  se  susciten  acerca  del  aprovechamiento  es- 
clusivo^  reservando  solo  á  los  Tribunales  el  juicio  de  propiedad: 

Yista  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  que  prohibe  la  admisión  de' 
interdictos  que  contraríen  las  providencias  administrativas  legítimamente 
adoptadas: 

Visto  el  párrafo  segundo,  art.  80  de  la  ley  de  Ayuntamientos,  que  en- 
tre las  atribuciones  de  los  mismos,  comprende  la  de  arreglar  por  medio  de 
acuerdos  el  disfrute  de  los  pastos,  aguas  y  demás  aprovechamientos  comu- 
nes, en  donde  no  haya  un  régimen  especial  autorizado  competentemente: 

Considerando: 

1.®  Que  teniendo  por  objeto  la  cuestión,  motivo  de  la  presente  com- 
petencia, determinar  el  estado  posesorio  de  un  aprovechamiento  común, 
á  las  Autoridades  y  Tribunales  administrativos  corresponde  conocer  de 
ella,  sin  perjuicio  de  las  acciones  que  los  particulares  agraviados  quieran 
entablar  en  juicio  de  propiedad  ante  los  Tribunales  de  la  jurisdicción  or- 
dinaria: 

TOMO  VII. — Jurisprudencia  administrativa.  i 
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Dona  Isabel  11,  etc. 

«Eo  el  pleito  que  pende  eD  primera  y  única  instancia  ante  el  Conseja 
de  Estado,  entre  partes  de  la  una  D.  Juan  Vila,  y  en  su  nombre  el  Licen- 
ciado D.  Jíoaquin  María  de  Paz,  demandante,  y  de  la  otra  la  Administra- 
ción general,  representada  por  mi  Fiscal,  ííemandada;  sobre  revocación 
de  la  Real  orden  de  17  de  dic¡eml)re  de  1861,  que  declaró  esceptuada  de 
la  desamortización  la  casa-aduana  de  la  villa  de  Blanes: 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resalta: 

Que  en  la  casa-aduana  de  Blanes,  provincia  de  Gerona,  fué  enajenada 
en  24  de  noviembre  de  1860  en  favor  de  0.  Donoso  Roura,  quien  cedió 
todos  sus  derechos  en  D.  Juan  Vila,  y  aprobada  la  subasta,  se  promovió 
espediente  á  instancia  del  Visitador  especial  de  Aduanas  y  Estancadas  de 
la  referida  provincia,  con  el  objeto  de  que  se  anulase  la  venta,  fundándose 
en  no  haber  otro  local  á  propósito  en  la  población,  perteneciente  al  Es- 
lado,  para  llenar  los  íínes  ^ue  realizaba  el  vendido: 

Que  elevado  el  espediente  4  la  Superioridad,  la  Junta  de  Venias  acor- 
dó eu  31  de  mayoide  1861  que  debia  anularse  la  venta  de  la  casa-aduana 
en  cuestión;  y  (fo conformidad  con  lo  propuesto  por  la  Dirección  general 
de  Propiedades  y  derechos  del  Estado  y  Asesoría  general  del  Ministerio  de 
Hacienda,  recayó  la  Real  orden  de  17  de  diciembre  de  1861,  por  la  que, 
teniendo  en  cuenta  que  la  referida  casa-aduana  no  pudo  ser  enajenada, 
según  lo  dispuesto  en  el  párrafo  primero  del  art.  2.®  de  la  ley  de  1 ."  de 
mayo  de  1855,  se  confirmó  en  todas  sus  partes  el  indicado  acuerdo  de>  la 
Junta  superior  de  Ventas: 

Vista  la  demanda  presentada  en  nombre  del  interesado  contra  la  refe- 
rida Real  orden,  ante  el  Consejo  de  Estado,  por  el  Licenciado  D.  Joaquín 
María  de  Paz,  pidiendo  su  revocación: 
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Visto  el  escrito  de  contestación  de  mí  Físca],  con  la  solícitud.de  que  se 
confirme  la  Real  órdea  reclamada: 

Vista  la  ley  de  i.®  de  mayo  de  1855,  que  después  de  declarar  en  el  ar- 
tículo 1.®  eA estado  de  venta  todos  los  predios  rústicos  y  urbanos  pertene- 
cientes al  Estado,  dice:  en  ei  2.®:  . 

«Esceptúanse  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior: 

4.*  Los  edificios  destinados  ó  que  eí  Gobierno  destinare  ál  servicio  pú- 
blico.» 

Considerando  que  la  casa  «aduana  de  la  villa  de  Blanes  se  hallaba  des- 
tínadaá  un  servicio  público,  y  no  ezistia  otro  local  á  propósito  en  la  pobla- 
cion«  perteneciente  al  Estado,  que  pudiera  destinarse  á  aquel  objeto: 

Considerando  que  consumada  la  venta  procede  la  nulidad^  porque  la 
Administración  carecía  de  facultades  para  enajenar  un  edificio  destinado 
a1  servicio  público: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Admnistracion  y  en  confirmar 
la  Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  siete  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  seis.— Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  aue  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  parces,  y  se  inserte  en  la  Gaceta:  de  que  certifico. 

Madrid  20  de  diciembre  de  4&66,^-Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en 
la  Gaceta  de  6  de  enero  de  1867.) 


5.» 

Sentenela  (17  de  diciembre  de  1866.).— Nulidad  del  espe- 
diente DE  UNA  MiNA.—Se  absucIve  á  la  Administración  de  la  de- 
manda interpuesta  por  D.  Meliton  Martin  contra  la  Real  orden  de 
24  de  noviembre  de  1863^  que  confirmó  el  decreto  del  Gobernador 
de  Córdoba  en  que  se  dejó  sin  efecto  el  espediente  de  la  mina  Jo- 
sefa; se  confirma  dicha  Real  orden,  y  se  resuelve: 

i.^  Que  cuando  uno  se  presenta  en  un  pleito  como  cesionario 
de  otro,  es  necesario  acreditar  debidamente  la  cesión  para  tener  per- 
sonalidad: 

2.®  Que  vara  la  demarcación  de  una  pertenencia  minera  es  in- 
dispensable la  existencia  de  mineral  descubierto,  según  se  dispone 
en  el  ai't.  58  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  de  minas 
de  6  de  julio  de  i859; 

rs.*  que  el  no  protestara  representante  del  dueño  de  una 
mina,  en  el  acto  del  reconocimiento  de  la  misma,  contra  el  dicho 
del  Inaeniero  que  declara  no  haber  mineral  descubierto,  equivale  á 
una  absoluta  aquiescencia  en  la  apreciación  de  dicho  funcionario. 

Daña  Isabel  II,  etc. 
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«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estadcr  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Ricardo  Viiianueva, 
en  representación  de  D.  Melíton  Martin,  vecino  de  esta  corte  é  interesado 
en  el  registro  de  la  mina  Josefa,  demandante;  j  de  Ja  otra  mí  Fiscaí,  en 
nombre  de  la  Administración,  demandada,  sobre  revocación  de  la  Real 
'  orden  de  24  ¿de  noviembre  de  i 863  que  confirmó  el  decreto  del  Goberna- 
dor de  la  pfovincia  de  Córdoba,  por  el  que  se  dejó  sin  efecto  el  espediente 
déla  indicada  mina,  reservando  á  la  parte  el  derecho  para  investigar, 
conforme  al  reglamento: 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  en  31  de  octubre  de  1853  D.  Joaquín  José  de  los  Heros,  á  nombre 
de  D.  Domingo  Ibarrola  y  consortes,  registró  con  el  nombre  de  Josefa  una 
mina  de  carbón  de  cuatro  pertenencias,  situada  en  terreno,  común,  tér- 
mino y  distrito  municipal  de  Fuente  Ovejuna,  en  la  espresada  provipcia 
de  Córdoba,  y  cedida  que  fué  á  la  casa  de  0*Shea  y  compañía,  manifestó 
ésta  en  13  de  noviembre  de  1859  que  preferia  la  tramitación  prescrita  en 
la  ley  y  reglamento  de  minería  de  1849: 

Que  reconocida  la  mencionada  mina  por  el  Ingeniero,  quien  informó 
que  habia  encontrado  un  pozo  de  ocho  var^  de  profundidad  que  cortaba 
una  capa  de  carbón,  y  que  exislia  terreno  franco,  se  admitió  el  registro 
en  31  de  julio  de  1860: 

Que  hecha  la  designación  y  pedida  la  demarcación,  el  Ingeniero,  al 
practjcar  el  segundo  reconocimiento  con  asistencia  del  representante  de 
la  compañía  cestonaria,  que  no  hizo  oposición  alguna,  suspendió  la  dili- 
gencia por  no  haber  carbón  descubierto;  y  en  su  virtud  el  Gobernador, 
con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  58  del  reglamento  citado  de  1849, 
decretó  en  28  de  febrero  de  1862  la  nulidad  del  espediente,  que  fué  con- 
firmada por  la  Real  orden  de  24  de  noviembre  de  1863  en  los  términos 
espresados  al  principio. 

Visto  el  escrito  presentado  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licenciado 
D.  Ricardo  Villanueva,  en  nombre  de  D.  Meliton  Martin,  oponiéndose  «á  la 
precitada  Real  orden  de  24  de  noviembre  de  1863,  en  concepto  de  intere- 
sado de  la  mina  Josefa: 

Visto  el  poder  otorgado  por  el  demandante  á  favor  del  referido  Letra- 
do, que  se  acompañó  con  la  demanda,  en  el  cual  se  espresa,  como  motivo 
del  apoderamienlo,  que  poco  antes  de  la  quiebra  de  la  casa  O^Shea  y  com- 
pañía se  avino  con  esta  casa  en  hacerse  cargo  de  las  minas  que  la  pertene- 
cian  en  la  Cuenca  de  Espíel  y  Belmez,  de  la  espresada  provincia,  y  que  á 
CQosecuencia  de  este  acuerdo,  y  desde  aquel  tiempo,  venia  haciendo  todos 
los  gastos  y  gestiones  oor  cuenta  propia  para  la  defensa  de  su  propiedad: 
convenio  que  no  se  na  justificado  de  modo  alguno  en  ,el  curso  de  los 
autos: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal,  pidiendo  la  absolución  de 
la  demanda  y  la  confirmación  de  la  Real  orden  por  la  misma  reclamada: 

Visto  el  art.  58  del  reglamento  dictado  para  la  ejecución  de  la  ley  de 
minas  de  1859,  que  dispone  aue  cuando  en  el  segundo  reconocimiento  no 
se  confirmase  la  existencia  ael  criadero  ó  mineral,  debe  declararse  sin 
efecto  el  espediente: 

Vista  la  Real  orden  de  30  de  setiembre  de  1863,  que  declara  que  las 
palabras  criadero  ó  mineral,  de  que  usau  el  art.  5.*  de  la  citada  ley  y  los 
37,  42  y  58  del  reglamento  para  su  ejecución ,  son  esplicatorias  la  una  de 
Ja  otra : 
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Gonsideraodo,  en  primer  lugar,  que  el  demandante  no  ha  justificado 
su  representación  en  este  pleito,  pues,  suponiendo  que  su  derecho  á  la 
mina  de  que  se  trata  procedía  de  la  cesión  aue  de  la  misma  y  de  otras 
varias  le  nabia  hecho  la  casa  de  O'Shea,  no  ha  probado  este  interesante 
estremo: 

Considerando,  que  aun  cuando  tal  requisito  no  faltase,  tampoco  podria 
prevalecer  la  demanda,  puesto  que  para  la  demarcación  de  una  perte- 
nencia es  indispensable  la  existencia  del  mineral  descubierto,  según  se 
dispone  en  el  art.  58  del  reglamento  antes  citado,  y  del  informe  del  Inge- 
niero que  practicó  el  segundo  reconocimiento  de  la  titulada  Josefa  apa- 
rece que  ai  hacerlo  no  había  mineral  alguno  descubierto: 

Y  considerando,  por  fin,  que  habiendo  asistido  á  dicho  acto  el  repre- 
sentante de  la  casa  de  O^Shea,  no  hizo  en  él  protesta  ni  reclamación  de 
ninguna  especie,  lo  cual  equivale  á  una  absoluta  aquiescencia  en  la  apre- 
ciación del  Ingeniero; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Adminis- 
tración. 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  siete  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
V  seis.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado ,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Salado  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
nnal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos,  se 
notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  20  de  diciembre  de  1866.— Pedro  de  Madrazo. — (Publicada  en 
la  Gaceta  de  13  de  enero  de  1867.) 


Antorizaeion  (7  de  enero  de  1867.). — Desacato. — Se  de- 
clara innecesaria  la  autorización  del  Gobernador  de  la  provincia  de 
Burgos  al  Juez  de  primera  instancia  de  Salas  de  los  Infantes  para 
procesar  á  D.  Joaquín  Tejedor,  Alcalde  de  Hinojar  del  Rey,  y  se  re- 
suelve:        . 

Que  no  es  necesaria  la  autorizacwn  para  proceder  contra  un 
Alcalde  por  hechos  cometidos  no  como  tal  funcionario  administra- 
tivo, sino  en  el  ejercicio  de  las  funciones  que  le  corresponden  como 
delegado  de  los  Jueces  de  primera  instancia. 

En  él  espediente  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Burgos  ha  re- 
querido al  Juez  de  primera  instancia  de  Salas  de  los  Infantes,  para  que 
solicite  la  previa  autorización  para  procesar  á  D.  Joaquín  Tejedor,  Alcal- 
de que  filé  en  1864  de  Hinojar  del  Rey,  resulta: 

Que  el  Juzgado  de  Salas  siguió  causa  criminal  por  hurto  contra  un 
vecino  de  Hinojar,  y  entre  otras  cosas  acordó  el  embargo  de  sus  bienes, 
que  ejecutó  el  Alcalde  del  último  pueblo  como  delegado  del  Juzgado: 

Oue  llegada  la  causa  al  astado  de  defensa,  y  no  habiendo  el  procesado 
querido  nombrar  Procurador  y  Abogado,  se  le  designaron  de  oficio;  y 
posteriormente  acudió  el  Procurador  al  Juzgado  solicitando  que  de  los 
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bienes  embargados  66  vendieraD  los  suficíeotes  para  los  gastos  de  de« 
fensa: 

Que  eD  su  virtud  providenció  el  Juez  requiriendo  al  procesado  para 
que  pagase;  mas  hecho  el  requerimiento,  y  no  habiendo  verificado  el  pa^o, 
se  acordó  la  tasación  y  venta  de  bienes,  encargándose  todas  estas  dili- 
gencias al  Alcalde  de  flinojar  del  Rey: 

Que  en  este  estado,  y  pebdíente  su  cumplimiento,  acudió  el  procesado 
al  Juzgado  pidiendo  la  suspensión  de  la  venta  de  bienes:  y  sin  esperarla 
resolución  regresó  á  su  pueblo,  presentándose  al  Alcalde  manifestándole 
que  era  preciso  evitar  que  el  Juagado  llevase  adelante  la  venta  anuii- 
ciada: 

Que  el  Alcalde  dirigió  con  tal  motivo  una  comunicación  al  Juez,  que 
por  esta  autoridad  se  calificó  de  irrespetuosa  y  verdadero  desacato,  de 
acuerdo  con  el  dictamen  del  Promotor  fiscal;  y  en  consecuencia  se  ins- 
truyeron procedimientos  crimínales  contra  el  Alcalde,  entendiéndose  por 
el  Juez  que  era  innecesario  el  requisito  de  la  previa  autorización  para 
procesarle,  puesto  que  en  todo  este  negocio  había  obrado  con  eK  carácter 
de  delegado  de  la  autoridad  judicial: 

Que  el  Gobernador,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Consejo  pro- 
vincial, requirió  al  Juez  para  que  con  suspensión  de  todo  procedimiento 
solitase  la  autorización  por  ser  el  Alcalde  un  dependiente  de  su  autoridad 
y  no  haber  cometido  el  delito  que  se  le  imputaba: 

Por  último,  que  la  Audiencia  de  Burgos  confirmó  el  aoto  en  que  el 
Juez  declaraba  no  ser  necesaria  la  autorización,  por  lo  que  ha  sido  remi- 
tido  el  espediente  á  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y  Justicia  del  Consejo 
de  Estado  para  su  informe: 

Considerando  que,  sea  cualquiera  la  apreciación  que  se  haga  del  acto 
cometido  par  el  Alcalde  de  Hinojar  del  Rey  ai  dirigir  al  Juzgado  de  Salas 
la  comunicación,  que  ha  dado  origen  i  estas  diligencias,  es  indudable  que 
su  calificación  y  castigo  en  su  caso  compete  al  mismo  Juzgado,  puesto 
que  en  el  presente  caso  no  obraba  aquel  como  empleado  de  la  Adminis- 
tración, sino  como  delegado  del  Juez  para  la  práctica  de  diligencias  que 
por  esta  autoridad  se  le  habían   encargado: 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  innecesaria  la  autori- 
zación de  que  se  trata. 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  i  5  de  enero 
dtf4807.). 

Autorización  (7  de  enero  de  1867.).— iNJURiA.—Se  con- 
firma la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Cáceres  en  la 
autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Trujillo, 
para  procesar  al  Secretario  del  Ayuntamiento  de  dicha  villa,  Don 
Antonio  Trejo,  y  se  resuelve: 

Que  no  procede  conceder  autorización  para  vrocesar  por  delitoé 
cuya  existencia  no  está  suficientemente  justificada. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Cácereí 
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ha  oegado  al  Juez  de  primera  instaocia  de  Trujiilo  la  autorízaciOH  para 
procesar  al  Secretario  del  Ayuntamiento  D.  Aiitonio  Trejo  por  delito  de 
desacato,  resulla: 

Que  según  el  auto  de  oficio  que  dictó  el  Alcalde  de  Trujiilo  en  este 
espediente  el  di^  7  de  octubre  último  después  de  haber  celebrado  el  Ayun- 
tamiento de  Trujiilo  una  sesión  estraordinaria,  y  mientras  se  estendia  el 
acta,  promoviéndose  una  cuestión  entre  el  Secretario  y  el  Alcalde  sobre 
si  debia  admitirse  ó  no  cierta  reclamación  presentada  por  un  vecino;  v  ha- 
biéndoselopuesto  á  la  admisión  el  Alcalde  por  no  venir  en  forma,  el  Se- 
cretario le  dirigió  algunas  frases  depresivas  á  la  autoridad  y  que  envol- 
vían tono  de  reconvención: 

Que  el  Alcalde,  creyéndose  injuriado  gravemente,  principió  á  instruir 
diligencias  contra  elSecretario  como  presunto  autor  del  delito  de  desaca- 
to, á  cuyo  fin  recibió  declaración  á  los  individuos  de  Ayuntamiento,  que 
Í)resenciaron  el  hecho,  de  los  cuales  cinco  manifestaron  ser  cierto  en  la 
órma  espuesta  por  el  Alcalde,  y  otros  cinco  aseguraron  que  entre  éste  y 
el  Secretario,  no  solo  no  mediaron  las  palabras  que  se  suponían  injuriosas, 
sino  que  el  primero  fué  quien  reconvino  con  dureza  al  segundo,  y  aun  le 
faltó  á  la  consideración  como  particular: 

Que  remitidas  al  Juzgado  las  diligencias  para  su  contínuací^^,  y  rati- 
ficados que  fueron  los  testigos  en  lo  que  anteriormente  espusieron,  el  Pro- 
motor fiscal  fué  de  dictamen  que  debía  solicitarse  la  previa  autorización 
para  procesar  al  Secretario,  porque  en  el  caso  de  haberse  cometido  des- 
acato lo  habría  sido  en  el  ejercicio  de  funciones  administrativas;  y  habién- 
dose C(>D formado  el  Juez  con  esta  opinión,  solicitó  aquel  requisito: 

Por  último;  que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  el 
Consejo  provincial^  negó  la  autorización  fundándose  en  que  estaba  contra- 
*  dicho  el  aserto  de  los  q4ie  afirmaron  que  hubo  desacato  por  un  número  de 
GoDCejales  igual  al  de  los  primeros,  y  además  que  aun  suponiendo  que  el 
Secretario  hubiera  dirigido  algunas  frases  inconvenientes  al  Alcalde,  esto 
en  todo  caso  merecerla  solo  una  corrección  gubernativa: 

Visto  el  art.  192  del  Código  penal,  según  el  cual  cometen  desacato  los 
que  calumnian,  injurian,  insultan  ó  amenazan  á  un  superior  suyo  con 
ocasión  de  sus  funciones: 

Considerando  que,  según  se  desprende  de  lo  actuado  en  este  espedien- 
te, no  está  suficientemente  probado  que  el  Secretario  del  Ayuntamiento 
de  Trujiilo  dirigiese  al  Alcalde  las  frases  que  por  esta  autoridad  se  han  re- 
putado injuriosas,  pues  al  paso  que  unos  Concejales  afirman  que  se  pro- 
nunciaron, otros  en  número  igual  han  manifestado  lo  contrario; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia 
j  Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Go- 
bernador. 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— -El  Presidente  del  Cfuisejo  de  Ministros, 
Ranoon  lAaria  Nartaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  15  de  enero  de  1867.) 


Aniorisaeion  (7  de  enero  de  1867.). — ^Allanamiento  de  ho- 
rada.— Detención  arbitraria.— Se  confirma  la  negativa  del  Gober- 
nador de  ía  provincia  de  Cádiz  en  la  autorización  solicitacla  por  qI 
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Juez  dé  primera  instancia  del  distrito  de  Santa  Cruz  de  la  capital, 

f)ara  procesar  á  D.  José  María  Yarella,  inspector  que  fué  de  vid - 
ancia,  en  cuanto  al  delito  de  allanamiento  de  morada  cometido 
por  el  mismo;  se  concede  la  autorización  para  procesarle  por  el  de 
detención  arbitraria,  y  se  resuelve: 

1 .®  Que  el  alíánamiento  de  morada  supone  siempre  que  se  con- 
trarUi  la  voluntad  del  morador  ¡/además  que  se  falta  aHertameníeá 
la  ley: 

2.  Qu>e  no  concurriendo  estas  circunstancias  no  hay  allana- 
miento  de  morada; 

F3.®  que  no  comete,  por  consecuencia,  tal  delito  el  Inspector  de 
pólicia  que  entra  en  una  casa,  autorizado  -por  la  persona  que  la 
nabita,  para  cumplir  los  deberes  de  su  cargo. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Cádiz  ha  nega- 
do al  Jue%  de  primera  instancia  del  distrito  de  Santa  Cruz,  en  la  capital,  la 
autorización  solicitada  para  procesar  á  D.  José  María  Vareíla,  Inspector  que 
fué  de  Tigilancia,  por  varios  abusos,  resulta: 

Que  [^.  *José  María  Varella,  Inspector  de  vigilancia  á  la  sazón,  puso  en 
conocimiento  del  Gobernador  de  Cádiz  que  el  dueño  de  la  casa  nñm.  43  de 
la  calle  de  San  Juan  de  Dios  le  babia  manifestado  que  habiendo  alquilado 
en  dicha  casa  una  habitación  á  una  forastera,  ésta  se  negaba  á  presentar 
los  documentos  de  vigilancia  con  pretestos  frivolos,  y  que  con  escándalo 
de  la  moral  y  de  las  buenas  costumbre  todas  las  noches  admitía  á  un  hom- 
bre en  su  cuarto: 

Que  á  las  once  de  la  noche  del  18  de  setiembre  de  1865  dicho  Inspec- 
tor, acompañado  de  un  Secretario  y  del  guardia  de  vigilancia,  se  presentó 
en  la  casa  referida,  y  delante  de  la  inquinna  y  algunos  vecinos  llamó  á  la 
puerta  de  la  habitación  que  ocupaba  la  indicada  mujer: 

Que  esta  abrió;  y  acto  seguido  el  Inspector,  viendo  á  un  sugeto  acos- 
tado en  la  cama  que  había  en  el  cuarto,  empezó  á  apostroferle;  y  como 
aquelja  contestara  que  no  tenia  derecho  para  allanar  aquella  casa  y  obli- 
garle á  salir,  mandó  á  los  que  le  acompañaban  que  le  condujesen  á  la 
prevención,  como  así  se  veríGcó,  poniéndole  después  en  la  cárcel  á  dispo- 
sición del  Juzgado:' 

Que  en  su  virtud  se  instruyeron  las  oportunas  diligencias  en  averigua- 
ción; pero  no  resultando  probado  que  el  detenido  hubiera  cometido  el  des- 
acato á  la  autoridad  que  el  Inspector  denunció,  y  así  lo  espresaron  los 
testigos,  á  escepcion  del  Secretario  y  guardias  oue  acompañaron  á  su  Jefe, 
el  Juez  sobreseyó  en  la  causar  con  respecto  al  supuesto  desacato,  y  la 
Audiencia  del  territorio  al  confirmar  este  fallo  mandó  proceder  contra  el 
Inspector  por  suponer  que  habia  abusado  en  sus  funciones: 

Que  el  Juez,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Promotor  fiscal,  pi^ 
dio  en  consecuencia  la  previa  autorización  para  procesaí  á  aquel  etn- 
pleado  por  los  delitos  de  allanamiento  de  morada  y  detención  arbitraría; 
pero  él  Gobernador  de  acuerdo  con  el  Consejo  provinciaMa  iieg6  fundán- 
dose en  que  no  merecía  aquella  calificticion  el  acto  de  policía  ejecutado  por 
el  Inspector,  el  cual  se  había  además  atemperado  á  lo  dispuesto  en  los  ban- 
dos de  vigilancia  y  buen  gobierno  de  la  ciudad: 

Visto  el  art.  295  del  Código  penal,  por  ci  que  se  castiga  al  empleado 
público  que  ejecutara  ilegalmente  ó  con  incompetencia  manifiesta  la  de- 
tención de  una  persona: 
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Visto  el  art.  295  det  mismo  Código  por  el  que  se  castiga  al  empleado 
público  que  allanare  la  casa  de  cualquiera  persona,  á  no  ser  en  los  casos, 
y  en  la  forma  que  prescriben  las  leyes: 

GonstderandOy  en  cuanto  al  primero  de  los  delitos  que  se  suponen  co-* 
metidos  por  el  Inspector,  ó  sea  el  de  allanamiento  de  morada,  t|ue  este 
supone  siempre  que  se  contraria  la  voluntad  del  morador,  y  además  que 
se  falta  abiertamente  á  la  ley,  y  ninguna  de  estas  circunstancias  concur- 
ren en  el  hecho  dó  haber  entrado  el  Inspector  en  la  casa  en  cuestión, 
puesto  que  fué  desde  luego  autorizado  á  entrar  por  la  persona  que  la  ha« 
hitaba,  y  esto  lo  hizo  para  desempeñar  los  deberes  de  su  cargo: 

Considerando,  con  respecto  al  segundo  de  los  delitos  que  se  le  impu- 
tan, ó  sea  el  de  la  detención  arbitraria,  que  de  lo  actuado  en  este  espe- 
diente se  desprenden  motivos  fundados  para  presumir  que  pudo  haberle 
cometido,  toda  vez  que  en  el  testimonio  no  se  prueba  que  el  detenido  hu- 
biese opuesto  resistencia  al  Inspector,  ni  tampoco  que  con  su  conducta 
hubiera  producido  escándalo  gue  hiciere  necesaria  la  detención; 

Conformándome  con  lo  informado  par  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Go- 
bernador en  cuanto  al  delito  de  allanamiento  de  morada,  y  concederla  con 
respecto  al  de  detención  arbitraria. 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— ^ 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.--El  Presidente  del  Consejo  dellimistros. 
Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  i  5  de  enero  de  1867.) 


AutorisEacion  (7  de  enero  de  1867  ^).'— Exacciones  ilega- 
les.—Se  declara  innecesaria  la  autorización  del  Gobernador  de  la 
provincia  de  Sevilla  al  Juez  de  Hacienda'de  la  misma,  para  proce- 
sar á  D.  Rufo  Evaristo  Carranque  ,  agente  del  recaudador  de  con- 
tribuciones, y  se  resuelve: 

Que  lo¿>agentes  de  los  Becaudadores  de  contribuciones  no  pue- 
den tener  en  manera  alguna  el  carácter  de  empleados  administratú 
vos^  puesto  que  su  elección  y  nombramiento  corre$ponde  á  los  reeau-^ 
dadores^  que  son  los  funcionarios  dependientes  directamente  de  ¡a 
Administración  de  Hacienda,  y  respoíisables  por  tanto  de  la  gestión 
desucargo. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Sevilla  ha  re- 
querido al  Juez  de  Hacienda  de  la  provincia,  para  que  solicite  la  autoriza- 
ción para  procesar  á  D.  Rufo  Evaristo  Canranque,  agente  del  Recaudador 
de  contribuciones,  resulta: 

Que  en  virtud  de  denuncia  presentada  al  Promotor  íiscal  de  Hacienda 
por  varios  contribuyentes,  en  la  que  manifestaban  que  el  espresado  agen- 
te habia  cometido  el  delito  de  exacciones  ilegales,  se  instruyeron  las  opor- 
tunas diligencias  en  averiguación,  apareciendo  de  ellas  lo  siguiente: 

Que  el  Recaudador  de  contribuciones  dio  á  Carranque  la  comisión  de 
cobrarlas  y  hacerlas  efectivas,  y  en  coni|pcuencia  este  mdividuo  procedió 
á  evacuar  su  cometido;  pero  según  documentos,  que  obran  en  el  testimo- 
nio remitido  por  el  Juez,  cobró  á  varios  contribuyentes  ihayores  cantida- 

TOMo  TU. — Jurisprudencia  administrativa.  3 


Digitized  by 


Google 


18  JURlSPRCDENGiÁ   ADMINISTRATIVA. 

des  que  las  correspondían,  y  aun  el  mismo  lo  espresó  así  en  declaración 
prestada  ante  el  Juzgado: 

Que  con  este  motivo  el  Juez^  de  conformidad  con  lo  espuestó  por  el 
Promotor  fiscal,  participó  9I  Gobernador  de  la  provincia  que  estaba  proce- 
diendo contra  el  Carranque  libremente,  y  para  ello  se  fundaba  en  primer 
lugar  en  que  el  delito  por  el  que  se  le  perseguía  estaba  esceptuado  de  la 
garantía  de  la  autorización  previa  por  la  ley  vigente  de  Gobiernos  de  pro- 
vincia, y  además  en  que  según  informe  de  la  Administración  de  Hacienda 
[Pública  no  debe  reconocerse  carácter  de  empleados  públicos  para  los  efec- 
tos legales  á  los  agentes  ó  auxiliares  que  los  Recaudadores  de  contribu- 
ciones necesiten  para  el  ejercicio  de  su  cargo: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  lo  espuesto  por  el  Consejo  provin- 
cial, requirió  al  Juzgado  para  que  con  suspensión  del  procedimiento  solici- 
tase la  autorización,  apoyándose  en  que  el  ramo  de  cobranzas  de  los  im- 
puestos y  contribuciones  públicas  es  esencialmente  administrativo^  y  en 
tal  concepto  debe  darse  el  carácter  de  empleados  públicos  i  los  individuos 
que  desempeñen  este  servicio:  « 

€k)n8iderando  que  el  individuo  á  quien  se  intenta  procesar  por  el  Juz- 
gado  de  Hacienda  de  Sevilla  no  tíeoe  en  manera  alguna  el  carácter  de  em- 
pleado administrativo,  puesto  que  su  elección  y  nombramiento  correspon- 
de al  Recaudador  de  contribuciones,  único  funcionario  dependiente  direc- 
tamente de  la  Administración  de  Hacienda,  y  responsable  por  tanto  de  la 
gestión  del  cargo  que  desempeña; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  .de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  innecesaria  la  autoriza'- 
cion  de  que  se  trata. 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  I^Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  15  de  enero  de  1867. 


iO. 

Autorización  (7  de  enero  de  1867.). — Exacciones  ilega- 
les.—Se  declara  innecesaria  la  autorización  del  Groberaador  de  la 
provincia  de  Jaén  al  Juez  de  primera  instancia  de  Alcalá  la  Real 
para  procesar  á  D.  Antonio  Aviles  Luque,  Alcaide  de  la  cárcel  de 
aquel  partido,  y  se  resuelve; 

Que  entre  los  delitos  espresamente  eseeptuados  de  la  garantía  de 
la  previa  autorización  está  el  de  exacciones  ilegales. 

4 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Jaén  ha  re- 
querido al  Juez  de  primera  instancia  de  Alcalá  la  Real,,  para  que  solicite  la 
previa  autorización  para  procesar  á  D.  Antonio  Aviles  Luque,  Alcaide  de 
Ja  cárcel  de  aquef  partido,  resulta: 

Que  en  29  de  julio  último  acudieron  al  Juez  de  Alcalá  la  Real  varios 
presos  en  la  cárcel  del  partido  denunciando  que  el  Alcaide  D.  Antonio  Avi- 
les les  babia  exigida  diferentes  cantidades  y  efectos,  á  los  unos  por  permi- 
tirles la  salida  del  establecimiento,  á  los  otros  por  dispensarles  algunos  dias 
de  sus  condenas;  y  á  todos  por  permitirles  que  hablasen  con  sus  esposas» 
padres  6  hermanos: 

Que  el  Juez,  en  vista  de  la  denuncia,  procedió  á  la  averiguación  de  los 
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hechos  contenidos  en  ella;  y  después  de  practicadas  varias  diligencias,  de« 
cretó  la  prisión  del  Alcaide,  y  manifestó  al  Gobernador  de  la  provincia,  que 
los  hechos  por  que  procedía  contra  a(|uel  funcionario,  no  hacian  necesaria 
su  autorización,  con  arreglo  al  art.  10,  núra.  8.*  de  la  ley  de  25  de  setiem- 
bre de  1869,  y  art.  41  del  reglamento  dictado  para  su  ejecución: 

Que.el  Alcaide  presentó  escrito  en  7  de  agosto,  apelando  del  auto  en 
que  se  decretó  su  prisión,  y  se  declaró  innecesaria' la  autorización  del  Go- 
bernador; siéndole  admitido  el  recurso  en  el  efecto  devolutivo,  y  formán- 
dose el  oportuno  testimonio: 

Que  el  Gobernador  dirigió  una  comunicación  al  Juez,  manifestándole 
que  ampliase  el  oGcio  en  que  le  anunció  estar  procediendo  contra  el  Al- 
caide, y  le  remitiese  testimonio  de  lo  actuado  donde  constasen  los  fun-  . 
damentos  que  tenia  para:  considerarle  s^utor  de  los  hechos  que  se  perse* 
guian: 

Que  remitido  el  testimonio,  el  Gobernador  acordó,  previo  informe  del 
Consejo  provincial,  que  era  necesaria  su  autorización,  fundándose  en  que 
el  caso  actual  no  está  comprendido  en  ios  artículos  39  y  40  del  reglamento 
de  25  de  setiembre  de  1863;  y  que  siendo  los  hechos  cometidos  por  el  Al- 
caide relativos  á  sus  funciones  administrativas,  era  indispensable  pedir  y 
obtener  aquel  requisito: 

Que  en  vista  ae  esta  comunicación,  el  Juez  dictó  auto  declarando  que 
DO  era  necesaria  la  autorización;  y  habiendo  sido  aprobado  por  la  Audien- 
cia del  territorio,  se  ha  remitido  el  espediente  á  la  Sección  de  Estado  y  Gra- 
cia y  Justicia  del  Consejo  de  Estado  para  su  informe: 

Visto  el  art.  10,  núm.  8.**  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  1863,  según 
el  cual  no  será  necesaria  la  autorización  previa  para  perseguir,  entre 
otros,  los  delitos  de  exacciones  ilegales,  percepción  de  multas  en  dinero, 
etcétera,  que  cometan  los  empleados  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  a^dmi- 
nistrativas:  ' 

Considerando  que  la  califícacíon  de  exacciones  ilegales  que  al  Juzgado 
han  merecido  los  abusos  cometidos  por  el  Alcaide,  escluye  á  este  funcio- 
nario del  beneficio  de  la  autorización  previa,  según  terminantemente.se  vó 
por  lo  dispuesto  en  el  articulo  citado  de  la  ley  de  Gobiernos  de 'pro- 
vincia; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  innecesaria  la  autoriza- 
ción de  que  se  trata. 

Dado  eo  Palacio  á  siete  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Mipis- 
tros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en*  la  Gaceta  de  15  de  enero 
de  1867.) 


ii. 

Autorización  (7  de  enero  de  1867.).— Abusos.— Se  confir- 
ma la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Valencia,  en  la 
autorizaciOQ  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Gandía, 

Sara  procesar  á  Dona  Josefa  Arlandís  y  Palacio,  Maestra  de  ninas 
e  la  alquería  de  la  Condesa,  y  se  resuelve: 

Que  no  procede  conceder  autorización  para  procesar  d  una 
Maestra  de  niñas  por  hechos  que^  si  bien  por  la  forma  en  que  tu-^ 
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vieron  luijar  pueden  merecer  una  corrección  disciplinaria ,  no  son 
penables  con  arreglo  al  Código^  correspondiendo  su  comcimenlú  á 
la  Junta  provincial  de  Instrucción  primaria.  ¡ 

Ea  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  h  provincia  de  Valencia  ha 
negado  al  Jueí  de  primera  instancia  de  Gandía  la  antorízacion  para  (pro- 
cesar i  Doña  Josefa  Arlandís  y  Palacio,  Maestra  de  niñas  de  la  alquería  de 
la  Condesa,  por  varios  abusos,  resulta: 

Que  el  Alcalde  del  citado  pueblo  dio  aviso  al  Juzgado  de  Gandía  de  ha- 
llarse instruyendo  diligencias  contra  la  Maestra  Doña  Josefa  Arlandís,  á 
,  cobsecuencía  de  varios  abusos  que  se  supotien  cometidos  en  la  escuela,  y 
que  al  parecer  consistían  en  falta  de  respeto  al  Alcalde  y  á  la  Comisión  local 
ae  Instrucción  primaria,  en  exacciones  ilegales  á  las  niñas,  y  en  no  haber 
presentado  justificadas  las  cuentas  de  gastos  de  la  escuela: 

Que  el  Juez  en  su  virtud  continuó  los  procedimientos  contra  la  Maes- 
tra, apareciendo  de  ellos  lo  siguiente:  que  la  falta  de  respeto  había  consis^ 
tidp  en  recibir  de  un  modo  descortés  á  la  Comisión  local  un  día  que  fué  á 
visitar  la  escuela,  y  en  no  querer  prestar  declaración  en  las  primeras  dili- 
gencias que  el  Alcalde  instruyó  contra  ella,  fundada  en  que  no  era  autori  - 
dad  competente:  que  las  exacciones  ilegales  se  reducían  á  haber  percibido 
unos  maravedises  de  las  niñas  mejor  acomodadas,  para  retribuii-  á  las  niñas 
pobres  ciertos  servicios  mecánicos,  advirtiéndose  que  les  fueron  devueltos 
a  las  primeras  en  cuanto  lo  mandó  ja  Comisión  local;  v  finalmente,  que 
con  respectp  á  la  inversión  de  ciertos  fondos  del  material,  estaban  justifi- 
cados lols  recibos  de  la  cuenta  presentada  por  la  Maesti^a.  puesto  que  fueron 
reconocidos  por  los  mismos  que  los  estendieron  ó  suscribieron: 

Que  el  Promotor  fiscal  fué  de  dictamen  que  debía  procesarse  á  la  Maes* 
tra,  porque  á  su  juicio  los  enunciados  supuestos  abusos  que  el  Alcalde 
denunciaba  constituían  otros  tantos  delitos  previstos  y  penados  en  los  ar-- 
tículos  correspondientes  del  Código  penal;  y  habiéndose  conformado  el 
Juez  con  esta  opinión,  solicitó  la  previa  autorizacio  n  del  Gobernador  de  la 
provincia: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  lo  espuesld  por  el  Consejo  provin- 
cial y  la  Junta  provincial  de  lostruccíon  primaria,  á  cuyo  informe  pasó  el 
espediente,  negó  la  autorización,  y  para  ello  se  fundaba  en  que  ninguno  de 
los  abusos  que  se  suponían  cometidos  por  la  Maestra  constituían  delito,  y 
que  el  Juzgado  no  debió  haber  conocido  en  el  asunto: 

Considerando  que  los  datos  suministrados  en  este  espediente  prueban 
que  los  delitos  que  se  atribuyen  á  la  Maestra  Doña  Josefa  Arlandís  sé  re- 
ducen á  otros  tantos  hechos  que,  si  bien  por  la  forma  en  que  tuvieron  lu- 
gar pueden  merecer  una  corrección  disciplinaria,  no  son  penables  con  ar- 
reglo al  Código: 

Considerando  que  en  tal  concepto  falta  la  base  para  que  el  Juzgado  de 

Íirímera  instancia  siga  conociendo  de  este  espediente,  que  por  su  natura- 
eza  corresponde  á  la  Junta  provincial  de  Instrucción  primaria,  la  cual 
puede  proponer  al  Gobernador  de  la  provincia,  que  es  su  Presidentes, 
si  lo  estimase  oportuno,  la  cotrecciotí  disciplinaria  que  juzgue  adecuada 
ai  caso; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Gober- 
nador, 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Mínis» 
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tros,  Ramón  María  Narvaez.— CPublícada  en  la  Gaceta  de  15  de  enero 
de  1867.) 


AntoriaE^eion  (7  de  enero  de  1867.). — Falsedad. — Sus- 
tracción DE  DOCUMENTOS. — Se  dccIara  q[ue  no  há  lugar  por  ahora  á 
conceder  ni  á  negar  la  aatori^acion  solicitada  por  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  de  la  Izquierda  de  Córdoba  para  proce- 
sar á  D.  José  María  Delgado,  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Vi- 
Ilaviciosá,  y  se  resuelve: 

Que  no" hay  razón  para  conceder  ni  neaar  autorización  para 
procesar  ínterin  no  este  suficientemente  probada  la  existencia  del 
delito  por  el  que  se  pide  la  autorización. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Córdoba  ha 
negado  al  Juez  de  primera  iostancia  del  distrito  ae  la  Izquierda  de  la  ca* 

Í^ital  ia  autorización  para  procesar  á  D.  José  María  Delgado,  Secretario  que 
oé  del  Ayuntamiento  de  Yiliaviciosa,  por  falsedad  y  sustracción  de  docu- 
mentos, resulta: 

Que  en  virtud  de  comunicación  del  Alcalde  de  Vifiavicibsa,  fecha  9  de 
enero  del  presente  año,  se  instruyeron  procedimientos  por  el  Juzgado  de 
la  izquierda  en  Córdoba  en  averiguación  de  ciertos  hechos,  que  dicho  Al- 
calde denunciaba,  y  eran  los  siguientes: 

Que  b.  José  María  Delgado,  Secretario  que  había  sido  del  Ayuntamien- 
to de  Víllavícíosa  hasta  últimos  de  agosto  de  1865,  habia  dejado  de  esten-i 
der  en  el  libro  capitular  de  la  corporación  varias  actas  de  sesiones  cele- 
bradas por  la  misma,  especialmente  una  sobre  consumos,  y  otra  acerca  de 
la  próroga  del  contrato  celebrado  con  el  Médico  titular  del  referido  pue- 
blo, de  los  cuales  habia  espedido  certifícados,  refiriéndose  en  su  pié  a  ac- 
tas que  no  existían  realmente: 

Que  el> Juzgado,  en  virtud  de  los  hechos  contenidos  en  la  denuncia  es- 
presada,  dio  principio  á  la  práctica  de  las  diligencias  conducentes  á  su 
averiguación,  y  se  trajeron  á  la  causa  los  certificados  originales  á  que  se 
aludía,  asi  como  el  libro  capitular,  que  le  formaban  unos  cuantos  cuiider- 
nillos  de  papel  sellado  sueltos,  do^de  se  hallaban  estendidas  varias  actas 
sin  la  debida  formalidad,  pues  habia  muchos  claros: 

Que  en  este  libro  uo  constaban  efectívaínente  las  actas.á  que  aludian 
los  espresados  documentos,  así  como  tampoco  la  de  una  sesión  habida  so- 
bre concesión  d«  parte  de  una  calleja;  y  como  el  ex-Secretarío  Qe^iiado 
afírmase  en  la  declaración  que  prestó  que  esas  actas  habían  sido  esi^ndi- 
das  y  firmadas,  y  que  ignoraba  por  qué  no  existían  en  el  libro  capitular, 
se  hizocomoarecer  ante  el  Juzgado  á  todos  cuantos  resultaba  haberlas  fir- 
mado, sienao  examinados  bajo  juramento: 

Que  los  testigos  llamados  a  declarar  lo  hicieron  en  diverso  se»tk!o; 
pues  hay  unos  que  dicen  que  en  efecto  se  celebró  la  sesión,  recayendo  en 
ell^el  acuerdo  que  el  certiticado  espresa,  pero  que  no  se  estendió  acta,  y 
por  consiguiente  nadie  la  firmó;  otros  que  no  recordaban  sí  se  celebró  la 
sesión;  varios  que  asegufan  ser  cierto  lo  espresado  en  ^j  certificado,  pero 
que  no  recuerdan  si  se  estendió  acta;  y  últimamente,  no  pocos  que  ase- 
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guran  se  celebróla  sesión  meDcionada,  que  recayó  6d  ella  dicho  acuerdo^ 
que  se  levantó  acta  de  él,  y  fué  firmado  por  cuantos  sabían  hacerlo: 

Que  con  presencia  de  todos  estos  datos,  y  apreciando  todas  las  cir- 
cunstancias del  sumario,  el  Juez,  oido  el  Promotor  fiscal,  dio  auto  de  so- 
breseimiento en  la  causa  á  que  se  viene  haciendo  referencia;  pero  la  Au* 
diencia  del  territorio  le  rcYocó  mandando  al  Juzgado  que,  previa  la  corres- 
pondiente autorización,  continuase  los  procedimientos  incoados  hasta 
averiguar  si  era  el  Secretario  Delgado  ó  su  sucesor  el  autor  de  los  delitos 
que  se  perseguían : 

Que  el  Gobernador,  de  conformidad  cou  el  dictamen  del  Consejo  pro« 
YÍnciaL  negó  la  autorización  fundándose  en  que  no  debía  suponerse  que 
el  referido  exSecretarío  hubiera  cometido  los  delitos  que  se  le  imputaban 
en  primer  lugar  porque  la  denuncia  presentada  por  el  Alcalde  haoia  sido 
hecha  varios  meses  después  de  haber  cesado  aquel  en  el  cargo  de  Secre- 
tario, y  además  en  que  era  probable  que»  en  lugar  de  falsedad  en  la  redac- 
ción de  documentos,  existiera  el  delito  de  sustracción  de  los  mismos  docu- 
mentos, cometida  acaso  por  el  sucesor  de  Delgado,  al  cual  entregaba  á  la 
acción  judicial: 

Considerando  que.  á  pesar  de  las  diligencias  practicadas  por  el  Juzga- 
do en  averiguación  del  delito  que  se  supone  cometido  y  de  sus  presuntos 
reos,  no  resulta  suficientemente  probado  que  exista  delito,  puesto  que^ 
entre  los  muchos  testigos  llamados  á  declarar,  hay  varios  que  afirman  que 
no  hubo  sesión,,  y  que  poi*  tanto  no  se  levantó  acta  de  ella  ni  de  acuerdo 
alguno: 

Considerando  que  no  constando  la  existencia  de  un  delito  no  hay  razón 
para  conceder  ni  negar  la  autorización  solicitada  por  el  Juzgado  en  cuan-  ' 
to  al  procesamiento  que  se  intenta  contra  el  ex-Secretario  Delgado; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado.  Vengo  en  declarar  que  por  ahora  no  há 
lugar  á  conceder  ni  á  negar  dicha  autorización,  devolviéndose  las  actua- 
ciones al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Izquierda  de  Córdo- 
ba para  que,  sí  lo  estima  conveniente,  reciba  las  correspondientes  infor- 
maciones sobre  los  hechos  denunciados,  y  en  su  caso  pida  de  nuevo  la  au- 
torización si  á  su  juicio  procediere. 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.*— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros. 
Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  15  de  enero  de  1867. 


iS. 

ConÉpeienela  (11  de  enero  de  1867.). — ^Istrüsion  de  ga^ 
NADO  EN  TERRENO  AJENO.— Se  dccide  á  favor  dc  la  autoridad  judi- 
cial la  competencia  suscitada  entre  el  (gobernador  de  la  provmcía 
de  Pontevedra  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Lalin,  con  motivo 
delÍDterdicto  presentado  por  D.  Antonio  González  Lalin  contra  An- 
drés Ramos,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  cuando  no  se  trata  de  providencias  administrativas 
dictadas  en  el  ejercicio  de  atribuciones  legitimas,  no  tiene  lugar  lo 
dispuesto  en  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  que  prohibe  de-- 
jarlas  sin  efecto  por  medio  de  interdictos: 
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2,*  Que  son  nulas  todas  las  actuaciones  que  se  practiquen  por 
cualquiera  de  las  autoridades  contendientes,  una  vez  entablada  la 
competencia; 

F3.®  que  ninguna  competencia  tiene  la  Administración  tra- 
tándose de  intereses  particulares^  pues  solo  la  corresponde  conocer 
de  lo  relativo  á  los  que  están  puestos  bajo  el  amparo  y  protección  de 
las  autoridades  administrativas. 

Ed  el  espediente  y  antos  de  competeneia  suscitada  eatre  el  Goberna- 
dor de  la  provÍDCia  de  Ponteyedra  y  ei  Juez  de  primera  íostaDcia  de  La- 
lin,  de  h)s  cuales  resulta: 

Que  á  nombre  de  D.  Antonio  González  Lalin,  vecino  de  San  Lorenzo 
de  Yillatuge,  se  presentó  en  el  referido  Juzgado  un  interdicto  contra  An- 
drés Ramos^  vecito  de  San  Salvador  de  Laro,  en  el  Ayuntamiento  de  Si- 
lléda,  por  haber  entrado  Ramos  con  dos  hijos  suyos  en  una  cerca  de  mon- 
te llamada  Costa  da  Drede,  propia  del  querellante,  á  cortar  escfuilmos  y 
apacentar  ganados,  rompiendo  parte  de  la  cerca: 

Que  sustanciado  el  interdicto  sin  audiencia  del  despojante  se  acordó 
la  restitución,  y  Ramos  acudió  al  Gobernador  de  la  provincia  en  sojicitud 
de  que  requiriese  de  inhibición  al  Juzgado,  ñindándose  en  que  el  terreno 
sobre  que  versaba  la  cuestión  era  un  pedazo  de  monte  común  de  los  ve- 
cinos de  Faralá,  que  González  Laiin  nabia  cerrado  arbitrariamente  apro- 
piándo:«elo: 

Que  el  Gobernador^  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  reauirió  de 
Inhibición  al  Juzgado,  apoyándose  en  los  artículos  74,  80  y  81  de  la  ley 
de  8  de  eneró  de  1845  y  en  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  y  mando 
al  Alcalde  de  Silleda  que  hiciera  presentar  á  González  Lalin  el  título  en 
virtud  del  cual  se  decía  poseedor  del  monte  y  que  instruyera  varias  dili- 
gencias sobre  el  asunto: 

Que  en  la  sustanciacion  del  incidente  de  competencia  en  el  Juzjgado 
se  trajo  á  los  autos  testimonio  de  una  Real  orden  dictada  en  26  de  setiem- 
bre de  1849,  esceptpando  de  la  estadística  de  montes  los  del  partido  de 
Lalin  que  se  disfrutaran  individual  y  no  colectivamente,  "por  ser  propie- 
dad de  los  vecinos,  y  se  recibió  información  testifical  sobre  si  la  Costa  da 
Drede  estaba  en  la  parroquia  de  San  Salvador  de  Laro,  de  donde  era  ve- 
cino el  despojante,  ó  en  la  de  San  Tomé  de  Parada  como  declararon  los 
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Que  el  Juez  se  declaró  competente,  separándose  del  dictamen  fiscal  y 
apoyándose  en  la  citada  Real. orden  de  26  de  setiembre  de  1849,  y  en 
ue  el  despojante  no  era  vecino  de  la  parroquia  en  que  radicaba  la  Costa 
a  Drede,  y  por  tanto  no  tenia  derecho  á  aprovechar  aquel  terreno,  aun 
cuando  fuese  de  aprovechamiento  común  de  aquellos  vecinos: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  acordó  que 
se  practicaran  algunas  driígencias  en  averiguacton  dé  lo  concerniente  al 
cerramiento  del  monte  hecho  por  González,  de  las  que  aparece  que  la 
Costa  da  Drede  era  de  aprovechamiento  cortiun  de  los  vecinos  de  Parada, 
y  en  vista  de  ello,  de  acuerdo  también  con  aquella  Corporación,  insistió 
en  su  requerimiento,  resultando  el  presente  conñipto: 

Visto  el  art.  74  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  que  entre  las  atribu- 
ciones del  Alcalde  como  administrador  del  pueblo,  señala  la  de  procurar 
la  tonservacion  de  las  fincas  pertenecientes  al  común: 

Visto  el  art.  80  de  la  misma  ley,  que  encarga  á  los  Ayuntamientos  ar- 
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tivas,  como  mateiia  de  interés  general  que  no  puede  someterse  á  la 
apreciación  de  los  Tribunales  de  justicia. 

Eo  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gol>erna- 
dor  de  la  provincia  de  Santander  y  el  Jijez  de  primera  insiancja  del  Valle 
de  Cabuérniga,  de  Iqs  cuales  resulta: 

Que  D.  Agustín  Saiz,  vecino  de  Víaaa,  demandó  ante  el  Juez  de  paz  de 
fu  distrito  á  D.  José  y  Doña  María  Tagle,  de  la  misma  vecindad,  porque 
cruzando  un  prado  de  estos  últimos  la  acequia  aue  desde  tiempo  inmemo- 
rial conduela  el  agua  para  el  riego  de  otro  prado  del  demandante,  se  ha- 
bian  opuesto  actúenos  á  la  limpia  de  la  acequia  y  desconocían  así  una  ser- 
Tidumbre  legítimamente  constituida: 

Que  celebrado  juicio  verbal,  en  el  que  propusieron  los  demandados  es- 
cepcion  de  competencia  del  Juzgado,  porque  eran  públicas  las  aguas  que 
tomaba  la  acequia  y  carecía  la  parte  actora  de  la  autorización  necesaria 
par^  hacerlo,  el  Juez  des6Mim(3.1a  escepcion  y  dictó  septencia  absolviendo 
de  la  demanda  á  Tagle  y  á  su  hermana: 

Que  interpuesta  apelación  fué  admitida;  pero  cuando  estaba  señalado 
día  para  la  vista>  se  recibió  en  el  Juzgado  requerimiento  de  inhibición  por 
parte  del  Gobernador  de  la  provincia: 

Que  esta  autoridad  fundó  su  requerimiento  en  que  según  resultaba  del 
espediente  instruido  por  el  Pedáneo  <ie  Viaña,  habiendo  procedido  por  sí 
Saíz  y  otros  vecinos  del  pueblo,  á  abrir  zanjas  y  tomaderos  para  utihzarse 
de  las  aguas  de  upa  fuente  pública,  el  Pedáneo  se<4)uso  a  ello  y  apare- 
x^iendo  desatendidas  sus  amonestaciones,,  mandó  se  cerraran  las  zanjas, 
con  lo  que  dio  lugar  al  referido  juicio;  y  que  como  la  cuestión  que  lo  mo- 
tivaba era  la  de  aprovechamiento  de  aguas  públicas,  aducia  el  Goberna- 
dor en  favor  de  su  conipetencia  la  Real  orden  de  5  de  abril  de  1859  y  el 
Real  decreto  de  29  del  mismo  mes  de  1860: 

Que  sustanciado  el  artículo  el  Juez  se  declaró  incompetente,  mas  ape< 
lado  su  auto  para  ante  ia  Audiencia,  la  Sala  tercera  de  la  de. Burgos  lo  re^ 
TOCÓ  y. mantuvo  la  iurisdiccion  ordinaria,  apoyándose  en  que  la  demanda 
de  Saiz  tenia  por  objeto  la  declaración  de  un  derecho  real  de  servidumbre 
aue  solo  puede  hacerse  por  los  Tribunales  de  justicia,  y  que  no  se  referia 
a  aprovechamiento  de  aguas  comunes: 

Que  el  Gobernador  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial  insistió  en  su 
reauerimiento,  y  dio  lugar  al  presente  conüictOy  que  ha  seguido  todos  sus 
tramites: 

Visto  el  art.  29  del  Real  decreto  de  29  de  abril  de  1860,  que  declara 
corresponde  á la  administración  la  policía  de  las  aguas  así  públicas  como 
privadas,  y  dictar  en  su  consecuenoia  las  medidas  que  crea  necesarias  pa- 
ra evitar  los  perjuicios  que  por  estancamientos  ó  filtraciones  pudieran 
ocasionarse  á  la  salud  pública: 

Visto  el  núm.  2.®  del  art.  80  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  según 
el  cual  es  atribución  de  los  Ayuntamientos  arreglar  por  medio  de  acuer- 
dos, conformándose  con  las  leyes  y  reglamentos,  el  disfrute  de  los  pastos, 
aguas  y  demás  aprovechamientos  comuoes  en  donde  no  haya  un  régimen 
especial  autorizado  competentemente:  *  . 

Considerando  que  los  derechos  particulares  del  demandante  están 
subordinados  al  aprovechamiento  común  de  las  aguas,  y  que  el  determinar 
la  estension  y  régimen  de  este  aprovechamiento  corresponde  á  las  autori- 
dades administrativas,  como  materia  de  interés  general,  que  no  puede 
someterse  á  la  apreciación  de  los  Tribunales  de  justicia; 
TOMO  Vil. — Jurisprudencia  administrativa.  4 
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Gonfocmándome  cod  lo  consultado  por  el  Goosejo  de  Estado  en  pleQO, 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  faTor  de  la  Administración. 

Dado  en  Palacio  á  ooce  de  enero  de  mil  ochocieotos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.^EI  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  d¿  18  de  enero  de  1867.) 


15. 

Competencia  (11  de  enero  de  1867.).— Arranqüb  y  sus- 
tracción de  UNOS  írboles. — Se  declara  mal  formada,  y  que  no  há 
lugar  á  decidirla,  la  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la 
provincia  de  Lérida  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Balaguer» 
con  motivo  délas  diligencias  criminales  instruidas  contra  Lorenza 
Morancho,  y  se  resuelve: 

1 .°  Que  en  causas  criminales  solo  puede  entablar  competencia 
la  Administración  cuando  el  castigo  del  delito  ó  falta  la  esté  resera' 
vadQ  por  la  ley,  ó  cuando  haya  que  decidir  alguna  cuestión  previa 
de  índole  administrativa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  haya  de 
pronunciarse; 

¥  2.''  que  las  cuestiones  de  propiedad  son  del  esclusivo  conoci- 
miento &e  los  tribunales  ordinarios. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Lérida  y  el  Juez  de  primera  instancia  dé  Balaguer^ 
de  los  cuales  resulta: 

Que  en  25  de  marzo  del  presente  año/NadahCabiscol,  vecino  del  pue- 
blo de  Víllanueva  de  Segria,  puso  en  conocimiento  del  Alcalde  de  la  espre- 
sada villa,  que  Lorenzo  Morancbo,  natural  y  vecino  del  pueblo  de  Al- 
guaire,  le  habiá  arrancado  y  sustraído  tres  higueras  de  una  heredad  que 
poseía  en  él  término  del  Secano,  en  el  pueblo  de  Segria: 

Que  el  referido  Alcalde,  después  de  instruir  las  primeras  diligencias, 
remitió  las  actuaciones  al  Juzgado  de  Balaguer,  y  en  él  declararon  dos 
peritos  nombrados  ai  efecto,  que  los  árboles  de  que  se  trata,  cuando  fue- 
ron arrancados  por  el  acequiero,  se  hallaban  plantados  en  la  finca  de  Na^ 
dal  Gabiscol: 

Que  la  Junta  de  acequiaje  de  Lérida  recorrió  al  Gobernador  de  la  pro- 
vincia, esponiendo:  que  el  Alcalde  de  Segria  estaba  procediendo  criminal- 
mente contra  el  acequiero  Morancho,  por  haber  arrancado  unas  higueras 
del  quijero  de  la  acequia,  y  como  con  este  acto  no  había  atentado  contra  la 
propiedad  de  ningún  particular,  en  razón  á  que  los  árboles  qué  se  crian 
en  el  quijero  {jérteirecen  á  la  Junta,  solicitaba  que  se  mandase  al  espresado 
Alcalde  que  no  entendiese  en  él  negocio,  ó  se  requiriese  de  inhibición,  en 
su  caso,  alJuez  dé  p^rimera  instancia  de  Balaguer; 

Que  pedido  ioforipe  al  Ayuntamiento  de  Segria  y  á  la  Junta  de  ace- 
quiaje, manifestó  aquella  Corporación,  que  no  podía  asegutar  sí  las  higue- 
ras eñ  cuestión  estuvieron  plantadas  en  el  quijero  de  la  acequia  ó  en  la  he- 
redad de  Nadal  Gabiscol,  por  carecer  la  Alcaldía  de  las  ordenanzas  vigen- 
tes en  la  materia,  y  ja  Junta  afirmó  que  las  higueras  se  hallaban  plantadas, 
cuando  las  arrancó  Mgrancho.  en  el  quijero  de  la  acequia,  según  declara- 
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cioD  de  Yarios  iDdíviduos  de  la  éspresáda  Jonta,  dér  Alcalde  y  del  Secreta-* 
rio  de  Segria,  nombrados  para  que  reconociesen  el^  terreno  y  declarasen 
sobre  el  partkuld^: 

Que  el  Gobernador  de  la  provincia  requirió  de  inhibícioo  al  Juzgado, 
fundándose  en  las  Ordenanzas  de  acequiaje,  en  el  reglamento  de  25  de  se* 
tiembre  de  1863  y  en  las  Reales  órdenes  de  22  de  noviembr^e  de  1836  y  20 
de  julio  de  1839: 

Que  sustanciado  el  incidente  de  competencia  se  inhibió  el  Juzgado  del 
conocimiento  del  asunto,  y  consultada  esta  sentencia,  se  revoco  por  la 
Audiencia  de  Barcelona,  mandándole  al  Juez,  sin  remitirle  copia  del  dicta- 
men fiscal,  sostener  su  competencia,  fundándose  en  que  se  trataba  de  un 
daño  en  propiedad  particular  y  no  en  el  quijero  de  la  acequia,  siendo  por 
lo  tanto  de  interés  particular  la  cuestión  de  que  se  tratan 

Que  insistiendo  el  Gobernador  en  su  requerimiento,  áB  conformidad 
con  lo  informado  por  el  Consejo  provincial,  resultó  el  presente  conflicto: 

Visto  el  núm.  1.*  del  art.  54  del  reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley 
relativa  á  la  administración  y  gobierno  de  las  provincias,  según  el  cual  los 
Gobernadores  no  pueden  suscitar  contienda  de  competencia  en  los  juicios 
Criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  reservado 
por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando  en  virtud  do 
la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  autoridad  administrativa  alguna  cues- 
tión previa,  de  la  cual  dependa  el  /alio  qué  los  Tribunales  ordinarios  ó  es- 
peciales hayan  de  pronunciar: 

Considerando:  '^ 

1.*^    Que  la  presente  contienda  de  competencia  se  ha  suscitado  en  un 

juicio  criminal,  pues  el  Juzgado  de  Balaguer,  al  proceder  en*  el  espreisado 

concepto  contra  Lorenzo  Morancho,  solo  trató  de  averiguar  y  castigar  en 

su  caso  el  delito  de  arrancar  algunos  árboles  de  una  finca  particular: 

2.®  Que  el  castigo  del  delito  de  que  se  ha  hecho  mérito  no  está  reser- 
vado por  ninguna  ley  á  los  funcionarios  administrativos,  antes  por  el  con- 
trarío, es  de  la  competencia  esclusiva  de  los  Tribunales  ordinarios: 

3.*  Que  si  existiera  en  el  caso  presente  alguna  cuestión  previa,  seria  la 
de  decidir  si  las  higueras  arrancaaas  pertenecian  á  Cabiscol  ó  á  la  Junta 
de  acequiaje  por  hallarse  en  la  propiedad  de  aquel,  ó  en  el  quijero  de  la 
acequia,  y  siempre  correspondería  decidirla  á  los  Tribunales  ordinarios, 
por  ser  una  cuestión  de  propiedad: 

4.®  Que  los  Gobernadores  no  pueden  suscitar  contienda  de  competen- 
cia en  los  juicios  criminales,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  núm.  1.^  det 
art.  54  del  reglamento  citado,  sino  en  los  dos  casos  taxativamente  enume- 
rados en  la  misma  disposición,  entre  los  cuales  no  se  encuentra  el  nego- 
cio presente;  \ 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno. 
Vengo  en  declarar  mal  foVmada  esta  competencia,  y  que  no  há  lugar  á  de- 
cidirla, y  lo  acordado. 

Dado  en  Palacio  á  once  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.~El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  úe  18  de  enero  de  1867.). 


16. 

CoiMpcicnela  (11  de  enero  de  1867.).— Estrí(:gion  de  pie- 
dra.— Sfi  decide  á  favor  de  la  Administracioa  la  competencia  eo- 
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tabJada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Burgos  y  el  Juez 
de  primera  instancia  de  Briyiesca,  con  motivo  del  interdicto  pre- 
sentado ñor  D.  Gil  Salazar  contra  Manuel  Cariaga,  y  se  resuelve: 

i.°  Que  las  cuestiones  promoridas  con  motivo  del  acarreo  de 
piedra  estraida  del  campo  ó  posesión  de  un  particular  para  una  car- 
retera, son  por  su  naturaleza  administrativas,  y  por  consiguiente 
para  resolver  sobre  la  reclamación  que  por  tal  motivo  se  entable 
contra  el  contratista  de  la  carretera^  no  es  competente  el  Juez  de 
primera  instancia  sino  el  Gobernador  de  la  provincia,  y  el  Cotisejo 
provincial,  si  la  cuestión  se  hiciese  cotitendosa,  con  arreglo  á  los 
artículos  i.""  y  3.^  de  la  Real  órd^n  de  19  de  setiembre  de  1845: 

2.°  Que  los  cauces  de  los  arroyos,  rios  y  demás  corrientes  na- 
turales y  aguas  que  por  ellos  discurran  son  del  dominio  público, 
según  la  terminante  disposición  del  art.  19  del  Real  decreto  de  29 
de  abril  de  1860; 

Y  3.*  que  el  proveído  que  recae  sobre  un  ÍJiterdicto,  nunca  pue- 
de considerarse  ejecutorio,  para  el  efecto  de  impedir  que  por  él  pue- 
da suscitarse  contienda  de  competencia. 

Eo  el  espedieote  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Burgos  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Brivies- 
€a,  de  los  cuales  resulta: 

Que  en  23  de  agosto  último  D.  Gil  Salazar,  vecino  de  Bríviesca ,  pre- 
sentó en  eIJuzgado  del  mismo  punto  interdicto  de  recobrar  contra  su 
convecino  Manuel  Cariaga,  capataz  de  las  obras  de  la  carretera  de  Brivies- 
ca  á  Cornudilla,  espresando  en  su  escrito  que  estaba  en  posesión  de  una 
tierra  con  su  plantío  de  árboles  jen  el  término  de  la  Hilera,  lindante  con 
el  río  Oca,  y  que  el  Cariaga  le  había  despojado  de  ella  con  el  acto  mate- 
rial de  estraer  guijo,  internándose  bastante  en  su  fínca,  por  lo  cual  pedía 
al  Juez  que  previa  la  correspondiente  información  para  probar  ambos  es- 
treraos,  y  prestación  de  lianzas,  condenase  al  demandado,  sin  oírle,  á  que 
le  reintegrara  en  la  posesión  con  las  costas  y  daño: 

Que  admitida  la  demanda  y  practicada  la  información  testíGcal  ofreci- 
da por  el  demandante,  el  Juez  dio  auto  en  27  del  propio  mes,  condenan- 
do al  Cariaga  á  que  pusiese  las  cosas  en  el  ser  y  estaao  que  antes  tenían, 
y  en  las  costas;  con  apercibimiento  para  lo  sucesivo: 

Que  el  dia  3 i  el  Gobernador  de  la  provincia  recibió  una  comunicación 
del  Director  de  Caminos  vecinales,  residente  en  Bríviesca,  en  la  cual  este 
funcionario  le  participaba  la  providencia  judicial  que  condenaba  al  capataz 
Manuel  Cariaga,  el  cual,  al  estraer  algunos  materiales  procedentes  del  rio 
Oca  para  el  anrmado  del  primer  trozo  de  la  carretera  de  Bríviesca  á  Cor- 
nudilla, no  había  cometido  acto  alguno  de  despojo  en  la  posesión  de  Sala- 
zar,  puesto  que  el  punto  de  estraccion,  de  guijo  estaba  bañado  por  las  cre- 
cidas ordinarias  del  rio,  constituyendo  parte  integrante  del  lecho  del  mis- 
mo, por  lo  que  pertenecía  al  dominio  publico  dicho  sitio  de  estraccion: 

Que  en  virtud  de  esta  comunicion  el  Gobernador  se  dirigió  al  Juez  de 
Bríviesca  manifestándole  que,  en  atención  á  lo  espuesto  por  el  Director 
de  Caminos  vecinales  y  á  lo  que  disponen  los  artículos  24,  25  y  27  del 
Ueal  decreto  de  27  de  julio  de  4853;  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839; 
artículos  i,^  y  3.'  de  la  Real  orden  delOde  setiembre  de  4845,  y  el  49  del 
Real  decreto  de  29  de  abril  de  1860,  le  requería  de  inhibición  para  cono- 
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cer  en  él  asuntó  que  motivaba  el  iüterdicto,  por  ker  de  la  competencia  de 
la  Administracíion: 

Qne  recibida  pore1  Juez  la  precedente  comuuiéacfon ,  díó  traslado  á 
las  partes,  que  espusieron  lo  que  correspondía  á  su  derecho,  v  al  Promo- 
tor Iscai,  que  en.su  dictim^en  espresé:  que  C^réaga  había  faíltado  á  las 
prescripciones  de  la  ley-de  i7  de  juliode  4636,  y-á  las  del  Real  decretó  de 
27  de  julio  de  4853,  concluyendo  por  dictar  sentencia  en  i.*  de  octubre 
último^  declarándose  competente,  fundado  eti  las  ratones  espuet^tas  por  el 
Promotor,  y  en  que  no  puede  entablarse  competezicit  sobre  fallos  ejecu- 
toriados: 

Que  el  Gobernador,  de  conformidad  con  lo  informado  por  el  Consejo 
de  provincia,  insistió  en  su  requertrñi^tíld,  de  lo  cual  se  ha  suscitado  el 
presente  conflicto,  que  ha  seguido  sus  trámites:  ' 

Visto  el  art.  r^'dela  Real  órdeq^i  19  de  setiembre  de  1845,  en  el 
que  se  dispone  que  ningún  camino  ni  obra  pública  en  curso  de  ejecución 
se  detenga  ni  paralice  per  las  ot>oslcioiiBS  qué  bajo  cualquier  forma  pue- 
dan intentarse  cop  motivo  de  ios  daños  y  perjuicios  que,  al  ejecutarse  Ihs 
mismas  obras,  se  ocasionen  por  la  ocupación  de  terrenos,  escavaciones 
hechas  eo  los  mismos,  estraccion,  acarreo  y  depósito  de  materiales  y  otras 
servidumbres  á  que  están  necesariamente  sujetas,  bajo  la  denida  indem- 
nización, las  propiedades  contiguas  á  las  obras  públicas: 

Visto  el  art.  3.*  de  la  propia  Real  orden,  en  el  que  se  dispone:  que  si 
por  no  haber  conformidad  entre  las  partes,  respecto  á  las  indemnizacio- 
nes de  daños  y  perjuicios  ^  se  hicieran  ^ntenciosos  tales  asuntos,  se  deci- 
dan por  el  C!onsejo  provincial  con  arreglo  á  I9  mandado  en  el  párrafo  cuar- 
del  art.  8.^  de  la  ley  de  2  de  abril  d<^  mismo  año,  con  inhibición  de  cual- 
quier otra  autoridad  judicial  ó  administrativa: 

Visto  el  art.  19  del  Real  decreto  de  29  de  abril  de  1860,  en  el  que  se 
dice:  que  los  cauces  de  los  arroyos,  ríos  y  demás  corrientes  naturales  s6n 
de  dominio  público,  así  como  las  aguas  que  por  ellos  discurran,  enten- 
diéndose por  cauce  el  espacio  de  terreno  que  Ufean  las  aguas  eu  su  cre- 
cida ordinaria:  -  -W     '-       '■■','■ 

Vistos  los  artículos  24,  25  j  27  del  Real  decreto  de  27  de  julio  de 
1853,  por  los  que  se  conc^  a  los  contratistas  de  obras  [VúbKcas  el,  uso  de 
los  materiales  pertenecientes  4  los  propios  dé  los  pueblos  ó  del  común  de 
vecinos  en  les  términos  que  se  aprovechen  por  éstos;  determinándoselos 
recursos  procedentes  ea  los  casos  de  reparación  de  daños  ó  indemnización 
de  perjuicio^: 

Considerando: 

1.^  Que  las  cuestiones  promovidas  con  motivo  de  acarreo  de  piedra 
eslraida  del  campo  ó  posesión  deuB  particular  para  una  earfeterd^  son  por 
su  naturaleza  administrativas,  y  por  consiguiente  para  resolver  sobre  la 
reclamación  entablada,  con  esté  motivo,  contra  el  contratista  de  la  carre- 
tera, no  es  competente  el  Juez  de  primera  instancia,  sino  el  Gobehiador 
de  Ir  provincia,  y  el  Consejo  previiictal,  si  la  cuestión  sé  biciera  contencio- 
sa, con  arreglo  á  los  citadlos  artículos  de  la  Real  orden  ^e  19  de  setiembre 
de  1845: 

2.®  Que  la  presente  cuestión  versa  bobre  estraccion  de  piedra  áé\  cau- 
ce de  un  rio  para  1b^  obras  de  un  ^thíno  Pecinal;  y  los  cauces  de  ios  ar- 
royos, ríos  y  deniíás  corrientes^  natiirales  y  aguas  que  fnor  elk)s  discurran 
sen  del  dominio  público,  según  la  terminante  disposición  dei  art.  19  del 
Real  decreto  de  29  de  abHl  de  1860: 

3.*   Que  es  inaplicable  al  caso  actual  el  fundamento  de  la  decisión  ju- 
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dícial  dé  estar  ejecutoriada  la  sentencia  recaída  en  el  interdicto;  pues  se 
ha  declarado  repetidamente  que  esta  clase  de  sentencias  no  son  ejecuto- 
rias para  el  efecto  de  imj^edir  que  por  ellas  puedan  suscitarse  contiendas 
de  competencia; 

Gonformándorae  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración. 

Dado  en  Palacio  á  once  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  i  8  de  enero  de 
<8670       • 


competencia  (H  de  enero  de  1867.).-7-Obras  kn  heredad 
AjENA.^ — Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  competencia 
suscitada  entre  la  Audiencia  de  Albacete  y  el  Gobernador  de  la 

Srovincia,  con  motivo  del  interdicto  presentado  por  D.  Alonso  Par- 
0  Piqueras  contra  D.  José  Pérez  Piqueras,  y  se  resuelve: 

4.°  Que  cualquiera  que  sea  el  derecho  que  puedan  tener  M 
Ayuntamientos  de  dar  á  censo  una  finca^  al  ejecutar  estos  actos  no 
ejercen  funciones  administrativas ,  sino  que  obran  en  concepto  de 
personas  jurídicas; 

Y  2."^  que  todas  las  cuestiones  que  puedan  suscitarse  con  motico 
de  semejantes  actos,  están  sujetas  á  la  jurisdicción  ordinaria,  sin 
que  pueda  ser  aplicable  á  ellas  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  deS- 
de  mayo  de  1839,  por  referirse  únicamente  á  las  disposiciones  que 
dicten  los  Ayuntamient(^y  Diputaciones  provinciales ,  en  su  caso, 
ejerciendo  funciones  aministrativas. 

En  los  autos  y  espediente  de  competencia  suscitada  entre  la  Audiencia 
de  Albacete  y  el  Gobernador  de  la  provincia,  de  los  cuales  sesulta: 

Que  en  el  Juzgado  de  Casas ^Ibañez  se  presentó  en  i2de  mayo  último 
un  interdicto  de  recobrar  á  nombre  de  D.  Alonso  Pardo  Piqueras  contra  su 
convecino  D.  José  Pérez  Piqueras,  por  haber  echado  agua  y  batido  tierra 
de  una  era  de  pan  trillar  propia  del  demandante: 

Que  sustanciado  el  interdicto  sin  audiencia  del  despojante,  se  acordó 
la  restitución  en  4  de  junio  del  mismo  ano,  y  aquel  se  alzó  de  la  providen^ 
cia  para  ante  la  Audiencia  del  territorio: 

Que  en  16  de  febrero  de  1865  D.  José  Pérez  Piqueras  acudió  al  Ayun- 
tamiento de  Balsas  en  solicitud  de  que  se  admitiese  el  traspaso  que  su  pa- 
dre queria  hacer  á  favor  del  suplicante  de  una  era  en  terreno  de  realengo 
aue  aquel  poseía  y  disfrutaba,  á  lo  cual  se  accedió  por  providencia  de  17 
del  mismo  mes  y  año,  con  la  condición  de  que  pagase  anualmente  4  rs.  al 
fondo  de  propios  de  la  espresada  villa: 

Que  á  instancia  de  D.  José  Pérez  Piqueras,  el  Gobernador  de  la  provin- 
cia de  Albacete  requirió  de  inhibición  a  la  Audiencia  del  territorio,  fun- 
dándose eu  que,  siendo  la  era  objeto  del  interdicto  la  que  el  Ayuntamien- 
to había  concedido  en  censo  á  D.  Jos4  Pérez  Piqueras,  solo  la  Adminis- 
tración podía  entender  en  el  negocio^  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  caso 
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5.^  del  art.  81  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  y  en  ia  Real  orden  de  8  de 
mayo  de  1839;  ; 

Que  sustanciado  el  incidente  ide  competencia,  la  parte  de  D.  Aidtiso 
Pardo  Piqueras,  al  evacuar  el  traslado  que  se  le  habia  conferido,  presentó 
una  certifícacion  de  un  acto  de  conciliación  celebrado  enti'e  aquel  y  Don 
Juan  Antonio  Arenas,  sobre  propiedad  de  ia  era  en  cuestión,  y  otra  esten- 
dida por  el  Oficial  segundo  de  la  Administración  de  Hacienda  pública  de 
la  provincia,  justificante  de  que,  en  las  relaciones  de  los  bienes  pertene- 
cientes á  los  Propios  y  al  Clero,  remitidas  en  4  y  8  de  julio ,  4  y  25  de 
agosto  y  24  de  setiembre  de  1855  por  el  Ayuntamiento  de  Balsa  de  Vez,  en 
cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  art.  34  de  la  Real  instrucción  de  31  de 
mayo  del  mismo  año,  no  aparece  era  alguna  de  pan  trillar: 

Que  la  Audiencia  de  Albacete,  separándose  del  dictamen  del  Fiscal 
de  S.  M.,  se  declaró  competente  para  entender  en  el  negocio,  en  razón  á 
<me  no  podia  tener  aplicación  al  caso  presente  lo  dispuesto  en  la  Real  or- 
nen de  8  de  mayo  de  1839  por  no  baber  obrado  el  Ayuntamiento  de  Balsa 
dentro  del  círculo  de  sus  atribuciones: 

Que  insistiendo  en  su  requerimiento  el  Gobernador,  de  conformidad 
con  lo  informado  por  el  Consejo  provincial,  resultó  el  presente  conflicto: 

Visto  el  caso  b.°  del  art.  81  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  que  dis- 
pone que  los  Ayuntamientos  deliberen^  conformándose  á  las  leyes  y  regla- 
mentos, sobre  los  arrendamientos  de  fincas,  arbitrios  y  otros  bienes  del 
común: 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  según  la  cual  las  disposicio- 
nes y  providencias  que  dicten  los  Ayuntamientos,  y  en  su  caso  las  Diputa- 
eiones  provinciales,  en  los  negocio»  que  pertenecen  á  sus  atribuciones 
según  las  leyes,  forman  estado  y  deben  llevarse  á  efecto,  sin  que  los  Tri- 
bunales admitan  contra  ellos  los  interdictos  posesorios  de  manutención  ó 
restitución,  aunque  deberán  administrar  justicia  á  las  partes  cuando  en- 
tablen las  otras  acciones  que  legalmente  les  competan: 

Considerando:  . 

1.®  Que  cualquiera  que  sea  el  derecho  que  puedan  tener  los  Ayunta- 
mientos de  dar  á  censo  una  finca,  al  ejecutar  estos  actos  no  ejercen  fun- 
ciones administrativas,  sino  que  obran  en  concepto  de  personas  jurídicas: 
2.**  Que  todas  las  cuesjtiones  que  puedan  suscitarse  con  motivo  de  se- 
mejantes actos  están  sujetas  á  la  jurisdicción  ordinaria,  sin  que  pueda  ser 
aplicable  á  ellas  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  por 
referirse  únicamente  á  las  disposiciones  que  dicten  los  Ayuntamientos  y 
Diputaciones  provinciales  en  su  caso,  ejerciendo  funciones  administra- 
tivas; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno. 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  autoridad  judicial. 

Dado  en  Palacio  á  once  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.-^(Publicada  en  la  Gaceta  de  18  de  enero 
de  1867.)  .  • 

1». 

Competcneia  (16  de  enero  de  1867.).— Negación  de  la  ser- 
TmuMBRE  de  pastos. — Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la 
competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  la 
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CoroBa  y  el  Jue¿  de  pritnera  'instancia  de  Carballo,  con  motivo  de 
la  demanda  presentaaa  por  D.  Benito  Goian  y  otros  contra  Salvador 
Fernandez  y  consortes,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  una  vez  puesto  el  comprador  de  bienes  nacionales  en 
posesión  pacifica  de  lo  vendido  por  la  Hacienda,  cesa  la  competen- 
cia de  la  Administracim  para  entender  en  las  cuestiones  que  s$ 
promuevan  con'motivo  de  actos  posteriores  i  la  subasta  6  indepen- 
dientes de  ella; 

¥  2.^  que  el  conocimiento  de  las  demandas  sobre  propiedad  de 
fincas  y  derecho  real  de  servidumbre  de  pastos  es  esclusivo  de  los  tri- 
bunales  de  justicia. 

En  el  espediente  y  autos  de  competeiieia  suscitada  entre  el  Gobernador 
de  la  provincia  de  la  Goruña  y  el  Jaez  de  primera  iostancta  de  Garballo,  de 
los  cuales  resulta: 

Que  á  nombre  de  D.  Benito  Golan,  Rafael  Iglesias  y  Juau  Suarez,  ve- 
cinos de  San  Pedro  de  Soandrés ,  se  presentó  demanda  ordmaria  contra 
Salvador  Fernandez  y  otros  y  ejercitando  las  acciones  real  y  negatoria,  y 
pidiendo  se  declarasen  de  su  dontinto,  propiedad  y  pertenencia,  ciertas 
porciones  del  monte  de  Pedro  Criado,  que  sus  padres  habian  adquirido  de 
Ja  Hacienda  en  184i ,  y  desde  aquel  tiempo  poseían  pacíficamente,  y  que 
estaban  libres  de  la  servidumbre  de  pastos,  condenando  á  los  demandados 
é  qué  se  abstuvieran  de  apacentai^  con  sus  ganados  y  aprovechar  los  friitos 
de  aquellos  terrenos  con  indemnización  de  daños  y  pago  de  costas: 

Que  algunos  de  los  demand^ados  se  apartaron  del  pleito  allanándose  á 
la  demanda,  y  otros  presentaron  como  artículo  de  incon testación  las  es- 
cepcíones  dilatorias  de  litis- pendencia  y  falta  de  personalidad  en  los  de- 
mandantes, las  cuales  fueron  desestimadas  por  el  Juez: 

Que  contestando  á  la  demanda,  pidieron  aquellos  su  absolución  con  im- 
posición de  perpetuo  silencio  y  costas  á  los  demandantes,  siguiendo  el  plei- 
to sus  trámites: 

Que  el  Gobernador  de  la  provincia,  á  instancia  de  Bernardo  6(«nex 
Gambon,  uno  de  los  demandados,  y  después  de  oír  á  la  Administración  de 
Hacienda  y  al  Prometer  fiscal  del  mismo  ramo ,  requirió  de  inhibición  al 
Juzgado,  fundándose  en  el  núm.  8.**  del  art.  96  de  la  instrucción  d^^Sl  de 
mayo  de  i 855: 

^Que  recibido  el  requerimiento'  en  el  Juzgado,  cuando  el  pleito  se  halla* 
ba  en  el  término  de  .prueba,  se  sustanció  el  conflicto  sin  oir  á  los  deman- 
dados ni  celebrar  vista  del  articulo  de  competencia  ,  y  declaró  el  Juez  te* 
nerla  para  entender  del  asunto,  apoyándose  en  que  soto  se  trataba  de  la 
propiedad  y  pertenencia  de  las  porciones  del  monte,  y  de  si  tenían  ó  no  lá 
servidumbre  de  pasto: 

Que  el  Gobernador  insistió  en  sU  requerimiento,  de  acuerdo  con  el  Gon* 
sejo  provincial,  resultando  el  presente  cénflicto: 

Visto  el  núm.  8.®  del  art.  96  de  la  instrucción  dé  31  de  mayo  dé  1855, 
que  encarga  á  la  Junta  de  Ventas-entenderde  todas  las  reclamaciones  ó  in- 
cidencias de  ventas  de  fincas,  censos  ó  sus  redenciones,  así  como  las  que 
se  hallen  pendientes  de  las  verificadas  á  consecuencia  de  los  decretos  de 
1820  y  49  de  febrero  de  4836: 

Vistos  los  artículos  59  y  60  del  regláfrienlo  de  25  de  setiembre  de 
1863 ,  según  los  cuales ,  ef  Tributial  ó  Juzgado  requerido  de  inhibición 
comunicará  el  exhorto  del  Gobernador  al  Ministerio  nscal  por  tres  dmsá  lo 
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mas^  y  por  igual  térmÍDO  á  cada  una  de  las  partes;  y  citadas  inmediata- 
mente ést(is  y  aquel  con  señalamiento  de  día  para  la  vista  del  artículo  de 
competencia,  proveerá  auto  motivado  declarándose  coiúpetente  ó  no  com- 
petente: 

Considerando: 

i.^  Que  una  vez  puesto  el  comprador  de  bíene^  nacionales  en  posesión 
pacifica  de  lo  vendido  por  la  Hacienda»  cesa  la  competencia  de  la  Adniínis- 
tracion  para  entender sOn  las  cuestiones  que  se  promuevan  con  motivo  de 
actos  posteriores  á  la  subasta  ó  independien  te?  de  ella: 

2.®  Que  la  cuestión  suscitada  en  el  juicio  ordinario ,  que  motiva  esta 
eontienday  versa  sobre  la  propiedad  de  unas  fiocas  y  sobre  el  derecho  real 
de  servidumbre  de  pastos,  cuyo  conocimiento  corresponde  á  los  Tribunales 
de  justicia; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Bsiado  en  pleno, 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  autoridad  judicial^  y  lo 
acordado. 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  seis  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  sie- 
te.^Está  rubricado  de  la  Hearmano.^El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaoeta  de  ^2  de  enero 
de  1867.) 


19. 

Competencia  (16  de  enero  de  1867.). — APROTscHAMiENfo 
DE  AGUAS. — Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  competencia 
suscitada  entre  Ja  Audiencia  de  Granada  y  el  Gobernador  de  la 
provincia  de  Almería,  con  motivo  de  la  demanda  entablada  por  Do- 
na Juana  Mon  y  Yelarde,  contra  el  Sindicato  de  riegos  de  Almería, 
y  se  resuelve:  ^ 

Que  las  cuestiones  sobre  inteligencia  y  aplicación  de  unas  orde-- 
nanzas  vara  la  distribución  y  aprovechamiento  de  aguas  públicas ^ 
tienen  el  carácter  de  administrativas ^  correspondiendo  á  las  autori- 
dades de  este  orden  su  decisión,  por  ser  ellas  las  encargadas  del  ré- 
gimen, aprovechamiento  y  repartición  de  las  aguas  públicas  y  de  la 
conservación  del  estado  posesorio  de  ellas. 

En  los  autos  y  espediente  de  competencia  suscitada  entre  la  Audienda 
de  Granada  y  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Almería,  de  les  cuales  re- 
sulta: 

Que  á  nombre  de  Doña  Juana  Mon  y  Velarde  se  presentó  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Almería  demanda  ordinaria  contra  el  Sindicato  de 
riegos  de  aquella  ciudad,  acompañando  diferentes  títulos  de  propiedad,  y 
ejercitando  las  acciones  restitutoria,  reivindicatoría  y  penal,  para  que  se 
declarase:  primero,  que  Doña  JuaoaMon  en  23  de  agosto  de  1863  estaba 
legalroente  en  posesión  de  regar  sus  tierras  de  los  altos  de  la  venta  de  Zar- 
zota,con  toda  el  agua  del  río  Andaraz  que  cupiese  la  acequia  01!a  por  su 
primer  cargue,  sin  mas  limitación  que  la  de  no  derramar  el  agua  por  los 
guijeros  ó  ribazos  de  la  misma  acequia;  segundo,  que  las  quejas  dadas 
contra  sus  colonos  en  dicho  día  causaron  perturbación  en  la  posesión,  y  el 
castigo  y  apercibimiento  que  se  les  impuso  el  día  31  de  aquel  mes,  y  los 
TOMO  TU.— /ttmprudencta  administrativa.  5 
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actos  subsiguientes  para  impedir  la  continuación  del  uso  antiguo  y  arreglar 
el  agua  á  partes  alícuotas^  según  fuera  de  día  6  de  noche^  conforme  al 
nuevo  proyecto  de  ordenanza,  causaron  también  violencia  y  despojo;  ter- 
cero, que  según  derecho  procedia  se  restituyera  la  posesión  y  se  indemni- 
zaran ios  perjuicios;  cuarto,  c[ue  Doña  Juana  Mon  no  solo  era  poseedora  dd 
buena' fé,  sino  que  había  adquirido  con  el  dominio  del  predio  y  como  parte 
suya  el  derecho  de  regarlo  en  la  forma  espresada,  y  quinto^  que  como 
propietario  le  correspondía  también  la  restitución  de  un  modo  inalterable, 
salvo  únicamente  el  caso  de  espropiacíon  forzosa  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica. Y  en  consecuencia  de  estas  declaraciones,  también  pedia  1^  deman- 
dante que  se  la  restituyese  y  amparase  en  la  posesión;  que  se  impusiera 
perpetuo  silencio  á  Francisco  de  Góngora  Hernández  y  Manuel  dé  Mañ^s 
Almodóvar,  á  los  demás  regantes  del  rio  que  componían  el  común,  y  en  su 
nombre  á  D.  Francisco  Orozco,  que  los  representaba,  como  Presidente  del 
Sindicato  de  riegos  de  Almería,  sobre  el  arreglo  de  la  acequia  Olla,  con- 
denándoles á  la  indemnización  de  perjuicios  y  costas: 

Que  D.  Francisco  Orozco  contestó  á  la  demanda,  pidiendo  que  se  le  ab- 
solviese de  ella  é  impusiera  perpetuo  silencio  y  costas  á  la  demandante,  y 
Góngora  y  Mañas  se  apartai^on  del  pleito,  reconociendo  los  derechos  en  que 
la  demanda  se  fundaba:, 

Que  seguido  el  pleito  por  todos  sus  trámites,  recayó  sentencia  conde- 
nando á  Orozco,  como  Director  del  Sindicato  de  riegos  de  Almería  con  las 
costas,  indemnización  de  perjuicios  y  otros  estremos: 

Que  apelada  esta  sentencia *por  el  mismo  Orozco  y  remitidos  los  autos 
para  su  tramitación  á  la  Audiencia  de  Granada,  presentaron  las  partes  sus 
'respectivas  alegaciones  y  se  promovió  un  incidente  sobre  recibir  el  pleito 
aprueba: 

Que  en  3  de  julio  último  acudió  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Al- 
mería D.  Francisco  Orozco,  Director  del  Sindicato  de  aguas,  en  solicitud 
de  que  requiriese  de  inhibición  á  la  Audiencia,  acompañando  varios  docu- 
mentos y  fundándose  en  que  el  hecho 'que  daba  origen  al  pleito  era  un 
•  acuefdo  del  Tribunal  de  aguas,  aplicando  las  Ordenanzas  del  Sindicato;  en 
que  la  demanda  tenia  por  objeto  la  anulación  de  aquellas  Ordenanzas,  y  en 
el  pleito  se  trataba  de  la  distribución  y  régimen  de  las  aguas;  y  en  las  Rea- 
les órdenes  de  22  de  noviembre  de  1836  y  20  de  julio  de  1839,  Ordenanzas 
aprobadas  por  Real  orden  de  19  de  diciembre  de  1851 ,  otras  aprobadas  por 
la  Diputación  provincial  de  Almería  en  2  de  mayo  de  1855,  distribución 
de  las  aguas  del  rio  de  Almería  hecha  en  27  de  julio  de  1502 ,  declaración 
de  las  aguas  del  lugar  de  Santa  Fé ,  que  obra  en  los  libros  de  población, 
y  por  último,  en  varias  decisiones  de  competencia. 

Que  el  Gobernador,  aceptando  los  razonamientos  del  esponente  y  con 
copia  de  su  instancia  v  de  los  documentos  presentados,  requirió  á  la  Au- 
diencia para  que  se  inhibiese  del  conocimiento  del  asunto,  y  sustanciado 
el  incidente  en  el  Tribunal  superior  se  declaró  éste  competente,  en  aten- 
ción á  que  es  privativo  de  los  Tribunales  de  justicia  el  conocimiento  de  las 
cuestiones  de  derecho  sobre  propiedad  ó  posesión ;  á  que  el  art.  12  de  las 
Ordenanzas  para  los  riegos  de  la  vega  de  Almería ,  aprobadas  de  Real  or- 
den en  1851  establece  el  mismo  principio  ,  asi  como  el  Real  decreto  de  30 
de  enero  de  1861  decidiendo  una  cuestión  de  competencia ,  y  á  que  la  de- 
manda de  que  se  trataba  era  de  posesión  y  propiedad: 

Que  el  Gobernador  insistió  en  su  requerimiento  de  acuerdo  con  el 
Consejo  provincial,  que  citó  en  apoyo  de  la  competencia  de  k  Administra- 
ción el  número  8.**  del  art.  83  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  1863  y  el 
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artículo  295  de  la  ley  de  aguas  de  3  de  agosto  último^  resultando  el  pre«« 
senté  conflicto: 

Vistas  las  Reales  órdenes  de  22  de  noviembre  de  4836  y  20  de  julio  de 
1839,  qvte  encargan  á  los  Gobernadores  cuidar  de  la  observancia  de  las 
Ordenanzas  y  reglamentos  relativos  á  la  consenracíon  de  las  obras ,  poli- 
cía, distribución  de  aguas  para  riegos,  molinos  y  otros  artefactos: 

Visto  el  núm.  8.^  del  art.  83  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  i863,  que 

-encarga  á  los  Consejos  provinciales  oir  y  fallar  las  cuestiones  contenciosas 

relativas  al  curso,  navegación  y  flote  de  los  rios  y  canales,  obras  hechas  en 

sus  cauces  y  márgenes  y  primera  distribución  de  sus  aguas  para  riegos  y 

otros  usos: 

Visto  el  art.  295  de  la  ley  de  agua§  de  3  de  agosto  último,  según  el 
cual  compete  á  los  Tribunales  contencioso-adminístrativos  conocer  dé  los 
recursos  contra  las  providencias  dictadas  por  la  Administración:  Primero. 
Guando  por  ellas  se  lastimen  derechos  adquiridos  en  virtud  de  disposicio- 
nes emanadas  de  la  misma  Administración: 

Visto  el  art.  296  de  la  misma  ley,  según  el  cual  compete  á  los  Tribu- 
nales de  justicia  el  conocimiento  de  las  cuestiones  relativas:  Primero.  Al 
dominio  de  las  aguas  públicas  y  al  dominio  y  posesión  de  las  privadas: 

Visto  el  art.  i 2  de]  reglamento  para  el  Sindicato  de  riegos  de  las  vegas 
de  Almería  aprobado  por  Real  orden  de  i 9  de  diciembre  de  1851,  el  cual 
establece  que  las  cuestiones  de  derecho,  ya  se  reOeran  á  la  propiedad  ó  la 
posesión,  competen  á  los  Tribunales  ordinarios,  y  los  que  versen  sobre  el 
cumplimiento  de  los  reglamentos,  repartimientos,  pago  de  cuentas,  cues* 
tiones  con  empresarios  y  las  que  se  susciten  á  coosecuencía  de  algún  acto 
administrativo,  corresponden  al  Gonsejo  provincial: 

Considerando: 

!.<>  Que  el  pleito  que  motiva  esta  contienda  es  un  juicio  plenario  sobre 
la  posesión  de  aguas  publicas  derivadas  inmediatamente  de  un  rio,  y  des- 
tinadas al  riego  de  una  comarca: 

2.*  Que  la  distribución  de  estas  aguas  está  arreglada  por  Ordenanzas 
antiguas  y  sujeta  al  reglamento  aprobado  por  Real  orden  de  i 9  de  diciem- 
bre de  485i,  y  en  tal  concepto  la  presente  cuestión  versa  sobre  la  inteli- 
gencia y  aplicación  de  las  referidas  Ordenanzas  y  reglamento,  disposicio- 
nes que  tienen  el  carácter  de  administrativas  por  afectar  á  una  coiectivi> 
dad  puesta  bajo  el  amparo  y  protección  de  las  autoridades  de  este  orden: 
3.  Que  á  las  mismas  autoridades  administrativas  está  con  Gado  el  ré- 
gimen,  aprovechamiento  y  distribución  de  las  aguas  públicas  y  la  conser- 
vación del  estado  posesorio  de  ellas; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración,  y  lo  acor- 
dado. 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  seis  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Gonsejo  de  Mi- 
nistros, Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  22  de  enero 
de  1867.) 


«O. 

Senteneia  (17  de  diciembre  de  Í866.).— Mejora  de  pensión. 
Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  entablada  por 
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Doña  Ramona  Pérez  Palacios  contra  la  Real  orden  de  S6  de  julio 
de  18í)S;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

i.*  Que  para  adquirir  el  derecho  consignado  en  el  art.  51  del 
proyecto  de  ley  de  20  de  mayo  de  1862,  no  basta  que  la  muerte  6 
leúon  de  un  funcionario  se  cause  en  el  ejercicio  de  sus  deberes  res- 
pectivos, sino  t¡ue  es  necesario  además  que  tal  suceso  tenga  lugar 
en  alguna  de  las  circunstancias  espresadas  en  dicho  arliculo\ 

Y  2.®  ,que  para  que  sirva  de  regulador  del  haber  pasivo  el  sueldo 
de  un  destino^  es  necesario  haberle  disfrutado  por  dos  años. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

((En  el  pleito  que, en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  Doña  Ramona  Pérez  Palacios,  deman- 
dante, y  de  la  otra  mi  Fiscal  en  nombre  de  la  Administración,  demandada; 
sobre,  mejora  de  pensión  de  Monte -pío: 

Visto:  ^ 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  la  Junta  de  Clases  pasivas  á  solicitud  de  Doña  Ramona  Pérez  Pa- 
lacios, y  en  vista  de  los  documentos  que  acompañó  esta  interesada,  entre 
ellos  una  información  judicial  en  que  acreditaba  aue  su  marido  D.  Dámaso 
Rico,  siendo  Juez  de  primera  instancia  del  partiao  de  la  Roda,  y  á  conse- 
secuencia  de  haber  salido  á  las  once  de  la  mañana  del  dia  45  ae  agosto  de 
186^,  bajo  un  calor  sofocante,  á  instruir  las  primeras  dilegencias  de  un  cri- 
men cometido  en  el  pueblo  de  Montaivos,  contrajo  una  afección  mortal 
que  se  le  presentó  á  los  dos  ó  cuatro  días  después,  y  de  la  que  vino  á  su- 
cumbir en  el  29  de  diciembre  siguiente;  le  señaló  el  haber  de  1,500  reales 
anuales,  tomando  como  regulador  el  sueldo  que  disfrutó  su  marido  en  el 
destino  de  Promotor  fiscal  de  Hacienda  de  Cuenca,  único  que  había  servido 
dos  años: 

Que  no  conformándose  la  interesada  con  tal  declaracÍQU,  acudió  al  Mi- 
nisterio de  Hacienda  con  instancias  de  12  y  17  de  noviembre  de  4864,  ma- 
nifestapdo  que  habiendo  fallecido  su  esposo  en  cumplimiento  de  los  debe- 
res que  le  imponía  su  cargo  de  Juez  del  indicado  partido  de  la  Roda,  se  creía 
con  derecho  á  que  se  le  regulara  su  viudedad  por  el  sueldo  que  disfruta 
como  tal  Juez: 

Que  la  Asesoría  general  del  propio  Ministerio  informó  que  no  debía  ac- 
cederse  á  la  peticí9n  de  la  interesada  por  no  haber  desempeñado  su  cau- 
sante el  destino  de  Juez  de  la  Roda  por  espacio  de  los  dos  años  que  se  pre- 
fijan en  el  art.  14  de  la  ley  de  presupuestos  de  25  de  julio  de  1855;  pero 
que  se  podría  acordar  una  resolución  especial  en  atención  á  los  hechos  en 
que  la  misma  se  fundaba,  y  que  la  información  judicial  que  había  acom- 
pañado se  hallaba  bien  instruida,  y  probaba  de  un  modo  satisfactorio  aue 
D.  Dámaso  Rico  falleció  víctima  de  su  ceh)  en  el  cumplimiento  de  sus  de- 
beres judiciales: 

Que 'pasado  el  espediente  á  informe  de  la  Sección  de  Hacienda  del  Con- 
^  sejo  de  Estado,  de  conformidad  con  su  dictamen,  recayó  Real  orden  en  26 
de  julio  de  1865,  contra  la  cual  se  reclama,  y  por  la  que  se  desestimó  la 
solicitud  de  Doña  Ramona  Pérez  Palacios,  se  confirmó  el  acuerdo  de  la 
Junta  de  Clases  pasivas,  y  se.  la  declaró  sin  derecho  á  la  mayor  pensión  de 
Monie^pío  que  pretendía: 

Visto  el  recurso  de  apelación  interpuesto  contralla  precitada  Real  orden 
ante  el  citado  Ministerio  de  Hacienda  en  2  de  noviembre  siguiente  por 
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Doña  Ramona  Pérez  Palacios^  y  reipitido  al  Consejo  de  Estado  por  haberse 
presentado  en  tiempo: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  absolución  de  la  demanda  y  la 
confirmación  de  la  Real  orden  por  la  misma  reclamada: 

Visto  el  art.  45  de  la  ley  de  presupuestos  de  25  de  junio  de  1864,  por 
el  que  se  otorgaron  á  las  viudas,  y  huérfanos  de  los  funcionarios  públicos 
DO  incorporados  á  los  Montes-píos  los  beneficios  espresados  en  los  artícu- 
los 45  al  66,  69,  70  y  75  del  proyecto  de'  ley  presentado  por  el  Gobierno 
de  S.  M.  ai  Congreso  de  los  Diputados  en  20  de  mayo  de  i  862: 

Visto  el  art.  54  de  dicho  proyecto,  en, el  que  se  declara  que  adquieren 
derecho  á  pensión  vitalicia  las  viudas  y  huérfanos  de  los  empleados  de  to- 
dos los  ramos  déla  Administración  pública,  sea  cualquiera  el  tiempo  que 
cuenten  de  servicios,  sí  fallecieren  por  muerte  causada  en  acción  de  guer- 
ra, en  defensa  del  Estado  ó  del  orden  público,  en  el  ejercicio  de  sus  debe- 
res respectivos,  aunque  el  fallecimiento  sobrevenga  un  año  después  de  la 
herida  ó  lesión  grave  que  lo  ocasione,  ó  como  consecuencia  necesaria  de 
ellas;  y  en  naufragios,  incendios,  terremotos,  epidemias,  piabas  sitiadas,  ó 
hallándose  prisionero  de  guerra.» 

Considerando  que  ^un  en  la  hipótesis  de  que  D.  Dámaso  Rico  hubiese 
contraído  la  enfermedad  de  que  falleció  por  haber  salido  de  su  residencia 
á  cumplir  un  deber  de  su  ministerio  en  un  día  caloroso,  este  caso  no  está 
comprendido  en  ninguno  de  los  espresados  en  el  art.  54  del  proyecto  de 
20  de  mayo  de  4862,  porque  no  basta  que  la  muerte  ó  lesión  de  un  fun- 
cionario se  cause  en  el  ejercicio  de  sus  deberes  respectivos,  sino  que  es 
necesario  además  que  tal  suceso  tenga  lugar  en  alguna  de  las  circunstan- 
cias espresadas  en  dicho  artículo,  y  ninguna  concurrió  respecto  del  marido 
de  la  reclamante,  á  quien  solo  un  delito  común,  aunque  grave,  obligó  á 
trasladarse  al  punto  de  su  perpetración:  ' 

Considerando  que  Rico  no  desempeñó  dos  años  el  destino  ó  empleo  de 
Juez  de  primera  instancia; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  del  recurso  de 
Doña  Ramona  P^rez  Palacios,  y  en  confirmar  la  Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  siete  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  seis.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.—EI  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.t 

Publicacioh.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audijen- 
cia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  (jue  se  tenga  como  resolu- 
ción final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mis- 
mos; se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que 
certifico. 

Madrid  20  de  diciembre  de  4866. — Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en 
la  Gaceta  de  26  de  enero  de  4867.) 


Senieneia  en  asimto  de  Ultramar  (17  de  diciembre  de  1866  J.— 
Abono  de  un  flete.^Sc  confirma  en  parle  la  sentencia  del  Con- 
sejo de  Administración  de  las  Islas  Filipinas,  en  el  pleito  entre  la 
Administración  y  Don  Juan  Bautista  Mascunana;  y  se  resuelve: 
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Que  cuando  vara  una  embarcación  sin  queproceda  de  descuido, 
negligencia  ó  ignorancia  de  su  capitán,  y  después  de  hacer  todas  las 
maniobras  que  la  ciencia  aconseja  para  ponerla  á  flote,  tiene  que 
arrojarse  al  mar,  por  no  haberlo  podido  conseguir,  parte  del  carga- 
mento, oido  el  parecer  de  los  Oficiales  de  la  tripulación  y  de  los  pasa- 
jeros, cuya  operación  se  verifica  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  las  leyes 
mercantiles,  no  libra  esta  circunstancia  d  la  Hacienda  pública  dé 
abonar  el  flete  de  los  efectos  que  por  su  cargo  se  condujeran  y  fue- 
sen arrojados  á  la  mar. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«Ed  el  pleito  que  en  el  Conéeio  de  Estado  pende  en  grado  de  apelación, 
entre  partes,  de  la  una  mi  Fiscal  en  nombre  de  la  Administración,  ape- 
lante, y  de  la  otra  el  Doctor  D.  Diego  Suarez,  en  representación  de  D.  Juan 
Bautista  Mascuñana,  contratista  que  fué  de  una  conducción  de  arroz  para 
las  atenciones  del  servicio  á  las  islas  de  Zamboanga  y  Balabac,  apelado; 
sobre  revocación  de  la  sentencia  del  Consejo  de  Administración  de  Mani- 
la, que  declaró  de  abono  al  contratista  el  flete  de  559  cabanes  de  arroz 
arrojados  al  mar  en  la  varada  del  bergantín  Tiempo: 

Vistos: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta:  x 

Que  D.  Juan  Bautista  Mascuñana,  Capitán  del  bergantín  Tiempo,  con- 
trató en  junio  de  1858  con  la  Administración  de  Ejército  y  Hacienda  de 
las  Islas  Filípioas  el  trasporte  de  4.000  cabanes  de  arroz  para  la  plaza  de 
Zamboanga  y  1,000  para  el  establecimiento  militar  de  Balabac,  constitu- 
yéndose por  la  condición  segunda  del  pliego  formado  al  efecto  responsable 
de  las  pérdidas  y  averías  que  sufriera  el  grano  si  por  su  descuido  6  negli- 
gencia se  perdiese  ó  mojase  en  su  traslación  á  los  puntos  mencionados: 

Que  emprendido  el  viaje  en  2Í  del  mismo  mes  conduciendo  á  bordo, 
además  de  la  cantidad  de  arr«z  espresada,  moneda  y  otros  muchos  efectos 
de  considerable  valor,  pertenecientes  todos  á  la  Hacienda,  una  mañana,  á 
los  i3  dias  de  navegación,  varó  el  buque  en  un  banco  desconocido  y  no 
señalado  en  las  cartas  oficiales;  y  después  de  nivelar  la  carga  y  de  tomar 
sin  resultado  otras  medidas,  convocada  por  el  Capitán  juntado  Oficiales  y 
pasajeros,  acordaron  por  unanimidad  el  alijo  de  la  carga,  levantándose  de 
todo  ello  el  acta  correspondiente: 

Que  acto  continuo  se  arrojaron  al  agua  grandes  sacos  de  arroz,  con  lo 
que  quedó  á  flote  el  bergantín,  diriguiendo  su  rumbo  á  Zamboanga,  y  ante 
el  Alcalde  mayor  del  mismo  punto  hizo  el  Capitán  Mascuñana  la  corres- 
pondiente protesta;  y  recibida  la  oportuna  información,  ocho  testigos,- en- 
tre ellos  el  Gobernador  nombrado  para  Pollok  y  un  Médico  de  la  Armada 
confirmaron  los  pormenores  de  este  siniestro: 

Que  en  13  de  setiembre  del  mencionado  año  de  1858  el  Capitán  Mas- 
cuñana acudió  por  medio  de  apoderado  á  la  Contaduría  general  del  Ejér- 
cito, haciendo  presente  que  con  motivo  de  la  varada  había  arrojado  al 
mar  559  cabanes  de  arroz,  por  lo  que  solicitaba  el  pago  de  los  fletes,  ofre- 
ciendo abonar  la  parte  que  le  correspondiera  en  esta  avería  gruesa: 

Que  la  Contaduría  puso  reparos  sobre  el  poco  tiempo  en  que  se  supo- 
nía haber  arrojado  tanta  cantidad  de  arroz,  y  la  dificultad  de  que  el  ber- 
gantín varase  en  un  punto  donde  había  tres  brazaá  de  agua,  echando  de 
menos  mas  amplia  instrucción  en  el  espediente;  y  observó  que  á  Mascu- 
iana  se  le  había  seguido  cau^a  por^l  Consejo  de  Guerra,  condenándole  á 
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¿OS  años  de  suspensión,  yá  ser  amonestado  para  que  en  lo  sucesivo  Jieva- 
ra  mejor  sus  diarios  y  cuaderno  de  bitácora,  por  considerarse  que  si  la 
varada  era  un  caso  fortuito,  el  alijo  del  buque  fué  precipitado,  y  no  tenia 
juslificacion  el  cambio  de  derrota  de  Balabac  á  Zamboaoga: 

Que  en  vista  deésto,^]f  de  que  la  sentencia  del  Consejo  de  gnerrahabia 
sido  en  parte  aprobada  por  la  Comandancia,  absolviendo  al  Capitán  Mas- 
cuñana,  pero  apercibiéndole  á  fin  de  que  en  lo  sucesivo  llevara  mejor  los 
diarios,  la  Contaduría  propuso,  y  la  Intendencia,  de  acuerdo  con  lo  infor- 
mado por  el  Ministerio  fiscal  y  el  Asesor  de  Hacienda,  declaró  áMascuna* 
na  responsable  de  los  559  cabanes  de  arroz  arrojados  al  mar,  y  mandó  re- 
bajar su  importe  del  libra miento-que  se  espidiera  para  el  abono  de  los  fle- 
tes; decreto  que  se  confirmó  posteriormente  por  el  de  la  Superintendencia 
de  3  de  enero  de  1861: 

Vista  la  demanda  propuesta  ante  el  Consejo  de  Administración  de  Ma- 
nila por  D.  Manuel  Genato,  apoderado  de  D.  Juan  Bautista  Mascuñana,  y 
ampliada  en  su  nombre  posteriormente  por  el  Dr.  D.  Diego  Suarez,  con  la 

Srelension  de  que  se  revocase  el  decreto  referido  de  la  Superintendencia 
e  3  de  enero  de  1861,  y  se  mandase  que  se  le  abonaran  aesde  luego  282 
pesos  99  centesimos  á  que  ascendido  los  fletes  de  los  559  cabanes  de  ar- 
roz: que  se  hiciera  una  liquidación  de  la  avería  conforme  al  Código  mer- 
cantil, precediéndose  al  nombramiento  de  peritos  para  que  designaran  la 
parte  de  pérdida  que  le  correspondía,  y  al  dueño  oel  buque  entregándo- 
sele el  saldo  que  resultase  á  su  favor,  y  que  se  le  indemnizara  de  las  per- 
iídas  que  se  le  babian  irrogado: 

Visto  el  escrito  del  Fiscal  nombrado  para  representar  á  la  Adminis- 
tración pidiendo  la  confirmación  del  superior  decreto  reclamado: 

Vista  la  sentencia  dictada  en  12  de  enero  de  1864  por  el  propio  Conse- 
jo de  Administracionr  revocando  el  decreto  de  la  Superintendencia  de  3  de 
enero  de  1861,  y  declarando  que^  procedía  la  calificación  de  avería  gruesa 
ó  común  á  que  correspondía  la  pérdida  de  los  559  cabanes  de  arroz  arro- 
jados al  agua  en  la  varada  del  bergantín  Tiempo,  debiendo  ser  sü  flete  de 
abono  al  representante  del  Capitán  D.  Juan  Bautista  Mascuñana:  queso 
procediera  en  su  consecuencia  ¿  la  liquidación  de  la  mencionada  avería 
gruesa  por  peritos  que  debian  nombrarse,  uno  por  la  parte  demandante  y 
otro  por  la  Administración  demandada,  distribuyéndose  su  importe  pro- 
porcionalmente  entre  los  interesados,  en  los  términos  prevenidos  en  los  ar> 
tícolos  953,  954,  955  y  956  del  mismo  Código: 

Vistos  el  escrito  de  apelación  interpuesto  por  el  representante  de  la 
Administración,  y  el  auto  del  citado  Consejo  en  que  se  le  admitió  en  am- 
bos efectos: 

Visto  el  de  mejora  de  apelación  de  mi  Fiscal  en  el  Consejo  de  Estado 
con  la  pretensión  de  ^ue  se  consulte  la  revocación  del  fallo  apelado  y  la 
confirmación  consiguiente  del  decreto  de  Ja  Superintindencia  de  3  de  ene- 
ro de  1861,  que  á  su  vez  confirmó  el  de  la  Intendencia  de  28  de  setiembre 
de  1859,  por  "el  que  se  declararon  de  cargo  del  Capitán  Mascuñana  los  ca- 
banes de  arroz  que  arrojó  al  agua  al  trasportar  este  artículo  por  cuenta 
del  Estado  en  el  bergantín  Tiempo: 

Visto  el  de  contestación  del  Dr.  D.  Fernando  Vida,  á  quién  ha  sustitui- 
do después  el  de  igual  clase  D.  Diego  Suarez,  en  representación  de  Don 
Juan  Bautista  Mascuñana ,.  pidiendo  la  confirmación  de  la  sentencia  ape- 
lada: 

Visto  el  pliego  de  condiciones  del  contrato  de  fletamento  que  D.  Juaa 
Bautista  Mascuñana,  Capitán  del  bergantín  Tiempo  y  celebró  con  la  Admi- 
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Dlstracion  militar  de  Filipinas  en  el  mes  de  junio  de  1858,  y  espédalmen- 
te  la  condición  2/,  por  la  cual  se  previene  que  será  responsable  el  contra- 
tista de  las  pérdidas  y  averías  que  sufra  el  grano  si  por  su  descuido  ó  ne->  . 
gligencia  se  perdiese  ó  mojase  en  su  traslación  á  los  puntos  designados, 
en  cuyo  caso  satisfará  á  la  Hacienda  su  importe  á  costa  y  coste  del  que  tu- 
viere en  la  plaza: 

Yi3to  el  testimonio  sacado  de  los  cuadernos  de  bitácora  que  dicho  Mas* 
cuñana  presentó,  referente  á  las  vicisitudes  del  día  en  que  ocurrió  la  vara- 
da del  bergantín  Tiempo,  en  el  que  se  hace  una  relación  detallada  del  si- 
niestro y  de  todo  cuanto  por  el  Capitán  y  la  tripulación  se  practicó  hasta 
ponerlo  á  flote: 

Vistas  la  protesta  que  Mascuñana  hizo  ante  el  Alcalde  mayor  de  Zam- 
boanga  luego  que  arribó  á  dicho  punto,  y  la  sumaría  información  que  su- 
ministró sobre  la  avería  y  sus  circunstancias,  las  cuales  confirman  en  to- 
das sus  partes  la  relación  de  los  cuadernos  de  bitácora:  ' 

Vistos  además  los  documentos  procedentes  de  la  Contaduría  general  de 
Manila  que  obran  en  el  espediente,  de  los  que  resulta  que  Mascuñana  hizo 
entrega  del  cargamento  en  Zamboanga  y  Balabac  respectivamente,  á  es- 
cepcion  de  los  559  cabanes  de  arroz  que  supone  haberse  arrojado  al  agua: 

Considerando  aúe  la  cuestión  de  este  pleito  está  reducida  á  saber  si  la 
avería  de  que  en  él  se  trata  procedió  del  descuido  ó  negligencia  del  Capi- 
tán del  buque,  ó  si  por  el  contrario  fué  debida  á  un  acontecimiento  for- 
tuito: 

Considerando  que  siendo  un  hecho  probado,  y  no  contradicho  en  el 
curso  de  los  procéaimientos,  que  el  banco  de  arena  en  que  el  buque  varó 
era  desconocido  y  no  figuraba  en  los  planos  hidrográficos  que  servían  de 
guia  al  Capitán  en  su  derrotero  desde  Manila  á  Zamboanga  y  Balabac,  la 
varada  del  buque  debe  calificarse  de  casual,  y  por  lo  mismo  sus  consecuen- 
cias no  pueden  imputarse  al  Capitán: 

Considerando  que  de  lo3  antecedentes  referidos  aparece  que  la  tripu- 
lación hizo  todas  cuantas  .maniobras  aconseja  la  ciencia  y  suelen  hacerse 
en  tale»  casos  para  poner  el  bergantín  á  flote,  y  que  en  último  estremo, 
cumpliendo  con  lo  prevenido  por  las  leyes  y  ordenanzas,  reunió  los  Oficia- 
les de  la  tripulación  y  los  pasajeros,  y  de  acuerdo  con  todos  ellos  resolvió 
aligerar  la  carga  para  salvar  la  nave  de  la  situación  en  que  se  encontraba: 

Considerando  que  también  aparece  de  dichos  antecedentes  que  esta 
última  operación  se  practicó  con  el  mayor  orden  y  regularidad,  obede- 
ciendo áío  que  las  leyes  mercantiles  previenen,  puesto  que  los  efectos  ar- 
rojados al  mar  eran  los  de  menos  valor  y  mayor  peso  del  cargamento,  per- 
teneciente en  su  totalidad  á  la  Hacienda: 

Y  considerando,  finalmente,  que  el  cambio  de  derrota,  después  de  ha- 
ber puesto  el  bergantín  en  movimiento,  no  puede  ser  un  motivo  de  cargo 
contra  Mascuñana,  ya  porque  no  se  le  habia  marcado  preventivamente  la 
<l¡reccion  que  debiera  llevar  en  su  viaje,  y  ya  también  porque  de  este 
-cambio  ningún  perjuicio  se  siguió  á  la  Hacienda; 

Ct)nformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  que  D.  Juan  Bautista  Mascuñana  no 
es  responsable  de  la  pérdida  dé  los  559  cabanes  de  arroz  arrojados  al  mar 
y  que  deben  abonársele  los  fletes  correspondientes  á  los  mismos,  sin  per- 
juicio de  lo  que  en  la  liquidación  de  la  avería  le  corresponda  satisfacer. 
En  cuanto  con  eela  sentencia  sea  conforme  la  pronunciada  por  el  Consejo 
de  Administración  de  Maniía  en  12  de  enero  de  1864,  se  confirma;  y  se  re- 
voca en  lo  que  no  lo  sea. 
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Dado  en  Palacio  á  diez  y  siete  de  diciembre  de  mil  ochocientos  seseóla, 
y  seis.— Está  rubricado  de  ia  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Raríion  María  NSrraez.» 

IHiblicacion.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  ral  el 
Secretario  general  del  Consejo  de- Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu- 
ción final  en  la  inslancia^  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mis- 
mos; se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que 
certifico. 

Madrid  20  de  diciembre  de  i 866.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en 
Ji  Gaceta  de  26  de  enero  de  1867.) 


Competeiicia  (22  de  enero  de  1867.).— Estraccion  de  pie- 
dra.— Se  decide  á  favor  de  ja  Administración  la  competencia  sus- 
citada entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Guadalajara  y  el 
Juez  de  primera  instancia  de  Pastrana,  con  motivo  del  interdicto 
presentado  por  DoBa  Juana  Olivera  contra  Luis  Iglesias,  y  se  re- 
suelve: 

1.°  Que  no  puede  admitirse  el  interdicto  y  cuando  siendo  su  obje- 
lo  el  impedir  la  estraccion  de  piedra  para  un  camino  público^  éste 
ha  de  quedar  paralizado; 

Y  %^  queá  las  autoridades  administrativas  corresponde  el  co- 
nocimiento de  las  cuestiones  que  puedan  suscitarse  por  la  falta  de 
forma  en  lá  ocupación  de  terrenos  ó  por  el  atalúo  í{e  materiales  y 
resarcimiento  de  daños  causados  con  motivo  de  las  obras  públicas. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador 
de  la  provincia  de  Guadalajara  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Pastrana  , 
de  los  cuales  resulta: 

Que  Doña  Juana  Olivera,  vecina  de  Tendilla,  como  dueña  de  una  tierra 
sita  en  el  pago  Cabeza  de  las  Viñas,  término  del  mismo  pueblo,  acudió  ante 
él  referido  Juzgado  con  un  ¡nterditíto  de  recobrar  contra  su  convecino 
Luis  Iglesias,  porque  habia  entrado  en  la  espresada  finca ,  abierto  en  ella 
una  cantera  y  estraido  piedra,  todo  sio  permiso  de  la  querellante: 

Que  admitido  el  interdicto,  apareciendo  de  la  declaración  de  uno  de 
los  testigos  de  la  parte  adora  que  la  piedra  estpida  era  destinada  á  la 
construcción  de  )a  carretera  de  Guadalajara  á  Cuenca,  en  el  trozo  de  Al- 
baladejito,  el  Juez  dictó  providencia  pidiendo  informe  al  Ingeniero  Jefe  de 
la  provincia  acerca  de  la  certeza  del  hecho;  pero  interpuesta  apelación  an- 
te el  Tribunal  superior  fué  revocada;  y  sustanciado .  el  interdicto  sin  au- 
diencia del  querellado  recayó  en  él  auto  restitn lorio: 

Queconaenado  igualmente  Iglesias  al  resarcimiento  de  daños,  fué  ce- 
lebrado juicio  verbal  para  su  regulación  y  por  parte  de  Iglesias  se  propuso 
escepcion  de  incompetencia,  que  desechó  el  Juez,  siendo  después  declara- 
da desierta  la  apelación  propuesta  por  el  mismo  por  falta  de  comparecen- 
cia para  mejorarla: 

Que  en  tal  estado,  á  escitacion  del  Ingeniero  Jefe  del  distrito,  y  con 
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acuerdo  del  Consejo  provincial  el  Gobernador  despachó  requerimiento  de 
inhibición  primero  á  la  Audiencia  y  después  al  Juzgado,  en  donde  se  ha- 
llaban á  la  sazón  los  a,utos^  pero  sin  citar  disposición  alguna*que  rhotivase 
el  requerimiento: 

Que  el  Juez  sostuvo  su  jurisdicción ,  alegando  principalmente  que  el 
querel^do  en  el  interdictq  habia  reconocido  v  sometidose  á  su  autoridad: 
que  suscitada  competencia  fué  elevada  á  su  decisión  y  por  Mi  Real  decreto 
ae^3  de  enero  de  1866  tuve  á  bien  declararla  mal' formada  y  que  no  habia 
lugar  á  decidirla: 

Que  habiéndose  subsanado  la  falta  que  causó  esta  resolución,  el  Go- 
bernador despachó  nuevo  requerimiento  al  Juez  citando  en  su  apoyo  las 
Reales  órdenes  de  4  y  6  de  junio  de  i 785,  la  circular  del  Consejo  ae  Casti- 
lla de  5  de  abril  de  d805,  ley  de  i7  de  julio  de  1836,  Real  orden  de  13  de 
setiembre  de  1845,  y  por  último  el  Real  decreto  de  10  de  julio  de  1861: 

Que  sustanciado  de  nuevo  el  incidente,  el  Juez  apreciando  los  funda- 
mentos alegados  mantuvo  su  competencia  fundándose,  como  anteriormen- 
te, en  la  sumisión  de  Luis  Iglesias  á  la  jurisdicción  ordinaria;  en  que  éste 
no  era  contratista  del  camino,  sino  que  solo  se  había  comprometido  con  el 
rematante  á  construir  ciertos  pueptes  y  alcantarilla^;  en  que  no  habia  ob» 
servado  las  disposiciones  referentes^ á  la  expropiación,  y  por  último,  en  que 
el  hecho  motivo  del  interdicto,  por  perturbar  la  posesión  que  un  particular 
tenia  en  finca  de  ^u  propiedad,  estaba  sometido  al  conocimiento  de  los  Trí* 
bunales  ordinarios: 

Que  insistiendo  el  Gobernador  en  su  requerimiento  de  acuerdo  con  eí 
Consejo  provincial,  resultó  el  presente  conflicto  que  ha  seguido  sus  trá- 
mites: 

Vista  la  Real  orden  de  49  de  setiembre  de  1845,  en  que  se  establece: 

1/  Que  ningún  camino  ni  obra  pública  en  curso  de  ejecución  se  de- 
tenga ni  paralice  por  las  oposiciones  que  bajo  cualquiera  forma  puedan  in- 
tentarse con  motivo  de  los  daños  y  perjuicios  que  al  ejecutar  las  mismas 
obras  se  ocasionen  por  la  ocupación  de  terrenos,  escavaciones  hechas  en 
los  mismos,  estraccion,  acarreo  y  depósitos  de  materiales  y  otras  servi- 
dumbres á  que  están  necesariamente  sujetas  ,  bajo  la  debicla  indemniza- 
ción, las  propiedades  contiguas  á  las  obras  públicas. 

2.**  Que  las  indemnizaciones  y  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios 
ocasionados  por  la  ejecución  de  esta  clase  de  obras  solo  podrán  solicitarse 
ante  el  Jefe  político,  hoy  Gobernador,  respectivo,  el  que  dispondrá  que 
tengan  cumplido  efecto  á  la  mayor  brevedad  posible,  habiendo  conformi- 
dad entre  el  reclamante  y  la  parte  que  debe  resarcir  el  daño,  y  procuran- 
do avenirlos  cuando  mediase  diferencia: 

3.®  Que  si  por  no  haber  conformidad  entre  las  partes  se  hiciesen  tales 
asuntos  contenciosos,  se  decidan  por  el  Consejo  provincial  con  inhibición 
de  cualesquiera  otras  autoridades  judiciales  ó  administrativas: 

Visto  el  art.  !.•  de  la  instrupcion  de  10  de  octubre  de  1845,  que  de- 
clara son  obras  públicas  para  los  efectos  de  la  misma  instrucción  los  cami- 
nos de  todas  clases: 

Visto  el  art.  83  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  1863,  que  en  su  núm.  6.^ 
atribuye  á  los  Consejos  provinciales  el  conocimiento  de  las  cuestiones  re- 
lativas al  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  las  obras 
públicas: 

Considerando: 

1/  Que  dirigiéndose  el  interdicto  á  imnedir  se  estraiga  la  piedra  em- 
pleada en  la  construcción  de  un  camino,  el  Juez,  al  tenor  de  las  disposi- 
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ciones  antes  citadas,  no  debió  admitir  la  querella,  puesto  que  Decesaría- 
mente  babía  de  producir  la  paralización  de  una  obra  pública: 

2.°  Que  estando  repetidas  veces  declarado  que  á  tas  autoridades  admi* 
nistrativas  corresponde  el  conocimiento  de  las  cuestiones  que  puedan  sus- 
citarse por  la  falta  de  forma  en  la  ocupación  de  terrenos  ó  por  el  avalúo  de 
materiales  y  resarcimiento  de  daños  caneados  con  motivo  de  las  obras  pú- 
blicas, la  parte  agraviada  en  la  presente  competencia  ha  debido  acudir  ante 
]as  autoridades  y  Tribunales  de  aquel  orden  en  la  via  y  forma  que  mejor 
creyese  convenirle; 

Conformándome  con  le  consultado  por  él  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Ven^o  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración. 

Dado  en  Palacio  á  veintidós  de  enero  de  18(57.— Esft  rubricado  de  la 
Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Ramón  María  Nar- 
vaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  26  de  enero  de  4867.) 


93. 

Autorizarion  (22  de  enero  de  1867.). — Abüios.— Se  con- 
firma la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Avila,  en  la 
autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Cebre- 
ros,  para  procesar  á  D.  Santos  Martin,  Alcalde  del  pueblo  de  Hoyo 
de  Pinares,  y  se  resuelve  : 

Que  estando  aprobada  por  el  Gobernador  de  la  provincia  la 
creación  y  consiguiente  dotación  de  una  plaza  de  Médico  titular, 
acordada  por  el  A};untamiento  y  mayores  contribuyentes ,  así  como 
el  hecho  de  haberse  limitado  el  Alcalde  á  seguir  la  costumbre  estable- 
cida durante  muchos  años  de  cobrar  la  dotación  de  dicho  facultati- 
vo,  no  puede  calificarse  de  delito  la  exacción  vecinal  que  para  dicho 
objeto  impusiera  y  cobrara  el  Alcalde. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Avila  ba  ne- 
gado al  Juez  de  primera  instancia  de  Cebreros  la  autorización  para  pro- 
cesar á  D.  Santos  Martin,  Alcalde  del  pueblo  de  Hoyo  de  Pinares,  por  abu- 
sos, resultar 

Que  algunos  vecinos  del  espresado  pueblo  presentaron  en  el  Juzgado 
de  Cebreros  un  escrito  denunciando,  que  por  el  Alcalde  D.  Santos  Martin 
se  les  habia  exigido  cierta  cantidad  para  pagar  al  Médico-cirujano  titular 
que  el  Ayuntamiento  babia  contratado  para  el  servicio  facultativo  de  la 
localidad;  y  como  ellos  no  estaban  conformes  con  la  elección  hecha,  que 
les  privaba  de  la  asistencia  de  un  Cirujano  que  llevaba  muchos  años  en  el 

Ímeblo,  protestaban  y  acudían  á  la  autoridad  del  Juez,  para  que  castigase 
a  exacción  pretendida  por  el  Alcalde: 

Que  admitida  la  denuncia  y  ratifícados  en  ella  los  que  la  firmaron,  que 
en  su  mayor  parte  eran  parientes  y  deudos  inmediatos  del  Cirujano ,  se 
practicaron  las  oportunas  diligencias  en  averiguación,  apareciendo  de  ellas: 
que  en  virtud  de  un  acuerdo  tomado  por  el  Ayuntamiento  asociado  de  do- 
ble número  de  mayores  contribuyentes,  y  que  fué  aprobado  por  el  Go- 
bernador de  la  provincia,  se  dispuso  crear  una  plaza  de  Médico  cirujano 
titular,  sin  que  por  esto  se  entendiese  que  cesaba  el  Cirujano  que  había 
en  el  pueblo,  al  cual  se  dijo  que  podía  continuar  prestando  sus  servicios: 
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Que  seguD  costumbre  muy  aatigua  eu  la  localidad,  la  dotación  del  Mé- 
clíco  la  recaudaba  el  Alcalde  al  tiempo  dé  verificarse  el  cobro  de  la  contri- 
bución territorial;  y  así  fué  que,  cuando  correspondió  pagar  al  nuevo  Mé- 
dico, comisionó  ai  recaudador  de  contribuciones  para  que  hiciese  efectivas 
las  cantidades  que  habia  que  satisfacer  al  Facultativo;  pero  los  parientes 
del  Cirujano  se  opusieroD,  presentando  al  Juzgada  el  escrito  de  denuncia 
.  que  dio  principio  á  este  espediente: 

Que  en  presencia  de  estos  datos  ampliados  en  el  sumario,  el  Juzgado, 
que  primeramente  habia  calificado  de  exacciones  ilegales  el  abuso  que  su- 
ponía cometido  par  el  Alcalde,  participándolo  así  al  Gobernador  de  la  pro- 
vincia, varió  de  opinión,  y  entendiendo  que  aquel  funcionario  pudo  haber 
abusado  en  la  forma  con  que  procedió  á  cobijar  la  dotación  del  Médico, 
«olicitó  la  autorización  del  Gobernador,  fundado  en  que  el  Alcalde  estaba 
incurso  en  el  art.  300  del  Código  penal: 

Por  último,  que  el  Gobernador,  de  acuerdo  eon  lo  informado  por  el 
Consejo  provincial,  negó  aquel  requisito,  ftmdátidose  en  aue  habiendo  sido 
aprobada  por  su  autoridad  la  creación  de  la  p!aza  de  Médico  titular,  y  li- 
mitándose el  Alcalde  únicamente  á.  seguir  la  costumbre  establecida  para 
la  cobranza ,  no  babia  cometido  el  delito  penado  en  el  artículo  300  del 
Código: 

Visto  dicho  artículo,  por  el  que  se  cantiga  al  empleado  público  que  des- 
empeñando un  acto  del  servicio  cometiere  cualquiera  vejación  injusta 
contra  las  personas,  ó  usare  de  apremios  ilegítimos  ó  innecesarios  para  el 
desempeño  del  servicio  respectivo: 

Considerando  que  la  circunstancia  de  haber  sido  aprobada  por  el  Go- 
bernador de  la  provincia  la  creación  y  consiguiente  dotación  de  la  plaza 
de  Médico-cirujano  titular,  acordada  por  el  Ayuntamiento  y  mayores 
contribyentes,  juntamente  con  el  hecho  de  haberse  limitado  el  Alcalde  á 
seguir  ía  costumbre  establecida  durante  muchos  años,  de  cobrar  la  dota- 
ción del  Facultativo  en  la  forma  usual,  no  permiten  calificar  de  delito  el, 
que  se  imputa  ai  Alcalde; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Go- 
bernador. 

Dado  en  Palacio  á  veintidós  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  sie- 
íe.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— -El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  26  de  enero 
de  1867.) 


94L. 

CaMipeieneia  (22  de  enero  de  i867.)— Abandono  de  des- 
tino.— Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  competencia  sus- 
citada entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Zaragoza  y  el  Juez 
de  primera  instancia  de  Sos,  con  motivo  de  los  procedimientos  cri- 
minales instruidos  á  consecuencia  de  haber  abandonado  su  destino 
D.  Vicente  Pellicer,  Médico  titular  de  Biel;  y  se  resuelve: 

Que  estando  confiado  espresamente  á  la  Administración  el  cas- 
tigar  á  un  Médico  titular  que  se  ausenta  del  punto  de  su  residencia 
en  épocas  de  epidemia  ó  contagio,  del  mismo  modo  debe  correspon-- 
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der  á  las  autoridades  de  este  orden  corregirlo  cuando  no  concurran 
estas  dreunstandas  de  agravación. 

Ed  el  «spediente  y  autos  der  competencia  suscitada  «Dtre  el  Gobernador 
de  la  proTÍncia  de  Zaragoza  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Sos,  de  los 
cuales  resulta: 

Que  en  virtud  de  un  parte  dado  al  referido  Juez  por  el  Alcalde  y  Te- 
niente de  Biel,  de  baber  abandonado  aquel  pueblo  y  su  destino  D.  Vicente 
Pellicer,  médico  titular  y  encargado  de  la  BeneGcencia,  sin  admitirle  el 
Ayuntamiento  la  renuncia,  se  instruyeron  procedimientos  criminales,  de 
que  se  inhibió  el  Juzgado,  de  acuerdo  con  el  Promotor  fiscal: 
.  Que  la  Audiencia  de  Zaragoza  dejó  sin  eü^to  el  auto  de  inhibición 
dictado  por  el  Juez,  y  en  su  consecuencia  éste  pidió  al  Gobernador  de  la 
provincia  la  autorización  para  procesar  á  D:  Vicente  P^licer,  como  Médi- 
co titular  de  Biel  y  encargado  de  la  Beneficencia: 

Que  el  Gobernador,  conforine  con  el  Consejo  provincial,  declaró  no 
haber  lugar  á  conceder  ni  negar  la  autorización  solicitada  y  requirió  de 
inhibición  al  Juez,  fundándose  en  los  artículos  73  y  80  de  la  ley  de  Sani- 
dad, en  el  24  del  reglamento  de  9  de  noviembre  de  1864  y  en  la  Beal  or- 
den de  i  8  de  setiembre  de  1865: 

s  Qae  el  Juez,  después  de  sustanciado  el  artículo,  se  ileolaró  competen- 
te, apoyándose  en  que  el  procesado  no  era  empleado  público  como  Médico 
de  Beneficencia  sino  como  titular  del  pueblo,  y  en  que  habia  cometido  una 
imprudencia  simple  con  infracción  de  los  reglamentos  sanitarios: 

Que  el  Gobernador  insistió  en  su  requerimiento  de  acuerdo  con  el 
Consejo  provincial,  resultando  el  presente  confliccto,  que  ha  seguido  sus 
trámites: 

Visto  el  art.  73  de  la  ley  de  Sanidad  de  28  de  noviembre  de  1855,  se- 
gún el  cual  al  Facultativo  titular  que  en  épocas  de  epidemia  ó  contagio 
abandonase  el  pueblo  de  su  residencia,  se  le  privará  del  ejercicio  de  su 
prefesion  por  tiempo  determinado  á  juicio  del  Gobierno,  con  arreglo  á  las 
causas  atenuantes  ó  agravantes  que  concurran,  oyendo  siempre  al  Con- 
sejo de  Sanidad: 

'  Visto  el  art.  80  de  la  misma  ley,  (]ue  ordena  el  establecimiento  de  un 
jurado  médico  de  calificación  con  objeto  de  prevenir,  amonestar  y  califi- 
car las  faltas,  que  cometan  los  Profesores  en  el  ejercicio  de  sus  respecti- 
vas facultades;  regularizar  en  ciertos  casos  sus  honorarios;  reprimir  todos 
los  abusos  profesionales  á  que  se  pueda  dar  margen  en  la  práctica,  y  á  fio 
de  establecer  una  severa  moral  medica: 

Visto  el  art.  24  del  reglamento  de  9  de  noviembre  4864,  según  el 
cual  al  Facultativo  titular  que  en  época  de  epidemia  ó  contagio  abandone 
el  pueblo  ó  pueblos  que  le  tienen  contratado,  se  le  privará  del  ejercicio  de 
su  profesión  por  un  tiempo  mas  ó  menos  largo,  conforme  determina  el  ar- 
ticulo 73  de  la  ley  de  Sanidad,  á  cuyo  fin  deberá  formarse  el  espediente 
gubernativo  que  corresponde,  según  previene  la  Real  orden  de  i  1  de 
abril  de  1856,  y  el  Gobierno  resolverá  en  vista  de  este  espediente  después 
de  baber  oido  al  Consejo  de  Sanidad  y  al  de  Estado,  si  lo  estimare 
oportuno: 

Visto  el  núm.  1.*  del  art.  54  del  reglamento  de  25  de  setiembre  de 
4863,  que^i  bien  prohibe  suscitar  contienda  de  competencia  en  los  juicios 
criminales,  lo  permite  cuando  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  resé r- 
Tado  por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración: 

Considerando: 
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ié*  Que  el  hecho  que  motiva  e)  juicio  crimíoa)  consiste  en  haberse 
ausentado  un  Médico  titular  y  encargado  de  la  Bene&cencia,  del  pueblo 
que  le  tenía  contratado: 

2.^  Que  si  está  confiado  espi'esamente  á  la  Administración  castigar  el 
hecho  de  que  se  trata  en  época  de  epidemia  ó  contagio,  del  mismo  modo 
debe  corresponder  á  las  autoridades  de  este  orden  corregirlo  cuando  no 
com^urren  estas  circunstancias  de  agravación:  • 

3.*^  Que  por  consiguiente  el  presente  caso  está  incluido  en  la  citadn 
escepcíon  contenida  en  el  número  i.*^  del  art.  54  del  reglamento  de  25 
de  setiembre  de  4863;  • 

Conformándome  con  lo  Consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración. 

Dado  en  Palacio  á  veintidós  de  «ñero  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.—Está rubricado  déla  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
'  Ministros,  Ramón  María  Narvaez,— (Publicada  en  la  Gavieta  de  26  de 
enero  de  1867.) 


95. 

AutoriKaeion  (23  de  entro  de  1867.).— Se  declara  innece- 
saria la  autorización  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo  al 
Juez  de  primera  instancia  de  Luarca  para  procesar  á  D.  José  Mar- 
tínez Viademonte,  Alcalde  de  dicha  villa,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  cuando  $e  trata  de  dar  cumplimiento  á  la  práctica  de 
ciertas  diligencias  a,cordadas  por  el  Ju%gado  en  causa  criminalf 
tiene  el  Alcalde  carácter  de  funcionario  del  orden  judicial; 

Y  S.""  que  para  procesar  á  los  Alcaldes  por  abusos  que  comdan 
en  el  ejercicio  de  las  funciones  que  les  corresponden  como  delegados 
del  poder  judicial,  es  innecesaria  la  autorización. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo  ha  re- 
querido  al  Juez  de  primera  instancia  de  Luarca  para  que  solicite  la  previa 
autorización  para  procesar  áD.  José  Martínez  Viademonte,  Alcalde  de 
aquella  villa,  resulta: 

Que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Luarca  encargó  alAlcalde  la  prác- 
tica de  ciertas  diligencias  en  causa  criminal  pendiente^  en  el  Juzgado,  y 
ademas  le  previno  que  la  hiciese  estensiva  á  los  Alcaldes  pedáneos  depen- 
dientes de  su  autoridad,  á  fin  de  que  por  estos  últimos  se  efectuasen  cita- 
ciones y  notificaciones  á  varios  sugetos  que  residían  en  diferentes  barrios' 
pertenecientes  al  Ayuntamiento  de  Luarca: 

Que  el  Alcalde  consoltó  con  el  Gobernador  de  la  provincia  si  debería 
prestar  obediencia  á  las  órdenes  del  Juzgado  en  lo  referente  á  los  pedá- 
neos, y  habiéndole  manifestado  aquella  autoridad  que  el  carácter  de  estos 
funcionarios  no  permitía  calificarlos  de  agentes  judiciales,  sino  de  meros 
empleados  administrativos,  el  Alcalde  contestó  al  Juez  que  se  abstuviese 
de  encargarle  el  cumplimiento  délas  diligencias  pendientes,  pues  él  no 
podía  por  sus  muchas  ocupaciones  despacharlas,  y  los  Pedáneos  no  debían, 
según  lo  manifestado  por  el  Gobernador  de  la  provincia: 

Que  con  tal  motivo  se  instruyó  en  el  Juzgado  un  espediente  para  cali- 
ficar Ja  conducta  del  Alcalde,  y  después  de  repetidas  contestaciones  entre 
el  Juzgado,  el  Alcalde,  el  Goliernador  y  la  Audiencia  del  territorio,  el  Juez^ 
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má(ye\  Promotor  físeal,  puso  en  conocimiento  del  Gobernador  gue  estaba 
procediendo  contra  el  Alcalde  como  reo  del  delito  de  desobediencia  á  las 
ordenes  del  Juzgado: 

Que  el  Gobernado^:,  de  acuerdo  con  el  Consejo  proTÍncial ,  requirió  in- 
mediatamente al  Juzgado  para  que  con  suspensión  de  todo  procedimiento 
solicitase  la  autorización  previa  para  procesar  al  Mcalde,  puesto  que  el  ca- 
rácter de  este  funcionario  es  administrativo,  y  como  tal  le  alcanza  la  ga- 
rantía de  la  autorización: 

Que  el  Juez  insistió  en  que  no  era  necesario  este  requisito,  y  habiendo 
la  Audiencia  confirmado  el  auto  en  que  asi  se  proveía,  se  ha  elevado  el  es- 
pediente á  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y  iustiea  del  Consejo  de  Estado 
para  su  informe: 

VÍKto  el  art.  33  del  reglamento  provisional  para  la  administración  de 
justicia: 

Y  vistos  los  artículos  i  06  y  408  del  reglamento  de  Juzgados  de  prime- 
ra instancia^  según  los  cuales  los  Alcaldes  y  sus  Tenientes  en  la  formación 
de  las  primeras  diligencias  de  los  juicios  criminales  obran  como  funciona- 
rios del  orden  judicial  dependientes  de  los  Jueces  de  primera  instancia 
respectivos: 

Considerando  que  con  arreglo  á  los  artículos  que  se  acaban  ^e  citar,  el 
Alcalde  de  Luarca  tenia  el  carácter  de  funcionario  del  orden  judicial  y  de- 
pendía del  Juez  de  primera  instancia  del  partido  en  el  caso  á  que  se  refie- 
re este  espediente,  puesto  que  se  trataba  de  dar  cumplimiento  á  la  prácti- 
ca de  ciertas  diligencias  acordadas  por  el  Juzgado  en  causa  criminal: 

Considerando  que  está  repetidamente  declarado  que  en  tales  casos  no 
es  necesaria  la  autorización  del  Gobernador  de  la  provincia  para  procesar 
á  los  Alcaldes  aue  cometan  delitos  ó  faltas  como  auxiliares  de  los  Jueces; 

Con ror mándeme  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  innecesaria  la  autori- 
zación de  que  se  trata. 

Dado  en  Palacio  á  veintidós  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  sie- 
te.—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  26  de  enero 
de  i  867.) 

Senteiiria  (20  de  diciembre  de  1866.)--~Liqüii)acion  de  ütf 
CONTRATO  DE  CONSUMOS.- Abono  DE  PERJUICIOS. — Sc  absucIvc  á  la 
Administración- de  la  demanda  entablada  por  Dona  Juana  Francisca 
Osorio,  como  tutora  de  su  hijo  D.  Francisco  Carsi,  contra  la  Real 
orden  de  i6  de  noviembre  de  i860;  se  confirma  ésta,  y  se  re- 
suelve: 

i  .**  Que  todos  los  contratos  sobre  rentas  del  Estado  deben  enten- 
derse celebrados  á  riesgo  y  ventura  de  cualquier  caso  fortuito,  pen- 
sado  ó  impensado,  que  sobrevenga  después  del  otorgamiento: 

2.**    Que  por  consiguiente  no  procede  reclamación  de  perjuicios 
que  no  esté  dentro  de  las  cofidiciones  del  contrato,  ó  que  no  se  pruebe  ^ 
que  ha  sobrevenido  por  consecuencia  de  un  acto  administrativo  que 
diera  'ocasión  al  riesgo^  ó  disminuyese  las  probabilidades  de  la  ven- 
tura: 
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3/  Que  el  qtte  no  reclama  lo8.perjukm  $ufridQ8  por  un  acontar 
amiento  poUHco  dentro  de  la  fecna  en  que  semandó,  deja  caducar 
en  cierto  modo  el  beneficio  que  se  le  concedió: 

4;*  Que  no  pueden  pagarse  por  el  Estado  intereses  no  estipula^ 
dos  previamente: 

S.**  Que  es  doctrina  corriente  que  no  devengan  intereses  la$^ 
cantidades  que  no  son  liquidas: 

6/  Que  no  puede  atribuirse  el  carácter  de  cantidad  liquida  á 
la  partida  aislada  de  una  cuenta^  cuando  debe  figurar  con  las  demás 
para  la  debida  compensación  y  deducir  de  ella  el  saldo  final  liquido 
en  pro  ó  en  contra: 

7."  Que  subroaándose  un  contratista  en  los  derechos  de  la  Ha- 
cienda, pudo  y  debió  reclamar  todo  lo  que  á  ésta  se  debiera,  ún  que 
la  Hacienda  sea  tesponsable  de  los  perjuicios  que  sufriera  por  la 
omisión  del  contratista  en  este  punto,  mas  que  cuando  se  justificase 
que  realmente  no  pudo  cebrar  las  cantidades  que  debía  haber  per* 
cibido  en  virtud  de  la  subrogación: 

8."*  Que  cuando  no  hay  hatos  exactos  para  fijar  lo  que  la  Admi- 
nistración ha  de  dar  por  indemniz^ieion  de  perjuicios,  es  menester 
calcular  prudencialmente  la  cantidad  indemnizable: 

9,**  Que  cuando  es  voluntaria  por  parte  de  la  Hacienda  púbHea 
la  próroga  del  contrato  celebrado  con  un  particular,  no  puede  obli- 
gársela contra  su  voluntad  á  oue  conceda  dicha  próroga,  ni  por  no 
acceder  á  ella  tiene  derecho  el  contratista  á  reclamar  agravios: 

10.  Que  la  Administración  central  no  es  responsable  principal 
ni  subsidiariamente  de  lus  exacciones  ilegales  de  los  Ayuntamientos 
que  no  entran  en  las  arcas  del  Tesoro:  v 

11.  Que  siendo  el  Gobierno  un  mero  administrador  de  los  fon- 
dos públicos  sujeto  á  rendir  cuentas,  ninguna  consideración  puede 
ser  bastante  para  que  anticipe  y  tome  carta  del  gasto  de  cantidades 
que  en  ningún  caso  ni  por  titulo  aljiuno  debe  ni  puede  llegar  á 
deber; 

Y 12.  que  los  hechos  de  los  cuales  s^  pretende  deducir  un  dere- 
eho  á  ser  indemnizado^  no  se  inducen  ni  presumen ,  sino  que  es  ne^ 
cesario  que  se  prueben. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«Eo  ei  pleito  que «D  el  Gonsego  de  Estado  pende  en  primera^  y  úoica 
iostancía,.  entre  partes,  de  ia  usa  el  Liceucjado  D.  Estanislao  Fi güeras  y 
Moragas,  en  represei^taeion  de  Doña  Juana  Francisca  Osorío,  tutora  y  cu- 
radora abbona  c|e  su  hijo  menor  D.  Francisco  Carsí  y  Osorio,  sucesor  éo 
Jos  derechos  de  su  padre  D.  Mariano  Carsí,  arrendatario  que  fué  de  la  ren- 
ta de  aguardientes  y  licores,  demandante;  y  de  la  otra  mi  Fiscal  en  nom- 
bre de  la  Administración,  demandada:  sobre  liquidación  del  contraté  y 
abono  de  los  perjuicios  que  el  indicado  contratista  supone  quese  le  irro- 
garon durante  la  época  del  arriendo: 

Visto: 

Visto  el  espediente  gobernativo,  del  cual  resulta: 

Que  en  el  año  de  1840  se  sacó  a  páblica  subasta  ei  arriendo  de  ^,]|fg- 
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ta  de  aguardientes  y  Heores  de  todas  las  provJBeías  del  reino,  á  escepteion 
de  Jas  Vascongadas,  Navarra  é  islas  Canarias,  por  el  tiempo  de  tres  años 
obligatorios  y  uno  condicional,  y  por  el  tipo  ó  presupuesto  de  15.530,050 
reales  i  3  mn.  que  efrecia  el  producto  del  año  connn  del  quinquenio  cor- 
relativo de  4829  á  1833: 

Que  subastado  el  servicio  por  D.  José  Safont.  vecino  y  del  comercio  de 
esta  córtOveo  1 0-^000  rs.  mas  M  presupuesto  marcado, ósea  en  45.540^050 
reales  con  43  mrs.,  y  mejorada  esta  postura  en  e)  cuarto  de  ta  cantidad 
presupuesta,  importante  rs.  vn.  3.882,512  rs.  20  mrs.  por  D.  JoséBut- 
chentoal,  veeino  también  de  esta  cérte,  se  adjudicó  el  remate  en  23  de 
mayo  del  año  espresado  á  favor  de  Butchenthal,  como  representante  de  la 
casa  Llano,  Ors  y  <;ompañía  de  Barcelona,  en  la  cantidad  anual  de 
49.425,062  rs.  33  mrs.: 

Que  en  posesión  ya  del  contrato  la  casa  arrendataria,  dedujo  desde 
luego  varias  reclamaciones,  dando  per  causa  la  falta  de  la  toma  de  posesioa 
en  los  pueblos  arrendados,  ia  omisión  de  los  Intendentes  en  ñtcilUar  noti- 
cias y  el  escaso  apoyo  que  eneoo traba  en  la  Administración: 

Que  posteriormente  la  mencionada  casa  cedió  el  contrato  á  D.  Mariano 
Garsí,  <|uien  por  consecuencia  de  los  acontecimientos  políticos  que  tovie- 
ron  lugar  en  aquella  época  (setiembre  de  4840),  pidió  que  se  hiciera  una 
liquidación  de  las  mensualidades  vencidas,  comprendiendo  lo  que  el  ar- 
rendatario babia  dejado  de  percibir  y  ios  perjuicios  que  acredítase  haber 
sufrido  por  efecto  de  las  indicadas  ocurrencias;  reclamación  que  fué  aten- 
dida en  convenio  particular  celebrado  con  el  Ministro  del  ramo  en  23  de 
novíefnbre  del  propio  año  de  1840,  estableciéndose  en  la  condición  4.* 
del  citado  convenio  que  en  la  liqíiiilacion  que  debia  de  hacerse  entre  la 
Hacienda  y  el  contratista  «se  com prendería  como  de  abono  al  arrenda- 
))tario  lo  que  la  Hacienda  hubiese  percibido  por  productos  de  la  renta  y  el 
)>importe  de  los  perjuicios  que  el  arrendatario  acreditare  haber  sufrido 
))por  efecto  de  las  últimas  ocurrencias»  (el  pronunciamiento  de  setiembre 
de  4840);  viniendo  asi  á  alterarse  la  condición  17  del  pliego  que  sirvió 
para  la  subasta,  que  prevenia  uno  tendrían  lugar  las  rebajas  del  arriendo 
»por  casos  imprevistos  ni  otro  motivo  alguno,  sea  el  que  fuere  el  funda- 
»mento  que  se  espusiera,  sóbrelo  cual  no  se  oirian  reclamaciones  ni  ad* 
»mitirian  recursos;  y  solo  en  el  caso  de  que  los  Cuerpos  Colegisladores  al- 
))terasen  Jas  bases  de  esta  renta  podrían  entrar  ambas  partes  en  un  nuevo 
»arregIo;  y  si  no  se  conformasen,  quedaria  rescindido  el  contrato:» 

Que  en  virtud  del  indicado  convenio  privado,  promovió  el  arrendata- 
rio varias  reclamaciones  sobre  el  abono  de  perjuicios  que  üguran  en  esta 
forma: 

i.*  Tres  millones  treinta  y  ocho  mil  quinientos  treinta  y  tres  reales 
catorce  maravedís,  por  los  perjuicios  que  habia  sufrido  la  renta  por  con- 
secuencia de  los  acontecimientos  indicados  de  setiembre  de  1840: 

2.*  Un  millón  cuatrocientos  setenta  y  seis  mil  cincuenta  y  tres  reales 
treinta  maravedís  cantidad  percibida  por  la  Hacienda  en  las  provincias  del 
importe  de  los  productos  de  la  renta  correspondientes  al  arrendatario, 
con  esclusien  de  las  de  Gerona,  Lérida  y  Zaragoza: 
3.*  Cuatrocientos  mil  reales  por  intereses  de  la  partida  anterior: 
4.*  Ochocientos  mil  reales,  importe  calculado  de  los  arbitrios  que  se 
comprendieron  en  el  quinquenio  que  sirvió  de  tipo  al  arriendo: 

5.*  Setecientos  qumce  mil  ciento  nueve  reales  ocho  maravedís  por 
las  quintas  partes  abonadas  á  los  pueblos  en  virtud  de  los  contratos  he- 
chos por  la  Hacienda:  ' 
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6.*  Ciento  treinta  y  dos  mil  cuatrocientos  noventa  y  cuatro  reales  por 
perjuicios  sufridos  en  e\  arriendo  particular  de  la  renta  de  la  provincia 
de  Murcia: 

7.*  Ciento  diez  y  ocho  mil  reales  que  el  Ayuntamiento  de  Jei^ez  de  la 
Frontera  exigió  al  arrendatario  de  la  renta  durante  los  acontecimientos 
de  setiembre  de  i  840: 

8.*  Ciento  ochenta  y  ocho  mil  reales  por  la  diferencia  tpie  existia  en- 
tre el  valor  que  se  dio  en  el  quinquenio  que  sirvió  de  tipo  para  el  arrien- 
do del  producto  de  los  derechos  que  se  cobraban  en  Madrid,  y  la  asigna- 
ción de  800,000  rs.  hecha  por  ia  Hacienda  con  aumento  del  25  por  100: 

9.*  Un  millón  ochenta  y  un  mil  seiscientos  ochenta  y  dos  reales  cinco 
maravedís,  por  las  cantidades  que  existiao  en  poder  de  deudores,  perte- 
necientes al  último  semestre  de  1840,  y  no  hablan  podido  recaudarse: 

10.  Seis  millones  de  reales  por  importe  de  libranzas  espedidas  por  la 
Hacienda  á  favor  de  D.  José  Safont,  f  satisfechas  por  el  arrendatario: 

11.  Trescientos  cuarenta  y  tres  mil  reales,  importe  de  libranzas  es- 
pedidas por  la  Hacienda  á  favor  de  D.  Mariano  Carsi  contra  productos  de 
ia  renta  afectos  é  hipotecados  á  su  pago: 

Que  sometidas  estas  reclamaciones  por  orden  de  23  de  ^ulio  de  1841 
¡al  examen  de  una  comisión  compuesta  del  Director  de  Liquidación  de  la 
Deuda,  del  Subsecretario  del  Mi^nísterio de  Hacienda  y  del  As^or  déla  Su- 
perintendencia, espusieron  en  31  de  agosto  eiguiente,  después  de  haber 
celebrado  varias  conferencias  con  asistencia  del  arrendatario  D.  Mariano 
Carsi,  que  de  las  1 1  partidas  que  solicitaba  el  anunciado  arrendatario  se 
le  abonasen  8.063,643  rs.  10  mrs.  por  las  partidas  2.*,  7.*,  10  y  11,  sobre 
las  que  no  se  ofrecía  duda  alguna  mediante  representar  pagos  hechos  por 
Carsi,  ya  en  libranzas,  ya  en  otros  conceptos  no  dudosos  ni  rechazados 
por  nadie:  que  se  negara  el  abono  de  las  partidas  3.*  y  0.*,  sin  perjuicio 
de  tener  presente  a  su  tiempo  la  última,  referente  á  débitos  de  los 
pueblos,  en  el  caso  de  que  no  surtieran  efecto  los  apremios  que  el  ar- 
rendatario debería  usar  contra  los  deudores:  que  se  instruyera  espedien- 
te acerca  de  la  reclamación  sobre  la  partida  5/,  y  que  se  remitiera  al 
Ministerio  para  la  resolución  conveniente,  activándose  cuanto  fuera  posi- 
ble el  despacho  del  espediente  sobre  reclamación  de  la  partida  6.^  que 
se  sometiera  al  examen  de  una  Junta  de  Letrados  la  cuestión  de  si  con 
arreglo  al  pliego  de  condiciones  eran  ó  no  abonables  las  Partidas  1.%  4.* 
y  8.*,  tomándose  entretanto  en  cuenta  al  arrendatario,  por  razón  de  los 
perjuicios  que  pudo  haber  sufrido  por  ei  pronunciamiento,  1.913,461  rs., 
con  reserva  de  estar  á  la  resolución  defínitiva  de  mi  Gobierno: 

Que  á  consecuencia  del  anterior  informe  se  mandó  por  orden  de  la 
Regencia  de  2  de  setiembre  que  la  Contaduría  de  Valores  dilucídase  la 
relativa  á  la  5."  partida,  y  que  la  6.*  lo  fuera  por  la  Dirección  de  Rentas 

Erovinciales:  y  por  otra  orden  de  la  misma  fecha  se  nombró  la  Junta  de 
etrados,  la  cual,  contrayéndose  é  las  partidas  sobre  que  debia  informar, 
contestó  en  14  de  setiembre  (k  1841  reconociendo  los  perjuicios  ocasiona- 
dos á  Carsi  por  el  pronunciamiento,  y  que  emanando  aquellos  de  medidas 
tomadas  por  las  Juntas  superiores  de  Gobierno  respecto  á  la  administra- 
ción de  la  renta  arrendada  á  Carsi/ se  estaba  en  el  caso  de  indemnización 
previsto  hasta  en  la  última  parte  de  la  condición  17  del  pliego;  y  aconse- 
jó que  para  estimar  en  lo  justo  el  valor  de  los  perjuicios  se  abriese  una 
información  de  hechos  y  se  depurasen  bien  las  cantidades  abonables.  Ne- 
gó el  abono  de  la  partida  4.*  referente  al  valor  de  los  arbitrios  que  se 
tenían  por  incluidos  en  el  calculo  de  valores,  y  que  se  suprimieron,  antes 
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de  la  Cdlebracion  del  remate,  fundándose  eo  la  condición  i7  det  pliego^ 
Negó  por  fin  la  8.\  que  consistía  en  la  diferencia  que  habia  entre  el  valor 
del  quinquenio,  base  de  la  subasta,  en  cuánto  á  los  derechos  de  Madrid^ 
y  la  asignación  hecha  después  por  la  Hiicienda  con  vista  del  precio  esti-^ 
pnlado  antes  con  el  arrendatario  parcial  del  mismo  punto;  fundándose 
para  ello  los  Letrados  en  que  por  la  7/  de  las  condiciones  del  pliego  el 
contratista  general  tenia  que  respetar  hasta  su  terminación  los  contratos 
parciales  sin  percibir  mas  que  el  importe  de  ellos: 

Que  vuelto  el  espediente  á  la  comisión  que  fué  nombrada,  según  sé  ha 
espresado,  en  2?  de  julio  de  i84!,  propuso  ésta  que  se  abriese  iniormácion 
para  averiguarlos  perjuicios  sufridos  por  el  arrendatario  á  causa  del  pro* 
Dunciamiento  de  1840;  que  se  formase  liquidación  por  la  Contaduría  ge- 
neral de  valores^  abrazando  los  seis  últimos  me^es  de  i 840/  y  compren- 
diendo en  la  data: 

iJ*  Las  entregas  hechas  por  Carsí,  ya  en  Tesorería,  ya  á  tenedores  de 
libranzas  giradas  contra  la  renta,  ya  por  los  Ayuntamientos  en  pago  del 
importe  de  sus  encabezamientos  ó  ajustes. 

Y  2.**  Los  418,000  rs.  (Jue  el  Ayuntamiento  de  Jerez  de  la  Frontera 
exigió  al  arrendatario  durante  los  acontecimientos  de  setiembre  de  1840^ 
y  dejando  los  demás  puntos  pendientes  de  las  pruebas  y  justificaciones  qué 
debieran  hacerse,  á  tenor  de  lo  que  para  cada  uno  pf oponía: 

Que  aprobado  por  órdeq  de  30  de  octubre  de  4  841  lo  propuesto  por  la 
comisión,  reclamó  Carsí  contra  ello;  y  después  de  haberse  oidó  al  Asesor 
de  la  Superintendencia  de  Hacienda  pública^  se  resolvió  por  otra  orden  de 
ti  de  noviembre  inmediato  siguiente  el  abono  provisional  al  contratista^ 
según  anteriormente  se  ha  espresado,  de  4.913,401  rs.  en  concepto  de  in- 
demnización de  perjuicios  del  pronunciamiento  de  4840: 

Que  la  Dirección  dé  Rentas  unidas  remitió  al  Ministerio  en  2ÍS  del 
mismo  mes  de  noviembre  la  liquidación  practicada  en  cumplimiento  de  la 
anterior  resolución  por  la  Contaduría  general  de  Valores,  haciendo  pre-» 
senté  que  el  saldo  que  resultaba  á  favor  de  Carsí  no  era  definitivo  en  ra* 
zon  á  no  ser  conocidas  todas  las  partidas  de  abono  que  debían  feconocersG 
á  la  empresa  del  arriendo: 

Que  de  la  indicada  liquidacroú  aparece  que  por  la  mitad  del  precio  del 
arriendo,  que  ascendía  á  19.425,062  rs.  correspondientes  á  los  seis  últi- 
mos meses  de  4840,  debía  Carsí  9.742,531  rs.  40  y  medio  mrs.:  que  por 
las  cantidades  mandadas  abonar  por  las  órdenes  de  que  se  ha  hecho  mé- 
rito de  2  de  setiembre,  30  de  octubre  y  4 1  de  noviembre,  era  acreedor  á 
V.977,404  rs.  40  mrs.  por  el  propio  período  de  los  seíá  últimos  meses  do 
1840;  y  que  resultaba  por'tarrto  á  favor  del  mismo  y  contra  la  Hacienda 
nn  saldo  de  264,572  rs.  27  y  medio  mrs.  por  los  espreíJados  seis  meses: 

Que  á  propuesta  del  Negociado  se  aprobó  la  anterior  liquidación  en  loi 
términos  espuestos,  por  orden  de  4  de  diciembre,  y  se  adoptaron  varias 
medidas  para  conseguir  íá  terminación  de  fas  reclamaciones  pendientes; 
Que  la  Contaduría  general  dé  Valores,  cumpliendo  con  lo  acordado  en 
las  órdenes  referidas  de  2'  de  setiembre  y  30  de  octubre  de  4  841 ,  manifeslú 
qae  reunidos  los  datos  necesarios  para  averiguar  el  importe  de  las  quin- 
tas parles  abonadas  á  los  puel?los  en  q)  año  de  4840  á  virtud  de  los  ár* 
rieodos  ó  conciertos  celebrados  por  la  Hacienda  pública,  aparecía  que  la 
suma  total  abonable  por  ésta  á  los  pueblos  de  las  provincias  que  se  cita- 
ban en  el  estado  que  acompañaba,  durante  todo  el  año  de  4840,  por  quin- 
tas partes,  era  la  de  1.506,084  rs.  32  mrs.,  correspondiendo  su  mitad,  ^ 
sean  753,0i2  rs.  16  mrs.,  al  arrendatario,  en  razón  á  que  se  vio  en  la  no- 
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cesidad  de  reconocer  los  efectos  de  los  contratos  yn  copsqmados  por  la 
Hacienda,  y  eo  su  virtud  le  obligaron  ea  los  seis  últimos  meses  deleitado 
año  de  1840:  que  la  diferencia  de  mas  de  37,933  rs.  y  8  mrs.,  que  se  ad* 
venia  entre  la  cantidad  de  715.10^  rs.  y  8  mrs,,  reclamada  en  quinta 
lugar  por  el  arrendatario,  y  la  de  733.042  rs.  y  16  mrs.  que  fijaba  la  Cou- 
taduria,  debía  de  consistir  en  algún  error  de  cálculo  6  falta  de  datos  en 
que  estribara  er formado  por  aquel,  puQs  que  el  resultado  que  aparecía 
del  estado  que  acompañaba  descansaba  en  el  contenido  de  la^s  certifica-^ 
Clones  de  la  Coniaduria  de  Rentas  de  provincia  que  se  espresaban  en  el 
mismo,  y  que  originales  quedaban  en  la  Contaduría  general: 

Que  consultado  el  Asesor  de  la  Superintendencia,  de  conformidad  coq 
su  parecer,  se  acreditó  al  contratista  Ja  indicada  partida  de  753,042  rea- 
les 16  mes.,  por  orden  de  1.®  de  mayo  de  1842: 

Que  antes  de  esto,  en  i 3  de  abril  del  propio  año  de  1842,  y  para  evi^ 
tar  lo$  gravísimo^  perjuicios  que  en  otro  caso  se  le  seguirían,  pidió  el  ar- 
rendatario que  se  declarase  terminado  el  arriendo  en  íin  del  mismo  ano, 
en  vez  de  concluir  en  30  de  junio  de  1843,  ó  que  se  le  prorogase  basta  31 
de  diciefnbre  del  mismo  año  de  1843,  que  se  estableció  para  la  subasta,  y 
np  de  I,a  en  que  se  remató:  y  el  Asesor  de  la  Superintendencia,  baciéndo* 
se  cargo  de  ja  condición  2/  del  contrato,  que  fijaba  su  duración  en  cua- 
tro años,  á  contar  desde  1.*  de  julio  de  1840,  y  de  que  los  tres  primeros 
eran  obligatorios  por  ajubas  partes,  y  el  otro  de  mutua  conformidad,  in- 
formó en  10  de  junio  siguiente  en  el  sentido  de  que  se  prorogase  el  con- 
trato según  pedía  el  arrendatario;  pero  sancionada  la  ley  de  21  del  citada 
mesde  junio  de  1842,  que  declaró  abolido  el  impuesto  sobre  aguardiente 
y  licores  tan  pronto  como  termínase  el  contrato  actual  de  Carsí,  se  re- 
solvió por  orden  de  13  de  julio  del  mismo  año,  que  no  era  admisible  la  ce- 
sión 4e  los  seis  primeros  meses  del  año  de  1843  que  bacía  el  arrendatario, 
porque  estaban  comprendidos  eo  los  tres  años  obligatorios  por  ambas  par- 
tes; y  que  no  podía  concederse  la  próroga  de  los  seis  últimos  meses  del 
propio  ano  de  1843,  porque  la  diferencia  del  precio  propuesto  por  el  arren- 
datario alteraba  el  contrato  existente,  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  eo    la 
ley  de  21  de  junio  citada  concluía  el  contrato  á  la  terniinacion  de  los  tres 
años  obligatorios,  sin  que  pudiera  prestarse  ya  la  conformidad  que  se  re- 
quería para  la  prorogacion: 

Que  el  arrendatario,  no  obstante  lo  resuelto,  insistió  en  la  próroga  del 
contrato  ó  su  conclusión  seis  meses  antes,  según  había  solicitado;  y  des- 
pués de  informar  sobre  el  particular  el  Tribunal  Mayor  de  Cuentas  en  el 
sentido  de  que  debía  de  accederse  á  lo  que  se  solicitaba  por  el  contratista, 
bien  se  «considerase  la  cuestión  bajo  el  punto  de  vista  legal  ó  en  el  de  la 
conveniencia,  el  propio  arrendatario,  ya  que  no  conseguía  su  pretensión 
de  la  próroga  del  contrato ,  propuso  en  4  de  setiembre  que  interviniese  la 
Hacienda  los  productos  de  la  renta,  á  fin  de  que  no  se  le  exigiera  mas  que 
lo  que  diera  la  misma  renta;  pero  nada  se  resolvió  sobre  este  punto: 

Que  después  de  varias  consultas  y  resoluciones  encaminadas  á  conse- 
guir que  el  arrendatario  pagase  sus  débitos ,  recogiera  los  giros  hechos 
contra  él  y  formalizara  las  libranzas  (¡ue  obrasen  en  su  poder,  se  sometió 
el  espediente  por  orden  de  15  de  diciembre  del  re{erido  año  1842  á  una 
Junta  compuesta  del  Director  del  Tesoro,  Presidente;  del  de  Rentas  uni- 
das, del  Contador  general  de  Valores,  de  los  Asesores  de  la  Superintenden- 
cia y  Sgbdélegacion  de  Madrid,  para  que  oyendo  al  arrendatario  ó  nersona 
que  le  representase  y  examinando  todos  y  cada  uno  de  los  espeaienles, 
consultase  á  mi  Gobierno  su  opinión  sobre  las  reclaniaciones  pendientes: 


Digitized  by 


Google 


SENTXNGUS  Y  DEGISIOtfKS  DEL  CONSEJO  DE  ESTADO.  53 

Qae  esltt  Junta  emitió  su  dictároen  en  31  d«  mayo  de  i843  en  el  sen- 
tido de  que  se  abonasen  al  arrendatario,  por  perjuicios  á  consecuencia  de 
Jos  acontecimientos  de  i  840, 2.400,000  rs.,  siempre  que  renaociase  á  las 
demás  reclamaciones  sobre  perjuicios  sufridos  en  Zaragoza,  Huesca,  Te- 
ruel é  Islas  Baleares:  que  se  le  abonasen  asimismo  Í.589JI  4  rs.  i4  mrs., 
pagados  directamente  por  los  pueblos  en  Tesorería  con  posten  orillad  al 
arriendo:  que  se  desestimase  el  abono  de  400,000  rs,  en  que  Garsi  calcula- 
ba el  interés  y  quebranto  de  la  partida  anterior:  que  ios  800,000  rs.  en  que 
graduaba  el  arrendatario  el  importe  de  los  arbitrios  no  eran  de  abono  en 
sentir  de  los  Letrados,  y  por  lo  mismo  la  Junta  se  abstenía  de  dar  su  opi- 
nión: que  los  715,409  rs.  8  mrs.,  importe  de  las  quintas  partes  abooaáas 
ü  los  pueblos  por  el  arrendatario,  debian  de  acreditársele  en  el  haber  dé 
su  cuenta:  que  los  132,494  rs.  por  los  perjuicios  que  el  arrendatario 
dice  que  sufrió  t^n  Murcia  no  los  creia  de  abono  en  este  lugar,  porque  en 
aquel  punto  tema  Garsí  una  represeatacíon  distinta,  puesto  que  era  arren- 
datario parcial  y  no  colectivo:  que  si  acreditaba  la  entrega  al  Ayuntamien- 
to ó  Junta  patriótica  de  Jerez  de  118.000  rs.  que  dice  le  exigió,  le  sean 
de  abono:  que  no  podra  aconsejar  el  abono  de  los  118,000  rs.  en  que  con- 
sistía la  diferencia  entre  el  tibo  de  la  subasta  y  lo  que  dijo  el  arrendatario 
que  arrojaba  el  outnqu^nio  de  valores,  á  los  cuales  los  Asesores  y  otros 
Letrados  le  negaban  todo  derecho  considerando  la  cuestión  en  el  terreno 
le^al:  que  la  partida  de  1.081,682  rs.  5  mrs. ,  que  según  Carsi  no  hablan 
podido  recaudar  sos  representantes  de  los  pueblos  encabezados  y  arrenda- 
dos por  la  Hacienda,  no  era  de  abono  porque  únicamente  tenia  derecho  á 
que  se  le  amparase  eficazmente  en  sus  gestiones  de  cobro:  que  no  haflaba 
reparo  en  el  abono  de  seis  millones  de  reales  que  importaban  las  libranzas 
espedidas  á  favor  de  Safünt  y  contra  Carsí,  siempre  qoe  se  hubiesen  forma- 
lizado ó  que  se  formalizasen:  que  en  igual  caso  se  encontraba  la  partida 
de  343,000  rs.,  importe  de  otras  libranzas  espedidas  á  favor  del  mismo 
Carsí:  que  se  abonara  la  partida  procedente  de  una  equivocación  material: 
que  entrara  igualmente  en  los  abonos,  previa  liquidación,  lo  que  impor- 
taban los  derechos  del  ron  y  aguardiente  de  caña  oue  el  arrendatario 
dejó  de  percibir  por  consecuencia  de  hacerse  su  adeudo  en  las  Aduanas 
desde  la  reforma  de  los  Aranceles:  que  ni  era  de  abono  el  millón  de  reales,  . 
ni  de  tener  en  cuenta  los  demás  perjuicios  que  Carsí  creia  que  resultarían 
respecto  al  punto  de  aforos,  porque  suprimida  la  renta  tan  pronto  como 
termínase  el  contrato,  no  podría  dejar  las  mismas  existencias  de  aguar- 
dientes que  el  propio  Carsi  halló  al  comenzar  el  arriendo:  fundándose  fa 
negativa  de  la  Junta  en  que  los  aforos  oue  debian  hacerse  al  entrar  y 
al  salir  los  arrendatarios  no  tenían  mas  objeto  que  evitar  los  abasos  que 
se  cometían  al  Onalízar  los  arriendos,  cuales  eran  disminuir  el  derectro 
y  acumular  así  introducciones  y  depósitos  superiores  á  los  comunes  cotí 
daño  de  los  sucesivos  Administradores  del  mismo  derecho:  que  el  o^pe- 
diente  que  representa  la  partida  15  no  se  halla  bien  instruido,  ni  probada 
la  folta  de  protección  del  Intendente  de  Cádiz  para  verificar  los  aforos  del 
Puerto  de  Santa  María,  que  constituían  el  punto  de  apoyo  de  la  queja. 
Declaró  dudosa  la  reclamación  del  arrendatario  sobre  los  perjuicios  que  le 
ocasionaba  la  disposición  adoptada  por  la  Dirección  general,  y  que  consis- 
tía en  restablecer  en  Galicia  la  meaida  de  32  cuartillos  en  arroba  para  los 
aguardientes,  en  vez  de  los  25  que  por  un  abuso  estuvo  sirviendo  de  base» 
para  los  aforos  y  adeudos;  pero  que  sin  embargo  seria  conveniente  respe- 
tar la  costumbre  hasta  la  terminación  del  arriendo;  y  por  último ,  que  la 
petición  de  próroga  estaba  ya  juzgada  de  una  manera  detiniliva  en  contra 
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del  arrendatario,  y  que  do  tenia  por  ella  derecho  á  DiDguoa  clase  de  io- 
demnizacion: 

Que  el  arrendatario  reclamó  en  1 1  de  julio  siguiente  de  las  apreciacio- 
Des  de  la  Junta  en  cuanto  no  se  hallaban  conformes  con  lo  que  ei  mismo 
sostenía  y  venia  pidiendo,  y  posteriormente  insistió  en  sus  anteriores  re- 
clamaciones, añadiendo  otras  nuevas  por  razón  del  pronunciamiento  de 
1843,  de  la  supresión  de  los  derechos  ae  puertas  que  tuvo  lugar  por  con- 
secuencia del  decreto  de  26  de  mayo  de  este  mismo  año,  y  del  i  O  por  i  00 
de  aumento  en  el  precio  integro  del  arriendo  referente  al  de  Zaragoza: 

Que  el  Asesor  de  la  Superintendencia,  con  vista  de  lodo  el  espediente 
informó  en  17  de  mayo  de  1844  de  conformidad  con  la  Junta  de  Directo- 
res y  Letrados,  menos  en  la  parte  referente  á  los  arbitrios,  respecto  á  los 
que  fué  de  sentir  que  se  abonasen  800,000  rs.  en  que  el  arrendatario  los 

Írradu&ba,  así  como  la  parte  recargada  sobre  este  produelo  con  motivo  de 
ás  pujas  hechas  en  la  licitación: 

Que  acordado  por  Real  orden  31  de  enero  de  1845  someter  las  recla- 
maciones pendientes  á  una  nueva  comisión  compuesta  de  cuatro  perso- 
nas nombradas,  dos  de  ellas  por  mi  Gobierno  y  otras  dos  por  el  arrendata- 
rio, recayó  la  elección  de  las  primeras  en  D.  Francisco  Tames  Hevia,  Fis- 
cal del  Tribunal  Mayor  de  Cuentas,  y  en  0.  José  Sánchez  Ocaña,  Intenden- 
te de  Madrid;  y  como  por  diversas  causas  los  representantes  elegidos  por 
Carsi  no  asistieran  á  las  conrerencías,  ni  por  consiguiente  pudieran  formar 
acuerdo  con  los  representantes  de  Hacienda,  éstos  solos  evacuaron  su  infor- 
me en  28  de  noviembre  del  año  espresado  de  184o;  y  reconociendo  el  princi- 
pio déla  indemnización,  desecharon  varias  parti<ias  por  valor  de  11.091,751 
reales  16  mrs. ;  cargaron  al  arrendatario  por  importe  total  del  arriendo 
en  los  tres  años  obligatorios  de  su  duración  58.275,188  rs.  31  maravedís; 
y  rebajando  de  esta  suma  la  de  49.354,039  rs.  21  mrs.  por  varias  parti- 
das y  libranzas  satisfechas,  y  por  io  entregado  efectivo  en  calidad  de  fian- 
za, que  se  le  abonaban,  resultó,  según  los  informantes,  que  era  en, deber 
Don  Mariano  Carsí  8.921,149  rs.  10  mrs.: 

Que  no  se  conformó  el  arrendatario  con  este  informe,  que  aparecía  sin 
la  intervención  de  sus  representantes;  y  por  Real  orden  de  14  de  marzo 
4e  1846  se  sometió  el  efpedienle  á  otra  comisión  mista  compuesta  tam- 
bién de  cuatro  personas  en  representación  de  la  Hacienda  y  del  contra- 
lista, nombrándose  por  parte  de  la  Hacienda  á  los  Marqueses  de  Montevír- 
gen  y  Yillagarcía,  y  por  la  del  contratista  á  D.  Manuel  de  Seijas  Lozeno  y 
Don  Pascual  Madoz,  con  el  mismo  objeto  de  proponer  una  prudente  ave- 
nencia entfe  ambas  partes;  y  esta  Junla  devolvió  ei  espediente  con  uti 
largo  y  minucioso  informe,  en  el  que  por  unanimidad  de  pareceres  opina- 
ron (|ue  debia  abonarse  al  arrendatario  por  daños  é  indemnizaciones  y  otras 
partidas  la  suma  deOl. 571, H7rs.  30  mrs,;  y  rebajando  de  ella  58.275,18^ 
reales  31  mrs.,  importe  de  los^  tres  años  del  arriendo  á  razón  de  19.425,062 
reales  33  mrs.  en  cada  uno  resultó  un  saldo  á  favor  del  arrendatario,  sin 
perjuicio  de  tres  partidas  no  resueltas,  importantes  7.695,376  rs.  30  ma- 
ravedís, de  3.295,928  rs.  33  mrs.: 

Que  en  tal  estado,  por  Real  orden  de  12  de  enero  de  1847  se  remitid 
el  espediente  á  informe  de  las  Secciones  de  Hacienda  y  Gracia  y  Justicia 
del  suprimido  Consejo  Real,  las  que  a!  evacuarlo  en  22  de  mayo  inmedia- 
to siguiente,  fueron  de  dictamen  que  se  abonasen  al  contratista  por  los 
conceplos  espresados  24.046,467  rs.  21  mrs.,  y  qué  con  arreglo  á  esta  ba^e 
practicase  la  Contaduría  general  del  Reino  la  liquidación  general  del  arríen- 
do,  como  así  se  dispuso  en  Real  orden  de  13  de  julio  del  auo  espresudu: 
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Que  en  su  consecuencia  la  Dirección  general  de  GooUbilídad  formó  ea 
21  del  mismo  mes  y  año  ia  liquidación,  eo  la  cual  aparecen  abonados  á  Car- 
sí  42.677,360  rs.  32  mrs.  por  lo  que  había  entregado  por  la  fianza  antici- 
pada y  libranzas  á  su  cargo,  satisfechas  por  el  mismo,  y  18.646.467  rea- 
les 21  mrs.  en  TÍrtud  de  las  bases  propuestas  por  las  Secciones  de  Hacien- 
da y  Gracia  y  Justicia  del  suprimido  Consejo  Real,  en  junto  ambas  parti- 
das 60.723,828  rs.  i9  mrs.;  y  rebajando  de  esta  suma  58.275,i88  rs.  31 
maravedís  á  que  asciende,  según  se  deja  espresado,  el  importe  de  los  tres 
años  del  contrato  á  razón  de  19.425,062  rs.  33  mrs.  eo  cada  uno,  resultó 
un  saldo  á  favor  del  arrendatario  Garsi  de  2.448,639  reales ,  22  mara- 
vedises: 

Que  la  Dirección  de  lo  Contencioso  propuso  que  fuese  aprobada  la  re- 
ferida liquidación  antes  de  acordar  la  entrega  del  saldo  al  interesado;  mas 
sin  esperar  la  indicada  aprobación  se  le  mandaron  satisfacer  á  buena  cuen- 
ta 370,000  rs.  por  Real  orden  de  21  del  mismo  mes  de  julio,  á  mas  de  otros 
100,000  que  se  le  libraron  por  otra  de  18  del  propio  mes: 

Que  pasado  el  espediente  á  la  Dirección  general  de  Contribuciones  para 
que  propusiera  la  resolución  que  considerase  mas  justa,  y  después  de  exa- 
minar las  partidas,  dedujo  un  alcance  contra  Carsí  de  7.620,869  rs.,  en 
virtud  de  lo  cual  volvió á  oirse  á  ii  Sección  de  Hacienda  del  suprimido 
Consejo  Real,  que  informó  en  15  de  julio  de  1858  que  en  el  estado  del 
asunto  procedía  que  la  Dirección  de  Contabilidad  con  vista  del  contrato, 
convenio  adicional  y  rectificación  de  las  partidas  no  justificadas,  practicase 
la  liquidación  definitiva  del  arriendo,  la  cual  aprobada,  se  exigiese  al  con- 
tratista el  saldo  que  resultare: 

Que  estimado  así,  se  practicó  en  22  de  marzo  de  4860  la  liquidación, 
eo  la  que  se  cargaron  al  contratista  58.735,188  rs.  92  cents.;  se  rebajaron 
de  esta  suma  49.381,487  rs.  y  7  cents,  por  varias  partidas  de  abono,  y 
1.732,832  rs.  30  cents,  por  los  perjuicios  que  pudo  causar  al  arrendatario 
la  resistencia  á  satisfacer  el  derecho  de  consumos,  por  arbitrios  indebidos 
y  por  derechos  del  ron  ,  aguardiente  y  licores  estranjeros  y  coloniales,  de- 
duciendo un  saldo  definitivo  contra  el  arrendatario  de  7.020,869  rs.  5^ 
céntimos.;  y  en  su  vista  recayó  la  Real  orden  redamada,  espedida  por  el 
propio  Mmisterio  de  Hacienda  en  16  de  noviembre  siguiente,  por  la  que  se 
resolvió  que  se  tuviera  por  delinitiva  la  espresada  liquidación,  y  quese  pro- 
cediese ejecutivamente  contra  Carsí  por  el  .saldo  que  le  resultaba: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licenciado 
D.  Nicolás  María  Rivero,  á  nombre  de  D.  Mariano  Carsí,  mejorada  después 
por  muerte  de  éste,  por  el  Licenciado  D  Estanislao  Figueras.  en  represen- 
tación de  Doña  Francisca  Osorio,  viuda  dQi  demandante,  y  en  concepto  de 
tutora  y  curadora  de  su  hijo  D.  Francisco  Carsí  y  Osorio,  con  la  pretensión 
de  que  se  deje  sin  efecto  la  espresada  Real  orden  de  16  de  noviembre  de 
18f)0,  y  de  que  en  su  consecuencia  se  mande  abonar  á  su  representada  la 
cantidad  que  legítimamente  le  pertenece  por  el  saldo  que  en  la  verdadera 
liquidación  resulte  á  favor  de  D.  Mariano  Carsí: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mí  Fiscal  pidiendo  la  absolución  de 
la  demanda  y  la  confirmación  de  la  referida  Real  orden,  salva  la  rectifica- 
ción de  la  cuarta  por  la  quinta  parle  eo  el  aumento  por  la  puja  en  el  abono 
correspondiente  á  la  ciudad  de  Cartagena: 

Visto  el  pliego  de  condiciones  del  contrato,  y  mas  especialmente  las  si- 
guientes: 

La  2.*,  que  dice:  «Tendrá  efecto  el  contrato  en  I.**  de  julio  del  año  pre- 
))sente(de  i  840),  y  su  duración  será  por  cuatro  años,  de  los  cuales  los  tres 
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«primeros  sepáo  obliga todob  por  anibas  partesi,  y  el  último  de  mátua  con- 
))forraidad.» 

La  4.*, que  espresa:  «El  tipo,  ó  presupuesto  para  el  arriendo  es  eHe 
» 15.530,050  rs.  13  mrs.  que  ofrece  el  producto  del  año  coman  del  quin- 
»qaen¡o  correlativo  de  1829  á  i833,  en  cuya  cantidad  va  incluso  el  de  va- 
»rios  arbitrios  que  sobre  el  consumo  de  la  misma  especie  tienen  concedi- 
»do8  algunas  corporaciones.» 

La  5^.%  según  la  cual:  «Los  interesados  en  los  arbitrios  que  se  indican 
)>6n  la  condición  anterior  percibirán  en  las  respectivas  Tesorerías  el  haber 
» líquido  que  les  corresponda  después  de  dedu<^o  el  iO  por  100  de  Admi'- 
»nistracion  y  5  por  100  de  amortización,  quedando  el  arrendatario  libre  de 
})re9poQ8ábilidad  en  «ste  punto.» 

La  i^.%  que  previene:  aComo  los  pueblos  tienen  derecho  á  percibir  la 
«quinta  parte  del  producto  de  esta  renta  cuando  sus  Ayuntamientos  cor- 
»ren  con  los  arriendos,  el  arrendador  quedará  obligado  á  satisfacerles  su 
«importe  siempre  que  entre  en  el  poder  del  mismo  el  total  á  que  aseien- 
«den.  los  arrendamientos.» 

La  I/,  que  establece:  «Los  arriendos  especiales  que  tiene  hechos  la 
«Hacienda,  y  que  en  su  mayor  parte  terminan  en  fin  del  presente  año 
«(1840),  conM'nuarán  en  toda  su  validación  hasta  dicha  fecha,  y  lo  mismo 
«los  que  concluyen  en  época  mas  lejana,  sin  mas  variación  que  la  de  ser 
«obligados  los  actuales  arrendatarios  á  entregar  al  arrendador  colectivo, 
«como  subrogado  en  los  derechos  de  la  Hacienda,  las  cantidades  que  ven- 
«zan  desde  1 ."  de  julio  próximo.» 

La  8.^,  que  dice:  «Los  pueblos  encabezados  por  esta  renta  serán  tam- 
«bien  obligados  é  eotregar  al  mismo  arrendatario  en  los  plazos  fijados  en 
}>8u 8  respectivos  contratos  las  cantidades  que  eo  prorata  corresponden  á 
«este  arrendamiento  desde  el  mismo  dia  1  .*  de  julio  próximo.» 

La  12,  que  previene  qne  «al  tomar  posesión  del  arriendo  en  todos  los 
«pueblos  donde  están  establecidos  los  derechos  de  puertas,  y  en  los  que 
«se  administran  las  rentas  provinciales,  se  hará  un  aforo  de  hs  aguardien- 
«tes  y  licores  existentes,  obligándose  el  arrendatario  á  dejar  igual  número 
«de  arrobas  de  dichos  líquidos  á  la  terminación  de  este  contrato.» 

La  13,  que  espresa:  «El  acto  del  remate  se  celebrará  en  la  Dirección  de 
«Rentas  provinciales  desde  las  doce  á  las  dos  del  dia  20  de  mayo  de  1840. 
«En  los  dos  días  siguientes  será  admitida  la  mejora  del  diezmo  y  cuarto  so* 
«bre  h  cantidad  del  remate  y  de  la  anticipación  propuesta,  teniendo  efecto 
«el  segundo  y  último  acto  de  él  en  el  dia  23  del  propio  mes  de  mayo,  en  el 
«mismo  local  y  horas  indicadas.» 

La  17,  que  preceptúa  que  «no  tendrán  lagar  las  rebajas  del  arriendo 
por  casos  imprevistos  ni  otro  motivo  alguno,  sea  el  que  fuere  el  funda- 
mento que  se  esponga,  sobre  lo  cual  no  se  oirán  reclamaciones  ni  admitirán 
recursos,  y  solo  en  e!  caso  de  que  los  Cuerpos  Golegisladores  alteren  las 
bases  de  esta  renta  podrán  entrar  ambas  partes  en  un  nuevo  arreglo  y  si 
no  se  conformasen,  quedará  rescindido  el  contrato:» 

Vista  la  condición  4.*  del  convenio  particular  celebrado  entre  mi  Go- 
bierno y  D.  Mariano  Carsí  en  23  de  noviembre  de  1840,  que  dice:  «Esta 
«liquidación  comprenderá  como  de  abono  para  el  arrendatario  lo  que  la 
«Hacienda  haya  percibido  por  producios  de  la  renta  y  el  importe  de  los 
«perjuicTOg  que  el  arrendatario  acredite  haber  sufrido  por  efecto  de  las  úl- 
«timas  ocurrencias.  La  liquidación  deberá  quedar  concluida  el  31  de  ene* 
»ro  del  ano  próximo:» 

Considerando  que,  ya  se  atienda  á  la  naturaleza  d^l  contrato  que  co^ 
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mo  todos  los  dé  rani^  M  Estado  debe  de  etíteodetse  celebrado  á  riesgo 
y  ventura  de  cualquier  caso  fortuito^  pensado  é  impensado  que  sobreven- 
ga después  del  otorgamiento,  ó  á  lo  termioantemeote  dispuesto  de  acuer- 
do con  esrle  principio  por  la  condición  1?  citada  del  pHego  correspondien- 
te no  procede  ningiftia  reclamación  de  perjuicios  que  no  esté  dentro  de 
las  condiciones  de4  contrato,  ó  que  no  se  pruebe  que  han  sobrevenido 
por  cotisecuencia  de  un  acto  administrativo  que  diera  ocasión  al  ries- 

fo,  ó  dismíBuyoso  las  probabilidades  de  la  ventura;  lo  que  no  se  ha  pro- 
ado  por  el  arrendatario  Garsi  en  hs  indemoieaciories  que  redafna  por 
ocasión  ée  los  acoBtecifnientos  políticos  de  Barcelona  en  i84i  y  1842, 
y  del  alzamienio  general  dfe  1843,  por  lo  que  se  convierte  en  favor  cual- 
quier reconocirmento  que  en  este  punto  se  haga  á  beneficio  del  contra- 
tista: 

Cofirskiei^ando  que  si  bien  es  aplicafble  la  doctrina  anteriormente  sen- 
tada á  la  reclamación  de  perjuicios  por  los  acontecimientos  políticos  de 
i840,  se  ha  tenido  presente  lo  convenido  6n  la  cuarta  de  las  condiciones 
^1  convenio  particular  de  23  de  noviembre  dfel  mismo  afto,  que  concedió 
tai  dereeho  al  arrendatario  siempre  que  acreditara  los  indicados  perjui- 
cios aotcstlel  34  de  enero  de  1841; 

Considerando  queD.  Mariano  Carsí  no  justificando  como  no  justificó 
<ieotn>  do  la  fecha  mencionada  los  espresádos  perjuicios,  dejó  por  este  he- 
cho caáucar  en  cierto  modo  el  beneficw  qne  se  le  babia  concedido;  y  que 
n  á  pesar  de  ello  y  por  una  gracia  especial  lo  ha  acreditado  mi  Gobierno 
eoQ  aquiescencia  del  propio  Carsí  2.400,000  rs.  por  razón  de  tales  per^ 
juicios^  ha  sido  eBtenaiénda<^e  covtiprendiiias  en  la  espresada  cantidad  las 
reotemaciones  quo  por  separado  tenia  hechas  por  la  no  efectivicfed  del  ar- 
riendo en  Zaragoza,  y  la  falta  esclusiva  de  la  venta  en  las  Baleares;  re- 
clamaciones qne  ascienden  á  la  diferencia  de  mayor  cantidad  aue  por  tal 
concepto  reclama,  y  qoe  por  laol©  no  pij»'de  tomarse  en  consiaeracion  la 
indicada  diferencia  cuando  por  otra  parte  no  se  ha  comprobado  ni  en  la 
▼Ja  glEri)erijativa  ni  en  esta  instancia: 

Gonijiderando  en  cuanto  á  la  reclamación  de  interés  por  las  cantidades 
recaudas  dw-fctamínte  por  la  Hacienda,  que  sin  entrar  i  examinar  si  ésta' 
^ebe  de  pagar  intereses  no  estipulados  por  cantidades  qne  retenga  en  su 
poder,  la  de  que  se  reclaTnan  intereses*  como  partida  de  la  cuenta  gene- 
ral del  contratista,  (e  es  aplicable  la  doctrina  corriente  en  este  punto,  que 
no  devengan  intereses  las  cantidades  que  no  son  IfqiHdas,  j  que  este  ca- 
rácter no  se  puede  atribuir  á  una  partida  aislada  de  una  cuenta  cuando 
debe  figurar  con  las  demás  para  la  debida  compensación  y  deducir  de  ella 
el  sald*>  íinal  líquido  en  pro  ó  en  contra: 

Gonsíderando,  además,  que  no  seria  justo  conceder  este  dereeho  al 
contratista  sin  declararle  al  mismo  tiempo  á  la  Hacienda,  en  cuyocasode- 
penderia  de  la  liquidación  especial  de  intereses  que  se  formará,  la  declara- 
ción de  si  babia  ó  no  lugar  á  reclamación  en  tal  concepto: 

Considerando,  por  lo  que  hace  á  la  reclamacron  por  raion  de  los  arbi- 
trios suprimidos  qne  se  comprendieron  en  el  cálculo  del  quinquenio  que 
sirvió  de  típoá  la  subasta,  que  la  Administración  no  ha  llegado  á  precisar 
cuántos  y  cuáles  de  los  indicados  arbitrios  siguieron  cobrándose  á  pesar 
de  su  esiiwcion,  ni  los  que  indebidamente  se  establecieron  y  percibieron: 
que  la  cuenta  que  produce  el  recurrente  acerca  del  particular  no  puede 
prevalecer  sobre  la  que  nrri  Gobierno  deduce  de  sus  datos  oficiales;  y  que 
en  esta  dudosa  alternativa  no  hay  t^h^mfnos  hábiles  en  el  estado  actual  del 
asunto  para  dar  una  justa  decisión  acerca  de  esta  partida,  que  debe  reser- 
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vnrsé  para  una  nueva  revisioa  que  haya  de  practicarse  con  audiencia  del 
arrendatario: 

Considerando  que  por  la  condición  7.*  del  contrato  se  obligó  al  aseo* 
tista  Carsi  á  respetar  hasta  su  terminación  los  arrendamientos  peadieotes 
at  veriíicarse  la  subasta,  reduciéndose  su  derecho  á  subrogarse  en  el  lu-* 
gar  de  la  Hacienda,  percibiendo  k)  que  ésta  debia  de  percibir;  y  por  consi- 
guiente, que  en  virtud  de  la  cesión  de  crédito  ó  de  acciones  que  se  veriü* 
có  por  el  contrato,  Garsí  pudo  y  debió  reclamar  de  les  arremiataríos  toda 
lo  que  con  arreglo  á  las  leyes  debian  á  la  Hacienda: 

Considerando  que  la  condición  6.*  impuso  á  Carsí  la  obligación  dees* 
tregar  á  los  Ayuntamientos  la  quinta  parte  de  los  productos  totales  de 
aquellos  arrendamientos,  y  que  si  entregó  la  Cantidad  que  reclama  eo  tai 
concepto,  no  hizo  con  ello  mas  que  cumplir  con  este  precepto  legal,  y  re- 
vela al  propio  tiempo  la  presunción  de  que  cobrase  integro  el  precio  ¿re  los 
arriendos: 

Considerando  que  no  era  obstáculo  á  la  indicada  obligación  la  Real  ór-^ 
den  de  24  de  abril  de  1841  que  se  invoca  por  el  demandante,  porque  esta 
disposición  se  refiere  á  ia  pretensión  que  teuian  los  Ayuntamientos,  y  que 
secundados  por  las  Diputaciones  pravinciales  llegaron  á  hacer  efectiva  en 
algunos  puntos,  de  que  esa  quinta  parte  no  era  un  premio  del  encabeza- 
miento, sino  un  derecho  del  caudal  de  Propios,  aun  cuando  el  Estado  ad- 
ministrare la  renta  ó  la  cediese  en  asiento  á  uu  estraño;  y  declarando, 
como  declaró  mi  Gobierno,  infundada-  semejante  pretensión,  y  que  el  ar- 
rendatario tenia  derecho  á  percibir  integro  el  producto  de!  impuesto,  la 
Administración  hizo  cuanto  le  tocaba  hücer,  y  al  asentista  correspondía 
después  reclamar  de  los  Ayuntamientos  lo  que  indebidamente  fe  hu- 
biesen retenido  ó  exigido: 

Considerando  que,  según  aparece  del  espediente,  en  el  quinquenio  que 
se  formó  para  deducir  el  tipo  de  la  subasta  colectiva  no  se  tomó  en  cuenta 
la  espresada  quinta  parte  de  los  encabezamientos,  puesto  que  se  formó  con 
los  ingresos  efectivos  que  estaban  reducidos  á  las  cuatro  quintas  partes  de 
lo  que  correspondia  á  los  indicados  encabezamientos ;  y  que  por  tanto  es 
evidente  que  el  asentista  no  quedó  perjudicado  en  sus  intereses,  porque  el 
precio  partió  de  la  rebaja  en  lo  que  estaba  encabezado,  y  en  esta  parte 
gozó  el  contratista  de  las  ventajas  que  por  este  premio  aseguraba  el  Teso  - 
ro  de  no  hacer  el  gasto  de  una  administración  y  responder  el  Ayunta- 
miento de  hacer  efectivo  el  precio: 

Considerando  respecto  á  los  perjuicios  que  se  reclaman  por  el  arrenda- 
miento de  Cartagena,  que  siendo  Carsí  arrendatario  de  la  provincia  de 
Murcia  por  todo  el  año  de  1840  ,  pasó  por  tal  concepto  á  ser  deudor  de  sí 
mismo  con  el  carácter  de  asentista  colectivo  en  la  parte  relativa  al  segun- 
do semestre,  por  cuya  razón  todo  lo  que  se  retiere  á  la  no  efectividad  del 
arriendo  en  aquella  provincia  afecta  a  este  contrato  particular,  y  no  pue- 
de involucrarse  con  ei  general  de  que  ahora  se  trata;  y  abonándosele  por 
equidad  en  la  liquidación  que  impugna,  no  lo  que  de  hecho  entró  sino  lo 
que  de  derecho  debia  de  haber  entrado  en  el  Tesoro  en  el  segundo  semes- 
tre de  1840  por  la  citada  provincia,  solo  tiene  derecho  á  que  la  mejora  de 
la  quinta  que  se  hizo  sobre  ia  cantidad  abonada  se  rectifique  por  la  de  ia 
cuarta  en  que  consistió  la  mejora  que  la  renta  obtuvo  en  la  subasta  ge- 
neral: 

Considerando,  con  relación  á  la  diferencia  de  derechos  que  se  redaman 
por  el  de  puertas  de  Madrid ,  que  obligado  Carsí,  como  se  lleva  espresado,, 
á  respetar  lo»  arriendos  parciales  de  la  renta  eo  cuestión  existentes  á  ia 
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celebración  del  contrato,  y  bailándose  en  este  caso  e)  indicado  asiento  de 
los  derecbos  de  puertas  de  Madrid,  el  derecho  de  Carsí,  por  lO  que  á  esta 
misma  capital  correspoodia  se  hallaba  reducido,  como  en  todos  los  deruás 
arrendamieotos  parciales,  á  subrogarse  en  lugar  de  la  Hacienda ,  y  re* 
caudar  lo  que  la  propia  Hacienda  tenia  derecho  á  percibir: 

Considerando  que  no  habiéndose  determinado  en  la  subasta  del  dere- 
cho de  puertas  la  parte  que  correspondia  á  esta  renta  de  aguardientes  y 
licores,  la  designación  de  dicha  parte,  tratándose  de  un  remate,  no  pedia 
hacerse  por  los  ddtos  suministrados  por  el  mismo  contratista,  por  mas 
que  fueran  ciertos,  sino  según  se  yeríQcó  por  los  datos  oficiales  que  se  tu- 
vieron presentes  al  formalizarse  el  contrato,  y  que  representaban  el  total 
calculado  que  la  Hacienda  adquirió  el  d^^echo  de  percibir;  por  lo  que  al 
procederse  así  ningún  agravio  se  le  hizo  al  contratista,  quien  por  otra 
parte,  la  reclamación  que  en  tal  concepto  formula  en  el  caso  de  juslifi- 
ca^la  no  podria  nunca  dirigir  contra  la  Hacienda  á  la  que  sustituyó  el 
mismo  Carsí,  sino  contra  el  arrendatario  parcial^  que  seria  el  obligado  á 
su  reintegro: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  reclamación  que  funda  el  demandante 
en  los  débitos  incobrables  de  los  arrendatarios  del  segundo  semestre  do 
1840,  que  no  está  justilicado  si  realmente  no  cobró  ni  pudo  cobrar  Carsí 
las  cantidades  que  asegura  que  le  adeudan  dichos  arrendatarios  por  la 
subrogación  que  la  Hacienda  hizo  en  favor  del  mismo  del  derecho  á  per» 
cibir  de  éstos  lo  que  le  era  debido  en  virtud  de  tales  asientos  particulares, 
y  que  tratándose  de  fondos  del  Estado  no  puede  prescindirse  de  una  for- 
malidad tan  esencial  para  asegurarse  de  que  realmente  no  se  pagará  sino 
lo  que  indudablemente  se  deba: 

Considerando  que  la  partida  de  seis  millones  de  reales  que  se  reclaman 
de  libranzas  satisfechas  a  Safont  por  el  arrendatario,  ha  sido  rechazada  por 
la  Dirección  general  de  Contabilidad  en  la  liquidación  defínitiva,  en  razón 
á  que  de  los  documentos  aue  obraban  en  aquella  dependencia  aparecia  que 
se  hallaba  incluida  en  la  ae  37.703,607  rs.  27  mrs.  que  se  le  abonaban  en 
concepto  de  ((libranzas  giradas  á  cargo  del  arrendatario  y  satisfechas 
por  el  mismo;»  y  que  sabedor  del  indicado  reparo  Carsí,  no  ha  justilicado 
DÍ  aun  intentado  justiñcar  en  su  instancia  que  fuesen  partidas  diferentes, 
cuando  tan  fácilmente  podia  hacerlo  teniendo  como  debe  tener  los  corres- 
pondientes documentos  de  comprobación;  y  que  esta  conducta  por  su  parte 
convierte  todas  las  presunciones  en  favor  de  lo  que  se  afirma  por  la  refe- 
rida Dirección  general  de  Contabilidad: 

Considerando  que  es  de  legítimo  abono  el  débito  que  se  reclama  á  nom- 
bre del  arrendatario  colectivo,  Cí-mo  parte  de  (ios  libranzas  á  su  favor  es- 
pedidas sobre  Alicante  y  Valencia  á  cargo  de  esta  renta,  por  haber  justili- 
cado debidamente  su  importe  ante  la  Junta  nombrada  en  23  de  julio 
de  1841: 

Considerando,  por  lo  que  se  refiere  á  la  reclamación  de  Carsí  por  el 
perjuicio  que  le  ocasionaran  los  nuevos  Aranceles  sobre  el  ron  y  aguar- 
diente estranjeros,  que  si  algún  perjuicio  ha  podido  causarle  semejante 
medida,  la  Administración  le  ha  hecho  en  este  punto  la  mayor  de  las 
concesiones  posibles,  conviniendo  en  que  se  le  abónelo  percibido  por  el  ron 
y  los  aguardientes  coloniales  y  el  máximo  del  derecho  de  22  rs.  arroba  por 
les  aguardientes  y  licores  estranjeros  que  resultasen  oficialmente  adeuda- 
dos en  las  Aduanas  desde  que  empezó  á  regir  la  ley  del  ramo,  sancionada 
en  julio  de  1841;  y  por  si  no  habia  medio  de  depurar  el  total^  de  dicha  in- 
troducción, se  le  abona  un  millón  de  reales^  que  es  lo  que  Carsí  pidió  la 
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primera  vez  que  redamó  sobre  el  partiealar,  y  roas  de  lo  que  arrojaii  los 
datos  oíiciaies: 

GoQ^tiderandO)  respecto  de  la  reclamaeioD  que  se  produce  como  reÍDte- 
gro  de  las  existencias  halladas  al  príDCipiar  el  coatrato,  qae  la  obligaciou 
que  imponía  al  arrendatario  la  condición  12  del  pliego  tenia  por  objeto 
asegurar  al  nuevo  contratista  ó  á  la  Hacienda  un  número  de  arrobas  no 
adeudadas  igual  ai  que  babia  entregado,  para  evitar  que  el  arreodatario 
dejase  uua  cantidad  superior  al  consumo  y  pei^udícase  los  valores  del  pri- 
mer año;  y  que  como  no  se  acredita  que  las  recibidas  estuviesen  adeuda* 
das,  antes  bieo  debe  de  presumirse  lo  contrario,  porque  la  Hacienda  no  ha- 
ria  acopios;  y  como  por  otra  parte  la  supresión  de  la  renta  acordada  por 
las  Cortas  dejaba  eo  libertad  al  cootralisla  para  disponer  de  las  existencias 
y  recaudar  el  derecbo^  lejos  de  perjudicarse  babra  recibido  beneGcios;  y 
^sí  lo  ha  enteodido  el  mismo  arrendatario,  que  no  pidió  el  aforo  4  la  ter- 
minación del  contrato,  úoica  base  legal  del  abono  que  pretende: 

Con^derando  que  si  el  contratista  Careí  debid  de  sufrir  algunos  perjui- 
cios con  motivo  de  la  resistencia  que  liaüó  en  el  Puerto  de  Santa  María  á 
satisfacer  en  las  ventas  por  mayor  los  derechos  de  aguardiente,  tanto  esta 
resistencia  como  los  demás  abusos  que  denuncia  respecto  á  la  provincia  de 
€ádiz  no  pudieron  ser  de  tanta  consideración  comoisupone  el  demandan* 
te;  y  que  no  habiendo  intervenido  la  Hacienda  sobre  aquellos  productos 
ni  prohádose  fehacientemente  los  hechos  que  se  alegará  ni  lijado  cantidad 
por  seniejantes  perjuicios,  no  cabía  otra  cosa  en  ia  buena  fé  de  la  Admi- 
nistración que  calcular,  como  lo  hizoprudencialmente,  la  cantidad  iodem^ 
nizable,  lijuido  así  el  abono  que  se  le  acredita,  con  el  que  debe  conformar- 
se el  contratista^  mientras  no  juslitique  el  dereciio  á  la  mayot*  cantidad  que 
reclama: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  reclamación  de  perjuicios  por  no  haber- 
se accedido  por  la  Hacienda  á  que  se  concluyese  el  ccmtrato  seis  meses 
antes,  que  esta  pretenaon  se  halla  en  oposición  con  lo  lerminantemenle 
dispuesto  por  la  condición  2."^  áú  pliego  respectivo,  que  fijaba  en  cuatro 
años  la  duración  del  contrato,  siendo  obligatorios  los  tres  primeros;  y  que 
asimismo  es  improcedente  la  que  se  funda  en  no  haberse  prorogado  el  con- 
trato por  seis  meses  mas,  porque  tratándose  de  una  próroga  que  solo  po- 
día ser  voluntaria  por  parle  de  la  Hacienda,  según  la  referiJa  condición  2.*, 
que  previene  que  el  cuarto  año  de  duraciim  del  contrato  seria  de  mutua 
conformidad  de  la  partes,  no  podra  obligarse  á  la  Administración  á  acceder 
á  lo  que  se  pedia  por  el  contralisla,  y  mucho  menos  á  que  por  tal  negati^ 
va  se  creyese  éste  con  derecho  á  reclamar  agravios,  cuando  debe  culparse 
en  cierto  modo  á  sí  propio  que  se  le  negase  tal  reclamación,  en  razón  á  que 
sus  proposiciones  no  estaban  circunscritas  á  continuar  en  tos  mismos  tér- 
minos que  Jo  habia  tenido  en  los  tres  años  obligatorios;  sino  por  el  contra- 
rio pagando  en  el  semestre  que  se  le  prorogase  á  razón  de  la  cantidad  que 
se  estableció  por  tipo  en  k  subasta  en  lugar  de  la  en  que  se  remató;  con- 
dición que  por  lo  mismo  de  alterar  en  esta  parte  el  precio  del  contrato  en 
sentido  oneroso  á  los  intereses  de  la  Hacienda  no  podia  ser  admitida  por  la 
Administración: 

Considerando  que  si  la  Administración,  no  obstante  el  principio  con- 
signado en  el  primer  considerando,  po^  motivos  de  equidad  ha  reconocido 
al  contratista  por  el  alzamiento  de  1843,  unido  á  los  perjuicios  que  pudo 
ocasionarle  la  supresión  del  derecho  de  puertas  acordado  en  Real  orden 
de  26  del  mismo  año,  una  cantidad  calculada  y  prudencial,  la  mayor  can- 
tidad que  reclama  en  estos  conceptos,  sobre  no  hallarse  justiíicada,  no 
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puede  en  mafiera  algUBa  admitirse,  porque  c<>inpreQde  cerca  de  una  meo* 
sualidad  del  arrieodo  de  toda  la  PeniDSuia  por  sucesos  que  do  se  verifica* 
ron  sino  en  conUdas  localidades,  y  que  no  pudierou  iitíluir  sobre  el  ar- 
riendo mas  que  por  el  mes  que  le  quedaba  ae  duración  cuaudo  sc^revi- 
nieron : 

CoDsiderando  que  no  puede  admitirse  la  reclaroacioo  que  se  funda  en  el 
reintegro  de  los  derechos  que  le  exigió  la  policía  por  la  cspedicion  de  li- 
cencias que  obligó  á  tomar  á  lof, dependientes  de  Ja  empresa,  porque  no  se 
ha  justiOcado  el  impprte  de  ell9$  cui^do  tan  fácil  er«  verifícaHo: 

Considerando  que  la  Admi^itHracion  central  do  es  responsable  princi- 
pal ni  subsídíaramente  de  las  exacciones  ilegales  de  los  Ayuntamientos» 
que  DO  entran  en  las  arcas  del  Tesoro;  y  que  siendo  como  es  mi  Gobierno 
mero  adinioistrador  de  lo$  fondos  públicos,  sujetos  á  rendir  cuentas,  nin- 
guna consideración  puede  ser  bastante  para  que  anticipe  y  tome  carta  de  lasto 
de  cantidades  que  en  ningún  caso  ni  por  titulo  alguno  áebe  ni  puede  lle- 
gar á  deber,  por  cuyos  motivos  no  son  de  estimar  las  indemnizaciones  que 
se  reclaman  por  la  exacción  hecha  por  el  Ayuntamiento  de  Jerez  en  setiem- 
bre de  Í8é0,  y  las  quintas  partes  que  retuvieron  indebidamente  algunos 
Ayuntamientos: 

Considerando  que  rechazada  por  la  Dirección  general  de  Contabilidad, 
como  exagerada,  la  cantidad  pedida  por  el  asentista  colectivo  en  concepto 
de  indemnización  de  los  perjuicios  que  pudo  causarle  la  resistencia  gene- 
ral de  los  fabricantes  y  almacenistaáflsatisfacer  el  derecho  de  consumo, 
se  ha  intentado  desvirtuar  dicha  alegación ,  pretendiendo  en  la  ampliación 
de  la  demanda  qne  el  esceso  pudieron  muy  h'ien  espenderlo  fra^iduleuta- 
mente  los  eBuneíad<»s  fabricantes  yt  almacenistas ,  y  sin  dada  lo  hicieron; 
y  que  semejante  joonfesion  no  puede  admitirse ,  porque  ni  la  Hacienda 
tomó  sobre  si  la  responsabilidad  de  las  defraudaciones,  ni  los  hechos  de 
los  cuales  se  pretende  deducir  un  derecho  á  ser  indemnizado  se  inducen 
ni  presumen,  sino  que  es  necesario  que  se  prueben : 

Considerando  que  la  ley  de  21  de  junio  de  1842,  al  suprimir  el  im- 
puesto sobre  los  productos  de  esta  renta,  hizo  depender  aquella  supresión 
del  diaeo>qae  concluyera  el  contrato  dd  asentista  colectivo;  y  aue  res- 
petando como  respetó  á  Carsi  en  toda  ia  integridad  de  sus  derecms  du- 
rante su  contrata,  carece  de  bise  legal  para  pedir  indemnización  por  per- 
juicios que  supone  le  infirió  aquella  disposición  legislativa: 

Considerado  que  tampoco  puede  entenderse  comprendida  la  espre- 
sada reclamación  en  la  efcepcion  de  la  condición  17  del  plieco,  porque 
ésta  se  refiere  á  las  alteraciones  que  se  hicieran  á  las  bases  ofe  la  renta 
de  que  se  trata  por  los  Cuerpos  Colegisladores  durante  el  tiempo  del  con- 
trato; pero  no  á  las  medidas  'que  se  adoptasen  para  después  de  su  ter- 
minación : 

Considerando  que  la  pretendida  indemnizadon,  ni  se  ha  justificado, 
ni  puede  justificarla  el  contratista,  según  se  deduce  de  Ja  ampliaeion  de 
la  demanda,  en  la  que  manifiesta  que  no  pueden  los  perjuicios  hacerse 
constar  por  cifras;  que  es  ardua  empresa  fijar  la  cantidad  en  que  debe 
consistir  la  indemnización,  no  habiendo  datos  irrecusables  que  gradúen 
el  per/i*icíoj  y  en  este  concepto,  y  temiendo  ser  tachado  ae  tMrcial  al 
indicar  una  suma^  deja  su  designación  al  prudente  arbitrio  del  Consiejo: 
ConsiderandOrPor  último^  que  las  <;antidades  que  se  reclaman,  tanto 
por  la  equivocación  material  cometida  en  el  presupuesto  de  arriendo, 
como  por  jos  perjuicios  sufridos  por  la  alteración  de  medidas  en  Galicia 
llevadas  á  efecto  cinco  meses  antes  de  terminar  el  contrato»  y  de  ios 
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ocasionados  por  los  alzamietitos  de  Cataluña  en  1841  y  !842,  son  las' 
mismas  que  resultan  acreditadas  en  la  liquidación  defio(tívay  hallándose 
por  lo  tanto  conforme  el  arrendatario  ed  estos  abonos; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  Real  orden  reclamada  de  i6 
de  noviembre  de  1860,  y  en  aprobar  la  liquidación  á  que  la  misma  se  re- 
fiere, salvas  fós  rectiücaeiones  qae  deban  practicarse  con  arreglo  á  las 
bases  indicadas  en  los  considerandos  anteriores. 

Dado  en  Palacio  á  veinte  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
seis.— Está  rubricado  de  la  Real  mano. —El  Pi'esideDte  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu- 
ción Ünal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mis^ 
mos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta,  de  que 
certifico. 

Madrid  29  de  diciembre  de  1866.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada 
en  la  Gaceta  de  2  de  febrero  de  1867.) 


Competencia  (30  de  enero  de  1867.).— Obras  en  terreno 

PARTICULAR  PARA  UNA  FUENTE  PUBLICA.— Sc  dcCide  á  faVOf  dC    la  Ad- 

ministracioQ  la  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la 
provincia  de  Burgos  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Briviesca, 
con  motivo  del  interdicto  presentado  por  Felipe  Cuesta  y  otros 
contra  D.  Antonio  González,  Alcalde  de  Castil  de  Peones,  y  se  re- 
suelve: 

1/  Que  las  providencias  administrativas  son  réclamables  ante 
la  misma  Ádministraeion  en  lavia  gubernativa^  y  en  la  contenciosa 
ensueaso  y  lugar,  pero  no  pueden  contrariarse  por  medio  de  in- 
terdictos ante  la  autoridad  judicial: 

2.**  Que  es  providencia  administrativa  la  de  un  Alcalde  para 
llevar  á  ejecución  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  sobre  la  construcción 
de  una  obra  pública  municipal,  en  interés  del  vecindario; 

Y  5.°  aue  si  el  Gobernador  de  la  provincia  no  autorizó  la  obra 
y  la  mando  suspender,  la  falta  de  cumplimiento  de  esta  orden  por 
parte  del  Alcalde  podrá  dar  origen  á  reclamaciones  ante  la  Admi- 
nistración, pero  no  á  un  interdicto  ante  autoridad  de  diferente 
orden. 

En  el  espediente  y  aatos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador 
de  la  provincia  de  Burgos  y  el  luez  de  primera  instancia  de  Briviesca,  de 
los  cuales  resulta: 

Que  á  nombre  de  Felipe  Cuesta  y  otros  vecinos  de  Revillagodos  se 
presentó  en  el  referido  Juzgado  u o  interdicto  de  recobrar  contra  D.  Anto- 
nio González,  Alcalde  de  Castil  de  Peones,  por  haber  abierto  unas  zanjas 
en  las  propiedades  de  los  qüefrellaotes  algunos  vecinos  de  este  pueblo,  de 
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órdeo  del  mencioDado  Alcalde,  para  poner  las  cañerías  de  ana  fuente 
pública: 

Que  sustanciado  e)  interdicto  sin  audiencia  del  despojante,  el  Juez 
se  declaró  incompetente  para  conocer  de  él,  en  atención  á  que  el  abuso 
que  hubiera  podido  cometer  el  Alcalde  debia  ser  corregido  por  su  supe- 
rior gerárquico  el  Gobernador  civil,  pues  no  había  obrado  como  autoridad 
judicial,  por  tratarse  de  asunto  administrativo,  como  lo  era  la  construc- 
ción de  una  fuente  para  el  vecindario: 

Que  apelada  esta  sentencia  por  los  querellantes,  la  Audiencia  de  Bar  - 
gos  la  dejo  sin  efecto,  por  no  haberse  oído  al  Promotor  Gscal  con  arreglo  al 
artículo  55  del  reglamento  de  25  de  setiembre  de  1863: 

Que  oído  aquel  funcionario  se  trajeron  á  los  autos  algunos  anteceden- 
tes que  obraban  en  la  Alcaldía  de  Caslil  de  Peones,  de  los  cuales  aparece 
un  acuerdo  de  aquel  Ayuntamiento  para  colocar  las  cañerías  de  la  fuente 
en  construcción,  poniéndose  antes  de  acuerdo  con  los  dueños  de  los  ter- 
renos; y  otro  disponiendo  el  principio  de  los  trabajos  mediante  el  permiso 
y  consentimiento  que  habían  dado  los  propietarios;  y  también  aparecen 
ms  órdenes  del  Gobernador  de  la  provincia  mandando  suspender  las  obras 
hasta  obtener  la  correspondiente  autorización: 

Que  el  Juez  se  declaró  competente  y  acordó  y  llevó  á  efecto  la  restitu- 
ción, de  ^ue  apeló  D.  Antonio  González,  y  el  Gobernador  de  la  provincia 
á  instancia  de  éste  y  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  requirió  de 
inhibición  al  Juzgado,  apoyándose  en  el  núm.  2."  de  los  artículos  74  y  80 
de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845  y  en  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839: 

Que  el  Juez  sostuvo  su  competencia  después  de  sustanciar  el  articulo, 
fundándose  en  que  se  trataba  de  corregir  la  imposición  de  una  servidum- 
bre en  propiedad  particular,  y  en  que  no  estando  autorizado  el  Alcaide 
para  empezar  las  obras  de  la  fuente  había  obrado  como  particular  y  fuera 
del  círculo  de  sus  atribuciones: 

Que  el  Gobernador  insistió  en  su  requerimiento,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  provincial,  resultando  el  presente  conflicto  que  ha  seguido  sus 
trámites: 

Visto  el  núm.  2.*  del  art.  7*  de  lá  ley  de  8  de  enero  de  1845,  que  en- 
carga al  Alcalde  Como  administrador  del  puéblela  conservación  délas 
lincas  pertenecientes  al  común: 

Visto  el  núm.  2.**  del  art.  80  de  la  misma  ley,  según  el  cual  correspon- 
de á  los  Ayuntamientos  arreglar  por  medio  de  acuerdos,  conformándose 
con  las  leyes  y  reglamentos,  el  disfrute  de  los  pastos,  aguas  y  demás  apro- 
vechamientos comunes,  en  donde  no  haya  un  régimen  especial  autorizado 
competentemente: 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  que  prohibe  dejar  sin  efec- 
to por  medio  de  interdictos  las  providencias  que  dicten  los  Ayuntamientos 
en  los  negocios  que  pertenecen  á  sus  atribuciones  según  las  leyes: 

Considerando : 

1.®  Que  el  hecho  que  motiva  el  interdicto  ha  tenido  lugar  en  ejecución 
de  un  acuerdo  del  Ayuntamiento  sobre  la  construcción  de  una  obra  pú- 
blica municipal,  y  en  interés  del  vecindario; 

2.®  Que  si  el  Gobernador  de  la  provincia  no  ha  autorizado  la  obra  y  la 
ba  mandado  suspender,  la  falta  de  cumplimiento  de  esta  orden  por  parte 
del  Alcalde  podrá  dar  origen  á  reclamaciones  ante  la  misma  Administra- 
ción, pero  no  á  un  interdicto  ante  autoridad  de  diferente  orden: 

3.*  Que  las  providencia?  administrativas,  como  lo  son  eP  referido 
acuerdo  del  Ayuntamiento  y  la  orden  del  Gobernador,  son  reclamables 
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ante  It  misma  Admjai^tracioneo  la  yja  gubernativa,  y  eo  ía  coateocíosa 
en  su  caso  y  lugar,  y  oo  pueden  contrariarse  por  medio  de  interdictos  ante 
h  autoridad  judicial; 

Cooforínáüdoine  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  £stado  en  pleno^ 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Adíoinislracion. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Coosejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  7  de  febrera 
de  1367.) 


9». 

Campeteiieia  (30  de  enero  de  1867.).--RBivmDicACioN  dk 
FINCAS. — Se  declara  mal  fprmada,  v  que  no  há  lugar  á  decidirla,  lá 
competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Suel- 
va y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Aracena,  con  motivo  de  1^ 
demanda  presentada  por  José  Gil  Rooiero  contra  O.  Pedro  Moreao» 
y  se  resueive: 

i.''  Que  la  reelamamii  gubernaüini  previa  ú  la  judicéal  es  un 
trámite  semejante  al  acto  conciliatorio ^  y  su  falta  no  es  motivo  su- 
ficiente para  fundar  la  competencia  de  la  Administrado^}; 

Y  ±^  que  para  decidir  una  competencia  se  han  de  remitir  to- 
das  las  actuaciones  sobre  el  asunto  á  la  Presidencia  del  Consejo  de 
Ministros,  pues  sin  tenerlas  á  la  vista  no  se  puede  resolver  con  el 
debido  conocimiento. 

En  el  espediente  y  autos  de  cempeleacia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Huelva  y  el  iaez  de  primera  instancia  de  Araceoa, 
de  los  cuales  resulla: 

Que  promovido  en  aauel  Juigado  juicio  civil  ordinajrio  por  José  Gil 
Romero  contra  D.  Pedro  Moreno,  en  22  de  i^gosto  de  1865,  sobre  reivin^ 
dicacion  de  una  casa  y  cuatro  cercados  en  el  sitio  de  los  Albarderos,  tér* 
mino  de  Zufre,  coatesté  el  demandado  pidiendo  su  Ihbre  absolución,  por 
haber  comprado  de  la  Hacienda  una  suerte  de  511  fanegas  en  el  espresado 
sitio  de  los  Albarderos,  de  que  fué  puesto  en  posesión  en  25  de  octubre 
de  1831;  solicitando  por  un  otros!  que  se  citara  al  Estado  deeviccion  y 
saneamiento,  y  en  su  representación  al  Gobernador  de  la  provioeia  y  al 
Promotor  fiscal  del  Juzgado: 

Que  citado  el  Gobernador,  xequirié  de  inhibición  al  Juzgado  duraatt 
el  términade  prueba,  fundándose  ea^  art.  173  de  la  instrucción  de  31  d« 
mayo  de  1855,  y  sustanciado  el  artículo,  se  declaró  el  Juqz  competente^ 
en  atención  á  que  el  demaüdanto  ha-bia  poseído  las  fiocas  reivindícaidas 
antes  de  la  venta  hecha  al  demandado,  y  á  la  doctrina  de  que  una  vez 
puesto  el  comprador  en  quieta  y  padíica  posesión  ^e  lo  vendido  por  el 
Estado,  cesa  la  competencia  de  la  A^imioistracion  para  entender  en  las 
cuestiones  que  se  proynuevan  con  motivo  de  los  actos  posesorios  que  de  la 
venta  se  deriven: 

Que  el  Gobernador  oficié  al  Juzgado  insistiendo  en  su  competencia^  de 
acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  según  manifestó,  y  remitió  á  la  Poesi- 
denciadel  Consejo  de  Ministros  solo  el  oficio  del  Juzgado  citándole  de 
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e^ccíoa,  j  6i<«xiiDito  de}  tmm^  softt«Dieiido;BU  ieompetencia,  resultando 
el  presen iftconiieto: 

Visto  el  art.  ^3  de  la  tnstraceion  de  31  de  mayo  de  1855,  qae  prohibe 
laadreismn  de  demandas  jodiciales  contra  las  fincas  qne  se  enajecsn  por 
el  Estado^  sin  que  e)  demaadaote  acompañe  documento  de  haber  hecho  la* 
reolftinaeio&  gui)eniatívameDte  y  sfdole  negada: 

Visto  el  art.  66  del  Reglamento  de  !^5  de  setiembre  de  18^,  el  cual 
previeoe  á  iais  autoridades  contendientes  que  remitan  al  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros  las  actuaciones  que  ante  cada  cual  se  hubieren  ins- 
truido: 

Considerando: 

i*  Que  la  r«<ilamacioo  gubernativa  prétia  á  la  judicial  es  un  trámite 
seniKJaDia  al  acto  conciliatorio,  y  su  falta  no  es  moti?o  suficiente  para 
fvsdar  la  competencia  de  la  Administración^  según  se  ha  declarado  re-* 
petidns  veces: 

2/  Que  para  la  decisión  del  conflicto  de  comnetencia  ordena  el  citado 
artSeolo  66  del  Reglamento  de  25  de  setiembre  de  1863  remitir  todas  las 
actuaciones  sobre  el  asunto  á  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros,  j 
sin  toBOfflas  ¿  la  viste  no  se  puede  resolver  con  el  debido  conocimiento; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Vengo  ení  declarar  esta  competencia  mal  formada  y  que  no  há  lugar  á  de^ 
cidiria. 
W  Dado  en  Palacio  á  treinta  de  enero  de  mil  ochocientps  sesenta  y  sie* 
te.-«EBté  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros,  RamoD  Haría  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  7  de  febrero 
de  tsa?.) 


«9. 

<)<Muipe Acátela  (6  de  febrera  de  4867.).— Dominio. — Se  deci- 
de á  favor  de  la  AdniÍDÍstracion  la  competencia  suscitada  entre  ef 
Goberúador  de  la  provincia  de  Huesca  y  el  Juez  de  primera  instan- 
cia de  Tamatite,  con  motivo  de  la  demanda  presentada  por  D.  Joa- 
qnin  Mapuel  de  Moner  contra  D.  Juan  Codera  y  Zaídin,  Teniente 
Alcalde  de  Fons,  -y  se  resuelve: 

i.®  Que-entre  las atribucioms  de  peticla  conferidas  á  los  Alcal- 
des se  haUa  la  de  cuidar  de  que  dentro  de  la  distancia  de  30  varas 
cokterale^de  Im  caminos  no  se  construya  edificio  ni  obra  alguna 
sin  la  oorrespondiente  licencia^  sin  que  puedan  dejarse  sin  efecto 
por  medio  del  interdicto  las  providencias  que  sobre  dichos  asuntos 
tomen; 

F2.^  queeliuicio  para  examinjur  y  juzgar  la  conducta  de  un 
Alcalde  como  autoridad  administrativa^  debe  entablarse  ante  las  au- 
toridades de  este  órden^  pudiendousarde  m  derecho,  ante  ellas,  lo8 
que  $e. crea» perjudicados  por  las  providencias  de  dicho  funcionario^ 
ya  en  la  ^a  gubernativa,  ya  en  la  contenciosa,  en  su  caso  y  lugar. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador 
de  la  provincia' de  Huesca  y  el  Juez  dé. primera  instancia  de  Tamarite,  de 
los  eoales  reavlta: 

TOMO  yiu^  Jurisprudencia  administrativa.  9 
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Que  á  nombre  de  D.  Joaquín  Manuel  de  Moner  se  presentó  en  el  refe- 
rido Juzgado  demanda  ordinaria  contra  D.  Juan  Codera  y  Zaídin^  Teniente 
Alcalde  de  Fods,  ejercitando  las  acciones  de  posesión,  de  dominio  y  mejor 
derecho  para  que  se  le  declarase  dueño,  poseedor  y  con  mejor  derecho  á 
dos  fíocas  sitasen  la  villa  deFons,  y  ud  cauce  que  las  unia,  las  cuales  es- 
taba poseyendo  y  le  pertenecían  por  sucesión  de  su  padre;  y  pidiendo  que 
se  condenara  al  demandado  á  restituir  la  posesión  de)  mencionado  cauce, 
con  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  por  haber  impedido  la  limpia  y 
reparación  del  mismo: 

Que  citado  y  emplazado  D.  Juan  Codera,  acudió  al  Gobernador  de  la 

Erovincia  esponiendo,  que  en  ejercicio  de  las  funciones  de  Alcalde  de  Fons 
abia  mandado  suspender  ios  trabajos  que  D.  Joaquín  Manuel  de  Moner 
hacia  en  un  camino  público  para  la  limpia  de  un  cauce  ó  acequia,  por  no 
haber  obtenido  la  debida  autorización;  y  con  este  motivo  habían,  mediado 
entre  ambos  varias  comunicaciones  que  acompañó  á  su  instancia,  conclu- 
yendo Moner  por  demandarle  ante  el  Juzgado  á  causa  de  sus  actos  admi- 
nistrativos, por  todo  lo  cual  pedia  que  se  promoviese  la  competencia  al 
Juez: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincia),  requirió  de 
inhibición  al  Juzgado,  citando  en  su  apoyo  el  uúm.  5.®  del  art.  74  de  la 
ley  de  8  de  enero  de  1845,  y  el  art.  14  del  Real  decreto  de  7  de  abril 
de  1848:     ' 

Que  el  Juez  suspendió  los  procedimientos  y  dio  traslado  al  Promotor  # 
fiscal  y  las  partes,  pidiendo  el  primero  y  el  demandante  que  se  recibiera  á 
prueba  el  artículo  de  competencia,  como  lo  acordó  el  Juzgado: 

Que  por  vía  de  prueba  se  presentaron  algunos  documentos,  y  se  exa- 
minaron varios  testigos,  con  objeto  de  averiguar  sí  el  cauce  en  cuestión  se 
había  abierto  en  terreno  público;  si  los  escombros  se  habían  arrojado  por 
Moner  en  el  camino  ó  terreno  comunal,  y  si  con  ellos  se  habia  interrumpi- 
do el  tránsito  público: 

Que  el  Juez  se  declaró  competente,  fundándose  en  que  no  se  habia 
obstruido  por  Moner  el  tránsito  en  el  camino:  en  que  el  terreno  donde  se 
hablan  arrojado  los  escombros  era  de  aprovcctiamiento  de  los  vecinos  de 
PoQs,  y  en  que  es  privativo  de  los  Tribunales  de  justicia  el  conocimiento 
de  los  juicios  plenarios  sobre  derechos  reales: 

Que  el  Gobernador  insistió  en  su  requerimiento ,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  provincial,  resultando  el  presente  cooflicto: 

Visto  el  núra.  5/  del  art.  74  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  que  en- 
carga al  Alcalde,  como  Administrador  del  pueblo,  cuidar  de  todo  lo  rela- 
tivo á  policía  urbana  y  rural,  conforme  á  las  leyes,  reglamentos  y  disposi- 
ciones de  la  autoridad  superior  y  Ordenanzas  municipales: 

Visto  el  art.  14  del  Real  decreto  de  7  de  abril  de  4848,  según  el  cual 
los  caminos  vecinales  de  segundo  orden  quedan  bajo  !a  dirección  y  cui- 
dado de  los  Alcaldes: 

Visto  el  art.  195  del  reglamento  de  8  de  abril  del  mismo  año,  el  cual 
dispone  que  dentro  de  la  distancia  de  30  varas  colaterales  de  la  vía  no  se 
podrá  construir  edíñcio  alguno,  tal  como  posada,  casa -corral  de  gana- 
dos etc.,  ni  ejecutar  alcantarillas,  ramales  ú  otras  obras  ^ue  salgan  del 
camino  á  las  posesiones  contiguas,  ni  establecer  presas  ni  artefactos,  ni 
abrir  cauces  para  la  toma  ó  conducción  de  aguas  sin  la  correspondiente 
licencia: 

Visto  el  art.  5S  del  reglamento  de  25  de  setiembre  de  1863,  según  el 
cual  el  Tribunal  ó  Juzgado  requerido  de  inhibición,  luego  que  reciba  el 
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«xhorto  del  Gobernador,  suspenderá  todo  procedimiento  eo  el  asunto  ü 
que  se  reOera  mientras  no  so  termine  la  contienda  por  desistimiento  del 
Gobernador  ó  por  decisión  Mía,  so  pena  de  nulidad  de  cuanto  se  actuare: 
Considerando: 

i.*  Que  ei  hecho  origen  del  litigio  consiste  en  la  providencia  adminis- 
trativa dictada  por  el  Alcalde  mandando  suspender  obras  que  se  hacian  en 
un  camino  público  ó  sus  inmediaciones  sin  la  debida  autorización: 

2/  Que  esta  proyidencia  se  refiere  á  terrenos  de  uso  público,  y  está 
comprendida  en  fas  atribuciones  de  policía  que  confian  á  los  Alcaldes  las 
citadas  disposiciones,  sin  que  por  ella  se  hayan  desconocido  los  derechos 
dominicales  y  posesorios  del  demandante: 

3.^  Que,  por  tanto,  ei  juicio  ordinario  entablado  tiene  por  objeto  exB« 
minar  y  juzgar  la  conaucta  del  Alcalde  como  autoridad  administrativa,  lo 
cual  es  propio  de  las  autoridades  de  este  orden,  y  ante  ellas  pueden  usar 
de  su  derecho  los  que  se  crean  perjudicados,  ya  en  la  vía  gubernativa,  ó 
eo  la  contenciosa  en  su  caso  y  lugar; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno^ 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración,  y  lo  acor» 
dado. 

Dado  en  Palacio  á  sek  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  do  10  de  febrero 
de  1867.) 


30. 

Antopizaclon  (7  de  febrero  de  4867.).--Talíi  dí  boeses  t 
DESTRUCCIÓN  DE  ARBOLADO.— Sc  confirma  la  negativa  del  Goherna* 
dor  de  la  provincia  de  Granada,  en  la  autorización  solicitada  por 
el  Juez  de  primera  instancia  de  Guadix  para  procesar  al  Alcalde  y 
Ayuntamiento  de  Aldeire  en  1860,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  correspondiendo  á  los  Alcaldes  y  Ayuntamientos  man-- 
tener  á  sus  pueblos  en  la  propiedad  y  posesión  que  tuviesen  enten- 
dido  haber  estado  siempre,  no  puede  calificarse  de  delito  el  hecho^ 
de  entrar  en  un  terreno  á  coger  sus  frutos,  cuando  esto  se  hizo  pre- 
via instrucción  de  espediente,  citación  y  audiencia  del  que  se  creye- 
ra can  derecho  á  dicho  terreno  y  conocimiento  de  la  autoridad  su- 
perior de  la  provincia; 

Y  S.""  que  la  circunstancia  de  haber  obtenido  el  Ayuntamiento 
autorización  del  Gobernador  para  litigar  con  el  que  pretendía  tener 
derecho  al  terreno  en  cuestión,  prueba  que  hay  fundamentos  para 
suponer  que  es  del  pueblo. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Granada  ha 
negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Guadix  la  autorización  para  pro- 
cesar al  Alcalde  y  Ayuntamiento  de  Aldeire  en  4860  por  varios  abusos, 
resulta: 

Que  ante  el  citado  Juez  compareció  D.  Ramón  Loyzaga  manifestando 
que  varios  vecinos  de  Aldeire  habían  entrado  en  terrenos  de  su  propiedud 
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taldodo  las  miases  y  destcuyaoclo  M  arhoiaio;  y  como  supooian  estar  au* 
tomiiclos  para  esto  por  elAyuniamieDlo  y  Alcalde  de  su  pueblo,  pedia  al 
Juagado  qjcie  desigoase.qué  Juez  debía  conocer  de  tales  faltas: 

Que  justificados  estos  hechos  por  la  iuspeccion  ocular  que  acordó  el 
Juzgado,  ^e  prpcedió  i  iustruir  las  oportunas  diligeocias,  suponiendo  que 
los  mencionados  Alcalde  y  Ay^intainiento  podían  ser  reos  del  delito  pena* 
do  en  el  art.  476  del  Código: 

Que  las  declaraciones  recibidas  se  refieren,  no  especialmente  á  hacer 
constar  la  entrada  de  los  pastores  y  demás  vecinos  autorizados  por  el  Al- 
calde en  el  terreno  que  suponía  suyo  Loyzaga;  y  aun  cuando  no  pudo  te» 
ner  lugar  una  información  que  ofreció  el  Ayuntamiento,  itrios  vecinos 
declar^rpn  que  los  citados  terrenos  pertenecieron  siempre  al  común, 
mientas  otros  aseguraron  que  fueron  ya  de  los  ascendientes  de  Loyzaga: 

Que  de  los  informes  del  Alcalde  que  obran  en  autos  aparece  que  tcr 
n i endp  noticia  de  que  en  mayo  cte  1859  D.  Ramón  Loyzaga  se  introdujo  ea 
parte  de  la  Rambla  de  Benejar,  sembrándola,  plantándola  y  levantando 
muros  de  piedra,  y  privando  asi  á  la  villa  de  Aldeire  de  un  terreno  que  1& 
pertenece  y  está  destinado  á  aprovechamientos  comunes  y  servidumbres 
públicas,  instruyó  un  espediente  gubernativo  para  hacer  constar  la  pro- 
piedad y  posesión  del  pueblo,  requiriendo  á  Loyzaga  para  que  abandonase 
los  terrenos  que  había  usurpado: 

Qiue  resistiéndose  ésíe  y  provocando  á  la  Municipalidad  á  qne  llevase 
el  negocio  á  los  Tribunales,  asi  lo  acordó  esta  corporación,  elevando  al 
Juzgado  una  demanda  reivindicatoría,  cuya  admisión  quedó  en  suspenso 
hasta  tanto  que  el  Alcalde  acreditare  ^star  autorizado  por  el  Gobernador 
para  entablarla: 

Que  solicitada  esta  autorización  del^ Gobernador,  acordó  que  no  era  po- 
sible otorgarla  ínterin  no  fuesen  empleados  todos  los  medios  que  la  Muni- 
cipalidi^l  de  Aldeirf  podía  emplear  gubernativamente  para  manlieiier  en 
su  poder  el  terreno  que  decía  pertenecerle: 

Que  acordó  á  su  vez  entonces  el  Ayuntamiento,  teniendo  presente  lo 
dispuesto  en  los  párrafos  segundo  y  tercero  del  art.  80  de  la  ley  munici- 
pal vigente,  que  quedase  franco  y  espedito  el  terreno  que  suponían  usur- 
pado por  Loyzaga  para  que  continuase  sirviendo  como  antes  de  vereda  y 
apacentadero  de  ganados: 

Que  se  notificó  este  acuerdo  á  Loyzaga,  el  cual  ofreció  hacer  presentar 
á  la  Municipalidad  los  fundamentos  y  razones  en  que  apoyaba  su  derecho; 
pero  como  trascurrido  mas  de  un  mes  oo  lo  hiciera,  y  cojotestando  á  una 
nueva. notificación  dijese  que  había  acudido  al  Gobernador  de  la  provincia^ 
cuya  autoridad,  enterada  del  acuerdo  del  Ayuntamiento,  no  había  man- 
dado suspenderlo,  dispuso  el  Alcalde  que  fuese  éste  ejecutado,  y  así  se  hí* 
zo,  dando  con.  ello  lugar  á  la  querella  de  Loyzaga  ante  el  Juzgado^  de 
que  se  ha  hecho  mérito  anteriormente: 

Que  el  Juez,  en  vista  de  estos  antecedentes  y  de  varias  escrituras  pre^ 
seoti^das  por  LoyEaga  para  aiereditar  la  propiedad  de  los  terrenos  que  se  lo 
disputaban,  acordó  pedir  la  autorización  de  que  se  trata  fundándose  en 
que  la  propiedad  de  aquel  particular  resultaba  probada,  habiendo  come- 
tido el  Alcalde  Y  el  Ayuntamiento  de  Aldeire  el  eolito  de  daño  de  que  ha- 
bla eUrt.  476  del  Código: 

Que  el  Goberpador,  4e  acuerdo  con  el  Consejo* provincial,  negói  la  au- 
torización teniendo  presente  el  permiso  que  posteriormente  fué  otorgado 
al  AyuBiatniento  de  Aldeire  pQra  litigar;  y  que  en  su  consecuencia  había 
que  ventilar  ante  todo  una  cuestión  previa  por  este  medio>  cual  es  la  de 
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propiedad,  de  cuya  solución  dependía  ta  calificación  de  los  acuerdos  de  los 
Ayuntamientos  y  de  la  providencia  del  Alcalde: 

Que  en  su  virtud  se  elevó  el  espediente  al  Ministro  de  la  Gobernación, 
por  el  cual  se  espidió  la  Real  orden  de  28  de  noviembre  de  i 860,  á  con- 
sulta de  la  Sección  de  Estado  y  de  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  de  Estado, 
en  que  se  confirmaba  la  negativa  del  Gobernador  de  Granada  en  atención 
á  que  asi  el  Alcalde  como  el  Ayuntamiento  de  Aldeire,  en  los  acuerdos 
que  respectivamente  adoptaron,  se  propusieron  evidentemente  mantener 
al  pueblo  en  la  propiedad  y  posesión  en  que  entendían  estuvo  siempre  de 
terrenos  adquiridos  por  título  oneroso,  y  que  creían  usurpados  por  Don 
Ramón  Loyzaga: 

Que  el  Juez  de  Guadíx  sobreseyó  en  la  causa  contra  el  Ayuntamiento 
tan  luego  como  tuvo  conocimiento  de  la  Real  orden  citada*/  y  habiendo 
^ado  traslado  á  la  parle  adora  que  llevaba  la  representación  de  Loyzaga, 
éste  promovió  el  juicio  de  propiedad  contra  el  Ayuntamiento,  según  habla 
estimado  procedente  el  Gobernador  en  su  negativa  de  autorización: 

Que  seguido  el  juicio  por  todos  sus  trámites,  se  declaró  por  el  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia  que  los  terrenos  en  cuestión  pertenecían  y  ha- 
bían pertenecido  siempre  á  Loyzaga  y  sus  antepasados,  condenándose  en 
las  costas  al  Ayuntamiento;  motivo  por  el  cual  el  espresado  Loyzaga  re- 
produjo en  12  de  setiembre  último  la  querella  deducida  en  20  de  abril  de 
i 860  pidiendo  el  castigo  de  los  que  habian  dañado  su  propiedad: 

Que  el  Juez,  oído  el  Promotor  fiscal  y  de  conformidad  con  su  dicta- 
men ,  solicitó  nuevamente  la  autorización  para  procesar  al  Alcalde  y 
Ayuntamiento  de  Aldeire,  fundándose,  eotre  otras  varías  consideraciones, 
en  que  aparecía  y  estaba  probada  plenamente  la  lecitímidad  de  los  títulos 
con  que  Loyzaga  poseía  los  terrenos  que  habian  sino  talados  por  a^rdo 
del  Alcalde  y  Ayuntamiento  referidos,  los  <;uates  esLaban  por  tanto  sujetos 
á  las  penas  señaladas  en  el  art.  476  del  Código: 

Por  último,  que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo 
provincial,  negó  la  autorización  en  atención  á  que  ya  anteriormente,  lo 
había  sido,  y  a  que  no  debían  el  Alcalde  y  Ayuntamiento  responder  nue- 
vamente de  unos  actos  que  habían  sido  apreciados  por  la  Superioridad,  la 
cual  no  había  estimado  procedente  la  calificación  de  delito: 

Yisto  el  párrafo  segundo  del  art  74  de  la  ley  de  organisaeioii  y  atri- 
buciones de  los  Ayuntamientos  de  8  de  enero  184&,  según  el  que  corres- 
ponde al  Alcalde  como  Administrador  del  pueblo,  bajo  la  vigilancia  de  la 
Administración  superior,  procurar  la  conservación  de  las  fincas  pertene- 
cientes al  común: 

Visto  el  art.  80  de  la  misma  ley,  en  cuyos  párrafos  primero,  segundo  y 
tercero  se  consigna  como  atribución  dé  los  Ayuntamientos  arreglar  por 
medio  de  acuerdos  el  sistema  de  administración  de  los  Propios  y  el  dljtñ-u^ 
te  de  los  pastos,  aguas  y  demás  aprovechamientos  comunes,  y  el  cuiíjado 
y  conservación  de  los  caminos  y  veredas: 

Visto  el  art.  475  del  Código,  que  señala  la  pena  que  corresponde  á  los 
que  causaren  daño  cuyo  importe  esceda  de  500  duros,  con  las  circuntan- 
cias  que  en  el  mismo  se  espresan: 

Visto  el  art.  476  sicuiente,  que  comprende  al  que  con  alguna  dé  las 
circunstancias  espresadas  en  el  artículo  antvsrior  causare  daño,  cuyo  im  • 
porte  esceda  de  cinco  duros,  pero  no  pase  de  500: 

Considerando: 

1.^  Que  así  el  Alcalde  como  el  Ayuntamiento  de  Aldeire,  ei^,  los 
acuerdos  que  respectivamente  adoptaron,  se  propusieron  evidentemente 
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irnanteoer  al  pueblo  en  la  propiedad  y  posesión  en  que  entendiaQ  estuvo 
siempre,  y  en  que  era  su  deber  manlenerle,  de  terrenos  adquiridos  por 
Titulo  oneroso,  y  que  creían  usurpados  por  D.  Ramón  Loyzaga: 

2.^  Que  estos  acuerdos  fueron  adoptados  en  virtud  de  las  disposicio- 
nes de  la  ley  municipal  citada,  previa  instrucción  de  espediente,  citación 
y  audiencia  del  interesado,  y  conocimiento  de  la  Autoridad  superior  de  la 
provincia,  todo  lo  que  hace  imposible  la  calificación  de  delito  de  daño  que 
el  Juez  ha  estimado  procedente: 

3.^  Que  la  circunstancia  de  haber  obtenido  el  Alcalde  de  Aldeire  la 
autoriza£Íon  del  Gobernador  para  litigar  con  Loyzaga  sobre  la  propiedad 
de  los  terrenos  en  cuestión  prueba  que  cuando  tuvo  lugar  el  hecho  que  ha 
Tnotivado  esta  querella  el  Ayuntamiento  tenía  fundamentos  para  suponer 
que  eran  del  pueblo,  por  lo  cual  no  pueden  tener  aplicación  al  caso  pre- 
sente los  citados  articules  del  Código; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  j 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Gober- 
uador. 

Dado  en  Palacio  5  siete  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
--Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  i  O  de  febrera 
de  1867.) 


31. 

SenAenela  (20  de  diciembre  de  1866.).— Aprobación  de  un 
REMATE.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  i)ropues- 
ta  por  D.  Celestino  Flores  contra  la  Real  orden  de  10  de  junio  de 
ISéS;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

1.*  Que  todo  remate  público  es  un  acto  solemne  que  no  pue^ 
de  interrumpirse  y  cuya  duración  determina  la  autoridad  que  lo 
preside: 

2.*  Que  dado  por  concluido  un  remate  por  declaración  del  Juez 
y  anuncio  de  la  voz  pública,  no  procede  otra  cosa  que  exigir  las  ga- 
rantias  y  practicar  las  diligeficias  necesarias  para  asegurar  el  cum- 
plimiento de  la  última  postura; 

rs.*"  que  la  postura  hecha  fuera  de  remate,  no  siendo  verdade- 
ra postura,  no  puede  apreciarse  en  perjuicio  de  legítimos  derechos 
de  otro  licitador. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Manuel  Cortina,  á  nom- 
bre de  D.  Celestino  Flores,  vecino  de  Madrid,  demandante,  y  de  la  otra  la 
Administración  general,  demandada  y  representada  por  mi  Fiscal,  sobre 
revocación  de  la  Real  orden  de  10  áe  junio  de  i863,  confirmatoria  del 
acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Ventas,  por  el  que  se  adjudicó  el  remate 
de  una  parte  de  la  dehesa  de  Dará  mazan  en  favor  de  D.  Mariano  Moreno: 

Visto; 

Vista  el  acta  de  subasta  celebrada  en  esta  corte  en  21  de  noviembre  de 
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I  Sñt,  de  una  yigésimacuarta  parte  de  la  dehesa  de  Daramazao,  situada  en 
térmíDo  de  PolaD  ,  procedente  del  Hospital  del  Rey  de  Toledo,  capitalizada 
eo  59,242  rs.,  de  la  que  consta  que  después  de  ▼arias  posturas  quedó  re- 
matada en  favor  de  D.  Celestino  Flores  por  la  cantidad  de  431 J 40  rs.: 

Vista  la  diligencia  que  á  continuación  estendieron  el  Juez  de  primera 
instancia,  el  representante  del  Comisionado  de  Ventas  y  el  Escribano  ac« 
tuariOy  en  que  esplican  lo  ocurrido  en  la  subasta  de  la  manera  siguiente: 
que  abierta  la  licitación,  se  hicieren  diferentes  pujas,  en  las  (jue  con  otros 
lieitadores  tomó  parte  D.  Celestino  Flores,  siendo  éste  el  último  c[ue  pujó 
basta  90,000  rs.,  apercibiéndose  el  remate:  que  como  no  se  hiciese  me*- 
jora,  se  dio  la  voz  de  «á  la  tercera;»  y  se  tocó  la  campanilla  en  señal  de 
haberse  cumplido  el  acto:  que  inmediatamente  el  mismo  D.  Celestino  Flo- 
res ofreció  por  la  finca  la  cantidad  de  134,450  rs.;  y  que  aunque  esta  puja 
ya  se  hizo  fuera  de  subasta,  fué  admitida  por  el  Juez  con  calidad  de  sm 
perjuicio,  en  atención  al  bien  que  reportaba  á  los  intereses  del  Estado, 
pero  sin  que  se  considerara  como  mejora  hecha  dentro  del  remate: 

Visto  el  informe  dado  por  el  Juez  de  primera  instancia,  en  que  espresa 
que  D.  Celestino  Flores  hizo  su  última  postura  publicada  en  90,000  rs., 
sin  que  hubiese  otra  mejora,  terminándose  la  subasta  con  el  toque  de  la 
campanilla:  que  un  instante  después  ofreció  434,000  rs.,  y  se  consignó  en 
el  acta  como  proposición  mas  ventajosa;  y  que  de  todo  seestendió  la  cor- 
respondiente diligencia  por  separado: 

Vista  la  esposicion  queD.  Mariano  Moreno  dirigió  á  la  Junta  superior 
de  Ventas  en  44  de  enero  de  4863,  manifestando  que  la  vigésimacuarta 
parte  de  la  dehesa  quedó  rematada  á  su  favor  en  Toledo  por  la  cantidad 
de  427,600  rs.  y  pidiendo  su  adjudicación: 

Visto  el  acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Ventas  de  24  de  marzo  del 
mencionado  año,  declarando  que,  como  no  era  admisible  la  postura  hecha 
fuera  de  subasta  por  D.  Celestino  Flores,  adjudicaba  el  remate  á  D.  Maria- 
no Moreno: 

Vistas  la  reclamación  que  Flores  dirigió  al  Ministerio  contra  el  referido 
acuerdo,  y  la  Real  orden  cíe  40  de  junio  del  citado  año  de  1863,  conOrma- 
toria  del  mismo  acuerdo: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licen- 
ciado D.  Manuel  Cortina,  á  nombre  de  D.  Celestino  Flores,  pidiendo  que 
se  consulte  la  revocación  de  la  Real  orden  mencionada,  y  que  la  vigésima- 
cuarta  parte  de  la  dehesa  de  Daramazan  se  adjudique  á  su  representado  ea 
los  434,150  rs.  en  que  quedó  á  su  favor  el  remate,  anulándose  en  su  con- 
secuencia la  adjudicación  que  la  Junta  superior  de  Ventas  hizo  en  D.  Ma- 
riano Moreno  por  la  cantidad  de  427,000  y  mas  reales: 

Visto  el  escrito  presentado  .por  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  ab- 
suelva á  la  Administración  de  la  demanda  y  se  confirme  la  referida  Real 
orden : 

Vistos  los  párrafos  primero,  segundo,  tercero  y  cuarto^,  art.  103  de  la 
instrucción  de  31  de  mayo  de  1855,  que  ordenen  á  los  Jueces  de  primera 
instancia  concurrir  y  proceder  á  los  remates,  celebrándose  un  acto  para 
cada  finca  que  haya  de  venderse;  determinar  la  duración  de  cada  uno  de 
ellos ;  cuidar  de  que  el  Escribano  actuario  anote  sucesivamente  las  postu- 
ras y  los  nombres  de  los  licitadores,  y  concluir  cada  remate  á  favor  del  su- 
geto  que  haga  la  p|ostura  mas  alta: 

Vista  la  condición  3.'  del  art.  132  de  la  citada  instrucción,  que  dispo- 
ne .se  han  de  admitir  las  posturas  de  todos  los  que  se  presenten  á  la  licita- 
ción, bajo  la  condición  de  que  tan  luego  como  la  voz  publica  dé  por  conclui-- 
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4o  el  acto  se  bao  de  exigir  aJ  rematante  las  garantías  que  se  (kfcepmíAan: 

Considerando  que  todo  remate  público  es  un  acto  solemne  qae  do 
puede  interrumpirse,  y  cuya  duración  determina  la  autoridad  que  lo 
preside: 

Considerando  que  dado  por  concluido  un  remate  por  declaración  del 
Juez  y  anuncio  de  la  voz  pública,  no  procede  otra  cosa  que  exigir  las  ga* 
rantías  y  practicar  las  diligencias  necesarias  para  asegurar  el  cumplimien- 
to de  la  última  postura: 

Y  considerando  que  se  halla  acreditado  que  la  última  postura  dentro 
de  la  subasta  celebrada  en  esta  corte  para  la  venta  de  la  finca  de  que 
se  trata,  fué  la  de  90,000  rs.  hecha  por  D.  Celestino  Flores,  y  que  si  bien 
este  mismo  licitador  ofreció  después  de  terminado  el  acto  i3i,150  rs., 
esta  oferta  solo  se  admitió  por  el  Juez  sin  perjuicio  y  con  las  salvedades 
que  contiene  la  diligencia  esteodida  oportunamente,  por  Jo  cual,  no  siendo 
verdadera  postura,  no  puede  apreciarse  en  perjuicio  de  legítimos  derechos 
de  otro  licitador  que  resultó  mejor  postor  dentro  de  la  subasta  celebrada 
en  Toledo; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  \o  contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda 
propuesta  por  D.  Celestino  Flores,  y  confirmar  la  Real  orden  de  i  O  de  ju- 
nio de  i  863. 

Dado  en  Palacio  á  veinte  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
seis. — Está  rui)ricado  de  la  Real  mano.~EI  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, Rttmofi  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  decreto  por  mí  el  Secreta- 
rio general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia  públi- 
ca la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución  final 
en  la  instancia  y  autos  á  que  se  reOere;  que  se  una  á  los  mismos;  se  no- 
tiOque  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  5  de  enero  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la  Ga-» 
ceta  de  12  de  febrero  de  1867.) 


39. 

Sentoneia  (11  de  enero  de  1867.).— Inteligencia  y  cuhpu- 
MiENTO  M  üN  CONTRATO  DE  EMPEDRADO. — Sc  confirma  la  seutencla 
del  Consejo  provincial  de  Tarragona  en  el  pleito  entre  el  Ayunta- 
miento de  la  villa  de  Yalls  y  D.  José  Llagostera  y  Castaña,  y  se 
resuelve: 

Que  no  pactándose  espresamente^  7io  puede  ser  motivo  suficiente 
'de  nulidad  la  postergación  del  nombramiento  del  tercer  perito  para 
dirimir  la  discordia  que  pudiera  haber  entre  los  dos  nombrados 
para  la  recepción  de  una  obra  pública  contratada  con  un  parti- 
cular. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

((En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado,  en  grado  de  ape-- 
lacion  entre  partes;  de  la  una  el  Aynntamiento  de  la  villa  de  Valls,  pro- 
vincia de  Tarragona  apelante,  y  en  su  nombre  mi  Fiscal,  y  de  la  otra  ei 
Licenciado  D.  Laureano  Figuerola,  en  representación  de  D.  José  Llagos- 


Digitized  by 


Google 


8BNTKNCIA8  Y  DECISIONES  DEL  C03fSBIO   Pl  ESTADO.  73 

tera  y  Castaña,  contratista  dei  empedrado  de  la  calle  de  la  Gort  en  aque- 
lla Tilla,  apelado,  sobre  iateligeacía  y  cumplimieoto  del  indicado  con- 
trato : 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resuHa: 

Qfie  el  Ayuntamieoto  de  Valls^  inediaole  la  oportuna  subasta  públiea 
y  coD  aprobación  del  Gobernador  de  la  provincia,  contrató  en  10  de  mayo 
de  4863  con  D.  José  Llagosterg  las  obras  del  empedrado  de  la  calle  de  la 
Cort^  bajo  deterininados  pliegos  de  condiciones,  así  facultativas  como  eco- 
nómicas: 

Que  empezadas  las  obras,  la  Junta  municipal  de  Benefíceneia,  á  ins- 
tancia de  varios  particulares,  creyó  oportuno  construir  por  la  misma  calle 
una  caüieria  para  la  conducción  de  las  aguas  de  su  pertenencia;  y  babien- 
do  producido  esto  la  oaralizacion  del  empedrado ,  promovió  el  Gobernador 
de  la  provincia  y  se  llevó  por  fia  á  cabo  en  15  de  enero  de  l^i65  una  tran  - 
saccion  ó  modificación  de  la  antigua  escritura,  que  mereció  también  la 
aprobación  del  mismo  Gobernador: 

Que  este  nuevo  contrato  dejó  en  pió  las  condiciones  facultativas  del 
primero;  pero  en  las  económicas,  además  de  las  relativas  á  ios  intereses  ó 
abonos  de  cantidades,  se  estableció  en  la  condición  9.*  acerca  de  la  recep- 
ción de  la  obra:  que  asi  al  entregarse  ésta,  el  empresario  no  se  confor- 
mase con  el  dictamen  del  maestro  de  obras  de  la  Municipalidad,  tendria 
derecho  á  nombrar  un  perito  por  eu  parte,  y  en  caso  de  discordia  se  nom- 
brarla con  antelación  un  tercero  por  el  perito  del  Ayuntamiento  y  el  del 
empresario,  á  fin  de  que  dirimiese  la  cuestión  definitivamente  y  sin  ape- 
lación; en  el  concepto  de  que  si  en  el  nombramiento  de  tercero  hubiera 
discordia  entre  los  dos  peritos,  quedarla  nombrado  de  entre  los  dos  que  se 
propusieran,  el  que  designase  la  suerte:» 

Que  el  contratista  en  16  de  junio  de  1865  participó  que  babia  conclui- 
do, y  que  debia  precederse  á  la  recepción  definitiva  del  empedrado;  y 
constituido  en  el  sitio  el  maestro  de  obfas  del  Ayuntamiento  con  dos  indi- 
viduos de  la  comisión  del  mismo  y  asistencia  del  empresario,  declaró  aquel 
perito  en  17  del  mes  siguiente  que  ademas  de  no  bailarse  concluida  la  obra, 
resultaba  haberse  fallado  en  ella  á  las  principales  condiciones  de  la  con- 
trata; 

Que  trasladado  el  indicado  juicio  pericial  al  contratista,  no  se  confor- 

'  mó  éste  con  él  y  le  opuso  el  de  su  perito,  el  Arquiteeto  D.  Francisco  de 

Paula  Ribot,  quien  procedió  al  examen  de  la  obra,  y  dié  en  26  del  mismo 

mes  un  dictamen  favorable  á  las  condiciones  de  la  misma  y  en  el  sentido 

de  que  estaba  conforme  con  lo  estipulado: 

Que  en  vista  de  tal  divergencia  éd  pareceres,  el  Alcalde  dispuso  que  el 
perito  del  Ayuntamiento  y  el  del  contratista  procediesen  á  la  designación 
del  tercero  en  discordia;  y  no  habiendo  convenido  ambos  en  una  misma 
persona»  se  echó  suerte,  favoreciendo  ésta  al  elegido  por  el  perito  del  con- 
tratista, que  fué  el  Maestro  de  obras  y  Agrimensor  D.  Francisco  Llauradó, 
el  cual  en  9  de  agosto  inmediato  posterior,  después  de  examinar  las  rela- 
ciones dadas  por  los  primeros  peritos,  y  de  ver  y  enterarse  de  la  obra,  se- 
gún afirma  en  su  dictamen,  dirimió  la  discordia  declarando  que  el  con«* 
tratista  babia  llenado  bien  y  cumplidamente  las  coiMÍíciones  que  se  le  im- 
pusieron para  verificar  el  empedrado: 

Que  el  Ayuniamiento  pidió  entonces  la  ratificación  del  espresado  tercer 
perito;  y  practicada  esta  diligencia,  nombró  una  comisión  para  que  con- 
sultana  el  parecer  de  Letrados  sobre  el  asunte,  y  con  presencia  de  su  dic- 
TOMO  vn. — Jurisprudencia  administrativa.  10 
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támen  acordó  en  \  .^  de  setiembre  sígoiente  la  nulidad  de  todo  lo  actuado 
respecto  de  los  peritos: 

Que  el  contratista  impugnó  este  acuerdo  en  razón  á  que  el  Ayunta- 
miento carecía  de  facultades  para  tomarlo;  y  habiendo  acordado  la  corpo- 
ración municipal  que  lo  que  tenía  resuelto  era  pedir  al  Alcalde,  y  no  ha- 
cer por  sí  la  tal  declaración  de  nulidad,  el  Alcalde,  en  6  del  propio  mes, 
hizo  la  declaración  de  nulidad  indicada: 

Que  reclamada  la  referida  providencia  por  el  contratista  ante  el  Go  - 
beroador,  esta  Autoridad  la  dejó  sin  efecto  en  26  de  octubre  de  1865,  de 
conformidad  con  el  dictamen  del  Consejo  provincial,  y  en  su  consecuen- 
cia dispuso  que  se  pasase  por  la  relación  del  tercer  perito  que  decidió  la  dis- 
cordia, dando  por  bien  acabada  la  obra  con  arreglo  á  la  contrata,  y  que  se 
pagase  al  empresario  dentro  de  un  breve  plazo  lo  que  se  le  adeudaba  por 
razón  de  la  misma: 

Vista  la  demanda  que  el  Ayuntamiento  presentó  ante  el  Consejo  pro- 
vincial de  Tarragona,  con  la  solicitud  de  que  se  deje  sin  efecto  la  espresa- 
da  providencia  de  26  de  octubre  de  i 865,  y  de  que  se  anule  el  espediente 
pericial  formado  en  la  Alcaldía  de  Valls: 

Vista  la  contestación  del  contratista  pidiendo  la  absolución  de  la  refe- 
rida demanda  y  la  confirmación  de  la  providencia  gubernativa  por  la  mis- 
ma impugnada: 

^ista  k  sentencia  que  el  espresado  Consejo  provincial  dictó  en  23  de 
abril  último,  por  la  cual  se  confirmó  la  referida  providencia  gubernativa: 

Vistos  los  recursos  de  nulidad  y  apelación  interpuestos  por  el  Ayunta- 
miento de  Valls  contra  la  anterior  sentencia,  y  el  auto  del  Consejo  pro- 
vincial en  que  se  le  admitieron: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  ante  el  Consejo  de  Estado  pidiendo  que  la 
Sección  de  lo  Contencioso  del  mismo  le  tenga  por  separado  del  recurso  de 
nulidad  interpuesto  por  el  referido  Ayuntamiento;  y  el  auto  en  que  así  se 
acordó: 

Vista  la  mejora  de  apelación  del  propio  Fiscal,  en  que  se  solicita  la  re- 
vocación de  la  sentencia  reclamada,  la  nulidad  del  nombramiento  de  pe- 
rito tercero,  y  de  las  declaraciones  de  éste  y  del  nombrado  por  el  contra- 
tista, y  que  se  reponga  el  espediente  al  estado  en  que  se  hallaba  cuando  el 
empresario  nombró  su  perito,  áíin  de  que  se  proceda  al  nombramíenta 
de  otro  que  con  el  del  Ayuntamiento  habrá  de  designar  un  tercero  para 
caso  de  discordia,  con  estricta  sujeción  á  la  cláusula  9.*  de  la  escritura  de 
15  de  enero  de  1865,  haciendo  saber  á  las  partes  el  dia  y  hora  en  que  han 
de  desempeñar  su  cometido,  para  que  puedan  presenciar  el  acto  y  hacer 
las  observaciones  que  estimen  necesarias: 

Vista  la  contestación  presentada  por  el  Licenciado  D.  Laureano  Figue- 
rola,  en  nombre  del  contratista,  con  la  pretensión  de  que  se  confirme  en 
todas  sus  partes  la  sentencia  del  inferior: 

Vistos  los  documentos  presentados  por  la  parte  apelada,  y  con  especia- 
lidad: 

I.®  El  oficio  del  Alcalde  de  Valls,  en  que  se  ordenó  al  empresario  que 
en  todo  el  dia  23  de  julio  de  1865  presentara  el  informe  por  escrito  del 
perito  que  nombrase: 

2.®  El  oficio  de  la  misma  autoridad,  en  que  le  declaró  íncnrso  en  la 
multa  de  200  rs.  si  no  presentaba  el  referido  documento; 

Y  3.®  Otro  oficio  de  igual  procedencia,  en  que  se  dice  que  hallándose 
discordes  los  dictámenes  emitidos  por  el  perito  nombrado  por  el  Ayunta- 
miento y  el  del  contratista,  acordó  aquella  corporación  designar  el  dia  29 
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del  esptesado  mes  de  julio  para  la  cómpareceDCía  eo  las  Casas  Consistoria- 
les de  D.  FraDcisco  de  Paula  Ribot,  eo  las  que  debía  bailarse  O.  Joan  Fp- 
re,  á  fio  de  proceder  al  nombramiento  de  un  tercero  que  espresa  la  es* 
ccritura  de  convenio: 

Vistos  los  contratos  otorgados  entre  el  Ayuntamiento  de  Yalls  y  D.  Jo- 
sé Lla^ostera  para  el  empedrado  de  la  calle  de  Cort  de  aquella  villa,  y  par- 
ticularmente  la  novena  condición  del  segundo: 

Vistas  las  declaraciones  de  los  peritos  que  reconocieron  las  obras: 

Considerando  ^ue  la  circunstancia  de  no  haberse  nombrado  con  ante« 
lacioD  á  la  discordia  de  los  peritos  designados  por  los  interesados  el  terce- 
ro que  debia  dirimirla,  según  lo  pactado  en  la  condición  mencionada,  no 
puede  invocarse  por  el  Ayuntamiento  de  Valls  como  fundamento  de  nu- 
lidad del  juicio  pericial,  ya  porque  el  mismo  Ayuntamiento  dio  lugar  á 
aquella  omisión  no  exigiendo  de  su  perito  el  previo  nombramiento  del  ter- 
cero, ya  porque,  manifestada  la  discordia,  el  Alcalde  de  Valls  fué  quien 
obligó  á  los  primeros  nombrados  á  designar  el  tercero,  ya  en  fin  porque 
el  Ayuntamiento'^  autorizó  con  su  silencio  y  aquiescencia  esta  designa- 
ción: 

Considerando  además  que  la  postergación  del  nombramiento  del  tercer 
perito  nunca  podría  ser  motivo  suficiente  de  nulidad,  no  habiéndose  pac- 
tado espresamente,  y  habiendo  esperado  para  reclamarla  á  que  fuese  co- 
nocida su  opinión: 

Considerando  que  en  la  hipótesis  de  que  el  Alcalde  de  Valls  se  hubiera 
estralímitado  de  sus  atribuciones  autorizando  y  mandando  el  nombra- 
miento de  tercer  perito,  este  esceso  quedó  subsanado  por  la  providencia 
del  Gobernador,  que  aceptó  las  declaraciones  periciales  conformes,  y  dio 
por  bien  acabada  la  obra: 

Considerando  que  el  tercer  perito  la  reconoció  antes  de  emitir  su  opi-^ 
nion,  y  examinó  también  las  declaraciones  de  los  primeros,  según  resulta 
de  la  saya;  y  (fue  habiendo  estado  completamente  de  acuerdo  con  uno  de 
ellos,  su  decisión  fué  definitiva  é  inapelable  con  arreglo  á  la  condición  9.* 
del  contrato; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  b  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  sentencia  del  Consejo  provincial 
de  Tarragona  de  23  de  abril  último. 

Dado  en  Palacio  á  once  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  hi  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos; 
se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  H  de  enero  de  1867. — Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  10  de  febrero  de  1867.) 


33. 

Sentencia  (20  de  diciembre  de  1866.).— Nulidad  del  denun- 
cio DE  UNA  MINA. — So  absuclve  á  la  Administración  de  la  demanda 
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interpuesta  por  la  sociedad  especial  minera  Union  de  Diigenes 
contra  la  Real  orden  de  28  de  junio  de  1860;  se  confirma  ésta,  y 
se  resuelve: 

i.^  Que  el  plazo  para  comenzar  los  trabajos  de  una  mina  de- 
be contarse,  con  arreglo  á  la  Real  orden  deíi  de  diciembre  de 
1855,  desde  que  se  espidió  el  titulo  de  propiedad: 

2.®  Que  se  pierde  el  derecho  á  una  mina  que  no  se  halla  pobla- 
da por  cuatro  meses  comeculivos  ú  ocho  interrumpidos; 

¥5.°  que  no  se  considera  poblada  ó  en  actividad  ninguna  mina 
que  tenga  menos  de  cuatro  trabajadores  continuos  en  razón  de  cada 
pertenencia. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«Eo  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Doctor  D.  Francisco  de  Paula  Lobo, 
á  nombre  de  la  sociedad  especial  minera  titulada  Union  de  ¡Hógenes,  con- 
cesionaria de  la  mina  conocida  con  el  nombre  de  Linterna  de  Diógenes, 
demandante,  y  de  la  otra  la  Atlministracion  general,  demandada  y  repre- 
sentada por  mi  Fiscal,  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  28  de  julio 
de  i 800,  que  declaró  procedente  el  denuncio  hecho  á  la  mencionada  mina 
mandando  que  se  devolviera  el  espediente  al  Gobernador  de  la  provincia 
de  Guadalajara  para  que  le  diese  la  tramitación  que  correspondiera: 

Visto: 

Visto  el  escrito  que  en  2f  de  mayo  de  1859  presentó  al  mencionado 
Gobernador  el  Presidente  de  la  sociedad  Poderosa  manifestando  que  la 
mina  Linterna  de  Diógenes,  de  cobre  argentífero,  situada  en  Hiendelaen- 
ciña,  en  el  punto  llamado  Soiana  de  la  Calabaza,  se  hallaba  abandonada 
hacia  dos  años,  debiendo  estar  comprendida  en  el  caso  tercero  del  art.  24 
de  la  ley  de  minería  de  ii  de  abril  de  1840;  y  solicitó  que,  previos  los 
trámites  oportunos,  se  declarase  la  caducidad  de  la  concesión  de  la  mis- 
ma mina: 

Vistos  los  cwtificados  que  el  concesionario  trajo  al  espediente,  espedí - 
dos  por  el  Alcalde  de  Hiendelaencina  en  5  de  diciembre  de  4858,  y  en  2i 
de  enero  y  í9  de  febrero  de  1859,  de  los  que  consta  que,  constituido  en  el 
praje  de  la  mina  con  el  Secretario  de  la  MuDícipalidad  y  testigos,  habia 
nallado  en  ella  cuatro  operarios  que  se  ocupaban  en  la  estraccion  de  aguas 
y  escombros;  y  apoyado  en  los  indicados  documentos,  espresó  el  referido 
concesionario  que  la  mina  se  encontraba  poblada,  y  pidió  que  se  desesti- 
mara la  solicitud  del  denunciante: 

Vistos  el  decreto  del  Gobernador  de  i7  de  mayo  de  1859,  que  declaró 
Ja  improcedencia  del  denuncio,  y  la  reclamación  dirigida  en  su  conse- 
cuencia por  el  representante  de  la  sociedad  Poderosa  al  Ministerio,  acom- 
pañando: 

1,®  Un  certificado  espedido  por  el  Ofícial  primero.  Jefe  dé  la  Sección 
de  Fomento,  visado  por  el  Gobernador  de  la  provincia,  del  que  resulta, 
con  referencia  al  libro  diario  de  minas : 

Que  en  16  de  marzo  de  1857  el  Presidente  de  la  sociedad  esplotadora 
de  la  Linterna  de  Diógenes  habia  solicitado  que  se  le  pusiera  en  posesiqn 
de  sus  pertenencias: 

Que  en  26  de  mayo  de  1858  se  autorizó  para  ello  al  Alcalde,  y  que  en 
8  de  junio  inmediato  siguiente  tuvo  efecto  la  referida  diligencia. 
2.*'    Una  información  de  siete  testigos  mayores  de  edad,  examinados 
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aDt6  el  AIo«l4e  da  Hiendelienctoa^  ea  la  cual  los  números  priniero,  según* 
do,  tercero  y  cuarto  deciararon  que  do  se  trabajó  en  la  mina  desde  )nnk> 
de  1857  basta  marzo  de  1859  mas  que  tres  ó  cuatro  veces,  y  entonces 
sola  uo  día  ó  aigunes  mas,  en  los  cuales  el  Alcalde  y  Secretario  de 
la  Municipalidad  practicaron  el  reconocimiento,  y  el  quinto,  sesto  y 
sétima  díjefoii  en  juoio  de  i859  que  les  constaba  que  hacia  un  año  que 
no  se  había  trabajado  maa  que  algunos  días: 

3.*  Un  eeriítíeado  espedido  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de 
Hiendelaencina  en  junio  de  1859,  con  referencia  al  libro  de  registros  de 
minas,  del  que  aparece  que  en  4  de  diciembre  del  año  inmediato  anterior 
se  babia  librado  testimonio  por  la  Alcaldía  de  bailarse  amparada  la  mina 
con  cuatro  operarios,  y  que  en  2  r de  enero,  5  de  marzo  y  3i  de  mayo  se 
estendieroD  otros  para  acreditar  lo  mismo: 

Visto  el  informe  pedido  el  Ingeniero,  en  que  manifestó: 

Que  existía  un  pozo  de  57  varas  de.  profundidad,  si  bien  no  las  midió 
con  exactitud,  por  estar  aguado  hasta  las  i 8  varas,  contadas  desde  sa 
fondo: 

Que  tampoco  pudo  reconocerle  á  cansa  de  bailarse  ruinoso  su  hastial 
de  Poniente,  que  era  donde  se  había  establecido  la  bajada,  que  se  encona- 
traba  interrumpida  en  alguno»  puntos: 

Que  el  representante  de  la  mina  espresó  en  el  acto  del  reconocimiento 
que  iba  á  precederse  á  la  fortíScacion  y  habilitación  del  pozo,  para  lo  cual 
se  acopiaron  las  maderas  necesarias  depositadas  en  la  espJanada: 

Y  que  según  manifestación  del  mismo  representante  y  del  guarda,  en 
cada  uno  de  ios  cinco  primeros  meses  de  i 859  se  habían  estraido  aguas 
por  espacio  de  tres  ó  cuatro  días,  sin  que  se  hubiera  hecho  ningún  género 
de  trabajo  en  la  mina  desde  príncipiosiie  julio  del  propio  año: 

Vistos  el  de  la  Junta  facultativa  de  Minería,  la  cual  fué  de  parecer  que 
la  mencionada  mina  estaba  abaüdanada»  según  los  hechos  eipuestos  por  el 
Ingeniero;  y  la  Real  orden  de  28  de  julio  de  1860,  dictada  de  conformidad 
con  el  dictamen  de  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  d^l  Consejo  de 
Estado,  en  que  se  declaró  procedente  el  denuncio: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Dr.  Don 
Francisco  de  Paula  Lobo,  á  nombre  de  la  sociedad  especial  minera  Union 
de  Diógenes,  concesionaria  de  la  mina  Linterna  de  Diógenes,  pidiendo  la 
revocación  de  la  Real  orden  anterior  y  la  confirmación  del  decreto  del  Go- 
bernador de  la  provincia: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal,  con  la  solicitud  de  que  se  consnlle  la  ab« 
solución  de  la  demanda  y  la  confírmacíon  de  la  referida  Real  orden: 

Visto  el  art.  22  de  la  ley  de  11  de  abril  de  4849,  que  dice:  «Ninguna 
»mina  se  considerará  poblada  ó  en  actividad,  si  tiene  menos  de  cuatro  tra- 
nbajadores  continuos  en  razón  de  cada  pertenencia.» 

Visto  el  art.  24  de  la  citada  levy  en  que  se  dice:  «Se  pierde  el  derecho 
á  nna  mina  y  será  ésta  denuociabie  para  cualquiera  de  los  casos  siguien- 
tes: segundo,  cuando  trascurran  seis  meses  de  4a  concesión  sin  haber  dado 
principio  á  los  tral>ajos^  tercero,  cuando  empezados  éstos  no  se  tuviese  po- 
blada por  cuatro  meses  consecutivos  ú  ocho  interrumpidos  en  el  trascurso 
de  un  año.» 

Vista  la  Real  orden  de  11  de  diciembre  de  1855,  en  que  se  dispone  que 
estos  plazos  se  cuenten  desde  que  se  espida  el  titulo  de  propiedad: 

Considerando  que  espedido  el  título  de  propiedad  de  la  mina  Linterna 
de  Diógmes  en  marzo  de  1857.  no  empezaron  los  trabajos  hasta  diciembre 
de  1858: 
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Considerando  que  las  labores  hechas  en  la  mina  se  redujeron  á  estraer 
agua  tres  ó  cuatro  dias  en  diciembre  de  1858  y  en  los  primeros  meses 
de  1859;  ^         . 

Considerando  que  debiendo  contarse  el  plazo  para  comenzar  los  traba- 
jos, con  arreglo  á  la  Real  orden  de  H  de  diciembre  de  1855,  desde  que  se 
espidió  el  título  de  propiedad,  resulta  que  en  la  mina  Linterna  de  Dióge- 
nes  trascurrieron  mas  de  seis  meses  sin  dar  principio  á  ellos,  y  que  la  ci- 
tada mina  no  estuvo  poblada  por  cuatro  meses  consecutivos  ú  oclio  inter- 
rumpidos, deduciéndose  del  informe  del  Ingeniero  que  practicó  el  recono- 
cimiento que  se  hallaba  abandonada; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda, 
y  en  confirmar  la  Real  orden  en  ella  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  veinte  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis. 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acorrió  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos,  se 
notifique  en  forma  á  las  partes  y  Se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  5  de  eoero  de  1 867.— Pedro  de  Madrazo.— (PuWicada  en  la  Ga- 
ceta de  12  de  febrero  de  1867.). 


34. 

Sentencia  (20  de  diciembre  de  1866.).— Pago  del  principal 

S  INTERESES  DEL  PRÉSTAMO  SOBRE  UNA  FINCA  DESAMORTIZADA. — Sc  ab  • 

suelve  á  la  Administración  de  la  demanda  entablada  por  D.  Benito 
Fuertes  contra  la  Real  orden  de  1.*  de  setiembre  de  1864;  se  con- 
firma ésta,  y  se  resuelve: 

Que  ef  rematante  de  una  finca  desamortizada  no  puede  alegar 
ignorancia  de  las  cargas  que  sobre  la  misma  pesen,  y  eximirse  en  su 
co7isecue7icia  de  cumplirlas,  si  se  publicaron  en  los  anuncios  del  re- 
mate y  por  el  pregonero  en  el  acto  de  realizarse  la  subasta. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  m  primera  y  única 
instancia,  entre  partes  de  la  una  Don  Benito  Fuertes,  representado  por  el 
Licenciado  D.  Ignacio  Suarez  García,  demandante,  y  de  la  otra  mi  Fiscal, 
en  nombre  de  la  Administración,  demandada,  sobre  revocación  de  la  Real 
orden  de  l.*^de  setiembre  de  1864,  que  declaró  de  cargo  de  Fuertes, como 
comprador  de  un  molino  harinero  de  los  Propios  de  la  villa  de  Lacunza, 
en  la  provincia  de  Navarra,  el  pago  al  contado  del  principal  é  intereses  de 
ciertos  préstamos  que  pesaban  sobre  esta  finca. 

Visto; 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  el  molino  de  que  se  trata  fué  sacado  á  subasta  y  anunciado  en  los 
Boletines  oficiales  de  Ventas  general  y  de  la  provincia  de  20  y  ti  de  febre- 
ro de  1863,  gravado  con  tres  cargas,  una  de  38,305  rs.  90  cents,  á  favor 
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^e  Doña  Manuela  Elízalde;  otra  de  26,423  rs.,  á  favor  de  los  herederos  d a 
i)on  JuaD  de  Miranda,  y  otra  de  7,690  rs.  á  favor  de  D.  Miguel  María  Irur- 
zum,  que  se  rebajariao  del  importe  del  remate  y  quedarían  á  cargo  del 
comprador;  pero  como  los  interesados  en  las  dos  últimas  cargas  acudiesen 
€0  1  i  de  marzo  del  propio  año  pidiendo  que  se  hiciese  en  los  anuncios  la 
aclaración  de  que  las  referidas  cargas  no  eran  censos,  sino  capitales  de 
préstamos  al  5  por  100  por  término  de  cuatro  años  qué  vencían  el  dia  6 
de  iulio  siguiente,  y  la  Administración  se  cerciorase  de  la  exactitud  del 
iiecno,  acordó  ésta  en  i  6  que  se  publícasela  referida  aclaración;  y  así  se 
verificó  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  del  dia  i7,  mandando  un 
ejemplar  la  Comisión  principal  de  Ventas  de  la  misma  al  Juez  de  primera 
instancia  del  Centro  de  Madrid  con  oficio  del  inmediato  dia  19  á  fin  de 
que  se  tuviese  presente  al  tiempo  de  la  subasta  anunciada  para  el  24  del 
citado  marzo;  oficio  y  ejemplar  que  fueron  puestos  por  cabeza  del  espe- 
diente de  subasta  en  virtud  de  providencia  del  indicado  Juez: 

Que  llegado  el  dia  del  remate,  no  hubo  postores  en  la  capital  de  la  pro- 
vincia;  pero  en  esta  corte  fué  licítador  el  demandante,  asegurando  el  No- 
tario que  autorizó  el  acto  y  el  pregonero,  que  antes  de  dar  priocipio  al 
mismo  acto  se  publicó  la  rectificación  inserta  en  el  Boktin  de  la  provincia 
de  Navarra,  que  formaba  parte  del  espediente,  y  que  con  conocimiento  4Je 
la  indicada  rectificación  se  verificó  el  remate,  y  que  el  adjudicatario  lo  fué 
el  recurrente;  y  habiéndose  procedido  á  las  operaciones  de  liquidación, 
carta  de  pago,  obligaciones  y  otorgamiento  de  escritura,  en  ninguna  de 
ellas  se  hizo  mérito  de  la  rectificación,  sino  que  se  partió  literalmente  del 
primer  anuncio: 

Que  D.  Miguel  María  Irurzum  pidió  en  23  de  setiembre  del  menciona- 
do año  4863  el  reintegro  del  capital  y  el  pago  de  los  réditos  vencidos,  así 
de  sus  7,699  rs.  como  de  los  26,423  de  los  herederos  de  D.  Juan  de  Miran- 
da, por  corresponder  éstos  á  Doña  Maria  ignacia  Jáuregui,  su  esposa  y  la 
Administración  central  reconoció  la  justicia  de  la  espresada  reclamación, 
y  mandó  que  se  hiciera  saber  al  comprador  del  molino  si  se  oponía  á  la  en- 
trega de  la  cantidad  á  que  ascendía  el  crédito  en  cuestión;  pero  el  intere- 
sado en  su  contestación,  invocando  el  testimonio  del  Boletín  general,  en 
el  cual  no  se  publicó  la  rectificación,  se  negó  al  pago  del  mencionado  capi- 
tal y  réditos  en  razón  á  que  según  el  anuncio  indicado  su  proposición  giró 
bajo  la  base  de  que  por  las  cargas  afectas  á  la  finca  no  pagaría  mas  del  3 
por  100  anual  del  capital,  única  obligación  que  en  su  concepto  habia  con- 
traído, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  14*2  de  la  instrucción  de 
34  de  mayo  de  i855  y  26  de  la  de  11  de  julio  de  1856: 

Que  en  vista  de  estos  antecedentes  la  Junta  superior  de  Ventas,  en  se- 
sión del  dia  lOde  junio  de  1864,  declaró,  de  conformidad  con  lo  propuesto 
por  la  Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  y  Asesoría 
general  del  Ministerio  de  Hacienda,  que  D.  Benito  Fuertes  estaba  obligado 
i  pagar  ai  contado  los  34, 122 reales  que  reclamaban  D.  Miguel  María  Irur- 
zum y  Doña  María  Ignacia  Jáuregui,  con  el  interés  del  5  por  100  corres- 
pondiente al  tiempo  trascurrido  desde  que  aquel  hizo  suyo  el  mohno  hasta 
que  reintegrase  la  espresada  cantidad  a  los  interesados;  y  asi  se  re^iolvió, 
de  acuerdo  con  la  espresada  Dirección,  por  la  Real  orden  de  l.^de  setiem- 
bre del  año  referido,  al  desestimar  el  recurso  de  alzada  que  interpuso 
Fuertes  ante  el  Ministerio  contra  el  acuerdo  tle  la  Junta  superior  de 
Ventas: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licencia- 
do D.  Ignacio  Suarez  García,  en  representación  de  D.  Benito  Fuertes^  ton 
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la  pretensión  deque.se  reirocpue  Ja  precitada  Beal5rdeii  de  1:°  de-eetiem- 
bre  de  18ü4^  y  se  declare  c[iie  su  representado  solo  está  obHgado  á  rtcoh 
nocer  como  censos  los  capitales  impuestos  sobre  el  molino  de  Laeanza ,  y 
á  pagar  los  réditos  al  3  per  100,  ó  oe  que  en  otro  caso  se  rescinda  el  con- 
trato anulándola  venta  y  devolviéndole  las  cantidadessatisfecbaacon  sos 
intereses^  ó  se  le  in(kmnice  convenientemente: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mí  Fiseal,  ntdiendo  la.  absolución 
de  la  demanda  y  la  confirmación  de  k  referida  Real érden  : 

Vistos  Jia  prueba  solieKada  por  las  partes;  el  auto  de  la  Sección  de  lo 
Contencioso  recibienéd  el  pl^to  á  prueba  y  cometiendosu  práctica  al  Juez 
de  primera  instancia  de««ta  corte  que  se  hallase  en  turno;  y  el.diligen*- 
ciado  devuelto,  del  que  aparece  que  la  prueba  del  demandante  no  se  pudo 
veriOcar  por  no  hallarse  los  testigos  en  Madrid  ni  saber  el  punto  de  -su  re* 
sidencía ,  y  que  por  parte  de  k  Administración  se  ratificaron  bajo  jura^ 
mentó  el  Escribatno  y  el  voz  pública,  en  la  manifestación  de  que  se  ha  he* 
cho  mérito  en  los  antecedentes,  de  que  antes  de  dar  principio  á  la  subasta 
del  molino  de  que  se  trata  se  publicó  la  espresada  rectificación  inserta  en 
el  Boletín áe  la  provincia  de  Navarra,  que  formaba  parte  del  espediente 
y  de  que  con  conocimiento  de  ellas  tuvo  lugar  él  remate: 

Considerando  que»  aun  cuando  en  los  anuncios  pr  imiiivioa  no  se  deter* 
minase  (le  una  manera  esplícita  el  carácter  de  las  cargas  «nnneíadas ,  y 
pudo  creerse  por  lo  tanto  que  fuesen  censales ,  esta  creencia  debió  cesar 
desde  que  en  el  Boletín  ofikal  de  i  7  de  marzo  se  hizo  la  reetificacioa 
oportuna ,  manifestándose  en  ella  que  dichos  graviáraeiMS  eran  préstamos 
á  interés: 

Considerando  que  verificada  la  rectificación  en  lós  términos  referidos 
y  habiéndose  uaido  al  espediente  un  ejemplar  del  ^o^tin  que>  la  oootenia 
para  eonocimijemo  de  los  licitadores,  hechos  en  que  f^tán  de  acuerdo  la 
Administración  y  el  demandante,  la  caestion  quedaTeducida  á  depurar  si 
antes  del  a#vto  del  remate  se  dio  lectura  á  los  concurrentes  de  la  precitada 
rectificación,  como  estaba  prevenido,  ó  si  se  omitió  ésta  circunstancia: 

Considerando  que  sobre  este  hecho  han  declarado  afirmativamente  el 
Escribano  actuario  de  la  subasta  y  el  pregonero  que  ala  misma  concurrió, 
testigos  ambos  de  escepcion,  tanto  por  su  carácter  oficial  como  por  refe- 
rirse á  actos  de  su  respectivo  oficio,  al  piaso  que  el  demandante  apoya  su 
negativa  en  diligencias  posteriores  al  remate ,  que  no  pueden  enervar  la 
prueba  referida: 

Considerando,  además,  que  á  solicitud  del  demandante ,  y  con  mten- 
cioD  determinada  de  neutralizar  con  otros  testigos  presenciales  las  asev&- 
raoionei»  del  actuario  y  del  pregonero,  se  reefbtó  e^e  pleite  á  prueba  ;  y 
por  mas  qjue  trascurrió  con  esceso  el  término  marcado  para  la  misma ,  nti 
se  presentó  testigo  alguno; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  dé  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Ven^o  en  absolvev*  de  la  demanda  á  la  Administpaeioa 
y  confirmar  la  R«aliórden  impugnada. 

Dado  eu  Palaeioá  veinte  de  diciembre  de  mH  ochocientos  sesenta  y 
seis.— Está  rubricado  de  laReal  mano.— El  Presidenle  iiel  Cí^nsejo  de  Mi- 
nistros,  Ramon-íMaría  Narvaez.» 

Publicación. -nLeido y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  miel 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso ,  acordó  que  se  tenga  como  resolueieñ 
final  en  la  instancia  yantáis  á  que  se  refiere;  quese  una  é  losi  misinos ,  se 
notifique  en  forma  á  las  |)artes  y  se  inserte  en.  X^Qateta^  de  que  certifico» 
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Madrid  5  de  enero  de  4867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  12  de  febrero  de  1867} 


35. 

Seoteneia  {ÍQ  de  diciembre  de  1866.).— Cumpumiento  de 
UN  CONTRATO  DB  ARnBNDAiiiBNTO.-^Se  ^bsuclve  á  la  AdmÍDÍstracioB 
de  la  demanda  entablada  por  D.  Luis  Page  contra  la  Real  orden 
de  2  de  abril  de  1864;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

!.•  Que  es  incuestionable  la  competencia  de  la  Administración 
en  la  via  gubernativa,  y  en  la  contenciosa,  en  su  caso  y  lugar,  tra- 
tándose d^  la  inteligencia  y  aplicación  de  leyes  administrativas  y  de 
examinar  y  fijar  el  valor  de  un  contrato  celebrado  con  la  Hacienda 
pública; 

Y  S.^  que  ha  de  estarse  dio  convenido  en  el  contrato,  decidiendo 
con  arreglo  á  sus  condiciones  cualquier  duda  que  sobre  su  cumpli- 
miento ocurriese. 

Doña  Isabel  H,  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  penden  eo  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  D.  Luis  Page,  comprador  al  Estado  de 
una  dehesa  titulada  del  Turuñuelo,  en  la  provincia  de  Gáceres,  y  en  su 
sombre  el  Licenciado  D.  Manuel  Alonso  Martínez,  demandante,  y  de  la 
otra  la  Administración  general,  demandada  y  representada  por  mi  fecal, 
^obre  revocación  ó  subsistencia  de  una  Real  orden  espedida  por  el  Minis- 
terio de  Hacienda  en  2  de  abrilde  4864,  relativa  al  arrendamiento  que  ve- 
nia contratado  de  la  referida  dehesa  al  tiempo  de  su  venta: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  en  pública  subasta  aprobada  por  la  Dirección  general  del  ramo  en 
29  de  setiembre  de  4800  tomó  en  arrendamiento  D.  Vicente  Ortiz  lodo  el 
aprovechamiento  de  la  espresada  dehesa  el  Turuñuelo,  que  cedió  después 
á  favor  de  D.  Juan  Vicente  Vicho,  estableciéndose  por  las  condiciones  7.*, 
\{  y  26  del  contrato  que  si  se  enajenaba  la  finca  caducaría  el  mismo,  con- 
cluido que  fuese  el  año  de  arrendamiento  corriente  é  la  toma  de  posesión 
por  el  comprador,  según  la  costumbre  de  la  localidad  :  que  si  llegara  el 
caso  de  ejecución  para  la  cobranza  del  arriendo,  se  entendería  rescindido 
el  contrato  en  el  mismo  hecho;  y  que  el  arríeoao  daría  principio  respecto 
del  aprovechamiento  de  yerbas,  medias  yerbas,  pastos  y  bellotas  en  29^  de 
de  setiembre  de  1860,  y  concluiría  en  igual  día  de  4863;  y  en  cuanto  á  ta 
labor  de  los  cuartos  Águila,  Macarra  y  Horrillo ,  principiaría  en  8  de 
enero  de  i861,  y  concluiría  en  29  de  setiembre  de  1864  el  disfrute  del 
Eorrillo: 

Qué  vendida  la  dehesa  y  tomada  posesión  de  la  misma  por  su  compra- 
dor D.  Luis  Page  á  fines  de  marzo  de  4861,  surgieron  algunas  dificulta- 
des con  motivo  del  arriendo,  entablando  ejecución  el  comprador  ante  el 
Juzgado  ordinario  correspondiente  contra  ei  arrendatario  Vicho  para  el 
pago  de  las  rentas  vencidas;  y  requerido  el  deudor,  verificó  el  pago  en  el 
aeto^  protestandade  la  ejecución  por  incompetencia  del  Juzgado  ordina-' 
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rk)  por  00  huberf  recedido  Fequ^íoHeDio  alguno,  y  porque  habit  enviado 
puDtualmeDte  el  importe  de  las  rentas  al  Administrador  subaltefiiode  Pro- 
piedades y  Derechos  del  Estado  de  ValeDCÍa  de  Alcántara,  quien  en  oficio 
que  obra  por  lestimonio  en  el  espedieniejúanifestó  que  no  le  recibía  las 
rentas  por  tener  elevada  consulta  á  la  Superioridad  sobre  este  asunto,  y 
que  pondría  en  su  conocimiento  la  resolución  que  recayera: 

Que  consiguieote  á  las  gestíones.tfé)  comprador  fueron  depositados  los 
frutos  de  las  labores  de  la  dehesa;  y  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Ca- 
cares, en  providencia  de  26 de  áíril  de  1862,  declaró  reáciníUdo  ^  arren- 
damiento, «on  arreglo  á  la  condición  ü  del  contrato,  por  haber'dftdo  lugar 
Vioho  á  la  ejecneion: 

Que  remitidos  los^ antecedentes  en  tal  estado  á  ^  Superíortdlftd,  le  <>yó 
á  )a  Asesoria  ^neral  del  Ministerio  de  Hacienda;  y  después  de  manifestar 
el  segundo  Jefe  de  la  Dirección  general  del  ramo,  con  referencia  á  espe- 
dientes análogos,  que  en  la  provincia  de  Cáceres  era  costumbre  que  los 
arrendamientos  de  labores  empezasen  en  enero,  contándose  la  anualidad 
ajerícela  hasta  setiembre  del  año  siguiente,  resolvió  la  misma  Dirección  en 
22  de  setiembre  1862  declarar  nula  la  providencia  del  Gobernador,  por- 
aoe  se  rescindió  el  arrendamiento  amparando  é  Vicboen  el  disfrute  de  las 
nocas  y  mafidavdo  devolver  al  arrendatario  los  fratos  depositados: 

Que  D.  Luis  Page  reclamó  contra  la  precedente  resolución  ante  el  Mi- 
nisterio de  Hacienda;  y  en  vista  de  lo  propuesto  por  las  secciones  de  Ha- 
cienda y  de  Estado  y  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  de£stadoi,  y  por  la  re- 
ferida^ Dirección,  se  dictó  Real  orden  en  2  de  abril  de  i864,  por  ia  eual, 
de  conformidad  con  estos  díctámen6s,;se  dispuso  primero,  que  el  arrenda- 
miento de  las  y«rba$^  medias  yerbas,  pastos  y  bellota  déla  dehesa  de  qne 
se  trataba  habia  caducado  el  29  de  setiembre  de  i  861;  y  el  de  |a  labor  de 
]p6  cuartos  de  la  misma  en  igual  dia  de  i  862;  y  segundo,  que  el  arrenda- 
tario debia  satisfacer  al  comprador  el  importe  de  los  plazos  de  rentas  de 
qoB  estuviera  en  descubierto,  eorrespondíentes  al  tiempo  posterior  á  la 
toma  de  posesión  y  basta  que  caducó  el  arrendamiento: 

Vista  la  demanda  que  contra  la  espresada  Real  orden  ha  propuesto 
D.  Luis  Paje,  representado  por  el  Licenciado  D.  NicoMs  Msbria  Rivero,  al 
que  ha  reempWz^o  después  al  Licenciado  D.  Manuel  Alonso  Martínez, 
ante  el  Gon5e}o  de  Esiséo,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la  re- 
ferida Real  resolución  y  se  declare  que  la  Administración  es  incompetente 
para  conocer  de  la  cuestión  promovida  por  D^  Juan  Vicente  Vicho,  y  en 
otro  caso  que  el  arrendamiento  caducó  en  29  de  setiembre  de  186i,  y  esi 
Siu  consecuencia  que  la  centa  y  prestaciones  por  la  cosecha  corresponaiea* 
te  al  año  1862  pertenecen  al  demandante: 

.    Vista  la  coatesjiai^ion  de  mi  Fiscal,  en  que  pide  que  se  eonfírme  la  Real 
orden  reclamada : 

Vista  la  Real  orden  de  25  de  enero  de  1849,  que  con  referencia  á  la  de 
14  de  junio  de  1848,  establece  aque  se  declare  contencioso-administrativo 
y  de  la  competencia  de  los  Consejos  provinciaifes,  y'Ol  Real  en  su  caso,  to- 
do lo  relativo  á  la  validez  ó  nulidad  de  las  ventas  de  bienes  nacionales,  á 
interpretación  de  sus  cláusulas,  etc.:» 

Visto  el  art.  10  de  la  ley  de  Contabilidad  general  de  20  de  febroro  de 
1S50,  es  que  se  declara  corresponde  al  orden  administrativo  la  venta  y 
administración  de  los  bienes  nacionales  y  fincas  del  Estado,  y  quejas  con- 
tiendas que  sobre  incidencias  de  subastas  ó  de  arrendamientos  de  bienes 
nacionales  ocurrieren  entre  el  Estado  y  los  particulares  que  <:on  él  con- 
trataren se  ventilarán  ante  lo$  Consejos  provinciales,  y  el  Consejo  Real 
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en  su  caso  respectivo,  si  do  hubiesen  podido  terminarse  gubernatiYameole 
COD  mutuo  asentimiento: 

Visto  el  art.  i  .^  de  la  Real  orden  de  20  de  setiembre  de  i  852,  que  dice: 
«Correspojidep  ^^copocirnieato  de  los  Consejos  pr(mnciales,jr  delfleal 
en  su  caso,  las  cuestiones  copteocíosas  relativas  á  fa  validez»  inteligencia 
y  cumplimiento  de  los  arriendos  y  subastas  de  los  bienes  nacionales  hasta 
que  el  comprador  sea  puesto  en  pacifica  posesión  de  ellos:» 

Visto  el  art.  I.®  de  ]a  ley  de  30  de  abril  de  i 856,  que  dispone  que  Ior 
arrendamientos  de  predios  rústicos  enajenados  ó  que  se  enajenen  é  wrtod 
de  la  ley  de  4.^  de  mayo  de  tB55,  -eaducarán  conduido  que  sea  el  año  de 
arrendamiento  corriente  á  la  toma  de  posesión  por  el  comprador  según  la 
costttfBJbte  de  Q#da  lefi«1^(i^4** 

Consid^ando,  respecto  á  la  cuestión  de  competencia  ^suscitada  en  la 
demanda,  que  tratánoose  de  la  inteligencia  y  aplicación  de  leyes  admi- 
nistrativas, y  de  examinar  y  fijar  el  valor  de  un  contrato  celebrado  con  la 
Hacienda  ^hlica,  (;on  ari:e^lQ  á  las  disposiciones  antes  citadas,  es  incues- 
tionable que  la  tuvo  la  Administración  activa  al  dictar  la  Real  orden  que  se 
impugna,  como  la  tiene  ahora  la  contenciosa  en  el  presente  caso: 

Considerando,  reJativamente  á  la  pretendida  caoucidad  del  arriendo  de 
la  dehesa  deque  se  trata,  que  por  solo  el  motivo  de  la  ejecución  utilizada 
por  D.  Luis  Page,  como  comprador  de  dicha  finca  para  la  cobransa  del 
precio  del  arriendo,  ^níprme  i  la  condición  41  del  contrato,  esto  no  es 
Bástanle  para  declarar  la  rescisión,  porque  se  desconoce  si  fué  procedente 
la  acción  ejercitada  por  haber  llegado  el  caso  de  eiecucion,  y  además  se 
acredita  que  el  arrendatario  procuró  hacer  el  pago  de  las  rentas  con  cuan- 
tas diligencias  creyó  conducentes  á  este  fin,  sin  aue  conste  se  le  diese 
aviso  comunicatoriOf  y  se  le  concediesen  los  plazos  a  que  tenia  derecho  y 
debian  preceder  á  la  ejecución: 

Y  considerando  que  con  sujeción  i  estos  fundados  precedentes  se  es- 
pidió la  ReaJ  orden  reclamada,  respetando,  como  no  podía  menos  de  fes- 
petar,  las  condiciones  del  contrato  de  arriendo,  en  particular  ja  7/  y  26, 
al  deferir  á  las  costumbres  de  cada  localidad  respecto  al  término  de  los 
aprovechamientos  arrendados  que  se  detallan,  estremo  sobre  el  cual  sa  ha 
justificado  la  que  se  observa  en  la  provincia  de  CácereS,  y  á  la  que  dicha 
Real  ^den  se  ajjusta; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demandH 
y  confirmar  la  Real  orden  de  2  de  abril  de  1864. 

Dado  en  Palacio  i  veinte  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
seis.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  CoQsejo  de  Mi  - 
nistros,  Ramón  Haría  Narvaez.» 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mf  él  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
Eública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
nal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notiQque  en  torm^  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. 

Jladrid  5  de  enero  de  1867.— Pedro  de  padrazo.— (Publica<}a  en  la 
GaeetQ  de  1^  de.  febrero  de  1867.) 
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36. 


Autorización  (9  de  febreiro  de  4867.)* — ^Esfedigionbé  cbr- 
TiFicACiONfis.~-Se  declara  ÍDnecesaria  la  autorización  del  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Burgos  al  Juez  de  primera  instancia  deLer< 
ma  para  procesar  áD.  Mariano  Rubio,  Maestro  de  instrucción  pri- 
maria, y  se  resuelve: 

i.°  Que  ni  los  Alcaldes  pedáneos  pueden  tener  secretarios,  ni 
los  Apuntamientos  pueden  tener  mas  de  uno; 

Y  ^,^  que  si  al  delinquir  una  persona  no  obra  en  el  ejercicio  de 
funciones  administrativas,  es  incuestionable  que  no  le  alcanza  la 
garantía  de  la  previa  autorización. 

Eq  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Bárgos  sos- 
tiene que  es  pecesaria  la  previa  autorización  para  procesar  á  D.  Mariano 
Rubio,  Maestro  de  íostruccion  primaria,  contra  la  opinión  del  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Lerma,  que  entiende  lo  contrario,  resulta: 

Que  por  D.  Eleuterió  Delgado,  Secretario  del  distrito  municipal  deVi- 
liangopnez,  sé  presentó  al  Juzgado  de  Lerma  una  denuncia  espresando  que 
D.  Mariano  Rubio,  Maestro  de  instrucción  primaria  en  Villafuentes,  per- 
teneciente al  distrito  de  dicho  pueblo  de  Viiíangomez,  había  es[)edido algu- 
nas certificaciones  como  Secretario  de  Ayuntamiento  para  varios  particu- 
lares, referentes  al  amillaramiento  de  las  fincas,  con  objeto  de  hacerlo 
constar  en  las  informaciones  [)9sesorias  que  tenían  solicitadas;  y  ratifi- 
cado en  ella  y  examinados  varios  testigos,  aparece  ser  cierto  haberlas  es^ 
pedido: 

Que  pasadas  las  diligencias  al  Promotor  fiscal,  manifestó  que  siendo 
punible  el  hecho,  se  procediera  criminalmente  contra  el  Maestro,  ponién- 
dolo en  conocimiento  del  Gobernador  de  la  provincia  por  la  circunstancia 
de  ser  Profesor  de  instrucción  primaria;  y  el  Juzgado,  de  conformidad  con 
estp  dictamen  del  Promotor,  mandó  recibir  al  Maestro  declaración  inda- 
gatoria, y  noticiarlo  á  la  autoridad  superior  de  la  provincia: 

Que  en  la  indagatoria  confesó  el  procesado  que  era  cierto  que  había 
espedido  varias  certificaciones  no  siendo  Secretario  del  Ayuntamiento;  pe- 
ro sí  Fiel  de  fechos  del  Pedáneo,  nombrado  por  éste,  y  que  las  certificacio- 
nes las  dio  teniendo  á  la  vista  una  copia  del  amillaramiento: 

Que  el  Gobernador  participó  al  Juzgado  que  resultando  del  espediente 
instruido  en  el  Gobierno  de  la  provincia  que  el  procesado  espidió  las  cer- 
tificaciones como  Fiel  de  fechos  particular  del  pedáneo  y  por  orden  suya 
debía  solicitar  la  previa  autorización  para  continuar  el  procedimiento, 
puesto  qqe  el  hecho  calificado  de  delito  había  tenido  lugar  en  el  ejercicio 
de  funciones  administrativas: 

Que  el  Juez,  oído  el  Promotor  fiscal,  contestó  al  Gobernador  que  no 
era  necíesaria  la  autorización  porque  para  ello  era  preciso  que  el  procesa- 
do al  ejecqtar  el  hecho  referido  hubiera  sido  empleado  en  cualquier  ramo 
de  la  Administración  civil  económica,  cuya  circunstancia  no  concurre  en 
el  procesado,  y  la  Audiencia  del  territorio  confirmó  el  auto  en  que  el  Juez 
lo  preveía  así: 

Considerando  que  está  probado  en  este  espediente  que  el  Maestro  Don 
Mariano  Rubio  no  era  SecretarloDrAyuntamiento  cuando  tuvo  lugar  el 
acto  de  espedir  las  certificaciones  á  que  se  ha  hecho  referencia,  sin  que 
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■ipaeda  darle  carácter  alguno  ofícial  la  .circunstancia  de  desempeñar  el  car- 
ago particular  de  Secretario  del  Pedáneo,  toda  vez  que  ni  estos  funciona- 
rios pueden  tener  Secretarios,  ni  los  Ayuntamientos  pueden  tener  tam- 
poco mas  de  uno: 

Considerando  que  en  tal  concepto  no  hay  razoq  alguna  para  suponer 
que  el  indicado  sugeto  obraba  en  el  ejercicio  de  funciones  administrativas 
cuando  espidió  los  documentos  en  cuestión,  por  lo  cual  está  fuera  de  duda 
que  no  le  alcanza  en  este  caso  la  garantía  de  )a  previa  autorización; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  ; 
Justicia  del  Consejo  de  Eijtado,  Vengo  en  declarar  innecesaria  la  autoriza- 
ción de  que  se  trata. 

Dado  en  Palacio  á  nueve  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
;£stá  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez,— (Publicada  en  la  Gaceta  de  i  4  de  febrero  de 
1867.) 


S7. 

Sentencia  (20  de  diciembre  de  1866.)*— Intkugencu  d£  un 
CONTRATO  DE  SUMINISTROS. — Se  absucive  á  la  Administración  de  la 
demanda  entablada  por  D.  José  Ruiz  de  Quevedo' contra  la  Real 
orden  de  3  de  agosto  de  1863;  se  confírma  ésta,  y  se  resuelve: 

Que  para  decidir  cualquier  duda  que  ocurra  sobre  la  iníeUgen^ 
da  de  un  contrato,  ha  de  estarse  á  lo  que  se  determine  en  sus  cláu- 
sulas. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

((En  el  pleito  (jue  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  D.  José  Ruiz  de  (Juevedo,  vecino  de 
Madrid,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Manuel  Ruiz  de  Quevedo,  de- 
mandante, y  de  la  otra  la  Administración  general  del  Estado,  demandada 
y  representada  por  mi  Fiscal,  sobre  inteligencia  de  un  contrato  de  sumi- 
nistros. 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  el  espresado  D.  José  Ruiz  de  Quevedo  contrató  con  la  Administra- 
ción de  Establecimientos  penales  el  suministro  de  víveres  y  utensilios  de 
enfermería  en  varios  presidios,  entre  éstos  el  de  Ceuta,  por  término  de 
dos  años,  que  empezaron  en  i.®  de  octubre  de  1862,  con  sujeción  á  las 
eondiciones  que  fueron  aprobadas,  insertas  en  la  Gaceta  de  Madrid  de  8 
de  julio  del  mencionado  año;  espresándose  en  la  26  que  si  por  variar  d^ 
local  el  presidio,  ó  por  cualquier  otra  causa  justiGcada  en  el  oportuoo  es- 
pediente, no  pudieran  los  enfermos  estar  en  el  propio  edificio  y  pasasen  al 
hospital,  dejando  el  contratista  de  suministrar  la  enfermería,  se  descon- 
tasen al  mismo  contratista,  mientras  durasen  las  circunstancias,  á  razón 
de  20  céntimos  por  plaza  en  Ceuta  y  i2  en  los  demás  presidios  de  la  fuer 
za  total  existente  en  cada  uno  de  ellos: 

Que  cuando  empezó  el  servicio  indicado  no  exístia  ni  después  se  des- 
tinó en  el  presidio  de  Ceuta  un  local  para  enfermería,  por  lo  que  hubo 
necesidad  de  que  los  penados  enfermos  pasasen  al  hospital  militar  de  aquA- 
la  plaza;  y  creyendo  la  Administración  que  se  estaba  en  el  caso  prevista 


Digitized  by 


Google 


86  JltRlSPRCDÉNCIA  ADMIÑlSTáAÍIVA. 

por  la  citada  condición  tt,  hizo  al  contratista  el  descaetito  áe  loé  20  céd- 
timos  (¡¡de  la  misma  establecía,  con  lo  qife  do  se  conformó  el'  interesado, 
manifestando  á  la  Dirección  general  de  Establecimientos  penates  que  en 
atención  Á  que  en  el  citado  presidio  no  existia  pi  habia  existido  local  des- 
tinado á  enfermería  no  se  hallaba  en  el  caso  de  la  mencionada  condition; 
que  se  reféria  únicamente  á  Casos  imprevistos  ó  accidentales  y  pasajeros, 
por  Iq  que  pidió  que  cesase  de  hacérsele  el  referido  descuento  respecto  á 
los  enfermos  del  presidio  de  que  se  trata,  y  que  se  le  admitiera  el  snmi- 
nistro  de  asistencia  de  los  mismos  que  estaba  obligado  y  dispuesto  á  pres* 
tar  con  sujeción  á  oti'as  condiciones  del  contrato^ 

Vista  la  Heal  orden  que  de  conformidad  con  el  espresado  centro  direc* 
tívo  se  dictó  en  3  de  agosto  de  1863,  desestimando  la  instancia  de  Que- 
vedo,  y  disponiendo  que  siguiera  el  descuento  de  los  20  céntimos  en  la 
forma  establecida,  con  el  Gn  de  indemnizar  en  alguna  manera  al  Estado 
de  los  gastos  que  le  ocasionaba  elatender  á  la  obligación  de  q\}e  se  dis- 
pensaba al  contratista,  por  falta  en  el  íntHcado  presidio  de  localidad  donde 
alojar  los  penados  enfermos: 

Vista  la  demanda  que  contra  la  referida  Real  orden  presentó  á  nombre 
del  contratista  ante  el  Consejo  de  Estado  el  Licenciado  D.  Manuel  Ruiz 
de  Qnerviedo,  con  la  pretensión  de  que  se  revoaue  la  dtada  Reat  resolu- 
ción y  s&  abone  á  su  representado,  durante  toao  el  tieropn  de  su  contrata 
el  precio  íntegro  por  plaíá  de  penados  sin  descuento  algnuo,  y  que  se  le 
devuelva  cuanto  se  haya  descontado  y  se  descuente  por  el  concepto  de 
carenera  de  enfermería  en  el  presidio  de  Ceuta,  reservando  cuando  mas  á 
la  Administración,  en  virtud  á.é  tal  circunstancia,  su  derecho  para  pro* 
poner  en  debida  forma  lo  que  sea  de  justicia: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  pide  que  se  confirme  la 
precitada  Real  orden: 

Visto  el  pliego  de  condiciones  aprobado  por  Real  órdefú  de  28  de  junio 
de  {8é2  para  contratar  el  suministro  dé  víveres  y  utensíh'os  de  enfermería 
de  algunos  presidios,  entre  ellos  el  de  Ceuta,  y  especialmente  lá  condi- 
ción 26 ,  que  dice:  «Si  por  variar  de  local  et  presidio  ó  cualquiera  otra 
causa  justificada  con  el  oportuno  espediente  no  pudiesen  los  enfermos  es- 
tar  en  el  mismo  edificio  y  pasasen  al  hospital,  dejando  el  contratista  de  su- 
ministran lii  enfermería,  se  descontarán  ai  mismo,  mientras  duren  las  cir- 
cunstancias, á  razón  de  20  céntimos  en  Ceuta  y  42  en  los  demás  presidios 
por  plaza  de  la  fuerza  total  existente  en  cada  uno  de  ellos:» 

Considerando  que  es  un  hecho  reconocido  que  por  no  existir  en  el  pre- 
sidio de  Ceuta  local  destinado  á  los  enfermos  han  tenido  estos  que  pasar  al 


Considerando  que  por  ésíSí  causa  justiñcada  y  notoria  al  contratista 
D.  José  Ruiz  de  Quevedo  ha  dejado  éste  de  suministrar  la  enfermería  á 
que,  de  existir,  estaba  obligado,  por  lo  cual,  siendo  caso  previsto  en  la 
condición  26  del  contrato,  fué  procedente  el  descuento  de  20  centesimos 
por  plaza  que  señaladamente  para  Ceuta  fija  dicha  condición,  aceptada 
como  todas  por  aquel: 

Y  considerando  que  sobre  establecer  la  propia  condición  26,  no  una 
escepcion,  sino  una  regia  general  de  justa  indeitinizacion  para  los  caso<; 
á  que  se  refiere,  de  ningún  modo  ni  aquella  ni  el  contrato  en  general  con- 
tiene obligación  alguna  del  Estado  directa  ni  indirecta  de  establecer  en  o\ 
presidió  de  Ceuta  local  conveniente  destinado  á  recibir  del  contratista  él 
servicio  de  enferrDería  respectivo: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
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Consejo  de  Estada,  Vengo  eil  ábsorver  á  la  Administración  dé  la  demanda 
propuesta  por  D.  José  Ruiz  de  Quevedo,  y  en  eonfírmar  la  Redi  orden  de 
3  de  agosto  de  4863. 

Dado  en  Palacio  á  veinte  de  diciembre  de  rail  ochocientos  sesenta  t 
seís.~Está  rubricado  de  ta  Real  raano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  eí  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  de  la  ^fa  de  lo  Contencioso,  acordó  qoe  se  ten^  como  resolticion 
final  en  la  instancia  y  atrios  á  que  se  refiere;  que  se  nna  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer^* 
tífico. 

Madrid  5  de  enero  de  i867.— Pedro  de  Ifadrazo.^Pubiicada  en  la 
Gaceta  de  i4  de  febrero  de  i  867). 


a*- 

Scnteiiéla  (27  de  diciembre  rfd  4866.).— Bopíificacion  de  m- 

t£RESIS  D£  UNA  CANTIDAD  ENTREGADA   COMO    INDEMNIZACIÓN. — Sc  afa- 

suelve  á  la  Adminislracion  de  la  demanda  entablada  por  D.  Manuel 
León  y  Torán  contra  la  Real  orden  de  2o  de  abril  de  1864;  se  con- 
firma ésta,  y  se  resuelve: 

i.*'  (^e  el  arL  43  del  reglamento  de  íl  de  octtére  de  48Sf, 
para  llevar  á  efecto  la  ley  de  i, "^  de  amto  del  mktm  éño  relativa 
al  arreglo  de  la  deuda,  nada  preceptúa  respecto  á  intereses  en  los 
casos  de  devolución  6  que  se  contrae: 

2.**  Que  á  los  créditos  con  carácter  de  verdadera  indemniza- 
ción de  una  venta  válida,  realizada  con  arreglo  á  las  leyes  de  des^ 
amortización  vigentes  en  4823,  venta  restablecida  á  su  fuerza  y 
valor  por  el  Real  decreto  deZde  setiembre  de  1855,  pero  irrealiza- 
ble por  la  naiuraleza  mueble  y  fungible  de  los  bienes,  no  puede  ser- 
les  esteusivo  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  27  de  julio  de  1864, 
concretad  los  casos  de  nulidad  ó  escepdon  de  las  venias  verifi^cadas 
'con  arreglo  á  las  leves  de  1.®  de  mayo  de  1855  y  11  de  julio 
de  1856: 

3.®  Que  no  puede  tener  aplicación  tratándose  de  la  venta  de 
¡nenes  nacionales  lo  dispuesto  en  la  ley  de  d  de  julio  de  1835,  que 
se  refiere  únicamente  á  los  compradores  de  bienes  vinculados; 

¥  4.*  que  la  Administración  del  Estado  no  viene  obligada  al 
abono  de  intereses  de  capitales  que  deba  entreaar,  sino  cuando  lo 
ordenan  las  disposiciones  legales,  ó  hayan  sido  estipulados  en  el 
cojitrato. 

Doña  Isabel  If,etc. 

aEd  él  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  D.  Manuel  León  y  Torán,  como  cesiona- 
rio de  los  herederos  de  D.  José  Trujillo,  y  en  su  norabi^e  el  Dr.  D.  Onésirao 
Alvarez  Sobrino,  demandante;  y  de  la  etra  la  Administración  general  del 
Estado,  demandada  y  representada  por  mi  Fiscal;  sobre  revocación  ó  sub* 


Digitized  by 


Google 


ti  JURISPAUDINOU  ADMINISTRATIVA. 

sistencia  de  la  Real  orden  espedida  por  el  Ministerio  de  Hacíepda  en  25  de 
«abril  de  1864^  en  cuanto  se  denegó  por  la  misma  la  bonificación  de  inte- 
reses de  una  cantidad  que  les  manda  entregar  como  indemnización  del 
precio  satisfecho  por  unas  muías  y  ciertos  granos  y  aperos  de  labranza 

firocedentes  del  convento  de  Almagro,  que  se  compraron  á  la  nación  en 
os  años  de  1820á  1823: 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  el  espresado  D.  José  Trujillo  compró  en  pública  subasta  en  la  re- 
ferida época  los  granos,  muías  y  aperos  de  labranza  del  citado  convento, 
,de  que  fué  despojado  en  4823  por  la  espresada  comunidad  relígiosia;  ha* 
biéndose  instruido  en  su  virtud  espediente  que  empezó  á  instancia  del 
«comprador  y  continuó  D.  Anselmo  Trujillo  en  concepto  de  heredero,  con 
la  pretensión  de  que  se  les  devolvieran  los  mencionados  bienes,  previo  su 
justiprecio,  ó  en  otro  caso  su  valor  en  metálico: 

Que  no  siendo  posible  la  devolución  dé  estos  bienes  en  i  835  por  su  ca- 
lidad de  muebles  y  fungibles,  se  atendió  á  su  valor,  que  justificó  el  inte- 
resado en  la  cantidad  de  23,207  rs;  12  mrs.;  y  siguiendo  la  instancia  su 
cursg,  depretó  la  Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado 
en  22  de  setiembre  de  1858,  que  habia  prescrito  el  derecho  del  reclaman- 
te á  la  indemnización  de  la  suma  pretendida;  y  como  se  alzase  de  esta  re- 
solución el  referido  D.  Anselmo  Trujillo,  examinado  de  nuevo  el  espe- 
diente» en  el  que  dieron  su  dictamen  la  indicada  Dirección,  la  Asesoría 
general  del  Ministerio  de  Hacienda,  la  Dirección  general  de  lá  Deuda  y  la 
Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado,  recayó  Real  orden  en  25  de 
abril  de  1864,  |M)r  la  cual,  de  conformidad  con  los  indicados  pareceres,  se 
acordó  que  debía  indemnizarse  al  interesado  de  los  23,207  rs.  12  mrs.  re- 
conocidos en  la  forma  que  establecía  el  art.  43  del  reglamento  de  i7  de 
octubre  de  1851  para  los  compradores  de  1820  á  1823  por  ventas  que  hu- 
biesen sido  ó  fuesen  anuladas,  indemoizacion  que  deberla  hacerse  en 
metálico  á  los  que  justificasen  ser  herederos  legítimos  del  comprador  Don 
José  Trujillo;  pero  sin  la  bonificación  de  intereses  de  que  habla  la  Real 
orden  de  27  de  julio  de  1861,  en  razón  áaue  no  se  trataba  de  anulación  de 
un  remate,  sino  de  una  indemnización,  a  la  que  se  aplicaba  por  analogía 
lo  prevenido  en  el  citado  art.  43:  • 

Vista  la  demanda  que  contra  la  precedente  Real  resolución  presentó 
ante  el  Consejo  de  Estado  el  Dr.  D.  Onésimo  Alvarez  Sobrino,  á  nombre 
deD.  Maouél  León  y  Torán,  en  concepto  de  cesionario  de  los  herederos 
de  D.  José  Trujillo,  según  resulta  de  la  escritura  de  cesión  que  acompaña, 
otorgada  por  éstos  en  10  de  abril  de  1864,  con  la  pretensión  de  que  se  re- 
forme la  citada  Real  orden  en  cuanto  se  niega  por  la  misma  á  los  espre- 
sadps  herederos  el  abono  de  los  intereses  legales  del  5  por  100  anual  des- 
de 3  de  setiembre  de  1835: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal  en  que  pide  que  se  confirme  la  ci- 
tada Real  resolución  en  la  parle  en  que  es  impugnada: 

Visto  el  art.  1.®  del  Real  decreto  de  3  de  setiembre  de  1835,  que  dice: 
«Se  restablecen  ásu  fuerza  y  valor,  y  al  estado  que  tenían  el  día  30  de  se- 
tiembre de  1823,  las  ventas  de  los  bienes  que,  habiéndose  aplicado  al  Cré- 
dito público,  fueron  enajenados  á  nombre  del  Estado  desde  octubre  de 
1820  hasta  fin  del  espresado  mes  de  setiembre,  y  en  su  virtud  se  devolve- 
rán desde  luego  estos  bienes  á  sus  respectivos  compradores:» 

Visto  el  art.  43  del  reglamento  de  17.de  octubre  de  1851  para  llevar  á 
efecto  la  ley  de  1.^  de  agosto  del  mismo  año,  relativa  al  arreglo  de  laDeu- 
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da,  que  establece  qae  (das  de?olis€ÍODes  que  deban  hacerse  por  e\  Estado  á 
Jos  compradores  de  bienes  nacionales ^  por  las  Tentas  que  hayan  sido  ó 
sean  anuladas,  y  también  por  sobrantes  de  enajenaciones  hechas  en  ia 
época  de  1820  á  i 823  se  veriGcarán^  previa  liquidación,  etc.;»  y  «respecto 
de  los  pagos  del  precio  de  ios  remates  que  con  arreglo  á  las  leyes  vigen- 
tes se  hubieren  hecho  en  metálico  en  todo  ó  en  parte,  las  devoluciones  se 
verificarán  también  en  metálico,  consignándose  su  importe  como  nueva 
obligación  en  el  presupuesto  de  la  Deuda:» 

Vista  la  Real  orden  de  27  de  julio  de  1861,  que  determina  que  los 
compradores  de  bienes  nacionales  a  quienes  por  «coa secuencia  de  haberse 
acordado  la  nulidad  de  la  venta  ó  exención  haya  que  devolver  las  sumas 
que  por  tal  concepto  hubieren  satis/echo  en  metálico  ó  en  billetes,  se  les 
abone  el  interés  de\  5  por  100  de  dichas  sumas,  siempre  que  los  compra- 
dores reintegren  de  las  rentas  ó  réditos  caldos  hasta  el  dia  en  que  se  ve- 
rifique la  devolución  á  la  Hacienda,  corporaciones  6  particulares  propieta- 
rios de  las  fincas  ó  censos:» 

Considerando  que  para  declarar  el  abono  á  los  herederos  de  D.  José 
Trujillo  de  la  cantidad  de  23,207  rs.  12  mrs.,  acordado  en  la  Real  orden 
-de  25  de  abril  de  1864,  se  hizo  aplicación  de  k)  dispuesto  en  el  art.  43  ci- 
tado, el  cual  nada  preceptúa  respecto  á  intereses  en  los  casos  de  devolu- 
ción á  que  se  contrae;  por  cuyo  motivo  no  debe  ser  de  mejor  condición  el 
crédito  de  que  se  trata  que  aquellos  que  fueron  objeto  de  las  devoluciones 
en  el  arreglo  de  la  Deuda  pública,  y  á  los  cuales  por  analogía  ha  sido  asi- 
milado el  de  Trujillo: 

Considerando  que  teniendo  este  crédito  el  carácter  de  verdadera  in- 
demnización de  una  venta  válida  realizada  con  arreglo  á  las  leyes  de  des- 
amortización tnyentes  en  1823,  venta  restablecida  a  su  fuerza  y  valor  por 
el  Real  decreto  de  3  de  setiembre  de  1835  pero  irrealizable  por  la  natura- 
leza mueble  y  fungíble  de  los  bienes  no  puede  serle  estensivo  lo  dispuesto 
en  la  Real  orden  de  27  de  julio  de  1861,  concreta  á  los  casos  de  nulidad 
ó  escepcion  de  las  ventas  verificadas  con  arreglo  á  kis  leyes  de  1 .°  de 
mayo  de  1855  y  11  de  julio  de  1856: 

Considerando  que  tampoco  puede  tener  aplicación  al  presente  caso, 
relativo  á  venta  de  bienes  nacionales,  lo  dispuesto  en  la  ley  de  9  de  julio 
de  1835  (citada  con  equivocación  en  la  demanda)  porque  se  refiere  única- 
mente á  los  compradores  de  bienes  vinculados: 

'  Considerando  que  la  Real  orden  reclamada  en  la  parte  que  lo  ha  sido, 
lejos  de  contradecir  las  Reales  disposiciones  de  9  y  16  de  febrero  de  1836, 
se  ajusta  á  sus  preceptos,^  toda  vez  que  aquella  puso  término  al  espediente 
gubernativo,  y  se  tuvo  necesariamente  en  cuenta  al  declarar  el  añono  de 
ios  23,207  rs.  que  se  habla  con  oportunidad  reclamado  y  justificado  el 
crédito: 

Y  considerando,  por  último,  que  la  Administración  del  Estado  no 
viene  obligada  al  abono  de  intereses  de  capitales  que  deba  entregar  sino 
cuando  lo  ordenan  las  disposiciones  legales  ó  hayan  sido  estipulados  en 
eon  trato; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  contencioso  del 

Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda 

propuesta  por  D.  Manuel  León  y  Torán,  y  confirmar  la  citada  Real  orden 

de  25  dis  abril  de  1864. 

Dado  en  Palacio  á  veintisiete  de  /diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 

seis.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 

Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

TOMO  yiU'-Jurisprudencia  administrativa.  i2 
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PüWiwcíOB.^Léidb  y  ptrblicado  el  anterior  Real  decreto  por  mf  el  Se- 
t^retario  general  del  Consejo  de  Estado,  haUándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  eo  ía  instancia  7  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  fórma  á  h^  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. 

MadHd  iOdeetiérode  {867.— 'Pedrode  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gacita  de  14  de  febrero  de  4867.) 


Sentenei»  (2?  d^  diciembre  de  1866.)- — Exengioh  de  la 
DESAMORTIZACIÓN. — Sc  deja  sin  efecto,  en  lau  parte  q-iie  se  espresa,  la 
Real  orden  de  4  de  setiembre  de  i864 ,  reclamada  por  el  Ayunta- 
miento dé  Celia;  y  se  resuelve: 

4.*  Que  conformes  el  Ayuntamiento  y  la  Diputatíon'promncial 
en  declarar  de  aprovechamiento  común  una  finca  incluida  en  la  des- 
amortización,  el  Gobiernx),  antes  de  dictar  una  resolución  contra- 
ria, debe  oir  al  Cornejo  de  Estado; 

Y  S.*"  que  esta  audiencia  no  es  de  mera  forma ,  sino  esencial,  y 
por  consiguiente  indispensable. 

Doña  Isabel  lí,  etc. 

cEn  el  pleito  pendiente  en  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia*  entre  partes,  déla  una  el  Licenciado  D.  Cándido  Nocedal,  á 
nombre  del  Ayuntamiento  de  Celia,  demandante,  y  de  la  otra  mi  Fiscal, 
en  representación  de  la  Administración  general  del  Estado ,  demandada, 
sobre  escepcion  de  la  venta  del  prado  Cañizar  y  el  monte  de  aquel  pueblo 
como  de  aprovechamiento  común. 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  el  Ayuntamiento  del  pueblo  de  Celia,  provincia  de  Teruel,  solicitó 
en  30  de  diciembre  de  4858  que  se  esceptuaran  de  la  desamortización  la 
Casa  Consistorial,  la  escuela  de  niños  y  la  casa-matadero,  la  taberna  y  la 
fragua  como  destinadas  al  servicio  público,  y  el  prado  denominado  Cañizar 
y  el  monte  del  mismo  pueblo  como  de  aprovechamiento  común: 

Que  los  peritos  llamados  á  reconocer  la  estensioo  del  prado  y  monte 
mencionados  certificaron  que  la  de  aquel  era  de  598  hectáreas,  y  la  de  éste 
de  1,996  hectáreas,  deducidas  las  144  cultivadas  y  pertenecientes  á  pro- 
piedad panicular: 

Que  por  tres  certificaciones  de  los  Ayuntamientos  de  Santa  Eulalia,  Gea 
y  Villar-quemado,  pueblos  limítrofes  al  de  Celia,  se  justifica  la  propiedad 
y  posesión  de  las  fincas  á  que  se  contrae  este  espediente,  y  por  una  suma- 
ria inforn()acion  de  testigos  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Albar- 
racin  se  acredita  que  el  prado  y  monte  con  sus  parideras  han  sido  constan- 
temente desde  inmemorial  de  aprovechamiento  común  de  los  vecinos  de 
Celia,  y  que  nó  se  han  arrendado  nunca:    , 

Que  el  Secretario  del  Gobierno  de  la  provincia  de  íeruel  certificó  que 
el  monte  con  sus  parideras  y  el  prado  que  pretende  esceptuar  el  precitado 
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Ayumamiémo  ñe  Cétta  coi*réspOB<tén  á  Propios^  y  hati  sati$f€eho  al  Tesoríí 
e!  20  por  4Ü0  de  sos  prodücftos  en  los  años  desde  f835  al  de  1855: 

Que  la  AdrniDístracioD  opinó  por  la  escepcion  de  la  venta  de  las  men- 
cíoDa das  fincan,  hecha  eschisíott^  la  cásfe  taberna,  fa  frágiwl  y  parideras 
de  encierro  de  ganado;  y  la  Comisión  principal  de  Vdntás  en  fiuinfdr- 
me  manifestó  que  la  ca^-taberna  se  vendió  en  el  año  4858 ;  que  también 
pueden  enajeirarse  la  herrería  y  dos  patridíeras ;  y  qufe  resultando  que  los 
dos  predios  que  solicita  el  AyuMaiioiento  pertenecen  á  Propios,  proceda 
también  su  enajenación;  pero  que,  como  la  corporación  manifiesta  que  el 
pradoáe  destina  ó  los  ganados  dd  l»bor,  pfodria  resérVatse  éste  para  debe- 
«a  boyal: 

Que  el  Fiscal  de  Hatienda  emitió  sü  dictamen  en  sentido  favorable  á  la 
escepcion,  fundándose  en  qué  el  Ayuntamiéfnto  de)  pueblo  deCefla  ha  pro- 
bado el  constante  aprovechamiento  cora\in  de  fas  fincas  á  que  se  refiere 
este  espediente  ;  y  la  Biputacion  provincial  sentó  los  váismos  razoDarnien- 
tosa  favor  del  espresado  Ayuntamiento: 

Y  por  último,  qne  elevado  á  la  Si 
coB  acuerdb  de  la  Junta  provín<iíal  de 
ambos  favorableé  á  la  escepcion  soiici 
de  la  Asesoría  general  del  Ministerio 
rior  de  Ventas,  y  teniendo  presente  q 
arrendados  en  los  20  años  anteriores 
sos  productos  el  20  por  100  de  Propio 

aspira  á  esceptuar  el  pueblo  de  la  venta "sofo  tienen  el  carácter  de  servicio 
publico  la  Gasa  Consistorial,  la  de  la  escuela  de  niños  y  la  casa-matadero: 
se  resolvió  por  Real  orden  de  4  de  setiembre  de  i  864  que  quedasen  escep- 
toadas  de  la  desamortización  las  tres  referidas  fincas  urbanas,  con  arreglo 
á  lo  prevenido  en  el  urt.  2.®  de  la  ley  de  1.^  de  mayo- da  j855,  y  se  deses- 
timó como  improcedente  la  escepcion  de  la  casa-tabefna,  de  1á  fragua, 
prado  y  monte  referidos: 

Vista  la  demanda  presentada  én  el  Coiiséjo  dé' Estado  por  el  Licenciado 
D.  Cándido  Nocedal,  á  nombre  del  Ayuntamiento  del  pueblo  de  Celia,  pro- 
vincia de  Teruel,  en  la  que  se  pide  la  revocacron  de  la  precitada  Real  or- 
den, la  e 
cuando  á 
al  estado 
oído  el  O 

Visto 
á  que  se 
para  el  s( 
de  dictar 
Cooseioc 
dolé  del  de  que' se.  tf ata: 

Vista  la  ley  de  K®  de  mayo  de  2855,  y  particularrneale  el  núm.  9«*  del 
art.  2.^,  cuyo  párrafo  íioal  ordena  que  «cuando  el  Gobierno  no  se  confor- 
mare con  el  parecer  en  q^e  estuviesen  de  acuerdo  el  Ayuntamiento  y  la 
Diputación  provincial  (fespeCto  de  si  los  bienes  son  ó  no  aprovechamiento 
común),  oirá  préviartiente  al  Tribunal  contencíosd- administrativo,  ó  al 
cuerpo  que  hiciere  sus  veces,  antes  de  dictar  su  resolución: 

Considerando  que  conformes  el  Ayuntamiento  de  Celia  y  la  Diputación 
provincial  de  Teruel  en  calificar  como  de  aprovechamiento  común  el 
monte  de  aquel  pueblo  y  el  prado  llamado  Oañizat,  únicos  objetos  de  la 
demanda  de  este  pieitó^  él  Gobierno  ha  debido  oír  al  Consejo  de  Estado 
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reguero,  á  nombre  de  D.  Aotonio  Burgos,  eo  representación  de  su  hijo 
D.  Juan,  vecinos  de  Alcuescar,  provincia  de  Gáceres,  demandante;  y  de  la 
otra  la  Administración  genera)  del  Estado,  representada  por  mi  Fiscal, 
demandada;  sobre  revocación  6  subsistencia  de  la  Real  orden  de  7  de  ju- 
nio de  1864,  espedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda,  por  la  que  se  mandó 
proceder  á  la  permutación  de  los  bienes  pertenecientes  á  ciertas  capel  la- 
niasque  fueron  adjudicadas  al  interesado,  j  á  título  de  las  cuales  se  orde* 
nó  de  Subdiácano: 

Vistos: 

Vistos  los  antecedentes  de  los  cuales  resulta: 

Que  D.  Antonio  Bárgos  solicitó  que  en  virtud  del  espediente  instruido 
en  el  Tribunal  eclesiástico,  por  el  cual  fueron  conferidas  á  su  Lijo  Don 
Juan  las  capellanías  fundadas  por  Francisco  dé  Sosa  Tirado  y  otros,  se  le 
entregasen  los  bienes  de  ellas  por  hallarse  esceptnados  de  la  venta  por 
la  lev: 

Que  instruido  el  oportuno  espediente^  aparece  que  no  se  han  presen- 
tado las  escrituras  de  fundación  de  ias  índitiadas  capellanías  por  no  haber- 
se podido  encontrar,  asegurándose  su  estravío,  motivado  por  los  trastor- 
nos ocurridos  en  tiempo  de  lá  guerra  de  la  Independencia,  en  que  fueron 
adjudicadas  al  reclamante  como  colativas  eclesiásticas  de  libre  presenta- 
ción, y  de  suGciente  dingrua  ptír  el  Juzgado  eclesiástico  como  Tribunal 
competente,  y  qoe  el  interesado  ha  récibioo  del  Rdo.  Obispo  de  Sigúenza 
el  orden  de  Subdiácono  en  f9  de  diciembre  de  1862: 

Que  de  los  antecedebtes  é  informes  pedidos  aparece  que  los  bienes  que 
constituyen  las  capellanías  fundadas  por  Francisco  de  Sosa  y  otros,  no 
han  sido  administrados  por  la  Hacienda  por  no  haberse  incautado  de  ellos, 
y  de  los  títulos  presentados  por  el  reclamante  resalta  que  las  capellanías 
se  concedieron  a  títuto  dé  congrua  para  ascender  al  sacerdocio  á  0«  Juan 
Burgos  Solano  por  el  Gobernador  del  Priorato  de  San  Marcos  de  León  en 
23  de  febrero  de  1834,  y  le  fueron  colacionadas  en  IS8  de  junio  si- 
guiente: 

Que  la  Administración  y  el  Promotor  fiscal  de  Hacienda  evacuaron  el 
informe  que  se  les  pidió  sóbrela  cuestión,  diciendo  que  opinaban  que  los 
bienes  de  las  precitadas  capellanías  debían  considerarse  esceptoados  de  la 
venta,  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  21  i  y  212  de  la  instruc- 
ción de  31  de  mayo  de  4855,  y  en  atención  á  que  no  habían  sido  nunca 
administrados  por  la  Hacienda,  y  á  que  fueron  concedidos  al  citado  Don 
Juan  Burgos  Solano  á  título  de  congrua  para  ascender  al  sacerdocio  en  23 
de  febrero  de  i 854,  época  anteriora  la  publicación  de  las  leyes  de  1.°  de 
mayo  de  1855  y  posteriores  sobre  desamortrzaeion: 

Que  la  Asesoría  general  del  Ministerio  de  Hacienda  fué  de  dictamen 
de  que  no  procede  la  escepcíón  solicitada,  y  síla  permutación  de  los  bie- 
nes de  que  se  trata  como  eclesiásticos,  dando  conocimiento  al  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia  para  que  las  carcas  con  que  estáti  gravados  sean  te- 
nidas en  cuenta  en  sü  día  por  la  comisión  niista  que  ha  de  entender  en  el 
cumplimiento  y  dotación  de  todas  laá  de  su  espeóie;  fundándose  en  que 
respecto  á  las  capellanías  de  que  se  trata  nó  aparece  justificado  que  exis- 
tan derechos  familiares  d6  niqguna  clase;  en  que  siendo  de  naturaleza 
eclesiástica,  deben  permutarse  sus  bienes  con  arreglo  al  último  Convenio 
celebrado  con  la  Santa  Sede,  y  en  que  sus  cargas  de  misas  y  otras  eápíri- 
tualeis  deben  ser  objeto  de  la  comisión  mina  que  ha  de  establecerse  con 
urreglo  al  indicado  Con Véüio; 

Y  pdr  último^  que  la  Junta  superior  de  Ventas  (ué  de  igual  dictamen 
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que  ia  Asesoría  general,  espidiéndose  de  conformidad  la  Real  orden  de  7 
de  junio-de  i 864,  que  puso  término  al  espediente  gubernativo: 

Visla  la  demanda  presentada  ante  ^l€onse]o  de  Estado  por  el  Jileen- 
ciado  D.  Amaro  López  Borreguero,  i  nombre  de  D.  Antonio  Burgos,  como 
padre  y  legal  administrador  de  su  menor  bijo  D.  Juan  Burgos  y  Solano, 
en  la  que  se,  pide  la  revocación  de  la  precitada  Real  (urden  de  7  de  junio 
de  1864,  y  la  emisión  á  favor  del  último  de  inscripciones  nominativas  ín- 
trasferibles  de  la  renta  del  3  por  100  en  cantidad  bastante  á  producir 
igual  renta  que  la  de  los  bienes  de  las  capellanías;  y  que  se  proceda  ade- 
más á  la  liquidación  ide  las  rentas  devengadas  desde  que  el  Estado  se  in* 
cauijóde  los  mismos  bienes  hasta  que  se  emitan  las  inscripciones,  entre- 
gándose ai  interesado  el  importe  de  dicha  liquidación: 

V^sta  la  contestación  de  mi  Fiscal,  pidiendo  ia  absolución  de  la  deman- 
da y  la  confirmación  de  la  precitada  Real  orden: 

Vista  la  ley  de  I.""  de  mayo  de  1855  y  losarts.  211  y  212  de  la  instruc- 
ción dada  para  su  ejecución: 

Vista  ia  ley  de  15  de  junio  de  1856: 

Visto  el  art.  3.^  de  ia  <ie  II  de  ju]io  del  mismo  ano»  en  el  que  testual- 
mente  se  dice:  aSe  declaran  cpm prendidos  entre  los  bienes  del  clero,  y  se 

Srocederá  á  su  venta,  todps  los  pertenecientes  6  que  se  hallen  disfrútan- 
os los  individuos  ó  corporaciones  eclesiásticas ,  cualquiera  qse  sea  su 
nombroy^rigen  ócláuiuías  de  su  fundación,  á  escepcion  de  las  capella- 
DÍas  colativas  de  sangre  6  patronatos  de  igual  naturales^;  perp  si  sus  pro- 
ductos constituyen  la  cóngrpa  sustentación  de  aquellos  en  los  términos 
eseresados  en  el  art.  8."  de  Ja  jey  de  15  de  junio  de  este  jaño,  se  emitirán 
i  favor  de  cada  uno  de  ellos  ÍDseripciones  intrasferibles  nominativas  de 
la  renta  del  3  por  100  en  cantidad  bastante, á  producir  igual  renta  que  la 
que  actualmente  perciben,  cuyas  inscripciones  quedarán  anuladas  á  la 
muerte  de  los  mismos,^  cuando  tengan  prebenda  ú  otrol)enefício  ecle- 
siástico.» , 

Visto  el  Convenio  ajustado  entre  mi  Gobierno  y  la  Santa  Sede  en  25 
de  agosto  de  1850  y  publicado  en  4. de  abril  siguiente: 

Considerando  que  la  falta  de  las  escrituras  de  fundación  de  las  cape- 
ilanias  objeto  de  este  pleüo  opone  un  obstáculo  i  la  calificación  de  su  na- 
turaleza: 

Considerando, 3m  fmbargo,que.e8  un  hecho  justificado  y  reconocido 
q<ue  fueron  adiudicadas  á  D.  íuan  Burgos  como  eclesiásticas  colativas,  y 
que  á  título  de  ellas  se  le  ordenó  de  Subdiácono,  sin  que  conste  que  ten- 
ga otra  prebenda  ó  beneficio: 

Considerando  que  el  arU  3.®  de  la  ley  de  11  de  julio  de  1856^  si  bien 
declaró  comprendidos  entre  los  bvsnes  del  clero  todos  los  pertenecientes  ó 
disfrutados  por  los  individuos  ó  corporaciones  eclesiásticas,  esceptuadas 
la» capellanías  colativas  de  sangre  ó  patronatos  de  igual  naturaleza^  res- 
petó no  obstante  las  disposiciones  canónicas  y  el  derecho  de  los  mdiyi- 
duosque  los  poseían  como  congrua*  ordenando  que  durante  su  vida  ó 
mientras  no  obtuviesen  prebenda  ó  beneficio  eclesiástico  recibirán  ins- 
cripciones de  renta  de  3  por  100: 

Considerando  que  esta  disposición  legal  no  ba  sido  derogada^  ni  está 
en  suspenso,  ni  el  convenio  publicado  en  4  de  abril  de  1860  ha  introdu- 
cido en  ella  variación  alguna; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  d^ 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  dejar  sin  efecto  la  Real  orden  reclamada, 
y  en  inandar  qiue  ^e  emilap  i  favor  4e  0.  jiiai  Burgos  inscripciones  in- 
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producir  igual  reala  qqe  to  quepdFCibia  poyr  loa  bíejies  de  las  eap^llaaks 
a  que  este  pleito  se  refiere;  debieade  aoularsa  aquellas  á  su  muerte  6 
cuaudo^btADga  prebeBda  ó  b^efioío  eojesí estico,  y  procedióodese  desde 
luego  é  )a  Jiquidaoioa  y  abono  de  las  seutas  deveogadas  desde  que  ei  Gs« 
ta^o  ae  incautó  de  dicbos  bienes  basta  qae  se  emitan  las  inscripciones»  to- 
do con  arreglo  áia&  disposiciones  vigentes. 

Oado  es  Palaeie  i  .?eintisiele  de  diciembre  de  mil  ochoeieotos  sesenta 

1  seis. —Está  rubricado  de  la  Real  mano.-fEl  Presidente  del  Consto  de 
iniet]>OB»  Ramón  María  Narv9ez.;> 
Pub]ieaek>Q.-^Leido  y  publicado  el  aofaerior  Real  «decreto  por  mí  el  Se- 
eretario  general  del  Ckmsejo  de  Estado «  bailándose  celebrando  audiencia 
DCd>lica  la  Salado  lo  Contencioso»  acordó  que  se  tepga  como  resolución 
nnal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refíera;  que  se  una  á  los  mismos,  se 
notifique  en  forma  alas  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  c|ue  certifico. 
Madrid  iO  de  eqery>  de  i867,r-4^(iro  de  Madrazo«--<Publicada  en  la 
«ooald  de  16  de  febrero  4e  1867.) 


Ai. 

$§iemt^mí€im  (27  de  dmembre  de  lS66.).-^Ñ(iLiDAn  ok  uníl 
iHAnRACioiciw  rmox  dk  propios.— Se  absache  i  la  Adninisiraeion 
de  la  demanda  etítabladá  por  D.  Segundn»  Jara  y  QUa»  contra  la 
Real  orden  de  ^3  de  mayo  de  18^;  se  coofírma  ésta^  y  se  re- 
suelve: 

Que  vendida  como  de  Propios  unafiuca  que  no  lo  es,  seguñ  los 
documentos  que  se  presentan^  procede  redamar  la  nulidad  de  la 

Doña  Isabel  II,  etc. 

4dEo  el  'pleito  que:  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  ómca 
iastapeia,  entre  partes^  de  la  una  el  I^ícenciado  u.  Eduardo  de  Garamendi, 
inoaibre  de  Du  Segando  iara  y  Olías,  damandante;  ^  de  I9  otra  la  Admi- 
nistración gc^ral^  demandada  y  representada  pof  oju  Fiscal,  sobre  revo- 
cación de  la  Real  orden  de  13  de  mayo  de  1865,  confirmatoria  del  acuerdo 
dek  lUQiU  superior' de  Ventas,  que  anuló  la  enajenación  becba  de  un  pozo 
deniete  y  jw  terreno  erial  en  concepto  de  que  pertenecían  á  los  Propios 
deMósloles: 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernatiiio»  en  el  que  se  bailan  los  documentos  si» 
guientes: 

1.®  •Certificado  sufícieDtemente  .coi9pro|bad<H  espedido,  pcur  el  Secreta- 
rio del  Ayuntamiento  de  Mistóles  ma  refsrepeia  á  los  libros  eusteniei  en 
el  Archivo  municipal,  comprensivos  de  las  cuentas  rendidas  por  los  ma- 
yerdojikos  de  fábrica  ide  Nuestra 'Señora  deles  Santos,  fyie41^on  principio 
en  febrero  de  1745,  censuradas  por  la  Visita*  eclesiástica,  ron  que  con^a 
que  en  todas  las  cuentas  4esde  la  espresada:  época  basta  la  guerra  de  la 
Independencia,  tos  prodnctos  del  po^o  de  la  nieve  figuraban  copp  de  pro- 
piedad de  Ja  ermita,  f  entre  los  bienesperteneoifntjss  al  .sancionado  san- 
tuarie^y  después  rie  mentada  gueii^^meate  la  ca^lelpoi^o  A4e|lajel^4^ 
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volvieron  á  aparecer  sos  reDdlmientos  en  las  cuentas  desde  t8!6,  en  que 
se  devolvid  al  santuario,  hasta  que  por  circunstancias  particulares  dejó  de- 
entrojarse  nieve  en  él,  y  por  consiguiente  de  dar  productos. 

2.®  Otro  espedido  én  igual  forma  por  el  Secretario  de  la  corporación 
municipal,  del  que  resulta  que  en  el  Archivo  de  su  cargo  existia  un  libro- 
catastro  de  la  riqueza  del  pueblo,  formado  en  i753,  en  el  cual  al  folio  il 
vuelto  se  dice:  un  pozo  de  nieve  en  el  término  de  esta  villa,  junto  al  arro- 
yo de  San  Sebastian,  propio  de  Nuestra  Señora  de  los  Santos,  que  se  ve- 
nera en  esta  villa,  y  se  regula  su  utilidad  anual  en  400  rs. 

3/  Testimonio  dado  por  un  Notario  de  Móstoles,  también  comprobado 
con  referencia  al  espediente  de  posesión  del  patronato  de  la  ermita,  que 
contiene  la  orden  de  la  Dirección  del  Crédito  pábiico  de  I .®  de  mayode  1816,* 
en  la  cual  S3  dispuso  que  el  pozo  de  la  nieve,  que  se  hallaba  secuestrado  en 
el  concepto  de  que  pertenecía  á  bienes  nacionales,,  se  devolviera  al  Pa- 
trono que  lo  fuera  de  la  fábrica  de  la  ermita  de  los  Santos,  dándosele  la 
posesión,  se^un  se  ejecutó  en  i  \  del  mismo  mes  y  año. 

4.^  Escritura  de  venta  en  8  de  marzo  de  i86i,  otorgada  por  el  Juez 
de  primera  instancia  de  Getafe  á  favor  de  D.  Segundo  Jara  y  Olías,  del  pozo 
de  la  nieve  con  su  miua  que  desagua  al  rio,  situado  en  el  término  de  Mós- 
toles,  con  una  superficie  de  1,650  pies,  como  procedente  de  los  Propios  de 
este  pueblo,  y  por  consecuencia  del  Estado;  un  erial  que  circunvalaba  el 
edificio,  y  el  uso  de  las  asuas  del  rio,  en  cuya  madre  se  abrían  las  charcas 

fmra  recoger  el  hielo;  todo  lo  aue  fué  objeto  de  tasación,  habiéttioseiiécho 
a  enajenación  en  pública  subasta,  quedando  rematadas  estas  fincas  ea 
Jara  y  Olías,  mejor  postor,  por  la  suma  de  12,000  rs.,  y  dándose  la  posesión 
al  comprador  en  7  de  abrif  del  referido  año. 

5.*  Certificado  del  perito  del  primer  distrito  foresial  de  la  provincia^ 
del  <|ue  consta  qué  el  pozo  de  la  nieve  con  50  áreas  á  su  alrededor  perte- 
necía al  santuario  de  Nuestra  Señora  de  los  Santos,  según  le  informaron  los 
vecinos  mas  ancianos,  y  que  á  su  parte  Sur  habia  25  áreas  ocupadas  por 
un  camino  y  abrevadero,  sin  que  sirvieran  para  pastos  ni  aprovechamien-' 
to  alguno,  como  tampoco  los  declives  de  la  ladera  y  un  corto  trozo  de  ar- 
royo en  donde  existían  pozas  para  el  hielo. 

6.®  Oficio  dé  la  Administración  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado 
de  18  de  abril  de  1854,  en  que  se  manifiesta  que  reconocidos  los  inventa- 
rios de  fincas  rústicas  y  urbanas  devueltas  al  clero  en  los  años  de  1845  y 
i  851,  no  aparecían  en  los  mismos  el  pozo  de  la  nieve  y  pradera  ó  eriaJ 
contiguo: 

Yistoel  acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Ventas  de  23  de  diciembre 
de  1864,  en  el  que  en  virtud  de  los  datos  referidos  y  del  espediente  ins- 
truido á  instancia  de  los  vecinos  y  ganaderos  de  Móstoles,en  que  pedían' 
la  declaración  de  pertenecer  á  la  ermita  el  edificio  del  pozo  de  la  nieve, 
parte  del  terreno  á  él  unido  y  las  servidumbres  anejas,  fué  estimada  la 
nulidad  de  estas  fincas: 

Vista  la  instancia  quejara  y  OHhs  dirigió  al  Ministerio  en  reclamación 
contra  el  acuerdo  anterior,  y  la  Real  orden  de  13  de  mayo  de  i 862^  en  que 
ñié  desestimada: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licen- 
ciado D.  Eduardo  de  Garamendi,  á  nombre  de  D.  Segundo  Jara  y  Ollas, 
pidiendo  que  se  revoque  la  Real  orden  anterior,  y  se  declare  válida  lá 
enajenación  del  pozo  de  la  nieve  y  terreno  erial  á  él  contiguo: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal,  con  la  solicitud  de  que  se  absuelva  á  la 
AdnMiiistracíon  de  i'a  demanda  y  se  confirme  la  referida  B^aLórden: 
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Vistos  los  éoenmeDtos  que  obran  en  el  espeéieote  gubernativo,  saca- 
dos del  libro  de  cuentas  dadas  por  los  mayordomos  de  la  fábríea  del  san- 
tuario de  Nuestra  S^ora  de  los  Santos,  y  aprobadas  por  la  Visita  eolesiás^ 
tica  de  la  diócesis,  cuyas  fechas  se  i^roontan  alano  n45: 

Vistos  los  :libros  catastrales  del  pueblo  de  Móstoles,  ^ue 'datan  desde 
el  año  de  n53,  y  asimismo  el  testimonio  público  de  la  posesión  dada  en 
18:16  ai  Ayuntamiento  deleitado  pueblo,  con  el  carácter  de  patrono^  del 
poso  áe  la  nieve  y  terrenos  anejos  al  miemo: 

Considerando  que  de  los  retei^idos  documentos  y  otros  comprobantes 
allegados  al  espediente  aparece  que  desde  el  año  de  1745,  al  menos,  el 
municipio  de  Hostales  ha  venido  posevendo  pacrfícamente  en  concepto  de 
patrono,  el  pozo  y  terrenos  que  soe  objeto  de  este  pleito,  basta  que  la  Ad- 
ministración púbíiea  se  «poderóde  ellos: 

Considerando  que  el  demandante  no  ha  impngnado  la  eficacia  de  did- 
elfos documentos  ni  el  hecho  de  la  posesión  inmenH)rial  allegada  por  la 
Municip»lidad: 

Y  considerando  que  habiéndose  vendido  no  obstante  (b'chos  pozo  y 
terrenos,  como  pertenecientes  á  los  Propios  del  pueblo,  con  arreglo  á  las 
prescripciones  de  la  ley  de  1.**  de  mayo  de  1955,  esta  venta  adolece  del 
vicio  de  nulidad,  y  así  lo  ha  declarado  "la  Real  orden  que  hoy  se  im- 
pugna; 

Gonformátidome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  de) 
Consejo  de  £stado.  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administra*- 
cion,  y  confirmar  la  Real  ¿rden  de  13  de  mayo  de  1865. 

üado  en  Palacio  á  veintisiete  de  diciembre  de  mil  ochociento  sesenta 
y  seis.—  Está  rubricado  de  la  Real  mano.—  El  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación .-^Leido  y  pubiicsdo  el  anterior  Real  decreto  ñor  mi  el 
Secretario  eeneral  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordé  qne  se  tenga  como  resolu^ 
cion  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  nna  á  los  mismos; 
$t  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  10  de  eBero  de  1867.— Pedro  de  Madrazo. — (Publicada  en  la 
Gaceta  de  16  de  febrero  de  1867.) 


4l«. 

Sentencia  (27  ¿fe  diciembre  rfe  4866.).— Señalamiento  dé 
PENSIÓN  DE  MONTE  Pío. — Sc  deia  sio  efccto  la  Real  orden  de  26  de 
junio  de  i  862,  reclamada  por  üona  María  Narcisa  Pica,  y  se  re- 
suelve: 

Que  aunque  las  solicitudes  alzándose  contra  los  acuerdos  de  la 
Junta  de  Ciases  pasivas  deben  pre$entarse  en  la  Secretarla  de  dicho 
centro  directivo,  sin  embargo,  atendido  el  espíritu  del  orí.  25  de¿ 
Real  decreto  de  24  de  mayo  de  18S0,  puede  admitirse  y  cursarse  la 
presentada  ante  el  Gobernador  de  una  provincia,  si  por  residir  el 
interesado  en  ella,  se  comunicó  el  acuerdo  á  dicho  Gobernador  para 
que  éste  lo  hiciera  saber  al  mismo. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

TOMO  \iL—JurisprudeJicia  adminislraliva.  lo 
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((Gd  el  pleito  que  pende  eo  el  Coos^'jo  d&  Estado  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  Ja  una  Doña  María  Narcisa  Pica,  y  en  su  nom- 
bre D.  Antonio  María  Gómez  Nuñez,  vecino  de  Madrid,  demandante ,  y  de 
la  otra  ia  Administración  general  del  Estado,  demandada  y  representada 
por  mi  Fiscal,  sobre  señalamiento  de  pensión  de  Monte- pió: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta  : 

Que  D.  Cayetano  de  Haro  fué  nombrado  por  la  Junta  de  Jefes  de  Ha- 
cienda de  la  provincia  de  Almería  en  sesión  de  19  de  marzo  de  i 841,  para 
el  empleo  de  Oficial  segundo  de  ia  Contaduría  de  Rentas  y  Arbitrios  de 
Amortización  en  la  misma  provincia,  en  el  que  cesó  por  Real  orden  de  15 
de  mayo  de  1844;  y  habiendo  fallecido  este  interesado  en  17  de  diciembre 
de  1857,  su  viuda,  la  espresada  Doña  María  Narcisa  Pica,  recurrió  en  22 
de  abril  de  1861,  en  solicitud  de  señalamiento  de  la  pensión  de  Monte- 
pío que  le  correspondiera: 

Que  la  Junta  de  Clases  pasivas,  con  vista  de  antecedentes,  acordó  en 
sesión  de  4  de  abril  de  1862  desestimar  la  pretensión  de  la  interesada,  ya 
porque  no  aparecía  mi  Real  aprobación  al  referido  nombramiento  de  Don 
Cayetano  de  Haro,  y  ya  también  porque  no  había  servido  éste  otro  destino 
anterior  que  le  diera  derecho  á  los  beneficios  de  Monte- pío;  y  comunicada 
á  la  interesada  la  espresada  resolución  por  el  Gobernador  de  la  provincia 
de  Almería  en  Í9  del  propio  mes,  presentó  recurso  de  alzada  ante  la  pro- 
pia autoridad  en  12  de  mayo  siguiente,  acordando  el  Gobernador  que  se  le 
diera  curso  por  decreto  del  13,  aunque  no  aparece  remitida  la  instancia  á 
la  Superioridad  hasta  el  dia  26  del  indicado  mayo: 

Que  poco  antes,  en  23  de  marzo  de  1862,  había  recurrido  la  misma  in- 
teresada á  mi  Gobierno,  en  solicitud  de  que  no  fuera  en  su  perjuicio  la 
palabra  «exonerándole,»  que  se  había  puesto  en  la  citada  Real  orden  de 
cesantía  de  su  marido  de  15  de  mayo  de  1844;  y  la  Junta  de  Clases  pasivas 
en  20  de  mayo  del  referido  año  de  1862  informó  reproduciendo  las  razones 
que  tuvo  presentes  para  tomar  su  citado  acuerdo  de  4  de  abril  del  propio 
año;  y  en  su  consecuencia  se  dictó  Real  orden  en  26  de  junio  siguiente, 
por  la  cual,  de  couformidadcon  lo  informado  por  la  Asesoría  general  del 
Ministerio  de  Hacienda,  se  desestimó  la  solicitud  de  la  interesada,  y  se 
declaró  que  no  tenia  en  la  actualidad  derecho  á  que  se  revisase  una  cla- 
sificación que  había  conseotido  con  su  silencio: 

Visto  el  recurso  de  alzada  que  oportunamente  interpuso  la  interesada 
contra  la  espresada  Real  orden  ante  el  Consejo  de  Estado,  en  el  que  la 
representa  D.  Antonio  María  Gómez  Nuñez,  vecino  de  Mndrid,  fundando 
la  apelación  en  que  se  había  alzado  en  tiempo  hábil  de  la  referida  resolu- 
ción de  la  Junta  de  Clases  pasivas: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  pide  que  se  confirme  la  re- 
ferida Real  orden: 

Visto  el  art.  12  del  Real  decreto  de  28  de  diciembre  de  1849,  que  fija 
el  término  de  30  días  para  reclamar  contra  los  acuerdos  de  la  Junta  de 
Clases  pasivas: 

Vistt  el  art.  21  del  de  24  de  mayo  de  1850  que  previene  que  dichas 
sohcitudes  hayan  de  entregarse  en  la  Secretaría  de  la  Junta: 

Y  visto  el  art.  23  del  mismo  Real  decreto,  que  dice:  «El  Consejo  pro- 
curará prescindir  de  los  trámites  que  sin  perjuicio  de  la  justicia  y  debida 
defensa  de  las  partes  puedan  escusarse,  atendida  la  índole  particular  de 
los  negocios:» 

Considerando  que  notificado  á  la  demandante  el  acuerdo  negativo  de 
la  Junta  de  Clases  pasivas  de  4  de  abril  de  1862,  en  19  del  mismo  mes. 
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por  conducto  del  Gobernador  de  Almería,  en  el  12  de  mayo  siguiente  d 
sea  siete  dias  antes  de  cumplirse  el  término  legal,  acudió  aquella  á  dicha 
autoridad,  y  le  hizo  entrega  de  una  solicitud  alzándose  contra  el  citado 
acuerdo: 

Considerando  que  sí  bien  es  cierto  que  por  el  art.  21  del  Real  decreto 
de  24  de  mayo  de  1850  se  previene  que  tales  reclamaciones  se  presen* 
ten  en  la  Secretaria  del  mismo  centro  directivo,  resulta  que  la  interesa^, 
da  residía  en  Almería;  que  por  .esta  razón  se  le  comunico  por  conducta 
del  Gobernador  de  aquella  provincia,  y  que  ante  el  mismo  hizo  la  re-p 
clamacion  oportuna,  creyendo  sin  duda  que  así  debia  verificarlo,  todo 
lo  cual  hace  escusable  su  conducta,  según  el  espíritu  del  art.  23  deleitado 
Real  decreto  de  24  de  mayo  de  1850; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado;  Vengo  en  dejar  sin  efecto  la  Real  orden  de  26  de  junio 
de  1862,  y  mandar  que  el  espediente  se  devuelva  al  Ministerio  de  Hacien-* 
da  para  que  proceda  á  lo  que  haya  lugar  con  arreglo  á  derecho. 

Dado  en  Palacio  á  veintisiete  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  seis.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Álinistros,  Ramón  María  Norvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audi^- 
cia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
íinal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  10  de  enero  ele  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  dé  i 6  de  febrero  de  1867.) 


43. 

Senteneia  (27  de  diciembre  de  1866.). — Invalidación  dbdna 

MATIUCÜLA  EN  LA  FACULTAD  DE  DERECHO.— Sc  COnfirma  CD  partC,  Y  60 

parte  se  deja  sin  efecto,  la  Real  orden  de  25  de  noviembre  de  1863, 
reclamada  por  D.  José  Mur  y  Morera,  y  se  resuelve: 

i.**  Que  los  años  de  estudios  ganados  en  los  Seminarios  solo 
adquieren  el  valor  de  cursos  académicos  por  la  incorporación  que 
de  ellos  se  haga  en  las  Universidades  cotí  arreglo  á  las  disposiciones 
vigentes,  no  pudiendo  por  consiguiente  estenderse  á  los  mismos, 
mientras  no  se  incorporen,  la  prohibición  de  simultaneidad  estable- 
cida en  la  ley,  que  solo  habla  de  cursos  académicos; 

Y  2.®  que  faltos  del  carácter  de  académicos,  sin  la  incorpora- 
ción, los  estudios  hechos  en  los  Seminarios  no  pueden  calificarse 
para  los  efectos  civiles  mas  que  como  meramente  privados,  ni  servir 
de  obstáculo  á  la  validez  de  los  cursos  académicos  legítimamente 
ganados  en  las  Universidades. 

Doña  Isabel  11^  etc. 

aEa  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  ánica 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Ramón  Viñador,  en  re- 
presentación de  D.  José  Mur  y  Morera,  demandante,  y  de  la  otra  mi  FiscaU 
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en  nombre  de  la  AdmiQistraeioa  general,  demandada ,  sobré  revocacioD 
de  ^  Real  orden  de  25  de  noviembre  de  1^63,  en  euaoto  invalidó  la  ma- 
tricule de  Mar  y  Morera  en  varias  asignaturas  de  la  Facultad  de  Dereclio: 

Visto: 

Visto  el  espediente  gui>erBativo,  del  cual  resulta: 

Que  en  la  Secretaria  de  la  Universidad  de  Valenda  se  promovió  espe- 
diente, apareciendo  del  raistoo  que  D.  José  Mur  y  Morera  cursó  desde  4S57 
á  1861  los  cuatro, primeros  años  de  la  Facultad  de  Derecho,  simultaneando 
al  propio  tiempo  los  de  la  de  Teología  en  el  Seminario  conciltar: 

Que  elevado  el  espediente  á  la  Superioridad,  de  conformidad  con  lo 
propuesto  por  el  Consejo  de  Instrucción  pública,  se  resolvió  por  la  Rea^ 
orden  espedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  S3  de  noviembre  de  1863, 
que  5e  invalídese  la  matrícnia  de  Mur  y  Morera  en  las  asignaturas  de  la 
Facultad  de  Derecho,  á  fin  de  ^ue  nunca  pudiera  resultar  que  había  simul- 
taneado dos  carreras  incompatibles,  según  las  disposiciones  vigentes: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licencia- 
do D.  Ramón  Viñador,  en  representación  de  D.  José  Mur  y  Morera,  con  la 
pretensión  de  que  se  revoque  la  precitada  Real  orden  de  25  de  noviembre 
de  1 863,  y  se  declaren  válidos  los  estudios  hechos  por  so  representado  en 
la  Universidad  de  Valencia,  y  los  grados  recibidos  en  ia  Facultadle  Dere- 
cIm,  sin  qne  le  obste  haber  hecho  estudios  no  académicoe: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal,  pidiendo  la  absolución  de 
la  demanda  y  la  confirmación  de  la  Real  orden,  en  la  parte  por  la  misma 
reclamada: 

WsV^  elart.  78  de  la  ley  de  9  de  setiembre  de  t857,  en  el  qne  «se 
prohibe  la  simultaneidad  de  los  cursos  académicos  exigidos  para  cada 
carrera:» 

Vista  la  Real  orden  de  29  de  setiembre  de  1858,  que  autoriza  la  tras- 
lación é  incorporación  en  las  Universidades  de  las  asignaturas  de  Teología 
cursadas  en  los  Seminarios  y  de  lo^  gcados  de  Bachiller  y  Licenciado  en 
Ja  misma  Facultad: 

Considerando  que  Ion  años  de  estudios  ganados  en  los  Seminarios  solo 
adqiiier^Q  e)  valor  de  cursos  académicos  por  la  incorporación  que  de  ellos 
se  haga  en  las  Universidades  con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes,  no 
podiendo  por  coQsiguiente  estenderse  a  los  mismos,  mientras  no  se  incor- 
poren, la  prohibición  de  simultaneidad  establecida  en  la  ley,  que  solo  ha- 
bla de  cursos  académicos: 

Considerando  que  fiitos  de  este  carácter  sin  la  incorporación,  los  esto- 
dios  hedios  en  los  Seminarios  no  pueden  calificarse  paf a  los  efectos  civiles 
mas  que  como  meramente  privados,  oí  servir  de  obstáculo  á  la  vali^ 
dat  de  los  cursos  académicos  legítimamente  gaiíados  en  las  Universidades: 

Considerando  que  no  consta  que  el  demandante  incorporase  en  ningu- 
na U^niversidad  los  años  de  Teología  que  estudió  en  el  Seminario  conctíiar 
de  Valencia; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  def 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  válidos  los  estudios  de  Derecho  que 
el  demaiüdíinte  hiío  en  la  Universidad  de  Valencia,  pero  eon  prohifeicioD 
de  que  pueda  incorporar  los  de  Teología  hechos  el  n^smo  tiemf  o  en  «i  Se- 
minario de  aquella  ciudad;  dejando  sin  efecto  la  Real  orden  reclamada,  en 
lo  que  no  sea  conforme  con  esta  resolución. 

Dado  en  Palacio  á  veiotin«te  de  diciembre  de  mil  OQhocientM  setenta 
V  seis. --Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Cons^  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 
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l^blicacioD.-^Leido  y  pubiícado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  geoerat  del  Ck)osejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu- 
ción iinal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  reflere;  que  se  uña  á  los  mis- 
mos; se  DOtiGqne  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que 
certifico. 

Madrid  40  de  enero  de  i867.—Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
tíacéla  de  17  de  febrero  de  1867.) 


Sentencia  (28  de  diciembre  de  1866.). — RsiNTScao  de  cna 
CANTIDAD.— Se  absuelve  ala  Admiaistracioa  de  la  demanda  iDter- 
puesta  por  D.  Juan  Illas  y  Vidal  y  otros  individuos  que  fueron  del 
Consejo  de  Administración  de  la  Sociedad  titulada  La  Comerciat; 
se  confirma  el  Real  decreto  de  H  de  setiembre  de  1861,  en  la 
parte  á  que  se  contrajo  dicha  demanda,  y  se  resuelve: 

4  .*  Que  las  compafUas  anónimas  no  pueden  estender  sus  opera- 
ciones mercantiles  i  otras  que  las  señaladas  en  la  escritura  de  la 
constitución  y  en  la  autorización  superior  obtenida  para  estable- 
cerse: 

2/  Que  el  acuerdo  de  una  junta  general  de  aecUmistas,  cual- 
quiera que  sea  ^  su  número  y  la  representación  de  acciones  que 
reuna^  no  puede  prevalecer  cuando  es  contrario  d  aquellas  dispo- 
siciones; 

¥  Z.""  que  como  cofiseeuencia  de  esto  debe  exigirse  el  reintegro  al 
fondo  social  de  la  suma  invertida  en  operaciones  distintas  de  las 
autorizadas. 

Doña  Isabel  11^  etc. 

«En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  úoica 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  D.  Juan  Illas  y  Vidal,  D.  Juan  Grau  y 
Don  Luis  Suñol,  vecinos  lie  Barcelona  é  individuos  que  han  sido  del  Con- 
sejo de  Administración  de  la  Sociedad  titulada  La  Comercial,  y  en  s^i 
nombre  el  Licenciado  D.  Juaquin  María  de  Paz,  demandantes,  y  de  lá  otra 
la  Administración  general  del  Estado,  demandada  y  representada  por  mi 
Fiscal,  sobre  revocación  ó  subsistencia  del  Real  decreto  de  11  de  dicietn-* 
bre  de  186i,  en  la  parte  que  previno  que  el  Director  ó  individuos  de  aquel 
Consejo  reintegrasen  al  fondo  social  5,500  pesos  fuertes,  valor  del  precio 
de  adquisición  del  privilegio  de  rifa  de  faeneros  del  país  qué  obttiv»  Don 
Agustín  Feliú  en  ooasion  de  ser  Director  de  la  misma  Sociedad: 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  en  el  año  de  1^57  se  constituido  en  la  ciudad  de  Barcelona  udd 
Sociedad  anónima  titulada  La  Comercialy  díciéodose  en  el  art.  3.®  de  sus 
estatutos  que  el  objeto  de  la  Sociedad  era  la  fabricación,  compra  y  venta 
de  toda  clase  de  hilados  y  tejidos: 

Que  en  la  junta  general  de  accionistas  celebrada  el  11  de  junio 
de  1860,  á  la  que  asistieron  Jpsjrepreseotantes  de  3,470  acciones  de  Ijs 
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6,000  de  que  constaba  el  capital  social,  se  acordó  por  unaDÍmidad,  eD  vis- 
ta del  estado  poco  lisonjero  en  que  se  encontraba,  que  se  disolviese  la  So- 
ciedad^ aprobándose  además  en  ta  misma  junta  el  balance  y  la  propuesta 
de  liquidación  y  convenio  presentados  por  el  que  entonces  era  su  Director 
D.  Lorenzo  Clot,  en  que  éste  se  hacia  cargo  de  todo  el  haber  activo  y  pa- 
sivo y  de  los  derechos  y  obligaciones  de  la  Compañía,  mediante  el  pago  por 
el  mismo  de  todos  los  gastos  de  i  860,  y  el  reitegro  de  cuatro  años  del  ca- 
pital desembolsado;  adicionándose  á  poco  en  otra  junta  las  condiciones  del 
convenio  que  se  babia  aceptado  en  la  anterior: 

Que  examinados  los  antecedentes  en  el  Ministerio  de  Fomento,  al  que 
fueron  remitidos  por  el  Gobernador  de  Barcelona  en  vista  de  que  la  Sociedad 
había  infringido  sus  estatutos  y  las  ihsposí cienes  legales  en  cuanto  destinó 
f),800  duros  á  comprar  al  que  á  la  sazón  era  su  Director,  una  Real  concesión 
para  celebrar  rifas,  con  lo  que  se  apartaba  del  objeto  social  concretamente 
dirigido  á  la  fabricación,  compra  y  venta  de  hilados  y  tejidos,  y  teniendo 
presente  que  el  párrafo  segundo  del  art.  16  de  la  ley  de  28  de  enero  de 
4  848  disponía  que  fuesen  solidariamente  responsables  los  que  á  nombre 
de  una  Conpañía  se  estendiau  á  otras  negociaciones  que  las  de  su  objeto, 
se  espidió  Real  decreto  en  \i  de  diciembre  de  1861,  por  el  cual,  consi- 
puiente  á  los  prevenido  en  el  art.  30  del  reglamento  para  la  ejecución  de 
de  la  citada  ley  y  de  conformidad  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Es- 
tado en  pleno,  se  declaró  disuelta  la  espresada  Sociedad  La  Comercial  con 
ciertas  prevenciones,  siendo  la  primera  el  reintegro  á  los  fondos  sociales 
de  los  5,500  duros  por  el  Director  y  demás  responsables  al  pago,  por  haber 
intervenido  en  el  contrato  de  cesión  hecha  á  la  Sociedad  del  referido  pri- 
vilegio de  rifas  : 

Que  en  su  consecuencia,  los  que  liabian  sido  individuos  del  Consejo  do 
Administración  de  la  indicada  Sociedad  cuando  se  verificó  la  espresadu 
compra,  acudieron  á  la  vía  contenciosa  contra  el  mencionado  Real  de- 
creto en  la  parte  relativa  al  reintegro  de  los  5,500  duros  que  disponin, 
recurriendo  al  propio  tiempo  estos  mismos  socios  y  otros  interesados,  gu- 
bernativamente, en  solicitud  de  que  se  modificara  el  referido  Real  decre- 
to en  aquel  punto  y  en  los  demás  que  respectivamente  les  afectaba,  fun- 
dados los  de  la  Junta  de  gobierno  en  que  el  privilegio  que  compraron  fuó 
solamente  para  la  rifa  de  hilados  y  tejidos  de  fabricación  española,  \o  cual 
entraba  en  el  objeto  de  la  Sociedad,  según  lo  habia  comprendido  el  Go- 
bernador de  la  provincia,  en  el  mero  hecho  de  aprobar  el  traspaso  y  auto- 
rizar con  su  hrma  el  prospecto  publicado  para  celebrar  las  rifas: 

Vista  la  Real  orden  que  recayó  en  virtud  de  esta  instancia  en  30  de 
noviembre  de  i862,por  la  cual,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  el 
Consejo  de  Estado  en  pleno,  se  desestimaron  las  referidas  instancias  y  se 
mandó  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Barcelona  adoptase  las  dis- 
posiciones convenientes  para  que  tuviera  lugar  el  reintegro  de  los  espre- 
sados 5,500  duros: 

Vista  la  indicada  demanda  contencioso-adroínístrak'va  presentada  en 
el  Consejo  de  Estado  por  el  Licenciado  D.  Joaquín  María  de  Paz,  en  nom- 
bre de  D.  Juan  Illas  y  Vidal,  D.  Juan  Grau  y  D.  Luis  Suñol,  individuos 
aue  fueron  del  Consejo  de  Administración  de  la  espresada  sociedad  La 
Cwnercial,  contra  el  mencionado  Real  decreto  en  la  parte  que  se  reíiíre 
al  reintegro  del  precio  de  adquisición  del  privilegio  de  rifas, -sobre  lo  our» 
únicamente  fué  admitida  en  la  via  contenciosa;  en  la  cual  espusieron  los 
demandantes  que  aunque  esperan  con  alguna  confianza  la  modificación  de 
este  estremo  del  citado  Real  decreto,  para  lo  que  hablan   gestionado  gu-^ 
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bernativamente^  recurrían  también  á  la  vía  coDteociosa  para  precaver  el 
trascurso  del  término  legal,  pidiendo  que  se  tuviera  por  hecha  esta  ma- 
nifestación y  por  opuestos  los  reclamantes  al  referido  Real  decreto: 

Vistas  las  comunicaciones  documentadas  que  en  tai  estado  elevó  á  mi 
Gobierno  el  Goberdador  de  la  provincia  de  Barcelona  y  fueron  remitidas 
al  Consejo  de  Estado  con  Real  orden  de  12  diciembre  de  18C5,  de  las 
que  aparece  que  en  una  reunión  de  ios  individuos  que  fueron  de  la  espre* 
sada  Sociedad  en  que  estaban  representadas  5,870  acciones  acordaron 
aprobar  y  con6rmar  el  contrato  relativo  á  la  compra  del  privilegio  de 
rifa: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  pide  la  confirmación  del 
mencionado  Real  decreto  en  la  parte  en  que  ha  sido  impugnado: 

Vista  la  ley  de  28  de  enero  de  1848  sobre  Compañías  mercantiles,  en 
cuyo  art.  16  se  dispone  que  serán  solidariamente  responsables  los  aue  á 
nombre  de  una  Compañía  se  estiendan  á  otras  negociaciones  que  las  ae  su 
objeto,  según  esté  determinado  eu  sus  estatutos  y  reglamentos: 

Visto  el  reglamento  de  17  de  febrero  siguiente,  dictado  para  la  ejecu- 
ción de  la  citada  ley,  que  establece  en  su  art.  30  que  el  Gobierno  con  el 
debido  conocimiento  de  causa,  y  oído  el  Consejo  Real,  suspenderá  ó  anu- 
lará según  estimare  procedente,  la  autorización  de  las  Compañías  que  en 
sus  operaciones  6  en  el  orden  de  su  administración  faltaren  al  cumpli- 
miento de  las  disposiciones  legales  6  de  sus  estatutos: 

Considerando  que  la  Compañía  anónima  titúlala  La  Comercial^  tenien- 
do por  único  objeto  la  fabricación^  ccympra  y  venta  de  toda  clase  de  hila^ 
dos  y  tejidos,  no  ha  podido  estender  á  otras  sus  operaciones  mercantiles 
c6n  arreglo  á  los  límites  fijados  en  la  escritura  de  su  constitución,  á  la  au- 
torización superior  obtenida  y  á  las  disposiciones  citadns:  ' 

Considerando  que  el  acuerdo  de  una  juuta  general  de  accionistas,  cual- 
quiera que  sea  su  número  y  la  representación  de  acciones  que  reúna,  no  pue- 
de prevalecer  cuando  es  contrario  á  aquellas  disposiciones  y  precedentes;  y 
por  lo  tanto  las  resoluciones  tomadas  en  las  juntas  que  celebró  La  Comer ^ 
cial  en  11  de  junio  y  5  de  julio  de  1860,  en  cuanto  hizo  aplicación  de  la 
cantidad  de  5,500  duros  para  la  compra  de  una  concesión  Real  gara  cele» 
brar  rifa  aunque  fuese  de  hilados  y  tejidos  de  fabricación  española,  evi- 
dentemente fueron  contrarias  al  fin  social  indicado: 

Y  considerando  que  es  consecuencia  indeclinable  de  lo  espuesto  exigir- 
se el  reintegro  á  los  fondos  sociales  de  la  indicada  suma  de  5,500  duros; 
reintegro  que  han  de  verificar  el  Director  de  la  Compañía  y  los  demás  so- 
cios que  son  responsables  solidariamente  por  haber  intervenido  en  los 
acuerdos  de  1860: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  Vengo  en  absolver  á  la  Adminis- 
tración de  la  demanda  propuesta  por  D.  Juan  Illas  y  Vidal,  D.  Juan  Grau 
y  D.  Luis  Suñol,  individuos  que  fueron  del  Consejo  de  Administración  de 
ia  Sociedad  titulada  La  Comercial,  y  confirmar  mi  Real  decreto  de  11  de 
diciembre  de  1861  en  ia  parte  á  que  se  contrajo  aquella. 

Dado  en  Palacio  á  veintiocho  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
seis.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Pistado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  el  Consejo  en  pleno  constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó 
que  se  tenga  como  resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere^ 
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ftie  se  QDatá  les  mismos;  se  notifique  en  í&rtna  i  kis  parles,  y  se  inserte  eo 
la  Gaceta;  de  que  eertitíeo. 

Madrid  16  de  enero  de  i867. — Pedro  de  Madrazo. — (Publicada  en  la 
'Gaceta dd  17 de  febrero  de  4867.) 


45. 

CMMvpeteiicia  (14  de  febrera  de  1867.).— IwTWMJEPTACiofí 
BB  üifA  SERVIDUMBRE  DE  VIA.— Sc  decIde  á  favop  de  la  Administra- 
cien  iá  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  protinc  ia 
de  la  Corona  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Santiago,  con  moti- 
vo del  ioterdicto  presentado  por  D.  Antonio  Sánchez  beijas  y  otros 
contra  D.  José  Casal,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  está  dentro  de  las  facultades  que  corresponden,  á  las 
autoridades  administrativas  el  cuidar  de  la  polida  y  vigilancia  de 
los  caminM  públicos ,  no  permitierido  que  éstos  se  intercepten  por 
cerramiento  de  un  terreno  particular: 

2.*  Que  corresponde  á  la  Administración  el  cuidado  y  conser- 
vación de  las  servidumbres  públicas ,  debiendo  acudir  á  ella  los  que 
se  consideren  agraviados  por  alguna  providencia  que  sobre  la  mate- 
ria dictaren  las  autoridades  administrativas, 

Y  5*®  qué^  las  providencias  administrativas  son  revocables  ante 
la  Administración  f  y  no  ante  los  tribunales  de  justieia  en  la  vía  su- 
marisima  del  ihterckcto. 

Ed  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador 
de  la  provincia  de  la  Coruña  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Santiago, 
de  los  cuales  resulta: 

Que  á  nombre  de  D.  Antonio  Saocbez  Seijas,  D.  Andrés  Pórtela,  Don 
DomÍDgo  Rodríguez  y  D.  Francisco  Permuy,  vecinos  de  Santiago,  se  pre- 
sentó en  el  referido  Juzgado  un  interdicto  de  recobrar  contra  D.  José  Ca- 
sal, vecino  de  la  parroquia  de  San  Martin  de  Arínts,  Ayunlamieoto  de 
Santa  María  de  Conjo,  por  haber  cerrado  una  porción  del  monte  Fero,  in  - 
terceptando  la  servidumbre  de  via  que  por  aquel  monte  tenian  los  deman- 
dantes para  ir  á  sus  casas  y  tierras,  cuando  no  podinn  pasar  por  un  trozo 
del  camino  de  Santiago  á  Puente  Ledesma  á  causa  de  las  lluvias  y  de  la 
pendiente  que  tenia: 

Que  sustanciido  el  interdicto  sin  audiencia  del  despojante,  yantes  de 
sentenciarse,  el  Alcalde  de  Conjo,  á  instancia  de  Casal,  oGció  al  Juzgado 
pera  que  se  inhibiera  dei  conocimiento  del  asunto,  haciéndole  presente 
que  se  trataba  de  un  camino  público,  y  acompañando  certificado  de  un 
acuerdo  de  aquel  Ayuntamiento  autorizando  á  Casal  para  cerrar  un  trozo 
del  monte  Fero,  de  su  pertenencia,  según  el  surcado  que  tenia  hecho; 
pues  aunque  en  él  se  incluía  parte  de  un  camino,  trazado  y  abandonado 
después,  de  Santiago  á  Puente  I^esma,  no  se  interrumpía  el  tránsito, 
porque  quedaba  un  espacio  trasversal  de  mas  de  20  metros  para  servicio 
del  camino: 

Que  el  Juez  contestó  al  Alcalde  que  no  estaba  en  sus  atribuciones  pro- 
mover competencia,  ni  se  trataba  de  ningún  camino  público,  y  acordó  la 
restitución  de  que  apeló  Casal: 
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Que  en  tal  estado,  á  coDsecuencia  de  haber  comunicado  el  Alcalde  al 
€oberDador  lo  ocurrido,  enviándole  el  espediente  original ,  y  á  iostancia 
de  Casal,  aquella  autoridad  superior  requirió  de  iohibicion  al  Juez,  sin  ci- 
tar las  disposicioDes  en  que  se  apoyaba ;  y  éste  contestó  que  habiendo  ad- 
inicide  la  apelación  interpuesta  por  Casal,  no  tenia  jurisdicción  mas  que 
para  hacer  cumf»lir  el  faUo  y  remesar  los  autos  á  la  Audiencia: 

Que  el  Gobernador  pidió  informe  al  Consejo  provincial ,  y  de  acuerdo 
con  él  dirigió  á  la  Audiencia  su  requerimiento,  fundándose  en  el  núm.  5.*^ 
del  art.  74,  y  eld.""  del  SO  de  la  ley  de  8  de  enero  4e  1845 ,  y  en  la  Real 
orden  de  8  de  mayo  de  1839 : 

Que  la  Audiencia  ofició  al  Juzgado  para  que  le  remitiera  los  autos ,  y 
en  üu  vista  acordó,  con  el  Fiscal,  devolverlos  al  Juez  para  que  sustanciara 
la  inhibitoria  propuesta: 

Que  hecho  asi,  se  declaró  el  Juez  competente,  sin  celebrar  vista  del  ar- 
tículo, y  apoyándose  en  que  la  autorización  para  el  cerramiento  no  eximia 
á  Casal  de  respetar  las  servidumbres  particulares,  y  en  que  el  interdicto 
versaba  sobre  estos  derechos  y  do  contrariaba  disposiciones  administrati- 
vas legal  mente  tomadas: 

Que  el  Gobernador  insistió  en  su  requirimiento,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  provincial,  resultando  el  presente  conflicto: 

Visto  el  núm.  5.®  del  art.  74  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  que  en- 
carga al  Alcalde,  como  Administrador  d«l{Rieblo,  cuidar  de  todo  lo  relati- 
vo á  policía  urbana  y  rural,  conforme  á  las  leyes,  reglamentos  y  disposi- 
ciones de  la  autoridad  superior  y  Oriienanzas  municipales: 

Visto  el  núm.  3/  del  art.  80  de  la  misma  ley,  que  atribuye  á  los  Ayun- 
tamientos la  facultad  de  arreglar  por  medio  de  acuerdos  el  cuidado,  con- 
«ervacron  y  reparación  de  los  cammos  y  veredas,  pítenles  y  pontones  ve- 
cinales: 

Visto  el  art.  i4  del  Reafl  decreto  de  7  de  abril  de  4848,  que  pone  los 
caminos  vecinales  de  primer  orden  bajo  la  autoridad  y  vigilancia  directa 
de  los  Jefes  políticos,  boy  Gobernadores,  y  los  de  segundo  orden  bajo  la 
dirección  y  cuidado  de  los  Alcaldes: 

Vista  la  Real  orden  de  17  de  mayo  de  1838,  que  en  su  quinta  disposi- 
ción encarda  á  los  Alcaldes  y  Ayuntamientos  que  impidan  el  cerramiento, 
ocupación  ú  otro  embarazo  de  las  servidumbres  páblícas  destinadas  al  uso 
de  hombres  y  ganados,  que  en  ningún  caso  pueden  ser  obstruidas,  y  en  la 
sesta  determina  cómo  han  de  proceder  las  Diputaciones  provinciales  al  ins 
truir  ios  espedientes  sobre  acotar,  para  dehesa  ó  labor,  terrenos  públicos 
de  uso  común: 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  que  prohibe  dejar  sin  efecto 

Íior  medio  de  interdictos  las  providencias  que  dicten  los  Ayuntamientos  en 
os  negocios  que  pertenecen- á  sus  atribuciones  según  las  leyes: 

Visto  el  art.  57  del  reglanoento  de  25  de  setiembre  de  1863,  según  el 
cual  el  Gobernador  que  comprendiese  perteneeerle  el  conocimiento  de  un 
negocio  en  que  se  halle  entendiendo  un  Tribunal  ó  Juzgado  ordinario  ó  es- 
pecial le  requerirá  inmediatamente  deiulíibicion,  manifestando  las  razones 
qne  le  as^tan,  y  siempre  el  testo  de  la  disposición  en  que  se  apoye  para  re- 
clamar el  negocio: 

Visto  el  art.  60  del  mismo  reglamento,  que  previene  al  requerido  la  ce- 
lebración de  vista  del  artículo  de  competencia  con  citación  de  las  partes: 
Considerando: 

1.®    Que  el  hecho  que  motiva  el  interdicto  ha  sido  autorizado  por  la 
providencia  administrativa  quesejia  dictado,  sobre  el  cerramiento  de  un 
TOMO  VII. — Jurisprudencia  administrativa,  44 
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monte  particular,  inmediato  á  un  camino  púbitSo  abandonado  y  á  otras  ser- 
vidumbres; 

2.®  Que  bien  se  mire  esta  providencia  como  autorización  de  un  cerra- 
miento, como  un  acto  de  vigilancia  de  los  caminos  y  sendas  públicas,  ó 
como  otro  acto  cualquiera  de  policía  rural,  está  dentro  de  las  facultades 
que  según  las  leyes  corresponden  á  las  autoridades  administrativas: 

3.®  Que  si  la  servidumbre  que  pretenden  recobrar  los  querellantes  es 
pública,  han  debido  acudir  á  la  Admioistracion,  encargada  del  cuidado  y 
conservación  de  las  de  tsta  clase;  y  si  es  privada,  también  han  debido  acu- 
dir á  la  Administración  para  que  reforme  su  providencia,  si  creen  que  por 
ella  se  lastiman  sus  derechos,  porque  los  actos  de  este  orden  son  revoca- 
bles ante  la  misma  Administración,  y  no  ante  los  Tribunales  de  justicia  en 
lavia  sumarísima  del  interdicto; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno. 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración,  y  lo 
acordado. 

Dado  en  Palacio  á  catorce  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  sie- 
te.—Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  23  de  febrero 
de  1867.) 


Sentencia  (28  de  diciembre  de  1866.). —Declaración  del 
DOMINIO  ÚTIL.— Se  absuelve  á  la  Ad Míinislracion  de  la  demanda  en- 
labiada por  D.  Ruperto  Herranz  y  otros  contra  la  Real  orden  de 
i3  de  julio  de  1863;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

1.®  Que  solo  puede  declararse  derecho  al  dominio  útil  de  una 
finca  del  Estado  licuada  en  arrendamiento  con  anterioridad  al  año 
de  4800,  cuando  se  acredite  cumplidamente  la  transmisión  del  mismo 
de  una  manera  no  interrurnpida  en  la  familia,  y  que  el  precio  que 
se  pagaba  no  escedia  de  1,100  rs.  en  el  año  1800; 

F2.^  que  no  pueden  apreciarse  en  la  via  contenciosa,  para  di- 
cho efecto,  los  documentos  que  no  se  presentaron  en  tiempo  oportuno 
en  la  via  gubernativa. 

Doña  Isabel,  II,  etc. 

((En  el  pleito  pendiente  en  el  Consejo  de  Estado,  en  primera  y  .única 
instancia,  entre  parles,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Eleuterio  Rodriguez 
Carvajal,  á  nombre  de  D.  Ruperto  Herranz  y  otros,  demandante,  y  de  la 
otra  la  Administración  general  del  Estado,  demandada;  sobre  revocación 
de  la  Real  orden  de  13  de  julio  de  1863,  que  les  denegó  el  dominio  útil  de 
varias  tierras  procedentes  del  hospital  de  Misericordia  de  la  ciudad  de 
Segó  via: 

Vistos: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  en  2  de  marzo  de  1856  acudieron  separadamente  al  Gobernador 
de  la  provincia  de  Segovia  en  tres  instancias  Ruperto  Herranz,  Luis  Gó- 
mez, Miguel  de  Miguel,  Ignacia  López,  viuda  de  Felipe  Delgado,  y  José  Es- 
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corial,  vecÍDOs  de  Aiden  de!  Rey,  manifestando  que  por  si  y  sus  famüias 
habíaD  ilevadoeu  arrendamieuto  desde  antes  del  año  de  4  800  varías  tierras 
y  parle  de  una  bodega,  perlenecientes  al  Hospital  de  la  Misericordia  de  la 
cindad  de  Sef^ovia,  y  pidiendo  que  se  les  coocediera  el  dominio  útil  y  la 
redención  del  directo  de  las  mismas: 

Que  los  interesados,  con  el  íio  de  justificar  en  debida  forma  sus  aíir* 
maciones  y  en  atención  á  no  poder  presentar  testimonio  de  escrituras  de 
arrendamiento  por  no  haberse  otorgado,  solicitaron  del  Alcalde  de  Aldea 
del  Rey  aue  se  les  admitiese  información  testifical,  y  practicada  ésta  con 
citación  del  Procurador  Síndico  del  Ayuntamiento  de  Aldea  del  Rey,  cua- 
tro testigos  vecinos  del  mismo,  de  otício  labradores,  mayores  de  60  años, 
declararon  <|ue  saben  y  les  consta  que  las  fincas  del  Hospital  de  la  lliseri- 
cordia  de  Segovia  que  labran  Ruperto  Herranz,  Luis  Gómez,  Miguel  de 
Miguel,  Ipnacia  López,  viuda  de  Felipe  Delgado,  y  José  Escorial,  sus  con- 
vecinos, fueron  antes  labradas  por  sus  padres  y  abuelos  y  nunca  arren- 
dadas por  medio  de  escritura,  sino  que  de  muy  antiguo  las  traian  en  ren- 
ta por  la  tácita  sin  formalizar  arriendo  alguno:  que  les  consta  que  han 
venido  labrando  por  sí  las  tierras  los  precitados  sugetos,  sus  padres  y 
abuelos,  desde  antes  del  año  de  Í800,  sin  que  en  su  disfrute  y  aprove- 
chamiento haya  habido  interrupción  alguna;  y  que  por  las  espresadas 
tierras  nunca  han  pagado  mas  que  24  fanegas  r?e  trigo  y  430  rs.  anuales 
en  mefálico  Ruperto  Herranz  y  Luis  Gómez,  42  fanegas  y  65  rs.  José  Es- 
corial, y  24  fanegas  y  430  rs.  Miguel  de  Miguel  é  lí^nacia  López,  ó  sean, 
entre  todos,  60  fanegas  de  trigo  y  325  rs.  en  metálico: 

Que  también  presentaron  Ruperto  Herranz  y  consortes  un  testimonio 
de  la  escritura  de  arriendo  otorgada  de  mancomún  en  26  de  marzo  de 
1780  por  Pedro  Frutos,  Santos  Gil  Sanz,  Juan  de  Miguel,  Manuel  Tardón 
Castellanos  y  Valentín  Tejedor,  de  las  tierras  y  viñas  que  posee  el  hospital 
denominado  de  la  Misericordia,  por  la  renta  de  45  fanegas  de  trigo  y 
tiempo  de  ocho  años,  que  dieron  principio  en  agosto  de  4789:  testimonio 
que  además  comprende  el  de  la  escritura  otorgada  en  el  año  de  4858  por 
Ruperto  Hnrranz,  Miguel  de  Miguel,  Luis  Gómez,  Ignacia  López  y  José 
Escerial,  quienes  de  mancomún  recibieron  en  arrendamiento  las  hereda- 
des por  tiempo  de  ocho  años,  pagando  encada  uno  la  renta  de  60  fanegas 
de  trigo  y  325  rs,  en  metálico: 

Que  asimismo  presentaron  los  referidos  interesados  varios  recibos  de 
pagos  hechos  por  cuenta  de  la  renta  de  las  tierras  que  llevaban  en  ar- 
riendo: 

Que  los  mencionados  reclamantes  pidieron  que  para  justificar  desde 
qué  tiempo  venian  cultivando  las  tierras  del  Hospital  de  la  Misericordia,  se 
les  admitiese^  como  se  les  admitió,  información  testifical,  de  la  que  resul- 
ta: que  tres  testigos  vecinos  de  Aldea  del  Rey ,  mayores  de  60  años,  de 
oficio  labradores,  dijeron:  que  era  cierto,  y  les  constaba  por  haberlo  pido 
toda  su  vida  y  á  sus  mayores ,  que  Santos  Gil  Sanz,  Luis  Perlado,  como 
marido  de  Francisca  Herranz,  hija  de  aquel,  y  Ruperto  Herranz,  como 
marido  de  Casilda  Perlado,  vienen  labrando  en  arrendamiento,  sin  nin- 
guna interrupción  desde  el  año  de  4789,  unas  veces  por  escritura  y  otras 
por  la  tácita,  un  cuarto  de  heredades  en  su  término,  propias  del  Hospital 
de  la  Misericordia,  sin  que  nunca  hayan  salido  de  su  familia;  que  les  cons- 
ta que  desde  el  referido  año  de  4789  hasta  el  dia  vienen  también  labrando 
otro  cuarto  de  heredades  de  la  misma  procedencia,  primero  Santos  Gil 
Sanz,  por  su  muerte  Enrique  Gómez,  marido  de  Teresa  Gil ,  y  por  la  de 
esta  su  viudo  el  mismo  Enrique^  á  quien  ha  sucedido  su  hijo  el  solicitante 


Digitized  by 


Google 


i  os  JUAXSPRÜDltfGIA  Á1)H1NI3TRÁTITA. 

Luís  Goipez,  habiendo  verificado  el  arriendo  unas  veces  por  escritura  y 
coDtinuáDdolo  otras  por  la  tácita;  que  coDOcieroo  también  labrar  hasta  su 
fallecimiento  á  Pedro  Tardón  otro  cuarto  de  renta,  habiendo  oído  decir 
que  le  tenia  por  fallecimiento  de  su  padre,  y  que  en  la  actualidad  desde  su 
muerte  le  labra  en  el  propio  concepto  José  Escorial,  como  nwirido  de  Isabel 
Tejedor,  hija  de  Pedro,  y  continúa  en  la  actualidad  en  la  labranza  del  men- 
cionado cuarto  de  tierra  en  virtud  de  escritura  de  arriendo  otorgada  en  el 
año  185g,  lo  cual  es  púWico  y  notorio;  y  finalmente  que  asimismo  les  cons- 
ta que  desde  antes  del  iodicado  año  de  1789  vienen  labrando  tierras  proce- 
dentes det  Hospital  de  la  Misericordia  Juan  de  Miguel  y  su  hijo  Miguel  que 
Jas  disfruta  por  muerte  de  su  padre  sin  interrupción,  siendo  ademas  cierto 
que  desde  el  espresado  año  í  789  las  vienen  labrando,  primero  Felipe  Del- 
gado, marido  que  fué  de  Ignacia  López,  y  después  ésta  que  lo  disfruta  en 
el  día  á  nombre  de  sos  hijos: 

Que  la  anierior  información  fué  aprobada  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Segovia,  y  después  los  interesados  presentaron  las  partidas  sa- 
cramentales que  á  continuación  se  espresan:  la  de  casamiento  de  Ruperto 
Herranz  con  Casilda  Perlado  y  la  de  bautismo  de  esta;  la  de  casamiento  de 
Enrique  Gómez  con  Ana  Gil  García;  la  de  bautismo  de  Luis  Gómez,  hijo 
legítimo  de  Enrique  Gómez  y  de  Feliciana  Tardón;  la  de  casamiento  de 
José  Escorial  con  Isabel  Tardón,  hija  de  Pedro  y  de  Juliana  Herranz;  la 
de  bautismo  de  Isabel  Tardón;  la  de  defunción  de  BartoJomé  González, 
marido  de  María  Sauz;  la  de  bautismo  de  Bartolomé  González,  de  Miguel 
de  Miguel  y  de  Felipe  Delgado;  la  de  casamiento  de  Felipe  Delgado  con 
Ignacia  López: 

Que  di  la  relación  jurada  de  las  fincas  que  llevan  los  reclamantes  apa- 
rece que  pagaban  anualmente  de  renta  Ruperto  Herranz  18  fanegas  de 
trigo  y  97  rs.  en  metálico;  Luís  Gómez  cuatro  fanegas  y  ^2  y  medio  rs.; 
José  Escorial  4^  fanegas  y  65  rs.;  Miguel  de  Miguel  42  fanegas  y  65  rs.,  é 
Ignacia  Lopez'igual  renta: 

Que  los  interesados  manifestaron  contestando  á  un  oficio  de  la  Admi- 
nistración principal  de  Propiedades  dirigido  al  Alcalde  de  Aldea  del  Rey, 
que  querían  la  redención  del  arrendamiento  á  plazos,  según  se  dispone  en 
la  ley,  y  reclamaban  el  derecho  para  sí  y  no  para  cederle: 

Quede  la  liquidación  y  capitalización  practicada  por  la  Administración, 
resulto^que  las  fanegas  de  trigo  que  pagan  los  interesados,  apreciados  á 
28  rs.  36  cents. ,  precio  medio  de  la  fanega  en  el  decenio  del  año  4840  al 
de  4850,  importan  4  645  rs.  y  8  cents.,  y  ¡o  que  los  mismos  satisfacen  en 
metálico  asciende  á  3H4  rs.  50  cents.,  lo  cual  en  conjunto  dá  un  capital 
de  39,387  rs.  50  cents. 

Que  el  Obispo  de  Segovia,  único  patrono  del  Hospital  de  la  Misericor- 
dia, informa  que  no  le  es  posible  adquirir  conocimiento  exacto  de  las  fin- 
cas sin  verificar  un  nuevo  deslinde,  y  que  las  redenciones  fijando  por  tipo 
la  renta  que  exigía  el  establecimienta  á  sus  colonos  son  muy  gravosas  al 
mismo,  por  que  fué  siempre  muy  considerado  y  compasivo  con  ellos,  y  que 
la  heredad  venia  arrendada  en  globo  y  la  renta  nunca  bajó  de  70  fanegas 
de  trigo  con  325  rs.,  siendo  de  cuenta  de  los  arrendatarios  el  pago  de  conr 
tnbucsones,  importante  en  todo  mas  de  2,300  rs.,  por  lo  cual  cree  que 
no  parece  procedente  la  redención  que  se  solicita: 

Que  el  Administrador  del  Hospital  de  la  Misericordia  certifica  que  en 
las  cuentas  originales  que  obran  en  aquella  oficina,  figuran  como  arren- 
datarios de  las  tierras  de  que  se  trata  los  sugetos  que  á  continuación  se  es- 
presan por  las  cantidades  que  se  mencionan:  Manuel  Tardón  y  consortes 
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desde  1795  á  iS06,  pagando  la  renta  anual  de  45  fanegas  de  trigo  y  325 
reales  en  metélico: 

Los  misinos  desde  1807  á  ISiOoon  igual  renta: 

Juan  de  Miguel  y  compañeros  desde  4811  á  1844  pagando  55  fanegas 
de  triffo  y  325  rs.  en  metálico: 

Felipe  Delgado  y  compañeros  desde  1845  á  1848  pagando  la  renta  de 
55  fanegas  de  trigo  y  825  rs.  en  metálico: 

Los  mismos  desde  1849  i  50  pagando  60  fanegas  de  trigo  y  325  en 
metálico: 

Pedro  Delgado  y  compañeros  desde  1851  á  1856  con  la  misma  renta: 

Los  hijos  de  Pedro  González  desde  18t57  á  1859  pagando  igual  renta: 

Ruperto  Herranz  y  compañeros  desde  1860  á  1861  pagando  las  mis* 
mas  60  fanegas  de  tri^o  y  325  rs.  en  metálico: 

Que  también  certifica  el  precitado  Administrador  que  no  existen  las  es- 
crituras de  arrendamiento,  y  que  no  teniendo  á  la  Tista  las  partidas  de 
bautismo  y  casamiento,  no  puede  afirmar  ni  negar  que  las  tierras  objeto 
del  certificado  las  hayan  llevado  en  renta  desde  antes  de  1800  sin  altera- 
ción individuos  de  una  misma  familia: 

Que  lo  certificado  por  el  referido  Administrador  f«ó  cotejado  por  el 
Promotor  fiscal  deflaeienda,  y  se  halló  conforme  con  los  originales  á  que 
se  refiere: 

Que  la  junta  superior  de  Ventas,  con  vista  del  espediente  instruido  á 
solicitud  de  José  Escorial,  vecino  de  Aldea  del  Rey,  como  nvarido  de  Isa- 
bel Tardón,  en  reclamación  del  dominio  útil  de  varías  tierras  procedentes 
del  hospital  de  la  ciudad  de  Segovia  que  lleva  en  arrendamiento, en  sesión 
celebrada  en  12  de  marzo  de  1863,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por 
la  Dirección  del  ramo  y  ta  Asesoría  general  del  Ministerio  de  Hacienda,  y 
vista  otra  instancia  del  mismo  interesado,  de  Ruperto  Herranz,  Miguel  de 
Miguel,  Ignacia  López  y  Luis  Gómez,  presentada  en  junio  de  f861  solici- 
tando también  el  dominio  útil  de  dichas  tierras,  acordó  desestimar  la  pre- 
tensión ÓA  los  recld mantés: 

Que  en  13  de  julio  de  1863  recayó  la  Real  orden  por  la  que  se  confirmó 
la  referida  resolución  de  la  Junta  superior  de  Ventas,  y  se  neg5  en  conse- 
cuencia á  Ruperto  Herranz,  Miguel  de  Miguel,  Ignacia  López*  y  José  Es- 
corial el  dominio  átil  que  hablan  solicitado: 

Que  después  de  dictada  la  referida  Real  orden  acudieron  los  interesa- 
dos al  Ministerio  de  Hacienda  solicitando  que  se  dejase  sin  efecto  en  con- 
sideración á  lo  que  resultaba  de  los  antecedentes,  ae  los  docomentos  pre- 
sentados con  anterioridad  y  de  las  cuatro  escrituras  que  acompañaron, 
otorgadas  á  favor  de  los  causa  habientes  de  Miguel  de  Miguel  y  consortes 
en  los  años  de  1797, 1805,  1828  y  1848,  y  de  hs  correspondientes  partí- 
da's  sacramentales  de  los  reclamantes,  que  enlazan  á  estos  con  los  que  ñie- 
ron  llevadores  de  las  fincas  en  cuestión  desde  fines  del  siglo  pasado: 

Y  por  último,  que  el  Ministerio  de  Hacienda  resolvió  con  un  visto  la 
precitada  instancia: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licenciado 
D.  Bleuterio  Rodríguez  Carvajal,  pidiendo  la  revocación  de  la  Real  orden 
de  10  de  agosto  de  1863  (debe  ser  13  de  julio)  y  que  se  acceda  á  las  re- 
clamaciones de  Miguel  de  Miguel  y  consories.  respecto  de  la  indicada  he- 
redad de  tierras  labrantías  pertenecientes  al  Hospital  de  la  Misericordia  de 
la  ciudad  de  Segovia: 

Visto  el  escrito  en  que  mi  Fiscal  pidió  la  absolución  de  la  demanda  y 
h  confirmación  de  la  referida  Real  orden: 
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Vistas  las  leyes  de  4.®  de  mayo  de  4835,  27  de  febrero  y  4  4  de  julio  de 
4856  y  las  instruccioües  dictadas  para  su  ejecución,  (|ue  prescriben  como 
condiciones  indispensables  para  la  redención  del  dominio  útil  y  consolida- 
ción del  directo  en  los  arriendos  de  lincas  nacionales,  que  estos  sean  an- 
teriores al  año  de  1800,  que  se  hayan  continuado  sin  interrupción  en  la 
familia,  y  que  la  renta  no  haya  escedido  de  1 ,400  rs.; 

Vista  la  disposición  9.*  de  la  Real  orden  de  24  de  diciembre  de  4860,  la 
cual  declara  que  tanto  en  el  caso  en  que  sea  uno  solo  el  arrendatario,  co- 
mo en  el  que  lo  fueren  mas,  es  necesario  que  el  precio  total  pagado  en  4800 
no  escoda  de  4,400  rs.: 

Vista  la  orden  de  la  Dirección  general  de  fincas  del  Estado  de  43  de 
mayo  de  4861,  por  la  que  se  otorgó  á  los  demandantes,  como  último  tér- 
mino para  completar  sus  pruebas,  el  de  30  dias  precisos: 

Considerando  que  al  dictarse  la  Real  orden  que  puso  término  al  espe- 
diente gubernativo,  no  obraban  en  él  otros  comprobantes  del  derecho  que 
Ruperto  Herranz  y  consortes  pretenden  tener  para  la  redención  y  consoli- 
dación indicadas,  que  dos  escrituras  referentes  á  los  años  4798  y  4856,  al- 
gunos recibos  de  pago  de  las  rentas  hechos  por  los  mismos,  y  una  informa- 
ción de  testigos  suministrada  en  el  Juzgado  de  Segovia:  pruebas  incomple- 
tas y  de  todos  modos  insuficientes  para  justificar  el  arriendo,  su  trasmisión 
no  interrumpida  en  la  familia,  y  el  precio  que  se  habia  pagado: 

Considerando  que  dictada  con  tales  antecedentes  la  Real  orden  impug- 
nada denegando  la  solicitud  de  los  demandantes,  la  revocación  que  de  la 
misma  pretenden  es  á  todas  luces  improcedente,  por  mas  que  para  ello  se 
invoque  el  valor  legal  de  las  cuatro  escrituras  y  de  las  partidas  de  entron- 
que, que  tardíamente  se  han  presentado,  porque  no  habiéndolo,  hecho  en 
la  vía  gubernativa  á  pesar  del  último  plazo  que  para  ello  se  les  concedió, 
no  pudieron  ser  apreciadas,  y  falta  por  consiguiente  la  base  para  que  lo 
sean  hoy  en  la  contenciosa: 

Considerando  además,  que  aun  cuando  fuera  dado  prescindir  de  seme- 
jante irregularidad,  el  éxito  del  litigio  liabria  de  ser  el  mismo,  toda  vez  que 
aparece  justificado  que  el  arriendo  de  las  tierras  de  que  se  trata  se  hizo  en 
común,  y  que  así  contemplado  el  arrendamiento,  escede  de  los  4,100  rs., 
tipo  marcado  por  la  ley; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  ala  Administración 
y  confirmar  la  Real  orden  de  43  de  julio  de  4863. 

Dado  en  Palacio  á  veintiocho  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  seis.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Ser 
cretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos, 
se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  40  de  enero  de  4867.— Pedro  de  Madrazo. — (Publicada  en  la 
Gaceta  de  4.®  de  marzo  de  4867.) 
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VENTA  POR  DÉBITOS  DE  CENSOS. — Se  dccíde  á  favor  de  la  Admiois- 
tracion  la  corapetencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provin- 
cia de  Castellón  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  la  capital,  con 
motivo  del  interdicto  de  recobrar  interpuesto  por  Vicente  Bellés 
contra  el  Alcalde  de  Cabanes,  y  se  resuelve: 

i.^  Que  correspondiendo  á  las  autoridades  administrativas  y 
tribunales  de  su  orden,  el  conocimiento  de  las  cuestiones  que  se  sus 
citen  con  motivo  de  las  escepciones  de  subastas  y  de  la  nulidad  de 
las  efectuadas  en  las  fincas  indebidamente  enajenadas  por  la  nacioni 
á  las  mismas  compete  llevar  á  efecto  sus  acuerdos  y  conocer  en  to- 
dos los  incidentes  que  se  promuevan  hasta  que  el  dueño  legitimo  de 
la  cosa  vuelva  á  su  quieta  y  pacifica  posesión: 

2.®  Que  no  puede  ser  contrariada  por  el  interdicto  la  providen- 
cia tomada  por  una  autoridad  administrativa  dentro  del  circulo  de 
sus  atribuciottes; 

¥  3.°  que  la  circunstancia  de  que  la  finca  mandada  devolver  no 
se  halle  en  poder  del  que  la  subastó,  no  puede  contrariar  la  compe- 
tencia de  la.  Administración,  puesto  que  esta  es  la  que  debe  decidir 
sobre  la  legitifnídad  del  titulo  con  que  aquella  se  veiidió,  y  la  devo- 
lución no  se  opone  al  ejercicio  de  las  demás  acciones  que  asistan  al 
particular  agraviado. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  eotre  el  Gobernador 
de  la  provincia  de  Castellón  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  la  capital, 
de  los  cuales  resulta: 

Que  promovido  espediente  ante  la  Junta  superior  de  Ventas  de  tincas 
del  Estaoo  á  nombre  cíe  varios  propietarios  de  Cabanes,  con  el  objeto  de 
que  ^e  rescindiera  la  venta  de  las  fincas,  que  por  débitos  de  censos  les  ha- 
bían sido  enajenadas,  la  Junta  superior,  accediendo  á  lo  solicitado,  acordó 
anular  las  subastas  de  las  tiincas  designadas  con  los  números  39,  44^  45, 
46,  47  y  48  del  inventarío,  indemnizando  á  los  compradores  de  los  gastos 
originados  y  plazos  satisfechos,  y  mandando  se  repusieran  las  cosas  ai  ser 
y  estado  que  tenian  anteriormente;  cuyo  acuerdo  fué  comunicado  á  la 
Administración  principal  de  Propiedades  de  ia  provincia  y  al  Alcalde  de 
Cabanes  para  su  debido  cumplí mien^.o: 

Que  oponiéndose  alguno  de  los  compradores  á  efectuar  la  devolución 
de  las  fincas,  se  reprodujo  la  orden  al  Alcalde  para  que  restituyera  inme- 
diatamente en  la  posesión  á  los  legítimos  dueños: 

Que  hecha  relación  á  esta  autoridad  por  Pascual  Boa,  primitivo  due- 
ño de  la  casa  sita  en  la  calle  del  Plasicol  del  pueblo  de  Cabanes,  vendida 
eon  el  número  44,  que  su  poseedor  actual  Vicente  Bellés  se  negaba  á  de- 
jarla á  disposición  de  aquel;  el  Alcalde  citó  á  Bellés,  y  en  vista  de  su  re- 
sistencia se  personó  en  la  casa  en  cuestión,  y  delante  de  testigos  entregó 
á  Pascual  Bon  las  llaves,  constituyéndolo  como  á  su  único  y  verdadero 
dueño: 

Que  contra  este  acto  del  Alcalde  presentó  Vicente  Bellés  ante  el  Juzga- 
do de  primera  instancia  de  Castellón  un  interdicto  de  recobrar,  alegando 
qoe  había  comprado  á  D.  Antonio  Soto  la  mitad  de  la  casa  que  este  subas- 
tó al  Estado,  y  que  el  Alcalde  le  había  despojado  de  una  posesión  qqe  le- 
gítimamente decía  corresponder  le: 

Que  sustanciado  el  interdicto  sin  audiencia  del  querellado,  recayó 
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auic)  resUtutorío,  que  fcé  llevado  á  efeüte;  y  obtígado  -el  Alcalde  á  la  st^** 
tisfaccion  de  danos,  acudió  ai  Godermidor  de  la  proviocia  solicitando  re^ 
quiriera  al  Juzgado  de  iDhibicioD: 

Que  el  Gobernador  despachó  el  requerirnienlo  fundándolo  en  la  Real 
orden  de  8  de  mayo  de  i  839,  art.  40  de  la  ley  de  Contabilidad  de  20  dé 
febrero  de  1850;  art.  96,  párrafo  octavo  y  art.  163  de  la  instrucción  de  31 
de  mayo  de  1858  y  Real  Orden  de  4 1  de  abril  de  1860: 

Que  sustanciada  la  competeircla,  en  que  se  premorfó  incidente  acerca 
de  si  debía  ser  «n  «lia  parte  el  querellado,  el  Juez  mantUTo  su  jurisdíc* 
cion  alegando  que  no  se  dirigía  á  Vioetrte  Bel  les  to  érden  de  la  Junta  de 
Ventas  de  fincas;  que  no  babiendo  sjdo  adquireate  aJ  fi6tado  de  la  casa« 
Di  coQirttado  con  la  Hacienda,  eJ  Alcalde  no  tenía  facukad  para  despo- 
jarle de  lo  que  legítimamente  había  comprado  á  otro  particular:  que  tam- 
poco el  Alcalde  pudo  proceder  en  virtud  de  atribuciones  delegadas,  por» 
que  la  Junta  de  Ventas  carecía  de  ellas  cuando  se  trata  de  terceros  po- 
seedores que  no  han  comprado  al  Estado;  y  finalmente,  que  por  esta  ra- 
zón la  cuestión  motivo  del  interdicto  era  independiente  de  la  subasta  so- 
metida á  los  Tribunales  de  jurisdicción  ordinaria: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  «on  el  Consejo  provioeifti,  insis&iá  ea 
el  requerimiento,  dando  lugar  con  ello  jl  presente  conflicto,  qua  base* 
guido  sus  trámites : 

Vista  la  Real  orden  de  25  de  enero  de  1849,  que  declara  conteacioso- 
admioístrativo,  y  en  su  caso  de  la  competencia  de  los  Consejos  provincia- 
les y  del  Real,  hoy  de  Estado,  todo  lo  relativo  á  la  validez  ó  nulidad  de  las 
"ventas  de  bienes  nacionales,  á  la  interpretación  de  sus  cláusulas,  á  k  de- 
signación de  la  cosa  enajenada  y  dechracion  de  la  persona  á  quién  se 
vendió,  á  la  ejecución  del  contrato:  , 

Vistos  ios  números  i .®  y  S.*^  del  art.  96  de  la  instrucción  de  31  de  mayo 
de  1855,  según  los  cuales  debe  oenocer  la  Junta  de  Ventas  de  las  escep- 
cíonesque  se  promuevan  de  la  desamortización,  y  de  todas  tías  reclaroacio- 
v.es  6  incidencias  de  ventas  de  fincas,  censos  ó  sns  redenciones : 

Vista  h  Real  orden  de  13  de  febrero  de  i8€2,  que  después  dé  declarar 
que  no  han  sido  nunca  ni  ñor  nadie  controvertidas  las  delegaciones  de  la* 
cultades  hechas  en  favor  de  las  autoridades  locales  por  los  Conaisiosados 
de  Ventas,  autoriza  espresaroente  á  estos  fundmiarios  para  que  contináeo 
delegando  sus  facultades  en  los  Jueces  de  paz  y  Alcaides  de  ios  pueblos 
donde  radiquen  las  fincas,  y  por  su  medio  pongan  en  posesión  de  ei;las  á 
los  compradores: 

Visto  el  art.  84,  párrafo  tercero  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  i$63» 
que  atribuye  al  conocimiento  y  faHode  los  Consejos  ^ovincíales  las  cues- 
tiones relativas  á  la  validez,  inteligencia  y  cumplimiento  de  los  arriendos 
y  ventas,  celebradas  por  ^a  Administración  provkicial  de  Propiedades  y 
Dereclios  del  Estado  y  actos  posesorios  que  de  aqueiltis  Jie  deriv^íii  hasta 
que  el  comprador  ó  adjudicatario  sea  puesto  definitívamenie  en  posesioB 
dé  dichos  bienes: 

Visto  «I  art.  63  de  la  ley  de  Ayuntamientos,  que«n  sus  números  i.®  J 
4.®  comprende,  entre  las  atribuciones  del  Alcalde,  como  delegado  del  Go- 
bierno y  bajo  la  autoridad  ¡io mediata  del  Jefe  ¡polhit»',  lioy  ^Gobernador,  el 
ejecutar  las  disposiciones  de  la  Administración  superior  y  desempeñar  to- 
das las  funciones  especiales  que  le  seSalen  hs  kyes,  Reales  órdenes  y  re- 
glamentos sobre  reenipkzo  del  ejército,  Beneficencia,  Instrucciou  pública» 
Estadística  y  demás  ramos  do  la  Administradmi: 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  que  prohibe  la  admisión  de 
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ioterdíctos  contra  providencias  de,  los  Ayuntamientos  y  Diputaciones  pro- 
vinciales en  materia  de  sus  atribuciones  legitimas: 
Considerando: 

i.*  Que  atribuido  en  las  disposiciones  antes  citadas  á  las  Autoridades 
administrativas  y  Tribunales  de  su  orden,  el  conocimiento  de  las  cuestio- 
nes que  se  susciten  con  motivo  de  las  escepciones  de  subastas  y  de  la  nu- 
lidad de  las  efectuadas  en  las  fíncas  indebidamente  enajenadas  por  la  na- 
ción, á  estas  mismas  Autoridades  corresponde  llevar  á  efecto  sus  acuerdos 
y  conocer  de  todos  los  incidentes  ijue  se  promuevan  hasta  que  el  dueño 
legitimo  de  la  cosa  vuelva  á  su  quieta  y  pacífica  posesión: 

2.*"  Que  el  Alcalde  de  Gabanes,  en  el  acto  motivo  del  interdicto,  obró 
dentro  del  círculo  de  las  atribuciones  que  le  competen  como  delegado  de 
la  Administración  activa,  y  su  providencia  no  pudo  ser  contrariada  por 
medio  de  interdictos: 

3.°  Que  la  circunstancia  de  que  la  finca  mandada  devolver  no  se  halle 
en  poder  del  que  la  subastó  no  puede  contrariar  la  competencia  de  la  Ad- 
ministración en  el  presente  caso,  puesto  que  es  la  única  autoridad  que 
debe  decidir  sobre  la  legitimidad  del  título  con  que  se  vendió  aquella 
fíüca,  y  la  devolución  acordada  no  embaraza,  si  se  opone  al  ejercicio  de 
las  demás  acciones  que  asistan  al  particular  agraviado; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado,  en  pleno, 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración. 

Dado  en  Palacio  á  veintiuno  de  febrero  de  rail  o(;liocienfos  sesenta  y 
siete. — Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  2  de 
marzo  de  1867.) 


Ounnetencia  (21  dé  febrero  de  1867.). —Servidumbre  de 
CAMINO. — ^Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  competencia 
suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Patencia  y  el  Juez 
de  primera  instancia  de  Astudillo,  con  motivo  del  interdicto  pre- 
sentado por  D.  Sabino  Ojero  contra  D.  Rosendo  Bustos,  y  se  re 
suelve: 

1.®  Que  ¡a  iuestion  que  se  refiere  á  la  conservación  del  estado 
posesorio  de  una  servidumbre  constituida  en  el  predio  de  un  parti- 
cular á  favor  de  otro  particular,  es  esencialmente  de  interés  pn- 
vado: 

S."*  Que  tratándose  de  cuestiones  sobre  fincas  desamortizadas^ 
$úlo  puede  conocer  la  Administración  de  las  querellas  que  se  estimeti 
derivadas  de  la  subasta  de  dichas  fincas; 

73.**  que  la  falta  de  precedencia  de  la  reclamación  gubernativa 
á  la  judicial,  cuando  proceda,  no  es  bastante  para  fundar  la  compe- 
tencia de  la  Administración. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador 
de  la  provincia  de  Palencia  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Astudillo,  de 
ios  cuales  resulta: 

Que  á  nombre  de  D.  Sabino  Ojero ,  comprador  al  Estado  de  la  dehesa 
TOMO  yii.—Jurisprudencia  administrativa.  15 
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La  MmEuela,  tékrmÍDO  de  Torqnemada,  se  acudió  ante  elréférído  Juzgado 
en  querella  manifestando  que  desde  enero  de  1861,  en  que  habla  adquirí - 
do  la  finca  se  hallaba  en  quieta  y  pacífica  posesión  de  «Da  servidumbre 
constituida  sobre  la  dehesa  colindante  denominada  Cordovilla,  yque  con- 
sistía en  la  cañada  ó  camino  de  1*6  metros  de  anchura  que,  atravesando  la 
espresada  dehesa  desde  el  sitio  de  la  Colada,  llegaba  hasta  la  puerta  de  la 
propiedad  del  querellante;  pero  que  por  parte  de  D.  Rosendo  Bustos,  com- 
prador también  al  Estado  en  186^  te  la  finca  la  CordovíDa  ,  se  le  habia 
perturbado  en  el  disfrute  de  asquella  servidumbre  abriendo  zanjas  y  co- 
locando pilares  que  hmitaban  la  cañada  á  solo  tres  metros  de  anchura : 

Que  admitido  el  interdicto  sin  audiencia  del  querellado,  tjíracticada 
por  el  Ju7.gedo  la  inspección  ocnJardel  terreno,  y  recaído  auto  restitulorio 
O.  Romualdo  Buistos  pidió  los  autos  para  alegar  de  nulidad ;  y  habiendo  á 
la  vez  solicitado  del  Gobernador  de  la  provincia  que  requiriere  de  inhibi- 
ción al  Juzgedo,  esta  autoridad  despachó  el  requerimiento  fundándose  en 
et  art.  i73  de  la  instruceíon  de  31  de  mayo  de  1855*: 

Que  sustanciado  el  incidente  de  competencia,  en  el  que  no  se  dio  au- 
diencia al  qwereHado,  el  *uez  mantuvo  su  jorisdiccion  «alegando  principal- 
mente que  la  demanda  no  se  dírigia  contra  la  finca,  sino  que  solo  tenia 
por  objeto  corregir  ciertos  actos  de  su  poseedor: 

Que  insistieiudo  el  Gobernador ,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial, 
en  el  requerimiento,  se  suscitó  «1  presente  conflicto: 

Viste  el  art.  t/  de  la  Real  orden  de  20  de  setiembre  de  i852  que  atri - 
buye  al  conocimiento  de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa  las 
cuestiones  cooteneiosas  relativas  á  la  validez,  inteligencia  y  cumplimiento 
de  los  arriendos  y  subastas  de  los  bienes  nacionales  y  actos  posesorios  que 
de  elías  se  deriven  basta  que  el  poseedor -ó  adjudicatario  sea  puesto  en  po- 
sesión pacifica  de  los  propios  bienes,  y  al  de  los  Tribunales  ó  Juzgados  los 
que  versen  sobre  el  dominio  de  los  mismos  y  cualesquiera  otros  derechos 
que  se  funden  en  títulos  anteriores  y  posteriores  á  la  subasta,  y  sean  inde-^ 
pendientes  de -esta: 

Visto  el  art.  i 63  déla  instrucción  de  31  de  mayo  de  1855, quo/di^one 
no  se  admita  por  ios  Jueces  de  primera  instancia  ni  otras  autoridades  de- 
manda alguna  contra  las  fincas  que  se  enajenen  por  el  Estado  sin  que  el 
demandante  acompañe  documento  de  haber  hecho  la  reclamación  ^ber- 
liíít  iva  menté  y  ^'dofe  negada: 

Visto  el  art.  9.®  del  Real  decreto  de  \0  de  julio  de  4865,  según  el  cual 
las  reclamaciones  que  ton  arreglo  al  art.  173  de  h  instrucción  deben  diri- 
girse á  la  Administración  antes  de  entablar  en  los  Juzgados  de  primera  ins- 
tancia demandas  cdo  traías  «fincas  enajenadas  por  el  Estado,  deberán  in- 
coarse en  el  término  preciso  de  los  seis  meses  inmediatamente  posteriores 
á  la  adjudicación,  y  que  paaado  este  término  solo  se  admitirán  en  los  Juz- 
gados ordinarios  las  acciones  de  propiedad  ó  de  otros  derechos  Reales  so- 
bre las  misn^as  fincas: 

Visto -el  art.  59  del  reglamento  de  25  de  setiembre  de  1863,  que  pre- 
viene que  el  Tribunal  ó  Juzgado  requerido  de  inhibición  avise  al  Goberna- 
dor el  recibo  del  e)Ehort0  7[  lo  comunique  al  Ministerio  fiscal  por  tres  diés 
á  lo  mas,  y  por  igual  término  á  cada  una  de  las  partes: 

Considerando: 

i.^  Qiie  la  cuestión  motivo  del  interdicto  por  referirse  á  la  conserva- 
ción detestado  posesorio  de  la  servidumbre  constituida  en  el  predio  de  un 
particular  á  favor  del  de  otro  particular,  es  esencialmente  de  interés 
privado: 
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2/  Que  60  virtud  del  tiempo  trascurrido  de^de  que  el  Estado  puso  4 
ios  compradores  de  estas  fincas  en  quieta  y  pacífica  posesión,  los  actos  i 
que  se  refiere  la  quer^ella  no  pueden  estim^J'^e  como  derivados  de  Jos  con* 
tratos  de  subascta  ile  Ja^s  mismas  fincas: 

3.*  Que  la  falta  de  precedencia  de  la  recia ms^^íon  gi^berpatíi^a  á  la  ¡u- 
dicial,  cuando  proceda,  no  es  basttante  para  (undar  la  coiopetencía  |EÍe  h^ 
Adioinifitracioo; 

Gonforméodorae  con  io  consultado  por  el  Consejo  ^^  Estado  eji  {iiIeqo« 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  .autoriflad  judicial»  y  io 
acordado. 

Dado  eo  ¡Palacio  á  veintiuno  de  febrero  de  mil  ochocieptos  sesenta  f 
siete.— Está  rubricado  déla  Real  mano.^El  Presidente  del  Consejo  de 
Miniatroe,  Ramón  Maria  Narvaez.^Publicada  en  la  Gacetgi  |de  .2  mano 
de  1867). 


*9. 

Camneteneia  (21  ie  febrero  de  4867.).— Pqsesioi».— Se  de» 
clara  mal  forqí^da,  y  que  no  bá  lugar  á  decidirla,  la  competencia 
suscitada  eatre  el  Gobernador  (le  la  provincia  de  Cacares  y  el  Juez 
de  primera  instancia. de  Alcáutara,  con  motivo  del  interdicto  pre** 
sentado  por  D.  Carlos  Justo  Guadúa  contra  B.  Vicente  Claver,  y  se 
resuelve: 

i."^  Que  en  la  sustanciacion  de  las  contiendas  de  eompeUneia 
es  circunstancia  esencial  fa  audienóia  del  Consejo  pravinciat 

2.**  Que  el  requerimiento  de  inhibición  y  la  persistencia  del 
Gobernador  en  reputar  el  asunto  de  sus  atribuciones  y  son  dos  actoi 
enteramente  distintos  que  tienen  requisitos  especiales,  siendo  del 
segundo  que  el  Gobernador  examine  y  aprecie  las  rw^ones  en  que  el 
Juexfufidó  sH^ompeiendaf  y  que  oiga  sobre  ellas  al  Consejo  pro^ 
vincial; 

Y  ^.^  que  aun  cuándo  una  4e  las  partes  sea  la  que  haga  el  re^ 
querimiento,  deberá  ser  oida  en  el  incidente  de  competencia,  pues- 
to que  de  otra  manera  no  resultarla  cumplido  el  testo  espreso  de  la 
ley,. que  e^üge  haya  discusión  entre  todos  los  interesados  á  fin  de 
que  el  Juez,  al  fallar,  tome  en  cuent(i  ¡os^legatos  y  refutficiones 
respectivas. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  eatre  elGoberna* 
dor  de  la  provincia  de  Cácer es  y  el  Jaez  «le. primera, instancia  de.Alcái^ta^ 
ra,  de  lo^  ouaJes  resulta : 

Que  D.  Carlos  Justo  Gundín,  vecino  de  Alcántara,  acudió  ante  el  Juz- 
gado manifestando  le  correspondía  en  virtud  de  j^tos  títulos  el  di^^utü 
de  la  labor  de  uoa  cuadrilla  de(terreno  eo^l  baldio  de  la  Mohods^,  cuarti-* 
lio  nominado  de  Marímeoga,  término  de  Alcántara,  y. que  babia  sido  des- 
pojado de  suder^ho  por  su  convecino  D.  VicecHe ¿jafer,  contra  el  cual 
proponía  un  interdicto  de  recobrar: 

Que  después  de  varios  incidentes,  admitido  el  interdicto  y  recaído 
auto  restitutorio,  el  Gobernador  de  la  provincia,  á  escitacion  de  D.  Vicente 
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Claver,  requirió  de  inhibición  al  Juzgado  fundándose  eri  que  la  referida 
finca  habia  sido  enajenada  por  la  nación  sin  la  carga  reclamada,  y  que  con 
arreglo  á  lo  prescrito  en  los  artículos  96  y  473  de  la  instrucción  de  31  de 
mayo  de  4í^55  correspondía  á  las  autoridades  administrativas  conocer  de 
la  cuestión  motivo  del  interdicto: 

Que  el  Juez  en  la  sustanciacion  del  incidente  de  competencia  oyó  solo 
al  Ministerio  fiscal  y  parte  actora  del  interdicto;  y  después  de  haber  prac- 
ticado nueva  prueba,  dictó  sentencia  sosteniendo  su  jurisdicción: 

Que  el  Gobernador,  sin  que  consté  pasara  el  exhorto  del  Juez  al  Con- 
sejo provincial,  ni. que  le  pidiera  su  dictamen  y  manifestara  al  Juzgado 
insistía  en  la  competencia,  elevó  el  espediente  á  su  decisión;  pero  no  ha- 
biendo tampoco  dado  aviso  de  ello  al  Juez,  quedaron  en  suspenso  las  ac- 
tuaciones hasta  que  á  escitacíon  de  parte  fueron  remitidas  á  la  Presidencia 
del  Consejo  de  Ministros: 

Visto  el  núm.  2.®  del  art.  77  de  la  ley  de  gobierno  y  adruinistracion  de 
las  provincias,  según  el  cual  los  Consejos  provinciales  serán  siempre  con- 
sultados sobre  las  providencias,  declarando  la  competencia  ó  incompeten- 
cia en  los  conflictos  de  jurisdicción  y  atribuciones,  entre  la  Administra- 
ción y  los  Tribunales: 

Vistos  los  artículos  64  y  65  del  reglamento  de  25  de  setiembre  de  1863, 
que  previenen  que  el  Gobernador,  oido  el  Consejo  provincial,  dirigirá 
dentro  de  los  tres  diasde  haber  recibido  el  exhorto  nueva  comunicación  ai 
Tribunal  ó  Juez  requerido  insistiendo  ó  no  en  estimarse  competente,  y  que 
en  los  casos  en  que  ambos  contendientes  insistan  remitirán  por  el  primer 
correo  las  actuaciones  á  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros,  dándose 
mutuo  aviso  de  la  remesa: 

Vistos  los  artículos  58  y  59  del  mismo  reglamento,  que  disponen  que 
el  Tribunal  ó  Juzgado  requerido  suspenda  lodo  procedimiento,  so  pena  de 
nulidad  de  cuanto  después  actuare;  y  que  recibido  el  exhorto  del  Gober- 
nador, lo  comunique  al  Ministerio  fiscal  por  tres  dias  á  lo  mas,  y  por  igual 
término  á  cada  una  de  las  partes: 
Considerando: 

1.®  Que  la  audiencia  del  Consejo  provincial  es  circunstancia  esencial 
en  la  sustanciacion  de  estas  contiendas,  y  que  el  requerimiento  de  inhibi- 
ción y  la  persistencia  en  reputar  el  asunto  de  sus  atribuciones  son  dos  ac- 
tos enteramente  distintos,  que  tienen  requisitos  especíales;  siendo  del  se- 
gundo que  el  Gobernador  examine  y  aprecie  las  razones  en  que  el  Juez 
fundó  su  competencia,  y  que  oiga  sobre  ellas  al  Consejo  provincial: 

2.**  Que  aun  cuando  una  délas  partes  sea  la  que  haya  promovido  eí 
requerimiento,  deberá  ser  oida  en  el  incidente  de  competencia,  puesto  que 
de  otra  manera  no  resultaría  cumplido  el  testo  espreso  de  la  ley,  que 
exige  haya  discusión  entre  todos  los  interesados  á  fin  de  que  el  Juez,  al 
fallar,  tome  en  cuenta  los  alegatos  y  refutaciones  respectivas: 

3.®  Que  por  lo  tanto  las  omisiones  que  se  notan  en  la  sustanciacion  de 
la  presente  competencia  producen  vicios  sustanciales  que  impiden  su  de- 
cisión; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno. 
Vengo  en  declarar  mal  formada  esta  competencia,  que  no  há  lugar  á  de- 
cidirla, y  lo  acordado. 

Dado  en  Palacio  á  veintiuno  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros. Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  2  de  marzo 
de  1867.) 
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50. 

Sentencia  (29  de  diciembre  de  1866.).-*Capitalizagion  de 
ONos  censos. — Se  absuelve  á  laAdmioistracion  de  la  demanda  ínter - 
puesta  por  la  Marquesa  viuda  de  Ayerve  contra  la  Real  orden  de  26 
de  mayo  de  1864;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

!.•  "^  Que  la  subrogación  en  especial  de  la  hipoteca  mancomuna- 
da que  gravita  sobre  varios  bienes  de  una  corporación  ó  pueblo,  por 
razón  de  censos  pertenecientes  á  particulares,  debe  hacerse  capitali- 
zando los  censos  al  5  por  400  de  su  rédito  anuo,  conforme  á  la  ter- 
minante disposición  de  la  Real  urden  de  3  de  mayo  de  4860: 

S.'*  Que  según  derecho  no  es  exigible  por  parte  del  acreedor  cen- 
sualista la  redención  y  pago  del  capital  de  los  censos: 

3.®  Que  las  Reales  órdenes  dicladas  con  carácter  general  no 
pueden  ser  oléelo,  ni  aun  de  un  modo  indirecto,  ae  reclamación  al- 
guna en  la  via  co7}tenciosa: 

4.°  Que  por  el  art.  43  déla  ley  de  14  de  julio  de  48S6  quedó  el 
Gobierno  autorizado  para  resolver  las  dudas  que  puedan  ocurrir  so- 
bre la  inteligencia  y  aplicación  de  las  leyes  de  desamortización; 

Y  5.*  que  una  Real  orden  solo  puede  calificarse  por  las  disposi- 
ciones vigentes  á  su  publicación  y  no  por  las  que  se  dictan  con  pos-^ 
terioridad. 

Doña  Isabel  II,  ele. 

«En  el  pleito  pendiente  en  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes^  de  la  una  el  Doctor  D.  Benito  Gutiérrez  y  Fernan- 
dez, en  nombre  de  D.  Pedro  Barran,  apoderado  de  la  marquesa  viuda  de 
Ayerve,  demandante,  y  de  la  otra  la  Administración  general  del  Estado^ 
demandada  y  representada  por  mi  Fiscal;  sobre capitaUzacion  de  unos  cen- 
sos afectos  á  los  Propios  de  Galatayud,  que  fueron  subrogados  sóbrela  de- 
hesa tiulada  la  Cañada: 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  el  Marqués  de  Ayerve  solicitó  que  se  subrogasen  12  censos  que 
tenia  en  su  favor  contra  el  Ayuntamiento  de  Galatayud,  impuestos  sobre  el 
caudal  de  los  Propíos  de  a<)uella  ciudad,  y  especialmente  sobre  una  debesa, 
un  prado  y  un  molino  harinero  de  la  indicada  procedencia: 

Que  en  su  consecuencia  se  instruyó  el  oportuno  espediente  para  la  sub- 
rogación de  estas  cargas,  en  el  cual  el  mencionado  Marqués  acreditó  las 
sucesiones  no  interrumpidas  en  su  familia  de  los  censos  que  le  pertenecen, 
hasta  venir  á  su  propiedad: 

Que  el  capital  resultante  de  las  escrituras  de  imposición  de  los  censps 
es  el  de  243,764  rs.  y  71  cents.,  y  los  réditos  anuales  que  el  Ayuntamien- 
to de  la  precitada  ciudad  satisfacía  por  ellos  al  Marqués  1,218  rs.  78  cén- 
timos: 

Que  las  fincas  designadas  en  esos  censos  se  subastaron  como  libres,  es- 
cepto  un  prado  llamado  de  las  Vacas,  que  se  anunció  con  la  carga  de  uno.< 
censales  en  favor  de  D.  Alejandro  de  Heredia;  y  esto  produjo  una  protesta 
y  una  reclamación  por  parte  del  Marqués  por  el  perjuicio  que  le  irrogaba: 

Que  las  dehesas  subastadas,  que  eran  dos,  se  adjudicaron  y  remataroa 
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^.0  favor  de  D.  José  de  las  Muñecíis,  una  en  400,000  rs.  y  ia  otra  en 
40i,OIO  rs.;  y  que  dudando  el  A-dminislrador  de  Propiedades  y  Dere- 
chos de]  Estado  de  la  provincia  de  Zaragoza  si  debían  rebajarse  los  censos 
déf  pretfo  dfe  Íoé  rertateá  no  liábiéfidóse  anunciado  /as  fincas  corr  fasí cargas, 
ó  si  débian  édtas  cootinufár  gravitando  sobré  las  fíflca»  por  hallarse  reco^ 
nocidas  por  la  Jtinta  provinciáfl,  coi^sultó  acerca  del  particular;  y  en  orden 
de  22  de  octubre  de  <8^  se  le  contesté  que  previniese  á  los  interesados 
que  designasen  otras  fincas  suOcieutes  á  cubrir  el  capital  respectivo,  y  un 
iO  por  100  mas  de  las  todavía  no  enajenadas;  que  las  vendidas  como  li- 
bres dehian  {quedarlo;  y  que  instru}[ese  los  espedientes  de  {Subrogación  y 
los  remitiera  á  la  Dirección  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  por  no 
ser  culpa  de  las  oíiciiías  que  los  interesados  no  hubieran  acudido  en  tiem- 
po hábil  : 

Que?  é?  Administrador  remitió  éú  el  ínterin  á  h  expresada  Dirección  las 
certificaciones  de  fas  carga*)  que  pesaba ú  sobre  las  fincas  rematadas,  in- 
tuyendo e#ella$^  entre  otros,  los  42  censos  en  caestían,  y  opinando  que 
no  podifi  tenel*  efecto  lo  mandado  por  la  mísm«  en  22  de  octubre  respecto 
á  que  los  interesados  señalasen  otras  fincas  en  que  hacer  la  subrogación, 
toda  vez  que  por  el  hecho  de  hallarse  incluidos  los  mencionados  censos  en 
los  testirnonios  de  adjudicación  de  las  referida^  dehesas,  exhibidos  por  su 
comprador  al  hacer  el  pago  del  primer  plazo,  se  veía  oue  la  precitada  Di- 
reccioh  habiá  saücíonado  ía  liquidaciofl  de  cargas  y  rebajádolas  del  precio 
del  rematé: 

Qué^ei  espediente  fué  remitido  para  su  resolución,  dospues  de  seguidos 
sus  trámites,  á  la  Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Esta- 
do» la  cual,  de  conformidad  con  lo  manifestado  por  la  Asesoría  general  del 
Ministerio  de  Hacienda  en  vista  de  los  antecedentes,  y  teiíiend'i  en  cuen- 
ta que  el  Mdrqtíés  de  Ayerve  ha  acreditado  la  itñposícion  de  los  12  censa- 
les de  qile  se  trata  sobre  la  dehesa  y  prado  designados,  y  que  uno  de  ello^> 
Igravita  además  sobre  un  molino  harinero:  que  también  Im  acreditado  su  per- 
sonalidad: qué  M  existencia  de  loscén>slles  se  ha  corroborado  por  el  infor- 
me del  Ayiintamienlo  de  Gaiatayud:  que  éste  se  ha  confesado  deudor  de 
1,818  rs.  78  cents,  anuales  por  réditos  de  los  expresados  censales;  y  con- 
siderando: 

1.®  Que  el  art.  31  de  la  ley  de  11  de  julio  de  1856  concedió  el  término 
de  un  mes  á  los  acreedores  de  uti  caudal  desamortizado  con  hipoteca  espe- 
cial mancomunada  para  designar  la  finca  sobre  que  habia  de  hacerse  la 
subrogación,  y  previno  que  de  no  verificarlo  se  pasasen  ios  attecedentes 
al  Juzgado  á  fin  de  que  hiciese  de  oficio  la  consignación. 

2.®  Que  no  haíbiendo  el  Marqués  hecho  la  designación  dentro  dei  plazo, 
debieron  réniitírse  los  antecedentes  al  Juzgado. 

3.®  Que  la  Real  orden  de  3  de  mayo  de  1860  previo  el  caso  de  que 
fuese  reclamada  la  subrogación  cuando  estoviesen  vendidas  todas  las  fin- 
cas afectas  á  un  censo,  y  dispuso  que  entonces  se  hiciese  aquella  solH*e  la 
ittasa  de  inserí pdoties  iñtrásferíbles. 

4.*  Que  sin  embargo  este  no  es  el  caso  del  espediente ^  puerto  que  no 
consta  que  todas  las  fiíicas  afectas  de  Calatayud  se  hallen  vendidas,  y  por 
consecuencia  que  todavía  no  es  aplicable  la  indicada  Real  orden. 

8.°  Que  sepiln  resuíta  del  relato  de  este  espediente,  la  Direceion  de  Pro- 
piedades ha  consignado  en  los  testimonios  de  adjudicación  de  las  fincas 
vendidas  ni  comprador  D.  José  de  las  Muñecas  los  censos  de  que  se  trata 
como  caí-giís  de  ellas,  y  pbr  consecuencia  plH)cede  rebajarlos  del  precio 
del  remate. 
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6.*  Que  en  este  caso  oo  puede  iener  efectto  y  cumplimiento  laórdeD  de 
)a  misma  OireccioD  de  22  dé;  octubre  última,  roaudarido  qtie  los  acreedo- 
res señalasen  qiras  üneiis  (te  dicho  caudal  do  euajefiadas. 

7.°  Que  rematadas  las  dehesas  es  801,010  rs.  sobre  su  italor  para  cu^ 
brir  el  importe  capitalizado  de  los  1,216  t±  76  céatimos^  réditos  de  ios 
censos  al  5  por  100  que  establece  la  Real  orden  de  3  de  mayo  de  1860,  y 
el  20  por  i(ÍO  más,  asi  como  también  para:  cubrir  el  importe  capitalizado 
de  los  réditos  de  los  censales  de  D.  Saturnino  Muñoz,  cuando  se  acceda  á 
la  subrogaccioQ  que  tie&e  solicitada: 

Y  ^.'^  Que  en  que  a>i  se  yeriíique  no  hay  un  perjuicio. para  el  Ayunta.- 
roirnte  ni  para  los  interesados,  puesto  que  el  resalo  de  las  fincas  del  cau^ 
dal  queda  libre;  opinó  que  procede  la  subrogación  solicitada  por  el  Mar-* 
qués  deAryerve,  y  que  puede  verificarse,  rebajando  del  precie  del  remate 
el  imperte  dae  les  réditos  de  los  censales  de  que  se  trata,  capitalizado  al 
5  por  100,  según  lo  prevenido  en  la  Real  orden  de  3  de  n)ayo  ae  1860: 

Que  la  Junta:  superior  de  Ventas,  en  sesión  de  12  de  junio  de  1863, 
acordó  que  se  precediera  á  la  indicada  subrogación  sobre  la  dehesa  titula- 
da La  Ca&uja,  de  los  referidos  Propios,  que  se  hallaba  ya  vendida  en  pre- 
cio de  401,010  rebajando  de  esto  valor,  no  el  capital  censual,  que  segua 
las  escrituras  de  (iindacion  importaba  243,764  rs,  71  cents,  sino  el  que 
rejiultase  capiialjzando.la  suma  de  1^218  rs.  78  céots.  que  se  pagaban  de 
réditos,  conforme  é  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  3  de  mayo  de  18^0: 

Que  el  apoderado  del  referido  Marqués  se  alzó  de  este  acuerdo,  que- 
jándose de  que  reduoia  el  capital  que  constituían  los  espcesados  censos;  y 
habiendo  reproducido  la  citada  Dirección  su  anterior  propuesta,  recayó 
de  conformidad  eon  su  dictamen,  en  26  de  mayo  de  1864,  la  Real  orden 
confirmatoria  del  acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Ventas: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  D.  Pedro 
Barran,  apoderado  de  Doña  Juana  Ruiz  de  Arana'y  Saavedra,  Marquesa 
viuda  de  Ayerve,  en  la.  que  se  solicita  la  revocación  de  la  precitada  Real 
orden  de  26 de  mayo  de  1864,  y  el  reconocimiento  é  íntegro  pago-á  la. de- 
mandante de  los  capitales  censuales  que  la  correspondían: 

Visto  el  escrito  de  mí  Fiscal  pidiendo  la  absolución  de  la  demanda  y  la 
confirmación  de  la  Real  orden  por  la  misms^  impugjQada: 

Vista  la  Real  orden  de  3  de  mayo  de  1860,  que  determina  que  la  hipo- 
teca mancomunada  que  gravite  sobre  varios  bienes  de  una  corporación  ó 
pueblo  por  razón  deciensos  pertenecientes  á  particulares,,  se  subrogue  en 
oira  especial,  girando  ala  capitalización  de  dichos  censos  sobre  el  tipo  de 
5  por  100  de  sus  réditos  anuos: 

Visto  el  art.  30  de  la  ley  de  1 1  de  julio  de  1856  á  que  la  indicada  Real 
orden  se  refiere,,  por  el  cual  se  autoriza  á  los  acreedores  que  tengan  á  su 
favor  hipoteca  especial  mancomunal,  para  elegirla  finca  sobre  que  haya 
de  gravitar  el  crédito  hipotecario: 

Vista  la  ley  de  15  de  junio  último: 

Considerando  que  la  subrogación  de  las  hipotecas  de  los  12  censos  de 
que  se  trata  en  una  sola  especial,  ó  sobre  la  dehesa  titulada  La  Cañada,  se 
practicó  á  instancia  del  Marqués  de  Ayerve; 

Considerando  aue  la  capitalización  de  los  censos  que  son  objeto  de  una 
subrogación  de  esta  clase  debe  necesariamente  girar  sobre  el  tipo  de 
5  por  100  señalado  en  la  última  parte  del  art.  13  de  la  ley  de  27  de  febrero 
de  185^,  ó  sea  el  5  per  100  del  rédito  anuo  de  aquellos,  conforme  á  la  ter- 
ininanle  dlspesicioB  de  la  citada  Real  órdetu  de  3  de  mayo  de  1860: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  26  de  mayo  de  1864,  al  confirmar 
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«1  acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Ventas  de  i  2  de  junio  de  4S63,  que 
dispuso  proceder  á  la  subrogación  solicitada  por  el  marqués  de  Ayerve, 
gravitando  la  hipoteca  sobre  la  dehesa  titulada  La  Cañada,  que  habia  sido 
vendida  en  precio  de  401,010  reales,  y  rebajando  de  este  valor,  no  el  ca- 
pital de  los  censos  importante  243,764  rs.  li  cents.,  sino  el  aue  sesultase 
capitalizando  la  suma  de  i, 21 8  rs.  78  cents,  que  se  pagaban  ae  réditos,  se 
ha  ajustado  exactamente  á  lo  prevenido  en  las  antes  citadas  disposi- 
ciones: 

Considerando  que  no  siendo  según  derecho  exigible  por  parte  del 
acreedor  censualista  la  redención  y  pago  del  capital  de  los  censos,  confor- 
me se  ha  declarado  en  Reales  decretos-sentencias  de  16  mayo  y  25  de  ju- 
lio de  1865,  ningún  perjuicio  cierto  se  ha  irrogado  al  Marqués  de  Ayerve  . 
ó  á  sus  herederos  con  la  capitalización  indicada,  por  cuanto  teniendo  úni- 
camente derecho  al  pago  de  los  réditos  que  se  viene  percibiendo,  este  pago 
se  les  asegura  con  igual  garantía  de  hipoteca  especial; 

Considerando  que  la  Real  orden  de  3  de  mayo  de  1860,  de  que  hace 
aplicación  exacta  la  reclamada  de  26  de  mayo  de  1864  como  disposición  de 
carácter  general,  no  puede  ser  objeto,  ni  aun  de  un  modo  indirecto,  de 
reclamación  alguna  en  la  via  contencioso  administrativa;  mucho  menos 
teniendo  en  cuenta  lo  preceptuado  en  el  art.  43  de  la  citada  ley  de  11  de 
julio  de  1856,  que  autorizó  á  mi  Gobierno  para  resolver  las  dudas  que 
puedan  ocurrir  sobre  la  inteligencia  y  aplicación  de  las  leyes  de  desamor- 
tización: 

Considerando  que  aun  en  la  hipótesis  de  que  la  ley  de  15  de  junio  úl- 
timo pudiera  tener  aplicación  á  la  cuestión  de  este  pleito  debatida,  nunca 
podria  decidirse  por  ella  la  insubsistencia  de  la  Real  orden  reclamada, 
porque  siendo  ésta  anterior  á  dicha  ley  solo  puede  calificarse  por  las  dis- 
posiciones vigentes  cuando  se  dictó  y  á  las  cuales  está  perfectamente  ar- 
reglada; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
€onsejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda 
propuesta  por  la  Marquesa  viuda  de  Ayerve,  y  en  confirmar  la  Real  orden 
de  26  de  mayo  de  1864. 

Dado  en  Palacio  á  veintinueve  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  seis.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publiacion.—Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en-  la  Gaceta,  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  10  de  enero  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  2  de  marzo  1867.) 

51. 

AatoriKaeion  (27  de  fe¡)rero  de  1867.). —Abusos. — Se 
confirma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Santander, 
en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  d  e 
Torrelavega,  para  procesar  á  Casimiro  Ruiz,  Alcalde  pedáneo  de 
Tireda,  y  se  resuelve: 
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Qfí^  etmndo  los  daños  ocasionados  en  un  monte  público  no  lle- 
gan á  i  ,000  escudos,  no  corresponde  á  los  Tribunales  de  justicia  el 
conocimiento  de  las  causas  qne  con  tal  motivo  se  instruyan. 

Ed  el  espediente  en  que  ei  Gobernador  de  la  provincia  de  Santander 
ha  negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Torrelavega  la  antorixaeion 
para  procesar  á  Casimiro  Ruíz^  Alcaide  pedáneo  de  Viveda,  por  abusos, 
resulta: 

Que  José  Sánchez  Torre,  vecino  de  Camplengo,  cortó  y  aprovechó  un 
roble  en  el  monte  de  Yiveda^  «y  se  disponía  á  aprovechar  también  otro, 
cuando  le  mandó  el  Pedáneo  Casimiro  Ruiz  que  no  lo  hiciera,  pues  seria 
ilegal  la  operación: 

Que  al  propio  tiempo  dicho  Pedáneo  dio  parte  al  Juzgado  de  Torre  la- 
vega  de  lo  ocurrido,  é  instruidas  diligencias  en  averiguación,  declaró  el 
Sánchez  Torre  que  la  corta  y  aprovechamiento  indicados  los  habia  efec- 
tuado en  virtud  de  autorización  verbal  del  mismo  Pedáneo  á  quien  habia 
pedido  permiso  para  ello: 

Que  el  Pedáneo  y  demás  testigos  convinieron  en  efecto,  en  que  nece- 
sitando el  Sánchez  Torre  madera  para  hacer  un  cobertizo,  el  primero 
convocó  el  Concejo,  y  con  acuerdo  suyo  se  otorgó  al  reclamante  permiso 
para  cortar  un  roble,  sí  bien  el  interesado  aseguró  repetidamente  que  ha- 
bia sido  autorizado  para  cortar  dos: 

Que  con  este  motivo  el  Juzgado  pidió  antecedentes  sobre  el  particu- 
lar, y  por  ellos  se  averiguó  que  no  solo  no  se  habia  formado  espediente 
sobre  el  aprovechamiento  de  las  maderas  referidas,  sino  que  no  existe  en 
«1  pueblo  la  costumbre  de  concederlos,  como  el  Pedáneo  habia  aseverado 
en  sus  declaraciones: 

Que  en  vista  de  todo  el  Promotor  fícal  fué  de  dictamen  que  el  Pedáneo 
habia  cometido  un  abuso  autorizando  la  corta  del  roble,  para  lo  que  no 
tenia  facultades,  y  que  este  abuso  debía  ser  penado  con  arreglo  al  art.  313 
del  Código  por  ser  el  daño  valuado  en  90  rs.  y  las  pulgadas  de  circunfe- 
rencia 63: 

Que  el  Juez,  de  conformidad  con  el  anterior  dictamen,  solicitó  la  pre- 
via autorización  para  procesar  al  Pedáneo  Casimiro  Ruiz;  pero  el  Gober- 
nador, de  acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo  provincial,  negó  aquel  re- 
quisito, fundándose  en  que,  con  arreglo  á  los  artículos  41,  tí3  y  186  de 
las  Ordenanzas  de  Montes,  y  los  120,  121  y  124  del  reglamento  de  Mon- 
tes de  17  de  mayo  de  1865,  el  abuso  de  que  se  trata  se  halla  sometido  á  la 
inmediata  acción  de  los  Gobernadores  de  provincia;  además  de  que  la 
corta  no  llega,  ni  con  mucho,  á  un  valor  de  1,000  escudos: 

Visto  el  art.  120  del  reglamento  de  Montes  de  17  de  mayo  de  1865, 
por  el  que  se  declara  por  ahora  vísente  la  parte  penal  de  las  Ordenanzas 
de  Montes  de  1833;  vistas  las  reglas  1.*,  2/,  3.'  y  4.*  del  art.  121,  que 
fijan  la  competencia  de  la  autoridad  gubernativa,  atendida  la  entidad  del 
daño  causado  y  la  circunstancia  de  haber  ó  no  reincidencia  por  parte  del 
acusado: 

Visto  el  art.  124  del  referido  reglamento,  que  ordena  que  de  los  da- 
ños causados  en  los  montes  públicos,  cuyo  importe  esceda  de  1,000  escu- 
dos, conocerán  los  Tribunales  de  justicia,  con  arreglo  á  las  prescripciones 
del  Código  penal: 

Considerando  que  las  disposiciones  legales  citadas  por  el  Juzgado  en 
apoyo  de  su  opinión  favorable  al  procesamiento  del  Pedáneo  de  Vi  veda 
don  aplicables  ánicamente  á  los  hechos  que  constituyen  delitos  comunes, 
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pero  DO  á  losq^e  como  el  de  aue  se  trata  se  hallan,  sometidos  por  la3  dís- 
posicioDes  especiales  que  quedan  citadas  á  la  inmediata  acción  de  ia  Ad^ 
mínistracion: 

Considerando  que  la  corta  de  que  viene  haciéndose  mérito  no  repre- 
senta ni  con  mucho  el  valor  de  i, 000  escudos,  y  cuando  los  daños  produ- 
cidos en  montes  públicos  no  llegan  á  esta  suma  no  corresponde  á  los  Tri- 
bunales de  justicia  el  conocimiento  de  las  cau^s  que  con  tal  motivo  se 
instruyan; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Go- 
bernador. 

Dado  en  Palacio  á  veintisiete  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete. — Bstá  rubricado  de  la  Real  mano.-^EI  Presidente  del  Conseja  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.—  ÍPuhlicada  en  la  Gaceta  de  6  de  mar- 
zo de  Í867.). 


5ie. 

Auiorizacton  (27  de  febrero  de  1867.). — Detención  ilegal. 
-^Se  declara  innecesaria  la  autorización  deí  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Zaragoza  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
capital  para  procesar  á  D.  Roque  Lezcano,  Alcalde  dePenaflor^  y 
se  resuelve: 

i.®  Que  cuando  el  hecho  que  motiva  la  detención  de  una  perso- 
na  puede  constituir  delito  ó  falta,  procede  la  formación  de  causa  ó 
la  celebración  del  juicio  de  faltas; 

Y  2.°  quepor  el  hecho  de  detener  un  Alcalde  á  ntia  persona  sin 
formar  las  oportunas  diligencias,  há  lugar  á  entender  que  obró  en 
el  ejercicio  de  sus  facultades  judiciales,  aunque  abusando  de  ellas^ 
y  en  tal  concepto  no  puede  alcanzarle  la  garantía  de  la  previa  au- 
torización. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Zaragoza  ha 
participado  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pilar  en  la  capitai^ 
que  debía  solicitar  la  previa  autorización  para  procesar  á  D.  Roque  Lez* 
cano,  Alcalde  de  Peñaflor,  resulta: 

Que  en  la  noche  del  22  de  jnlio  último  D.  Roque  Lezcano,  Alcalde  de 
Peñaflor,  detuvo  al  Secretario  del  Ayuntamiento  y  otros  cuatro  vecinos 
mas  qua  se  hallaban  reunidos,  y  después  de  tenerlos  en  ia  cárcel  de  tres  á 
cuatro  lK)ras  los  puso  eo  Ubertad  á  escitacion  del  Cura  párroco  y  Regidor 
sindico:  . 

Que  denunciado  este  hecho  por  los  cinco  detenidos,  manifestó  el  Al- 
calde que  lo  hahia  ejecutado  por  creer  capaz  al  Secretario  de  alterar  el  ór 
den  público  y  haber  oido  gente  en  su  casa,  lo  cual  coincidía  con  haber  re- 
cogido firmas  dicho  Secretario  por  el  pueblo  el  día  anterior,  haciendo  pre^ 
sumir  que  seria  para  una  conspiración;  y  añadió  además  que  los  hubiera 
puesto  á  disposición  de  la  autorkiad  militar  sin  la  intervención  del  Párro- 
co y  Sindico: 

Que  sobre  tales  hechos  no  aparece  se  instruyese  diligencia  alguna  por 
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el  Alcalde  ni  que  se  hubiera  hecho  saber  á  los  deteoidos  ei  motivo  de  la 
deten  cíod: 

Que  el  Juez  de  primera  íustaucia  correspondíante,  de  conformidad  con 
lo  propuesto  por  el  Promotor  fiscal,  dirigió  el  procedimiento  cotítra  el  Al- 
calde, daodo  al  Gobernador  de  la  provincia  el  atíso  que  prevteos  el  art.  40 
de)  reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  de  2S  de  setiembre  de  IS^S: 

Que  el  Gobernador  pidió  ampliación  de  los  datos  que  se  le  renútieroo» 
y  suponiendo  que  el  Alcalde  haoÍH  obrado  en  uso  de  sus  facultades  admi*' 
nistrativas  requirió  al  Juzgado  para  que  con  suspeBsion  de  todo  procedí « 
miento  pidiese  autorización  para  conUnuarla: 

Que  el  Juez,  separándose  del  dictamen  del  Promotor  fiscal,  acordó  ve* 
rifícarlo  así  sin  consultar  su  auto  con  la  Audiencia  del  territorio,  á  la  cual 
se  remitió  posteriormente  la  causa  en  virtud  de  apelación  interpuesta  de 
dicho  auto  por  el  Promotor  fiscal: 

Por  último,  que  el  recurso  se  sustanció  por  todos  sus  trámites  con  au* 
díencia  del  Fiscal,  declarándose  que  era  necegaria  la  autorización  de  qu« 
se  trata: 

Visto  el  párrafo  primero  de)  art.  295  del  Código  penal  por  el  que  se 
castiga  al  empleado  público  que  ordenare  ó  ejecutare  ilegalmeote  ó  con 
incompetencia  manifiesta  la  detención  de  una  persona: 

Considerando: 

i.*  Que  el  hecho  que  motivó  la  detención  del  Secratario  y  demás  veci- 
nos podía  constituir  un  delito  ó  falta,  por  cuyo  raolivo  procedía  la  forma- 
ción de  causa  ó  la  celebración  del  juicio  de  faltas: 

2.^  Que  el  Alcalde  de  Peña  flor,  según  declaró  ante  el  Juzgado  de  pri* 
mera  instaocia^  tomó  la  determinación  gubernativa  de  detener  al  Secreta- 
rio y  compañeros  por  temor  que  alterase  el  orden  público: 

3.*  Que  por  el  hecho  de  haberlos  detenido  sin  formar  las  oportunas  di- 
ligencias, ha  lugar  á  entender  que  obró  en  el  ejercicio  de  sus  facultades 
judiciales,  aunque  abusando  de  ellas,  y  que  en  tal  concepto  no  pnede  al* 
can  zar  le  la  garantía  de  la  previa  autorización; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  eo  declarar  innecesaria  la  autori* 
zacion  de  que  se  trata. 

Dado  en  Palacio  á  veintisiete  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  6  de  mar-* 
zo  de  4867.) 


53. 

Recurso  de  easaeion  (29  de  diciembre  de  1866.). — Des* 
CUBRIMIENTO  DE  UN  DESPALCO  DE  CAUDALES. — Se  CDufirma  la  proví- 
dencia  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  de  Cuentas ,  denegatoria  de 
la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Fiscal  de 
dicho  Tribunal  contra  la  providencia  dictada  por  el  mismo  en  el 
espediente  para  la  averiguación  de  un  desfalco  ocurrido  en  la  Te- 
sorería de  la  provincia  de  Guadalajara,  y  se  resuelve: 

1.*  Que  las  providencias  del  Tribunal  de  Cuentas  en  que  se 
deniega  la  admisión  de  la  súplica  de  una  sentencia,  no  tienen  otro 
carácter  que  el  de  interlocutoriüs  ó  de  sustanciacion: 
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r  2.*    que  contra  esta  clase  de  providencias  no  procede  el  recur- 
$0  de  casación  que  solo  se  dá  contra  sentencias  definitivas. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

c(Ed  el  recurso  de  casación  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende,  entre 
partes,  de  la  una  mi  Fiscal,  representando  á  la  Administración,  recur- 
rente, y  de  la  otra  el  Licenciado  D.  Teodomiro  Collazo,  en  nombre  propio, 
y  el  Eicenciado  D.  José  Cristóbal  Sorní  en  el  de  D.  José  Cavero  y  Oliva- 
res, Administrador  y  Contador  que  respectivamente  fueron  de  la  provin- 
cia de  Guadalajara,  "en  las  actnnciones  seguidas  sobre  descubrimiento  de 
un  desfalco  de  caudales  en  la  Tesorería  de  aquella  provincia: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resuka: 

Que  el  dia  27  de  abril  de  1863  se  presentaron  al  Gobernador  de  la  in- 
dicada provincia  los  Jefes  de  Hacienda  de  la  misma,  participándole  que 
por  no  haber  comparecido  el  Cajero,  ni  mandado  abrir  la  Ca|a,  así  como 
por  las  voces  que  corrian,  sospechaban  que  éste  se  había  fugado;  y  prac- 
ticadas las  diligencias  del  caso,  resultó  que  no  habia  señal  de  violencia,  ni 
fractura  en  las  puertas  y  ventanas  del  local,  ni  en  las  arcas;  que  en  estas 
se  hallaban  talegas  que  en  lugar  de  oro  contenían  décimas  de  real;  y  otras 
que  no  contenian  de  plata  mas  que  la  primera  capa,  siendo  lo  restante 
calderilla,  y  que  el  desfalco  era  de  unos  30,000  duros;  que  por  el  correo 
de  la  noche  del  mismo  dia  llegó  una  carta  dirigida  á  los  Jefes  de  Hacien- 
da, en  la  cual  el  Cajero  D.  Martin  Mra  se  confesaba  autor  del  desfalco, 
protestando  que  tenia  con  que  cubrirlo,  aunque  no  por  el  momento;  y 
formado  proceso  criminal,  separado,  por  el  Juzgado  de  Hacienda,  siguie- 
ron las  diligencias  económicas  hasta  la  declaración  ó  fallo  dictado  por  el 
espresado  Gobernador  en  28  de  octubre  de  4863,  por  el  cual  quedó  fijado 
«I  desfalco  añadiéndole  dos  partidas  mas  de  alcance,  y  fueron  declarados 
responsables  directos  del  primero  por  terceras  partes,  con  los  respectivos 
intereses  del  6  por  ÍOO,  D.  Juan  de  Mata  Arribas,  D.  José  Cavero  y  Oli- 
vares y  D.  Teodomiro  Collazo,  Tesorero,  Contador  y  Administrador  prin- 
cipal de  Hacienda  pública  que  eran  de  la  provincia,  acumulando  á  cada 
uno  de  los  dos  primeros  aquella  de  las  indicadas  partidas  de  alcance  que 
provenia  de  omisión  en  el  cumplimiento  de  sus  respectivos  deberes: 

Que  apelado  este  fallo  por  los  referidos  interesados,  y  seguido  el  juicio 
contencioso  ante  la  Sala  primera  del  Tribunal  de  Cuentas,  dictó  sentencia 
Ja  Sala  segunda,  previa  una  discordia,  en  25  de  abril  de  1865,  revocando 
«1  definitivo  apelado  y  declarando  exentos  de  responsabilidad,  como  cla- 
veros, en  el  desfalco  en  cuestión,  á  los  tres  espresados  Jefes,  Administra- 
dor, Contador  y  Tesorero,  si  bien  manteniendo  la  obligación  de  éste  á 
reintegrar  á  la  Hacienda  con  los  intereses  el  importe  del  desfalco  y  la  par- 
tida del  alcance  que  se  le  hnbia  aplicado;  é  igual  obligación  con  intereses 
«n  el  Contador,  con  respecto  de  la  otra  partida  de  alcance  que  le  fué  apli-, 
cada,  sin  perjuicio  de  su  d^^recho  á  reclamar  contra  los  empleados  de  su 
<lependencia  en  la  forma  que  creyese  convenirle;  y  que  debia  tenerse  pre- 
sente que  cualquiera  cantidad  de  que  se  reintegrase  la  Hacienda  por  eje- 
cución de  la  sentencia  en  la  causa  criminal  de  que  se  ha  hecho  mérito, 
del  Cajero  D  Martin  Lara,  deberla  ser  baja  de  las  sumas  declaradas  de  la 
responsabilidad  del  Tesoro: 

Que  el  Tesorero  D.  Juan  de  Mata  Arribas,  y  el  Fiscal,  suplicaron  de 
esta  sentencia  en  la  parte  que  respectivamente  les  perjudicaba,  protes- 
tando el  Contador  D.  José  Cavero  y  Olivares  adherirse  el  recurso  si  llega- 
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ba  á  ser  admitido;  pero  la  Sala  primera  por  providencia  de  28  de  judío 
del  oropío  ano  declaró  no  haber  lugar  á  la  súplica  solicitada: 

Que  de  esta  Degativa  pidió  reposicioD  el  Fiscal  é  interpuso  subsidía- 
ríameole  el  recurso  de  casaciou  para  aote  el  Consejo  de  Estado,  y  tam- 
bién apeló  de  la  referida  providencia  y  para  ante  el  mismo  Consejo  la 
parte  del  Tesorero;  mas  la  cilada  Sala,  por  auto  de  25  de  setiembre  si- 
guiente lo  desestimó  todo;  admitiendo  después  la  apelación  que  el  Fiscal 
interpuso  de  la  indicada  providencia,  solo  ec  la'  parte  relativa  al  recurso 
de  casación. 

Visto  el  escrito  presentado  por  mi  Fiscal  en  el  referido  Consejo  de  Es- 
tado, mt'Jorando  la  apelación  interpuesta,  con  la  pretensión  de  que  se 
consulte  que  si  bien  procede  el  recurso  de  casación  por  razón  de  la  ma- 
teria, ó  sea  por  tratarse  de  responsabilidades  no  declaradas  en  virtud  de 
un  juicio  previo  de  cueatas,  no  es  contraria,  sino  ajustada  á  la  ley  y  al 
reglamento,  la  denegatoria  de  súplica  de  una  declaración  de  responsabi- 
lidad en  juicio  de  reintegro,  dictada  después  y  en  virtud  del  juicio  con- 
tencioso ante  la  Sala  en  alzada  del  fallo  del  delegado;  siendo  por  lo  mis- 
mo improcedente  solo  por  la  causa  indicada  la  casación  interpuesta  con- 
tra la  providencia  de  28  de  junio  de  1865: 

Vistos  los  escritos  de  contestación  de.D.  Teodomíro  Collazo,  en  nom- 
bre propio,  y  del  Licenciado  D.  José  Cristóbal  Sorní  en  el  de  D.  José  Ca- 
vero  y  Olivares,  pidiendo  la  conGrmacion  de  la  providencia  apelada,  y 
además  este  último  que  se  entendiese  la  indicada  confirmación  con  es- 
presa condenación  de  costas: 

Vista  la  ley  orgánica  del  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino  de  25  de  agosto 
de  1851,  y  el  reglamento  para  su  ejecución  de  2  de  setiembre  de  1853: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Fiscal  del 
Tribunal  de  Cuentas  del  Reino  lo  fué  contra  la  providencia  de  28  de  junio 
de  1865,  en  que  se  denegó  la  admisión  de  la  súplica  de  la  sentencia  dic- 
tada en  25  de  abril  anterior  por  la  Sala  segunda  de  aquel  Tribuoal: 

Cónsiderando  que  dicha  providencia  no  tiene  otro  carácter  que  el  de 
interlocutoria  ó  de  sustanciacion,  y  que  contra  las  de  esta  clase  no  proce- 
de el  recurso  de  casación,  que  solo  se  dá  contra  las  definitivas: 

Considerando  por  lo  mismo,  que  aun  en  la  hipótesis  de  que  dicho  re- 
curso pudiera  tener  lugar  en  este  espediente,  atendida  su  naturaleza  y 
objeto,  se  opondría  á  su  admisión  la  circunstancia  de  haberse  interpues- 
to contra  una  providencia  de  carácter  interlocutorío : 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  vengo  en  confirmar  la  providencia 
de  25  de  setiembre  de  1865,  denegatoria  de  la  admisión  del  recurso  de 
casación  interpuesto  subsidiariamente  por  el  Fiscal  del  Tribunal  de  Cuen- 
tas del  Reino. 

Dado  en  Palacio  á  veintinueve  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesen- 
ta y  seis. -Está  rubricado  de  la  Real  mano. — Él  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  el  Consejo  pleno,  constituido  en  SaJa  de  lo  Contencioso,  acor- 
dó que  se  tenga  como  resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se 
refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se  notifique  .en  forma  á  las  partes,  y  se 
inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  46  de  enero  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  6  de  marzo  de  1867). 
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fSenieiieia  en  asnnto  de  Ultramar  (29  de  diciembre  de  1866.) . 
— A.Y£RÍA  D£  UNAMERGAiNGÍA.-— Se  coafirma  la  sentencia  dictada  por 
el  Consejo  de  Administración  de  las  islas  Filipinas,  en  el  pleito  se- 
guido entre  la  Administración  y  D.  Ignacio  Fernandez  de  Castro  y 
compañía,  y  se  resuelve: 

1.**  Que  no  habiéndose  celebrado  contrato  de  fielamento  para  el 
transporte  de  una  mercancía,  deberesolverse,  con  arreglo  alas  dis- 
posiciones legales,  cuáles  son  los  derechos  y  obligaciones  del  navie- 
ro y  fletador  en  orden  á  la  carga; 

j  2.**  que  procediendo  de  un  accidente  de  mar  el  deterioro  del 
cargamento,  debe  sufrirlo  su.  dueño,  por  ser  averia  simple,  con  ar  - 
reglo  á  losarts.  9Zi  y  935  del  Código  de  Comercio. 

Doña  Isabel  11,  etc. 

«En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  grado  de  apela- 
ción, entre  partes,  de  la  una  la  AdmioistracíoD  general  del  Estado,  re- 
presentada por  mi  Fiscal,  apelante,  y  de  la  otra  D.  Ignacio  Fernandez  de 
Castro  y  compañía,  del  cotnercio  de  Manila,  y  en  su  nombre  el  Dr.  Don 
Fernando  Vida,  apelado;  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  sentencia 
dictadaporel  Consejo  de  Administración  de  las  Islas  Pilii>ioa8,  por  la  que 
se  absolvió  á  la  casa  apelada  de  la  responsabilidad  que  le  fué  declarada  gu- 
bernativamente en  el  valor  de  204  arrobas  de  tabaco,  averiado  en  una 
conducción  verificada  por  cuenta  de  la  misma  casa  en  el  pailebot  Aurora. 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  la  referida  casa  de  comercio  tomó  á  su  cargo  en  el  año  de  iS56  el 
espresado  servicio,  aunque  no  aparece  contrato  escrito  para  el  mismo, 
habiendo  de  verificar  la  indicada  conducción  marítima  desde  los  depósitos 
de  Cavite  á  la  Administración  subalterna  de  Camarines,  y  en  su  conse- 
cuencia lué  embarcada  una  partida  de  410  arrobas  de  tabaco  eñ  aquel 
pu«rto  á  bordo  del  pailebot  Aurora,  mandado  por  el  Arráez  Doroteo  Su*- 
mabat,  en  9  de  octubre  de  1856,  zarpando  el  buque  del  10  al  M  del  mis^ 
mo  mes  para  el  punto  de  su  destino,  en  el  que  fondeó  el  día  23  inmediato 
siguiente;  y  antes  de  hacer  la  descarga  ocurrió  el  dia  27  un  fuerte  huracán 
conocido  en  aquel  país  con  el  nombre  de  vaquío,  por  el  que  perdiendo  el 
buque  todas  sos  amarras,  varó  en  la  playa  é  hizo  agua,  averiándose  204 
arrobas  de  tabaco  de  las  410  que  conduela,  y  estendiendo  en  su  conse- 
cneneiael  patrón  del  buque  la  oportuna  protesta,  que  firmó  la  tripu- 
lación: 

Que  practicadas  las  debidas  diligencias  de  orden  de  la  Administración 
"de  Rentas  Estancadas  de  Camarines  en  averiguación  de  las  causas  que  im- 
pidieron la  descarga  del  buque,  y  para  el  reconocimiento  del  tabaco  ave- 
riado, resultó  de  las  mismas,  según  lo  declarado  por  el  Arráez  y  la  tripula- 
ción, que  fondearon  en  Pasacao  en  23  del  citado  octubre  con  el  referido 
cargamento,  sin  que  se  hubiese  podido  hacer  la  descarga  desde  su  llegada 
hasta  que  ocurrió  el  vaquío,  en  razón  á  que  la  lancha  que  traían  á  bordo 
hacia  mucha  agua  por  haberse  resecado  sobre  la  cubierta  en  los  dias  de 
navegación:  que  no  habiendo  medio  de  descargar  con  ella  saltaron  á  tierra 
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á  las  doce  del  mismo  día  pora  hacer  presente  al  encargado  del  coDsígDa- 
tario  que  facilitase  otra  lancha;  y  como  do  pudieran  echar  al  agua  la  que 
facilitó  for  encontrarse  varada  ¿  bastante  distancia,  volvieron  al  buque 
sin  conseguir  su  objeto,  y  cuando  al  segundo  día  trataron  de  cumplirle 
con  la  referida  barca,  no  llegaron  ni  aun  á  empezar  la  descarga  por  Ja  llu- 
via que  sobrevino  y  que  no  cesó  hasta  después  del  vaquío;  que  antes  de 
hai)er  emprendido  la  marcha  el  buque^  se  calafateó  la  lancha  de  su  dota- 
ción, y  que  habiendo  empezado  la  descarga  después  del  vaquío,  se  notó 
que  casi  la  mitad  del  tabaco  se  había  mojado  de  agua  salada  por  haberse 
desclavado  las  cuatro  tablas  de  la  parte  estribor  del  buque: 

Que  del  reconocimiento  de  este  género  resultó  que  102  cajones  que 
contenían  cada  uno  dos  arrobas  de  tabaco  estaban  perdidos  por  haberse 
mojado  de  agua  salada,  no  sufriendo  averías  los  restantes;  y  con  presencia 
de  las  indicadas  diligencias,  la  Junta  facultativa  de  la  Armada  declaró  que 
la  varada  del  referido  buque  habia  sido  por  haberle  faltado  las  amarras 
bajo  el  vaquío,  no  encontrando  culpabilidad  alguna  en  el  Arráez  y  tripu- 
lación: 

Que  la  Contaduría  y  )a  Administración  general  de  Rentas  Estancadas 
fueron  de  opinión  de  que  el  tabaco  avenado  debia  declararse  en  perjuicio 
de  la  Hacienda  pública,  siendo  de  diferente  parecer  la  Administración 
de  Camarines  y  mi  Fiscal,  y  habiendo  opinado  la  Asesoría  que  la  respon- 
sabilidad era  del  Arráez  y  del  contratista  para  la  conducción,  así  h)  decre- 
tó la  Intendencia  general,  en  providencia  de  22  de  setiembre  de  i 863. 
de  que  se  dio  conocimiento  al  contratista  en  29  siguiente,  por  lo  que  re- 
corrió á  la  Superintendencia  en  solicitud  de  que  se  reformase  la  citada  pro- 
videncia, siendo  desestimada  esta  instancia  en  28  de  enero  de  1864,  en 
consideración  á  que  el  asunto  había  quedado  resuelto  por  la  referida  Inten- 
dencia, en  uso  de  sus  atribuciones,  según  mi  Real  decreto  de  31  de  marzo 
de  4856: 

Vista  la  demanda  que  presentó  en  su  virtud  el  espresa d(/  D.  Ignacio 
Fernandez  de  Castro  y  compañía,  á  quien  defendió  el  Licenciado  D.  Ma- 
nuel Manzano  ante  el  Consejo  de  Administración  de  las  Islas  Filipinas,  con 
la  pretensión  de  que  se  revocase  la  citada  providencia  de  la  Intendencia 
general  y  se  declarase  ala  casa  demandante  exenta  de  responsabilidad  por 
la  pérdida  del  tabaco  en  cuestión,  abonándole  los  fle-tes  que  se  le  adeuda- 
sen, con  mas  los  perjuicios  sufridos  por  haber  estado  privada  de  ellos  por 
espacio  de  siete  anos: 

Vista  la  contestación  del  representante  de  la  Administración,  en  que 
pidió  que  se  desestimase  la  demanda  y  se  resolviera  el  asunto  en  los  tér- 
minos propuestos  en  los  referidos  dictámenes  de  mi  Fiscal  y  Asesor  de  la 
Intendencia  de  Rentas  de  Filipinas: 

Vista  la  sentencia  dictada  por  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  espre- 
sado Consejo  de  30  de  junio  de  Í865,  por  la  cual  se  revocó  el  decreto  gu- 
bernativo que  venia  inripugnándose,  en  la  parte  que  se  refiere  á  la  casa 
demandante,  declarando  que  no  era  responsable  al  reintegro  á  la  Hacienda 
por  la  pérdida  del  tabaco  averiado  por  consecuencia  del  vaquío  que  sufrió 
el  buque  en  que  se  conducía,  y  mandando  qu8  se  abonasen  al  contratista 
los  fletes  estipulados,  menos  los  que  correspondían  á  las  204  arrobas  de 
tabaco  averiado: 

Vistos  el  recurso  de  apelación  que  contra  la  espresa  sentencia  interpu- 
so oportunamente  el  representante  de  la  Administración,  y  el  auto  por  el 
que  le  fué  admitídq  el  recurso  de  amées-efectos: 

Visto  el  escrito  en  el  que  mejorando  mi  Fiscal  en  el  Consejo  de  Estado 
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)a  apelación  interpuesta,  pidió  que  se  ^evoque  el  fallo  del  inferior  y  se  con- 
'  ílrnie  la  providencia  guoernativa  impugnada: 

Vista  la  contestación  de  la  parte  apelada^  representada  por  el  Licencia- 
do D.  Faustino  Rodriguez  San  Pedro,  reemplazado  después  por  el  Doctor 
Don  Fernando  Vida,  con  la  pretensión  de  que  se  couOrme  la  sentencia 
apelada  revocando  el  decreto  de  la  Intendencia,  y  se  declare  que  la  casa 
contratista  del  servicio  en  cuestión  no  es  responsable  de  las  avenas  sufri- 
da»  en  el  tabaco: 

Visto  el  art.  934  del  Código  de  Comercio,  que  dice:  «Los  gastos  y  da- 
nos que  se  comprenden  bajo  el  nombre  de  averías  simples  ó  particulares 
se  soportarán  por  el  propietario  de  la  casa  que  ocasionó  el  gasto  ó  recibió 
el  daño:» 

Visto  el  art.  935  del  citado  Código,  en  que  se  declara  que  pertenecen  á 
la  clase  de  averias  simples  ó  particulares:  primero,  los  daííos  que  sobrevie- 
Den  al  cargamento  desde  su  embarque  hasta  su  descarga  por  vicio  propio  de 
las  cosas,  por  accidente  de  mar,  ó  por  efecto  de  fuerza  insuperable: 

Considerando,  que  no  habiéndose  celebrado  contrato  de  fletamento  para 
el  trasporte  de  iaa  410  arrobas  de  tabaco,  debe  resolverse  con  arreglo  á  las 
disposiciones  legales  cuáles  son  los  derechos  y  obligaciones  del  naviero  y 
fletador  en  orden  á  la  carga:  ,  ' 

Considerando,  que  procediendo  de  un  accidente  de  mar  el  deteriora 
del  cargamento,  debe  sufrirlo  su  dueño  por  ser  avería  simple,  con  arreglo 
á  los  artículos  934  y  935  del  Código  de  Comercio: 

Considerando,  que  no  hubo  falta  ni  descuido  en  el  Capitán  en  no  haber 
descargado  el  tabaco  antes  de  27  de  octubre,  habiendo  entrado  en  puerto 
el  23,  porque  está  justiOcado  que  no  siendo  su  lancha  á  propósito  para  la 
descarga,  ni  llevándola  el  pailebot  con  ese  objeto,  se  habian  resecado  las 
maderas,  en  términos  que  por  todas  partes  hacia  agua,  y  el  Capitán  desde 
el  dia  de  su  llegada  practicó  todas  las  diligencias  necesarias  para  la  des- 
carga, no  habiendo  podido  ejecutarla  el  23  porque  la  lancha  que  puso  á  su 
disposición  el  consignatario  estaba  varada  á  media  legua  del  pailebot  y  el 
rio  en  seco,  y  porque  si  bien  desde  el  24  á  las  nueye  de  la  mañana  estaba 
dicha  lancha  ai  costado  del  pailebot,  fueron  tan  constantes  y  fuertes  las 
lluvias  hasta  el  27,  en  que  sobrevino  el  temporal,  que  sin  gran  riesgo  de 
que  se  averiase  el  tabaco  no  podia  descargarse  para  conducirlo  á  los  alma- 
cenes: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  sentencia  dictada  por  el  Con- 
sejo de  Administración  de  Filipinas. 

Dado  en  Palacio  á  veintinueve  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  9eis.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu- 
ción íinalen  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos; 
se  notifique  en  Corma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  10  de  enero  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  •  de  marzo  de  1867.)    ' 
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55. 

Senténela  (30  de  diciembre  de  1866.).— Exención  de  la  des- 
amortización.—Se  deja  sio  efecto  la  Real  orden  de  14  de  diciembre 
de  1864,  reclamada  por  la  CongregacioQ  de  San  Felipe  Neri  de  se- 
glares siervos  de  tos  pobres  enfermos  del  Hospital  general  de  Ma- 
drid, y  se  resuelve: 

1.*  ^Que  no  pueden  llamarse  amortizados  los  bienes  que  hereda 
ma  Congregación  piadosa,  si  el  testador  no  solo  no  prohibió  su  ena- 
jenación, sino  que  previendo  el  caso  de  que  pudiera  verificarse,  in- 
dicó la  manera  como  debia  hacerse; 

Y  2.®  que  si  dichos  bienes  se  vendiesen , por  el  Estado,  conside- 
rendólos  incluidos  en  las  leyes  desamortízadoras ,  se  yrodueiria  un 
efecto  distinto  del  que  éstas  se  propusieron,  pues  sustituyéndose  la 
prohibición  de  enajenar  las  inscripciones  que  en  su  conmutación  se 
entregasen  á  la  libertad  establecida  de  vender  los  bienes,  podrian 

Íuedar  desatendidos  la  voluntad  del  testador  y  los  piadosos  efectos  de 
i  institución  hereditaria  y  rhenoscabados  el  dominio  y  atribucio- 
nes de  la  Congregación  heredera. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  ia  una  la  Congregación  de  San  Felipe  Neri  de 
seglares  siervos  de  los  pobres  enfermos  del  Hospital  general  de  Madrid,  y 
en  su  nombre  el  Licenciado  0.  Eladio  Bernaldez,  demandante,  y  de  la  otra 
la  Administración  general  del  Estado,  demandada  y  representada  por  mi 
Fiscal;  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  Real  orden  de  14  de  diciem- 
bre de  1864,  que  derogando  la  escepcion  solicitada  respecto  á  los  bienes 
oe  JacitadaCongregacion.  los  declaró  en  estado  venta: 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta:  * 

Que  habiéndose  negado  la  espresada  Concregacion  á  darla  relación  de 
Jos  bienes  que  pertenecían  por  no  considerarlos  comprendidos  en  la  enaje- 
nación acordada  en  la  ley  de  l.«  de  mayo  de  1855,  la  Junta  provincial  de 
Venus  dispuso  señalar  un  término  prudente  al  Administrador  de  la  misma 
Congregación  para  aue  acreditase  documentalmeote  la  escepcion  que  ale- 
gaba, sin  perjuicio  de  que  remitiera  la  referida  relación;  y  presentada  ésta, 
aparece  de  la  misma  que  la  Congregación  poseía  tres  casas  en  Madrid, 
^Qfl^2^  <^®Pas  en  los  términos  de  Arganda  y  Campo  Real,  y  un  censo  de 
196,631  rs.  de  capital  al  dos  y  medio  por  100  anual,  sobre  los  estados  de 
Moguer,  Villafranca  del  Fresno  y  Barcarrota:  bienes  que  producían  una 
renta  anual  de  29,588  rs.  26  mrs.  y  que  fueron  heredados  de  D.  Diego  Fer- 
nandez Calvarron: 

Que  al  pié  de  la  indicada  relación  de  bienes,  j^  en  instancia  separada, 
os  representantes  de  la  referida  Congregación  pidieron  que  se  declarasen 
los  citados  bienes  esceptuados  de  la  enajenación,  por  no  estar  comprendi- 
dos en  la  ley,  toda  vez  que  por  voluntad  espresa  del  que  los  dejó  en  heren- 
cia, podia  la  Congregación  enajenarlos  como  y  cuando  tuviera  por  conve- 
niente, según  ya  lo  había  verificado  con  algunos  de  esta  misma  herencia; 
aunque  no  pudiese  ptesentar  documentos  que  justificaran  las  ventas,  por 
TOMO  yu.^Jurisprudencia  administrativa.  17 
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haberse  estraviado  en  la  perturbacioa  que  sufrió  Madrid  cuando  la  íova- 
síoD  francesa: 

Que  instruido  en^  su  viriud  el  oportuno  espediente^  se*  unieron  al 
miSmó: 

i.°  Ütía  cofpta  del  testamenta ototgádópoif  el' espreáatto  D-.  Oifego  Fefr- 
nársáfit  QaiMrtoa  e»  i3  de  julio  d^e  1741,  en  el  qm  narafbiri5'  heredetá  de 
SU9  bienes,  áerechais  y  aeoiDoes^á  la  citads  Qen^regMloo  de  Sao  Felipe 
Neri,  espresándose  en  uoa  de  sus  cláusulas  que  si  lle^arsea  á  venderse  las 
viñM  que» dejaba  en  befe ncfa^  ío  fuesen  todas  ji^nta»,  procurando  Vender 
también»  ta.bode^i,  porxfue  así  tendria  mas  precio  y  mejor  despaclp^ 

2.®  Un  testimomo  del  acto  posesorio  de  los  bienes  de  la  cítadiet  herencia 
por  fa  espre^acía  Congregación. 

3.°  Las  coDstUucJones  de  la  espresadaí  Congregación,  aptoffeadis  por  el 
OrdfnáHd  en  4' dé  mayo  de  1745,  estaljiecienfío  feglas  p^ara  el  ctímplimién- 
to  de^  sü  objeto;  qm  eí  ía^  asisteneítt  perSonaí  á  los  [íebrés  ewfermos  del 
HósjNtcif^  y^ímár^ndo  á  los  Congregantes  que  repartiesen  ádicbos  enfer- 
mos suettfnniaB  de  ga  Hiña  ó  olroa^mento^  y  les  propovcio4aMisen  vestidos 
coot  k^e  Ift^  Congregación  pudiese  adquirir. 

4*?  Un  teatimonio  de  varias  acias  de  juntas  celebradas  por  la  Congre  - 
gacioQ  desde  el  año  de  i756  basta  el  de  1854,  en  las  que  se  facultó  á  sus 
individuos  pa^a  que  vendieran  ios  bienes  pertenecientes  á  la  miánía. 

5."  Una  información  practicada  judíCialfneííte  el  aüo  dé'f8(í3,  en  la 
que  cuatro  testigos  declaran:  primero,  que  los  hermanos  de  la  Congrega- 
ción habian  vendido  los  bienes  de  la  mencionada  lierericia,  sfluTidos  en 
Torrftj<>n  de  Velásco;  segundo,  que  con  motilo  de  haberse  ocupado  con 
heridos  ía  sala-oratorio  deí  íeférrdo  Hospital  cuando  la  invasión  firancesa, 
^e  perdieron  muchos  papeles  y  documentos  de  lá  Congregación;  ytercíero, 
que  esta  corporación  no  poseía  eo  el  día  mas  bienes  quff  los  procedentes 
de  la  citada  herencia: 

Que  en  Vista  de  todo  ittfói*mó  la  Asesoría  general  del  Mittrsterio  de  Ha- 
cienda que  los  reférido$  bienes  estaban  exentos  de  las  prescrtjjciones  vigen- 
tes sobre  desamortización,  y  no  debian  por  taftto  venderse,  y  la  Direcciów 
general  del  ramo  opító  por  el  contrario  que  procedía  sujetarlos  á  la  des- 
amortización; lo  que  acoí-dó  la  Junta  supefiof  dé  Ventas  de^cottforrliidad  con 
este  último  dictamen,  en  sesioO  de  14  de  julio  do  1864}  habiendo  sido  de 
la  misma  opinión  la, Sección  de  Hacienda  del  CoDseio  de  EiStadó: 

Vista  la  t\eál6)*(len  ey)edidá  en  sn  virtud  el  dia  14  de  diciembre  de 
Í864,  por  la  cual,  de  conformidad  COn  la  consulta  dé  lá  referida  Sección 
del  Consejo  de  Estado  y  de  lo  propuesto  por  la  Junti  general  de  Ventas  y 
é¡  esprésado  Centro  directivo,  se  desestimó  la  solicitud  de  la  mencionada 
Congregación,  y  se  dedáró  en  estado  de  venta  los  bienes  de  su  pelte- 
nencia: 

Vista  (a  demanda  que  contra  la  citada  Real  resolución  presentó  attiéf  el 
Consejo  de  Estado  el  Licenciado  D.  Eladio  Bernaldez  á  nombre  de  la  es- 
presada  Congregación,  con  la  préteti^on  de  que  se*deje  sin  efecto  la  refe- 
rida Re^l  orden  y  se  declare  á  la  Congregación  demandan  te  en  libertad  de 
aplicar  los  bienes  dé  que  se  tfata  del  modo  mas  conyeniente  á  1as  necesi- 
dades de  los  pobfes  enfermos  ¿  quienes  socorre  con  arreglo  á  las  constitu- 
ciones por  que  se  rige: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  (]ue  pide^jue  se  conGrme  lá  cita- 
da R^al  orden: 

Visto  el  testíunénio  otorgado  por  D.  Diego  Feroatídez  Ciil^f  rOn  en  15 
de  julio  d^l742i 
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F  2.®  que  la  esculpacion  de  que  en  aquella  habitación  vivia  una 
mujer  de  mala  conducta  y  de  que  era  un  deber  penetrar  en  la  casa 
para  ver  lo  que  en  ella  ocurría,  no  son  circunstancias  bastarUespara 
eximir  de  responsabilidad  por  dicho  hecho,  por  mas  que  deban  ser 
apreciadas  en  su  día  por  el  Tribunal  correspondiente. 

En  el  éspedieDteen  queei  Gobernador  de  la  províDCÍa  de  Tarragona  ha 
participado  al  Juez  de  primera  íostaocia  de  Tortosa  que  debía  solicitar  la 
previa  autorizacioD  para  procesar  á  D.  José  Adell,  Teuieote  Alcalde  de  Al- 
iara, resulta: 

Que  en  la  noche  del  29  de  abril  de  1861  se  encontraba  en  una  taberna 
del  pueblo  de  Alfara  el  Teniente  Alcalde  D.  José  Adell  y  otros  vecinos,  á  lo» 
cuales  invitó  el  pritheropara  que  le  acompañasen  á  dar  una  vuelta  por  la 
villa,  sin  espresar  el  objeto  que  se  proponía:  * 

Que  después  de  pasear  varias  calles  se  detuvo  el  indicado  Tecíiente  Al- 
caldeen  la  puerta  de  la  casa  de  una  mujer  que  vivía  sola,  llamada  Vicenta 
Barbera,  quedándose  sus  acompañantes  ó  cierta  distancia  sin  tomar  parte 
en  lo  que  el  Alcalde  ejecutaba: 

Que  éste  dio  varios  golpes  en  la  puerta  de  la  casa  de  la  Vicenta,*y  como 
no  le  contestaran,  dispuso  que  uno  de  los  que  le  acompañaban  fuese  á  bus- 
car un  madero,  ayudado  del  cual  y  dos  hombres  violentó  la  puerta  y  entró 
en  la  casa,  dentro  de  la  que  estaba  sola  y  acostada  la  Vicenta: 

Que  instruidas  diligencias  por  el  Juzgado  correspondiente  en  virtud  de 
denuncia  de  la  mujer,  y  acreditados  los  estremos  referidos  por  las  declara- 
ciones de  la  ofendida  y  demás  testigos  pasó  la  causa  al  Promotor  fiscal,  y 
á  escitacion  suya  informó  el  Alcalde  de  Alfara  que  todos  los  individuos  def 
Ayuntamiento  estaban  autorizados  para  vigilar  las  noches  oue  él  ordena- 
ba, pero  que  en  la  que  tuvo  lugar  el  suceso  que  se  haVeferíao  no  tenia  fa- 
cultad para  hacerlo  el  Teniente  Alcalde: 

Que  en  vista  de  este  informe  el  Promotor  fiscal  espuso  en  su  dictamen 
que  el  espresado  Teniente  Alcalde  había  con>etido  el  delito  de  allanamien- 
to de  morada  previsto  y  penado  en  el  art.  414  del  Código,  por  lo  que  pedia 
se  procediese  criminalmente  contra  él,  previo  aviso  al  Gobernador  de  la 
provincia,  cuya  autorización  creía  innecesaria  por  ser  el  delito  de  que  se 
trata  ajeno  al  ejercicio  de  las  facultades  gubernativas  de  aquel  funcio- 
nario: 

Que  el  Juez,' de  conformidad  con  lo  espuesto  en  el  anterior  dictamen^ 
dio  aviso  al  Gobernador  de  estar  procediendo  contra  el  Teniente  Alcalde 
D.  José  Adell;  pero  aquella  autoridad,  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Con- 
sejo provincial,  le  requirió  para  que,  con  suspensión  del  procedimiento, 
solicitase  la  previa  autorización,  fundándose  en  que  el  procesado  ejercía 
las  funciones  de  vigilancia  pública  cuando  allanó  la  casa  de  la  Barbdrá,cuya 
mujer  por  otra  parte  había  dado  lugar  con  su  mala  conducta  á  amonesta- 
ciones de  la  autoridad  local: 

Que  el  Juez,  en  vista  de  las  nuevas  razones  alegadas  por  el  Promotor 
en  apoyo  de  su  opinión,  dio  auto  declarando  innecesaria  la  autorización,  y 
la  Audiencia  confirmó  aquel  proveído: 

Visto  el  art.  86  de  la  ley  ae  8  de  enero  de  1845,  según  el  cual  los  Te- 
nientes de  Alcalde,  además  de  la  parte  que  como  Concejales  les  correspon- 
de en  las  deliberaciones,  acuerdos  y  consultas  del  Ayuntamiento,  ejerce- 
rán las  funciones  que  con  arreglo  á  las  leyes,  instrucciones  y  reglamentos 
Jes  cómela  el  Alcalde  como  á  delegados  suyos: 

Visto  el  art.  414  del  Código  penal,  por  el  que  se  castiga  al  que  entrare 
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«O  morada  ajena  contra  la  volunlad  de  su  morador,  agravándose  la  peou  si 
«i  hecho  se  ejecutase  con  violencia  ó  intimidación: 

Considerando  que  tanto  por  el  inforoio  (kl  Alcalde  de  Alfara,  como  por 
las  declaraciones  de  los  sugetos  que  acompañaban  al  Teniente  Alcalde  don 
José  Ádell  en  la  noche  que  tuvo  lugar  el  suceso  de  autos»  se  confirma  la 
presunción  deque  al  allanar  la  casa  de  la  querellante  no  ejerció  acto  al- 
eono de  vigilancia  pública  para  el  que  estuviese  debidamente  autorizado: 

Considerando  que  la  esculpacíon  que  el  procesado  presenta  de  la  mala 
conducta  de  la  mujer,  y  del  deber  en  que  creyó  encontrarse  de  abrir  vio- 
lentamente la  puerta  de  la  casa  para  ver  lo  que  en  ella  ocurria,  no  son  cir- 
cunstancias que  afectan  al  objeto  de  que  se  trata  en  este  espediente,  por 
mas  que  puedan  ser  apreciadas  en  su  día  por  el  Tribunal' correspondiente; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Ssccion  de.£stado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  innecesaria  la  autoriza* 
<ion  de  que  se  trata. 

Dado  en  Palacio  á  veiolisiete  de  febrero  de  mil  ocliocíentos  sesenta  y 
«iete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros»  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  5  de  mar- 
zo de  1867.) 


57. 

AatorÍ2a«Í€in  (27  de  febrero  de  1867.).  —Lesiones.— Im- 
PRUDENcu  TEBiERARiA.— Se  coofirma  la  negativa  del  Gobernador  de 
la 'provincia  de  Córdoba  en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez 
de  primera  instancia  de  Aguilar  para  procesar  á  Pablo  González 
Pérez,  sereno  de  Puente  Genil,  y  se  resuelve: 

Que  no  merece  el  calificativo  de  imprudencia  temeraria  el  he- 
cho de  montar  una  pistola  un  sereno  que  se  ve  acometido,  por  ma$ 
que  se  disparase  involuntariametUe  é  hiriese  á  alguno  de  los  agre- 
sores. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Córdoba,  ha 
negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Aguilar  la  autorización  para  pro- 
cesar ¿  Pablo  González  Pérez,  sereno  de  Puente  Genil,  por  lesiones,  re- 
sulta: 

Que  la  noche  del  23  de  setiembre  último  vigilaba  el  citado  sereno  su 
demarcación  cuando  oyó  voces  á  cierta  distancia  y  acudiendo  al  sitio  don- 
de se  daban,  encontró  á  varios  individuos  que  cantaban  al  son  de  una 
pitarra: 

Que  les  encargó  no  promovieran  escándalo,  y  se  alejó;  mas  al  poco 
rato  se  repitieron  los  gritos  en  son  de  riña^  por  lo  que  acudió  de  nuevo 
al  lugar  de  la  ocurrencia  para  mediar  en  ella  y  terminar  el  alboroto: 

Que  al  intentarlo  le  salieron  al  encuentro  en  ademan  hostil  Juan  Ruíz 
Haro  y  otros  compañeros  suyos,  á  quienes  se  propuso  contener  con  el 
chuzo;  pero  conociendo  que  no  era  bastante  para  su  defensa,  sacó  la  pis- 
tola, la  montó,  y  al  pasársela  á  la  mano  derecha  cambiando  ef  chuzo  á  la 
izquierda,  se  le  disparó,  bíriendo  con  los  perdigones  de  que  estaba  carga- 
da al  Juan  de  Haro: 

Que  jBn  seguida  cargaron  los  demás  al  sereno,  llegando  en  el  momento. 
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un  bij^  suyo,  quien  con  una  espada  dio  algunos  golpes  al  verse  acometido^ 
retirándose  ambos  acto  continuo  á  dar  cuenta  á  la  autoridad : 

Que  instruidas  ditígencias  jior  «stos  hechor,  primero  por  el  Alcalde  de 
l^uente€enil  y  luego  por  el  Juzgado  correspondiente,  el  Juez,  oido  el  Pro- 
motor Fiscal,  y  de  conformidad  con  suiüclóraen,  solicitó  fe  autorización 
)>era  procesar  al  sereno,  por  suponer  que  habia  cometido  el  delito^  de  im 
pfudencía  temeraria,  montando  4a  pistola  que  luego  «e  disparó: 

Por  último,  que  ¡el  JBobernador,  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo 
provincial,  negó  aquel  requisito,  fundándose  en  que  el  sereno  estaba  exen- 
to de  responsaDÍlidad  criminal;  pues  había  obrado  en  defensa  propia  y  en 
cumplimiento  de  su  deber: 

^  Visto  el  art.  480  del  Qódigo  penal,  por  el  que  se  Castiga  al  que  por 
imprudencia  temeraria  ejecutase  un  hecho^  que  si  medifláe  matícik  cons-«> 
tituí'rra  un  ddito  grave: 

Considerando  que  al  reconocer  el  Juzgado  que  hubo  imprudencia  por 
parte  del  sereno,  implícitamente  declara  que  pudo  ser  efectivame^pte  cier- 
to el  .disparo  involuntario  del  arma  de  fuego,  ó  que  por  lo  menos  no  hizo 
uso  de  ella  deliberadamente: 

Considerando  que  habiéndose  solicitado  la  autorización  para  castigar 
esa  imprudencia  caliíicada  de  temeraria  no  hay  motivo  fundado  para  con- 
cederla, puesto  que  no  merece  semejante  calificación  el  acto  ejecutado 
por  el  sereno  de  preparar  la  pistola  y  mostrarla  á  sus  agresores,  toda  vez 
que  está  probado  en  el  espediente  que  lo  hizo  en  defensa  propia  á  la  vez 
que  como  medio  de  inlímij^acion ; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  dte-Bstado  y  Gracia  y 
,  Justicia  del  Consejo  de  fii^tado,  Vengo  en  contonar  la  negativa  del  ,6o* 
bernádor. 

Dado  (!tnPailAQio  á  Viei«tt8iete  de  febrero  d«  mil  oohooientotf  MBoma  y 
siete.— Está  rubricado  de  Ul^eal  manp. — EJ  Presiente  dal  Consejo  de 
Mjnisij^os,  fla^)OD  M^ria  Nfirv^^.— (Pijibli^ada  ep  h  GflCAt^  de  9  4^  ipar» 
íodei8|Í7.). 


58. 

C«»iii|»eteiiela  (i.*^  de  marzo  de  1867,).— Servidüüiprb  de 
PASO.— Se  decide  á  favor  de  la  Adminiáracion  la  competencia  sus- 
citada entre  el  Gobernador  dQ  la  provincia  de  pvijedo  y  el  /uez  de 
primera  ¡«j^tanci^  ^e  L]ane$,  coo  motivo  del  inierdicto  pr^sQotado 
por  D.  Juan  Mijares  contra  D.  José  Rodrigue^  y  se  rest^olvfe: 

i.®  Que  aunque  el  interdicto  tenga  por  objeto  amparar  las  de- 
rechos de  un  púrlicuhr  lastimados  por  otro,  si  el  neto  que  lo  mo- 
tiva ha  sido  autorizado  por  acuerdo  de  4a  Admtnisíracim,  ejerci- 
tando atribuciones  propias,  el  proveido  del  Juez  no  puede  menos 
de  contrariar  una  providencia  administrativa  legUimamente  dicta- 
da.  y  por  lo  tanto  es  aplicable  al  caso  lo  di^pmsto  en  la  Real  orden 
de  8  (le  mayo  de  1839; 

F  %""  que  ¿I  querellante  en  un  xnteráieLo  pu/tde  hacer  uso  de 
todas  las  acciones  que  le  correspondan  ante  la  Administración  en 
ia  viü  contenciosa. 
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IKo  e]  i^is^^di^p^e  y  lautos  jde  cqqtpeUQ^ia  suscitada  eotre  el  Gobema» 
dor  de  la  pr^yipcia  dfe  Oxiedo  y  elJuez  dü  primejca  jiistaimi  de  Lla^oes,  de 
)08  cuales  resulta: 

fiuie.ÍAstFji^(^jesp9dJeo;e  ep  el  Ayuplawieoto  4e  JUpoes  C9p  moti.ve  da 
}^  ia&taacia4e  D.  fosé  Bodriguez  Sabradjo.^e  aqueJia  seciodsid,  SQUcitan- 
do  se  le  permitiera  reedificar  una  casa  en  la  Pla^a  Mayor  del  jmeJt>lo  cpn 
arreglo  al  plano  que  al  efecto  presentaba,  el  Alcalde  suspcoidió  d  acuerdo 
de  lak&ftUQícmalidad.  layoraJ^  á  la  pcel9osioM«  y  ^evó  el  ie^pedien^te  áif  o- 
bernador  déla  provincia  maDírestando  que  de  realizarse  el  proyecto  d(^ 
Sobrado  seafeiirja  el  or,<?ato  de  la  plf^a,  puesto  (^e  for.Qiando.cÁpco  arcos 
la  cas^a  d^iste  y  Ja  oe  D.  lua^i  Hieres,  que  le  era  c<)ntJigu««  (;^o  Jos  tres  ar* 
eos  que  deseaba 4ar  Sobi;ado  4  su  fachada .  quedaba  la  d^  If^res  cqb  dos^^ 
arcos  y  puedio,  y  de  menor  elevación  q^e  la  cuüudaote: 

Que  el  GQt>ernatlar  ma^ndó  se  forinara  eJ  plano  de  pobiadon;  é  iosfrui  - 
(lo  esn«|díenie  en  el .qjje  M  oído  0. 4.UAD  Mijares»  se  concedióel  peripiso  á 
Sobrado  á  fin  de  que  coostruyera  de  la  inanera  propuesto: 

Q^e  adejajuaodo  la  ^a,  y  apareciendo  aue  el  espacio  qi^^quedaba 
en  el  medio  arco  de  ia  casa  de  Mijares,  jBQ.era  oastante  á  dar  entraídsi  jos 
carros,  según  se  practicaba  anleriormentQ,  D.  Juan  Mijares  preseiotó  anta 
el  Juez  de  primera  iustancia  de  Uaaes  un  inlerdicio  de  recobrar  la  pose- 
sión de  Ja  s,QEvi(Iii^mbre  de  que  udacia  Je  b^bía  de^pqjado  .D.  4Q$é  Rodrí- 
guez: 

Que  ^usjtapciado  el  interdicto  sin  audiencia  del  querellado,  recayá  au- 
to reslUiHoiiiQ;  nerx)  noiiojoso  de  ello  el  Gobernador  do  la  prov;ÍQpia,  d^s- 
paqhóal  Inz^^o  requcrimieniM)  die  inhibicLpn  fu^dáfyio^^,  de  acuerdo  con 
el  Consejo  provincial,  en  el  art.  81  de  la  ley  de  Ayunts^mianlos,  párrafo 
Doveno  del  iO  de  la  ley  de  gobierno  y  administración  de  las  provincias,  y 
Real  orden  de  8  de  majo  de  fS39: 

Que  sustanciado  el  incidente  de  competencia,  el  Juez  mantuvo  la  suya 
alegando  que  el  interdicto  no  contr^fiaba  providencia  alguna  administra- 
tiva, y  que  únicamente  tenia  por  objeto  el  amparo  de  los  derechos  de  un 
particular^,  l^^tíjpcvidfs^Kir  Ja  nve-va  cibra  construida  p^r. «tro  pactlcQjar: 

Que  insjaiieqdo  el  Gob^rnado^r de  acuerdo  coa  ,el  Concejo  provlagat, 
«nel  requeríjpdie^fi^e  sjuscitó.ol  presente  cpoflicto,  que  ha  seguido  sus 
transites: 

Vistoel  art.  74  de  Ja  ley  de  Ayuntamientos,  párrafo  qajnto,  segon  el 
cual  corresponde  al  Alcalde,  como  ailmínistrador  del  pueblo  y  bajo  la  vi* 
gilancía  de  la  Administración  superior,  cuidar  deto^io  lo  rdiatiwo  á  policía 
urbana  y  rural,  cootjrme  á  las  Jeyes,  reglamentos  y  dispitsieioiBies  de  la 
autoridad^ y  Ordenanzas  muoicipales: 

Visto  el  art.  84  de  la  misma  le>y,  que.en;ius<párca|asprimaro  y  .^ijKurto 
declara  atribución  de  estas  corporaciones  deliberar,  conformándose  á  las 
leyes  y  reglamentos,  sobre  las  Ordenanzas  municipales  y  n^glame^t^iis  de 
policía  .upbana  y  rural,  formación  y  alineación  de  las  calles,  pa^adizps  y 
plazas,  si  bien  $us  acuerdos  sobre  cualquiera  de  estos  puntos  no. podrán 
llevarse  á  .efecto  sin  la  aprobación  del  Jefe  poiiítico,  hoy  Gober^ad^r,  ó  la 
del  Gobierno  en.su  caso: 

Visto  el  art.  63.de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  1^63,  párrafosooce  y 
catorce,  que  eoire  las  atribuciones  de  los  Consejos  provinciales,  coxno 
Tribunales  contej^cioso-administrativos,  compreuiie  la  dfi  conocer  jqd  las 
cuesti^w^ -reJailvas  á  la  demolición  y  reparación  de  edificios  ruinosos, 
. alineación  y  altuiia  de  los  que  sis  construyan  de  nuevo^  cuando  la  leyó  los 
reglamentos  del  ramo  declaren  procedente  la  via  contenciosa;  y  á  la  repre- 
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ísion  de  las  contravenciones  á  los  reglamentos  de  carninos,  navegación  y 
riego,  construcción  urbana  ó  rural,  policía  de  tránsito,  caza  y  pesca,  mon- 
tes V  plantíos: 

vista  la  Real  orden  de  f<  de  mayo  de  1839,  que  no  permite  se  invaliden 
por  medio  de  interdictos  las  provid  encías  dictadas  por  los  Ayuntamientos 
en  el  ejercicio  de  atribuciones  legítimas: 
Considerando: 

)  .**  Que  si  bien  el  interdicto  tiene  por  objeto  amparar  los  derechos  de 
un  particular  lastimados  por  otro  particular,  el  acto  que  lo  motiva  ha  sido 
autorizado  por  el  acuerdo  de  la  Administración,  que  ejercitando  las  atri- 
buciones de  policía  conferidas  en  los  artículos  74  y  81  de  la  ley  de  8  de 
enero  de  1845  dio  nueva  forma  á  la  Plaza  Mayor  de  Llanes: 

2.®  Que  en  tal  concepto,  el  proveído  del  Juez  no  puede  menos  de  con- 
trariar una  providencia  administrativa  legítimamente  dictada,  y  por  lo 
tanto  es  aplicable  al  caso  de  la  presente  competencia  lo  dispuesto  en  la 
Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839: 

3.*  Que  conforme  al  art.  83  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  1863,  el 
querellante  en  el  interdicto  puede  hacer  uso  de  las  acciones  que  le  cor- 
respondan ante  la  Administración  en  la  vía  contenciosa,  ó  en  su  caso  ante 
los  Tribunales  de  la  jurisdicción' ordinaria; 

Ck)n formándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  dt  Estado  en  pleno, 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración. 

Dado  en  Palacio  á  primero  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete. — Está  rubricado  íe  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.—- (Publicada  en  la  Gaceta  de  9  de 
marzo  de  4867.). 


59. 

Senteneia  (39  de  diciembre  de  1866.). — Derecho  á  los  ren- 
dimientos DE  UNOS  bienes  SECUESTRADOS. — Sc  declara  por  desistido 
y  apartado  al  Sermo.  Sr.  Infante  D.  Sebastian  de  Borbon  de  la  de- 
manda entablada  contra  la  Real  orden  de  2  de  junio  de  1862,  se 
declara  ésta  firme  y  subsistente,  y  se  resuelve: 

Que  apartado  un  demandante  ó  su  apoderado  con  poder  espe- 
cial de  la  demanda  presentada  y  conforme  el  fiscal  con  el  desisti- 
miento, procede  acordar  éstCy  declarando  firme  y  subsistente  la  Real 
orden  contra  la  que  aqueUa  se  entabló. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Manuel  Cortina,  susti- 
tuido por  el  Licenciado  D.  Bernardo  Pénelas,  á  nombre  de  D.  Gabriel  de 
Aristizábal,  apoderado  general  del  Sermo.  Sr.  Infante  de  E^aña  y  Portu-. 
gal  D.  Sebastian  de  Borbon  y  BraganZ'i,  demandante,  y  de  la  otra  la  Ad- 
ministración general,  demandada  y  representada  porral  fiscal;  sobre  re-, 
vocación  de  la  Real  orden  de  2  de  junio  de  1862,  en  cuanto  le  declaró  sin 
derecho  á  los  rendimientos  de  los  bienes  que  le  fueron  secuestrados  do- 
rante el  tiempo  que  continuaron  en  esta  situación:  y  en  la  actualidad  sobre 
desistimiento  del  recurso: 
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Víalo: 

Visto  el  Real  decreto  de  22  de  octubre  de  1834,  en  que  se  ordenó  que 
fuesen  secuestrados  los  bieoes  de  todos  aquellos  que  constase  haber  aban- 
donado  sus  domicilios  para  incorporarse  á  las  Cacciones;  qae  de  los  rendi- 
mientos de  los  mismos  se  pagaran  en  su  caso,  y  coa  pr(»porcion  á  la  cali* 
t)ad  de  las  personas  y  al  producto  de  aquellos,  los  alimintos  de  la  mujer  é 
hijos  y  demás  á  quienes  según  derecho  tuTÍese  el  prófugo  obligación  de 
alimentar;  que  el  líquido  que  resultase  se  aplicara  á  la  indemnización  de 
los  daños  causados  por  los  rebeldes,  al  socorro  de  las  familias  de  militares 
bizarros,  de  milicianos  nacionales  y  demás  españoles  que  perecieran  ó  se 
inutilizaran  en  la  guerra  contra  tos  rebeldes;  y  que  el  residuo  se  destinara 
i  la  estincioD'de  la  Deuda  del  Estado: 

Vista  la  Real  orden  de  28  de  agosto  de  1835,  en  la  cual,  de  acuerdo 
con  el  dictamen  del  Consejo  de  Ministros,  se  mandó  que  se  procediera  in- 
mediatamente á  la  interceptación  de  los  bienes  y  efectos  que  poseía  en  Es- 
paña el  Sermo.  Sr.  Infante  D.  Sebastian  de  Rorbon: 

Vista  la  Real  orden  de  25  de  abril  de  i860,  en  que  se  determinó  que 
inmediatamente  se  le  entregasen  los  que  le  habian  sido  secuestrados  y  se 
hallaban  en  poder  del  Estado,  con  las  rentas  que  hubiesen  producido  des 
tie  4  de  junio  de  1859,  en  que  prestó  juramenio  de  tídelidad  y  obediencia 
i  mi  Real  Persona  y  á  la  Constitución: 

Vista  la  reclamación  que  en  i  6  de  agosto  del  mencionado  año  de  1860 
iiizo  D.  Antonio  Cabanilles,  por  encargo  del  Sermo.  Sr.  Infante  D.  Sebas- 
tian, pidiendo,  entre  otras  cosas,  q^ae  se  le  abonaran  los  productos  de  sus 
'bienes  correspondientes  á  los  24  anos  que  estuvo  ausente  de  España,  en 
atención  á  que  no  habia  existido  decreto  deconüscacion,  sino  únicamente 
un  secuestro,  ó  sea  una  medida  interina,  y  una  administración  que  como 
todas  se  hallaba  sometida  á  cuentas: 

Vista  la  Real  orden  de  2  de  jquio  de  1862,  por  la  cual  se  le  denegó  el 
abono  de  los  rendimientos  devengados  durante  la  época  del  secuestro: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licen- 
ciado D.  Manuel  Cortina,  á  nombre  de  D.  Gabriel  de  Árístizábal,  apodera- 
do general  del  Sermo.  Sr.  Infante  de  España  y  Portugal  D.  Sebastian  de 
Borbon  y  Braganza,  con  lu  solicitud  de  que  se  consulte  la  revocación 
de  la  Real  orden  anterior,  y  se  declare  que  S.  A.  tiene  derecho  á  que  por 
las  oficinas  respectivas  se  le  liquide  y  abone  el  importe  de  todos  los  pro- 
ductos líquidos  de  sus  bienes  durante  el  secuestro,  sin  otro  descuento, 
qne  el  de  la  parte  de  ellos  (¡ue  hubiere  sido  destinada  á  levantar  lascar- 
gas  ó  á  cumplir  las  obligaciones  á  que  se  hallasen  afectos: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  absplucion  de  la  demanda,  y 
la  confirmación  de  la  referida  Real  orden,  en  la  parte  en  que  fué  impug- 
nada: 

Visto  el  escrito  del  Licenciado  D.  Manuel  Cortina,  en  nombre  de  Don 
Gabriel  de  Aristizábal  apoderado  general  del  Sermo.  Sr.  Infante  Don 
Sebastian  de  Borbon  y  Braganza,  en  que  manifestó  que  se  separaba  del 
presente  pleito,  y  pidió  que  se  le  tuviera  por  desistido  del  mismo : 

Vistos  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  en  que  se  acordó  que 
se  ratificase  D.  Gabriel  de  Aristizábal  en  el  contenido  de  la  solicitud  ante- 
rior ;  la  diligencia  en  que  consta  su  ratificación  jurada;  el  escrito  de  mi 
Fiscal  accediendo  á  la  separación,  siempre  quo  se  entendiera  consentida 
la  Real  orden  objeto  de  estos  autos,  y  con  tal  que  D.  Gabriel  de  Aristizábal 
exhibiera  orden  especial  para  el  desistimiento: 

Visto  el  poder  otorgado  con  cláusula  de  sustitución  por  el  Sermo.  Se- 
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ñor  lofaote  de  España  y  Portugal  D.  Sebastian  de  Borbon  y  BragaoasA,  en 
faTor  de  D.  Gabntl  de*  Aristixábal,  para  que  «o  su  Bomure  á%üi$i9i  y  se 
aparte  del  preseote  pleito: 

Visto  el  eecñto  presentado  por  el  liceDCÍado  D.  Bemtrdo  Peoelag,  mob^ 
tituyendo  eo  fonna  é  D.  Gabriel  de  ArisAisábal»  coa  ia  «olicUud  de  <|Mie  se 
teo^  por  «eparade  a4  Sermo.  Sr«  lo&iite  D  Sebastiaa  4)e  la  dernaacíi  for^ 
mulada  eo  estosjiutosi,  dámMos  eo  su  coiiseieudi»<!Ía  por  ooiocltttides  : 

GoQsíderaodo  que  eJ  Lieenoiado  Peoelas  desiste  y  se  apa r4a  lisa  y  lim^^ 
meóte  de  la  demanda  eotablaéa  autorizado  pata  esteiio  coa, un  poaer  esi- 
pecial,  y  allanéodose  mi  Fiscal; 

GoiHormá«idome  coo  le  ooosuUado  per  el  Ceosejo  d^  EsUtd^Meo  pleno» 
constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  Vango  en  teoer  poír  desi^úio  y 
apartado  al  Sermo.  Sr.  lofiaiote  D.  Sebastian  de  le  presaote  demanda,  de- 
eleraotio  ee  so  coAseettencia  fíraie  y  subsistente  la  Eleal  óedeo  radame^ 
de  2  dejtiDiodef4&62. 

Dado  en  Palacio  á  veiotinaeve  de  diciembre  4e  rmil  ocfbocíenieseesiea'- 
ta  y  seis.— Está  rubricado  de  U  Real  mane.^-íEI  Presidc^lejdel  doisejo 
de  Ministfos,  Ramoo  Haría  Narvaez.» 

Publicación. -4ieido  y  pebiicado  el  anlejior  ^al  decreto  f«r  ipí  el 
Secretario  general  del  GensefOide  Estado,  baUindosa  ^celebraoéo  audien* 
eia  pública  el  Consejo  pieoo  coostituido  euSalarde  lo  Gonteacioso,  Afmái^ 
que  se  tenga  como  resoluciea  fiaal  ^n  la  iosUoeia  y  aoios  á  qne  ee  refere; 
que  se  uoa  á  los  miamos;  se  noti6%ue  ea  forma  á  las  partes,  y  ee  ÁQserle 
en  la  Gaceta ;  de  que  certíüea. 

Madrid  16  de  enero  de  1867.-r^Pedra  de  Madrazo.'^(P^bliá)aiia  eo  le 
Gacela  de  O  de  marzo  de  4867.) 


«O. 

Sentencia  {!.•  de  enero  de  1867.). — Esgkpcion  de  l^  pks- 
AMORTíZA^PN.^ — Se  conflrma  en  parte  v  on  part^  se  dejia  sin  ef^clo 
la  Real4kden  de  30  de  agobio  de  186{,  reclamada  por  el  á^yaata*- 
mienlD  de  Manzanera,  pravioc^  de  Terael,  y  se  resuelve: 

1 .®  Que  solo  pueden  esceptuane  de  la  venta  los  edificios  y  fincan 
destinadm  ó  que  el  Gobierno  destinai^e  al  servicio  público; 

Y  2."*  que  cuando  el  Ayuntamiento  del  pueblodonde  radica  la  fin-- 
cay  la  Diputación  provincial  están  conformes  en  la  declaración  de 
aprovechamiisnto  común  de  la  misma,  no  puede  dictarse  por  el  Go- 
bierno  una  resolución  contraria^  sin  oir  antes  al  Consejo  de  Esta' 
do^  porque  esta  formalidad  es  0$eneial  y  no  ^puede  omtU'^  m  fal- 
tar 4  la  ley. 

Doña  Isebel  n,  etc. 

«En  el  pleito  «^ne  es  el  Goaeejo  de  Estado  pende  en  primara  y  6o¡ca 
iostancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Felipe  Juez  Sarmient/e, 
á  nombre  del  Ayuntamiento  de  Manzaocra,  pro^ncitada  Teruel^  derpai»* 
daote,  y  de  la  otra  la  Admioisitracieo  general,  demandada  y  repreaentada 
por  m¡Fíi9cal;  eobfeieseepcioo  de  iTenta4e. varias  íkica&. 

Visto: 

Visto  ei  espedienle  guberaativo,  del  qu9  resulta  que  en  30  de  Noviem^ 
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hñ  de  1858  el  AyuntamíeDlo  de  IfaDzunera  solicitó  qae  se  esceptUBra  de 
la  desamortizacioü  como  de  servicio  público  !a  Casa-GoDststoriaf ,  y  una 
parte  de  la  mism  <  eti  donde  se  hallaba  establecida  la  taberna;  otra  casa 
destinada  á  escuda  de  niños;  otra  en  la  vMIa  de  Aleólas;  otra  situada  en  la 
placa  ó  calle  de  la  Escueta,  con  aplicaoion  á  desabogo  de  la  casa  de  Ayunta- 
miento y  sus  alnniceoes;  un  molino  harinero  llamado  de  Arriba;  otro  lla- 
mado de  Abajo;  un  horno  de  pan;  ei  batan.  Con  sa  huerta  contigua;  el  ^- 
lar  que  fué  hospital,  y  el  castillo  arruinado;  y  en  concepto  de  aprovecba- 
miente  comun  una  dehesa  denominada  balada,  otra  noinibrada  Carrasca  le- 
joóf^dlancar  y  ▼arios  trozos  de  monte  pinar  situados  en  distintas  par- 
tidas: 

Vrsto  el  informe  dado  por  ia  Diputación  provincial  «n  el  sentido  de  que 
debían  esceptuarse  de  la  desamortización  los  ediHoios  urbanos,  como  des- 
tinados al  servicio  público,  y  las  fincas  rústicas  en  concepto  de  aprovecha- 
miento comttn: 

Visto  el  emitido  por  la  comisión  de  Ventas  espresando  que  habían  sido 
vendidas  la  casa-taberna  y  el  castilfó  en  ^5  de  febrero  de  i ^60,  y  en  marzo 
siguiente  el  depósito  de  maderas  de  la  calle  ó  plaza  de  la  Escaela  y  el  gra- 
nero en  la  aldea  de  Alcotus;  ^\Jte  las  dehesas  Matnadas  Salada  y  Garraseale. 
jo  no  eran  de  aprovechamiento  común,  porque  figuraban  en  el  inventario 
con  nn  predncto  de  3,000  rs.  )a  primera  y  de  300  la  segunda;  y  que  en 
la  clasificación  de  montes  aprobada  de  Real  orden  se  había  esceptnado  de 
la  desamortización  el  monte  titulado  el  Pinar,  por  so  calídid  arbórea: 

Visto  el  cerificado  espedido  por  el  Secretario  del  Gobierno  de  provin- 
cia, de  que  consta  que  las  dehesas  Salada  y  Palancar,  y  las  tierras  perte- 
necientes al  «audal  de  Propios,  venían  arrendándose  y  btfbitn  satisfecho  el 
20  por  too  de  sus  productos  :  ^ 

Visto  el  escrito  presentado  por  el  Maoioípíoen  44 de  Marzo  de  1862,  en 
que  a^  bien  pretendió  que^  esceptuara  de  la  vemta  como  dehesa  boyal  •el 
terreno  conocido  con  el  nombre  de  Garrascalejo,  por  lo  que  remitido  el 
espediente  al  Ministerio,  la  Junta  Superior  de  Ventas  acordó  que  quedaran 
esceptuadas  la  Casa  Consistorial  y  la  E:$cuela  de  niños,  desestimando  la  so 
licitud  del  Ayuntamiento  respecto  á  loe  demás  editicios  y  fincas: 

Vista  la  Real  orden  de  30  de  Agosto  de*4864,  por  la  cual  se  declararon 
esceptuadas  la  Gasa  Consistorial  y  la  Escuela  de  niños,  asi  como  los  mon- 
tes pinares  de  cabida  de  1,860  hectáreas,  con  arreglo  al  art.  2.*  de  la  ley 
de  i.*  de  mayo  de  i855:  desestimando  laescepdon  solicitada  de  las  demás 
fincas  urbanas  y  la  de  las  dehesas  Salada  y  Garrascalejo;  «in  perjuicio  de 
acordar  en  su  dia  lo  que  correspondiera  en  cuanto  á  esta  última,  pretendi- 
da para  dehesa  boyal: 

Vista  la  demanda  incoada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licenciado- 
D.  Felipe  Juez  Sarmiento,  á  nooobre  d£lAy.unta miento  de  Manzanera,  con 
la  pretensión  de  que  se  revoque  la  Real  orden  anterior: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  piditodo  que  se  consulte  la  absolución  de 
la  demanda  y  la  confirmación  de  la  Real  orden  reclamada  en  cuanto  á  las 
escepcioDesdsclaradas  per  ésta,  y  á  la  denegación  deilassetieitadae  en  con- 
cepto de  servicio  público,  yb  revocación  de  la  propia¥leaJ  orden leo cuan- 
to denegó  Ja  esoepcion  de  las  dehesas  mencionadas,  pretendida  en  ^n  - 
cepto  de  aprovechamiento  común,  para  el  solo  efecto  de  que  re|^otti4ndosB 
respecto  de  arjobas  el  espediente  al  estado  que  tenia  antes  de  dictarse  la 
Real  orden  reclamada,  se  oiga  al  Consejo  de  Estado  en  cumplimiento  de  la 
parte  final  número  9,  art.  2.®  de  la  ley  de  I  .•  de  Mayo  de  i  853: 

Visto  el  art.  2."  de  la  ley  de  l.*^de  Mayo  de  1865,  en  que  se  esceptúan 
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de  la  veDta  por  ella  acordada  losedilicios  y  üocas  destiaadas,  ó  qae  el  Go* 
bierno  deslÍDare,  al  servicio  público: 

Visto  el  párrafo  segundo  del  número  9.^  del  misrno  artículo,  en  el  que 
86  dispone  que  cuando  el  Gobierno  no  se  conformase  con  el  parecer  en  que^ 
«btuviereo  de  acuerdo  el  Ayuulamíenlo  y  la  Diputacioa  provincial  acerca^' 
de  la  declaración  de  que  ios  bienes  sean  de  aprovechamiento  común,  se 
oirá  préviatneote  ai  Tribuual  contencioso*administrativo  ó  al  Cuerpo  que 
hiciere  sos  veces: 

Considerando  que  de  los  edificios  y  fincas  urbanas  que  el  Ayuntamiento 
de  Manzauera  pretendió  se  esceptuaran  de  la  enajeiaacion  ordenada  en  la 
ley  de  1.®  de  mayo  de  1.S55,  solo  pueden  calificarse  como  de  ser- 
vicio público  la  Casa  Consistorial  ó  de  Ayuntamiento  y  el  local  destinado  á 
Escuela  de  niños  eo  el  mismo  pueblo,  y  de  ningún  modo  los  otros  edificios 
los  solares,  que  no  prestan  un  servicio  como  el  que  fuá  objeto  de  la  ley  ,  y 
que  es  de  fácil  sustitucioo  aunque  do  los  posea  el  Ayuntamiento  : 

Considerando  que  esceptuados  por  sus  circunstancias  forestales  los 
montes  pinares  en  una  estension  de  1,870  hectáreas, está  realizado  el  ob- 
jeto que  aquel  se  propuso  al  solicitar  se  esciuyeran  de  la  enajenación: 

Considerando  que  el  Ayuntamiento  de  Manzanera  y  la  Diputación  pro- 
vincial de  Teruel  estuvieron  conformes  en  que  se  declarasen  de  aprove* 
cha  miento  común  las  dehesas  Salada  y  Carrascalejo;  y  concurriendo  esta  cir- 
cunstancia, no  ha  podido  dictarse  una  resolución  cuntraria  &ín  oirse  antes 
ai  Consejo  de  Estado,  porque  esta  formalidad  es  esencial  y  no  puede  omi- 
tirse sin  faltar  á  la  ley,  según  se  ha  declarado  repetidamente; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  Real  orden  reclamada  en  todas  las 
declaraciones  que  comprende,  esceptuando  únicamente  la  relativa  á  la  no 
oscepcion  de  las  dehesas  Salada  y  Carrascalejo,  respecto  de  la  eual  se 
deja  sin  efecto,  para  que  reponiendo  el  espediente  al  estado  que  tenia  antes 
de  dictarse  aquella,  se  oiga  al  Consejo  de  Estado  y  se  proceda  con  arreglo 
á  la  ley.        ^ 

Dado  en  Palacio  á  primero  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros» 
Bamon  Maria  Narvaez.»  • 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
-cía  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
^inal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  < O  de  enero  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  eo  la 
Gaceta  de  9  de  marzo  de  1867.) 


ei. 

Sent«nela(ti  de  enero  de  1867.). — Exención  de  la  desa- 
mortización.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  in- 
terpuesta por  D.  Francisco  Javier  A.rnaiz,  contra  la  Real  órdea  de 
3  de  diciembre  de  1863;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

1/  Que  el  disfrute  comunal  de  una  fineay  la  circunstancia 
de  no  haberse  arrendado  nunca,  ni  haber  satisfecho  el  20  por  100, 
ia  dan  el  carácter  de  aprovechamiento  común: 
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%^  Que  las  fincas  de  aprovechamiento  comuñ  están  esceptuadasf 
de  la  desamortización; 

Y  3."  que  según  la  jnmprvdencía  establecida,  sancionada  por 
el  Real  decreto  de  iO  de  julio  de  1865,  los  Ayuntamientos  pueden 
pedir  (¡ue  se  esceptúen  de  la  enajenación  las  fincas  de  aprovecha- 
miento comuny  siempre  que  no  se  haya  verificado  la  venta. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

oEd  el  pleito  que  pende  aote  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  údíc» 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  D.  Francisco  Javier  Arnaíz,  vecino  de^ 
Burgos,  y  en  sn  nombre  el  licenciado  D.  Cándido  Nocedal,  demandante^ 
y  de  la  otra  la  Administración  general  de  Estado,  demandada  y  represen- 
tada por  roí  Fiscal;  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  Real  orden  es- 
pedida por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  3  de  diciembre  de  t863,  que  es- 
ceptuó  de  la  desamortización  ciertos  terrenos  qae  había  comprado  ai  Es- 
tado el  demandante,  declarando  al  propio  tiempo  la  nulidad  de  la  venta  y 
la  oportuna  indemnización  al  comprador: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Qne  los  pueblos  de  Pedresa,  Santelices  y  San  Martin  de  la?  Ollas,  per- 
tenecientes al  distrito  municipal  de  la  merindad  de  Valdeporres,  partido 
de  Villarcayo,  provincia  de  Burgos,  recurrieron  á  mi  Gobierno  en  16  de 
mayo  de  f  860,  manifestando  que  á  la  espresada  merindad  correspondía  el 
aprovechamiento  común  del  monte  titulado  Paño,  el  cual  nunca  estuvo 
arrendado  ni  arbitrado,  y  recordando  dos  instancias  qne  tenían  incoada» 
sin  resultado,  las  cuales  no  constan  en  el  espediente,  sobre  que  esta  finca 
se  esceptuase  de  la  enajenación,  la  una  en  26  de  agosto  d^  1859  porque 
se  tuvo  noticia  de  que  el  referido  monte  se  había  calificado  de  vendible,  y 
la  otra  en  diciembre  siguiente,  en  vista  del  anuncio  puesto  para  su  venta; 
y  pidieron  que  se  suspendiera  la  posesión  y  demás  efectos  de  la  enajena- 
ción y  que  se  mandara  instruir  el  oportuno  espediente  de  escepcion: 

Que  efectivamente  había  sido  anunciada  la  venta  de  la  linca  de  qure  s» 
trata  en  aquella  época,  annqne  sin  resultado,  si  bien  subastada  mas  tar- 
de quedó  rematada  á  favor  de  D.  Jofé  Fernandez  Venero,  á  quien  la  adju- 
dicó la  Junta  superior  de  Ventas  en  17  de  abril  de  1861,  otorgándose  des- 
pués la  correspondiente  escritura  á  favor  del  mencionado  D.  Francisco  Ja- 
vier Arnaiz,  cesionario  de  Fernandez  Venero: 

Que  habiéndose  instruido  entre  tanto  el  espediente  sobre  la  escepcion 
del  monte  en  cuestión,  se  unió  un  certificado  por  el  Secretario  del  Gobier- 
no de  la  provincia  de  Burgos,  en  que  manifiesta  que  examinadas  las  cuen- 
tas del  distrito  de  la  merindad  de  Valdeporres  correspondientes  á  los  20 
años  anteriores  al  de  1855,  no  constaba  que  la  citada  finca  hubiera  sido 
arrendada  ni  pagado  contirgí^nte  alguno  á  la  Hacienda,  y  los  pueblos  re- 
clamantes, así  como  el  comprador  del  monte,  presentaron  respectivamen- 
te informaciones  de  testigos  practicadas  judicialmente,  y  adujeron  razone;^ 
á  fin  de  probar  los  primeros  que  el  citado  monte  era  neceFario  para  el 
aprovechamiento  común  de  los  mismos,  aun  cuando  Imbiese  otros  terre- 
nos comunales  en  la  merindad,  que  en  tal  concepto  ]o.  disfrutaron  siempre 
y  que  nunca  fué  arrendado  ni  arbitrado;  y  el  comprador,  por  el  contra- 
rio, que  los  indicados  pueblos  no  tenían  necesidad  de  semejante  aprove- 
chamiento, puesto  que  poseían  terrenos  de  mas  ostensión  y  mejores  que 
el  monte  titulado  Pafio,  así  como  que  éste  se  disfrutó  por  ganados  mediante 
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cierta  retnbcicíoB,  aiogaedo  por  úUimo  que  había  gasládo  euaatíosas  mi- 
mas en  ilnejorar  el  moote  comprado: 

Que  el  Promotor  Oscal  de  Hacieoda  pública  de  la  proviocie  opinó  que 
procedía  desestimar  la  escepcion  solicitada  de  la  mencionada  fíoca,  síefl«io 
de  contrario  parecer  la  Diputación  y  Junta  provincial  de  Ventas,  y  remi- 
tidos los  antecedentes  á  la  Superioridad,  la  Asesoría  general  del  Ministe* 
río  de  Hacienda  y  la  Dirección  general  del  rame^  propusieron  la  escepcion, 
fundándose  en  que  el  monte  de  que  se  trata  no  habia  sido  arrendado,  ni 
arbitrado,  ni  pagó  el  20  por  i 00  de  propios  en  los  20  años  anterioras  al 
iS55(bibieudo  acordado  eb  este  sentido  la  Junta  superior  de  Ventar  en 
sesión  de  1S  de  noviembre  de  i  863: 

YiSia  la  Real  órdett  espedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  3  de  di- 
ciembre siguiente,  por  la  cual,  de  conformidad  con  los  citados  pareceres, 
se  mandó  esoeptuar  de  la  desamortización  el  referido  monte  como  com- 
prendido en  el  párrafo  noveno  del  art.  2.*^  de  la  ley  de  1.**  de  mayo  de 
f85o,  declarando  al  propio  tiefspo  la  nulidad  de  su  venta  con  la  oportuna 
indemnización  ai  comprador: 

Vista  la  demanda  que  contra  la  espresada  Real  orden  ba  deducido  á 
nombre  de  D.  Francisco  Javier  Aroaiz  el  Licenciado  D.  Manuel  Alflínso 
Martinez,  subrogado  después  por  el  Licenciado  D.  Cándido  Noceda^  ante 
el  Consejo  ^e  Estado,  con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  citada  Real 
resolución: 

Vista  la  certificación  librada  á  instancia  de  Arnaíz  por  el  Comisionado 
principal  de  Ventas  de  Bienes  nacionales  de  la  provincia  de  Burgos,  y 
presentada  por  el  interesado  al  alzarse  de  la  espresada  Real  orden,  de  i  a 
que  resulta  que  en  oiasiUeacion  practicada  el  año  1859  por  el  Ingeniero  de 
Mondes  de  la  indicada  provincia  fué  declarado  enajenable  el  monte  de  que 
se  trata,  y  que  en  su  virtud  se  anunció  la  subasta  para  ei  dia  20  de  enero 
de  i 860,  verificándose  otra  segunda  en  2  de  noviembre  siguiente,  por 
liaber  sido  declarada  en  quiebra;  y  como  no  hubiese  licitador,  se  celebró 
la  tercera  á  favor  de  D.  José  Fernandez  Venero,  el  cual  cedió  á  D.  Fran- 
cisco Javier  Aroaiz;  apareciendo  además  que  habiéndose  dirigido  los 
pueblos  de  Pedresa^  Santelices  y  San  Martin  de  Vaideporres  á  la  Direc- 
ción general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estaclo  reclamando  la  escep  - 
cion  del  espresado  monte  del  Paño,  como  de  aprovechamiento  común,  se 
remitió  la  instancia  al  Gobernador  de  la  provínola  de  Burgos  en  29  de  se- 
tiembre de  1860,  á  Gn  deque  instruyera  el  oportuno  espediente  de  es- 
cepcion : 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  pide  que  se  confirme  la  re- 
ferida Real  orden: 

Vista  la  ley  de  i.®  de  mayo  de-iSSS  ,  que  después  de  declarar  en  el 
articulo  { .®  en  estado  de  venta  los  predios  rústicos  y  urbanos  pertene- 
cientes á  log  propios  y  comunes  de  los  pueblos,  dice  en  eA  art.  2.®,  párrafo 
noveno: 

«Esceplúanse  de  lo  dispuesto.en  el  articulo  anterior  los  terrenos  que 
son  hoy  de  aprovecha  miento  común:» 

Considerando  que  el  disfrute  de  los  vecinos  de  la  meriodad  de  Vaide- 
porres, en  común  y  gratuitamente,  del  monte  titula  Jo  Paño,  y  la  cir- 
cunstancia de  no  haberse  arrendado  nunca  ni  haber  satisfecho  el  20  por 
iOO^  dan  á  estos  terrenos  el  carácter  de  aprovechamiento  común: 

Considerando  que  esceptuados  de  la  enajenación  loe  terrenos  de  apxo- 
vechamienta  común,  procede  la  oulidad  de  la  venta  del  monte  titulado 
Paño: 
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CoflMlderafidó  qm  ségM»  \m  iufispradenoMi  etitbieeída,  que  hn  áído 
sAieiOBüdt  por  «I  Real  decreto  de  iO  dejufío  de  4895,  loe  AyuQtanoieotos 
peeden  pedir  que  seesoeptúen  de  la  eoajeDtciob  les  fíocasde  aprove- 
€ha«riei>to' cetmiD,  siemprequeno  se  haya  ferifietdo  Ifr  Tenta; 

Confirmé DdomecoD  le  consultado  por  \tt  Sala  de  le  GonleBcioso  del 
Consejo  de  E^a^do,  Yeng^er  sbsolrer  a  la  A^lmíoistFaetOD  de  U  demanda 
y  en  eoní^mar  la  Real  ordenen  elka  reclamada. 

Dadeen  Palaeio  á  once  de  enera  de  mil  dcfaocientos  sesenta  y  siete. — 
Cstli^rnbrícafdode  la  Real  mano.-^BI  PresideiUe  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  Miaría  Ntnrawz.iy 

PabMcaeioü.-^Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
SeOf^río  fBoeral  ctel  Consejo  de  Bstado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  €m  ki  instancia  y  enlosé  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos,  se 
eotifiq^ien  forma  alas  partes  y  se  inserte  en  la  Gaeeta^  de  que  certifico. 

Madrid  í7  de*  enero  ne  1^7. --Pedro  de  Madfazo. -^(Publicada  en  la 
Gadétítáe  M  de  marso  de  11^67.) 


e9. 

SéntéM^Itt  (11  dé  eneró  de  1867.). — Ukrribo  de  üjia  Facha - 
DA. — Se  declara  nulo  todo  lo  acluado  anle  el  Consejo  provincial  de 
Barcelona  en  el  pleito  entre  D.  Francisco  Piella  y  el  Ayuntamiento 
de  la  vill^  de  Gracia,  se  deja  en  su  fuerza  y  vigor  la  providencia 
^uber&ativa  del  Gobernador  de  dicha  provincia;  y  se  resuelve: 

i.^  Que  el  término  para  acudir  en  vía  centenciofa  contra  las 
pH)Videncia»  deUnitiwt»  de  los  Gobernadores  de  las  promncias^  es  el 
de  tyeinla  í/ftfó,  los  cuaíts  deben  contarse  respecto  de  los  particula- 
res^ y  corporaciones  desf le  el  siguiente  día  al  de  (a  notifkacion  admi- 
nislrativa  de  la  providencia  reclamable; 

1 2.®  que  las  cuestiones  de  ¡urisdiccion  deben  tratarse  y  resol' 
verse^  según  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado,  en  cualquier  es- 
tadodeíditígi»,  por  mas  fue  las  partes  no  las  hayan  agitado oporUi- 
mmte. 

Doña  Isabel  H.,  ele. 

«6n  el  pleito  qne  en  el  Consejo  de  Bstado  pende  en  grado  de  apela - 
cíoBv entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Laoreano  Figuerola,  á  nom^ 
bre  de  D.  Francisco  Piella,  apelante,  y  de  la  otra  el  Ayuntamiento  de  la 
▼üHá  de  Qr8<t»^< apelado  y  representado  por  mi  Fiscal;  sobre  revocación  de 
la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  provincial  de  Burcelooa  en  10  de  abril 
^e  4865  confirmatoria  de  la  pro?idencia  del  Gobernador  de  la  misma  pro- 
vimsía,  eb  que  se  dispuso  que  Piel  la  procediese  á  derribar  la  fachada  de  la 
casa*  que  hftbia  etiificado  gin  permiso  del  Municipio  en  la  calle  de  Santa 
Eirtaflia,  tmipmiíéndole^O  rs.  de  malta: 

Vieto: 

Visto  el  baindo  de  buen  gobierno  pubiicindo  por  el  Ayuntamiento  de  la 
▼itKld^^r«cia'y^£»proftadii  porel  Gobernador  de  la  preTindctcléDctrcelo^ 
nd,ettíqftire  se  dictaron  varias  reglad  para  la  contimcfiíoné  innevveian  de 
.  edificios: 
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Visto  ei  espediente  gubernativo,  del  que  resulta:  que  D.  Fraociseo  Pie» 
Ha,  poseedor  de  una  casa  con  dos  facliadas,  la  una  á  la  calle  de  San  José 
y  la  otra  á  la  de  Santa  Eulalia,  y  ambas  paralelas,  habia  solicitado  en  13 
de  mayo  de  1863  el  correspondiente  permiso  de  la  Municipalidad,  á  tín  de 
hacer  algunas  variaciones  en  cuanto  á  la  fachada  de  la  calle  de  San  José, 
con  arreglo  al  plano  que  acompañaba,  y  para  ello  obtuvo  la  competente 
autorización:  que  levantó  después  la  parte  del  piso  principal  y  todo  el  se- 
gundo en  la  fachada  de  Santa  Eulalia,  y  en  su  consecuencia  la  autoridad 
local  en  15  de  julio  del  mismo  ano  ordenó  que  se  procediese  á  derribar  la 
fachada  de  la  espresada  calle  de  Santa  Aulalia  por  haberse  edificado  sin 
permiso  del  Ayuntamiento,  y  que  se  hiciera  efectiva  la  multa  de  300  rea- 
les en  conformidad  al  art.  i.*"  del  bando  y  de  lo  acordado  por  el  Muoí- 
eipio: 

Vistos  el  recurso  que  Piella  dirigió  al  Gobernador  de  la  provincia,  e( 
informe  que  por  orden  de  esta  autoridad  «vacudel  Arquitecto  provincial 
manifestando:  que  las  obras  que  no  podían  aprobarse  eran  las  hechas  en 
la  calle  de  Santa  Eulalia,  porque  sobre  no  haberse  solicitado  la  oportuoft 
autorización,  se  reformó  aqliella  fachada  apartándose'  completamente  de 
lo  prevenido  en  las  ordenanzas  municipales:  que  los  pisos  no  llegaban  á  la 
altura  mínima  marcada  en  el  bando,  ni  la  pared  tenia  el  conveniente  es- 
pesor en  el  nuevo  piso:  y  que  en  su  consecuencia  debería  demolerse  la  fa- 
chada de  la  calle  de  Santa  Eulalia;  y  la  resolución  acordada  en  este  sentido 
por  el  Gobernador  de  la  provincia  en  30  de  diciembre  del  referido  año 
i 863,  que  se  comunicó  al  interesado  en  8  de  enero  de  1864: 

Vistos  la  instancia  que  Piello  presentó  al  Gobernador  en  20  del  misma 
mes  pidiendo  que  dejara  sin  efecto  la  providencia  anterior:  el  dórete  dic- 
tado en  6  de  febrero  siguiente  desestimándola:  la  nueva  reclamación  que 
el  interesado  hizo  en  i8  de  este  mismo  mes  á  la  mencioDada  autoridad  á 
ñü  dé  que  revocara  su  primitiva  resolución,  ó  en  otro  caso  declarara  con- 
tencioso administrativo  el  asunto:  y  la  decisión  que  recayó  en  27  del  refe- 
rido mes  denegando  la  indicada  solicitud,  si  bien  advirtiendo  á  Piella  que 
podia  usar  de  su  derecho  en  vía  conlenciosa: 

Vista  la  demanda  que  D.  Francisco  Piella  presentó  ante  el  Consejo  pro- 
vincial de  Barcelona  en  14  de  marzo  de  1864  manifestando  que  existia  la 
obra  que  se  trataba  de  derribar  desde  muchos  años  antes  que  abriera  la 
calle,  y  pidiendo  que  se  declarase  que  careciao  de  facultades  el  Alcalde  y 
Ayuntamiento  para  obligarle  á  que  alterase  las  obras  de  su  casa ,  y  que 
se  le  amparase  en  la  pacííica  posesión  de  ellas  y  se  condenase  al  mismo 
Alcalde  y  Ayuntamiento  en  las  costas  é  indemnización  de  perjuicios: 

Vista  la  contestación  dada  por  la  Corporación  municipal  de  la  villa  de 
Gracia,  con  la  solicitud  de  que  se  confirmasen  las  providencias  gubernati* 
vas  referidas: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  duplica  en  que  cada  parte  reprodujo 
sus  respectivas  pretensiones: 

Vista  la  prueba  practicada  por  el  Ayuntamiento: 

Vista  la  sentencia  del  Consejo  provincial  de  Barcelona  en  40  de  abril 
de  1865,  por  la  que  fué  absuello  el  Ayuntamiento  de  la  villa  de  Gracia: 

Vista  la  demanda  incoada  ante  el'Consejo  de  Estado  por  el  Licenciado 
D.  Laureano  Fíguerola,  á  nombre  de  D.  Francisco  Piella,  pidiendo  que  se 
consulte  la  revocación  de  la  referida  sentencia,  declarando  no  haber  In* 
gar  á  la  demolición  de  la  obra  hecha  por  su  defendido  en  la  parte  poste- 
rior, lindante  con  la  calle  de  Santa  Eulalia,  de  la  casa  que  en  la  villa  de 
Gracia  posee  en  la  caiie  dé  San  José: 
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Visto  el  escrito  de  contestación  dada  por  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de 
que  se  confirme  el  fallo  apelado: 

Visto  el  auto  en  que  se  acordé  notificar  á  las  partes  que  la  Sección  de 
lo  Contencioso  própondria  á  la  Sala  la  cuestión  de  prescripción  de  la  ac- 
ción para  acudir  á  la  vía  contenciosa: 

Visto  el  art.  33  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  i863,  que  prescribe  el 
término  de  30  dias  precisos  para  acudir  á  la  vía  contenciosa  contra  las 
proTídencias  definitivas  de  ios  Gobernadores  de  las  provincias,  los  caíales 
deben  contarse  respecta  de  los  particulares  y  corporaciones  desde  el  si- 
guiente al  de  la  notificación  administrativa  de  la  providencia  reclamable: 

Considerando  que  ^te  precepto  legal  no  se  ha  cumplido  en  el  presente 
pleito^  puesto  que  notificada  al  demandante  la  providencia  definitiva  del 
Gobernador  de  Barcelona  de  30  de  diciembre  de  1863  en  8  de  enero  de 
i 864,  la  demanda  no  se  interpuso  hasta  U  de  marzo  siguiente,  cuando  el 
términ/)  legal  había  trascurrido  con  notable  esceso: 

Considerando  que,  según  la  jurisprudencia  adoptada  por  este  alto 
Cuerpo,  las  cuestiones  de  esta  clase  deben  tratarse  y  resolverse  en  cual- 
quier estado  del  litigio ,  y  por  mas  que  las  partes  no  las  hayan  agitado 
oportunamente: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  nulo  todo  lo  actuado  por  el  Consejo 
provincial  de  Barcelona,  dejando  en  su  fuerza  y  vigor  la  providencia  gu- 
bernativa de  30  de  diciembre  de  4863. 

Dado  en  Palacio  á  once  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  Maria  Narvaez.» 

Publicación. — Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu- 
ción final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  renere;  que  se  una  á  los  mis- 
mos; se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  Ja  Gaceta,  de  que 
certifico. 

Madrid  i7  de  enero  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  41  de  marzo  de  1867.)  . 


68. 

Sentencia  (11  ¿e'en^V^  (fóÍS67.J-^DBkiEGHO  al  dominio  tni 
DE  UNA  FINCA.— Se  absuelve  i  la  Administraddn  de  la  demanda  in- 
terpuesta por  Agustín  García  y  Micaela  Andrés  contra  la  Real  óráen 
de  29  de  diciemtH'e  de  i864;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

Que  en  los  espedientes  qu^  se  promueven  para  obtener  el  domi* 
nio  útil  y  estineion  del  directo  de  las  fincas  comprendidas  en  las 
leyes  de  desamortización,  solo  es  admisible  la  prueba  de  testigos, 
cuando  va  acompañada  de  los  documentos  que  exigen  las  disposi^ 
dones  vigentes  en  la  materiaf  y  particularmente  Ui  Real  orden  de 
±*dediciembredemO. 

Doña  Isabel  Ily  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejoi  de  Estado" pende  en  primera  y  única 
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inslaíicía,  entre  partes,  de  la  una  Agustín  García  y  Micaela  Andrés,  re- 
presentados por  el  Licenciado  D.  Jerónimo  Antón  Ramírez,  demandantes, 
y  de  la  o'tra  mi  Fiscal,  en  nombre  de  la  Administración,  demandada;  so- 
bre revocación  de  la  Real  orden  de  29  de  diciembre  de  1864,  que  declaró 
álos  recurrentes  sin  derecho  al  dominio  útil  de  una  heredad  de  tierras 
procedentes  de  la  fábrica  de  la  iglesia  parroquial  de  San  Cristóbal  dé  la 
villa  de  FuentespreadaSy  provincia  de  Zamora: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  los  citados  Agustín  García  y  Micaela  Andrés^  de  la  in(}icada  ve- 
cindad de  Fuentespreadas,  solicitaron  en  29  de  diciembre  de  f855  de  la 
Dirección  general  de  Ventas  de  bienes  nacionales  el  dominio  útil  dé  una 
heredad  de  tierras  en  término  y  de  la  pertenencia,  según  se  ha  espresa- 
do, de  la  fábrica  de  la  iglesia  de  la  referida  villa: 

Que  instruido  el  oportuno  espediente,  se  unifeyoii  al  mismo,  primero 
una  información  lestilical  practicada  á  instancia  de  los  interesados  ante  el 
Juez  dé  primera  instancia  de  Fuenlesauco,  en  la  que  tres  testigos  vecinos 
de  Fuenléspreadas,  de  60  á  75  años  de  edad,  y  que  se  ratificaron  después 
con  citación  del  Promotor  fiscal  y  comisionado  subalterno  de  fincas  del 
Estado  del  partido,  declararon  de  ciencia  propia  qiíeja  heredad  de  que  se 
trata  habia  sido  llevada  en  arrendamiento  desde  fines  del  siglo  pasado  por 
Segundo  García  y  Pedro  Ruiz,  padre  el  primero  del  reclamante  Agustín, 
y  abuelo  materno  el  segundo  de  Micaela  Atidrés:  que  por  fallecimiento 
de  Pedro  Ruiz  continuó  en  el  arriendo  su  hija  Águeda,  mujer  de  Juan 
Andrés,  padres  de  la  citada  Micaela,  la  cual  con  Agustín  García  tiabia  se- 
guido desde  entonces  y  continuaba  en  aquella  époéa  (i 855)  llevando  en 
arriendo  la  posesión  de  que  se  solícita  el  dominio í&til;  segundo,  dos  cer- 
tificaciones espedidas  en  í  6  de  julio  de  Í863  por  el  Prior  de  la  menciona- 
da iglesia  parroquial  de  San  Cristóbal,  en  las  que  se  hace  constar,  con  re- 
ferencia.al  libro  de  cuentas  de  fábrica  de  la  propia  iglesia,  qué  desde  iel 
año  de  Í799hasf^  el  de  (815  nó  se  encontraba  obligación  áfguna  de  con- 
trato ni  se  espresaban  los  arrendatarios  déla  heredad  en  cuestión:  que  eta 
18'íá  se  hallaba  una  obligación  dando  la  heredad  en  arrendamiento  por 
cviatro  años  á  Segundo  García,  Narciso  García  y  Jua'n  Andrés,  á  pagar  por 
año  20  fanegas  de  trigo  hoja  axriiia  yJtres  hojas  abajo,  ad virtiendo  que 
no  se  hallaba  incluida  en  el  arriendo  una  tierra  al  heredero  que  llevaba 
Francisco  Nielo;  y  que  en  4819  se  renovó  el  arrendamiento  por  otros 
nueve  años  en  los  mismos  términos,  con  la  sola  diferencia  de  que  la  ren- 
ta cposisi  ¡a  en  18  fapjegí^ile^t^gpjpop  la.^^  de  arriba  y  tres  piwr  la  de 
^  aD^Ojjpprlos^propÍQS  arrendatarios;  y  tercero,  varios  recibos  del  ^pago 
qeía  renta  correspondiente  á  los  años  1847,  48,  50,  5!,  52,  55  y  57f 

Que  con  vista  de  tales  antecedentes  informaron  el  Vicario  geuéral 
eclesiástico  del  Bailraje  delSaéto  Sepulcro  de  Toro,  encomienda  de  la  ór- 
d^n  de  San  Jitan  de  Jern^len,  á  la  que  perlenecia  la  iglesia  de  Satr  Cris- 
tóbal; el  PronK>tor  fiscal  de  Hacienda,  y  la  A^imio^istracioD  del  ramo  de  la 
provincia^  en  el  sentido  de  que  debia  atcederse  á  lo  qae  se  pedia  en  ra- 
tón á  que  Ids  recurrentes  liabian  justificado  su  derecho;  y  hecha  que  fué 
pof  esta  última  dependencia  la  capitalización  de  la  renta,  se  elevó  el  es- 
pediente á  la  i^uperíoridad,  donde  la  Junta  superior  de  Ventas,  en  sesión 
de  29  de  febrero  de  18(54,  acordó,  de  conformidad  Con  lo  propuesto  por  la 
Asesoría  del  Ministerio  y  Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos 
áú  E;stado,  denegar  la  petición  de  los  intere^dos  en  razón  á  rio  haber 
presentado  docuítiento  alguno  de  arriendo  de*  la  atada  heredad  anterior 
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al  año  de  i  800  y  primeros  aqos  da  este  siglo,  y  á  no  haber  justificado  la 
llevanza  de  la  raisma  sin  interrupción  por  una  misma  familia  desde  antes 
de  1800  á  i 836;  y  así  se  resolvió  por  la  Real  orden  de  29  de  diciembre 
siguiente,  desestimando  el  recurso  de  alzada  interpuesto  por  los  recur- 
rentes del  acuerdo  referido  de  la  Junta  superior  de  Ventas: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licencia- 
do L).  Jerónimo  Antón  Ramírez,  á  nombre  de  Agi^stin  García  y  Micaela 
A  ndfés,  con  la  pie  tensión  de  (|ue  se  revoque  la  precitada  Real  orden  de 
^9  de  diciembre  de  1864,  y  se  declare  á  favor  de  $us  representados  el 
derecho  al  dominio  útil  de  la  heredad  de  tierras  de  la  fábrica  de  la  iglesia* 
de  Fueniespreadas,  con  todos  los  demás  derechos  consiguientes  qge  de- 
claran en  tales  casos  las  leyes  desamortizadorus: 

Visto  «I  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  absolución  de 
la  demanda  y  la  confirmación  de  la  referida  Real  orden: 

Visto  el  art.  14  déla  ley  de  11  de  julio  de  1856,  qqo  previene  <}ue 
para  gozar  de  las  ventajas  concedidas  por  la  de  27  de  febrero  á  los  ar- 
rendatarios antclriores  al  año  de.  1800  será  necesario  «que  justifiquen  el 
contrato  por  medio  de  escritura  pública,  ó  al  menos  qfiie  cons|«  de  un 
modo  auténtico  en  los  libros,  recibos,  cartas  de  pago  ú  otros  documentos 
^ue  existan  en  poder  del  arrenda taríoy  ó  en  el  de  la  corporación  á  que  la 
hnca  pertenezca:» 

Visto  el  art.  13  de  la  iustruccio.a  de  11  de  julio  de  1856  para  llevar  á 
efecto  la  citada  ley,  que  prescribe  «se  exija  á  los  interesados  las  pruebas 
que'detei^oa  el^efórjído^art^  Í4,  y  en  el  caso  de  no  justificarse  dacu- 
mentakiiemeí  por  completo  la  existencia  no  interrumpida  del  arriendo,  se 
a(|mitírá  como  complemento  la  prueba  testitical  siempre  que  los  interesa- 
dos presenten  un  documento  de  los  primeros  años  de  este  siglp  en  que 
se  acredite  aue  la  familia  estaba  en  posesión  d^  la  finca:» 

Vista  la  Real  orden  de  24  de  diciembre  de  1860,  que  fija  la  tramita- 
ción de  los  espedientes  promovidos  con  objeto  de  obtener  el  dominio  ^átí! 
y  estincion  del  directo  de  las  fincas  comprendidas  en  las  leyes  de  des* 
amortización,  y  establece  el  orden  y  naturaleza  de  la  prueba  especial  ne** 
cesam  para  justificar  la  no  interrupción  del  arriendo  en  una  misma  fa- 
milia, y  especialmente  la  regla  6i%.que  establece  «que  si  no  existen  con- 
tratos ni  recibos  en  poder  de  los  arrendatarios,  ni  libros  á  que  referirse 
ni  nada  constase  en  los  catastros  y  antecedentes  del  Ajuntamiei^to  del 
pueblo  en: donde  se. hallaren  las  fincas,  se  hará  constar  por  los  interesados 
por  medio  de  certiíjcaciooes  de  las  corporaciones  ú  oficinas  á  quienes  se 
comete  la  aseveración  de  los  estremos  que  comprende  la  regla  3.%  que 
hay  absolutat  carencia  de  datos  para  justificarlos;  y  con  presencia  de  estas 
certificaciones,  y  con  el  documento  de  los  primeros  años  4e  este  siglo  que 
acredite  la  posesión  del  arrendamientO'en  individuos  de  una  misma  fan)i- 
lia  hat^ta  la  fecha  de  la  solicitud  de  la  redención,  se  admitirá  la  prueba 
testifical,  etc.:» 

Considerando  que  según  las  disposiciones  que  se  dejan  indicadas  en 
los  espedientes  como  el  de  que  se  trata,  la  prueba  de  testigos  solo  es  ad  • 
nusibJe  cuando  va  acompañada  de  los  documentos  que  las  mismas  exigen, 
en  cuyo  caso  no  se  encuentra  la  producida  por  Agustin  García  y  Micaela 
de  Andr^  IUiíz,^ue  únicamente  hai»  acreaitado  el  arriendo  en  sus  ante- 
cesores »de6de  el/ ano  1815  al  de  1827: 

YconsideraQdo,«porio  tanto,  que  no  probándose  por  parte  de  estos 
interesados  de  la  manera  documental  que  les  competía  probar  la  posesión 
del  arreodamienlode  la  finca  en  individuos  de  su  familia  desde  los  pri- 
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roeros  años  de  este  siglo,  do  procede  Íes  seaa  aplicados  los  beneficios  de* 
la  redencioD  que  solicitaroD  Y  coocede  el  art.  2/  de  la  ley  de  27  de  fe* 
brero  de  i  856; 

GoDÍormáDdome  cod  lo  coDSultado  por  la  Sala  de  lo  CooteDcioso  de^ 
CoDsejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  AdmiDístracíoo  de  la  demaoda 
propuesta  por  ÁgustiD  García  y  Micaela  de  Andrés  Ruiz^  y  couCrmar  la. 
Real  órdeD  de  29  de  diciembre  de  1864. 

Dado  en  Palacio  á  once  de  euero  de  mil  ochocieotos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  maBo.--EI  Presidente  del  Consejo  de  Ministros^ 
Ramón  Maria  Narvaez.» 

PublicacioD.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  nií  e^ 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu- 
ción final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos, 
se  notifique  en  forma  ¿  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certi  - 
fico. 

Madrid  17  de  enero  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  ii  de  marzo  de  f867.). 


e4i. 

Sentenela  (11  de  enero  de  1867.)— Nulidad  de  una  venta  • 
—Se  declara  nula  la  venta  de  unas  babitacioDes  que  por  Real  or- 
den de  5  de  mayo  de  1842  hizo  á  favor  de  D.  Carlos  Chesio  y  Cor  • 
tés,  y  se  resuelve: 

1.®  Que  son  nulas  las  ventas  de  bienes  nacionales  hechas  sin 
subasta  pública: 

2.**  Que  el  conocimiento  de  las  cuestiones  que  sobre  esto  se  ori- 
ginen es  de  los  Tribunales  contencioso -admininistrativos; 

Y  3.''  que  solo  al  Consejo  de  Estado  toca  resolver  las  reclama- 
ciones á  que  den  lugar  las  Reales  órdenes. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  mi  Fiscal,  representanao  á  la  Admiois- 
cion  general,  demandante;  y  de  la  otra  el  Licenciado  D.  Bernardo  Pene- 
las  en  nombre  de  Doña  Rosa  Añeses  y  Miguel,  viuda  de  D.  Carlos  Chesio 
y  Cortés,  y  de  sus  hijos  D.  Manuel,  D.  Eduardo  y  D.  Ricardo,  demanda- 
dos; sobre  nulidad  de  la  venta  que  á  Chesio  se  hizo  sin  subasta  de  las  ha- 
bitaciones bajas  de  la  casa  núm.  52,  calle  de  las  Descalzas  de  la  ciudad 
de  Cádiz,  contiguas  al  convento  de  religiosas  del  mismo  nombre. 

Visto: 

Visto  el  informe  que  en  1853  dio  la  Administración  de  Contribuciones 
directas.  Estadística  y  Fincas  del  Estado  de  la  provincia  de  Cádiz,  acerca 
de  una  instancia  de  la  Abadesa  del  espresado  convento,  manifestando  que 
la  casa  núm.  52  perteneció  á  la  comunidad  y  fué  ena|enada  «n  i 836  en 
favor  de  D.  José  María  Viniegra  en  precio  de  i 56,000  rs.  vn.,  de  los  cuales 
pagó  éste  la  quinta  parte  en  6  de  Diciembre  del  citado  año,  habiéndosele 
puesto  en  posesión  ue  la  fincar  que  con  posterioridad  se  instruyó  espedien- 
te para  la  adjudicación  de  los  cuartos  bajos  no  comprendidos  en  hi  tasactoa 
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4Íe  la  casa^  dí  por  consiguiente  en  la  subasta:  que  por  Real  orden  de  5  de 
mayo  de  1 842  se  dispuso  que  las  piezas  de  que  se  componía  la  planta  baja 
de  ia  casa  se  adjudicasen  á  D.  Carlos  Ghesio,  dueño  entonces  de  aquel 
oficio,  en  precio,  que  satisüzo,  de  i9,724  rs.  y  i7  mrs.,  habiéndosele 
puesto  en  posesión  de  la  finca: 

Que  reconocidas  las  habitaciones  por  uno  de  los  inspectores  de  sus  de- 

fendencias,  resultó  que  el  piso  del  convento  daba  sobre  las  indicadas 
abitaciones,  sin  que  hubiera  puerta  alguna  que  comunicara  con  la  casa, 
Í)ues  únicamente  existia  una  ventana  de  la  altura  de  una  vara  que  daba  á 
a  citada  casa,  siendo  las  habitaciones  como  de  seis  á  ocho  varas  en  cuadro, 
y  con  entrada  interior  por  una  de  ellas  al  convento: 

Que  por  estas  razones,  y  por  lo  reducido  de  la  sacristía,  y  no  haber 
4)tro  lugar  por  pequeño  que  fuese  que  pudiera  servir  para  darla  ensan- 
che, viéndose  obligada  por  tanto  k  comunidad  á  satisfacer  el  alquiler  de 
aquellas  piezas  al  dueño  de  la  casa,  consideraba  el  mencionado  Inspector 
•  que  eran  precisas  á  la  sacristía  del  convento: 

Visto  el  informe  del  Gobernador  diocesano  espresando  que  las  referi- 
das habitaciones  eran  precisas  á  las  religiosas  porque  constituían  el  único 
local  que  tenían  para  las  funciones  y  trabajos  de  la  sacristía,  de  tan  corta 
«stension  y  tanta  estrechez,  que  no  permitían  practicar  cómodamente  ni 
^un  las  primeras  y  mas  sagradas  atenciones  de  la  iglesia: 

Vistas,  la  instancia  que  elevó  la  Abadesa,  esponiendo  que  al  enajenar- 
le en  i 842  la  casa  contigua  á  su  convento,  se  esceptuaron  de  la  venta  los 
cuartos  destinados  desde  tiempo  inmemorial  para  habitación  de  los  sa- 
crinanes,  y  sin  embargo  fueron  vendidos  después  á  Chesio  con  grave 
•perjuicio,  por  lo  que  pidió  que  se  devolviesen  á  las  religiosas  las  referidas 
habitaciones,  y  se  indemnizase  al  comprador  del  modo  mas  conveniente; 
v  la  Beal  orden  de  i3  de  junio  de  485.3^  por  la  que  se  desestimó  esta  pre- 
tensión: 

Vistas,  la  nueva  instancia  de  la  Abadesa,  solicitando  que  se  dejara  sin 
efecto  la  orden  del  Regente  del  Reino  como  lo  exigía  la  falsedad  de  las 
preces  con  que  se  impetró,  ó  cuando  á  esto  no  hubiera  lugar,  que  se  pro^ 
cediese  á  la  subasta  con  entera  sujeción  á  lo  prescrito  por  las  leyes;  y  la 
Real  orden  de  2  de  octubre  de  1854,  en  que  se  dispuso  que  se  comunica- 
ran las  instrucciones  convenientes  al  Fiscal  del  Tribunal  contencioso-ad- 
ministrativo  á  fin  de  que  presentara  la  Memoria  de  que  trata  el  art.  50  del 
reglamento  sobre  el  modo  de  proceder  en  los  negocioi  de  la  Administra- 
ción, formulándola  competente  demanda  para  que  se  declarasen  sin  efec- 
to la  orden  del  Regente  de  5  de  mayo  de  i842  y  la  Real  orden  de  13  de 
junio  de  i853,  en  atención  á  que  las  habitaciones  que  las  religiosas  recla- 
maban fueron  adjudicadas  sin  haber  precedido  subasta  como  está  manda- 
do en  Real  decreto  de  i  9  de  febrero  de  Í836: 

Vista  la  demanda  que  en  28  de  diciembre  de  1857  presentó  mí  Fiscal 
•pidiendo  que  se  revocara  la  orden  del  Regente  de  5  de  mayo  de  1842  y  el 
Real  decreto -sentencia  de  2  de  noviembre  de  1859,  por  el  que  se  la  de- 
claró improcedente  como  propuesta  fuera  de  término,  sin  perjuicio  de  que 
si  la  Administración  se  creyera  con  derecho  para  ejercitar  otra  acción,  la 
dedujera  donde  y  como  correspondiera: 

Vista  la  Real  orden  de  4  de  mayo  de  1860,  por  la  que  se  autorizó  á  mí 
Fiscal  para  que  entablara  desde  luego  ia  demanda  ordinaria  do  nulidad  de 
Ja  venta: 

Vista  la  demanda  que  en  2  de  julio  siguiente  presentó  mí  Fiscal  ante 
el  Gonsejo  de  Estado  pidiendo  que  se  anule  el  contrato,  y  se  condene  á 
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Chesio  á  que  restituya  ai  Estado  las  habitaciones  con  los  frutos  percibidos 
desde  la  adjudicación: 

Visto  el  escrito  de  contestación  del  demandado,  y  en  su  nombre  el  Li- 
cenciado D.  Alejandro  Diaz'Zaffa,  solicitando  que  el  Consejóse  declare  in- 
competente para  conocer  de  la  demanda,  sin  perjuicio  de  que  la  Adminis- 
tración la  deduzca  ante  Tribunal  que  tenga  ese  concepto,  ya  porque  el 
Consejo  de  Estado  solo  debe  ser  oido  en  los  negocios  contenciosos  con  la 
Administración  cuando  se  trata  de  la  inteligencia,  rescisión  y  efectos  de 
los  remates  y  contratos  celebrados  directamente  por  el  Gobierno  6  por  las 
Direcciones  generales  para  toda  clase  de  servicios  y  obras  públicas,  ya 
porque  se  ha  dejado  pasar  el  término  legal  para  entablar  la  demanda  ante 
el  mismo,  y  ya  porque  de  todas  suertes  correspondesu  conocimiento  á  la 
jurisdicción  Civil  ordinaria  como  reifindicatoria  de  una  propiedad;  6  en 
otro  caso,  que  el  Consejo  se  sirva  absolverle  declarando  válida  h  venta: 

Vistos  los  documentos  que  se  han  (raido  al  espediente  en  virtud  de 
auto  dado  por  la  Sección  de  lo  Contencioso  para  mejor  proveer,  y  son:    * 

i.**  Certificado  espedido  por  el  Oficial  primero  interventor  de  la  Admi- 
niíJtracion  de  Propiedades  y  derechos  del  Estado  dé  la  provincia,  con  el 
V.*  B.*  de  su  Jefe,  en  que  se  manifiesta  que  en  el  inventario  formado  en 
iO  de  mayo  de  1836  para  |a  incautación  por  el  Estado  de  los  bienes  del 
convento  de  monjas  Cóncepcionistas  descalzas  de  Cádiz,  no  se  hallabaa 
comprendidas  las  tres  habitaciones  contiguas  á  la  sacristía,  y  sí  una  casa 
calle  de  las  Descalzas,  núrti.  b2,  vendida  por  el  Estado  en  6  de  diciembre 
de  i 836  á  D.  José  María  Viniegra,  sin  que  se  espresara  el  número  de  ha- 
bitaciones que  contenía: 

2.'  ün  oficio  de  la  misma  Administración,  su  feCha  15  de  abril  de 
<865,  en  contestación  á  otro  que  le  pasó  el  Juez  de  primera  instancia  á 
solicitud  del  interesado,  en  que  se  dice  que  del  inventarío  forjado  en  10 
de  mayo  de  1836,  como  del  de  rectificación  del  mismo  hecho  en  3  de  ju- 
nio siguiente  para  que  el  Estado  tomara  posesión  de  los  bienes  del  con- 
vento, no  se  deducía  que  hubiera  motivo  alguno  especial  para  no  haber 
comprendido  en  la  enajenación  de  la  citada  casa  las  tres  pequeñas  habita- 
ciones indicadas,  ni  se  hacia  mención  en  él  de  que  la  comunidad  las  hu- 
biera segregado  para  ensanche  de  la  sacristía  ó  para  otros  usos; 

3.^  La  declaración  del  Arquitecto  provincial  D.  Juan  de  la  Vega,  eo 
que  asienta  que  nq  le  quedaba  ningún  género  de  duda  de  que  las  tres  ha- 
bitaciones fueron  construidas  al  mismo  tiempo  que  la  casa,  por  cuanto  se 
hallaban  comprendidas  bajo  una  sola  fachada,  y  dentro  délos  límites 
propios  y  naturales  de  ésta:  que  la  puerta  que  da  entrada  á  la  sacristía 
por  una'  de  las  tres  habitaciones  no  existia  cuando  se  construyó  la  casa, 
sino  que  fué  abierta  con  posterioridad,  aunque  no  podia  fijar  lá  época:  y 
que  á  los  dos  pies  y  medio  de  profundidad  se  hallaban  restos  de  una  antigua 
solería;  á  nivel  próximamente  del  pavimento  general  de  la  casa,  dedu- 
ciéndoí^e  de  aquí  que  la  habitación  fué  rellenada  con  escombros  posterior- 
mente á  su  construcción  para  poner  el  piso  igual  con  el  de  la  sacristía,  y 
hacer  cómoda  la  comunicación.  Y  concluyó  espresando  que  creía  que  las 
habitaciones  objeto  de  la  actual  cuestión  formaron  en  un  principio  parte 
integrante  de  la  casa  núm.  b2,  y  que  su  comunicación  con  la  sacristía 
del  convento  y  la  alteración  de  sus  pavimentos  databan  de  época  pos- 
terior á  su  construcción,  sin  que  pudiera  determinarla  de  una  manera 
segura; 

Y  4.*  La  ampliación  de  esta  declaración  ó  solicitud  del  interesado;  la 
prestada  por  el  maestro  de  obras  D.  Pablo  José  Arduña,  y  Ja  de  cuatro 
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testí^s;  y  por  último,  los  recíbois  en  que  aparecen  ios  pagos  que  las  mon- 
jas hicieron  á  Chesio  en  i 839,  Í843,  i 859  y  i 860  á  consecuencia  del  ar- 
riendo d^  i,a8  tres  habitaciones: 

Vistos  el  escrito  del  Liceticiado  D.  Bernardo  Pénelas,  en  nombre  de* 
Doña  Rosa  Añeses  y  Miguel,  viuda  de  D.  Carlos  Chesio  y  Cortés,  y  de  sus 
hijos  D.  Manuel,  D.' Eduardo  y  D.  Ricardo,  pidiendo  que  se  le  tuviera^  por 
parte,  y  el  auto  de  h  Sección  de  lo  Contencioso  en  que  así  se  acordó: 

Visto  el  art.  3.^  deíReal  decreto  de  21  de  mayo  de  1853,  que  después^ 
de  fijar  el  término  de  seis  meses  parí^  reclamar  de  las  resoluciones  defini- 
tivas de  la  Administración  central,  dice:  «Solo  correrá  dicho  térníiino  para 
el  Estado,  en  todos  los  casos,  desde  el  diaen  que  la  Administración  acti- 
va  entienda  que  una  providencia  anterior  causó  algún  perjuicio,  y  ordene 
que  se  provoque  su  revocación  por  la  vía  contenciosa.» 

Visto  el  art.  \.°  del  mismo  Real  decreto,  que  declara  que  las  disposi- 
ciones del  artículo  anterior  no  alteran  los  plazos  que  señalan  las  leyes  y 
reglamentos  publicados  hasta  aquelJa  fecha  para  deducir  los  recursos  con- 
tenciosos á  que  se  reíieren: 

Visto  el  Heal  decreto  sentencia  de  2  de  noviembre  de  1859,  y  espe- 
cialmente los  dos  primeros  considerandos  y  la  parte  dispositiva  del  mismo, 
fn  que  el  Consejo,  después  de  nianifestar  que  no  es  la  acción  ordinaria  de 
nulidad  la  que  en  dicho  pleito  se  ha  ejercitado,  declara  improcedente  la 
demanda  por  estemporánea,  y  reserva  á  la  Administración  el  derecho 
para  dedocir  cualquiera  acción  que  pueda  corresponderle  contra  la  Real 
orden  de  5  de  mayo  de  i 842,  cuya  revocación  se  pedia: 

Vista  la  Real  orden  de  4  de  mayo  de  1860,  por  la  que  se  autorizó  al 
Fiscal  de  este  Consejo  para  que  desde  luego  entablase  la  demanda  ordi- 
naria de  nulidad: 

Vista  la  que  en  su  virtud  se  interpuso  por  dicho  Fiscal  pidiéndola  nuli- 
'  dad  de  la  venta  que  autorizó  la  Real  orden  de  1842,  antes  citada: 

Visto  el  art.  tO  de  la  ley  de  Contabilidad  de  20  de  febrero  de  1850,  el 
cual  declara  que  corresponde  á  la  Administración  activa  entender  en  las 
diligencias  que  preceden  á  la  venta  de  bienes  nacionales,  y  á  la  conten- 
ciosa resolver  las  controversias  que  se  suscitaren  entre  el  Estado  y  los 
particulares  sobre  toda  clase  de  incidencias  que  traigan  origen  de  dichas 
enajenaciones,  reservando  á  ios  Tribunales  ordinarios  las  cuestiones  de 
propiedad: 

Visto  el  Real  decreto  de  19  de  febrero  de  1836  y  la  instrucción  de  1.** 
de  marzo  siguiente,  que  exigen  como  requisito  indispensable  para  la  vali- 
dación de  dichas  ventas  que  hayan  de  hacerse  en  público  remate: 

Considerando, en  primer  lugar,  que  por  masque  en  la  demanda  que 
la  Adn^inistracion  interpuso  en  28  de  diciembre  de  i857  pidiendo  la  re- 
vocación de  la  Real  orden  de  5  de  mayo  de  1842  se  alegara,  entre  vario» 
otros  motivos,  el  de  que  ía  venta  autorizada  por  la  misma  se  habia  hecho 
sin  previa  licitación,  es  indudable  que  en  aquel  pleito  no  se  ejercitó  la 
acción  ordinaria  de  nulidad,  porque  así  io  declaró  el  Consejo  y  resuka  d» 
la  citada  sentencio,  que  es  hoy  una  ejecutoria: 

Considerando  que  esta  sentencia,  lejos  de  ser  un  obstáculo  para  que 
la  actual  demanda  prospere,  es  por  el  contrario  la  prueba  mas  acabada  de 
su  procedencia,  puesto  que  en  la  reserva  que  la  parte  dispositiva  contie- 
ne, el  Consejo  no  hizo  mas  que  respetar  lo  prí^venido  en  el  art.  4."  del 
Real  decreto  de  21  de  mayo  de  1853,  refiriéndose  sin  duda  á  la  acción  or- 
dinaria de  nulidad  que  reconoce  por  origen  el  derecho  común,  que  tiene 
allí  marcado  el  término  para  su  ejercicip,  y  que  está  comprendicífi  entre 
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las  escepciones  de)  citado  artículo,  seguo  la  íntelígeDCía  que  hasta  el  día 
se  ha  dado  á  la  citada  dispósicioo: 

Considerando  que  la  actual  demanda  ha  sido  presentada  en  tiempo  y 
forma,  puesto  que  lo  fué  dos  meses  después  de  la  fecha  de  la  Real  orden 
en  que  así  se  mandaba: 

Considerando,  eo  cuanto  á  la  escepcíou  de  íncompeteocía,  que  el  de- 
bate actual  versa  únicamente  sobre  la  validez  ó  nulidad  de  la  venta  hecha 
por  virtud  de  la  orden  de  la  Regencia,  sin  que  hubiese  precedido  subasta 
pública;  y  que  por  tanto  su  conocimiento  corresponde  á  la  jurisdicción 
eontencióso-administrativa  según  las  disposiciones  vigentes: 

Considerando  que  solo  ai  Consejo  de  Estado  toca  resolver  las  reclama- 
macíones  á  que  dan  lugar  las  Reales  órdenes: 

Y  considerando,  finalmente,  que  se  halla  prevenido  por  el  Real  decre- 
to de  19  de  febrero  de  1836  y  por  la  instrucción  de  1.*  de  marzo  siguiente 
que  para  la  validez  y  subsistencia  de  las  ventas  de  bienes  nacionales,  de- 
ben éstas  hacerse  en  público  remate;  solemnidad  que  se  omitió  en  la  que 
es  objeto  de  este  pleito; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  Vengo  en  declarar  nula  y  de 
ningún  valor  la  venta  que  por  virtud  de  la  Real  orden  de  5  de  mayo  de 
4842  se  hizo  á  favor  de  D.  Carlos  Chesío  y  Cortés  de  las  habitaciones  bajas 
de  la  casa  núm.  52  de  la  calle  de  las  Descalzas  de  la  ciudad  de  Cádiz,  y 
mandar  que  se  dejen  á  disposición  de  la  Administración  del  Estado,  pre- 
via devolución  á  los  herederos  de  Chesio  de  los  19,724  rs.  17  maravedís 
que  su  causante  pagó  por  ellas. 

Dado  en  Palacio  á  once  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.—El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros. 
Ramón  María  Narvaez» 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado ,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  el  Consejo  pleno,  constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó 
que  se  tenga  como  resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refie- 
re; que  se  una  á  los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  in- 
serte en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  21  de  enero  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  14  de  marzo  de  1867.) 


«5. 

itutorizaeion  (8  de  marzo  de  1867.). — Lesionis.— Se  con- 
firma la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Alicante  en  la 
autorizacioo  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Alcoy 
para  procesar  á  Vicente  Egea  y  Pascual,  guarda  municipal,  y  se 
resuelve; 

Que  está  exento  de  responsabilidad  criminal  el  agente  admi- 
nistrativo  que  hallándose  cumpliendo  con  su  deber  se  ve  preci- 
sado  á  usar  de  ¡a  fuerza  contra  la  agresión  violenta  de  que  es 
objeto. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Alicante  ha 
negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Alcoy  la  autorización  para  pro- 
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cesar  á  Vicente  Egea  y  Pascual,  guarda  municipal,  por  lesiones,  re- 
inita: 

Que  en  la  tarde  del  S3  da  agosto  de  i 865  se  presentó  en  el  Juzgado  de 

Í>rknera  instancia  de  Alcoy  un  sugeto  llamado  Isidro  Julia  y  Espí  con,  una 
esíon  en  la  cabeza,  y  pocos  momentos  después  el  guarda  municipal  Vi- 
cente Egea  con  unas  ligeras  escoriaciones  junto  al  Cuello: 

Que  instruidas  las  oportunas  diligencias  en  averiguación  del  hecho, 
fueron  reconocidos  los  heridos  por  los  Facultativos  fol'enses,  quienes  ma- 
nifestaron que  las  escoriaciones  del  guarda  municipal  habian  sida  produ- 
cidas al  parecer  con  la  mano,  y  eran  de  carácter  muy  leve;  y  que  la  he- 
rida del  Isidro  Julia  interesaba  solo  el  cutis,  hecha  al  parecer  con  instru- 
mento cortante,  también  de  carácter  leve: 

Que  la  causa  de  las  lesiones  fué  que  con  motivo  de  llevar  de  la  mancií 
el  referido  guarda  á  un  niño  de  ocho  anos,  presunto  autor  del  robo  de 
unos  zareillos,  fué  provocado  por  José  Espí,  que  le  insultó  díciéodole  que 
con  él  no  lo  baria,  y  que  dejase  al  muchacho,  á  lo  que  replicó  el  municipal 
t]ue  callase,  pues  estaba  cumpliendo  con  su  deber: 

Que  el  Espí  vino  entonces  á  las  manos  con  el  municipal,  y  á  la  sazón 
se  echó  también  sobre  el  empleado  Isidro  Julia  que  presenciaba  el  hecho, 
por  lo  que,  y  en  vista  del  riesgo  que  corria  acometido  á  la  vez  por  dos 
nombres,  el  municipal  desenvainó  el  sable  y  dio  un  golpe  de  plano  á 
Itíliá: 

Que  recibidas  las  declaraciones  que  se  eslimaron  oportunas,  se  con- 
firmó el  hecho  como  queda  referido,  y  en  vista  de  todo,  el  iuez,  oido  el 
Promotor  fiscal  y  cnmpliendo  lo  mandado  por  el  Tribunal  Superior,  soli- 
citó la  correspondiente  autorización  para  procesar  al  municipal  como  auT 
tor  de  las  lesiones: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo  provincial, 
liego  aquel  requisito,  fundándose  en  que  el  empleado  obró^eo  defensa  pro- 
pia contra  una  agresión  ilegítima,  en  el  acto  de  estar  ejerciendo  funciones 
de  su  cargo  y  en  cumplimiento  de  su  deber: 

Visto  el  art.  8.°,  núm.  4.*,  y  H  del  Código  penal  según  los  que.  están 
éténtos  de  responsabilidad  criminal  los  que  obran  en  defensa  de  su  per- 
sona ó  derechos,  ó  en  cumplimiento  de  un  deber,  ó  eu  el  ejercicio  legítimo 
de  un  derecho,  autoridad,  oficio  ó  cargo: 

Considerando  que  de  lo  actuado  en  este  espediente  resulta  suficiente- 
mente probado  que  el  municipal  Vicente  Egea  estaba  cumpliendo  con  su 
deber,  cuando  con  sus  violentas  provocaciones  trataron  de  impedirlo  sus 
agresores: 

Considerando  que  en  tal  concepto,  al  rechazar  con  la  fuerza  la  inmo- 
tivada agresión  de  que  fué  objeto,  concurrían  las  circunstancias  que  exí- 
fnen  de  responsabilidad  crimmal,  al  tenor  de  los  artículos  del  Código  que 
se  han  citado; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia 

L Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Go- 
inador. 

'Dado  en  Palacio  á  8  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  15  de  marzo 
dei867.) 
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Aatarizaclon  (8  de  marzo  de  1867.).^Lksioxes. — Se  de* 
clara  innecesaria  la  autorización  del  Gobernador  de  la  provincia 
de  Navarra  al  Juez  de  primera  instancia  de  Pamplona  para  pro- 
cesar á  Sebastian  Larequi,  alguacil  dd  Ayuntamiento  de  ASorlie,  y 
se  resuelve: 

Que  cuando  el  acto  punible  por  el  que  se  procesa  á  un  J^neiO'- 
nario  administrativo  se  ha  efectuado  por  éste  con  el  carácter  de 
auxiliar  de  la  justicia,  es  de  la  libre  apreciación  del  Juzgado  ofdi- 
nario  la  conducta  de  dicho  funcionario^  y  por  tanto  es  innecesaria 
la  autorización. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  ia  provincia  de  Navarra  sos- 
tiene que  es  necesaria  la  previa  autorización  para  procesar  á  Sebastian 
Larequíy  alguacil  del  Ayuntamiento  de  Añorbe,  contra  i^  opinión  del  Jues 
de  primera  instancia  de  Pamplona  que  entiende  lo  contrario,  del  cual  re- 
sulta : 

Que  en  la  noche  del  1 1  del  mes  de  noviembre  último  ocurrió  una  cues> 
tion  local  en  el  pueblo  de  Añorbe,  de  la  que  resultaron  tres  hombres  he- 
ridos, y  en  consecuencia  el  Alcalde  comisionó  al  Regidor  D.  Blas  Dona« 
maría  y  alguacil  Sebastian  Larequi  para  que  fueran  á  casa  de  uno  de  les 
heridos  á  fin  de  asistirle  basta  que  el  Médtco  fuese  á  hacerle  la  prime- 
ra cura: 

Que  los  indicados  Regidor  y  alguacil»  al  cumplir  dicha  comisión  y 
próximos  á  la  c^sa  del  sugeto  herido,  vieron  un  hombre  que  iba  en  la 
misma  dirección»  á  quien  entonces  no  conocieron  y  que  después  resultó 
ser  un  joven  del  mismo  lugar  de  Añorve  que  iba  á  ver  á  uno  de  los  h^eri- 
dos  que  era  amigo  suyo: 

Que  el  Regidor  y  alguacil  le  dieron  la  voz  de  «alto  á  la  justicia»^  per 
dos  veces;  mas  como  no  se  detuviera,  y  á  la  segunda  intimación  se  vol- 
viese corriendo,  el  alguacil  disparó  una  arma  de  fuego  por  orden  del  Re- 
gidor, según  después  manifestó  en  su  declaración;  pero  sin  ella  según 
aseguró  el  Concejal:  * 

Que  el  tiro  hirió  en  la  espalda  al  joven  causándole  varias  heridas  leves, 
por  cuyo  motivo  el  Juez,  después  de  practicadas  varias  diligencias  en 
comprobación  de  los  hechos  espuestos,  participó  al  Gobernador  de  la  pro- 
vincia que  estaba  procediendo  contra  el  Regidor  y  alguacil,  y  que  no  con- 
ceptuaba necesaria  la  autorización  previa,  porque  en  el  hecho  de  ^utos 
habian  obrado  como  delegados  del  Juzgado  en  la  práctica  de  diligencias 
criminales: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  contestó  a! 
Juzgado  que  quedaba  enterado  en  cuanto  al  Regidor;  pero  que  creia  in^ 
dispensable  pedir  y  obtener  el  indicado  requisito  para  proccisar  al  aigua- 
cil,  porque  esta  clase  de  funcionarios  s^m  únicamente  agentes  ordinarios 
y  oficíales  de  la  Autoridad  local  administrativa,  sin  que  tengan  el  carác- 
ter de  empleados  dependientes  del  orden  judicial  en  ningún  caso: 

Que  el  Juez,  en  vista  de  esta  opinión  y  de  lo  espuesto  por  el  Promotor 
íiscal,  dio  auto  declarando  innecesaria  la  autorización,  fundado  en  los  mo- 
tivos anteriormente  espresados,  y  habiendo  la  Audiencia  del  territorio 
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t^Ofifirmadó  aqnet  proTeído,  se  ha  eíevado  el  espediente  á  la  Sección  de 
Estado  y  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  de  Estado  para  su  infornre: 

Visto  el  art.  i  O,  núm.  S.**  de  la  ley  para  el  gobierno  y  administ ración 
de  fas  provincias  de  25  de  setiembre  de  1863,  según  el  que  corresponde  á 
los  Gobernadores  de  las  provincias  conceder  ó  negar  en  el  término  de  un 
mes  la  autorización  para  procesar  á  todos  los  em/)!eados  de  Ja  Adminis- 
tración civil  y  económica  por  abnsos  perpetrados  en  el  ejercicio  dé  fun- 
ciones admiiHslrativas: 

Considerando  que  el  alguacil  Sebastian  Larequi  en  el  easo  it  que  se 
eontrae  este  espediente  obraba  con  el  carácter  de  auxiliar  de  la  justicia» 
puesto  que  acompañaba  al  Regidor  que  por  delegación  del  Alcalde  iba  á 
practicar  iasprímeras  diligenciasen  averiguación  de  un  hecho  crintinal; 
y  en  tal  concepto  la  conducta  de  aquel  debe  ser  libremente  apreciada  por 
el  Juzgado  de  primera  instancia: 

Gouformándome  con  lo  intbrraado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Balado; 

revengo  en  declarar  innecesaria  la  autorización  de  que  se  trata. 
•í'^'Dado  en  Palacio  á  ocho  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  nwno. — El  presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  f5  de  marzo 
de  1867.) 


'Cumpetencia  (10  de  marzo  de  1867.). — Cierre  de  las  com- 
putistas DE  UN  MOLINO.— Se  décidc  á  favor  de  la  Admioislracioa  |a 
competencia  suscitada  entre  el  (jobernador  de  la  protincia  de  Pon- 
tevedray  el  Juez  de  primera  instancia  de  Vigo,  con  motivo  de  la 
reclamación  intentada  por  el  dueño  de  un  molino  contra  el  Pedáaeo 
de  Navia,  y  se  resuelve: 

;  ^1.°  Que  es  improcedente  la  vía  del  interdicto  contra  las  pt^ovi- 
áeneias  acordadas  por  las  autoridades  administrativas  dentro  del 
circulo  de  sus  atribuciones  legítimas; 

Y  2,°  que  en  el  caso  de  abusar  un  Ayuntamiento  de  sus  facul- 
tades^ en  asuntos  de  propiedad  y.  posesión,  no  es  por  medio  de  un 
interdicto  como  se  ha  de  juzgar  de  su  conduc(a  ♦  sino  que  en  la  vía 
gubernativa  puede  corregirse  el  esceto,  sin  perjuicio  del  iuicio  pie- 
nariü  correspondiente  que  la  parte  agraviada  puede  promover  ante 
la  autoridad  judicial^ 

'  Ett  el  espedietite  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador 
ék  ta  provincia  de  Pontevefdra  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Vigo ,  de 
los  cuales  resulta: 

',  'Que  en  sesión  celebrada  por  el  Ayuntamiento  de  Bouzas  en  27  de  ma- 
yo dé  1866,  se  díó  cuenta  de  una  instancia  suscrita  por  varios  vecinos  de 
las  parroquias  de  Navia  y  San  Andrés  de  Comesaña,  en  la  que  después  de 
esponer  los  perjuicios  que  se  seguían  á  los  terratenientes  cuyas  fincas 
confinaban  con  el  río  Sórdoma  por  haber  cerrado  el  molinero  delpoente 
las  compuertas  de  la  canal  que  conduce  las  aguas  de  dicho  no  á  los  ma- 
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finos,  originando  un  retroceso  de  aquellas  que  Inundaban  los  terrenos  áé 
los  recurrentes,  solicitaban  que  se  mandaran  abrir  las  compuertas  y  se 
adoptaran  otras  providencias: 

Que  en  vista  de  lo  espuesto,  y  constándole  la  exactitud  de  los  hechos 
referidos,  aquella  corporación  acordó  en  la  misma  sesión  acceder  á  lo  que 
Be  pretendia,  puesto  que  era  de  su  incumbencia  y  estaba  dentro  de  sus  fa- 
'Cultades  arreglar  ei  uso  y  distribución  de  aguas  por  medio  de  acuer- 
dos, y  al  efecto  conGrió  comisión  al  Alcalde  pedáneo  de  Navia,  autori- 
zándole para  que  si  preciso  fuese,  emplease  Jos  medios  coercitivos  hasta 
«i  punto  de  levantar  con  auxilio  de  vecinos  y  alguaciles  las  compuestas  del 
canal: 

Que  el  Pedáneo  llevó  á  efecto  puntualmente  la  providencia  en  los  dias 
-1.®  y  3  de  junio  siguiente,  levantando  y  aun  rompiendo  las  compuertas,  y 
dejando  desembarazado  el  curso  del  rio : 

Que  en  5  del  mismo  mes  el  apoderado  del  dueño  de  los  molinos  acudió 
al  Juzgado  proponiendo  interdicto  de  recobrar  la  posesión  contra  el  Pedá- 
neo y  dependientes  que  le  hablan  acompañado  á  la  «jecucioo  de  lo  acor- 
<iado  por  el  Ayuntamiento,  haciendo  caso  omí.so  de  esta  última  circuns- 
tancia y  pidiendo  que  á  costa  de  aquellos  se  restituyeran  las  cosas  á  su 
primitivo  ser  y  estado,  con  indemnización  de  daños,  perjuicios  y  costas: 

Que  recibida  la  correspondiente  información,  el  Juzgado  en  31  de  ju- 
lio dictó  sentencia  declarando  haber  lugar  al  interdicto  con  sus  naturales 
consecuencias;  y  pendiente  la  ejecución  de  esta  sentencia,  recibió  un  ofi- 
<;io  del  Gobernador  de  la  provincia  requiriéndole  de  inhibición,  porque 
«xistia  un  acuerdo  municipal  en  materia  puramente  administrativa  que  no 
podia  ser  contrariado  por  la  via  sumarfsima  del  interdicto: 

Que  á  este  oficio  se  acompañaba  copia  de  una  orden  comunicada  en  7 
•de  diciembre  de  1856  por  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Pontevedra  al 
Alcalde  de  Bouzas,  en  la  que  se  dice  que  resultando  de  lo  informado  por  el 
Ingeniero  de  la  provincia,  que  los  perjuicios  que  originan  las  aguas  pro- 
cedentes de  la  presa  del  molino  de  los  herederos  de  D.  Norberto  Velazquez 
pueden  tener  su  origen  solo  en  mareas  vivas,  y  á  consecuencia  de  no  te- 
ner abiertas  las  compuertas  de  la  represa  en  la  época  de  aquellas  mareas 
hiciera  el  Alcalde  las  oportunas  prevenciones  al  molinero,  para  que  bajo 
su  responsabilidad  y  sin  perjuicio  de  otras  disposiciones  que  podrían  adop- 
tarse tuviese  constantemente  abiertas  las  antedichas  compuertas  en  épo* 
€a  de  mareas  vivas  y  abundancia  de  aguas: 

Que  en  tal  estado  el  negocio,  el  Juez  pasó  los  autos  al  Promotor  fiscal, 
el  cual  fué  de  dictamen  que  debia  el  Juzgado  declararse  incompetente  para 
continuar  conociendo  en  el  interdicto,  remitiendo  los  autos  al  Goberna- 
dor para  la  resolución  que  procediera,  y  se  fundaba  en  la  naturaleza  del 
asunto  que  era  esencialmente  administrativo,  y  en  que  existia  una  provi- 
dencia tomada  por  el  Ayuntamiento  de  Bouzas  en  uso  de  sus  facultades,  la 
€ual  no  podía  ser  contrariada  por  el  interdicto: 

Que  el  Juez  separándose  ael  anterior  dictamen  ,  dictó  sentencia  de- 
'Clarándose  competente,  y  espuso  en  su  apoyo  varias  disposiciones,  legales 
encaminadas  aprobar  que  á  los  Tribunales  de  Justicia  corresponde  el  co- 
nocimiento de  las  cuestiones  sobre  daños  y  perjuicios  ocasionados  á  ter- 
cero en  sus.derechos  de  propiedad  particular,  y  que  por  consecuencia  los 
reclamantes  ante  el  Ayuntamiento  debieron  hacerlo  ante  su  .autoridad: 

Por  último,  que  el  Gobernador  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial 
reprodujo  su  anterior  requirimiento ,  fundado  en  la  Real  orden  de  8 
4%  mayo  de  i839,  artículos  74  y  80  de  la  ley  de  Ayuntamientos,  y  ar- 
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don  de  irnos  ierrew»  eépropiados  porcausfí  de  uíilidad  púbHea^  so* 
lo  cabe  el  recurso  de  alzada  para  ante  el  Ministro  del  ramo,  y  de 
ninguna  mañera  iavia  contenciosa  ante  el  Consejo  de  pivvincia: 

2.®  Que  es  de  la  esclusiva  competencia  del  Consejo  de  Estado  en 
primera  y  única  instancia  el  cojiocimiento  de  las  cuestiones  que  se 
msciten  sobre  el  valor  de  los  bienes  mmetidos  á  la  espropiacion; 

Y  5.°  que  según  jurisprudcíicía  del  Consejo  de  Estado,  las  cues- 
tiones que  afectan  á  la  jurisdicción  deben  tratarse  y  re^lverse  con 
preferencia,  sea  cualquiera  el  estado  del  pleito,  y  por  mas  que  no 
las  hayan  intentado  los  interesados. 

Dona  Isabel  11,  etc. 

c(Ed  el  pleito  que  peode  ante  el  Consejo  de  Estado  en  grado,  de  ^pela'- 
eioD)  eaire  partes,  de  la  una  ü.  Aotoaio  Beroat,  vecioo  de  OocelJoo^,  y 
en  su  nombre  el  Liceociado  D.  Mariano  Pozo  Mazzeti,  anelante,  y  de  la 
Ql^a  la  empresa  coostruotora  del  ferro-^carril  de  Monlblancliá  Lérida,ape- 
iada,  en  rebeldía;  sobre  refocacioa  ó  subsistencia  de  la  seoiencia  del  Cqq- 
sejo  de  aquella  provincia,  eoo firma toria  de  una  providencia  del  Goberna- 
dor que  aprobó  la  tasación  de  ciertos  terrenos  espropiados  por  caucada 
utilidad  pública: 
.    Vislo:  .! 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  ea  la  necesidad  de  es propiar  terrenos  para  la  construcción  delBs- 
presado  ferro-carril,  se  instruyó  el  oportuno  espediente,  y  D.  Antouio 
Bernat  y  D.  Antonio  Naves,  como  dueuos.de  algunos  que  babian  de  e3- 
propiarse,  bicieron  que  les  dieran  su  tasación  dos  peritas,  /ps  .cualiís  ba^ 
biéndolo  veritícado,  se  comprom&lierou  i  defandoi;  :sa  rta^acioiit  cuando 
hubieraa  4e  darla  oficiatioente  ea  unii0ttr4el  pi^i^ti) .  elegido  por  la  citada 
empresa,  si  bien  cuaiidoliegó  estecaso^  ambos  perito»»  de  acuerdo  cm  el 
de  la  empresa,  señalaron  á  los  terrenos  un  valor  inferior  al  que  lei  dieron, 
séguti  vadndicaido: 

Que  Qo  coBÍorraándose  ios  rnteresedos,  aeudiero,n  al  Gobernador  de  la 
provincia  de  Lérida,  acompañando  uu  certiQcado  de  la  nueva  tasación  ve- 
rificadaí  por difeirente  perito,  en  la  que  se  elevaba  el  valor  de  ia  tasación;  y 
como  se  diera  de  ello  noticia  á  la  empresa,  bíio  ésta  presteoie  ai  Goberna- 
dor, en  comunicación  de  3t  de  diciembre  de  18^4,  que  si  el  estado  del 
espediente  lo  permitía  se  ha  liaba:  dispuesta  á  aceptar  la  reXerida  última  va- 
loración de  terrenos,  á  tín  de  no  interrumpir  los^trabajos  de  ^a  obra:; 

Queien  17  de  enero  siguiente  trasladó  el  Gobernador  Ja  comunicacioo 
de  la* empresa  al  Aleaiiiede.Oncellons  para. que  lobiciera  á  los  intercala- 
dos, quienes  manifestaron  su  conformidad  con  la  oferta  de  la  efnpiasaea 
24  inmediato  siguiente,  fecha  en  que  habia  ya  sido  resuelto  el  espediente 
por  el  referido  Gobernador  en  proviJencia'dictada  el  dia  22  del  mismo  mes, 
por  la  cual,  después  de  oido  el  parecer  del  Consejo  provincial,  desestimó 
la  instancia  de  Bernat  y  Naves,  y  aprobó  la  tasación  practicada  de  común 
acuerdo  con  el  p^i^D  d«la  ejuprasa,  knpQrtapt9>  re^pe^to  ¿  ^ern^t  3,250 
reales  58  cents. 

,  Vista  ia  demanda  que  contra  la  espCesada  providencia  gubernativa  pfe- 
seOtaron  ante  el  Consejo  provincial  de  Lérida  los  referidos  D.  Antonio  Ber- 
nat ^l>.Atít?o6io  Naves,  con  la  pretensión  deque  se  revoca«^  la  ciuáa 
providencia  gubernativa  y  se  condenara  á  lamencionada  empresa* dellec- 
ro  cafrii,á4|ue.pague3,^iQrs.  G9.céata.  áfieriijBitry  4,1  U  rs*  iOcépts.  á 
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Navésr,  habiendo  de  recibir  además  éstos  las  samas  que  resultabaí  4  su  fa- 
Tor  de  latasactod  aprobadas 

Vista  la  eco  testación  de  la  empresa  coostructora  del  mencionado  fer« 
ro-carril,  en  solicitud  do  que  se  declarase  que  no  era  procedente  la  vía 
contencioso-administrativa  en  la  demanda  propuesta,  y  que  en  su  caso  y 
Jugar  fuera  desestimada  la  pretensión  de  los  demandantes: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  en  los  que  las  partes  reprodu- 
jeron sus  respectivas  preteosioues: 

Vista  la  prueba  iestiíicai  practicada  á  instancia  de  los  demandantes: 

Vista  la  sentencia  dictada  por  el  espresado  Consejo  provincial  en  3  de 
noviembre  de  i 865,  por  la  cual  se  absolvió  de  la  demanda  á  la  citada  em- 
presa y  se  confirmó  la  referida  providencia  del  Gobernador  de  la  provincia 
de  Lérida : 

Vistos,  el  recurso  de  apelación  que  contra  el  precedente  fallo  interpu- 
so la  parte  demandante,  y  el  auto  por  el  que  le  fué  admitido: 

Visto  el  escrko  de  mejora  de  apelación  que  presentó  ante  el.GoBsejo 
de  Estado  eJ  Licenciado  D.  Mariano  Pozo  Mazzeti^  representando  única- 
mente á  D.  Antonio  Bernat,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  el  fallo 
apelado  y  se  declare  á  Bernat  con  derecho  á  percibir  la  cantidad  de  6,261 
reales  39  cents,  por  el  valpr  de  la  indemnización  correspondiente  al  ter- 
reno que  se  le  ha  espropíado  para  el  citado  ferro-carril,  que  se  allanó  á 
satisfacer  la  empresa  constructora,  condenando  á  ésta  en  su  virtud  á  que 
vef  iíique  el  pago: 

Vistos,  el  nuevo  escrito  presentado  por  la  misma  parte  en  n  de  abril 
último  acusando  la  rebeldía  ai  apelado  por  no  haber  comparecido  en  el 
término  de  reglamento,  y* el*  auto  dictado  en  el  día  siguiente  por  la  Sec- 
ción de  lo  Contencioso  del  referido  Consejo,  en  que  acordó  que  siguiera 
«I  espediente  en  rebeldía  de  la  parte  apelada:  • 

Visto  el  auto  dictado  por  la  Sección  de  lo  contencioso  del  espresado 
Censejo  declarando  (lesierta  la  apelación  en  cuanto  á  D.  Antonio  Naves 
por  no  haber  mejerado  la  alzada  interpuesta  por  su  parte  en  el  término  de 
reglamento: 

Vista  la  ley  de  17  de  julio  de  1836,  que  trata  de  la  espropiacion  por 
causa  de  utilidad  pública: 

Viátael  reglamento  paraemejeotioion  deS7  déjuiliode  1853,  y  espe- 
riiAmoñifi  las^disposieieiiésgefíiBreles  del*  mismo,  que  atribuyen  al  Consejo 
de  Estado  en  priinera  y  única  instancia  el  conocimiento  de  las  cuestiones 
que  se  suscitaren  sobre  el  valor  de  los  bienes  sometidos  á  la  espropiacion: 

Considerando  que  la  única  cuestión  que  en  el  curso  del  espediente  gu- 
bernativo se  su  scit<^,  fué  la  relativa  á  la  mayor  ó  nwnor  importancia  df*. 
lo9  terrenos  que  habían  de  espropiarseá  los  demandantes,  la  cual  quedó 
definitivamente  resuelta  por  la  providencia  de  22  de  enero  de  1865: 

Gonitderando  que  contra  esta  providencia  solo  cabía  el  recurso  de  al- 
zada para  ante  el  Ministro  del  ramo  como  superior  inmediato  en  la  Admi* 
nistracion  activa,  y  denin^^oa  mamera  la  vía  contenciosa  ante  el  Conse- 
jo dé  provincia  á  que  los  interesados  acudieron: 

V  considerando  que  según  la  jurisprudencia  del  Consejo,  las  cuestio- 
nes que  afectan  á  la  jurisdicción  deben  tratarse  y  resolverse  con  preferen- 
cia, sea  cualquiera  el  estado  del  pleito  y  por  mas  que  no  las  hubiesen  ini- 
ciado los  interesados; 

Conformándome  con  io  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado^  Vengo  en  declarar  nulo  y  de  ningún  valor  todo  lo  ac- 
tuado ante  el  Consejo  protinqiai  de  Lérida. 
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Dado  eD  Palacio  á  catorce  de  eoero  de  roí)  ochocientos  sesenta  y  sie- 
te.—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  roí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Con  tencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que.se  refíere;  que  se  una  á  los  roismos,  se 
notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico» 

Madrid  24  de  enero  de  i  867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gac6¿a  de  15  de  marzo.) 


6». 

Sentencia  {i6  de  enero  de  1866.).— Inteligencia  y  cumpli- 
miento DÉ  UN  contrato.— Ejecución  de  sentencia. — Se  declara 
nulo  todo  lo  actuado  ante  el  Consejo  provincial  de  Badajoz  en  et 
incidente  seguido  por  D.  Antonio  Brazos,  para  la  ejecución  del 
Real  decreto  sentencia  de  S  de  febrero  de  |865,-y  se  resuelve: 

Que  á  la  Administración  activa  compete  la  ejecución  de  los  fallos 
dictados  por  loa  Tribunales  contencioso-administrativos. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  dé  Estado  en  grado  de  apela- 
ción, entre  partes,  de  la  una  el  doctor  D.  Carlos  María  Coronado,  en  nom- 
bre de  D.  Antonio  Brazos,  contratista  que  fué  de  las  obras  para  la  cons- 
trucción de  las  Casas  Municipales  de  Badajoz,  apelante,  y  de  la  otra  el 
Ayuntamiento  de  la  espresada  capital,  apelado,  y  en  su  representación 
mi  Fiscal;  sobre  ejecución  de  la  sentencia  /ecaída  en  el  pleito  entre  las 
mismas  partes  acerca  de  la  inteligencia  y  cumplimiento  del  indicado  con- 
trato: 

Visto: 

Visto  mi  Real  decreto-sentencia  de  5  de  febrero  de  1865,  reeaido  ene! 
pleito  que  pendió  en  sej^unda  instancia  ante  el  Consejo  de  Estado^  entre 
el  referido  D.  Antonio  Brazos  y  el  Ayuntamiento  de  Badajoz,  sobre  pago 
de  cantidades  por  responsabilidades  procedentes  del  contrato  para  la 
construcción  de  las  Casas  Consistoriales  de  la  espresada  ciudad: 

Visto  el  escrito  con  que  D.  Antonio  Brazos  acudió  al  Consejo  provin- 
cial de  Badajoz,  notificada  que  fué  la  anterior  sentencia,  en  que  solicita 
que  se  obligase  al  Ayuntamiento  de  aquella  ciudad  á  abonarle  la  cantidad 
de  262  J  89  rs.  iO  cents.,  suma  á  que  ascendía  la  cuenta  que  al  efecto  for- 
mó y  presentó: 

Vistos  los  escritos  del  Ayuntamiento  de  Badajoz,  manifestando  en  ei 
primero  que  solo  debia  á  Brazos  la  cantidad  de  143,063  rs.,  segnn  la  li- 
quidación al  intento  practicada,  y  modificando  en  el*  segundo  la  referida 
liquidación  en  el  sentido  dequenodébia  abonarse  a|  contratista  mas  que 
la  suma  de  i06,045  rs.  y  5  cents. ,  puesto  que  de  las  cuatro  quintas  partes 
de  la  obra  debia  bajársela  cantidad  de  36,073  rs.  ^ve  importaba  la  obra 
de  carpintería  y  herrería,  que  no  hizo  el  empresario  y  tuvo  que  costear  el 
Ayuntamiento: 

Visto  el  juicio  verbal  celebrado  por  las  partes  ante  el  Consejo  provín* 
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cialy  y  acordado  por  el  mismo  coa  arreglo  á  los  artfculos  901  y  902  de  la 
Jey  de  Eojuíciamieoto  civíJ,  eo  vista  de  la  divergeocia  de  los  interesados 
sobre  la  liquidación: 

Vista  la  sentencia  dictada  en  9  de  febrero  de  1866  por  el  propio  Conse 
jo,  por  la  cual  condenó  al  Ayuntamiento  á  abonar  á  Brazos  la  cantidad  de 
143,063  rs.  51  cents.,  dejando  á  salvo  al  contratista  su  derecho  para  que 
gestione:  primero,  sobre  el  abono  de  perjuicios  sufridos  por  el  uso  de  la 
andamiada,  durante  los  años  que  se  tardo  en  la  construcción  de  la  última 
quinta  parte  de  la  obra:  segundo,  sobre  el  abono  de  los  materiales  que 
quedaron  después  de  concluidas  las  cuatro  quintas  partes  de  ella:  y  ter- 
cero, sobre  el  pago  denlos  salarios  del  empresario  mientras  duró  la  cons- 
trucción de  la  parte  del  edííicio,  declarada  de  cuenta  del  Ayuntamiento  si 
en  efecto  esta  corporación  obtuvo  beneficio  por  el  ahorro  del  sobrante;  asi 
como  condenó  á  la  corporación  municipal  á  abonar  á  B  razos  2,700  reales 
que  importa  la  quinta  parte  de  los  honorarios  que  pagó  al  Arquitecto  Don 
Francisco  Morales  Hernández,  pues  declarada  la  quinta  parte  de  la  obra  a} 
cargo  del  Ayuntamiento,  debe  éste  satisfacer  los  honorarios  del  Arquitecto 
durante  la  construcción  de  ella,  sin  hacer  espresa  condenación  de  costas: 
*  Vistos  los  escritos  en  que  respectivamente  interpusieron  apelación  ea 
tiempo  oportuno  contra  el  espresado  fallo  tanto  D.  Antonio  Brazos  como 
el  Ayuntamiento  de  Badajoz  y  el  auto  del  Consejo  de  provincia  en  que  se 
Jes  admitió  el  recurso: 

Visto  el  escrito  presentado  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Dr.  D.  Car- 
los María  Coronado,  mostrándose  parte  á  nombre  de  Brazos,  y  mejorando 
la  apelación  interpuesta  por  éste,  en  que  pide  la  conürnracion  de  la  sen- 
tencia apelada  en  ciertos  estremos  que  le  son  favorables,  y  la  revocación 
de  los  restantes: 

Visto  el  escrito  propuesto  por  la  misma  parte,  acusando  la  rebeldía  al 
Ayuntamiento  por  no  haber  comparecido  dentro  del  término  de  regla- 
mento, y  pidiendo  á  la  vez  que  se  declare  desierta  la  apelación  y  consen- 
tida la  sentencia  apelada  en  lo  que  fuere  favorable  á  Brazos: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal,  en  el  que  á  nombre  del  Ayuntamiento  de 
Badajoz  se  opone  á  la  petición  de  la  parte  contraria  y  pretende  que  se  des- 
estime como  improcedente: 

Visto  el  anto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  de  8  de  mayo  último, 
por  el  que  se  acordó  no  haber  lu^ar  á  la  rebeldía  pretendida: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal  al  escrito  de  mejora  en  que  solicita 
qoe  se  consulte  la  nulidad  de  todo  ló  actuado  ante  el  Consejo  provincial 
para  la  ejecución  del  Real  decreto  mencionado,  ó  en  último  estremo  la 
revocación  de  la  sentencia  del  inferior  y  la  declaración  de  que  el  importe 
liquido  de  todas  las  responsabilidades  impuestas  al  Ayuntamiento  por  el 
Real  decreto- sentencia  de  que  se  trata,  es  el  de  143,063  rs.  51  céntimos; 
sin  perjuicio  del  derecho  que  pueda  ejercitar  donde  y  como  corresponda 
el  Ayuntamiento  respecto  del  coste  de  las  obras  de  carpintería  y  herrería 
que  debió  satisfacer  y  no  satisfizo  el  contratista: 

Visto  el  recurso  de  reposición  que  contra  la  citada  providencia  de  8 
de  mayo  último  interpuso  el  defensor  de  Brazos,  con  la  pretensión  de  que 
se  reponga  dicha  providencia  y  se  haya  por  acusada  la  rebeldía,  con  lo 
demás  que  solicitó  en  su  escrito  de  mejora  de  apelación: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal,  en  que  se  opone  á  la  reposición  solicitada 
eo  contrario: 

Visto  el  auto  motivado  de  la  Sección  de  lo  Contencioso,  que  desestimó 
la  reposición  pedida: 

TOMO  yn.— Jurisprudencia  adminútrativa.  21 
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Visto.felart.'17dera  tey  d6  2(teabrH  de  f  845  y  el  96  de  tst  de  25^  de 
flistiembre  de  1863,  aue  prescriben  que  faejecuetoii  de  fes  fallos  cerres- 
poDiJe  á  los  agentes  de  la  Adroinistracion: 

Gortsíderaúdo  qtre  con  arreglo  á  estas  disposiciones,  i  la  Administra  - 
cioQ  actítft  compete  la  ejecucióD  de  los  ñillos  dictados  por  hs  Tnbanales 
<;ontencióSo-  administrativos  : 

Y  considératído,  porconsecuetrcui^  que  el  Consejo  provineiiBrl  de  Ba'la- 
joz  lio  ha  Ceni\do  competeúcia  para  intérveair  en  la  ejecucioa  de  mí  fteal 
decreto  senteiicia  de  ^  de  febrero  de  t869; 

Coúformándome  eoin  lo  CotHsnliBdo  por  la  Sala  de  K)  Gefliteivcioso  del' 
Consefjo  dé  Estado,  Vengo  enr declarar  nnio  todo  lo  actuadoiaúte  él  Gon> 
sejo'  provincial  efe  Bádajór  para  la  ejecucíoB  de  mi  Real  decreto  sentencia 
citado,  y  que  l^s  piartes  useá  de  su  derecbo  donde  y  corno*  preceda. 

Dado  en  Paliício  á  diez  y  seis  de  eivero  de  mil  tíchocieutos  aeserata  y 
siete.-^Está  rtibricado  de  la  Real  mano.-^l  Presidedte  del  Gotfeejo  de 
Mitíistrt)8,  Ramo»  María  Narvofez.» 

Públic^cion.-^Leido  y  publicado  el  anterior  Real  décréCo  por  mí  el 
Secretario  genei'al  del  Consejo  de  Estado,  lialláodose  celebrando  audien-* 
ciá  públüea  la  Saia  de  lio  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu  -' 
cityn  fioírí  ed^la' insta  ocia  y  atftos  á  que  se'  reñere:  qae  se  una  á  los  mis- 
mos, se  Éímrílqtie  en  forma  ár  las^ partes  y  se  iú^eite  en  la  OaMa;  de  que 
certifico. 

Ma(lHd*Í4dé  enero  de  l867.^Pedrode  Madrato.  — (Publicftda  en  la 
Gaéeiaúé  15  de  marzo  de  f  867. 


*S^iiieii«la  {^6^dé  enero  de  1867.).  -^Distribución  bk  aaüas. 
— Se  declaran  desiertos  tos  recursos  de  apcJacion  y  tfülidad,  inter- 
puestos por  D.  Tomás  Lopez^^Baroja,  y  consentida  la  sentencia  del 
Consejo  proviocialdé  Logroño,  y  se  resuelve: 

Que  trascurrido  el  plazo  eoncedido  para  mejorar  la  apelación 
y  acusada  la  rebeldía  por  la  parte  apeltuta^  procede  declarar  desierto 
el  recurso. 

Doña  Isabel  11/  etc. 

f(Kn  et  pkito  peudionte  en<el  Consejo  de  Estado  en  grado  de  ape|acieii 
«Btre  palles,  de  la  ulia  O.  Tomás  López  Biroja  y  otros  pr<»pieta>río«  de 
€oriMgo,ap«lantés'en  rebeldía,  y  de  la  otra  el  Ayuntamiento  de  dioh a. 
villa;  sobre  distribución  de  nfi^ua^: 

Vfsto; 

Vistos  las  antecedentes,  de  loí  cuales  resolta: 

Que  á  petycioB  de  las  des  teroeras  partes  de  los  regantes  con  las^guas 
ómh  balsa  de  Fon«arrasin,  el  Ayuntamiento  de  la  villa  de  Gornago,  por 
acuerdo  tomado  en  U  defebreror  de  18^64,  adoptó  el  sistema  de  distribuir 
dichas  aguas  en  proporción  al  terreoo*  que  tuviera  cada  uno  de  los  que 
fas  aprovecbaban,  dejando  sin  efecto  las  bases  que  establecían  ef  riego  del 
modo  en  que  se  venia  verificando,  y  que  en  el  espediente  instruido  e» 
virtud  de  la  reclanjaci^n  prefsentád»  contra  ese' acuerde,  fué  éste  aproba- 
rlo por  providencia  gubernativa  de  8  de  abril  de  1865: 
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Vi#a  |a  denanda  pre^^nuda  aote  el  GoosajQ  f^pviacial  de  iiOgfono 
por  D.  Tomás  López  Baroja  y  otros,  solicitaado  que  se  ilecUra^^  pujo  y 
üia  efecto  alguoQi  el  precí.^dQ  pcq^rdo: 

Vista  la  sentencia  qqé  después  cíe  seguido  el  pleito  por  todps  s\i8  tjrá- 
miles  pronuqcró  et  Consejo  provincial  de  Logroño  eu  20  de  junio  de  1806; 
por  ^a  <fue  se  eonürmó  la  profideneia  gubernativa: 

Vistos  el  escrito  de  ^  de  >aQÍp  de  4816,  en  •!  que  D.  Tomás  López 
fiaroja  y  otros  interpusieron  ios  recursos  de  apelación  y  nulidad  para  ante 
el  Qa(;i$j^(]^  ^  B#Moi  Y  b1  41U0  de  7. de  jiilio,  poi  «1  xme<  el  m^Mieio^iido 
CQO^^o<pcav^]cial  ios  bMJiíopar  adinitidos: 

Vistos,  el  escrito  presentado  por  mi  Fiscal  al  GooeeiodeJIstjido  OQ  9  de 
noKÍeinbrerile,i966,  eBieliq^i aeu^ó  Ia  tebeldía  á  \^s apelaatest por  no  ha- 
ber C9fnpfu*pcido  en  tíeotpo  á  fermalizar  les  reciursos  de  apelación  y  nuü* 
dad  que  lepiaa  if^er^ueatos^  y  el  auio  de  la  Seqcioade  lo  QonU^cia^Q  que 
la  bübo  por  acuMa: 

Vistos  los  a^tícuioa  2$2  y  2^é  del  r^gjameijita  de  30  de  diqí^nobire  de 
i846,  el  primero  de  los  cuales  da  al  apelante  para  mejorar  la  apelación  el 
térxaUa^e  dpa;cme^e«te^  la  Paokuule,  eoqudos  desde  e^  trascurso  d^  los 
10  dias  qoocedidgts  para  iqlecponerla,  y  ei^e^undo^ispeoe  que  si  el  ape- 
lante po  ipe^raseel  recqcsi^ea  el  4ériiM00  aenai«4o,  se  decilare  desierta  la 
apelación  y  la  sentencia  consentida  il^  primqra  rebeldía  que  le  apui^  et 
^peladp: 

Goo^derando  qu^  el  apelante  ha  dejado  trascurrir  sio!  n^jpr^r  el  re- 
curso eJ  plazo  de;  dps  meses  cpincedido  a|  af&oio  por  el  art.  2^2,  y  que 
apilada  la  rebeldía  por  la  parteiapaiftda,  Sf  asteen  el  c^ao  de  lo  dispuesto 
en  eJTM^U  ?S45 

GopfQra^adprQf  cpa  lo  oon#alt|ido  por  la  Sala  de  |o  Goaieacicifo  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  desiertos  ios  recursos  de  apelación 
y  nujiidad  ínteirpiieMeis  per  O.  Tmpás .  López  Biiroja^y  etro^vecii^ide  la 
villa  de-CorpagOi  y  CMpseotida:  y  pasada  m  aute^idjid  de  coaa  juzgada  la 
seotenoia;  (dictada  en  20  de  junio  de  1¡86^  por  el  Gofis«^  piH>viacial  deLo* 
groóp^ 

Dado/  en  Palajcio  á  veinticince  de  enero  de  mil  ochoeientios  sei^^nta  y 
^ete*-rrBst4  robrieado  de  la  Real  maao.-^-^L  Presidente  del  Consejo  de 
MUU^ros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Pi^icaoian.-^Leido  y  fnublicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
SAcnQtario  general  del  Consejo  de  fi^lsido,  iiajIÁndpse  celebran  do.  andieu-^ 
cía  fáblica  M  Sala  de  lo  Gonleocio^o»  «cord(S  quor  se  tenga  conao,  resolu- 
ción tíoal  en  la  instanciay  autos  á  que  se  refíei'ie;  qiüe  se  una  á  Jos  mismos, 
seiiatiíique  ep  lorma  i  lae  partes  y  se  inserte  ea  U  Gaceta;  de  que  cer- 
t^p. 

Ífadrid3lde  enero  de  i867.^Pje(ko  (do tMadraze. -^Publiciada  en  h 
&ic;fi(<j^,de  4549  marzo  de  1867.) 


Coiiipeieii0ia  (10  (i^mar;sorf^  1867.).  «-Hurto  db  cbíías.-- 
Se  (t^QÍctei  favor  de  la  autoridad  judicial  la  cooipe^leacía  suscitada 
entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Almería  y  el  Juez  4e  pri- 
o^ra  iaetancia  de  Parchena,  coa  motivo  de  la  deauacia  eoiablada 
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por  D.  Juan  Martinez  Torres  contra  José  Masegosa  Fernandez  f 
oíros,  y  se  resuelve: 

Que  corresponde  á  los  Tribunales  de  justicia  el  conocimiento 
de  los  hurtos  de  leñas  verificados  en  los  montes  con  inhibición  ab- 
soluta de  las  autoridades  administrativas,  que  solo  ptieden  conocer 
y  castigar  los  daños  que  en  los  mismos  se  causen. 

En  ef  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
flor  de  la  provincia  de  Almería  y  el  Juez  de  primera  instancia  d^  Purche* 
na,  de  los  cuales  resolta: 

Que  en  20  de  diciembre  de  1864  D.  Joan  Martínez  Torres,  [)ropietario 
de  la  suerte  llamada  Labrado  Largo,  sita  en  el  Campillo,  término  muni- 
cipal de  Purchena,  acudió  al  Juzgado  denunciando  á  los  yecinos  José  Ma- 
í^egosa  Fernand£>z  y  Francisco  de  Sola  Bozas  porque  el  dia  anterior  ha* 
biao  entrado  en  dicha  suerte  y  hurtado  tres  cargas  de  ramas  de  pina 
verde: 

Que  instruidas  diligencias  por  este  hecho,  y  suficientemente  justifica- 
do, el  acusador  privado  y  el  Promotor  fiscal  formularon  acusación  pi- 
diendo el  castigo  de  los  sugetos  espresados  como  reos  de  hurto,  y  en  taf 
concepto  comprendidos  en  el  art.  437  del  Código  penal: 

Que  estanao  el  Juez  para  dictar  sentencia  recibió  una  comunicación 
<lel  Gobernador  de  la  provincia  requiriéndole  de  inhibicioo,  y  previnién- 
<iolé  remitiese  al  Alcalde  del  pueblo  las  diligencias  practicadas  para  sn 
i^nstanciacion,  y  se  fundaba  en  que  habiendo  sido  tasada  la  leña  hurtada, 
«íii  3  rs.,  y  siendo  el  daño  de  menor  cuantía,  correspondia  á  la  Adminis- 
tración el  castigo  de  los  dañadores,  con  arreglo  al  art.  49  del  Real  decreto> 
de  24  de  marzo  de  1846: 

Qué  conferido  traslado  al  actor  privado  y  al  Promotor  fiscal  de  la  co- 
municación del  Gobernador,  se  opusieron  ambos  á  la  inhibición  solicitada^ 
apoyándose  en  que  se  trataba  de  un  delito  de  hurto  en  la  propiedad  de  un 
particular,  previsto  y  penado  en  el  Código,  y  cuyo  conocimiento  competía 
solo  al  Juzgado,  y  de  ninguna  manera  á  los  funcionarios  de  la  Adminis- 
tración, ni  aun  en  el  supuesto  de  que  el  hurto  se  hubiese  ejecutado  en 
inontes  del  común,  porque  según  la  regla  2/  del  art.  i 21  del  reglamenta 
í\q  17  de  mayo  de  1865,  cuando  la  infracción  de  un  precepto  de  dicho  re- 
glamento ó  de  las  Ordenanzas  de  Montes,  que  tengan  una  penalidad  se- 
fidlada,  haya  sido  el  medio  de  perpetrar  un.  delito  definido  en  el  Código^ 
iia  de  reservarse  su  conocimiento  á  los  Tribunales: 

Que  el  Juez,  con  vista  del  espediente  y  teniendo  en  cuenta  que  estaba 
probado  en  autos  que  el  terreno  en  que  había  tenido  lugar  el  hurto  era 
\le  la  esclusiva  propiedad  de  D.  Juan  Martínez  Torres,  según  lo  demostró 
i!óu  cuantos  documentos  se  le  exigieron;  que  hasta  tos  mismos  reos  lo 
confesaron  así,  y  por  lo  tanto  que  el  conocimiento  y  castigo  del  hurto 
verificado  correspondia  al  Juzgado,  se  declaró  competente  por  sentencia 
Hrme: 

Que  el  Gobernador  insistió  en.  «u  anterior  requerimiento,  espre- 
^nndo: 

1.°  Que  no  se  trata  de  daño  en  plantas  de  un  particular,  sii^o  que  lo^ 
pi'ios  donde  se  han  cortado  las  ramas  son  de  aprovechamiento  común  de 
los  vecinos  de  Purchená,  y  por  consiguiente  tienen  el  carácter  de  montes 
públicos: 

2.**    Que  en  el  Ayuntamíeoto  del  mismo  pueblo  existe  nn  espediente 
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donde  cousta  que  aquellos  vecinos  vienen  disfrutando  los  montes  y  past  •» 
4e  ia  demarcación  clel  Campillo: 

Y  3.®  Que  según  manifestó  el  Alcalde  de  Purchena,  aparece  que  en  2 
de  enero  de  1857  se  celebró  un  convenio  entre  los  moradores  del  Campi- 
llo y  eí  Ayuntamiento,  por  el  que  se  obligaron  aquellos  á  no  acotar  masque 

})arte  de  los  terrenos  adyacentes- á  los  corrales  de  ganados,  prohibiéndose 
a  saca  de  montes  alto  y  bajo,  tanto  por  los  estraños  como  por  los  dueños 
de  las  tierras,  no  teniendo  éstos  derecho  en  los  cotos  mas  que  al  aprove  - 
•cbamíento  de  leña  seca  y  escarda  del  monte  alto: 

Visto  el  art.  49  del  Real  decreto  de  21  de  marzo  de  1840,  según  'el 
cual  las  personas  aprehendidas  infraganti,  contravención  ó  delito  de  los 
marcados  en  la  ordenanza  serán  conducidas  por  los  guardas  ante  el  Alcal- 
de del  pueblo  en  cuyo  término  se  hubiere  cometido  el  esceso  para  que,  si 
«1  daño  ocasionado  fuere  de  menor  cuantía,  imponga  á  los  dañadores  la 
f  ena  (|ue  corresponda; 

Visto  el  art.  437,  nám.  3.**  del  Código  penal,  por  el  que  se  castiga  ^ 
los  dañadores  que  susti^igan  ó  utilicen  los  pastos  ó  frutos  del  daño  cau- 
sado, cualquiera  que  sea  su  importancia: 

Visto  el  art.  121,  núm.  2.®  del  reglamento  de  17  de  mayo  de  1865. 
que  establece  que  cuando  la  infracción  de  la  ley,  del  reglajuento  ó  (}e  las 
Ordenanzas,  que  tenga  una  penalidad  señalada  ,  haya  sido  el  medio  da 
perpetrar  un  aelrto  deíinído  en  el  Código,  se  abstendrán  los  Gobernado- 
res de  conocer  de  la  infracción,  y  reservarán  su  castigo  á  los  Tribunales: 

Visto  el  art.  54  del  reglamento  de  25  qle  seMembre  de  18(^3,  según  el 
cual  los  Gobernadores  no  podrán  suscitar  contienda  de  competencia  en 
ios  juicios  criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido 
reservado  por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando  en 
Virtud  de  ia  misma  ley  deba  decidirse  por  la  autoridad  administrativa  al- 
guna cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribunales  ordi- 
narios .ó  especiales  hayan  de  pronunciar: 

Visto  el  art.  210  de  las  Ordenanzas  de  Montes,  que  dispone  que  las 
denuncias  ó  quejas  de  los  dueños  particulares  de  montes  que  no  estuvie- 
sen admitidos  bajo  la  guarda  y  defensa  de  la  Dirección  general  contra  los 
dañadores,  se  seguirán  ante  los  Jueces  y  en  la  forma  establecida  p^^ra  los 
demás  delitos  y  daños  de  campo  de  ia  jurisdicción  donde  están  sitos 
iiquellos: 

Considerando: 

1.°  Que  la  cuestión  que  motiva  esta  contienda  consiste  en  averiguar 
si  es  hurto  ó  daño  el  hecho  de  que  se  trata: 

3.®  Que  la  suerte  de  terreno  en  que  tuvo  lugar  la  viene  poseyendo  el 
querellante,  y  no  aparece  ser  de  aprovechamiento  común,  según  el  xesuU 
tado  de  las  actuaciones  judiciales: 

3.**  Que  el  hecho  ha  sido  calificado  de  hurto  por  el  Juzgado,  y  por 
esta  circunstancia  está  comprendido  en  el  citado  núm.  2.®  del  art.  121  del 
reglamento  de  17  de  mayo  de  1865; 

Y  4.®  Que  por  lo  tanto  no  puede  tener  aplicación  al  caso  presente  la 
dispuesto  en  el  núm.  1.*  del  art.  54  del  reglamento  de  25  de  setiembre 
de  1863, 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno» 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  í^vor  de  la  autoridad  judicial. 

Dado  en  Palacio  á  diez  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siele. — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Bamon  María  Narvaez.^(Publicada  en  la  Gaceta  de  16  de  marzo  de  1867. )« 
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Compeiencla  (10  de  marzo  de  1867.).— Sbrvidchbre  dk 
LucRs. — Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  competeucía 
suscitada  entre  el  Goberoador  de  la  províucia  de  Valencia  y  el  Juez, 
de  príitaera  instaocia  del  distrito  del  Mercado  de  fa  capital,  con 
motivo  de  la  demanda  presentada  por  D.  Carmelo  Brotoii^  contru 
D.  Joéé  López  y  Morell,  y  se  resuelve: 

1."  Que  las  atribuciones  de  policía  urbana  confiadas  á  las  au- 
toridades administrativas  solo  se  refieren,  en  óuanto  á  los  detechos^ 
privüdos,  á  reglamentar  su  uso  y  conservar  el  orden  de  su  disfru  • 
te,  de  modo  que  no  se  embarace  ni  perjudique  el  tránsito  públioo; 

Y  2.**  que  cesa  la  competencia  de  la  Administración  desde  et 
mometUo  tn  que  se  promueve  un  juicio  plenaria  sobre  declaraciofi 
de  derechos  reales. 

En  el  éápédíiptite  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  «I  Goberna- 
dor de  laproviocfa  de  Valencfa  y  el  Juez  de  primera  instancia  del  distri- 
to del  Merwdo  d^  la  capital,  de  ios  cuates  resulta; 

Que  seguido  pleito  por  D.  Carmelo  Brofóus,  dueño  deia  casa  núra.  43 
calle  del  Trench,  coü  D.  Jiisé  López  y  Morell,  dueño  de  la  casa  núm.  t 
ralle  de  la  Péllería  viep,  Hhdatfte  con  aquella,  sobre  el  dominio  de  uñ 
trozo  de  pared  en  la  fachada  de  esta  última,  qde  haee  esquina  á  la  referi- 
da calle  de!  Trench,  se  dltítÓ  sentencia  ejecutoria  absolviendo  á  López  de 
h  demanda;  y  en  su  vista  el  mism^  Brotons  presentó  una  nueva  demanda 
contra  el  miíPdoAado  Lope¿,  ejercitando  la  acción  ctínfesoria  de  serví - 
diiuibre,  para  que  se  declarase  qiüe  la  casa  calle  de  la  Péllería,  núm.  i, 
estaba  gravada  con  las  servidumbres  de  no  abrir  puertas,  ventanas,  ni 
^tra  claáe  de  luCes,  ett  lá  pared  lateral  que  hace  frente  á  la  calle  del 
TrftnHi,  y  de  consentir  qiie  se  colocara  en  él  mismo  sitio  un  puesto  de 
ténta: 

Qde  ségün  Ibs  documentos  presétttadoíá  en  aquel  pleito,  que  íntegro 
acompaña  á  la  nueva  demanda,  desde  26  de  marzo  de  1630  en  que  l>oi> 
José  Chiilvi,  dueño  de  la  casa  calle  de  la  Péllería,  estableció  s»bre  el  tro- 
zo de  (í  a  red  que  hacia  esquina  la  servidombre  de  uso  y  domihib  á  favor 
d<>  Honorato  Martí,  dueño  de  la  casa  lindante,  para  que  pudiera  estable  - 
ccr  allí  ufi  puesto  de  véiita,  sitt  que  se  pudiera  abrir  en  aquel  trozo  de 
na  red  puerta  ni  ventana  alguna,  haSta  qué  se  bábia  derruido  la  pared,  él 
dueño  del  predio  dominante  estuvo  gozírado  dé  tfqUeflIas  seNídumbres,  en 
cilva  posesión  se  le  amparó  en  1671  por  los  Tribunales  de  Justicia  en  la  vía 
de  interdictó,  y  eb  <7B9  por  el  trib^anal  del  repesode'Válenciaí 

Que  derribada  la  casa  de  la  calle  de  la  Pellería,  y  al  tratar  de  reconis- 
! mirla ,  adtorízó  el  Alcalde  la  obra  en  6  dé  febrero  dé  1864,  Von  arreglo 
!íl  disf^ñó  presentado,  en  el  cual  sé  abria  una  Ventaba  eri  éltroiíode  la  pa- 
red motivo  de  la  cuestión: 

Quel  citado  y  ehiplazado  D.  José  Lopéz  y  Mot*e11  cob  la  demanda  de 
ftroions,  se  mostró  pátte  en  el  pleito,  y  acútWó  af  Goberbador  <con  copia 
de  ella  y  de  la  providencia  administrativa,  solicitando  que  requiriese  de 
inhibición  al  ÍUzgadó,  por  ser  el  asunto  de  la  competencia  de  la  Adminis- 
tración, según  las  numerósras  disposiciones  que  citaba: 
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Qae  Sifil  lo  estím/i  el  Goberoador,  de  aciiendo  con  el  CoD8e[o  provin- 
cia], invocando  en  su  apoyo  e(  número  5.®  del  art.  74^  y  el  4*  del  91  de 
la  ley  de  8  de  enero  de  \  845: 

Que  sustanciado  el  incidente  en  el  Juzgado,  srnofr  al  demandado  ni 
celebrar  vista  del  artículo  de  competencia  ,  declaró  tenerla  d  Juez ,  fun- 
dándose en  qne  no^e  trataba  de  si  podia  6'noabpirse>*vea4ana  con  arreglo 
á  las  disposiciones  aduiinislrativas »  aino  d^  si  el  deiQ^daote  tenia  ei  de- 
recho de  servidumbre,  y  también  en  que  las  cuestiones  sobre  el  dominio 
corresponden  á  los  Tribunales  de  Justicia ,  y  á  la  Administración  solo  toca 
regular  su  uso: 

Que  insistiendo  el  Gobernador  en  el  requerimiento  de  inhibición  ,  ^e 
acuerdo  con  el  Coasejo  províoeiaJ »  resultó  el  presente  conflicto  : 

Visto  el  núm.  5.®  del  art.  74  de  la  ley  de .8  de  eaero  de  1845,  que  en- 
carga al  Alcalde, :«omo  AdmioÍ3trador  del  pueblo,  cuidar  de  todo  lo  rela- 
tivo á  policía  urbana  y  rural ,  coof<»rme  á  Jas  leyes,  reglamentos  y  dispo- 
siciones de  la  autoridad  superior  y  Ordenanzas  municipales: 

Visto  el  núm.  4.°  del  art.  81  áe  la  misma  ley,;aue  entre  las  atribucio- 
nes de  los  Ayuntanuentos  señala  la  de  deliberar  sobre  la  formación  y  ali- 
neación de  calles  ,  pasadizos  y  plazas  : 

Vistos  Jos  arliculos  59.y  60  d^.l  reglamento  de  25  de  setiembre  de  1863, 
según  los  cuales  el  Tribunal  ó  Juzgado  requerido  de  inhibición  debe  co  - 
municar  el  requerimiento  al  Ministerio  fiscal  y  á  cad^  una  de  las  partes, 
y  celebrar  vista  del  articulo  de  competencia ,  antes  de  proveer  el  auto 
motivado: 

Considerando : 

1.^  Que  laJs  atribuciones  de  policía  urbana  confiadas  á  las  autorida- 
des administrativas  solóle  refieren,  en  cuanto  A  los  derechos  privados,  á 
reglamentar  sü  uso  y  consenrar  el  orden  de  su  disfrute ,  de  modo  que  no 
se  embarazase  ni  perjudique  el  tránsito  y  oroato  público: 

2.^  Que  la  providencia  administrativa  que  autorizó  el  hecho  origen 
del  presente  litigio,  se  limitó  á  aprobar  la  forma  en  que  había  de  reedifi  - 
carse  la  casa  ,  y  no  autorizó  en  manera  ^Iguna  la  desaparición  ó  modifí  * 
cacion  del  derecho  de  servidumbre ,  ni  pudo  hacerlo,  pue-^to  que  se  tra- 
taba de  derechos  puramente  privados,  aunque  siyetos  en  su  uso  á  las  dis- 
posiciones administrativas : 

3.*  Que  sea  cualquiera  la  competencia  de  la  Administración  para  en  - 
tender  de  este  asunto ,  cesa  desde  el  momento  en  que  se  promueve  un 
juicio  plenario  sobre  declaración  de  derechos  reales; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  autoridad  judicial ,  y  lo 
acordado. 

Dado  en  Palacio  á  diez  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete . — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — E)l  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  16  de  marzo 
de  1867). 


Competencia  (iO  de  marw  de  1867.).— Labor  bn  tibüiía 
AJBNA»^ — Se  declara  mal  formada,  y  que  no  ha  lugar  á  decidirla,  la 
compeienciasusoitada.  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Cuen- 
ca y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Huele,  con  motivo  del  ioter- 
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dicto  de  recobrar  presentado  por  D.  Gregorio  Valdeolmos  contra 
José  Saiz,  y  se  resuelve: 

Que  la  falta  de  precedencia  de  la  reclamación  gubernativa  á  la 
judicial,  cuando  proceda,  no  es  motivo  bastante  para  fundar  la  com- 
petencia de  la  Administración  sobre  el  fondo  d&  un  asunto, 

Ed  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Cuenca  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Haete, 
de  ios  cuales  resulta: 

Que  á  nombre  de  D.  Gregorio  Valdeolmos,  se  presentó  en  aque!  Juzga- 
do interdicto  de  recobrar  contra  José  Saiz,  por  haberle  turbado  en  la  po- 
sesión de  parte  de  una  tierra  de  su  propiedad,  entrando  á  labrar  en  ella 
unos  ocho  celemines: 

Que  recibida  información  testifical  sobre  el  hecho,  y  antes  de  que  se 
acordara  la  restitución,  el  Gobernador  de  la  provincia,  á  instancia  del  des- 
pojante, requirió  al  Juez  para  aue  se  inhibiese  del  conocimiento  del  asun- 
to, fundándose  en  que  Saíz'  habia  comprado  á  la  Hacienda  una  tierra  lin- 
dante con  la  dé  Valdeolmos,  y  no  habia  precedido  á  la  reclamación  judi- 
cial la  gubernativa  que  previenen  el  art.  173  de  la  instrucción  de  31  de 
mayo  de  i  855  y  la  Real  orden  de  11  de  abril  de  1860,  que  recuerda  su 
cumplimiento: 

Que  sustanciado  el  incidente  de  competencia,  declaró  teuerla  el  Juez, 
de  acuerdo  con  el  Promotor  fiscal,  apoyándose  principalmente  en  que  si 
Saiz  preyó  que  la  finca  en  que  tuvo  lugar  el  despojo  era  una  de  tas  que 
enajenó  el  Estado;  debió  acudir  á  la  Administración  reclamándola,  y  no 
entrar  en  ella  por  su  propia  autoridad,  do  cuyo  derecho  no  se  le  priva  por 
la  decisión  del  interdicto,  que  solo  se  refiere  á  la  tenencia  ó  posesión: 

Que  el  Gobernador  insistió  en  su  requerimiento,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  provincial,  resultando  el  presente  conflicto  que  ha  seguido  sus 
trámites: 

Visto  el  art.  173  de  la  instrucción  de  31  de  mayo  de  1855,  que  prohibe 
admitir  demandas  judiciales  contra  las  fincas  enajenadas  por  el  Estado, 
sin  que  el  demandante  acompaña  documento  justificativo  de  haber  hecho 
la  reclamación  gubernativamente  v  sídole  negada: 

Vista  la  Real  orden  de  11  de  abril  de  1860,  que  recuerda  el  cumpli- 
miento de  la  citada  disposición: 

Considerando  que  la  falta  de  precedencia  de  la  reclamación  gubern  atí- 
va  á  la  judicial,  cuando  proceda,  no  es  motivo  bastante  para  fundar  ia 
competencia  (Je  la  Administración  sobre  el  fondo  tle  un  asunto,  como  se 
ha  declarado  con  repetición; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 

Vengo  en  declarar  mal  formada  esta  competencia,  y  que  no  há  lugar 
á  decidirla. 

Dado  en  Palacio  á  diez  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.  — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.--Ei  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,' 
Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  16  de  marzo  de  1867.) 


74k. 

Competencia  (10  de  marw  de  1867.). — Intrusioií  en  ter- 
rkno|ajeno. — Sedeclara  mal  formada,  y  que  no  há  lugar  á  decidirla, 
la  competencia  suscitada  entre  el  Groberuador  de  la  proviocia  de 
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Huesca  y  el  Jaez  de  primera  iastaocia  de  Barbastro,  con  motivo 
del  ioterdicla  de  reeobrar  presenlado  por  D.  Leopoldo  de  Gregorio 
contra  D.  Hipólito  Tremosa,  y  se  resuelve: 

Que  asi  como  no  pueden  dejarse  sin  efecto  por  medio  de  inter- 
dictos las  providencias  administrativas,  tflmpoco  éstas  deben  pre- 
valecer contra  aquellos^  lo  cual  no  obsta  para  que  los  interesados 
usen  de  los  demás  recursos  establecidos  por  las  leyes. 

Eo  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  ei  Goberoa  - 
dor  de  la  proviocia  de  Huesca  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Barbas* 
tro,  de  los  cuales  resolta: 

Que  en  el  referido  Juzgado  se  presentó  en  16  de  mayo  de  1866  un  in- 
terdicto de  recobrar  á  nombre  del  Marúcal  de  Campo  D.  Leopoldo'de  Gre- 
gorio contra  D.  Hipólito  Tremesa,  por  haber  abierto  una  puerta  en  la  pa- 
red de  un  pajar,  para  dar  paso  á  la  carretera  de  Barbastro  á  la  frontera, 
atravesando  una  faja  de  terreno  de  la  propiedad  del  despojado,  según  ésto 
afirma: 

Que  sustanciado  el  interdicto  sin  audiencia  del  despojante,  se  acordó 
la  restitución  en  22  del  mismo  mes  y  año: 

Que  llevada  á  efecto  la  sentencia,  el  General  de  Gregorio  recurrió  otra 
vez  al  Juzgado  eu  3  de  octubre  del  año  último  manifestando  que  Tremo- 
sa  habia  abierto  nuevamente  la  ptierta  mandarda  cerrar  por  semencia  que 
el  mismo  consintió,  y  suplicando  que  se  cumpliese  lo  proveído  en  la  misma, 
á  lo  cual  se  accedió  en  5  del  mismo  mes: 

Qaeá  instancia  del  despojante,  y  con  vista  de  la  autorjzicion,  que  el 
Ingeniero  Jefe  de  la  provincia  concedió  á  aquel  para  que  abriese  la  puerta 
de  comunicación  de  su  casa  con  la  carretera,  y  del  informe  del  mismo 
iogeniero  en  el  sentido  de  que  el  terreno  que  el  General  de  Gregorio  de- 
cía ser  suyo  b^bia  sido  espropiado  y  pagado  -{u  importe,  el  Gobernador  de 
la  |>roviiicía  requirió  de  inhibición  al  Juzgado  fundándose  en  la  ley  de  47 
de  julio  de  1836  y  reglamento  de  27  de  julio  de  iS^3;  en  la  ley  de  enaje- 
nación de  parcelas  de  17  de  junio  de  1864  y  su reglaneoto de  1865;  en  la 
Real  resolución  de  14  de  setiembre  de  1863^  y  en  la  de  acotamiento  y  amo 
jonamiento  de  carreteras  de  27  de  mayo  de  1 846: 

Que  sustanciado  el  incidente  de  competencia,  el  Juez,  con  vista  de  la 
copia  de  una  Real  órdeo  concediendo  al  General  de  Gregorio  que  la  es- 
propiacíon  de  su  terreno  no  se  estenderia  á  mas  que  al  ancho  de  la  carre- 
tera, se  declaró  competente  para  entender  en  el  negocio,  en  razón  á  que 
existiendo  entre  la  carretera  y  la  pareil  en  que  se  abrió  la  puerta  una  faja 
de  terreno  de  dominio  particular,  todis  las  cuestiones  que  sobre  este  ter- 
reno se  provocasen  eran  de  la  esclusiva  competencia  de  los  Tribunales 
ordinarios: 

Que  insistiendo  en  su  requerimiento  el  Gobernador,  de  acuerdo  con 
el  Consejo  provincial,  resultó  el  presente  conflicto:     ' 

Considerando: 

!.•  Que  el  interdicto  de  que  se  ha  hecho  mérito  se  sustanció  y  terminó 
en  mayo  de  1866,  sin  que  el  despojante  Tremosa  solicitase  ni  obtuviese 
del  Ingeniero  Jefe  de  la  provincia  el  permiso  para  abrir  la  puerta  queda- 
ba paso  á  la  carretera  haíta  setiembre  del  mismo  año: 

2."  Que  lejos  de  haber  contrariado  el  interdicto  la  resolución  admi- 
DÍstratívd,  mas  bien  parece  que  ésta  vino  á  dejar  sin  efecto  la  sentencia 
dictada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Barbastro: 

TOMO  Til.— Jurisprudencia  adminislrativa.  22 
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3."  Qoe  asi  como  po^  niedío  de  interdicto»  no  pueée  o  d^arse  «in  efe«li^ 
Jas  feseúciones  admíoifcCratMfafi,  Umpoeo  éatas  deben,  prevalecer  eoabra 
aquellos,  lo  cual  no  obsta  para  que  tos  iatefesadoeiUseode  los  demés:  re- 
cursos establecidos  por  las  leyes  al  eíecto; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  (íleno. 
Vengo  en  declarar  mal  formada  esta  competencia,  y  que  no  há  lugar  á 
decidirla. 

Dado  en  Palacle  á  áiet  de  marzo  de  mrt  ocbrtcfentos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. —El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tfos,  Ramón  MaHa  Narrara. — (Publicada  en  la  i7aoe(a  de  fd  de  marzo 
de  IM7.) 


»5. 

Sentencia  (2S  de  enero  de  1867.). — Dersgho  á  una  fragoa. 
— Se  deja  sin  efecto  la  Real  orden  de  14  de  junio  de  1865  recla- 
mada por  D.  Andrés  Cabello  y  Soriano,  y  se  resuelve: 

i .*  Que  cuando  una  casaeñ  que  hayuna  fragua umca  á  su* 
batía  bajo  la  denomnaeion  de  casa- fragua,  no  pueden  dejar  deser 
objeto  \de  aquella  los  útiles  ó  artefactos  que,  adheridos  ül  edificio  4$ 
un  modo  fijo  y  permanente ,  constUvian  por  necesidad  parte' inte'- 
grante  y  tsendal  del  mismo,  en  raxon  al  uso  á  que  estaba  des- 
tinado: 

S.^  Que  aunque  en  la  valoración  de  la  finca  no  se  hiciera  es^ 
presión  detallada  del  fuelle  y  yunque,  deben  considerarse  compren- 
didos enella^  si  la  tasación  se  hi%o  como  de  un  todo  y  bajo  laespre^ 
sada  designación;  sin  que  contra  este  hecho  puedan  prevalecer  tar^ 
dias  esplicaeiones  de  los  peritos  tasadores,  mucho  mas  si  no  sehi^ 
cieron  en  conveniente  estado: 

5.**  Que  mucho  mas  debe  considerarse  asi,  si  el  comprador  de  la 
flncatomó  posesión  de  dichos  artefactos^,  sin  contradicción  ni  pro- 
testa alauna; 

ya/  que  es  regla  constante  que  los  objetos  sólidamente  adhe- 
ridos á  las  fincas,  y  con  un  destino  permanente  é  indispensable  al 
servicio  que  prestan,  se  tengan  como  parte  inte^nte  de  las 
mismas. 

Doña  léabel  11,  etc. 

«En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  úniet 
instancia^  entre  partes,  de  la  una  D.  Andréf  Cabello  y  Sorieno,  vecino  de 
Calatayud,  provincia  de  Zaragoza,  demandante,  y  en  su  nombre  el  Do(>- 
tor  D.  Mariano  Nougaes  y  Secall;  y  de  la  otra  mi  Fiscal,  representando  i 
la  Administración  geoerat  del  Estado,  demandada;  sobre  revoeacion  ó 
subsistencia  de  la  Real  orden  de  t4  de  junio  de  1865,  espedida  por  ei  Mi- 
nisterio de  Hacienda,  que  declaró  al  interesado  sin  derecho  al  ytfnque  y 
fuelle  que  habia  en  la  casa-íragna  que  compró,  procedente  de  los  Propios 
de  Torralba  de  Ribota,  en  la  espresada  profincia: 

Visto: 

Vidto  el  espediente  gubernatiTO,  del  cual  resulta: 
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Que  atíniíeiada  en  el  BokiinofieiáU  de  Venta»  de  Bienee  naeionaleg^ 
de  la  províoeki^  Zaragoea  una  casa -fragua  prooeciente  áel  pueble  de 
Torralba,  sita  en  la  plaza,  goq  liabitaci«(D  para  ei  herrero,  que  ne  predo^ 
cia  renta,  tasada  en  1,200  rs.,  y  capitalizada  per  la  renta  de  150  que  le 
calentaron  los  peritos,  en  2,700  rs.,  cantidad  por  la  que  ae  saed  á  ^nirnsta; 
fué  rematada  en  14,200  rsi  por  D.  Andrés  Cabello,  Imbiendo  iiecbe  pos- 
turas á  la  "finca  D.  Millan  Lasf^a,  perHo  tasador  de  la  misma: 

Quela  Junta -superior  de  Ventas  en  i7  de  octubre  de  i861  adjudicó  la 
finca  al  eSpresado  Cabello,  otorgándosele  en  su  comecuenctt  la  corres^ 
pendiente  esevítura,  y  dándosele  la  posesión  en  3  de  febrero  de  1962,  cotí 
la  circunstancia  de  que  al  verificarse  la  toma  de  posesión,  pidió  et  com- 
prador que  se  hiciera  constar,  como  se  hizo  por  diligencia  judicial,  que 
«ntre  los  varios  acítos  de  posesión  ejercidos  por  el  mismo^'  sin  oposición  ni 
protesta  de  nadie,  lo  era  el  soplar  con  el  fuelle  de  la  fragua  y  dar  sobre 
el  yunque  varios  golpes  con  un  martillo,  utensilios  q^e  estaban  ocupando 
en  la  filoea  sus  respectivos  logares: 

Que  el  Alcalde  de  Torralba,  por  si  y  en  representación  de  los  vecinos 
labradores  del  pueblo,  acudió  al  Gobernador  de  la  provincia  en  i 5  de  no* 
viernbredé  18i3i,  refiriéndose  á  otra  instancia  de  U  de  setiembre  ante> 
rior,  con  la  solicitud  de  que  se  anulara  la  venta  de  la  íiuca  de  que  se 
trata  en  razón  á  ser  de  propiedad  de  los  vecinos  labradores  del  pueblo, 
acompañando  al  efecto  una  loforraacion  testifical  practicada  ante  el  mismo 
Alcaldéí 

Que  iksestimada  esta  solieitud  por  la  referida  autoridad  superior  de 
la  provincia  en  18  de  diciembre  de  i  861,  consultó  el  propio  Alcalde  de 
Torral5a  en  comonicacion  de  21  del  mismo  mes  si  el  yunque  y  fuelle  que 
habia  en  la  finca  eran  ó  no  del  comprador,  espresaedo  que  los  Indicados 
OtiJes'se  compraron  por  tos  labradores  hacia  pocos  años;  que  no  se  tasaron 
cuando  se  justipreció  la  casa  fragua  para  ponerla  en  venia;  7  fundado  en 
esto,  y  en  no  estar  empotrados  con  yeso,  opinaba  que  no  detnan  conside- 
rarse comprendidos  esos  objetes  en  la  venta: 

Que  pedido  informe  á  la  administración  principal  de  Propiedades  y 
Derec líos  del  Estado,  esta  dependencia,  antes  de  vmficarlo,  reclamó  al- 
gunas notréias  de  los  peritos  tasadores,  que  lo  fueron  D.  Milhin  Lassa  j 
D.  Antonio  Mosteo,  quienes  manifestaron:  el  primero,  que  al  tasar  la  fra- 
gua no  incluyóien  su  valor  el  fuelle  y  yunque,  ya  por  considerarlos  como 
material  aYUov^ble  é independiente  de  la  finca,  puesto  que  no  estaban  en- 
carcelados eoñ  yeso  á  otra  materia  fiíerte  que  indicase  pertenecer  á  la 
misma,  ya  porque  de  haberlos  iocloido  ascenderian  á  mucho  mas  tanto  la 
tasación  como  la  capitalización;  y  el  segundo,  que  en  su  concepto  al  ta- 
sar la  fragua  no  sé  tuvo  en  cuenta  mas  que  el  edificio,  sin  n preciar  lo  mo- 
vible, que  suele  ser  de  los  herreros  en  su  mayw  parte,  y  que  aun  Cuando 
ño  lo  recuerda  bien,  iviede  asegurar  que  si  no  consta  por  nota  en  la  cer- 
tificación,,no  tasó  los  efectos  de  que  se  trata: 

Que  ef  Alcalde  de  Torralba  insistió  en  20  de  marzo  de  1862  en  que  ef 
yunque  y  fragua  eran  de  la  propiedad  particular  de  los  vecinos  labrado- 
res del  pueblo  y  comprados  por  ellos  mismos  hacia  dos  años;  y  en  vista  d^ 
todo,  y  DO  obstante  la  oposición  del  comprador,  declaró  el  Gobernador, 
de  acuerdo  con  los  dictámenes  de  las  oficinas  de  provincia,  que  los  útiles 
reclamados  eran  de  la  pertenencia  de  los  labradores,  y  en  tal  concepto 
que  el  comprador  hiciese  entrega  de  ellos  á  sus  dueños: 

Que  elevado  el  espediente  á  la  Superioridad  con  una  instancia  de  los 
referidos  labradores  á  la  Dirección  general  del  ramo,  en  que  pedían  que 
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^  anulara  ia  venta  de  la  finca  de  que  se  trata,  y  se  la  declarase  de  su  pro- 
piedad particular ;  y  una  manifestación  del  comprador  dirigida  al  mismo 
<Mntro  directivo,  en  que  egpresaba  que  sí  se  resolvía  la  cuestión  de  domi- 
nio á  favor  de  los  labradores  se  limitaría  á  pedir  la  devolución  de  los  pla- 
nos satisfechos,  pues  que  la  nulidad  de  la  venta  le  era  mas  conveniente 
que  la  segregación  que  se  había  decretado  de  parte  de  lo  vendido;  se 
mandó  ampliar  la  iostruccioa  del  propio  espediente,  y  ^1  efecto  los  labra- 
dores presentaron:  primero,  una  información  testifical  practicada  ante  el 
Juez  de  primera  instancia  del  partido,  encaminada  á  justiOcar  que  era  la 
iinca  en  cuestión  do  su  propiedad  particular;  .que  los  mismos  labradores 
cuidaban  de  su  reparación  y  de  la  de  los  útiles  de  la  fragua  que  también 
por  sí  mismos  la  arrendaban;  pero  que  no  podían  prestar  ningún  contra- 
to de  tal  arrendamiento;  y  segundo,  varias  certificaciones  dirigidas  á  ma- 
nifestar que  no  se  pagó  por  la  finca  e\%0  por  iOO  de  Propios  que  se  in> 
'éluyó  equivocadamente  en  la  relación  de  los  bienes  de  tal  procedencia  en 
el  año  de  1815;  que' reconocidas  las  cuentas  municipales  correspondientes 
■á  los  años  de  1835  á  1855,  ambas  inclusive,  no  aparece  de  ellas  que  se 
haya  arrendado  ni  arbitrado,  ni  producido  ca/itidad  alguna  bajo  ningún 
coacepto;  que  no  se  encuentra  inscrita  en  el  Registro  de  Hipotecas  á  fa- 
vor de  persona  alguna;  que  no  figura  en  el  catastro  en  nombre  de  ningu- 
no, y  que  la  contribución  que  le  corresponde  se  satisface  entre  todos  los 
Jabradores: 

Que  con  presencia  de  los  referidos  antecedentes,  la  Junta  superior  de 
Ventas,  en  24  de  noviembre  de  1854,  de  cooformiJad  con  lo  propuesto 
por  la  Asesoría  general  del  Ministerio  de  Hacienda,  denegó  las  reclama- 
<;ioQes  del  comprador  y  de  los  vecinos  labradores,  fuudándose  en  que  las 
«ertifícacíones  presentadas  no  mejoran  la  importancia  de  la  prueba  practi- 
cada para  acreditar  su  pertenencia  en  la  finca;  en  que  la  circunstancia  de 
reconocerse  que  nunca  perteneció  la  fragua  á  personas  determinadas,  y 
de  haberse  dado  por  el  Ayuntamiento  en  relación  como  de  sus  Propios, 
demuestra  que  es  de  esta  procedencia,  y  en  que  no  habiéndose  compren- 
dido en  la  tasación  ni  ofrecido  en  la  subasta  los  efectos  muebles,  reclama- 
dos como  parte  de  lo  vendido  con  la  finca  por  el  comprador,  no  fueron 
objeto  de  la  misma  venta,  ni  pueden  en  este  concepto  entregarse  á  dicho 
interesado: 

Y  que  comunicado  el  anterior  acuerdo  al  comprador  se  alzó  éste  para 
^nte  el  Ministerio;  y  en  su  virtud  se  dictó  la  Real  orden  de  ^  de  junio 
iíe  1865,  que  confirmó  el  indicado  acuerdo  de  la  Junta  Superior  de  Ventas: 

Vista  la  demanda  que  el  Doctor  D.  Mariano  Nougués  y  Secall,  en  nom- 
htfí  de  D.  Andrés  Cabello,  interpuso  ante  el  Consejo  de  Estado,  en  la  que 
pide  la  revocación  de  la  espresada  Real  orden,  y  que  en  sa  virtud  se  de- 
clare que  en  la  venta  de  la  casa- fragua  en  cuestión  están  incluidos  el  fue- 
lle y  yunque,  determinando  en  otro  caso  la  nulidad  de  la  venta,  con  de- 
volución de  los  plazos  satisfeclios  y  perjuicios  sufridos: 

Vista  la  certificación  del  Alcalde  d»  Paracuellos  de  la  Ribera,  partido 
judicial  de  Calatayud,  presentada  por  la  parte  demandante,  en  la  oue  se 
manifiesta  que  entre  los  bienes  de  Propios  enajenados  en  aquel  pueblo  en 
virtud  de  las  leyes  de  desamortización,  ^e  halla  la  casa -fragua,  sita  en  la 
plaza  de  la  Portilla,  y  que  sin  emt^rgo  de  no  haberse  hecho  mención  en 
^1  anuncio  de  subasta  del  yunque  y  fuelle  que  se  sostenía  por  los  labrado  • 
res  del  pueblo,  el  comprador  de  la  finca  recibió  los  referidos  utensilios  co- 
mo constituyentes  de  ia  fragua,  sin  oposición  alguna,  y  los  disfruta  en 
pleno  y  absoluto  dominio: 
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Vista  otra  certificacioo  presentada  por  la  misma  parte,  de  D.  Marcelino 
Marquioa,  Maestro  albañtl  de  Torralba  de  Ribota,  «o  que  se  manifiesta  aue 
el  yunque  y  ñiel le  de  la  herrería  sita  en  la  plaza,  que  posee  D.  Añares 
Cabello,  procedente  de  bienes  M  Estado,  se  hallan  como  siempre  empo- 
trados, á  saber,  el  primero  encajado  en  un  cepo  de  modera  que  está  em- 
butido en  el  pavHuento  del  local,  apresado  además  con  algunos  clavos  y 
gallones  para  que  no  pueda  perder  su  posición  por  grandes  golpes  que  re- 
ciba, y  ei  segundo  encarcelado  con  fábrica  por  su  asta  ó  brazo  izquierdo 
ea  la  pared,  y  con  la  derecha  apoyada  en  on  madero,  también  encarcelada 
con  yeso  j  fábrica,  sujeto  áella  con  varios  clavos,  y  el  estremo  del  fuelle 
con  su  canon  embutidos  igualmente  en  la  pared  que  forma  el  hogar  de  la 
fragua,  en  el  cual  tiene  la  punta  del  canon  un  collarín  proporcionado  de 
barro  á  Gn  de  precaver  la  comunicación  del  fuego  al  fuelle: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  solicita  la  absolución  de  la 
demanda  y  la  confirmación  de  la  referida  Real  orden: 

Visto  el  espediente  de  subasta  para  la  venta  de  la  espresada  finca,  y  en 
particular  las  diligencias  de  tasación,  anuncio  oficial  en  el  Boletín  de  Ven^ 
tas  de  la  provincia  de  Zaragoza,  y  de  subasta,  remate  y  adjudicación  de  la 
misma: 

Considerando  que  anuDCiada  y  sacada  á  pública  licitación  la  venta  de 
la  indicada  casa-fragua  bajo  esta  espresa  y  doble  denominación,  no  pudie- 
r8h  dejar  de  ser  objeto  de  aquella  ios  útiles  ó  artefactos  que,  adheridos  al 
edihcio  de  un  modo  fijo  y  parmanente,  constituían  por  necesidad  parte  in- 
tegrante y  esencial  del  mismo,  en  razón  al  uso  á  que  estaba  destinado: 

Considerando  que  si  bien  en  la  valoración  de  esta  finca  no  se  hiciera  es- 
presioD  detallada  á^\  fuelle  y  yunque,  debieron  en  ella  comprenderse,  to 
da  vez  que  la  tasación  se  verificó  como  de  un  todo  y  con  la  espresada  de- 
signación, sin  que  contra  este  hecho  cierto  puedan  prevalecer  tardías  es- 
plicaciones  de  los  peritos  tasadores,  que  é  parte  do  su  dudoso  valor  no  se 
hicieron  en  conveniente  estado: 

Considerando  que  á  mayor  abundamiento  aparece  que  el  comprador 
de  la  Casa-fragua,  á  quien  fué  adjudicada  en  tal  concepto,  tomó  posesión, 
señaladamente  de  los  espresados  arte^ctos,  sin  céntradiccion  ni  protesta 
alguna  al  tiempo  de  obtener  la  de  a(;[uella  judicial  y  solemnemente: 

Considerando  qoe  no  se  h^  justificado  de  una  manera  directa  que  el 
fuelle  y  yunque  de  que  se  trata  sean  propiedad  particular  de  los  vecinos 
del  citado  pueblo  de  Torralba,  como  se  supone,  por  cuanto  la  prueba  adu- 
cida tiende  á  demostrar  que  el  todo  de  la  casa-fragua  es  lo  que  les  perte- 
nece, y  este  estremo  oportunamente  ha  sido  desestimado: 

Y  considerando  que  es  regla  constante  que  los  objetos  sólidamente  ad- 
heridos á  las  fincas,  y  con  un  destino  permanente,  é  indispensable  a^ser- 
vicio  que  prestan,  se  tengan  como  parte  integrante  de  las  miomas:  en  cu- 
yo caso  se  encuentran  los  artefactos  indicados; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  dejar  sin  efecto  la  Real  orden  de  14  de  junio 
de  1865,  que  confirmó  el  acuerdo  de  la  Junta  Soperior  de  Ventas  de  24  de 
noviembre  de  1864  en  la  parte  que  declara  que  no  fueron  objeto  de  la 
venta  de  la  casafragua  de  Torralba  de  Rrbota  el  yunque  v  fuelle  déla 
misma,  los  cuales  deberán  entregarse  al  comprador  D.  Andrés  Cabello  y 
Soriano:  y  lo  acordado. 

Dado  en  Palacio  á  yeintrcinco  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.-*El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros. Ramón  María  Narvaez  )> 
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Ruhiicaoioa.— Leído  y  pablicado  el  anterior  Reftl  decreto  por  mí  el 
Secretavio general  del  Goasajode Bstado,  bailándose celebrAodíí)  aqdjQQCÍA 
pública  la  Sala  ^e  lo  Coatoocioso,  acordi^  que  se  tenga  como  resolucioa 
linal  en  la  instancia  yantas  á  que  se  refiere;  q«e  se  una  álos  mismos;  se 
notitíqoe  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gaaeiki;  de  que  certifico. 

Madrid  31  de  enero  de  i867.— Pedro  de  Madrazo.-^Publieada  an  la 
Ga$eía  de  t8  de  marzo  de  1867.) 


Senieneiía  (25  de  ^nero  de  1867.)^-- •Abonj  ob  habcbks 
ATRASADOS. — ^Se  absucIve  á  la  Adnaiaistracion  de  la  demaada  ioter- 

Íuesta  por  Don^  María  Márquez  y  Crespo  coatra  la  Beal  órdea  de 
6  de  febrerosde  1866;  se  coafirma  ésta,  y  se  resuelve: 
Que  no  es  posible  retrotraer  el  goce  de  uncí  pensim  á  feqha  a«- 
(erior  de  la  ley  en  virtud  de  la  que  se  concedió. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

((Eo  «I  pleito  que  pende  ante  el  Goasejo  de  Estado  ^n  primera  y  uní* 
<^a  instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  0.  Simón  (iria  Benitas, 
en  nombre  de  Dona  María  Marques  y  Crespo « viu^k  de  D.  Bafaél  üuiz,  Es- 
cribiente que  fué  del  Gobierno  de  la  provincia  de  Ciudad- Real 9  deman- 
dante; y  de  la  otra  la  Administración  general  del  Estado,  demandada  y 
representada  por  mi  Fiscal^  sobre  abono  de  haberes,  atrasados.. 

Vista: 

Visto  la  ley  especial  de  22  de;^aío  de  1864,  por  la  cual  se  confió 
ú  Doña  María  Márquez  la  pensión  de  3,000>r8.  anuales  trasffii^iWesiBU  hi- 
joD.  toé  María  Buiz  con  sujeción  á  las  prescripciones  eslaUecida:S  ó^que 
ae  estableciesen  para  el  Monie-'pio  civil,  tomando  en  cuenta  para  la  conce- 
sión que  au  marido  D,  Rafael  Ruiz  había  muerto  vícUmadal  calera  ea  3 1 
dejuliode  18ISiS^: 

Visto  el  acuerdo  de  la  Junta  daClases  pasivas,  ast  virtud  del  qiM9,  y 
.fundándose  an  el  art.  i8  de  la  ley  de  contabilidad  de  SO  4a  febrero  de 
1850,  eansideró  á  la  interesada  con  derecho  solo  al  percibo  de  las  cinco 
amnalidades  anteriores  á  la  fecha  de  h  ^concesión; 

Vista  la  rechmacíon  que  cíontra  este  acuerdo  presenta  la  Doña  María 
Márquez  ptdieadi»  que  se  le  abonara  la. pensión  desde  el  día  siguiei^te  al 
4lal^ fallecimiento  de  su  e!«pos(^: 

Visto^  el  dictamen  de  la  Aserorfa  general;  diel  Ministeria  de  Hs^ienda, 
favorable  á  la  indicada  solicitud, en  razoné  que Jastviiikdedades  se  pej*ci- 
ben  siem^e  y  por  regla  general  d^sde  el  día  siguiente  al  del  Mlecpaiento 
del  (Causante,  y  á  que  na  es  aplicable  al  piresante  caso  el  art,  18  de  la^  lejr 
de  Contabilidad,  puesto .qae  ao  ha  podido  ptre8crtbir.dedereeb<^  qna  nació 
con  la  ley  de  22  de  junio  de  1864: 

Vista  la  cosalta  evacuada  por  la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de 
E^^tado  en  el  sentido  de  que  no  tenia  derecho  la.  recurrente  4  percimr  la 
pensión  de  que  se  trata  sino  desde  la  fecha  de  la  publicación  déla  :ley  por 
que  le  fué  concedida,  pues  que  aegun  las  disposiciones  vigentes  eq  la  ma- 
teria el  difunto  e^Q«o  de  la  interesada  no  llegó  á  obtener  de«tÍQO  alguno 
por  el  que  pudiera  reconocérsele: 


Digitized  by 


Google 


bkntknci4l8  y  DsqiSiioavea.  del  GOffasa(x  wfc astado.      175 

Vista  4a  fleal  orden  de  i6  de  febrero  último,,  dictada  de  eoteraconfar* 
midad  con  el  precedente  dictáaaeD: 

Vista  Ja  demanda  decidida  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licenciado 
O.  SimoD  Gris  BtHiitez  en  noiabre  de  Doña  Alaría  Marquez^coa  lasolicitud 
deque  se  revoqne  la  anterior  Real  órdea«  y  eo  su  consecuencia  se  le 
abone  la  pensión  desde  el  dia.  simiente  al  fallecimiento  del  caosainte: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  eo  que  pide  la  absoiucioo  de  la  re^ 
fprida  demanda  y  la  coafírmaeion  de  1»  Real  orden  po»  la  misma  recia- 
iutda: 

Considerando  que  no  habiendo  existido  el  derecho  de  la  demandante  á 
percibir  peosion  liasta  la  publicación  de  la  ley  especial  de  22  de  junio  de 
1864,  no  es  ^posible  retrotraerlo  á  la  época  del  íaUecímieoto  de  su  esposo 
«in  OD  precepto  esplícito  de  la  oaísma  ley: 

Considerando  que  este  precepto  no  se  contiene  e»  la  cláusula  de  que 
laeoncesion  se  entendiera  «con  sujeción  á  las  prescripciones  establecidas 
»ó  que  se; e«tableci«seB  para  el  Monie^pio  civil,»  porque  esta  misnaa  locu* 
cion  denota  que  solo  se  releria  á  las  disposiciones  que  fuesen  aplicables  al 
«aráoter  y. naturaleza. 4e  la  pensión,  y  oo  á  su  retroactividad; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  k  Administración» 
y  en  conTirniar  ia  Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  veinticÍAoo  de  enero  de  mi  I  ochocientos  seseóla  y 
^te^— E$tá  rubri^do  de  la  Real  mano«— El  Prtjsidente  del  Gonsejo  de 
liinistroe^.  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leído  y  publicado  el  anterior  Retal  decreto  por  mí  el 
Secvetario  general  del.Cooeejo  de  Estado,  hulláodose  celebraudo.  audien- 
cia púbUea  la  Sala  de  lo  Contencioso ,  acordó  que  se  teng»  coma  resolu* 
cion  .finaren  la  instancia  y  autos  á  que  ^  neuere;  que  se  una  á  los  mis- 
fnos;  se  notiGque  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserie  en  ia  Gaceitki  de  que 
certifico. 

Madrid ?1  de  enero lie  1867, — Pedr<»  de  IIadrazo.—( Publicada  en  la 
Oüteta  de  i 8  de  marzo  de  1S67.) 


itatorizAcion  (16  de  marzo  de  4867.).— Se  declara  inae- 
cesaría  la  autori^aeíon  del  Gobernador  de  la  provinera  de  Málaga 
a^  Juez  de  prim^era  íasiancia  de  Torrox  para  procesar  á  D.  Francis- 
co Alcoba  González,  Teniente  de  Aícaldede  Sayalonga,  y  se  re- 
suelve: 

1.*  Que  en  el  eonocimiento  de  ta$  faltas  que  se  castigan  con 
'Orre^ú,  obran  los  Alcaldes  y  sus^  Tenientes  como  encargados  de  la 
/idministradon  de  jiusticia  ,  de  quienes  son  superiores,  inmediatos 
ios  Ju£cesde  primera  instancia; 

Y  É.^  que  por  lo  tanto  no  se  necesita  autorización  para  proce* 
sartas  cuando  no  cumplen  con  las  obligaciones  de  su  oficio. 

En  el  espediente  en  que  H  Gobernador  de  la  provincia  de  Málaga  sos- 
tiene ^e  es  necesaria  la  previa  autorización  para  procesar  é  Oí  Francis- 
co Alcoba  González,  Teoienle  Alcalde  da  Sa  ya  tonga  v  contra  (a  opinión  del 
Juez  de  primera  instancia  de  Torrox,  que  entiende  lo  contrario,  resulta: 
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^Jue  el  28  de  mayo  de  í8<H  carapareció  en  el  lazgado  de  TorrQx  José 
Sánchez,  vecino  de  Sayalonga,  manifestando:  que  había  sido  herido  en  el 
estómago  de  un  puntapié,  que  le  habla  pegado  D.  Fernando  Santa  Olaya, 
y  con  ese  motivo,  que  produjo  escándalo,  acudieron  muchas  personas  f 
entre  ellas,  el  Teniente  Alcalde  D.  Francisco  Alcoba  y  el  Secretario  Dod 
Antonio  Gordil lo,  no  habiendo  el  primero  adoptado  ninguna  determina- 
ción para  corregir  el  hecho  denunciado: 

Que,  en  consecuencia,  el  Juzgado  procedió  á  la  formación  de  las  opor- 
tunas diligencias,  habiendo  sido  reconocido  el  José  Sánchez  por  el  Faeal-^ 
tativü  titular  del  pueblo,  el  cual  no  pudo  fijar  cotí  cer:teza  la  época  de 
cierto  padecimiento  que  notó  en  la  región  epigástrica  del  Sánchez: 

Que  recibida  declaración  al  Teniente  Alcalde  D.  Francisco  Alcoba^,  dijo: 
que,  estando  practicando  ciertas  ddígencias  judiciales,  oyó  ruido  hacia  \» 
puerta  falsa  del  Gfimpo  Santo,  y  figurándose  que  pudiera  ser  una  dtspu  • 
ta,  llegó  al  sitio  designado,  y  se  encontró  en  él  á  José  Sánchez  que/ándo  - 
se,  y  habiéndole  preguntado  qué  era  ló  que  tenia,  se  le  contestó  por  la 
hermana  del  Sancliez,  que  le  habiadada  un  puntapié  D.  Fernando  Saola 
Olaya,  por  lo  que  previno  al  ofendido  fuese  á  casa  del  Alcalde  para  pres- 
tar so  declaración,  mientras  concluía  las  diligencias  que  estaba  practi- 
cando en  virtud  áe  otro  hecho  criminal,  habiéndose,  'poco  deSpues,  uiti  -^ 
mado  las  que  leuian  relación  con  el  hecho  del  José  Sánchez,  y  cuyo  re- 
sultado está  espreso  en  las  actuaciones  á  que  se  refiere: 

Que  el  Secretario  D.  Antonio  Gordillo  conviene  exactamente  con  la 
declaración  del  Teniente  Alcalde,  en  la  esencia  de  los  hechos,  si  bien  dis^ 
crepa  en  algunos  accidentes: 

Que  habiéndose  pedido  por  el  Juzgado  las  diligencias  á  que  se  referia 
el  hecho  denunciado  por  José  Sánchez,  se  dijo  por  éste  que  no  recibió 
ofensa  alguna  de  D.  Femando  Saota  Olaya,  y  después  de  ratifit^do  Imijo 
juramento  se  archivaron: 

Que  pasada  la  causa  al  Promotor  fiscal,  fué  de  dictamen  (¡ue  se  absol- 
viese déla  instancia  ai  Teniente  Alcalde  por  no  haber  méritos  para  se- 
guir procediendo  contra  él,  y  en  tal  estado  se  recibió  en  el  Juzgado  una 
comunicación  del  Gobernador  de  la  provincia,  requiriendo  al  Juez  de  íd- 
hibicion,  y<]ue,  con  suspensión  del  procedimiento,  solicítase  la  previa 
autorización  para  procesar  al  Tenietit^  Alcalde,  puesto  que  en  el  caso  de 
aue  se  trata  no  habia  obrado  con  el  carácter  de  delegado  del  orden  ju  - 
dicial: 

Que  el  Juez,  oido  el  Promotor  Fiscal,  y  de  conformidad  coi  su  dicté  - 
men,  dio  auto,  declarando  innecesaria  la  autorización,  y  se  fundaba  ea 
que,  habiendo  causado  el  Santa  Olaya  al  Sánchez  una  contusión  en  el  es- 
tómago, cometió  una  falta  castigada  con  arresto  ó  multa,  y  por  lo  tanto 
no  habiendo  celebrado  el  Teniente  Alcalde  de  Sayalonga  el  oportuno 
juicio  verbal,  faltó  á  las  obligaciones  de  su  cargo,  haciéndose  acreedor  á 
la  pena  marcada  en  el  art.  271  del  Código  penal: 

Vista  la  regla  1/  de  la  ley  provisional  para  la  aplicación  de  las  dispo- 
siciones del  Código  penal,  en  la  (]ue  se  manda,  que  los  Alcaldes  y  sus  Te- 
nientes conozcan  en  sos  respectivas  demarcaciones,  en  juicio  verbal,  de 
las  faltas  que  se  hubieren  cometido: 

Vista  la  siguiente  regla  9.*,  en  la  que  se  determina,  que  los  Jueces  de 
primera  instancia  cuidarán  de  qué  los  Alcaldes  de  sus  respectivos  parti» 
dos  judiciales  persigan  las  faltas  que  en  ellos  se  cometan,  y  cuyo  conoci- 
miento les  está  encargado  por  la  misma: 

Visto  el  art.  485,  núm.  i  i  del  Código  penal,  por  el  que  se  castiga  con 
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la  pena  de  arresto  de  5  á  15  días,  ó  multa  de  5  á  15  duros,  á  los  que  cau* 
sasen  lesíoues  cod  palo,  piedra  ú  otro  cuerpo  estraño.  cuaudo  las  lesiones 
no  impidan  trabajar,  ni  hagan  iodispeusabie  la  asisieucía  del  Faculta- 
tivo: 

Vista  la  disposición  2.*  del  Real  decreto  de  18  de  mayo  de  4853,  se- 

§uo  la  cual,  las  faltas  cuyas  penas  sean  multas  ó  reprensión  y  multa,  po- 
rán  ser  castigadas  gubernativamente,  á  juicio  de  la  autoridad  adminís  - 
tratíva  á  quien  está  encomendada  su  represión: 

Considerando  que  en  el  conocimiento  de  las  faltas  que  se  castigan  coo 
arresto,  obran  los  Alcaldes  y  sus  Tenientes  como  encargados  de  la  Admi  • 
nistracion  de  justicia,  de  quienes  son  los  Jueces  de  primera  instancia  los 
superiores  inmediatos,  y  por  lo  tanto,  no  necesitan  autorización  para  pro- 
cesarlos cuando  no  cumplen  con  las  obligaciones  de  su  oficio,  en  cuyo 
caso  se  encuentra  D.  Francisco  Alcoba  González; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  innecesaria  la  autoriza- 
ción de  que  se  trata. 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  seis  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramou  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  19  de 
marzo  de  1867.) 


CompeteneiA  (16  de  marzo  de  1867.).— Demolición  de  una 
CERCA.— Se  decide  á  favor  de  la  AdoiÍDistracion  la  competencia  sus- 
citada entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Málaga  y  el  Juez  de 
primera  instancia  de  Ronda,  con  motivo  del  interdicto  presentado 
por  D.  Juan  Garcés  Gallardo  contra  el  Alcalde  de  Junquera,  y  se 
resuelve: 

4.®  Que  entre  las  atribuciones  de  los  Alcaldes  se  comprende  la 
de  procurar  la  conservación  de  las  fincas  y  derechos  de  la  comuni- 
dad de  vecinos  y  corregir  las  usurpaciones,  siempre  que  sean  re- 
cíenles  y  fáciles  de  comprobar; 

Y  2."  que  las  providencias  administrativas  solo  son  reclama- 
bles  ante  las  autoridades  y  Tribunales  del  mismo  orden  en  la  via 
gubernativa,  ó  en  ¡a  contenciosa  en  su  caso,  sin  que  puedan  dejarse 
sin  efecto  por  los  Tribunales  de  justicia  en  la  vía  sumartsima  del 
ititerdicto. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  Málaga  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Ronda,  de  los  cuales  r^»- 
suita: 

Que  á  consecuencia  de  haber  cercado  con  pared  D.  Juan  Garcés  Gallar- 
do un  tablero  de  tierra  llamado  de  los  Silleros,  lindero  con  el  rio  de  la 
Leona  y  comprado  á  la  Hacienda  en  25  de  setiembre  de  1864;  el  Alcalde 
de  Junquera,  en  cuyo  término  radica  la  finca,  instruyó  espediente  drl 
cual  resultó: 

Que  con  la  pared  se  incluía  en  la  tierra  de  los  Silleros  un  Jerreno  da 
TOMO  yu.-- Jurisprudencia  admi^iistrativa.  23 


Digitized  by 


Google 


178  JURISPRUDENCIA   ADMINISTRATIVA. 

sprovectiamíento  común,  y  se  perjudicaba  á  la  seguridad  de  un  puente  in- 
mediato: 

Que  en  i 5  de  marzo  de  1S65  acordó  el  Alcalde  la  demolición  de  la  pa- 
red mencionada,  que  se  llevó  á  efecto,  y  en  46  de  mayo  aprobó  el  Gober- 
nador esta  providencia,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial: 

Que  en  23  de  marzo  del  mismo  año  [).  Juan  Garcés  Gallardo  acudió  al 
Juez  de  primera  instancia  de  Ronda  con  un  interdicto  de  recobrar  contra 
el  referiiio  Alcalde,  á  causa  de  la  destrucción  de  la  pared,  y  sustanciado 
«in  audiencia  del  despojante,  se  acordó  y  llevó  á  efecto  la  restitución: 

Que  después  de  hecha  tasación  de  costas,  el  Gobernador  de  la  provin- 
'  €ia  requirió  al  Juzgado  de  inhibición  fundándose  en  el  núm.  2.®  del  ar< 
tícuio  74  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  y  en  el  art.  U  de  la  ley  de  25 
<je  setiembre  de  1863: 

Que  después  de  sustsínciado  el  articulo  se  declaró  competente  el  Juez, 
sepiirándose  del  dictamen  íiscal  y  sin  celebrar  vista  del  incidente,  en  aten- 
ción á  que  la  (inca  en  cuestión  no  lindadaba  con  otra  pública,  según  la 
«scritura  de  venta,  sino  con  el  rio  de  la  Leona: 

Que  el  Gobernador  insistió  en  su  requerimiento,  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo provincial,  resultando  el  presente  conflicto: 

Visto  el  núm.  2."  del  art.  74  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  que  en- 
carga al  Alcalde  como  administrador  del  pueblo,  procurar  la  conservación 
de  las  (incas  pertenecientes  al  común: 

Visto  el  art.  14  de  la  ley  de  21  de  setiembre  de  1863,  el  cual  establece 
que  las  providencias  de  los  Gobernadores  que  recaigan  sobre  materias 
-que  puedan  ser  objeto  de  la  vía  contencioso- administrativa  'ante  los  Con- 
sejos provinciales,  solo  serán  reclamables  ante  éstos,  y  las  decisiones  que 
versen  sobre  las  demás  materias,  potlrán  ser  revocadas  Ó  medí  todas  por 
«I  Ministro  respectivo,  salvo  cuando  los  Gobernadores  obren  en  virtud 
•de  delegación  especial  de  las  leyes  ó  reglamentos,  en  cuyo  caso  los  asun- 
tos se  ultimarán  ante  las  mismas  autoridades: 

Visto  el  art.  60 del  regimentó  para  laejecucion  de  la  misma  le^,  que 
previene  ai  Juez  requerido  celebrar  vista  del  artículo  de  competencia: 

Considerando: 

i."  Que  entre  las  atribuciones  de  los  Alcaldes  se  comprende  la  de  pro- 
curar la  conservación  de  las  tincas  y  derechos  de  la  comunidad  de  vecinos, 
y  corregir  las  usurpaciones,  siempre  que  sean  recientes  y  fáciles  de  com- 
probar, como  lo  es  el  hecho  que  motiva  esta  contienda: 

2.''  Que  las  providencias  administrativas  solo  son  reclamables  aníe  las 
autoridades  y  Tribunales  del  mismo  orden  en  la  vía  gubernativa  ó  en  la 
contenciosa  en  su  caso,  sin  que  puedan  dejarse  sin  efecto  por  los  Tribuna- 
les de  justicia  en  la  vía  sumarísima  del  interdicto; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno. 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración  y  lo  acor- 
dado. ^ 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  seis  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Esta  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, Ha  raon  María  Narvaez.  — (Publicada  en  la  Gaceta  de  21  de 
fnarzo  de  1867.) 

79. 

Sentencia  (23  de  enero  de  1867.). — Ejecución  de  obras.-^ 
liíUEMNiZACioN  DE  PERJUICIOS.— Sc  dcclafa  desierta  la  apelación  in- 
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terpuesta  por  la  Compañía  de  los  ferro-carriles  de  Madrid  á  Zara* 
goza  y  Alicante  coQlra  la  sentencia  pronunciada  por  el  Consejo  pro- 
vincial de  Zaragoza,  en  pleito  con  D.  Pedro  Gallarty  Vila,  y  •$ 
tesitelve: 

Que  el  apelante  tiene  para  mejorar  la  apelación  dos»  meses  e$n* 
tados  desde  que  hayan  trascurrido  los  diet  dias  concedidos  para 
interpmierla;  y  si  no  lo  hace,  se  debe  declarar  desierto  el  recurso  y 
consentido  el  fallo  á  la  primera  rebeldía  que  le  acuse  el  apelado. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  CoDsep  de  Estado  pende  en  grado  de  apelación, 
entre  partes,  de  la  una  la  Compañía  del  ferro-carril  de  Madrid  á  Zaragoia 
y  Alicante,  apelante,  en  rebeldía,  y  de  la  otra  el  Licenciado  D.  Telesforo 
MoDtejo  y  Robledo,  á  nombre  de  D.  Pedro  Gallart  y  Vila,  apelado:  sobre 
revocación  del  auto  en  que  el  Consejo  provincial  de  Zaragoza  declaró  que 
no  había  lugar  á  admitir  la  demanda  presentada  ante  el  mismo  por  la  em« 
presa,  en  solicitud  de^ue  se  dejaran  sin  efecto  las  provideucias  guberna- 
tivas por  las  cuales  se  impuso  á  la  indicada  sociedad  la  obligaciou  de  eje* 
cutar  uua  tajea,  abonar  los  perjuicios  que  habia  ocasionado,  y  satisfacer 
cierta  nmlta,  conminándosele  además  con  la  intervención  de  sus  fondón 

Visto: 

Visto  el  espediente,  del  que  resulta  : 

Queá  instancia  de  D.  Pedro  Gallart,  vecino  de  Zaragoza,  el  Goberné^ 
dor  de  esta  provincia  acordó  en.  10  de  junio  de  1865  que  la  empresa  coqi« 
truyera  una  pequeña  lajea  con  objeto  de  restablecer  el  riego  en  una  finca 
del  reclamante,  y  le  abonara  los  perjuicios  que  le  habia  ocasionado: 

Que  en  14  de  diciembre  del  mismo  año,  iO  de  enero,  24  de  febrero  y 
27  de  marzo  de  1^6,  recayeron  otros  decretos,  dictados  por  el  Gobernador 
en  que  mandó  que  se  llevase  á  efecto  el  anterior,  declarando  á  la  Compe» 
nía  mcursa  en  la  multa  de  300  rs.,  y  conminándola  con  la  intervención 
de  sos  fondos: 

Y  finalmente,  que  la  mencionada  empresa,  en  7  de  abril  del  año  ae«f 
tual,  presenté  demanda  ante  el  Consejo  provincial  de  Zaragoza  pidiéndola 
revocación  de  la  providencia  de  10  de  junio  des  1865  y  deí  las  posteniofeii 
tiabiendo  recaído  a ut«  en  25  de  marzo  de  1866,  dado  por  el  espresado 
Consejo  provincial,  en  que  se  acordó  que  no  habia  lugar  á  la  admisión  del 
recurso  contencioso,  en  atención  á  que  la  providencia  de  10  de  junio  cau- 
só estado  y  no  reclamó  contra  ella  en  tiempo;  y  á  que  las  posteriores  qo 
fueron  mas  que  una  reproducción  de  aquella: 

Vista  la  apelación  interpuesta  por  la  Compañía  del  ferro-carríl  de  Mt-« 
drld  á  Zaragoza  y  Alicante  en  4  de  junio  próximo  siguiente,  admitida  lu 
cual  en  el  5  v  notiücada  á  los  interesados  en  el  día  6,  se  remítierQO  á  hi 
Superioridad  los  sutes: 

Vistos  el  escrito  que  el  Licenciado  D.  Teiesforo  Montejo,  á  nombre  iU 
D.  Pedro  Gallart,  presentó  ante  el  Consejo  de  Estado  en  6  de  setiembre 
del  referido  año,  acusando  la  rebeldía  á  la  empresa  á  causa  de  no  haberle 
mostrado  parte  en  la  segunda  instancia;  y  el  auto  de  la  Sección  de  lo 
Contencioso,  dictado  en  18  del  mismo  mes,  en  que  la  hubo  |)or  acusada; 

Vistos  los  artículos  252  y  254  del  reglamento  de  30  de  dicierpbre  dt 
i  846: 

Considerando  qrue  con  arreglo  á  estas  disposiciones  el  apelante  tiene 
que  mejorar  la  apelación  dentro  de  dos  meses  contados  desde  que  liayeii 
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trascurrido  los  diez  dias  coDcedidos  para  interponerla,  y  sí  no  lo  hace,  s» 
debe  declarar  desierto  el  recurso  y  consentido  el  fallo  á  la  primera  rebel- 
día que  le  acuse  el  apelado: 

Considerando  que  el  Licenciado  D.  Telesforo  Montejo,  en  representa- 
ción de  D.  Pedro  Gallart,  acusó  la  rebeldía  á  la  empresa  del  ferro-carrit 
de  Madrid  á  Zaragoza  y  Alicante  después  de  haber  trascurrido  con  esceso 
el  término  que  el  reglamento  conceaia  á  la  mencionada  empresa  para  que 
usara  de  su  derecho; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  desierta  la  apelación  interpuesta  y 
consentido  el  auto  dado  por  el  Consejo  provincial  de  Zaragoza  en  25  de 
marzo  de  4866. 

Dado  en  Palacio  á  veinticinco  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  . 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sata  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu- 
ción final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos^^ 
se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certi- 
fico. 

Madrid  3<  de  enero  de  1867. — Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  24  de  marzo  de  1867.}. 


no. 

Competencia  (16  (/^  marso  (/e  4867.).— Nulidad  de  un^ 
ESCRITURA.— Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  compe- 
tencia suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Navarra  y 
el  Juez  de  primera  instancia  de  Pamplona,  con  motivo  de  la  de- 
manda presentada  por  el  Ayuntamiento  de  la  villa  de  Lacunza  con- 
tra Dominica  López  de  Goicoechea,  y  se  resuelve: 

1.®  Que  cuando  un  Ayuntamiento  y  el  Alcalde  en  representación 
de  los  vecinos  obran  como  personas  jurídicas  y  no  como  corporación 
ni  autoridad  administrativa,  ni  sobre  asuntos  de  este  orden,  sino 
sobre  obligaciones  contraidas  por  los  mismos  á  favor  de  un  particu- 
lar, debe  conocer  de  la  demanda  la  jurisdicción  ordinaria; 

Y  2.*  que  ésto  no  obsta  para  que  después  de  hecha  por  la  auto  - 
ridad  judicial  la  declaración  oportuna  respecto  á  la  legitimidad  de 
la  obligación,  se  cumpla  por  la  Administración  lo  dispuesto  en  el 
Real  decreto  dei^de  marzo  de  4847,  que  establece  reglas  para  ha- 
cer efectivos  los  créditos  contra  los  AyuntamietUos. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Navarra  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Pamplo  > 
na,  de  los  cuales  resulla: 

Que  á  nombre  del  Ayuntamiento  de  la  villa  de  Lacunza,  se  presentó 
en  aquel  Juzgado  demanda  ordinaria  contra  Doña  Dominica  López  de 
Goicoechea,  vecina  del  mismo  pueblo,  pidiendo  que  se  declarase  nula  una 
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«scritara  olorgada  en  I.**  de  abril  de  4831  eD  la  cual  dijeroD  los  que  apa* 
i-eciau  como  otorgantes  haber  tomado  de  D.  SimoD  López  de  Goicoecoea 
^84  robos  de  trigo,  pagaderos  parte  en  dinero  y  parte  en  especie,  y  se 
obligaron  al  pago  que  barian  el  Alcalde,  Regidores  y  veintena  de  la  villa 
de  Ilacunza:  solicitando  también,  que  asimismo  se  declarase  sin  valor  ni 
eficacia  alguna  para  obligar  á  la  mencionada  villa,  el  acto  de  conciliación 
avenido  en  18  de  agosto  de  1851  entre  I).  Simón  López  Goicoechea  y  Don 
Juan  Martin  Lopetegui,  Alcalde  del  mismo  pueolo,  sobre  el  pago  de 
una  suma  procedente  de  la  mencionada  escritura: 

Que  citada  y  emplazada  con  la  demanda  Doña  Dominica  López  Goi- 
coechea, acudió  al  Gobernador  de  la  provincia  en  solicitud  de  que  requi* 
riese  de  inhibición  al  Juzgado,  por  estar  conociendo  del  asunto  la  Diputa- 
cion  provincial  de  Navarra,  á  la  cual  correspondía  por  tratarse  de  una 
deuda  contra  el  Ayuntamiento,  que  habia  de  incluirse  en  los  presupues* 
tos  municipales: 

Que  el  Gobernador,  accediendo  á  esta  instancia,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  provincial,  requirió  de  inhibición  al  Juzgado  apoyándose  en  el 
Real  decreto  de  12  de  marzo  de  1847,  en  los  artículos  6."  y  10  de  la  ley 
de  16  de  agosto  de  1841  y  en  los  artículos  95,  núm.  18,  103  y  105  de  la 
ley  de  Ayuntamientos  de  8  de  enero  de  1845,  reformada  por  Real  decreto 
de  21  de  octubre  de  1866: 

Que  sustanciado  el  incidente  de  competencia,  el  Jue^  declaró  tenerla 
separándose  del  dictamen  fiscal,  y  después  de  traer  á  los  autos  varios  do- 
*cumentos,  fundándose  principalmente  en  que  la  cuestión  era  de  derecho 
civil,  eo  que  se  trataba  de  la  obligación  al  pago  de  una  deuda  y  no  de  la 
ejecución,  y  en  que  según  los  documentos  traídos  á  los  autos,  la  Diputa- 
ción provincial  en  7  de  noviembre  de  1866  sobreseyó  en  el  espediente  ad* 
ooinistrativo  hasta  que  los  Tribunales  resolvieran  la  cuestión: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  insistió  en 
su  requerimiento,  resultando  el  presente  conflicto  que  ha  seguido  sus  trá- 
mites: 

Visto  el  Real  decreto  de  12  de  marzo  de  1847,  que  establece  reglas  para 
bacer  efectivos  los  créditos  contra  los  Ayuntamientos: 

Vista  la  ley  de  16  de  agosto  de  1841,  que  organizando  la  administra- 
ción general  de  Navarra,  determina  las  atribuciones  económicas  de  los 
Ayuntamientos  y  Diputación  provincial  en  sus  artículos  6.®  y  10: 

Visto  el  núm.  18  del  art.  95  de  la  ley  de  Ayuntamientos,  reformada 
por  Real  decreto  de  21  de  octubre  de  1866,  que  entre  los  gastos  obligato- 
rios comprende  las  deudas  reconocidas  y  liquidadas,  así  como  los  créditos 
y  obligaciones  procedentes  de  empréstitos  y  contratos  celebrados  con  la 
debida  autorización: 

Considerando: 

1.®  Que  en  el  litigio,  origen  de  esta  contienda,  se  trata  de  la  valides 
ó  nulidad  de  una  escritura  pública  y  un  acto  de  conciliación  con  avenen- 
cia, en  que  el  Ayuntamiento  y  veintena  de  Lacunza  y  el  Alcalde  en  su  re* 
presentación,  obraron  como  personas  jurídicas ,  y  no  como  corporación  y 
autoridad  administrativa,  ni  sobre  asunto  de  este  orden: 

2.®  Que  por  consiguiente  la  cuestión  versa  sobre  la  legitimidad  de  la 
obligación,  que  se  supone  contraída  por  el  pueblo  á  favor  de  un  particular 
y  sobre  la  eficacia  de  títulos  de  derecho  civil,  cuya  apreciación  es  propia 
de  los  Tribunales  de  justicia: 

3."  Que  esto  no  obsta  para  que  después  de  hecha  la  declaración  opor-< 
tuna  por  la  autoridad  judicial  respecto  ala  legitimidad  de  la  deuda  y  de  loa 
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títulos  de  ella,  se  lieoeD  por  la  Admioislracíon  las  condiciones  del  Real 
lieci^k)  de  t2  de  marzo  de  1847; 

CoDformácrdonie  coo  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Veflffo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  autorida<i  judicial. 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  seis  de  marzo  de  mil  ocliocientos  sesenta  y 
líele. — Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de 
llhífstros,  Ramón  María  Nárvaez.— (Publicada  en  la  Gac$ta  de  28  de  marzo 
de  4867.). 


Si. 

íleiiieiieia  {Ío  de  enero  de  1867.).— Inteligencia  y  cumplí* 
ItiKNTo  DK  UN  CONTRATO. — Sc  daclafa  no  haber  lugar  al  recurso  de 
nalidad  interpuesto  por  D.  Manuel  Ferrán  y  Esteve  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  el  Consejo  provincial  de  Barcelona,  y  se 
resuelve: 

1.**  Que  no  habiendo  Un  pleito  anterior  relativo  al  objeto  sobre 
(¡ue  se  ha  litigado,  no  puede  haber  fallo  ejecutorio ,  ni  otra  provi- 
ameia  definiim: 

2.®  Que  cuando  no  se  da  valor  á  documentos  que  no  hayan  sido 
comprobados,  ni  se  niega  la  existencia  de  una  obligación ,  no  puede 
decirse  que  se  haya  faltado  por  la  sentencia  á  lo  dispuesto  en  las 
leyes  119,  tit.  18,  Part.  3.*,  y  l.«,  tit.  1.*»,  libro  10  de  la  Novísima 
íleóopilacion: 

3.®  Que  cuando  el  pleito  se  ha  recibido  á  prueba ,  no  puede 
después  invocarse  como  fundamento  del  recurso  de  nulidad  la  cau- 
ta /.*  del  art.  73  del  Reglamento  sobre  el  modo  de  proceder  los  Con- 
atos provinciales: 

4.®  Que  abandonado  un  contrato  por  repetidas  demostraciones 
del  contratista  que  asi  lo  significan,  queda  esíinguida  la  obligación 

!f  sin  efecto  los  derechos  que  por  el  cumplimiento  de  dicho  contrato 
e  correspondieran; 

V  8.*  que  tratándose  de  servicios  públicos,  el  abandono  del  cum- 
plimie^ito  de  las  obligaciones  del  contralista,  produce  la  rescisión 
del  contrato,  porque  no  es  justo  ni  racional  sujetar  i  la  Adminis- 
tración en  ninguna  de  sus  esferas  á  las  dilaciones  y  perjudiciales 
consecuencias  de  exigir  por  otros  medios  la  prestación  del  servicio 
contratado. 

Doña  Isabel  II.  etc. 

«En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  grado  de  apela- 
ción y  por  recurso  de  nulidad,  entre  parles,  de  la  una  D.  Manuel  Ferrán 
Blteve,  contratista  que  fué  del  servicio  de  limpieza  de  Barcelona,  repre- 
sentado por  el  Licenciado  D.  Cristóbal  Sorní,  recurrente,  y  de  la  otra  mi 
Fiscal,  en  nombre  del  Ayuntamiento  de  la  espresada  capital;  sobre  inteli- 
gencia V  cumplimiento  del  indicado  contrato. 

Visto: 

Vista  la  escritura  pública  que  otorgaron  en  23  de  junio  de  1864  el  Ai- 
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calde- Corregidor  de  Barcelona,  Presidente  del  Ayuntamiento  de  la  misma, 
ciudad,  j  D.  Manuel  Ferrán.  en  virtud  dQ  la  cuaí  se  obligó  éste  á  prestar 
el  servicio  de  la  limpieza  pública  de  la  referida  capital  y  la  Barcelonet» 
bajo  ciertas  condiciones,  entre  otras,  (10)  la  de  que  los  vecinos  estaban 
obligados  á  bajar  las  basuras  á  la  puerta  de  la  calle  de  las  casas  respecti- 
vas, dejándolas  arrimadas  en  la  parte  esterior  de  las  mismas,  de  donde  la 
recogerían  los  carros  del  contratista;  (1 1 }  que  serian  propiedad  del  empre- 
sario todas  las  basuras,  quedando  obligada  la  autoridad  local  á  impedir 
?ue  persona  alguna  pudiese  conducirlas  6  estraerlas  sino  el  empresario; 
17)  que  había  de  prestar  el  contratista  una  lianza  de  40,000  rs.  en  metá- 
lico ú  80,000  reales  en  ñocas;  (18)  que  el  término  del  contrato  era  de  10 
nnos,  concediéndose  al  empresario  dos  meses  para  ponerte  en  ejecución,  si 
bien  desde  el  momento  en  que  fuese  aprobada  la  contrata  habria  de  reco- 
ger todas  las  basuras  de  la  población,  desde  luego  que  no  hubiese  quien 
las  sacase;  y  (20)  que  el  Ayuntami^^nto  indemuizaria  al  empresario  de  todo 
gasto,  quebranto  y  perjuicios  que  se  le  siguieran  por  no  cumplírsele  la 
contrata  en  todo  ó  en  parte,  y  no  adoptarse  y  llevarse  á  ejecución  las  me- 
didas que  la  autoridad  local  debia  tomar  para  el  cumplimiento  y  éxito  de 
la  misma  contrata,  principalmente  acerca  de  lo  prevenido  en  las  coodicio- 
nes  10,  11  y  12; 

Visto  el  bando  que  en  27  del  espresado  mes  de  junio  publicó  el  Alcal- 
de-Corregidor de  Barcelona  prohibiendo  desde  el  dia  1.^  de  julio  inmediato 
siguiente,  á  todu  persona  que  no  fuera  dependiente  del  nuevo  servicio  de 
limpieza,  estraer  basuras  de  las  casas,  calles  y  plazas,  y  dando  disposicio- 
nes con  el  íin  de  que  la  estraccíou  pudiera'  hacerse  con  regularidad  y 
exactitud,  quedando  terminada  á  las  nueve  de  la  mañana: 

Visto  el  anuncio  que  con  la  espresada  fecha  de  1.®  de  julio  publicó  la 
misma  autoridad,  en  el  que  espresaba  que  por  no  haber  cumplido  en  aquel 
dia  la  empresa  del  servicio  de  la  limpieza  pública,  por  causas  al  parecer 
independientes  de  su  voluntad,  según  habia  manifestado,  las  obig&ciones 
contraídas  por  la  contrata,  en  conformidad  á  la  cual  no  debia  sujetarse  á 
ellas  hasta  dentro  de  dos  meses  ,  se  suspendía  la  ejecución  del  bando  an- 
terior, sin  perjuicio  de  cualquier  otra  providencia  á  que  hubiese  lugar: 

Vista  la  iníitancia  que  en  21  de  noviembre  de  1855  presentó  al  Ayun- 
tamiento de  Barcelona  I).  Narciso  Teixidor  y  Marlinez,  fiador  de  Fernin, 
pidiendo  la  cancelación  de  la  fianza  prestada  con  arreglo  á  la  condición  17 
de  la  contrata,  fundándose  en  que  era  una  solemnidad  inútil  porque  de 
nada  servia;  y  caso  de  llevarse  á  efecto  la  contrata  mas  adelante,  seria 
siempre  con  modificaciones,  no  solo  en  las  condiciones,  que  era  imposible 
fueran  las  mismas  que  se  acordaron  en  junio  de  1854,  sino  también  y 
principalmente  en  la  cantidad  y  en  el  modo  de  afianzar: 

Vista  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  7  de  diciembre  inmediato  pos- 
terior, eaque  accedió  á  !o  solicitado  en  razón  á  no  haberse  llevado  á  efec- 
to la  contrata  en  cuesJion,  ya  por  adolecer  de  vicios  que  la  hacían  irrea- 
lizable, y  ya  .por  el  asentimiento  mutuo  de  las  partes:  motivo  por  el  que 
no  pudo  tener  aplicación  la  fianza  prestada  por  Teixidor: 

Vistos,  la  instancia  con  que  D.  Narciso  Teixidor,  cesionario  que  díjjo 
ser  de  Ferrán,  acudió  al  Gobernador  de  la  provincia  luego  que  se  anunció 
y  verificó  en  abril  de  1861  ouev.i  subasta  del  servicio  de  limpieza  pública, 
solicitando  que  se  dejase  sin  efecto  la  nueva  .^abasta  mientras  subsistiera^ 
la  contrata  que  sobre  el  mismo  servicio  se  celebró  en  1854;  y  el  decreto 
del  Gobernador  de  22  de  junio  del  espresadn  año  de  1861,  por  el  cual,  de 
conformidad  con  lo  propuesto  por  el  Consejo  provincial,  se  dejó  siá  efecto 
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la  nueva  subasta^  se  declaró  que  la  MuDÍcipalídad  do  debía  reconocer  á 
Teixidor  como  cesionario  de  Ferrán,  y  se  mandó  que  la  referida  corpora- 
ción municipal  cumpliera  por  su  parle  ó  hiciera  cumplir  rígidamente  á 
Ferrán  el  contrato  de  1854,  sin  perjuicio  de  su  rescisión^  caso  necesario; 
después  de  lo  cual,  y  no  de  otra  suerte,  podria  celebrarse  nueva  subasta: 

Visto  el  escrito  que  con  fecha  7  de  octubre  del  propio  año  de  1861 
presentó  Ferráa  al  Ayuntamiento  luego  que  se  le  comunicó  la  resolución 
gubernativa  que  antecede,  en  el  que  maniGesta  que  firmó  la  escritura  de 
1854  por  cuenta  y  utilidad  de  Teixidor;  que  todos  los  derechos  y  obliga- 
ciones provenientes  de  aquel  contrato  correspondian  áoica  y  esclusiva- 
mente  a  éste^  según  escritura  pública  de  cesión  otorgada  por  arabos  en 
30  de  abril  del  mismo  año  de  1861,  de  que  acompañó  testimonio,  y  que 
no  habia  nmguna  razón  plausible  para  sostener  que  el  contrato  había  de 
ser  necesariamente  cumplido  por  la  persona  que  le  firmó:  y  concluyó  pi- 
diendo que  el  Ayuntamiento  se  dirigiese,  en  lo  que  ocurriera  relativa- 
mente al  propio  contrato,  á  Teixidor,  por  ser  el  único  interesado: 

Visto  que  el  Ayuntamiento  en  18  de  octubre  de  1861  denegó  la  ante- 
rior solicitud,  y  que  Ferrán  en  Marzo  de  1863  se  opuso  á  la  adjudicación 
del  servicio,  por  eatonces  subastado,  de  riego  de  las  vias  públicas  de  la 
capital,  fundado  en  que  formaba  parte  del  contrato  de  1854: 

Vista  la  providencia  del  Gobernador  de  22  de  abril  de  1863,  que,  de 
acuerdo  con  el  dictamen  del  Consejo  provincial,  dejó  sin  efecto  la  subasta 
celebrada,  y  mandó  asimismo  al  Ayuntamiento  que  cumpliera  por  su  par- 
te é  hiciera  cumplir  estrictamente  á  Ferrán  el  convenio  de  1854,  sin  per- 
juicio de  su  rescisión,  caso  necesario,  después  de  lo  que  solamente  podria 
celebrarse  la  subasta  del  servicio  de  riego: 

Vista  la  solicitud  que  en  virtud  de  la  salvedad  de  la  anterior  providen- 
cia gubernativa  y  de  la  de  22  de  junio  de  1861  dirigió  al  Gobernador 
enl.^de  julio  de  1863  el  Ayuntamiento  de  Barcelona,  pidiendo  que 
declarara  rescindido  el  contrato  de  Ferrán,  sin  perjuicio  de  que  por 
los  medios  legales  se  le  indemnizara  de  daños  y  perjuicios  en  el  improba- 
ble caso  de  que  saliera  victorioso  en  el  juicio  que  promoviera  para  conse- 
guirlo; fundando  su  pretensión  en  que  Ferrán,  desde  el  principio  dejó  de 
cumplir  sus  compromisos;  en  que  no  dio  señales  de  vida  durante  mas  de 
seis  años;  en  que  cedió  todos  sus  derechos  sin  que  pudiera  obligar  al 
Ayuntamiento  la  cesión;  en  que  nunca  tuvo  dispuestos  los  elementos  ne- 
cesarios para  el  servicio,  y  en  que  lo  importante  de  éste  en  una  capital  de 
Jas  condiciones  de  Barcelona  no  permite  mayores  dilaciones: 

Vista  la  providencia  que  en  su  virtud  dictó  el  Gobernador  en  16  de 
iulio  de  1863  rescindiendo  la  contrata  celebrada  en  23  de  junio  de  1854, 
de  conformidad  con  lo  propuesto  por  el  Consejo  de  provincia: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  provincial  de  Barcelona 
por  D.  Manuel  Ferrán  pretendiendo  que  se  condene  al  Ayunta rñíento  de 
€Sta  ciudad  á  que  cumpla  en  todas  sus  partes  el  contrato  de  1854,  indera- 
fiizándole  de  los  gastos  y  perjuicios  ocasionados  por  el  retardo  en  su  cum- 
plimiento é  infracción  de  sus  condiciones,  á  tenor  de  lo  convenido  en  la 
cláusula  20  de  la  contrata: 

Vista  la  contestación  del  Ayuntamiento,  en  que  pide  la  absolución  de 
la  demanda  y  la  confirmación  de  la  providencia  gubernativa  por  la  misma 
reclamada: 

Visto  el  auto  de  26  de  setiembre  de  1864,  que  obra  al  folio  201  de  la 
primera  pieza  de  autos,  por  el  cual  el  Consejo  provincial  recibió  el  pleito  á 
prueba  por  todo  el  término  de  la  ley: 
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Vista  la  seDleneía  dictada  en  27  de  Doviembre  de  1865,  por  el  referido 
Coosejo  proYÍDcial  absolviendo  al  AyuDtamiento  de  Barcelona  de  la  de- 
manda deducida  por  Férráo: 

Visto  el  escrito  que  el  citado  Ferrán  interpuso,  los  recursos  de  apela- 
ción y  nulidad,  y  el  auto  del  Consejo  de  provincia  en  que  se  le  admitió 
para  ante  la  Superioridad: 

Visto  el  escrito  propuesto  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licenciado 
D.  Cristóbal  Soroí,  en  nombre  de  Ferrán,  en  que,  al  mejorar  los  recursos 
deducidos,  pide  que  se  declare  nula  la  sentencia  del  inferior,  ó  caso  de  no 
estimarse  así,  que  se  revoque  como  injusta,  y  se  provea  de  conformidad 
con  lo  pedido  en  la  demanda: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  á  nombre  del  Ayuntamien- 
to de  Barcelona  solicita  que  la  Sala  consulte  la  coníirmacion  sustancial  de 
la  indicada  sentencia: 

Considerando,  respecto  del  recurso  de  nulidad  fundado  en  los  casos 
3."  y  7.**  del  art.  73  del  reglamento  de  los  Consejos  provinciales,  que  no 
lia  habido  pleito  anterior  al  actual  relativo  al  contrato  de  que  en  éste  se 
ha  cuestionado,  ni  ha  podido  por  consiguiente  haber  fallo  ejecutorio^  ni 
otra  providencia  defínitíva  en  este  asunto  hasta  que  se  dictó  la  sentencia 
qne  hoy  se  combate;  siendo  por  lo  mismo  destituida  de  todo  apoyo  la  invo- 
cación de  la  ley  i 9,  tít.  22  de  la  Partida  3.*,  y  hallándose  en  igual  caso 
la  de  los  Reales  decretos  de  21  de  mayo  de  1853  y  20  de  junio  de  1858, 
por  ser  inaplicables  sus  disposiciones  á  los  pleitos  que  empiezan  y  se  siguen 
como  éste: 

Considerando  que  lo  mismo  sucede  respecto  de  las  leyes  119,  tít.  10 
del  Código  mencionado,  y  de  la  1.%  título  1.**,  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación, porque  en  la  sentencia  del  Consejo  provincial  de  Barcelona  no 
se  ha  dado  valor  á  documentos  que  no  hayan  sido  comprobados,  ni  se  ha 
negado  que  hubiese  habido  contrato,  y  por  consiguiente  obligaciones  re- 
cíprocas entre  el  recurrente  y  el  Ayuntam tonto  de  dicha  capital;  y  lejos 
de  esto,  la  rescisión  declarada  en  la  sentencia  es  la  prueba  mas  decisiva  de 
qqe  se  reconoció  la  existencia  de  aquellas,  pues  no  es  posible  rescindir  un 
pacto  que  no  ha  existido: 

Considerando  qce  el  Consejo  provincial  de  Barcelona  recibió  este  pleito 
á  prueba,  según  se  ve  en  su  providencia  del  folio  201  de  la  primera  pieza 
de  autos,  y  por  consiguiente  carece  de  fundamento  la  nulidad  que  se 
quiere  deducir  del  núra.  7."  del  art.  73  del  reglamento  mencionado: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  apelación  ,  ó  sea  la  cuestión  de  fondo, 

3ue  es  un  hecho  indiscutible  el  completo  y  absoluto  abandono  por  parte 
el  apelante  del  contrato  celebrado  con  el  Ayuntamiento  en  Barcelona: 
abandono  manifestado  por  su  prolongada  inacción  de  mas  de  seis  años  sin 
empezar  á  cumplirlo;  por  su  omisión  en  reclamar  que  se  le  pusiera  en 
ejercicio  si  acaso  alguno  lo  impedia;  por  la  declaración  esplícita  de  su  nin- 
gún interés  en  que  subsistiera  el  contrato,  y  Gnalmente,  por  el  hecho  de 
haberse  retirado  y  no  sustituido  la  fianza ,  que  constituía  la  garantía  del 
bnen  cumplimiento: 

Considerando  que  este  hecho  por  sí  soto  debió  persuadir  al  apelante  de 
que  el  Ayuntamiento  de  Barcelona  tenia  por  estinguidas  las  obligaciones 
reciprocas,  pues  en  otro  caso  hubiera  exigido  la  reposición  ó  prestación  de 
nueva  fianza;  y  ya  que  aquella  corporación  no  lo  hiciese,  el  mismo  re- 
currente debió  prestarla  si  creía  subsistente  el  contrato  ,  porque  de  otro 
modo  no  podía  exigir  su  cumphmiento: 

Considerando  qne  atendidas  todas  estas  circunstancias,  y  la  conducta 
TOMO  "viu—Jurísprudenda  administrativa.  24 


Digitized  by 


Google 


i  86  niRISPRUDENGlA  ADMINISTRATIYA. 

del  AyuQtamíeDlo  de  Barcelona  permitiendo  que  se  retirase  la  fiauza  y  do 
exigiendo  otra  ,  es  preciso  reconocer  el  mutuo  disenso  de  ambos  contra- 
tantos,  ó  mas  bien  su  conformidad  en  tener  por  estínguido  y  di&uelto  el 
cootraAo: 

Considerando  q^ue  aun  sin  apreciar  esta  conformidad  é  recíproca  inteli- 
gencia, el  abandono  tan  pro'oogado  del  cumplimiento  de  todas  las  obliga- 
ciones  autoriza,  cuando  de  servicios  públicos  se  trata ,  la  rescisión  de.  los 
contratos,  porque  no  es  justo  ni  racional  sujetar  á  la  Administración  en 
ning^uoa  de  sus  esferas  á  las  dilaciones  y  perjudiciales  consecuencias  de 
exigir  por  otros  medios  la  prestación  del  servicio  contratado; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Espado,  Vengo  en  declarar  que  no  há  lugar  al  recurso  de  nuli- 
dad interpuesto  á  nombre  de  D.  Manuel  Ferrán  y  Estevo,  y  en  confirmar 
en  su  parte  dispositiva  la  sentencia  del  Consejo  provincial  de  Barcelona. 

Dado  en  Palacio  á  veinticinco  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  miel  Se- 
cretario accidental  del  Consejo  de  Estado,  bailándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
íinai  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos,  se. 
notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  8  de  febrero  de  1867.— José  de  Grijalva.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  24  de  marzo  de  4867). 


Sentencia  (25  de  enero  de  4867.).— Beducccon  i>e  una  pena. 

—Se  deja  f^in  efecto  la  Real  orden  de  9  de  enero  de  4861,  recla- 
mada por  D.  José  Ibanez,  y  se  resuelve: 

Qve  causan  estado  las  Reales  órdenes  contra  las  que  no  se 
acuda  en  tiempo  oportuno  en  la  via  contenciosa,  no  caBíendo  modifi- 
car ^sus  preceptos  por  otra  posterior  en  perjuicio  conocido  de  los  tn- 
tereses  del  Estado. 

Doña  (sabel  H,  etc. 

(cEn  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  mi  Fiscal,  en  representación  de  la  Ad- 
ministración general  del  Estado,  demandante,  y. de  la  otra  D.  José  Ibañei^, 
contratista  que  ba  sido  de  la  limpia  del  puerto  de  Málaga,  y  en  su  nombre 
el  Licenciado  D.  Fidel  García  Lomas,  demandado;  sobre  revocación  ó  sub- 
sistencia de  la  Real  orden  espedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  9  de 
enero  de  í86i ,  que  modificó  otra  de  28  de  agosto  de  1860,  reduciendo  la 
pena  que  se  habia  impuesto  por  ésta  al  espresado  contratista  con  arneglo  á 
las  condiciones  de  su  contrato: 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  en  el  año  de  1853  fué  adjudicada  en  pública  licitación  al  referida 
D.  José  Ibanez  la  limpia  del  puerto  de  Málaga,  pactándose  por  la  condi*» 
cinn  3.*  de  las  económicas  que  si  el  asentista  faltase  al  cumplimiento  de 
BU  contrato  perderla  la  fianza,  consistente  en  20,000  duros,  como  también 
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loque  hubiera  dejado  de  percibir,  y  los  buques,  máquinas  y  efectos  que 
tuviese  para  el  servicio  de  la  empresa,  pasando  á  ser  propiedad  de  la  Admi- 
nislracioD  las  obras: 

Que  á  los  cuatro  años,  que  debía  ser  el  término  del  contrato,  no  se  ha- 
bla llegado  en  la  estraccion  del  fango  del  puerto  ni  tipo  estipulado,  por  lo 
que  obtuvo  el  contratista  una  próroga  de  dos  años,  con  la  prevención  de 
que  si  al  concluir  este  nuevo  plazo  no  daba  terminada  la  obra,  se  le  apli* 
caria  la  espresada  pena  impuesta  en  el  contrato;  y  habiendo  pedido  poco 
después  que  se  rescindiera,  le  fué  denegada  esta  instancia  conformándose 
el  contratista  con  que  se  rebajara  el  fondo  máximo  que  debía  darse  al 
puerto,  reduciendo  á  30  pies  de  profundidad  los  36  que  estaban  estipula- 
dos, coD  nueva  intimación  de  que  se  haría  efectiva  la  referida  pena  si  no 
coocluia  la  limpieza  en  el  tiempo  marcado: 

Que  terminada  la  próroga,  resultó  que  aun  quedaba  cantidad  conside- 
rable de  fango  por  estraer,  espidiéndose  en  su  consecuencia  Real  orden 
cti  28  de  agosto  de  1860,  por  la  cual,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  la 
Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  se  mandó  aplicar  al  con- 
tratista en  todas  sus  partes  la  pena  impuesta  por  la  referida  condición  3.* 
del  contrato,  y  habiendo  acudido  el  interesado  pidiendo  la  gracia  de  que 
se  le  concediera  otra  próroga,  se  dictó  Real  orden  en  9  de  enero  de  Í861, 
por  la  cual  le  fué  denegada  esta  instancia,  acordándose  además  templar  el 
rigor  de  la  espresada  condición  3.*,  y  que  siendo  suficiente  en  el  caso  pre- 
sente la  pérdida  de  la  lianza  de  20,000  duros,  se  devolvieran  al  citado 
contratista  los  buques,  máquinas  y  efectos  que  pesaron  á  ser  propiedad  del 
Estado  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  la  Real  orden  de  28  de  agosto  de 
1860,  y  que  se  liquidase  la  obra  ejecutada,  abonándosele  io  que  hubiera 
dejado  de  percibir  por  mensualidades  al  tenor  de  su  contrata,  quedando 
subsistente  la  pérdida  de  la  fianza  según  se  difpuso  en  la  misma  Real 
orden: 

Que  á  consecuencia  de  la  precedente  Real  resolución  se  procedió  á  la 
liquidación  que  en  la  misma  se  ordenaba,  y  como  hubiese  desacuerdo  en 
el  modo  de  formarla,  pasó  el  espediente  á  informe  de  la  Sección  de  Go- 
bernación y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  por  la  que  se  consultó  en 
primer  término  que  deberisn  darse  á  mi  Fiscal  en  el  mismo  Cuerpo  las 
ÍGstrucciones  convenientes  para  que  solicitara  en  forma  la  revocación  de 
la  espresada  Real  orden  de  9  de  enero  de  4861  por  los  perjuicios  que  cau- 
saba al  Estado,  indicando  al  propio  tiempo  los  medios  de  llevar  á  cabo  la 
referida  liquidación;  y  de  conformidad  con  este  dictamen  se  espidió  Real 
orden  en  31  de  diciembre  de  (864,  remitiendo  al  espresado  Consejo  el  ci- 
tado espediente,  á  fin  de  que  solicitase  su  Fiscal  de  lo  Contencioso  la  revo- 
cación de  la  mencionada  Real  orden  de  9  de  enero: 

Vista  la  demanda  presentada  en  su  virtud. por  mi  Fiscal  ante  el  espre* 
sado  alto  Cnerpo,  con  la  solicitud  de  que  dejando  sin  efecto  la  referida 
Real  orden  de  9  de  enero  de  1861  en  la  parte  que  es  contraria  á  la  de  28 
íle  agosto  de  1860,  se  declare  firme  ésta  y  adquirido  irrevocablemente  por 
el  Tesoro  lo  que  la  misma  espresa,  sustituyéndose  á  los  buques,  máquinas 
y  efectos  que  ya  no  existen,  el  valor  que  se  calcule  que  teman  el  día  de  su 
coníiscacion,  y  que  se  exija  además  al  contratista  la  rebaja  que  proporcio- 
nalmeole  corresponda  al  total  percibido  hasta  10  de  julio  en  que  termina 
el  último  plazo  de  la  contrata,  por  la  rebaja  que  con  esta  condición  se 
^izo,  y  aceptó,  de  los  seis  pies  en  el  máximo  de  profundidad  del  puerto: 

Visto  el  escrito  de  contestación  que  á  nombre  del  espresado  D  José 
Ibañez  presentó  el  Licenciado  D.  Fidel  García  Lomas,  con  la  pretensión  de 
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que  86  le  absuelva  de  la  demanda,  respetando  en  toda  su  fuerza  la  Reaf 
orden  de  9  de  enero  de  1864,  impugnada  por  la  demanda: 

Visto  el  contrato  celebrado  previa  licitación  pública  entre  la  Adminis» 
tracion  del  Estado  y  D.  José  Ibauez  para  la  limpia  del  puerto  de  Málaga,  y 
«specialmente  la  condición  3/  del  mismo,  en  la  que  se  previene  que  si 
el  contratista  dejara  de  cumplir  la  contrata  en  el  término  señalado,  que 
era  el  de  cuatro  años,  perderia  la  fianza  de  20,000  dures  que  debía  pres- 
tar, y  lo  que  hubiese  dejado  de  percibir  por  el  sistema  de  pago  de  men  - 
«ualidades  de  4,000  duros,  é  igualmente  los  buques,  máquinas  y  demás 
efectos  que  tuviere  para  el  servicio  de  la  empresa: 

Visto  el  art.  i/  del  Real  decreto  de  21  de  mayo  de  1853,  el  cual  se 
hizo  ostensivo  á  todos  los  Ministerios  por  el  de  20  de  junio  de  1858,  en  el 
cual  se  declara  que  causa  estado  y  no  puede  revocarse  sino  por  la  vía  con- 
tenciosa toda  resolución  ministerial  sobre  negocios  en  que  versen  obliga- 
dones  recíprocas  del  Estado  y  de  los  particulares: 

Considerando  que  es  un  hecho  indudable  que  por  la  Real  orden  de  23 
de  agosto  de  1860,  se  resolvieron  y  determinaron  obligaciones  recíprocas 
entre  el  Estado  y  D.  José  Ibanez,  consignadas  en  un  contrato  bilateral,  y 
por  consiguiente  que  solo  pudieran  alterarse  apelando  á  la  vía  conten- 
ciosa: 

Considerando  que  no  habiendo  hecho  uso  de  este  remedio  legal  el 
contratista,  aquella  Real  orden  causó  estado,  y  no  cabia  modificar  sus 
preceptos  por  otra  posterior  en  perjuicio  conocido  de  los  intereses  del  Es- 
tado, los  cuales,  así  como  los  del  contratista  y  hubieron  de  tenerse  muy 
«n  cuenta  al  establecer  la  condición  3.*,  ya  por  el  mayor  precio  que  de- 
bió dar  al  servicio,  y  ya  también  porque  constituía  la  garantía  del  cum- 
plimiento del  contrato  ó  la  indemnización  de  los  perjuicios  que  el  Estado 
pudiera  sufrir,  caso  de  no  llevarse  á  cabo  por  culpa  de  aquel; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  dejar  sin  efecto  la  Real  orden  impugnada  y 
confirmar  la  de  28  de  agosto  de  1860. 

Dado  en  Palacio  á  veinticinco  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete. —Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
JMinístros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicadop.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos,  se 
notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gacela;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  31  de  enero  de  1867.~Joséde  Gríjalva.— (Publicada  en  la  Ga^ 
€eta  de  26  de  marzo  de  1867.) 


US. 

Sentencia  (2  de  febrero  de  d867  ). — Nulidad  del  registro 
DE  UNA  MiNA.—Se  absuelve  á  la  Adminislracion  de  la  demanda  en- 
tablada por  D.  José  Tomás  Vázquez  contra  la  Real  orden  de  13  de 
noviembre  de  1865;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve  : 

Que  los  arts.  ^\y^^  de  la  ley  de  Sociedades  mineras  de  1859 
^  refieren  únicamente  á  las  existentes  al  tiempo  de  su  publicación. 
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Doña  Isabel  II ,  etc. 

«Ed  el  pleito  que  pende  en  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia ,  entre  partes,  de  la  una  D.  José  Tomás  Vázquez,  vecino  de  Ber- 
ja,  como  cesionario  de  D.  Francisco  Sánchez  González,  vecino  de  la  ciudad 
de  San  Fernando,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D  Isidoro  Lora,  deman- 
dante; y  de  la  otra  mi  Fiscal,  en  representación  de  la  Administración  ge- 
neral del  Estado,  demandada ,  y  coadyuvada  por  D.  Juan  José  del  Olmo» 
vecino  de  Almería,  á  quien  defiende  el  Doctor  D.  Juan  Astudillo  de  Guz- 
man;  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  Real  orden  espedida  por  el  Mr- 
oisteriode  Fomento  en  i3  de  noviembre  de  1865,  que  confirmó  el  decre- 
to de  nulidad  del  registro  La  Industria,  y  aprobó  el  espediente  de  la  mina 
Dulce  Nombre  de  María,  mandando  espedir  el  título  de  propiedad  á  favor 
de  su  registrador. 

Vistos: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  de!  cual  resulta,  en  cuanto  á  la  mina 
Dulce  Nombre  de  Marta: 

Que  el  espresado  D.  Juan  José  del  Olmo  solicitó  del  Gobernador  de  la 
provincia  de  Almería  en  6  de,  marzo  de  1860  una  investigación  con  el  in- 
dicado nombre  Dulce  Nombre  de  Maria  en  la  sierra  de  Gador,  término  de 
Berja;  y  habiendo  informado  el  Ingeniero  que  por  existir  ya  en  el  mismo 
terreno  un  antiguo  registro  llamado  Hércules  no  resultaba  terreno  franco 
ni  aun  para  una  pertenencia  supletoria,  se  dictó  decreto  por  el  referido 
Gobernador  en  21  de  febrero  de  1861  declarando  sin  curso  el  espediente  de 
investigación: 

Que  al  poco  tiempo  reprodujo  Olmo  su  anterior  solicitud  en  18  de  mar- 
zo siguiente  con  el  primer  nombre  de  Dulce  Nombre  de  Maria,  la  que  si- 
guió su  curso  medíante  la  nulidad  del  registro  Hércules,  decretada  en  9  de 
diciembre  del  mismo  año;  y  habiéndose  aprobado  el  espediente  de  investi- 
gación, y  concedido  permiso  para  la  misma  en  14  de  marzo  de  1862,  fué 
elevada  á  registro  por  el  interesado,  verificándose  su  demarcación  en  25 
de  noviembre  siguiente,  y  remitiéndose  á  la  aprobación  de  la  Superio- 
ridad: 

Que  según  aparece  respecto  del  registro  La  Industria,  D.  Francisco 
Sánchez  González  presentó  ante  el  mismo  Gobernador  en  20  de  febrero  de 
1864  solicitud  de  registro  denuncio  con  el  indicado  nombre  y  en  el  referi- 
do terreno,  fundado  en  las  condiciones  de  caducidad  en  que  se  encontra- 
ba Dulce  Nombre  de  Maria  mediante  á  que  su  concesionario  Olmo  habia 
dejado  trascurrir  el  plazo  de  la  ley  sin  haberse  llevado  á  efecto  la  recons- 
titución de  la  sociedad  que  para  esta  mina  existia;  y  sin  mas  trámites  dictó 
providencia  el  Gobernador  en  el  propio  dia  20  declarando  que  no  habia  lu- 
gar á  admitir  la  solicitud  del  registro  La  Industria;  y  mandando  que  se 
archivase: 

Que  devuelto  por  la  Superioridad  á  la  provincia  el  espediente  Dulce 
Nombre  de  Maria  para  que  se  rectificara  su  demarcación,  según  propuso 
la  Junta  superior  facultativa  de  minería,  tuvo  lugar  aquella  operación  en 
13  de  octubre  de  1864,  presentándose  en  el  acto  el  interesado  en  el  regis- 
tro La  Industria,  oponiéndose  á  ella  siempre  que  fuera  perjudicial  ó  su 
registro;  y  reclamó  para  ante  la  Superioridad  contra  el  decreto  que  dene- 
gó la  admisión  de  su  solicitud,  acompañando  al  recurso  en  apoyo  de  sus 
pretensiones  una  certificación  librada  en  1 1  de  agosto  del  propio  año  1864 
por  el  Escribano  de  Cámara  de  la  Audiencia  de  Granada  D.  José  de  Peña 
Barbier,  de  la  que  resulta  que  á  los  folios  107  y  108  de  los  autos  seguidos 
en  aquel  Tribunal  sobre  cesión  de  una  acción  de  la  mina  Hércules,  obraba 
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uoa  carta  dirigida  á  D.  Juan  José  del  Olmo  por  D.  José  Sánchez  Lopaz,  en 
la  qjae  le  maoifestaba  que  liabia  cedido  en  favor  de  D  AotoDÍo  Medina  ta 
media  accioD  que  representaba  en  la  mina  Dulce  Nombre  de  Marta,  apa- 
reclendo  la  loma  de  razón  de  la  acción  por  el  mencionado  Oiroo  fechada  en 
Almería  á  2  de  junio  de  i863;  y  un  recibo  dado  por  e)  precitado  Sánchez, 
en  la  propia  fecha,  á  favor  de  D.  Antonio  Medina,  de  la  cantidad  de  2,500 
reales,  precio  de  la  indicada  media  acción: 

Vista  la  Real  órdeo  que  con  reconocimiento  de  todo  se  dictó  en  i 3  de 
noviembre  de  1865,  por  la  cual ,  de  conformidad  con  lo  informado  por  la 
Junta  superior  facultativa  del  ramo  y  por  la  Sección  de  Gobernación  y 
Fomento  del  Consejo  de  Estado ,  se  contirmó  el  decreto  de  nulidad  dictado 
por  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Almería  con  relación  al  registre  La 
Industria,  y  se  aprobó  el  espediente  de  la  mina  Dulce  Nombre  de  Marta, 
mandando  espedir  el  título  de  propiedad  á  favor  de  D.  Juan  José  del  Olmo: 

Vista  la  demanda  que  contra  la  espresada  Real  orden  ha  presentado  el 
Licenciada  D.  Tomás  Pérez  Anguita  á  nombre  del  meocíonado  0.  Fran- 
cisco Sánchez  González,  ante  el  Consejo  de  Estado,  con  la  pretensión  de 
que  se  revoque  la  referida  Real  resolución  : 

Vistos ,  el  escrito  presentado  por  el  Dr.  D.  Juan  Astudíllo  de  Guzmao, 
mostrándose  parte  á  nombre  del  referido  D.  Juan  José  del  Olmo,  y  e)  auto 
de  la  Sección  de  lo  contencioso  del  indicado  Consejo  admitiendo  esta  re- 
presentación en  concepto  de  coadyuvante  de  la  Administración  : 

Vistos  los  escritos  de  contestación  á  la  demanda,  presentados  por  reii 
Fiscal  y  por  la  parte  coadyuvante  de  la  Administración  en  que  piden  qpe 
se  confirme  la  referida  Real  orden  : 

Vistos  el  escrito  que  en  tal  estado  presentó  el  Licenciado  D.  Tomás 
Pérez  Anguita  separándose  de  la  representación  del  demandante  D.  Frau  - 
cisco  Sánchez  González,  y  el  auto  dictado  por  la  Sección  de  lo  Contencio- 
so del  referido  Consejo  admitiendo  la  renuncia  que  hacia  este  Letrado,  y 
acordando  q^e  se  pusiera  en  cooocimiento  del  citado  D.  Francisco  para 
que  nombrase  otro  que  le  representara  en  el  presente  pleito : 

Vistos  el  escrito  presentado  en  su  consecuencia  por  el  Licenciado  don 
IsidoroLora  mostrándose  parte  en  aut06  á  nombre  de  D.  José  Tomás  Váz- 
quez, como  cesionario  de  los  derechos  que  D.  Francisco  Sánchez  González 
pudiera  tener  en  el  registro-denuncio  titulado  Industria  en  virtud  de  es- 
critura otorgada  al  efecto  en  6  de  mayo  deJ866  que  acompañaba  con  el  po- 
der ,  y  el  AUto  de  la  referida  Sección  en  que  admitió  la  represen taeion  in- 
dicada, y  mandó  poner  de  manifiesto  á  esta  parte  el  pleito  por  vía  de  ins- 
trucción y  término  de  tercero  día ,  sin  que  la  parte  usase  de  su  derecho  en 
el  plazo  señalado  : 

Vistos  los  artículos  24  y  25  de  la  ley  de  Sociedades  mineras  de  5  de 
julio  de  4859: 

Considerando  que  anulado  el  antiguo  registra  de  la  mina  titulada  Bér- 
culei  por  providencia  de 9  de  Diciembre  de  4861,  y  ocupado  parte  de  su 
terreno  por  el  nuevo  registro  hecho  en  1862  con  la  denominación  Duloe 
Nombre  deMaria,  no  puede  invocar  en  su  favor  el  registro  La  Industria 
que  no  existió  hasta  1864 ,  ninguno  de  los  derechos  que  aquel  hubiese 
tenido: 

Considerando  que  los  artículos  24  y  25  de  la  ley  de  Sociedades  mine  - 
ras  de  1359  se  refieren  únicamente  á  las  existentes  al  tiempo  de  su  pu- 
blicación, y  que  eo  aquella  época  no  podia  haber  sociedad  para  la  espío  - 
tacion  de  una  mina  que  no  se  investigó  hasta  1861  ni  fué  elevada  á  regis- 
tro hasta  1862: 
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Coosiderando  qae  aun  suponiendo  aplicables  dichas  disposiciODes  á  las 
sociedades  constituidas  después  de  su  publicación ,  todavía  semn  indis- 
pensables averiguaciones  que  no  se  bao  hecho,  y  que  la  parte  demandante 
no  está  en  el  caso  de  exigir; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en*  absolver  de  la  demanda  á  la  AdmínistracíoD 
y  en  confirmar  la  Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  2  de  febrero  de  i  867. --Está  rubricado  de  la  Real 
mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado;  liallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  reso- 
cien  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere ;  que  se  una  á  los 
mismos,  se  notifique  en  forma  á  Jas  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de 
que  certifico. 

Madrid  9  de  febrero  de  4867.— José  de  Grijalva.— (Publicada  en  la  Ga- 
ceta de  25  de  marzo  de  1867.) 


S^ntenelü  (2  de  febrero  de  1867.). — ^Nulidad  del  registro 
DE  UNA  MiNA.—Se  absuclve  á  la  Administración  de  la  demanda  en- 
tablada por  D.  Julián  Tunon  contra  la  Real  orden  de  6  de  abril 
de  d864;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

Que  en  jardines,  huertas  y  cualesquiera  fincas  de  regadío  la 
falla  de  consentimiento  de  su  dueño  para  abrir  calicatas  no  se  su- 
ple por  el  permiso  del  Gobernador. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«En  el  pleito  pendiente  en  el  Consejo  de  Estado,  en  primera»  v  única 
instaücia;  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Tomás  María  Mosque- 
ra, en  nombre  de  D.  Fabián  Tuñon,  vecino  de  Oviedo  y  cesionario  de 
D.  Ramón  Mfeneodez,  registrador  de  la  mina  Iberia ^  demandante,  y  de  la 
otra  la  Administración  general  del  Estado,  demandada  y  representada 
por  mi  Fiscal;  sobre  revocación  de  la  Real  orden  que  aprobó  el  espediente 
de  la  mina  Cuela,  y  mandó  que  se  espidiera  á  favor  de  su  registrador  Don 
Jojiquin  Alonso  el  título  de  propiedad,  declarando  nulo  y  sin  efecto  el  áf^ 
Ja  iberia: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  en  29  de  julio  de  1861  D.  Ramón  Menendez  registró  y  designó 
cuatro  pertenencias  de  mineral  de  hierro  con  el  nombre  de  Iberia^  espre  < 
sando  que  era  en  terreno  secano,  sito  en  el  Concejo  de  Grado,  término  del 
Bravo  de  Navaliego: 

Que  admitido  el  registro,  hechas  las  correspondientes  publicaciones,  y 
presentada:  qtae  fué  certificación  del  amojonamiento^  el  mencionado  Don 
Ramón  Menendez  manifestó  que  no  había  podido  obtener  el  cooseotimiea- 
\(i  de  los  dueños  de  la  finca  para  dar  principio  á  los  trabajos,  y  pidió  que 
se  les  obligase  á  prestarle: 

QüOiel  Gobernador  hizo  qae  se  les  notificara  pare  ^ue  dijeran  si  otor- 
gaban ó  no  la  licencia;  y  como  la  negasen,  la  suplió  la  espresada  autori- 
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dad;  y  D.  FabiaD  Tuñon,  cesionario  de  D.  Ramón  Menendez,  solicitó  la 
demarcación,  la  cual,  sí  bien  fué  estimada,  no  pudo  llefarse  á  efecto  por 
haber  informado  el  Ingeniero  que  la  precitada  mina  se  hallaba  colocada 
en  el  mismo  terreno  que  la  Cueta,  ya  demarcada: 

Que  en  3  de  agosto  de  i 801  D.  Joaquín  Alonso  Cuervo  y  D.  Francisco 
Fernandez  pretendieron  con  el  título  de  Cueta  cuatro  pertenencias  de 
mineral  de  hierro,  sitas  á  60  pasos  del  pueblo  de  Ballonga,  Concejo  de 
Grado;  y  admitido  el  registro,  hechas  las  publicaciones  correspondientes 
y  obtenido  el  consentimiento  de  los  dueños,  pidieron  los  interesados  la 
demarcación,  que  tuvo  efecto  en  8  de  enero  de  j862,  asistiendo  al  acto 
el  registrador  de  la  mina  Iberia;  que  el  siguiente  dia  se  opuso  Tuñon, 
promoviéndose  en  su  consecuencia  cuestión  sobro  si  e\  terreno  llamado 
Navaliego,  que  en  parte  se  habia  designado  para  hacer  en  él  los  trabajos  de 
esplotacion  de  la  mina  Iberia,  era  de  regadío  ó  de  secano,  y  si  el  registra- 
dor de  la  Iberia  podía  ó  no  establecer  su  registro  en  un  sitio  en  que  d&- 
cesitaba  el  permiso  de  los  propietarios;  y  oídos  el  Ingeniero  y  el  Alcalde, 
entre  cuyos  dictámenes  hubo  divergencia  respecto  á  si  el  punto  de  la  labor 
es  ó  no  una  huerta,  y  admitidas  las  justificaciones  á  los  respectivos  inte- 
resados, se  decretó  por  el  Gobernador  la  cancelación  del  espediente  de  la 
mina  Cueta  en  i  7  de  marzo  de  i  863: 

Que  no  conformándose  D.  Joaquín  Alonso  Cuervo  con  la  referida  de- 
cisión, acudió  al  Ministerio  de  Fomento  pidiendo  que  se  dejase  sin  efecto 
y  se  declarase  nulo  el  espediente  Iberia,  por  lo  que  se  elevaron  los  dos  cr- 
pedientes  mencionados  á  la  Superioridad;  y  pasados  á  la  Junta  superior  fa- 
cultativa de  minería,  ésta  opinó: 

i.®  Que  habiendo  divergencia  entre  el  dictamen  del  logeniero  v  el  defl 
Alcalde  de  Grado,  sobre  si  el  punto  de  la  labor  legal  es  ó  no  una  huerta» 
era  necesario  aclarar  ese  estremo  para  que  pudiera  basarse  el  dictamen  en 
las  prescripciones  de  la  ley: 

2.®  Que  el  Ingeniero  espresase  terminantemente  si  para  la  esplotacion 
son  necesarios  pozos  ó  galerías: 

3.°  Que  previniendo  el  art.  24  de  la  ley  que  no  sean  oídas  las  oposi- 
ciones 4e  los  que  se  consideren  con  derecho  ai  todo  ó  parte  de  un  terreno 
pasados  60  días  después  de  la  publicación  del  registro,  parecían  fuera  de 
lugar  las  hechas  por  el  de  la  Iberia  después  de  marcada  la  Cueta,  mayor- 
mente habiendo  presenciado  este  acto  el  opositor: 

Que  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado ,  á  la 
cual  se  remitió  el  asunto  en  consulta,  se  conformó  con  el  espresado  dicta- 
men, y  en  su  consecuencia  propuso  que  se  recibiese  justificación  en  debi- 
da forma  para  aclarar  y  saber  si  la  labor  legal  habilitada  por  el  registrador 
de  la  mina  Cueta  estaba  ó  no  practicada  en  una  huerta  cercada  por  una 
pared,  debiendo  especiGcarse  muy  circunstanciadamente  las  condiciones 
y  cualidades  de  dicho  terreno;  y  además  que  el  Ingeniero  espresase  termi- 
nantemente sí  para  la  esplotacion  son  necesarios  pozos  ó  galerías;  y  por 
orden  de  la  Dirección  general  del  ramo  de  30  de  marzo  de  i863  fueron 
devueltos  al  Gobernador  de  Oviedo  los  dos  espedientes  de  que  va  hecho 
mérito,  á  fin  de  que  llevase  á  efecto  lo  que  la  precitada  Junta  superior  de 
Minas  y  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado  pro- 
ponían: 

Que  notificadas  las  partes  para  que  diesen  las  justificaciones  que  tu- 
viesen por  conveniente  en  el  término  de  f5  días,  se  presentaron  por  Don 
Francisco  Fernandez  y  D.  Joaquín  Cuervo,  interesados  en  la  mina  Cueta^ 
Jas  siguientes: 
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4:*  Utaa  información  de  cuatro  testigos,  qiM  fueron  eiamioadoi  ante 
el  Juzgado  de  primera  instancia,  y  declararon  sustancialmente  qae  la  6n- 
«a  en  cuestión  era  una  huerta  como  de  unos  seis  dias  de  bueyes,  cercada  de 
piedra,  y  que  se  hallaba  cultivada  en  su  mayor  parte  produciendo  cente- 
no, maiz,  patatas  y  demás  frutos  del  país;  que  además  contenia  una  caba* 
ña  ó  cuadra  para  el  ganado ;  que  el  terreno  que  no  se  labraba  y  sembraba 
en  ella  se  conservaba  de  prado,  y  nna  pequeña  porción  de  la  misma  pro* 
«locia  tojos  6  esquilmo  (argoma) ;  que  la  parte  cultivada  y  de  prado  tenia 
avellanos,  nogales,  cerezos  y  otros  árboles  que  producían  frutos  de.  poct 
importancia,  hallándose  alrededor  de  la  mencionada  pared;  y  por  último 
que  el:  terreno  era  de  mediana  calillad: 

2.*  Certilicacion  del  A  yunta  miento  de  Grado,  en  la  que  re  ham  coos» 
tar  qne  por  lo  que  resultaba  de  la  estadística  ó  amiliaramiento  del  tu- 
gar de  Bailongos  desde  1849  hasta  1863,  aparecía  en  él  registrada  una 
huerta  denominada  el  Navaiiego,  en  relación  dada  por  Domingo  Fer- 
nandez: 

Que  D.  Fabián  Tuñon,  registrador  de  la  íbéria,  presentó  á  su  vez  la 
íiguienfe  j*istiíicacion: 

1.*^  Una  información  recibida  en  el  Juzgado  de  primera  instancia, 
prestada  por  siete  testigos,  quienes  declararon  que  el  fundo  ó  terreno 
rlonde  estaba  la  mina  Queta  era  tina  finca  que  radicaba  en  el  monte  de 
Bailongo,  de  terreno  de  ínfima  calidad:  que  ni  tenia  aguas  ni  se  concebia 
que  pudiera  ser  regada  por  la  elevada  situación  en  que  se  encontraba,  de 
suerte  que  pertenecía  á  la  clase  de  mala  tierra  de  secano;  que  su  terreno 
se  llamaba  Bravo,  nombre  con  que  era  conocido  en  el  país,  y  que  si  bien 
en  él  había  una  fuente  de  escaso  caudal,  no  se  le  regó  ni  pedia  regarse 
porque  no  era  posible  conducir  las  aguas  naturalmente  á  los  puntos  apro- 
vechables: 

S.''  El  informe  emitido  por  el  Alcalde  de  Grado  manifestando  que  la 
finca  de  Navaiiego,  compuesta  de  una  parte  de  terreno  bravo  é  inculto 
oue  producía  argoma,  de  otra  destinada  á  campo  y  pastos,  y  de  otra  re- 
ducida á  cultivo  de  patatas,  maiz,  ce. ,  no  merecía  en  su  concepto  el  nom 
hre  de  huerta,  por  mas  que  tal  se  le  hubiera  dado  en  |a  estadística  por 
relación  de  Domingo  Fernandez: 

Que^  llevado  de  nuevo  el  asunto  al  Ministerio  de  Fomento  con  las  es- 
presadas  justitif aciones,  y  pasado  otra  vez  en  consulta  á  la  precitada  Sec- 
ción de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  ésta  emitió  su  pa- 
recer; y  tie  conformidad  con  el  mismo,  recayó  en  6  de  abril  de  1864  la 
lieal  orden  en  que  se  estimó  que  debía  considerarse  como  huerta,  para  los 
infectos  de  los  artículos  10  y  20  de  la  ley  vigente  de  minas,  el  terreno  en 
que  habían  lijado  el  punto  de  partida  los  interesados  en  ambos  espedien- 
tt»s;  se  dej<^  aiiemás  sin  efecto  el  decreto  por  el  cual  el  Gobernador  de  la 
pnviDCia  de  OviCilo  declaró  nuití  el  espediente  de  la  mina  Cuela  mandan- 
do seguir  el  de  la  Iberia',  y  ení;u  lugar  se  apnbó  eidela  citada  Cii6fa  dis- 
poniendo que  se  espidiera  el  título  de  propiedad  á  favor  de  su  registrador 
D.  Joaquín  Alonso;  y  por  último  se  declaró  nulo  el  espediente  de  la  men»^ 
clonada  Iberia: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licen- 
ciado 1).  Tomás  María  Mosquera,  á  nombre  de  D.  Fabián  Tuñon,  en  so- 
licitud de  qufí  se  revoque  la  precitada  Real  orden,  que  se  declare  nulo  y 
cancelado  el  espediente  de  la  mina  Cuela,  y  se  mande  seguir  por  los  trá- 
mites correspondientes  el  de  la  Iberia: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  absolución  de 
TOMO  vil. — Jurisprudencia  administrativa.,  25 
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la  espresada  demanda,  y  la  co&fírmacioo  de  la  Real  orden  por  Ja  misma 
reclamada: 

Viato  el  art.  <0  de  la  ley  de  6  de  jolio  de  1859,  que  dice:  «En  jardíDes, 
huertas  y  cualesquiera  íiocas  de  regadío,  el  dueuo  es  quien  únicameote 
puede  conceder  licencia  para  calicatas,  sin  ulterior  recurso  ni  apelación:» 

Consiiterando  que  se  halla  justificado  que  es  una  huerta  el  terreno 
en  que  se  situó  la  mina  Iberia,  por  el  informe  del  Ingeniero,  y  porque  co- 
mo huerta  aparece  en  la  estadística  ó  amillaramiento  desde  1849  a  18G2; 
pues  si  bien  los  testrgos  presentados  por  el  registrador  y  el  Alcalde  ase- 
guran gue  es  secano  dicho  terreno,  los  examinados  á  instancia  del  propie- 
tario afirman  lo  contrario,  quedando  por  io  tanto  naturalizada  la  prueba 
testifical: 

Considerando  que  negada  por  el  dueño  de  esta  huerta  á  D.  Fabián  Tu- 
ñon  la  licencia  para  calicatas,  procede  la  nulidad  del  registro,  porque  la 
falta  de  consentimiento  del  propietario  np  se  suple  por  el  permiso  del  Go- 
bernador; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Admmistracion  de  la  demanda 
y  en  confirmar  la*  Real  orden  en  ella  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  dos  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— EM  Presidente  dfl  Consejo  de  Minis- 
tros,Ramon  María Narvaez.» 

Publicación.-^ Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  miel  Se- 
cretano  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  .«e  tenga  como  resolución 
íinal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos,  se 
notifique  en  forma  á  las  parles  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  16  de  febrero  de  1867'. — José  de  Grij  a  Iva. —(Publicada  en  It 
Gaceta  de  26  de  marzo  de  1867.) 


S5. 

Sentencia  (2  de  febrero  de  1867.). — Responsabilidad  de 
UNA  AVERÍA  EN  CONDUCCIÓN  DE  SAL.  — Sc  absuelvc  á  la  Adminlstracíon 
de  la  demanda  entablada  por  el  Crédito  Moviiiario  Barcelonés  con- 
tra la  Real  orden  de  30  de  marzo  de  1865;  se  confirma  ésta,  y  se 
resuelve: 

i.°  Que  es  responsable  el  Capitán  de  nai^e  de  los  daños  que  su- 
fren los  géneros  que  conduce,  á  consecuencia  de  averías,  cuando 
éstas  noson  casuales  ni  inevitables,  y  si  producidas  por  un  peligro 
que,  previsto,  hubiera  podido  evitarse; 

Y  2.®  que  la  absolución  de  responsabilidad  á  dicho  Capitán  por 
parte  del  Juzgado  de  Marina,  no  puede  invocarse  como  un  prejuicio 
á  su  favor  para  eximirle  de  la  responsabilidad  de  indemfíizar  di- 
chos daños,  porque  según  la  ley  10,  tít.  7.°,  lih.  6.*  de  la  Novísima 
Recopilación,  el  conocimiento  del  Juzgado  militar  de  Marina  se  li- 
$nita  á  la  parle  facultativa  y  criminal  del  suceso,  y  no  le  es  dado 
entender  en  las  respotisabilidades  civiles  que  del  mismo  hecho  se 
deriven. 
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Doña  Isabel  II.,  etc. 

«Ed  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  eo  primera  y  únici^ 
instaocia,  eDtre  partes,  de  la  uoa  el  LiceDCiado  D.  Carlos  Espinosa  de  lus 
Monteros,  á  nombre  de  la  sociedad  denominada  Crédito  MovUiario  Bar^ 
ce¿one>,  contratista  de  conducciones  marítimas  de  sal,  demandante;  y  de 
la  otra  la  Administración  general,  demandada  y  representada  por  mi  Fis^ 
cal,  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  30  de  marzo  de  i865,  por  U 
cual  se  declaró  que  la  empresa  era  responsable  de  2,i30  quintales  de  «al, 
á  causa  del  encallamiento  del  vapor  Jovellanos  en  el  puerto  de  Gijon;  ^ 
Vi§to : 

Visto  el  pliego  de  condiciones  generales  bajo  las  cuales  la  Hacienda  pá^ 
blica  contrató  el  servicio  de  conducciones  marítimas  de  sal  en  la  Peofno 
sula  é  islas  Baleares  por  el  término  de  tres  años,  bailándose  entre  otras 
ia  siguiente:  «32.  Se  abonarán  ai  contratista  las  faltas  que  provengan  de 
averías  cocounes  ó  de  naufragios,  siempre  que  acredite  estos  siniestros  y 
las  causas  inevitables  que  los  produjesen,  por  medio  de  espediente  que 
presentará  en  la  respectiva  Administración  principal  de  Hacienda  pública 
para  que  lo  remita  á  ia  Dirección  general  de  Rentas  Estancadas,  ^u.  estas 
actuaciones,  que  se  fortparán  en  el  puerto  de  la  descarga  con  audiencia 
instructiva  del  representante  de  la  Hacienda, se  harán  constar  cuantos  re- 
quisitos y  formalidades  determina  el  Código  de  Comercio  como  necesarios  á 
ju^titicar  los  espresados  siniestros,  sin  embargo  de  lo  cual  el  contratista 
será  responsable  de  la  parle  que,  según  la  liquidación  y  repartimiento  quti 
se  qonsignarán  en  las  mencionadas  diligencias  y  deberá  aprobar  el  Tribu- 
nal, corresponda  á  los  Capitanes,  patrones  ó  navieros:» 

Visto  el  otício  que  en  18  de  febrero  de  1863  pasó  la  empresa  de  con- 
ducciones marítimas  de  sal  á  la  Dirección  general  de  Rentas  Estancadas 
manifestando  que  tenia,  noticias  de  que  el  vapor  Jovellanos^  que  salió  dei 
San  Fernando  en  8  del  mismo  mes  conduciendo  4,640  quíntales  de  sal 
para  Gijon,  y  2,000  para  Santander,  había  varado  al  entrar  en  el  puerto 
del  primer  punto:  que  hizo  agua  y  hubo  necesidad  de'  descargarle;  y  que 
á  fin  de  evitar  perjuicios  rogaba  que  se  dieran  las  órdenes  oportunas  á  la 
Administración  de  Gijon  para  que  ios  2,000  quintales  fueran  admitidos  á 
cuenta : 

Visto  el  pirte  que  en  5  de  marzo  inmediato  dio  la  Administración 
priocipal  de  Hacienda  pública  de  Oviedo  á  la  Dirección,  de  que  había  ter- 
minado en  el  día  anterior  en  los  almacenes  de  Gíjon  la  entrega  de  sal  con- 
ducida por  el  vapor  Jovellanos,  resultando  la  notable  falta,  con  ocasión 
del  envaramiento,  de  2,000  quintales  que  se  destinaban  al  alfolí  de  San^» 
tander,  y  130  mas  para  el  completo  de  los  4,640  destinados  á  los  almace- 
nes del  depósito  de  Gijon: 

Visto  el  escrito  que  el  representante  del  contratista  dirigió  al  Goberna-* 
dor  de  Ja  provincia  de  Oviedo  en  29  de  mayo  de  1863,  acompañando  un 
certiücado  espedido  por  Escribano  público,  que  contiene: 

i.®  La  escritura  de  protesta  hecha  en  15  de  febrero^róximo  anterior 
por  D.  Juan  Ferrandiz,  Capitán  del  vapor  Jovellanos,  en  que  espresó: 

Que  hallándose  en  Cádiz  con  el  referido  buque,  bien  provisto  y  equipa* 
do  de  todo  lo  necesario,  recibió  á  su  bordo  un  cargamento  de  sal,  tabaco  y 
otros  efectos,  con  destino  á  la  Corona,  Gijon  y  Santander: 

Que  salió  de  Cádiz  con  tiempo  á  propósito  en  8  del  ipnencionado  febrero 
y  fondeó  el  12  sin  la  menor  novedad  en  la  Coruña  ,  donde  entregó  el  car^ 
gamento  que  para  aquel  punto  había  conducido: 

Que  continuó  su  viaje  con  rumbo  á  Gijon,  y  en  la  tarde  de!  13  penetra 
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«D  la  concha  de  este  puerto,  donde  salió  una  lancha  que  le  prioveyó  de 
práctico,  quien  le  manifestó  que  no  podía  entrar  en  el  puerto  por  el  mu- 
cho calado  del  buque,  motivo  por  que  fondeó  an  la  misma  concha  y  en  el 
sitioque  el  práctico  le  señaló: 

Que  al  siguiente  día  U,  al  amanecer,  dió  prmcipio  por  medio  de  lan- 
chas y  gabarras  al  alijo  de  la  sal,  y  continuó  en  él  hasta  tas  diei  y  media 
de  la  mañana  del  ^5,  en  que  viendo  que  el  buque  había  quedado  con  el 
calado  de  10  pies  y  medio  ingleses,  preguntó  al  práctico  si  podia  entrar 
sin  riesgo  en  el  puerto;  y  como  le  contestase  afirmativamente,  le  previno 
que  se  pusiera  de  acuerdo  con  el  consignatario  D.  Juan  Alvargorizafez  por 
sí  le  convenia  que  se  realizase  la  entrada: 

Que  el  práctico  marchó  á  tierra  y  volvió  á  bordo  con  orden  de  que  el 
hudue  penetrara  en  el  puerto,  y  con  acuerdo  del  mismo  sugeto  mandó  el 
¿apilan  levar  el  ancla;  y  cuando  el  vapor  iba  enfilado  á  las  bocas  del  puer- 
to tocó  de  pronto  en  las  peñas,  quedando  encallado  y  varado  sobre  las 

mismas:  j.       .  •  ^    •         i     . 

Que  se  adoptaron  cuantas  disposiciones  pi^eviene  el  arte  para  conser- 
varte en«buena  situación,  y  últimamente  fué  resuelto  en  junta  de  Oficia 
les  arrojar  parte  de  la  sal  al  mar  á  fin  de  poner  á  flote  el  buque: 

Que  sin  embargo  hizo  agua,  sin  que  alcanzaran  á  aminorarla  las  bom- 
bas, por  lo  que  se  continuó  en  el  alijo  y  descarga  por  medio  de  gabarras 
y  de  lanchas  de  dos  buques  que  se  habían  puesto  al  costado  para  evitar  en 
lo  posible  mayor  avería;  y  concluyó  significando  que  hacia  la  protesta  á 
lin  de  (que  no  se  le  imputaran,  ni  á  su  tripulación,  las  pérdidas,  averías, 
daños  y  perjuicios:  ,....» 

2.®  Una  justificación  hecha  con  cuatro  testigos,  previa  citación  del 
Proiriotor  fiscal  y  de  los  recibidores  de  la  carga;  por  tnedio  de  la  cual  acre- 
ditó cuanto  había  consignado  en  la  protesta  respecto  al  envaramiento 
del  buque  y  de  la  falta  de  sal,  por  haber  entrado  el  agua  en  la  bodega  de 
proa,  en  donde  se  hallaba. 

En  virtud  de  estos  documentos,  el  mencionado  representante  del  con  • 
Iratista  pidió  que  se  cursara  un  escrito  de  la  misma  fecha,  que  acompaña- 
ba, para  el  Ministro  de  Hacienda  con  la  solicitud  de  qne  se  diera  por  he- 
cha la  entrega  del  cargamento  de  sal  que  conducía  el  vapor  Jovélldnos 
para  los  puertos  de  Gíjon  y  Santander,  ó  en  otro  caso  se  decilarasef  que 
era  de  cuenta  de  la  Hacienda  pública  la  falla  y  pérdida  de  los  2,130  quin- 
tales que  no  recibieron  aquellos  alfolíes,  y  por  consiguiente  no  se  exigiera 
del  coutralisla  de  conducciones  marítimas  el  reintegro  ó  abono  de  su 

vito  otro  certificado  espedido  por  Escribano  público,  con  referencia  al 
espediente  seguido  en  el  Juzgado  de  Comercio  de  Gijon,  en  el  que,  después 
del  exáinfen  de  varios  testigos,  aparece: 

!.•    El  dictamen  del  Promotor  fiscal,  quien  sienta  las  proposiciones  si- 

Que  la  mar  estaba  bella  el  15  de  febrero  cuando  el  vapor  Jof>ellahog 
tocó  en  las  piedras  á  su  entrada  en  el  puerto  de  Gijon: 

Que  tos  vapores  de  su  porte  fondean  y  descargan  en  la  concha,  por- 
que de  entrar  en  el  puefto  se  esponen  á  siniestros,  y  para  evitarlos  el 
mismo  Jovellanos  no  había  pasado  de  aquel  sitio;  y  que  la  entrada  de 
este  buque  en  el"  puerto  parece  que  tan  soló  lüvt)  ñor*  objeto  evitar  al 
cotttríitísta*  los"  gastos  que  se  ocasionaban  de  hacer  la  descarga  conga- 
barras: 
2.«»    El  atrio  dadopór  elTributíal  dé  Comcírcio  en'13  de  jubiode  1864, 
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que  cuDlíene  la  decisión  que  á  con  ti  o  u  ación  se  espresa  :  aSe  aproebrí^ 
cuanto  há  lugar  en  derecho  las  lustiücaciones  ejecutadas  por  D.  Juan  Per* 
randiz,  Capitán  del  vapor  Jovellanos,  v  por  el  contratista  de  conducciones 
maritimas  de  sal;  y  se  declara  que  la  falta  ó  pérdida  de  los  2J30  quintales 
que  el  buque  conduela  para  los  puertos  de  Gijon  y  Santander  procedía  da 
haberse  desleído  la  sal  con  el  agua  que  penetró  en  el  vapor,  por  efecto  del 
encallamiento  que  sufrió  en  las  peñas  eM5  de  febrero  de  1863^  al  verilear 
su  entrada  en  el  puertp:» 

Visto  el  que  últimamente  presentó,  espedido  por  el  Comandante  mili-« 
tar  de  Marina  de  la  provincia,  con  referencia  al  espediente  formado  en 
aquella  dependencia,  del  que  resulta  que  fué  un  incidente  casual  el  enva* 
ramieoto  del  buque,  sin  que  pese  responsabilidad  alguna  contra  el  Capitán 
D.  Juan  Ferrandiz  por  haber  cumplido  con  su  deber  en  todo  lo  que  estuvo 
á  sus  alcanzes: 

Vista  la  Real  orden  de  30  de  marzo  de  1865,  en  la  cual,  y  de  confor- 
midad con  el  parecer,  de  (a  Dirección  general,  se  declaró  responsable  al 
contratista  de  los  2,i30  quintales  de  sal  perdidos  á  causa  del  encallamieotd 
del  vapor  Jovellanos  al  penetrar  en  el  puerto  de  Gijon: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licen- 
ciado p.  Carlos  Espinosa  de  los  Monteros,  á  nombre  de  la  sociedad  Crédito 
Moviliario  Barcelonés,  pidiendo  que  se  deje  sin  efecto  la  Real  orden  ante- 
rior, y  se  declare  que  le  son  abonables  como  entregados  en  sus  respectivos 
deslrnos  los  2;  130  quintales: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  consulte  la  ab- 
solución de  la  demanda  y  la  confirmación  de  la  Real  orden  que  por  la  mis- 
ma se  impugna: 

Vista  la  condición  32  del  pliego  general  para  la  contrata  de  conduccio-* 
oes  marítimas  de  sal  entre  la  Hacienda  pública  y  la  sociedad  titulada  Cre< 
dito  Jtíoviliario  Baroelonés,  la  cual  previene  que  se  abonarán  al  contra^ 
tista  las  faltas  que  provengan  de  averias  comunes  ó  de  naufragios,  siem- 
pre que  justifique  plenamente  estos  siniestros  y  las  causas  inevitables  qua 
ios  produjesen: 

Considerando  que  reducida  la  cuestión  de  este  pleito  á  determinar  si 
la  avería  sufrida  por  el  vapor  Jovellanos  fué  inevitable,  ó  bien  debida  á  la 
imprudencia  del  Capitán,  basta  para  resolverla  con  acierto  apelar  á  los  he- 
chos que  la  precedieron,  respecto  á  los  cuales  están  las  partes  de  acuerdo; 

Considerando  que  habiendo  llegado  el  buque  á  las  aguas  de  Gijon  coa 
mar  bella  y  tiempo  bonancible,  el  Capitán  ,  respetando  el  peligro  qua 
siempre  ofrece  el  paso  á  la  dársena,  especialmente  para  los  barcos  de  cier« 
to  calado,  fondeó  según  costumbre  en  la  coocha,  donde  alijó  la  mayor  par- 
te del  cargamento  sin  obstáculo -de  ninguna  especie,  y  donde  sin  duda  al- 
guna habría  descargado  el  resto  si  motivos  especiales,  que  aunque  no  sa 
esplican  se  dejan  bien  traslucir,  no  te  hubiesen  decidido  á  intentar  la  en- 
trada en  el  puerto: 

Considerando  que  Ja  simple  relación  de  estos  antecedentes  demuestra 
hasta  la  evidencia  que  la  varada  del  vapor  nada  tuvo  de  casual  ni  fué  pro- 
ducida por  una  causa  inevitable,  puesto  que  el  peligro  estaba  previno  y 
pudo  el  Capitán  evitarlo  habiendo  permanecido  en  la  eonclia  y  termina n'-» 
do  a!lí  la  descargl^a: 

Considerando  que  los  procedimientos  del  Juzgado  de  Marina  y  el  fallo 
"que  en  ellos  se  pronunció  absolviendo  de  responsabilidad  al  Ca  pata  o  del 
vappr  no  puedep  invocarse  aquí  como  un  prejuicio  en  su  favor,  porque 
se^UD  la  ley  10,  tít.  7/,  libro  6/  de  la  ISovfsima  Recopilación,  el  conocí ■« 
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mií»nfo  del  Juzgado  militar  de  Maríoa  se  limita  á  la  parle  facullaliva  y  cri- 
mina) del  suceso,  y  do  le  es  dado  eoteoder  en  las  respousabilídades  civi- 
ios  que  de!  mismo  hecho  se  derivan; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración, 
y  en  conürmar  la  Real  orden  de  30  de  marzo  de  1865. 

Dado  en  Palacio  á  dos  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  miel 
Seéretario  accidental  delGoosejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  re- 
solución final  en  la  instancia  y  autosá  que  se  refiere;  que  se  una  á  los 
mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  parles  y  se  inserte  en  la  Gaceta]  de 
que  certifico. 

Madrid  9  de  febrero  de  1867. — ^José  de  Grijalva. -(Publicada  en  la 
iraeeta  de  26  de  marzo  de  1867.) 


S6. 

fSenteneia  (1  de  febrero  de  1867.). — Caducidad  de  un  coto 
MiNBRo. — Se  confirma  la  sentencia  diclaiída  por  el  Consejo  provin- 
cial de  Oviedo,  en  el  pleito  entre  la  sociedad  minera  Lada,  Villar^ 
Santa  Bárbara  y  Turón  y  la  Administración,  y  se  resuelve: 

1.*  Que  no  estando  poblado  un  coto  minero  en  los  lérminos  que 
la  letf  establece^  se  tiene  por  abandonado: 

2.*  Que  el  mal  estado  de  unas  vías  de  comunicación  y  el  poco 
calado  de  un  puerto  que  dificulten  la  estracdon  de  minerales,  no 
pueden  reputarse  como  fuerza  mayor  que  imposibilite  el  laboreo,  mu- 
cho mas  siendo  estos  obstáculos  constantes  y^conocidos  del  concesiona- 
rio cuando  pidió  y  obtuvo  la  propiedad  de  las  minas; 

Y  3.°  que  á  ios  espedientes  de  grupos  ó  cotos  mineros  son  apli- 
cables  las  reglas,  condiciones  y  garantías  establecidas  para  los  de 
investigación  y  de  registro. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

((En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  grado  de  apeia- 
c  on,  entre  parles,  de  la  una  la  sociedad  minera  Lada,  Villar,  Santa  Bar- 
taray  Turón,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Manuel  María  del  Valle, 
apelante,  y  de  la  otra  la  Adjuinistracion  general,  apelada  y  representada 
por  mi  Fiscal;  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  una  sentencia  dictada 
por  el  Consejo  provincial  de  Oviedo,  que  confirmó  el  decreto  de  caduci  - 
dad  del  coto  minero  llamado  Valle  de  Turón: 

Visto; 

Visto  el  espediente  gubprnativo,  del  cual  resulta: 

Que  en  16  de  agosto  de  1864  D.  Pedro  José  Gasset  acudió  ante  el  Go- 
bernador de  la  provincia  de  Oviedo  jíresentando  solicitud  de  registro,  por 
denuncio,  con  arreglo  á  la  ley,  á  un  coto  minero  de  carbón,  compuesto  de 
60  pe/teneneías,  con  el  nombre  de  Valle  de  Turón  y  sus  pueblos,  fun- 
dándose en  que  otro  coto  concedido  anteriormente  en  el  propio  terreno  á 
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D.  Carlos  Thibolel  se  hallaba  en  condiciones  de  caducidad  por  no  haber 
sido  laboreado  ni  poblado  desdo  la  fecha  de  su  posesión;  y  dada  vista  de  ' 
este  escrito  al  concesionario,  se  opuso  al  denuncio  en  consideración  á  que 
desde  el  acto  posesorio,  que  tuvo  lugar  en  10  de  noviembre  de  !863,  lia- 
bia  dado  al  referido  coto  minero  llamado  Valle  de  Turón  todo  el  pueble- 
legal,  y  pagado  los  derechos  de  superficie;  alegando  además,  como  causas 
de  fuerza  mayor,  la  falta  de'  vías  de  conducción  para  el  arrastre  del  car- 
bón, y  el  poco  calado  del  puerto  de  Gijon  á  que  era  preciso  conducirlo: 

Que  practicado  reconocimiento  del  terreno  en  10  de  junio  de  1865  por 
el  Ingeniero  Jefe,  después  de  manifestar  el  mismo  las  labores  hechas  en  el 
coto  denunciado,  añadió  ser  evidente  que  atendrda  la  época  trascurrida 
desde  que  fué  dada  posesión  al  concesionario,  y  teniendo  presente  los  tra- 
bajos ejecutado^,  no  alcanzaban  éstos  á  cubrir  el  pueble  legal,  por  mas 
qae  fuesen  en  eslremo  atendibles  las  razones  que  alegó  en  su  defensa  el 
concesionario;  y  sin  mas  trámites  decretó  el  referido  Gobernador  en  sti 
vista^  en  4  de  julio  siguiente,  la  caducidad  del  espresado  coto  minero,  y  la 
admisión  del  registro  intentado  por  denuncio  del  propio  coto; 

Vista  la  demanda  presentada  en  su  virtud  ante  el  Consejo  provincial 
de  Oviedo  por  el  mencionado  D.  Carlos  Thibolet,  como  socio  gerente  de 
la  sociedad  minera  Lada,  Villar ^  Santa  Bárbara  y  J¡uron,  á  la  que  habia 
trasmitido  sus  derechos,  con  la  pretensión  de  que  se  revocase  el  espresa- 
do decfelo  del  Gobernador,  y  se  amparase  al  demandante  en  la  posesión  del 
coto  de  que  se  trataba: 

Vista  la  contestación  del  representante  de  la  Administración,  con  la 
solicitud  de  que  fuera  desestimada  la  demanda,  con  iriiposicion  de  costas: 
Vista  la  sentencia  que  sin  mas  trámites,  y  sin  que  hubiese  salido  á  los 
autos  el  denunciante,  aunque  fué  citado  al  efecto,  djclóel  referitlo  Conse- 
jo provincial  en  i3  de  abril  de  1866,  por  la  que  se  absolvió  á  la  Adminis- 
tración de  la  demanda  propuesta: 

Vistos,  el  recurso  de  apelación  que  contra  la  espresada  sentencia  in- 
terpuso la  indicada  sociedad  minera,  y  el  auto  en  que  le  fué  admitido: 

Visto  el  escrito  de  mejora  de  apelación  presentado  ante. el  Consejo  de 
Estado  por  la  referida  "sociedad,  representada  por  él  Licenciiido  D.  Fran- 
cisco Canalejas,  reemplazado  después  por  el  Lefrado  D.  Manuel  María  del 
Valle,  en  que  pide  que  se  revoque  el  citado  fallo  del  inferior,  se  mande 
cancelar  la  espresada  solicitud  de  denuncio^  y  se  declare  que  tiene  dere- 
cho la  sociedad  apelante  á  continuar  en  el  goce  y  posesión  de  las  pertenen- 
cias mineras  en  cuestión: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  conürme 
la  sentencia  apelada: 

Visto  el  párrafo  2.®  del  art.  50  de  la  ley  ác.  6  de  julio  de  1859, 
que  dice:  dPara  que  se  consideren  pobladas  ó  én  actividad  las  minas,  es- 
coriales, terreros  ó  investigaciones,  han  de  tener  cuatro  operarios  por  ra- 
zón de  cada  pertenencia  durante  la  mitad  del  año:i> 

Visto  el  párrafo  quinto  del  art.  42  del  reglamento  de  5  de  febrero  de 
IS63,  en  que  se  dispbne  que  son  aplicables  á  los  espedientes  de  cotos  mi- 
neros y  á  su  instrucción  todas  las  regias,  condiciones  y  garantías  que  se 
establecen  en  la  ley  y  en  el  reglamento  para  los  espedientes  de  investiga- 
ción y  de  registro: 

Vistos  los  artículos  65  y  66  de  la  citada  ley,  y  el  70  del  referido  re- 
glamento: 

Considerando  que  se  halla  justificado  el  abandono  del  coto  minero, 
porque  según  ha  informado  el  Ingeniero  los  trabajos  ejecutados  no  alean- 
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ittD  á  cubrir  el  pueble  lega J;  y  por  parte  del  coocesíoDario  ni  se  ha  iotea* 
'tado  probar  que  ha  tenido  cuatro  trabajadores  por  cada  perten^Dcia  du- 
rante la  mitad  del  año: 

Considerando  q^ue  el  mal  estado  de  las  vías  de  comunicación  y  el  poco 
«alado  del  puerto  de  Gijon,  que  dificultan  la  estraccion  de  minerales,  do 
pueden  reputarse  como  fuerza  mayor  que  imposibilitara  el  laboreo,  sien* 
do  además  estos  obstáculos  constantes,  y  conocidos  del  concesionario 
cuando  pretendió  y  obtuvo  la  propiedad  de  las  minas: 

Considerando  que  si  bien  el  denuncio  se  presentó  á  los  nueve  meses  de 
haberse  dado  la  posesión,  al  practicarse  el  reconocimiento  por  el  Ingenie- 
ro habia  ya  trascurrido  ei  año  sin  que  se  hut)iesen  hecho  las  labores  qua 
la  ley  exige: 

Considerando  que  á  los  espedientes  de  grupos  ó  cotos  mineros  son 
aplicables  las  regias,  condiciones  y  garantías  establecidas  para  los  de  iu- 
yesti^acíon  y  de  registro; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  conürmar  la  sentencia  dictada  por  el  Conse- 
jo provincial. 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricado  de  la  Real  maño.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narval.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  éelebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
íinal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere ;  que  se  una  á  los  n)ismos,  se 
DOtifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  46  de  febrero  de  1867.— José  de  Grijal va.— (Publicada  en  la 
Gucéta  de  24  de  marzo  de  1867.) 


AnioriKAcion  (5  tle  abril  de  4867.).— Pérdida  dk  ganado. 
— Se  confirma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Cuen- 
ca en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de 
Cañete  para  procesar  á  D.  Rafael  Montero,  Regidor  Síndico  del 
Ayuntamiento  de  Alcalá  de  la  Vega,  y  se  resuelve: 

Que  (umple  con  su  deber  v  obra  en  justicia  el  Regidor  Sindico 
que  espulsa  un  ganado  de  un  término  por  no  haber  guarda  munici- 
pal que  lo  verificase,  y  denuncia  el  hecho  ante  el  Alcalde  respectivo, 
sin  que  deba  responder  áe  la  pérdida  de  alguna  res  que  pudiera  es- 
íraviar  al  ahuyentarlas,  pues  de  este  estravio  son  responsables  los 
pastores  que  debieron  cuidar  del  ganado. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Cuenca  ha 
negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Cañete  la  autorización  paraproce- 
sar  á  D.  Rafael  M^iotero,  Regidor  Síndico  del  Ayuntamiento  de  Alcalá  de  la 
Vega,  del  cual  resulta: 

Que  el  9  de  enero  de  1865  el  espresado  Rafael  Montero  encontró  varias 
cabezas  de  ganado  pastando  en  terrenos  de  la  jurisdicción  de  Alcalá  de 
la  Vega;  y  habiéndole  dicho  los  pastores  que  los  ganados  eran  de  unos  ve- 
cinos del  inmediato  pueblo  del  Cubillo,  los  ahuyentó  de  aquel  sitio: 
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Que  el  referido  Montero  denunció  el  hecho  al  Alcalde  de  Alcalá,  y  en 
su  virtud  se  practicaron  en  la  Alcaldía  las  primeras  diligencias,  que  luego 
se  remitieron  al  Juzgado: 

Que  lo» dueños  de  los  ganados  guardaron  silencio  hasta  el  29  de4  pro- 
pio mes  de  enero,  que  denu ociaron  al  Alcalde  de  Cubillo  que  de  resultas 
áñ  haber  lanzado  á  los  rebaño»  del  terreno  en  que  pastaban  se  hablan  es- 
tfaviad»  cuatro  reses  y  lastimado  dos: 

Que  admitida  la  denuncia,  y  practicadas  diligencias  en  averiguación, 
primero  por  el  Alcalde  de  CuLiito  y  p(»áteriurmente  por  el  Juzgado  de  Ca- 
ñete, se  supo  que  en  efecto  Rafael  Montero,  Síodico  de  Alcalá  de  la  Vega, 
habia  encontradoy  espulsado  de  los  términos  jurisdiccioDales  de  Alcalá 
las  rases  en  cuestión;  pero  sin  que  en  tal  operación  se  hubiera  estraviado 
ninguna  de  aquellas»  cuyo  paradero  no  se  Ojo  con  cerieza  por  los  dueños, 
que  aseguraron  no  creían  que  hubieran  sido  detenidas  por  Montero: 

Que  el  Juez  pasó  la  causa  al  Promotor  tíscal,  el  cual  fué  de  dictamen 
que  el  Síodico  de  Alcalá  de  la  Vega  habia  cometido  un  abuso  penado  eu 
el  art.  313  del  Código,  pues  que  no  debió  lanzar  al  ganado  atropellada- 
mente, con  loque  pude  dar  motivo  al  éstravío  de  las  reses  que  desapare < 
cieron  después: 

Que  el  Juez,  de  conformidad  con  lo  espueslo  por  el  Promotor  fiscal,  so- 
licitó la  autorización  para  procesar  á  Rafael  Montero  por  el  concepto  ícdí- 
cado,  y  por  estar  probado.en  el  espediente  que  al  espuisar  el  ganado  habia 
obrado  coa  el  carácter  de  Regidor  Síodico  del  Ayuntamiento  de  su  pueblo: 

Por  último,  que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo 
provincial,  oe^ó  ia  autorización  fundándose  en  que  adeniás  de  haber  el 
Síndico  cumplido  con  su  deber  espul:$ando  las  reses,  no  aparece  probando 
que  existiesen  las  que  se  decían  estraviadas  el  día  en  que  ocurrió  el 
suceso: 

Considerando  que  Rafael  Montero  en  su  cualidad  de  Síndico  cumplió 
un  deber  espulsando  el  ganado  del  término  de  Alcalá,  por  no  haber  allí 
guarda  municipal  que  lo  ejecutase,  y  obró  en  justicia  denunciando  el 
tiecho  ante  el  Alcalde  respectivo: 

Considerando  que  la  pérdida  de  las  cuatro  reses,  en  el  caso  de  juslifí- 
carse  debidamente,  debe  imputarse  á  los  pastares  que  las  guardaban,  los 
cuales  permanecieron  impasibles  al  ver  que  sacaban  sus  ganados  del  sitio 
en  que  estaban; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Go- 
bernador. 

Dado  en  Palacio  á  cinco  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
£stá  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  iO  abril  de  1867.) 


«9. 

SenCeneia  (7  de  febrero  de  d867.). — Tasación  de  unas  fin- 
GAa.«-«Se  absuelve  ¿  la  AdministractoQ  de  la  demanda  interpuesta 
por  la  compania  concesionaria  del  ferro-carril  de  Tudela  á  Bilbao 
contra  la  Heal  orden  de  S9  de  agosto  de  1862;  se  cootirma  ésta  en 
parte,  y  se  resuelve: 
1.®    Que  nombrado  por  el  Juez  un  tercer  perito  en  discordia 
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para  la  lalación  de  unos  terrenos  expropiados  para  obras  públicas . 
y  no  recusándolo  7iinguna  de  las  partes,  jii  alegándose  que  carezca 
de  aptitud  legal  para  hacer  la  valoración ,  no  puede  después  recla^ 
marse  contra  la  tasación  que  dicho  perUo  hag($; 

Y  2.°  que  no  pueden  repararse  en  vía  contenciosa  los  agrUvim 
que  se  esperimenten  en  la  tasación  de  bienes  espropiaáos,  cuando 
esos  agravios  no  se  han  reclamado  oportunamente  en  la  vía  jfuter- 
naliva. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«Eq  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia  entre  partes,  de  la  una  el  Dr.  D.  Pedro  Gómez  de  la  Serna,  en 
nombre  de  la  Compañía  concesionaria  del  ferí-o-carrilde  Tudela  á  Bilbao, 
demandante,  y  de  la  otra  mí  Fiscal,  representando  á  la  Administración 
íjeneral  del  Estado,  demandada,  y  como  coadyuvante  de  la  misma  Don 
Pedro  García  Cid,  vecino  de  Haro,  provincia  de  Logroño,  representado 
por  el  Licenciado  D.  Evaristo  García  Abifenzo,  sobre  revocación  de  la  Real 
orden  de  29  de  agosto  de  1862,  espedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  , 
que  declaró  válida  la  tasación  de  ciertas  tincas  de  la  espresada  villa: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  los  propietarios  de  terrenos  de  la  villa  de  Haro,  que  debían  ser 
expropiados  para  lus  obras  del  ferro- carril  de  Tudela  á  Bilbao  convinieron 
con  la  indicada  empresa  en  que  la  espr^>piacion  se  hiciese  sin  la  previa 
tasación,  aunque  á  calidad  de  que  ésta  se  veriticase  después  por  los  trá- 
mites correspondientes: 

Que  llegado  este  caso  y  hecho  el  nombramiento  respectivo  de  perito» 
pop  las  partes,  algunos  propietarios  se  conformaron  con  la  tasación 
dada  por  el  perito  de  la  empresa,  pero  otros  la  impugnaron  y  fué  preciso 
acudir  á  un  tercero  en  discordiíi;  mas  por  falta  de  conformidad  en  la  per- 
sona en  quien  debía  recaer  la  elección,  hrzo  el  nombramiento  el  Juez  de 
primera  instancia  de  Haro  en  favor  del  Agrimensor  D.  Perfecto  Araico, 
Catedrático  del  Instituto  provincial  dé  Vitoria;  nombramiento  que  se  puso 
en  conocimiento  de  las  partes  y  contra  el  cual  nada  se  alegó: 

Que  este  tercer  perito  verificó  la  tasación  en  noviembre  de  1861,  ma- 
nifestando que  siendo  viñedos  en  su  mayor  parte  las  fincas  juslipreciadag, 
y  no  pudiéndose  calcular  su  valor  intrínseco  por  su  producto  en  renta, 
por  no  ser  costumbre  en  el  país  dar  en  arriendo  terrenos  de  esa  natura- 
leza, había  tenido  que  recurrir  á  indagar  sus  rendimientos,  y  añadiendo 
que  respecto  de  los  precios  de  las  ventas  de  viñedos  celebradas  en  eí  últi- 
mo quinquenio  se  observaba  una  desigualdad  sumamente  desproporcio- 
nada, lo  cual  debía  ser  efecto  de  la  gran  escasez  de  cosechas  habidas 
en  los  últimos  años  á  consecuencia  de  la  epidemia  que  sufrían  las  vi- 
ñas, razones  por  las  que  no  le  pareíííó  que  debía  tomar  como  base  princi- 
pal de  sus  operaciones,  sino  como  término  comparativo  á  que  referir  sus 
cálculos,  el  precio  medio  tie  ías  ventas  reíllizadas  en  aquel  quinqueihio;  y 
por  último,  relativamente  al  molino  harinero  de  D.  Benito  Mark  Yi^aoeo, 
apreció  su  demérito  por  la  ocupación  total  de  una  huerta  contigua t 

Que  en  25  del  propio  mes  pidió  ol  apoderado  de  la  empresa  que  s^  le 
entregasen  las  diligencias  de  tasación  para  examinarlas,  á  lo  cual  se  negó 
el  Juzgado  de  Haro,  si  bien  dispuso  que  se  pusiese  eí  espediente  de  ma^ni'- 
üesto,  á  ñn  de  que  los  interesados  sacasen  del  mismo  las  notas  y  copias 
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que  necesitaren  eo  el  lérrqíno  de  26  días  que  concedió  al  efecto;  providen- 
cia de  la  que  se  alzó  la  empresa,  pero  el  Juez,  en  virtud  de  haber  cesado 
ms  atribucioDes,  remitió  los  autos  bl  Guberuador  de  la  provincia  á  loa 
efectos  oportunos:   ' 

Que  eo  31  de  enero  de  1$(fó  pasó  el  espediente  original  al  Director 
geoerai  de  la  Gompañia,  la  cual  acusó  el  recibo  en  3  de  febrero  inmedia- 
to posterior;  pero  en 2  del  mismo  mes  acudió  al  Gobernador  de  la  pro- 
vincia O.  Pedro  García  Cid.  dueño  del  coto  redondo  llamado  la  Serna  ,  una 
(le  las  fincas  espropiadas,  solicitando'que  se  obligara  á  la  empresa  al  pago 
de  las^  mismas  y  petición  que  renovó  en  i  4  del  propio  mes,  y  enterada  la 
Compañía,  contestó  ésta  en  26  siguiente,, ofreciéndose  ^  depositar  el  im- 
porte de  la 'tasación ,  hasta  que  se  decidiese  el.  incidente  de  agravios^  por- 
que para  ello  necesitaba  que  se^diese  órdjén  al  Alcalde  de  la  villa  de 
Haro,  á  fin  que  se  facilitasen  al  representante  de  la  Compañía  unas  certi- 
ficaciones relativas  á  la  cartilla  de  evaluación  y  estadística  de  la  riqueza 
territorial :  ' 

Que  esta  óráen  se  comunicó  al  Alcalde;  pero  D.  Pedro  García  Cid  se 
negó  entretanto  á  conformarse  con  el  depósito  ofrecido  por  la  empresa» 
fa  cual  manifestóen  iO  de  marzo  siguiente  que  no  habia  hecho  la  esposi- 
cion  de  agravios,  porque.uoo  de  los  Vocales  ae  la  Comisión  se  hallaba  auseo> 
le  y  otro  enfermo  : 

Que  se  volvió  a  quejar  al  Gobernador  el  propietario  García  Cid  ,  y  en 
su  consecuencia  se  escitó  el  celo  déla  eofipresa ;  y  habiendo  reclamado  de 
nuevo  el  interesado  ,  la  empresa  se  escusó  con  la  falta  de  datos  estadísti- 
cos :  y  el  Alcalde  de  Haro  en.7  de  abril  inmediato  posterior  manifestó  que 
no  se  le  habia  pedido  absolutamente  ningún  dato  desde  que  se  le  en- 
cargó que  facilitase  los  neqesarios  : 

Que  D.  Pedro  García  Cid  acudió  por  fin  en  queja  á  la  Dirección  generad 
de  Obras  públicas  ,'y  pedido  en  12  de  Junio  siguiente  el  espediente  de  ta- 
sación reca>ó  la  Real  orden  de  29  de  agosto  de  1862  ,  por  la  que  conside- 
rando que  la  empresa  ie  hallaba  en  posesión  de  los  terrenos  espropiados  y 
que  la  tasación  de  los  mismos  se  habia  verificado  por  un  perito  ,  tercero 
eo  discordia  ,  llenando  todos  los  requisitos  exigidos  por  las  disposiciones 
vigentes  sobre  el  particular,  se  declaró  válida  la  tasación  referida  y  la 
de  las  demás  ñocas  que  se  hallaiban  en  el  mismo  caso,  y  se  dispuso  que 
se  entregase  su  valor  á  los  propietarios,  reservando  á  la  empresa  su  dere- 
cho para  entablar  ante  los  Tribunales  ordinarios,  si  fuesen  admisibles, 
los  recursos  que  creyera  convenientes  sobre  sí  era  ó  no  escesivo  el  precio 
asignado  en  lá  tasación  á  las  fincas  meúcíooadas  : 

Vista  la  demanda  interpuesta  ajte  el  Consejo  de  Estado  por  et 
l)r.  D.  Podro  Gómez  de  la  Serna,  en  nombre  déla  Compañía  de  que  se 
trata,  con  la  solicitud  deque  se  revoque  la  precedente  ReaUórden  en 
que  se  aprobó  la  tasación  heclia  por  el'  tercer  perito ,  y  de  que  se  proceda 
en  su  consecuencia  á  nuevo  nombramiento  de  tercer  perito  ,  en  discor- 
dia, devolviéndose  en  su  caso  á  la  empresa  el,  esceso  que  indebida- 
mente hubiese  satisfecho  ; 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal,  pidiendo  la  absolucio» 
de  la  demanda  y  ía  confirmación  de  la  Real  orden  referida  : 

Vistos  el  otrosí  del  mismo  escrito  en  que  pretendió  se  hiciese  saber  en 
forma  la  existencia  de  estos  autos  á  todos  y  á  cada  uno  de  ios  propietario!» 
cuyos  espedientes  abraza  la  Real  orden  impugnada,  á  fin  de  que  compa- 
reciesen en  ellos  si  les. convenia ;  y  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencio- 
so en  que  así  se  acordó; 
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Visto  el  escrito  presentado  por  el  Liceocjado  D.  Evaristo  García  Abien  - 
r.o ,  en  nombre  de  D.  Pedro  Garcia  Cid ,  adaiitido  como  parte  en  concepto 
de  coadyuvante  de  la  Admíoistracipn » iDtefpooiendo  la  misma  pretensioa 
de  mi  Fiscal  y  la  de  la  imposición  de  gastos  del  juicio : 

Vistos  los  escritos  de  iréplica  y  contrar^pijca ,  presentados  respectiva- 
mente por  las  partes: 

Visto  el  art.  7.*  de  la  ley  de  17  de  julio  de  i83$ ,  en  que  se  dispone 
<|U6  00  conviniéndose  las  partes  acerca  del  nombramiento  de  tercero  ea 
discordia  lo  hará  el  Juez  del  partido,  en  cuyo  caso  queda  á  los  •interesa- 
dos el  derecho  de  recusar  hasta  por  dos  veces  al  nombrad'» : 

Visto  el  art.  9.**  del  Real  decreto  de  27  de  julio  de  1853,  que  dice: 
«En  la  tasación  de  toda  linca  se  especificará  su  ciase ,  calidad,  situación 
y  dimensiones  legales,  representadas  por  plano  ó  figura  de  la  parte  ocu- 
pada arreglada  á  la  escala  de  i  por  400 ,  y  con  vista  de  éstos  se  fijará  el 
valor  en  venta  y  renta  de  la  li oca,  coa  espresionde  todas  las  circunstan- 
<:ías  que  se  hayan  tenido  presentes  para  su  avalúo:» 

Visto  el  art.  I  i  del  citado  Real  decreto ,  en  que  se  dispone  que  la  tasa- 
ción se  comunicará  á  los  dueños  de  las  ñncas  valoradas  á  fio  de  que  ma- 
oilíeslen  al  Gobernador  su  conformidad  ó  espongan  de  agravios,  en  cuyo 
<:abO  resolverá  por  sí  ó  remitirá  las  reclamaciones  con  su  informe  á  la  Di  - 
reccion  de  Obras  públicas : 

Considerando  que  nombrado  D.  Perfecto  Araico  tercero  en  discordia 
por  el  Juez  de  primera  instancia ,  ni  fué  recusado  por  la  empresa  del  ferro- 
carril de  Tudela  á  Bilbao,  ni  se  alegó  por  ésta  que  carecía  de  aptitud  para 
hacer  el  avalúo,  sabiendo  que  debia  apreciar  el  demérito  del  molino  hari- 
nero de  Vlvanco,  pues  era  uno  de  los  punt'os  en  que  no  habían  estado 
conformes  los  peritos : 

Considerando  que  por  providencia  del  Juez  de  primera  instancia  de 
Haro  se  puso  de  manineslo  á  la  empresa  del  ferro-carril  el  espediente  de 
tasación  por  término  de  26  días ,  y  después  sé  le  entregó  por  orden  del 
Gobernador  el  citado  espediente  en  3  de  febrero,  conservándolo  en  su 
poder  hasta  el  26  de  junio  en  que  se  remitió  á  la  Direccipn  de  Obras  pú- 
blicas, de  modo  que  si  no  ha  espuesto  de  agravios  la  empresa  del  ferro- 
carril no  ha  sido  porque  no  se  le  haya  dado  audiencia,  sino  por  su  abandono 
en  alegar  los  perjuicios,  pues  tuvo  para  ello  en  su  poder  cinco  meses 
^1  espediente  y  se  le  facilitaron  por  la  Secretaría  del  Ayuntamiento  de 
Harb  las  noticias  que  había  pedido  para  justificarlos,  ai  mismo  tiempo  que 
Jos  propietarios  que  habían  sido  espropiados  hacían  repetidas  solicitudes 
para  que  se  aprobase  lu  tasación  ,  porque  no  habían  sido  reintegrados 
del  valor  de  sus  fincas  : 

Considerando  que  el  perito  nombrado  para  dirimir  la  discordia  ha  fijado 
en  la  tasación  el  valor  en  renta  y  venta  de  las  fincas,  según  se  dispone 
«n  el  art.  9.**  del  Real  decreto  de  27  de  julio  de  1853 ;  y  aunque  puainra 
haber  error  en  sus  apreciaciones ,  no  puede  repararse  en  la  vía  conten- 
ciosa por  no  haberse  reclamado  los  agravios  en  la  gubernatiya  : 

Couformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado  .  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  deman- 
da y  en  confirmar  la  Real  orden  de  20  de  agosto  de  1862  en  la  parte  que 
declaró  válida  la  tasación  y  dispuso  la  entrega  de  su  valor  á  los  propie- 
tarios. 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  febrero  de  lS67,~Está  rubricado  de  la  Real 

mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación..— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
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Secretario  ¿ccf dental  del  Consejo  de  Estado^  hallándose  celebrando  au- 
diencia pábJica  la  Sala  de  lo  contencioso,  acordó  que  se  leoga  como  reso  - 
lucion  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refíere;  que  se  una  á  los  mis- 
mos ,  se  notifique  en  forma  á  Jas  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta ;  de  que 
tífico. 

Madrid  i6  de  febrero  de  i867.^José  de  Gríjalva. — (Publicada  en  la 
Gaceta  de  10  de  abril  de  4867.) 


SO. 

Sentencia  (7  de  febrero  de  1867.).— Rescisión  de  un  con- 
trato DE  VEoTUARio.-^Se  absucivc  á  la  Admioistracioa  de  la  de- 
manda interpuesta  por  los  Síndicos  del  cohcbíso  de  D.  Miguel  Ji 
menez  Espejo  contra  la  Real  orden  de  S2  de  junio  de  186:2;  se 
confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

i  .•  Que  el  contralista  de  un  servicio  público  que  no  cumple  lo 
estipulado  dentro  del  tiempo  que  se  marcó,  pierde  la  cantidad  que 
depositó  para  tomar  parte  en  la  licitación^  que  debe  considerarse 
como  garantía  no  solo  de  ¿a  proposidon  sino  también  del  cumpli- 
miento del  contrato; 

Y  2/  que  no  existe  analogía  alguna  ni  par  su  índole,  ni  por  su 
objeto,  ni  por  su  estenslon,  etitre  la  abolida  confiscación  de  bienes,  y 
las  multas  convenidas  y  estipuladas  en  los  contratos  de  servicios  pú- 
blicos para  el  caso  de  no  cumplirse  ó  dJemorarse  su  cumplimiento. 

Doña  Isabel  II,  ele. 

«En  el  pleito  que  en  él  Consejo  de  Esttado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Cándido  Nocedad,  sus- 
tituido por  el  Licenciado  D.  Ramón  de  Nocedal,  á  nombre  de  D.  José  de 
Mesa  y  Flores  y  D  Pedro  Zuazubiscar,  síndicos  del  concurso  hecho  por  Don 
Mif^uel  Jiménez  y  Espejo,  contratista  de  vestuario  para  los  depósitos  de 
bandera  de  Ultramar,  demandantes,  y  de  la  otra  la  Administración  gene- 
ral, denoandada,  y  répreseotada  por  mi  Fiscal,  sobre  revocación  de  la 
Real  orden  de  22  de  junio  de  f862,  que  declaró  rescindido  el  indicado 
contrato: 

Visto: 

Vista  la  Real  orden  de  2  f  de  junio  de  f  860,  eb  que  se  mandó  que  se 
procediera  á  contratar  4,000  juegos  de  vestuario  que  necesitaban  los  de- 
pósitos de  bandera  y  embarqoe  para  Ultramar  establecidos  en  la  Penín- 
sula y  celebrada  la  subasta  en*28  de  obrero  de  i86l,  quedaron  remata- 
dos en  Jiménez  Espejo  7,000  blusas  de  cotela  de  bi lo,  listadas  de  azul  y 
blanco;  4,000  chanuetas  de  la  mi^ma  tela;  8,000  pantalones  de  idéntico 
lienzo  é  Fgualiayado;  42,000  camiáas  de  algodón;  4,000  gorras  de  cuar- 
tel, de  paño  azul;  8,000  toallas  de  hilo;  4,000  morrales;  4,000  pares  de 
tirantes;  4,000  cjiaquetas  interiores  de  bayeta  amarilla,  y  4,000  calzon- 
cillos de  la  propia  tela,  y  puso  en  poder  del  Jefe  de  la  Caja  general  de  Ul- 
tramar la  carta  de  pago  quef  acreditaba  el  depósito  de  90,000  rs.,  hecho 
en  la  Caja  de  Depósitos  en  garantía  de  su  proposición,  teniendo  á  la  vista 
los  pliegos  de  condiciones  aprobadas: 
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Vista  la  Real  orden  de  i 5  de* junio  de  186 i,  en  que  se  aprobó  la  con- 
trata bajo  las  mismas  condiciones: 

Vista  la  comunicación  que  el  Capitán  general  pasó  en  30  de  marzo  de 
i^^62  al  Mmisterio  deia  Guerra,  espresando  que  Jiménez  Espejo  solo  ba- 
bia  pr  sentado  los  efectos  subastados  en  los  depósitos  de  bandera  y  em- 
barque establecidos  en  la  Goruña  y  Gijon  después  de  veqgidos  los  plazos 
que  marcaba  él  art.  \0  del  pliego  de  condiciones,  y  que  se  le  desecburon 
en  la  Coruña  casi  todos  por  no  reunir  las  condiciones  de  la  contrata,  mo- 
tivo por  que  consultaba  sobre  lo  que  debier^  liacerse: 

Vista  así  bien  la  Real  orden  de  22  de  junio  del  citado  ano  de  1862, 
por  la  cual  se  declaró  rescindido  el  contrato  á  perjuicio  del  rematante, 
€00  pérdida  de  su  respectiva  fianza;  y  se  mandó  que  se  procediera  á  nue 
va  subasta,  siendo  resppnsabi^  el  contratista  de  la  diferencia  de  precios 
que  pudiera  báber  y  de  lo  demás  que  hubiese  podido  redundáí'  en  daño 
dei  servicio  entretanto  que  se  contrataren  por  Administración  los  efec- 
tos que  se  necesilajan  en  los  depósitos; 

Vista  la  demanda  presentada  apte  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licen- 
ciado D.  Domingo  Rivera  á  nombre  de  D.  Miguel  Jiménez  Espejo,  pidieu: 
do  la  revocación  de  la  Real  orden  anterior,  y  que  se  señale  un  breve  pla- 
zo dentro  del  cual  se  reconozcan  y  admitan  los  vestuarios  que  no  fueron 
admitidos  en  virtud  de  la  orden  del  Capitán  general  y  que  los  que  fueron 
ílesechados  en  la  Goruña  se  revisen  coa  arreglo  al  art.  14  del  contrato,  ó 
cuando  menos  que  se  le  devuehra  la  fianza  dé  90,000  rs.  que  tenia  pres« 
tada: 

Vistos  un  otrosí  en  que  éspresó  qne  ésto  espediente  se  bailaba'  unido  á 
otro  de  D.  Pedro  de  las  Cuevas  y  Llamas,  y  pidió  que  se  espidiese  certifi- 
cación comprensiva  de  todos  los  particulares  relativo^  á  cualesquiera  de 
las  demandas  formuladas;  y  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Cpalencioso  en 
que  denegó  la  pretensión: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal,  con  la  solicitud  de. que  se  absuelva  á  la 
Administración  de  la  demanda  y  se  confirme  la  Real  orden  reclamada': 

Vistos  un  otrosí  del  Licenciado  Rivera  en  el  escrito  de  demanda  en 
que  manifiesta,  que  había  asegurado  en  e|  espediente  gubernativo  que 
faltaba  una  esposicion  del  contratista  D.  Miguel  Jiménez  Espejo  en  que 
solicitaba  la  rescisión  de  la  contrata  en  cuanto  á  los  vestuarios  desechados 
en  la  Coruña  con  arreglo  al  art.  14  del  pliego  de  condiciones^  y  pidió  que 
se  reclamase  la  esposicion  original;  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Conten- 
cioso en  que  así  fué  estimado;  y  la  Real  orden  del  Minislerio  de  la  Guerra 
en  la  que  se  contestó  que  no  existían  en  aquel  Centro  mas  diligencias  que 
las  relativas  á  que  se  notificase  al  interesado  la  Real  orden  reclamada: 

Vistos  el  inscrito  del  Licenciado  Rivera,  en  que  espresaba  que  D.  Mi- 
guel Jiménez  Espejo  se  había  presentado  en  concurso  voluntario,  y  pre- 
tendió que  se  citase  al  representante  del  concursado  á  fio  de  que  compa- 
reciera á  continuar  la  sustanciacion  de  la  demanda:  y  el  auto  de  la  Sec- 
ción de  lo  Contencioso  en  que  se  estimó: 

Vistos  el  escrito  del  Licenciado  D.  Cándido  Noceda!  mostrándose  parte 
á  nombre  de  D.  Manuel  Ruiz  Tagle  y  D.  Vicente  Saenz  de  Llera,  síndicos 
del  concurso;  y  el  auto  en  que  se  le  hubo  por  tal: 

Visto  el  de  réplica,  en  el  que  la  parte  demandante  modificó  su  pre- 
tensión reduciéndola  á  que  se  revoque  la  Real  orden  de  2*2  de  junio  de, 
i 862,  tan  solo  en  lo  relativo  á  la  contiicaeioo  del , depósito  de  los  90,000 
reales: 

Visto  el  de  díiplíca,  en  que  se  reprodujo  la  solicitud  anterior: 
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Vistos  Otro  escrito  de)  Liceocjado.  O.  Cándido  Nocedal  coo  poder  de 
D.  José  de  Mesa  y  Flores  y  D.  Pedro  Zuazubiscar,  síndicos  ouevamente 
Dombrados  en  el  concurso  de  Jiménez  Espejo,  mostrándose  parte,  y  el 
auto  de  la  Sección  de  fo  Contencioso  en  que  así  se  acordó: 

Vistos  el  del  Licenciado  D.  Ramón  Nocedal  quien  se  mostró  parte  en 
virtud  de  la  sustitución  bepha  en  él  por  el  Licenciado  D.  Cándido  Noce- 
dal, y  el  auto  de  la  misma  Sección  en  que  se  hubo  por  subrogada  la  sus- 
titución: 

Visto  el  contrato  que  previa  licitación  pública  se  celebró  entre  la 
Hacienda  militar  y  D.  Miguel  Jiménez  Espejo  para  la  construcción  de 
4,000  vestuarios  con  destino  á  las  tropas  de  Ultramar: 

Vista  la  condición  3."  del  pliego  general,  que  dice  «para  tomar  parte 
«o  el  remate  ie  deposilatá  la  cantidad  de  90,000  rs.  eo  efectivo,  ó  bien 
su  equivalencia  en  papel  del  Estado,  en  la  Ci^ja  de  Depósitos: 

Vista  la  4/  que  d^cl^ra  (jue  «la  citada  cantidad  será  no  tan  solo  como 
garantía  de  la  proposición,  si  que  también  para  asegurar  el  cumplimiento 
<Je!  contrato:» 

Vista  la  10,  que  previene  «que  el  contratista  deberá  entregar  la  tota- 
lidad de  los  vestuarios  en  dos  plazos:  el  primero  en  los  tres  primeros  me- 
ses, á  contar  desde  la  fecha  de  la  aprobación  de  la  subasta,  y  el  segundo 
en  los  dos  meses  siguientes:» 

Vista  la  condición  i  6,  que  determina  «que  si  el  rematante  ó  rematan- 
tes DO  cumplieseq  las  indicadas  condiciones  cd  los  plazos  señalados,  per- 
derán irremisiblemente  la  cantidad  del  depósito,  quedando  además  prohi- 
bido á  los  mismos  solicitar  prórogas  para  la  construcción,  á  las  que  no  se 
accederá  bajo  preteslo  alguno:» 

Considerando  que  á  pesar  de  que  el  remate  quedó  aprobado  en  lo  de 
JUDIO  de  1861,  y  el  plazo  para  la  entrega  total  de  los  vestuarios  voncia  en 
igual  dia  del  mes  de  nov^mbre  siguiente,  no  los  presentó  el  contratista 
eo  ios  depósitos  de  Gijon  y  la  Coruna  basta  Goes  de  marzo  de  1862,  coo- 
curriendo la  circunstancia  de  que  la  mayor  parte  fueron  desechados  por 
DO  reunir  las  convenidas  en  el  pliego  de  condiciones: 

Considerando  que  por  esta  morosidad  en  el  cumplimiento  de  la  con- 
trata falló  Jiménez  Espejo  á  lo  estipulado  en  la  escritura,  y  á  la  vez  incur- 
rió en  la  sanción  penal  establecida  en  la  condición  16,  que  es  la  que  se  le 
aplica  por  la  Real  orden  de  22  de  junio  de  1862: 

Considerando  que  el  art.  5.^  del  Real  decreto  de  27  de  febrero  de  1852, 
citado  por  la  parle  apelante,  no  tiene  aplicación  ai  caso  de  estos  autos. 
porque  en  él  se  habla  de  lo  que  deberá  hacerse  cuando  no  se  hubiese  otor- 
gado escritura  pública  en  el  plazo  debido,  y,en  ^1  contrato  objeto  de  este 
pleito  se  otorgó  oportqodmeute  la  escritura  y  solo  se  trata  de  su  cumpli- 
miento: 

Considerando  Gnalmente  que  todavía  es  mas  inoportuna  la  compara- 
ción referente  á  la  abolida  confiscación  de  bienes,  pues  entre  esta  pena  y 
las  multas  convenidas  y  estipuladas  en  los  contratos  no  existe  analogía 
«Iguna,  ni  por  su  índole,  ni  por  su  objeto,  ni  por  su  estension; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
OoDsejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración 
y  en  confirmar  h  Real  orden  imnugnada. 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
— Está  rubricado  de  la  Real  mano. -> El  Presidente  del  Consejo  de  Minis 
tros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicacio^.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
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Secretario  general  dcc^idental  del  CoD<;ejo  de  Estado,  hallándose  celebran- 
do andíeocia  pública  la  Safa  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  conno 
resolución  íioaí  en  fa  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los 
mismos,  se  notifique  én  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de 
que  certifico. 

Madrid  i6  de  febrero  de  1867.— José  de  Grijalva.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  10  de  abril  de  1867. 


O». 

Sentenela  (7  de  febrero  de  i867.)* — Oblioagion  os  bispor-^ 
DEK  DE  UNOS  BAms.— Se  confirma  en  parte  la  sentencia  del  Conse* 
jo  provincial  de  Barcelona  en  el  pleito  entre  la  AdmiDistracioQ  y 
D.  José  Pujol  y  otros,  y  se  resuelve: 

1.*  Que  una  avenida  en  un  rio  no  es  un  caso  fortuito  ni  un  ae- 
cidente  que  no  lieba  preverse,  y  menos  en  las  conducciones  de  mo- 
deras,  que  siempre  se  hacm  cuando  se  aumentan  las  aguas,  y  por 
(onsiquiente  cuando  hay  mas  peligro  de  que  pueda  realizarse; 

Y  2.**  que  por  esta  rawn  es  siempre  dt  cargo  de  los  dueños  de 
las  moderas  conducidas  por  los  rios  la  responsabilidad  de  todos  lo$ 
daños  que  causen. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«Ed  el  pleito  que  en  el  GoBsejo  de  Estado  pende  en  grado  de  apela- 
ción, entre  partes,  de  la  una  la  Administración  general,  representada  por 
mi  Fiscal,  apelante;  y  de  la  otra  el  Licenciado  D.  Laureano  Figuerola,  á 
nombre  de  D.  José  Pujol,  D.  José  Ginesta,  D.  Jaime  Forné  y  I).  Juan  Ser- 
radella apelados;  sobre  revocación  de  la  sentencia  dictada  por  el  Consejó 
provincial  de  Barcelona,  en  la  que  se  declaró  que  Pujol  y  consortes  d6 
eran  responsables  de  los  daños  causados  en  el  puente  de  noadera  de  Man- 
resa  á  consecuencia  de  una  avenida  del  rio  Cardoner:    . 

Visto: 

Vistos  el  oficio  en  que  el  Alcalde  de  Manresa  manifestó  en  26  de  mayo 
de  iS63  al  Gobernador  de  la  provincia,  que  de  resultas  de  una, avenida 
estraordinaria,  acaecida  en  el  dia  anterior,  el  rio  arrastró  las  msidera^ 
que  se  bailaban  almacenadas  agua  arriba  del  puente,  destruyendo  dos  de 
sus  tramos  y  una  pila:  que  cuando  los  dueños  de  las  mencionadas  fnade^ 
ras  D.  Juan  Carsí,  D.  Jaime  Forné  y  compañía,  y  otros,  las  colocaron  ea 
aquel  sitio,  les  advirtió  el  riesgo  en  queel  puenlese  encontraba, y  la  obli- 
gación de  reponerlo  si  el  parapeto  se  destruía,  como  así  había  sqcedido; 
y  que  causado  que  fué  este  perjuicio,  dispuso  que  quedase  embargada 
parte  de  la  espresada  madera  para  la  conveniente  indemnistacion;  y  la 
aprobacií  n  dada  por  el  Gobernador  en  3  de  junio  del  mismo  año  á  todo  lt> 
ejecutado  por  el  Alcaide: 

Visto  e!  escrito  que  I).  Joaquín  Guríi  y  comt)añía  y  D^  Francisco  Pich 
presentaron  al  mencionado  Gobernador,  eñ  que  espresaban  que  habiendo 
bajado  por  el  rio  CardoUer  una  porción  de  maderas  de  la  propiedad  de  los 
esponentes,  fueron  oportunamente  recogidas  y  colcMcadas  eri  la  estación 
del  ferro- carril  de  Ma presa,  con  el  fin  de  trasportarlas  J3ior'  la  mism?  vía 
férrea  á  la  capital  cuatídolas  atenciotes  del  servicio  ló  permitiesen:  que 
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fio  tal  estado  ocurrió  una  grande  aveDÍda;  yiíallándose  recogidas  á  la  orí - 
]la  del  rio  otras  varias  maderas  de  distinta  procedencia,  fueron  ai  parecer 
arrastradas  por  el  agua,  y  se  supone  que  causaron  detrimento  en  la  pa-n 
lanca:  que  las  de  sus  pertenencias  permanecieron  eo  el  mismo  sitio  sii» 
originar  perjuicio  alguno;  y  coocluyeron  pidiendo  que  se  declarase  que  ek 
embargo  hecho  por  el  Alcalde  de  Manresa  fuera  con  esclusion  de  lasque 
íes  correspondieran: . 

Visto  el  informe  del  Ingeniero  Jefe  de  la  provincia,  el  cual  dijo:  que 
de  la  inspección  que  hizo  y  de  los  informes  que  habia  tomado,  aparecí» 
que  los  que  conducian  maderas  á  flote  por  el  rio  Gardooer  aprovecha- 
ban  las  avenidas  á  íin  de  que  fuera  mas  fácil  su  conducción,  toda  vez  qú^ 
el  caudal  de  las  aguas  ordinarias  no  era  suficiente  para  arrastrar  made- 
ras sueltas:  que  esta  práctica  de  bajarlas  en  las  avenidas,  reunia  graves 
inconvenientes  que  proveoian  de  la  falta  de  dirección,  pues  que  su  rápido 
curso  ilcTaba  piezas  abandonadas,  y  causaba  daño  á  las  presas,  tomas  de 
compuerta  y  pilas  de  los  puentes:  que  así  habia  sucedido  en  Manresa,  don- 
de reunido  gran  número  de  maderas  aguas  arriba  del  puente,  se  form6 
un  fuerte  remanso  de  agua,  gravitando  sobre  las  pilas,  á  la  vez  que  reci-^ 
bian  éstas  además  golpes  de  ariete,  faUando  en  una  de  ellas  la  suGciente 
resistencia,  y.  sufriendo  la  destrucción  que  hoy  se  lamenta:  que  como  no 
aparecían  socavados  los  cimientos,  se  deducía  que  la  fuerza  de  las  made- 
ras resintió  la  construcción,  y  la  corriente  la  arrastró; 'y  terminó  manit 
(estando  aue,  en  su  sentir,  habia  responsabilidad  por  parte  de  los  que  acu- 
mularon la  madera  aguas  arriba  del  puente: 

Visto  el  que  dio  el  Alcalde  de  Manresa,  en  que  sostiene  que  los  depen- 
dientes de  la  casa  Gurrí,  Pich,  Ollastre  y  demás,  con  el  íin  de  desembar- 
car las  vigas  que  bajaban  por  el  rio  Cardoner,  formaron  un  parapeto  en 
medio  del  rio  é  inmediaciones  de  la  palanca  aguas  arriba:  que  en  25  de 
mayo  de  i863  una  fuerte  avenida  destruyó  el  parapeto,  y  precipitándole 
sobre  ia  palanca  arrastró  una  pila  y  dos  tramos  de  ella:  que  las  vigas  qu* 
causaron  el  daño  procedían  de  los  sugetos  mencionados;  y  finalmente^ 
que  estos  mismos  mteresados  no  podrían  negar  que  antes,  en  el  acto,  y 
después  dé  la  avenida,  hablan  ido  conduciendo  por  medio  de  carros  las 
vigas  estraídas  del  rio  para  llevarlas  á  la  estación  del  ferro-carril,  amon- 
tonándolas,  si  bien  con  la  debida  separación  de  dueños  según  sus  marcas: 

Visita  la  providencia  del  Gobernador  de  6  de  junio  del  citado  año  1863 
aprobando  el  embargo  de  las  maderas  liecho  porel  Alcalde: 

Vista  ia  orden  del  mismo  Gobernador,  comunicada  en  3  de  julio  inme* 
diato  siguiente  á  la  autoridad  local  de  Manresa,  para  que  instruyera  el 
oportuno  espediente  á  fin  de  que  constase  quiénes  eran  realmente  los  res* 
poosables  de  k)s  daños,  áqué  suma  ascendía  su  importo,  y  todo  lo  demás 
que  condujera  al  esclarecimiento  dei  heclio: 

Vista  la  diligencia  del  embargo  ejecutado  en  400  piezas  de  madera,  ó 
sea  100  de  cada  pila,  de  loa  espresados  Pich,  Ollastre  y  demás: 

Vistas  las  declaraciones  dadas  por  los  maestros  de  obras  D.  Mariano 
Polo  y  D.  Afit;í»Bio  Calvel.  eii  que  dijeron  que  no  había  la  menor  duda  de 
que  el  parapeto,  formado  á  Í2  ó  15  pasos  mas  arriba  del  poenle  demadcr 
ra  con  el  objeto  de  detener  y  estraer  con  mas  facilidad  las  vigas  que  baja- 
ban por  el  no,  fué  la  causa  de  qíie  arrastradas  las  maderas  por  la  corrien^ 
te  de  la»  aguas  que  motivóla  avenida  del  25  de  mayo,  se  precipitasen  so* 
bre  la  palanca,  arrancando  dos  tramos  y  una  pila;  y  el  certificado  espedido^ 
por  los  mismos  maestros  en  que  afirmaron  que  costaría  li,000  rs.la 
reedificación^  '  •  . 

TOMO  yiu-^íurisprudencia  administrativa.  27 
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Visto «1  oficio  déla  Admmistracioa  del  ferro^carril  de  Zaragoza  á  Bar- 
celona establecida  60  Maoresa,  eQiquese decía  que  ios  dueños  de  las  vigas 
guo.eB  25  decayó  ocasiona  roo  el  deterioro  de  la  palanca  eraa  D.  Joaquín 
Gttrr»,  D.  Francisco  Picb,  B.  Mariaoo  Oilastre  y  D.  Juan  Pagés,  los  que 
lenifto  en  depósito  en  la  estación  de  su  cargo  iOO  vigas  cada  uno,  según 
«e  tes  habla  prevenido: 

Vista  la  providencia  que  en  3  de  agosto  del  n^encionado  ano  4863 
dictó  «I  Gobernador  de  la  provincia,  resolviendo  que  toda  vez  que  se  lia- 
liaba  debidamente  probado  el  daño,  du  importe  y  personas  responsables, 
debían' éstas  abonar  su  indemnizacidti,  y  que  sí  no  lo  haciai  en  el  plazo 
qae  el  Alcftlde  les  señalase,  se  procediera  á  la  venta  de  las  vigas  en  públi- 
cft'snbasta,  en  número  bastante  para  cubrir  la  responsabilidad: 

Víst(»  el  escrito  que  D.  José  Pujol,  D.  Jaime  Forné  y  D.  José  Ginesta 
dirigieron  ai  Gobernador  suponiendo  que  eran  dueños  de  las  maderas  que 
babreDdo  bajado  por  el  rio  Gardooer  se  hallaban  depositada»  en  término 
prólDiriio  ó  Maliresa  para  oonduoirias  á  k  ^taoion  del  ferro  carril,  y  pi-* 
díeodb  (fue  98  sirviese  dar  las  órdenes  oportunas  para  que  se  les  admitiera 
el  depósilo  délos  14^000  rs.,  alsaado  el  embargo  de  las  maderas  dete- 
nidas; y  la  providencia  del  Gobernador  desestimando  la  referida  soIi-> 
citud: 

Vista  la  demi^nda  que  presentaron  en  el  Consejo  provincial  de  Barcelona 
D.Jo^é  Pujol,  D.Jaime  Forné  y  D.  José  Ginesta,  haciendo  el  depósito  de 
Jos  ti^OOO  rs.  en  la  sucursal  del  Banco;  y  manifestando:  que  todas  las 
maderas  de  su  propiedad  estaban  fuera  del  cauce  del  rio,  y  en  su  mayor 
parte  en  un  terreno  al  cfueno  habia  memoria  de  que  hubiesen  llegado  las 
aguas  en  las  avebidasmas  caudalosas:  que  por  esta  razón  nunca  serian 
responsables  del  daño,  poirque  ano  dudar  provenía  de  un  caso  fortuito: 
i}ueera  preciso  haber  hecho  constar  en  el  ^espediente  las  maderas  aue 
iDcssionaroo  el  sinrastro^  fin  de  que  apareciese  quiénes  estabeo^^n  el  deber 
de  aboaarle,  lo  que  no  iiabía  sucedido.  Y  concluyeron  pidiendo  que  se  les 
declarase 'irrespoDSafoles,  y  se  conéenase  á  la  Administración  al  abono  de 
los  perjoicios  quese  tes;  habían  causado  Con  el  eo^bargo  hecho: 

Vista  la  contestación  dada  por  el  Abogado  elegido  para  defenderá  la 
AdminisftracioD,  em' que  solicité  la  absolución  de  la  demanda: 

Vistas  kispr^iebasejecutaiks  par  una  y  otra  parte: 

Vista  la  séntenicia  dictada  en  10  de  ab^'íl  ^e  1865  por  el  Consejo  pro- 
vincial de  Barcelónayen  la  €»al  se  revocaron  las  providencias  guberoati* 
vas  que  habían  mottvade  el  presente  pleito  *por  lo  que  hacían  relaciona 
los  demandantes;  se  declaró  áiésids  irresponsables  del  daño  cansado  en  la 
palanca,  se  mandó  que  se  levantara  el  depósito  constituido  por  los  misoios 
en  h  Caja  sucursal  T  se  les  entregara  con  los  intereses  devengados;  y  se 
reservó  á  la  Adminislracioo  el  diereclio  de  eiigir  de  los  que  resoltasen  ser 
dueños  de  las  macaras  que  formraéan  el  parapeto  la  responsabilidad  que 
les  alcanzara  por  la  destrufocion  ie  la  palanca  mencionada,  ,pudieodo  al 
efecto  fornlarse  el  espediente  guboraativo: 

Victos  la  apelaciotí  que  el  Abogado-de  la  Administración  interpuso  de 
la  sentencia  aiterior,  y  el  auto  en  que  le  fué  admitida: 

Visto  el  escrito  de  mejora  presentado  ante  el  Gonseio  de  Estado  por 
mi  Fiscal,  representando  á  la  Administración^  con  la  soitcitud  de  que  se 
revoque  la  mencionada  sentencia  y  se  confirmen  lasprovidencias  que  el 
Gobernador  de  la  provincia  dictó  y  la  indenni^aaion  dís  los  perjuicios  caur 
fados: 

Visto  el  de  contestación  del  Licenciado  D.  Laureano  Figuerekiy  i  nonir 


Digitized  by 


Google 


SENTENCIAS  Y  DfiCtóION«S  DSL  CONSK^  Dtf  ISTADO.        f  l| 

ftre  de 'D.  losé  Pujol,  D.  José  Ginesta,  D.  Jaime  Porné  f  D:  luali  Sepra-' 
dell,  con  la  pretcosioo  de  que  se  confirme  la  sentencia  apelada: 

Considerando  i{)}0  es  un  hecho  incuestionable  que  coa  el  objeto  d^  e« « 
traer  una  porción  de  maderas  conducidas  por  el  rio  Gardos  er,  se  hieoi  i« 
inmediación  del  puente  de  Manresa,  dentro  y  en  la  parte  aiy)(vríor  del  n)is* 
mo  rio,  un  parapeto  que  evitara  el  paso  de  aquellas: 

Considerando  qUe  par  efecto  de  una  avenida  las  maderas  que  sie  quer- 
rían ííeienet  eü  el  para|)hto  lo  arra^raron  hacia  el  puente,  causan  A)  en  él 
los  daños  que  manifs^tarott  \ns  peritos  nombrados  por  lá  autoridad  loctl 
deManrese: 

Considerando  que  aquel  suceso  no  puede  calificarse  de  caso  fortuito, 
porque  una  avenida  no  es  un  accidente  que  no  deba  preverse,  y  menos  en 
las  conducciones  de  maderas  por  los  ríos,  que  siempre  se  hacen  cuando 
se  aumentan  las  aguas»  y  por  consiguiente  cuando  hay  mas  peligro  de  quf^ 
aquella  se  realice: 

Considerando  que  por  esta  razón  es  siempre  de  cargo  de  los  dueñes  de 
las  maderas  conducidas  por  los  rios  la  responsabilidad  de  todos  los  dia^osi 
qne  causen: 

Considerando  que  no  se  ha  averíguado  con  la  exactitud  necesaria  4 
quién  pertenecían  las  maderas  que  produjeron  el  meooseabo  sufrido  pof  el 
puente  de  Manresa;  que  del  espediente  resulta  que  el  parapeta  se  constru^ 
yó  por  personas  drstinlaa  de  los  demandantes;  y  que  si  bien  se  condujeron 
maderas  de  la  pertenencia  de  éstos,  no  fueron  solas,  ui  es  justo  «ue  pese 
«nicamento  sobre  ellos  toda  la  responsabilidad;  ^ 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  d^ I 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  mandar  que  se  alce  el  depósito  corislituido, 
y  se  entregue  á  D.  José  Pujol  y  sus  socios  en  este  pleito;  y  que  se  devuel- 
va el  espediente  al  Gobethador  de  Barcelona  para  que  utílixaado  los  datoí 
qort  ofrece,  y  ampliándolohasta  depurar  á  quiénes  pertenecían  las  made- 
ras que  ocasionaron  el  deterioro  del  puente  de  Manresa  el  dia  25  de  mayo 
de  1863,  exija  de  ellos  su  valor,  ó  sea  el  abono  de  los  perjuicios  Cíiusado*; 
confírmrandoen  lo  que  sea  conforme  con  ésta  la  sentencia  del  Consejo  pro  - 
vincial  fie  BirceloUa,  y  revo^^niola  en  lo  que  no  lo  sea. 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  febrero  <íe  mtl  ochocientos  sesenta  y  siete. 
— E^tá-  rubricado  de  la  Real  manfo.^EI  Presidente  del  Consejo  de  Miois- 
tres;  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— 'Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  tfue  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  insÉancia  y  autos  á  que  se  refiere;  qu^e  se  una  á  los  mismos:  se 
noti6qtTe  en  lorm^  á  las  partes,  y  se  inserte  enla  Gaeéla;  de  que  certince. 

Madrid  i6  de  febrero  de48«7.— José  de  Grijalva.— (Publicada  en  lu 
Gaceta  de  H  de  abril  de  1867.) 


Si. 

9eatoaelá  (7  de  febrero  de  1867.)— A.um«nto  db  asignicioíc 
i  unas  pianoGo^  nyBALBs.— Se  absuelve  á  la  Admiaisíracion  d«  la 
daotaadaiiiterpiiesia  por  D«  Pedro  Solana  y  olroH  párrocos  rurale^t 
de  la  diócesis  de  Jaca  contra  la  Real  orden  de  14  de  enero  á^ 
4868;  se  confirma  ésta,  y  se  resaelve: 
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4.**  Que  la  Real  orden  de  9  de  mayo  de  i 862  sobre  dotación  dt 
los  curatos  es  de  carácter  general: 

2.®  *  Que  la  Real  orden  de  11  de  jujiio  de  1858,  aclarando  y 
respetando  el  Real  decreto  de  29  de  noviembre  de  1851,  fijó  cuáles 
eran  las  dotaciones  inalterables  de  las  párrocos,  ó  más  bien  los  in- 
dividuos que  d^bian  continuar  percibiendo  las  antiguas ,  y  cuáles 
los  que  estaban  sujetos  á  las  que  en  el  último  Concordato  se  estable- 
cierony  reduciendo  la  primera  clase  á  los  que  hubiesen  tomado  po- 
sesión de  sus  curatos  antes  de  la  publicación  del  mismo  Concordatos^ 

Y  3.*"  que  Jas  dotaciones  señaladas  en  el  Concordato  á  los  pár- 
rocos rurales  no  han  sufrido  disminución ,  y  por  el  contrario  han 
recibido  aumento  notable  por  la  Real  orden  de  9  de  mayo  de  i8t)2r 

Doña  Isabel  II,  etc. 

Ed  e)  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia  f  otre  partes,  de  la  una  el  Doctor  D.  Joaquin  de  Iñigo,  á  nom- 
bre de  D.  Pedro  Solana  y  otros  varios  cupas  párrocos  rurales  de  primera 
clase  de  Ja  diócesis  de  Jaca,  demandantes;  y  de  la  otra  la  Administración 
(zeneral,  demandada  y  representada  por  mi  Fiscal;  sobre  revocación  de  la, 
Real  orden  de  H  de  enero  de  1865,  por  la  cual  ^e  les  denegó  la  solicítod 
que  interpusieron  para  que  se  les  aumentasen  sus  asignaciones. 

VistA: 

VisTo  el  espediente  gubernativo,  del  que  resulta:  que  desde  1885  lo» 
Curas  párrocos  de  la  diócesis  de  Jaca  hnhian  espuesto  en  algunos  escritos 
dirigidos  al  Ministerio,  que  venían  disfrutando  sus  respectivos  curatos 
con  la  asignación  correspondiente  á  los  de  p''imero  y  segundo  ascenso, 
según  la  ley  de  culto  y  clero  de  2t  de  julio  de  1838;  pero  que  se  encon- 
traban sorprendidos  con  la  novedad  de  que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
por  la  Ordenación  general  de  Pagos,  y  en  virtud  de  no  constar  sus  parro- 
quias de  36  casas ,  se  les  considerara  por  ello  como  rurales  de  segunda 
clase,  conforme  á  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  i\  de  noviembre 
da  1851,  y  en  su  consecuencia  no  se  les  entregase  en  todo  el  año  de  1855^ 
por  la  Administración  diocesana  mas  que  las  cantidades  que  les  pertene- 
cían, á  razón  de  2,200  rs.;  y  pidieron  que  se  les  abonasen  en  lo  sucesivo 
por  completo  las  dotaciones  a  que  ferian  dereciio  por  la  citada  ley  dt 
1838,  así  como  las  cuotas  que  babian  dejado  de  percibir: 

Vista  la  Real  orden  de  11  de  junio  de  1858,  en  que  se  resolvió  por  rer 
gla  general: 

1."  Que  los  que  hubiesen  tomado  posesión  de  sus  curatos  antes  de  i» 
publicación  del  Concordato,  percibieran  su  antigua  renta,  cualquiera  que 
ésta  fuese,  siendo  indemnizados  de  la  que  indebidamente  hubieran  dejado 
de  percibir  desde  enero  de  1855.  i 

2.®  Que  á  los  individuos  que  se  les  hubiera  dado  posesión  con  poste- 
rioridad se  les  abonase  á  razón  de  2,200  ts.,  que  determina  el  art.  5.®  del 
Real  decreto  de  29  de  noviembre  de  1851,  si  la  dotación  de  sus  parro- 
quias en  el  quinquenio  de  1829  á-1R33  no  hubiera  llegado  á  2,000  rs.,  y 
si  hubiese  escedído,  que  percibieran  3,000:      • 

Vista  la  Real  orden  dé  9  de  mayo  dé  1862,  eii  que  feé  "díápclfeo  que  á 
contar  desde  el  dia  4  del  mismo  mes ,  fedia  de  lá  ley  de  presuptiestos,  se 
acreditara  como  tipo  mínimo  de  dotacioíi  á'tos  curatos  de  eninada  ^,400 
reales,  á  los  rurales  de  primera  clfese  S,300,  y  é  los  tíe  segunda  3^,000:    • 

Vista  la  esposicion  que  en  8  de  julio  inmediato  siguiente  elevafén  al 
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Ministerio  Tarios  Párrocos  rurales  de  primera  clase,  diciendo:  que  el  ar^ 
tfculo  4.®  del  Real  decreto  de  29  de  uoviembre  de  1851  manda  que  basta 
fie  teoga  cumplido  efecto  en  cada  diócesis  el  plan  parroquial,  que  en 
cumplimiento  á  lo  dispuesto  en  el  Concordato  debiera  formarse,  no  se 
haga  novedad  en  las  dotaciones  consignadas  al  clero  parroquial  urbano, 
al  rural  de  primera  clase  y  al  beneíicial  de  todas  ellas;  que  en  esta  segu- 
ridad, Y  DO  de  otra  majiera.  se  resolvieron  á  dejar  curatos  que  servían  en 
propiedad,  de  igual  categoría  y  de  mayores  ventajas:  que  aun  suponiendo 

3ue  el  espíritu  de  la  Real  orden  de  9  de  mayo  de  1862  fuese  que  babria 
e  regir  desde  su  fecbü,  no  debería  comprender  á  los  Guras  párrocos  que, 
como  los  que  reclaman,  estaban  en  posesión  de  sus  curatos  antes  de  aue 
se  dictara.  Y  solicitaron  en  su  consecuencia  que  la  citada  Real  orden 
quedase  sin  efecto  para  los  esponentes: 

Visto  el  informe  de  la  Ordenación  general  de  pagos,  en  que  se  mani* 
festó  que  en  virtud  de  la  Real  orden  de  9  de  mayo  de  186*2,  el  Adminis- 
trador económico  de  Jaca  le  consultó  acerca  de  la  dotación  que  debía  acre- 
ditar á  ios  Párrocos  rurales  de  primera  clase  que  antes  disfrutaban  de  otra 
mayor  que  la  que  por  punto  general  señalaba  á  esta  clase  la  mencionada 
disposición:  que  contestó  en  10  de  junio  que  en  su  sentir  conservaban  tan 
solo  la  dotación  personal  los  Párrocos  que  la  venian  disfrutando,  siem- 
pre que  hubieran  tomado  posesión  de  sus  respectivas  parroquias  con  an- 
terioridad al  último  Concordato,  según  lo  preceptuado  en  la  Real  orden  de 
11  de  junio  de  1858;  y  que  partiendo  de  este  principio,  teniendo  en  cuen- 
ta á  la  vez  que  los  Párrocos  de  que  se  trata  tomaron  todos  posesión  de  sus 
curatos  muy  posteriormente,  entendía  que  no  tenian  derecho  á  otra  do- 
tación que  á  la  marcada  en  la  citada  Real  orden  de  9  de  mayo  de  1862: 

Vista  la  Real  orden  de  13  de  abril  de  1863,  en  que  se  resolvió  que  en 
lo  sucesivo  no  se  les  abonase  otro  haber  que  aquel  que  les  correspondiera 
por  la  citada  Real  orden  de  9  de  mayo  de  1862:, 

Vista  la  esposícion  que  en  14  de  julio  de  18*64  dirigió  el  Rdo.  Obispa 
de  Jaca  alegando  los  perjuicios  que  se  habían  originado  i  algunos  Párro- 
cos de  la  misma  diócesis  con  la  interpretación  dada  por  la  Ordenación  ge- 
neral de  Pagos  á  la  referida  Real  orden  de  9  de  mayo  de  1862,  y  pidió  que 
se  les  retribuyera  con  el  haber  que  antes  disfrutaban,  y  además  que  se  les 
abonara  la  parte  que  se  les  habla  rebajado;  y  de  conformidad  con  el  dic- 
tamen de  las  Secciones  reunidas  de  Hacienda  y  Gracia  y  Justicia  del  Con- 
ejo deBstado,  recayó  la  Real  orden  de  14  dé  enero  de  1865,  por  la  cual 
fué  desesfimada  la  pretensión  de  los  Párracos,  y  se  mandó  que  esta  reso-« 
iucion  sirviera  en  lo  sucesivo  de  norma  para  los  casos  que  pudieran  ocur- 
rir de  idéntica  naturaleza:    . 

Vista  la  dem^ioda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Doctor 
Don  Joaauin  de  Iñigo,  á  nombre  de  D.  Pedro  Solana  y  otros  Curas  párro- 
cos rurales  de  primera  clase  déla  diócesis  de  Jaca,  á  la  que  se  acoffipaña 
copia  simple  de  un  Real  título  para  que  conste  la  forma  con  que  mi  Reai 
Persona  realiza  los  nombramientos  de  Curas  párrocos,  y  entre  otros  pár- 
rafos se  halla  el  siguiente:  «Haced  que  se  le  acuda  por  ahora  con  la  dota- 
ción señalada  actualmente  al  mismo,  y  los  derechos  de  estola  y  pié  de 
«Itarqnele  correspondan  con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes.»  Y  en 
virtud  de  este  documento  piden  que  se  consulte  que  tienen  derecho  á  con- 
tinuar percibiendo  tos  4,500  ó  5,500  rs.  que  por  la  ley  de  21  de  julio  de 
1838  se  les  asignó,  y  á  que  se  les  indemnice  de  las  cantidades  que  á  con  - 
secuencia  de  la  interpretación  dada  á  la  Real  orden  de  9  de  mayo  de  1862 
üao  dejado  de  percibir  desde  el  día  4  de  este  mismo  mes,  declarando  asi 
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Iiieoquela  Real  orden  de  14  de  enero  de  1863  es  in^proeedeale  coin* 
vuDtriaria  á  las  dísposicíoDes  que  para  arreglar  las  (fotacioiíAs  del  cuito-  y 
rlero  se  dícUroii  en  armonía  con  el  Concordato  y  la  citada  iey  de  21  d¡» 
juliodei838: 

Visto  el  escrito  de  mí  Fiscal  con  la  solicitud  da  que  se  eoo  Siolie  la.  ab- 
solucíoD  de  la  demanda  y  la  coDOrmacion  de  la  Real^rden  roela  mada: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  9  de  mayo  de  1862  es  de  carácter 
general,  y  que  la  de  II  de  enero  de  1865,  reclamada  en  la  demanda,  no 
f^s  mas  que  la  aplicación  de  aquella  disposición  al  caso  concreto  en  que  se 
hallan  los  recurrentes:  . 

Considerando  que  al  hacersre  dicha  aplicación  no  se  les  infirió  ningún 
agravio,  porque  la  Real  orden  de  II  de  junio  de  1858,  aclarando  y  resa- 
lando al  mismo  tiempo  mi  Real  decreto  de  29  de  noviembre  de  1851 ,  fij6 
cuile|  eran  las  dotacioDes  inaUerables  de  los  Párrocos  ó  rnaabienlos  in- 
divícfuDs  que  debían  contÍQuar  percibiendo  las  antiguas,  y  cuáJes  los  que 
estajean  sujetos  á  las  que  en  el  último  Concordato  se  establecieron,  redu^ 
ciendo  la  primera  ciase  á  los  que  hubiesen  lomado  posesión  de  sus  cura-^ 
los  aott's  de  la  publi(^cíon  del  mismo  Concordato: 

Coosíderando  que  los  demandantes  no  se  hallan  en  este  caso,  pues  todos 
han  obtenido  los  que  desempeñan  con  posterioridad  á  aquella  fecha,  y  se 
ha  indicado  además  en  sus  respectivos  títulos  que  las  liotaciones  señaladas 
se  coDsideraD  como  provisionales  ó  interinas,  con  lo  cual  se  ha  respetada 
el  «espíritu  que  los  mismos  atribuyen  al  mencionado  decreto  de  1851: 

Considerando  que  las  dotaciones  en  el  Concordato  inaladas  á  los  Par*- 
róeos  rurales  no  han  sufrido  disminución,  y  por  el  contrarío  recibíeroa 
Un  auní)eDto  notable  por  la  Real  orden  de  9  de  maya  de  1862,  que  se  ha 
aplicado  á  los  demandantes; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  Real  orden,  reclamada,  absol* 
viendo  de  la  demanda  á  Ja'Adminislracion. 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete». 
*-Esiá  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  m(  el  Se- 
cretario accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resoin- 
cioo  íinal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mis- 
mos: so  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  á  la  GaceUi;  de  que 
certifico. 

Madrid  16  de  febrero  de  1867.— José  de  Gríjalva. — (Publicada  en  la 
Gaceta  de  11  abril  de  1867.) 


9^. 

Sc^fiieBcia  (10  de  febrero  de  4867.). — Abono  db  hakres. — 
Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  idterpuedta  por 
Dona  Felisa  Costa  contra  la  Real  orden  de  23  de  julio  de  i865;  se 
confirma  ésta,  y  se  resuelve:         , 

!.•    Que  para  reclamar  de  las  resoluciones  de  la  Junta  de  Cla- 
ses pasivas  está  señalado  el  término  de  un  mes,  en  el  art.  12  del 
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Real  decreto  (fe  S8  efe  didenére  áe  i849;  y  íraseunido  e»te  fUauy 
caduca  el  derecho  de  redamar ^  quedando  (irme  la  reseilueUm. 

Y  i."  que  la  ley,  de  presupuestos  de  25  de  junio  de  iMi,  no  dio 
efecto  retroactivo  á  sus  di$posicifmes. 

Doña  Isabel  11,  etc. 

«Eo  ei  pleito  peodieate  e»  «I  Goaseio  de  Bsla^o^  ea.  prinera  y  óoíca 
instiÑieía,  entre  partes»  d<3  la  a>na  Dona  Felisa  Costa  y  Vei^é,  viuda  de 
B.  Jasto  Pou,  é  liíja  da  D.  José,  Magiatraáo  que  fué  da  la  AudiaDcia  da 
Madrid,  deinaadante;  y  de  4a  otra  nai  Fiscal,  éo  Fepretaataeion  da  4a  Ad«* 
miDistrackm  ^neral  ctel  fistaáo,  daioandada^-sobra  abono  de  4iaberea  da- 
▼eogadus  y  tt^^satisfecboa. 

Visto: 

Vistos  ios  antecedentes»  de  las  cualea  reraKa: 

Que  Doña  Felisa  Costa  y  Vergé,  viuda  de  D.  Justo  Pon»  ó  bifi  de.  Don 
José^  Magistrado  que  fué  de  la  Audiencia  de  eata  corte,  acadtkS  en  28  da 
octubre  de  4856  i  la  Juata  de  Glasés  pasivas  reclamando  la  pensión  de 
8,000  rs.  qne  disfrutó  hasta  su  fallecimientoso  inadre4>oña  Maria  Vergé; 
preteusion  que  le  fu^  denegada  por  la  referida  Junta  en>  Stt  de  febrero  da 
1859  por  no  concurrir  en  la  interesada  las  cirean>stai>aias  qne  sa  eiígian 
para  dedam ría  000  derecAio  á  ha'ben  pasivo: 

Que  la  reclamante  acudió  nuevamente  á  la  prediada  Junta  de  Clases 
pasivas  en  1^  de  julio  de  1864  soücitafudo  que  en  atamciofi  á  lo  que  se  re- 
solvió por  Real  órd«n  de  2  del  espresado  mes  i  favor  de  Dona  Rosa  Cuer- 
vo y  de  Doña  Maria  Ruis  del  Burgo,  que  se  baUaban  se^un  ia  recurrente 
en  sus  mismas  cífCUQstancias,  se  lé  concedíase  la  meFaoiomada  pensión,  la 
cual  le  fué  reconocida  en  3  da  «ñero  da  i<865,  á  tenor  da  lo  dispnaato  en  el 
artículo  61  del  proyecto  de  ley  de  Ciases  pasivas,  uno  de  los  actualmente 
vigentes,  sojetaddeel^  abono  al  dia  t.^  de  juh'o  del  año  citado  da  4864,  en 
que  empezó  á  tener  fuerza  la  espresada  di:iposicion:        '  ;       i         . 

Que  la  interesada,  en  vista  d^l  aoterlpr  acuerdo,  se  alzó  de  él  en  tiem- 
po oportuno  al  Ministerio  de  Hacienda,  en  solicitud  de  que  la  pensión  da 
8,000  rs.  que  le  babia  sido  concedicli^le  acreditase  desde  el  falle.cimien - 
to  de  su  madre,  ocurrido  en  .13  de  febrero  de  4845,  fundándose  al  efecto 
en  los  casos  que  ya  ciiÓ  en  sa  instancia  de  49  de  j «mío,  en  fa^Raales  ór- 
denes de  42  de  marzo  de  4652  y  28  de  febrera  de  48dl,  y  en  el  Real  da-> 
creto  de  29  de  julio  de  4862: 

Y  por  Mlimo^  qae  después  de  oida  la  Ásasela  neaenal^^l  precitado  Mi- 
nisterio, y  de  conformidad  con  su  dictámea,  recayó  en  23  de  julio  de  1865 
)a  Real  orden  i>or  la  que  se  desestimó  la  solicitud  dé  Doña  Felisa  de  Costa  y 
Vergéy  se  coQurmó  el  mencionado  acuerdo  de  U  Junta  de  Clases  pasivas,  y 
se  declaró  que  la  internada  no  tiene  derecho  al  abono  de  los  haberes  atra- 
sados que  pretende: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Bstftdo  por  D.  Paosti-* 
no  García  de  Rojas,  en  concepto  da  apoderado  de  Deña  Felisa  Costa  y 
Verga,  pidiendo  que  se  deje  sin  efecto  la  precitada  Beal  orden  ,  y  se  con- 
ceda á  la  interesada  la  pensión  de  8,000  rs.  desde  el  día  siguiente  al  del 
fallecintiieoto  de  sq  madre: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal,  en  el  que  solicita  la  abso- 
lución de  la  demanda  y  la  confirmación  de  la  referida  Real  orden:    ' 

Vistos  el  escrito  en  que  la  parte  demandante  solicitó' con  posterioridad 
que  se  redamasen  por  conducto  del  Mini^erio  de  Hacienda  á  la  Junta  de 
Ciases  pasivas  los  espedientes  de  Doña  Rosa  Cuervo  y  de  Doña  Maria  Ma- 
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«uelaRuiz  del  Burgo;  y  ei  auto  de  la  SeceioQ  do  lo  GonteQOioso  del  preci- 
tado GoDüejo,  de/25  de  setienabre  de  1866,.  por  el  que  se  declaró  qo. haber 
higar  á  lo  que  se  pedía  ea  el  Referido  escrito: 

Visto  mí  Real  decreto  de  2S  de  diciembre  de  1849,  cuyo  art.  12  señala 
el  término  de  uo  raes  para  reclamar  de  las  resoluciooes  de  la  Junta  de 
Clases  pasivas:  *  > 

i    Vístala  ley  de  presu^itestos  de  24  de  JUDÍO  de  1864: 

Considerando  que  denegada  ^r  la  Junta  de  Claseü  pasivas  en  22  de 
febrero  de  1^859  la  reclamación  hecba  por  la  demandante  para  aue  se  le 
aplicaran  los  beneficios  déla  Real  orden  de  12  de  mar¿o  de  1852,  dejó  tras- 
currir can  mucho  esceso,  desde  que  supo  .aquella  negativa  «  el  término 
fijado  para  reclamar  contra  ella ,  según  resulta  de  sus  propias  manífes- 
taciooes: 

Considerando  que  la  pensión  concedida  ala  recurrente  tiene  su  origen 
7  único  fundamento  en  la  ley  de  presupuestos  de  25  de  junio  de  1864y  la 
cual  no  dio  efecto  retroactivo  á  sus  disposiciones; 

Conformándome  con  Jo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administracío  o« 
contírmando  la  Real  orden  de  ^3  de  julio  de  18^5,  origen  de  aquella. 

Dado  en  Palacio  á  diez  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. ^*4ieido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  reso* 
lucion  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  reOere;  que  se  una  á  los  mis  * 
mos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gac9Ui\  de  que 
certifico.  .    >    . 

Madrid  16  de  febrero  de  1867. --José  de  G  rija  I  va. -^(Publicada  en  la 
Gaoeta  de  1 1  de  abril  de  1867.) 


Competencia  (9  de  abril  de  1867.).— Corta  y  sustracción 
DI  MADBRAS. — Sc  decídc  k  favor  de  la  suitoridad  judicial  la  compe- 
tencia suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Valladolid 
y  la  Audiencia  dei  territorio,  con  motivo  de  la  causa  criraÍDal  se- 
guida en  el  Juzgado  de  Olmedo  contra  Quiterío  Caviedes  Alcalde, 
y  se  resuelve: 

i.®  Que  el  párrafo  \/*  del  art.  121  del  Reglamento  de  Al  de 
mayo  de  1865 para  la  ejecución  de  la  ley  de^í  del  mismo  mes  de 
1862,  $e  refiere  únicamente  á  las  faltas  cometidas  en  los  aprovecha- 
mientos forestales  y  venta  de  estos; 

¥  i.*"  que  el  acto  de  eortm-  y  sustraer  maderas  de  los  montes, 
bien  sean  del  Estado  ó  de  un  particular,  con  ánimo  de  utilizarlas, 
constituye  el  delito  de  hurto  penado  por  el  articulo  436  del  Código 
penal. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  negativa  suscitada  entre  el 
Gobernador  de  la  provincia  de  Valladolid  y  la  Audiencia  del  territorio  de 
los  cuales  resulta: 
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,  Que  seguida  caosa  «rímioal  eo  el  Juzgado  de  Olmedo  contra  Quiterio 
Caviedes  Alcaide,  por  haber  cortado  y. sustraído  varías  maderas  en  el  pi- 
nar de  Sao  tí  bañez,  fué  condenado  á  la  pena  de  cuatro  meses  de  arresto 
mayor,  devolución  de  las  maderas  sustraídas^  etc.: 

Que  la  Audiencia  de  Valladolíd,  á  quieá  Se  remitió  eo  Coosútta  esta 
causa,  se  declaró  incompetente  para  entender  det negocio,  mandando  re- 
mitir los  autos  al  Gobernador  de  la  protiocia  para  Ids  efectos  opórtutios: 

Que  ñsih  autoridad,  <le  confopniMk|d  etto  lo  informado  por  el  GoDsejo 
proTínciaJ,  mandó  devolver  la  causa  al  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Olmedo  para  lo  que  ea  justicia  correspondiera,  por  ser  de  la  competencia 
de  los  Tribunales  ordinarios,  según  previene  el  art.  i24del  Jleglamento  de 
47  de  mayodei865: 

Que  después  de  la  tramitación  debida,  la  Audiencia  de  Valiadoiid. confír- 
fluósa  primera  seoteoeia,  y  BoooníbriBáiidose  con  ella  el  Gobernador  de  la 
provificia  se  remitieron  él  espediente  y  autos  que  habiap  motivado  el  con  - 
flicto  á  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros: 

Visto  el  párrafo  i.®  del  arl^  121  del  Reglamento  de  17  de  mayo  de  1S65 
para  laej^ucion  de  la  ley  de  24  del  mismo  mes  de  1862,  según  el  cual 
las  multas  y  demás  responsabilidades  pecuniarias  relativas' á  la  corla,  ven- 
ta ó  beneficio  de  aprovechamientos  forestales  sin  autorización  competente, 
al  modo  ó  tiempo  de  efectuar  dichas  operaciones,  y  á  las  infracciones  que 
se  cometan  de  las  regias  establecidas  para  la  celebración  de  las  subastas, 
serán  impuestas  por  los  Gobernadores  de  provincia,  en  méritos  de  lo  que 
jesulte  en  cada  caso  del  espediente  que  se  instruya,  salvo  lo  que  se  dispo- 
ne en  el  art.  24: 

.  Visto  el  párrafo  tercero  delart.  436  del  Código  penaU  qtie  establece 
que  son  reos  de  hurto  los  dañadores  que  sustraigan  ó  utilicen  los  frutos  u 
objetos  del  daño  causado,  cualquiera  que  sea  su  importancia,  salvo  los  ca- 
sos previstos  en  los.arts.  487  y  489,  en  los  núms.  22,  24  y  26  del  art.  495, 
y  en  los  arts.  496  y  498: 

Considerando: 

1.®  Que  el  hecho  imputado  á  Quiterio  Gaviedoj;  es  el  de  haber  cortado 
y  sustraído  varias  maderas  de  los  montes  del  Estado  con  ánimo  de  utili- 
íarlas: 

2.^  Que  el  párrafo  primero  del  art.  121  del  citado* reglamento,  por  re- 
ferirse ttoicamente  á  las  faltas  cometidas  en  los  aprovechamientos  foresta- 
les. Tenias  de  estos  etc.,  no  es  aplicable  al  caso  de  que  se  trata: 
.  3.*^  Que  el  acto  de  cortar  y  sustraer  maderas  de  tos  montes,  bien  sean 
del  Estado  ó  de  un  particular  con  ánimo  de  utilizarlas,  constituye  el  delito 
de  hurto,  penado  por  el  art.  436  del  Código  penal; 

De  conformidad  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Venffo  en  decidir  que  el  conocimiento  de  este  asunto  corresponde  á  la  au  - 
tondad  judicial. 

Dado  en  Palacio  á  nueve  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— -El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Aamon  María  Nafvaez.— (Publicada  en  la  Ooc^ta  de  12  de  abril.de  1867.) 


«41. 

Competeneia  (9  de  abril  de  1867.).— Obras  en  un  moliiio. 
—Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  competencia  suscitada 
«ntre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Orense  y  el  Juez  de  prime- 
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ra  instancia  de  Carlmlltfto,  con  motfto  del  interdicto  preseniado 
porD.  Ramón  Vázquez  y  otro  contra  Manuel  Franco,  y  se  re- 
suelve: 

Que  el  aprqvechfiímiento  de  ha  aguas  é^  un  rio  y  el  decidir  $i 
las  obras  hechas  eñ  un  molino  perjudican  ese  aprovechamientcif, 
son  cuestiones  de  la  eselusimfeompkenda  de  la  AdministraciOH,^ 
como  materia  de  interés  general  pmslaá  su  cuidado  y  iojo  ^u  di- 
rección. 

En  ei  espedirte  y-tiolos  de  competencia  .sascitada  entre  •)  Gc^erna- 
dor  de  la  províocia  de  Orense  y  el  Juez  de  primera  iirstanda deCarba- 
llino,  de  los  cuales  resulta: 

Que  D.  Manuel  de  Calvo  y  Manoel  Pratice*,  dueftos  difel  moNno  llanada 
de  Garbelletra,  movido  por  las  aguas  sobrantes  de  «tros  HH^tinos,  acudie- 
ron al  Ayuolamiento  de  Cea  en  queja  de  D.  Ramón  Vázquez  y  Doña  Ga^* 
bríéla  Barroso,  propietarios  de  otros  molinos  llamados  Trasleiro»y  Bsca- 
leiras,  por  haber  colocado  algunas  piedras  y  tertenos  en  la  presa  del  pri* 
meto  y  haber  dado  mas  fondo  átaiíania  de4  segnndo: 

Qué  el  Ayuntamiento  de  Cea,  teniendo  en  cnenía  que  se  trataba' deít 
aprovechamiento  de  las  aguas  de  un  río,  acordó  en  10  de  enero  de  ISM 
que  se  abstuvieran  Vazqnez  y  Barroso  de  alterar  el  eurso  de  las  agvae, 
conservando  la  presa  en  sn  antiguo  estado  y  reservándoles  su  derecho 
para  que  solicitaren  lo  conveniente,  sr  no  se  conformaban  con  aquel 
acuerdo: 

Que  en  ^  del  mismo  enero,  Vázquez  y  Barroso  acudieron  ai  Juagado 
de  Carballínocon  un  interdicto  de  retener  cootra  Manuel  Franco  for  ha* 
ber  quitado  di^erei^tes  Veces  ias  piedras  y  terrenos  que  cerra^n  la  aceqma 
por  dónde  los  querellantes  tomabas  el  agtía  delirio  para  sus  móHoos: 

Que  recibida  información  testifical  sobre  los  tiechos  y  antes  de  oeie- 
brarse  el  juicio  verbal,  el  Gobernador  de  la  provincia  requirió' de  ínliibi- 
fioo  al  Juagado  á  instancia  de  Calvo  y  Francb,  fundándose  en  la, Real  6r* 
den  de  i4  de  marzo  de  1846,  cb  el  Real  decreto  de  20de  abril  de  486^ 
y  en  las  Reales  órdenes  de  22  de  noviembre  de  1836  y  20  de  jnlio 
de  Í839í 

Que  sustanciado  el  incidente,  y  después  de  traído  á  los  auto» «o  plaM 
de  la  parte  del  rio  en  que  estaban  loe  molinos  y  de  inspeccionar  eller* 
reno.  %\  Juez  se  declaró  competente,  de  acuerdo  con  el  Promolar  fiscal, 
apoyándose  en  que  se  trataba  de  un  aprovechamiento  privado  de  aguas; 
en  que  los  querellantes  no  habrán  liectie  innovación  en  la  ptesa,  sino  r»« 
paracion  del  da^o  cansado  por  la  construcción  de  un  puente  inmediato^ 
y  en  la  ley  18,  tít.  32  de  la  Partida  3.\' 

Que  el  Juez  dirigió  su  exhorto  al  Gobernador  en  8  de  abril  de  1864,  y 
esta  autoridad  no  contesto  hasta  5  de  jtiho  del  mismo  afto,  insistiendo  en 
su  competencia,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  y  remitiió  el  espe'*- 
diente  á  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros  en  9  de  febrerb  úlIhnOy 
resultando  el  presente  conflicto!  .    .    

Vistas  las  Reales  órdenes  de  22  de  noviembre  de  1836  y  20  de  julio 
de  1839,  que  encargan  á  los  Gobernáíores  de  las  provincias  cuidar  de  la 
observancia  de  las  ordenanzas  y, re^ls^meotos  relativas  á  1^  conservación 
de  las  o1)rais,  policía  y  disíribucion  de  aguas  para  f iégoí,  moltnoá  y  otros 
artefactos: 

Vista  la  Real  orden  de  i4  de  marzo  de  1810,  que  establece  las  reglas 
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Ab  tranlitacíon  á  q«e  bno:  ée  sujetajse  iis  eoocesiones  d«  apravediaimeD'- 
lo  de  aguas  áé  ¡os  rmi 

VJslo  el  He^l  decreto  de  29  de  ^bcil  de  1860,  que  establece  varias 
disposiciones  sobre  el  aprovechamieiato^e  las  agua^t,  encarg«ado  i  h  Ad- 
mioistracioo  la  poHcia,  así  de  las  públicas  como  de  1aj$  privadas: 

Visto  etnúra.  8.*  del'art.  8^  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  1803, 
(jue  eucfrrga  á  los  GoAseJoí  prótiñciales  oír  y  fallar,  cuando  pasen  á  ser 
contenciosas,  las  cuestiones  relativas  al  curso,  navegación  y  flote  de  loe 
ríos  y  canales,  obras  beehasén  sus  eáufces  y  márgeoos,  y  ptimera  diÍ8tri< 
buoion  de  su»  aguas  para  nef9>s  y  otros  osos: 

'  Yisla  Jfi.l^  i8«  li(.  32  deJa  Partida^,%  <|ue  diepone,  acoino  se  puede 
facer  un  molino  cerca  de  otro  non  le  tolliende  el  (kgaa>  oío  embargan  » 
dogela:» 

Visto  el  art.  64  del  Reglamento  de  25  de  setiembre  de  f 863,  el  cual 
tHspone  que^  el  Soberoador,  oído  el  Ckmsejo  provincial,  dirigirá,  dentro 
de  los  tres  días  de  Mber  recibido  el  exborto  del  Juez,  nueva  comunicación 
d1  requerido,  insistiendo  uno  en  estimarse  competente: 
*  Visto  el  art.  66  det  mismo»  Reglamento,  que  ordena  á  las  autoridades 
contendientes  reiñitlr  per  el  primer  covreo  al  Presidente  del  Consejo  de 
üinistres  las  actuaciones  que  ante  cada  cual  se  hubiesen  instruido,  si  el 
<;ober»ador Insistiese  en  la  competencia: 

Visto  el  art  73  det  citado  Reglamento^  seffun  el  cual,  los  términos  se< 
ñalaiios  en  los  af  ticulias  del  mismo,  que  se  reuereo  á  las  competencias  de 
JQrisáiceion  y  atribuciones',  serán  fatales  é  improrogables: 

Gonstde  rendir: 
'  i.^  Que  así  la  providencia  administrativa,  como  el  interdicto,  recaen 
sobre  el  aprovechamiento  de  las  aguas  de  un  río  para  mover  unos  moli- 
óos, y  sobre  las  obras  hechas  en  el  cauce  y  márgenes  del  mismo  rio,  tf^^do 
lo  cual  es  de  la  competencia  de  la  Admioistraeioo,  según  las  citadas  dis- 
pesieíones,  y  particularmente  elmúm^  8  del  art.  83  de  la  ley  de  2tS  de  se- 
tiembre de  1863>: 

2®  Que  los  derechos  y  obligaciones  que  respectivamente  ejercitan  y 
exigen  eo  esta  cuestión  los  particulares  interesados;  en  ella,  versan  sobre 
el  use  de  a^uas  pébhcais;  y  por^xmsiguieBtesou  de  los  que  concede,  aj)re- 
cia  y  ezami<Ba  la  Administración,  como  materia  de  interés  general  puesta 
é  su  euidado  y  baje  su  dirección; 

Conformándome  eon  lo  consultado  pr  el  Consejo  de  Estado  en  pleno. 
Vengo  en  decidir  esta  cem|ieteQeia  a  favor  de  la  Administración  y  lo 
acordado. 

Dado  en  Palacio  á' nueve  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  roano.— El  ^Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.— {Publicada  en  la  Gaceta  de  (2 de  abril  de  1867.) 


HentenéÍA[lfi  de  febrero  de  iSffl.). — Exencíon  de  la  des - 
AMORTiZACioíí.— Se  dccIara  nula  la  venta  de  la  dehesa  boyal  del  pue- 
blo de  lucillos,  en  la  provincia  de  Toledo,  reclamada  por  su  Ayun- 
tamiento, y  se  resuelve: 

1.®    Que  están  esceptuadai  de  la  desamortización  las  dehesas 
destinadas  en  cada  pueblo  para  el  pa^to  de  sus  ganados  de  labor. 
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siempre  que  se  solicUare  y  j)robaie,  antes  éteque  salgan  á  la  venta, 
que  no  hay  otra  en  el  pueblo  aue  reúna  aquellas  circunstancias,  y 
-que  por  las  condiciones  agrícolas  del  pueblo  y  el  número  de  sus  ga- 
nados  de  labor  le  es  indispensable  tener  dehesa  de  pastot 

2/  Que  es  por  consiguiente  nula  la  venía  de  una  finca  de  esta 
víase  hecha  después  de  cumplirse  todos  los  requisitos  establecidos 
jpara  solicitar  la  exención; 

Y  S.""  que  al  Gobierno  toca  esclusivamente  la  facultad  de  fijar 
la  estension  de  la  dehesa  boyal  que  cada  pueblo  haya  de  reservarse 
4e  sus  bienes  para  aprovechamiento  cúmun,  oyendo  al  Ayuntamien- 
to y  Diputación  provincial. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

Visto  ei  proyecto  de  senteocia  coD&ultado  par  la  Sala  de  lo  Gontea« 
4;ioso  del  Consejo  de  oslado,  cuyo  tenor  literal  es  €9ino  $igue: 

(íEü  el  pleito  que  peodeaote  el  Consejo  de  Estado,  6n  primera  y  úni- 
ca  instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Ayuntamiento  de  Lucillos,  en  la 
provincia  de  Toledo,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Amaro  López  Bor« 
reguero,  demandante,  y  de  la  otra  mi  Fiscal,  representando  á  la  Admi- 
nistración general  del  Bstado,  demandada,  y  como  coadyuvante  de  la 
misma  el  Licenciado  0.  Rafael  Hernández  Viliareja,  en  nombre  de  Don 
Üafael  Nicolás  Pinillo,  interesado  en  la  dehesa  ilamada  Boyal;  sobre  re« 
vocación  ó  subsistencia  de  la  Real  orden  de  9  de  satiembre  de  i 864,  es- 
pedida por  el  Ministerio  de  Hacienda,  que  declaró  no  baber  lugar  á  la 
^solicitud  de  aquel  Municipio,  sobre  la  escepoion  de  loe  efectos  de  tas  leyes 
de  desamortización  en  cuanto  á  la  referida  dehesa: 

«Visto: 

» Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

»Que  ei  Ayuntamiento  de  Lucillos,  en  sesión  de  19  de  agosto  de  1855 
4icordó  solicitar  la  excepción  para  los  efectos  de  la  desamortización  de  la 
dehesa  titulada  Boyal,  procedente  de  sus  propíos,  como  comprendida  en 
.«1  beneficio  concedido  á  las  fincas  de  aprovechamiento  común  por  el  ar- 
tículo 2/  de  la  ley  de  I.®  de  mayo  de  1855;  pero  destruido  el  archivo  del 
Municipio  con  motivo  de  la  Guerra  de  la  independencia,  tuvo  que  acre- 
ditar este  estremo,  así  como  que  la  finca  fué  donada  á  (a  villa  de  Lucillos 
por  la  de  Tala  vera,  con  la  con  lición  de  lener  ésta  ei  derecho  á  la  cuarU 
parte  de  sus  aprovechamientos,  y  de  reconocer  tres  capitales  de  censo  que 
tenia  de  gravamen,  por  medio  de  una  información  testifical  practicada  ante 
«I  Alcalde  del  mismo  pueblo  de  Lucillos,  y  ie  un  informe  de  su  Ayunta- 
inieuto:  y  después  á  oscitación  del  Fiscal  de  Hacienda,  se  practicó  otra  in- 
iormacioo  testifical  ante  el  Juagado  de  Hacienda  de  Toledo,  de  la  que 
aparece  que  los  vecinos  de  Lucillos  Vienen  desde  tiempo  inmemorial  dis- 
frutando en  común  y  gratuitamente  lo?  pastos  mayores  y  leñas  muertas 
<le  la  dehesa  de  que  se  trata,  para  sa^  ganados  y  hogares,  y  que  asimismo 
<lesde  muy  antiguo  arriendan  las  yerbas  menores  ó  de  invernada,  de  no- 
viembre á  enero,  con  objeto  de  entregar  al  Ayuptamieqto  de  Talavera  la 
«uarta  parte  del  aprovechamiento  que  le  corresponde,  y  de  pagar  los  tres 
censos  que  pesan  sobre  la  finca;  aplicando  el  sobrante,  si  alguno  resulta^ 
-á  cubrir  el  déficit  del  presupuesto  municipal,  con  lo  que  se  evitaba  un 
repartimiento  vecinal: 

»Que  la  Diputación  provincial  informó  que  el  Ayuntamiento  tenia 
cargado  en  sus  cuentas  municipales  el  valor  en  subasta  de  las  yerbas  da 
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inverDada  y  agostadero  dé  la  dehesa,  coDlríbnyeodo  con  el  20  por  400  á 
ia  Hacienda  como  producto  de  Propios,  y  de  conformidad  con  el  dictamen 
del  Fiscal  de  Hacienda,  icié  de  opmíen  que  la  finca  debía  ser  esceptuada 
de  la  venta,  como  de  aprovechamiento  coman: 

))Que  eie>rado  el  espediente  á  la  Superioridad  con  fecha  20  de  febrero 
de  i 856,  quedaron  en  tal  estado  las  cosas^  basta  que  anunciada  en  30  d» 
octubre  de  1858  la  venta  de  la  misma  finca,  acordó  el  Ayuntamiento  en 
28  de  noviembre  siguiente  reclamar  contra  la  Indicada  enajenación,  y 
pedir  la  eseepcion  de  la  finca  en  concepto  de  dehesa  boyal,  destinada  ar 
pasto  del  ganado  de  labor;  y  al  efecto  presentó  una  nueva  información 
testifical,  practicada  ante  el  Aknlde  del  mismo  Lucillos,  en  la  que,  asf 
como  en  el  informe  del  Ayuntamiento,  se  rerpite  sustancialmente  lo  con- 
signado en  las  anteriores  informaciones,  de  que  se  ha  hecho  mérito: 

»Que  la  Diputación  provincial  y  el  Fiscal  de  Hacienda  se  abstuvieron 
de  dar  su  dictamen  ínterin  no  se  resolvia  la  precedente  solicitud  det 
Aynntamiento  sobre  escepcion  de  la  misma  finca  bajo  el  concepto  de 
aprovechamiento  coman;  y  el  Secretario  del  Gobierno  de  la  provincia  cer- 
tificó que  en  las  cnentas  municipales  de  Lucillos  aparece  que  venia  arren- 
dándose y  pagándose  á  la  Hacienda  el  20  por  100  correspondiente  á  la  de- 
hesa de  que  se  trata: 

9Que  elevado  éste  espedieüte  i  la  Dirección  general  del  ramo,  la  Junta 
superior  de  Ventas,  en  sesión  de  30  de  noviembre  de  1859,  dt'sestimó  la 
solicitad  contenida  en  el  mismo,  en  ratón  á  que  en  el  hecho  de  venir 
arrendándose  y  satisfeciéndose  ^  la  Hacienda  el  20  por  100  se  demostraba, 
nd solo  que  jamás  se  ha  considerado  la  finca  de  aprovechamiento  común, 
sino  que,  Ól>ien  tenían  los  vecinos  otros  predios  que  destinar  al  pasto  del 
ganado,  oque  éstos  no  le  son  necesarios: 

))Que  la  misma  Junta  superior  de  Ventas,  en  20  de  octubre  de  1862, 
acordó  respecto  al  espediente  de  excepción  de  la  propia  finca,  en  concepto 
de  aprovechamienlo  coman,  sobre  el  que  nada  se  habia  resuelto  desdé 
que  se  elevó  á  la  Dirección  del  ramo,  negar  también  la  solicitud  del 
Ayuntamiento,  toda  vez  que  lá  finca  perdió  completamente  el  carácter  de 
aprovechamiento  coman,  con  arreglo  al  art.  53  de  la  instrucción  de  31  de 
mayo  de  1855;  salvo  sin  embargo  el  derecho  que  el  pueblo  reclamante 
pudiese  ejercitar  ea  confoi^mldad  del  art.  1.^  de  la  ley  de  11  de  julio 
de  1856: 

»Que  reclamaron  varios  vecinos  de  Lacillos  é  individuos  de  su  Ayun- 
tamiento, pidiendo  que  se  anoh^ra  la  venta  de  la  finca,  en  razón  á  que  el 
arrendamiento  de  pastos  de  la  misma  en  los  meses  de  noviembre  á  enero 
de  cada  año  tuvo  orfgen  en  el  convenio  que  hicieron  los  vecinos  para 
atender  con  su  producto  á  ciertas  cargas,  que  de  otra  manera  hubieran 
sido  cubiertas  por  medio  de  repartos  vecinales,  pero  que  en  los  meses  res- 
tantes aprovechaban  en  común  los  pastos  de  la  dehesa  por  serles  de  abso- 
Inta  necesidad;  y  en  su  virtud'se  pasó  el  espediente  al  Consejo  de  Estado,, 
el  cual  en  pleno  emitió  su  dictamen  eo  i.®  de  abril  de  1863;  en  el  mentido 
de  que  procedía  declarar  de  aprovechamiento  común,  y  esceptuada  por 
consiguiente  de  la  amortizicic^n,  la  dehesa  de  que  se  trata: 

»Qne  así  las  cosas,  y  en  virtud  de  nuevas  reclamaciones  de  algunos 
vecinos  é  individuos  del  AyuD^tamíento  de  Lucillos,  en  una  de  las  que  (24 
de  abril  de  t864)  desistieron  espresa  meo  té  de  la  solicitud  de  escepcion  de 
la  finca  como  de  aprovechamiento  comun^  se  mandó  ampliar  la  lostrnc- 
cion  del  espediente  relativo  á  la  escepcio^  de  la  finca  bajo  el  concepto  dé 
dehesa  destinada  al  pasto  del  ganado  de  labor,  y  en  su  consecuencia  so^ 
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ilcrmUtaron  eouvenieQtemeDte  las  eondíoioties  esencialmente  agrfcohre  dt- 
Lucillos,  el  número  de  cabezas  dé  ^anado^ destinado  á  l«  labor,  que  asctío 
día  á  147,  la  necesidad  de  la  finca  p»ra  el  sostenimiento  fie  dichos  ganado^ 
por  ser  iosufícientes  ocho  prados  que  «demás  tenia  el  pueblo  sin  enajenar,' 
de  cabida  en  junto  de  20  fanegas  y  6  eelemines  de  tierra  según  «n  sus  res- 
pectivos informes  lo  reconocieron  la  iunta  de  Agricnlt«ira^  el  Ingeniero  de 
Montes,  la  Diputación  provincial,  el  Fiscal  de  Hacienda  y  las  oficinas  de 
provincia;  y  por  último  se  oyó  á  los  cofttpradores  de  la  dehesa,  los  que  se 
opusieron  á  la  escepcíon,  fundados  en  que  ertn  bastantes  parael  ganado 
lo:i  pastos  de  las  fincas  que  quedaban  por  enajenar,  y  en  que  M  aprove- 
chamientos de  la  reciafiada  han  sido*constantemente  arrendados: 

oQuecon  presencia  de  estos  Antecadeaies,  la  Asesoría  general  del  Mi- 
nisterio de  Uacienda  fué  de  parecer  qoeiproeedia  la  escepcion  solicitada^ 
en  razón  á  que  si  bien  tos  compradores  de  la  dehesa  se  opoaian  á  la  es- 
cepcion  por  suponer,  que  bastan  al  paste  del  ganado  los  terrenos  que  no 
han  sido  vendidos,  y  porque  aquella  ha  «do  arrendada,  k>^  primero  se  en¿ 
cuentra  destruido  por  cuantas  corporaciones  y  funcionarios  han  interven 
nido  en  la  mstruccion  del  espediente,  no  siendo  inconveniente  lo  segundo 
para  la  procedencia  de  k  eseepcios;  y  en  que  tIMnpoco  se  opone  á  la  mis- 
ma la  circunstancia  de  que  antes  fuera  reclamada  la  finca  como  de  apro- 
vechamiento coraiUQ,  toda  vez  que  «I  Ayuntamiento  ha  desistida  de  su  re- 
clamación en  tal  concepto; 

»Qiie  en  su  consecuencia,  y  de  conformidad  eon  lo  propuesto  por  la 
Dirección  del  ramo,  la  Junta  superior  de  Ventas  aeordó  en  H  de  agosto 
de  1864  que  se  concediese  al  puelilo  de  Lueillos  la  referida  finca  con  d^- 
tino  á  su  ganado  de  labor,  con  arregio  á  la  ley  de  i 4  de  julio  de  1856, 
en  las  tres  cuartas  parles  de  su  cabida,  pue»to  q«ie  la  cuarta  parte  res^ 
taote  debe  reservarse  á  la  villa  desala  vera,  la  oual  poárét  reclaman*  este 
derecho:  anulándose  las  ventas  efectuadas  é  iodantnizándose i  losoompra- 
dores,  y  ordenando  la  eoajenactw  de  loS'Ocho  prados 'qoe  además  tiene  él 
pueblo  que  no  le  son  necesarios;  y 

»Qiie  en  vista  de  todo  recayó  la  Real  orden  reclamada  de  9.  de  setiem* 
bre  siguiente»  resolviendo  que  ro  há  'lugar  á  la  pretensión  del  Ayunta-* 
miento  reclamante: 

)>Vksta  Ja  demanda  queol  Dr.-J).  Nanciso  fifi*5iz  de  Tejada,  en  nomÍ>re 
del  Ayuntamiento  de  Lucillos,  presentó  ante  el  (Consejo  de  Estado»  con  la 
solicitud  deque  se  revoque  la  apresada  Real  ópdande  9  de  setiembre 
^e  1861,  y  se  lieclare  nnla  la  venta  de  la  defhesa: 

»Vísta  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  qne  pretende  la  absolución  de 
la  referida  demanda  y  la  coi»firmaGÍaB  de  la  Raaférdea  por  la  misma  re- 
clamada: 

»Vistos  el  escrito  en  que  el  Licdnciado  O.  Rafael  Hernández  Villarejo 
se  mostró  parle  on  noiobre  de  O.  Rafael  Nio^lés  fHnillo,  interesada  en  la 
subsistencia  de  la  -venta  de  la  deliesa  llamada  Boyal,  y  el  adto  de  la  Sere^ 
cion  de  lo  Contenciosa  en  qne  se  leihubd  por  lal,  en  concapte  d»  coadyu- 
vante de  la  Adnoinístracion: 

»Visto  el  escrito  del  misnM»  Letrado  tonteando tá  la  demanda  y  ad« 
hiriéndose  ¿  lo  solicitado  por  mi  Fiseat: 

)) Vistos  el  escrito  en  que  ehLiceuciado  El¿  Amaro  LopéZ 'Borreguero  se 
mostró  parte  á  nombre  de  hi  Manieipalidad  de  LueilM»  «ki  virtud  de  la 
sustitución  que  le  fué  concedida  por  el  anterior  Letrado  quís  representaba 
á  la  esprasada  Municipalidad,  y  el  auto  de  U  Sección  en  que  se  le  traba 
por  pune  en  ia  indicada  representación:  ' 
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.  »yistoei  an«  rodela  leydeU  de  Julio  de  185^  que  dicer  «además 
de  los  bíene?  G«Kipi^ikdido6  en  el  ar|.  2.*  de  la  ley  de  i/  de  mayo  de  4855, 
se  esceptúan  de  ía  venia  decretada  por  dieba  ley  la  dehesa  deatioada,  ó 
que  se  destine  de  entre  los  deHiá9  bienes  del  pueblo,  al  pasto*  del  ganado 
de  laber  del  mismo,  easo  de  no  teaerla  esoepUiada  en  virtud  del  art.  2.® 
déla  ley  de  i. "^  de  mayo  de  1855: 

))VistQ5ilos  tres  espedientes  i nstroidos  á  solicitud  de  la  Municipalidad 
de  Lucillos,  con  la  pretensión  de  que  se  declare  esceptuada  de  la  desamor- 
lizadon  la  dehesa  titulada  Boyal,  perteneciente  á  dicho  pueblo: 

»Con9iderando  que  si  bien  es  cierto  que  poco  después  de  haberse  pu« 
blicado  la  ley  de  l.^de  nay^,  el  citado  Ayuntamiento  reclamó  la  escep-r 
cion  de  aquella  dehesa  como  de  «iprovech^núeQto  común,  lo  es  asimismo 
que  antes  dehaberse  reauelto  definitivamente  esta  pretensión  dedujo  otra 
nueva;  pidiendo  la  misma  finca  en  el  concepto  de  boyal  é  indispensable 
para  el  pasto  de  sus  ganados  de  labor,  y  por  consiguiente  que  «sta  eúes- 
tioa,  énica  que  en  el  preseiUe  juicio  se  Ira  debatido,  ha  de  resolverse  por 
el  criterio  de  la  ley  de  H  de  julio  de  i856: 

»Considerando  que  por  mas  que  sea  un  requisito  necesario  respecto 
de  las  dehesas  boyales  que  su  reclamación  baya  de  liacerse  ^náes  de  que 
hubiesen  sido  enajenadas,  eJ  pueblo  de  Lucillos  ha  justificado  pleoa^ 
mente  haJberse  cumplido  dicha  condición  con  anterioridad  al  acto  de  la 
subasta: 

>>Gonsiderando  que  el  hecha  de  haberse  vendido  la  finca  de  que  se  tra- 
ta, á  pesar  de  las  oportunas  reclamaciones  del  Municipio,  no  puede  lastir 
m»r  sus, derechos,  ni  ser  un  obstácufo  para  la  ejecución  de  la  ley: 

»)Genfiiderando  que  la  doctrina  consignada  por  el  Consejo  en  el  decreto 
senteociaMie 6  de  noviembre  de  4863  no  es  aplicable  al  caso  de  este  pleito, 
p(»^que  dicho  fallo  se  referia  á  otro  en  que  la  escepcíon  se  habia  pedido 
des|)ues  de  <)onsumadaJa  venta,  y  el  de  2^  de  marzo  de  1864,  que  también 
se  cita,  se  resolvió  por  los  principios  consignados  en  los  anteriores  consi- 
derandosi: 

»Y  eoD6íderando.  finalmentie».que  de  los  espedientes  al  principio  cita- 
dos resulta  qne  el  pueblo  de  Lucillos  no  posee  dehesa  alguna  escepluada 
ni  desigusidaporei  Gobieroocomo  boyal,  y  asimismo  que  por  sus  condi- 
cion«B aerícolas  y  por  el  número  de  sus  ganados  de  labor  «eqesita  indis r 
.p^isablemente^  la  que  en  su  demanda  pretende; 

«Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  dejar  sin  efeutolf  Real  orden  de  9  de  se- 
tiembre de  1864  y  en  conceder  al  citado  pueblo  de  Lucillos,  como  dehesa 
hoyat,  la  que  es  objeto  de  este  pleito.» 

Vistas  las  informaciones  practicadas  por  el  Ayuntamiento  de  Lucillos^ 
ante  el  Alcalde  del  mismo  pueblo  la  una,  y  ante  el  luez  de  Hacienda  de 
TolMk^4a  otra«  á  fin  4e  aoreditarr,. supliendo  por  estravio  del  thulo  de  la 
dehesa  en  Ctt0stio&r  con  dichas  justincacioaes,  que  la  mencionada  finca 
fué  donada  al  pueblo  de  Lucillos  por  la  villa  de  Tala  vera,  con  la  condición 
«sptesa  de  reservarse  ésta  la  cuarta  parte  de  los  aprovechamientos  de  la 
misnia,  y  deque  Lucillos  sa tirria  'os  tres  censos  que  sobre  la  dehesa 
mencionada  gravitan:  cuyas  obligaciones  habia  venicla  cumpliendo 'pun- 
tualmente y  por  los  iOiedias  que  en  jas  mismas  informaciones  se  espresan: 

Vistes  los  números  ^  /,  2  ®  y  3.^  del  resumen  de  liechos,  comprendido 
en  la  ampliación  de  la  demanda  presentada  ente  el  Consejo  de  Estado  por 
^1  representante  de  Lucillos,  ^n  qua  declara  que*  solo  correspeodian  ai  ci  - 
lado  pueblo  las  tres  cuartas  partes  de  la  dehea^  boyal  del  mismo,  y  la  otra 
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cuarta  á  Talavera,  y  que  sí  esta  se  arrefnrtaba  ó  subastaba  p^t  el  Ayon- 
tamíeato  de  Lucillos,  era  para  entregar  á  Tala  vera  sú  importe: 

Vistas  tas  reclamaciooes  del  puel^o  y  Ayuntamieoto  de  Lucillefi(,  ante  • 
riores  y  posteriores  á  la  veota  que  de  ^a  dehesa  que  se  cuestiona  se  hizo  eu' 
remate,  celebradcfat  parecer  en  45  de  diciembre  de  t85^,  en  favor  de  Don 
Julián  de  Ilurria,  se^un  se  espresa  en  la  escritura  de  venta  que  de  parte 
de  dicha  finca  otorgó  Damián  Ormigos  en  favor  de  Bruno  García: 

Visto  el  art.  t.**  de  la  ley  de  i\  de  julio  de  4856,  en  cuyo  segundo  par-* 
rafo  se  esceptáa  de  la  enajenación  acordada  en  la  ley  de  f.®  de  mayo  de 
1855  la  dehesa  destinada,  ó  que  se  destine  de  entre  Ioü  demás  blene^^  del 
pueblo,  al  pasto  del  ganado  de  labor  de  la  misma  población,  caso  de  no 
tenerla  esceptuada  en  virtud  del  art.  2.®  de  la  citada  ley  de  1855,  y  se 
dispone  que  el  Gobierno  fijará  la  estensioh  de  la  dehesa  que  haya  decon-* 
servarse,  atendidas  las  necesidades  de  cada  pueblo,  oyendo  al  Ayunta- 
miento y  á  la  Diputación  provincial: 

Considerando  que  la  venta  de  la  mencionada  dehesa  se  verificó  no 
obstante  las  reclamaciones  y  justificaciones  del  pneblo  de  Lucillos,  funda->> 
das  en  él  derecho  que  la  ley  le  concede: 

Considerando  que  la  pertenencia  del  pueblo  de  Lucillos  en  la  dehesa 
que  se  cuestiona  está  reducida  á  las  tres  cuartas  partes  de  ella,  y  estas 
mismas  se  encuentran  gravadas  con  los  tres  censos  que  pesan  sobre  aquella 
según  la  condición  con  que  la  villa  de  Talavera  hizo  donación  á  la  de  Lu* 
cilios  de  la  espresada  denesa,  reservándose  la  cuarta  parte  de  sus  aprove  • 
charo  ien  tos: 

Considerando,  por  último;  que  la  facultad  de  fijar  la  estemsíon  de*  la 
dehesa  boyal  que  cada  pueblo  haya  de  reservarse  de  sus  bienes  para  apro- 
vechamiento común,  corresponde  esclusivamente  al  Gobierno,  según  dis- 
pone el  citado  art.  t."  de  la  ley  de  41  de  julio  citada  oyendo»  al  Ayunta - 
Tniento  y  Diputación  provincial,  siendo  esclusivamente  discreccional  di- 
cha potestad: 

Oida  en  esta  parte  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  en 
la  sesión  antes  citada,  y  de  acuerdo  y  conformidad  con  lo  propuesto  por 
mi  Consejo  de  Ministros,  Vengo  en  declarar'  nula  y  sin  efecto  la  ventft 
que  se  hizo  por  la  Administración  de  la  citada  dehesa'  llnmada  Boyal,  del 
término  de  Lucillos,  á  virtud  del  remate  celebrado  en  t5  de  diciembre  dé 
4858,  eo  favor  de  D.  Julián  Iturria,  y  mandar  qtle  el  Ministerio  de  Ha» 
cíenda  previa  la  instrucción  del  espediente  que  sepreviene  eu  el  art.  4.** 
de  la  ley  de  4  4  de  julio  de  4856,  sí  úo  lo  hubiese  formado,  señale  al  citada 
pueblo  de  Lucillos  la  dehesa  boyal  que  según  las  necesidades  de  su  vecin- 
dario necesite  para  el  pasto  de  sus  ganados  de  labor,  siempre  que  quepa 
en  las  tres  cuartas  partes  de  la  que  ha  sido  objeto  de  esta  contienda,  j  que 
pertenecía  al  mismo  pueblo.  ^ 

Dado  en  Palacio  á  quince  de  febrero'  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.-^EI  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.»  • 

Publicación  ^Léido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  e4 
Secretario  accidental  delC^nsiejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  contencioso,  acordó  que  sé  renga  tottm  reso- 
lución final  en  la  ibstancia  y  autos  á  que  se  refiere;  ^ue  se  nna  á  los^  mis- 
mos; se  notifique  en  forma  á  las  pattesl  y'  se  inserte  en  la  Gnceta*,  dé  que 
certifico. 

Madrid  24  de  febrero'  dé  í867.^Jobé  <!e  Grijalvá- (Publicada  en  li 
Gaceta  dé  42  de  abril  de  4667.) 
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Senteneia(t6  de  febrero  de  1867,).— Posesión.— Se  con- 
firma la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  jprovincial  de  Huesca,  en 
el  pleito  seguido  entre  el  pueblo  de  Ootinena  y  D.  Benito  Yicen^ 
y  Alegret,  y  se  resuelve: 

Que  es  incuestionable,  según  el  espíritu  y  letra  de  las  disposi- 
eiones  vigentes  y  la  jurisprudencia  establecida,  la  competencia  de 
la  Administraiion,  en  su  caso,  y  la  de  la  jurisdicción  contencioso- 
administrativa,  cuando  las  provideticias  de.aquella  causan  estado, 
para  conocer  de  las  cuestiones  que  se  promuevan  sobre  la  posesión 
de  los  bienes  comunales,  cuando  ésta  es  interrumpida  por  actos  ó 
usurpaciones  manifiestas  y  reciettíes,  sin  que  se  entienda  por  esto 
limitada  la  de  los  Tribunales  ordinarios  para  decidir  acerca  de  las 
cuestiones  de  propiedad. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«En  el  pleito  que  pende  ante  el  Coosejo  de  Estado  en  grado  de  apela- 
ción, entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Luis  Díaz  Gobeña,  en  nom- 
bre de  D.  Benito  Vicens  y  Alegret,  vecino  de  esta  corte,  apelante,  y  de  la 
otra  el  puebto  de  OntiñeDa,  provincia  de  Huesca,  representado  por  mi  Fis- 
cal, apelado;  sobre  posesión  de  cierto  terreno: 

Visto: 

Vista  la  instancia  que  en  2  de  noviembre  de  4860  dirigió  el  Ayunta- 
miento de  On^iñena  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Huesca,  maDÍfes^ 
tando  que  entre  aquel  pueblo  y  el  de  Víllanueva  de  Sigena  existia  una 
partida  de  terreno  llamada  Paso  del  común,  de  laesclusiva  propiedad  des- 
de el  año  de  1422  de  ambos  pueblos,  de  la  cual  venian  disfrutando  en  co- 
mun  desde  entonces,  llevando  por  la  misma  sus  ganados  basta  el  valle  de 
Casa-Blanca;  pero  que  hacia  un  mes  que  D.  Benito  Vicens  se  babia  en- 
trometido en  el  espresado  Paso,  verilicando  roturaciones  con  gran  nume- 
ro de  jornaleros,  apoyado,  según  tenia  entendido  la  Municipalidad  recur- 
rente, en  que  la  de  Víllanueva  se  lo  permitía  ó  cedía  de  sus  derechos;  y 
que  no  pudiendo  consentir  que  nadie  privase  á  los  ganados  de  la  villa  del 
aprovechamiento  del  paso  y  del  tránsito  por  él  al  referido  valle  de  Gasa- 
blanca,  lo  cual  sucedería  si  se  toleraba  la  roturación  hecha  por  Vicens, 
acudía  á  la  indicada  autoridad  superior  de  la  provincia  á  fm  de  que  le 
protegiese  y  amparase,  solicitando  que  inmediatamente  se  espidiesen  las 
órdenes  oportunas  para  que  Vicens  cesara  en  las  roturaciones: 

Vistos  la  inspección  ocular  y  los  informes  del  Perito  agrónomo  y  del 
Ingeniero  de  Montes  de  la  provincia,  de  los  que  resulta  que  el  terreno  en 
que  emprendió  Vicens  la  roturación  estaba  enclavado  en  el  puso  común, 
el  cual  se  hallaba  deslindado  con  las  debidas  formalidades  de  amojona- 
miento por  ambos  pueblos,  sin  que  quedara  duda  de  que  era  de  su  apro- 
vechamiento: 

Vista  la  providencia  que  en  su  virtud  dictó  el  Gobernador  en  3  de  di- 
ciembre de  1863,  por  la  cual  incorporó  la  mencionada  roturación  al  patri- 
monio comunal  de  los  pueblos  de  que  se  trata: 

Vistas  la  reclamación  que  contra  la  anterior  providencia  presentó  Vi- 
cens, y  la  suspensión  que  de  los  efectos  de  la  misma  provincia  decreta 
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la  espresada  autoridad,  mandando  ampliar  la  íostruccíon  del  espedienlp: 

Vistos  la  iDformaciOD  testifical  ^M documentos  que  en  su  consecuen- 
cia presentó  Vicens,  encaminados  á  justificar  que  era  dueño  del  terreno 
eo  cuesiion  por  vivtúd  d?  compra  hecha  á«  [K  M^nuef  RidéMaroaesoritu- 
la  publica  de  23  de  agosto  de  1860^  y  quQ  dicho  Rodellar  y  sas-causajKtAss 
tuvieron  su  posesión  y  propiedad  desde  i784,  segua  se  desprendía' d6l  ca- 
tastro ó  centenar  de  Villanueva: 

Vistas  la  escritura  presentada  por  el  Ayuntamiento  de  Ontíneoa,  otor- 
gada eu  9  de  setiembre  de  1423  por  éste  pueblo  y  el  de  Villanueva  respec- 
to á  la  comunidad,  disfrute  y  amojonamiento  del  paso  sobre  que  se  cues- 
tiona; y  fas*  informaciones' qite  asimismo  presentó,  justificativas  de  hallarse 
€l  Ierren* roturado  por  Vicens  enclavado  en  dicho  pa^o  común  y  dol  dis- 
frute de  Ootinefiavea  la  posesión  de  iodo  éi,  aprovechando  sus  predacüof^ 
y  tránsito  y  oponiéndose  i  los. actos  perturbadora  da  aqueliav  especial  • 
mente  al  cultivo  del  terreno  de  que  se  trata  ínteaiado  eu  1842  por  Matías 
Rodellar: 

Vistos  los  nuevos  informes  del  Perito  agrónomo  y  del  Ingeniero  dfi 
Montes  de  la  provincia,  emitidos  en  el  mismo  sentido  que  los  ante- 
riores; 

Vista  ia  providencia  que  con  presencia  de  todo  dictó  el  Gobernador  en 
9  de  junio  de  4865,  por  la  cual  declaró  á  los  pueblos  de  Villanueva  y  Oq- 
tiñena  en  la  posesión  de  toda  la  faja  ó  término  que  comjyende  el  paso  co- 
mún, y  que  debería  proceder  á  su  demarcación  el  distrito  forestal,  tenien- 
do á  la  vista  las  pruebas  del  espediente  y  las  buegas  ó  hitos  designados  en 
la  escritura  de  contestación,  practicando  la  diligencia  con  citación  do  los 
interesados  á  fin  de  que,  si  se  suscitaba  alguna  duda  ó  reclamación,,  pu- 
diera ejeculnrse  su  deslinde  conforme  al  Real  decreto  de  1.**  de  abril  de 
d840:  todo  ello  sin  perjilicib  de  que  Vicens  usase  de  su  derecho  en  la  vía 
conlencioso-adminislrativa,  conforme  á  la  ley  de  25  de  setiembre  de  i8f>3 
ó  en  la  esfera  ordinaria  respecto  á  la  cuestión  de  propiedad; 

Vista  la  demanda  que  Vicens  dedujo  ante  el  Consejo  provincial  de 
Huesca,  solicitando  la  revocación  de  la  precedente  providencia  guberna- 
tiva y  que  se  le  respetase  en  la  posesión  en  que  se  encontraba  desdé  23  de 
iigostode  1860  de  parte  del  terreno  que  comprende  el  paso  común,  que 
tenia  adquirida  de  su  anterior  propietario,  reservando  en  su  caso  al  pue- 
blo de  Oüliñena  el  derecho  de  qne  se  crea  asistido  para  entablar  el  juicio 
de  propiedad  ante  los  Tribunales  de  justicia; 

Vistos  ol  traslado  de  la  anterior  demanda  conferido  á  los  Ayuntamien- 
tos de  Onliuena  y  Villanueva,  la  acusación  de  rebeldía  formulada  contra 
el  de  Villanueva  por  no  haber  comparecido  dentro  del  término  legal,  y  el 
auto  del  Consejo  provincial  en  que  se  hubo  por  acusada  la  referida  re  - 
beldía; 

Visto  el  escrito  de  contestación  á  \k  demanda  propuesta  por  el  Munici- 
pio de  Ootiñena,  en  que  pidió  su  absolución  y  la  condenación  en  costas  á 
la  parte  actora; 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  contraréplica,  presentados  por  las  par- 
tes, y  las  pruebas  documental  y  testifical  aducidas  por  las  mismas; 

Vista  la  sentencia  que  eu  su  virtud  pronunció  en  20  de  enero  de  1860 
el  referido  Consejo  provincial,  fallando  que  debía  confirmar  y  confirmaba 
la  providencia  de  10  d¿  junio  de  1865,' absolviendo  de  la  demanda  contra 
la  misma  interpuesta  álos  Ayutitamientos  de  Villanueva  y  Oatineria,  y  de- 
jando á  salvo  á  O.  Benito  Vicens  los  derechos  correspondlentiS  para  enta- 
i)lar  el' juicio  de  propiedad  ó  reclamar  de  eviccion  por  la  venta  á  que  se  re- 


Digitized  by 


Google 


fiere  la  escíritura  dé  23  dé  agostó  á&  1860¿  siti  hadef  especial  condenación 
de  costas: 

Vistos  elreciíi^sd  áés^lktióú  propuesto  por  Víceos  contra  la  esprdsa- 
da  sentencia,  y  el  auto  en  virtud  del  cual  se  íé  admitió  y  remitieroü  los 
autos  á  la  Superioridad: 

Vista  ia  mejora  del  anterior  recurso  presentada  ante  el  Consejo  de  Es- 
lado  por  el  Licenciado  D.  Luis  Diaa  Pelmez,  en  nombre  de  Vicens,  con  la 
pretensión  de  que  se  revoque  la  sentencia  del  inferior,  y  s?  deje  sin  efecto 
la  protidéíitíla  gubernativa  quo  declaró  en  los  pueblos  de  ViHanuefá  y  Oa- 
tiñena  la  posesión  de  toda  la  faja  llamada  Paso  coman,  incluso  ellefreao 
que  em  la  mismaí  pertenece  al  apelante: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal^  pidiendo  la  confirmación  de  la  refe  - 
rida  sentencia: 

Vistos  el  escrito  del  Licenciado  D.  Luis  Diaz  Cobeña  mostrándose  par> 
te  en  sustitución  del  anterior  Letrado  que  representaba  ai  apelante,  y  el 
auto  en  que  se  estimó  la  subrogación  indicada: 

Vista  la  Real  orden  de  M  de  mayo  de  1838,  que  dispone  la  conserva-- 
cica  6  manutención  de  los  pastos  públicos,  abrevaderos  y  dernás  aprove* 
chaniieñtos  de  una  sierra  ó  dé  la  (ierra  dé  ciudad  ó  villa,  ó  del  sesmo,  ó 
de  dtré  distrito  común  de  cualquiera  denominación,  tal  cofno  ira  exis** 
tidode  antigdo,  hasta  que  judicialmente  sé  declare  la  cuestión  dé  pro- 
piedad: 

Considerando  que  la  cuestión  promovida  y  resuelta  así  en  el  espedien- 
te gubernativo,  oríí?en  de  este  pleito,  como  ante  el  Consejo  provincial  de 
Huesca,  es  de'  rtíera  posesión,  según  lo  demuestran  la  providencia  det  Go- 
bernador y  el  fallo  apelado,  y  no  ha  podido  menos  de  reconocerlo  el  mis<^ 
mo  recurrente: 

Considerando  que  es  iiicuestionable,  según  el  espíritu  y  aun  la*  letra 
de  las  disposiciones  vigentes  y  la  jurisprudencia  establecida,  la  competen- 
cia de  la  Administración  en  su  caso,  y  ia  de  la  jurisdicción  contencioso- 
administr^tiva,  cuando  las  providencias  de  la  primera  causan  estado,  para 
conocer  de  las  cuestiones  que  se  í)romuevao  sobre  la  posesión  de  los  bie- 
nes comunales,  cuando  esta  es  interrumpida  por  actos  ó  usurpaciones 
manifiestas  y  recientes;  sin  que  se  entienda  por  esto  limitada  la:  de  los 
Tribunales  ordinarios  para  decidir  acerca  de  las  cuestiones  de  pro- 


Considerando  que  el  examen  de  las  pruebas  dadas  por  uno  y  otro  íiti« 
gante  ofrece  el  convencimiento  de  que  ios  terrenos  roturados  por  el  ape-^ 
lanle  se  reputaban  y  disfrutaban  como  de  aprovechamiento  común  porlo^ 
vecinos  de  los  pueblos  de  Onliñena  y  Villanuéva  de  Sigena  cuando  tuvo 
lugar  lá  roturación;  y  qué  reclamada  ésta  á  los  dos  meses  de  haberse  he- 
cho, no  puede  menos  de  calificarse  de  una  novedad  ó  usurpabion  re- 
ciente; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  sentencia  dictada  por  el  Con« 
sejo  provincial  de  Huesca  en  20  de  enero  de  1866. 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  seis.de  febrero  dé  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— ET  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  NarVaez. » 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se» 
cretarío  accidental  del  Consejo  dé  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso  de  dicho  Consejo,  acordó  que  se  ten-* 
ga  como  resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se 
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ttDH  á  los  mismos;  se  Dotiíiquo  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  I» 
Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  2t  üe  febrero  de  1867.— José  de  Gríjai va. -—(Publicada  en  ia 
Caceta  áe  12  de  abril  de  1867.) 


O». 

Senietieisk  ({6  de  febrero  de  1867.). — Regulador  di  habkiv 
Masivo. — Se  absuelve  á  la  AdministracíoD  de  la  demanda  ioler- 
puesta  por  D.  Hilario  Fernandez  Mugica  contra  la  Real  orden  de 

25  de  febrero  de  iS6o;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

Que  trascurrido  el  plazo  de  dos  meses  que  está  conaedido  para 
reclamar  contra  los  acuerdos  de  la  Junta  de  clases  pasivas ,  que- 
dan éstos  firmes  J  ejecutorios. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Ramón  Pasaron  y  Las- 
tra, en  nombre  de  D.  Hilario  Fernandez  Mugica ,  Alcaide  cesante  de  la 
cárcel  de  Córdoba,  y  de  la  otra  mi  Fiscal,  en  representación  de  la  Admi- 
nistración general  del  Estado;  sobre  revocación  de  la  Real  orden  que  de- 
claró que  no  servia  de  regulador  para  la  clasificación  de  Fernandez  Mu- 
gica el  sueldo  de  10,000  rs.  que  disfrutó  por  mas  de  dos  años  en  el  refe- 
rido empleo: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  declarado  cesante  D.  Hilario  Fernandez  Mugica  por  Real  orden  de 

26  de  noviembre  de  1856  del  cargo  de  Ayudante  del  presidio  de  Vallado 
)id,  acudió  pidiendo  su  clasificación  en  31  de  enero  de  1859  á  la  Junta  de 
Clases  pasivas,  y  ésia,  después  de  abonarle  el  tiempo  que  sirvió  de  volun- 
tario en  la  compañía  de  tiradores  del  batallón  de  Francos  de  Castilla  \k 
Nueva  y  Carabioeros,  le  reconoció  10  años,  7  meses  y  12  dias,  y  1,500 
reales  de  sueldo,  cuarta  parte  de  los  6,000  que  habia  disfrutado  como  tal 
Ayudante  de  presidio: 

Que  nombrado  posteriormente  Alcaide  interino  de  la  cárcel  de  Cádiz, 
y  en  propiedad  de  ia  de  Córdoba,  y  declarado  cesante  en  8  de  mayo  de 
1804,  acudió  de  nuevo  á  !a  Junta  para  que  á  sus  servicios  ya  reconocidos 
se  agregaran  ios  nuevamente  prestados;  y  en  su  consecuencia  se  le  reco- 
nocieron en  8  de  julio  siguiente  23  años,  8  meses  y  12  dias,  y  3,000  rea- 
les, mitad  d*"  los  6,000  que  antes  le  sirvieron  de  sueldo  regalador;  porque 
€l  que  percibió  como  Alcaide  de  la  cárcel  de  Cádiz  no  podia  servirle  á  este 
efecto,  por  haber  sido  nombrado  con  calidad  de  interino  en  este  cargo;  ni 
tampoco  el  que  disfrutó  como  Alcaide  de  la  cárcel  de  Córdoba,  por  pagar- 
se de  fondos  provinciales: 

Que  comunicado  este  acuerdo  á  D.  Hilario  Fernandez  Mugica,  entablo 
«I  recurso  de  alzada  ante  el  Ministerio  de  Hacienda,  pidiendo  que  se  le  re- 
gulase su  haber  pasivo  como  tal  Alcaide  de  Córdoba;  recurso  que  fué  des- 
estimado por  Real  orden  de  28  de  febrero  de  1865;  de  conformidad  coo  lo 
consultado  por  la  Asesoría  general  y  lo  propuesto  por  el  Negociado  corres- 
pondiente del  citado  Ministerio: 

Que  por  medio  do  anuncio  át\  Gobierno  de  esta  provincia  de  iO  de 
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^brjl  de  1865,  publicado  en  el  Diario  oficial  de  Avisas  del  ÍDmediaK» 
tlia  12,  fué  requerido  el  interesado  para  que  se  presentara  en  la  Secretad- 
ría,  á  iin  de  hacerle  saber  la  referida  Real  orden  de  28  de  febrero  de  1865» 
de  la  que  después  el  mismo  interesado  se  manifiesta  sabedor  en  una  ins- 
tancia dirigida  al  Ministerio  de  Hacienda  en  8  de  marzo  de  1866: 

Que  con  motivo  de  hüberse  concedido  por  Real  decreto- sentencia  d» 
28  de  diciembre  de  1865  á  D.  Antonio  Ri?as  Requinet,  Alcaide  cesant^t 
de  las  cárceles  de  Madrid  y  Granada,  lo  que  se  habia  negado  á  D.  Hilario 
Fernandez  Mugica  ,  éste,  teniendo  conocimiento  de  la  anterior  soberana 
disposición,  acudió  por  tercera  vez  á  la  Junta  de  Clases  pasivas  en  17  de 
eoerode  1866,  pidiendo  la  revisión  de  su  espediente  y  que  se  le  aplicase 
la  doctrina  sentada  en  la  referida  sentencia: 

Que  la  mencionada  Junta,  teniendo  en  cuenta  que  la  decisión  del  pleito 
de  D.  Antonio  Rivas  no  establece  regla  general,  y  solo  es  aplicable  al  caso 
concreto  á  que  se  refiere,  y  que  la  pretensión  que  aduce  D.  Hilario  Fernán* 
dez  Mugica  está  resuelta  negativamente  por  la  Real  orden  de  28  de  febre- 
ro de  1865,  acordó  no  haber  lugar  á  la  mejora  pretendida: 

Que  el  interesado,  creyendo  este  acuerdo  perjudicial  á  sus  intereses, 
acudió  nuevamente  al  Ministerio  de  Hacienda  pidiendo  su  revocación;  y 
tiiibiéndose  opuesto  por  los  centros  del  mismo  Ministerio  el  reparo  de  que 
la  Real  orden  de  28  de  febrero  de  1865  habia  causado  estado,  porque  cono- 
ciéndola el  interesado  por  lo  menos  desde  su  referida  instancia  de  8  de 
marzo  de  1866,  no  habiá  deducido  demanda  contra  ella  dentro  de  los  do& 
meses  prescritos  al  efecto  por  las  disposiciones  rigentes,  el  propio  Fernai^- 
<iez  Mugica  pidió  verbalmente  en  el  Gobierno  de  la  provincia  que  se  le  tras^ 
ladara  la  citada  Real  orden,  lo  cual  tuvo  efecto  en  21  de  junio  subsiguiente; 
y  acompañando  este  traslado,  recurrió  de  nuevo  el  demandante  en  28  al 
Ministerio,  manifestando  que  por  falla  de  esta  comunicación  no  habia  po- 
dido reclamar  contra  la  espresada  Real  orden  por  la  vía  contenciosa: 

Que  sometido  el  caso  á  la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado, 
informó  ésta  que  la  Real  orden  <le  28  de  febrero  de  1865  habia  causado  es« 
tado  y  no  podía  reformarse  gubernativamente,  y  en  cuanto  á  la  solicitud 
de  28  de  junio,  dirigiéndose  á  alzarse  por  la  vía  contenciosa,  debia  surtir 
ms  efectos  donde  hubiese  lugar;  y  habiendo  propuesto  el  Negociado  que  se 
remitiera  íntegro  y  original  el  espediente  al  Consejo  de  Estado  para  Jos 
efectos  que  correspondiesen  en  el  de  apelación,  se  acordó  en  25  de  se-* 
(iembre  de  1866  que  se  remitiera. 

Vista  la  demanda  presentada  por  el  Licenciado  D.  Ramón  Pasaron  y 
Lastra,  en  nombre  de  D.  Hilario  Fernandez  Mugica,  con  la  pretensión  de 
queso  declare  á  su  tiempo  sin  efecto  la  espresada  Real  orden  de  28  de  fe- 
brero de  1865,  en  cuanto  por  ella  no  se  manda  6jar  por  tipo  regulador  del 
haber  pasivo  del  interesado  el  sueldo  de  10,000  rs.  que  disfrutó  por  mas  de 
dos  años  en  el  destino  que  obtuvo  por  Real  nombramiento  de  Alcaide  de  la 
cárcel  de  Córdoba,  y  se  condene  á  la  Administración  á  que  no  solamente 
lo  clasifique  con  arreglo  al  indicado  tipo  regulador,  sino  á  que  le  abone  la 
diferencia  de  menos  que  viene  percibiendo  desde  8  de  marzo  de  1864,  en 
que  cesó,  con  las  costas  y  demás  daños  y  perjuicios  que  se  le  han  irrogado 
por  la  referida  resolución: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal,  en  que  pide  la  absolución  de  la  espresa- 
da demanda,  por  esteroporáoea,  ó  en  otro  caso  la  absolución  en  el  fondo 
del  asunto,  y  la  confirmación  de  la  referida  Real  orden: 

Visto  el  Real  decreto  de  28  de  diciembre  de  1849,  cuyo  art.  14  deter- 
iniaa  que  de  las  resoluciones  que  se  dictaren  por  el  Ministerio  de  Hacien- 
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lia  sobre  declaraciones  de  la  Junta  de  Clases  pasifAS,  podrá  reclamarle 
ante  el  Coqsejo  Real  por  la  vía  de  lo  Contencioso,  en  el  téroiipo  de  dos 
meses  desvie  que  fueron  notificadas: 

Copsíderaado  que  al  acudir  D.  Hilario  Fernandez  Mugica  al  Mínistario 
de  Hacienda  con  la  instancia  de  8  de  maraco  de  i 866,  terminantemente  por 
escrito  y  bajo  su  firma  se  dio  por  enterado  de  la  Real  ^rdejo  de  ?8  de  fe- 
brero de  i86^,  c|ue  hjibia  conüraiado  el  acuerdo  de  la  Jfunta  de  Clases  pa- 
*sivas  íle  8  de  julip  de  1864,  lo  cual,  según  ^stá  dccí^irado  reiteradamen- 
te, debe  producir  los  mismos  efectos  que  la  notíGcacion  fie  dicha  Real 
orden: 

Y  considerando,  por  tanto,  que  á  partir  de  la  citada  fecha  de  8  de 
marzo,  en  i  i  de  julio  siguiente,  en  que  se  interpuso  la  demanda  de  este 
pleito,  babia  cop  esceso  trascurrido  el  plazo  de  dos  ní)Qses^ña|adQ:qoma 
término  ímprorogable  para  utilizar  la  vía  contenciosa  contra  la  pnencio- 
nada  Real  orden  de  28  de  febrero  de  1865,  la  cual  por  coQsiguíente  ad- 
quirió fuerza  irrevocable; 

Conformándome  con  lo  consultafio  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Veo^o  en  absolver  á  la  Adroinistracio{i  de  la  demanda 
y  en  confirmar  la  Real  orden  reclamada. 

Dado  00  Paíacio  á  diez  y  seis  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
cíete. —Está  rubricado  de  la  Real  maao.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario accidental  del  Consejo  de  Estado,  bailándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  r^olu- 
clon  fipal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  ios  mis- 
mos, se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que 
certifico. 

Madrid  21  de  febrero  de  1«S67.— Jpsé  de  Grijalva.-^fPubljpada  en  la 
Gacetfi  de  12  de  abril  de  1867.) 


OS. 

SenteÉieia  (22  de  febrero  de  <867.).— Pagp  de  cantidad.— 
Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  propuesta  por  la 
Diputación  provincial  de  Oviedo  contra  la  Real  orden  de  'il  de 
abril  de  i8(U;  se  confirma  ésita,  y  se  resuelve! 

4/  Que  es  esclmiva  atribución  de  la  Administración  activa  la 
clarificación  de  los  caminos,  no  pudiendo  ser  este  eslremo  objeto  de 
discusión  y  resolución  en  vía  contenciosa: 

2.*  Que  no  acreditándose  la  existencia  de  un  privilegio,  no 
puede  invocarse  éste: 

3."  Que  el  privilegio  concedido  por  una  orden  del  pod^r  ejecu- 
tivo puede  ser  derogado  por  otra  orden  emanada  del  mi^mo  poder; 

Y  4."  que  las  leyes  de  7  de  mayo  de  1851  y  2ü  de  julio  de 
1857,  relativas  á  la  construcción  y  reparación  de  carreteras  que 
ocurriesen  en  lo  sucesivo,  no  téeften  apiicadon  al  easo  en  que  se 
trate  de  satisfacer  una  deuda  por  obras  ejecutadas  con  anterioridad 
y  cuyo  pago  estaba  ordenado  reiteradamente  muchos  aSos  antes  de 
dictarse  las  leyes. 
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Doña  Isabel  II,  etc. 

«Gd  el  pleito  que, pende  eD  el  Consejo  de  Estado  eo  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  la  DipuXacíon  proviocial  de  Oviedo,  á  Ja 
qte  deGende  el  Licenciado  D.  Faustino  Hodriguez  San  Pedro,  demandan- 
te, y  de  la  otra  LaAdinioistracíon  general,  representada  por  mi  Fiscal, 
demandada  y  coadyuvada  por  el  Licenciado  D.  Ignacio  Kü'¡o  Arias,  en 
nombre  de  D.  Eugenio  AIau,  vecino  de  Yalladoiid;  sobre  revocación  ó 
subsistencia  de  la  Real  orden  espedida  por  el  Miaisierio  de  la  Gobernacioa 
en  27  de  abril  de  1164,  relativamente  alpa^ode  una  cantidad  á  D.  An- 
tonio CobeJo,  causarUexie  D.  Eugenio  A lau,  por  consecuencia  de  cierto 
contrato  para  la  construcción  y  reparación  de  unos  puentes: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  en  el  año  de  48i7  recurrió  el  Concejo,  Justicia  y  regimiento  de  Ift 
villa  de  Rueda  del  Almirante,  ante  el  Real  y  Supremo  Consejo  de  Casti- 
lla, «n  solicitud  de  que  se  le  concediera  facultad  para  construir  en  su  ju- 
risdicción un  puente  de  piedra  sobre  el  rio  EsJa,  sustituyendo  el  que 
existió  antes  y  nabia  sido  arruinado  en  la  guerra  de  la  Independencia;  y 
mandado  instruir  el  oiportuno  espediente,  y  en  vista  ^e  su  resultado, 
aprobé  el  espresado  Consejo  en  7  de  marzo  de  i8201a  construcción  del 
puente  que  se  proponia,  acordando  que  se  repartiera  su  costo  entre  los 
pueblos  comprendidos  en  la  circunferencia  de  30  leguas  del  mismo  puen- 
te, habiéndose  autorizado  al  propio  tiempo  por  Real  provtí,icn  de  9  de 
octubre  de  Í8i8  la  reparación  del  puente  de  Almanza,  sobre  el  rio  Cea, 
debiendo  contribuir  á  la  obra  los  pueblos  comprendidos  en  el  radio  de  20 
leguas  de  la  villa  de  Almanza,  que  daba  el  nombre  á  este  puente.  Que 
paralizado  el  asunto  en  tal  estado,  volvió  á  promoverse  mas  tarde,  contra- 
tándose ias  obras  en. pública  subasta  por  D.  Antonio  Cobelo  en  los  años 
de  1826  y  1828,  y  como  por  este  tiempo  se  puso  en  duda  si  deberían  coo-> 
tribuir  á  las  citadas  obras  los  pueblos  del  Principado  de  Asturias,  se  resol- 
vió por  Real  orden  de  4  de  enero  de  1829,  de  conformidad  con  lo  pro- 
puesto por  la  Dirección  general  de  Propios,  que  tanto  los  pueblos  de  As- 
turias como  los  de  las  demás  provincias  comprendidas  en  el  radio  de  las 
30  leguas  al  contorno  de  donde  se  ediücase  el  puent^^,  sobre  el  río  Esla,  en 
la  jurisdicción  indicada,  debian  contribuir  al  costo  de  la  obra,  por  ser  de 
común  y  general  beneficio  á$u  tráOco  y  comercio:  reproduciéndose  pos- 
teriormente esta  disposición  en  Real  orden  de  18  de  marzo  de  1830: 

Que  terminadas  las  obras  por  el  contratista ,  pero  no  reintegrado  de 
las  sumas  en  que  fueron  rematadas,  acudió  Cobelo  á  mi  Gobierno  en  17 
4e  noviembre  de  1835  ,  reclamando  las  cantidades  que  se  le  debian  por 
las  provincias  respectivamente  interesadas ,  á  saber  :  46,814  reales  31 
maravedís  por  el  puente  de  Almanza ,  y  122,851  reales  28  maravedises 
por  el  de  Gradefes  ,  ó  sea  el  construido  sobre  el  río  Esla ,  dictándose  en 
su  virtud  Real  ó^den  en  18  de  abril  de  1836 ,  por  la  que  se  mandó  que 
en  atención  á  la  buena  fé  de  los  contratos,  se  reintegrase  á  Cobelo  del  al- 
cance que  reclamaba,  entregándole  por  de  pronto  lo  que  se  recaudase  de 
los  pueblos  contribuyentes  basta  estinguír  la  deuda  : 

(^e  trasladada  la  precedeote  Real  orden  por  el  jefe  político  de  la  pro- 
vincia de  Valladolíd  al  de  la  provincia  de  Oviedo,  trató  aste  de  escusar  de 
pago  á  los  pueblos  de  se  provincia,  bajo  diferentes  consideraciones,  y  como 
en  16  de  junio  de  1837  se  espidiese  contra  ei  mismo  un  libramiento  de 
85,203  rs.  4  mrs.,  contestó  acompañando  una  nota  del  cupo  repartido  á 
los  pueblos  de  la  espresada  provincia  para  la  obra  del  puente  de  Gradefes 
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y  pagos  hechos  á  cuenta,  de  la  que  resallaba  ser  la  espresada  cantidad  la 
misma  que  faltaba  recaudar  de  ios  concejos  y  pueblos  de  la  provincia  de 
Oviedo,  y  manifestando  que  las  circunstancias  en  que  se  encontraban  los 
pueblos  deudores,  no  permitía  hacerles  reclamaciones;  si  bien  prometió 
verífícarJo  en  ia  primera  ocasión  favorable  que  se  presentara: 

Que  por  Real  orden  de  30  de  julio  de  1838  se  desestimaron  las  razo- 
nes espuestas  para  escusar  el  pago  á  los  pueblos  de  Asturias,  y  se  mandó 
que  el  Jefe  político  dispusiera  lo  conveniente  para  pagar  al  contratista 
Gobelo  á  la  mayor  brevedad  posible;  y  en  su  consecuencia  acudió  á  mi  Go- 
bierno la  Diputación  provincial  de  Oviedo  en  solicitud  de  que  se  guardase 
i  la  provincia  de  Asturias  la  escepcion  concedida  por  el  Rey  mi  antecesor 
D.  Felipe  Y,  conñrraada  por  mi  augusto  padre  D.  Fernando  VH,  de  no 
pagar  puentes  de  otras  provincias;  lo  cual  escusaba  de  contribuir  á  los 
pueblos,  objeto  de  la  cuestión,  que  se  hallaban  en  la  provincia  de  León, 
i  no  ser  que  esta  última  provincia  contribuyese  al  coste  del  puente  de 
CoroeliaDa;  alegando  además  que  era  escesivo  el  cupo  repartido  á  los 
pueblos  de  Asturias ,  y  que  habia  algunos  de  ellos  fuera  del  radio  de  las  30 
y  20  leguas  indicadas : 

Que  sobre  esta  esposicion  se  resolvió,  de coLformidad  con  lo  infor- 
mado por  la  Dirección  general  de  Caminos,  en  Real  orden  de  2  de  marzo  de 
1840  que  no  habia  motivo  para  absolver  del  pago  á  la  provincia  de  Asturias; 
pero  que  si  instruido  espediente  acerca  del  puente  de  Gornellana  resul- 
tase de  utilidad  común ,  y  oyendo  á  las  provincias  interesadas,  se  hiciese 
otro  repartimiento,  previa  la  aprobación  de  las  Cortes : 

Que  mas  adelante ,  á  consecuencia  de  nueva  instancia  de  Gobelo  re- 
clamando sus  créditos,  se  resolvió  por  Real  orden  de  15  de  agosto  de  1844 
que  á  fin  de  conciliar  la  justicia  de  estas  reclamaciones  con  las  conside- 
raciones que  merecían  Ins  pueblos  deudores,  atendida  la  escasez  de  re- 
cursos con  que  contaban  para  cubrir  sus  mas  precisas  necesidades,  se  es- 
tableciera un  pontazgo  en 'los  puentes  deque  se  trataba  por  el  tiempo  ne- 
cesario hasta  enjugar  la  deuda  á  favor  de  Cobelo :  con  lo  que  se  conformó 
este  interesado ,  manifestando  en  octubre  siguiente  que  en  vez  de  fijar 
los  pontazgos  en  los  puentes  mismos,  deberían  establecerse  en  las  inme- 
diaciones de  León  y  Oviedo  é  incluirse  en  la  responsabilidad  que  resultase 
á  su  favor  la  cantidad  de  14,875  rs.  que  debían  por  el  mismo  concepto  los 
pueblos  de  Pedresa,  Soto  y  Mercadillo;  y  como  hubiese  trascurrido  has  - 
tante  tiempo  sin  que  llegaran  á  establecerse  los  indicados  pontazgos,  vol- 
vió á  recurrir  el  referido  contratista  en  julio  de  1851 ,  pidiendo  que  se  le 
pagase  el  importe  de  su  crédito  con  mas  el  rédito  de  un  6  por  100  en  las 
acciones  de  los  empréstitos  de  la  Goruña  y  las  Cabrillas,  sin  perjuicio  de 
que  mi  Gobierno,  para  reintegrarse  de  este  adelanto,  estableciera  los  ci- 
tados pontazgos: 

Que  tratándose  de  averiguar  las  causas  por  las  cuales  no  se  hábian 
establecido  los  pontazgos  en  ios  referidos  sitios  ,  dijo  el  Gobernador  de  la 
provincia  de  León,  que  respecto  al  de  Gradefes  consistía  en  haber  varia- 
do el  curso  del  rio;  por  lo  que  se  dispuso  en  Real  orden  de  5  de  abril  de 
1852  que  se  reconociese  oíicialmento  el  puente  de  este  sitio  para  ver  si 
podria  establecerse  el  pontazgo,  y  no  siendo  posible  que  acordase  el  Go- 
bernador con  la  Diputación  provincial  los  términos  á  propósito  de  con- 
certar con  el  contratista  un  arreglo  amistoso: 

Que  sin  otra  novedad  ,  y  no  nabiendo  dado  resultados  una  esposicion 
que  presentó  el  interesado  á  las  Cortes  en  1855  en  solicitud  de  que  su  cré- 
dito é  intereses  se  incluyesen  en  los  presupuestos  del  Estado,  reprodujo  It 
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misma  reclamacioo  ante  mi  Gobierno  en  24  de  enero  de  186i ,  época  ea 
que  babia  fallecido  D.  Antonio  Cobelo  ,  su  causante  D.  Eugenio  Alau, 
como  marido  de  Doña  filaría  del  Pilar,  hija  y  heredera  del  mismo  D.  Anto- 
nio, concretando  un  crédito  respecto  á  la  provincia  de  Oviedo  de  131,633 
reales  24  mrs. 

Que  pasado  el  espediente  del  Ministerio  de  Fomento  al  de  la  Goberca- 
eioD  como  al  que  corespondia  resolver,  y  pedido  informe  á  la  Sección  de 
GobernacioD  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado ,  reclamó  para  evacuarle 
las  dos  Reales  disposiciones  en  que  se  fundaba  la  provincia  de  Asturias 
para  escusarse  de  contribuir  á  la  construcción  de  los  referidos  puentes, 
atribuidas  la  una  á  mi  augusto  predecesor  D.  Felipe  Y,  y  la  otra  á  mi  muy 
querido  padre  D.  Fernando  VII,  sobre  lo  que  manifestó  el  Gobernador  de 
ia  provincia  de  Oviedo  que  no  habia  sido  posible  encontrar  las  citadas 
Reales  resoluciones  por  mas  diligencias  que  se  practicaron  al  efecto,  aun- 
que si  varios  datos  que  revelaban  su  existencia;  según  aparece  de  un  in- 
erme dado  por  el  Ofícial  encargado  de  aquel  archivo: 

Que  la  referida  Sección  del  Consejo  de  Estado  ,  con  vista  de  todo  ,  fué 
de  parecer  que  se  obligara  á  las  Diputaciones  provinciales  de  Oviedo,  León 
y  Burgos  á  establecer  una  prudente  avenencia  con  los  herederos  de  Cube- 
to, y  a  consignar  en  sus  presupuestos  respectivos  las  cantidades  que  se  es- 
tipularon para  ir  enjugando  el  crédito  en  cuestión. 

Vista  la  Real  orden  espedida  en  su  virtud  por  el  Ministerio  de  la  Go- 
liernacion  en  27  de  abril  ele  1864,  por  la  cual,  de  conformidad  con  el  dic- 
tamen de  la  referida  Sección,  se  mandó  cumplir  en  todas  sus  partes ,  y  se 
dispuso  que  se  obligara  á  las  Diputaciones  provinciales  de  Oviedo,  León  y 
Burgos,  á  votar  y  consignar  en  sus  inmediatos  presupuestos  la  cantidad 
que  respetivamente  adeudaban  á  los  herederos  de  Cobelo,  que  era,  respec- 
to á  la  de  Oviedo,  de  131,733  reales  72  cents.,  procediéndose,  en  cuanto 
al  pago  de  réditos  devengados  por  la  respectiva  Diputación  y  los  indica- 
dos herederos,  á  la  liquidación  y  avenencia  correspondiente: 

Vista  la  demanda  que  contra  la  referida  Real  orden  dedujo  ante  el 
Consejo  de  Estado  la  Diputación  provincial  de  Oviedo,  por  lo  que  se  refie- 
re á  esta  provincia  ,  representada  por  el  Licenciado  D.  Isidro  Diaz  de  Ar- 
túelles,  al  que  ha  reemplazado  después  el  Letrado  D.  Faustino  Rodríguez 
an  Pedro,  con  la  pretensión  de  que  se  anule  ó  revoque  la  citada  Real  re- 
solución, y  se  declare  que  no  es  deuda  de  la  provincia  de  Oviedo  la  canti- 
dad reclamada  por  coste  de  construcción  y  reparación  d¿  los  puentes  de 
Gradefes  y  Almanza,  situados  en  la  provincia  de  León: 

Vistos  el  escrito  presentado  por  el  Licenciado  D.  Ignacio  Rojo  Arias, 
mostrándose  parte  en  el  pleito  á  nombre  de  D.  Eugenio  AIau,  como  ma- 
rido dé  Doña  María  del  Pilar,  hija  y  heredera  del  espresado  D.  Antonio 
Cobelo,  y  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  referido  Consejo, 
admitiendo  la  indicada  representación,  en  copcepto  de  coadyuvante  de  la 
Administración: 

Vistos  los  escritos  de  contestación,  en  los  que  de  completa  conformi- 
dad piden  tanto  mi  Fiscal  como  la  parte  coadyuvante  de  la  Administra- 
ción, que  se  confirme  la  referida  Real  orden: 

Considerando  que  siendo  esclusiva  atribución  de  la  Administración 
activa  la  clasificación  de  los  caminos,  este  estremo,  contraído  á  las  obras 
de  los  puentes  de  que  se  trata,  como  partes  de  un  camino,  no  puede  ser 
objeto  de  discusión  y  resolución  en  la  vía  contenciosa: 

Considerando  que  habiendo  sido  el  Gobierno  Supremo  del  Estado  el 
que  contrató  con  D.  Antonio  Cobelo  la  construcción  del  puente  de  Grade-* 
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fes  y  reparación  del  de  Alraanza,  sin  intervención  de  los  pueblosobii^ados 
al  pago  de  estas  obras,  al  primero  correspondía  esclusív^mente  todo  Jo  re- 
'lativo  al  cumplimiento  del  contrato,  y  por  consiguiente #1  reconoeimiento 
de  la  legitimidad  .de  crédito  en  cuestión: 

Considerando  que  por  virtud  de  este  reconocimiento,  consigiMido  de 
una  manera  espresa  en  las>Reaies  órdenes  de  Íi8  de  abril  ¡de  f  836,  30  de 
julio  dé  1838  y  2  de  ^arzo  de  i 840,  fué  consiguiente  el  precttptQ  qoe 
contienen  del  abono  inmediato  de  la  cantidad  adeudada,  sin  que  sobre^eslo 
punto  haya  hecho  novedad  la  Real  orden  reclamads^,  que.úniAaaicait«^eé^ 
tablece  la  forma  de  satisfacer  esta  deuda: 

Considerando  qae  la  Real  orden  de  15  de  agosto  de  i844,  sobre  m  ha* 
berse  consentido  por  el  contratista  Cobelo  respecto  al  punto  en  que  de- 
bian  situarse  los  pontazgos  que  ordenaba  establecer,  y  no  hacerse  rei^la- 
macion  contra  la  misma  por  parle  de  la  Diputación  provincial  de  Oviedo 
acerca  de  la  obligación  de  pago  que  contiene,  no  ha  podido  ser  revocada 
por  la  que  ahora  se  reclama,  toda  vez  que  la  imposibilidad  material  de  su 
cumplimiento  depende  esclusivamente  de  la  variación  del  curso  de  las 
aguas  del  rio  Esla,  y  de  la  reciente  supresión  de  los  pontazgos: 

Considerando  qiie  no  acreditándose  de  yn  modo  fehacieute  la^xisteo- 
cía  del  privilegio  que  se  invoca^  no  puede  eslinoarse  en  este. pleito;  y  en  el 
supuesto  de  existir,  debe  tenerse  por  ineíicaz  y  derogado  por  las  Reak» 
disposiciones  posteriores,  en  especial  la  de  4  de  enero  de  i^29,  dictada 
por  el  mismo  poder  que  otorgara  aquel,  y  en  la  cual  se  ordenó  que  los 
pueblos  de  Asturias  contribuyeran  con  el  pago  que  les  correspondiera 
para  el  costo  de  las  obras  de  que  sé  trata: 

Considerando  que  la  Real  orden  que  se  impugna,  al  prevenir  la  con- 
signación en  el  presupuesto  provincial  del  crédito  de  Col)elo,  lejos  de  con- 
vertirle en  deuda  de  la  totalidad  de  ía  provincia  de  Oviedo,  se  limita  ú  es- 
tablecer el  modo  mas  conveniente  de  verificar  su  pronto  pago;  sin  que  sea 
incompatible  con  que  los  obligados  reintegren  al  fondo  provincial  el  im- 
porte del  respectivo  crédito  sin  daño  de  los  no  obligados,  ni  se  prejuzgue 
sóbrela  justicia  y  exactitud  de  los  repartos  entre  los  primeros: 

Y  considerando  que  las  leyes  de  7  de  mayo  de  18^1  y  22  de  julio  de 
1857,  relativas  á  la  construcción  y  reparación  de  carreteras  que  ocurrie- 
sen en  lo  sucesivo,  no  tienen  aplicación  al  caso  presente,  contraído  al  modo 
de  satisfacer  una  deuda  por  obras  ejecutadas  con  mucha  anterioridad^  cuyo 
pago  estaba  ordenado  reiteradameate  muchos  años  antes  de  dictarse  las 
citadas  leyes; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  Jo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  dentanda 
propuesta  por  la  Diputación  provincial  de  Oviedo,  y  en  confirmar  la  Real 
orden  de  27  de  abril  de  1864. 

Dado  en  Palacio  á  veintidós  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. —^Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución  fi- 
nal en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos,  se 
notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  ceriiuco. 

Madrid  28  de  febrero  de  1867.-~Pedro  de  Madrazo. --(Publicada  en  It 
Gaceta  de  i3  de  abril  de  1867.). 
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Senteneia  (22  de  febrero  de  1867.).— Caducidad  de  minas.-^ 
;Se  declara  desierta  la  apelación  interpuesta  por  la  sociedad  Pérez, 
Santos  y  compañía,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  el  Consejo 
provineial  de  León,  en  pleito  con  la  Administración,  y  firme  dicha 
sentencia,  y  se  resuelve: 

iíue  trascurrido  el  plazo  concedido  para  mejorar  la  apelfu:ion, 
Hn  verifíearlOy  debe  declararse  desierto  el  recurso  y  consentida  la 
sentencia  á  la  primera  rebeldía  que  acuse  el  apelado. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  grado  de  apela- 
ción, entre  parles,  de  )a  una  la  sociedad  minera  Pere»,  Santos  y  compa- 
ñía, establecida  en  Valladolid,  apelante,  en  rebeldía,  y  de  la  otra  la  Ad- 
luioistracioD  general,  apelada  y  fepre>eatada  por  mi  Fiscal;  sobre  revo- 
cación ó  subsistencia  de  la  sentencia  del  Consejo  provincial  do  Lepn,  que 
declaró  caducadas  las  minas  tituladas  Salada,  Adela  y  Benita: 

Visto; 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  j-esiilta: 

Que  D.  Alejandro  AJvarez  y  Alvarez  repurriij al  Gobernador  deja  pr,Oí- 
vincia  de  León  en  7  de  setiembre  de  1864  en  solicitud  de  que  se  declara- 
se la  caducidad  de  las  citadas  minas,  sitas  en  los  términos  de  Robledo  y 
San  Martino,  y  se  le  concediese  la  propiedad  de  varías  pertenencias  que 
registraba  en  los  mismos  terrenos,  eon  ios  nombres  de  Amelia,  Sultana 
y  Petronila,  instruyéndose  en  su  consecuencia  los  oportunos  espedientes^ 
en  los  que  bubo  oposieion  por  parle  de  la  sociedad  concesionaria  titulada 
Ptrez  Santos  de  ValJadolíd;  y  después  de  ios  trámites  eorrespondíentes, 
dict^4)F0videncifl  el  cHado  Gobernador  an  cada  uno  de  los  raenoimaados 
espedientes,  pu  6  du  octubre  de  4  865,  deela»rando  la  caducidad.de  las  ci- 
tadas minBsSaladaj  Adela  y  Benita: 

Vista  la  demanda  contenciosa  que  contra  las  espreaadas  proiridenciaa 
presentó  la  sociedad  concesionaria  ante  el  Consejo  provincial  de  León, 
con  la  pretensión  de  que  se  revocase  la  declaración  de  caducidad  de  las 
referidas  minas  y  se  dejasen  sin  efecto  los  registros  hechos  sobre  las  ter- 
rem^s  que  ocupaban  las  mismas: 

Vista  la  contestación  del  representante  de  la  Administración  pidiendo 
que  $e  desestimase  la  demanda: 

Vista  la  8eote.QCia  que  sin  mas  trámites  dictó  el  espresado  Consejo 
provincial  en  id  de  marzo  de  1866,  deciaraado  subsistentes  las  indicada» 
providencias  gubernativas: 

Vistos,  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  sociedad  df  noaiSK^an- 
te,  y  ej  auto  de  2i  del  propio  mes  de  marzo  en  que  le  fué  admitido: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal,  presentado  ante  el  Consejo  de  Bstado  en 
8  de  noviembre  siguiente,  acusando  la  rebeldía  a)  apelante  por  no  baher 
mejorado  la  apelación  en  el  plazo  del  reglamento: 

Visto  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  espresado  Consejo 
en  que  la  hubo  por  acusada: 

Visto  el  art.  252  dej  reglamento  de  30  de  diciembre  de  i846  que  seña- 
la dos  me.^es  para  mejorar  la  apelación,  contados  dosde  el  trascurso  de  los 
10  dias  concedidos  para  interponerla: 
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Visto  el  art.  254  del  citado  reglaroeoto,  en  que  se  dispone :  que  si  el 
apelante  no  mejorase  la  alzada  en  el  término  señalado,  se  declare  desier- 
ta la  apelación  y  la  sentencia  consentida  á  la  primera  rebeldía  que  le  aco- 
se el  apelado: 

Considerando  que  la  sociedad  minera  apelante  ha  dejado  trascurrir  con 
mucho  esceso,  sin  mejorar  el  recurso,  el  plazo  concedido  por  reglamea« 
to,  y  que  acusada  la  rebeldía  por  el  apelado,  se  está  en  el  caso  proYisto 
por  el  citado  art.  254; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Coospjo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  desierta  la  apelación,  y  consentida 
7  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  la  seoteoci  i  dictada  en  este  pleito 
en  <3  de  marzo  de  i 866  por  el  Consejo  provincial  de  León. 

Dado  en  Palacio  á  veintidós  de  febrero  de  rail  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.—BI  Presidente  ;;del  Consejo  de 
IMioistros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien  - 
cia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu- 
ción final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mis- 
mos; se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que 
certifico. 

Madrid  28  de  febrero  de  1807.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
üacetaáe  i 4  de  abril  de  4867.) 


lOO. 


9(eiiteneia  (22  de  febrero  de  1867.). — Escbpgio^í  de  la  des- 
A1IORT1Z4G10N.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda 
JDierpuesta  por  D.  Santiago  Orcal  contra  la  Real  órdea  de  14  de 
julio  de  i864;  se  confirma  ésla,  y  se  resuelve: 

1.®  Que  es  obra  pía  la  institución  de  heredera  hecha  en  favor 
-del  alma  del  testador  fundando  diferentes  aniversarios  de  misas  y 
i>tros  sufragios  anuales  con  carácter  de  perpetuidad  y  encomendada 
á  ejecutores  eclesiásticos; 

Y  2.®  que  con  arreglo  á  las  leyes  de  1.®  de  mayo  de  1835  j/ 11 
de  julio  de  1856,  corresponde  al  Estado  la  enajenación  de  los  bie- 
nes pertenecieutes  á  las  obras  pías  y  la  de  los  que  se  hallasen  dis- 
frutando los  individuos  6  corporaciones  eclesiásticas,  cualquiera  que 
^ea  su  nombre,  origen  6  cláusulas  de  su  fundación. 

Doña  Isabel  U,  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  José  María  Carulla,  á 
fiombre  de  D.  Santiago  Orcal,  en  concepto  de  cumplidor  de  la  última  vo- 
luntad del  Doctor  D.  Manuel  Cabos,  Chantre  que  fué  de  la  Iglesia  Cate* 
dral  de  Zaragoza,  demandante,  y  de  la  otra  la  Administración  general, 
demandada  v  representada  por  mi  Fiscal;  sobre  escepcion  de  venta  de  una 
tierra  procedente  de  la  testamentaría  del  mencionado  Cabos,  destinada  al 
cumplimiento  de  ciertas  cargas  piadosas. 

Visto: 
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Vistos  el  testamento  y  cédula  testameDtaria  otorgados  eo  6  de  abril  de 
n89  por  el  Doctor  D.  Manuel  Cabos,  eo  los  cuales  instituyó  á  su  alma 
por  heredera  universal,  y  dispuso  que  se  vendiera  Ja  plata  y  muebles  que 
tuviese,  y  que  recogi<io  su  importe,  se  depositara  en  el  archivo  de  la  igle- 
sia Colegial  de  Daroca  para  el  cumplimiento  de  los  aniversarios,  misas  y 
Cuarenta  Horas  que  fundó,  aplicando  á  los  mismos  fines  cuanto  le  cor- 
respondiera de  la  casa  de  sus  padres,  y  ordenando  que  muertas  sus  íier» 
manas,  fuera  para  el  hospital  Real  y  general  de  Nuestra  Señora  de  Gracia 
de  Zaragoza  una  heredad,  ínvirtiéodose  el  resto  de  io  dejado  á  sus  cita- 
das hermanas  en  usufructo,  en  continuar  las  funciones,  procurando  los 
ejecutores  de  su  voluntad  emplearlo  en  buenas  fincas,  libres  de  rios  y 
rambla,  sobre  que  les  encargaba  mucho  la  conciencia: 

Vistos  el  testimonio  de  las  tliligencias  en  que  constan  los  nombramien- 
tos de  Administradores,  y  el  último  que  recayó  en  D.  Santiago  Orcal,  y  la 
instancia  que  en  setiembre  de  1862  dirigió  éste  al  Gobernador  de  la  pro- 
vincia, manifestando  que  D.  Manuel  Cabos  habia  fallecido  dejando  cierto 
número  de  bienes  para  que  se  empleasen  sus  rendimientos  en  cargas  pia- 
dosas; que  entre  ellos  se  hallaba  una  finca  rústica,  situada  en  Carropalo- 
mar,  de  cabida  de  1 7  hanegadas  y  dos  cuartales:  que  la  fundación  era  un 
fideicomiso  laical,  y  en  tal  concepto  habia  sido  respetado  en  1854:  que  en 
el  siguiente  año  se  incautó  de  ella  el  Administrador  subalterno  de  los  de* 
rechos  del  Estado;  y  pidió  que  se  devolviera  la  mencionada  finca  á  los 
cumplidores  de  la  voluntad  del  testador  para  que  llevasen  á  efecto  su  pia- 
dosa fundación: 

Vista  la  Real  orden  de  14  de  julio  de  i 864,  dictada  en  virtud  de  cspe» 
diente  instruido  al  efecto,  y  por  la  cual  se  resolvió  que  no  procedía  la  es- 
cepcioü  pretendida,  debiendo  entregarse  en  su  dia  a  los  ejecutores  testa- 
mentarios las  inscripciones  intrasi'eribles,  con  arreglo  á  las  leyes  de  i,^  de 
mayo  de  1^55  y  il  de  julio  de  1856,  y  que  se  diera  conocimiento  de  esta 
determinación  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  por  participar  las  cargas 
de  la  fundación  del  carácter  espiritual,  y  al  de  Gobernación  por  lo  que 
correspondiera  á  beneficencia: 

Vista  la  demanda  presentada  por  el  Licenciado  D.  Antonio  Aparici  y 
Guijarro  á  nombre  de  D.  Santiago  Orcal,  pidiendo  la  revocación  de  la  re- 
ferida Real  orden: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal,  con  la  solicitud  de  que  se  absuelva  a  la 
Administración  de  la  demanda,  y  se  confirme  Ja  espresada  Real  orden: 

Vistos,  el  de  replica  por  el  Licenciado  D.  José  María  Garulla,  quien 
sustituyó  al  Licenciado  Aparici  y  Guijarro,  y  reprodujo  su  pretensión,  y  el 
de  duplica  de  mi  Fiscal,  manteniendo  las  conclusiones  y  petición  conteni- 
das en  su  precedente  escrito: 

Vistas  las  leyes  de  1.°  de  mayo  de  1855  y  H  dejoliude  1856,  y  espe- 
cialmente los  artículos  1.^,  3  y  9  de  las  mismas,  que  disponen  la  enaje- 
Dación  por  el  Flstado  de  los  bienes  pertenecientes  á  las  obras  pías,  y  la 
de  los  que  se  hallaren  disfrutando  los  individuos  ó  corporaciones  ecle- 
siásticas, cualquiera  que  sea  su  nombre,  origen  ó  cláusulas  de  su  funda- 
ción, esceptuando  únicamente  los  de  las  capellanías  colativas  de  sangre 
ó  patronatos  de  igual  naturaleza: 

Considerando  que  para  justificar  la  procedencia  de  la  Real  orden,  cu* 
ya  revocación  se  pretende  y  demostrar  el  carácter  legal  de  la  Obra  pía. 
fundada  por  el  Doctor  D.  Manuel  Cabos,  basta  analizar  las  cláusulas  d& 
su  testamento,  contemplar  la  ciase  de  personas  llamadas  á  ]a  adminis- 
tración de  la  misma,  y  su  curso  inalterable  por  mas  de  60  años: 
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Con^ídt^rando  auer  después  de  instituir  á  su  ahna  pot  úoíca  y  UDÍver- 
sal  heredera  de  todos  sus  bienes,  y  de  establecer  diferentes  aniversarios 
de  misas  y  otros  sufragios  que  habían  de  celebrarse  anualmente,  ordenó 
á  los  ejecutores  de  su  ultima  voluntad,  que  ocurrido  su  fallecimiento  rea- 
lizasen' la  testamentaría  y  emplearan  sus  productos  en  heredades  de  la 
mejor  calidad  exentas  de  rambla  y  rios: 

Considerando  que  dominado  el  testador  por  la  idea  de  la  perpetuidad 
de  su'fuúdacion,  nombró  albaceas  al  Dean  de  la  Colegiata  de  Daroca  y  á 
otros  eclesiásticos  de  la  misma  iglesia  ,  cometiendo  la  facultad  de  insti- 
tuirlos en  lo  sucesivo  al  Juez  de  pías  causas  del  Arzobispado  de  Zaragoza, 
con  eí  espreso  encargo  de  reemplazar  al  primero,  si  llegara  á  fallecer, 
con  el  nombrado  para  ocupar  su  puesto. 

Considerando  que  en  esta  forma  han  venido  administrándose  los  bie- 
nes de  la  fundación  por  los  eclesiásticos  designados  respectivamente  por 
el  testador  y  por  el  Juez  de  causas  pías  ,  desde  1789,  en  que  aquel  dejó 
de  existir,  hasta  i 855,  en  que  el  Estado  se  apoderó  de  la  hnca  objeto  de 
este  pleito: 

Y  considerando  que  esta  serie  de  hechos  y  circunstancias  prueban 
cumplidamente  que  la  fundación  de  que  se  trata  era  perpetua  ,  y  que 
como  tal,  y  por  haberse  poseído  sus  bienes  sin  interrupción  por  ejecuto- 
res eclesiásticos,  están  comprendidos  en  las  leyes  al  principio  citadas,  y 
deben  por  consiguiente  enajenarse  con  arreglo  á  sus  prescripciones; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración 
y  confirmar  la  Real  orden  de  14  de  julio  de  18^4. 

Dado  en  Palacio  á  veintidós  de  febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete. — Está  rubricado  de  Ih  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de' 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  eV  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu- 
ción iinal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  ios  mis- 
mos; ^e  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que 
certifico. 

Madrid  28  de  febrero  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  14  de  abril  de  1867.) 


lOI. 

Senieiieia  (11  de  marzo  de  1867.).— Periioo  paba  unas 
coNSTiiücciONES  URBANAS. — Sc  dccIara  Diilo  todo  lo  actuado  ante  el 
Consejo  de  la  Administración  de  la  isla  de  Cuba,  eu  el  pleito  entre 
ef  Marqués  de  la  Real  Proclamación  y  la  Administración,  y  se  re- 
suelve: 

1.^  Que  limitada  la  competencia  de  la  jurisdicción  contenciosa 
á  los  casos  de  revocación  de  las  licencias  que  se  otorgan  para  la 
cónstrmcion  de  obras,  no  puede  hacerse  estensiva  al  caso  en  que  por 
la  Adntinvstracion  activase  hubiese  iiegadi^  la  licencia: 

%""  Que  la  cuestión  de  alineación  de  calles  se  halla  fuera  de  la 
competencia  de  dicha  jurisdicción ,  como  materia  de  apreciación 
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especial,  según  la  localidad  y  las  condiciones  de  tUilidad  y  con- 
veniencia  pública,  que  solo  es:  dado  estimar  á  la  Adminisiracion 
activa: 

3»®  Que  la  providencia,  de  un  Gobernador  conformándose  con 
la  procedencia  de  la  vía  contenciosa  no  tiene  eficacia  para  proro- 
gar  la  jurisdicción  contencioso^administrativa  que  está  limitada  por 
la  ley; 

Y  4.*  que  la  cuestión  de  competencia ,  como  de  interés  y  orden 
público,  procede  de  oficio  en  cualquier  estado  de  los  autos,  según 
lo  reclama  la  índole  especial  de  la  jurisdicción  contencioso  admi- 
nistrativa. 

Doña  Isabel  11,  etc. 

(cBd  el  pleito  que  pende  eo  grado  de  apelación  ante  el  Consejo  de  Es- 
lado  entre  partes,  ríe  la  una  el  Licenciado  D.  Tomás  María  Mosquera,  en 
nombre  del  Marqués  de  la  Real  Proclamación,  vecino  de  la  Habana,  ape- 
lante; y  dé  la  olra  la  Admmistracion  general,  apelada  y  represeutada  por 
mi  Fiscal;  sobre  concesión  de  permiso  para  construir  ciertas  casas  en  la 
plaza  de  Armas  de  aquella  población: 

Vislo: 

Visto  el  espedieflte  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  demolidas  en  4861,  ñor  amenazar  ruina,  las  casas  de  la  calle  del 
Obispo,  esquina  á  la  de  los  Oficios  y  callejón  de  Justiz,  con  fachada  á  ia 
plaza  de  Armas  de  la  Habana,  y  tratando  el  Marqués  de  la  Real  Proclama- 
ción, dueño  de  algunas  de  las  referidas  casas,  de  levantar  otras  tres  en  la 
Ifnea  de  las  derribadas,  mandó  el  Alcalde  Corregidor  de  la  espresada  ciu- 
dad suspender  ia  obra: 

Que  dicho  Marqués,  sin  embargo,  con  inclusión  de  los  planos  de  las 
tres  casas  que  se  proponía  construir,  pidió  en  31  de  octubre  del  mismo  ano 
al  Corregidor  que  le  concediera  ia  correspondiente  licencia,  indicando  que 
podria  el  Arquitecto  á  quien  correspondiera  verificar  la  alineación  para  ia 
continuación  y  apertura  de  los  cimientos;  pero  habiendo  manifestado  el 
Arquitecto  municipal  del  distrito  que  no  era  posible  practicar  esta  dili- 
gencia mientras  no  se  decidiese  sobre  el  trazado  y  ensanche  de  las  calleg 
die  los  Oficios  y  del  Obispo,  acordó  el  Ayuntamiento  de  la  Habana  en  í¿d 
de  noviembre  siguiente  que  se  estimulase  á  los  Arquitectos  á  fin  de  quo 
presentasen  cuanto  antes  los  planos  de  la  reforma  de  la  calle  del  Obispo, 
que  se  formase  el  plano  de  la  de  los  Oficios,  y  se  estudiase  la  conveniencia 
del  ensanche  del  callejón  de  Justií: 

Que  insistió  el  Marqués  en  que  se  le  concediese  el  permiso  en  los  tér- 
minos indicados,  y  oido  de  nuevo  el  parecer  del  Arquitecto  municipal, 
Acordó  el  Ayuntamiento  en  sesión  de  27  de  junio  siguiente  estar  á  lo 
resutelto  sobre  el  particular  aue  pende  de  la  aprobación  superior;  recurrió 
«I  interesado  en  queja  al  Gobernador  superior  civil  de  la  Isla;  y  en  su  con- 
secuencia la  espresada  autoridad,  teniendo  en  cuenta  que  la  fábrica  soli- 
citada afectaba  al  proyecto  de  ensanche  de  las  calles  del  Obispo  y  Oficios, 
no  siendo  posible  resolver  nada  en  el  asunto  hasta  que  se  terminase  el  es- 
pediente sobre  la  materia,  dispuso  en  i  i  de  setiembre  del  espresado  año 
de  19'62  que  quedara  en  suspenso  la  concesión  del  permiso  solicitado,  á 
menos  que  eí  interesado  se  sujetase  á  la  nueva  alineación,  en  cuyo  caso 
podria  otorgársele  la  correspondiente  licencia: 

Vista  la  demanda  que  el  Marqués  interpuso  contra  lá  precedente  pro- 
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TiíJencía  ante  el  Coosejo  de  AdmiDÍstracíoo  de  la  Isla  de  Cuba,  y  fué  ad- 
mitida por  resolución  del  Gobernador  superior  civil,  de  conformidad  coa 
lo  informado  por  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  espresado  Consejo;  en 
]a  que  pidió  que  se  revocase  la  citada  providencia,  y  que  inmediatamente 
se  le  concediera  la  licencia  de  que  se  trata  y  se  le  reservara  el  derecho 
para  reclamar  contra  quien  hubiese  lugar  por  los  daños  y  perjuicios  cau- 
sados: 

Vista  la  contestación  de!  representante  de  la  Administración,  en  que 
solícita  la  absolución  de  la  referida  demanda  y  la  con6rmacion  del  decreto 
gubernativo  por  la  misma  impugnado: 

Vista  la  prueba  documental  presentada  por  la  parte  actora: 

Vista  la  sentencia  que  en  su  consecuencia  pronunció  el  referido  Con- 
sejo de  Administración  en  22  de  setiembre  de  <864,  por  la  cual  falló  que 
debia  conceder  al  espresado  Marqués  que  edificara  en  el  terreno  de  que  se 
trata,  dejándosele  en  libertad  de  elegir,  ó  ya  la  niieva  alineación,  previa 
Ja  debida  indemnización  de  la  parte  que  así  resulte  espropiada,  ó  ya  las 
mismas  líneas  de  las  antiguas  casas  derribaJas,  quedando  prefijo  á  reser- 
va y  desde  entonces  el  precio  actual  de  la  parte  del  terreno  que  pueda 
expropiarse  en  su  dia  para  la  indemnización  que  proceda  ai  verificarse  el 
efectivo  ensanche  de  las  calles  espresadas: 

Vistos  el  escrito  propuesto  por  el  Marqués  de  la  Real  Proclamación,  en 
que  interpone  juntamente  los  recursos  de  apelación  y  nulidad  contra  la 
anterior  sentencia,  y  el  auto  del  referido  Consejo  en  que  le  fueron  admiti- 
dos, no  obstante  la  contradicción  del  representante  de  la  Administración 
respecto  á  las  procedencias  del  recurso  de  nulidad  : 

Visto  el  escrito  que  el  Licenciado  D.  Tomás  María  Mosquera,  en  nom- 
bre del  interesado,  presentó  ante  el  Consejo  de  Estado,  en  el  cual  solo 
mejora  la  apelación  interpuesta  y  solicita  que  la  Sala  consulte  la  revoca- 
ción del  fallo  del  inferior  en  cuanto  á  su  último  estremo,  y  que  en-  su  lu- 
gar se  mande  conceder  al  reclamante,  con  arreglo  á  Ins  disposiciones  vi- 
gentes y  sin  reserva  alguna,  el  permiso  que  tenia  solicitado  para  la  edifi- 
cación de  tas  referidas  casas,  con  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios 
ocasionados  por  la  suspensión  de  dicha  licencia  durante  el  largo  espacio  de 
tiempo  que  se  nota  trascurrido  desde  que  la  solicitó: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  manifiesta  que  se  adhiere  á 
la  apelación  de  la  parte  agraviada,  y  pide  la  deserción  del  recurso  de  nuli- 
dad y  la  revocación  de  la  sentencia  reclamada,  quedando  firmje  el  decreto 
del  Gobernador  superior  civil  de  aquella  i.^lade  H  de  setiembre  de  i862: 

Visto  el  auto  dictado  por  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  espresado 
Consejo,  en  que  declaró  terminada  la  discusión  escrita,  acordando  ade- 
más que  se  hiciera  saber  á  las  partes  que  la  misma  Sección  sometaria  á  la 
Sala  la  cuestión  de  competencia  del  Consejo  de  Administración  de  la  Isla 
de  Cuba : 

Visto  el  párrafo  noveno  del  art.  27  del  Real  decreto  de  4  de  julio 
de  1861,  que  determina  que  la  Sección  de  lo  C<mtencioso  de  los  Consejos 
de  Administración  de  Ultramar,  constituida  en  Tribunal,  conocerá  seña- 
ladamente sobre  la  revocación  de  licencias  otorgadas  por  las  Autoridades 
para  la  construcción  de  obras,  fábricas  y  artefactos  : 

Visto  el  art.  8."  del  reglamento  de  procedimientos  para  los  negocios 
contenciosos  de  administración  de  las  provincias  de  Ultramar  de  la  citada 
fecha,  que  dice:  «siempre  que  el  Gobernador  superior  civil  se  conforma- 
se con  la  procedencia  de  la  vía  contenciosa,  su  resolución  causará  estada 
y  será  irrevocable:» 
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CoDsideraodo  que  limitada  la  coropeteDCía  de  la  jdrisdiccioD  cooten  - 
ciosa  á  los  casos  de  revocación  de  las  licencias  que  se  otorgan  para  1» 
construcción  de  obras,  aquella  no  puede  hacerse  e8tensi?a  al  caso  en  qu& 
por  la  Administraccion  activa  se  hubiese  negada  la  licencia  : 

Considerando  además  que  tratándose  de  una  nueva  alineación  de  ca- 
lles, esta  cuestión  se  halla  fuera  de  la  competencia  de  la  propia  jurisdic- 
ción, como  materia  de  apreciación  especial  según  la  localidad  y  las  con- 
diciones de  utilidad  y  conveniencia  pública,  y  que  solo  es  dado  estimar  á 
la  Administración  activa:  , 

Considerando  que  en  el  presente  caso,  sí  bien  la  resolución  del  Gober- 
nador superior  civil  conformándose  con  la  procedencia  de  la  vía  conten  • 
ciosa  causó  estado  y  fué  irrevocable,  esta  resolución  sin  embargo  no  pe- 
dia tener  eficacia  para  prorogar  la  jurisdicción  del  Consejo  de  Adminis- 
tración de  la  isla  de  Cuba,  aue  está  limitada  por  la  ley : 

Y  considerando  que  se  tialla  reiteradamente  declarado  en  varios  de- 
cretos-sentencias que  la  cuestión  de  competencia ,  como  de  interés  y  or- 
den público,  procede  de  oficio  en  cualquier  estado  de  los  autos,  según  lo 
reclama  también  la  índole  especial  de  esta  jurisdicción ; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sal^  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  nulo  iodo  lo  actuado  ante  el  Conse- 
jo de  Administración  de  la  Isla  de  Cuba. 

Dado  en  Palacio  á  once  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  roano.— El  Presidente  del  Censejo  de  Ministros 
Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
fíoal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  U  de  marzo  de  i 867.— Pedro  de  Madrazo.---(Publicada  en  la 
Gaceta  de  i4  de  abril  de  1867.). 


Senieneia  (H  demarwde  1867.). — Arrendamiento  de  pas- 
tos.— Se  confirma  la  sentencia  (jlel  Consejo  provincial  de  Navarra, 
en  el  pleito  entre  el  Ayuntamiento  de  Isaba  y  las  villas  del  Roncal, 
Ustarroz,  Urzanqui  y  Garde.  y  se  resuelve: 

1.^  Que  no  pueden  ser  objeto  de  la  vía  contenciosa  mas  cuestio- 
nes que  las  que  lo  han  sido  de  la  vía  gubernativa; 

Y  2.'  que  así  como  el  arrendamiento  de  los  bienes  de  aprove- 
chamiento común  de  un  pueblo,  cuando  se  verifica  para  atenciones 
del  vecindario,  se  hace  en  pública  subasta  como  el  de  propios,  iguales 
reglas  deben  observarse  cuando  se  arriendan  bienes  que  disfrutan  en 
común  varios  pueblos,  sin  que  por  esto  pierdan  su  mrácter  y  natu- 
raleza. 

'Do&a;|sab6ÍII,-etOi     .     '.i.^.-.-      .^^        .u  >.     '.,;.-    ..f.  <,...>.   i  ..  ■ 
«En  el  pleito  qae  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  grado  de  apelación, 
entre  partes,  de  la  una  las  villas  del  Roncal,  Ustarroz,  Urzancfiii  y  Garde^ 
TOMO  yn.-— Jurisprudencia  administrativa.  31 
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en  ia  proviacisi  da  Navarra ,  y  eo  su  Qombretel.Li€6DOÍado  D.;  Rfánükco  de 
Paula.  JiiojLle>ü>  apelantes,:  y.  de  la  oirá  el.AyuolBfBQieüto  de  l»aJ»a.  ea  i;^ 
misxna  provúiciaí,  apelado,  que  no  haco^n^recídú)  sobrair&vooaci^D  ósui>> 
sisteocia  de  kseoten^iadel  CaDsejo  de  la  iadicada  prcvioeía,  de  Ptovarriu 
relativa nieiUie  ai  acuerdo  toroadb  per  la  Juata  general  del  vaUe  d«i  Br»n- 
cai  para  el  armndajuiento  de  las  yerbas  de  vejraao  de  algunos  terrenos  ea 
el  espresado  vaJle: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resultar 

Que ea las  omlenanzas  vigentes  para  el^ régimea^  déla  GomuAidad  de 
las  siete  ViilLasque.  eomponeot  el  valle  del.Hencalv  que  fuer««  ^piriobadaa 
por  el extii»^do  GoDsejo  de  Navarra  e&  3i  de  dioiembBedelS^,  gees- 
tableea  ea  la  capitula  52  siguieado  Joqoe  pai^  sQnteo^íasj  de  los  Reaks 
Tribunales  estaba  resuelto  «qfieiodaslas.deterpainaáUDoes  (|ueise  tosaasea 
en  junAa  del i  valle  hayan,  de  llevaiseí  á  ejecuciüA  eai»saudo  efecto  á  mgyor 
número  de  Vio^yineBOSLeapuntOiá. venta  de>yenbtts  y  aguas^  q^ieea  e^te 
caso  deberá^obraf  laxonfonuidad  ó  couocinsieDto  de  la>  Sippenioridad;  y 
en  lo  demás,  sí  alguna  ó  algunas  viiJaS)prote^taren  contra  la  maj^or  parte, 
tirando  á  que  los  asuntos  no  qudd^n>  peudMtntes  y  sean  deteroainado»,  la 
tal  villa  ó  villas,  deísde  la  jui^a^eaqua  sucediese^  el^í^asd  de  la  pceteau,. 
hayan  de  reclamar  el  derecho  que  js6>ooi>6¿des6,  diwanbe  lel  «ténmÚKK  de  45 
dias,  al  TribuflAl.  que  comf>eU,  yque  no  baoiéndolo  asíy  poi  esíenaismo 
hedía  no  tengfi luigar  su.oposieioos  j  se  llevoiá  efecloi  el  acuerdO:de  la  ma- 
yor parte:  por  cuyo  medio  se  logrará  cortar  dilacioftes  y  dispuussi»' 

Que  en  jiiiUa  generala  dejos  repreaentonte&  4®.  iaa  siete.vüla^  del  valle 
del  Roncal,,  celebrada  eoiSidemarzode  1^37,  ipaai£e6tó;el  Presidente  que. 
era  uno  de  los  olotes  de  la  junta  arbitjpaf  ooour^os  para  satisfacer  vin 
plazo  déla  lujciofi  decensoai  que  leoia  pvilixime  venaimiento- yi  el  pago  de 
otras  obligaciooea  peod^ntea^^aoordindese  ea  su  vista  poi  mayorie^H'^'^^' 
deral  acrefidainienlQ:  délas  yecbias  de  verane  perieBecieetes  ed  valle, 
anunciándose  por  carteles  y  en  los  Boletines,  á/kiaka  de: las  pfovéocias  de^ 
Navarra  y  Aragoo;  sobre  lo  que  protestaron  los  Alcaldes  de  Urzanqui  y  Us- 
tarroz;  y  en  otra  junta  estraordnrarórte^íntel  propio  mes  se  acordó  lam  - 
bien  por  mayoría,  en  virtud  de  la  prec§(lente  protesta,  modificar  el  acuer- 
do anterior  en  el  sentido  de  que  á  kístif>asta  de  ¡yerbas  se  admitiesen  sola  • 
mente  los  ganaderos  del  valle:  taqúese  anunciase  aportunamejite  ^  el 
Botetinofieíal:  ^         -  ^^      -f    ^k,  .,^..     . 

Que  en  su  consecuencia  la  villa  de  tsabá,  que  había  protestado  este  úN 
timo  aeuerdo,  redamó  ante  la  Dipotaoion  provincial,  la  que  de  cenformí' 
dad  con  el  dictamen  de  sii: Asesor  resolvió  en>12  dlB  mayo  siguiente  q[iie<  seí 
anulan  el  s^un4^  aeuei;slpdela]M4ta«  pr(E^alecJien<]QelqueMI»i9  tomado 
en  5  de  marzo: 

Que  en  igual  djfi  y  m^^  de  ,4 8^8,  dict,ó  la  juu^  o(.ro  acuerdo  para  qu^  se 
arrendaran  las  yerbas  y  aguas  de  verano,  se^un  se  habla  hechQ,^  y  CQ^si- 
guiente  el  acuerdo  de  5  de  marzo  del  año  antérioi':  acuerdo  que  fué  pro- 
testado  en  el  acto  por  los  representantes  de  las  citadas  villas  Ukarrbz  y 
Urzanqui: 

Vista  la^demandaque  ios  refresentanles  de  las  dos  villa?  referidas|»e 
sentaron  ante  el  Consejo  provincial  de  Navarra  en  27  del  mencionadojnes. 
de  marzo,  pídieodo  que  con  suspensión  de  los  efectos  del  citado  acuerdo 
de  la  junta,  y  sin  perjuicio  de  lo  que  se  resolviera  eR)»d^Utt46, 4&<ili«iese 
en  el  espresado  añ«  e|  arrendamieote  é»  Ips  puestos  y  irozM  dí|  los  nntu- 
ríales  del  Roncal  y  p;^  la.crii  de^s:gan44o9y  eicUiyendo  ¿  \9a  ioraaic-^ 
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ros,  y  llarBáodolos  en  el  solo  caso  de  no  coDCurrir  aqudlos;  que  ^  deja^^fi. 
sin  efecto  los  citados  n cuerdos  de  5  de  marzo,  y  se  declarase  que  los  ar 
fpudaYDÍentos  deberiao  hacerse  como  siempre  se  hicieroD,  ó  lo  que  era*  i» 
mismo,  á  los  naturales  del  valle,  á  no  ser  que  no  concurriesen,  en  cuyu 
caso  podrid,  admitirse  á  los  forasteros  y  que  de  no  hacerse  así  se  tuvietrñ 
por  disueno  y  sin  efecto  el  otorgamiento  de  los  terrenos,  y  que  sus  yerbui 
y  agiTds  volvieran  á  ser  comunes  como  antes  lo  habian  sido: 

Vi.stas  las  diligencias  de  emplazamiento  é  la  junta  del  valle  de  Roneal 
tu  las  que  aparece  que  los  representantes  de  esta  villa  y  la  de  Garde  sh 
adhirieron  en  el  acto  de  ser  notificados  á  la  reclamación  de  los  deman^- 
dantas: 

Visto  el  escrito  de  contestación  que  por  su  parle  presentó  la  villa  d»\ 
Isaba,  coQ  la  solicitud  de  que  se  declarara  que  el  Consejo  no  podía  fallar 
uDa  cuestión  ya  decidida  y  que  por  Mío  no  era  de  su  competeocía,  y  qu»^ 
asimismo  se  declarara  que  no  habia  lugar  á  la  demanda,  mandando  que 
seestQvioss  é*\üitsue\téeñ  el  ásunlto  porfa  Diputac^dn  proviictab 

Vista  ¡a  aenteaciai  dictada  por  el  espresado ¿ons<?j(r  pro vineíal  en  i  S^  de 
jolio  de  1888  deelaenndo  DO  ^haber  lugar  ¿  la  demanda  interpuesta  por  las , 
villas  de  Ustarroz  y  Urzanqui^  ni  á  las  declaraciones  solicitadas  por  iai 
mismas.  • 

Vista  la  apelación  interpuesta  en  tíetiipo  contra  lá  precedente  senten»' 
cia  por  parte  de  las  villas  demandantes,  y  el  auto  en  que  se  admitió: 

Vistor!  esci^o  de  ?#  dé*  noviefflbre  dé  i8<<f  del  Licenciado  D.  Prao- 
cisco  de  PiMite  Moní^,  mejorándola  apetecioir  á  nombre  <fe  i9s  villasde 
Rooea^;  Ustarroz's  l^zanqui  y  Garde,  cow^t»  preteBsioI^  d«  que  sé  deckvrñ 
ni]la,  de^DÍQgan  valor  ni  eleotOv la- «eatefickt  apelada,  ó  se  revoque  por 
improcedente,  ordenando  que  se  guarden  á  la  comunidad  ó  asociación  de^ 
valle  del  Roncal  los  derechos  y  acciones,  que  como  dueño  esclusivo  en  el  ar 
rendamiento  y  venta  de  las  referidas  yerbas,  le  corresponden  para  rema- ^ 
tarlas  entre  sus  asociados  conforme  á  sqs  ordenanzas  y; costumbres» 
coD  ios  demás  pronunciamientos  que  fuesen  favorables: 

Vislos'los  documentos  acompañados  con  el  escrito  anterior  por  el  re^ 
presentante  de  las  villas  apelantes: 

Visto  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  de  9  de  marzo  de  186<l, 
por  el  que  se  hubo  por  decaido  al  Ayuntamiento  de  la  villa  de  Isaba  del 
derecho  de  comparecer  eo  estos  autos  como  apelado: 

Consideran 00  que  limitada  la,  providencia  gubernativa  á  resolver  el 
\m^o  de  celebrar  el  arriendo  de  las  yerbas,  sola  esta  cuestión  puede  ser 
objeto  de  la  vía  contenciosa: 

Oonsideran,4o  que  así  como  el  arrendamiento  de  los  bienes  de  aprová- 
charaiento  común  de  un  pueblo,  cuando  se  verifica  para  atenciones  del 
vecindario,  se  hace  en  pública  subasta  como  el  de  los  Propios,  iguales  re- 
alas delmn  observara  cuando  searriendan  bienes  que  disfrutan  en  conuiu 
varios  pueblos,  sin  que  por  esto  pierdan  su, carácter  y  naturaleza: 

CopsUieraiidíJque  si  el  acuerdo  d^  la  junta  del  v§lle  Si,\  tratarse  dé  lii 
venta  de  yerbas^  debió  pon  arreglo  al  art.  52  de  las  Ordenanzas  ponetse, 
en  conocimiento  de  la  autoridad,  ésta  pudo  resolver  lo  mas  conveniente  á 
los  intereses  de  la  comunidad; 

Conformándonoe  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del. 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  sentencia  dictada  por  el  Conse-^ 
jo  provincial,  entendiéndose  absuelto  el  Ayuntamiento  de  Isaba  de  la  de-^ , 
manda  en  la  parte  relativa  al  modo  de  subastar  las  yerbas. 

Dado  en  Palacio  á  ooce  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.^ 
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Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Cóbsojo  dé  Ministros^ 
Ramón  María  Narvaez.»  '  '' 

Publicación. —Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audieucia 
pública  la  Sala  de  lo  Contebcíoso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
liiuil  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  reíiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  14  de  marzo  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Pubbcada  en  Ist 
Gaceía  de  14  de  abril  de  1867.) 


Dona  Isabel  II,  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  grado  de  apelación 
entre  partes,  de  la  una  Isidoro  Caballero  y  Latorre,  vecino  de  GodeI!eta« 
provincia  de\alencia,  apelante,  en  rebeldía;  y  de  la  otra  mi  Fiscal^  en 
nombre  del  Ayuntamiento  constitucional  de  la  villa  indicada,  apel^do^ 
sobre  validez  ó  nulidad  de  un  remate  é  indemnización  de  perjuicios: 

Visto:' 

Vistos»  la  instancia  dirigida  en  2  de  junio  de  1864  al  Gobernador  dé  lá 
citada  provincia  por  Isidoro  Caballero  y  Latorre,  en  solicitud  de  que  se 
dejara  sin  efecto  el  remate  berilicado  en  el  pueblo  deGodelIela  del  arbitria 
del  peso  y  medida  para  el  año  económico  de  1864  á  1865,  y  se  le  indem- 
nizara de  ios  perjuicios  qué  se  le  habían  irrogado  en  el  del  año  anterior;  y 
el  decreto  de  la  citada  autoridad  de  4  de  julio  siguiente  desestimando  la 
referida  instancia: 

Vistos,  la  demanda  interpuesta  por  el  interesado  ante  él  Consejo  pro- 
vincial de  Valencia  contra  la  anterior  resolución  gubernativa,  y  la  senten- 
cia que  después  de  sustanciado  el  pleifo  por  todos  sus  trámites  diclóen  26 
de  marzo  de  1866  el  espresado  Consejó  provincial ,  coüíirmaBdo  la  proci- 
dencia gubernativa  reclamada:  íí..     lí 

Vistos,  el  recurso  de  apelación  y  en  su  caso  el  /de  nulidad  interpuesto^ 

Sor  parle  de  Caballero  y  Latorre,  y  el  auto  del  propio  Consejo  provmcia I 
e  5  de  abril  inmediato  siguiente »  en  que  admitió  én  ambos  efectos  solo^ 
el  de  apelación: 

Vistos,  el  escrito  presentado  en  8  de  noviembre  por  mi'Fiscal  ante  ét 
Consejo  de  Estado  acu>'arido  la  rebeldía' al  apelante  "per  no  haber  mejorado 
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«D  tvempo  la  als^ada^  y  e|  i^ui^  de  ia  Sección  de  lo  Contencioso  de  13  'leí 
propio  mes  de  noviembfe,  en  que  la  hube  por  acusada: 

Vistos  los  artículos  252  y  254  del  reglamento  de  30  de  diciembre  de 
184B,  sobre  el  modo  de  conocer  el  Consejo  en  los  negocios  contenciosos  de 
4a  AdminislracÍQp: 

Considerando  que  el  apelante  para  mejorar  su  recurso  tiene  única- 
Toente  el  plazo  de  dos  meses  sobre  los  diez  dias  que  se  le  conceden  para 
ioterponerje,  y  que  si  no  lo  verifica  dentro  de  ese  período,  debe  deciarítr- 
«6  desierta  la  apelación  y  consentida  la  sentencia  á  la  primera  rebeldía 
que  le  acu^e  el  apelado,  conforme  á  las  disposiciones  citadas: 

Considerando  que  Caballero  y  Latorre  dejó  pasar  con  esceso  el  tiempo 
para  mejorar  la  apelación,  por  loque  mi  Fiscal  le  acusó  la  rebeldía; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  decltrar  desierta  la  apelación  y  consenti- 
da la  sentencia  del  Consejo  provincial  de  Valencia,  dictada  en  26  de  msir- 
«0  de  1866. 

Dado  en  Palacio  á  once  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.—- 
£$lá  rubricado  de  la  Reai  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros» Ramón;  María  Narvaez.» 

PublícacioQ.^ — Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
'Cia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu- 
ción fínal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  ona  á  los  mismos; 
«e  ootiüqueen  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. 

JHadrid  Ude  marzo  de  ^867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  14  de  abril  de  1867.) 


104. 


Sentencia  (H  de  marzo  de  1867.).— Subrogación  db  censos. 
— Se  absuelve  á  la  AdmÍQlstracion  de  la  demanda  interpuesta  por 
ia  Condesa  viuda  de  iMirasoi  contra  la  Real  orden  de  13  de  julio  de 
i 864;  86  eonfirma  ésta,  y  se  resuelve: 

1  .•  iíue  la  capitalización  de  los  censos  sobre  bienes  desomorti- 
%ados  debie  girar  necesariamente  sobre  el  tipo  del  5  por  400  señala- 
do e7i  ta  última  parte  del  árt.  iZ  de  la  ley  de  TI  de  febrero  de  1855, 
(5  sea  el  5  por  100  del  rédito  anuo  de  aquellos,  conforme  á  la  termi- 
nante disposición  de  la  Real  orden  deZde  mayo  de  1860: 

2.°  Que  no  es  exigible  según  derecho  por  parte  del  acreedor 
rensualista  la  redención  y  pago  del  capital  de  los  censos: 

3."  Que  las  Reales  órdenes  que  tienen  carácter  general  no  pue- 
den seribjeto,  ni  de  un  modo  inmediato,  de  reclamación  alguna  en 
la  vía  contenciosa:  , 

4.®  Que  por  el  art.  43  de  la  ley  de  i  i  de  julio  de  1856  quedó 
autorizado  el  Gobierno  para  resolver  las  dudas  que  pudieran  ocur- 
rir sobre  la  inteligencia  y  aplicación  de  las  leyes  de  desamortiza- 
ción; 

¥  5.®    Que  solo  puede  calificarse  una  Real  orden  por  las  ditpo- 
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stctones  vigentes  al  tiempo  de  dictarse  y  no  por  laÉ  publicadas  idn 
posterioridad. 

DoRaféabelíI,  etc. 

aEn  el  pleito  que  eo,  el  CoDsejo  de  Estado  pende  en  primera  y  ánica 
instancia,  entre  partes,'de  la  una  el  Dr.  D.  Manuel  Villar,  en  representa- 
ción de  Doña  María  de  la  Concepción  Doz  y  Cardón,  Condesa  Tjuda  de  Mi- 
rasol demandante,  y  de  la  otra  mi  Fiscal,  en  nombre  de  la  Administración, 
4emamlada;  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  43  de  julio  de  i8«4, 
confirmatoria  del  acuerdo  de  fa  Junta  superior  de  Ventas,  que  dispuso  la 
subrogación  de  dos  censos  que  pertenecen  á  la  recurrente  sobré  el  caudal 
de  Propios  de  la  villa  de  Zuera,  provincia  de  Zaragoza: 

Visto; 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  O.  Francisco  Sas  y  Llera,  en  conceplo  de  apoderado  general  de  la 
Condesa  de  Mirasol,  acudió  al  gobernador  de  la  provincia  de  Zaragoza  en 
diciembre  de  4858,  manifestando  los  derechos  censuales  que  poseía  contra 
los  bienes  pertenecientes  al  caudal  de  Propios  Üe  la  mencionada  villa,  im- 
portantes en  uno  de  los  censos  33,000  sueldos  jaqueses  y  en  otro  40,000, 
según  fundación  antigua,  haciendo  presente  el  mismo  tiempo,  respecto  al 
último  de  estos  fensos,  que  su  representada  no  poseía  mas  que  la  mitad,  6 
sean  40,000  sueldos,  por  cuanto  de  la  Otra  mitild  dispusieron  Jos  antece- 
sores de  la  Condesa  en  favor  del  patronato  de  una  obra  pía,  por  lo  que,  y 
en  virtud  de4a  facultad  concedida  por  la  ley  de  4i  dejutío  de  48^,  seña- 
Jaba  por  la  subrogación  de  los  referidos  censos  y  sus  pensiones  dos  hornos 
«iepan  cocer,  que  perteneciau  é  los  mismos  Propres  de  la  referida  villa  de 
Zuera: 

Que  instruido  en  su  virtud  el  oportuno  espediente,  y  justificada  con  la 
presentación  délas  escrituras  originales  la  existencia  de  las  espresadas 
cargas  en  favor  de  la  reclamante,  la  Junta  superior  de  Ventas,  por  acuer- 
do de  22  de  marzo  de  4  862,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  la  Di- 
rección general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  y  Asesoría  general 
fiel  Ministerio  de  Hacienda,  acordó  qne  se  procediera  i  h  subrogación  de 
responfabilidad  de  pago  de  los  dos  censos  de  que  se  trata  sobre  las  fincas 
señaladas  por  la  parte,  y  que  para  llevarla  á  efecto  se  hiciera  la  re^ja  cor- 
lespondieote  del  precio  en  que  los  hornos  se  renofitasen,  oo  del. capital 
rensual  que  constaba  de  las  escrituras  de  fundación,  sino  del^e  resolta- 
¿•e  de  la  capitalización  de  los  réditos  anuales  de  los  censos. ai  tipo  del  5  por 
400,  con  arreglo  á  la  base  2.*  de  la  Real  orden  de  3  de  m^yo  de  f860: 

Que  contra  este  acuerdo  se  alzó  dos  años  después  el  .apoderado  de  la 
referida  Condesa  para  ante  elindícado  Ministerio,  solicitando  que  del  pro- 
ducto que  habían  dado  en  venta  los  dos  hornos  se  satisfaciera  el  capital 
Integro  de  sus  dos  censos,  según  se  había  convenido  en  fas  escrituras  que 
tenia  presentadas,  fundándose  en  los  art?.  32  y  27  respectivamente  de  la 
Jey  é  instrucción  de  41  de  julio  de  4856,  pretensión  q4ie  fué  denegada  por 
Real  orden  de  43  de  julio  de  1864,  por  no  ser  apiícábleis  al  presente  caso 
aquellos  artículos,  y  sí  únicamente  la  Real  orden  de  3  de  m^yo  de  4860, 
en  que  fundó  su  acuerdo  la  J^nta  superior  de  Vendas: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licencia- 
ndo D.  Manuel  Sas  y  Llera,  á  quien  ha  sustituido  después  el  Dr.D.  Manueí 
Villar  en  la  representación  indicada  al  principio,  con  lá  pretensión  de 
que  so  revííque  la  precitada  Real  orden  de  43  de  julio  de  4864,  y  sé  di«- 
pouga,  según  se  había  solicitado  en  la  vía  gubernativa,  que  del  producto 
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v^ehao  (kdoeta  reata  loados  4>driK)s  de  pan  cocer  de  la  citida  villa  de 
Zuera  se  satisfagan  á  su  representada  las  cantidades  á  que  asciende  el  ca- 
pital de  los  dos  censos  de  que  se  trata ,  y  ^í  noalcanzara  áionbrir  aquélla» 
cantidades ,  de  le  cMn píete  «oo  lo  qoe  ha  producido  la  venta  de  los  demás 
¿ienes  de  la  propia  vilUt,  fcuesto  qne  iodos  ellos  se  han  vendido  como  Jibres 
y  con^tituian  y  constituyen  la  hipoteca  de  los  'censos : 

Visto  el  escrito  d&contestacie<n  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  absolución  de 
la  demanda  y  la  conürmacion  de  la  referida  Real  orden: 

Visto  el  esefito  del  Dr.  Villar,  pikiiéndo  ú  nombre  de  su  representa- 
da  q»e  se  le  concediese  térmico  para  replicar,  y  el  atíto  de  la  Sección  de 
Jo  Contencioso  de  i  6  de  setiembre  úUrmo  en  qoe  fué  denegada  esta  pre<* 
tensión: 

Visia  la  Real  6r4en  de  3  de  mayo  de  1860,  que  determina  qtie  la  hipo- 
teca mancofndnada  qoe  ^f  ravite  sobre  varios  bieíiies  de  una  corporación  ó 
publo,  por  razón  de  censos  pertenecientes  á  particulares,  se  subrogue  en 
otra  especial,  girando  la  capitalización  de  dichos  censes  sobre  el  tipo  de 
5  por  i  00  de  sos  réditos  anuos: 

Visto  el  art.  30  de  la  ley  de  H  de  julio  de  18^  á  que  la  indicada  Real 
orden  se  reíiere,  y  por  la  coai  í^e  autoriza  á  los  acreedores  que  tengan  á 
su  favorr  hipoteca  especial  mancomunada  para  elegir  la  6oca  «obre  que 
haya  de  gravitar  el  crédito  hipotecario: 

Vista  la  ley  k)e -15  ite  junio  ultimo: 

Considerando  que  la  subrogación  de  lae  hipotecas  de  loi  censos xde  que 
se  trata,  en  otra  especial  sobre  los  dos  hornos  de  pan  cocer,  se  practicó  á 
instancia  de  la  Condesa  viuda  de  Mirasol : 

Considerando  que  la  capitalización  de  los  censos  que  son  objeto  de  una 
subrogación  de  esta  clase  debe  necesariamente  girar  sobre  el  tipo  del  5 
por  100  señalado  en  la  última  parle  del  art.  13  de  la  4ejde^7  de  fe- 
brero de  1856,  ósea  el  5  por  100  del  rédito  anuo  de  aquellos,  confor- 
me á  la  terminante  disposición  de  la  citada  Real  orden  de  3  de  mayo 
de  1860  : 

Considerando  que  la  Real  orden  de  13  de  julio  de  1864,  al  confirmar 
el  acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Ventas  dé  22  de  marzo  de  1862,  que  dis- 
puso proceder  á  la  subrogación  solicitada  por  parte  de  la  Condesa  viuda 
de  Mirasol,  gravitando  la  Iiipoteca  sobre  los  dos  hornos  espresados,  yifue 
para  llevarse  á  efecto  se  hiciera  la  rebaja  correspondiente  del  precio  en 
que  estas  fincas  se  rematasen,  no  del  capital  censual,  sino  del  que  resul- 
tase de  la  capitalización  de  los  réditos  anuales  de  los  censos  al  tipo  del  5 
por  100,  se  ha  ajustado  exactamente  á  lo  prevenido  en  las  disposiciones 
anteriormente  citadas: 

Considerando  que  no  siendo  eiigible  según  derecho  por  parte  del 
acreedor  censualista  la  redención  y  pago  del  capital  de  los  censos,  con- 
forme se  ha  declarado  en  Reales  decretos-sentencias  de  16  de  ma^o  y  25 
de  julio  de  1S65,  ningún  perjuicio  se  ha  irrogado  ala  Condesa  viuda  de 
Mirasol  con  la  capitalización  indicada,  porque  teniendo  únicamente  dere- 
cho al  pago  de  los  réditos  que  viene  percibiendo,  este  pago  se  le  asegura 
con  igual  garantía  de  hipoteca  especial: 

Cónsidératido  que  la  Real  orden  de  3  de  mayo  de  1860,  de  que  hace 
aplicación  exacta  la  reclamada  de  13  de  julio  de  1864,  como  disposición 
de  carácter  general,  no  puede  ser  objeto,  ni  aun  de  un  modo  indirecto, 
de  reclamación  alguna  en  la  vía  conlencioso-adminislraliva,  mucho  me- 
nos teniendo  en  cuenta  lo  preccpiuado  eu  el  art.  43  de  la  citada  ley  de  11 
de  julio  de  l8o6.  que  autorizó  ó  mi  Gobierco  para  resolver  las  dudas  que 
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puedan  ocurrir  sobre  la  iDteligeDG(ia  y  aplicaeion  da {a/B^ley:^ 4a  desamor- 
tización: > .  f  •  . 

Considerando  que  aun  en  Ja  hipótesis  de  aue  la  ley  de  i^.ideJuQtoói- 
t^mo  pudiera  tener  aplicación  á  la  cuestión  debatida , en, ^6te|>l^i|0,Bruiica 
podria  decidirse  por  ella  la  insubsistencia  deUEeal  órdeq  reclaisada, 
porque  siendo  ésta  anterior  á  dicha  ley  solo  puede  caJi&carse  por  las  dis- 
posiciones vigentes  cuando  se  dictó,  y  alas  cuales  está  perfectameoU  ar- 
reglada; ,      , 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  é  laAdministracioq  de  la  demanda 
propuesta  por  ia  Condesa  viuda  de  Mirasol  y  en  coaGrinar  la  Real  tóriien 
de  13  de  julio  de  1864. 

Dado  en  Palacio  á  once  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano.-— El  Presidente 4el  Concejo  de  Miofs* 
tro,  Ramón  María  Narvaez.»    '  ,. 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretorio  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audi^- 
cia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
f  na)  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  em  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. ,  . 

Madrid  44  de  marzo  de  1867.— Pedro  de  Madrazo. — (Publicada  en  la 
iiaceta  de  16  de  abril  de  1867.). 


105. 

Sentenria  (11  de  marzo  de  1867.). — Devolución  de  un  de- 
pósito.— Se  absuelve  á  la  AdmÍDistracioa  de  la  demanda  entabla- 
da por  D.  Salvador  Sabater  contra  la  Real  orden  de  1.^  de  abril  de 
18¿4;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

1.*  Que  con  arreglo  al  art.  15  de  la  inslruccion  de  20  de,  agos- 
4o  de  1859  sobre  recaudación  de  co7tíribuciones,  resueltos  los  espe- 
dientes de  subasta  y  7iombrados  los  recaudadores,  se  formalizará 
inmediatamente  el  contrato  por  medio  de  escritura  pública,  pres- 
tando aquellos  la  fianza  correspondiente  en  el  término  improroga- 
ble  dedos  meses,  y  de  no  verificarlo  así,  caducará  su  nombramiento, 
perdiendo  además  el  depósito  previo: 

F  2."  que  en  la  vía  contenciosa  no  tienen  cabida  dispensaciones 
de  gracia,  que  solo  pueden  apreciarse  en  la  gubernativa  en  ciertos 
y  determÍ7¡ados  casos. 

Doña  Isabel  11,  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Narciso  Buenaventura 
Selva,  en  representación  de  I).  Salvador  Sabater,  demandante,  y  de  la 
otra  mi  Fiscal,  en  nombre  de  la  Administración,  demandada;  sobre  devo- 
lución del  depósito  que  hizo  Sabater  para  oblar  al  cargo  de  Recaudador 
de  varios  pueblos  de  la  provincia  de  Jaén: 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  que  resulta: 
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Qaé  «DiHicmdti  eo  «f  BbhtfH^ofieiai  de  la  indicada  profíocia  de  i3  de 
agosto  de  4862  la  subasta  para  la  recaudación  de  coDtribaciooes  en  los 
4i8tr4tos^muDicipales Tacantes,  insertándose  íntegra  en  eJ  anuncio,  como 
l^iede'4aífteaiKiictone8  diel  contrato,  la  instrucción  aprobada  por  Beal 
•orden  de  20  dft  agosto  de  1859;  y  veríücada  la  subasta,  se  aprobó  por  Real 
orden  de  3  de  no? íembre  de  t802  la  adjudicación  interina  a  favor  del  de^ 
«mandafiie,  beetn  por  la  Junta  de  remate,  de  los  distritos  respecto  á  los 
cuales  el  mismo  había  presentado  proposición;  entendiéndose  el  contrato 
por  el  plazo  desde  i  .^  de  enero  de  1803  basta  fin  de  junio  de  1866,  y  bajo 
i^a-demáft  eondiciones  de  la  subasta;  y  como  hubiese  trascurrido  el  plazo 
marcado  por  la  citada  instrucción  sin  que  el  interesado  formalizara  ni 
afianzara  su  contrato,  se  declaró  por  Real  orden  de  23  de  febrero  de  1863 
-caducado  su  nombraniieato  é  incurso  Sabatar  en  la  pérdida  del  depósito 
previo  eon  arreglo  al  art.  13  de  la  ios^uqpion  referida:   • 

Que  á  consecuencia  de  haber  pedido  Sabater  que  no  obstante  esta  re*- 
solución  se  le  devolviera  el  depósito  previo,  fundado  en  que  le  babia^ido  im 
fMiblefNpesentar  oportunamente  la  fianza  de  su  contrato,  por  ios  grandes 
obstáculo»  que  eon  motivo  del  planteamiento  de  la  nueva  ley  Hipotecaria 
se  le  opusieron  en  el  Registro  de  la  Propiedad  en  cuanto  á  espedirle  ja  cer- 
tificación de  libertad  de  las  fincas  que  debian  qnedar  afectas  al  cumplimien- 
to del  contrato;  informó  la  Dirección  general  de  ContribucioDes  que  el 
Recaudador  Sabater  espuso  en  tiempo  las  dificultades  que  encontrara  para 
el  otorgamioBto  de  la  escritura  de  fianza^  y  que  teniendo  en  consideración 
que  á  fin  de  salvar  su  responsabilidad  presentó  el  mismo  en  la  adminis- 
tración de  la  provineia  de  Jaén,  documentos  suficientes  para  asegurar  la 
tercera  parte  de  su  fianza,  y  llegó  basta  ofrecer  que  consignaría  en  me- 
tálico el  total  importe  de  la  recaudación  de  un  trimestre,  podría  por  vía  de 
«qttidad  relevarse  á  Sabater  de  la  pérdida  del  depósito  previo;  recayendo 
en  su  vi8t&,  después  de  oír  el  paraoer  de  la  Asesoría  general,  y  de  con- 
formidad con  la  Sección  de  Hatíeiida  del  Consejado  Estado,  la  Real  or- 
den de  4.®  de  abril  de  4864,  que  desestimó  la  soiiciind  deSabater  por  ha- 
ber causado  estado  la  anteriormente  citada  de  23  de  febrero: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  mencionado  Consejo  de  Estado,  y 
mejorada  después  por  el  Licenciado  D.  José  Nacarino  Brabo,  á  quien  ha 
sustituido  posteriormente  el  de  la  misma  clase  D.  Narciso  Buenaventura 
Selva,  pidieBdo  en  nombre  de  D.  Salvador  Sabater  la  revocación  de  la 
precit&fk  Real  orden  de  i.^  de  abril  de  1864  y  que  se  devuelva  á  su  re* 
presentado  la  fianza  que  tenia  constituida  en  metálico  en  garantía  de  la 
subasta  aprobada  por  la  Real  orden  de  3  de  noviembre  de  1862: 

Vista  la  certificación  librada  por  el  Registrador  de  la  Propiedad  del 
partido  judicial  de  Ubeda,  competentemente  legalizada,  que  se  acompañé 
á  la  demanda,  en  la  que  se  espresa  «que  en  el  mes  de  enero  de  1863  se 
«presentó  D.  Salvador  Sabater  en  la  oficina  del  Registro  con  un  legajo  de 
«títulos  de  propiedad  de  varías  fincas,  reclamando  nn  certificado  de  los 
«gravámenes  á  que  estuvieran  afectas,. ó  de  libertad,  caso  de  no  tenerlos; 
ny  que  habiéndosele  manifestado  que  lo  pidiera  por  escrito,  según  está 
«prevenido,  y  que  no  podría  despachársele  en  el  breve  tiempo  que  lo  exi- 
»gia,  porque  á  consecuencia  de  no  estar  terminados  los  índices  no  era  po- 
«sible  examinar  los  libros  en  tan  limitado  período,  desistió  de  su  petición 
«llevándose  los  títulos  de  las  indicadas  fíocas:» 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mí  Fiscal  en  el  referido  Consejo  de 
Estado,  con  la  pretensión  de  que  se  absuelva  á  la  Administración  déla 
demanda  y  se  confirme  la  Real  orden  que  por  la  misma  se  impugna: 
TOMO  Vil.— /ttrísprudencia  adminUtrativa.  32  " 
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Visto  el  art.  13  de  la  Real  instraecion  de  StO  ^  agoM  é%  4659 >  que 
iifce:  <(Re8Qehos  los  espedientes  de  sobasla  yi  ndmbrados  Usé  i^eeaudado- 
}>res,  se  formalizará  íomédiatameDte  d  contrato  por  medio  de  escritura 
»p^Iio&,  prestando  aquellos  la  üanza  correspondiente  «tai>e}  léPiai^&ím' 
»p*vrogabie  de  dos  meses,  y  de  no  ?eriticario  »sí/iea<üiea^  síq  nombra- 
íimiento  peiídiendo  además  el  dep<Ssito  previo:»  • 

Considerando  qne  los  términos  absolutos  en  que  «9tá  concebido  este 
articulo  esclayen  todo  motivo xon  epie  se  trate  desiBcértlr  rainfraoctbn  y 
resuelve  á  favor  del  Estado  cua^uiera  duda: 

Considerando  que  si  bien  el  deraandtnte  reconoce  ha(]^r^demáo  tras- 
currir el  plazo  de  dos  meses  marcados  porla  h)striH;eion^>srn*rof^alizar 
el  arriendo  ni  prestar  la  fianza  correspondieBte;  y  no  «se  opone  ^á  la  fesd- 
sion  del  contrato  acordada  en  la  Real^rden  de  23  de  fdbrerode  1^3,  no 
se  aviene,  sin  embargo,  á  la  pécdida  del  depóisHo  ^ue  la  misma  éefdaró,  y 
pide  su  revocación,  supoiriendó  babét^  dejadero  cnmplfre)  precepto  iegal 
por  caqsas  iadependientes  de«u  voluntad: 

Considerando  q«e  sus  ge^iones  sobre  el  particular  distan  mucbo^  ib 
ofrecer  la  justificación  de  tos  escusas  que  aleg»,  ao^i  ciiaodo lieeen  'Stémi" 
sibks,  atendidos  los  términos  del  articulo  antes  citado,  pues  al  presentar- 
se en  el  mes  de  enero  %le  iS6^  «^  Registrador  de  lai  Propiedad  para  que  le 
líbri^e  la  certificación  4e  libertad  de  tas  finca»  con  qne  trataba  de  afiao^ 
zar  el  contrato,  el  ténniíro  estaba  espiran<io,  si  esque  ya  no  ^latna  tras- 
currido, y  íos<>frecimientos  becbos  después  lal  Admtnistraéor  «Ae  hacien- 
da eran  insuficientes  é  inadmisibles: 

Y  coDstdecando  que  en  la  vía  conteBciosa  noitieneU' cabida  "«dispenaa* 
clones  de  gracia,  que  salo  pueden 'apreciarse  en  ia  gub^fUitiva  en^Ciei^as 
y  determinado»  casos: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de-Jo  centeBcioao  de  mi 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Adminiatra- 
clon  y  ^  confirmarla  Real  orden  im^píogoaida. 

Dado  m  Palacio  á  once  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.^— El  Presideste  dd  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  ti 
Secretario  geaerat  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  do  \o  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  co!mo  tesoiiicion 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  «na  á  los  miamos,  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gñoetú;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  f4  de  marzo  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.-^(Publíoflda.en  la 
Gaceta  de  1 6  de  abril  de  1 867 . ) 


floe. 


Sentencia  iii  de  marzo  de  1867.).— Domnio  úxa. — Se  ab- 
suelve á  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta  Dor  ft.  Blas 
Alonso  y  otros  contra  la  Real  orden  de  20  de  julio  de  1863;  se  con- 
firma, ésta,  y  se  resuelve:  ,    . 

Que  solo  puede  declararse  derecho^  al  dominio  útil  ^  u^uis  fin- 
cas arrendadas  ^demtiQUO,cuatí4o. 86  airedita  qm  ha  venido  ú-, 
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guiándose  sin  interínpeion  d  arrendamiento  en  la  misma  familia^ 
y  que  7io  se  ka  pagado  de  renta  más  que  mil  y  cien  reates  anuos. 

0(^ñíi  ísab^l  1f,  etc. 

ttBn  ft\  píéilo  que  en  primera  y  únrca  instancia  pende  en  el  Consejo  de 
Estado,  entre  parles,  de  fa  nna  D.  Btás  Alonso  7  Antonio  y  Francisco  Vi- 
gilar, vecinos  w  Vi  Iterdo^ndrego,  provincia  de  Zamora,  representados  por 
el  Licenciado  D.  'Germán  Gama2o ,  demanidantes  ;  y  de  la  otra  mi  Fiscal, 
en  nombre  de  la  Administración  general ,  demandada;  sobre  revocación 
4e  la  Rfeal  orden  detO  de  jufio'dé  i86b,  confirmatoria  del  acnerdo  de  la 
Janta  superior  de  Ventas,  que  declaró  á  los  interesados  sin  dereclw)  al 
dominio  útil  de  tres  quiñones  de  una  heredad  de  tierras,  perteneciente  al 
hospital  de  Nuestra  Señora  de  la  Asunción  de  Toro: 

Visto:  •• 

Vistos  los  antecedentes,  die  los  cuates  re.wlta:    - 

Que  D.  Blas  Alonso  y  Antonio  y  Francisco  Villar,  de  la  indicada  vecin- 
dad, solicital-on  en  4^  de  setiembre  de  1862  del  Gobernador  de  la  citada 
provincia  el  dominio  útil ,  y  «ensiguiente  redención  del  directo,  de  varias 
tierras  pertenecientes  ai  hospital  de  Nuestra  Señora  de  la  Asunción  y  dos 
San  Juanes,  vulgo  del  Obifpo,  de  la  ciudad  de  Toro,  é  instruido  el  opor- 
tuno espediente  se  uñieron  al  mismo,  entre  oti«s  documentos  presenta- 
dos pw  los  interesados ,  una  escritura  otorgada  en  20  de  marzo  de  t797 
por  la  Administradora  del  hospital,  dando  en  arrendamiento  por  cuatro 
años,  que  cumplían  en  agosto  de  4  800,  nna  heredad  sita  en  el  despoblado 
ílel  Fito  y  de  la  que  forman  parte  las  tierras  de  que  se  trata,  á  Fernando 
Pérez,  Lázaro  Gañan,  Manuela  Pérez,  Anf?el  y  Manuel  del  Villar,  vecinos 
de  VrTIardondiego,  y  i  Manuel  Alvarez  y  Vicente  Bnrba,  del  de  Poro  an- 
tiguo, por  la  renta  anual  de  i 42  fanegas  y  media  de  trigo,  obligándose  á 
su  pago  los  siete  juntos  y  de  mnncomun  á  voz  de  tino,  y  eada  uno  por  si 
y  por  el  todo  in  solidum;  apareciendo  también  haberse  estipulado^ia  mis- 
ma renta  en  otras  dos  escrituras  de  22  de  setiembre  de  t78^;  primera  de 
que  se  tiene  noticia,  y  27  de  enero  de  4806,  otorgadasasimismo  manco - 
munadamenteá  favor  de  las  personas  que  se  mencionan  en  las  indicadas 
escrituras,  por  la  propia  Administradora  del  referido  hospital;  dos  certifi- 
caciones espedidas  por  el  Alcalde  y  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Vi- 
llardondiego  en  9  de  agosto  y  44  dé  setiembre  de  4862  ,  y  otras  dos ,  ase- 
gurando en  la  primera  que  í).  Btós  Alonso  venia  pagando  contribución  y 
30  fanegas  de  renta  al  hospital  de  Toro  por  la  quinta  parte  de  la  heredad 
litigiosa,  desde  4845  en  que  empezó  á  regir  el  sistema  tributario,  y  que  su 
padre  i>oMlico  Tomás  García  hibr<i  aqueHas  tierras  desde  antes  del  año 
4f^00,  según  se  acreditaba  por  los  libros  de  catastro  que  obraban  en  aque- 
lla Secretaría;  y  en  la  segunda,  que  Francisco  VilJar  Rollón,  que  figuraba 
como  uno  de  los  arrendatarios  en  la  escritura  citada  de  i806,  haí)ia  la- 
brado tierras  pertenecientes  al  hospital  de  Toro  desde  antes  de  4800,  pa  - 
gando  de  renta  anual  por  la  quinta  parte  de  otra  de  las  que  se  reclaman 
28  fanecas  de  trigo;  que  después  recayeron  estas  tierras  en  Catalina  Vi- 
llar, conjunta  de  Andrés  Pérez,  y  posteriormente  en  su  hija  Ja  coba  Pérez, 
que  á  la  sazón  las  poseía  con  su  marido  Antonio  Villar,  pagando  la  renta 
anual  de  30  fanegas  de  trigo  y  las  contribuciones;  varias  partidas  de  bau- 
tismo con  un  árbol  genealógico  para  acreditar  el  parentesco  de  los  recla- 
mantes con  los  primitivos  colonos;  y  varios  recibos  del  pago  de  la  renta, 
correspondrentes  á  los  años  de  tí^OÍ  y  4  846  hasta  4.^59  : 

(}uc  con  tales  a-ntecedenles,  la  Junta  superior  de  Ventas,  en  sesión  de 
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IS  de  febrero  de  i865,  acordó,  de  cooformiddd  con  lo  propuesto  por  la 
Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Bstaact»  y  cpn  ^J  pare- 
cer de  la  Asesoría  del  Minisierio  de  Hacienda,  desesUmar  el  dominio  átil 
solicitado  por  los  interesados,  en  razoo  á  que  Jas>  edcriiuras  de  1797  y 
1806  acreditaban  que  las  tierras  de  que  se  tra^a  eran  llegt^as  maocomu- 
nadamente  por  los  sugetos  que  üguran  en  las  mismas,  y  á  que  su  Toata, 
«scedia  en  el  año  de  1800  de  los  1 ,100  rs.,  tipo  mixiioo  nadrcado  por  la 
Jey  para  aspirar  á  esta  clase  de  concesiones,  á  mas  de  no  liaber  probado 
los  reclamantes  el  arrendamiento  sin  interrupción  desde  anteado  1800 
hasta  el  año  de  1856;  y  como  0.  Blas  Alonso  y  Antonio  y  Fxancisco  YiUar 
acudieron  al  mencionado  Ministerio  pidiendo  la  revocación  del  ante- 
xior  acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Ventas,  acompañando  una  informa- 
ción testifical  practicada  ante  el  Juez  de  primera  instancia  de  Toro,  pre- 
tendiendo acreditar  con  ella,  no*solo  el  parentesco  de  ios  reclamantes  con 
Fernando  y  Manuela  Pérez,  arrendatarios  en  el  año  de  1797,  sino  también 
^1  arrendamiento  de  las  tierras  en  cuestión  dúdeosla  épocib  por  indivi- 
duos de  su  misma  familia,  se  resolvió  por  Real  orden  de  20  de  juJio  d^ 
1865,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  la  espre^ada  Dirección  g^ue- 
ral  del  ramo,  que  se  estuviera  á  lo  acordado  por  la  Junta  superior  de 
Ventas,  por  cuanto  la  indicada  información  no  habia  desvanecido  el  fuñi- 
damente del  acuerdo  deja  Junta,  respecto  á  esceder  la  renta  del  arrenda- 
miento en  el  año  de  1800,  de  los  1,100  rs.  marcados  como  uiáximum  por 
Ja  ley  para  obtener  este  género  de  concesiones : 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado,  y  después  am  - 
pilada  por  el  Licenciado  ü.  Germán  Gamazo,  á  nombre  de  6.  Blas  Alpuso, 
Antonio  y  Francisco  ViHar,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la  pre- 
citada Real  orden  de  20  de  julio  de  1865,  y  se  declare  á  susT#pr^^<^^<ios 
con  derecho  al  dominio  útil  de  los  tres  qui nones  de  tierra  pertenecientes 
al  hospital  de  Toro,  que  separadamente  labran: 

VÍ9to  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  absolución  de 
la  demanda  y  la  oonürmacion  de  la  referida  Real  orden: 

Vistas  las  leyes  de  1.^  de  mayo  de  1855,  ¿7  de  febrero  y  11  de  julio 
de  1856,  y  las  instrucciooes  dicta((as  para  sa  ejecución  ,  que  presciiben 
como  requisitos  indispensables  para  la  redención  del  dominio  uul  y  con  - 
solidacion  del  directo  en  los  arriendos  de  üocas  de  bienes  nacionales,  que 
éstos  sean  anteriores  al  año  de  1800,  que  se  hayan  continuado  sin  inter- 
rupción en  la  familia,  y  que  la  renla  actual  no  haya  escedido  de  1,100 
reales:  .  i 

Vista  la  disposición  9/  de  la  Real  orden  de  2é  de  diciembre  de  1860. 
•que  declara  que  tanto  en  el  caso  en  que  sea  uno  solo  el  arrendatario» 
como  en  el  que  lo  fueran  mas,  es  necesario  que  el  precio  total  del  arrien- 
4o  no  esceda  de  1 ,100  rs.: 

Considerando  que,  aun  prescindiendo  de  las  pruebas  aducida»  por  loj 
niemandantes  para  acreditar  el  arriendo  de  los  tres  quiñones  de  que  se 
trata  por  la  misma  familia,  y  aun  concediéndoles  como  probado  este  es- 
tremo,  aparece  no  obstante  justitícado  por  las  escrituras  que  han  presen- 
tado, que  el  arriendo  de  las  tierras  objeto  de  este  pleito  se  hizo  manco- 
munadamente,  y  que  así  considerado,  la  renta  ha  («cedido  siempre  de 
tipo  señalado  por  la  ley: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  y  en  coaür^ 
mar  la  Real  orden  de  20  de  julio  de  1865. 

Dado  en  Palacio  á  once  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.^ 
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Bslá  robi^icado  de  la  R^ál  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.» 

Pnblic^cíon. — ^Leldo  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  et 
Secretario  general  del  Cí^nsejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu- 
ción final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere ;  que  se  una  á  los  mis- 
mos; se  notifique  en  forma  á  las  parles,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  qufr 
certifico. 

Madrid  i4  de  manío  de  1867.— Pedra  de  Madrazo.— (Publicada  en  I» 
Gaceta  de  46  de  abril  de  1867.) 


iOY. 


Sentenein  (11  de  mar%o  de  Í8&1.). — Nulidad  del  espedien- 
te de  una  mixa.— Se  absuelve  á  Id  AdministracioQ  de  la  demanda 
interpuesta  por  D.  Joaquín  de  Burgos,  contra  la  Real  orden  de  24 
de  enero  de  1868;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

1  °  Que  la  labor  legal  debe  situarse  precisamente  dentro  del  ter* 
rem  registrado  y  de  ella  partir  la  designación  para  la  dentar -^ 
cacion; 

Y  S.^  que  solo  se  adquiere  derecho  á  las  mnas  cuando  se  cúm- 
plelo dispuesto  en  las  leyes  y  reglamentos. 

D(»ña  Isabel  II ,  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  átiica  ins-^ 
tancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Ricardo  Villanueva  y  Sán- 
chez, á  nombre  deD.  Joaquín  de  Bórgos,  vecino  de  Córdoba,  como  apode- 
rado (ie  la  sociedad  especial  minera  La  Aíanckega,  registradora  de  la  mi- 
na denominada  Soledad,  demandante,  y  de  la  otra  la  Administrcion  gene- 
ral, demandada  y  representada  por  mi  Fiscal,  coadyuvada  por  el  Licencia- 
do D.  Tomás  Pérez  Anguita,  en  representación  de  D.  Eugenio  Francisco 
Pector,  vecino  de  París,  dueño  de  la  mina  Don  Diego,  y  por  el  Lícenciado^ 
D.  Estanislao  Figneras.  á  nombre  de  I).  Locas  Ballesteros  y  Martínez,  pro- 
pietario (le  San  Lucas  y  la  Abundancia;  sobre  revocación  de  la  Real  or- 
den de  24  de  enero  de  1865,  en  que  se  declaró  nulo  el  espediente  de  I» 
citada  mina  Soledad, 

Visto: 

Visto  el  escrito  que  en  16  de  junio  de  1846  presentó  D.  José  Rodríguez 
vecino  de  Belmez,  registrando  cuatro  pertenencias  minera?  de  carbón  de 
piedra  y  hierro  con  el  nombre  de  La  Cornuda  y  dos  Hermanas,  sitas  en 
el  térrtiino  de  Villtnueva  del  Rey,  terreno  de  D.  Juan  Cerrato,  que  linda- 
ba al  Norte  con  Cern>  Moyano,  al  Sur  con  Piedra  Horadada,  al  Este  corr 
mina  nombrada  Urraca,  )f  al  Oeste  con  rodeo  de  la  Jeta: 

Visto  el  denuncia  hecho  en  24  de  agosto  de  1847  por  D.  Miguel  Vicens 
á'fe  tnitíá'La  Comuio,  consignando  eñ  la  solicitud  los  mismas  lindero^ 
que  en  esta  se  hablan  fijado  y  dándola  el  nombré  de  Soledad ,  y  la  desig- . 
nación  de  la  espresada  mina  por  el  mismo  Vicens,  realizada  en  3  dé  se- 
tiennhre  innr>edrato  siguiente ,  repitiendo  que  se  hallaba  situada  en  Villa* 
nueva  del  Rey: 

Vistos ,  el  informe  del  Ingeniero  encargado  del  reconocimiento ,  que 
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maqifeslérqfsie  ei^ís^iatteri^^o  fraoco  ,  si  hieo  advertía  qudiao  solo  s^pre* 
seotabao  en  algunos  puntos  indicios  de  carbón;  y  «I  decreto*  q^eeih  su» 
€cinsecu^n€ia  d^  el  Inspector  del  ramo  eo  3  de  marzo  de  1848,  eo  eí sen- 
tido de  que  no  babia  lugar  á  laiadmisioQ  del  denuncio ,  quedando  éste  re««' 
ducido  á  calicata ,  si  conveaia  ai  ioíeresado: 

YistQp  «  el  denuncio  que  en  29  de  julio  de  i 85^2  hizo  la  sociedad  minera 
La  Manckega  á  laimioaSaié^ae^ ,  espre.'^aDdo  que  se  MUaba  en  el  sitio  de 
La  Cornuda  y  Dos  Hermanas  y  término  de  Villanueva  del  Rey ,  y  co»  Ioü 
roismo.*^  imderofi»  que  JBO  habiao  con&ifnadoea  las  solicitudes  ida  registro 
y  denuncio  signiücados  anteriormente  ;  y  ei  decreto  del  Goljernador  de 
la  provÍDCia  en  que  declaró  su  nulidad,  con  arreglo  á  la  disposición  4.*^  de 
ía  Real  orden  de  8  de  marzo  de  iS^ ,  «»  que  se  previene  que  solo  se  ad- 

3uieren  derechos  en  minería  cuando  se  haya  dado  cumphmiento  á  la  ley 
e  minas  y  á  los  reglamentos  dicta dwptra  su  ejecución: 
Visto  el  escrito  de  6  de  mayo  del  mencionado  año  1853  ,  en  que  la  so- 
ciedad La  Manchega^  eie\có  su  denuncio á  registro^  dando  ¿  la  laiett  el 
nombre  de  Spiedad  cou  cuatro  períeoeucias  ,  especilicando  que  estaba  ea 
¿I  término  de  Villanueva  del  Rey,  terretno  de  La  Cofnuda.y  Dos  Herma- 
nas, lindante  ai  Norte  con  Cerro  Moyario,  al  Sur  con  Piedra  Horadada,  al 
Este  cop  mina  Urraca  y  al  Geste  con  Rodeo  de  la  Jeta  ,  siendo  represen-  ' 
tante  de  la  empresa  on  aqiveila  villd  José  Miranda. 

Vistas,  el  ael.»  de t  reconocimiento  que  el  ingeniero»  Di  Ettgenio^PerDa'B^ 
dez  practicó  en  43  de  octubre  de  1857,  del  que  resulta  que  habia  terreno  * 
franco  y-consis^  su  labor  en  un  zafarrancho  eií  la  ori<^la  deJ^  rio  GuTtdi&to 
y  que  allí  se  encontraba  una  pe(|ueBa  zaiíja  de  fech«^^  muy  reciente;  l{í>ad-t 
misión  dpi  registro  acordada  por  el  Gobernador  de  la  provincia  y  publica- 
da en  el  Boletín  oficial;  y  la  designación  hecha  por  la  Sociecjad Xa^ Manche • 
5a  en  17  de  junio^dá  1858: 

.  VJs(o^  Jos  esefitos  de  oposición ^ue  presentaa^OQ  algunos  istefesados  en 
los  registros  inmediatos,  fundándose  en  que  la  nuevai  3o^(ía<i; habia  fijado 
su  labóir  para  el  reconocimiento  pi^elimiuar  fuera  de  la  situación  y  linderos 
de  la  miig\;ía^  Cornuda  v  priíaitiva  Soledad '^  el  del  apod9radoder La  Man- 
c/»epav,.í>..«J(kaquin  de  Burgos  pidiendo  el  segundo  reconocim^ntp  y  demar- 
cación, y^ja.órdendeia  Dirección  general,  éla  cual  sq  había  i^emitidoi^l  es  ^ 
p^díe^te»  ep  que  se  dispuso  que  por  un  Engeoi^ro^  se  reconociese  si  la  si* 
tuacion  y  lindaros  que  oou piba  la  nueva  Soledad  eran  los  mismos  que  los; 
design^d^s.  á  La  Cornuda  y  s|  su  laboír  et:a  también  la  reco9«cida  por  el 
Ingeniero  D.  Eajejiio  Fernandez  en  13  de  octubre  de  1857,: 

Vista  el  acta  del  reconocimiento  hecho  por  el  Ingeniero  lefe  de  Minas 
de  la  provincia  D.  Tomás  Sabau  acompañado  de  tres  peritos  nombraos 
por  el  AlcQl<ieen  ia  que  consta  que  constituidos  éxitos  en  la^ tinca  de  i^on 
Juan  Cerrato,  dijeron:  que  los  linderos  de  La  Cornuda  y  Dq&  Hermana^ 
y  los  del  nu^vo  r^egistro  SoWaíi  erirw  loa  mismos  y  coiuprend¡a,n  un>a  píír- 
cioqde  terreno  dentro  del  q,uei  se  hallaba  la  citada  mi|ia  Cornuda:  qua 
ninguno  dé  los  concurFentes  sabia  á  puslo  fijo  cuatera  el  sitio  que  ocupa- 
ba la  mina  Soledad,  y  que  habiendo  avisado  á  su  i^opras^ntapt^  José  iUr- 
randa4.4|ue  erapelsug^to  mas  apropósito  para  determinar  su  b^c^amina/ co 
habla  comcuirf ido;  y^  copcl^yeroo  «spresando  que  les  l|ap)2i^b|a^\n!)ucl^)f4a 
atención  qoe  ^tliígeQ'iero  Fer^a^^ez  dijisBaiea  su  informe  que  la  mina  se 
hallabf^  á  la  orilla  mi^ma  del  Gjuadiatp,  pue&e^  tai  qaso  no^ppdia  sc^r  la  aq-; 
ligua  (Cornuda,  que  distado  la  orilla  del  mencionado  río  lYias  d«<2,000 pa- 
sos en  línea  recta,  y  en  su  consecuencia  la  Soledad  se  encoiUiaria  fuera 
del  terr^oo^seMadopor  sus  iiodeFos: 
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YisU  l«)|ieai'Ó74eii;<Je  ^i  de  enero  de  i66Q  eo  que  se  delerannéqiifi  se 
remill/erdiei  eapadiente  al  fioberoador  áela  provincia  para  que  se  siguiera 
por  todos  sus  trámites  hasta  su  conclusión,  y  que  ai  deTotverle  aeompa* 
ñase  «omot  de  oposición  6l  de  laa  mina»  Son  Quintiit  y  $1  Chasoa: 

Vistos^  el  decreio  del  Gobennaidor  d#  k  p|roYÍDCia  de  17  de  abril  inme- 
diato siguiejute^  en  qiie  se  dispuso  que  se  hiciese  el  segundo  reeonoeimíen- 
to  y  demareacioa,  y  ol  acta  en  que  re&ultao  ejecutadas  estas  das  op^acio^ 
nes  ea  8  de  iulio  de  iSOl  por  ellDgeníere  jefeí  de  minaa  de  la  proTincía 
Don  ToHdásSabaUr^  quien  em  la  misma  «diligencia  espresé;  que  la  misado- 
ledad  se  hallaba  en  término  de  Espiei  y  no  en>Vilianue«a  del  Bey:  que  no 
estaba  en  terreno  de  Juan  Cerrato  ni^n  las  dehesas  Cornuda  y  Dos  Her- 
manas, si  bien  las  últimas  pertenenctas  coroprendian  una  pequeña  parte 
de  ellas:  que  ninguno  de  los  linderos. que  se  fijaban  para  la  mina  Soledad 
correspondia  á  su  situación,  ni  los  abrazaba  el  terreno  designado:  y  que 
la  bocamina  llamada  CQfnuda  se.  encontraba  situada  á.  U200  metros  de 
distancia; 

Vistos,  las  protestas  formalizadas  por  algunos  representantes  de  va- 
rias minas^,  el  oficio  del  Ingeniero  en  que  sostiene  que  eran  muy  fnndadas 
sus  reclamaciones,  y  la  Real  orden  de  24  de  enero  de  1865,  pof  la  que  se 
declara  nulo  e^espedieBle  de  la  raiira  Soledad:^ 

Vi^ta  1^  deoianda presentada  anteiel  Consejo  de  Estado  por  el  Licen- 
ciado, p.  Ricardo  Víilanueva  y  S^rich^,.á  non^brede  Di  Joaquín  deBiir^ 
gos,  apodera(Jo  d.e  la^ sociedad  minera  Lpk  Mancf^ega,  pidiendo  que  se  con^ 
sulte  la  revocación  de  la  Real  orden  anterior,  y  que  en  su  consecuencia 
se  conceda  á  la  mencionada  empresa  el  terreno  q\ie  resulte  franco  y  cono- 
cido de  la  antigua  jnina  Cornudat 

Vistee}  escrito' de  mi  Fiscal  con  la  soNcítud  de  que  se  absuelva  á  la 
A.dmÍDÍstra€ioD  de  lade(»aiida  y  seconGrme  la  Real  orden  reclamaba: 

Visto  el  del  Licenciado i]X;\Toi^ásP^9z  Aaguíta^eQ  represeotaobn  de 
Don  Eugenio  Francisco  Rector,  vecino  de  París,  dueño  de  la  mina  Don 
Diego,  en  concepto  de  coadyuvante  de  la  Administraeioé,  hadeode^  la 
(Disma  j^etension  qiie  mi. Fiscal: 

Vistos eleacffitodel: Licenciado D.  Estanislao  Figaeras,  á  nombre*  d'e 
DoniLúcasBaHesleros  y  Martínez,  propietario  de'la&minas'  San  Lúeas  y 
La  w^ótMidanota,. mostrándose  parte  en  el  mismo  icoocepto;  els  auto  de  la 
Sección  de  lo  Contencioso ea  que  se  le  4uvo  por  tal;  el  escrito  M  Liee>D*- 
ciada Perez>Anguita  acusándole  la  rebeldía,  y  la  providencia  que  reca^t) 
en  que  se  le  bobo  ñor  decaido  de  su  derecho  para  contestar: 

Vistos  el  párrafo  tercero  del  art.  37;  el  segundo  del  59  del  reglamento 
de  31  de  julio  de  1849,  y  la  Real  óréeade  8  de  marzo  de  1^85^: 

Consideíaodo  que  debiendo  situai^se  la  labor  legal  precisamente  dentro 
del  terreno  registrado,  y  de.ella  partir  la -designación  para  la  demarcaoioii, 
ha  fáltadová  eslaSíprescripM^iones  el  registrador  de  la  mina  Soledad'. 

Coosiderando  que  la  situación  y  linderos  de  dicha  mina  al  practicarse 
el  segttffdo  reconocimiento  por  el  Ingeniero,  aparecen  diversos  de  la  si- 
tuación y  liadJBros  espresados  en  la»<lesigDaeion,  debiendo  ser  el  terreno 
demarcado  el  que  fué  señalado  Qn  la  solicitud  de  registro  y  eo  la*  presen*- 
tada  para  la  designación: 

Coneiderando  que  solo  se  adquiere  derecho  4 las  minas  cuando^se  cum- 
ple lo  dispuesto  en.la&ievesi  y  reglameptos;  ^ 

.  Coofioaronáfldome  eonlo  ceosuRadotiporlb-Sald  deHi}je'<2eotencío6o  dtel 
Consejo djB  Estado,  Vengo 'eq  absolví  á> la  Administracioo  de-  la  demes"- 
da  y  en  conGrmar  la  Real  órdeo  reclamada. 
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Dedo  eD  Palacio  á  oooe  de  marzo  de  ddíI  ochocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricado  de  la  Reat  mano.^Ei  Presidente  de)  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  et 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebraDOO  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
Onal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos  ;  se 
notifique  en  forma  á  las  panes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  U  de  marzo  de  4 867 .--Pedro  de  Madrazo.^(Publicada  en  la 
Gaceta  de  18  de  abril  de  1867.). 


IOS. 


Senteiieia  (11  de  marzo  de  i867.).— Défrauoagion  del  slb» 
siDio  INDUSTRIAL.— Se  confirma  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo 
provincial  de  Santander  en  eí  pleito  entre  la  Hacienda  pública  y 
D.  Santiago  Sañudo,  y  se  resuelve: 

i  .^  Que  la  circunstancia  de  ser  convecinas  los  testigos  que  pre- 
senta el  que  intenta  probar  que  no  es  almacenista  de  géneros  al  por 
mayor  y  es  muy  atendible  jwrque  se  presume  que  esta  cualidad  les 
proporciona  ocasión  para  inspeccionar  frecuentemente  las  operacio- 
nes de  aquel  en  su  tráfico  habitual  y  ordinario; 

Y  2.®  que  aunque  un  comerciante  de  telas  al  por  menor  venda 
en  una  ocasipn  aislada  algunas  piezas,  esto  no  es  bastante  paraca- 
lificarle  de  almacenista  ó  comerciante  por  mayor ,  cuando  su  qerci- 
CIO  habitual  consiste  en  la  venta  al  por  menor. 

Doña  Isa  bel  II,  etc. 

En  el  pleito  que  pende  en  el  Consejo  de  Estado  en  grado  de  a|>elacion, 
entre  partes,  de  la  una  la  Hacienda  pública  ,  representada  por  mi  PiscaU 
apelante,  y  de  la  otra  D.  Santiago  Sañudo,  vecino  de  la  Vega  de  Pas, 
apelado,  en  reveldía;  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  Sentencia  deí 
Consejo  provincial  de  Santander,  que  relevó  á  este  interesado  de  la  pena 
que  le  habla  sido  impuesta  gubernativamente  como  defraudador  oe  Ja 
contribución  de  subsidio  industrial: 

Visto: 

Vistos  ios  antecedentes,  de  los  cuales  resalta: 

Que  habiéndose  constituido  el  Investigador  de  la  espresada  contribu- 
ción en  noviembre  do  1864  en  la  villa  de  la  Vega  de  Pas,  á  girar  una  vi^ 
hita  á  los  industriales  de  la  misma,  se  presentó  con  permiso  del  Alcalde  en 
el  establecimiento  de  D.  Santiago  Sañudo,  quien  preguntado  si  ejercía  al- 
guna otra  industria  que  la  de  mercader  de  tejidos  de  lana,  hilo  y  algodón,, 
para  que  estaba  matriculado,  contestó  que  no,  y  que  las  ventas  de  los  in- 
dicados géneros  las  hacia  por  menor,  sin  que  nunca  lo  hubiese  verificado 
por  mayor: 

Qve  gratando d  Investigador  de  averiguar  esta  circunstancia ,  los  ve- 
cinos del  mismo  pueblo,  á  quienes  preg&ntó,'  manifestaron  ig&orar  si  el 
interesado  hacia  ventas  por  mayor;  pero  cinoo' vecinos  de  la  vüladeSelaya 
afirmaron  que  hacia  ventas  en  esta  forma,  es  presando  algunos  que  com- 
praban en  el  citado  establecimiento  piezas  enteras  para  revenderlas: 
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Que  eD  stí  vista  la  Administración  principal  de  Hacienda  pábüca  de  !• 
províDCÍa  de  Santander  propuso,  y  acordó  el  Goberoador  de  la  mísma^ 
que  te  impusiera  al  referido  industrial  la  multa  del  máiimum  en  que  ha* 
nía  incurrido,  y  el  pago  de  la  cuota  correspondiente,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 45  del  Real  decreto  de  20  de  octubre  de  1852,  por  ejercer  el  co- 
mercio por  mayor,  estando  solo  autorizado  para  la  venta  por  menor: 

Vista  la  demanda  que  centra  la  espresada  providencia  presentó  el  inte- 
resado ante  el  Consejo  proviucial  de  Santander,  con  la  pretensión  deque* 
se  revocara  el  indicado  decreto  del  Gobernador,  y  se  absolviera  al  de- 
mandante libremente  y  sin  costas  de  la  denuncia  del  citado. Investigador: 

Vista  la  conteAtacion  del  representante  de  la  Hacienda  pública,  solici- 
tando la  absolución  de  la  demaqda,  y  que  se  confírmase  la  espresada  pro- 
videncia gubernativa: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  contraréplíca,  en  los  que  reprodujeron 
]««  paites  sut  resfeeiivas  pretensicmes: 

Vistas  ks  diligencias  de  prueba,  en  las  cuales  cinco  testigos,  vecinos 
de  la  Vega  de  Fas,  declararon^  ú  instancia  del  demandante,  que  éste  ejer- 
cía la  referida  industria,  haciendo  las  ventas  por  menor  y  no  por  maior„ 
habiéndose  ratificado  sin  novedad  á  solicitud  del  representante  de  la  Ha- 
cienda pública  Jos  testigos  que  declararon  en  sentido  favorable  en  el  espe^ 
diente  gubernativo,  y  no  comprendiendo  ni  á  los  primeros  ni  á  los  segun- 
dos las  generales  de  la  ley: 

Vista  la  seniencrá  dictada  por  e^  eapresado  Consejo  provincial  en  29  de 
mayo  de  i  866,  por  la  cual: 

CoosiáofianoQ  que  la  prueba  suministrada  en  el  espediente  gubernativo 
ba^^ido  (í  desvirtuarse  en  la  vía  contenciosa  por  la  ejercitada  por  el  de- 
üMindante,  en  donde  cinco  testigos  contestes,  vecinos  de  la  Vega  de  Pas, 
declararon  que  el  demandante  nunca  habla  vendido  géneros  por  mayor: 

Considerando  que  el  dicho  de  estos  testigos  es  tanto  mas  atendible 
cuanto  que  la  circunstancia  de  ser  convecinos  del  demandante  les  própor* 
ciona  ocasión  para  inspeccionar  generalmente  las  operaciones*  de  aquel  en 
su  tráfico  habitual  y  ordinario: 

Considerando  que,  aun  siendo  cierto  el  hecbo  de  que  el  demandante  en 
alguna  ocasión  baya  vendido  piezas  del  género. que  tiene  en  su  estableci- 
miento, esta  circunstancia  aislada  nunca  seria  suficiente  por  sf  sola  para 
calificarle  de  almacenista  ó  comerciante  por  mayor,  cuando  el  ejercicio 
habitual  de  la  industria  á  ^ue  se  dedica  consiste  en  la  venta  al  por 
menor: 

Considerando  que  no  hay  por  lo  tanto  fundamentos  suficientes  para  ca- 
lificar al  demandante  de  defraudador  de  la  contribución  de  subsidio  por 
ejercer  la. industria  de  mercader  al  por  mayor  sin  estar  matriculado,  en 
cuyo  concepto  se  le  condenó  ai  pago  de  la  cuota  y  mulla;  se  revocó  la  ci- 
tada providencia  gubernativa,  relevando  en  su  consecuencia  al  demandante 
del  pago  de  la  cuota  y  multa  que  le  fueron  impuestas: 

Vistos,  el  recurso  de  apelación  ínt^pueslo  oportunamente  contra  la 
anterior  sentencia  por  el  representante  de  la  Hacienda  pública,  y  el  auto 
por  el  que  le  fué  admitido :       •        ■ 

Visto  el  eserito  de  mejora  de  apelación  presentado  por  mi  Pineal  en  el 
Consejo  de  Estado,  con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  sentencia  apelada 
J  se  confirme  el  decreto  del  Gobernador,  si  bien  reduciendo  el  importe 
de  la  mulla  á  lo  que  proporcionalmente  la, redujo  la  instrucción  de  Ai  de 
diciembre  de  i  864: 

Vistos,  otro  escrito  presentado  por  mi  Fiscal  en  8  de  noviembre  íilti- 
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mo  acusando  Ja  r^beMííT  al  apelado  pof  no  h^bercompsHiecid^  en  f4  tér- 
ini»o  do  regiamoDto,  yol  auto  de  la  Sección d«  loiConUMOciofo  del  espre- 
sado  Gowsejo,  en  eKqne  acordó  haber  por  acosada  la  indicada  retie^kHa: 

Consiáerando,  por  las  razones  e9p^>6stas  en  l^t  soiitencia  ajelad»,  que 
D.  9antias;a  Sañudo  ha  justiñcado  qne  ;^l0' veR^dia  géneros  ni  poraRsoor, 
y  que  por  consiguiente  no  ha  defraudado  los  iotoreses  de  la  Hacienda; 

Ooofof  mandóme  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contenciosa)  de  I 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  conlirmar  la  seB^eneiQ  dictada  por  etCo»9e- 
jo  proviocial'  de  Santander. 

Dado  en  Palacio  á  oncedemarzcv  de  mil  ochocientos  sesenta  yeiete. — 
£siá  rubricad  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del^Oonsejo*  de^  Minis- 
troa^RamoniWaría  N^rvae»;» 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  pov  mi  el  Se- 
crelario  general  de h  Consejo  d$  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  délo  Conteucioso,  aoftr4ét|ue  se  tenga  como  resotucíoo 
nnal  en  la  instancia^yauios  áqoe  sere(»ere;qn]e>'seun4  á  los  -  ntismos;  se 
Dotifíque  en  forma  á  la»  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta^  de  que  cer- 
tíhco. 

Midríd  14  de  marao  de  4867.— Pedro  de  M;adiiatO'.— (PoMicada  en  la 
Gaceta  de  18  de  abril  de  4867.) 


Shentoncia  (il  (iemarxo  da <  4867. ).-^bvai«idagio(»  dv  una 
TEifTA.— Se  absuehre  á  la  AdmiQÍslracioQ'de  la  demanda  intferpne»- 
la  pop  D.  Matías  Rfibio  contra  la  Real  orden  de  20  de  junio  de 
4868;  se  confirma  ésta,  y  se  respelve^: 

Qu0  al  decretarjs^ien  la  leg  de.  H  de  julio  de  4836  la  enajena^ 
don  ¡k  lo$  biem^4e  las.  capeiíanlA$^  colativa»,,,  no.  se.  dedacóla  va- 
lidez* de  las  ventas  ejecutadas  con  arreglo  4,1a, ley.d$^  de  seiiembre 
de  4841,  y  que  fuevon  anuladas  en  ctunpUmientú  del  Reai  decreto 
de  44  de  marTto  d^  484$. 

üo&n  Isabel  H,  eto^: 

«En  el  pleito  que  peode>anter«l€oD8ej»de  Estado^  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  D.  Matías  Rubio,  vecino  de  Puenfese* 
cas,  provincia  de  Zamora,  representado  por  el  Licenciado  D.  Demetrio 
Gutiérrez  Santos,  demandante,  y  de  la  otra  mi  Ffscal,  en  nombre  de  la 
Administpacio»  general  del  Estado^  djemandedac  sobre  revecacioQ  6  sub- 
sistencia dek  Reaiérden  de^dejuDíode  1i^$9  espedida  por  et  Minis^ 
lerio  de  Hscieoddi  que  desestima  la  pretensión  del  interesado  relativa  á 
que  se  revalidase  la  ventajeados  qtfiñones* de  tierra  rematados  en'4942  y 
4843  peptenecieatesála^cepelldnéaídehCarden^l  Dezar 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resalta: 

Que  8ubas(ia(tosienh2$í!de  junio  díe  l^4t  y  23  de  febrero  de  1844,  ooroo 
comptendiéosen  la  leyi'  ile^t  de«6tiembre  dé  1^3v  oie4rto<)  quiílonea  que 
formaban  parte  de*  la  dotaeién  dé»4»  capellán kb del  GM^eoa I-  Deaa,  dota- 
ción quehftüia  serindo 'de  congrua  á  su  poseedor  el»  PreaMtere  D>.  Eugenio 
Lis  y  Flores,  y  aprobados  los  remates,  á  favor  de  D.  Matías  ftubio  el  dd 
quinoQ'de  Abciwrww,  y 4  favor  de  D.  Pedro  Pi«itla  el  sejHodO'de  los  cua- 


Digitized  by 


Google 


SENTENCIAS  Y  DECISIONES  DEL  CONSEJO  DE  ESTADO.         229 

tro  quiñones,  sitos  en  término  de  Pozo  antiguo,  solicitó  el  Presbítero  Lis 
<jue  se  le  mantuviera  en  posesión  de  los  bienes  de  la  capiellanfa  de  libre. 
eJeccioD  mepcionadd;  y  la  Adniioistracimí  general  de  Bienes  DacieDales, 
de  conformidad  con  el  dictamen  de  su  A^^esór,  acordó  en  23  de  srtiembrtí 
de  1843,  que  hallándole  Lis  en  el  caso  previsto  por  el  art.  2.°  del  ReaNe 
crelode  It  dfr'marzo  anterior,  y  no  comprendido  en  el  presupuesto  de  i 
clero,  quedase  por  entonces,  según  aquel  arlículo  establecía,  en  posesión 
de  los  rereridos  bienes;  pero  que  pareciendo  que  habla  tenido  lugar  su 
vento,  ao'ír'cdHDdo  nó  su  pago,  cuestión  que  no  era  ya  de  Jas  atribucio- 
nesdc  la  misma  dependencia,  se  hiciera  entender  al  interesado  que  acu- 
diera á  la  Junta  superior  de  Ventas  en  reclamación  de  lo  que  á  su  dere 
cho  correspondiera: 

Que  en  su  consecuencia  recurrió  el  Presbítero  Lis  á  la  referida  Junt;i 
superior,  la  cual,  después  de  oír  á  las  Oficinas  provinciales  del  ramo,  anula 
en  sesión  de  28  de  noviembre  de  1843  los  remates  de  los  quiñones  vendí 
dos  como  comprendidos  en  el  caso  previsto  por  e|  articulo  2.*^  del  decreto 
de  íl  de  máriío  ¡íim«díato  anterior,  disponiendo  qpe  á  D.  Matías  Rubio, 
que  había  hechoel  pHmer'pago,  se  le  devolvieran  los  460  rs.  que  satisfizo 
en  tal  concepto,  y  que.se  pusiera  desde  luego  al  espresado  Presbítero  en 
posesión  de  todas  las  Oncas  de  la  capellanía. 

Que  así  quedarr)h  las  cosas  hasta  que  en  11  de  setiembre  de  1856  Don 
Matías  y  D.  Jolian  R'ébío  solicitaron  ef  dominio  úlíl  del  quiñón  M  Pozo- 
antíguo;  pretensión  qqe  fué  desestimada  en  25  de  abril  de  1862  por  la 
Junta  superior  de  Ventas  en  acuerdo  confirmado  por  Real  orden  de  li  de 
octubre  siguietífeí 

Que  eñ  31  de  julio  dé  1864  D.  Matías  Rubio  qué  había  adquirido  en 
1844  dé  D.  Pfedro  rinilla  el  quiñón  de  P'ozo  antiguo,  pidió  que  se  deélara 
seo  subsistentes  los  remates  de  los  dos  qyiñones  de  tierra  referidos,  anu- 
lados en  1843;  fótidado  en  qné  eí  art.  3.^  de  la  ley  de  li  de  julio  dé  1856 
había  alzado  el  entredicho  Ó  sui^pen^ion  impueí?tO  á  aquellos  reinales  por 
el  art.  2.'  del  decreto  de  11  de  marzo  de  1843;  y  oida  sobre  el  particu- 
lar la  ASefeoría  general  (ler  Ministerio  dé  Hacienda,  y  de  conformidad  con 
su  pafecet,  dispuso  la  Dii-eccion  general  del  ramo  en  1.® de  febrero 4e  186^5 
que  debía  desestinutrse  la  solicitud  de  q,ue  SQ  trata,  en.  razón  á  que  n(> 
siendo  cotrdicíonaí  sino  absoluta  la  anulación  de  los  rematen  de  las  ííbcas 
enajenadas,  como  procedentes  de  la  referida  cap^láúíá,  no  podían  con- 
valecer tales  rerWates,  y  en  sücoüs'ectíeocia  est5n1áí*se  siibslstentes  fas  véan- 
las dé  las  fincas,  aunq^üe  |as  leyes  désamortizádoras  vigentes  prescriban 
su  enajetíáción;  y  á  qlie  atin  cuando  el  arl.  2.*  del  délííeto  de  1!  de  mar- 
zo de  1843  solo  p,rescribe  que  se  deje  en  posesión  de  sus  bienes  al  posesor 
de  la  capeffátila  hisit  que  sé  determiné  sóbtéjEste  piíntó  dé  utí  rííódo  de- 
finitivo, esa  prescripción  no  hace  referencia  sino  á  la  ultéribr  aplicación 
que  ba  de  darse  á  tales  bienes,  y  ne-é-deja^en  suspenso  los  actos  emana- 
do?  de  la  venta  que  se  hubiese  becho  de  los  mismos  en  el  concepto  de  ser 
del  Estado,  por  cuanto  entonces  no  RlMan  tenido  los  compradores  dere- 
dio  para  exigir  los  plazos  satisfechos  á  la  Hacienda  i  consecuencia  de  esas 
vettCbs^c6'A^Mtd¥férmi  <yUsfrA)n^  nihá^^si^  pé^bK«ho«étlM1i«6p- 
tap  ioct^rialdtttiKHMd  Id  9d$i(Krfi|gkM  (fti  Idgtofféof^  dc^i»  loi^itraff  véniasi 

Q«iB>«HDlife-emdo«o^8B4iq|uieitó«c»n'eiíbii'd6»«ioiih  éiinaisVíéief]  ^mm 
revalidara  y  llevara  á: efe(Ho -la  ¡ventar  dédostt^aMdsqiiiri^pie»;  yéOrSV/vir- 
tud  ge«4i(;t^(M(^^l4iVi«B'(k'M4ft J49i¥Ov4erl  Si^^D^r ia4ju^l  s^ 
la  es^resáda^pBetansioQ,  porque  coostituyeodo.  los  bienes  d^  la  cápf^láDÍa 
la  congrua  de  so  {loseedor,  no  se  mandaron  incorporar  al  Estado  por  U 
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]ey  de  2  de  setiembre  de  i84i;  siendo  por  taoto  impr<M;edeQte  su  octi- 
tiacioD  y  venta,  ^  porque  cualesquiera  que  seaú  las  vicisitudes  de  aqae-  . 
líos  y  la  aplicacioD  que  por  el  art.  3.**  de  h  ley  de  il  de  julio  de  1^6  ha- 
yan podido  tener,  esto  nunca  pudo  constituir  á  fator  dei  reclanQante  ud 
<lerecho  que  ya  no  tenia  sobre  las  fincas  de  que  se  trat^,  pueü^  que  nt 
aun  reclamó  en  su  dia  contra  la  anulación  decretada: 

Vista  la  demanda  que  contra  la  precedente  Real  resolución  íoterpusa 
ante  el  Consejo  de  Estado  el  Licenciado  D.  Demetrio  Gutiérrez  Santo^,  en 
sombre  de  D.  Matías  Rubio,  con  la  solicitud  de  que  se  declaren  válidas  las 
subastas  de  los  quiñones  sobre  que  se  cuestiona: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  se  solicita  la  absolucíoo  de 
)a  demanda  y  la  confirmación  de  la  referida  Real  orden: 

Vistos,  la  ley  5.',  tlt.  8.*,  libro  i\  de  la  Novísima  Recopilación;  la  de 
2  de  setiembre  de  1844;  la  de  11  de  julio  de  i8S6,  y  el  Real  decreto  de  i  i 
4e  marzo  de  1843: 

Considerando  que  anulados  los  remates  de  ]os  dos  Guiñones  por  la  Jun- 
ta superior  de  Ventas  en  1843,  ha  dejado  pasar  D.  Matías  Rubio  mas  de  20 
(años  sin  reclamar  contra  esta  resolución: 

Considerando  que  de  la  declaración  de  nulidad  de  las  ventas  fué  abso- 
luta y  no  condicional  ni  interina,, habiéndose  devuelto  en  su  consecuencia 
los  dos  quiñones  al  poseedor  de  la  capellanía  y  reintegrado  al  comprador 
del  precio  que  había  satisfecho: 

CoQsiderando  que  al  decretarse  en  la  ley  de  11  de  julio  de  1856  la  ena^ 
jenacion  de  los  bienes  de  las  capellanías  colativas,  no  se  ha  declarado  la 
validez  de  las  ventas  ejecutadas  con  arreglo  á  la  ley  de  2  de  setiembre  de 
1841,  y  que  hablan  sido  anuladas  en  cumplimiento  del  Rea)  decreto  de  H 
de  marzo  de  1843; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda^ 
y  en  confirmar  la  Real  orden  en  ella  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  once  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. -^ 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.» 

Publicacion.7— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
^nal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  áe  que  cer- 
tifico. 

Madrid  14  da  marzo  de  1867. — Pedro  de  Madrazo.  (Publicada  en  la 
Caceta  de  18  de  abril  de  1867.)*     , 


lio. 

Seatoncsla  (11  de  marw  de  l$67.)-~OBFaAüDACiON  dsi. 
SUBSIDIO  iNDusTaiAi.. — Se  confirma  la  seateocia  proiMinciada  por  el 
Conseio  proviDciat  de  SaBtaoder  en  el  pleito  entre  la  Hacienda 
pública  y  D.  Santiago  del  Arenal,  y  se  resnel  ve: 

i.*  Que  la  dreumtanda  áe  ser  convecinos  los  testigos  que  pre- 
senta el  que  intenta  probar  que  nó  es  almacenista  de  géneros  al  por 
mayor,  es  muy  atendibíe  porque  se  presume  que  esta  cualidad  les ' 
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prciporciotuí  ocjinsion  pura  inspeccionar  frecuentemente  las  opera^ 
dones  de  aquel  en  su  tráfico  habitual  y  ordinario; 

Y  ±^  -que  aunque  un  comerciante  de  telas  al  por  mefwr  venda 
en  una  ocasión  aislada  algunas  piezas »  esto  no  es  bastante  para 
canjearle  de  almacenista  6  comerciante  por  mayor  cuando  su  ejer^ 
mió  habitual  consista  en  la  venta  al  por  menor. 

Dona  Isabel  II,  etc. 

((Ed  el  pleito  que  pendo  en  el  Consejo  de  Estado  eo  grado  de  apelacíoa 
entre  partes,  de  la  una  la  Hacienda  pública,  representada  por  mi  FiscaU 
«ipelante,  y  de  la  otra  D.  Santiago  del  Arenal,  vecino  de  la  Vega  de  Pas» 
apelado,  eo  rebeldía:  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  sentencia  del 
Consejo  provincial  de  Santander,  que  relevó  á  este  interesado  de  la  pena 
que  le  habia  sido  impuesta  gubernativamente  como  defraudador  de  la 
contribución  de  subsidio  industrial: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  habiéndose  constituido  el  Investigador  de  la  espresada  contribuí 
tj'on  en  noviembre  de  1864  en  la  villa  de  la  Vega  de  Pas ,  á  girar  una  vi- 
sita á  los  industriales  de  la  misma,  se  presentó  con  permiso  del  Alcalda 
en  el  establecimiento  de  Don  Santiago  del  Arenal,  quien  preguntado,  si 
ejercía  alguna  otra  industria  que  la  de  mercader  de  tejidos  dQ  lana,  hilo  y 
algodón,  para  que  estaba  matriculado,  contestó  que  nó,yque  las  ventas  de 
ios  indicados  géneros  las  hacia  por  menor,  sin  que  nunca  lo  hubiese  véri<^ 
ücado  por  mayor: 

Que  tratando  el  Investigador  de  averiguar  esta  circunstancia,  los  ve- 
i'inos  del  mismo  pueblo,  á  quienes  preguntó,  manifestaron  ignorar  si  el  in- 
teresado hacía  ventas  por  mayor;  pero  cinco  vecinos  de  la  villa  de  Salaya 
alirmaron  que  hacia  ventas  en  esta  forma  ,  espresandp  algunos  que  com-^ 
praban  en  el  citado  establecimiento  piezas  enteras  para  revenderlas: 

Que  en  su  vista  la  Administración  principal  de  Hacienda  pública  de  Ja 
{irovincia  de  Santander  propuso,  y  acordó  el  Gobernador  de  la  misma,  qua 
se  impusiera  al  referido  industrial  la  multa  del  máximun  en  que  habia  in- 
':urrido,  y  el  pago  de  la  cuota  correspondiente  ,  con  arreglo  al  art.  45  del 
Real  decreto  de  26  de  octubre  de  i  852,  por  ejercer  el  comercio  por  mayor^ 
<;stando  solo  autorizado  para  la  venta  por  menor. 

Vista  la  demanda  que  contra  la  espresada  providencia  presentó  el  in- 
teresado ante  el  Consejo  provincial  de  Santander,  con  la  pretensión  de  que 
^e  revocara  el  indicado  decreto  del  Gobernador,  y  se  absolviera  al  deman- 
dante libremente  y  sin  costas  de  la  denuncia  del  citado  Investigador: 

Vista  la  contestación  del  representante  de  la  Hacienda  pública,  solici- 
tando la  obsolucion  de  la  demanda,  que  se  confírmase  la  espresada  provi* 
dencia  gubernativa: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  contraréplica,  en  los  que  reprodujeron 
las  parte:»  sus  respectivas  pretensiones: 

Vistas  las  diligencias  de  prueba,  en  las  cuales  cinco  testigos,  vecinos 
de  la  Vega  de  Pas,  declararon,  á  instancia  del  demandante,  que  este  ejer- 
cía la  referida  industria,  haciendo  las  ventas  por  menor  y  no  por  mayor 
habiéndose  ratificado  sin  novedad,  á  solicitucl  del  representante  de  la  Ha- 
cienda pública,  los  testigos  que  declararon  en  sentido  favorable  en  el  es- 
pediente gubernativo,  y  no  comprendiendo  ni  á  los  primeros  ni  á  los  sc^ 
fundos  las  generales  de  la  ley: 
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Vista  la  seDlencia  dictada  por  el  espresado  Consejo  proviocíal  en  29  de 
mayo  de  1866,  por  la  cual: 

Considerando  que  ia  prueba  suministrada  en  el  espediente  gubernati- 
vo ha  v«BÍdo  á  des\'irtuaF9e  en  la  vja  contenciosa  por  la  ejer€Úa4a«  por  el 
tiemandunle,  en  <ion<ia  cinco  Ustjgos  contentes,  vecinos  ,4e  la  Vega  de 
Pas,  declararon  que  ^I  demandante  nunca  hahia  vendido  géneros  por 
mayor: 

Considerando  que  el  dicho  de  estos  testigos  es  tanto  mas  atendible 
cuanto  que  la  circunstancia  de  ser  convecinos  del  demandante  les  propor- 
ciona ocasión  para  inspecciontir  generalmehte  las  operaciones  deaijüel  en 
su  tPáíico  habitual  y  ordinario: 

Considerando  que  aun  siendo  cierto  el  hecho  de  que  el  demandante  eu 
alguna  ocasión  haya  rendido  piezas  del  género  que  tiene  en  su  estableci- 
miento, esta  circunstancia  aislada  nunca  sería  suficiente  por  sí  sola  para 
calificarle  de  almacenista  ó  comerciante  por  mayor  cuando  el  ejercicio  ha- 
bitual de  la  industria  á  que  se  dedica  consiste  en  la  venta  al  por  menor: 

Considerando  que  no  hay  por  lo  tanto  fundamefltos  suficietítes  para 
calificar  al  dpmandanle  de  defraudador  de  la  contribución  de  sifbsidio  por 
♦»jercer  la  industria  de  mercader  al  por  mayor  sin  estar  matriculado,  ea 
cuyo  concepto  se  le  contieno  al  pago  de  la  cuota  y  multa;  se  revocó  la  ci- 
tada providencia  gubernativa,  relevando  en  su  consecuencia  al  deman- 
dante áe\  pfrgo  de  la  cuota  y  multa  que  le  fueron  impuestos: 

Vistos,  el  recurso  de  apelación  interpuesto  oportunamente  contra  la 
a nteriot  sentencia  por  el  represéntente  de  la  Hacienda  pública,  y  el  auto 
por  el  que  le  fué  acfmitido:  ' 

Visto  el  escrito  de  mejora  de  apelación  presentado  por  mi  Fiscal  en  el 
Consejo  de  Estado,  con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  sentencia  apela- 
da, y  se  confirme  el  decreto  del  Gobernador,  íi  bien  reduciendo  el  importe 
tie  la  multa  á  loque  proporcionalmente  la  redujo  la  Instrucción  de  i4  de 
diciembre  de  1864: 

Vistos,  otro  escrito  presentado  por  mi  Fiscal  en  8  de  noviembre* últi- 
mo, acusando  la  rebeldía  al  apelado  por  no  haber  comparecido  en  el  tér- 
mino de  reglamento,  y  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  espresa 
do  Consejo,  en  el  que  acordó  haber  por  acusada  la  rebeldía: 

Considerando,  por  las  razones  espuestas  en  la  sentencia  apelada,  que 
non  Santiago  del  Arenal  ha  justificado  que  solo  vendrá  géneros  al  por 
meuor,  y  que  por  consiguiente  no^ia  defraudado  los  intereses  de  la  Ha- 
cienda; 

Confwmándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  sentencia  dictada  por  el  Con- 
sejo provincial  de  Santander. 

Dado  en  Palacio  á  once  de  marzo  de  mil  oetiocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano.^-El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros. Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. —Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  pt)r  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  ¡Dí?tancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  i  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  ^4  de  marzo  de  1867.— Pedro  de  Padrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  18  de  abril  de  1867.) 
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111. 

Sfentencia  (H  de  marzo  de  1867.).— DKrRAüDAdoN  iíb  la 
coMTRiBticioN  INDUSTRIAL  — Sc  confimia  ?a  sentencia  pronuociada 
por  el  Coasejo  provincial  de  Santander,  ea  el  pleito  entre  la  Ba« 
cidoda  pública  y  D.  AetOAJo  ttevuelta,  y  se  resuelve: 

i .®    Que  la  drenmtmicia  de  ser  éonmcinos  lés  testigos  qus  pre 
^etite  elíiueint€ntnprólmrr¡ueno  es  afmn^nhta^^  géneros  al  per 
mayor,  es  muy  atendible,  porque  se  precinte  pie  e§ta  nmüátíá^tés 
propórciúna  ocámón  para  inspeccionar  frttttenfente  las'operaciones 
de  aquel  en  su  tráfico  habitual  y  orditmíio; 

Y  2.**    que  aunque  un  comerciante  de  tetas  al  por  menor  venda 
en  una  ocasión  uislada  algunas  piezas,  esto  no  es  bastante  para  ca 
lificarle  de  aJmaeenistaó  comerciante  por  mayor  y  cuando  su  ejerci- 
do habitual  consiste  en  la  venta  al  por  menor. 

Dona  tea4)eUI,:'«tc. 

uGn  el  pleito  ><|Qe  pdnde'm)  el^Ontis^o  'lie  Bsltodo  emgrado  <ie  af^* 
cíon,  entre  partes,  de  la  una  la  Hacienda  pública,  represeodada  por  mi 
Fiscal,  ttfie(&Qt«,  ydelaotTa  D.  Antonio  Revuelta,  tecino  de  ia  V«ga  de 
Pas,  apelado,  «n  teb«idía:  sobre  revocaokm  ó  sifbsistettcia  de  la  sentencia 
del  Consejo  protinml  de  Suntandep/quíi  relevó  á  es5te  intíreeado  de  }a>pB'- 
na  ^0  le  «iiabia  sido  impaesta  gxiberoatitameBfee  oomo  deb^arudader  de  la 
coitribticien  de  subsidio  industrial: 

Visto: 

Vistos  los  anteeeéetttes^  de  los  cuales  resuita: ' 

Que  balícíéiidMe  ceustitvidoel  lirf  estiffador  de  te  espiresada  con  liba- 
ción eD^oe^íeiiit)re  de  f^64  en  la  vikto  de  m  Vega  de  Pas  á  ^ar  una  visita 
á  los  industriales  de  la  misma,  se  presentó  con  permiso  del  Alcalde  en  el 
establecimiento  tile  D.  Antonio  Revuelta,  quien  freguirtado  si  efercia  al|^tt- 
aa  otra  indusffift<q«e<la  de  mercader  de  tejidos  delaoa^  Itilo  y  algodón, ya- 
ra  que  estaba  matriculado,  contestó  que  do,  y  que  las  ventas  de  los  fndi  - 
cados  géneros  las  ha<eia  por  nnenor,  síd  ^\se  nudea  lo  hubiese  veriüoado 
por  mayor: 

Que  tratando  el  investigador  de  averiguar  -esta  circunstancia,  los  Veci- 
nos del  pueble  á  qntieBes  preguntó  manifestaron  ignorar -fei  el  istefesado 
hada  ventas  por  itiayor;  pero  cinco  vecinos  de  la  villa  de  Salaya  afirmaron 
que  hacia  veát^s  en  esta  forma,  espresando  al^oaos  que  compraban  en  el 
espresado  eslablecimienl o  piezas  enteras  para  venderlas: 

Que  en\KU  viste,  la  Anmini^racíon  principal  de  Haciesda  pública  de  la 
provÍBcñ  de  Santander  propuso,  y  acordó  el  Gobernador  déla  misma. -que 
se  impcrsieni  al  referido  industrial  la  multa  del  máxiníMin  en  que  babia  in- 
currido, y  el  pago  de  la  cuota  cerrespondiente  con  Bi^eglo  al  art.  46  deí 
Real  óféreto  de  20  de  octutre  de  l«52,  por  ejercer  el  comercio  peír  ma  - 
yor,  eatando  solo  autorizado  para  la  venta  por  menor: 

Vista  la<demanda  que  contra  la  esprésoda  provináoncia  presentó  el  in- 
teresada ante  á  Consejo  provincial  de  Santander  c^n  la  |)ret0nsio»n  de 
qaese  revoiíaríi  el  indicado  decreto  del»tíobera»dor,  y  »eab&t)l*ieraal  de- 
mandante libremente  y  sin  costas  de  la  denuooiRdel'Cttíido  iorvesligador: 

Visla  la  contestación  del  representante  de  la  Hacienda  públitja,  soli- 
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eitaado  la  absolaeioo  de  la  demaoda^  j  q\xB  m  ooofirAiase  Üa  eapresaáa 
provídeocia  gubernativa: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  coDtrarépIica,  ea  los  qu»  rejirodaieron 
las  partes  sas  respectivas  preieDsiooes: 

Vistas  las  diligeacias  de  prueba,  eo  las  cuales  cídco  testigos,  vecinos 
de  la  Vega  de  Pas,  declararon  á  instancia  del  deinaodaate  que  éste  ejercia 
ía  referida  industria,  haciendo  las  ventas  por  menor  y  no  por  m^yor,  lia*^ 
biéndose  ratificado  sin  novedad,  á  soHcitud  del  representante  de  la  Ha- 
cienda pública,  los  testigos  que  declararon  en  senado  fovorable  en  el  es- 
pediente gubernativo,  y  no  comprendiendo  ni  á  los  primeros  ni  á  tos  se- 
gundos las  generales  de  la  ley: 

Vista  la  sentencia  dictada  por  el  espresado  Consejo  provincial  en  29 
de  mayo  de  i 866,  por  la  cual: 

Considerando  que  la  prueba  suministrada  en  el  espediente  guberna- 
tivo ha  venido  á  desvirtuarse  en  la  v(a  contenciosa  por  la  ejercitada  por 
el  demandante,  en  donde  cinco  testigos  contestes,  vecinos  de  la  Vega  de 
Pas,  declararon  que  el  demandante  nunca  habia  vendido  géneros  por 
mayor: 

Considerando  que  el  dicho  de  estos  testigos  es  tanto  mas  atendible, 
cuanto  que  la  circunstancia  de  ser  convecinos  del  demandante  les  propor- 
ciona ocasión  para  inspeccionar  las  operaciones  de  aquel  en  su  tráOco 
habitual  y  ordinai^io: 

Considerando  que  aun  siendo  cierto  el  hecho  de  que  el  demandante 
en  alguna  ocasión  haya  vendido  piezas  del  género  que  tiene  en  su  esta* 
blecimiento,  esta  circunstancia  aislada  nunca  seria  suficiente  por  sf  sola 
para  calificarle  de  almacenista  ó  comerciante  por  mayor,  cuando  el  ejer- 
cicio habitual  de  la  industria  á  que  se  dedica  consiste  en  la  venta  al  por 
menor: 

Considerando  que  no  hay  por  lo  tanto  fundamentos  suficientes  para 
calificar  al  demandante  de  defraudador  de  la  contribución  de  subsidio  por 
«jercer  la  industria  de  mercader  al  por  mayor  sin  estar  matricultdo,  en 
cuyo  concepto  se  le  condenó  al  pago  de  la  cuota  y  multa;  be  revocó  la 
citada  providencia  gubernativa,  relevando  en  su  consecuencia  al  deman- 
dante del  pago  de  la  cuota  y  multa  que  le  fueron  impuestas: 

Vistos,  ei  recurso  de  apelación  interpuesto  oportunamente  contra  la 
anterior  sentencia  por  el  representante  de  la  Hacienda  pública,  y  el  auto 
por  el  que  le  fué  admitido: 

Visto  el  escrito  de  mejora  de  apelación  presentado  por  mí  Fiscal  eo 
el  Consejo  de  Estado,  con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  sentencia  ape- 
lada y  se  confirme  el  decreto  del  Gobernador,  si  bien  reduciendo  el  impor  - 
ie  de  la  multa  á  lo  que  proporcional  mente  la  redujo  la  instrucción  de  14 
de  diciembre  Je  1864: 

Yistos,  otro  escrito  presentado  por  mi  Fiscal  en  8  de  noviembre  úili- 
tno,  acusándola  rebeldía  al  apelado  por  no  haber  comparecido  en  el  tér- 
mino dé  reglamento ,  y  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  espre- 
sado Consejo,  en  el  que  acordó  haber  por  acusada  la  indicada  rebeldía: 

Considerando,  por  las  razones  espuestas  en  la  sentencia  apelada,  que 
don  Antonio  Revuelta  ha  justificado  que  solo  vendia  géneros  al  por  menor, 
y  que  por  consiguiente  no  ha  defraudado  los  Intereses  de  la  Hacienda: 

Con  formé  ndonra  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  sentencia  dictada  por  el  Conse- 
jo provincia]  de  Santander. 

Dado  en  Palacio  á  once  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.-- 
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Esl¿ri^ricado^6ila>RiBai  nMiD».r-f¡l  ^resid^te  dei  Goosejo  de  Miaiatros, 
RamoQ  María  Narvaez.»  < 

/Pttl»{ici^B^n'Leid(^y.pul)iycado  el  «ateriev  Real  decreto,  por  mí  el 
ei  Secretario  general  del  Consejo  de  Bslada.  bailándose  «elebraado  andien- 
eia^ pública  hi. Sala  de  lo  GonieBeíoso,  acorde  que  se  tenga  como  reaolncíoa 
fiDRi  en  tatnstaneia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  «e  uoa  á  los  mismos;  se 
oetifiqueen  fiunnai  las  parle?|  y  se  inserte  en  la  Gacela'^  de  que  certifico. 
Madrid  14  dejiiarzodef867.^Pedro  de  Madrazo.^ Publicada  en  la 
Gae$ta  de  \t  de  abril  de  iSG7.)  >  ^ 


11». 

Scnteneia  {II  de  marzo  de  1867.). — Defraudación  del  sub- 
sidio INDUSTRIAL. — Se  confirma  la  sentencia  pronunciada  por  el 
Consejo  provincial  de  Santander,  en  el  pleito  entre  la  Hacienda  pú* 
Mea  y  D.  Bartolomé  Uui2  Oria,  y  se  resuelve: 

1.**  Que  la  circunstaudade set*  eonvecitios  los  tesügos  que  pré- 
steme el  que  intenta  probar  que  no  es  almaoenisía  de  géneros  al  por 
mayor,  es  muy  atendible,  porque  se  presume  que  esta  eualidaé  les 
prcfportíúna  ocasión  para  inspeccionar  frecuentemente  las  operado- 
ms  de  aquel  en  su  tráfico  habitual  y  ordinario; 

F  2.*  que  aunque  un  comerciante  de  telas  al  por  menor  venda 
enuna  ocasión  aishda  algunas  piezas,  esto  na  es  bastante  para  ca- 
lificarle de  almacenista  ó  comerciante  por  mayor,  cuando  su  ejercí - 
dohabitwU  consiste  en  la  venta  al  por  menor. 

Dona  Isabel  11^  etc. 

«fin  el  pleito  que  pende  en  el  Consejo  de  Estado  en  grado  de  apelación , 
entre  partes,  de  la  una  la  Hacienda  pública,  representada  por  mi  Fiscal, 
apelante,  y  de  la  otra  D.  Bartolomé  Ruiz  Oria,  vecino  de  la  Vega  de  Pas« 
apelado,  en  rebeldía:  sobre  revocación  ó  subsiateneía  de  la  sentencia  del 
Consejo  provincial  de  Santander,  que  relevó  it  este  interesado  de  la  pena 
que  le  había  sido  impuesta  gubernativamente  cortoo  defraudador  de  la  con- 
tribucioa  de  subsidio  índoslriaj; 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  habiéndose  constituido  el  Investigador  de  la  espresada  contribu* 
•cíon  en  noviembre  de  i864  en  la  villa  de  la  Vega  de  Pas  é  girar  una  visi- 
ta ¿  los  industríales  de  la  misrn^^  se  presentó  con  permiso  del  Alcalde  en 
el  establecimiento  de  D  Bartolomé  Ruiz  Orla,  quien  preguntado  si  ejercia 
alguna  otra  industria  que  la  de  mercader  de  tejidos  de  lana,  hilo  y  algo- 
dón, para  que  estaba  matriculado,  contestó  que  no,  y  que  las  ventas  de 
les  indicados  géneros  las  hacia  por  menor»  sin  que  nunca  lo  hubiese  verifi- 
cado por  mayor: 

Que  tratando  el  Investigador  de  averiguar  esta  circunstancia,  los  ve- 
cinos del  misnao  pueblo  á  quienes  preguntó  manifestaron  ignorar  si  el  in- 
teresado hacía  ventas  por  mayor;  pero  cinco  vecinos  de  la  villa  de  Sa- 
laya  afirmaron  que  hacia  ventas  en  esta  forma,  espresando  algunos  que 
compraban  en  el  citado  establecimiento  piezas  enteras  para  revenderlas: 

TOMO  \u.— Jurisprudencia  administrativa.  54 
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Que  eo  su  vista  fa  AdmÍDÍslracioD  principal  de  Hacienda  pública  de  la 
provincia  de  Sanlander. propuso,  y  acordó  el  Gobernador  dfe  la  misma  que 
se  impusiera  Al  referido  industrial  lá  mfjita  del  máifnfiuti  en  que  había  in- 
currido y  el  pago  de  la  cuota  correspondiente  con  arreglo  al  a'rt.  45'del 
Real  decreto  de  20  de  octubre  de  i852,  por  ejercer  el  comercio -poi*  ma- 
yor estantío  solo  aulorii^ado  para  la  venta  por  metior: 

Vista  la  demanda  «pie  coDlria  la  espresíida  protidencia  'pfeseflló  él  fo  - 
teresado  ante  el  Consejo  provincial  de  Santander,  con  la  prfetfeúsiofr  deque 
se  revocara  el  indicado  decreto  del  Gobernador  y  se  absolviera  al  détnan- 
dante  libremente  y  sin  costas  de  la  denuncia  del  citado  Investigador: 

Vista  la  contestación  del  representante  de  la  Hacienda  pública,  solici- 
tando la  absolución  de  la  demanda  y  que  se  confirmase  la  espresada  pro- 
videncia gubernativa: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  contraréplica,  en  los  que  reprodujeron 
las  párteseos  respectiv«84)ret«D8kmes: 

Vistas  las  dili^encius  de  prueba,  en  las  cuales  cinco  testigos^  vecinos  de 
la  Vejga  de  Rfts,  declararon  á  instancia  del  demandante  que  éste  ejercia  \?i 
referida  industria  haciendo  las  ventas  por  menor  y  ño  por  m»;yor,  hab¡<^.ft- 
dose  ratilicado  sin  novetla'd,  á  soiicilud  idél  represetltaiiliB  líe  laÁíicíenda 
pública,  los  testrgos  que  declararon  en  s€nti*do  Tavora'ble  en  el  ©fepediénle 
gubernativo,  y  «o  <í(Hn prendiendo  ni  á  los  primeros  ni  'á  ios  sdgumios  h» 
generales  de  la  ley: 

Vitfta  lasent^úcra  dtctada  |ior  el  espresado  Cons^ppffvioeialtde  29  de 
mayo  de  1866,  por  la  cual: 

Considerando  que  la  prueba  suministrada  en  el  es^pediente  guberna- 
tivo ha  venido  á  desvirtuarse  en  la  vía  contenciosa  por  la  ejerciUda  por 
el  demandante,  en  donde  cinco  testigos  contestetí,  vecinos  de  la  Vega  de 
Pas.  deClarai*on  que  el  demandante  nunca  había  vendido  géneros  "por 
mayor: 

Considerando  que  el  dicho  de  estos  testigos  es  tanto  mas  atendible, 
cuanto  que  la  circunstancia  de  ser  convecinos  del  dematíd>átíte  les 'propor- 
ciona ocasión  para  inspeccionar  generalmente  las  o^peracioues  de  «(Juel  en 
su  tráfico  habitual  y  ordinario: 

Considerando  que  aun  siendo  cierto  el  heého  de  que  el  demandante 
en  alguna  ocasión  haya  vendido  piezas  del  género  t¡ue  treae  en  SU  esta- 
blecimiento, esta  circunstancia  aislada  niínca  seria  suficiente  por  ^  s&la 
para  calificarle  de  almacenista  <ó  comerciante  pormayor  cuantió  «1  ejerci- 
cio habitual  déla  industria  á  que  se  dedtca  consiste  en  la  ténta  al  por 
menor: 

Considerando  que  no  hay  porlt)  tanto  fundamentos  snficietítes  paf  a  ca- 
lificar al  demandante  de  defrauda-dor  áe  la  contribución  de  subsidio  por 
ejercer  la  industria  de  mercader  al  por  mayor  sin  estar  matricülfrdo,  en 
cuyo  concepto  se  le  condenó  al  pago  de  la  cuota  y  multa;  se  revocó  la  ci- 
tada providencia  gubernativa,  relevando  en  su  consecuettCia  al  deman- 
dante del  pago  de  la  cuota  y  multa  que  lé  fueron  iínpueístas: 

Vistof,  el  recurso  de  apelación  interpuesto  oportunanrwíte  cottra  la 
anterior  sentencia  por  el  representante  de  la  Hacienda  pttbirca,  y  el  «uto 
por  el  que  le  fué  admitido: 

Viíto  el  escrito  de  mejora  de  apelación  prosentada  por  mi  Flscail ^én  el 
Consejo  de  Eslado,  con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  sentedla  apelada 
y  se  confirme  el  decreto  del  Gobernador,  si  bien  reduciendo  el  importe  de 
la  multa  á  loque  proporciona Imen te  la  redujo  la  instrucéion  de  H  de  di- 
ciembre de  1 864: 
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Vistos,  otro  escrito  presentado  por  mi  Fiscal  en  8  de  noviembre  últi- 
mo, acusando  la  rebeldía  al  apelado  por  no  haber  comparecido  en  el  tér- 
mino de  reglamento,  y  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  espre- 
sado Consejo,  en  el  que  acordó  haber  por  acusada  la  indicada  rebeldía: 

Considerando,  por  las  razones  espuestas  en  la  sentencia  apelada,  que 
D.  Bartolomé  Ruiz  Oria  ha  justificado  que  solo  vendía  géneros  al  por 
menor,  y  que  por  consiguiente  no  ha  defraudado  los  intereses  de  la  Ha- 
cienda; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  sentencia  dictada  por  el  Conse- 
jo provincial  de  Santander. 

Dado  en  Palacio  á  once  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  t  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvíiez.» 

Pabliacion.— Leido  y  publicado  e!  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  couslituido  en  Sala  de  lo  Conten- 
cioso, acordA  que  se  tenga  como  resolución  final  en  la  instancia  y  autos 
á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  par- 
les, y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  14  de  marzo  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  18  de  abril  de  1867.) 


113. 

^enteneia  (7  de  marzo  de  1867.).— Ivdemnizacioii  de  per- 
juicios causados  Á  LA  hacienda  pobuca.— Se  confirma  en  parte,  y 
en  parte  se  revoca,  la  Real  orden  de  fZ  de  octubre  de  1864  recia- 
Diada  pprD.  Juan  Manuel  de  la  Mata  y  Márquez  y  D.  Juan  Igna- 
cio 3érriz,  y  se  resuelve: 

i  .•  Que  no  incurre  en  responsabilidad  el  funcionario  que  se 
ajusta  en  un  todo  á  las  prescripciones  que  le  ordena  el  Gobiertio: 

2.*  Que  el  informe  que  dá  un  empleado  en  cumplimiento  de  su 
obHgacfon,  sin  faitar  á  lo  que  delte  saber  y  observar,  no  le  sujeta  á 
responsabiífdad,  y  menos  si  el  jefe  informado  prescinde  de  él: 

3.*  Que  debiéndose  publicar,  al  anunciarse  la  subasta  de  una 
obra  publica,  los  planos  y  proyectos  de  la  misma,  el  facilitarlos^ 
para  que  los  examine,  á  una  persona  que  ya  habia  presentado  pro- 
posición^ no  puede  decirse  que  irroga  perjuicios  á  la  Hacienda  pú- 
blica, y  menos  cuando  el  examen  tuviere  por  objeto  mejorar  la, pro- 
posición que  se  habia  presentado-, 

¥  4.**  que  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  214  t/  216  del  Re- 
glamento de  2  de  setiembre  de  1853 ,  el  Gobierno  e^tá  autorizada 
para  sujetar  á  examen  y  revisión,  no  solo  las  cuentas  pendientes^ 
sino  tanéien  las  fenecidas. 

Doña  Isabel. II,  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  úoica 
instancia,  entre  parte?,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Tomás  Pérez  Anguila^ 
á  nombre  de  D.  Juan  Manuel  de  la  Mata  y  Márquez,  Superintendente  quo 
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fué  de  Hacienda  pública  en  Filtpioas,  y  el  LieeDciado  i).  Cá adido  nocedal, 
60  represeotacíoD  de  D.  Juao  Ignacio  Berriz,  Director  de  Rentas  Estao* 
^daseo  aquellas  Islas^  demandantes;  y  de  la  otra  la  Administración  ge- 
neral, demandada  y  representada  por  mi  Fiscal ;  sobre  revocación  de  la 
Real  orden  de  20  de  abril  de  1865,  que  declaró  responsables,  entre  otros 
funcionarios  públicos,  á  los  espresados  Superintendente  y  Director  para 

3ue  indemnizaran  á  la  Hacienda,  en  la  forma  determinada  por  las  leyes, 
e  los  perjuicios  que  la  hubieran  irrogado  por  no  haberse  sujetado  en  la 
construcción  de  la  Fábrica  de  cigarros  de  la  Princesa  de  Malabon  á  lo  que 
se  les  prescribía  en  la  Real  orden  de  13  de  junio  de  1849; 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  que  resulta: 

Que  en  8  de  mayo  de  1847  el  Superintendente  de  Filipinas  manifesté 
<|ue  aun  cuando  se  nabia  abierto  últimamente  una  Fábrica  en  Na  votas,  era 
tal  el  aumento  progresivo  del  consumo,  que  ni  aquellas  ni  otras  ya  esta- 
blecidas bastaban  para  cubrir  ios  pedidos  que  los  Administradores  hacían; 
que  por  lo  tanto  habia  sido  preciso  minorar  la  elaboración  y  reservar  al- 
gunos millares  de  cajones  para  entretener  las  demandas,  sin  que  hubiera 
quedado  en  la  última  almoneda  existencia  alguna: 

Que  para  evitar  á  la  Hacienda  las  pérdidas  que  estaba  esperimentando, 
era  iodíspeosabie  aumentar  tos  talleres  á  medida  que  se  aumentase  el  con- 
sumo, y  edificar  depósitos  á  fin  de  conseryar  las  cosechas  con  la  debida 
separación: 

Que  la  diseminación  de  almacenes  y  la  falta  de  locales  hacían  difícil  la 
vigilancia,  complicaban  la  contabilidad,  causaban  no  pequeños  gastos  á  la 
renta,  y  originaban  las  pérdidas  que  eran  consiguientes  por  la  mala  colo- 
cación del  tabaco;  y  concluyó  rogando  que  se  le  autorizase  para  ejecutar 
«desde  luego  los  gastos  que  fueran  necesarios  en  la  construcción  de  las  Fá- 
bricas á  proporción  que  se  aumentaran  los  productos.  Jos  pedidos  y  el 
consumo: 

Vista  la  Real  orden  de  12  de  agosto  del  espresado  año  de  1847,  en'que 
se  dispuso:  Que  se  dijera  al  Intendente  que  para  que  se  aprobase  la  cons- 
trucción dé  los  almacenes  de  que  se  trataba,  era  preciso  que  ^e  me  diese 
cuenta  previamente,  con  diligencias  instruidas  al  efecto  y  en  los  términos 
para  tales  casos  determinados:  Que  no  solóse  manifestara  en  el  espediente 
la  necesidad  de  la  obra,  sino  también  el  costo  de  la  mismo:  Que  no  era 
posible  otorgar  autorizaciones  de  la  entidad  de  la  que  se  espresaba  sin  que 
^existieran  los  fundameotos  conducentes:  Que  se  le  previniera á  la  vez  que 
procediera  con  la  formalidad  insinuada,  como  debió  hacerlo  en  todo  el 
tiempo  trascurrido:  Y  por  último,  que  se  le  facultaba  únicamente  para 
que  adoptara  medidas  interinas,  pero  bastantes  á  impedir  perjuicios  al 
Erario: 

Vista  la  nueva  comunicación  del  Irítendente  insistiendo  en  que  se  le 
concediera  facultad  para  construir  edificios,  y  la  Real  orden  de  7  deoctu» 
bre  inmediato  siguiente  en  que  sé  le  indicó  que  estaba  ya  acordado,  pero 
que  era  preciso  que  observara  escrupulosamente  los  requisitos  prescritos 
en  los  espedientes,  con  cuantos  datos  demostrasen  la  necesidad  de  la  obra 
ouese  intentase  y  su  costo,  y  el  acuerdo  de  la  Junta  directiva  que  habria 
de  recaer  sobre  los  informes  periciales,  dando  después  cuenta  y  aguardan- 
éo  la  Real  aprobación: 

Visto  el  escrito  que  en  29  de  enero  de  1849  dirigió  al  Ministerio  de  Ul- 
tramar D.  José  Matías,  vecino  de  Cádiz,  representante  de  la  casa  comercio 
de  Matías  Menchacatorre  y  compañía,  en  que  manifestó  que  poseía  en  Ma- 
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laboD,  frente  al  sitio  en  que  se  tnteotaba  establecer  la  oueva  Fábrica,  ios 
grandes  edificios  muy  á  propósito  para  toda  clase  de  elaboraciones,  y  ofre- 
ció cederlos  á  la  rentsi,  caso  de  que  las  Autoridades  de  Filipinas  concep- 
tuasen que  se  hallaban  bien  situados,  que  eran  suficientes  y  que  debiera 
ser  preferible  su  adquisición. 

Vista  la  Real  orden  de  13  de  junio  de  1849,  por  la  cual  entre  otras  co- 
sas, se  dispuso:  i.*  Que  se  llevara  á  efecto  la  construcción  de  la  Fabricar 
en  cuanto  á  su  primera  y  se^'uoda  parte,  conforme  al  piano  señalado  con 
Ja  letra  B.  dejando  la  tercera  y  cuarta  para  cuando  lo  exigieran  la  concur- 
rencia de  operarios  y  las  necesidades  de  la  renta.  2.^  Que  tuviera  lugar  ea 
el  barrio  de  Joló  ó  en  otro  cualquiera  de  Malabon  que  ofreciese  menos  in- 
convenientes para  la  adquisición  del  terreno.  3.°  Que  antes  de  todo  el  In- 
tendente examinara  con  detenimiento  si  los  edificios  que  la  casa  de  Matías 
Menchaca torre  y  compañía  poseia  en  el  pueblo  de  Malabon  y  babia  ofre- 
cido á  la  Hacienda  reuniao  las  circunstancias  necesarias  para  que,  coadyu- 
vando al  freosamiento  de  la  construcción  del  ediíicio,  proporcionaran  a  la 
vez  algunas  ventajas  y  economías:  en  cuyo  caso  deberla  preferirlos.  6  *' 
Que  cuidara  muy  particularmente  deque  el  importe  de  las  obras,  tanto  de 
fábrica  como  de  almacén  general,  no  escediera  de  los  163,527  ps.  del  pre- 
supuesto de  la  primera,  y  de  los  65,404  con  6  rs.  en  que  se  hablan  calcu- 
Jado  ios  del  segundo.  Y  7.^  Que  todas  las  obras  para  la  construcción  do 
uno  y  otro  edificio  se  sacf^sen  á  publica  subasta: 

Visto  otre  escrito  de  7  de  diciembre  de  1849  en  que  la  casa  Menchaca- 
torre  y  compañía  propus^o:  Ceder  á  la  Hncieuda  sus  dos  establecimientos 
situados  en  el  barrio  de  Na  votas  del  pueblo  de  Malabon,  llamado  uno 
BaneDlasí,  arrendado  por  cuenta  de  la  renta  de  tabacos,  y  denominado  el 
otro  el  Alma(:en,  que  ocupaba  la  misma  casa  con  su  industria.  Agrandar 
el  establecimiento  Danenlasí  para  que  pudiera  contener  de  5,500  á  6,000 
operarios,  derribar  de  su  cuenta  el  edificio  que  servia  de  almacén,  aumen- 
tar los  camarines  y  fabricar  los  nuevos  salones  que  sirvieran  de  oree  á  la 
elaboración.  Entregar  á  la  renta  el  segundo  establecimiento,  llamado  el 
Almacén,  y  la  casa  que  se  hallaba  contigua:  Poner  sobre  el  rio  Malabon 
dos  grandes  barcas  ó  balsas  para  facilitar  el  paso  á  los  operarios  que  debie- 
ran coocurrirá  la  Fábrica  del  lado  opuesto.  Y  en  compensación  la  Hacien- 
da entregarla  á  la  casa  Menchacatorre:  46,000  ps.  fuertes  en  el  cuartea 
viejo  de  Sun  Fernando,  que  se  hallaba  en  estado  ruinoso,  con  inclusión  del 
terreno  que  lo  circundaba;  y  49,000  ps.  fs.  en  efectivo  metálico  por  terce- 
ras partes:  la  primera  al  darse  principio  á  las  obras;  la  segunda  cuando^ 
estas  se  considerasen  á  medio  acabar;  y  la  tercera  á  la  conclusión  de  las 
mismas  prestando  la  mencionada  sociedad  garantías  correspondientes: 

Vista  la  Real  orden  de  14  del  referido  mes  de  diciembre  y  año  de  1849, 
en  que  se  encargó  ai  Intendente  que  sí  la  adquisición  del  terreno  para  I» 
construcción  de  la  Fabrica  DO  se  hubiera  verificado,  tuviera  presente  a) 
efectuarlo  la  oferta  que  hacia  la  espresada  casa  Menchacatorre,  siempre 
que  á  su  juicio  ofreciera  alguna  ventaja  i  los  intereses  de  la  Hacienda;  eo 
el  concepto  de  que  si  la  calificaba  de  conveniente  y  se  le  ofrecieran  respec- 
to á  su  admisión  algunas  dificultades  que  no  estuviese  en  sus  atribuciones- 
resolver,  diera  cuenta  con  su  opinión  al  Ministerio  á  fío  de  adoptar  la  de- 
cisión que  correspondiera;  pero  siempre  en  el  único  caso  de  que  creyera 
ser  útil  la  proposición,  pues  de  lo  contrario  debería  desecharl^^  desde 
Juego:  ' 

Visl05,'el  decreto  del  Superintendehte  en  que  se  dispuso  qiieia  Direc- 
ción de  Estancadas  emitiera  el  correspondiente  informe;  la  reclaaiacioa' 
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gue  aDtes  de  evacuarse  este  íoforme  hizo  la  casa  Meocliacatorre  y  compa- 
ñía de  los  planos  y  presupuesto,  por  si  le  conveuía  cambiar  el  órdeo  y  for- 
ma de  su  proposieioo;  la  orden  de  la  mencionada  Dirección  de  27  de  julio 
de  I8o0  para  que  se  le  entregaran  los  citados  planos  y  presupuesto;  y  las 
proposiciones  que  en  su  virtud. Mencliacatorre  y  compañía  formuló  nueva- 
mente en  7  de  agosto  del  mismo  ano,  entre  las  que  se  encuentran  la  si- 
guientes: 

i/  Que  se  obligaba  á  construir  la  Fábrica  en  el  barrio  de  Navetas  den- 
tro de  2<S  mesen,  contados  desde  la  fecha  en  que  se  otorgara  la  escritura : 

2.*  Que  la  construiría  en  la  cantidad  de  150,000  ps.,  siendo  de  su 
cuenta  el  costo  de  los  solares. 

4/  Que  recibiría  en  pago  40,000  ps.  en  el  cuartel  viejo  de  San  Fer- 
nando, su  cerca  y  terreno  que  le  circundaba,  y  los  110,000  en  tabaco. 

Y  8.*  Que  se  comprometía  á  garanlir  el  contrato  con  una  fianza^  que 
fuese  á  satisfacción  de  la  Renta: 

Visto  eJ  acuerdo  de  la  Dirección  general  de  Estancadas  de  27  de  se- 
tiembre de  1850,  en  el  que  tomando  en  consideración  que  era  urgente  que 
se  resolviera  lo  necesario  para  dar  principio  á  la  construcción  de  la  nueva. 
Fábrica  de  Na  votas,  cuyo  plano  y  presupuesto  se  hallaba  aprobado  por 
Real  órdcü  de  13  de  junio  de  1849;  que  si  para  la  proposición  hecha  por  la 
casa  de  comercio  Menchacatorre  y  compañía  se  hubieran  de  seguir  los  trá- 
mites debidos,  se  perdería  un  tiempo  precioso;  y  que  la  reunión  en  junta 
de  lodos  los  Jefes  llamados  4  informar  sobre  su  conveniencia  ó  desventaja 
pudiera  economizar  una  larga  tfaivHtacioo:  se  dispuso  que  se  oficiase  al 
Contador  general,  Director  y  Contador  de  labores,  á  fin  de  que  concurrie- 
ran á  la  Dirección  para  qué,,  constituidos  en  junta  bajo  su  presidencia, 
emitieraivsu  opinión  en  el  apunto: 

Vista  el  acta  de  la  junta  celebrada  en  28  de  setiembre  dé  1850,  en  la 
cual  el  Director  y  Contador  general  de  Rentas  Estancadas,  el  Director  y 
Contador  de  labores,  acordaron  por  unanimidad  que  se  procediera  desde 
luego  á  la  construcción  de  la  Fábrica,  no  solo  de  la  primera  y  segunda 
parte  dal  edificio,  sino  de  la  totalidad  del  mismo,  en  el  barrio  de  Joló  del 
pueblo  de  Malabon^  y  que  vista  la  proiposicion  y  pianos  presentados  por  la 
casa  Afavchaca torre  y  compañía,  los  consideraban  admisibles  y  ventajosí- 
simos, siempre  que  Menchacaitofre  y  compañía  se  conformaran  con  las 
luodifícaciooes  siguientes: 

1.*  Que  habia  de  estar  concluida  la  Fábrica  á  los  24  meses,  y  los  dos 
primeros  talleres  con  el  Almacén  á  los  10  de  celebrado  el  contrato. 

2.*  Que  la  renta  satisfaría  los.  150,000  ps.  por  el  edificio  y  terreno,  con 
tal  que  adenás  de  las  obras  que  aparecían  en  el  plano,  se  agregaran  la  de 
UBalmakcenrfoás,  la  casa  del  Inspector^  y  la  galería  de  comuuvcacion  en- 
tre los, talleres  y  techado  del  muelJe. 

5/  Que  la  Renta  les  pagaría  los  150,000  ps.  en  los^itérmínos  que  pro* 
ponían^  con  k>!o  las  variaciones  que  á  continuación  se  espresan:  que  el 
cuar4ol.de  Sa^  Feráando  se- recibiría,  no  por  el  valor  de  40,000  ps.  como 
pedíais  sino  por  el  de  46,020  pjS,  y  6  rs.,  que  fué  el  valorado  por  él  Arx|ui- 
tectiad^l^  Hacienda;  que  el  tabaco  en  rama  que  se  les  pudiera  entregar 
faaliia^eiser  de  ciertas  calidades  que  también  se  especíncaban;  y  que  el 
sald,e4|i4e .tupieran  que  percibir  en  dinero  se  divídíria  en  24  partes,  reci- 
biendo una  meosnalmente  en  libranzas  que  la  Dirección  espediría  contra 
las  Administraciones  de  provincias  que  lueran  convenientes. 

Y  6(*  Que  se  manifestara  á  la  Superintendencia  las  economías  que  re< 
sultalw,  de  adoptar  la  proposición,  á  saber:  13,527  P3.  por  la  diferencia 


Digitized  by 


Google 


SENTENCTAS.Y  DECl¿l(m«a  DEL    GON&KJ0  ftBtBSTADO.        271 

que  í'xistia  eotreel  presupuesto  aprobado  y  lo  que  pedían  Matías  Meacba* 
calorre  y  compañía;  3,857  ps.  eo  que  estaba  valorado  ai  terreno  necesa- 
rio,  y  2,640  del  il  por  100  del  importe  del  tabaco  que  se  les  (pudiera  en- 
tregar: todo  lo4]ue  furmaba  un  ahorro  de  20,004  ps.: 

Vista  el  acta  de  la. junta  do  7  de  octubre  del  misino  año,  á  la  que  con- 
currieron el  Director  de  Estancadas  y  el  Arquitecto  de  Hacienda,  y  en  que 
despui^s  de  haber  espuesto  el  Superintendente  las  diíicultades  qua  existían 
para  la  cesK>a  del  cuartel  y  para  que  se  hiciese  la  obra  sin  sacarla  á  subas- 
ta, á  instancia  dei  represei^Uute  de  Menebacatorre  y  componía,  quien 
anunció  que  retirarla  su  proposición  si  no  se  prescindía  de  tales  requisi- 
tos, vino  á  convenir  en  ella,  y  en  su  consecuencia  fué  aceptada  coma  base 
del  contralt: 

Vistos,  el  escrito  de  D.  Manuel  Ggarras  del  mismo  mes  y  año  pidiendo 
al  intendente  que  se  sacase  á  subasta  la  construcción  del  edifício,  y  el  de 
4  de  noviembre  siguiente,  ep  qvie  reprodujo  la  pretensión  ante  el  mismo, 
haciéndola  astensiva  á  qpe  se  le  diera  conocimiento  de  los  planos,  presu- 
puestos y  condiciones;  y  añadiendo  que  no  leerá  posible  hacer  proposición 
alguna  con  seguridad  pero  que  habia  llegado  á  su  noticia  que  el  precio 
ofrecido  era  de  IKQ.OOO  p,s.,  que  sepai^arian  con  el  cuartel  de  Sao  Fer- 
nando y  todo  su  terreno,  valorado  en  46,000  ps.  con  10,000  quintales  de 
tabaco  al  precio^que  tostaba  á  la  Hacienda,  más  el  10  por  100:  que  el  res- 
to sa  e«tr«g^ia.ea  dinero  repartido  en  los  mese^  que  se  esMbleciaoi  para 
la  conclusión  de  la  obra;  y  qu^  si  esto  era  exacto,  ofreeia  desde  lue^o  la 
mejora  de  6, POO  ps.,  sio  perjuicio  de  otra  mayor  qne  todavía  prometía 
para  cuando  tuviera  el  conocimiento  que.  necesitaba  de  ios  términos  del 
contrato: 

Vi$to  el  nuevo  escrito  de^l  siguiente  día ,  en  que  Egarra^  presentó  por 
fiador  en  garantía  de  su  proposición  áD.  Juan  Linares,  y  volvjó  á  pedir 
que  se  sacare  la  contriitiü  á  púbüca  subasta^  teniéndosele'  por  pastor,  y 
reiteró  que  haci^  mejoras. ej)  beneficio  de  la  Hacieada,  y  que  set  le  entrase 
de  los  plajio^y  presupuesto  y  coadiciones : 

Visto  el  acuerdo  adoptado  por  el  Superintendente  en  9  del  mi&mo  mes; 
en  que  sa  determinó  que  se  hiriese  saber  á  Egarras  por  el  OUcial  de  par- 
tes qye.  I9,  Superintendencia  o^creia  conveniente  á  la  Real  Hacienda  que 
se.  sacase  á  pública  subasta  la  coo$truccioQ  de  la  Fábricu*  de  tabacos  de 
Malabon  :  que  no  se  admitía  por  (¡ador  a  Linares,  sin  que  esto  perj^idicaser 
al  notorio  qr^it^  y.  buenas  prendas  de  tal  sujeto;  y  que  puesto  que  Egar- 
ras  se  mo^^raba  enterado  de  lascircunstancias  de  la  obra ,  formalizase  sus 

Í>rppp;&iQio,ues  en.  pliego  cerrado,  acreditando  al  propio  tiempo  los  üadores 
egfjSy  llanos  y  abona^dasque  debidamente  garantizaran  m  cumplimiento, 
para  Jo  c^al  tendría  de  manifieislQ  en  la  Dirección  general  die  Estancadas, 
el  pía P o  y  presupuesto  : 

Visto  el  decreto  deii  Superintendente ,  dado  en  el  mismo  día  ,  en  que 
resolvió  que  se  anun<$iararla  construcción  de  la  Fábrica  y  se  adjudicase 
detínitivamente  al  qu^  en  pliego  cerrado  hiciese  proposidones  mas> venta- 
\o^?  sobre  lostárminas  .del  proyecto  y  pkoo  aprobado,  e»  el)  importe  de 
la  obra,  en^su  forma,  solides,  hermosuta,  di»trib(»cíoD,  breve^iaio  e»ia 
«ejecución  y  mejores  g^ranMas;  d«J)ien<]<x  presentar  loa •  licila<(Wres. sus 
pliegos  en  la  Escríbanla  de  Hacienda  »otes  de  las  dece^el  29  siguieste, 
en  cuya  <U9  se  reuniría  ep  la  Difecoion  genacal  de  Est^ficadas  la  laqta  do 
a|jnno«da^.pr;e$^i(Uda,por  la  Sup^itendenoa,  y ^fitebadasetahrifiadi^os 
pli^^  se  examinarían  lascQodíciopesiy  6eibaria,J8  a4||udio«oior^;  en  la 
inteligencia  de  que  si  las  proposiciones  no  fuesen  adnaisible»,  se  ptooede- 
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ría sio  mas  tramitación  á  la  ejecucioD  lie  la  pbi^jt  joit  A(Ítlii«istfaei(IÉ  mu 
toda  ia  brevedad  ijüc ftiera  Decesaria. '  - 

t  Vista  la  ]iroposicíoD  hecha  por  D.  Catalino  Befoso  ^IKoearioobliflSi}- 
dose  á  construir  ia  Fábrica  con  todas  las  condiciones  fornotdadfts  por  Meo* 
chacatorre  y  compañía,  siempre  que  le  fuera  permitido  valerse  del  plano 
é  que  esta  casa  se  sujetaba,  si  bien  dejaba  en  hbertad  á  la  Renta  de  que 
ejecutara  los  pagos  en  la  misma  forma  propuesta  por  la  referida  sociedad, 
ó  en  tabaco  eú  rama,  y  en  tal  caso  se  comprometía  á  pagar  un  4S  por  iOá 
mas  de  loque  aquella  ofrecía:  para  lodo  lo  cual  garantizaba  con  dos  fin- 
cas en  Bíoondo  y  otra  en  Santa  Cruz: 

Vista  el  acta  de  25  de  noviembre  de  <íí50,  de  la  que  resulta:  qne  reu» 
nidos  los  individuos  que  constituían  la  Junta  d^  al^pnedas  de  Rentas  Es- 
tancadas en  la  casa  Dirección  de  la  misma,  se  abrieron  y  leyeroD  los  plie- 
gos cerrados:  primero,  el  de  D.Manuel  Ilurriaga;  segundo,  el  de  Don 
Eduardo  Pedreño  y  González;  tercero  el  de  D.  Catalino  del  Rosario,  y 
cuarto,  el  de  Menchacalorre  y  compañía  con  el  plano  que  esta  sociedad 
acompañaba:  que  después  de  un  prolijo  examen  de  todos  los  documentos, 
se  ordenó  que  por  el  Arqiiitecto  de  Hncíeoda  se  inspeccionase  el  plano 
presentado  por  Menchncatorre  y  compañía,  lo  que  verilícó  en  el  acto,  ma- 
nifesnando  que  con  algunas  mejoras  lo  eucontraba  formado  con  arreglo  é 
las  prescripciones  del  gue  fué  aprobado:  que  en  este  estado  se  procedió  á 
]a  caJiñcacion  de  las  diferentes  proposiciones,  y  se  desechajron  la  de'  Don 
Ifanuel  de  Iturriaga  por  esceder  considerablemente  de  la  cantidad  con- 
signada  en  el  presupuesto,  la  de  D.  Eduardo  Pedrefto  por  insufik^tencia  de 
su  garantía,  la  de  D.  €atalíno  del  Rosario  por  referirse  á  proposiciones^ 
de  otros  y  por  lo  indeterminado  y  dudo.^o  de  sus  fianzas:  y  finaimeote  la 
de  D.  Ramón  Egarras  por  no  haber  comparecido  antes  de  las  doce  del 
dia  como  estaba  prevenido  en  el  anuncio;  y  que  en  su  virtud  la  Junta  ati- 
jndicó  la  construcción  de  la  Fábrica  en  favor  de  Menchacatorre  y  eompa-* 
iífa,  conforme  al  plano  que  acompañaban  á  sus  proposiciones: 

Visto  el  decreto  del  Superintendente,  dado  en  17  de  diciembre  áe\  es- 
presado  año  de  1850,  aprobando  el  remate  y  convenio  celebrados  ante  la 
Junta  de  almonedas  de  Estancadas  para  la  construcción  de  la  Fábrica  de 
tabacos  en  el' barrio  de  Joló  del  pueblo  de  Malabon,  que  fué  ad/udicada  é 
favor  de  los  citados  Menchacatorre  y  compañía  por  ser  su  proposición  más 
Tentajosa: 

Visto  el  informe  evacuado  por  la  Academia  de  Nobles  Arles  de  Sa& 
Fernando  en  18  de  febrero  de  1862  á  consecuencia  de  la  Real  orden  de  2 
de  enero  inmediato  anterior,  reducido  á  la  comparación  de  los  dos  proyec- 
tos, del  que  aparece  qne  el  primero  de  éstos,  ya  aprobado,  era  de  mayor 
estensíon,  tanto  en  superficie  como  en  obras;  y  el  secundo  más  redneido, 
de  una  construcción  más  tijera  y  menos  costosa,  si  bien  de  mejor  distri- 
bución y  mayor  conveniencia  para  el  fín  á  que  se  destinaba:  qiie  ambos 
carecían  de  belleza:  que  el  coste  del  segundo,  qué  fué  el  ejecutado,  se 
contrató  en  13,527  pesos  menos  (^ue  el  presupuesto  del  proyecto  aproba- 
do; y  que  aunque  se  hacían  subir  las  mejoras  á  20  ó  24,000  pesos,  esta^ 
suma  no  equivalía  á  la  reduccirn  que  había  sufrido  el  primitivo  proyecto^ 
evidentémebte  de  mayor  solidez,  capacidad  y. yalor;  .    ^ 

Vista  la  Real  órdeñ  dictada  en  22  de  octpbre  de  1864 ,  en  que  se  dís-^ 
puso  que  los  Directores  y  Contadores  de  Rentas  Estancadas  y  de  lafooresv 
el  Superintendente  y  los  vocales  de  la  Junta  de  ahnonedas que* intervinie- 
ron en  el  espediente  y  adjudicación  de  la  obra  serian  responsables  en  la 
forma  qne  determinaran  las  leyes,  y  por  lo  tentó  obligados  á  Indemnizar 
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t^MtélMMti  ñfá  1o9i^rfQieíofi  ^ae  á  esta  se  hayao  irrogado  por  no  ha- 
berse sujetado  es  la  construcción  de  la  Fábrica  de  cigarros  de  Maíabon  k 
lof^^Bstfítéi^ittlIeaTérden  de  f3  de  junio  de  18i9: 

Ifi^  H  deUDflbyfa  presentada  ante  ei  Consejo  de  Estado  por  el  lieencia- 
^  D.  9bmAi  ^Nre«  Ansuita  ,  á  nombre  de  D.  Juan  de  la  Mata  y  Márquez, 
S«perÍDtend«nte  que  líié  de  Hacienda  pública  en  Filipinas,  y  por  el  L¡- 
Centfádo  D.  Cándido  Nocedal,  en  representación  de  D.  Juan  Ignacio  Ber- 
ríE,  Direetor  de  Bentas  Estancadas  en  aquellas  Islas,  pidiendo  que  se 
cOBlBuHe  k  revocectoo  de  la  citada  Real  ^rdeu  de  22  de  octubre  de  1864, 
y  se  Tes  declare  libres  de  la  responsabilidad  y  cargos  que  se  les  hace  por 
la  nfrísma: 

Vfáto  el  escrito  dé  mi  Ffsca!  con  la  solicitud  de  que  se  consulte  la  ab- 
solución de  ha  dentanda  y  la  confirmación  de  la  Real  orden  reclamada  : 

Visto  «1  auto  ^ne  en  H  de  enero  de  1867  dictó  la  Sección  de  lo  Con* 
fencíoso  dísponi^do que  el  pleito  de  D.  Juan  Ignacio  Berriz  se  acumula- 
ra, como  se  acumuló  al  de  u.  Juan  de  la  Mata: 

Visto  el  árt.  2f6  del  reglamento  para  ejecutar  la  ley  de  25  de  agosto 
de  lS5t,  que  organizó  el  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino,  que  dice.  «Que- 
dair  sujetos  á  revisión  y  especial  examen  del  Tribunal  del  Reino  ,  y  en  la 
forma  ordinaria,  no  solo  las  cuentas  pendientes  y  sucesivas,  sino  también 
his  ya  fenecidas,  que  podrán  reclamarse  de  oficio  ó  á  instanccia  del  Fiscal, 
y  deberán  venir  originales  ó  por  copias ,  según  se  dispusiere  por  las 
Salas:  0 

Vistas  las  Reales  órdenes  de  i3  de  junio  y  14  d^  diciembre  de  4849, 
en  las  aoe  se  previene  al  Superintendente  de  Filipinas  que  se  construyera 
la  Fábrica  de  tabacos  con  arreglo  al  plano  señalado  con  la  letra  B;  que  si 
no  se  hubiera  verificado  la  adquisición  del  terreno ,  tuviese  presente  la 
oferta  de  la  casa  Matías  Menchacatorre  y  compañía,  siempre  que  á  su  jui- 
cio ofreciera  alguna  ventaja  á  la  Hacienda;  y  que  las  obras  se  efectuaran 
por  subasta: 

Considerando  qne  con  sujeción  á  estas  disposiciones  el  Superinten- 
detnte  anunció  la  subasta  de  las  obras  fijando  el  término  de  15  dias  para 
la  presentación  de  proposiciones ,  que  deberiao  hacerse  en  pliegos  cerra  - 
dos,  espresando  que  la  adjudicación  se  baria  al  que  ofreciera  mas  venta  - 
jas  sobre  los  proyectos  y  planos  aprobados  por  mi  Gobierno,  'en  el  importe 
de  las  obras,  en  su  forma,  solidez,  hermosura,  distribución,  breve  plazo 
para  la  ejecución  y  mejores  garantías  de  cumplimiento. 

Considerando  que  la  consecuencia  de  ese  anuncio  fué  la  presentación 
de  cuatro  proposiciones,  no  pudiéndose  por  lo  mismo  decir  que  no  hubo 
subasta  ;  y  que  do  habiendo  entonces  en  Filipinas  reglas  precisas  para 
su  celebración  ,  ni  publicádose  en  la  Península  el  decreto  de  27  de  febrero 
de  I8S2,  no  puede  reprobarse  la  forma  de  pliego  cerrado  adoptada  por  el 
Superintendente,  que  precisamente  fué  la  señalada  con  posterioridad 
como  regla  general: 

CobsSderando  t^ué  óé^de  el  momento  qué  la  Real  orden  de  14  de  di- 
ciembre de  f849  mandó  á  aquel  Jefe  que  sí  no  se  habia  adquirido  el  ter- 
reno para  la  Fábrica  tuviera  presente  la  oferta  deda  casa  Maií'^s  Mencha^ 
catorre  y  compañía,  debió  considerarse  autorizado  para  admitir  en  la  su- 
basta proposiciones  que  introdujeran  algunas  modificaciones  en  el  plano, 
si  eran  beneficiosas  a  los  intereses  de  la  Hacieoda ,  estándolo  para  acepUr 
la  de  Matíafe  Menchacatorre  y  compañía,  que  se  comprometiar^  á  conslroir' 
la  Fábrica  sobre  bases  muy  diversas  de  las  aprobadas  por  las  referidas 
Reales  ordenes. 

TOMO  VI! .  —  Jtir espradencta  administrativa.  38 
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Considerando  aue  reconocidas  por  la  Junta  de  almonedas  las  vei^fajas 
de  la  proposición  ae  la  casa  mencionada,  revestido  ei  Superintendente  de 
la  autorización  que  se  le  dio  en  la  r^lüicia  Real  orden  de  U  de  diciembre 
dei849,  yno  habiéndose  presentado  ninguna  proposición  con  sujeción 
al  proyecto  apro(ba4o,|)o.r  el  G9bíeriío,=no  l^ay  /^n4ai|i^9tAJfWhRMit>Ílcer 
rospoiisaple  a  aquel  funcionario  de  ia  adju4ijcac^n  deJaa  qbria^áJftpií^roíL 
caáa,  y  riiás  habiendo  ra^niféstaijó  el  Arqúííe^tó  qu.e,esU  pljiojí^  pj^e9,ija;8^r; 
cadodelsuyo:  .,/        ^  >  "w] 

Considerando  que  el  informe  qiie  dá  un  empíeadó'elQ  cumplímiéníó^de 
su  oWigacion,  sin  faltar  á  lo  que  dibe  saber  y  observar,  no  le  s«j&ta^á  res- 
ponsabilidad, y  menas  si  el  Jefe  informado  fyresciode  de  él,  circUústátófüS 
todas  que  concurrieron  en#l  dado  alSuperioteotMote  por  el^  DirecM  de 
Rentas  Estancadas  de  Filipinas  acercada  la  proposición  da  Ja  casa  de  l|a-^ 
tías  Mencbacatorre  y  cpnipaBÍs^:  ,  í  •        ^     ,    .  »  a  u!  \i  ^^l» 

Considerando  que  debiéndose  publica^  ar^ouncia^se  í^  $ú)^tá  log  pia- 
nos y  proyectos  de  las  obras  de  láFáurica  de  tabacos,  no  se  p^ede^j^uiíjii^ 
gue  por  haberlos  facilitada  el  mismo  Director  ái  la  casa  que  y^jjipl^ifi^ 
formulado  su  proposición  se  irrogaran  perjuicio?  á  los  inieresies  pá(;»Mo^^^ 
y  menos  cuando  aquel  exánden  tenia  por  objeto  niejorar  lá  propoéidfoiS  ne* 
cha  al  Gobierno;  ^^      ,         , 

Considerando  que  mi  Gobierno  está  autorizado  para  sujetar  á  éititíieii 
y  revisión,  no  solo  las  cuentas  pendientes,  sino  también  l^s  fenecidas,  se- 
gún lo  dispuesto  en  los  artículos  214  y  216  del  reglamento  de  2  dé  sé-^ 
tiembre  de  1853,  y  al  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino  corresponde  éi¿»ní^' - 
nar  y  decidir  si  por  haberáe  pagado  parte  de  las  obras  en  tabaco  se  irro- 
garon perjuicios  á  la  Hacienda,  á  cuánto  ascienden  en  su  caso^  y  sdbr^^ ' 
quién  aebe  pesar  la  responsabilidad;  .  i/ 

Conformándome  con  lo  consultado  por  ia  Sala  dá  io  Coiíteircioso'i^ér 
Consejo  de  Estado  ,  Vengo  en  declarar  irresponsable  al  SuperinteDd^fdte 
de  Filipinas  D.  Juan  Manuel  de  la  Mata  por  haber  adjudicado  la  édnélrdc- 
cioQ  de  la  Fábrica  de  tabacos  á  la  casa  de  Matías  Menchacatórre  y  (ioÍ|á|¿- 
fiía  en  130,000  p^so^í  que  es  igualmente  irresponsable  eí  Drrect^^^; 
Rentas  Estancadas  D.  Juan  Ignacio  Berriz  por  haber  facilitado  ef  plano  y 
proyecto  para  su  examen  á  la  citada  casa  de  Matías  M«ndhacatorré  y  Cob> 
pauía,  por  haber  informado  favorablemente  la  proposición  presentada  por 
ésta  para  la  construcción,  y  como  uno  de  los  vocales  de  la  Junta  de  émio-'  > 
ne4as  que  adjudicó  provisionalmente  á  la  misma  el  contrato  de  construc- 
ción;  y  en  declarar  que  al  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino  corresponde 
decidir  si  ha  habido  perjuicios  para  el  Tesoro,  á  cuánto  ásciebden  y  quié- 
nes aon  de  ellos  responsables  por  haberse  satisfecho  en  tabaclo  ú  otros  efec- 
tos, y  Bo  en  dinero  el  importe  de  las  obras ;  quedan<lo  sin  efecto  la  Rear 
érden  de  22  de  octubre  de  1864  en  la  parte  que  no  sea  c<infoi'm^  con  esta 
sentencia.  ^ 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  marzo  de  mil  ochocientos  «éséntá  f  ^  iitSk., 
—Está  rubricado  de  ia  Reai  mano.--El:  PresidenCedéi  Consejo  dé  Mhiis^ 
tros,  Ramón  María  Narvaez:.»  ,  .  .*  r     '^^  j^'^V 

Publicácioíi.— Leidoy|íubíicado  el  anterior  RtealdítíwtOttwpiltíl^í' 
Secretario  g6nerá^  del  dqnsejo  de  Estado,  hallándose  alebrando  'tol|m<^>' 
cía  publica  la  Sala  de  ío  Contencioso,  acordó  qn^e^  tenga  como tdíidfkMBto 
final  en  la  instáni^ia  y  ^utos  á  que^se  refiere;  que  se  m^  i  tos  mísñácA^;  le 
notifique  en  forma  á  las  panes,  y  sé  inserte  en  la  (Jac^o;  de  quec«r(vfiieo. 

Madrid  21  de  ma^zo  de  iSOT.^Pedro  de  Madrazo.^^^^^  ^^  ^^ 
Cac«(a  de  22  de  abril  de  1867.)  ^ 
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-  SettiienbBiafii  ddmarp)  de  1867.).— Defraudación  dül  ¿rm* 
stDieiNftbSTftTAt.-^Secónfifma  la  sfentftireia  dictada  par  el  Consejo 
jiróVinctthdíe  Santander^Q  el  pleito  eatre  la  Hacieada  pública  y 
D.  Sfigucl  Orliz,  y  se  resuelve: 

'^'  Qi^eM  circunstancia  de,  $er  cbnveeinos  lostesligos  quepre'* 
sentael  que  intenta  probar  que  no  es  almacenista  de  géneros  por 
tnayior^  es  muy  xUendiUe,  porqu/e  se  presume  que  esta  cualidad  les 
proporciona  ocasión  para  inspeccionar  frecuentemente  las  operado^ 
nes  de  aquel  en  su  tráfico  habitual  y  ordínatio; 

¥i,^  qu&  aunque  un  comerciante  de  telas  ál  por  menor  venda 
en  Una  ocasión  aisluda  algunas  piezas,  esto  no  es  bastante  paraca- 
lificatleik  almátenista  6  comerciante  por  mayor ,  cuando  el  qercú 
ció  h¿U>itual  de  su  industria,  consiste  en  la  venta  al  por  menor, 

D<^.Isabe)  U,  etc. 

«Cn  pl^leüo  qpe  peode  eo  el  Consejo  de  Estado  eo  grado  do  apelación, 
entre' pÍE^rtés ,  de  U  una  la  Hacienda  pública»  representada  por  mi  Fiscal^ 
apelante,  y  de  la  otra  D.  Miguel  Ortíz,  vecino  de  la  Vega  de  Pas.  apelado, 
en  rebeldfa  ;  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  sentencia  del  Consejo 
provincíí^  de  Santander,  que  relevó  á  este  interesado  de  la  peoá  q[ue  le 
fiabia  sido  impuesta  gubernativamente  como  defraudador  de  la  cotitríbu-^ 
cion  de  8pl)sidio  industrial: 

Visto:     ; 

Visbos  jos  aiítecedentes  de  los  cuales  resulta  : 

Qoe  habiéndose  constituido  el  Investigador  de  la  espresada  contribU'* 
cioB  en  noviembre  de  1864  en  la  villa  de  ia  Vega  de  Pas ,  á  girar  una  vi* 
sita  á  lo^;  índu$triales  de  IH  misma,  se  presentó  con  permiso  del  Alcalde  en 
el  establecimiento  dq  D.  Miguel  Ortiz^  quHO  preguntado  si  ejercía  alguna 
otra  industria  que  la  de  mercader  de  tejidos  de  lana,  Irilo  y  algodón,  para 
qne  estaba, matriculado,  contestó  que  no,  y  que  las  ventas  de  los  indicados 
generosías  hacia  por  menor ,  sin  que  nunca  lo  hubiese  Verificado  por 
inay(^:  '  . 

Q\^e  tratando  el  Investigador  de  averiguar  esta  cirpuntancia  los  ve<eí^ 
nos  del  mismo  pueblo  á  quienes  pregunto,  manifestaron  ignorar  si  el  in* 
ter^&ado  hacia  ventas  pQr  niayor;  pero  cinco  vecinps  de  la  villa  de  Seiaya 
afirrparpn  qi^^  hflcia^  Yeijtas  en  esta  forma;  espresando  algunos  que  eom* 
praban  en  el  citado  establecimiento  piezas  enteras  para  revenderlas: 

Q^  en  ^  ^ista  ia  Adraininístracion  principal  de  Hacienda  pública  de 
la  provjocJa  de  ^nt$nder  propuso ,  y  acordó  el  Gobernador  de  la  misma, 
que  se  impusiera  al  referido  industrial  la  multa  del  málimnn  en  qne  ha- 
bía incurrido  k  y  el  i&godQlacimta  correspondiente,  con  arreglo  afart.  4H 
delReU  decktode,20de,octubréde  i852,  por  ejercef  el  comercio  pói^' 
inay0r«.e^apda  solo  autorizado  pd.ra  la  venta  por  men^: 

Vista  )a  desróaodk que  contra  la  éspresadapirovidehQla. presentó  el  in- 
lerendo ^n tía. flCopiSeio.provínciaKde  Santander,  coh  la  pretensión  de 
que  se.reyocarQ  eí  Indicado  decreto  del  Gobernador,  y  se  absolviera. al  de 
mandante  libremente  y  sin  costas  de  la  denuncia  del  citado  investigador: 

Vista  la  contestación  del  representante  de  la  Hacienda  pública ,  solici*»* 
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lando  la  absolucíoo  de  ta  demanda / y  iqiné  se  eonfifmiisé  iar  esfif estdtr«|B>fi& 
videncia  gubornali^a;  •  t,     ,      .         ^  ..„;,. 

Vislos  ios  escritos  de  réplica  y  <9o&trftréplica  ,  en  los  qniftj'eiifodiijeroii 
las  partes  sus  respectivas  pretensiones:  \  J-  "- 

Vistas  las  diligencias  de  prueba,  en  las  cuales  cinco  testigos,  Yecinc» 
de  la  Vega  cte  Pas,  declarMoñ;  A  instancia  del  ttemandonte,  l|»ié  érte>éj»»r- 
cia  la  re^rida  industria  ,  haciendo  las  ventas  por  meiMOjehcctpM  nomm^y 
habiéndose  riitificado  sin  novedad  á  solicitud  del  representante  de  la  Ha- 
cienda pública  los  testigos  que  deckiraroo  en  sentido  favorable  en  el  espe- 
diente gubernativo,  y  no  comprendiendo  ni  á  los  primeros  ni  á  los  segun- 
dos las  generales  de  la  ley: 

Vista  la  sentencia  dictada  por  eiVspresado  Consejo  provincial  en  29 
de  mayo  de  4866,  por  la  cual : 

Considerando  que  la  prueba  suministrada  &ti  éf  ^^drfefltt^flfbeínali- 
vo  ha  venido  á  desvirtuarse  en  la  vía  contenciosa  porlil  ejércítada^por  el 
demandante,  en  donde>  cinco  testigos  contestes,  vecino6.de  la  Vegada  Pas, 
declamaron  que  el  demandante  nunca  babia  vendido  géperos  ^or  ib^y<m-: 

Considerando  que  el  dicho  de  testigos  es  tanto  rpas  at^n^^bie  cuánto 
que  la  circunstancia  de  ser  convecinos  del  demandante  les  proporciona 
ocasión  para  inspeccionar  generalmente  las  operacÍ9pes, de  aqu^l  en  su 
tráíjco  habitual  y  ordinario: 

Considerando  que ,  aun  siendo  cierto  el  hecho  de  que  é)  demandante 
en  aíguna  ocasión  haya  vendido  piezas  del  género  que  tiene  en  sü  estaWe- 
cimiento,  esta  circunstancia  aislada  nunca  seria  suficiente  por  si  sola  pnsí 
calificarle  de  almacenista  ó  comerciante  por  mayor,  cuando  el  ejercicio 
habitiiQl  de  la  industria  á  que  se  dedica  consiste  en  la  vent^  ai  pormenor: 

Considerando  que  nó  hay  por  lo  tanto  fundamentos  sui^cientes  para 
calificar  al  demandante  de  defraudador  de  la  contribución  de  subsidio  por 
ejercer  la  industria  de  mercader  al  por  mayor  sin  estar  roatríoulado^-  en 
cuyo  concepto  se  le  condenó  al  pago  de  la  cuota  y  multa;  se  revocó  la 
citada  providencia  gubernativa,  relevando  en  so  consecuencia  al  deman- 
dante del  pago  de  la  cuota  y  multa  que  le  fueron  impuestas: 

Vistos,  el  recurso  de  apelación  interpuesto  oportunamente  contra  la 
anterior  sentencia  por  el  representante  de  la  Hacienda  pública,  y  el  auto 
por  el  que  le  fué  admitido: 

Visto  el  escrito  de  mejora  de  apelación  presentado  por  mi  Fiscal  en  el 
Cobsej  o  de  Estado,  con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  sentencia  fipela- 
da  y  se  copCrme  el  decreto,del  Gobernador,  si  bien  reduciendo  el  importe 
dé  la  multa  á  lo  que  proporcional  mente  la  redujo  la  instrucción  de  14  de 
diciembre  de  1864: 

Vistos,  otro  escrito  presentado  por  mi  Fiscal  en  %  de  noviembre  últi- 
mo, acusando  la  rebeldía  al  apelado  por  no  haber  coriiparecido  en. el  tér- 
mino de  reglamento,  y  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  espre  - 
sado  Consejo,  en  el  quj  acordó  haber  por  acusada  la  indicada  rebeldía: 

Considerando,  por  las  razoues  espuestas  en  la  sentencia  apelada,  que 
D.  Miguel  Ortíz  hi  justilicado  aue  solo  vendía  géneros  al  por  menor,  y 
que  por  con<;íguiente  no  ha  deiraudado  los  intereses  de  Ja  Hacienda; 

C  nformá'id ame  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  sentencia  dictada  por  el  Con- 
sejo provincial  de  Saotander.  .  >      .  , 

Did»  en  Palicií')  á  once  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
E<;tá  rubnciido  do  la  Reil  mano. — El  Presidente  del  Coníejo  dft  Mioi^J - 
tros,  Ramo  i  María  Narvaez.» 
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Publicación.— Ldíío  y  I» tiUfféíi'áo  el  aoierior  Réál  decreto  por  mí  el 
S6cr6lbf»'Bttiaiib3tefOn»eio  de  Estado»  liaHáadose  celebrando  audieo* 
eia  pábüca  la  Sala  de  lo  CoDteDcioso,  acordó  que  se  t^oga  como  resolución 
üoal'ééLftatiDsiaDda  y  «utos  á  qne  se  reCere;  qqe  $^  uoa  á  los  mismos;  se 
D0ti6qae  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta-,  de  que  cer- 
tifico;     / 

Mattn'd  14  dermarzode  1867.— Pedrp  de  Madrazo. — (Publicada  en  U 
4kKttíad^1ltde  abril  de  i 867.) 


115. 

C!«Hi|ieieü€$ia  ^l^  de  abril  de  1867.).— Pago  de  las  pensio- 
vts  D«  DN^<}SNso. — Se  deciile  á  favor  de  la  aatoridad  judicial  la  coio- 
p^eocia^scitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Lérida  y 
%1  Juez  de  primera  instancia  de  Seo  de  ürgel,  con  motivo  de  la  de- 
híattda  presentada  por  D.  Ramón  Galí  y  otros,  contra  JuaoBuscall, 
y  ^e  resuelve: 

Que  aun  suponiendo  que  un  censo  esté  comprendido  en  las  dis- 

^pQsifiioneii  de  las  leyes  desamortizadoras ,  para  que  cotresponda  á  la 
A^ioridad  administrativa  el  conocimiento  de  la  reclamación  de  las 

'pemiones  del  miimo^  es  necesario  que  la  Hacienda  se  halle  incau- 
4ada  de  él. 

En  el  espediente  y  antos  de  competencia  suscitada  entre  ei  Goberna- 
dior  de  fa  provincia  de  Lérida  y  el  Juez  de  primera  ioMancia  de  Seo  de  Ur- 
gd,  de  los  cuales  resulta:  :  » 

Que  D,  Luis  Gen  tu  rer,  á  nombre  dé  O.  Ramón  GalL  Gura  y  Hegente  del 
pueblo  de  Llés/D.  José  Armengol,  Beoefícíado  del  de  Traveseras,  y  D.  jo- 
sé  Font,  Rector  del  lugar  de  Araosá,  presentó  demaoda  en  el  espresado 
Juzgado  á  12  de  diciembre  de  1860  contra  Juan  Buscad  en  reclamaciou  de 
lan  pensiones  vencidas  y  no  pagadas  desde  el  año  1834  de  un  censo  afecto 
á  difereutes  obras  pías  fundadas  por  el  Barón  de  Llés: 

Qué  la  parte  demandada  pidió  y  obtuvo  que  se  cítase  de  eviccion  ó  sa- 
neamiento á  quien  le  habia  vendido  la  Gnca,  por  haberlo  hecho  Ubre  de 
todo  cargo  ó  gr&vámen: 

Que  él  Gobernador  de  la  provincia,  á  escitacion  de  Buscall,  requirió  de 
inhibición  al  Juez  de  Seo  de  Urgel,  fundándose  en  que  i  la  Hacienda  pú- 
blica correspondfa  él  cobro  de  las  indicadas  pensiones: 

Que  después  de  la  debida  tramitación  el  Juzgado  se  declaró  competen- 
té  para  entender  en  el  negocio,  fundiindose  en  el  art.  i  O  de  la  ley  de  20 
de  febrero  de  i9^.  Real  decreto  dé  20  de  setiembre  de  1852,  y  decisioues 
de  2  y  S  detebrero  de  1851,  de  14  de  enero  de  1850,  y  9  de  setiembre  y 
10  de  üfóviembte  del  mismo  año: 

Que  ÍDS^rendo  eD  su  requerimiento  el  Gobernador,  de  conformidad 
con  el  Consejo  provincial,  resultó  el  presente  conflicto: 

Vista  la  Jfey  de  1.°^  de  mayo  dé  1855,  que  ^n  su  art.  1."  declara  en  es- 
tado de  venta  todos  los  censos  pertenecientes  al  Clero: 

Visto  el  art.  23  de  la  instrucción  de  31  de  mayo  de  1855,  que  confia  á 
ios  Gobernacbres  civiles  la  autoridad  superior  gubernativa  en  las  provin-> 
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yqtre'^s  réditos  estén  destioádó'á^ '  (^vktíU^  las  cargas  de  ^íg unas  obt*as 
l^fas'/^fiá'fftúíftse  por  fo  ifátito  cpmpi^ieiídido  en  las  leyes  de&ámorüzadojra? 
séguD  la  cftóda  Biéal  órtíettxle  27  de  agostp  de  1862,  seria  oecesario  aue- 
mí^  pía^af'ttíié  feorresp'ondí^.se  é  laantdriílaa  administrativa  el  conocímleD- 
tbú^  \^  reetáitiabióQ  de  pensiones  del  expresado  censó,  que  la  Hacienda 
^líéW^^ítiCHtítadá'-beéí:    '  '" 

2/  Que  reclamándose  en  la  demanda  que  ha  motiv 
cotiflfcíffrd^  yenfelíñies  tencidai  y  no  pagodas,  y  estando 
ci  fcíteaí)-CbtiVébl6  dé  25  rfe  agbsto  de  1859  el  derecho  de 
retenet  sus  bienes  á  condición  de  permutarlos  por  insc 
ftemf^,'^' ¿Vidente  qué  la  Hacrenda  no  se  halla  ibcautádá 
d^l  cetifeo  (íHífeiiesliOT),  por  mas  que  este  sea  permutable,  r^ 
(íiblé^Sn'sÜ*Cdí6's^gün  láá  leyes  de  desamortización  vigente; 

'  Contdriibándóme  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  autoridad  judicial,  sin 
pérjStttó'tfe  la  permutación  y  redención  ó  venta  del  referido  censo  si  pro- 
cediesen'■  ' 

Dado  en  Palacio  i  quince  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
Kslá^hittriéíidd'de  la  Re'al  mano.—  El  Presidente  del  (Coqsejo  de  Ministros^ 
Ramotí  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  24  de  abril  de  i867.) 

Cfc.t  hí)  Si  ti/.;  >.    .     -  _______    • 


:,:-/.-;-   ■         116. 

,\|^jf^]p[ii[peieBeia  (15  de  abril  de  1867.).— Pago  nt  un  terreno 

OCUPADO  POR  BL  CONTRATISTA  DE  >  UNA    OBItA    PÚBLICA. -^Se  decide    á 

íavor  de  la  Administracioii  la  competencia  suscitada  entre  el  Go- 
bernador de  b  provincia  de  Orense  y  el  }uez  de  primera  instancia 
de  (tivadatia,  con  motivo  de  h,  demanda  présen^da  por  D.  José 
BeruaTdt)  de  Novoa  contra  D.  Fermín  Gornti,  y  se  resuelve: 

'  Que  ú  tetiór  de  lo  dispuesto  en  el  núm.  2.°  de  la  Real  orden  de 
19  desetUmlfrédé  184S,  las  redamaciones  que  se  susciten  con  mo- 
tivoMlq  (Haupaaion  de^  terrems  particulares  para  depositar  mate" 
ria^$^$(dú  pueden  entablarse  ante  el  Jefe  poUHoo^hoy  Gobernador^ 
m  perjuicio  de  acudir  á  la  vía  contenciosa  cuando  el  negocio  ad' 
quirieU'titei^ráeéerf  peie  siempre  ante  los  Consejos  provinciales^ 
6eld&^Mádo,^'eírsuC(itiv. 

^ti  ^^^sfieitiéüté*  t'áütós  dé'competeucfa  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor tiefijÉíphivmeíadef  Orense  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Rivada- 
w,^dü^1tííl^étaaliésí'estíltar 

'  Qde^  Pro(Airtidor  Dv  José  María  Rodriguez  á  nombre  de  D.  José  Ber- 
aarUodeNovoa^tfetmi^ó'óD.  "Fermin  Güxrlti,  piévio  el  Oportuno  acto 
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porte  de  una  heredad  propia  del  demaodaDte,  y  que  Gorriii,  oomc^ti^gi)- 

■  '\^m^iííimíiMmxfiím9¡úf^  sin 

Mm  1^  íMü^uiQJQ^.isqaikHMluiQs  por 

•  i"   .-.I  ".' -^wíhjB  if  tí  y  I  Jíj -Til 

eurrió  ai  Gobernador  de  ((2C|Hr»vio- 
^ado  de  ÍDliibícion  por  ser  de    la 
DtéQder  en  aquel  uegocio; 
Q,Me  60  su  coosecuencia,  el  Gobernador  lo  hizo  asi,  fuDdáodose  eo  que 
la  ocupAciOD  que  habia  dado  orfgetr>i  la  demanda  era  temporal;  eo  la 
ley  de  47  de  julio  de  1836;  en  el  párrafo  cuarto,  art.  8.®  de  la  ley  de  2  de 
abril  de  ia454  v  en  el  6.*»  del  artículo  83  de  la  ley  de  S5  de^setléraSre  de 
iS63;  eQ  el  aart.  %\  deil  recámente  de27de  juliade  í853;6b  «IBíetfT  de- 
creto de  i9  de  setien^ta  de  i$45,  y.en  Tam9deeisjotie»sbbfe  e«B09.aiiá- 

lOgOS:  .       ,  ,^,-,(5  :■  .   .',- 

Que  sustabeíado  el  incidente  de  <;o^npel«ncia,  el  Jues^  s^parándo^if'^el 
dictamen  del  Promotor  fiscal,,  se  declaró  competente  para  entfeníferi-i^vel 
negocio,  en  razón  á  que  si  )g  ocupación  objeto  del  litigio  que  dio  Q^usa  al 
presente  coqflicto  fué  perpetua,  no  se  llenaron  los  requisitos  exigidos  4>or 
la  ley  de  espropiacion  por  causa  de  utilidad  pública;  y  si  fué  temporal ^ 
tampoco  se  ajusló  á  \o  que  prewene  la  segunda  parte  del  caso  3/  d^  ar- 
tículo 20  de  la  ley  de  ferro- carriles:  *"* 

Que  insistiendo  ^  su  requirimiento  el  Gobernador*,  dAia3QÉf«nitliad 
con  lo  espuesto  por  el  Consejo  provincial,  ha  resultado  el  presente  con- 
flicto que  ha  seguido  sus  tréiqítes:  ;  ti  í 

Visto  el  núm.  1/  de  la  Real  orden  de  19  de  setiembre  de  4845,  ^ue 
previene  que  ningún  camino  ni  obra  pública  en  curso  de  ejeoucioni  se^  de- 
tenga ni  paralice  por  las  oposiciones  que  bajo  cualquiera  forma  (medao 
intentarse  con  motivo  de  los  daños  y. perjuicios  que,  al  ejecutar  las  mis- 
mas obras,  se  ocasionen  por  la  ocupación  de  terrenos,  escavaciones  heebafi 
en  los  mismos,  estraccion,  acarreo  y  depósito  de  mü^leriajes  y  otras^  ser- 
vidumbres á  que  están  necesariamente  sujetas,  baijo  la  debida  indemnisa  - 
cion,  las  propiedades  contiguas  á  las  obras  públicas: 

Visto  el  núm.  2.^' de  la  misma  Real  drden,  que  previeoe  que  lis  in- 
demois;aeiones  y  r^sarcimieate  de  daños  y  perjuicios  oeastosados  por  la 
ejecución  d^esta  clase  de  obras  solo  podrán  solicitaran  an4e  el  iefe  .poUtt- 
co  respectivo^  hoy  Gobernador  de  laprovincia^  eJ.^ue  dispondré  d^ite  Aen- 
gan  cumplido  efecto  á  ía  mayor  brevedad  posible,  habiendo  coQfornHdad 
entre  el  reclamapte  y  la  parte  que  deba  resarcir  el  daño,  procurando 
avenirlos  cuando  mediase  alguna  diferencia: 

Vistes  los  artículos  30  y  31  de  la  instrucción  de  10  de  octubre  de  4845 
que  confirman  lo  prevenido  en  las  disposiciones  aoteríorm^ttCa  citadas: 

Considerando:  «     ,.      .  -i 

1  ^  Que  el  plei  to  que  motivó  el  presente  cenflicto  versaba^ sobre!» ^ue 
el  contratista  del  ferrocarril  de  Orense  á  Vigodjebia  abobar  ft^demandan- 
te  por  haberle  ocupado  con  escombros  una  heredad:  >-^' 

2.?  Qyeal  tenor  de  Indispuesto  ^ii4.fiúm;:2,?deil«<Ae<á4i!d0l9  de  19 
de  setíembrie  ()q  1Í$45í  las  reclamaciones  jquesQsiiscitf^noi^iin^íiróiée  la 
ocupación  de  terrenos  particulares  para  depositar;  fiMüteriileaioloiPttadea 
ents^larsf  apte^l  Jef|^  político^  hoy  gobernador  déla  >pmigil^i«v  sin  per- 
juicio (leacMiitr  á  la  y\^  oont^cii}$A  €iu|todo  el  negaQio^atffiíirieae  ^atej^r 
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'  CfOmpeí^VM^ta  li&  4eMbriÍ4ei  ifi67.).^BA6o  de  pemsiohes 
€Bii»Aitt.^Se  det^kle  á  faTor  de  la  Admiiiistracioii  í»  oompetencia 
OTMitwtowike^iflotefBaidof  lée  4a  fH^mtia'de  Patencia  y  ^1  Jue  z 
de  primera  instancia  de  Sfatdaña,  con  motivo  de  la  demanda  pre- 
«eWaíthr  «per  D.  Antonio  Marta  de  Vetásco  contra  los  vecinos  del 
imeMo  de  Santa  Cruz  del  Monte,  y  se  resuelve: 
;'\  Queseywi  los  artkulos  1.".  5.  y  1.^  del  Real  decreto  de  12  de 
f^rifi  df  1847  los  Ayuntamientos  no  pueden  ser  competidos  al 
'  paggi  de  su§  desdas  ppr  los  Tribunales,  ordinarios,  sino,  esclusiva- 
mente  por  la  Administración  de  la  manera  §  forma  establecidas  en 
4iel»  RmLideattk^. 

En  el  espediente  y  autos  de  eompetencia  suscitada  entre  el  Gobertra> 
4or.d»tla  pDo^cttde  S^léocta  f  ei  lúea  de  primera  insCancrd  de  Salda- 
lar^  deiog  cuales  resulte: 

Que  en  1*2  de  diciembre  de  i866  el  Procurador  O.  Pedro  García  de  la 
Presa  en  nombre  de  O.  Antonio  María  de  Vefaseo,  presentó  demanda  eje- 
ttiUva  en  el  espresado  Juzgado  contra -lodos  y  cada  uno  de  los  vecinos  del 
pQebio  de  Santa  Cruz  del  Monte  sobre  el  pago  de  dos  anualidades  de  un 
«Mso,  que  esle  .pueblo  pagaba  al  demandante  en  virtud  de  sentencia  de 
9de.|uJiode  1846: 

Qucrdespactiado  el  oportuno  mandamiento  de  ejecución  y  después  de 
haberse  OfJue<;to  á  día  elespresado  Afuiftamiénto  recurrió  al  Gobernador 
dQ  la  provincia;  nmoifestflndo  <)ue  el  lúes  de  prfmera  instancia  se  hallaba 
et)teadie0é(yeii  un  ne^io'de  laeselusfvb  oe^petencia  déla  Admtnis- 
tradon:  .      . 

Qu»  eo  en  conseeoonefa  esta  autoridad  requirió  de  inhibición  al 
iuegado  do  Saldaña^  fundánd^e  en  el  Real  decreto  de  (2  de  marzo 
dei847: 

(^  después  de  la  debida  tramitación  el  Jufz,  de  conformidad  con  el 
dictamen  del  Promotor  fiscal,  se  declaró  competente  para  entender  en  el 
negocio,  per  cnanto  la  demanda  no  iba  dirigida  contra  el  Ayuntamiento, 
síoo contra  lodes^y  cada  uno  ds  los*  vecinos  del  pueblo  dts  Sania  Cruz  del 
Mente: 

Quelnoiftléettdoen^'re(|uerMento  eí  Gobernador,  de  conformidad 
^n  lo «epueoto  por  el  liOnsejo  provincial,  resultó  el  presente  conflicto 
<pwfliatoegnido  sus  trámites: 

'   Wi&toieliítt.i'l  •del  Real  decreto  de  H  de  mar«o  de  Í8I7,  según  el 
coalv«Miitfor'li9deiidas<de  les  AytiDtamienfos  no  sé  batten  declaradas - 
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por  ana  ejeeatoHa^  toca  á  {&>Adiiiiii»8fracto&  «SMAioarliB^i^á^tf  «di^Jiiatér^ 
minar  sí  nao  de  ioduirse  ó  no/següo  que  filete  ciara  é  dutlosa  su^egki-^ 
midad,  en  er(H*e^upuest9<)rdloáTíoó  etf^hsdilekíiMl'tovpespo^  ' 

*  Visto  el  art;  ñ»^úe  la  citada  disposi«í(m,qu«¿f}reVféBé  <}»étdiécfeftítíii^á 
i^^timidaid  de  It  deuda  por  uaa  ejecutoria ( ta'ínehiirá«|iA^«tft<imfétiÍo; 
bajo  80  resp^saiaSiidad  en  el  presup^stomúnicilia),  deiitmtle']iM>40')jiaá 
siguieiite8«l  e»Que  prdseotare  aifuet  doeunienti6  ef  9ÚT¡eéñót^4^qtííétí^éñ 
el  acto  se  le  dará  el  oportuno  recibo;  -  :  ^  'O  )   . 

Visto  el  art.  7.®  de  la  misma  disposición ,  que  establece  que  la  decisión 
de  las  cuestiones  concernientes  a]  arreglo  entre  el  a(;reed9r  y  el  Ayunta- 
miento cuando  ésta  no  tenga  medios  ni  recursos  para  pagar  ausf  ieudas» 
como  al  arreglo  mismo,  toca  esclusfvavnenie  á  la  Administración,  escep- 
tuando  la  decisión  de  aquellas  qne  sean  relativas  á  Ja  legitimidad  y  ante- 
íación  de  créditos,  las  cuales  se  llevarán  á  los  Tfrbtínalea  compdetíreá: 

Considerando: 

I.®  Que  en  ia  demanda  que  ha>:moiindo  el  preee&te»  cofi^ieiiD  nor^se 
pedia  la  deciaracíoD  de  un  derecho,  sino  el  pago  de  los  réidifto&de  un^eeo- 
so,  que  el  pueblo  de  Santa  Cruz  del  Monie  debia  al  deniaudiBdo  aegilii  sen- 
tencia pasada  ya  en  autoridad  de  cosa  juzgada.  ;     ' 

2.^  Que  según  los  artículos  citados  del  Real  decreto  de  12  de  marzo 
de  i 847  los  Ayuntamientos  no  pueden  ser  compeiidos  al  pago  de  sus  deu- 
das por  los  Tribunales  ordinarios,  sino  esclusivamente  por  la  Adfnioistrtí- 
cion  de  la  manera  y  fornrya  establecidas  en  la  disposición  citada; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  éli  p^eoo. 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  ia  Admfnistracioo.v  •  ^     .. 

Dado  en  Palacio  á  quince  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
E.stá  rubricado  de  la  Real  mAno.->Bl  Presidente  del  Con8ej<^  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.->4Publieada  en  la  Gaceta  ik2é  de  abril  tdé 
i867.)  .  I    ^       . 


118. 

Senteneia  (5  de  abril  de  4867.). — JüsiiPREcro  del  ter<«i#o 

OCUPADO  POR  LA  ESTACIÓN  DE  UN  FERROCARRIL- — Sc  dccIará  impro- 
cedente el  recurso  de  revisión  interpuesto  por  D.  Maauel  Mas  y 
Camprubí  contra  el  Real  decrelo-seatencia  de  20  de  abril  de  1866, 
dictado  en  pleito  sobre  coafiri&acioQ  ó  revocación  de  la.  Real  orden 
de  Si  de  octubre  de  1889,  y  se  resuelve: 

i.^  Que  el  térmitw  señdlüdo  para  interponer  el  recurso  de  r«- 
vimn  es  el  de  dos  meseSy  contados  desde  la  n&tificacion  de  la  rf«/i- 
vitiva; 

Y  2."  que  al  disponer  el  art.  269  deí  reglamento  d^e  lo  Conten- 
cioso que  no  se  cuenten  los  dias  feriados  é  inútiles  en  los  plazos  se- 
arlados  por  dias,  resuelve  indirecta^ pero  virtualrnenle^qM'e^estín  fe- 
gla  no  es  aplicable  á  los  términos  que  se  cuentan  por  meses,  ds  io» 
cuaks  nunca  se  han  descontado  ni  aun  lo$  dios  festivos  . 

Doña  Isabel  II:  ... 

«En  el  recurso  de  revisiou  qie  pende  en  el  CMSejo  de  Eitado"  etitre 
Don  Manuel  Mas  y  Camprubí,  veeino  de  Barcelona^  repres^audopor  el 
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l4'ain^«dQ{i)4)J<8H)iUDiM«m.d«rPM^  rocun'cmte^  y  mi  Fiseal  en  QonH^re 
d^li^AamiQistracloo,  coadyuvada  por  el  Liceociado  D.  Faustino  Rodri*- 
guez  SifrjRmlnf^ie»>i;e|«?s^U(5i«i»  de  la  empueü^del  ferr^carrii  de  Bar- 
i;el(Hm4jteniofelUcíODir«  fl  Real  íeí^Tj^io-seolencía  que  rec«yd  tomo  re- 
soii}§ioo/m«(,ea  el.pieitQ.seguidQ^  io^UDisia  Afü  (Deaciooado  Ma^y  Oaoi- 
pfubj; soi^üe^y^cacioa de  la  Beal  lórc^ü^de  31  de  OQtuiíretde  i^^,  que 
9^fu-iQb48i|PPiemeQ^  y  sí«/olámsiUÍj).de  rever^ioo  eHusliprecío  de  uo  ter- 
reno ocupado  para  la  estación  del  indicada  ferro  carril. 

..yisM)i,  ,  ......      1 

^  Vistos:  ios  antecedeotes,  4e.  k>s  cuales  resulta:  ^ 

Que  tratánclo  la  empresa  delJerro^,ci»rril  de  Barcelona  á  Ua^orell,  de- 
DOiBiiia^la  del  Centro,  jde  ocupar  en  el  año  4853  para  la  estación  une  tierra 
de  l^bor,  de  inedia  mojada  de  cabida,  que  en^  aquella  época  poseia  la  me- 
nor Doña  Jloaqqina  tiaiirán,  conMg^a  al  camino  de  Ronda,  cérea  de  la 
puerta  de  Isabel  II  de  la  espresada  ciudad,  se  procedió,  con  arreglo  á  lo 
l^e^QrüAteQ  el  artícuio  7.**  de  l^  ley  de  espropiacion  forzosa  de  il  de  ju- 
IsQ  dej£36,  al  justiprecio  del  terreno  en  cuestión  por  Jos  dos  peritos 
nombrafios  al  efecto,  uno  por  cada  parte,  quienes  de  conformidad  apre- 
ciaron el  terreno  que  debía  ser  espropiado  en  77^  libras  40  sueldos,  mo- 
neda de  Cataluña,  mas  el  3  por  400  del  valor  integro  de  la  tasación,  de- 
jando 4  saiyo  el  derecho  que  la  interesada  creia  tener  de  recobrar  el  pre- 
dio inediante  la  devolución  del  importe  de  la  valoración,  llegado  el  caso  de 
que  por  el  ensanche  proyectado  de  la  ciudad  dejase  de  servir  para  los  usos 
á  qu^  se  le  destinaba;  y  como  la  empresa  se  resistiese  á  esteoiier  la  es* 
crilura  cop  la  cláusula  de  reversión  admitida  por  los  peritos,  y  consigDa- 
se «n. depósito  en  la  Caja  sucursal  la  cantidad  fijada. por  los  mismos,  acu- 
dió Do&a  Joaquina  Ganrán,  representada  por  su  curador  Dv  Gaspar  Pon- 
piana«.^l  Gobernador  de  la  provincia,  en  26  da  junio  de  18H,  pidiendo 
que  se  estendiera  la  escritura  de  espropíacion  con  la  condición  precitada; 
y  con  vista  de  lo  manifestado  por  la  empresa  en  oficio  comunicado  al  Go- 
bernador en  6  de  julio  siguiente,  de  otra  nueva  instancia  del  curadorde  la 
interesada  en  oposición  al  anterior  oücio  de  la  empresa,  é  informe  de  la 
Diputación  provincial,  el  Gobernador  resolvió  en  providencia  de  4.®  de 
mar%o  de  4855  que  admitiese  la  empresa  la  espressda  cláusula  de  rever- 
sión, y  que  en  «u  consecuencia  se  oiorgijse  úu  dilación  la  escritura  acor- 
dada entre  las  partes,  con  la  limitación  de  que  la  enunciada  cláusula  ca- 
ducaría á  los  99  años,  en  que  el  camino  será  de  dominio  del  Estado: 

Que  con  motivo  de  una  comunicación  dirigida  al  Gobernador  en  44  de 
febiero  ríe  4859  por  el  empresario  constructor  de  la  línea,  en  solicitud  de 
que  adoptase  en  el  espediente,  paralizado  hasta  la  indicada  fecha,  la 
resolución  qc^e,  estiina^e  justa,  el  Consejo  provincial,  al  que  se  pasó  á  in- 
forme, propuso  en  20  de  junio  una  nueva  valoración  del  terreno,  en  los 
términos  prevenidos  en  el  Real  decreto  de  47  de  julio  de  4836,  como  me- 
dio (í^,^esolver  en  justicia  las  cuestiones  suscitadas,  y  el  Gobernador  se 
conformó  con  este  dictamen  por  su  providencia  de  28  del  mismo  mes: 

Que  D.  Maonel  Mas  y  Camprubí  subrof^ado  en  los  derechos  de  la  re- 
currente, acudióla  la  citada  autoridad  en  29  de  juíiu  inmediato  posterior 
pidiené^  la  reforma  de  la  espresada  providencia,  ó  que  en  otro  caso  se 
elevara  el  espe^ieiite  alJüioisterio^e  Fomento  para  su  resolución  con  vis- 
ta de  las  dos  providencias  gubernativas  contradictorias;  y  elevado  en  su 
consecuencia  á  la  Superioridad,  se  aprobó  por  Real  orden  de  34  de  octu- 
br(j  de  485ft^. previo  informe  del  Abo^gado  consultor  del  espresado  Minis- 
terio, ia  tasación  simple  é  incondicional  verificada  por  los  peritos  de  las 
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partes,  y  sededaró  do  haber  llagar  é  la  preieosiún  de  Dona  Jc^()uÍDa 
íiaurán:  ., 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  GoBsejo  de  Estado  por  ej  Dr.  Doa 
Bernardo  Frau,  y  mejorada  después  por  el  Licepci^o  D.  J|oaq.uJp  María 
de  Paz  á  nombre  de  D.  Manuel  Mas  y  Camprubí,  pidiendo  que  se  dejase 
sin  electo  la  Real  orden  de  31  de  octubre  de  <859  y  la  providencia  gu^ 
bernativa  de  28  de  junio  del  mismo  año,  declarando  al  propio  tiem|i)0  que 
debían  llevarse  á  cumplido  efecto  la  valoración  hecha  de  mutua  confor- 
midad por  los  peritos  nombrados  por  ambas  partes  interesadas  j  la  reso- 
lución del  Gobernador  de  1/*  de  marzo  de  1855,  y  que  en  su  consecuen- 
<;ia  la  empresa  del  ferro- carril  de  Barcelona  á  Martorell  veni^  obligada  á 
la  entrega  dentro  de  tercero  día  del  importe  de  la  valoración  del  terreno, 
y  admitir  en  la  escritura  la  cláusula  de  reversión  para  la  eventnaÜdad  de 
que  por  el  ensanche  de  la  espresada  ciudad  hubiera  de  retirarse  la  estación 
principal  del  punto  en  que  se  hallaba  establecida: 

Vista  la  escritura  de  concordia  apn'bada  judiciahnente»  que  había  sido 
celebrada  entre  Doña  Juana  Lavival,  curadora  de  su  hija  Doña  Joaauina 
^Gaurán  y  Lavival,  con  la  interveneíon  esta  última  de  su  curador  «uí  titem 
D.  Gaspar  Pouplana,  y  D.  Manuel  Mas  y  Camprubí;  presentada  por  la  re- 
presentación del  último,  á  íio  de  acreditar  su  personalidad: 

Visto  el  Real  decreto  sentencia  recaido  después  de  haberse  sustancia- 
do por  sus  trámites  la  anterior  demanda  en  20  de  abril  de  1866,  publicado 
«n  26  del  mismo  mes,  y  por  el  cual,  considerando  que  los  peritos  no  to^ 
marón  en  cuenta  la  eventualidad  de  que  el  ensanche  de  Barcelona  Réjase 
«in  objeto  la  espropiacioo  del  terreno  deque  se  trata  ,  resultando  por  ello 
tal  vez  diminuto  é  incompleto  el  justiprecio,  como  lo  reconoció  en  el  es- 
pediente gubernativo  la  empresa  en  el  hecho  de  proponer  á  la  parte  es- 
propiada  un  nuevo  justiprecio  que  comprendiese  esta  eventualidad;  se  ab- 
solvió á  la  Administración  de  la  demanda,  y  se  confirmó  la  Real  orden 
por  ella  reclamada,  reservando  al  demandante  el  derecho  que  entienda 
tener  á  un  nuevo  justiprecio  en  que  se  tome  en  consideración  por  los  pe- 
ritos la  eventualidad  espresada  en  el  referido  considera wd<»?  '     •  ^"^ 

Vistas  las^ diligencias  en  que  aparece  que  tuvo  lugar  la  notiticacioD  del 
Real  decreto-sentencia  anterior  á  las  partes,  y  poir  consiguiente  á  la  r6- 
presentacion  de  Mas  y  Cam[)fubí  el  dia  5  de  junio  inmedilito  posterior: 

Visto  el  recurso  de  revisión  interpuesto  contra  el  propio  Real  decreto  - 
sentencia  por  el  Licenciado  D.  Joaquín  María  de  Paz,  en  nombre  del  cita- 
do Mas  y  Camprubí,  en  escrito  presentado  en  el  Consexo  de  Estado  el  dia 
24  de  setiembre  siguiente,  pretendiendo  que  tanto  por  16  que  sé  estable  - 
«e  en  el  considerando  antes  referido,  como  jJor  la  reserva  que  se  hatíeen 
su  parle  resolmiva  del  derecho  que  el  demandante  entendtei'ft  tener  &  un 
nuevo  justiprecio  en  que  se  tomara  en  consideración  por  los  peritos  ta 
eventualidad  indicada  en  el  considerando  espresado,  incurre  el  fatlo  en  el 
<lefecto  de  recaer  sobre  cosas  no  pedidas,  ó  de  haberse  omitido  proveer 
sobre  alguno  de  los  capítulos  de  la  demanda:  jl 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscaí  pidiendo  la.  imprbcedén  - 
cia  del  recurso  interpuesto,  así  en  el  tiempo  como  en  el  fondo*:  ' 

Visto  el  del  Licenciado  D.  Faustino  Rodriguez  San  Pédró,  en  i^ré - 
seniacion  de  la  sociedad  concesionaria  á^V  rerró-carrir  de^-fercétóna  á 
Martorell^  formulando  en  concepto  de  coadyuvante  de  fei  Adnttnistrtdon 
la  nHsma  pretensión  que  mi  Fiscal,  estendiéndola  á  1»  espresa  c^ndetía- 
t'ion  de  costas  ó  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 275  del  reglamento: 
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SSNTENGliS  V  ^CfdlONS^  VKL  C0!V3EK)  BE  ESTADO.' 

TlWeslo^^art^feulbáííSiaaOySflStJél  reglamento  de  fo  Conteúciosa: 

Considerando  que  el  término  señalado  para  interponer  el  recurso  de  re- 
VféÍon4s«1  de^io^  meaeg;  (jibtádos  des3é  !á  nÓtiHéacion  de  ía  definitiva: 
'  iáoti^iétrfndo '^ue  al  djs^oflef  el  aít.  269  del  reglamento  de  lo  Con- 
tenélosíS  c|de üo  ise  cüeüteii  l<fs  días  feriados  é  inútiles  en  los  plazos  sena- 
ladospbrdiás, resuelve  indirecta  pero  virtualmente  que  esta  regla  no  es 
a^cable  á  los^  términos  qué  ^e  cuentan  por  meses/  de  los  cuales  nunca 
sé  Ifalí  descontado  ñr  aun  los  dias  festivos: 

Considerando  que  notificada  la  definitiva  á  D.  Manuel  Mas  y  Gampru-^ 
bf  en  S  de  jeínio,  no  se  interpuso  el  recurso  de  revisión  hasta  el  24  de  se- 
tiembre, es  decir,  fuera  del  tiempo  iiábil: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno» 
constitutdo  en  Sala  de  lo  Contencioso,  Vengo  en  declarar  improcedente 
este  recurso/ 

Dado  en  Palacio  á  5  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  síele.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros^ 
Raroon  Maria  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se» 
cretario  generaldel  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  el  Consejo  pleno,  constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  acordá 
que  se  tenga  como  recsolucion  final  en  la  instancia  y  autos  á  qué  se  refie- 
re; que  Felina  á  los  mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inser^ 
te  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  íO  de  abril  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
OaQCtú  de  27  de  abril  de  i  867.) 


it9. 


Sentencia  (5  de  abñl  de  Í867.).-— Reconocimiento  de  üw 
cEiíso. — AÉON0  de  pensiones.— Se  absuelve  á  la  lestamentaría  del 
Duque  de  Frías  de  la  demanda  interpuesta  por  la  AdmiDistracion 
sobre  confirmación  ó  revocación  de  las  Reales  (ordenes  de  i&  de  ju- 
lio de  1848  y  11  de  marzo  de  i850 ;  se  confirman  éstas,  y  se  re- 
suelve: 

i."  Que  dictada  una  Real  orden  como  resultado  de  un  aveni- 
miento  entre  la  Administración  adiva  y  un  particular,  no  es  posi- 
ble en  la  viu  contenciosa  alterar  el  estado  de  los  derechos  que  por 
aquel  $^  crearon^  sin  entrar  en  el  examen  de  cuestiones  reservadas 
á  tos  Trihunalés  ordit¡arios: 

2."  Qué  el  simple  reeoiwcimiento  de  un  derecho  en  la  esfera  ,pu  - 
rnmf;nte  adv(^inisir:aUva,  ttunca  es  un  obstáculo  que  pueda  impedir 
el  examen  de  ese  mismo  derecho  ante  los  Tribunales  competentes, 
i^M^n^p  01  efecto  el  oportuno  juicio: 

^i^    Quejas  Reales  á^^denes  sobre  iiegodos  en  que  se  versen  iw- 

íere^$  deia  Hacienda  púbiica,  no  pueden  tener  otro  valor  que  el  de 

Itínsúltí^ión  finhl  necesaria  en  el  espediente  gubernativo,  que  debe 

preceded  en  dithos  negocios  antes  que  pasen  á  ser  judiciales; 

Y  i."*    que  las  facultades  de  la  Administración,  ni  en  lo  guber- 
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ñamo  k«€n^lúeoñmdb'^é,'ámmciñ  "áWMitéiMW^^ 
celebrado^Pt^peUnfi¡ij¡>  ^W^P^mK^  lli^^^^k^^Lm 

Do8a -Isabel  H;<íto.         •fíf--'/.—     ••    '   ^  ^^i  ^^  ^n^nw^^y^M^ 

«ED«t  pteito  que  pende  a^e  él  Góbséio  dfe  Kst^dd'^ 
instancia,  entre  palrte*',  de  1t  uná  la  Adrhrai^tracioo  ^| 
represeátada  por  mi  Pfátsal,  d^noíattdante,  y  de  ík  btr'á 
de  Mena  y  Zorrilla,  en  nombre  áe  láteátámi^ntaría  d( 
demandada;  sobre  revocaeibú  de  lááReafés  Órdenes  dé 
y  4  Me  marzo  de  1850,  espedidas  por  el  Ministéno  de  I 
to  hayan  reconocido  obligación  eñ-  el  Tesoro 'p(Íb)i(5o  d( 
dos  qttrnto^  áé  ios  censos  impuestos  sobre'  los  Ektados  de 
á  la  casa  de  Frias  las  pensiones  de  los  es  presad  os  quint 
la  misma: 

Visto:        •'  ■  '       '•   '■  '    •    ■     •■    :  •"■';-';;■ 

Vistos  losaúteceideDtes,  tí^ío*  cuales  resolta:  ' ' '  ]  ''!'!'. 

Que  el  Sr  D.  Eoriqíi^  II,  en  vlrtud.de  varias  tíéifulás,  Iii20  dóift¿rótf 
á  D.  Garicía  Alvarez  de  Toledo  dé  las  villas  de  Piedrahiía,,el  Barco,  Amii- 
ron,  Forcajíída,  Valdccol'rtejo,  Ofopesa  y  otras,  para  sí,  sus  hijos  y  iJiíc^jq- 
res  á  quien  él  quisíete,  determinando  que  lo  hacia  eb  pago  de  suá  mtích^^. 
servicios  y  en  remuneración  de  la  renuncia  del  Maestrazgo  de'iSatít'ili¿3, 
que  hbbia'  hecho  para  que  el  Rey  pudiera  proTteerlo  en  D.  Pedro  BÍéjfiáT 
donaciones  que  fueron  confirmadas  por  las  Cortes  de  Burgos  éñ  flde  agdá- 
to  de  1379:       -       .  ..  .         *^       ^      '  ^      V    ...    ..P>   o 

Quede  los  referidos  Estados  y  con  Reaí  autorización  formó  éd'^S  M 
agosto  de  1457  D.  Fernando  Alvarez  de  Toledo,  heredero  de'D.  (Jarclk,.. 
un  mayorazgo,  y  sus  sucesores  *iíínífau3lfe?(ín  sobre  los  bienes  del  nüsmtr 
varios  censos;  y  habiendo  recaído  el  vínculo  en  Dona  María  del  Ptlár  dá 
Silva,  Duquesa  de  Alba,  el  Fiscal  ctel  Consejo  de  Hacienda,  en  virtud  ^e 
las  leyes  á  la  sazón  vigentes,  sobre  mercedes  enriquenas,  dedujo  en  i80'2' 
demanda  de  reversión  á4a  Corona/y  ocurrida  en  el  propio  ajiq  la^iniierte  ' 
de  la  Duquesa,  se  incautó  la  nación  de  todos  tos  bienes,  y  poKsenti^pcia 
firrtie  de  4  de  octubre  de  1806  se  declararon  incorporados  Vi  Fisco  los 
mismos  bienes  procedenleá  de  la  indicada  donación  enriqaeha'l     '.\'^'  ^ 

Que 'la  casar  ^el  Dizque  de  Frías,  sucíesora  en  el  vínétito,  |)retetidid'  alo 
embargo  muyioego  ta*esciU9Í0D  de  algunos  bieíi<>s  que  se  habían  conl|ire^- . 
dido  indebidamente  en  el  mencionado  secuestro  y  adjudicación,  y  no  pto*^ 
cediao  de  la  refefida  dooacioB,  por  maS  que  Á>rmasea  parte  del  víncold,  y 
por  sentencia  firme  de  i  2  de  agosto  de  1816  se  mandaron  declarar  eneíái^- 
io  al  Duque  de  Frías  varias  lincas  reclamadas,  con  los  frutos  perctbido^  por 
Ja  Hacienda:  '        „         .   ' 
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ro  en  todo  Di  eo  parte  p^nsiop  alguna  de  censos  impuestos  sohvñi  los 
Estados  de  Oropesa  por  la  parte  que  de  ellos  fué  reincorporada  al  Fisco; 
pero  anunciada  la  venta  de  las  fincas  reincorporadas,  pretendió  el  Duque 
deFxi^  aa484d^MeiD0«a  Teriücara  la  suba&ta  sin  reconoeeHe  sobre 
e11^ap€i  quiiotas  partes  de  los  capitales  de  censos  que  pesaban  sobre  la  ge* 
necf)í4fyd  (^  los  6:»tados  de  Oropesa»  y  ^que  se  le  reintegrasen  las  peosio-? 
oes cafre^popdien tesa  estas  dos  quintas  partes  que  satisfizo  en  Jugar  de 
lall£Íc^)ndfk,.toila  vez.  que  lo?;  censualistas  prefirieron  dirigirse  contra  su 
persona^  atendidas  Jaa  vicisitudes  por  que  pasó  el  Tesoro  públioo,  propo- 
niendo al  efeqto  quese  ie  adjudicaran  varias  de  aquellas  fincas  ,  tomando 
el  Duque^obre  sí  ¡la  totalidad  de  los  referidos  censos  y  pudieodo  la  nación 
enajenar  .corno  libres  loá  bienes  restantes: 

Que  las  oficinas  provinciales  de  Toledo,  sin  exigir  prueba  alguna  do- 
cumental de  tales  derechos,  y  aun  refiriéndose  principalmente  á  los  datos 
suministrados  por  los  adrniaistradores  del  Duque,  formaron  una  liquida- 
ción 4^.  i  0^,806  escudos  788  milésimas  de  c^ipital,  y  79,577  escudos  18^ 
milésimas  de  réditos,  contra  la  nación;  pero  la  Admiiiistracion  general  de 
Bienes  nacionales  observó  que  presentaba  el  asunto  tal  oscuridad  que  no  era 
lácil  formar  juicio  exacto  en  la  materia,  si  bien  concretada  la  dificultad 
del  mámenlo  á  sí  el  trascurso  del  tiempo  habia  producido  la  prescripción 
del  capital^  además  de  la  de  los  réditos ,  y  resuelta  en  sentido  negativo, 
opinó  áue  lo  que  urgía  era  determinar  si  ías  fincas  debían  ó  no  venderse 
desde  luego,  y  si  se  venderían  en  concepto  de  libros  ó  de  gravadas;  é  ins- 
taqdo^l  Duque  .para  que  se  le  atendiera  ,  oponiéndose  en  otro  caso  á  la 
venta,  formulo  x^ualro  proposiciones,  basadas  en  el  reconocimiento  por  la 
Hacienda  del  crédito  á  su  favor  por  los  dos  quintos  del  capital  y  réditos  es- 
presados^  las  cuales  modificó  primero  la  Junta  superior  de  Ventas  de 
Bienes  nacionales  en  su  consulta  de  14  de  mayo  de  1845^  y  después  la 
Sección  de  Hacienda  del  Consejo  Real  en  su  informe  de  iO  de  junio  de  4848, 
siendo  k  principal  de  las  modificaciones  aconsejadas  por  la  referida  Sec- 
cioD^la,  de  qufs  se  acudiera  á  las  Cortes  á  fin  de  que  autorizasen  que  en  este 
caso  se  prescindiera  de  la  subasta  prevenida  por  la  ley,  y  que  se  sometiera 
al  duque  la  aceptación  de  las  propias  modificaciones: 

Que  de  eatera  conformidad  con  lo  espueste,  se  dictó  la  Real  órdea  de 
45  de  julio  de  1848  (primera  de  las  reclamadas),  contestando  el  Duque  en 
25  de  octui^re  siguiente,  que  se  veia  en  la  precisión  de  aceptar  las  espre- 
sadas condiciones,  siempre,  que  se  llevase  á  efecto  el  contrato  con  pronti- 
tody  pudiendo  reservarse  para  después  el  dar  cuenta  á  las  Cortes: 

.,,Que  la  Dirección  general  de  Fincas  del  Estado  fué  de  parecer  en  13  de 
noviembre  inmediato  Dosteríor,  que  para  obviar  la  complicación  de  acu^* 
dir  41^  Corte  ]  sacar  las  fincas  á  pública  subasta  por  el  tipo 

ofre¿'<|o  ya  po  ;  y  oída  sobre  el  particular  la  Dirección  délo 

CodC^cíoso,  s  áeal  orden  de  II  de  n^irzo  de  1850  j(aegUDda 

de  Ja3,' reclama  i  qual  se  aprobaron  las  condiciones  propuestas 

po^«el.|)qqiie.d|3  Frias,  con  las  modificaciones  adoplaias  por  el  interesa- 
do^qgqie^  u^aíc4  la /upla  de  Ventas  de  Bienes  nacionales  en  el  informe  de 
i4^¡f^%d^,iB^^,  de  que  se  ha  hecho  mérito;  se  mandó  sacar  Jas  citat- 
das  ipi^.¿;pútiLjca  subasta  por  el  tipo  qae  el  Dnque  ofreció,  y  se  dispu- 
so á^^^^o^l^^eipar^  poner  término  a  las  reclaowcíones  j  pleitos  que  se 
au8<iUÍyriJ|pl aoibre el  pago  de  los  réditos  délos  280,000  ducados*  tmpuestoi^ 
é  e^¿H^,|¿r  lik^ifiínta  Duquesa  de  Alba  sobre  el  Estado  de  Oropesa,  se  pro* 
pusieni  al  tiuque  de  Frías  que  en  pago  del  precio  de  las  fineas  (fue  se  Je 
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adjudicaras,  as  le  admitiría  el  imfK»n8  de  Ivs  eaotidadei  aailafeclMt^  por 
réditos  de  los  censos,  y  el  de  sus  capitales,  oscedo  loa  qtye  hubfeaeo  ve* 
nido  á  ser  propiedad  de  la  nación,  como  sacesopa  de  íasMceuftunidsáes  y 
corporacioneai  cayo  fevorse  impiísieroo:  ' 

Que  suapeodida  la  subasta  por  reclamaciones  particulares,  medicada 
luego  la  t<6fi|islaoioo  sol>i%  ventas  de  bienes  del  Catado,  y  ées^pues  de  t»« 
rios  incidentes  ocurridos,  dispuso  la  Dirección  genei^al  del  ramo, 'en  i 7 
de  febrero  de  i 859,  que  se  reclamase  del  Administrador  de  Toledo  e)  íd« 
ven  taino  de  las  fincas  revertidas  de  Oropesa,  y  qne  se  llamara  por  eéiéto« 
judiciales  en  el  Bvktin  oficial  y  Gaceta  de  Madrid  á  todos  los  eenaua- 
íistaa  contra  la  totalidad  de  los  Estados  de  Oropesa,  á  fin  de  que  presen- 
taran sus  respectivos  títulos  de  imposición  para  que  en  vista  deeHos  se 
hiciese  constar  por  diligencia  la  persona  interesada,  pensión,  y  finca  6 
fincas  obligadas: 

Que  veriífcado  así,  y  no  habiendo  comparecido  nadie  en  los  30  días 
que  al  efecto  se  fijaron  de  término,  ordenó  la  Dirección  del  raiito  en  29 
de  abril  siguiente  que  se  sacaran  las  fiocas  á  la  venta  en  concepto  de 
libres: 

Qne  adjudicadas  éslae  á  la  testamentaría  del  Duque  ée  Friae  por  re<« 
soltar  el  mejor  postor,  reprodujo  entonces  la  indicada  casa  su  anterior 
pretensión,  relativa  al  reconocimiento  del  gravamen  y  del  reintegro  da 
las  pensiones^  presentando  al  intento  las  escrituras  de  imposición  para 
qne  surtieran  los  efectos  oportunos: 

Que  e)  Negociado  observó  que  las  referidas  escrituras  no  eran  las  de 
imposición,  sino  las  de  venta  y  redención  de  los  censos;  que  de  éstos,  unoa 
habían  sido  impuestos  para  dotes  y  otros  objetos  de  utilidad  propia  y  pm*- 
sóoal  de  los  Condes  de  Oropesa;  que  respecto  de^otros  no  constaba  á  qné 
fin  se  aplicaron  los  capitales  de  la  fundación,  y  que  en  varios  aparecía 
que  la  hipoteca  no  fué  mancomunada,  sino  concreta  á  fincas  determina- 
das; concluyendo  por  proponer  que  ante  todo  debra  resolverse  la  coestioD 
de  si  los  Condes  de  Oropesa  pudieron  imponer  legalmente  los  espresadoa 
censos,  y  en  caso  afirmativo,  si  todos  debían  pesar,  aunque  pi*oporcioaal- 
mente,  sobre  la  nación: 

Que  pasado  el  espediente  á  informe  de  la  Asesoría  general ,  fué  ésta 
de  parecer  qué  la  Hacienda  venia  obligada  al  reconocimiento  de  loS'  es- 
presados capitales  y  abono  de  réditos;  y  en  su  consecuencia  se  procedió  á' 
la  liquidación  del  capital  y  réditos ,  y  no  ofreciendo  dudas  el  primero,  la 
Janta  superior  de  Ventas,  en  sesión  de  15  de  junio  de  1860,  acordó  ve- 
rificar desde  luego  el  abono  del  capital  en  la  suma  de  105,^06  escudos 
788  milésimas;  y  procediéndose  después  á  las  operaciones  necesarias  para 
liqmdar  tosrédi'tos,  ocurrió  al  Director  del  ramo  alguna  duda  sobre  si  se 
debfa  aplicar  al  caso  presente  la  Beal  orden  de  8  de  mayo  de  i860  sobre 
capitalización  de  ceosofi,  interpelando  al  efecto  al  Negoeiado  que  propuso 
la  refiolncion  al  Jefe  de  la  Sección,  al  Negociado  de  censos,  y  por  último 
al  segundo  Jefe  de  la  misma  Dirección: 

Que  este  tomó^el  asunto  desde  su  origen,  entró  á  examinar  el  funda- 
mento del  parecer  <le  la  Asesoría,  y  apoyado:  primero,  en  que  por  la  re- 
serva contenida  en  la  facultad  Real  para  imponerlos  céasOb.  la  Hacietida 
no  estaba  obligada  á  reconocer  los  impuestos  mancomunaaamente  sobre 
los  estados*  dé  Oropesa;  segundo,  en  que  el  Fisco  no  aparecía  cendeoadc^ 
al  |>a|^  reclamado  por  sentencia  ó proñdéocia  firme;  y  tercera,  en  quiera 
títulos  presentados  para  acreditar  ¿  existencia  de  los  ¿ensd&uo  eran  feha-* 
ctentes:  opmó  que  debia  acordarie  la  revocación  del  laaüerdj»  de  ia  junta 
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d6ro^|eiMMli(^diiíj9EWiJf  MB/fh  cmi  devolneiotí  imnediata  del  «8{»Har 
rei]»|^giíflid<^f  «Qs^p^pD^d^  la.^i<q«idteíoD.  de  ior  róitítos^ 

yQ9§#Qi)^«9l«  d^  m  ^oi^fltdieetOD  i|tte  rMutliaba  eoim^sle  diclémen  y 
el  citado  aDteriormente  de  la  Asesorfiy  de  20  de  mayo  de  Í8d0>  se  oye  ib 
ésiflbitolimefio;  f!^<)ietófiieot4e4tde  i86<,  despoes  de  espiicar  que  no 
se.«íi)eyí  ÍlaiQSMÍa!ines  qupá  resoiver  eormí  euestioD  previa  la*  genera  I  de  si 
iof  (cenfioa  4i^)>i&a  coBgjderarae  legftiiDaineote  impuestos  y  obligatorios 
para^e^B^Udo^  sip  -ddseeRdjeriaf  esiámeQ  y^  ealificacioQ  de  Ditiguoo  de; 
eUisa^eB^iarticíyap,  conj^ig^odo  (fue  eo  laodo  slgono  enteodió  prejuzgar 
el^akR^^elosdocumepiefi  lelaAivosá  cade  eeoao  y  sus  réditos  y  á  l& 
panÉfi^^WeoQta  q^e  pudiera  eofiespondereí  Tesorot,  insistió  en  que  era  ler 
gail^y  ji^ta  la  obligaeioB  reconocida  desparte  del  Fisco  de  indeiiiBiEar  et 
capiiíaj  f.rédifoa  pagadott  de  ios  censos  eq  cuestión^  ea  ia  parte  en  que 
afecten  á  Jos  bienes  del  Condado  de  Oropesa  revertidos  á  )a  Corona;  pero^ 
'  aga^^'qu^  á  fin  de  liquidar  en  foroM  eJ  importe  de  dicha  obligación, 
detyartwpiiarse  el  espedieotev  exigiendo  al  Duque  de  Frias  la  presentación 
d%¿0Qilfo««tes  jfehaqieotes  dé  la  imposición  de  cada  uno  de  ios  censos  y 
de  la  subsistencia  de  los  censualistas  que  legítimamente  ios  disfruten,  cont. 
maf^Js^fpantidad  i)ue  por  tal  concepto  bubíese  sátisfeebo;  y  redamando  áei 
Ttíto^Bñl  d^Cuentas  los  antecedentes  relativos  á  la  liquidación  y  prorateo» 
depilas  cargas  del  Estado  de  Oropesa,  verificados  en  \Si%: 

<i(tee(Ja'Piree«ion,  empero,  persistió  en  que  lo  proeedoBie  era  revocar 
el  acuerdo  de  la  Junta  de  Ventas  de  i5  de  julio  de  1860,  sin  perjuicio  d& 
ie%^Mfier>  V'  pagar; lo  que  apareciese  justo  en, virtud  del  examen  de  los  do- 
ciNmiPtQs  d«  ^da  caso,  que  astes  no  se  tuvieron  presentes;  y  la, Asesoría 
voifüó  4  efi>^tir  su  ppinion  en  el  sentido  de  que  no  debía  acordarse  aque* 
lia^f  ^v^Q8^0n  ha&ta  que  de  este  examen  de  documentos  resultara  que  ha-^ 
bigisüdo  infundado  ^  reconocimiento  del  todo  ó  parte  de  la  obiigaeion  con-^ 
tra,^:Bsí«do:       r 

;HV}f^e\OÁda. la  Sección  de  Hacienda  del  Consto  de^  Estado^  ^  de  con « 
fofpj^d  f;oo  su  consulta,  se  dictó  la  Real  orden  de  29  de  abril  de  186^ 
(orig^de.Jia&^fpre8en^es, autos),  que  tomando  el  asanto  desde  su  princi- 
pio, resolvió  que  el  Tesoro  no  venia  obligado  á  lo  qiie^l  Duque  de  Frias^ 
supoaia.y  que  para  desvanecer  toda  dud^a  sobre  si  el  reconocimiento  de 
tal.pbiigacioo  babia  sido  hecho  por  las  Reales  órdenes  de  15  de  julio  de 
i^8.y.4il  lie  marz^o  de  1^50,  tse  pidiera  su  revocación  por  k  vía  conten- ' 

Vist-a^  la  deajanda  interpuesta  en  su  virtud  ante  eíl  Consejo  de  Estado 
perufK^iJFiscal,  cod  la  pretensión  de  que  se  revoquen  las  Reales  órdenes 
de  44  de  iulio  de  1848  y  1 1  de  marzo  de  1850,  en  cuanto  puedan  implicar 
elrjre<ú>no($iwientQ  del  derecho  del  Ducado  de  Frias  é  Jos  dos  cfu i  o  tos  del 
capílid^de  ki  totalidad, de  les  ceesos  impwstos  sobre  los  antiguos  Estados^ 
de  Orppe^a,  y  al  reintegro  de  las^  pensiones  satisfechas  correspondiente» 
á  J^:pai8n9ji^,/8ÍQ  periuicjo  de  que  eatos  derechos  invocados  por  la  referi- 
da casa  se  Ventilen  ante  la  Autoridad  judicial  competente: 

y^)^  el  eae^jta presentado  por  el  Dr,  D.  AntODÍo  Mena  y  Zorrilla,  en 
no^ie  ^0) la}»l«sta¿ien tapia  t del  Duque  de  Frias,  mostrándose  parte,  y 
n>$i^D¿^í^l9lj|^dQ}pprjnedio  de,U(9  otrosí,  que  al  mismo  tiempo  que  la  deman'-' 
d%d^  miJ^isofiroje^iabljá  otra  en  repi^esentacion  del  Duque  de  Frias,  pi- 
di^dje^lfkff evpcaciOQ  de  ia  Real  orden  de  29  de  abril  de  1865,  y  solicitan- 
de<4B  acfai^ulacion: de  ia  espresada  demanda  á  la  de  mi  Fiscal  por  cuanto 
ios  dos  pleiitoVimplicaQ  la  misma  cuestión: 
tí  Vi^oel  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  en  que  se  hubo  pqr  parte^ 
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al  referido  Letrado  en  la  indícaci^  repres«títacioD,  y  en  ewaolo  á'lso  pre^ 
tendido  en  el  otrosí,  se  acordono  b|i£fi^Jugar  por  ahor«,  y  siaperjuioio: 
Vista  la  contestación  á  la  demanda  propuesta  por  el  pi^pr»  Letrudo, 
en  que  pretendió  la  revocación,  no  y»  de  las  Realefórdope*  de^ddenju- 
nio  de  1848  y  i  i  de  marzo  de  i850,  sioo  de  la  Real  órdenr  de  29  de  abül 
de  1865,  y  que  en  9U  virtud,  sancionada  nuevamente  y  cuando  menos  ei^ 
principio  la  divisibilidad  y  prorateo  de  las  referidas  cargas  censuales  entre 
las  fíocas  revertidas  y  las  devueltas  »h  €oiKte  de  Oropesa  por  ejeieuloria  de; 
i8i&,  se  mande  abonar  á  la  testamentaria  del  áltime  Conde  las  cantidadeft 
<}ue,  previo  examen  de^ocumenlos,  resniten  serle  debidas;  Meiy  com» 
parle  del  oapitol  de  los  censos^  bren  en  concepto  de  intereses  devengados: 
Vista  la  Real  orden  de  20 de  setiembre  de  1852,  en  cuyo  art.  4.'  se 
dispone  que  corresponden  al  conocinHento  de  Jos  Jaegados  y -Tribunales  de 
Justicia  competentes  las  cuestiones  que  versan  sobre  e4  deminio  de^lot  bie- 
nes nacionales  enajenados  y  cualesquinra  otros  derechos  que  se  funden  en 
títulos  anteriores  ápostermes  é  la  subasta^  é  sean  independientes' de  eilac^ 
Considerando  que  habiendo  sido-  espedidas  la«  Reales  órdenes  de  15  de 
julio  de  i848  y  it  de  niurzo  de  1850  como  resoltado  de  un  avenimkDto 
entre  la  Administración  activa  y  el  Dw|«e  de  Frias,  no  e»  posible  en  la  vía 
contenciosa  alterar  el  estado  de  cosas  que  creeroo  sin  entrar  en  el^ examen 
de  cuestiones  reservadas  á  los  Tribunales ord^n«rios: 

Considerando  que  aun  en  eP  supuesto  de  qne  dichas  Reale»  órdemes 
implicaran,  como  se  sostiene  en  la  demanda  el  recouecimiente  de  les  de- 
rechos que  invoca  la  testamentaría  de  Frias,  semejante  reconoei mienta  tmr 
la  esfera  puramente  administrativa  nunca  sería' un  obstáculo  que  pudiera' 
imp^ir  el  exáraeo  de  esosmísmes  derechos  ante  los  Tribunales eoEopeten'' 
tes,  incoando  al  efecto  el  juicio  oportuna  cualquiera  de  los  intere8adlesí,»t«^- 
da  vez  que  aquellas  no  pueden  tener  otro  valor  que  el  de  la  resolueieíé 
final  necesaria  en  el  espediente  gubernativo  que  debe  preceder  en  les  Be^- 
gociosen  que  se  verseo  intereses  de  la  Hacienda  pública,  antes  que  pasen 
á  ser  judiciales:  *  - 

Y  considerando  que  por  parte  del  Ministerio  ñscai,  demamlante,  se  re- 
conoce la  incompetencia  de  la  Administración  contenciosa  para  entrar  eo 
el  examen  de  los  derechos  que  sostiene  la  testamentarla  del  Duque  dei 
Frias,  pretendiéndose  también  por  parte  de  é^ta  que-  las  facullade»  de  lai 
Administración,  ni  en  lo  .guberoativo  ni  en  rio'  eontenciose>  alcanzan  á  la 
anulación  de  contratos  celebrados  bajo  el  influjo  del  derecho  común;  • 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  testamentarla 
del  Duque  de  Frías  y  en  confirmar  las  Reales  órdenes  reclamadas  de  45  de 
julio  de  1 848  y  H  de-  marzo  de  1 850,  dejando  sin  efecto  las  declarAeioiiee 
que  contiene  la  Real  orden  de  29  de  abril  de  4805,  sin  perjnície  de  queí 
las  partes  usen  de  su  derecho  donde  vieren  convenirles.  ' 

Dado  en  Palacio  á  cincede  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete^^-^ 
Está  rubricado  de  la  Real  mano: — El  Presíder^te  del  Consejo  de  Mintstroe^ 
Ramón  María  Narvaez.»  ^* 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  SÑr^ 
cretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  cclebranao  etM|4Íf 
pública  la  Sala  de  lo  contencioso,  acordó  que   se  tenga  como  rt^st^fi 
íintíl  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se-  una  á  les  misipli 
notiíiqtie  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  eo  La  Galceta;  de'q»taí«ei4il 

Madrid  41  de  abril  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.-^Pufertiéadaf^e  t^i^ 
baceta  de  28  do  abril  de  4867.)  -  -  ? 
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de  Laviana,  previa  citacioD  del  Promotor,  con  siete  testigos,  para  demos- 
trar que  la  mina  Matilde  no  estuvo  abandonada  desde  que  perteneció  á  ia- 
Duquesa  de  Leuchtemberg,  sino  poblada  por  el  tiempo  que  la  ley  del  rama 
prevenia: 

Y  por  último  ,  que  en  i9  de  mayo  de  1865  el  Gobernador  de  la  pro- 
vincia declaró  caducada  la  concesión  de  la  mencionada  mina  JUatilde,  ad- 
mitiendo en  su  consecuencia  el  registro  Ya  te  hallé. 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  provincial  de  Oviedo  por 
la  Duquesa  de  Leuchtemberg  ,  manifestando  que  no  podia  menos  de  opo- 
nerse .  porque  la  mina  Matilde  estuvo  siempre  poblada ,  y  la  concesio- 
naria nabia  sostenido  el  número  correspondiente  de  trabajadores,  desti- 
nándolos á  una  ú  otra  de  las  cuatro  pertenencias  de  que  constaba,  apro- 
vechando el  beneficio  otorgado  por  el  art.  70,  párrafo  segundo ,  del  re- 
filamento  de  25  de  febrero  de  1863  ,  relativo  al  art.  152  de  Fa  féy  de  6  de 
julio  de  1859,  en  que  se  prevenía  que  para  el  ptieble  no  era  Indispensable 
que  estuvieran  los  trabajadores  distribuidos  en  todas  las  pertenencia:», 
sino  qne  acudían  á  donde  en  cada  caso  mas  con  venia  á  los  intereses  de  la* 
empresa;  y  pidió  que  se  revocase  el  decreto  del  Gobernador  y  que  se  de- 
clarara subsistente  la  concesión: 

Visto  el  escrito  de  contestación  producido  por  el  representante  de  ha 
Administración,  en  que  espresó: 

Que  la  justificación  hecha  por  la  Duquesa  en  el  espediente  gubernativo 
lo  habia  sido  sin  citación  contraria  y  fuera  del  término  de  15  dias  preve- 
nido por  el  art.  78  del  reglamento  de  5  de  octubre  de  1859: 

Que  de  todas  suertes  no  representando  la  mina  Matilde  mas  trahajns 
quelos  que  correspondian  al  pueble  de  dos  años,  en  vez  de  seis  y  mrdio 
contados  por  mitaa  y  desde  1847  á  1864,  procedía  la  caducidad  con  arre- 
glo  al  art.  50  de  la  ley;  y  solicitó  (jue  se  desestimara  la  demanda  con  im- 
posición de  costas  á  la  concesionana: 

Visto  el  de  D.  José  Dosal,  en  que  consignó  esta  misma  pretensión: 

Vistos  los  de  réplica  y  duplica,  en  que  reprodujeron  ses  respectivas 
reclamaciones: 

Vistas  las  pruebas  practicadas,  y  entre  ellas: 

1.**  La  diligencia  de  reconocimiento  ejecutado  á  instancia  de  la  Dn- 
quesa  por  el  Ingeniero  D.  Francisco  Mateo,  y  el  informe  que  en  su  virtud 
dio,  del  que  apareció: 

Que  estando  completamente  cegadas  las  labores  de  tres  galerías,  ctiyos 
hundimientos  se  observaban  en  la  superficie ,  se  advertía  además  qué  la 
que  estaba  frente  á  los  trabajos  recientes  era  la  de  mayor  importancia, 
sin  que  por  esto  pudiera  asegurar  en  qué  consistían: 

Que  en  el  mismo  sitio  se  hallaban  dos  lumbreras  hundidas,  que,  sien- 
do necesarias  para  la  ventilación ,  era  claro  que  habia  de  tener  bastante 
longitud  la  galería  á  que  pertenecían: 

Que  las  noticias  que  adquirió  el  Ingeniero  Director  de  las  labores  y  de 
los  operarios  empleados  en  ellas ,  estaban  conformes  en  que  alcanzando^ 
el.  limite  de  la  capa,  fueron  arrancando  y  rellenando^  imMA'^é  ibnn 
en  retroceso: 

Y  por  último ,  que  la  mina  Matilde  se  encantraba  fuera  de  todas  las 
«•nd^io^es  de  esplotacion  y  á  una  grande  distancia  ,  y  con  maHsimos  f^ji- 
minos  para  conducir  el  poco  carbón  que  produjera  al  punto  mas  próximo 
de  embarqué: 

2.*  El  certificado  del  Oficial  Jefe  de  la  Sección  de  Fomento  del 'Go- 
bierno de  la  provincia  ,  espedido  de  orden  del  Consejo- provfbcial  ett  ábto 
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,^^a  Q^^or  proveer,  del  que,  consta,  que  ia  mina  Jíifat^de,  de  la  per teneD- 
€ia  de  la  Duquesa  de  Leuchtemberg,  había  sido  demareada  en  24  de  julio 
d^  1847  yfiü  el  misí»u  dia  se  puso  en  poseiíoa  4  Ja  CQQcesioDaría: 

Vista  laseotebcia  dictada  por  el  Consejo  pro  vi  acial  de  Oviedo  en  ii 
de  julio  de  1866,  por  la  cual  falló  que  debia  revocar  y  revocaba  la  provi- 
dencia gubernativa  de  i 9  de  mayo  de  l665,  por  la  que  se  declaró  la  cadu- 
cidad de  la  concesión  Matilde,  mandando  en  su  coosécueocía  quedara  sin 
«arso  y  fenecido  el  registro  que  hizo  el  demandado,  habiéndose  notificadt> 
este  Tallo  á  las  partes  en  14  del  mencionado  junio  y  ano  de  1866: 

Vistos,  la  apelación  que  D.  José  Dosal  interpuso  y  ol  auto  en  que  le  fué 
admitida: 

Visto  el  escrito  de  mejora  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licenciado 
Don  Felipe  Padierna  de  Villapadierna,  á  nombre  de  D.  José  Dosal  y  Quesa- 
'da,  pidiendo  la  revocación  de  la  espresada  sentencia  y  que  quedara  en  su 
virtud  subsistente  lo  acordado  en  la  providencia  gubernativa: 

Vistos,  otro  de  i6  de  noviembre  de  4866  del  mismo  Letrado,  acusando 
la  rebeldía  al  apelado;  y  ei  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  de  20  del 
xeferido  mes  y  año,  en  que  la  hubo  por  acusada: 

Considerando  que  no  ha  iustiíicado  el  demandante  la  falta  de  labor  le- 
^al  en  k  mintL  Matüde  por  el  tiempo  marcado  en  la  ley,  pues  si  lo  afirman 
los  testigos  examinados  á  su  instancia,  aseguran  lo  contrario  los  presenta- 
dos por  ia  Duquesa  de  Leuchtemberg,  teniendo  mas  valor  las  declaraciones 
de  éstos,  no  solo  por  ser  mayor  en  número,  sino  porque  muchos  de  ellos 
^n  sido  trabajadores  en  la  mina,  deduciéndose  además  del  infornoe  del 
Ingeniero  que  en  esta  se  han  hecho  labores  de  importancia: 

Considerando  que  para  declarar  la  caducidad  y  privar  de  su  propiedad 
4il  concesionario,  es  indispensable  que  se  halle  plenamente  probada  la  falta 
de  labores  que  prescribe  la  ley; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  délo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  contirmar  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo 
provincial  en  su  parte  resolutiva. 

Dado  en  Palacio  á  cinco  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.-- 
£stá  rubricado  de  la  Real  roano.—EI  Presidente  del  Consejo  de  Ministros 
Aamon  María  Narvaez.» 

.  Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  la  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  én  ia  Gacela;  de  que  certifico. 

Madrid  14  de  abril  de  i 867.^ Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
/«ice^a  de  30d6  abrü  de  1167.) 


i«i. 


Co^peUin^iA  (21  de  abril  de  1867.).— Daños  en  un  mon- 
te.—Sé  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  competencia  sus- 
citada e^lr^  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo  y  el  Juez  de 
primera  instancia  de  Infiéstp,  con  motivo  de  los  danos  causados  en 
unos  montes  del  Concejo  de  Cabranes,  y  se  resuelve: 

4.**    Que  á  lo$  Tribunales  de  Justicia  corresponde  por  regla  ge- 
neral  el  conocimiento  y  castigo  de  los  de/tíos,  particularmente  d& 
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¡c$  que  atacan  la  pnípiedad,  bien  %ea  indUAiwúy  bien  del  E$tado  ó 
de  corpóraeiones  pÚbHcas; 

Y  2.*  que  las  facultades  de  la  Administración  en  materia  pe- 
nal están  limitadas  á  la  corrección  de  las  faltas  castigadas  en  regla- 
mentos 6  disposiciones administralivaSf  y  siempre  con  penas  peciL-- 
níarias^  sin  que  en  ninaun  caso  se  estiendan  sus  atribuciones  á 
castigar  delitos  contra  la  propiedad,  sino  á  prevenir  los  aíenteulos 
contra  este  derecho, 

Ed  el  espediente  y  autos  de  competencia  negativa  suscitada  «atre  el 
^bernador  de  la  provincia  de  Oviedo  y  el  Juez  de  primera  instancia  de 
In Gesto,  de  les  cuates  resulta: 

Que  reconociendo  un  guarda  de  n^entes  les  del  Concejo  <ie  CaibraDes^ 
parroquia  de  Torazo,  halló  que  en  los  del  Estado,  Uamados  Posadorio  y  t^e- 
<1rosOy  se  hablan  causado  daños,  cortando  y  sustrayendo  alguna»  lenas  y 
iDaderas  cuyo  valor  no  llegaba  á  4,000  escudos;  y  después  de  instruir  las 
primeras  diligencias,  las  pasó  al  Juzgado  de  primera  iosUDCia  de  lotieeto^ 
según  le  habia  mandado  el  ingeniero  de  montes  del  distrito: 

Que  el  Juez  de  primera  instancia,  de  acuerdo  con  el  Pronioter  físea^)^ 
entendiendo  que  seguo  el  título  9.^  del  reglamento  á^M  á^  mayo  de  4865, 
correspondía  conocer  de  los  danos  causados  a^  Gobernador  dé  la^proviB- 
cia,  le  remitió  tas  actuaciones: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo  p^tivincjal,  las  derolviá 
aIJuzgado  requiríéndole  para  que  reconociera  su  jurisdicción  y  atribu- 
tiones  sobre  el  asunto,  apoyándose  en  que  según  el  mismo  reglamento 
citado  era  de  la  competencia  de  los  Tribunales  de  justicia,  por  haberse 
cometido  delitos  y  esceder  las  penas  correspondiente»  de  multas,  que 
son  las  únicas  que  pueden  imponerse  por  las  Autoridades  admiDietra- 
tifas: 

Que  el  Juez,  después  de  oir  al  Promotor  fiscal  dictó  auto  motivado  d9 
inhibición,  que  eonhrmó  la  Sata  segunda  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  fun- 
dándose CQ  la  Real  orden  de  26  4e  junio  de  i863;  artículos  121  y  124  del 
reglamento  de  17  de  mayo  de  1865;  artículos  186  y  siguiíBiitcs  del  tltu* 
lo  6.®  de  la^  Ordenanzas  de  22  de  diciembre  de  i833,  y  articulo  7.*  det 
Código  penal: 

Que  el  Juez  remitió  les  autos  originales  al  Gobernador  de  la  provior 
cia,  y  éste,  de  acuerdo  con  el  Gonse/o  provincial^  elevó  el  espediente  á  la 
Presidencia  del  Consejo  de  Ministros  en  i  I  de  junio  de  i 866;  y  pedidos 
los  autos  al  Juez  por  Real  orden  de  8  de  febrero  último,  cofitestó  haber- 
los remitido  al  Gobernador,  por  lo  que  debían  ebrar  en  el  espedienlé,  re* 
sttltaodo  por  consecuencia  el  presente  conflicto: 

Visto  el  art.  i21  del  reglamento  de  17  de  mayo  de  1865 ,  el  cual  dis- 
pone que  la  aplicación  de  las  Ordf^q^as  de  i 833  en  su  parte  penal  se 
subordinará  á  las  reglas  que  el  mismo  artículo  espresa ;  y  según  ke  dos 
primeras,  ia^  multan  y  denTáa^^spt)nsabilidade8.pe4¡9ai(ftfW>reiatiras  á  la 
corta,  venta  ó  benefício  de  aprovechamientos  fore§(ale(s  sin  la  áutorizacioii 
competente,  serán  impuestas  por  Jos  (gobernadores  de  proviocia,  salvo  lo 
que  dispone  el  art.  124;  y  cuando  la  infracción  de  un  precepto  de  la  ley^ 
del  reglamento  ó  de  las  Ordenanzas,  qutj  leuga  tma  DépaJidad  señalada, 
haya  sido  el  medio  de  perpetrar  un  delito  definido  eüi  el  tlódígo,  *fle  abs- 
Yer>drán  loa  Gobernadores  de  conocer  de  la  infracóíoQ,  preservarán  su 
castigo  á  los  tribunales: 
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^V^fittoelart.  i3Á  á»\  loisiika  regkiroefito,  el  cutlípreTÍeoe  que  detof 
daños  causados  eo  onootei  púbHcos,  cuyo  io^porle  ^sceda  de  i|000  escudos 
cp^Qcei^a  los  Tribunales  de  jfisticia,  cao  arreglo  á  Jas prescrípciouesdel 
OSdigo  penal; 

'  Vistos  ios  arts.  186  y  siguientes  del  t¡t.  6.^  de  las  Ordenanzas  de  Mon- 
tes de  22  de  diciembre  de  i83S,  que  señalan  penas  pecuniarias  para  el 
easiijí^oxle  las  contra  venciones  á  las  miBnMts'  Orde»Qnias; . 

..uifjsu  la  Real  órdeo4e  26  de  juniO'de  4^63,  ia  cnal  preriene: 

i.^ '  Qne  ia  parte  penal  de  las  Ordeoonzas  de  Montes  se  halla  vigente 
respecto  á  los  que  son  propiedad  del  Gatado,  de  las  provincias»  de  los 
Municipios  ó  corporaciones  de  carácter  también  público,  siendo  aplica- 
bies  sius  diftposkiooes  por  los  Jueces  y  Tribunales  con  arreglo  á  las  leyes: 

2.*  Que  en  tal  concepto,  y  como  ley  especial  para  castigar  toa  delitos  6 
i&firaecioo  ée  las  misnoas  Orctonanzas  que  se  cometan  en  loa  referidos  mon* 
les  públicos,  forman  parte  deia  escepcioo  contenida  en  el  art.  7/  del  Gó- 
diitotpenal  vigente: 

Y  3.*"  Que  este  rige  solo  y  esclusivamente  para  castigar  los  delitos  que 
se  cometan  en  los  meotes  de  dominio  particular,  aplicándose  sin  embargo 
sus  disposiciones  á  ios  montes  públicos  en  los  casca  v  circunstancias  que 
ocuKraq,  y  que  no  se  hallen  especificados  en  las  citadas  Ordenanzas: 

Yisto  el  art.  7.*  4el  C^igo  penal,  según  el  cual,  no  están  sujetes  á 
s^s  disposiciones  los  ddiloa  militares,  ios  de  ín^preota,  los  de  contraban- 
do, los  que  se  cometen  en  contravención  á  las  leyes  sanitarias,  ni  los  de* 
mis^^ae  esta  vieren  penados  por  leyes  especiales: 

(Considerando:  ' 

i.^  Que  el  becbo  origen  de  este  conílioloxonsisle,  no  solo  en  daños 
causados  en  montes  del  Estado,  sino  también  en  ia  iSiistraccion  de  made- 
ras y  lenas^h  cual  puede  constituir  delita  según  loque  délas  actuaciones 
resalte: 

2.*  Que  á  los  Tribunales  de  justicia  corresponde  per  regla  general  el 
conociiniento  y  castigo  de  loa  delitos,  partían larmenie  de  los  que  atacan 
la^propiedad,  bien  sea  individual,  bien  del  Estado  ó  de  corporaciones  pú« 
bhcae:   . 

^.*  Que  las  facultades  de  la  Administración  en  materia  penal  están 
limitadaa  á  la  corrección  de  las  faltas  castigadas  en  reglantentos  ó  dispo- 
sieioMK  administrativas,  y  siempre  con  penas  pecuniarias,  sin  aue  en 
ningún  caso  ae  estiendan  sus  atribuciones  á  castigar  delitos  contra  la  pro- 
piedad, sinoá  pi^ venir  loa  atentados  contra  este  derecho; 

tConfbrflDándome  con  lo  consultando  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno. 
Vengo  en  declarar  que  el  conocimiento  de  este  asunto  corresponde  i  la 
autoridad:  judicial. 

Dado  en  Palacio  á  veintiún^  de  abril  de  rail  ochocientas  sesenta}  siete, 
•^riatá  rui^icado  de  la  Real  raano.r--£l  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
iiiftrea,Eaínon  Mafia  Narvaaz.-*-(Publieada  en  la  Gacato  de  8  de  mayo 
deia#7.)  > 


.%'tft^rLEcieion  (i9  de  abril  de  1867.).— Obtención  arbi- 
TaARiA.TT'AR^oGAcipN  DE  ATRIBUCIONES  JUDICIALES. — Sc  dccIara  in- 
necesaria la  autorización  del  Gobernailor  de  la  provincia  de  Burgos 
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al  Juez  de  primera  iostaocia  de  la  capital  para  procesar  á  D.  Fran- 
dsco  Martínez,  Alcalde  de  Villarmero;  y  se  resuelve: 

Que  es  innecesaria  la  autorización  para  proceder  contra  un 
Alcalde  cuando  éste  obra  como  auxiliar  de  la  administración  de 
justicia. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  proTÍDcia  de  fiárgos  sos- 
tiene qae  es  necesaria  la  previa  autoriíacioo  para  procesar  á  D.  Fran- 
cisco Martínez,  Alcaide  de  villarmero,  contra  la  opinioirdel  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  la  capital,  que  entiende  lo  contrario,  y  del  coal  re- 
sulta: 

Que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Burgos  se  siguió  causa 
criminal  contra  Valentín  Martínez,  vecino  de  Villarmero,  en  la  cual  re- 
cayó sentencia  ejecutoria  dictada  por  la  Audiencia  del  territorio,  que  en^ 
tre  otros  particulares  mandó  se  sacase  el  oportuno  testimonio  de  lo  rela- 
tivo á  la  prisión  que  sufrieron  dos  vecinos  del  mismo  puoblo  por  orden  del 
Alcalde: 

Que  se  instruyeron  en  su  consecuencia  las  diligencias  correspondien- 
tes, de  las  que  aparece  que  con  motivo  de  una  cuestión  pronaovida  en  casa 
del  Valentín  Martínez,  y  noticioso  el  Alcalde  de  que  pudiera  haber  un 
conflicto,  se  trasladó  en  unión  de  un  sugeto  llamado  Ciríaco  Vivar  á  la 
casa  referida,  en  ia  que  encontró  á  tres  hombres  que  al  parecer  reñían  y 
daban  grandes  voces: 

Que  llamó  al  dueño  de  la  casa,  advírtiéndole  que  era  el  Alcalde;  mas 
como  la  con  testa  clon,  fuese  prorrumpir  en  insultos  á  la  autoridad,  y  al 
propio  tiempo  su  acompañante  Ciríaco  Vivar  recibiese  golpes  de  otro  de 
los  sugetos  que  estaban  dentro  de  la  habitación  llamó  á  los  individuos  aue 
estaban  con  el  Valentín  Martínez,  uno  de  los  cuales  era  el  Regidor  Cle- 
mente Franco,  y  los  mandó  á  la  cárcel,  en  la  que  permanecieron  encer- 
rados basta  el  siguiente  día: 

Que  habiendo  consultado  con  el  Juez  de  primera  instancia  qué  debe- 
ría hacer  con  los  detenidos,  le  manifestó  el  Juez  que  ponerlos  inmediata- 
mente en  libertad,  y  así  lo  verificó  después  de  haber  estado  detenidos  24 
horas: 

Que  pasada  la  causa  al  Promotor  fiscal^  espuso  que  podía  precederse 
libremente  contra  el  Alcalde  de  Villarmero,  puesto  que  en  el  caso  de  que 
se  trata  había  obrado  con  el  carácter  de  auxiliar  de  la  administradoo  de 
justicia,  arrogándose  además  una  atribución  judicial,  que  fué  ia  de  ar- 
restar sin  fundado  motivo  á  dos  sugetos,  uno  de  los  cuales  era  Re- 
gidor: 

Que  en  tal  estado  el  asunto ,  el  Juzgado  recibió  una  comunicación  del 
Gobernador  de  la  provincia,  en  la  que  le  requería  para  que  con  sospen- 
sioil  del  procedimiento  solicitase  la  autorización  previa  para  procesar  al 
Alcalde  de  Villarmero,  fundándose,  do  acuerdo "oon  el  parecer  del  Consejo 
provincial,  en  que  dicho  Alcalde  no  tenía  carácter  judicial  alguno  onando 
ordenó  la  detención  de  los  dos  vecinos,  habiéndola  verificado  gubernati- 
vamente: 

Que  oído  nuevamente  el  Promotor  fiscal,  y  de  conformidad  con  so  dic- 
tamen, el  Juez  dio  auto  declarando  innecesaria  la  autorización  por  la  ra- 
zón antes  enunciada  de  haber  obrado  el  Alcalde  con  carácter  judictal, 
cuyo  auto  filé  posteriormente  confirmado  por  la  Audiencia  territorial: 

Visto  ef  art.  10,  núm.  R.%  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  4t68: 

Conisíderando  que  eo  el  caso  de  que  se  trata  en  este  espediente  el  Ai« 
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■calde  de  Viltarmero  obró  eoiLel  oaráotec  do  4VxiMar  de^la  adoMDBtf^ci^ 
de  justicia,  como  lo  pri^ba  el  hecho  de  haber  coq^iltado  con  el  Jaez  de 
finiera  instaocia  loque  deberla  hacer xoo  ios  deteoidos,  y  ia.circuQStan- 
icia  de  haber  instruido  las  primeras  diligencias  por  el  desacato  que  contra 
él  cometió  el  precitado  Valentín  Martínez,  dueño  de  la  casa  en  que  tuvo 
Jugar  el  alboroto; 

Conformándome  eon  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Bstado,  Vengo  en  decliirar  innecesaria  la  autoriza- 
i^OD  deque  se  trata. 

Dado  en  Palacio  á  veintinueve  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siele. — Está  rubricado  de  la  Real  mano.--El  Presidente  del  Consejo  de 
Mioistros^  RamoQ  María  Narvaez. --(Publicada  eq  la  Gacela,  de  8  de  ma- 
yo de  i867.)  , 


IS^3. 


Aalaviza<eiaii  <29  de  Mbril  de  1867.).--lMPat}pj|N6u  tiemb- 
üARU. — Se  confiraia  la  negativa  del  Gobernador  de  ia  provincia  de 
Burgos  en  la  autorización  solicitada  por  eMuez  de  primera  instancia 
de  Castrogeriz  para  procesar  á  D.  Mariano  Diez,  Alcalde  de  dicha 
villa,  y  se  resuelve: 

Que  por  simples  Jactas  ó  escesos  que  no  merecen  mas  que  cor- 
rección gubernativa  ^  no  procede  l(i  autorización  wi  la  formación  de 
procedimiento  contra  un  Alcalde í 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  proviocia  4e  Burgos  ha 
negado  al  Juez  de  primera  iostaocia  de  Castrogeriz  la  autorización  para 
procesar  á  D.  Mariano  Diez,  Alcalde  de  este  úitínio  punto,  por  abuso  de 
autoridad,  y  del  cual  resulta: 

Que  el  citado  Alcalde  comisionó  el  día  31  de  octubre  último  al  Tenien- 
te primero  de  Alcalde  0.  Ceferino  Gil,  para  que  presidiese  el  colegio  electo- 
ral del  distrito  de  Poniente  de  Ct^stiogeriz  en  las  elecciopes  municipales 
que  el  día  siguiente  debían  verifícarset  y  a|  efecto 4e  remítió-con  un  oficio 
las  listas  délos  electores  del  mismo  distrito: 

Que  pocas  horas  d(i3pues  de  haber  dado  dicha  comisión  mandó  el  Al- 
calde un  segundo  oficio  al  Teniente  referido,  en  el  que  le  decia  que  le  de- 
volviese las  listas,  reservándose  seiíalarle  otra  presidencia  de  distritq  di  • 
versa  de  la  que  le  había  fijado  anteiríormen te:  f 

Que  no  hahieodo  recibido  el  Akalde  contestación  al  seguado  oücio, 
pasó  otro  nuevamente  al  mismo  Teniente  por  medio  de  un  alguacil,  el 
cual,  á  pesar  de  las  diligencia8>qa»4>factic4|Mira  encontrar  al  Teniente, 
no  pudo  hallarle  hasta  que  á  la  roaq^ana  del  siguiente  día,  y  en  el  momen- 
to de  ir  á  presidir  la  elección  del  díMrltO  de  Poniente,  le  entregó  el  tercer 
oficio  del  Alcalde: 

Que  el  Teniente  na  quiso  leerla,  pretesta'ndo  qué  era*  tarde  para  retirar 
ia  orden  que  primitivamente  sé  le  había  dado  de  presidir  aquel  distrito ,  y 
en  su  consecuencia  entró  en  el  local  de  la  elección  acompañado  de  otros 
dos  inéivídnos' que coQ^l  iban á  constituir  la  mesa  interina: 

Que  en  aquel  raomeatov  yaotes  de  que  la  elección  princi^asa^  llegó  al 
snsmo  local  el  Alcalde;  y  después  de  manifestar  al  Tenieftte  que  habla  de- 
tono in.'-Jurisprudencia  adminiitrativa.  38 
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t0f  minado  que  presidiese  otro  dislrilo»  y  que  le  eniregdse  las  listas  qae  el 
día  anterior  le  nábia  sunoinfstrado,  le  noandó  abaiidQna«e  aqael  sitio: 

Que  el  Teniente  se  opuso  á  ello,  negándose  también  á  hacer  entrega 
de  las  listas,  en  ^ista  de  lo  cual  el  Alcalde  se  las  arrebató  de  encima  de  )t 
mesa,  concluyendo  todo  por  retirarse  unos  y  otros  del  local: 

Que  el  Teniente  Alcalde  puso  lo  ocurrido  en  conocimiento  ^el  fmt  de 
primera  instancia,  instruyendo  además  por  si  diligencias  contra  el  Al- 
calde, ai  paso  que  éste  comunicó  el  suceso  al  Gobernador  de  la  pirovio- 
cia,  cuya  autoridad  mandó  como  primera  providencia  que  las  elecciones 
municipales  se  suspendiesen  hasta  nueva  orden,  y  además  dio  concisión 
al  Jefe  del  puesto  de  la  Guardia  civil  4e  Castrogeriz  para  que  practícase 
las  diligencias  condlicentes  á  la  averiguación  de  los  hechos  ocurridos: 

Que  el  Juez  de  primera  instancia,  oido  el  Promotor  fiscal,  solicitó  en 
seguida  la  autorización  para  procesar  al  Alcalde,  fundándose  en  los  moti« 
vos  que  el  Teniente  Alcalde  babia  alegado  para  creer  que  aquel  funcio- 
nario habia  delinquido;  pero  el  Go^rnador  contestó  al  Juzgado  que  antes 
de  resolver  sobre  la  autorización  era  necesario  recibir  la  información  que 
se  babia  mandado  practicar  al  Jefe  de  la  Guardia  civil: 

Qu&en  vista  de  dicha  información  en  la  que  «parecen  loe^^  hechos  tal 
como  se  dejan  k*eférido6,  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo  fH-a« 
vincial,  negó  la  antdrifacion  al  Juez  fundándoee  en  que  no  se  babiaíed* 
vinetido  delito  alguno  por  ej  Alcalde,  reduciéndose  todo  á  un  acto  impru* 
dente,  por  el  cual  había  sido  impuesta  una  multa  al  Alc^tlde  y  al  Te- 
niente: ^ 

Considerando  que  tanto  al  comisionar  al  primer  Teniente  Alcalde  pa- 
ra que  presidiera  la  elección  en  un  distrito,  como  al  retirar  esa  comisión 
ó  delegación,  es  indudable  que  el  Alcalde  de  Castrogeriz  estuvo  en  su  de- 
recho y  obró  dentro  de  sus  facultades,  con  arreglo  al  art.  86  de  la  ley  de 
«  de  enero  de  1845: 

Considerando  que  si  bien  dicho  Alcaide  no  mostró  la  debida  pruden- 
cia en  el  casoá  quot  se  contrae  este  espediente,  por  lo  cual  ya  ha  sido  cor- 
regido gubernativamente,  tampoco  puede  decirse  que  cometió  un  delito 
penado  en  el  Código,  puesto  que  ili  la  operación  electoral  habia  príncif>ia- 
do,  ni  el  acto  que  se  pretende  calificar  oe  delito  se  redujo  mas  que  á  ub 
cambio  de  palabras  entre  el  Alcalde  y  Teniente,  y  á  recoger  el  primero 
las  listad  electorales  que  habia  dado  aleegundo; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirinar  la  negativa  del  Go- 
bernador. 

Dado  en  Palacio  á  veintinueve  de  abril  de  mil  ochocientos  sesente  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— ElPreeidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gacela  de  8  de  mayo 
de  f867.) 

AnÉoriza^ion  (29  de  abril  de  1867.).— j^vasion  DEjcrit /he- 
so. — Se  confirma  la  jaegaliva  del  Gobernaddr  íe  Ja  Droyíncíá  de 
Salamanca  en  la  autorización  solicilada  por  el  Jiíe;^  de.primeraj ¿ns- 
tancja  de  Alba  de  Tormes  para  procesar  4  D«  J^^éGari^ia»  ^.^Aien- 
te  d«  Alcaide  de  Encinas  de  Ab^jo,  y  se  re^ueí^:       i^  a    >     < 

Que  fio  es  respomable  un  Teniente  AicaiáetlelBe^mn  thmm 
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fre$09  cuándo  e$ía  te  verifUa,  no  por  haber  dejada  de  guardar  to- 
dos los  medias  de  seguridad  requeridos,  sino  por  la  poca  seguridad 
y  malas  eondieiones  de  la  edrcel  las  cuales  permitían  ta  fuga  sin 
connivencia  con  persona  alguna. 

Bn.el  es^diéDte  6D  que  el  Gobernador  de  la  pirovincia  de  Salamanca 
1)»  negado  al  Jaez  de  primera  inatancia  <le  Alb?»  de  Tormes  la  a«teFÍEaf.i<m 
para  procesará  D.  José  García,  Teniente  Alcalde  de  Encioas  de  Abajo,  por 
evasioQ  de  un  preso,  y  vdel  cual  resulta: 

Que  el  29  de  Setiembre  último  por  la  tarde  una  pareja  de  Ja  Guardia 
civil  entregó  á  O.  Jesé  García,  Teniente  Alcalde  de  Encinas  de  Abajo,  un 
preso  llamado  Hataél  AiYarez  Pozo,  que  fué  puesto  en  fa  cárcel  pública: 

Que  habiéndole  advertido  los  guardias  que  el  preso  era  de  considera- 
ción, el  Teniente  Alcalde  fué  al  cuartel  de  la  Guardia  civil  é  pedir  anxilio 
al  Comandante  del  puesto  para  que  le  acompañaran  uno  ó  dos  guardias  y 
■Je  protegieran  en  el  acto  de  poner  grillos  al  píeso: 

Que  con  este  objeto  fueron  con  él  dos  guardias,  los  cuales^Tieron  poner 
los  grillos  al  preso;  y  terminada  esta  operación,  se  retiraron  al  cuartel  en 
unión  del  referido  Teniente  Alcalde  que  luego  se  dirigió  á  su  casa: 

Que  á  las  ocho  de  la  noche  hizo  la  requisa  en  la  cárcel  acompañado  de 
dos  vecinos  y  no  encontrando  novedad,  se  retiraron  á  sus  casas  hasta  que 
ai  amanecer  del  siguiente  dia  volvió  á  hacer  nueva  requisa,  v  al  ahrir  la 
puerta  hqlló  que  el  preso  se  había  fugado,  que  en  el  lecho  se  había  abierto 
un  agujero,  y  que  los  grillos  estaban  lirados  en  el  suelo: 

Que  inmediatamente  dio  parte  al  Alcalde,  el  cual  priucipló  á  instruir 
las  oportunas  diligencias  trasladándose  á  la  eéreel  con  varios  testigos,  y 
vieron  que  en  efecto  el  preso  debia  haberse  fugado  practicando  una  aber- 
tura en  el  techo,  que  era  poco  consistente,  y  desprendiéndose  pr4v¡aníe«r 
te  de  los  grillos,  los  cuales  no  tenían  tampoco  ninguna  solidez;    ^ 

Que  dado  parle  al  Juzgado  de  primera  instancia,  se  recibía  dcciaracio|i 
•á  vanas  personas,  y  se  hicieron  los  reconocimientos  uecesarios  para  la 
averiguación  de  los  medios  probables  de  la  fuga  del  preso;  apareciendo  de 
ello«,  como  ya  se  ha  dicho,  que  los  grillos  no  estaban  bien  adheridos  y  pu** 
dieron  ser  rotos  con  facilidad,  con  lo  cual  el  preso  quedó  en  disposición  de 
abrir  el  agujero  por  donde  se  escapó: 

Que  se  comprobó  también  que  el  local  en  que  se  colocó  al  preso  era  el 
mismo  en  que  se  acostumbraba  poner  á  los  de  su  clase,  sin  que  en  el  pue- 
blo existiese  otro  mas  á  propósito;  que  los  grillos  eran  los  que  'Serviaa 
para  casos  semejantes  corroborándose  en  cuanto  á  los  demás  estremos  la 
vígüawJia  del  Teniente  Alcalde,'el  cua4  por  uoí haber  alcaide  en  la  localidad 
era  el  Concííja  I  encargada  de  este  senricto: 

Q»e  el  rtomotor  fiíical  del  Juzgado  á  quien  pasaron  las  actuaciones  fué 
de  dictamen  que  debía  procesarse  al  Teniente  Alcalde  como  presutttoree 
del  delito  de  connivencia  en  la  evasión  del  preso  Rafael  Alvarez;  y  confor- 
me el  Juez  con  esteíparecer  solicitó  la  correspondiente  autorización: 

Por  último,  que  el  Gobernador,  de  acuerda  con  el  Consejo  provincial» 
^(PÍW^Íir^jnisito  fundándose  en  que  nada  indicaba  la  connivencia  su- 
RWjj^PÍOír  eWnzgado,  existiendo  por  el  contrario  pruebas  suficientes  para 
1^1?/^^  ^''^^^®  '^^^^P®"'^^^''''^^^  al  Teniente  Alcalde  que  habia  puesto 
iiJÍS*^^"*  ^  sn  alcance  tenia  para  impedir  la  evasión: 
^w^é  éf%Hi  276'dell  Código  penal,  por  et  qfue  se  castiga  al  e*npÍéado 
publico  culpable  de^  etínnivtíüci^  en  la  evasión  de  un  presó  ouyá  c^nduc- 
cieadeuateilialee^tuvitereconftada?  ;       . 
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Considerando  que  el  egresado  Te  o  ienie  Alcaide  guarda  di  |ureso:eD  el 
lugar  destinado  para  cárcel,  poniéndole  á  preseni^ia  de  los  guardias  civiles 
ios  únicos  grillos  que  liabia,  y  haciendo  su  requisa  nocturna  á  la  vista  de 
dos  vecinos. 

Considerando  que  los  peritos  han  declarado  que  dadas  las  condiciones 
del  techa  de  la  cárcel  pudo  ser  fácilmente  taladrado  por  ^  preso ,  propor- 
,<Monáadoseasi  la  evasión  sin  necesidad  de  connivencia  coo*  nadie: 

Considerando  que  no  solo  no  aparece  probada  ésta,  sino  que  por  el 
contrario  todo  hace  presumir  racionalmente  que  M  ^causa  de  la  evasión  no 
fué  olra  que  la  poca  seguridad  del  local  destinado  para  cárcel; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia 
y  Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del 
Gobernador. 

Dado  en  Palacio  á  veintinueve  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
^iete.--Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez. —(Publicada  en  la  GaceU  de  S  de 
ínayode  1867.) 


1^5. 


Sentencia  (8  de  abril  de  1867.).— RssciáioN  del  arrknda- 
MiENTo  DEL  Teatro  Real.— Sc  dccIara  no  haber  lugar  al  recurso 
4e  revisión  interpuesto  por  D.  José  del  Saz  Caballero  contra  el 
Real  decreto  sentencia  de  18  de  mayo  de  1866,  y  se  resuelve: 

Que  $egun  la  disposición  del  pánafo  1.**  del  art.  248  del  regla- 
mento de  30  de  diciembre  de  1846  y  la  jurisprudencia  establecida 
por  el  Consejo  de  Estado,  el  recurso  de  revisión  por  contrariedad 
en  las  resoluciones  de  una  definitiva  se  contrae  á  tas  que  en  su  caso 
resultaren  en  la  parte  dispositiva  de  la  misma ,  y  no  se  estiende  a 
las  que  pudiera  haber  entre  ella  y  los  considerandos  que  la  pre- 
ceden. 

Doña  Isabel  41,  etc. 

«En  el  recurso  de  revisión  que  ante  el  Consejo  de  Estado  pende  entre 
partes,  de  la  una  el  Licenciado  O.  Luis  Díaz  Pérez  ,  en  pombre  de  D.  José 
«el  Saz  Caballero .  vecino  de  esta  corte,  recurrente  ,  y  de  la  otra  «i¡  Fis- 
cal, representando  á  la  Adrmnistracion  general  del  Estado,  coadyuvada 
por  el  Licenciado  D.  Santos  de  Isasa,  en  representancion  de  Mr.  Próspero 
Bagier ,  contra  mi  Real  decreto- sentencia  que  recayó  como  resolución 
ünalen  el  pleito  sobre  rescisión  del  arrendamiento  del  Teatro  Real: 

Visto: 

Vistas  las  Reales  órdenes  de  7  de  ab^il  y  30.de  mayo  de  iS^b^  espedi- 
das por  el  Ministerio  de  la  Gobernacipn  ,  en  viriud^de  las  cuales  se  rescin- 
dió el  contrato  de  arrendamiento  del  Regio  coliseo,  otorgado  en  i6  de  ju- 
dío de  1863  á  favor  de  Mr.  Bagier,  en  razón  á  haberse  intrtngido  las  cláu- 
sulas del  convenio  relativas  á  la,  fianza  del  mismo  y  á  las  condiciones  de 
los  cantantes; 

Vista  Ja  demanda  interpuesta  ante  el  Consejo  de  G^st-ado  por  Mr^'Ba- 
giep  solicitando  la  revocación  de  las  precedentes  Re&lesórdenes,  y  que 
se  declarase  válido  y  subsistente  el  contrato  rescindido  por  las  mismas: 
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Visto  mi  Real  decreto-sentencia  que  después  de  sustaociarse  por  lodos 
8QS  trámites  el  pleito,  eo  el  que  se  admitió  como  coadyuvaote  de  la  admi- 
DÍstracioD  al  arrendatario  posterior  del  mismo  coliseo  D.  José  del  Saz  Ca- 
ballero, recayó  como  resolución  en  i 8  de  mayo  de  1866  dejando  sin  efec- 
to las  dos  Reales  órdenes  impugnadas  y  restableciendo  la-  ejecución  del^ 
contrato,  previas  las  disposiciones  que  mi  Gobierno  estímase  necesarias, 
conforme  á  la  escritura  y  á  lo  manifestado  en  los  considerandos  que  con  - 
tiene: 

Visto  el  recurso  de  revisión  intentado  por  parte  deD.  José  del  Saz  Ca- 
ballero luego  que  se  le  notificó,  y  con  la  solicitud  de  que  se  rescinda  la  re- 
ferida sentencia  y  se  declaren  subsistentes  las  Reoles  órdenes  revocadas,^ 
fundándose  en  que  hay  contraríednd  en  los  términos  del  fallo,  puesto  que 
después  de  declararse  en  sus  considerandos  la  facultad  de  mi  Gobierno  para 
rescindir  el  contrato  en  el  caso  de  qoe  Mr  Bagier  no  cumpliese  las  con- 
diciones estipuladas,  y  de  admitirse  que  en  ciertas  épocas  se  infringieron  las 
cláusulas  relativas  á  la  fianza  y  á  la  calidad  de  los  artistas,  se  concluye  de- 
ando  sin  efecto  las  Reales  órdenes  que  rescindieron  e)  contrato  por  aque- 
llas mismas  causas,  lo  cual  dá  lugar  á  la  revisión  solicitada: 

Vistas  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  pide  que  se  declare  la  im  - 
procedencia  del  recurso;  y  la  de  la  parte  de  Mr.  Bagier  en  que  articula  la 
misma  pretensión  y  la  de  la  condena  de  costas  y  gastos  del  juicio: 

Vistos  el  otrosí  del  escrito  de  revisión  en  que  solicita  el  recurrente  quo 
se  suspenda  la  ejecución  de  la  sentencia:  la  oposición  que  á  tal  solicitud 
hicieron  el  Vepresentante  de  la  Administración  y  el  coadyuvante  de  la 
misma,  y  el  auto  de  \0  de  diciembre  último  déla  Sección  de  Ío  Comencio- 
so  en  que  se  acordó  no  haber  lugar  á  la  suspensión  pedida: 

Visto  el  párrafo  I.®  del  art.  228  del  reglamento  de  30  de  diciembre  de 
i846  que  dice:  «Habrá  lugar  á  la  revisión  de  una  resolución  definitiva  si 
resultase  contrariedad  en  sus  disposidonesiyí 

Considerando  que  según  el  conteito  del  artículo  anterior  y  la  juris- 
prudencia establecida  por  el  Consejo*  el  recurso  de  revisión  por  contrarie- 
dad en  las  resoluciones  de  una  definitiva  se  contrae  á  las  que  en  su  caso^ 
resultaren  en  la  parte  dispositiva  de  la  misma,  y  no  se  estiende  á  las  que 
pudiera  haber  entre  ella  y  los  considerandos  que  la  preceden: 

Considerando  que  en  la  parte  preceptiva  del  Real  decreto- sentencia  que 
hoy  se  impugna  no  eiisto  contra dicion  de  ninguna  especie,  ni  tampoco  sei 
ha  legado  por  el  recurrente  como  motivo  de  rescisión; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  €on§e}o  de  Estado  en  pleno,, 
constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  Vengo  en  declarar  no  haber  lugap 
al  recurso  de  revisión  entablado  en  estos  autos  por  D.  José  del  Saz  Caba- 
llero. 

Dado  en  Palacio  á  cinco  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  úe  Ministros^. 
Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  el  Consejo  pleno  constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  acor- 
dó qoe  se  tenga  como  reeolucion  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  re- 
fiere; que  se  una  á  los  mismos;  se  notifique  eo  fornfta  á  las  partes,  y  se  in- 
serte en  la  ^C6¿a;  de  que  certifico. 

Madrid  <0éte  abril  de  1867.-*Pedfo  -de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  8  dlB  mayo  de  1807.)  ' 
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Sentoneia  (iO  de  abril  de  I86t.).— Elencíioei  dkla  desamor-. 
TiZACioi^*^Se  deja  síq  efecto  la  Real  órdeo  de  1.°  de  febrero  de 
i865  reclamada  por  los  pairooos  de  la  memoria  fundada  eo  Sata^ 
manca  por  D.  Tomé  Salcedo  y  Tapia,  y  se  resuelve: 

Quíeno  trátáádose  de  bienes  de  un  establecimiento  público  ó  par- 
ticular de  Beneficencia  y  sino  únicamente  de  un  fideicomiso  familiar^ 
cuyas  rentas  han  de  distribuirse  entre  los  parieíites  del  fundador^ 
son  inaplicables  las  disposiciones  de  las  leyes  de  desamortización 
4e  1/  de  mayo  de  1856  y  11  de  julio  de  1856. 

Dona>  Isabel  II,  etci: 

«Ed  el  pleitoqid  pende  inte  el  Geosejo  de  Gstadé  eo  primara  y  áoica 
iostancia,  entre  partes,  de  la  una  los  patronosdela  memoria  funídáda  ed 
Salamanecí  por  Di  Tomé  Salcedo  y  Tapia  feo  el  ano  da  1643,  y  eo  stí  nom- 
bre el  LieeaciadoD.  Valeriano  Gasaoueva,  demandantes,  y  delaotrafaí 
Administración  ,  demandada  ,  representada  por  mí  Fiscal,  sobre  revoca • 
Cion  6  subsistencia  de  la  Rea'!  órdíen  espedida  por  el  Ministerio  de  ffácfien- 
da  eni  f ;°  de  febrero  de  1S65,  que  denegando  la  escepcion  solidfada  dis- 
puso la  venta  de  los  bienes  de  la  referida  fundación  y  la  entrega  á  ^uspa-^ 
tron<os*de^  las  inscripciones  intrasferibles. 

Vislo: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  el  espresadó  1).  Tomé  de  Salcedo  y  Tapia  fundó  én  su  testanienld 
otorgado  en  la  ciudad  de  Salafuianoa  á  iOde  abril  de  i643  uúa  memoria  ó 
patronato  de  legos,  destinando  sus  rentas  á  dotar  doncellas  y  á  scucolrer 
varones^  ordenando,  entre  otras  cosas,  «que  de  las  rentas  de  dich^  me- 
moria se  diese  ií  cada  paríenta  de  las  que  dejare  nombradas  f  ,000  duca* 
dosá  cada  una  por  una  vez  para  ayuda  de  su  remedio  de  casawia  6  religio- 
sa, y  que  á  los  tarooes  parientes,  que  asimismo  se  espre.^aria,  se  les  diera 
á  cada  litaó  por  traa  vez  200  ducados  para  graduarse  de  Licenciado  por  la 
Universidad  de  Salamanca,  y  400  ducados  mas  para  graduarse  de  Doctoi^ 
ó  Maestro;»  y  después  de  determinar  otros  particulares  sobre  las  cantida-« 
des  que  bfabían  de  darse  en  ciertos  casos,  estableció  el  fundador  vartos  lla- 
mamientos en  tes  lineas  de  s^s  parientes  qae  designó,  y  á  falta  de  éstos, 
tantb  varones  como  hembras,  quiso  que  se  admitiesen  á  la  memorra  los 
hijos  y  descendientes  de  otras  personas  que  señalaba;  y  que  faltándolos 
iia^mados  y  nombrados  y  descendientes,  entrasen  á  gozar  de  fa  citada  ine- 
moría  los  parroquianos  ds  San  Martin  y  de  Santa  Olalla  de  la  referida^  ciu- 
dad de  Salamanca,  prohibiendo  la  enajenación  de  los  bienes;  y  dís^so 
adfmás'sebre  la  memoria  cierta  carga  do  misas,  y  nombró  por  fíatronos 
al  P.  Guardian  del  monasterio  de  San  Francisco  de  Salamanca,  y  á  dosin^ 
divídaos  de  sus  parientes  y  sus  descendientes  uno  por  cada  línea  de  los 
espréf^amente  Mamados,  y  á  faKa  de  éstos  á  la  cofradía  del  Espíritu  Ssnto 
de  los  24  de  la  cárcel  Real  de  la  citada  ciudad: 

Que  con  arreglo  á  estos  datos  el  Juzgado  de  primera  iostslneia  de^a** 
lamanca,  por  auto  dictado  en  5  de  mayo  de  4852^  á  instiancia  de  61  ¡gua- 
ció de  Tapia  Ruano,  uno  de  los  actuales  demandantes,  declaró  á  ésteiir- 
teresado  por  patrono  legitimo  de  la  espresada  memoria  en  calidad  de  deu: 
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épd^  fundador^  f  fOBiidá^qiMise  Itf  (Udra'posdsion,  ha^Memdo»  iéoldo  lugá^ 
este  acia  el  día  8  del  propia  mes  de  roa p: 

Que  los  patronos  de  la  citada  memoria,  apoyados  en  tales  antecedente» 
pidieron  en  i^H  que  se  deparasen  exentos  déla  deaatnortrzabioB  los  bie- 
nes de  esta  obra  pía,  y  flsf  k>  creyeron  proi^edente,  tatito  la  Administra- 
cioDide  Prepíedaaes  como  el  Fiscal  de  Hacienda,  la  Junta  de  Venta  &  y  ei 
Gobernador  de  la  provinFcia;  pero  remitido  el  espediente  á  la  Direeeion  ge- 
neral de  Propiedades  y  ¡Derecbos  del  Estado^  ki  Janta  superior  de  Veniasy 
de  conformidad  con  lo  informado  por  el  espresado  centro  directivo  y  dé 
lo  propuesto  per  la  Asesoría  general  del  Mímsterib  dei  Hacfénda,  aodrdó 
en  sesfOQ  de  24  de  noviembre  de  1864  que  procedió  denegar  la  instancia, 
€on  tanto  mas  motivo,  cuatito  que  en  el  caso  de  enajenar  lús  bieneisí  de  la 
referida  fundación  podriin  cubrirse  sus  cargas  con  las  ioscripeiones  que 
se  entregasen  á  los  patrones: 

Vi&ta  la  Real  orden  dictada  en  su  virtud  en  l.'^de  febrero  de  1865, 
por  la  cualj  de  cdnformidad  ron  lo  opinad»  por  la  referida  DirecctongeBe- 
cal  y  con  ¿t  acuerdo^  de  Ja  Junta  superior  de  Ventas,  se  roaiidó  preceder  á 
la  venia  de  los  indicados  bienes  y  entrega  en  su  dia  ¿  los  patronos  de  Ia0 
invscripGionefi  intfasferibles^dÉndose  cuenta  á  los  MinfsCeríos  de  Goberna- 
ción, Gracia  y  Justicia  y  Fomento  para  que  respectivamente  pudierao 
cuidar  del  cumplimiento  de  las  caigas  afectas  á  la  referida  fundación: 

Vista  la  demanda  que  á  nombre  de  los  patronos  de  lo  memoria  de  que 
se  trata  ba  presentado  el  LícenciadaJX  Valeriano  Gasanueva  ante  el  Con- 
sejo de  Estado  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la  mencionada  Real  or- 
den, y  se  declare  que^  ios  bienes  ten  cuestión  no  eftán  comprendidos  en 
las  disposiciones  de  la  Tey  de  1.^'de  mayo  de  1855  ni  en  las  dem^  poste- 
riores sobre  desamortización,  sin  que  pueda  por  cotisigüiertte  declarársíeloi 
enesiado  de  venia: 

Vista  la  conlestaeiiMi'de'mi  Pisoal,  enque  pidequeeeconGrn^eU  Real 
^deo  reclaúiada: 

Visto  ^decreto  de  las  C6rlea  de  H  de  octubre  de  (830  sobre  desvia- 
eulacion.  de  bienes,  compreodiende  en  ei  ar^4¿^  los fideioamisos  familiares 
cuyas  rentas  se  distribuyen  entre  los  parientes  d^l  fundador,  aunque  se^an 
de  líneas  di feí^n tes: 

Vista  la  Real'  orden  de  25  de  marzo  de  1846,  en  la  cual,  entre  otras 
cosas,,  se  declara  que  cuando  por  disposición  esplícita  del  fundador  queda 
eí  coinpWmiototo  de  sn'  voluntad  á  la  fé  y  conciencia  del  patrono  ó  admi- 
m^raéoi,.c«satoda  facultad  coereitiva  de  parte  de>  protectorado  (de  mi 
Gobierno  y  sus  del^gados)^  porque  la^  volunstad  de  un  fundador  debe  ser 
respetada  en  tanto  que  no  se  opone  ni  á  la  moral  ni  á  la  naturaleza  ni  á 
las  leyes; 

CoBsiderando.  quieta  memoria  queden  su  testfimeoto  fundó  D.  Tomé 
Salcedo  y  Tapia,  según  su;  literal  contesto,  es  un  p;ttroiiatoí  de  legos  é  una 
iostitucion  esencialmente  familiar,  á  cuyodisfrute  están  Mamadas  las  va- 
rias lineas  doi  parientes  del  fundador  q^ie  sedelerminaé,  y  solo  para  el  caso 
eventual  y  reittoto  de  faltar  todos  los  ^láfimdes,  designó  á  personas  es- 
trañas: 

Considerando,  por  tan to^  que  no  tratándose !de  bienes  dé  ob  estable- 
cimiento de  Beneficencia  púbiioa^  ni  pertioular,  stD<^  énieamente  de  nn» 
fideicomiso  familiar,  cuyas  renUs  se  distribuyen  entre  los  parientes  ^  del 
fundador,  son  inaplicables  las  disposiciones  de  laaleVes  de  1.*  de  mav6  de 
4855,y  il.deiHliotdelgSe^ 

Y  considerando  que  los  decretos-sentenc^ae  de  44  de  enero  y  25^  de 
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febrero  de*  4  864,  9  dé  marzo  de  i86t(  y  2  de  rofl|ro  d6 1^66  dué  se  ÍDVocatíV 
se  refiereD  á  cuestiones  diversas,  por  lo  que  do  son  aplicables  á  esle 
pleito; 

ConformáDdóme  con  lo  coosuftado  por  la  Sala  de  lo  contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  dejar  sin  efecto  la  Real  orden  de  1.*  de  fe-' 
brero  de  <865,  y  declarar  por  consecuencia  que  no  se  hallan  comprendi- 
dos en  las  citadas  leyes  de  A,^  de  mayo  de  4855  y  H  de  julio  de  4856  lo» 
bienes  que  constituyen  la  memoria  fundada  por  D.  Tomé  de  Salcedo  j 
Tapia. 

Dado  en  Palatíio  á  diez  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Miois-» 
tros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Pobl¡cacioD.--Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  ef 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien»'- 
cía  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instaDcia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  sé 
notíOque  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta,  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  25  de  abril  de  4867.— -Pedro  de  Madrazo.  (Publicada  en  la  Ga^ 
ceta  de  i  2  de  mayo  de  4867.) 


i«». 


9eiiten<;ia  (10  de  abril  de  4867.).— Caducidad  de  una 
MINA. — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  entabla- 
da por  D.  Ramón  Pérez  del  Molino  contra  la  Real  orden  de  9  de- 
diciembre  de  i  862;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

1.**  Que  según  el  art.  ZO  del  reglamento  para  la  ejecución  de 
¡a  ley  vigente  de  minas,  las  resoluciones  que  se  dicten  por  el  Mi- 
nisterio  de  Fomento  en  los  espedientes  sobre  investigación  y  regis- 
tro, deciden  estos  sin  ulterior  recurso: 

2.*  Que  no  se  concede  recurso  alguno  contra  las  Reales  órde- 
nes consentidas  por  los  interesados; 

¥  3.^  que  debe  aprobarse  la  demarcación  de  una  mina  hecha 
con  sujeción  á  las  disposiciones  legales,  que  no  se  sobrepone  á  otra 
pertenencia^  ni  adolece  de  defecto  que  pueda  invalidarla. 

Doña  Isabel  11,  etc. 

«En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado,  en  primera  y  úni* 
ca  instancia,  entre  partes,  de  la  una  D.  Ramón  Pérez  del  Molino,  vecino- 
de  Cartes,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Francisco  Elordi,  demandan- 
te, y  de  la  otra  la  Administración  general,  demandada  y  representada 
por  mí  Fiscal;  sobre  revocación  ó  sul)sistencia  de  la  Real  orden  de  9  dé 
diciembre  de  i  862  que  desestimó  la  oposición  hecha  por  el  interesado  en 
la  mina  Amalia  al  espediente  de  la  mjma  Flora,  y  aprobó  éste,  mandando 
espedir  el  título  de  propiedad  en  favor  de  su  registrador: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  D.  Miguel  Pérez  del  Molino,  en  nombre  de  su  hermano  el  citado 
D.  Ramón,  presentó  solicitud  de  registro  ante  el  Gobernador  de  la  pro« 
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TÍDcia  de  Oviedo  el  dia  27  de  febrero  de  1861,  para  adquirir  con  el  título 
Amalia  cuatro  perteneDcias,  que  después  redujo  á  áoa,  del  mioeral  co- 
nocido coD  el  nombre  de  esquisto  bituminoso»  sitas  en  terreno  común  del 
coto  de  Parres  de  ¿lames,  paraje  de  Riega  de  Bodes,  haciendo  á  la  vez  la 
designación;  y  cuando  tuvo  ejecutada  la  labor  legal,  pidió  en  25  de  junio 
siguiente  aue,  practicado  el  reconocimiento  por  un  Ingeniero  se  proce- 
diese á  la  demarcación; 

Que  por  otra  parte  acudió  tanoübien  O.  Roberto  Frasinelli  en  19  de  ma* 
JO  del  mismo  año  ante  la  propia  autoridad  de  la  provincia  de  Oviedo,  re- 
gistrando tres  pertenencias  con  el  nombre  Flora,  dej  espresado  mineral, 
en  el  citado  coto  de  Parres,  paraje  llamado  Fuente  del  Invernal;  y  des- 
pués de  publicados  ambos  regist^ros,  se  presentó  Pérez  del  Molino  «n  25 
de  judío,  manifestando  que  á  pesar  de  la  vaguedad  de  los  linderos  del  re- 
gistro Flora,  debía  hallarse  en  el  mismo  punto  ó  muy  próximo  al  registro 
anterior  Ámcdia,  y  comprendido  por  lo  tanto  en  el  terreno  de  su  designa- 
ción, lo  cual  no  podia  ser  con  arreglo  al  art.  75  del  reglamento  sobre  la 
materia,  por  lo  que  pidió  que  se  cancelase  en  su  dia  el  espediente  Flora, 
6  que  se  atuviese  al  terreno  sobrante  después  de  la  demarcación  de  la 
Amalia: 

Que  dada  vista  de  la  anterior  oposición  á  FrasineNi,  contestó  en  5  de 
julio  siguiente  defendiendo  su  registro  y  oponiéndose  á  su  vez  al  de  la 
Amalia^  de  Pérez  dei  Molino,  porque  este  nohabia  precisado  al  punto  de 
registro,  ni  üjadocon  exactitud  los  linderos,  y  pidió  la  cancemoion  det 
espediente  Amalia: 

Que  ha^biépdose  acordado  en  tal  estadopor  el  referido  Gobernador  un 
reeoDoci/nieipto  de  los  terrenos  de  éstas  y  jOtras  minas  en  el  mismo  sitio, 
se  llevó  á  efepto  eq  1.°  de  setiembro  del  citado  ano  11^1  por  el  Ingeniero 
de  la  ^JÍDspeccion  D.  Luís  Fernandez  Lojgorri^  el  cual  informó  que  las  tres 
minas  reconocidas  habían  venido  4  fijarse  en  un  mismo  punto;  añadiendo 
ellospector  del  distrito,  al  tien^po  de  devolver  las  diligencias,  que  el^itío 
señalado  por  el  registro  Amalia  no  se  bailaba  bastante  deteíain  i  nido,  pues 
además  de  tener  los  linderos  muy  distantes,  podian  tomarse  en  la  misma 
Riega  varios  puntos  sin  dejar  de  convenir  con  los  demás  Hnderos,  no  eon- 
Fínieodo^a  p^^roquia  en  que  se  situaba  con  lo  que  resultaba  del  acta  de 
recoDocimiento,  mientras  queal  registro  F/orra  aparecía  bien  determina- 
do y  concreto  á  un  objeto  topogfá&so  que  le  distinguía  de  todos  los  demás 
del  terreno: 

Que  en  su  vista,  y  de  conformidad  con  lo  informado  por  el  Gensejo 
provincial,  dictó  providencia  el  Gobernador  en  15de(0Ctubre  de  18d1,  de- 
clarando cancelado  el  espadíento  Amalia  y  el  de  otras  minas,  y  mandan- 
do continuar  la  tramitación  del  registro  Flora;  de  la  que  apeló  Pérez  del 
MoJioo  para  ant^  la  Superioridad,  re^yeodo  en  su  virtud  Real  ^sden  en 
11  deenerode  1862^  por  la  qual  se  confirmó  la  providencia  apelada  y  se 
mandó  seguir  por  todos  sus  trámites  el  espediente  Flora^  declarando  nu* 
ios  Jos  titulados  Victoria^  Amalia  y  Vktorina,  «in  perjuicio  ée  que  ^i  sus 
interesados  insistieran  en.  hí^^r  oj^sicion  ai  espediente  Flora,  se  les  tu- 
viera prejBentes  p^a  resolver  fieflnitivamente  lo  que  procediera  en  su  dia 
cuando  fuera  remitido  aquel  á  la  aprobación  superior: 

Que  oonaiguiente  á  la  espresada  Real  orden,  continuó  el  espediente 
Flora,  y  en  el  acto  de  su  demarcación  nu^nlfestó  el  representante  del  re- 
gistro anulado  Amalia  que  no  estaba  conforme  con  esta  diligencia,  por- 
que la  mina  Flora  no  se  hallaba  sita  en  el  punto  de  su  designación,  re«* 
produciendo  esto  mismo  poco  después  el  propio  interesado  en  escrito  que 
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presentó  ante  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo^  alegando  la  ante- 
rioridad de  su  registro  al  de  la  Piora,  y  que  la  situación  de  la  Amalia  se 
encontraba  bien  identificada  en  la  solicitad  dé  registro,  ocupando  el  mis- 
mo terreno  próximamente  que  el  de  la  Flora,  así  como  que  además  de 
hallarse  ésta  al  pié  de  una  servidumbre  pública,  invadía  y  sé  sobreponía  á 
la  mina  Viceniay  que  era  mas  antigua: 

Visto  el  informe  del  Ingeniero,  manifestando  que  la  demarcación  de  la 
Flora  se  habia  hecho  sujetándose  estrictamente  a  su  designación,  que  no 
se  sobreponía  á  la  mina  Vicenta,  y  que  la  servidumbre  pública  de  qae  se 
hablaba  no  era  mas  que  uno  de  los  muchos  senderos  que  cruzaban  los 
montes  de  Asturias: 

Vista  la  Real  orden  que,  después  de  examinados  los  antecedentes  y  de 
oir  á  la  Junta  superior  facultativa  y  á  la  Sección  de  Gobernación  y  Fo- 
mento del  Consejo  de  Estado,  se  dictó  en  9  de  diciembre  de  ^862,  por  la 
cual,  de  conformidad  con  estos  pareceres,  se  desestimó  la  oposición  del 
interesado  en  el  registro  AdeHa,  ctiyo  nombre  según  otra  Real  'órdén  pos- 
terior fué  puesto  equivocadamente,  debiendo  ser  el  de  Amalia,  y  se  de- 
claró definitivamente  anulado  el  espediente  de  este  registro  y  el  de  los  ti- 
tulados Victoria  y  Victorina,  aprooando  el  de  la  Fíora  y  mandando  espe- 
dir el  título  de  propiedad  de  la  mina  Flora  en  favor  de  D.  Roberto  Fra- 
sinelli: 

Vista  la  demanda  que  contra  la  espresada  Real  orden  de  9  de  diciem- 
bre de  i 862  presentó  á  nombre  de  D.  Ramón  Pérez  del  Molino,  interesado 
en  el  registro  Amalia,  el  Licenciado  D.  José  del  Valle  y  Campo,  ante  el 
Consejo  de  Estado,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la  citada  Real  or- 
den y  demás  que  sean  contrarias  á  la  petición  del  demandante,  y  se  de- 
clare subsistente  el  registro  Amalia,  con  la  preferencia  que  le  correspon- 
da para  la  concesión,  y  nulo  y  sin  efecto  en  todo  caso  el  espediente  Flora 
y  el  título  de  propiedad  de  esta  mina  que  se  mandó  espedir: 

Visto  el  escrito  presentado  posteriormente  por  el  Licenciado  D.  Fran- 
cisco Elordi,  acompañando  poder  del  demandante  y  mostrándose  parte  en 
su  nombre  en  el  presente  pleito,  en  reemplazo  del  anterior  Letrado  de- 
fensor de  esta  parte: 

Visto  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  referido  Consejo,  por 
el  que  se  admitió  la  indicada  representación: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mí  Fiscal  en  que  pidió  la  confirma- 
ción de  la  referida  Real  orden,  y  por  un  otrosí  que  ise  hiciera  saber  la 
existencia  del  presente  pleito  al  concesionario  de  la  mina  Flora,  señalán- 
dole un  plazo  para  que  compareciese,  si  lo  estimaba  conveniente: 

Vistas  las  diligencias  practicadas  por  acuerdo  de  la  referida  Sección  de 
lo  Contencioso,  de  las  que  resulta  que  D.  Roberto  Frasínelli,  concesiona- 
rio de  la  citada  mina,  fué  notificado  en  24  de  junio  del  año  último  para 
los  efectos  indicados,  y  que  por  no  haber  comparecido  en  el  plazo  qué  se 
le  concedió  ha  sido  declarado  decaído  de  su  derecho: 

Vista  la  Real  orden  de  i  1  de  enero  de  i863,  por  la  que  se  anuló  el 
espediente  de  registro  de  la  mina  Am^ia,  sin  perjuicio  de  que  si  el  inte- 
resado en  él  insistiera  en  su  oposición  al  del  registro  Flora,  se  le  tuviese 
presente  para  la  resolución  definitiva: 

Visto  el  art.  30  del  reglamento  vigente  para  la  ejecución  de  la  ley  de 
minas,  que  después  de  precisar  las  circunstancias  que  deben  consignarse 
en  las  investigaciones  y  registros,  dispone  que  las  resoluciones  que  se  dic« 
ten  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  los  espedientes  fornfados^á  su  conse- 
cuencia decidirán  sin  ulterior  recurso: 
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CoDsidepando  que  la  Heal  orden  mencioDada,  que  declaró  nulo  el  es^ 
pedieoie  de  registro  de  la  mina  Amalia,  fué  irrevocable  por  su  naturale** 
¿i,  y  consentida  además  por  el  interesado; 

Gonsiderafido  que  la  reserva  en  dicha  Real  orden  consignada  no  dejó 
en  suspenso  la  nulidad  de  aquel  registro,  sino  que  se  limitó  á  facilitar  al 
(¿emandante  que  pudiera  oponerse  al  de  la  mina  Flora,  como  lo  hizo  antes 
de  dictarse  la  Heal  orden  de  O  de  diciembre  de  1862^  origen  de  la  de* 
manda: 

Considerando  que  la  demarcación  de  la  mina  Flora  se  ha  hecho  con 
sujeción  á  las  disposiciones  legales,  que  no  se  sobrepone  á  otra  pertenen* 
cia  ni  adolece  de  ningún  defecto  que  pudiera  invalidarla; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Bstado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración 
y  en  confirmar  la  Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  diez  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — ^ 
Está  rubricado  de  la  Real  mano^ — El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  miel  Se- 
cretario general  del  Consejo  do  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
l»úbiica  la  Sala  úe  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
iinal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  retíere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
HOtífique  en  forma  á  las  partes»  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cor^ 
t46co. 

Madrid  25  de  abril  de  1887.-— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  eo  la 
Gaceta  de  14  de  mayo  de  1867.) 


■»8. 


AatoriaBaeion  (13  de  mayo  de  1867.).— Abusos.— Se  con* 
firma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Orense  en  la 
autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Verin, 
para  procesar  á  D.  Julián  Fernandez  y  Alejo  Seoaoe,  Pedáneo  el 
primero  y  celador  el  segundo  de  la  Gironda,  en  el  Ayuntamiento 
de  Caaledro,  y  se  resuelve: 

Que  ctumdo  no  hay  delito  en  los  abusos  cometidos  ppr  un  fun- 
cionario administrativo f  siquiera  su  conducta  pueda  y  deba  serobje^ 
to  de  una  seúera  corrección  disciplinariay  no  procede  la  incoación 
deprocesOy  ni  por  tanto,  la  autorización  para  proceder. 

En  el  espedieute  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Orense  ha 
negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Verín  la  autorización  para  proce- 
sar á  D.  Julián  Fernandez  y  Alejo  Seoane,  Pedáneo  el  primero  y  Celador 
el  segundo  de  la  Gironda/en  el  Ayuntamiento  de  Cualedro^  por  abusos,  y 
del  c«ial  resulta: 

Que  Docningo  Bailón  dio  parte  al  Alcalde  de  Cualedro  de  que  el  23  do 
febrero  de  1866,  día  en  que  se  celebraba  feria  en  el  pueblo,  el  Pedáneo  de 
la  parroquia  y  el  Celador  nombrado  ordenaron  se  reuniese  el  Concejo  pa-^ 
ra  tratar  de  la  recomposición  de  caminos;  y  ya  reunidos  junto  al  sitio 
de  Pestaira,  se  detuvieron  los  concurrentes,  y  el  Pedáneo  y  Celador  abrie- 
ron an  hoyo  para  enterrarle  vivo,  debiendo  su  salvación  á  la  fuga: 
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vacion,  en  vo¡úmani  ti$mp^  y  demái  eon  fua  la  toma  de  ésla  se 
halle  constituida; 

Y  2.®  que  el  derecho  de  riego  que  se  adquiere  independiente- 
mente del  salto  concedido,  no  le  dá  para  emplear  las  aguas  de  éste 
en  riegos,  alterando  su  dotación  y  condiciones. 

Doña  IsaM  11,  etc. 

<(Ed  el: pleito  peodieole  eo  el  Consejo  de  Estado,  eo  primera  y  única 
íDstaocis),  entre  partes,  de  la  uoael  Liceociado  D.  Maonei  Villar,  eo  nom- 
bre úe  D.  Pablo  Díaz  del  Rio  y  Lárraga,  vecino  de  la  ciudad  de  Tudela, 
provincia  de  Navarra,  demandante,  y  de  la  otra  mi  Fiscal,  en  representa- 
ción de  la  Administración  general  del  Estado,  demandada:  «obre  revoca 
eion  de  la  Real  orden  de  13  de  junio  de  1865,  espedida  (vor  el  Ministerio/ 
de  Fomento,  que  declaró  á  Díaz  del  Río  sin  derecha  á  usar  constantemen- 
te lafi  aguas  del  Canal  Imperial  de  Aragón: 

Visto: 

Vistos  los  anteceden  Ves,  de  los  cuales  resulta: 

Que  por  Real  orden  de  26  de  marzo  de  1850  se  resolvió  que  el  que 
solicitase  del  Canal  Imperial  una  cantidad  de  agua  para  emplearla  pomo 
fuerza  motriz  en  salto  de  su  propiedad,  de  maqera  que  no  volviera  á  la 
acequia  de  donde  se  hubiese  lomado,  é  hiciera  por  tanto  preciso  aumen- 
tar la  dotación  señalada  á  ésta  para  los  riegos,  pagara  el  cáooo  anqal  de 
8,000  rs.  por  muela,  entendiéndose  que  podria  usarla  tanto  de  dia  pomo 
de  noche: 

QUé  en  Real  orden  de  28  de  octubre  de  485J8  fué  aprobado  el  pliego  de 
con(ScÍDnes  con  arreglo  al  cual  se  concedía  al  Ayuntamiento  de  Rivafo- 
rada  e\  aprovechamiento  del  agua  que  discurría  por  la  boquera  de  Soto- 
aislado,  para  destinarla  esclusivamonte  al  riego: 

Que  en  el  pliego  de  condiciones  bajo  las  que  podría  concederse  al  Mu- 
DÍcipio  el  aprovechamiento  de  un  salto  que  ofrecía  el  desnivel  existente  á 
las  salidas  délas  aguas  por  la  boquera  de  Soto -aislado,  elevándolas  lo  su- 
ficiente para  dar  riego  á  la  parte  alta  del  monte  de  la  espresada  villa  de 
Rivaforad^,  se  lijó  la  de  que  la  corporación  se  obligarla  á  satisfacer  á  la 
Dirección  general,  ó  á  quien  la  representara,  la  cantidad  de  732  rs.  vn. 
a  olíales,  que  era  la  que  correspondía  por  la  fuerza  equivalente  á  7  enteros 
y  32  céntin^oa  caballos  de  vapor  á  razón  de  i 00  rs.  cada  upo,  y  1,280  rs., 
también  anuales,  por  i6  centésimas  partes  de  muela  de  agua  que  se  le 
había  suministrado,  á  razón  de  8,000  rs.  cada  una,  según  1^  tarifa  apro- 
bada en  Real  orden  de  26  de  marzo  de  1856: 

Que  en  otra  Real  orden  de  3  de  marzo  de  1859  fué  aprobado  el  plie- 
go de  condiciones  últimamente  mencionado,  y  como  por  escritura  de  20 
del  mismo  mes  y  año  el  Ayuqtamiento  cediese  á  D,  Pablo  Diaz  del  Rio  los 
dtfrecbos  que  por  la  Real  orden  de  28  de  octubre  se  habían  concedido  á 
la  corporación  municipal,  pretendió  Díaz  del  Rio  que  el  Gobernador  ^uto- 
rizase  el  traspaso,  y  así  lo  eatímó  éste  en  decreto  de  12  d^  febrero  de 
1860:  -^      ' 

Que  coneeptuanáo  Díaz  del  Rio  ínsuOcíenles  las  aguas  de  la  boquera 
de  Soto-aislado,  solicitó  que  se  uniesen  á  éstas  las  Mftmadí|s  de  las  Peralle- 
/Sfts,  y  la  Dirección  general  lo  acordó  de  la  manera  propuesta,  en  ía  inte- 
iígeacia  4equ»  debería  satisfacer  en  vetz  de  los  732  rs.  que  estaban  desig- 
nados en  la  condición  ^/  de  Id  concesión  hecha  por  el  Ayuniamienlo,  la 
cantidad  de  930  rs.  vn.  por  9  enteros  30  céntimos  caballos  de  vapor  que 
^esuUaban  d«^los  aforos  hechos,  y  2,000  rs.  vn.  por  el  cuarto  de  muela  de 
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a$nia  que  se  le  concedía  de  aumento,  debieBdo  sujetarse  á  las  reglas  esta- 
blecidas en  la  Real  orden  de  26  de  marzo  de  1856: 

Que  por  no  haberse  permitido  á  Díaz  del  Rio  el  uso  del  agua,  tanto  de 
día  como  de  noche,  recurrió  nuevamente  el  propio  interesado  á  la  Direc* 
clon  con  la  pretensión  de  que  su  máauina,  establecida  en  la  villa  de  Ri- 
vat'orada,  á  orillas  del  Canal  Imperial  ae  Aragón,  con  destino  exclusivo  al 
riego  de  terrenos  elevados  pertenecientes  al  monte  coman  de  aquel  ve* 
cindario,  pudiera  funcionar  tanto  de  día  como  de  noche,  pagando  el  agua 
de  las  dos  boqueras  que  tiene  concedidas ,  no  al  mismo  precio  que  la  pa- 
gan los  vecinos  de  Rivaforada,  sino  con  una  rebaja  conveniente  y  e({uitft- 
tiva,  sin  que  se  le  obligue  á  hacer  otro  pago,  porque  lo  contrarío  seria,  se- 
gún dice  el  recurrente,  hacer  de  peor  condición  á  los  regantes  por  me- 
dio de  máguinas,  que  á  los  que  reciben  este  beneficio  directa  y  natura^- 
mente  y  sin  sufrir  tan  enormes  desembolsos  como  aquellos: 

Y  por  último,  que  en  43  de  julio  de  1865  recayó  la  Real  ór4en  por  la 
que,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  la  Sección  cuarta  de  la  Junta  con- 
sultiva de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  y  con  lo  propuesto  por  la  Direc- 
ción general  de  Obras  públicas,  se  desestimó  la  mencionada  reclamación 
interpuesta  por  D.  Pablo  Díaz  del  Rio,  en  razón  á  que  la  boquera  de  Soto- 
aislado,  por  la  que  se  hace  la  derivación,  está  abierta  tan  solo  de  día  en  el 
tiempo  necesario  para  el  riego,  y  á  que  si  el  peticionario  quisiese  utilizar 
el  agua  durante  la  noche  podía  obtenerla  en  los  términos  y  con  las  condi- 
ciones marcadas  en  la  Real  orden  de  26  de  marzo  de  1856,  principalmen- 
te en  su  art.  i  .**: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licen- 
ciado D.  Manuel  Villar,  en  nombre  de  D.  Pablo  Díaz  del  Río  y  Lárraga, 
pidiendo  que  se  deje  sin  efecto  la  Real  orden  de  13  de  julio  de  1865,  y 
que  se  decida  que  le  corresponde  el  aprovechamiento  de  las  agyas,  tanto 
de  día  como  de  noche,  para  el  riego  y  fuerza  motriz  de  la  máquina  en  los 
lér minos  que  en  las. concesiones  aparecen,  y  de  acuerdo  con  lo  que  la  Real 
orden  de  1856  determina,  debiéndosele  dar  las  aguas  por  la  Dirección  del 
Canal  Imperial  de  Aragón  constantemente,  así  de  día  como  de  noche,  abo- 
nándosele los  perjuicios  que  se  le  han  irrogado  por  el  tiempo  que  ha  tras- 
currido sin  proporcionársele  el  agua  de  día  y  de  noche ,  según  se  hizo  en 
el  primer  año  después  de  la  concesión,  é  imponiendo  además  á  la  Admi- 
nistración todos  los  gastos  y  costas  que  indebidamente  se  oeaeionen  al  de* 
mandante: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal,  en  el  cual  se  pide  la  ab- 
solución de  la  espresada  demanda  y  la  confirmación  de  la  Real  orden  que 
por  la  misma  se  impugna: 

Considerando  que  las  concesiones  de  saltos  de  agua  en  derivaciones  ya 
establecidas  se  hacen  con  las  condiciones  propias  de  aquella  derivación, 
en  volumen,  tiempo  y  demás  con  que  la  toma  de  ésta  se  halla  cons- 
tituida: 

Considerando  que  en  la  derivación  del  Canal  llamada  boquera  M  So- 
to aislado,  el  agua  no  discurre  mas  que  de  día: 

Considerando  que  la  Concesión  hecha  al  Ayuntamiento  de  Rivaforada, 
y  que  ésle  cedió  á  D.  Pablo  Diaz  del  Río,  fué  la  de  aprovechar  el  desnivel 
por  medio  de  un  salto  de  agua  en  la  derivación  de  la  boquera  áé\  Soto- 
aislado,  sin  perjuicio  de  que  completara  el  agua  cjue  necesitase  para  el  ar- 
tefacto, tomándola  directamente  del  Canal  Imperial: 

Considerando  que  si  tiene  derecho  á  regar  de  día  y  de  noche,  con  ár- 
lenlo al  art.  1/  de  la  Real  órdén  de  26  de  marzo  de  18ll«  por  el  t^rett- 


Digitized  by 


Google 


SENTENGUS  f  DBCISIOWU  DHL  GON8SIO  DB  ESTADO.        3ii 

tavode  mu^a  que  adquirid  direclamente  del  canal,  esta  adquiaicían  no  se 
lo  dá  para  aprovechar  durante  la  noche  las  aguas  que  por  medio  del  salto 
toma  de  la  boquera  de  Soto-aislado,  alterando  su  dotación: 

Considerando  que  si  las  fábricas  que  utilizan  las  acequias  de  Sao  José 
y  Adulas  lo  hacen  de  dia  y  de  noche,  es  porque  cuando  se  concedieron  los 
saltos  en  estas  derivaciones  se  hacían  los  riegos  no  solo  de  dia,  sino  du- 
raate  la  noche,  y  esta  escepcion,  que  se  habia  decretado  en  atención  á  la 
larga  distancia  del  Canal,  comprueba  la  existencia  de  una  regla  general 
contraria; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
GoDsejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda, 
y  en  confirmar  la  Real  orden  por  ella  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  diez  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.—- 
£stá  rubricado  de  la  Real  mano.—El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mf  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebranao  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  25  de  abril  de  i867.~Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  i7  de  mayo  de  1867.) 


i30. 


Sentencia  (10  de  abril  de  1867.).'--Exbngiondi:  la  desamor- 
TizAcioif.--Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  entabla- 
da por  el  Ayuntamiento  de  Villalva  de  Lampreana,  provincia  de 
Zamora,  contraía  Real  orden  de  26  de  octubre  de  1865;  se  confir- 
ma ésta,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  del  hecho  de  haber  estado  arrendados  los  bienes  de  un 
pueblo  y  de  haberse  pagado  desús  productos  e¿  20  por  100  á  la  Ha- 
cienda, se  deduce  que  dichos  bienes  ni  eran  comunes  ni  de  aprove- 
chamiento gratuito;  ó  que  si  lo  fueron  en  algún  tiempo,  habían  per  - 
dido  ya  este  carácter; 

F2.**  que  esta  clase  de  bienes  no  puede  ser  esceptuada  de  la 
desamortimcionf  pues  solo  se  eximen  de  ella  los  que  tienen  el  ca- 
rácter de  aprovechamiento  comunal  y  gratuito. 

TíQna  Isabel  II  etc 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D,  Cipriano  de  Rivas,  á 
nomtire  del  Ayuntamiento  de  Villalba  de  Lampreana,  provincia  de  Zamo- 
ra, demandante,  y  de  la  otra  la  Administración  general,  demandada ,  y 
representada  por  mi  Fiscal;  sobre  si  han  de  esceptuarse  de  la  desamorti- 
zación, ^n  concepto  de  aprovechamiento  común,  los  prados  llamados  el 
Nuevo,  Zafaya  y  Begueriña. 

^»^^-  ..  ...    ,  ,1 

YÍAto  la  iBats^]eia  que  6a  24  de  enero  de  1859  dtrigio  el  mencionado 
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Ayuntamiente  al  Gobernador  déla  profíocia  manifestando  qu0  los  prados 
«spresados  en  la  primera  relación  que  decía  hallari$e  adjunta,  aunque  se 
caíifícaban  de  Propios,  no  tenian  tal  carácter,  porque  habían  sido  arbüra^ 
do^parít  cubrir  eon  su  importe  el  arriendo  del  presupuesto  municipal, 
destinándose  dichas  íincas  á  tal  objeto  cinco  meses  en  cada  año,  dando  en 
ese  tiempo  áe  uliiidad  2,000  rs.  poco  masó  meios,  y  quedancb  los  siete 
meses  restantes  á  beneficio  del  ganado  de  iabor;  y  pidió  que  se  eseept^a- 
sen  de  la  venta : 

Visto  el  informe  de  la  Administración  de  Propiedades  de  la  provincia, 
del  que  aparece  que  estaban  comprendidos  en  lá  indicada  relación ,  entre 
otros  praidos,  el  Nuevo,  de  i2  fanegas:  el  de  Zafaya,  de  f4;  y  el  de  la  Be« 
gueriña,  de  20,  que  con  la  cabida  de  las  demás  fincas  componían  78  fa- 
negas: 

Visto  un  certificado  que  autorizó  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de 
Villalva  de  la  Lampreaoa  en  2  de  mayo  de  i 861,  visado  por  el  Alcalde,  del 
que  resulta  qué  do  existía  terreno  alguno  eíy  el  pueblo  perteneciente  al 
caudal  de  Propios  mas  que  el  de  ^ue  se  hacia  mérito  en  el  espediente,  aña- 
diendo Gue  el  vecindario  no  tenia  derecho  al  aprovechamiento  de  pastos 
comunales: 

Visto  otro  espedido  en  \  1  del  mismo  mes  v  año  por  el  Seeretario  del 
Gobierno  de  provincia,  autorizado  por  el  Gooernador^  con  referencia  á 
4as  cuentas  mutiicipales  del  espresado  pueblo,  reconocidas  por  la  sección 
del  ramo,  correspondientes  á  los  años  de  1838, 1842,  y  desde  1^44  á  1855, 
en  que  consta  que  los  prados  cuya  escepcioo  se  solicitabh  fueron  arreo- 
dados  y  de  su  producto  se  había  pagado  el  20  por  100  á  la  Hacienda: 

Vistos  el  acuerdo  de  la  Diputación  provincial  de  17  de  mayo  de  1864, 
el  dictamen  del  Fiscal  de  Hacienda  y  el  de  la  Junta  provincial  de  Ventas 
en  el  sentido  de  que  no  procedía  la  escepeion: 

Vista  la  certificación  que  en  2  de  junio  inmediato  siguiente  dio  el  Agri- 
mensor D.  Tirso  Sanz  dé  Baranda,  en  que  espresa  haber  medido  el  ter- 
reno que  el  citado  Ayuntamiento  pretendía  esceptuar,  compuesto  de  10 
heredades  de  cabida  de  iSi  fanegas,  entre  las  cuales  estaban  el  prado 
Nuevo,  Zafaya  y  Begueriña,  admitiendo  que  seis  de  las  indicadas  fincas 
estaban  enafenadas  por  el  Estado  á  favor  de  D.  Juan  Alvares^  si*  bien  no 
eran  ninguna  de  las  tres  espresadas:  *     ' 

Vista  la  Beal  órdeu  de  26  de  octubre  de  1865,  por  la  cual,  y  de. con- 
formidad con  la  Dirección  general  del  ramo  y  con  la  Junta  superior  de 
Ventas,  se  desestimó  la  escepeion  que  se  pretendía;  se  declaró  subsisteute 
la  venta  de  los  terrenos  que  resultaban  enajenados,  y  se  dispuso  que  se 
procediera  á  la  de  lols  que  no  se  hallaban  én  este  caso: 

Vistb  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  fetado  por  el  Licen- 
ciado D.  Cipriano  de  Rivas,  á  nombre  del  Ayuntamiento  de  Villalva  de  la 
Lampreana,  pidiendo,  con  el  apoyo  de  ios  documentos  que  á  continuación 
se  expresan,  que  se  deje  sio  efecto  la  citada  Real  orden  de  26  de  octubre 
4e  1865  en  cuanto  desestimó  la  escepeion  pretendida  por  el  Ayuntamiento 
respeclt^  á  los  tres  prados,  y  se  declare  que  son  de  aprovechamiento  co- 
mún, y  en  tal  concepto  comprendidos  en  la  escepeion  de  veúta  determi- 
nada por  el  párrafo  noveno,  art.  2.°  de  la  ley  de  1.^  de  mayo  de  1855, 
anulándose  por  coDsecuencia  las  ventas  de  los  mismos  con  abono  al  pue- 
blo del  iníporte  de  los  beneficios,  ^e  hubiesen  conseguido  los  comprado- 
res en  daño  de  los  intereses  de  la  comunidad  de  vééioos: 

1."  Dos  espedientes,  de  los  que  resulta  que  en  1849  y  1857  s#^subas- 
taron  l^s  pastos  de  ciertos  prados  pertenecientes  á  los  Pr^ios  del  meneio- 
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nada  pueblo  para  cuhñt  cod  su  importe  el  presupuesto  raaaicípai,  sieikio 
«probadas  las  correspondietttes  di  I  igencias  por  el  Goberoadoc  de  Ja  pro - 
viocia,  y  oo  haciéndose  espresíoQ  eo  ellas  ae  las  fíocus  que  soo  objeto  del 
presente  pleito. 

2.*  Certiticados  de  un  Agrimensor  en  que  aparece  que  el  prado  Nuevo 
tiene  la  cabida  de  24  fanegas,  el  de  Zafaya  la  de  20  y  el  de  Begueriña  la 
de  50. 

3^.**  Certificado  espedido  por  el  Secretario  de)  Ayuntamiento,  con 
ei  V.*  B/  del  Alcalde,  en  que  se  espresa  que  no  existe  doeumeato  alguno 
en  el  archíTode)  Municipio  por  el  que  conste  que  los  tres  prados  anterio- 
res hubiesen  sido  arrendados  oi  arbitrados: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  consulte  la  ab* 
solución  de  la  demanda  y  la  confirmación  de  la  referida  Real  orden; 

Visto  el  párrafo  noveno  del  art.  2.°  de  la  ley  de  i.®  de  mayo  de  4855, 
que  designa,  éntrelos  bienes  esceptuados  de  la  desamortización,  los  de 
aprovechamiento  común  de  los  pueblos: 

Vista  la  Rea!  orden  de  23  de  abril  de  1858,  que  declara  que  los  bienes 
de  aprovechamiento  común  pierden  este  carácter  y  pasan  á  serlo  d^  Pro- 
pios por  el  hecho  de  haber  sido  arbitrados: 

Gonsiderairdo  que  de  la  certificación  librada  por  el  Secretario  del  Go- 
bí^ne  cítí)  de  la  provincia  de  Zamora,  que  obra  al  folio  14  del  espediente, 
aparece  que  los  prados  de  cuya  escepcion  se  trata  en  este  pleito  fueron 
arrendados  en  los  años  i838,  1842  y  1844  hasta  el  1855,  y  que  de  sus 
productos  se  pagé  el  20  por  f  00  á  la  Hacienda: 

Considerando  que  de  estos  hechos  se  deduce  que  los  citados  terrenos 
no  eran  comunes  ni  de  gratuito  aprovechamiento  entre  los  vecinos  del 
pueblo  de  Villaiva;  y  que  si  en  algún  tiempo  lo  fueron,  habían  ya  perdido 
este  carácter  con  arreglo  á  la  Real  orden  antes  citada: 

Considerando,  además,  que  por  el  infornfje  del  Administrador  de  Ven  - 
tas  de  Bienes  nacionales  cíe  dicha  provincia,  esteadido  al  folio  5  del  espe- 
diente gubernativo,  y  antes  de  que  se  librase  la  certificación  por  el 
Secretario,  se  conocían  ya  oficialmente  los  tres  prados,  toda  vez  que  en 
dicho  infbrme  aquel  funcionario  se  hace  cargo  de  ellos  de  una  manera 
espllctta; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración 
y  confirmar  la  Real  ó^den  de  26  de  octubre  de  1865. 

Dado  en  Palacio  á  diez  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete- 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.^BI  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  roí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estada,  hUláodose  celebrando  audien- 
cia péblica  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu- 
ción final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  (os  mis- 
mos; se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  q  ue 
certifico. 

Madrid  25  de  abril  de  1867.— Pedro  de  Madraao. —(Publicada  en  la 
Oaettaáe  H  de  mayo  de  1867.) 


131. 

CoMapeteii«ia  (14  de  mayo  de  1867.)»— Reposición  db  ssa- 
▼mmuiREs  PEOOARiAs. — So  decide  á  favor  de  la  Admioistracioa  la 
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competencia  suscitada  entre  el  Grobernador  de  la  proviocia  de  Cá- 
diz y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Chiclana  de  la  Frontera,  con 
motivo  del  interdicto  presentado  por  Francisco  Ruiz  Robles  contra 
el  Alcalde  de  Veger,  y  se  resuelve: 

i."  Que  puesta  aCi'uidado  de  las  autoridades  administrativas 
la  conservación  de  las  servidumbres  pecuarias  y  derechos  reconocí- 
dos  á  la  ganaderiar  es  improcedente  el  interdiiío  contra  las  piovi- 
deítcias  que  se  tomen  para  aclarar  el  estado  de  cosas  que  deka  res- 
petarse en  la  materia,  no  solo  porque  contraria  providencias  admi- 
nistrativas legítimamente  dictadas,  sino  porque  la  cuestión  sobre 
que  deciden  está  espresamente  atribuida  a  la  Administración; 

Y  2.®  que  el  particular  que  se  estime  ofendido  por  una  provi- 
dencia  de  esta  clase,  puede  acudir ^  en  defensa  de  su  derecho,  bien 
ante  las  autoridades  y  Tribunales  administrativos  en  la  vía  guber- 
nativa y  en  la  contenciosa,  Men  ante  la  jurisdicción  ordinaria  en 
el  juicio  plenario  correspondiente. 

Eq  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provJDcia  de  Cádiz  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Cbiclant 
de  la  Frontera,  de  los  cuales  resulta: 

Que  varios  ganaderos  vecinos  de  Veger  de  la  Frontera,  acudieron  «I 
referido  Gobernador  en  queja  de  que  con  las  repetidas  usurpaciones  que 
se  hacian  eo  los  terreóos  de  ios  Propíos  de  aquel  pueblo,  se  ¿ban  perdien- 
do las  servidumbres,  que  en  los  mismos  estaban  constituidas  desde  anti- 
guo á  favor  de  la  ganadería,  y  manifestaban  que  si  no  se  remediaba  el  mal 
se  verían  obligados  á  renunciar  á  su  industria: 

Que  en  vista  de  esto  el  Gobernador  dio  orden  al  Alcaide  y  Ayunta- 
miento de  Veger,  para  que  repusieran  las  servidumbres  obstruidas;  y  co- 
mo al  cumplir  el  Alcalde  el  acuerdo  del  Municipio  de  que  se  desembara- 
zara el  aguadero  de  San  Ambrosio,  tuviese  que  ocupar  ciertas  tierras  que 
labraba  Francisco  Ruiz  Robles,  presentó  éste  contra  la  providencia  del 
Alcalde,  un  interdicto  de  recobrar,  ante  el  Juez  de  primera  instaneia  de 
Cbiclana: 

Que  admitido  el  interdicto,  adujo  el  querellante  labraba  desde  1837 
ocho  fanegas  de  sembradura  al  sitio  de  la  Algaba,  término  de  los  Propios 
de  Veger,  las  cuales  fueron  roturadas  por  el  mismo  interesado,  y  su  pro- 
piedad le  había  sido  declarada  y  confirmada  por  el  Ayuntamiento  en  vir- 
tud de  que  aquella  tierra  no  formaba  parte  de  los  ejidos  y  cañadas,  cd^reva» 
deros,  caminos  y  demás  servidumbres  de  uso  comunal,  según  aparecía 
de  la  escritura  al  efecto  otorgada  y  de  las  declaraciones  de  suficiente  dú> 
mero  de  testigos,  por  lo  que,  previa  citación  del  Alcalde,  recayó  auto  res- 
titutorío  que  no  parece  fuera  llevado  á  efecto: 

Que  resistiéndose  el  Alcalde  de  Veger  á  comparecer  al  juicio,  participó 
lo  ocurrido  al  Gobernador  de  la  provincia;  y  esta  autoridad  despachó  re- 
querimiento de  inhibición  al  Juzgado,  fundándose  en  que  la  providencia 
motivo  del  interdicto  había  sido  dictada  en  el  ejercicio  de  las  atríbucioDes 
concedidas  á  los  Municipios  por  el  art.  80  de  la  ley  de  Ayuntamientos  vi- 
gente: 

Que  sustanciada  la  competencia,  el  Juez  mantuvo  su  jurisdicción  en 
que  el  querellante  tenia  probada  la  eieocion  de  servídombrei^p6bíicásen 
&ú  terreno^  y  que  el  acuerdo  del  Municipio,  como<iua  no  sa  refariaiai  am* 
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paro  ó  reiviDdicacíoD  de  derechos  perdidos,  sído  que  tenía  por  objeto  la 
imposicioD  de  una  Dueva  servidumbre,  era  ilegítimo  y  procedía  contra  él 
el  interdicto: 

Que  el  Gobernador,  conforme  con  el  Consejo  provincial,  insistió  en  el 
requerimiento,  de  lo  cual  resultó  el  presente  conflicto;  pero  apareciendo 
dictada  la  resolución  del  Gobernador  en  3  de  agosto  de  1864,  y  pronuncia- 
do el  auto  del  Juez  mandando  remitir  las  actuaciones  al  Ministerio  de  la 
Gobernación  en  13  del  mismo  mes  y  año,  ha  permanecido  el  espediente 
gubernativo  en  las  dependencias  de  Cádiz  hasta  que  fué  reclamada  su  re^ 
mesa  de  Real  orden  comunicada  por  la  Presidencia  del  Consejo  de  Minis-^ 
tros  en  4  de  febrero  del  presente  año: 

Visto  el  artículo  i.^  del  Real  decreto  de  23  de  setiembre  de  1836,  que 
previene  no  se  impida  á  los  ganados  de  todas  especies,  trashumantes,  es- 
tantes y  riveriegos,  el  paso  por  sus  cañadas,  cordeles,  caminos  y  servi- 
dumbres: 

Yísta  la  disposición  5.*  de  la  Real  orden  de  17  de  mayo  de  1838,  según 
la  cual  no  debe  darse  al  art.  1.°  del  decreto  de  las  Cortes  de  8  de  junio  de 
4  813,  restablecido  por  Real  orden  de  6  de  setiembre  de  1836 ,  mas  estén - 
síon  de  la  que  espresan  su  letra  y  espíritu,  que  solo  autorizan  el  cerra- 
miento y  acotamiento  de  las  heredades  de  dominio  particular  sin  perjuicio 
de  las  servidumbres  que  sobre  sí  tengan;  debiendo  los  Alcaldes  y  Ayunta- 
mientos impedir  el  cerramiento,  ocupación  ú  otro  embarazo  de  las  servi- 
dumbres públicas,  destinadas  al  uso  de  hombres  y  ganados,  que  en  nín- 
gan  caso  pueden  ser  obstruidas: 

Vista  la  Real  orden  de  13  de  octubre  de  1844,  que  encarga  á  los  Jefes 
políticos  que  cuiden  con  todo  esmero  y  vigilancia  posible  de  que  se  ob- 
serven y  cumplan  las  disposiciones  que  declaran  á  favor  de  la  ganadería 
el  libre  uso  de  las  cañadas,  cordeles,  abrevaderos  y  demás  servidumbres 
pecuarias  establecidas  para  el  tránsito  y  aprovechamiento  común  de  los 
ganados  de  toda  especie,  los  descansaderos,  sesteaderos  y  demás  terrenos 
que  bajo  cualquiera  denominación  hayan  disfrutado  hasta  aquí  para  sus 
viajes  y  necesidades,  é  igualmente  todas  las  concesiones  y  protección  que 
estSn  dispensadas  á  esta  industria  en  las  leyes  del  tít.  27,  libro  7."  de  la 
Novísima  y  disposiciones  dictadas  con  posterioridad;  debiendo  los  espresa- 
dos Jefes  impedir  por  todos  los  medios  que  están  al  alcance  de  su  autori- 
dad que  las  locales  ni  otras  personas  pongan  obstáculo  de  ninguna  especie 
al  goce  de  los  derechos  declarados,  amparando  á  los  ganaderos,  con  arre- 
glo á  las  leyes,  en  los  casos  que  lo  solicitasen,  y  concediéndoles  todos  los 
auxilios  y  protección  que  fueren  necesarios  en  obsequio  de  este  importan- 
te ramo  de  la  riqueza  pública: 

Visto  el  párrafo  quinto,  art.  74  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845  que  en- 
carga á  los  Alcaldes  todo  lo  relativo  á  la  policía  rural  conforme  á  las  leyes, 
reglamentos  y  disposiciones  de  la  autoridad  superior  y  ordenanzas  muni^ 
cipales: 

Ví^to  el  art.  83  de  la  ley  de  gobierno  y  administración  délas  provin- 
cias, que  determina  en  sus  párrafos  primero  y  quinto  corresponde  á  los 
Consejos  provinciales  oir  y  fallar  cuando  pasen  á  ser  contenciosas  las 
cuestiones  relativas  al  uso  y  distribución  de  los  bienes  y  aprovechamien- 
tos provinciales  y  comunales,  y  á  las  intrusiones  y  usurpaciones  en  los  ca- 
minos y  vías  públicas  y  servidumbres  pecuarias  de  todas  clases: 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  que  prohibe  la  admisión  de 
interdictos  rest ilutónos  contra  las  providencias  de  los  Ayuntamientos  y 
Bipütácidtíes  provinciales  en  materia  de  su  legal  atribución: 
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Visto  (A  art.  66  dej  teglatnento  de  25  de  setiembre  de  i863,  por  efque 
^  pre?teD6  que,  si  insistiera  ei  Gobeniador  én  la  ooin{ie«<fiicia^  ambos 
contendientes  remitirán  por  el  primer  correo  a)  Presidente  d^l  Goifftefo  de 
Ministros  tas  actuaoiOQes  que  ante  cada  cual  se  hubieras  iMtFnido: 
Considerando: 

\  .*  Que  puesta  al  cuidado  de  las  Autoridades  administrativas,  según  las 
disposiciones  antes  citadas,  la  conseryacion  de  las  servidumbres  pecuarias 
y  dereebos  reconocidos  á  la  ganadería;  en  el  easo  de  la  presóte  compe^ 
teDcia,  tratándose  de  aclarar  el  estado  de  cosas,  que  deba  ireepetmrsov  «■ 
los  derechos  de  esta  clase  existentes  en  los  terrenos  de^  l^opios  4%  Veger, 
el  interdicto  es  improcedente,  no  solo  porque  contraría  pre^ideteias  «d- 
minístrativas  legítimamente  dictadas,  sino  porque  la  euetítien  sobre  que 
decide  está  espresamente  atribuida  á  ia  Administración: 

2.*  Que  si  los  acuerdos  del  Aicakle  de  Veger  han  podido  causar  pa*- 
juício  á  tercero,  el  particular  que  se  estime  ofendido  puede  acudir  en  de^ 
fensa  de  su  derecho,  bien  ante  las  Autoridades  y  Tribuiíales  admmistk*ati- 
vos  en  la  vía  gubernativa  y  contenciosa,  bien  ante  la  jurísdfcdeQ.  ordina- 
ria en  el  juicio  plenario  correspondiente; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  ei  Consajo  de  Estado  en  pleno, 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  en  favor  de  la  Administración,  y  lo 
acordado. 

Dado  en  Palacio  á  catorce  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  j  siete. 
— Bstá  rubricado  de  la  Real  mano.'^EI  Presidente  del  Consejo  de  Mi&is- 
tros,  Ramón  María  Narvaez.-~(Publicada  en  la  Gaoela  de  í9<de  mtyo 
«de  i867.) 


139. 


Competencia  (14  de  mayo  de  1867.). — ^Servidübíbrk  de 
PASO.— Se  decide  á  favor  de  la  A.drainistracion  la  competencia  sus- 
citada entre  el  Gobernador  de  la  proviacia  de  Pontevedra  y  «1  Juez 
de  pmmera  instancia  de  Redondeia,  con  motivo  del  iaterdielo  pre- 
sentado por  D.  Jo^  Arias  Seoaue,  Abad  párroco  de  San-  Andrés  de 
Cedeyra,  contra  D.  Fermín  Monroy,  y  se  resuelve: 

!,•  Que  los  Alcaldes  están  obligados  á  cuidar  de  todo  lo  relati- 
vo á  policía  rural; 

T  2."  que  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  {$  de  mayo 
de  1859,  no  pueden  admitirse  interdictos  posesorios  de  mumuten- 
don  y  restitución  qu^  dejen  sin  efecto  providencias  de  la  Adminis- 
traeion  dictadas,  dentro  del  círculo  de  sus  ütribudme».  > 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  susoit^da'  entre  el66b0rDa- 
dor  de  la  provincia  de  Pontevedra  y  el  Juez  de  primera  ínsttfBOia  de  Reí- 
dondela  de  los  cuales  resulta: 

Que  en  15,de  marzo  de  i866  D.  Manuel  Pérez,  labrador  f 'tecina  de 
Cedeyra,  recurrióal  Ayuntamiento  de  Redendek  setícitané» que  «et^bli** 
«ase  á  D.  Fermin  Monroy,  como  dueño  de  los  terrenos^Mbiftftntm  de  doA^- 
de  partia  un  sendero  páblico  de  dos  cuartas  de  ancho,  ifitéeeadtHnt  desde 
el  lugar  de  Meceíra  á  la  Rabadayra«  á  construir  UBaeancHItqu^ se  abríei- 
se  por  el  transeúnte  y  se  cerrase  por ^fc misma,  p«ía  evitar  de«8te^«t«ef 
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ra  que  ios  ganados  de  Ja  vedodad  cauaasen  daño  eo  las  heredades  próxi- 
mas á  la  espresa  seodi: 

Que  el  A| untamiento  accedió  á  esta  solicitud,  y  eD  su  coDseeueaeia  se 
construyó  la  cancilia  en  la  forma  de  que  se  ha  hecho  mérito: 

Que  en  20  de  dictembre  del  miümo  año  se  ipreseDló  en  el  Juzgado 
competente  un  interdicto  de  recobrar  á  nombre  de  D.  José  Arias  Seoane, 
Abad  párroco  de  San  Andrés  de  Cedeyra,  contra  D.  Fermín  Mooroy,  por 
haber  impedido  ai  demandante  con  la  construcción  de  la  cancilla  indica- 
da, el  pasar  por  la  senda  en  cuestión,  cuando  éste  acompañaba  los  cadá- 
veres ó  iba  á  llenar  las  dennás  funciones  de  su  sagrado  ministerio: 

Que  sustanciado  el  interdicto  sin  audiencia  del  despojaiU6>  y  anies  de 
que  recayese  providencia  deflnitiva,  el  Gobernador  de  la  provincia  requi- 
rió de  inhibición  al  Juzgado  fundándose  en  el  art.  I.""  del  decreto  de  las 
Cortes  de  8  de  junio  de  i8i3,  restablecido  por  el  de  6  de  setiembre  de 
{836;  en  el  Real  decreto  de  ^de  noviembre  de  1832;  en  la  dí^osicíon  ti.* 
de  la  Real  orden  de  17  de  mayo  de  183S;  en  las  de  8  de  mayo  de  183Q  y 
13  de  octubre  de  1844;  en  ei.nán)ero5.*delart.  76de^aiey  de  8  de  ene- 
ro de  1845  reforotada  por  el  Real  decreto  de  21  de  octubre  último;  ^en  el 
número  3/  del  art.  82  de  la  nusma  ley,  y  en  el  art.  10  de  la  ley  de  25  de 
setiembre  de  1863: 

Que  después  de  la  tramitación  debida,  el  Juzgado  se  declaró  compe- 
tente para  entender  en  el  negocio,  en  razón  á  que  por  ser  particular  la 
servidumbre  de  que  se  trata  correspondía  entender  en  el  negocio  á  la  ju- 
risdicción'érdinaria: 

Qcifl  insistiendo  el  Gobernador  en  su  requerimiento,  resultó  el  presente' 
conflicto  que  ha  seguido  sus  tramites: 

Visto  el  art.  79  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845  que  declara  que  es  pri- 
vativo de  los  Ayuntamientos  entre  otras  cosas,  el  cuidado,  conservación 
y  reparación  de  los  caminos  y  veredas,  puentes  y  pontones  vecinales: 

Visto  el  párrafo  quinto  del  articulo  74  de  la  citada  ley,  según  el  cual 
corresp^tnde  á*  los  Alcaldes,  como  Adfninistradores  de  los  pueblos  cuidar 
de  todo  lo  relativo  á  policía  urbana  y  rural  conforme  ú  las  leyes,  regla- 
mentos y  disposiciones  de  la  autoridad  superior  y  ordenanzas  muni- 
cipales: 

Vista  Ja  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  que  dispone  que  contra  las 
providencias  y  disposiciones  que  dicteo  los  Ayuntamientos,  y  en  su  caso 
las  Diputaciones  provinciales,  en  los  negocios  que  pertenecen  á  sus  atri- 
buciones según  las  leyes  forman  estado  y  deben  llevarse  á  efecto,  sin  que 
Jos  Tribunales  admitan  contra  ellas  los  interdictos  posesorios  de  manuten- 
ción ó  restitución,  aunque  deberán  administrar  justicia  á  las  partes  cuando 
entablen  las  otras  acciones  que  Jegalm^nte  les  con^petan: 
Considerando: 

1.®  Que  el  Ayuntamiento  de  ftedondela  ejerció  un  acto  de  policía  rural 
al  impedir  la  entrada  d^  Ja  set;i,da  deMaceyra  á  I9  Rabad^yra  coq  el  e^clu* 
sivo  otyeto  de  evitar  los  daños  de  ganados  en  lieredades  de  Jos  parti- 
culares: 

2.°  Que  segpp  el  párrafo  citado  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  los 
Alcaldes,  no  solo  pueden,  sino  q^e  están  obligados  á  cuidar  de  todo  Jo  re- 
Jativo  á  ^1^  policía  rur^l: 

^•^  (t^  ^oníorme  á  Jo  disp^esto  en  la  Real  orden  de  8  de  n(Layo  de 
1839,  igualmente  citada,  nopqeden  admitirse  interdictos  posesorios  de 
maniUenci^n  y  restitución  que  como  el  presente  dejen  s/n  efecto  providen-, 
cías  de  la  AdministracH)n  dictadas  dentro  del  círculo  de  sus  atribuciones; 
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la  qae  se  dice  qae  D.  Gabriel  BeroBldo  de  Quirós  tuvo  arrendados  los  bie- 
nes de  que  se  trata  en  ios  años  1794  y  i 795,  y  que  en  1801  se  hizo  nuevo 
arriendo  de  los  mismos  por  su  hijo  D.  Fraocísco: 

Que  la  referida  (o tendencia  declaró  en  su  vista  en  29  de  junio  de  4843 
que  el  recurrente  estaba  comprendido  en  el  art.  6.®  del  Real  decreto  de 
41  de  marzo  del  mismo  año,  y  aunque  no  aparecen  en  el  espediente  otras 
diligencias  practicadas  en  el  asunto  por  aquel  tiempo,  consta  del  libro  de 
registro  de  espedientes  del  Clero  de  1843  en  la  citada  provincia,  que  á 
consecuencia  de  baberse  opuesto  á  semejante  declaración  Doña  María  Diaz 
Arguelles  y  consortes,  fundados  en  que  eran  los  verdaderos  cultivadores 
de  las  fincas  á  que  se  referia  Quirós,  puesto  que  éste  y  sus  causantes  solo 
tuvieron  el  carácter  de  cabezaleros  ó  encargados  de  recaudar  y  pagar  las 
rentas  de  los  citados  bienes,  se  les  mandó  amparar  en  providencia  de  22  de 
noviembre  de  1844,  dejando  sin  efecto  la  de  29  de  juicio  de  1843: 

Qué  habiendo  quedado  paralizado  el  espediente  en  tal  estado  volvió  á 
promoverle  D.  Joaquín  Bernaldo  de  Quirós  en  1855;  y  acogiéndose  á  la 
ley  de  1.°  de  mayo  del  mismo  año,  reprodujo  su  pretensión  anterior  rela- 
tivamente á  la  declaración  á  su  favor  del  dominio  útil  de  las  fincas  men- 
cionadas, sin  decir  la  tramitación  posterior  que  tuvo  el  espediente  en 
4844;  y  habiendo  seguido  esta  nueva  instancia  la  tramitación  correspon- 
diente, la  Junta  superior  de  Ventas,  en  sesión  de  25  de  enero  de  1856, 
aprobó  la  concesión  solicitada,  admitiendo  al  interesado  la  redención,  de 
que  86  otorgó  escritura  en  forma: 

Que  por  el  propio  tiempo  reprodujeron  Doña  María  Diaz  Arguelles  y 
demás  compañeros  la  solicitud  que  incoaron  en  1843  sobre  el  dominio 
útil  de  las  referidas  fincas;  y  dada  también  á  esta  instancia  la  tramitación 
correspondiente,  presentaron  los  interesados  los  justificantes  de  sus  pre- 
tendidos derechos,  y  entre  ellos:  primero,  una  información  testifical  prac- 
ticada judialmente  para  acreditar  que  los  recurrentes  y  sus  causantes 
habían  sido  los  cultivadores  de  ios  bienes  en  cuestión  desde  antes  de  1800: 
segundo,  testimonio  de  una  escritura  otorgada  en  1778,  en  la  que  consta 
que  se  dieron  en  arrendamiento  en  aquel  año  los  citados  bienes  por  tér- 
mino de  nueve  años  y  pago  en  cada  uno  de  1,085  rs  á  D.  Gabriel  Bernal- 
do de  Quirós  y  otras  personas,  quedando  Quirós  como  cabezalerq  cobrador 
de  las  referidas  rentas:  tercero,  otra  información  de  testigos  y  varias  cer-* 
tificaciones  para  probar  el  parentesco  de  los  recurrentes  con  los  arrenda- 
tarios que  además  de  Quirós  espresa  la  mencionada  escritura:  cuarto, 
varios  recibos  de  pagos  de  las  indicadas  rentas,  hechos  por  la  familia  de 
los  reclamantes,  siendo  el  mas  antiguo  en  fecha  á  favor  de  Juan  Alonso 
en  el  año  de  4836:  quinto,  una  escritura  otorgada  en  27  de  febrero  de 
4847,  por  la  cual  la  citada  Abadía  arrendó  á  Pedro  Cachero,  á  nombre  de 
su  madre  Doña  María  Diaz  Arguelles,  un  quiñón  de  tierras  en  la  mencio- 
nada parroquia  de  Sania  Cruz  de  Míeres:  sesto,  otra  escritura^  de  laque 
aparece  que  en  1819  se  arrendaron  las  fincas  en  cuestión  á  D.  Francisco 
Eornaldo  Quirós,  estableciéndose  la  condición  de  que  los  llevadores  de 
las  mismas  reconocerían  al  propio  D.  Francisco  como  arrendatario  prin- 
cipal y  encargado  de  hacer  los  pagos  de  la  renta: 

Que  la  Junta  de  Ventas  de  la  provincia,  en  vista  de  los  antecedentes 
indicados,  opinó  favorablemente  á  las  pretensíotíes  de  Doña  María  Diaz 
Arguelles  y  consortes;  y  habiéndose  remitido  el  espediente  á  la  Superio- 
ridad, fueron  de  opinión  la  Dirección  general  del  ramo  y  la  Asesoría  ge- 
neral del  Ministerio  de  Hacienda  de  que  se  revocase  el  acuerdo  de  la  Jun  • 
ta  superior  de  Ventas  que  concedió  á  D.  Joaquín  Bernaldo  Quirós  el  do- 
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púWiei  la  Sala  da  lo  Coateocioao,  acordó  qne  se  laega  eomo  resolocion  fi-» 
sal  en  la  iostaocía  v  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
sotifique  en  forma  á  las  partea,  y  se  íDserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico, 
lladrid  25  de  abril  de  1867.— Pedro  de  Madraio.— (Publicada  eo  la  Ga- 
ceta  de  i 9  do  mayo  de  1867.) 


1S«. 


Antoptzacion  (SO  de  mayo  de  1867.).— Obtención  arbi- 
TRARU. — Se  declara  innecesaria  la  autorización  del  Gobernador  de 
la  provincia  de  Orense  al  Juez  de  primera  instancia  de  Yerin  para 
procesar  á  D.  Vicente  Bazal,  Teniente  de  Alcalde  de  dicha  villa,  7 
se  resuelve: 

!.•  Que  no  puede  imponerse  gubernativamente  por  un  Alcalde 
la  pena  de  detención^  riño  que  es  necesario  que  observe  las  formali- 
dades para  tal  caso  prevenidas: 

2.®  Que  por  consiguiente  cuando  un  Alcalde  impone  dicha  pena, 
es  claro  que  no  obra  con  el  carácter  de  agente  administrativo,  sino 
haciendo  uso  de  sus  facultades  judidaks, 

¥  3.®  que  es  innecesaria  la  autorización  para  proceder  contra 
un  Alcalde  por  los  abusos  que  haya  podido  cometer  en  el  ejercicio  de 
las  facultades  que  le  corresponden  como  delegado  de  la  jurisdicción 
ordinaria. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Orense  ha  ne- 
gado al  Juez  de  primera  instancia  de  Verin  la  autorización  para  procesar 
á  D.  Vicente  Bazal,  Teniente  Alcalde  de  Verin,  por  detetteíon  arbitraria^ 
y  del  cual  resulta: 

Que  el  SO  de  julio  de  t866  el  referido  Teniente  Alcalde^  ejerciendo 
fnncienes  de  Alcalde,  publicó  un  bando  de  buen  gobierno,  en  cuya  dis- 
posición sétima  se  prohibía,  sin  escepcion  ni  limitación  alguna,  coger  hoja 
y  yerba  do  las  viñas  ínterin  no  se  verificase  la  vendimia,  bajo  la  multa  de 
2  reafes. 

Que  el  25  de  agosto  siguiente  Jesusa  Rodríguez,  criada  de  D.  Baltasar 
Valdés,  iofringió  dicho  bando  siendo  por  ello  multada  en  2  rs.: 

Que  en  30  del  propio  mes,  la  misma  Jesusa  Rodríguez  fué  detenida  con 
un  cesto  de  hoja,  y  conducida  á  la  cárcel  preventivamente  hasta  que  se 
identificase  su  persona  y  la  procedencia  de  la  hoja;  verificado  lo  cual,  en 
virtud  de  diligencias  que  instruyó  ,etáJialde  interino,  se  alzó  la  detención 
dentro  de  las  24  horas,  multándola  en  20  rs.  por  reincidente: 

íQue  i  loa  pocos  diis  U*  Baltasar  VaJ>dé«y  amo  de  la  Jeama  Kodr^uez, 
calificando  de  ilegal  y  arbitraria  k  deiencion  de  su  criada,  denanció  el 
hecho  ante  la  autoridad  judicial;  y  en.au  consecuencia  se  instruyeron  di* 
ligeociasy  éa  las  cuates,  después  de  haber  oido  al  Promotor  iseal,  el  Jues 
dio  auto  de  sobreseimiento  en  atención  á  que  el  Teniente  Alcalde  Bazal 
había  obrado  dentro  del  círculo  de  sus  atribuciones  administrativas  orde* 
nando  la  inomeñlánea  detención  de  la  criada  in^actora  del  bando: 

Que  la  Audiencia  territorial  dejó  sin  efecto  el  auto  citado,  mandando 
qne  sé iprooediera^^on  arreglo  á  derecho,  por  lo  caal  el  Juez,  oido  el  Pro- 
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U)ot^  íi^eal,  solicitó  U  aiUorizacion  par^  preeeaaral  Teníetito  Alcaide  doa 
Vicente  Bazal:  i 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  el  Consejo  pro- 
vincial y  negó  aquel  requisito  fundándose  en  que  con  arreglo  á  los  articu< 
los  75  y  76  de  la  ley  de  Ayuntamientos ,  y  alas  reglas  27  y  29  de  la  Jey 
provisional ,  el  Teniente  Alcalde  estuvo  dentro  de  sus  facultades  déte- 
niendo  preventivamente  á  la  mujer  que  por  segunda  vez  liabia  infringido 
el  bando  dictado  por  la  misma  Autoridad: 

Vistas  las  reglas  27  y  29  de  la  ley  provisional,  según  la  primera  de  las 
cuales  las  Autoridades  y  sus  agentes  están  obligados  á  detener  ó  mandar 
detener  á  las  personas  que  según  fundados  indicios  fueren  reo&  da  delito 
de  cuya  perpetración  tuvieren  conocimiento,  debiendo  hacer  lo  mismo  con 
los  responsables  de  faltas  si  fueren  personas  desconocidas  ;  y  sei^un  la  se  - 
gunda ,  la  Autoridad  gubernativa  ó  agente  de  ella  ^ue  detuviere  á  una 
persona  la  pondrá  á  disposición  del  Tribunal  competente  dentro  dé  las  24 
ñoras  siguientes  á  la  detención: 

Visto  el  art.  75,  núm.  6.^  de  la  ley  vigente  de  Ayuntamientos ,  según 
el  cual  corresponde  al  Alcalde  publicar  los  bandos  que  creyere  conducen- 
tes al  ejercicio  de  sus  atribuciones;  y  el  art.  76,  núm.  5.%  que  le  faeuUai 
para  cuidar  de  todo  lo  relativo  á  policía  urbana  y  rural  conforme  á  las  le- 
yes ,  reglamentos  y  disposiciones  de  la  Autoridad  superior  y  ordenanzas 
municipales: 

Visto  el  art.  10,  núm.  8/  de  la  ley  vigente  para  el  gobierno  y  admi- 
nistración de  las  provincias,  según  el  cual  no  será  necesaria  ia  autoriza, 
cion  para  perseguir  los  delitos  de  imposición  de  castigo  equivalente  á  pena 
personal  «arrogándose  facultades  judiciales: 

Considerando  que  en  el  caso  á  que  este  espediente  se  reGere  el  Te-^ 
niente  Alcalde  de  Verin  impuso  la  detención  á  la  criada,  no  con  carácter 
de  agente  administrativo,  sino  haciendo  uso  de  sus  facultades  judiciales, 
puesto  que  sabido  es  que  los  Alcaldes  no  pueden  imponer  gubernativa- 
mente aquella  pena  sin  las  formalidades  que  para  tales  casos  están  pre- 
venidas ,  y  que  en  este  espediente  no  aparecen  observadas; 

Conformándome  con  Jo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,*  vengo  en  declarar  innecesaria  la  autoriza- 
ción de  que  se  trata. 

Dado  en  Palacio  á  veinte  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.-^ (Publicada  en  la  Gaceta  dé  23  áe  mayo 
de  1867.) 


1S5. 


Aatorizaci^n  (16  de  mayo  de  1867« «  Esceso  bn  el  g^bro 
M  UN  APREMIO.—- Se  confifma  la  négatiya  del  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Huesca,  en  la  antorisíacion  solicitada  por  el  Juez  de  Ha- 
cienda de  la  de  Gerona ,  para  procesar  á  D.  Sanios  Sebastian  y 
Gil,  y  se  resuelve: 

i .  Que  no  hay  delito  cuando  no  aparece^  que  hubiera  intención}, 
de  delinquir : 

Y  2.'    que  un  Adminielradar  de  Hacienda  no  e$  responsahíeMl 
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dictar  una  orden  de  apremio ,  cuando  é^a  tiene  por  objeto  hacer 

efectiva  unQ  obligación  constituida  á  favor  del  Fisco. 

■  \      .        ■  ■        ■ 

Eq  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Huesca  h{^ 
cegado  al  Juez.de  Hacienda  de  h  provincia  de  Gerona  la  autorízacíoa 
para  procesar  á  D.  Santos  Sebastian  y  Gil,  Administrador  que  fué  de  Pro- 
piedades y  Derechos  del  Estado  en  la  provincia  últimamente  citada ,  y  ea 
la  aclualidad  Oficial  primero  Interventor  de  la  Administración  de  Hacien- 
da de  Huesca,  resulta; 

Que  D.  Antonio  Grau,  vecino  de  San  Cristóbal,  en  la  provincia  de  Ge- 
rona, acudió  al  Gobernador  de  la  misma  solicitando  se  sirviera  declarar 
que  el  total  de  los  derechos  de  apremio  que  correspondían  á  Don  Miguel 
Castillo  en  el  espediente  de  ejecución  seguido  contra  el  recurrente  para 
el  pago  de  pensiones  de  un  censo  de  4,000  libras  de  capital  creado  a  fa- 
vor de  D.  Francisco  Grao  y  tíocafiguera  era  únicamente  de  1,722  reales 
S  céntimos,  y  no  de  8,421  rs.  78  cents,  que  se  le  reclamaba: 
Que  instruido  espediente  gubernativo,  aparece: 

f."  Que  el  Administrador  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  en  \% 
de  enero  de  i865  dio  comisión  á  D.  Miguel  Castillo  para  que  procediera 
ejecutivamente  contra  D.  Antonio  Grau  hasta  la  realización  (ie  las  pen- 
siones del  espresado  censo  acontar  desde  1.^  de  mayo  de  1855,  á  razou 
de  i, 280  rs.  una: 

2.*  Que  durante  el  procedimieato  ejecutivo  D.  Antonio  Grau  reclamó 
contra  el  mismo  fundándose  en  que  el  censo  no  se  debia  al  Estado  sino  al 
albaceazgo  de  1).  Francisco  Grau  y  Rocafiguera,  cuya  reclamación  fué  re- 
suelta por  la  Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  en, 
25  de  mayo  de  4866,  disponiendo  que  seexi{];iese  desde  luego  el  pago  á(y 
réditos  del  censo  hasta  que  se  veriücase  su  redención: 

3.**  Que  el  Administrador  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  en  21 
de  junio  de  i  866  dispuso  pasase  el  espediente  al  comisionado  D.  Miguel 
Castillo  á  fin  de  que  continuaran  los  procedimientos  ejecutivos  que  se  hi- 
ciesen estensivos  al  capital  de  4,164  escudos  del  censo,  á  cuyo  efecto,  y 
de  DO, haber  postor  en  la  subasta  anunciada  para  el  dia  5  de  julio,  se  em- 
bargaran bienes  que  cubriesen  el  capital  indicado  y  las  pensiones  de-«. 
vengadas: 

4.°  Que  en  el  espresado  dia  5  de  julio  se  verificó  la  subasta  sin  que  se» 
presentara  licitador  alguno,  por  lo  cual  se  procedió  á  la  ampliación  der 
embargo  hasta  cqbrir  la  cantidad  de  7,000  escudos,  y  se  publicó  nueva 
subasta  para  el  dia  i.°  de  agosto  siguiente: 

5.°    Que  el  30  de  julio  anterior  se  ofició  por  la  Administración  de  Pro-> 
piedades  y  Derechos  del  Estado  á  D.  Miguel  Castillo  manifestándole  que 
quedaba  sin  efecto  el  remate  anunciado  por  haberse  presentado  D.  Antonia, 
Grau  á  verificar  la  redención  y  pago  de  pensiones,  y  reclamado  el  espe 
dieotecoD  la  relacioD  de  los  deredios  que  le  correspondian  según  arancel; 

Y  6/  Que  de  ia  aspresada  relación  resulta  que  D.  Miguel  Castilla 
exigió  por  sxf  derechos  la  cantidad  de  8,421  rs.  78  cents.: 

Que  en  v|s(a  del  anterior  ^^pedieote  gubernativo  el  Consejo  provin - 
cial,  á  quien  el  Gobernador  de  Gerona  pasó  el  asunto,  fué  de  dictamen 
que  debia  declararse  que  los  recargos  que  correspondian  al  comisionado^ 
Castillo  ascendian  únicamente  á  1,828  rs.  47  cents.,  cuya  suma  podiü 
tan  sólo  ser  reclamada  á  D.  Antonio  Grau  si  no  la  hubiere  satisfecho;  jr 
en  caso  contrario  y  haber  pagado  Grau  mas  de  lo  que  le  correspondía,  den 
beriae)eonii|ii«Dado  Castillo  restituir  el  esceso: 
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Que  el  Gobernador  se  confórmó  con  él  p&reeér  del  Gotismo  én  cüáoto^ 
al  importe  de  los  recargos  que  el  comisioDsdo  debia  'percibir;  písi^estr- 
inaudo  que  éste  habla  cobrado  indebidamente  la  cantidad  de  1,621  reales 
53  cents.,  cuyo  hecho  constituye  un  delito  previsto  en  el  art.  328  del"  Có- 
digo penal^  resolvió  pasar  al  Juzgado  de  Hacienda  de  la  provincia  para 
los  fines  á  que  hubiese  lugar  copia  del  espediente  ejecutivo  instruido  con  • 
traD.  Antonio  Gran: 

Que  dado  conocimiento  del  negocio  al  Promotor  fiscal  de  Hacienda,  es- 
puso que  al  obrar  el  comisionado  Castillo  de  la  manera  que  lo  verificó  en 
Ja  ampliación  del  apremio,  lo  hizo  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  por  el 
Administrador  de  Propiedades  y  Derechos  del  Bstado  D.  Santos  Sebastian 
y  Gil,  que  así  se  lo  mandó;  cuya  circunstancia,  si  bien  no  eximia  á  dicho 
comisionado  de  responsabilidad  porque  babia  ya  cobrado  á  cuenta  el  dine- 
ro, sujetaba  también  á  procedimiento  al  indicado  O.  Santos  Sebastian, 
como  quiera  que  la  orden  que  había  dado  era  á  todas  luces  improcedente 
é  injusta;  debiendo  en  su  consecuencia  procesársele  como  presunto  rea 
del  aelito  previsto  en  el  art.  300  del  Código  penal. 

Que  el  Juez,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Promotor,  pidió  la 
autorización  correspondiente  para  procesar  á  D.  Santos  Sebastian  y  Gil, 
Oficial  primero  Interventor  de  Hacienda  de  Huesca  en  la  actualidad,  fun- 
dado en  la  responsabilidad  que  le  alcanzaba  en  el  espediente  á  que  se  vie- 
ne aludiendo: 

Por  último,  que  el  Gobernador  de  Huesca,  de  acuerdo  con  el  parecer 
del  Con5;ejo  provincial  y  previa  audiencia  del  interesado,  negó  la  autori- 
zación fundándose  en  que  en  el  caso  presente  existe  la  cuestión  previa  de 
si  se  pudo  ó  no  espedir  el  apremio  que  el  Juzgado  calificaba  de  ilegal,  ca- 
lificación que  compete  á  la  Autoridad  administrativa  y  no  á  la  judicial: 

Visto  el  art.  5.*  del  Real  decreto  de  23  de  julio  de  1850,  según  el  cual 
deja  de  ser  colectiva  la  obligación  de  los  primeros  contribuyentes  al  pago 
de  las  dietas  y  costas  de  los  apremios  de  segundo  y  tercer  grado,  y  en  su 
lugar  se  establece  la  individual  como  en  el  del  primer  grado  en  la  forma 
que  en  el  mismo  artículo  se  señala: 

Vistos  los  arts.  7.°  y  8.®  siguientes  del  mismo  Real  decreto,  según  los 
cuales  los  recargos  por  apremios  pertenecen  á  los  ejecutores,  y  éstos  de- 
ben satisfacer  los  gastos  ae  la  comisión;  bajo  el  concepto  de  que  los  céti- 
tribúyentes  no  deben  pagar  por  los  apremios  otra  cantidad  que  ki  de  los 
recargos  espresados : 

Visto  el  art.  300  del  Código  penal ,  citado  ^of  el  Promotor  de  Hacien- 
da, por  el  que  se  castiga  al  empleado  público  que  desempeñando  un  aétó 
del  servicio  cometiere  cualquiera  vejación  injusta  contra  las  personas,  ó 
usare  de  apremios  ilegítimos  ó  innecesarios  para  el  desempeño!  del  Servi- 
cio respectivo: 

Considerando: 

1.*  Que  sea  Cualquiera  la  apreciación  (fue  se  Ud^a  de  la  coíndttétá  se^ 
cuida  por  el  Administrador  D.  Santos  SebaMian  é^n  el  caso  á  qtle  se  te- 
nere  este  espediente,  no  puede  calificarse  de  delito,  cómo  pretende  el^^- 
gado  de  Hacienda,  puesto  que  ni)  apai'ece  que  tuviera  intención  de  dénu- 
quir,  ni  la  orden  de  apremio  se  propuso^tro  objeto^  que  hacer  efectiva  trtia 
obligación  constituida  á  favor  de  la  Haeiéáda : 

2.^  Que  no  hay  por  íó  tanto  méritos' stfficieniéár  para  í|tlé  él' Jtíi^aifo 
proceda  criminalmente  coótra  el  réfeHtfo  AindfonaHó  por  un  bééfe»  nue 
no  cae  bajó  la  ácci^  dé  los  Triburiales  de  júltFcia';  /'^         ■  .     •'* 

Conformándome  con  lo  informado  péi*  fe  Sécfeion^'de*B8ftd<fy*'€rt*ü3i'# 
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JttSÜeiadelCeDsejo  deiEUade,  Veogo^D  eoofírmar  la  negativa  del  Go* 
bernador  de  la  provÍDcia  de  Huesoa. 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  seis  de  mayo  de  mil  ochocienios  sesenta  y 
siete. — Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  Mark  Narvaez.7*-(Pub}icada  en  la  Gaceta  de  23  de 
«layo  <te  4367.) 


ia«. 

ConÉfieteneia  (20  de  mayo  de  1867.).— uso  y  aprovecha- 
wirNTO  DE  AGUAS. — Sc  declara  mal  formada,  y  que  no  ha  debido 
suscitarse  la  competencia  entablada  entre  el  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Málaga  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Colmenar,  con 
motivo  de  la  demanda  presentada  por  los  vecinos  de  Periana  con- 
tra los  dueños  de  los  molinos  del  partido  de  Yiio,  y  se  resuelve: 

1.°  Que  no  puede  decidirse  la  cuestión  de  competencia  que, 
üunque  provocada,  no  fué  sustanciada  en  forma: 

2.**  Que  tampoco  puede  serlo  cuando  se  incurre  en  alguna  omi- 
sión sustancial  en  la  tramitación  establecida  para  los  espedientes  de 
competencia; 

Y^"^  que  no  corresponde  á  la  Administración  conocer  de  dere- 
chos civiles  y  privados  sobre  aguas  que  ni  son  públicas  ni  de  común 
aprovechamiento. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Málaga  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Colmenar 
<le  los  cuales  resulta: 

Que  en  20  de  setiembre  de  iS58  D«  Juan  Bautista  Moreno  y  D.  Igna- 
<;ío  Muñoz,  por  sí  y  á  nombre  de  los  demás  regantes  de  la  Puebla  de  Pe- 
riana, acudieron  ante  el  referido  Gobernador  manifestando: 

<.*  Que  en  virtud  del  repartimiento  aprobado  por  la  Diputación  pro- 
vincial en  7  de  n>ayo  de  1842  les  jcorrespondía,  en  unión  con  los  vecinos 
^e  Vmuelas,  el  uso  y  aprovechamiento  de  las  aguas  del  nacimiento  deno- 
minado del  Guaro.  * 

2.^  Que  en  aquella  comarca  existían  desde  antiguo  unos  molinos  mo- 
vidos por  el  agua  de  otro  nacimiento  independiente  del  anterior  llamado 
rZapata,  y  que  los  dueños  de  estos  molinos,  sin  titulo  legitimo  para  ello, 
ijabian  prolongado  la  acequia  del  Zapata  hasta  el  álveo  del  Guaro,  aumen- 
tando con  las  aguas  de  éste  la  fuerza  motriz  de  los  artefactos; 

Y  por  último,  que  habiendo  tolerado  los  vecinos  aquel  hecho  cuando 
les  quedaba  agua sufieieo te  para  sus  riegos,  faltándoles  ésta,  obstruyeron 
«1  (ooiadero  de  los  molinos;  y  sus  dueños  D.  Antonio  y  D.  Francisco  Za- 
mora y  Doña  MarJaPaisal  babian  obtenido  del  Juez  de  primera  instancia 
^e  Colmenar  un  auto  restitutorío  reponiendo  el  tomadero  al  estado  ante- 
rior, en  iñrtud  de  lo  cual  suplicaban  al  Gobernador  provocara  contienda  de 
competencia  al  Juzgado  y  llamase  á  sí  el  conocimiento  de  la  cuestión  co- 
iBQ  jpa  se  referia  al  estado  posesorio  de  un  aprovechamiento  comunal: 
<  Que  el  Gobernador,  previo  informe  del  Consejo  provincial ,  despachó  el 
requerimiento,  citando  en  su  apoyo  las  Reales  órdenes  de  22  de  noviem- 
bre de  iSde,  8  de  mayo  y  20  de  julio  de  4839 ,  y  artículo  9.®  de  la  ley  de 
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^  de  abril  de  1845;  y  do  habiendo  acusado  ei  Jaez  el  recibo  del  oficio  def 
Gobernador,  fué  reproducido;  pero  qoedé  síd  sustanciarse  el  íncideiite  de 
competeucia  que  promovía: 

Que  en  su  vista  los  vecinos  de  Períana  preseotaron  BDte  el  mfsroo  ioez 
demanda  civil  ordinaria  ejercitando  Ja  acción  roinvindícatoria  sobre  todas 
las  aguas  del  nacimiento  del  Guaro,  de  cuyo  disfrute  leí  habiair privado 
los  dueños  de  los  molinos  del  partido  de  Vilo: 

Que  admitida  la  demanda  por  el  Juzgado  ,  y  acusada  ia  rebeldía  á  los 
demandados,  presentaron  éstos  escrito,  al  Gobernador  de  la  provincia  para 
que  le  requiriese  de  inhibición  ;  y  unida  su  solicitud  al  espediente  iniciado 
por  ios  regantes  de  Períana,  ei  Gobernador  requirió  at  Juez,  alegando- 
para  ello  las  Reales  órdenes  de  22  de  noviembre.de  1836,  20  de  julio  de 
1839,  y  artículos  80  y  8.*  de  las  leyes  de  8  de  enero  y  2  de  abril  de  1845: 

Que  después  de  varios  recordatorios  se  sustanció  la  competencia,  ad- 
mitit^ndo  ei  Juez  á  la  parte  de  los  demandantes  un  testimonio  de  ia  escri* 
tura  que  justificaba  el  dominio  que  tedian  en  las  aguas  ,  y  recayendo  por 
fio  sentencia  conGrmando  la  jurisdicción  ordinaria,  en  razón  á  que  la  de- 
manda objeto  de  Jos  procedimientos ,  era  reivindicatoría  do  un  derecho 
de  propiedad: 

Que  exhortado  el' Gobernador,  hizo  presente  el  Consejo  provincial  se 
hablan  involucrado  dos  competencias ,  la  suscitada  en  el  interdicto  y  la 
que  solicitaron  los  dueños  de  los  molinos;  y  exhortando  de  nuevo  el  Juz- 
gado al  Gobernador  para  que  precisara  cuál  era  la  cuestión  á  que  referia 
sus  requerimientos,  el  Consejo  provincial,  entrando  en  el  fondo  del  asun- 
to, opinó  que  como  se  trataba  de  distribuir  aguas  públicas,  cualquiera  que 
fuera  la  acción  entablada  correspondía  conocer  de  ella  á  ia  Administra- 
clon  ,  y  se  debía  insistir  en  el  requerimiento ,  elevándose  el  espediente  á 
4a  Superioridad: 

Que  tomado  este  acuerdo  en  15  de  abril  de  1861 ,  no  consta  fuese  co- 
municado al  Juez  de  primera  instancia,  por  lo  que  elevado  el  espediente 
Al  I  Ministerio  de  la  Gobernación ,  han  permanecido  las  actuaciones  en  el 
Juzgado  hasta  el  día  ,  ec  que  han  sido  reclamadas  de  Real  orden  comuni- 
cada por  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros: 

Visto  el  Real  decreto  de  4  de  junio  de  1847,  á  cuyas  disposiciones 
debió  ajustarse  la  sustanciacioo  de  estas  competencias,  que  en  sus  artícn- 
Jos  2.®,  7.°,  8.®,  9.°  y  13  previenen  á  los  Jefes  políticos  que  solo  reclamen 
los  negocios  cuyo  conocimiento  corresponda,  en  virttrt  de  disposición  es* 
presa,  á  los  mismos  Jefes,  á  las  Autoridades  que  de  ellos  dependan,  ó  á  la 
Administración  civil  en  general:  que  el  Tribunal  ó  Juzgado  requerido  de 
inhibición  por  el  Jefe  político  suspenda  todo  procedimiento  en  el  asunto 
4)riocipal;  y  avisado  el  recibo  del  exhorto,  lo  comunique  por  tres  dias  al 
Ministerio  fiscal,  y  por  igual  término  á  cada  una  de  las  partes,  citando  in- 
mediatamente á  éstas  y  al  Ministerio  fiscal  para  la  vista  del  artículo,  y  pro- 
veyendo, por  último,  auto  motivado;  y  que  si  la  Autoridad  administrativa 
persistiera  en  la  competencia,  dentro  de  los  tres  dias  de  haberreeibido  el 
exhorto  judicial  dirija  nueva  comunicación  insistiendo  ó  no  en  estimarse 
competente: 

Vista  ia  Real  orden  de  22  de  noviembre  de  18S6,  reprodocída'  y  modi- 
ficada por  la  do  20  de  julio  de  1839,  según  la  que  tos  Gobernadores  m  sus 
respectivas  provincias  debencuídar  de  la  observancia  de  las  ordenansis,  re- 
glamentos y  disposiciones  superiores  relativas  á  la  diétribueíon  deraguas 
para  riegos:  t .      .         .    i    ' 

Considerando:  .  .'    '<  <         '    • 
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4.®  Que  se  hm  suscitado  dos  cuestiones  de  competen  cía,  la  una  con 
motivo  del  interdicto  j  la  otra  con  ocasión  del  juicio  de  propiedad: 

2.*  Que  en  cuanto  á  la  primera,  no  se  halla  en  estado  de  decidirse, 
porque  habiendo  sido  provocada  no  fué  sustanciada  en  forma;  y  en  cuanto 
d  la  segunda,  tampoco  cabe  resolución;  puesto  que  habiendo  acordado  el 
Gobernador  insistir  en  la  competencia,  dejó  de  participarlo  al  Juzgado,  in- 
curriendo así  en  una  omisión  sustancial  de  la  tramitacioo  de  estos  espe* 
dientes: 

3.®  Que  además  é  independientemente  de  esto,  las  aguas  de  que  se 
trata  no  son  públicas  ni  de  común  aprovechamiento,  y  los  derechos  que 
se  ejercitan  en  las  contiendas  objeto  de  las  competencias,  son  puramente 
civiles  y  privados  sobre  aquellas  aguas; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Vengo  en  declarar  esta  competencia  mal  formada;  que  no  ha  debido  sus- 
citarse, y  lo  acordado. 

Dado  en  Palacio  á  veinte  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  23  de  mayo 
de  < 867.) 


137. 


CowMñpeieneisk  {^0  de  mayo  de  1867.). — Posesión  de  una 
TIERRA.— Se  decide  á  favor  de  la  AdmiDÍstracion  la  competeacla 
suscitada  entre  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Vailadolíd  y  el 
Gobernador  de  aquella  provincia,  con  motivo  del  interdicto  presen* 
lado  por  D.  Pedro  Regalado  Cerezal  contra  D.  Andrés  Maroto,  y  se 
resuelve: 

i.**  Que  asi  la  demanda  de  interdicto,  como  cualquiera  otra  re- 
clamación intentada  contra  el  acto  de  entrar  en  posesión  de  bienes 
nacionales  un  comprador  de  ellos",  pone  en  duda  la  validez  de  este 
acto  y  la  eficacia  del  contrato  de  enajenación: 

2.®  Que  una  vez  tenido  por  contrato  administrativo  el  de  ena- 
jenación de  bienes  nacionales,  y  por  actos  de  esta  clase  los  que  se 
dirigen  á  poner  al  comprador  en  posesión  pacilica  de  lo  vendido, 
hasta  que  llegue  este  caso,  á  la  Administración  corresponde  enten- 
der en  las  cuestiones  que  con  tal  motivo  se  promuevan; 

Y  3,°  (¡ue  teniendo  por  objeto  un  litigio  esclarecer  cuál  es  la 
finca  veíidida  por  la  Hacienda,  es  evidente  que  se  trata  de  interpre- 
tar el  corUrato  y  los  actos  de  la  Administración ,  y  que  la  cuestión 
es  incidental  de  la  venta. 

En  los  autos  y  espediente  de  competencia  suscitada  entre  la  Sala  se- 
gUBda  de  la  Audiencia  d^  Vailadolíd  y  el  Gobernador  de  aquella  provin- 
cia, de  los  cuales  resulta: 

*Que  venadas  á  D.  Andrés  Ma roto  42  tierras  procedentes  del  beneficio 
deSao4a  María  de  Terdesillas,  se  aprobó  el  remate  por  la  Junta  superior 
de  Ventas  de  Bienes  nacionales  en  24  de  agosto  de  1865,  y  en  4  de  no- 
viembre se  le  puso  en  posesión  de  10  de  ellas;  en  14  de  mayo  de  1866  da 
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una  más,  y  eo  8  de  juoio  del  mismo  año  de  la  restante  que  labraba  Don 
Pedro  R^alado  Cerezal,  y  parece  Jehibiasido  vendida  por  la  Hacienda  ea 
i.**  de  marzo  de  f  844: 

Que  Cerezal  presentó  escrito  al  Juzgado  de  primera  iosta^icia  d&  Tor- 
desillas,  que  dio  Ja  posesión  á  Maroto,  pidiendo  que  s»  liiciera  saber  á  éste 
que  no  estaba  conforme  en  dejar  á  su  disposición  la  tierra  que  labraba  y 
había  comprado  según  1^  escritura  original  que  acompañó  á  su  instancia: 

Que  en  22  del  mismo  junio  se  presentó  en  aquel  Juzgado  á  nombre  de 
Cerezal  interdicto  de  recobrar  contra  Maroto,  por  baber  entrado  á  poseer 
la  tierra  mencionada,  y  el  Juez  acordó  que  justificara  ^1  querellante  haber 
intentado  la  reclamación  gubernativa: 

Que  Cerezal  pidió  reposición  de  esta  providencia,  y  apeló  de  ella  para 
ante  la  Audiencia,  la  cual  la  revocó;  y  sustanciado  en  su  virtud  el  inter- 
dicto, declaró  el  Juez  no  haber  lugar  á  la  restitución,  reservándole  su  de- 
recho para  que  usara  de  él  como  viere  convenirle: 

Que  apelada  esta  sentencia  y  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia,  el  Go- 
bernador, á  instancia  de  Maroto  y  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial, 
requirió  de  inhibición  á  la  Sala  segunda  de  aquel  Tribunal  superior,  apo- 
yándose en  los  artículos  96  y  173  de  la  instrucion  de  31  de  mayo 
de  1855: 

Que  sustanciado  el  conflicto,  se  declaró  competente  la  Sala,  separándo- 
se del  dictamen  fiscal  en  atención  á  que  la  finca  que  el  querellante  poseía 
Bo  era  la  misma  vendida  á  Maroto  y  á  que  la  cuestión  no  podía  estimarse 
incidenial  de  la  venta,  ni  derivada  de  actos  administrativos,  sino  de  hechos 
propios  del  comprador  en  perjuicio  de  tercero: 

QueeJ  Gobernador  insistió  en  su  requerimiento,  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo provinciali  resultando  el  presente  conflicto,  que  ha  segído  sus  trá- 
mites: 

Visto  el  núm,  8.®  del  art.  96  de  la  instrucion  de  31  de  mayo  de  1855 
según  el  cual  corresponde  á  la  Junta  de  Ventas  conocer  de  todas  las  recla- 
maciones ó  incidencias  de  ventas  de  fincas,  censos  ó  sus  redenciones: 

Considerando: 

1  .•  Que  asi  la  demanda  de  interdicto,  como  cualquier  otra  reclamación 
intentada  contra  el  acto  de  entrar  en  posesión  de  bienes  nacionales  un  com- 
prador de  ellos,  pone  en  duda  la  validez  de  este  acto  y  la  eficacia  del  con- 
trato de  enajenación: 

2.°  Que  una  vez  tenido  por  contrato  administrativo  el  de  enajenación 
de  bienes  nacionales,  y  por  actos  de  esta  clase  los  que  se  dirigen  á  poner 
al  comprador  en  posesión  pacífica  de  lo  vendido,  hasta  que  llegue  este  ca- 
so, á  la  Administración  corresponde  entender  en  las  cuestiones  que  con 
tal  motivo  se  promuevan: 

3.*  Que  dirigiéndose  el  presente  litigio  á  esclarecer  cuál  es  la  tierra 
vendida  por  la  Hacienda,  es  evidente  que  se  trata  de  interpretar  el  con- 
trato y  los  actos  de  la  Administración,  y  que  la  cuestión  es  incidental  de 
la  venta: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno. 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración.  ^ 

Dado  en  Palacio  á  veinte  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  sie- 
te.—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  2^  de  nayo 
4el867.) 
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Ckmipeteiieift  (20  de  maye  de,  1$67.>. — l^TKaRUPCioiv  dk 
sBRviDüMBRK  DI  LucB».-*-Se  dedaca  mal  forníada  la  competencia 
suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Cáceres  y  el  Juez 
de  primera  instanéia  de  Valencia  de  Alcántara,  eon  motivo  del  in- 
tercíiclo  presentado  por  D.  Ramón  Braceros  conlt-a  D.  Vicente  Ro- 
jas Rosario,  y  se  resuelve : 

i.*  Que  la  redamación  gubernativa  previa  á  la  judicial  es  un 
trámite  semejante  al  acto  conciliatorio,  y  su  falta  no  es  motivo  sufi- 
ciente para  fundar  la  competencia  de  la  Adminitfracion: 

S.°  Que  para  que  exista  cuestión  de  competencia  es  circunetan- 
da  indispensable  que  dos  autoridades  de  diferente  orden  pretendan 
conocer  del  mismo  asunto: 

S/  Que  promovido  juicio  plenario  de  propiedad  después  de  con  - 
ctuido  el  sumarlsimo  de  posesión ,  aun  habiéndose  inhibido  el  Juez 
que  conocía  de  aquel,  la  materia  que  se  debate  no  es  ya  la  posesión^ 
sino  la  propiedad ,  la  cual  está  puesta  bajo  el  amparo  de  los  Tribu- 
nales  de  justicia: 

4.""  Que  la  competencia  de  la  Administración  en  materia  de 
bienes  nacionales  después  de  entrar  el  comprador  en  posesión  pací- 
fica de  lo  vendido,  se  limita  á  la  validex  ó  nulidad  del  contraio ,  su 
interpretación,  designación  de  la  cosa  enajenada,  declaración  de  la 
persona  á  quien  se  vendió  y  ejecución  del  mismo  contrato; 

Y  5."  que  en  las  cuestiones  de  competencia  entre  las  autorida- 
des  judiciales  y  administrativas  no  cabe  sumisión  espresa  ni  tácita 
de  las  partes ,  ni  puede  prorogarse  la  jurisdicción  de  uno  á  otro 
poder,  porque  es  materia  constitucional  y  de  orden  público. 

En  el  espedieote  y  autos  de  competeDcia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Cáceres  y  el  Juez  de  primera  iostaocia  de  Valencia 
de  4lcáDtara  ,  de  los  cuales  resulta : 

Que  en  30  de  enero  de  i 86 i  se  presentó  en  aquel  Juzgado  un  inter- 
dicto de  recobrar  á  nombre  de  D.  Ramón  Braceros  contra  D.  Vicente  Ro- 
jas Rosario  por  haber  construido  una  pared  inmediata  á  la  casa  propia 
del  querellante ,  turbándole  con  esto  en  ia  posesión  de  servirse  de  un 
corral  vendido  por  la  Hacienda  al  despojante,  y  de  recibir  luces  por  el 
mismo  corral : 

Que  recibida  información  testifical ,  reconocido  judicialmente  el  ter- 
reno, prestada  fianza  por  el  querellante  y  acreditado  que  éste  había  hecho 
igual  solicitud  ai  Gobernador  de  la  provincia ,  que  le  manifestó  acudiese 
donde  correspondiera,  se  falló  el  interdicto  en  17  de  abril  de  1861  acor- 
dando la  restitución,  la  cual  se  llevó  á  efecto  y  quedó  terminado  el  espe- 
diente en  el  mismo  año : 

Qne  en  18  de  febrero  de  1862  se  presentó  en  el  Juzgíido  de  Hacienda 
áñ  Cáceres  á  nombre  de  D.  Vicente  Rojas  Rosario  demanda  reivindicato- 
ría contra  D.  Ramón  Braceros  para  que  le  restituyese  el  corral  del  cuerpo 
de  guardia  de  San  Francisco ,  que  en  su  totalidad  habia  comprado  á  la 
Hacienda : 

TOM*  lu.-^Jurispruderuiia  administrativa.  42 
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Que  el  Promotor  fiscal  del  ramo,  á  quien  se  confinó  traslado  de  la  de- 
manda, lo  evacuó  pidiendo  la  inhibición  del  Juzgado  por  no  haber  prece- 
dido al  mencionado  interdicto  la  reclamación  gubernativa  que  estabiecr 
él  art.  473  de  la  rastniccion  de  34  de  mayo  de  4855,  de  lo  cual  resultaba 
que  mientras  el  Juez  de  Valencia  de  Alcántara  babia  amparado  en  la  po- 
sesión á  Braceros ,  la  Administración  había  declarado  después  como  cues- 
tión incidental  de  venta  de  bienes  nacionales,  que  la  Hacienda  había  ven- 
dido á  Rojas  todo  el  corral  sobre  que  versaba  la  contienda  : 

Que  el  Juez  de  Hacienda,  de  acuerdo  con  el  Promotor,  se  inhibió  del 
conocimiento  del  asunto  y  remitió  lo  actuado  al  Gobernador  de  la  provin- 
cia ,  el  cual ,  en  vista  de  todo,  requirió  de  inhibición  al  Juez  de  primera 
instancia  de  Valencia  de  Alcántara  en  26  de  febrero  de  4864,  y  de  acuerdo 
con  el  Consejo  provincial ,  por  no  haber  precedido  al  interdicto  antes 
mencionado,  la  reclamación  gubernativa  que  ordena  el  art.  473  de  la  ins- 
trucción citada: 

Que  sustanciado  el  conflicto,  se  declaró  el  Juez  competente  en  44  de 
mayo  de  4864  para  haber  conocido  del  interdicto,  en  atención  á  que  el 
querellante  justificó  haber  hecho  la  reclamación  gubernativa  y  sfdole  ne- 
gada, y  á  que  la  Administración  habia  declarado  posteriormente  que  de- 
bía respetarse  la  servidumbre  de  luces  por  el  despojante: 

Que  en  30  de  noviembre  de  4866  ofició  el  Gobernador  al  Juez  mani- 
festándole que  en  8  de  agosto  de  4864  había  remitido  el  espediente  á  la 
Presidencia  del  Consejo  de  Ministros,  como  se  lo  participó  en  la  misma 
fecha,  sin  que  del  espediente  ni  de  los  autos  aparezca  la  providencia  del 
Gobernador  insistiendo  en  su  competencia,  ni  tampoco  la  comunicación 
en  que  avisara  al  Juzgado  el  envío  de  las  actuaciones  á  la  Presidencia: 

Que  reunidos  los  autos  y  espediente,  se  han  remitido  al  Consejo  de 
Estado  para  los  efectos  prevenidos  en  el  Real  decreto  de  4  de  junio  de 
4  847  y  art.  52  del  de  24  de  octubre  último: 

Visto  el  art.  473  de  la  Instrucción  de  31  de  mayo  de  4855,  el  cual 
prohibe  que  se  admitan  demandas  judiciales  contra  ías  fincas  enajenadas 
por  el  Eslado,  sin  que  el  demandante  acompañe  documento  justificativo 
de  haber  hecho  la  reclamación  gubernativamente  y  sfdole  negada: 

Visto  el  art.  57  del  reglamento  de  25  de  setiembre  de  4á63,  según  el 
cual  el  Gobernador  que  comprendiese  pertenecerle  el  conocimiento  de  un 
negocio  en  que  se  halle  entendiendo  un  Tribunal  ó  Juzgado  ordinario  ó 
especial,  le  requerirá  inmediatamente  de  inhibición,  manifestando  las  ra- 
zones que  le  asistan  y  siempre  el  testo  de  la  disposición  en  que  se  apoye 
para  reclamar  el  negocio: 

Visto  el  art.  74  del  mismo  reglamento,  que  previene  al  Gobernador, 
que  dentro  de  los  tres  días  de  haber  recibido  el  exhorto  del  Juez,  dirija 
nueva  comunicación  al  requerido,  después  de  oir  al  Consejo  provincial, 
insistiendo  ó  no  en  estimarse  competente: 

Considerando: 

i.®  Que  la  reclamación  gubernativa  previa  á  la  judicial  es  un  trámite 
semejante  al  acto  conciliatorio,  y  su  falta  no  es  motivo  suficiente  para  fun- 
dar la  competencia  de  la  Administración;  y  aunque  lo  fuera,  es  inexacto 
el  supuesto  en  que  funda  su  requerimiento  el  Gobernador,  puesto  que  en 
el  caso  presente  hubo  reclamación  gubernativa  antes  de  la  judicial: 

2.®    Que  además  de  haberse  provocado  la  contienda  cuando  jñ  no  co- 
nocía del  asunto  el  Juez  requerido,  no  consta  que  él  Gobernador  insistiera 
en  ella,  ni  aun  que  oyera  con  este  objeto  al  Consejo  provincial: 
3.®    Que  para  que  exista  cuestión  de  competencia  es  circunstíi'iiirctá"rii- 
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dispeasable  que  dos  AuUridad€s  d«  diferente  orden  i^retenddD  conocer 
de}  mismo  asunto;  y  esto  no  sucede  en  el  presente  caso,  porque  ni  el  Juez 
estaba  conociendo  del  interdicto  cuando  fué  requerido  de  inhibición,  ni 
aparece  que  e)  Gobernador  baya  insistido  en  forma  en  su  requerimiento: 

4.**  Que  á  pesar  de  todo^  elevados  á  la  Presidencia  del  Coosejo^de  Mi- 
nistros el  espediente  y  autos,  resulla  un  conflicto  anómalo,  que  no  retine 
todas  las  circunstancias  de  una  contienda  de  competencia;  pero  que  re^ 
clama  una  decisión  para  restablecer  la  armonía  turbada  entre  las  Autorí* 
dades  judiciales  y  administrativas. 

5.**  Que  promovido  juicio  plenario  de  propiedad  después  de  concluido 
el  sumarísimo  de  posesión,  aun  habiéndose  inhibido  el  Juez  que  conocía 
de  aquel,  la  materia  que  se  debate  no  es  ya  la  posesión,  sino  la  propiedad, 
la  cual  está  puesta  bajo  el  amparo  de  los  Tribunales  de  justicia: 

6.®  Que  la  competencia  de  la  Administración  en  materia  de  bienes  na- 
cionales, después  de  entrar  el  comprador  en  posesión  pacifica  de  lo  ven- 
dido, se  limita  á  la  validez  ómilidad  del  contrato,  su  interpretación,  de- 
signación de  la  cosa  enajenada,  declaración  de  la  persona  á  quien  se  ven- 
dió y  ejecución  del  mismo  contrato,  sobre  lo  cual  ha  resuelto  ya  la  Ad- 
ministración gubernativamente: 

7.°  Que  en  las  cuestiones  de  competencia  entre  las  Autoridades  judi- 
ciales y  administrativas  no  cabe  sumisión  espresa  ni  tácita  de  las  partes, 
ni  puede  prorogarse  la  jurisdicción  de  uno  á  otro  poder»  porque  es  materia 
constitucional  y  de  orden  público: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Vengo  en  declarar  mal  formada  esta  competencia,  y  que  quedan  espeditas 
las  facultades  de  la  Autoridad  judicial  para  conocer  de  este  asunto. 

Dado  en  Palacio  á  veinte  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.»— (Publicada  en  la  Gaceta  áe  ti  de  mayo 
de  «867.) 


18». 

Sentencia  (10  de  abril  de  1867.).— Abono  de  üna  diferen- 
cia db  sueldos. — Se  absuelve  á  la  AdmiDistracion  de  la  demanda 
entablada  por  D.  Antonio  Riqu«r  y  otros  contra  la  Real  orden  de 
30  de  abril  de  i865;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

i.®  Que  los  empleados  públicos  solo  tienen  derecho  á  percibir  el 
sueldo  señalado  en  la  ley  de  presupuestos  al  destino  que  han  desem- 
peñado; 

72.®  que  la  declaración  de  que  un  empleado  ocupe  en  el  esca- 
lafón de  su  clase  el  puesto  que  le  corresponda  por  la  fecha  de  su 
nombramiento,  le  di  derecho  á  mejorar  en  lo  sucesivo  de  categoría 
y  sueldo^  mas  no  á  percibir  el  señalado  á  cargos  que  no  hubiese  de- 
sempeñado y  que  el  Tesoro  había  satisfecho  al  que  los  habia  ejer" 
eido. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

(cEn  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  únie» 
instancia,  entre  partes  de  la  una  el  Licenciado  D.  Carlos  Espinosa  de  los 
Monteros,  á  nombre  de  D.  Antonio  Riqtier,  D.  Juan  Alberti,  D.  José  Ri- 
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vas  y  D.  Juan  Portell,  Ayudaoies  segundos  de)  personal  facuitati;?o  subal- 
terno de  Obras  públicas,  destinados  á  las  Baleares,  demandantes  y  de  la 
•otra  la  Admioistracion  general,  demandada  y  representada  por  mí  Fis- 
cal; sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  30  de  abril  de  i8(>5  que  desea* 
timó  la  solicitud  de  los  mismos  relativa  á  que  se  les  abonase  la  diferencia 
entre  los  sueldos  que  debieron  percibir  y  los  que  realmente  percibieron, 
con  arreglo  á  la  mejora  de  puesto  que  creen  haberles  correspondido  en  el 
«escalafón  del  cuerpo: 

Visto: 

Vistos  los  antedentes  de  este  asunto,  de  los  que  resulta: 

Que  por  Real  orden  de  24  de  febrero  de  1855,  y  en  atención  á  lascir* 
cunstancías  escepciooales  en  que  se  encontraban  los  su  bal  ternes  de  obras 
públicas  de  las  Islas  Canarias  y  de  las  Baleares,  se  autorizó  á  los  Ingenie- 
ros Jefes  de  estos  dos  distritos  para  que,  bajo  su  presidencia,  y  acompaña- 
dos de  UQ  Arquitecto,  un  Profesor  de  Matemáticas  con  enseñanza  abierta, 
y  uoa  persona  de  reconocida  ilustración,  á  juicio  de  los  respectivos  Go- 
bernadores, procedieran  á  examinar  á  todos  los  individuos  que,  con  desti- 
no á  dichos  puntos,  pretendieran  ingresar  en  el  cuerpo  auxiliar  facultati- 
vo de  Obras  públicas  en  la  clase  de  Auxiliares  supernumerarios  y  sobres- 
tantes; pero  con  sujeción  al  programa  formado  al  efecto  por  la  Junta  con- 
sultiva de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  aprobado  por  Real  orden  de  iO  de 
noviembre  de  1854: 

Que  como  en  1855  hubiera  exámenes  ,  quedaron  nombrados  de  sus 
resultas  Auxiliares  y  supernumerarios  D.  Antonio  Riquer,>D.  Juan  Al- 
berti  y  D.  José  Riva^  por  Reales  órdenes  de  26  de  febrero  de  1856,  y  Don 
Juan  Portell  por  la  de  11  de  junio  del  mismo  año: 

Que  no  se  incluyó  á  estos  sugelos  en  el  escalafón  mandado  formar  por 
Real  orden  de  18  de  mayo  de  1857  y  aprobado  en  22  de  setiembre  inme- 
diato siguiente;  pero  en  Real  orden  de  22  de  octubre  de  1858  se  dieron 
por  concluidos  los  exámenes  mandados  veriíicar  en  las  Islas  Baleares  y 
Canarias  por  la  de  24  de  febrero  de  1855,  y  se  dispuso  que  en  lo  sucesivo 
se  cubriese  el  servicio  de  dichas  Islas  con  los  individuos  del  cuerpo  subal- 
terno, en  los  mismos  términos  que  se  ejecutaba  respecto  de  los  Ingenieros 
de  Caminos,  y  en  el  caso  de  ser  aprobados,  que  ingresaran  en  el  escalafón 
general  del  cuerpo,  colocándolos  los  últimos  en  la  clase  de  Ayudantes 
<^uarto6 : 

Que  en  30  de  agosto  de  4864,  y  en  virtud  de  espediente  instruido  ¿ 
instancia  de  Riquer  y  demás  reclamantes  indicados,  se  espidió  Real  or- 
den, por  la  cual,  de  conformidad  con  el  parecer  de  la  Junta  consultivi^  de 
Caminos,  Canales  y  Puertos,  y  con  lo  informado  por  el  Abogado  consul- 
tor del  Ministerio  de  Fomento,  se  dispuso  que  entraran  á  ocupar  sus  res- 
pectivas plazas  en  clase  de  supernumerarios  hasta  que  resultasen  vacantes 
de  su  clase  ,  en  el  puesto  que  por  la  fecha  de  sus  nombramientos  les  cor- 
respondiera ; 

Y  por  último,  que  en  Real  orden  de  17  de  octubre  del  citado  año  1864 
se  promevió  á  la  clase  de  Ayudantes  segundos  del  personal  facultativo  su- 
balterno de  Obras  públicas,  con  el  sueldo  anual  de  10,000  rs.,  á  4o8  Ayu- 
dantes terceros  D.  Antonio  Riquer.  D.  Juan  Alberti,  D.  José  Ribas  y  Doja 
Juan  Portell,  mandando  que  ocuparan  en  el  escalafón  general  del  cuerpo 
y  en  clase  de  supernumerarios  hasta  que  ocurrieran  vacantes,  los; nú- 
meros intermedios  entre  los  de  la  misma  D.  Tontas  de  Sarasa  y  D.  Anto^ 
Dio  Galvez  Saez,  por  ser  el  puesto  que  les  tocaba  con  arreglo  á  la  fecha 
de  sus  respectivos  nombramientos: 
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Vista  la  instancia  que  en  21  degenero  de  1865  dirigieron  Riquer,  Al- 
berti,  Ri?as  y  Portell  ai  Ministerio,  manifestando:  que  colocados  en  pues- 
tos muy  inferiores  á  los  que  debieron  ocupar,  no  pasaron  de  la  clase  de 
Ayudantes  cuartos  á  la  de  terceros  cuando  á  ello  tuvieron  derecho,  ni  in- 
gresaron tampoco  en  la  de  segundos  en  las  fechas  en  que  les  correspondía 
el  ascenso:  que  todo  el  tiempo  en  que  fueron  Ayudantes  cuartos,  debien- 
do ser  terceros,  percibieron  el  sueldo  asignado  á  aquella  clase,  en  vez  de 
cobrar  el  perteneciente  á  ésta ,  asi  como  recibieron  tan  solo  el  correspon- 
diente á  terceros  ,  cuando  debieron  percibir  el  relativo  á  la  clase  inme- 
diata supenor  y  solicitaron  que,  previa  la  liquidación  oportuna ,  se  le» 
abonasen  las  diferencias  que  existieran  entre  los  sueldos  que  debieron  re- 
cibir desde  22  de  setiembre  de  1857,  en  que  se  formó  el  escalafón  del 
cuerpo  facultativo  subalterno  de  Obras  públicas,  y  los  que  en  realidad  co- 
braron. 

Vista  la  Real  orden  de  30  de  abril  de  1805 ,  por  la  cual  fué  desestima- 
da su  instancia: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licen- 
ciado D.  Carlos  Espinosa  de  los  Monteros ,  á  nombre  de  D.  Antonio  Rr- 
3uer,  D.  Juan  Alberti,  D.  José  Rivas  y  D.  Juan  Portell,  Ayudantes  según- 
os  del  personal  facultativo  subalterno  de  Obras  públiicas,  pidiendo  que  se 
consulte  la  rovocacion  de  la  Real  arden  anterior  ,  y  en  su  lugar  se  resuel- 
va que  previa  la  liquidación  oportuna ,  se  abonen  á  sus  representados  las 
diferencias  existentes  entre  los  sueldos  que  han  debido  percibir  desde  22 
de  setiembre  de  1857  y  los  que  han  percibido  con  arreglo  á  las  fechas  en 
que  les  correspondió  ascender  á  las  clases  de  Ayudantes  terceros  y  se- 
gundos: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal,  con  la  solicitud  de  que  se  consuHe  la  ab- 
solución de  la  demanda: 

Considerando  que  los  empleados  públicos  solo  tienen  derecho  á  perci* 
bir  el  sueldo  señalado  en  la  ley  de  presupuestos  al  destino  que  han  des* 
empeñado: 

Considerando  que  la  declaración  hecha  en  la  Real  orden  de  30  de  agos- 
to de  1864,  de  que  D.  Antonio  Riquer  y  consortes  ocupen  en  el  escalafou 
el  puesto  que  les  corresponda  por  la  fecha  de  sus  nombramientos,  les  dá 
derecho  á  mejorar  en  lo  sucesivo  de  categoría  y  sueldo,  mas  no  á  percibir 
el  señalado  á  cargos  que  no  han  desempeñado,  y  que  ha  satisfecho  el  Te  • 
soro  á  los  que  los  han  ejercido; 

Con formi^B dome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  ven^o  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda, 
y  en  confirmar  la  Real  orden  de  30  de  abril  de  1865. 

Dado  en  Palacio  á  diez  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
£sté  rubricado  de  Ih  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.»  * 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  d^l  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia ptfbliea  la  Sala  de  \o  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu- 
ción final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mis- 
mos; se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que 
certiieo. 

Madrid  25  de  abril  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  24  de  mayo  de  1867.) 
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Sentencia  (10  de  abril  de  1867.). — üeclaragion  de  habbr 
PASIVO. — Se  absuelve  á  la  Administración  ,  de  la  demanda  entabla- 
da por  Dona  Gerónima  Ferrer  de  San  Jordi  contra  la  Real  orden 
de  4  de  noviembre  de  1864;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

!.•  Que  no  compareciendo  un  litigante  en  el  término  del  em- 
plazamiento ,  y  acusada  la  rebeldía ,  procede  la  absolución  del  de- 
mandadOy  si  el  contumaz  fuese  el  demandante  ; 

Y  2.**  que  para  las  declaraciones  de  haber  en  las  situaciones 
de  cesantía  ó  jubilación,  es  necesario  presentar  las  copias  literales 
de  los  nombramientos  que  hayan  obtenido  los  interesados ,  las  lo- 
mas  de  posesión  de  los  destinos  que  hubieren  desempeñado  y  certi- 
fijaciones  del  tiempo  que  los  sirvieron,  sin  que  sea  bastante  á  suplir 
la  falta  de  dicha  prueba  documental,  la  información  de  teUigos. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  Doña  Jerónima  Ferrer  de  San  Jordi,  de- 
mandante en  rebelóla,  y  de  la  otra  la  AdmíDÍstracion  general,  demandada. 
y  representada  por  mi  Fiscal ,  sobre  declaración  de  baber  pasivo; 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo  del  que  resulta: 

Que  en  9  de  enero  de  i861  la  interesada  solicitó  que  se  le  declarase 
la  pensión  que  le  correspondiera  con  arreglo  al  sueldo  de  12,000  rs.  que. 
habia  disfratado  como  Camarista  que  fué  de  la  Serma.  Sra.  Princesa  de 
la  Beira  ,  y  cuyo  nombramiento  fué  quemado  con  todos  los  papeles  perte- 
necientes á  la  servidumbre  de  la  espresada  señora: 

Que  la  Junta  de  Clases  pasivas  acordó  que  no  procedía  la  declaración 
que  se  solicitaba  ínterin  no  justificara  la  reclamante  haber  servido  el  des- 
tino de  Camarista,  y  por  cuánto  tiempo  : 

Que  al  efecto  presentó  una  información  testíGcal  con  instancia  dirigi- 
da al  Ministerio  de  Hacienda  en  5  de  agosto  inmediato  siguiente,  insis- 
tiendo en  su  anterior  solicitad;  y  de  conformidad  con  la  Asesoría  general 
y  la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado ,  se  espidió  Real  orden  en 
4  de  noviembre  de  4  864,  en  la  cual  se  dispuso  que  no  tenia  derecho  al  se- 
ñalamiento de  la  pensión  que  pretendía: 

Vista  la  instancia  que  dirigió  al  Ministerio ,  de  4  i  de  marzo  de  i  865, 
man^stando  que  la  citada  resolución  lastimaba  sus  derechos  y  que  se 
alzaba  de  ella  ante  el  Coniejo  de  Estado,  por  lo  que  se  remitieron  á  dicha 
Superioridad  los  antecedentes  del  asunto: 

Visto  el  auto  dado  por  la  Sección  de  lo  contencioso  en  9  de  enero 
de  i  806,  en  que  se  acordó  que  se  hiciera  saber  á  Doña  Jerónima  Ferrer 
de  San  Jordi,  que  en  el  término  de  30  dia»  autorízase  persona- cfun  ia^e- 
presentara  ,  ó  señalase  domicilio  en  esta  corte ;  bajo  i^totbimieDto  4e  lo 
dispuesto  en  el  art.  i03  del  reglamento  de  30  de  diciembre  de  i8#4 : 

Vista  la  diligencia  que  estendió  el  Ujier  espresando  que  no  había  po-, 
dido  hallar  eldomicilio  de  la  interesada,  y  la  providencia  que  en  su  vir- 
tud recayó  mandando  que  se  insertase  cédula  en  el  Boletín  oficial  y  en  la 
Gaceta  de  Madrid: 
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Vistos  la  Gaceta  de  18  de  febrera  de  i  966  y  el  Boletín  oficial  de  esta: 
provincia  de  20  del  mismo  mes  y  auo»  oja^  que  se  hicieron  las  correspon- 
dientes  publicaciones: 

Vistos  el  escrito  de  mi  Fiscal  de  ?9  de  enero  de  1867,  acusando  la  re- 
beldía á  la  demandante,  y  el'auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  de  i.° 
de  febrero  siguiente  en  que  se  la  hubo  por  acusada: 

Visto  el  art.  70  del  Reglamento  de  30  de  diciembre  de  1846,  en  que  se 
manda  que  si  la  parte  á  quien  se  dirija  la  notificación  ó  citación  no  tuvie-^ 
se  domicilio  íijo,  ó  se  ignorase  su  paradero,  se  insertará  ^cédula  en  la  Ga^^ 
ceta  oficial  y  en  el  Boletín  de  la  provincia  donde  se  sepa  que  residía  últi- 
mamente: 

Visto  el  art.  103  de  la  misma  disposición,  en  aue  se  previene  que 
acusada  la  rebeldía,  si  el  contumaz  fuese  el  actor,  el  cíeraandado  será  ab- 
suelto   de  la  demanda: 

Visto  el  art.  45  de  la  Real  instrucion  de  10  de  febrero  de  1850,  que 
«xije  como  documentos  indispensables  para  la  declaración  de  haber  en  las 
situaciones  pasivas  de  cesantía  ó  jubilación ,  las  copias  literales  de  los 
nombramientos  que  hayan  obtenido  los  interesados,  las  tomas  de  posesión 
de  los  destinos  que  hubiesen  desempeñado,  y  certíOcacioues  del  tiempo 
qoe  los  sirvieron: 

Considerando  que  hechos  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  Boletín  oficial  de. 
la  provincia  los  llamamientos  necesarios  á  Dona  Jerónima  Ferrer  de  San 
Jordi,  sin  haber  comparecido,  y  acusada  la  rebeldía  por  mi  Fiscal,  procede 
Ja  absolución  que  prescribe  el  citado  art.  103  del  reglamento: 

Y  considerando  además  que  la  reclamante  no  ha  justificado  con  el 
oportuno  nombramiento  ni  otro  documento  de  posesión  haber  obtentido 
y  desempeñado  el  empleo  de  Camarista  de  la  Princesa  de  la  Beira ;  sin 
que  sea  bastante  á  suplir  esta  falta  de  prueba  documental ,  única  admisi* 
ble,  la  información  de  testigos  que  presenta  la  interesada ; 

Conformándqme  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda, 
y  en  confi^rmar  la  Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  diez  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.-— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  miel 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta ;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  28  de  abril  de  1867.-— Pedro  de  Madrazo.  (Publicada  en  la 
Gaceta  de  24  de  mayo  de  1867.) 


IJl. 


Seateneia  (ifr  de  abril  de  1867.).— Derecao  al  dominio 
tiTiL  DE  owos  tBKRBNOs.— Se  abíuelvc  á  la  Administración  de  la  de- 
manda entablada  por  D.  Francisco  Ballesteros  y  otros  contra  la 
Real  orden  dé  \i  dé  setiembre  de  1864;  se  conorma  ésta,  y  se 
resuelve: 
!.•    Que  el  derecho  de  redimir  concedido  á  los  partícipes  de  un 
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fñiima  arrendamiento,  $e  entenderá  Hmtado  é  mío  etmso  en  que 
la  finca  no  rentase  en  el  ano  1800,  ó  al  principiar  aquel,  ntat  que 
el  tipo  de  1,100  rs.  anuales  señalado  en  la  ley,  y  cada  uno  de  aque- 
llos no  pagase,  al  publicarse  la  de  27  dé  febrero  de  1856,íwayoroan* 
tidad  que  ésta: 

2.**  Que  un  coto  redondo  no  puede  dejar  de  ser  considerado 
como  una  finca  sola  y  única,  por  más  que  para  su  mejor  cultivo  esté 
dividida  en  porciones; 

Y  3.*  que  por  consiguiente,  tratándose  de  una  finca  de  esta  es- 
pecie, no  puede  menos  de  considerarse  el  precio  del  arriendo  en  su 
totalidad,  y  no  por  las  porciones  en  que  se  halle  dividida. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«Ed  el  pleito  que  pende  en  el  Consejo  de  Estado,  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  ia  una  Dod  Francisco  Ballesteros,  D.  Aogel  j 
D.  Franeisco  García  Cuadrado  y  consortes ,  vecinos  del  lugar  de  M ajuges, 
provincia  deSaJaflianca,  y  en  su  nombre  el  licenciado  D.  Valeriano  Casa* 
Bueva,  demandantes,  y  de  k  otra  la  Administración  general  del  Estado, 
demandada  y  representada  por  mi  Fiscal;  sobre  revocación  ó  subsistencia 
de  ia  Beal  orden  de  i2  de  setiembre  de  i 864,  que  denegó  á  los  demandan- 
tes el  dominio  útil  que  habían  solicitado  sobre  ciertos  terrenos: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  ios  espresados  D.  Ángel  y  D.  Juan  García,  hermanos,  D.  Francis- 
co Ballesteros  y  otros  vecinos  del  referido  pueblo ,  acudieron  al  Goberna-' 
dor  de  la  provincia  de  Salamanca  en  7  de  octubre  de  i  855 ,  manifestiindó 
que  tanto  Jo»  recurrentes  como  sus  mayores  desde  antes  del  año  4  800 
eran  y  hablan  «do  arrendatarios  de  varias  suertes  de  terrenos  pertene- 
cientes á  la  iglesia  de  Santa  Sdaría  la  Mayor  de  la  villa  de  Ledesma,  por  lo 
que  se  creían  con  derecho  al  beneficio  que  concedía  la  ley  á  los  Hue  se 
hallaban  en  su  caso,  y  pidieron  que  se  les  admítiese.la  redención  á  plazos 
del  dominio  drrecio  de  los  referidos  bienes: 

Que  ItabiéBdose  instruido  en  su  virtud  el  oportuno  espediente  para 
acreditar  el  derecho  reclamado,  se  presentaron,  eütre  otros  varios  docu^- 
meatos:  primero,  los  árboles  genealógicos  y  partidas  sacramentales  con- 
venientes pi^ra  probar  el  parentesco  de  los  recurrentes  con  sus  causantes: 
Fegnfido,  einco  escrituras  testimoniadas  de  otros  tantos  arrendamientos 
de  ios  mencionados  terrenos,  otorgadas  en  los  años  de  i759,  1801,  i8iO, 
i8I4  y  4829>por  el  Mayordeóio  de  fábrica  de  la  mencionada  iglesia  y  sus 
Beneficiados  y  Capellanes  en  favor  de  cierto  número  de  vecinos  del  pue- 
blo de  llajuges,  por  sí  y  por  los  demás  stis  convecinos,' tn^o/tátim  y  man- 
comunadamente,  por  plazos  determinados  y  precios  respective roeéte  en 
cada  una  de  las  escrituras  de  i 5,000- rs^.^ i 0,000  en  dinero  y  600  fanegas 
de  centeno;  47,667  rs.,  48,000  y  44,000  por  cada  un  año:  tercero,  un 
gran  número  de  recibos  de  rentas  pagadas  por  el  arrendamiento,  el  pri* 
mero  de  47  de  mayo  de  4804,  per  cantidad  de  5,000  rs^^5  íM  áki»e  del 
mes  de  noviembre  de4855  por  7,000  i-s.,  espiesá^4f ^ ^9  Loe^Rvás4i- 
ferentes  cantidades,  y  en  todos  que  se  hadan  loe  pagos  por  los  renteros 
de  los  indicados  bienes  á  cuenta  de  la  en  que  fueron  arsendado^,.  ea  su 
totalidad:  ctjarto,  nna  relación  firmada  por  los  recurrentes  de  l^smertes 
en  que  se  hallaba  arrendado  el  terreno  en  cuestioq  el  apa  18^,ae  h|  one 
aparece  que  ento-19,  é  igual  el  número  de  su» llevadores,  veétno^  de  «a- 
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juges,  qne  fíieroD  los  pramovedofe»  del  espediente,  y  además  otros  dos 
con  igual  Dúnero  d«  suertes,  que  dedujeron  después  la  misma  pretensiou 
de  dominio  útil:  quinto,  una  certificación  del  Secretario  del  Ayuntamien- 
to de  Vitigudino,  eabeza  del  distrito  municipal  de  Majuges,  de  la  que  re- 
sulta el  arrendamiento  de  las  21  suertes  indicadas  por  los  sugetos  que 
constaban  en  la  referida  relación,  que  éstos  eran  descendientes  legítimos 
de  los  que  fueron  llevadores  de  las  espresadas  suertes  de  terrenos  desde 
tiempo  inmemorial,  y  que  en  los  repartos  de  contribución  correspondien- 
tes al  año  1855  se  comprendían  los  referidos  21  sugetos  espresados,  siendo 
la  riqueza  imponible  ae  la  clerecía  de  Ledesma  13,000  rs.  por  las  tierras 
y  i  ,000  por  los  edificios;  y  sesto ,  otra  certificación  del  Cura  párroco  de 
Santa  María  de  Ledesma,  en  la  que  dice,  con  referencia  á  las  cuentas  ren- 
didas y  aprobadas  desde  1790  hasta  1855,  que  los  vecinos  de  Majuges, 
llevadores  que  habian  sido  de  los  terrenos  indicados,  se  hallaban  solventes 
desde  1790  hasta  setiembre  de  1841  en  que  el  Estado  se  incautó  de  los 
mismos,  y  desde  agosto  de  1845  hasta  fin  de  julio  de  1855: 

Que  las  oficinas  de  Hacienda  pública  hicieron  la  capitalización  de  las 
rentas  de  los  referidos  bienes,  tomando  por  base  la  cantidad  de  8,000  rea- 
les que  daban  de  renta  liquida  anual,  bajada  la  correspondiente  á  ios  edi- 
ficios de  la  misma  procedencia  y  á  un  monte  que  por  estar  clasificado  de 
reservable,  no  podia  comprenderse  en  la  solicitud  de  redención: 

Que  en  vista  de  los  documentos  presentados,  la  Administración  y  Jun- 
ta provincial  de  Ventas  fueron  de  parecer  de  que  no  debia  accederse  á  la 
solicitud  de  los  reclamantes,  opinando  por  el  contrario  el  Promotor  fiscal 
de  Hacienda  pública  que  tenían  der/scho  á  la  redención  solicitada  todos  los 
interesados,  esceptodos  que  no  probaron  la  sucesión  que  se  propusieron; 
y  remitido  el  espediente  á  la  Superioridad,  la  Dirección  general  del  ramo 
y  la  Asesoría  general  «del  Ministerio  de  Hacienda  propusieron  que  se  nega- 
se el  dominio  útil  que  los  recurrentes  habian  solicitado,  acordándolo  asila 
Junta  superior  de  ventas  en  sesión  de  12  de  febrero  de  1864. 

Vista  la  instancia  que  los  interesados  elevaron  al  Ministerio  de  Hacien- 
da en  reclamación  del  referido  acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Ventas,  á 
la  que  acompañaron  una  información  de  testigos  de  70  y  80  años  de  edad, 
practicada  judicialmente,  en  la  que  declararon  que  los  recurrentes  y  sus 
mayores  habian  llevado  en  arrendamiento  desde  antes  del  año  1800  y  sin 
interrupción  los  bienes  en  cuestión,  divididos  en  suertes  para  21  interesa- 
dos, sin  que  llegase  á  1,100  rs.  anuales  la  renta  que  cada  uno  faabia  satis^ 
lecho: 

Vista  la  Real  orden  dictada  en  su  consecuencia  en  12  de  setiembre  de 
1864,  por  la  cual,  de  acuerdo  con  lo  propuesto  por  el  espresado  centro  di- 
rectivo, se  confirmó  lo  resuelto  por  la  Junta  superior  de  Ventas  y  se  deses- 
timó la  instancia  de  los  reclamantes: 

Vista  Ití  demanda  que  contra  la  espresada  Real  resolución  jjreséntaron 
los  referidos  D.  Francisco  Ballesteros,  D.  Ángel  y  D.  Francisco  García 
Cuadrado  y  otros  vecinos  def  Majuges.  representados  por  el  t)r.  D.  Crretó- 
bal>Martio  de  Herrera,  subrogado  después  por  el  Licenciado  D.  Valeriano 
CásanuevB,  ante  el  Consejo  de  Estado,  con  la  pretensión  de  que  se  revo- 
que la  mencionada  Real  orden  y  se  declare  á  favor  de  los  demandantes  el 
dominio  útil  sobre  sus  respectivas  suertes  en  el  término  redondo  del  lugar 
de  Majuges,  procedente  de  la  clerecía  de  Ledesma:  ' 

■  Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  pide  que  se  con- 
ffifme  la  referida ^al  arden: 

Vista  la  ley  de  1 1  de  julio  do  1856  y  h  Real  orden  de  24  de  diciembre 
TOMO  yih— Jurisprudencia  administrativa.  43 
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de  1860,  cuyo  art.  9.®  declara  aue  el  derecho  de  redimir  concedido  á  los 
parllcipes  de  un  mismo  arreDdamieDto,  se  cDleuderá  limitado  á  solo  el 
caso  en  que  la  íiuoa  oo  rentase  en  el  año  1800,  ó  al  principiar  aquel, 
mas  que  el  lipode  i  J  00  rs.  anuales  señalado  en  la  ley,  y  cada  uno  de  aque- 
llos no  pagase  al  publicarse  la  de  27  de  febrero  de  i 856  mayor  cantidad 
que  ésta: 

Considerando  que  las  escrituras  presentadas  por  los  mismos  deman- 
dantes acreditan  que  las  fincas  cuyo  dominio  reclaman,  formaban  uña  sola» 
y  eran  antes  de  este  siglo  y  después  un  término  redondo  por  el  que  se  pa- 
gaba una  renta  muy  superior  á  la  de  1,100  rs.,  fijada  en  la  ley: 

Considerando  que  por  la  división  dei  término  en  varias  porciones  para 
su  cultivo  no  dejaba  de  ser  una  sola  íinea,  y  que  esta  circunstancia  basta 
por  sí  sola  para  que,  según  lo  declarado  en  la  Real  orden  de  24  de  diciem- 
bre de  4860,  no  pueda  menos  de  considerarse  también  el  precio  del  ar- 
riendo en  sn  totalidad,  la  cual  es  muy  superior  al  tipo  señalado  y  escluye 
la  aplicación  del  beneficio  dispensado  á  los  colonos  de  fincas  de  cortn  valor; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administracioti 
y  en  confirmar  la  Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  diez  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.*^ 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.» 

Publlcacion.—Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
el  Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  bailándose  celebrando  andíen- 
cia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  qtre  se'  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se'refiere;  que  se  una  á  los  tnismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gacela;  de  que  certifico. 

Madrid  25  de  abril  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  I* 
Gacela  d%  24  de  mayo  de  1867.) 


*4». 


Sentencia  (10  de  abril  de  1867.).— Franqueo  de  unas  p6- 
uzAs  DB  SEGUROS.— Se  cofifirma  el  auto  ilktado  por  el  Consejo  de 
Administración  de  las  Islas  Filipinas,  por  el  que  se  desestimó  el 
recurro  de  nulidad  interpuesto  por  D.  Agustín  Sumers  en  pleito 
con  la  Administración ,  y  se  resuelve : 

1  .*  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
leyes  relativas  á  puntos  que  ninguna  coiiexion  tienen  con  el  cükú 
objeto  del  litigio. 

Y  S/  que  en  el  art.  63  del  Reglamento  de  pr^^&mientosi  para 
los  negocios  contenciosos  de  las  provincias  de  Vitramarfn&'e$íá 
enumerada  la  infracción  de  doctrina  legal  como  causa  que  pueda 
servir  de  fundamento  al  recurso  de  nulidad. 

Dona  Isabel  II ,  etc. 

«  En  el  pleito  que  pende  en  el  Consejo  de  Estado  eb  tirado  de  apielacion, 
entre  partes,  de  la  una  D.  Agustín  Sumers,  Inspeciorigeneral  ae'la  8<H 
ciedad  dé  segaros  sobre  la  vida  denominada  La  Tutelar ,  en  las  Islas'Fili- 
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pinas,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Manuel  del  Olmo  y  Ayala,  ape^ 
laote;  y  de  (a  oirá  la  Admioistracion  general,  apelada  y  representada 
por  mi  Fiscal ;  sobre  revocación  ó  subsistencia  del  auto  dictado  perol 
Ootísejo  dé  Administración  de  Manila  ,  que  denegó  la  admisión  del  re- 
curso de  nulidad  inter()uesto  por  Snmers  contra  la  sentencia  del  mismo 
Consejo  relativa  á  la  liquidación  y  abono  por  parte  del  apelante  de  los  se* 
líos  de  franqueo  que  usó  de  menos  al  remitir  á  la  Península  varios  paqoe* 
tes  de  pólizas  de  seguros. 
Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta : 
Que  en  21  de  noviembre  de  1863  recurrió  el  espresado  D.  Agustín 
Suráers  ál  Gobierno  superior  civil  de  Filipinas  haciendo  presente  qua 
desde  enero  de  1860  hasta  lá  segunda  quincena  de  setiembre  del  referido 
año  1863  liabia  remitido  á  la  Oireccion  general  de  la  citada  empresa  en 
Madrid  varios  paquetes  de  pólizas  ,  pagando  p^r  franqueo  igual  cantidad 
que  si  fueran  periódicos:  que  en  octubre  de  1863  se  le  exigió  por  la  Ad-. 
ministracion  de  Correos  de  Manila  que  pagase  la  mitad  que  por  las  cartas, 
y  poco  después  se  le  reclamó  lo  mismo  que  para  tas  cartas  causándose 
grandes  perjuicios  á  la  sociedad ;  y  pasada  la  instancia  á  informe  de  \\ 
Administración  general  de  Correos  de  la  Isla  ,  reconoció  ésta  la  certeza 
de  lo  espuesto  por  él  interesado,  manifestando  que  las  nuevas  medidas 
de  que  se  quejaba  fueron  debidas  á  haberse  observado  que  los  paquetea 
presentados  al  franqueo  por  Sumers  no  eran  los  que  para  este  fío  debían 
considerarse  cotno  impresos,  siendo  de  opinión  por  tanto  de  que  pasara 
el  asunto  al  Juzgado  correspondiente  para  que  averiguase  á  cuánto  as^ 
cendia  la  cantidad  defraudada  al  rarao  de  Correos  : 

Qué  ^mpliada  la  ibstruccion  del  espediente,  just^cóel  reclamante  por 
medio  de  testigos  que  habiendo  preguntado  en  enero  de  1860  al  Interven^ 
tor  de  Correos  el  medio  dé  remitir  á  Madrid  las  referidas  pólizas,  le  con* 
testó  que  lo  hiciera  bajo  fajas  ,  franqueando  los  paquetes  como  si  füeraa 
periódiéos;  y  en  fu  vista,  y  de  conformidad  con  lo  consultado  en  el  asún-* 
to  por  la  Sección  de  gobierno  del  Consejo  de  Administración  de  Manila» 
decretó  el  Gobernador  superior  civil  en  1.®  de  junio  dé  1864  que  se  líquti 
dase  por  quien  correspobdiera  lo  que  Sumers  h6bia  dejado  de  pagar  oes-» 
de  1860  como  representante  de  ¿a  Tutelarle  ingresase  so  importe  en 
Tesorería. 

Vista  la  demanda  que  contra  el  espresado  decreto  gubernativo  dednjo 
el  interesado  ante  aquel  Consejo  de  Admiriístracion ,  y  reprodujo  despnea 
en  sú  nombre  el  Licenciado  D.  León  de  Goícuiria,  con  la  pretensión  de 
que  se  revocara  la  citada  providencia  del  Gobernador  t 

Vista  la  contestación  del  representante  de  la  Administración  y  en  qua 
pidió  que  se  confírmase  la  indicada  prOYtttencía: 

Vista  la  sentencia  que  sin  más  trámites  dictó  la  Sección  de  lo  Conten^  . 
€Íoso  del  Consejo  de  Administración  en  30  de  junio  de  1865,  por  la  que  ab« 
solvió  á  la  Administraciqn  de  la  demanda  presentada  j^or  Sumers  y  con«* 
i^é  <e1  reíer ido  decreto  gobernativo: 

Visto  el  recurso  de  nulidad  qué  contra  la  espresada.  sentencia  íjot^r^ 
puso  la  parte  4erhaodaotey  fóndAndose  eti  que  s^.habja  faltado  al  testo  ea« 
pmotde/aljyptms  leye^  de  partida,  y  á  ladoct^ii^a  legiM^que  lest^Jp^fa  tju^ 
el  poseedor  de  buena  fé  hiciera  suyos  los  frutos  percibidos: 

,Vi^H^  el  f^^^ífi^ctado  por  la  referida  S^e<y¡9if  de  lo^  Cpntencío/sp  áfinnm 
^aodo  ja  adfnislon  del  espresado  recurso: 

Vist6  el  recurso  áe  apelación  que  dednjo  en  tiempo  la  misma  parta 
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coDtra  el  auto  denegatorio  de  la  admisión  del  recurso  de  nulidad,  y  el  au-^ 
to  por  el  que  le  fué  admitido  el  de  apelación  en  ambos  efectos; 

Visto  el  escrito  de  mejora  de  apelación  presentada  ante  el  Consejo  de- 
Estado  por  el  Licenciado  D.  Manuel  del  Olmo  y  Ayala,  en  nombre  de  Don 
Agustín  Sumers,  con  la  solicitud  de  oue  se  admita  el  e^pre^do  recurso 
de  nulidad  y  se  declare  de  ningún  valor  ni  efecto  la  citada  sentencia,  asi 
como  que  no  viene  obligado  Sumers  á  pagar  las  diferencias  que  se  le  im- 
putan y  de  que  se  le  quiere  hacer  responsable: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  pretende,  que  se  confirme 
el  auto  apelado: 

Visto  el  art.  63  del  reglamento  de  procedimientos  para  los  negocio» 
contenciosos  de  las  provincias  de  Ultramar^  que  determina  que  para  esti» 
mar  procedente  el  recurso  de  nulidad  debe  concurrir  alguna  de  las  cir- 
cunstancias que  enumera ,  siendo  la  segunda  oue  la  sentencia  sea  contra- 
ria en  su  tenor  al  testo  espreso  de  Jas  leyes,  decretos  y  órdenes  vigentes: 

Considerando  que  tratándose  en  el  presente  pleito  del  exacto  cumpli- 
miento de  las  disposiciones  vigentes  sobre  franqueo  de  |)ortes  de  correos» 
no  pueden  tener  aplicación  á  este  caso  las  leyes  de  Partida  que  se  invocan 
por  el  apelante,  contraidas  á  declarar  la  nulidad  de  la  venta  cuando  no  hay 
conformidad  en  el  precio  ó  en  la  cosa,  y  al  caso  de  dolo  ó  engaño  en  los 
contratos: 

Y  considerando  oue  la  infracción  de  doctrina  legal,  que  también  se 
alega,  tampoco  puede  servir  de  fundamento  al  recurso  de  nulidad,  puesto 
que  no  se  baila  comprendida  en  el  art.  63  citado; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  el  auto  de  29  de  setiembre  de  i 865, 
dictadío  por  el  Consejo  de  Administración  de  Filipinas,  por  el  cual  se  de- 
sestimó el  recurso  de  nulidad  interpuesto  por  D.  Agustín  Sumers  contra 
la  sentencia  pronunciada  en  este  pleito  en  30  de  junio  del  propio  año. 

Dado  en  Palacio  á  diez  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos ;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  25  de  abril  de  4867.— Pedro  de  Madrazo.~(Publicada  en  1» 
Gaceta  de  25  de  mayo  de  i 867.) 


143. 

Sentencia  (15  de  abril  de  1867.).— Tasación  del  tbrbxno 
OCUPADO  POR  UNA  MINA.— Se  absuelvo  á  la  Administración  de  la 
demanda  entablada  por  D.  Manuel  de  Torres  y  Codes  contra  la 
Real  orden  de  8  de  agosto  de  1865;  se  confiríná  ésla,  y  se  re- 
«suelve:  ' 

!.•  Que  cuando  en  la  tasación  del  terreno  ocvpado  por  una 
mina  se  incluya,  además  del  valor  de  él,  una  quinta  parte  ma$iy 
se  paga  también  el  menoscabo  que  eksu  caso  esperimente  el  predio. 
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i^fianzandf)  los  perjuicios  que  en  lo  sucesivo  pueda  causar  la  espío* 
tacion,  se  cumplen  las  prescripciones  del  art.  5.®  de  la  ley  de  mi- 
nas de  6  de  junio  de  1859 ; 

Y  i.^  que  cuando  el  dueño  del  terreno  no  se  conforma  con  la 
4asacion  hecha  por  los  dos  peritos  y  el  tercero  caso  de  discordia,  el 
concesionario  de  la  mina  consignará  en  la  Caja  de  Depósitos  ó  sus 
dependencias  el  valor  tasado  de  las  indemni%adones  con  sus  au- 
mentos,  quedando  reservada  la  entrega  de  las  cantidades  para 
cuando  se  resuelvan  en  debida  forma  los  recursos  que  se  intenten 
con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  art.  84  del  Reglamento  de  la  ley 
de  minas,  pero  sin  suspenderse  la  demarcación. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

aEn  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  ánica 
instancia,  entre  partes ,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Mariano  de  Aguilar  y 
Bartolomé,  á  nombre  de  D.  Manuel  de  Torres  y  Codes^  concesionario  de 
la  mina  Rica,  demandante;  y  de  la  otra  la  Administración  general,  de- 
mandada y  representada  por  mi  Fiscal,  coadyuvada  por  el  Licenciado  Don 
Luis  Diaz  Pérez,  en  representación  de  D.  Pedro  y  D.  Ignacio  Pérez  de 
Soto  ,  dueños  de  la  dehesa  llamada  Almenara,  en  que  se  halla  la  citada 
mina;  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  8  de  agosto  de  1865,  confir- 
matoria del  decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Sevilla,  en  que 
se  dispuso  que  Torres  y  Codes  constituyera  el  depósito  de  la  fianza,  el  del 
importe  de  la  tasación  del  terreno  ocupado  por  la  misma,  y  el  de  los  de- 
rechos devengados  por  el  tercer  perito  en  discordia; 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  que  resulta: 

Que  en  3  de  febrero  de  f864  D.  Pedro  y  D.  Ignacio  Pérez  de  Soto  acu- 
dieron al  Gobernador  de  la  espresada  provincia  pidiendo  que  D.  Ramón 
de  Torres  y  Codes,  en  el  concepto  indicado,  constituyera  la  fianza  esta- 
blecida en  el  art.  5.*  del  reglamento  del  ramo;  y  el  Gobernador  dispuso 
que  los  interesados  nombrasen  peritos: 

Que  en  su  virtud  D.  Pedro  y  D.  Ignacio  Pérez  de  Soto  eligieron  al 
a<2;rónomo  D.  Francisco  de  Paula  Duran ,  quien  fijó  la  valoración  en  2,040 
reales  por  el  importe  del  suelo,  arbolado  y  quinta  parte,  y  1,000  rs.  anua- 
les mas  de  perjuicios  por  las  servidumbres  para  los  pasos  de  los  tras- 
portes: 

Que  D.  Ramón  de  Torres  y  Codes  designó  á  D.  Juan  Conde  y  Criado, 
que  redujo  la  suma  anteriora  600  rs.,  sin  comprender  perjuicios,  toda 
vez  que  se  pagaba  al  propietario  el  terreno  ocupado: 

Que  el  tercero  en  discordia,  D.  Luis  González ,  fijó  el  precio  de  la 
linca  y  su  arbolado  en  2,570,  que  con  su  quinta  parte,  según  previene  la 
ley  ,  importó  3,084  y  en  500  rs.  anuales  el  de  los  perjuicios: 

Que  en  tal  estado  decretó  el  Gobernador  en  15  de  octubre  de  1864  que 
Torres  y  Codes  prestase  fianza  hasta  15,584  rs.,  satisfaciendo  á  los  pro- 
pietarios 500  rs.  anuales  desde  la  concesión  de  la  mina ,  y  al  perito  Don 
Luis  González  672  por  el  importe  de  sus  derechos: 

Que  los  propietarios  de  la  dehesa  se  conformaron  con  la  tasación,  pero 
no  el  concesionario ;  y  el  Gobernador ,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provin- 
cial, tnandó  en  providencia  de  9  de  enero  de  1865  que  fuera  la  espresada 
cantidad  la  que  afianzara  Torres  y  Codes: 

Y  por  último,  que  interpuesta  apelación  para  ante  el  Ministerio,  re- 
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cayó  Real  órdeo  en  8  de  agosto  de  1865,  coDnrmatoria  del  decreto  gubet* 
nativo  que  precede,  disponiendo  asi  bien  que  el  reclamante  constituyera 
el  depósito  de  la  fíanza  ya  fijada ,  eJ  de  la  tasacio'n  hedía  por  el  perito  eb 
discordia;  y  el  dé  los  derechos  devengados: 

Vista  la  dejfnanda  present&da  por  el  Licenciado  D  Mariano  de  Agoiltfr 
y  Bartolomé,  á  nombre  de  D.  Ramón  de  Torres  y  Codes,  ante  el  Coosejo 
de  Estado,  pidiendo  que  se  deje  sin  efecto  la  mencionada  Real  órdeo,  y  se 
declare  que  no  venia  obligado  á  prestar  indemnización  de  daños  y  perjui- 
cios, ni  á  afianzar  con  el  depósito  de  los  1 5,584  rs. ,  ni  al  pago  de  los  672 
por  derechos  del  perito  tercero  en  discordia: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  absuelva  á  la 
Administración  de  i^a  demanda  y  se  confirme  la  Real  orden  reclamada: 

Visto  el  del  Licenciado  D.  Luis  Diaz  Pérez,  á  nombre  de  D.  Pedro  y 
D.  Ignacio  Pérez  de  Solo,  dueños  de  la  dehesa  de  la  Almenara  y  coadyu- 
vantes de  la  Administración,  haciendo  la  misma  solicitud  que  mi  Fiscal: 

Visto  el  otrosí  del  Licenciado  Aguilar  y  Bartolomé  con  la  pretensión  de 
que  se  recibiera  el  pleito  á  prueba,  y  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Conten- 
cioso en  el  que,  previa  audiencia  de  los  demás  interesados,  se  acordó  que 
DO  había  lugar: 

Visto  el  art.  5.'  de  la  ley  de  6  de  junio  de  <859,  que  dice :  «Obtenida 
que  fueise  por  un  estraño  la  autorización  para  esplotar  alguna  4^  las  sus- 
tancias de  que  tratan  los  dos  artículos  anteriores,  indemnizará  al  dueao 
de  la  finca  del  valor  del  terreno  que  hubiere  de  ocuparle,  y  una  quinta 
parte  más,  y  también  pagará  en  su  caso  el  menoscabo  6  demérito  que  e] 
predio  esperimente,  y  prestará  fianza  para  responder  de  los  ulteriores  da- 
ños y  perjuicios  que  pudiera  ocasionarle  en  lo  sucesivo:» 

Visto  el  art.  7."  del  reglamento  de  25  de  febrero  de  1863 ,  eii  que  se 
dispone  que  cuando  no  se  conformeD  los  interesados  con  las  tasaciones  de 
los  dos  peritos,  ó  del  tercero  en  discordia  en  su  caso,  el  particular  á  quien 
se  hubiera  concedido  la  autorización  para  ésplotar,  consignará  en  la 
Caja  general  de  Depósitos^  ó  sus  dependencias,  el  valor  tasado  de  las  in- 
demnizaciones, con  los  aumentos  á  que  se  refiere  el  art.  5.°  de  la  íey:    . 

Connderando  que  carece  de  fundamento  legal  la  impugnación  hecha 
en  la  demanda  á  que  se  comprenda  en  la  tasación  ,  además  del  valor  del 
terreno  y  una  quinta  parte  niás,  el  menoscabo  ó  demérito  de  la  finca,  y 
iosdauos  y  perjuicios  que  pudiese  ocasionarle  en  lo  sucesivo  la  esplolacíon; 
pues  la  tasación  se  ha  hecho  por  el  tercer  perito  con  arreglo  alas  prescrip- 
ciones del  art.  5,®  de  la  ley  de  6  de  junio  de  i 859. 

Considerando  que  por  no  conformarse  con  ella  D.  Ramón  de  Torres  y 
Codes  debe  consignar  en  la  Caja  de  Depósitos  y  afianzar  el  valor  tasado 
de  las  indemnizaciones,  con  \ps  aumentos  á  que  se  refiere  el  art.  5."  de 
la  ley,  fpgun  lo  prevenido  en  el  art.  7.®  del  citado  reglamento; 

Conformado  dome  con  lo  consuliado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejada  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  d<emaDda 
y  en  confirmar  la  Real  orden  de  8  de  agostD  de  1865. 

Dado  en  Palacio  á  quince  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
— Está  rubricado  de  la  Bealmano.^-EI  Presidente  del  Consejo  de  AiniÁ^ 
tros,  R^moD  María  Ne^rvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  cojnp  resolución 
fipai  en  la, instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  misrno^;  se 
notifique  en  forma  á  las  parles,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico» 
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Madrid  25  de  abril  de  4867.-*PedTo  de  Madrazo.— (Publicada  en  It 
Úaeeta  de  25  de  mayo  de  1867.) 


144. 

Sentcnela  (i5  de  abril  de  1867.).— Nulidad  de  ün  re- 
mate.— Se  absuelve  á  la  AdmÍDistracioQ  de  la  demanda  entablada 
por  D.  Carlos  Calderón  Malilla  y  otros  contra  la  Real  orden  de  14 
de  julio  de  1864;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

I.'  Que  tratándose  de  censos  enajenados  por  el  Estado  como 
procedentes  de  la  desamoriizacion,  á  la  Administración  no  la  com-- 
peten  mas  atribuciones  que  la  de  respetar  y  hacer  que  se  respete  el 
estado  posesorio  existente,  at  publicarse  las  leyes  desamortizadoras^ 
entre  el  censualista  y  el  censatario : 

2.®  Que  cuando  se  vende  por  la  nación  una  finca  en  pleno  do- 
minio^  no  pudiendo  disponer  aquella  mas  que  del  útil  por  no  haber 
adquirido  otros  d&rechos,  es  niüa  la  venta ,  sin  que  baste  á  evitarlo 
el  allanamiento  que  el  comprador  de  las  fincas  hiciera  de  reconocer 
el  gravamen  y  pagar  sus  pensiones : 

3.®  Que  en  esta  elase  de  gravámenes  no  es  posible  admitir  la 
subrogación  de  hipotecas,  cuando  ni  lo  permite  la  naturaleza  enfi- 
téutica  de  las  cargas,  ni  existen  otras  fincas  sobre  que  imponerlas; 

Y  4.**  que  la  vigente  ley  Hipotecaria  prohibe  terminantemente 
imponer  hipotecas  sobre  efectos  públicos^  y  marcadamente  sobre  las 
inscripciones  de  la  Deuda. 

Doña  Isabet  II,  etc. 

«En  el  pleito  que  pende  en  «I  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Valeriana  Casanueva, 
en  nombre  de  D  Garlos  Calderón  Matilla,  vecino  de  Villabarús,  y  otros, 
compradores  de  fincas  de  los  Propios  de  la  espresada  villa,  demandantes; 
y  de  la  otra  la  Administración  general  del  Estado,  demandada,  repre* 
sentada  por  mi  Fiscal;  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  Real  orden 
de  14  de  julio  de  1861,  que  declaró  niHos  los  remates  de  las  espresadas 
fincas. 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  euales  resulta: 

Que  en  30  de  mayo  de  1860  acudió  D.  Jacobo  de  Ayala  aJ  Gobernador 
de  la  provincia  de  Val  ladoüd  manifestando  que,  según  apa  recia  do  una 
escritura  pública  que  acompañaba,  era  dueño  por  compra  hecha  á  Don 
Vicente  Bayo,  en  6  de  febrero  de  1856,  de  dos  foros  que  afectabaD  los 
Propios  de  Villabarúz,  el  uno  de  40  fanegas  de  pan  mediado  de  trigo  y 
cebada  en  favor  del  convento  de  Bernardos  de  Benavídes»  que  constaba 
por  escritura  de  imposición  otorgada  en  1494,  y  el  otro  de  34  fanegf<6  de 
trigo,  34  de  cebada  y  22  rs.  anuales,  en  favor  del  convento  de  San  Zoilo 
de  Carrion,  cíonstituido  en  virtud  de  ejecutorias  ganadas  en  la  Real  Clian- 
éitlería  de  Valladolid  de  4  de  noviembre  de  1592  y  22  de  abril  de  4695;  y 
qué  hiibi^ébdoge  enajenado  fos  referidos  bienes  de  Pí-opiossin  tener  pce- 
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sientes  estos  gravámenes,  pedia  que  se  íodeinDiuse  á  tos  compradores  de 
los  terrenos  y  al  mismo  reclamante: 

Que  instruido  en  su  virtud  el  oportuno  espediente,  se  unieron  al  mis- 
mo la  referida  escritura  de  compra  hecha  á  favor  del  recurrente,  i  a  de 
imposición  de  udo  de  ios  indicados  gravámenes,  otorgada  en  diciembre 
de  1494,  y  las  dos  citadas  ejecutorias  relativas  á  los  foros  en  cuestión, 
los  cuales  fueron  vendidos  en  el  año  de  i  846  en  concepto  de  bienes  na- 
cionales, y  rematados  en  favor  de  D.  Antonio  Felipe  González,  quien  los 
vendió  después  á  D.  Vicente  Bayo,  causante  de  D.  Jacobo  de  Ayala: 

Que  á  propuesta  de  la  Admioistracíon  del  ramo  de  la  provincia,  pasó 
la  instancia  de  Ayala,  para  que  se  efectuase  la  subrogación  de  los  censos 
de  que  se  trataba,  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Villalon,  el  cual 
por  auto  de  26  de  setiembre  de  1860,  en  atención  á  que  resultaba  proba- 
do el  derecho  al  foro  reclamado,  y  á  que  todos  los*  bienes  del  pueblo  de 
Villabarúz  habian  sido  enajenados,  dispuso  que  se  verifícase  la  espresada 
subrogación  en  la  masa  de  inscripciones  de  la  Deuda  pública,  proceden- 
tes de  la  venta  de  las  ñocas  afectas  al  pago  de  los  foros: 

Que  ampliado  el  espediente  de  orden  de  la  Superioridad  para  hacer 
constar  mas  principalmente  el  origen  ,  carácter  y  condiciones  de  las  refe- 
ridas fincas,  resultó  que  no  se  hallaron  las  escrituras  primitivas  de  fun- 
dación de  los  censos ,  ni  en  poder  del  dueño  de  los  mismos  ,  ni  entre  los 
documentos  recogidos  del  monasterio  á  que  pertenecían :  que  los  bienes 
de  Propios  del  espresado  pueblo  fueron  enajenados  en  el  ano  de  1859;  y 
que  el  Ayuntamiento  del  mismo  informó  que  nunca  habia  tenido  otra  in- 
tervención en  los  bienes  vendidos  que  la  de  recaudar  de  ios  vecinos  y  pa- 
gar á  D.  Jacobo  Ayala  y  al  Duque  de  Berwik  y  Alba  el  canon  en  especie 
de  trigo  y  cebada  que  se  ha  indicado,  y  22  rs.  en  metálico  anualmente, 
por  los  foros  que  gravaban  los  enunciados  bienes ,  los  cuales  estaban  re  - 
partidos  entre  los  vecinos,  sin  otra  condición  que  la  de  satisfacer  aquel 
canon : 

Que  la  Asesoría  general  del  Ministerio  de  Hacienda,  en  vista  de  tales 
antecedentes,  y  en  atención  á  que  según  la  Real  orden  de  18  de  octubre 
de  1862  no  procedia  en  las  enfíteusis  la  referida  subrogación,  propuso  que 
con  arreglo  á  la  instrucción  de  31  de  mayo  de  1855  se  preguntase  á  ios 
compradores  de  ios  mencionados  bienes  si  estaban  prontos  á  reconocer 
los  foros  en  cuestión ,  rebajándoles  su  importe  á  prorata  de  los  precios  en 
que  compraron ;  y  así  veritícado,  contestaron  estar  conformes  con  el  re- 
conocimiento indicado;  y  en  tal  estado  la  Junta  superior  de  Ventas ,  fun- 
dándose ,  entre  otras  consideraciones ,  en  que  vendidas  las  fincas  en  pleno 
dominio,  existia  un  vicio  de  nulidad  manifiesto,  acordó  en  sesión  de  19 
de  setiembre  de  1863  que  se  anulasen  los  remates  de  las  espresadas  fin- 
cas, y  se  anunciaren  nuevamente  en  subasta,  con  espresion  de  la  carga  y 
<lel  capital  correspondiente. 

Vista  la  reclamación  que  contra  el  precedente  acuerdo  de  la  Junta 
elevaron  los  compradores  de  los  citados  bienes: 

Vista  lá  Real  orden  espedida  en  su  virtud  en  14  de  julio  de  1864  ,  por 
la  cual ,  de  conformidad  con  lo  consultado  por  las  Secciones  de  Hacienda 
y  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  de  Estado,  á  las  que  se  pidió  informe  sobre 
el  asunto,  se  declaró  la  nulidad  de  los  remates  en  cuestión,  mandándose 
al  propio  tiempo  que  al  anunciarse  nuevamente  la  subasta  de  las  fincas  se 
hiciese  solo  del  dominio  útil,  con  espresion  de  que  se  rebajarla  al  compra* 
dordel  precio  de  la  venta  el  capital  correspondiente  á  los  ceBS08>  quedando 
obligado  el  mismo  al  pago  de  las  pensiones  al  dueño  de  ios  propios  censos: 
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Vista  )a  demanda^ue  costra  ia  espresada  Real  órdeD  presejotó  y  des- 
pués ba  ampliado  el  LiceDciado  D.  José  Fernandez  de  la  Hoz,  subrogado 
mas  adelante  por  el  de  igual  clase  D.  Valeriano  Casanueva,  á  nombre  de 
D.  Carlos  Calderón  Matília  y  demás  compradores  de  las  fincas  en  cuestión^ 
con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  citada  Real  resolución  y  se  declare 
en  su  lugar  que  las  cargas  censuales  que  pertenecen  actualmente  á  Doa 
Jacobo  Ayala  deben  subrogarse  en  las  inscripciones  de  la  Deuda  pública 
procedentes  de  las  ventas  de  dichos  bienes ,  con  arreglo  á  lo  que  dispone 
Ja  ley  de  i  1  de  julio  de  i 856  y  la  Real  orden  de  3  de  mayo  ae  i 860,  ea 
atención  á  no  constar  debidamente  justificado  que  los  citados  censos  seaa 
eníi  téu  ticos: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  pide  que  se  confirme  la  re- 
ferida Real  orden: 

Vistas  las  leyes  de  1."  de  mayo  de  1855  y  de  H  de  julio  de  1856  sobre 
desamortización: 

Vista  la  Real  orden  de  18  de  octubre  de  1862,  que  declara  nulas  la? 
ventas  de  bienes  nacionales  en  que  se  hayan  enajenado  juntos  el  dominio 
útil  y  el  directo  de  una  finca  sin  la  debida  espresíon  de  que  solo  el  prime- 
ro era  el  que  pertenecía  á  la  corporación,  mediante  el  canon  que  por  él 
satisfacia  al  señor  directo: 

Vista  la  Real  orden  de  3  de  mayo  de  1860,  que  de  acuerdo  con  los  ar- 
tículos 30  al  34  de  la  ley  de  11  de  julio  antes  citada,  dispone  que  cuando 
los  censos  cuvo  reconocimiento  se  reclame  no  sean  enfitéuticos,  y  la  so- 
licitud no  se  haga  dentro  del  término  señalado  para  usar  del  derecho  de 
designar  otra  finca  en  que  haya  de  verificarse  la  subrogación,  ésta  queda 
hecha  sobre  la  masa  de  inscripciones  de  la  Deuda  pública  que  la  corpora- 
ción recibiese  como  producto  de  la  enajenación  de  sus  bienes: 

Visto  el  art.  2.®  de  la  ley  de  Hipotecas  vigente,  que  prohibe  imponer- 
las sobre  efectos  públicos,  y  marcadamente  sobre  las  inscripciones  de  la 
Deuda: 

Vista  la  escritura  de  30  de  diciembre  de  1494,  otorgada  entre  el  Abad 
y  la  comunidad  del  monasterio  de  Sania  María  de  Benavides  y  el  Concejo 
y  Regimiento  de  Villabarúz,  por  la  cual  el  primero  dio  al  segundo  á  cen- 
so perpetuo  enfictiosi  las  tierras  y  heredades  que  poseía  en  los  términos 
de  Villabarúz  y  Galón  ,  por  la  pensión  anua  y  en  especie  de  pan  mediado 
que  allí  se  designa,  con  varias  otras  condiciones  características  del  en- 
fíteu  sis: 

Vistas,  finalmente,  las  cartas  ejecutorias  de  la  Real  Chancíllería  de 
Valladolid  de  4  de  noviembre  de  1592  y  22  de  abril  de  1695,  dictadas  en 
pleitos  seguidos  por  el  convento  de  Sao  Zoilo  de  Carrion  con  el  Ayunta- 
Tniento  de  Villabarúz,  en  las  cuales  se  determinó,  entre  otras  cosas,  el  re- 
conocimiento y  pago  por  el  último  de  un  censal  perpetuo  establecido  so- 
bre sus  Propios: 

Considerando  que  cualquiera  que  sea  el  valor  legal  de  los  anteriores 
documentos  relativamente  á  la  imposición,  carácter  y  naturaleza  de  los 
indicados  foros  ó  censos,  cuya  reclamación  ha  dado  lugar  á  la  nulidad  de 
la  venta  de  los  Propios  de  Villabarúz ,  declarada  por  la  Real  orden  de  14 
de  julio  de  1864,  no  compete  á  la  Administración  resolver  esta  cuestión, 
y  solo  le  incumbe  respetar  y  hacer  que  se  respete  el  estado  posesorio  exis- 
tente entre  el  censualista  y  el  censatario  cuando  se  publicaron  las  leyes 
de  desamortización: 

Considerando  que  la  situación  posesoria  entonces  reconocía  á  loscon- 
veatos  de  Santa  María  de  Benavides  y  San  Zoilo  de  Carrion,  como  dueños 
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directos  de  los  bienes  de  Propios  de  Villabarúz,  en  la  parte  que  les  corres- 
pondía por  re  ion  de  ios  censos  espresados,  y  á  éste  el  dominio  útil  pcu" 
iFJrtud  del  pago  anual  de  las  pensiones: 

Considerando  que  subrogada  la  nación  en  los  bienes  y  derechos  dé  las 
comuoinades  religiosas,  vendió  aquellos  censos  en  el  ano  de  iR46  á  b,  An- 
tonio Felipe  González,  causante  de  D.  Jacobo  Ayala,  y  hübiéndolo  hecho 
i3  años  después  de  los  Propios  de  Yillabarúz  sobre  que  pesaban  aquellas 
cargas,  sin  tener  en  cuenta  la  anterior  enajenación,  ni  espresar  que  solo 
se  vendia  el  dominio  útil  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  IS 
de  octubre  de  1802,  la  venta  de  dichas  Gncas  era  nula: 

Considerando  que  esta  declaración  no  podía  evitarse  por  elallanamied- 
to  que  el  comprador  de  las  fincas  hiciera  de  reconocer  el  gravamen  y  pa- 
gar sus  pensiones,  ya  porque  los  términos  de  la  Real  orden  de  18  de  oc- 
tubre son  absolutos,  y  ya  también  porque  la  rebaja  de  los  capitales  en  la 
forma  que  se  proponía  y  habiade  hacerse  perjudicaba  grandemente  los  in- 
tereses del  Estado  y  del  Municipio  de  Villabarúz. 

Considerando,  tinaimente,  que  tampoco  era  posible  admitir  la  subroga* 
ciou  de  las  hipotecas,  porque  ni  la  naturaleza  enfitéutica  de  las  cargas 
lo  permitía,  ni  el  pueblo  tenía  otras  fincas  en  que  imponerlas,  ni  lo  con- 
siente la  ley  Hipotecaria  vigente: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración 
y  en  confirmar  la  Real  orden  de  i4  de  julio  de  1>6I. 

Dado  en  Palacio  á  quince  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros. Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  miel  Se- 
cretario general  del  Consejo  dé  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  délo  Coutencióso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
linal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  25  de  abril  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— Publicada  en  la 
fi^acé(a  de  25  de  mayo  de  1867.) 


145. 


Seiit€»cla  (8  de  abril  de  1867.).— Exención  de  la  des- 
amortización.— Se  deja  sin  efecto  la  Real  orden  de  20  de  julio  de 
i865  reclamada' por  el  Ayuntamiento  de  Cubillos,  provincia  de  Za- 
mora, y  se  resuelve: 

Que  la  disposidon  de  ¡a  Real  orden  de  iZ  de  abril  de  1858, 
dictada  ron  referencia  á  los  arrendamientos  de  terrenos  del  común, 
no  es  aplicable  cuando  se  trata  del  establecimiento  de  un  ligero  ar- 
bitrio que  na  amengua  ni  interrumpe  el  aprovechamiento  de  las 
producciones  naturales  de  la  tierra  y  viene  á  convertirse  en  benefi- 
cio del  vecindario  y  déla  Hadenda  pública. 

Doña  Isabel  H,  etc. 

üEn  el  pleito  que  pende  ante  eJ  Consejo  de  Estado  en  primera  y  úni- 
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ca  ¡DslaDcia,  eDlre  partes,  de  ía  uno  el  Liceociado  D.  Luis  Olleros  y  Man- 
silla  en  nombre  del  AyuDtarníento  de  Cubillos,  provincia  de  Zamora,  de- 
mandante, y  de  la  otra  la  Administración  general  del  Estado,  demanda- 
da, representada  por  mi  Fiscal;  sobre  escepcion  de  la  venta  de  ciertos  pra- 
dos en  el  concepto  de  que  son  de  aprovechamiento  común: 
Visto: 

Vista  la  solicitud  del  espresado  Municipio,  pidiendo  que  se  esceptua- 
ran  de  la  venta  en  el  indicado  concepto  de  aprovechamiento  com»un  tre^ 
prados  titulados  los  Cabezos,  Pozo  de  Escariegos  y  Valdemoral: 

Vista  la  información  testiGcal  que  á  falta  de  tfiulos  de  pertenencia  se 
practicó  con  intervención  fiscal  ante  el  Juzgado  de  primera  instaticia  dé 
Zamora,  de  la  que  aparece  que  los  vecinos  de  Cubillos  vienen  desde  tiem- 
po inmemorial  disfrutando  en  común  y  pacíficamente  los  referidos  pra- 
dos que  son  indispensables  para  el  sosten  de  sus  ganados  de  todas  sus 
clases,  y  muy  especialmente  del  de  labor: 

Vista  la  certificación  espedida  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  re- 
clamante, de  la  que  resulta  que,  sin  perjuicio  del  derecho  de  los  vecinos 
á  los  pastos,  se  arrienda  todos  los  anos^l  derecho  de  desgranar  las  mie- 
ses  en  los  referidos  prados,  destinándose  aquel  producto  según  espresa 
el  Ayuntamiento  en  su  instancia',  á  cubrir  en  parte  los  gastos  del  presu- 
puesto municipal: 

Visto  el  dictamen  de  la  Diputación  provincial,  favorable  á  las  preten- 
siones de  la  Municipalidad: 

Vista  la  certificación  espedida  por  el  Secretario  del  Gobierno  de  la 
provincia  de  Zamora,  con  referencia  á  las  cuentas  municipales  de  Cubi- 
Jios  desde  i 837  á  1855  (y  no  los  de  i 835  y  <836  por  no  encontrarse  en 
el  archivo),  de  la  que  resulta  que  el  Ayuntamiento  ha  satisfecho  á  la  Ha- 
cienda durante  todos  ellos,  escepto  los  años  de  1840  á  1851,  el  5  por  lt)0 
de  los  productos  de  arbitrios  de  las  casas  denominadas  Valdemoral,  los 
Cabeszos  y  el  Pozo: 

Visto  el  acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Ventas  de  51  de  mayo  de 
1863,  denegando  la  escepcion  solicitada  en  atención  á  que  resulta  de  la 
certificación  del  Secretario  del  Gobierno  civil  que  los  tres  prados  se  han 
venido  arbitrando  constantemente,  y  proponiendo  se  conceda  al  pueblo 
para  dehesa  del  ganado  de  labor  el  denominado  Pozo  de  Escariegos: 

Vista  la  consulta  del  Consejo  de  Estado  en  pleno,  en  la  que  propuso 
que  se  declarasen  de  aprovechamiento  común  y  esceptuados  por  tanto  de 
la  venta  los  tres  prados  en  cuestión: 

Vista  la  Real  orden  dictada  en  20  de  junio  de  1865,  por  la  cual,  de 
conformidad  con  lo  propuesto  por  la  Dirección  general  del  ramo  y  con  eí 
acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Ventas,  se  desestimó  la  pretensión  dedu- 
cida por  el  referido  Ayuntamiento  en  el  concepto  de  que  los  prados  erap 
de  aprovechamiento  común,  y  se  concedió  para  dehesa  boyal  del  pueblo 
de  Cubillos  el  prado  titulado  Pozo  de  Escariegos: 

Vista  la  demanda  que  contra  la  precedente  Real  orden  presentó  ante 
el  Consejo  de  Estado  el  Licenciado  D.  Luis  Olleros  y  Mansilla,  á  nombre 
del  Ayuntamienio  de  Cubillos,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la  ci- 
tada Real  resolución  en  la  parle  que  declara  sujetos  á  las  prescripcio- 
nes de  la  desamortización  los  prados  de  Valdemoral  y  los  Cabezos: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  pide  la  contírmacioú  de  la 
mencionada  Real  orden  en  la  parte  en  que  es  impugnada: 

Visto  el  art.  2.®  de  la  ley  de  1.®  de  mayo  de  1855,  que  esceptúa  de  la 
desamortización  los  terrenos  de  aprovechamiento  común,  previa  declára- 


Digitized  by 


Google 


^8  JURISPRUDENCIA   ADMINISTRATIVA. 

x;ion  de  serlo  hecha  por  el  Gobierno,  oyendo  al  Ayuntamiento  y  Diputa- 
ción respectivos: 

Vista  la  Real  orden  de  13  de  abril  de  1858,  que  declara  que  los  bie- 
nes de  aprovechamiento  común  pierden  el  carácter  de  tales  por  el  hecho 
de  haber  sido  arbitrados: 

Visto  el  espediente  gubernativo  que  precedió  á  la  interposición  de  la 
demanda,  del  cual  resulta  que  los  vecinos  de  Cubillos  han  venido  disfru- 
tando de  inmemorial  gratuita  y  comunalmente  los  tres  prados  de  que 
se  trata  en  este  pleito,  y  que  en  el  período  de  la  recolección  se  les  ha  per- 
mitido deshacer  en  ellos  sus  mieses,  pagando  cierta  contribución  módi- 
ca que  se  invertía  en  cubrir  parte  del  presupuesto  municipal,  después  de 
satisfacer  á  la  Hacienda  el  5  por  100  de  dicho  producto: 

Considerando  que  la  disposición  de  la  Real  orden  de  13  de  abril  de 
1858,  dictada  indudablemente  con  referencia  á  los  arrendamientos  de 
terrenos  del  común,  no  es  aplicable  al  caso  de  este  pleito,  en  el  que  se 
trata  del  establecimiento  de  un  ligero  arbitrio  por  razón  de  la  trilla  de 
las  mieses,  que  no  amengua  ni  interrumpe  el  aprovechamiento  de  las 
producciones  naturales  de  la  tierra,  y  viene  á  convertirse  en  beneficio 
del  vecindario  y  de  la  Hacienda  pública: 

Considerando  que  al  apreciar  la  Junta  superior  de  Venias  de  Bienes 
nacionales  y  la  Dirección  del  ramo  el  carácter  legal  de  los  dos  prados  que 
la  Municipalidad  de  Cubillos  reclama  procedieron  bajo  el  equivocado  con- 
cepto de  que,  tanto  el  Secretario  del  Gobierno  civil  de  la  provincia,  como 
el  del  Ayuntamiento  recurrente,  aseguraban  en  sus  respectivas  certifica- 
ciones que  aquellos  prados  hablan  sido  constantemente  arbitrados,  y  lo 
^ue  de  dichos  documentos  aparece  es  que  el  5  por  100  que  á  la  Hacienda 
se  pagaba  era  del  producto  de  la  trilla,  y  no  del  arrendamiento  de  las 
yerbas: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno. 
Vengo  en  dejar  sin  efecto  la  Real  orden  de  20  de  julio  de  1865,  y  decla- 
rar que  los  dos  prados  que  el  Ayuntamiento  de  Cubillos  reclama  en  su 
demanda  son  de  aprovechamiento  común  de  dicho  pueblo. 

Dado  en  Palacio  á  8  de  abril  de  mil  ochocientos  se:Senta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  el  Consejo  en  pleno,  constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso, 
acordó  que  se  tenga  como  resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se 
refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes ,  y  se 
inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  1.*^  de  mayo  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
iraceta  de  26  de  mayo  de  1 867.) 


146. 

Sentencia  (15  de  abril  de  í8íM.),^Pago  de  un  crédito.— Se 
declara  abandonado  el  recurso  de  nulidad  interpuesto  por  D.  Sera- 
pío  Cardellach,  en  pleito  con  el  Ayuntamiento  aela  villa  de  Gracia; 
se  confirma  la  sentencia  pronunciada  por  el  Consejo  provincial  de 
Barcelona,  y  se  resuelve: 
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Que  el  mero  ejecutor  de  una  obra  contratada  por  una  persona 
con  la  Administración ,  carece  de  acción  para  reclamar  de  ésta  el 
abono  de  las  obras  adicioíiadas  á  la  que  primitivamente  se  contratói 

Doña  Isabel  11»  etc. 

«En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  grado  de  apela- 
ción, entre  partes,  de  la  una  D.  Serapio  Cardellach  y  Busquets,  vecino  de 
Ja  villa  de  Gracia  ,  provincia  de  Barcelona ,  y  en  su  nombre  el  Licenciado 
D.  Fidel  García  Lomas,  apelante;  y  de  la  otra  el  Ayuntamiento  de  la  es- 
presada  capital,  apelado  y  representado  por  mi  Fiscal;  sobre  revocación  6 
subsistencia  de  la  sentencia  dictada  por  aquel  Consejo  provincial  relativa- 
mente al  pago  de  un  crédito  reclamado  por  el  apelante: 
Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta; 
Que  el  Ayuntamiento  de  Barcelona  adjudicó  en  pública  suDasla  el 
dia  24  de  mayo  de  i856,  á  favor  de  D.Juan  Fon  t,  en  la  cantidad  de 
62,578  rs.,  las  obras  que  con  aprobación  de  la  Diputación  provincial  habia 
proyectado  de  fundición,  montaje  y  colocación  del  enverjacfo  de  hierro  fun- 
dido y  demás  correspondiente  al  cierre  del  jardín  de  la  Plaza  Real  de 
aquella  ciudad,  con  arreglo  á  las^';condic¡ones  económicas  y  facultativas 
convenientemente  anunciadas ,  otorgándose  en  su  virtud  entre  ambas 
partes  Ja  correspondiente  escritura,  en  la  que  se  incluyó  la  construcción 
del  rodapié  para  sentar  el  enverjado  ,  que  le  filé  también  adjudicado  en 
precio  de  i 3,62 i  rs.: 

Que  luego  que  se  ejecutaron  las  obras,  pidió  el  contratista  Font  que  se 
le  pagase  su  importe  y  se  le  devolviera  el  depósito  que  hizo  para  intere- 
sarse en  la  subasta,  á  todo  lo  cual  accedió  el  espresado  Ayuntamiento  en 
enero  de  1858,  después  de  haber  informado  el  Arquitecto  municipal  Don 
Francisco  Daniel  Molina  que  ambas  peticiones  eran  justas  y  que  podían 
darse  por  recibidas  definitivamente  las  obras,  á  pesar  de  algunos  defectos 
que  señaló  en  las  mismas: 

Que  por  otro  lado,  el  espresado  D.  Juan  Font  de  una  parte,  y  de  otra 
D.  Bonifacio  Cardellach,  en  representación  y  como  gerente  de  la  razón 
social  Cardellach  hermanos,  otorgaron  escritura  pública  en  20  de  noviem- 
l>re  de  4856,  en  la  que,  después  de  declarar  que  el  referido  Ayuntamiento 
iiabia  rematado  á  favor  de  Font  la  construcción  de  un  enverjado,  candela - 
l)ros  y-demás  referente  á  la  cerca  quedebia  colocarse  para  cerrar  el  jardin 
de  la  citada  plaza  de  Barcelona,  convinieron  en  que  el  mencionado  Carde- 
llach construirla  en  nombre  de  Font  las  espresadas  obras  con  arreglo  á 
los  diseños  aprobados  por  el  Ayuntamiento  de  aquella  ciudad,  comprome- 
tiéndose Cardellach  á  verificarlo  por  la  cantidad  de  50,000  rs.,  así  como 
Font  se  comprometió  á  pagar  á  Cardellach  la  referida  cantidad  luego  que 
recibiera  del  Ayuntamiento  de  Barcelona  el  precio  por  que  habia  sido  re- 
matada la  construcción: 

Que  posteriormente  acudió  Font  al  Ayuntamiento  pidiendo  el  abono 
de  SI  ,962  rs.  y  8  mrs.,  importe  de  una  cpenta  que  acompañó  de  las  me- 
joras hechas  fuera  de  la  suoasta  en  las  obras  del  enverjado,  por  érden  del 
Arquitecto  municipal,  al  que  se  pidió  informe  en  diciembre  de  i 860;  y  sin 
qiie  aparezca  que  hubieran  sido  examinados,  ni  resuelta  la  instancia,  ele- 
TÓ  otra  D,  Gabriel  Cardellach,  causante  del  apelante  actual,  en  i8  de 
agosto  de  1862,  con  solicitud  de  que  se  le  facilitara ,  como  se  le  tnand^S 
facilitar,  una  copia  del  pliego  dé  íascondiciones  para  la  subasta  del  servi- 
cio contratado,  de  la  que  tenia  necesidad,  á  fin  d6  entablar  demanda  judn 
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cíal  coi^(ra  Foot,  sobre  pago  de  caDtídades  procedentes  de  la  o^ra  qye  á 
instancia  del  mismo  había  ejecutado  el  recurrente: 

Que  esto  do  obstante,  acudió  Cardellach  al  Gobernador  de  la  provincia, 
eon  \a  pretensión  de  que  se  mandara  al  citado  AyuniamJenlo  que  se  hicie^ 
ra  pago  de  51,962  rs.  8  mrs.  que  importaban  varios  aumentos  y  mejoras 
que  b(ZO«n  las  obras  del  enverjado  deque  se  trataba,  además  de  las  su- 
bastadas de  orden  del  Arquitecto  municipal D.  Francisco  Daniel  Molina, 
director  de  las  obras;  y  en  su  vista,  y  considerando  que  D.  Juan  Font  fué 
el  mi^mo  contratista  con  el  Ayuntamiento,  y  que  si  algo  tenia  que  recla- 
mar la  casa  Cardellach,  no  era  á  ía  municipalidad  sino  á  Font,  con  quien 
habia  contratado;  acordó  la  referida  autoridad  en  providencia  de  22  de 
julio  de  t863  que  la  casa  Cardellach  acudiera  á  usar  de  su  derecho  ante 
quien  corréis  pon  diera: 

Vista  la  demanda  que  contra  la  espresada  providencia  gubernativa  de- 
dujo p.  José  Noj^ués,  á  nombre  de  D.  Gabriel  Cardellach,  ante  el  Copsejo 
provincial  de  Barcelona,  con  la  pretensión  de  que  condenara  ai  Ayunta- 
miento de  la  misma  ciudad  al  pago  de  57,342  rs.,  importe  de  las  obras 
ejecutadas  fuera  de  la  subasta  para  el  referido  enverjado  ,  comprendiendo 
en  Id  referida  qantidad  las  omisiones  que  tuvo  en  la  cuenta  que  esta  parte 
iiabia  presentado  al  Ayuntamiento,  y  á  que  le  pagase  además  los  perjuicios 
causados,  intereses  devengados,  y  costsús  del  juicio; 

Visto  el  escrito  presentado  por  el  Lfcenciado  D.  Mariano  Pons,  en  vir- 
tud de  nombramiento  del  Alcalde- Corregidor  de  Bircelona,  como  repre- 
sentante de  su  Ayuntamiento,  proponiendo  escepcion  de  incompetencia  en 
el  Consejo  y  de  falta  de  persooaiidad  en  el  actor,  por  no  ju^tilic^r  ser  re-» 
presentante  de  la  razón  social  Cardellach  hermanos: 

Visto  el  que  á  su  vez  presentó  el  demandante,  oponiéndose  á  las  escep- 
ilíones  propuestas  por  su  contrario,  y  tachando  de  falta  de  representación 
en  el  pleito  aj  Ayuntamiento  demandado,  en  razón  á  no  haber  sido  éste, 
sino  el  Alcaliie,  el  que  noipbró  su  defensor,  por  loi  que  acusó  la  rebeldía  á 
la  Municipalidad: 

VifitQel  auto  dictado  por. el  espresado  Consejo  provincial  en  li  de  fe- 
brero de  1864,  df»qlaraudo  que  el  Ayuntamiento  es|aba  legalmente  repre- 
septado,  y  que  no  habia  lugar  á  la  escepcion  de  incompetencia  que  se  ha« 
bia  propuesto,  pero  sí  á  la  falla  de  personalidad  de  D.  Gabriel  Cardellach: 

Visto  el  escrito  en  que  esta  parte  reprodujo  su  demanda  con  la  presen- 
tación del  documento  correspondiente  para  justificar  su  personalidad  en  el 
juicio: 

Vista  la  contestación  dada  á  nombre  del  Ayuntamiento,  en  que  se  pidió 
la  absolución  de  la  demanda  y  que  se  impusiera  al  demandante  perpetuo 
silencio  y  las  costas^  remitiéndole  á  usar  de  su  derecho  dónde  y  pomo  me- 
jor le  conviniera: 

Vistos  loi^  escritos  de  réplica  y  contraréplica,  en  los  que  ambas  partes 
reprodujeron  sus  respectivas  pretensiones: 

Vista  la  prueba  practicada  á  instancia  del  demandante: 

vistos  el  eécrito  presentado  en  tal  estado  por  D.  Mariano  Da  usó.  Daos- 
trándose  parte  á  nombre  de  D.  Serapio  Cardellach»  como  heredero  y  suce- 
sor fiü  Jos  derechos  del  demandante  P.  Gabriel,  que  habia  fallecido  duran- 
te el  pleito,  y  el  auto  eu  que  fué  admitida  esta  representación,  en  Vista  de 
Jos  documentos  que  Ja  justificaban: 

r  Vista  Ja. sentencia  dictada  por  el  referido  Qoosejo  prQvidcíal  en  IS  dH 
diciemture  de  4805,  en  Ja  que  absolvió  ai  Ayuntamiepto  de  Barcelona  de  la 
demanda  interpuesta  por  GardelUch: 
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Vistos  )qs  recursos  de  apelación  y  nulidad  que  juntamente  interpuso  ia 
parte  demandante,  y  el  auio  del  Consejo  por  el  que  le  fueron  admitidas: 

Visto  el  escrito  que  á  nombre  del  apelante  présenlo  ante  el  Consejo  de 
Estado  el  Licenciado  D.  Joaquín  María  de  Paz,  reemplazado  después  por  el 
de  igual  cíase  D.  Fidel  García  Lomas,  mejorando  únicamente  el  recurso  de 
apelación,  con  la  solicitud  de  que  se  revoque  el  fallo  apelado  y  se  declare 
que  procede  la  demanda  deducida  por  su  parle: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  pide  á  Bombre  del  citado 
Ayuntamiento  que  se  confirme  la  sentencia  apelada,  y  por  un  otrosí  que 
se  declare  abandonado  el  recurso  de  jiulidad  que  eJ  apelante  había  inter* 
^estoen  el  inferior,  por  haber  mejorado  esta  parle  ante  eí  Consejo  de  Es- 
tado únicamente  el  de  apelación: 

Considerando  que  el  Ayuntamiento  de  Barcelona  contrató  en  pública 
licitación  la  construcción  del  enverjado  de  la  Plaza  Real  de  diclia  ciudad 
«scJasivamente  con  D.  Juan  Font,  como  mejor  postor;  sin  que  aparezca 
^ue  éste  haya  cedido  ni  subrogado  su  contrato  á  favor  de  la  casa  Carde» 
liach,  la  cual,  «e^un  los  términos  de  la  escritura  que  en  unión  del  propio 
Font  otorgó  en  20  de  noviembre  de  1856,  no  tuvo  otro  carácter  que  el  de 
mera  ejecutora  dé  dicba  obra: 

Considerando  que  el  aumento  que  á  ésta  se  dio  fué  únicamente  una 
ampliación  necesaria  del  mismo  contrato  celebrado  por  Font  y  aquella  Mu- 
nicipalidad: 

Y  considerando,  por  tanto,  que  no  existiendo  obligación  alguna-  con- 
traida  entre  esta  Corporación  y  la  casa  Cardellach,  carece  ésta  de  acción 
contra  la  primera  para  exigir  el  abono  de  las  indicadas  obras  adicionadas, 
coyo  importe  tiene  reclamado  el  citado  Font; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  abandonado  el  recurijo  de  nulidad 
interpuesto  por  D.  Serapio  Cardellach.  y  en  confirmar  la  sentencia  que  en 
18  de  diciembre  de  1865  dictó  eo  estos  autos  el  Consejo  provincial  de  Bdr- 
-eelona:  y  lo  acordado. 

Dado  en  Palacio  á  quince  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
--Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón*  María  Narvaez.» 

PubHcacion.«>Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  SíiJa  de  lo  Contencioso,  acordd  que  se  tenga  como  resolución 
§nal  en  Ja  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  qe 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  25  de  abril  de  1807.— Pedre  de  MadraxOi— (PAÍ>lteada  eo  la 
^ootto  de  26  de  mayo  de  i  867.) 


149. 

Skmt^nela  (IS  de  abril  de  1867.).— Exención  dk  la  pes- 
▲HORTizACioN*— Se  absucIve  á  la  Administración  de  la  demanda  en- 
tablada por  los  Alcaldes  de  las  villas  de  Benaocáz  v  VJIIalueQga  del 
Rosario  contra  la  Real  órdea  de«17  de  enero  de  iS68;  se  confirma 
é8ta,^y  se  resuelve: 
1/    Que  no  puede  dudarte  queperUnecen  4  ios  Pf  opios  de  iinds 


Digitized  by 


Google 


3S2  nmiSPRüDINGIA   ADinNreTBATIVA. 

pueblos  los  bienes  que  han  de  ser  administrados  por  una  Muniei^ 
palidad  con  facultades  de  distribuir  sus  frutos  en  las  cosas  necesa- 
rias á  los  vecinos,  ó  arrendarlos  y  arbitrarlos  9  según  tuviera  por 
conveniente: 

2.*  Que  aun  prescindiendo  del  carácter  que  en  lo  antiguo  tu- 
vieran unos  bienes ,  deben  considerarse  como  de  Propios,  y  por  tan- 
to comprendidos  en  las  disposiciones  de  la  ley  de  i.®  de  maya 
de  48S5,  los  que  en  los  veinte  años  anteriores  á  ésta  se  hubiesen 
arrendado  pagando  por  ellos  á  la  Hacienda  el  20  poi'  100  de  propios; 

Y  3."  que  los  bienes  en  que  concurren  estas  circunstancias  no 
pueden  conceptuarse  como  de  aprovechamiento  común. 

Doña  Isabel  II ,  etc. 

«En  el  pleito  que  eo  el  Coosejo  de  Estado  pende  en  primera  y  ánica 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Lázaro  Ralero,  en  re- 
presentación de  ios  Alcaldes  de  las  villas  de  Benaocáz  y  Víllaluenga  del 
Rosario,  en  la  provincia  de  Cádiz,  demandante,  y  de  la  otra  mi  Fiscal, 
en  nombre  de  la  Administración  ,  demandada ;  sobre  revocación  de  la 
Real  orden  de  n  de  enero  de  1865 ,  por  la  que  se  desestimó  la  solicitud 
de  ambas  villas  para  que  se  esceptuasen  de  la  desamortización  como  des- 
tinados al  aprovechamiento  común  varios  montes  de  su  propiedad : 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes ,  de  los  cuales  resulta : 

Que  convocadas  á  cabildo  general  las  villas  hermanas  Villalnenga  del 
Rosario,  Ubrique,  Grazalema  y  Benaocáz,  se  reunieron  en  mayo  de  1862, 
escepto  la  de  Ubrique  que  manifestó  deseos  de  obrar  con  independencia, 
á  fin  de  acordar  como  acordaron  la  instrucción  del  oportuno  espediente 
para  esceptuar  de  )a  venta,  en  el  concepto  de  que  eran  de  aprovecha- 
miento común ,  los  montes  y  demás  fincas  que  en  su  sentir  siempre  ha- 
bian  disfrutado  roancomunadamente ;  apareciendo  de  los  documentos 
presentados: 

Que  en  virtud  de  transacción  celebrada  en  el  año  de  1665  entre  el 
Duque  de  Arcos  de  una  parte,  y  por  otra  las  villas  mencionadas,  se  re- 
partieron entre  las  cuatro  villas  varios  montes ,  correspondiendo  á  Be- 
Daocáz  los  denominados  Hoyo  del  Saltillo,  Gao- viejo,  Joargazal,  Jauleta,. 
Encinalejo,  Puerto  de  Don  Fernando,  Colea,  Meso,  Mesoncillo,  Jardela  j 
Dornajo  ;  y  á  Villaluenga  del  Rosario  los  titulados  Navazos,  Sierra  de  lar 
Viñas,  M a taga llardo,  Lomas,  Peñón  Bermejo,  Navazuelo ,  Mata  Ruiz,  Be- 
lox  Peralta,  Mata  de  Gil  Martin,  Navazos  del  Cao,  Chaparral  alto,  Dehesa, 
Toserás,  Jaralejo,  Jardalejo,  Chaparral  de  la  Dehesa,  Iguereda  y  Laderas 
de  Maldonado,  espresándose  en  la  condición  2.*  de  la  escritura  de  tran- 
sacción, que  no  obstante  la  cesión  aue  el  Duque  hacia  á  todos  los  vecinos 
de  las  dichas  villas ,  los  Concejos  aé  ettafhabian  de  ser  los  administra- 
dores  de  los  montes  y  dehesas  hasta  que  estuviesen  pagados  y  desemper- 
nados ,  y  después  habían  de  gozar  ae  los  dichos  montes  y  dehesas  los 
vecinos  en  comunidad,  ó  con  su  consentimiento  distribuir  sus  pruHes  los 
dichos  Concejos  en  las  cosas  necesarias  délos  dichos  vecinos;  y  estable- 
ciéndose en  la  5.*  la  manera  de  arbitrar  recursos  con  el  fruto  de  Jas  de- 
besas  para  dar  cierta  indemnización  al  Duque  de  ArcoiS: 

Que  el  Alcalde  de  Villalnenga  del  Rosario  manifestó  en  23  deíMietn- 
bre  de  1862 ,  que  aun  cuando  los  pastos  correspondientes  á  los  montes 
del  caudal  de  Propios  de  la  misma' villa  etm  de  aprotecKamtetílo  coniun^ 
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e8l«yÍ)Bniniüg9iM)3x]de)]o9iirreP{dado9por  96isaño0;  pero  qne  dste  ar* 
rieodo  había  aido  obligatorip  y  ejecutado  en  virtud  d^  mandilo  del  Qo  ^ 
bi^roo  de  aquella  provincia  en  ^u  pircular  de  10  de  octubre  de  184^  : 

Qpe  en  sesioD  <]e  7  de  diciembre  síguieote,  el  AyuutamieDto  y  mayo- 
res coDtribuyeDtes  de  la  vilia  de  Grazsderpa  acordaroQ  separarse  y  desis* 
tir  del  espediente  de  escepcion ,  por  creer  mas  útil  y  copvepieDte  la  des- 
amortíza^ioD  de  sus  propiedades :  acuerdo  que  pusieron  en  coDOCimiento 
del  Gobernador  de  la  provincia : 

Que  s^uB  eertifíeaciones  del  Secretario  del  Gobierno  de  C4djz  de  23 
de  enero  y  IS  de  febrero  de  1863 » los  19  noontes  de  Villaluenga  del  Ro- 
sario pagaron  arrendamientos  desde  el  año  de  1835  al  185^  inclusive,  y 
el  20  por  100  de  propios  desde  1849  al  1855;  y  los  U  de  Benaocáz  estu- 
vieron también  arrendados  en  el  mismo  período  de  }83o  á  18^5,  especial- 
mente por  el  fruto  de  bellota,  y  pagaron  el  20  por  100  eo  los  anof!  de  1839 
y  iS43al  1855: 

Que  la  Administración  de  Propiedades  de  la  provincia,  en  vista  de  los 
datos  espresados ,  informó  que  seg^n  los  certificados  del  Secretario  de 
aquel  GobierQp  los  terrenos  de  que  se  trata  hablan  perdido  el  carácter 
de  aprovechamiento  eomun  por  haber  si(k)  arrendados ,  e9pecial(neote  su 
firuto  de  bellota,  en  los  años  de  1835  á  1845,  y  que  por  e^te  motivo  debJao 
ser  enajenadas  cop  arrecio  á  la  Real  orden  de  23  de  abril  de  1858 ;  y  que 
en  e)  mismo  sentido  eipuíeron  su  di<;támen  la  Comisión  de  ventas,  el  Fis* 
cal  de  Hacienda  y  la  Junta  provincial  dej  ran^o,  escepto  la  pipiitacion  pro- 
vipcial  que  consideró  procedeúte  la  $plJoitud,  fundada  »n  qjjie  si  io^  mon- 
tes en  oaestion  fueron  arrendados  y  arbitrados  y  se  pagó  de  su  producto 
el  20  por  lOQ  de  propíos ,  fué  en  virtud  de  orden  de  aquel  Qobierno  de 
provincia ,  que  no  pudieron  menos  de  obedecer  las  villaj$  iqtf  r<$^%dajs »  $in 
q^e  P^r  sennejante  obediencia  deban  ser  Qastigada^  Á  W^^  J^9ne/9  que 
eran  notoria  é  indudablemente  de  aprovechamiento  común  : 

Qüiie  elewado  el  espediente  á  la  SupéTÍoridad,  de  A<ítiw4^  P^  k  Aseso- 
ría general  del  Minjstefio  de  Hacienda  y  Direeoiein  gei*w»l  de  Propieda- 
des y  Derechos  del  Pstado,  la  Jqqía  superior  de  "Yen|a§  ep  si^Mon  4i^  28 
de  ab^ij  de  4864  desestimó  la  reclamación  de  las  v^Mlas  ijpt^iefs^dfi^»  T?^er- 
vtode^Ws  el  derecho  do  ohlener  IpsterreiKws  nefjesjifws  paw  4^hftí«»a^  de 
sus  ganados  de  labor,  según  lo  prevenido  en  la  ley  ú^  ii  de  JMl¿9  de  4<$40, 
niedjanl,e  haber  ^fdido  lo^  moptes  de  que  se  trata  el  par4^|ter  de  fíomun 
aprove^^bamiento  en  el  mero  hecho  de  su  arriendo  en  elgnfK)^  ^^ » du*^ 
laiite  el  periodo  de  los  20  años  anterieres  al  de  1^^^;  y  por  ^Uinn^  9  de 
acuerdo  qon  lo  informado  por  el  Consejo  de  Estado  eq  plenp^  y  gep  lo  pro- 
pjUeslo  por  ^  indicada  Dirección  general  del  reojo,  ^  cpnfirníft  por  Ja.ftfal 
orden  de  17  de  enero  de  1865  el  referido  acuerdo  de  ji^JsD^UliSiiPAiiioF  de 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Gonaejo  i^  Oe^d^  pof  |1  ttoctor 
Don  Vicente  Hernández  de  la  Rúa ,  y  mejorada  después  por  el  Licenciado 
Don  Lázaro  Ratero,  con  la  pretesMe» ,  á  nombre  de  los  Alcaldes  de  las 
villas  de  Benaocáz  y  Víllaluenga  del  Rosario,  de  que  se  revoque  la  precita- 
da Real  orden  de  17  de  enero  de  enere  de  1865,  y  se  declaren  esceptua- 
doSc  de  la  desamortización  coni,o  de  aprovechamiento  c^mun  jos  bienes 
qne  han  solicitado  fas  villas  reclamantes: 

Vtsto  el  escrito  de  eontestacion  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  abfiokKjion  de 
la  demanda  y  ia^onfíf macioii  ¿e  la  peférida  Real  órdaa: 

Yialoaik^  arAioulosf  i.f!  ?  %''  de  la  ley  de  i,""  de  mjo  da  k9tíS ,  que 
declaró  en  estado  de  venta  los  predÍQ9  pfateneti^ifntes  í  iií»  prePHW  y  co-^ 
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muñes  de  los  pueblos^  esceptuando  los  terrenos  que  fuesen  en  la  fecha  ci- 
tada de  aprovechanoíento  común,  previa  declaración  de  serlo: 

Visto  el  art.  4.*  del  Real  decreto  de  iO  de  julio  de  i865 ,  que  dispone: 
«Serán  condiciones  indispensables  para  conceder  la  escepcion  por  ser  los 
terrenos  de  aprovechamiento  común ,  que  el  Ayuntamiento  acredite  que 
el  aprovechamiento  de  los  terrenos  ha  sido  libre  y  gratuito  para  todos  ios 
vecinos  en  los  20  años  anteriores  á  la  ley  de  1.*  de  mayo  de  1855,  y  has- 
ta el  dia  de  la  petición,  sin  interrupción  alguna:» 

Considerando  que  á  tenor  de  las  condiciones  2.^  y  5.*  de  la  transac- 
ción de  1645 ,  no  puede  dudarse  que  los  bienes  de  que  se  trata  pertene  - 
cian  al  caudal  de  propios  de  las  villas  demandantes ,  toda  vez  que  las  Mu- 
nicipalidades babian  de  ser  los  administradores,  con  facultad  ae  distribuir 
sus  frutos  en  las  cosas  necesarias  á  sus  vecinos,  ó  arrendarlos  y  arbitrar- 
los, según  tuvieran  por  conveniente: 

Considerando  que  en  este  concepto  fueron  los  bienes  arrendados  y  ar- 
bitrados desde  1835  á  1855,  pagándose  de  su  producto  el  20  por  iOO  de 
propios  desde  1848  y  1849  al  citado  año  de  1855,  sin  que  este  hecbo  pue- 
da apreciarse  como  un  acto  forzosamente  impuesto  a  los  Ayuntamientos 
de  Benaocáz  y  Víllaluenga  del  Rosario ,  por  cuanto  la  circular  de  la  au  - 
torídad  superior  de  la  provincia  de  10  de  octubre  de  1845,  sobre  ser  pos- 
terior á  la  fecha  de  los  primeros  arrendamientos,  no  se  referia  á  los  Díe- 
nes  comunes  ,  y  sí  únicamente  á  los  de  propios  y  arbitrios  de  los  pueblos: 

Y  considerando,  que  aun  prescindiendo  del  carácter  que  anterior^ 
mente  tuviesen  los  bienes  en  cuestión,  siempre  estarian  comprendidos  en 
la  ley  de  desamortización  de  1.*  de  mayo  de  1855,  por  la  circunstancia  de 
haber  sido  arrendados  en  los  20  años  anteriores  á  la  misma  y  haberse  sa- 
tisfecho con  tal  motivo  el  20  por  100  de  propios;  condiciones  que  según 
el  Real  decreto  citado  no  permiten  estimarlos  como  de  aprovechamiento 
común; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á 
la  Administración  y  en  conOrmar  la  Real  orden  impugnada. 

Dado  en  Palacio  á  quince  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros 
Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  el  Consejo  en  pleno,  constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó 
que  se  tenga  como  resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refie- 
re; que  se  una  á  los  mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  in- 
serte en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  l.^de  mayo  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  26  de  mayo  de  1867.) 


i4S. 


Senteneia  (3  de  mayo  de  1867.)«— ^e  declaran  improceden- 
tes los  recursos  de  revisión  y  aclaración  interpuestos  por  el  Ai^eqnie- 
ro  mayor  de  la  de  Moneada  contra  el  Real  decreto-senlencia  qne 
puso  término  al  pleito  seguido  con  el  Tribtiaal  de  acequiero»  de  la 
vega  de  Valencia,  y  «e  resuelve : 
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1."  Qué  cuando  la  sentencia  abraza  todos  los  estremos  de  la 
demanda  no  puede  decirse  que  deja  de  proveer  sobre  alguna  parte 
(le  lo  pedido,  ni  por  lo  tanto  hay  lugar  á  interponer  el  recurso  de 
revisión  contra  dicha  definitiva; 

F  2.®  qv^  la  simple  apreciación  de  un  hecho  ,  aun  suponiendo-' 
¡a equivocada,  no  produce  contrariedad  en  el  fallo,  la  cual  debe 
hallarse  en  sus  disposiciones  para  que  aquel  sea  procedente. 

Doña  Isabel  lí,  etc. 

«Ed  los  recursos  de  revisión  y  aclaración  que  penden  en  el  Consejo  ele 
Estado  y  entre  parles,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Cirilo  Amorós  y  Pastor, 
eo  nombre  del  Acequiero  mayor  de  ia  de  Moneada,  recurrente,  y  de  la 
otra  el  Tribunal  de  Acequieros  de  la  vega  de  Valencia,  representado  por 
ei  Licenciado  D.  Manuel  Alonso  Martínez,  contra  el  Real  decreto- senten» 
cía  que  recayó  como  resolución  fioaldel  pleito  seguido  ante  el  mismo  Coq< 
seje  sobre  a  dotación  de  aguas  de  la  mencionada  acequia  de  Moneada. 

Visto: 

Vistas  las  providencias  del  Gobernador  de  Ja  provincia  de  Valencia  dc^ 
i6  de  mayo  y  18  de  junio  de  i859,  confirmadas  por  otra  de  45  de  noviem^ 
bre  siguiente,  por  las  cuales  se  declaró ,  á  solicitud  del  Tribunal  de  Ace<« 

3 uleros  de  la  vega,  que  se  referia  á  la  almenara  Real  el  privilegio  conce* 
ido  por  el  Rey  D.  Jaime  11  de  Aragón  en  24  de  abril  de  132i,  y  que  coq<^ 
forme  á  lo  preveoido  en  el  mismo  privilegio,  se  redujesen  á  cuatro  tablas 
de  ocho  dedos  cada  una  de  las  colocadas  en  ia  indicada  almenara: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  aquella  provincia  por 
D.  Vicente  Barreda,  en  nombre  del  Acequiero  mayor  de  Moneada  ,  contra 
las  dos  providencias  precitadas  de  i 6  de  mayo  y  i5  de  noviembre  de  1859» 
pidiendo  que  se  declarase  á  la  referida  acequia  de  Moneada  el  derecho 
que  le  asistia  de  colocar  en  la  almenara  de  su  azud  las  tablas  que  creyera^ 
convenientes  hasta  el  nivel  del  mismo  azud: 

Vista  la  sentencia  que  después  de  seguida  la  sustanciacion  de  la  ante« 
rior  demanda  por  todos  sus  trámites ,  incluso  el  de  prueba,  y  después  do 
la  inspección  ocular  de  la  almenara  Real  y  tandera,  acordada  y  practicada, 
para  mejor  proveer  por  el  citado  Consejo  provincial ,  con  asistencia  de 
dos  Arquitectos,  dicto  el  propio  Consejo  provincial  en  16  de  diciembre  de, 
1864,  por  la  cual  se  revocó  la  providencia  gubernativa  de  16  de  mayo,  ra- 
tificada por  la  de  15  de  noviembre  de  1859,  y  se  declaró  que  á  la  Real 
acequia  de  Moneada  asistia  el  derecho  de  colocar  en  la  almenara  del  azud 
las  tablas  que  creyera  convenientes  hasta  el  nivel  del  mismo,  por  referir-^ 
se  el  citado  privilegio  del  Rey  D.  Jaime  II,  según  observancia  inmemoriaU 
á  la  almenara  tandera  y  en  tiempo  de  necesidad ,  reservando  al  Tribuna^ 
de  Acequieros  de  la  vega»  respecto  de  la  innovación  que  babia  sufrido  la 
dotación  de  la  acequia  en  el  punto  de  la  almenara  tandera  y  actual  forma 
de  distribución  en  caso  de  tandeo,  el  derecho  que  entendieran  asístírleSt, 
é  fin  de  que  lo  utilizasen  dónde  y  cómo  corresponda: 

Visto  el  escrito  de  apelación  interpuesto  de  ia  referida  sentencia  por 
parte  del  Tribunal  do  Acequieros  de  la  vega,  y  el  auto  del  Consejo  provm^ 
cial  en  que  Je  fué  admitida  en  ambos  efectos: 

Visto  el  escrito  que  en  su  consecuencia  presentó  en  el  Consejo  de  Ea^ 
Udo  el  Licenciado  D.  Manuel  Alonso  Martínez,  á  quien  sustituyo  después 
el  de  igual,  clase  D.  Francisco  de  Paula  Canalejas,  mejorando  la  apelación 
i  nombre  del  Tribunal  de  Acequieros  de  la  vega,  y  pidiendo  lárevocaciOA 
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de  la  predtada  senieDeia  del  Consejo  proYincial  de  Valeocía  de  16  de  áí- 
ciembredei864: 

ViMo  el  Real  decrete^eoteocia  dQ  i7  de  juBío  último,  publicado  en  2f 
del  mismo  mes,  por  el  cual,  después  de  seguir  el  pleito  sustrímite^,,y  te- 
Dieodo  presentes  eDtr^  tetros  documentos  que  figuraban  en  las  pruebas 
practicadas  por  las  partes  en  la  primera  instancia,  las  siguientes: 

<.•  El  testimonio  de  varios  párrafos  del  tratado  de  D.  Francisco  Javier 
Berrull  y  Vflanova,  de  la  distribución  de  las  aguas  del  rio  Turía  en  los 
que  se  refiere:  que  el  Rey  D.  Jaime  II  en  45  de  abril  (debe  ser  24  de  abril, 
fecha  del  privilegio)  de  i  32i,  mandó  que  en  tiempo  de  necesidad  socorriera 
la  acequia  de  Moneada  á  la»  de  Mestalla ,  Rascuña,  Fabara  y  Ruzafa,  cod 
una  tabla  de  las  cuatro  de  la  almenara  de  la  de  Moneada,  esto  es,  la  cuarta 
parte  del  agua  por  dos  días  y  dos  noches,  y  siendo  mayor  (la  necesidad)  con 
dos  tablas  ó  mitad  de  su  agua  por  igual  tiempo :  que  en  i 824,  los  S¡ndico<f 
de  las  acequias  de  k  ?ega  acudieron  al  tribunal  de  la  Baylía  pidiendo  que 
se  practicase  lo  dispuesto  por  D.  Jaime  II,  y  justificada  por  sumaría  de 
testigos  la  necesidad  de  esta  medida,  el  Bayle  mandé  que  durante  la  esca- 
sez y  mientras  se  verifícase  el  tandeo  general,  diera  el  Acequiero  de  Mon- 
eada, por  la  almenara  tandera,  dos  tablar  de  agua  de  las  cuatro  que  tiene 
en  los  lunes  y  martes  de  cada  semana,  y  que  lo  mismo  se  hizo  en  1828: 

2.^  Él  certificado  del  Jefe  de  la  Sección  de  Fomento  del  Gobierno  de  la 
provfBfeia  de  Valencia,  en  el  que  se  espresa  que  reunidos  en  el  azud  de  la 
ace^ift  de  Moneada  el  día  2t  de  octubre  de  t850  el  Gobernador  de  aqiYe- 
lia  provincia,  el  Comisario  Regio  de  Agricultura  ,  un  ArqiHtecto ,  la  Co- 
misión de  la  Junta  de  representantes  de  las  acequias  de  la  vega,  eí  Ace* 
quiero  y  Síndicos  de  la  de  Moneada ,  escepto  el  que  lo  era  por  el  pueblo 
de  MaMimagrell,  los  Síndicos  de  la  vega  y  el  Secretario  del  Gobierno  se  re> 
conoció  en  prttner  término  el  azud  y  se  hallaron  colocados  en  la  almenara 
siete  tablones  de  un  palmo  escaso  cada  uno ,  y  después  de  haber  admittde 
sin  contradicción  el  principio  de  que  Moneada  debía  tomar  en  su  azud  la 
tercera  parte  del  agua  que  llegaba  hasta  allí ,  ó  sean  48  filas  de  agua,  tra- 
yendo el  rio  su  caudal  ordinario,  se  procedió  á  medir  el  agua  que  había  en 
la  acequia  y  en  el  rio,  y  hecho  asi,  auítados  que  fueron  los  tablones  de  la 
alienara ,  resultó:  que  el  vol&men  de  agua  que  en  un  segundo  discnrria 
por  la  aceguia  y  parte  iuferlop  del  rio,  era  con  corta  diferencia  la  propor* 
ct6n  establecida: 

f  3."  La  certificación  espedida  por  ef  Vocal  Secretario  del  Sindicato 
genefá!  del  riego  del  Turía,  en  la  gue  se  hace  constar  que  los  repartos 
para  atender  al  presupuesto  del  Sindicato  se  giraban  sobre  la  base  de  las 
filas  die  agua  que  debidamente  tomaba  cada  acequia ,  siendo  su  número  en 
la  de  Mqpcada  48,  en  las  inleríores  de  la  vega  86;  se  revocó  la  senteocra 
apel^á^Vy  se  confirmaron  las  providencias  del  Gobernador  éalaproviiieia  de 
Valistipi^  de  16  de  mti]ro  y  ^^6  i^^^  ^c  1859,  <^e  quedaron  slv  ehao 
por  la  indicada  sfeutencia,  con  la  rectificación  ó  reictrfíeidoiies  que  dos  pe- 
ritos nombfados  por  las  partes,  y  tercero  por  ef  Gobernador  en  caso  de 
discordia,  juzguen  deberso  hacer  en  las  cuafro  tafoiae  de  la  almenara ,  á 
fin  ñd  que  sean  tnedida  ei^aeta  de  las  48  fiks  de  agua  quia  constituyen  de 
hectio  la  hctual  dotación  ordinaria  de  la  aeeguíai  de  Moneada;  resellando  á 
la  ipisipíia  su  derecho  para  promeiver,si  vieMie^B venirla,  el  eoiffes^oo - 
dí«rnt6'iüi<cionlenario  cíe  posesión  6  él  do  propiedad:  míe  los  4Pi#iiia  tes 
competentes  de  itistidii! 

V^ere)^criEo  i^reiseiitado  etr  et  referido  GooMjo  de  Bstado  por«Mi^ 
cencia^óD.  Antonio  Aparist  y  Guijarro,  en  oémbro  dot  Aoe^iero mayor 
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<]e  la  acequia  ée  Moneada ,  idterponiendo  en  tiempo  los  recursos  de  peví- 
sioa  y  aolaraoiou,  estabieciendo  como  fundamentos  de  eilos:  primero,  que 
en  el  Reía!  decreto^senteDcia  citado  se  ba  omitido  proveer  sobre  el  estremo 
controvertido  tanto  en  primera  como  en  segunda  lustancia,  y  que  fué  ob- 
jeto úe  petición  concreta  de  la  demanda  y  contestación ,  de  cuál  sea  la 
almenara,  si  la  Real  ó  la  tandera,  por  donde  Moneada,  en  caso  de  necesi* 
dad  haya  de  dar  el  tandeo  ¿  las  acequias  de  la  vega :  segundo,  que  existe 
cierta  contrariedad  en  las  disposiciones  del  mtsfno  Real  decreto -sen  ton  oía, 
puesto  aue  al  declararse  que  Moneada  contío^  percibiendo  lo  que  cons^ 
tiiuye  de  hecho  su  actual  dotación  ordinaria ,  se  determina  esa  dotación 
en  48  íi!as,  cuando  ni  se  ha  citado  ni  puede  citarse  una  disposición  de  de- 
recho en  que  esa  dotación  se  halle  establecida,  ni  de  hecho  ha  percibido,  ni 
por  un  momento.  Moneada  el  agua  con  sujeción  á  aquella  medida;  y  terce- 
ro, que  no  revisándose  en  los  términos  que  solicitaba  el  Boal  decreto-sen- 
tencia  de  que  se  trata,  era  oscuro,  y  procedía  que  se  aclarase,  en  el  senti- 
do deque  las  48  filas  sean  y  se  entiendan  como  parle  proporcional  ó  alí- 
cuota de  las  !30  que  se  considera  que  constituyen  el  caudal  del  Turía  al 
llegar  al  punto  que  ocupa  la  presa  de  Moneada: 

Visto  el  de  contestaciotí  del  Licenciado  H.  Fraüeisoo  de  Paula  Canalejas 
Á  quien  reemplazó  posteriormente  el  Letrado  D.  Matiuel  Alonso  Mafti- 
nez,  en  representación  del  Tribunal  de  Acequieros  de  la  vega  de  Valen- 
cia ,  en  el  que  pide  que  se  desestimen  en  todas  sus  parles  los  indicados 
recursos  de  revisión  y  aclaración,  declarándolos  improcedentes  tanto  e^n  el 
fondo  como  en  la  forma  : 

Vistos,  el  escrito  del  Licenciado  Aparisi  y  Guijarro,  á  quien  ha  siisti- 
tuido  después  el  dé  la  misma  clase  D.  Cirilo  Amores  y  Pastor  en  la  reipre- 
sentaciofi  espresada,  pidiendo  que  se  le  concedíei^a  permiso  para  replicar: 
y  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  en  que  sé  desestimó  esta  (pre- 
tensión: 

Vistos  los  párrafos  primero  y  tercero  del  art.  228  del  relglaraento  de 
lo  Contencioso : 

Considerando  que  siendo  dos  losestromos  de  la  demanda,  el  primero  la 
i^vocaciofide  las  providencias  del  Gobernador  de  16  de  mayo  y  28  de  ju- 
nio de  f959,  y  el  segundo  la  doelaracion  del  derecho  oue  asiste  á  la  ace- 
quia de  Moneada  de  colocar  en  la  almenara  de  su  azoo  las  tablas  que  crea 
conveniente  hasta  el  nivel  de  dicho  azud;  sobre  ninguno  de  ellos  dejó 
de  proveer  la  definitiva,  porque  al  confirmar  las  providencias  del  Gober- 
nador en  que  se  dispone  que  el  AcequrefO  mayor  de  Moneada  reduzca  á 
cuatis  labias  de  ocho  dedos  las  colocadas  en  la  almenara  Real,  queda  de- 
negarlo el  segunde  estremo  de  la  d^'Éranda : 

Coirsiderando,  respecto  al  segundo  fundamento  del  recurso  de  i^vi- 
sion,  que  la  simple  apreciación  de  un  hecho,  aun  aponiéndola  equivoca* 
da,  no  produce  contrariedad  en  el  fallo,  la  cual  debe  hallarse  en  sus  dis- 
posiciones para  que  aquel  sea  procedente;  y  esto  no  se  ha  alegado : 

Considerando  que  no  ofrece  oscuridad  la  sentencia,  habiéndose  funda- 
do el  recurso  de  revisión  en  que  se  ba  fijado  en  ella  con  error  la  dotación 
de  la  acequia  de  Moneada; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
constituido  en  Sala  de  )o  Contencioso ,  Vengo  en  declarar  improcedentes 
los  recursos  de  revisión  y  aclaracüon. 

hado  en  Palacio  á  tres  de  mayo  de  mil  ochocieótos  sesenta  y  siete. — 
fistá  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  Marfa  Narvaez.» 
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Que  por  Real  orden  de  28  de  marzo  de  1862  fué  aprobado  el  remate 
celebrado  en  favor  de  0»ÍDtana  para  los  años  de  1862  á  1865,  ambos  inclu- 
sive» por  la  cantidad  de  10,800  rs.  anuales,  sin  que  eo  el  pliego  de  condi- 
ciones ni  en  los  anuncios  oficiales  conste  haberse  calificado  la  almadraba 
de  la  Punta  de  la  Isla  como  de  buche»  si  bien  Quintaoa  espresó  en  el  acto 
de  la  subasta  que  hacia  la  proposición  á  la  almadraba  de  buche  nombrada 
Punta  de  la  Isla: 

Que  el  Capitán  general  del  Departamento  en  8  de  mayo  consultó  al 
Gobierno  sobre  si  había  de  continuar  ó  suspenderse  la  calada  de  la  pesque- 
ra, porque  la  ley  de  14  "de  junio  de  1837  tenia  prohibido  que  desae  Cádiz 
á  Tarifa  se  usase  almadraba  de  buche,  como  lo  estaba  haciendo  Quintana: 
7  en  telegrama  de  10  del  citado  mes  se  dispuso  por  el  Ministerio  del  ramo 
la  suspensión: 

Que  consultada  la  Auditoría  de  Marina,  y  de  conformidad  con  su  dic- 
tamen, se  dictó  Real  orden  en  16  del  propio  mes  de  mayo  de  1862,  por  la 
cual  se  mandó  que  el  rematante  se  abstuviera  de  calar  la  pesquera  del 
modo  que  lo  habia  intentado,  por  prohibirlo  varias  soberanas  disposiciones; 
resolución  que  fué  notificada  en  27  siguiente  al  interesado: 

Que  en  5  de  setiembre  del  propio  año  insistió  Quintana  en  que  se  le 
permitiera  calar  la  almadraba  de  buche  en  la  Punta  de  la  Isla  por  los  tres 
años  que  restaban,  ó  en  otro  caso  que  se  le  abonaran  todos  los  daños  y  per 
juicios  que  se  le  hubiesen  irrogado,  previa  la  correspondiente  justificación; 
y  de  conformidad  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno,  se 
dictó  Real  orden  en  30  de  marzo  de  1863,  por  la  que  se  determinó  gue  se 
estuviera  á  lo  prevenido  en  la  ley  de  14  de  junio  de  1837;  que  Quintana 
sofriera  las  consecuencias  de  su  estralimiíacion ;  y  que  llegado  el  caso  de 
que  solicitara  la  rescisión,  se  llevase  á  efecto,  pero  sin  derecho  á  indem- 
nización de  gastos  y  periuicios: 

Que  en  26  de  marzo  de  1864,  sin  que  Quintana  se  hubiera  dado  por  en- 
tendido de  la  decisión  anterior,  solicitó  que  se  le  indemnizara  de  441,950 
reales  que  tenia  gastados;  y  por  Real  orden  de  7  de  mayo  del  mismo  año, 

3ue  puso  término  al  espediente  gubernativo,  se  confirmó  la  de  30 de  marzo 
e  1866: 

Vista  la  demanda  documentada  que  presentó  ante  el  Consejo  de  Estado 
el  Licenciado  D.  Ramón  Crooke,  á  nombre  de  D.  Manuel  García  Quintana, 
en  la  que  se  solicita  la  revocación  de  las  Reales  órdenes  de  30  de  marzo 
de  1863  y  7  de  mayo  de  1866  y  la  declaración  de  que  procede  la  indemni- 
zación á  su  favor  de  441,950  rs.  invertidos  en  el  calado  dQ  la  almadraba 
denominada  Punta  de  la  Isla: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal,  pidiendo  la  absolución  de 
la  demanda  y  la  confirmación  de  las  precitadas  Reales  órdenes  de  30  de 
'  marzo  de  1863  y  7  de  mayo  de  186.4: 

Visto  el  art.  1/  de  la  ley  de  14  de  junio  de  1837: 

Visto  el  Real  decreto  de  16  de  junio  de  1847: 

Visto  el  edicto  del  Tribunal  del  Departamento  de  Cádiz,  en  que  se 
anuncia  la  subasta  de  la  almadraba  punta  de  la  Isla : 

Visto  el  testimonio  del  remate,  en  el  que  aparece  que  D.  Manuel  Gar- 
cía Quintana  hizo  proposición  verbal  para  la  almadraba  de  buche  Punta 
de  la  Isla: 

Vista  la  Real  orden  de  28  de  marzo  de  1862,  que  aprobó  el  remate: 

Vista  ía  escritura  otorgada  para  el  cumplimiento  del  contrato: 

Considerando  que  el  remate  adjudicado  provisionalmente  por  el  Tribu- 
nal del  Departamento  á  D.  Manuel  García  Quintana  fué  aprobado  por  Real 
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Orden  de  28  de  iriarzo,  sin  que  en  ésta  se  diga  que  la  alitiadraba  el  de  bu- 
che, y  que  en  la  escritufa  otorgada  para  el  cumplimiento  del  éOntrato  se 
comprometia  Gafcía  Quintana  a  satisfacer  43,200  rs.  vq.  por  el  usufructo 
de  la  Almadraba  Punta  de  la  Isla: 

Considerando  que  aun  cuando  se  prescinda  de  los  tértnínos  de  la  Real 
órdeii  que  aprobó  el  remate,  y  de  que  por  la  escíiturd  solo  tenia  derecho 
Quintana  al  beneficio  de  la  almadraba,  disponiendo  el  art.  1.®  de  la  Uy  de 
14  de  junio  de  1837  que  e!  uso  del  arte  de  pesca  conocido  por  almctdrába 
de  buche  está  prohibido  desde  la  bahía  de  Cádiz  hasta  la  isla  de  Tarifa ,  es 
nulo  el  contrato  celebrado  para  el  usufructo  de  la  almadraba  de  buche 
Punta  dek  isla,  por  estar  prohibido  por  la  ley: 

Considerando  que  si  bien  la  Administración  está  obligada  á  la  itidem- 
Dízacion  si  rescinde  un  céntralo  por  razón  de  utilidad  pública,  esta  obli^a<*> 
cion  no  existe  Cuando  es  nulo  el  contrato  por  haberse  celebrado  con  in- 
fracción de  la  ley,  que  debe  saber  el  llcitador  al  presentar  sii  proposición 
en  la  subasta : 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  Vengo  en  absolver  á  la  Adnaiois- 
tracion  de  la  demanda ,  y  en  confirmar  las  Reales  órdenes  en  ella  recla- 
madas. 

Úado  én  Palacio  á  quince  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete  — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez. 

t>ubIicac¡on.— L^ido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  roí  él  Se- 
cretarlo general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  el  Consejo  pleno,  constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó 
que  se  tenga  como  resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refie- 
re; que  se  una  á  los  mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inser-^ 
te  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  1.*  de  mayo  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Pnblicsda  en  la 
Gaceta  de  31  de  mayo  de  1867.) 


i50. 


tPlentenela  (15  de  abril  de  1867.).— Servicio  gratuito  dbl 

CORDEO  EN  TREN  ESPECIAL  POR  ONA  CoifPAÑÍA  DE  CAMINOS  DE  HIERRO. 

—Se  declara  improcedente  por  estemporánéo  el  recurso  de  revisioQ 
interpuesloporla  Empresa  del.  ferro -óarril  de  Córdoba  á  Sevilla, 
contra  el  Real  decreto-sentencia  de  30  de  abril  de  i865,  y  se  re- 
suelve: 

i.®  Que  la  jurispritdencia  del  Consejo  de  Estado,  conforme  eofi 
el  esptritu  del  art  269  del  Reglamento  sobre  el  modo  de  proceder 
dicho  Cuerpo  en  los  asuntos  contenciosos  y  con  el  principio  de  que 
las  escepciones  confirman  las  reglas  generales^  ha  estableado  que  en 
los  términos  que  se  cuentan  por  meses  deben  computarse  los  de  tw- 
caciones; 

F  S.**  que  no  puede  admitirse  el  recurso  de  revisión  que*  se  in- 
terpone pasados  los  dos  meses  que  hay  señalados  para  hacerlo. 

boña  Isabel  11,  etc. 
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'((En  el  reeurso  de  revisioo  ioterp\]est€  por  el  Líeeocíado  D.  José  de 
Gaivez  Cañero,  á  qnieo  lia  reemplazado  después  ol  de  )a  misma  ciase  Don 
Santos  Isasa,  en  representación  de  la  Compañía  del  ferro- carril  de  Córdo- 
ba á  Sevilla,  contra  el  Beal  decreto- sentencia  de  30  de  abril  de  1865  re-- 
solución  final  en  e)  pleito  promovido  por  la  indicada  Compañía,  sobre  re- 
vocación de  la  Real  orden  de  %  de  abril  de  4862,  en  cuanto  le  obligaba  á 
prestar  gratuitamente  el  servicio  del  correo  en  trenes  especiales: 
Visto: 

Vista  la  Heal  órdett  de  6  de  abril  de  i 862,  recaída  en  el  espediente  ins» 
trnldo  eil  la  Direccron  general  de  Correos,  con  motivo  de  la  subvención 
pedida  por  las  empresas  de  ferro- carriles  de  Córdoba  á  Sevilla  y  Cádiz, 
para  conducir  el  correo  á  horas  fijas,  pero  distintas  de  las  marcadas  á  los 
trenes  ordinarios,  y  por  la  cual,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  la  es** 
pressMla  Dirección  y  con  el  dictamen  del  Consejo  de  Estado  en  pleno,  se 
resolvió: 

4.®  Quecon  arreglo  á  la  ley  general  de  ferro -carriles  de  3  de  junH)  de 
1855  al  pliego  de  condiciones  de  45  de  febrero  de  1856  y  á  las  leyes  espe- 
ütales  porqoe  se  establederon  las  lineas  mencionadas  de  Córdoba  á  Sevi- 
lla y  de  Sevilla  á  Cádiz,  las  indicadas  empresas  están  obligadas  á  conducir 
gratuitamente  los  correos  generales  en  los  convoyes  ordinarios  de  las  pro- 
pias empresas,  y  además  en  los  especiales  que  designe  el  Gobierno,  con 
^rruajesí'del  mismo ,  marcando  con  la  anticipación  debida  las  horas  de 
salida,  la  marcha,  las  estaciones  y  el  todo  ó  parte  de  la  línea  que  hayan  de 
recorrer : 

2.°  Que  únicamente  deberá  retribuirse  por  los  medios  que  establece 
el  art.  30  del  pliego  de  condiciones  de  15  de  febrero  de  1856,  el  trasporte 
escepcional  en  convoyes  especiales  de  los  pliegos  ú  órdenes  urgentes  cuya 
conducción  pida  el  Gobierno,  ó  el  que  tenga  lugar  en  cualquier  otro  caso 
no  comprendido  en  el  artículo  anterior: 

3.*  Q«ie  estas  determinaciones  son  aplicables  i  todas  las  demás  em- 
presas de  ferro-carriles,  cualquiera  que  sea  la  fecha  en  que  sehayan  cons- 
tituido, debiendo  cesar  de  abonarse  desde  tu^go  las  subvenciones  que 
se  paguen  por  la  conducción  del  correo  ordinario,  procedan  ó  no  del 
contrato: 

4«®  Que  en  lo  sucesivo  es  itinecesaría  la  contratación  para  los  traspor- 
tes del  correo  ordinario  por  las  vías  férreas,  puesto  que  las  empresas  es- 
tán obligadas  á  conducirle  gratuitamente  á  las  horas  fijas  que  oMirque  el 
Gobierno: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licencia- 
do D.  José  de  Calvez  Cañero,  pidiendo  á  nombre  de  la  empresa  concesio- 
naria del  canHoo  de  hierro  de  Córdoba  á  Sevilla  que  se  dejase  sin  efecto 
la  precitada  Real  orden  de  6  de  abril  de  1862,  y  se  declarase  que  respecto 
z\  trasporte  del  cotreo  debía  sujetarse  la  Sociedad  demandante  á  lo  pres- 
crito en  los  arts.  29,  30,  31  y  32  del  pliego  geberal  de  condiciones  de  31 
de  diciembre  de  1844,  que  sirvió  de  tipo  para  la  concesión: 

Visto  mi  Real  decreto  sentencia  de  30  de  abril,  publicado  en  17  de 
mayo  y  notificado  á  la  empresa  concesionaria  en  !.•  de  junio  de  1865,  por 
el  ctial,  después  de  sustanciada  la  anterior  demanda  por  sus  trámites,  y 
de  conformidad  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  tuve  á  bien  declarar  obligada  á  la 
entesa  demandante  á  trasportar  gratuitamente  el  corí*eo  general  en  sus 
convoyes  ordinarios,  permitiéndolo  la  horade  salida  que  prefije  mi  Gobier^ 
no  en  uso  de  su  privativa  facultad,  ó  en  convoyes  especiales,  sí  no  lo  per- 
TOMO  vil. — Jurisprudencia  administrativa.  46 


Digitized  by 


Google 


362  JURISPRUDENCIA  ADMINISTRATIVA. 

mitiese;  cooñrmándose  la  Real  orden  eD  cuanto  esluviese  conforme  con 
esta  declaración,  y  dejándola  sin  efecto  en  lo  que  no  lo  estuviese: 

Visto  el  recurso  de  revisión  interpuesto  ante  el  propio  Consejo  de  Es- 
tado ,  en  escrito  de  26  de  setiembre  del  referido  año  1865,  por  el  Licen- 
ciado D.  José  de  Gal  vez  Cañero,  en  la  representación  a  otes  espresada,  con 
Ja  pretensión  de  que  se  consulte ,  como  ampliación  al  indicado  Real  de- 
creto-sentencia,  que  debia  ser  retribuida  ó  pagarse  por  la  Administración, 
en  la  forma  que  se  determinó  en  el  pliego  de  condiciones  ú  que  se  sujetó 
la  concesión  del  ferro-carril  de  Córdoba  á  Sevilla ,  la  conducción  del  cor- 
reo general  en  trenes  especiales ,  modificándose  en  este  sentido  la  Real 
orden  de  6  de  abril  de  Í862: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal,  pidiendo  sustancialmen- 
te  que  se  declare  la  improcedencia  del  recurso  propuesto  en  primer  lugar 
por  estemporáneo,  y  eo  todo  caso  por  no  hallarse  comprendido  en  el  ar- 
tículo 228 ,  párrafo  tercero  del  reglamento  de  30  de  diciembre  de  i  846: 

Vistos,  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  de  9  de  marzo  de  1866, 
por  el  que  se  mandó  que  se  iiiciera  saber  al  presidente  de  la  empresa  re  - 
cúrrente  que  en  el  término  improrogable  de  í5  dias  nombrase  Letrado 
que  la  representase  en  estos  autos,  bajo  apercibimiento  de  lo  que  corres- 
pondiera; el  escrito  que  en  su  consecuencia  presentó  el  Licenciado  Don 
Santos  Isasa,  mostrándose  parte  á  nombre  y  en  virtud  del  correspondiente 
poder  en  forma  de  la  misma  empresa;  y  el  auto  de  la  referida  Sección  de 
lo  Contencioso,  que  hubo  por  representante  de  la  Compañía  del  espresado 
ferrocarril  al  Licenciado  Isasa: 

Visto  el  art.  235  del  reglamento  de  lo  Contencioso  de  30  de  diciembre 
de  1846,  según  el  cual  e\  término  señalado  para  interponer  los  recursos 
de  aclaración  será  de  cinco  dias,  y  para  los  de  revisión  de  dos  meses,  á 
contar  desde  la  notifícacion  de  la  definitiva: 

Visto  el  art.  269  del  mismo  reglamento,  que  dice:  «los  plazos  señalados 
por  dias,  se  entenderán  de  dias  útiles,  y  no  comprenderán  el  de  su  fecha 
ni  el  de  su  vencimiento;» 

Visto  el  art.  272  del  propio  reglamento,  en  el  que  se  establece  que  «el 
trascurso  de  un  término  señalado  por  el  reglamento  para  el  ejercicio  de 
algún  derecho  traerá  consigo  la  pérdida  de  este  derecho:» 

Considerando  que  la  jurisprudencia  del  Consejo,  conforme  con  el  espí- 
ritu del  art.  2.®  de  los  mencionados,  y  con  el  principio  de  que  las  escep- 
cíones  confirman  las  reglas  generales,  ha  establecido  el  de  que  en  los  tér- 
minos que  se  cuentan  por  meses  deben  computarse  los  de  vacaciones: 

Considerando  que  notificado  el  Real  decreto-sentencia  objeto  del  re- 
curso actual  en  1.®  de  junio,  no  se  interpuso  éste  lis^sta  el  26  de  setiem- 
bre, habiendo  dejado  trascurrir  por  consiguiente  mucho  más  tiempo  de 
los  dos  meses  señalados  para  hacerlo: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  Vengo  en  declarar  improcedente  por 
estemporáneo  el  recurso  de  revisión  interpuesto  por  la  empresa  del  ferro- 
carril de  Córdoba  á  Sevilla  contra  mi  Real  decreto -sentencia  de  30  de  abril 
de  1865. 

Dado  en  Palacio  á  quince  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— - 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.»  • 

Publicación  .—Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  miel 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia  pública  el  Consejo  en  pleno,  constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso, 
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acordó  que  se  tenga  como  resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se 
refiere;  que  se  una  á  ios  miamos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se 
inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  i."  de  mayo  de  1867.— Pedro  de  Madrazo. — (Publicada  en  la 
Gaceta  de  31  de  mayo  de  1367.) 


Sentencia  (15  de  abril  de  1867.).— Nulidad  de  un  rema- 
te.—Se  deja  sin  efecto  la  Real  orden  de  18  de  enero  de  1865  re- 
clamada por  D.  Pedro  Casado,  y  se  resuelve: 

I.""  Que  anunciada  en  el  Boletín  oficial  de  Ventas  de  bienes  na- 
cionales la  clase  y  esteíision  de  una  finca,  es  evidente  que  se  es- 
presa  con  claridad  la  cosa  objeto  de  la  venta: 

^.^  Qiie  la  indicación  del  cultivador  que  la  llevase  en  arreu' 
damiento  es  una  circunstancia  puramenle  accidental,  que  por  si 
sola  no  puede  ser  la  forma  propia  para  fijar  la  importancia  y  es- 
tensión  de  una  finca  rústica  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ins- 
truccion  de  SI  de  mayo  de  1855; 

y  3.*  que  cuando  hay  error  sustancial  sobre  el  objeto  vendido 
procede  la  nulidad  de  la  venta. 

Doña  Isabel  11,  etc. 

((En  el  pleito  pendiente  en  el  Consejo  de  Estado,  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Pedro  González  Mar- 
ron,  á  nombre  de  D.  Pedro  Casado,  Tecino  de  Burgos,  demandante,  y  de 
Ja  otra  mi  Fiscal,  en  representación  de  la  Administración  general  del  Es- 
tado, demandada;  sobre  revocación  de  la  Real  orden  que  declaró  no  ha- 
ber lugar  á  la  nulidad  del  remate  de  un  quiñón  procedente  de  los  propios 
de  aquella  ciudad,  ni  á  la  entrega  del  campo  titulado  los  Llanos: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  habiéndose  anunciado  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  de  Bur- 
gos, correspondiente  al  dia  20  de  octubre  de  1855,  la  subasta  de  unas 
tierras  compuestas  de  ocho  fanegas  y  seis  celemines  de  primera  calidad, 
124  de  segunda  y  232  de  tercera,  ó  sean  en  junto  364  fanegas  y  seis  cele- 
mines, que  pertenecían  al  pueblo  de  Cardeñadijo  y  á  la  ciudad  de  Bur- 
gos y  labraba  Ángel  García,  y  que  producían  la  renta  anual  de  1,863  rea- 
les y  48  maravedís,  capitalizadas  en  33,543  rs.  18  mrs  :  tasado  todo  y 
sacado  á  pública  subasta  en  53,000  rs.,  tuvo  ésta  lugar  en  30  de  noviem- 
bre del  referido  año,  quedando  rematadas  las  tierras  en  favor  de  D.  Ma- 
nuel Casado,  como  mejor  postor,  en  la  cantidad  de  160,050  rs.;  si  bien 
fué  en  el  acto  protestado  el  remate  por  el  Procurador  síndico  de  la  ciudad 
de  Burgos  y  por  el  Alcalde  de  Card^eñadijo,  fundándose  el  primero  en  que 
las  tierras  eran  de  aprovechamiento  común  y  el  segundo  en  que  parte  de 
ellas  pertenecian  á  la  Municipalidad  que  representaba,  y  eran  también 
comunalmente  aprovechables: 

Que  la  Dirección  general  de  Bienes  nacionales  mandó  instruir,  con  ar- 
reglo á  las  disposiciones  que  rigen  en  la  materia,  el  oportuno  espediente; 
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7  habiéndose  seguido  éste  por  sus  tráreites,  la  iunta  sQf«rí«r  do  Vmtsm, 
«n  Tísta  de  todo,  y  de  conformidad  oon  el  diezmen  de  la  Atescida  ge«e^ 
ral  del  MiDisterio  de  Hacienda,  acordó  que  se  amparase  44os  oonifirado- 
res  en  la  posesión  y  propiedad  de  tas  1 1  suertes  de  terreno,  tal  y  como  se 
ofrecieron  en  subasta  incluso  el  prado  ó  canvpds  de  los  Llanos: 

Que  contra  este  acuerdo  se  alzó  la  Municipalidad  de  Burgos,  y  en  su 
<;onsecuencia  se  dictó  la  Real  ^rden  de  'l^de  abril  de  1864,  por  la  qae  se 
declaró  no  comprendido  en  la  venta  el  campo  de  los  Llanos,  dejando  á 
salYo  el  derecho  de  los  compradores  para  que,  si  resultase  que  no  se  les 
entregábanlas  suertes  que  según  el  anuncio  llevaba  Ángel  García,  pu- 
dieran reclamar  la  resoision  del  contrato: 

Que  comunicada  esta  resolución  á  los  interesados  D.  Santiago  Rodri- 
gtlex  y  los  herederos  y  sucesores  de  Dolía  Nicasía  Marcos,  Cesionarios  de 
Don  Manuel  Casado,  solicitaron  la  nulidad  dé  la  venta  de  las  referidas  11 
sueNes ;  pero  la  Junta  superior  de  ventas  desestimó  su  instancia,  en 
razón  á  que  no  acreditaban ,  según  preverá  te  Real  órdefi  eitada, 
que  el  susodicho  campo  constituyese  parte  de  las  tierras  arrendadas  á 
Óarck: 

Y  por  último  que  del  mencionado  acuerdo  se  alzaron  los  compradores 
al  Ministerio  de  Hacienda;  y  en  su  consecuencia  recayó  la  Real  ordea  de 
18  de  enero  de  1865,  que  denegó  el  recurso  de  alzada  por  no  acreditar 
\0É  compradores  el  estreíno  que  requiere  la  citada  Real  Ótden  de  18  de 
abril  de  1864. 

Yisto  el  escrito  dé  demattda  presentado  en  el  Consejo  de  Estado  por 
el  Licenciado  D.  Manuel  Alonso  MartinsB,  que  despnes  ampMó  el  de  la 
misma  clase  D.  Pedro  González  Marrón,  en  nombre  de  D.  Pedro  Casado  y 
Marcos ,  hijo ,  heredero  y  sucesor  de  Doña  Nícasia  MárcDs,  y  ed  el  de  Don 
Saatiago  Rodrigo  Miguel ,  ton  la  solicitud  de  que  se  re?oc[ue  la  precitada 
Real  orden  de  18  de  enero  de  1865y  y  se  resuelva  qae  la  propiedad  ad<fai- 
rida  por  sus  representados  es  tal  como  se  espresa  éh  h  escritura  de  véne- 
ta, (m  las  11  suertes  de  terreno  de  qne  queda  heeho  mérito,  sancionada 
por  ^catoria  de  los  Tribunales  de  jnstíeia  y  oportunamente  desandada 
por  peritos  de  ambas  partes  y  tercero  en  discoraia;  y  si  á  esto  no  hubiese 
iu||;ar  se  anille  la  ventado  las  indicadas  heredades  eon  abotto  de  intereses 
ó  indemnización  de  perjuicios: 

Vista  la  referida  escritura  de  venta : 

Visto  el  escrito  en  que  mi  Fiscal  contesta  á  la  espresada  demandd  ^i*^ 
dieodo  su  absolncioo  y  la  coofirmaeíon  de  la  referida  Real  orden : 

Considerando  que  anunciada  en  el  Boletin  oficial  de  la  grovinda  de 
Burgos  la  venta  de  li  suertes  de  tierra^  determiulndose  señaladamente 
la  tlaSe  y  ostensión  de  cada  una ,  fpue  en  junto  ascendían  á  la  suna  de 
364  fanegas  y  seis  celemines ,  es  evidente  que  la  cosa  objeto  de  la  veeta 
"fué  con  daridad  espresada  por  número  y  medida  ^  sin  ^e  sotire  etste  es^ 
tremo  haya  habido  duda  en  los  actos  po^riores  de  subasta,  otorgamien- 
to de  la  escritura  y  posesión  judicial:  en  todos  ío8>cuales  se  hizo  especial 
mención  de  aquellas  circunstancias,  que  fijaban  de  un  modo  incuestiona- 
ble la  situación  y  cuantía  de  lo  adquirido  por  el  comprador: 

Considerando  que  las  tierras  de  qqe  se  trata,  no  habiéndolas  designa- 
do aquel  anuncio  oficial  énica  y  esekisivamente  por  el  nonriire  del  arfen-» 
datario  Ángel  García,  sino  también  por  la  calidad  y  eabiday  comd  se  verí« 
íicó,  semejante  indicación  del  cultivador  es  una  circunstancia  puramente 
aecidental,  que  por  sí  sola  no  podia  ser  la  forma  propia  para  fijarla  im- 
pdrtalicia  y  osteotiou  de  una  finca  rC»tiea,  eon  arref^  á  lo  dispuesto  en 
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h  iostniccioB  de  di  de  mayo  áe  í855;  ni  aun  esta  oktsunstaneia  mereei6 
ser  espr^ada  en  ]a  escriti^a  áe  T»nta  de  dichas  tierras  : 

Consiáeranáfí  que  si  bien  el  eitado  Ángel  García  por  la  porción  de  las 
que  cultivara  sati«facia  80  fan«gas  de  grano,  por  cuya  renta  anual  de 
4,863  rs.  i8  mrs.  se  capitalizó  la  suma  de  33,543  rs.  i8  mrs.;  la  subasta 
sin  enibei-ga  sé  anunció  y  giró  sobre  la  cantidad  de  tasación  importante 
53,000  rs.,  ascenitíendo  el  remate  á  la  de  460,050,  la  cual,  p<^  los  datos 
periciales  nuevamente  adquiridos,  representa  ej  precio  de  las  ü  suertes 
de  tierra  vendidas: 

Y  considerando  que  habiendo  adquirido  fuerza  ejecutoria  la  Real  or- 
den de  48  de  abril  de  4864,  en  la  parte  que  declaró  no  comprendiéo  en 
la  ve»la  el  campo  de  los  Llanos,  viene  á  ser  imposible  la  entrega  al  cora- 
pnwbr  de  todas  las  once  suertes  de  tierra  indicadas,  lo  enal  ha  producido 
los  mismos  efectos,  que  el  error  sustancial  sobre  el  objeto  vendido;  por  lo 
que  procede  la  nulidad  de  la  venta  según  reclama  el  demandante; 

Confopmándome  con  lo  eoosukado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  dejar  sio  efecto  la  Real  orden  de  48  de 
enero  de  4865,  y  declarar  nula  la  venta  de  las  14  suertes  de  tierra  de  que 
se  traliL.  devolviéndose  por  consecuencia  al  comprador,  ó  sus  causa-ha» 
bienlea,  el  precio  de  aquellas,  coa  la  indemnización  á  que  tongan  dere-^ 
cho:  y  lo  acordado. 

Dado  en  Palacio  á  quince  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete» 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros. Ramo»  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  ^e  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  reso- 
eion  ftnal  en  la  instancia  y  antes  á  que  se  reiere;  que  se  una  á  los  mis- 
mos; se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  insette  en  la  Güe^a\  de  que 
certifico. 

Madrid  4  de  mayo  de  4867.— Pedro  de  Madrazo.— >(PubHcada  en  ln 
fiaoátaée  3  de  junio  de  4867.) 


15», 

Seiiteiiei»^  (3  de  mayo  de  1867.).— Hbsci3ion  di$  ün  gontea* 
To  pi:  YESTUAMO  PARA  LOS  PEifADos.— So  absuolve  á  h  Admini^tjra- 
cion  de  la  demaiida  entablada  por  los  Sres,  Cuevas  y  Garrillo,  del 
eomer«i0de  Madrid,  co&tra  la  Real  orden  de  16  de  octubre  de  1865; 
se  confirma  ésta ,  y  se  resuelve : 

Que  cuando  por  ca¡usas  no  tifraeráinartáf  y  que  no  pudieron 
dejar  di  preverse ,  el  contratista  de  un  servicio  público  deja  de 
cumplirle  en  el  plazo  señalado  en  las  condiciones  que  sirvieron  de 
base  para  h  subasta,  proci^dfi  la  rescisión  del  contratq,  dMéndose 
hacer  efectim  Ifl  responsabilidad  en  que  d  contratista  hubies/^  in- 
curridoy  con  el  depósito  que  pava  $fíguridad  diel  mv^plimmla  del 
contrato  huineteeúntíitmda. 

Doña  Isabel  II ,  etc. 

i^  el  pleito  que  pende  nte  ci  GonsafC)  4e  Bsiaéo^  en  priipera  y  única 
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ínstaocía,  entre  partes,  de  la  una  el  Dr.  D.  Germán  Garoazo,  en  nombre 
de  los  Sres.  Cuevas  y  Carrillo,  del  comercio  de  esta  corte,  demandantes, 
y  de  la  otra  la  Administración  general  del  Estado,  representada  por  mi 
Fiscal ,  demandada ;  sobre  que  se  revoque  la  Real  orden  espedida  por  el 
Ministerio  de  la  Gobernación  en  i  6  de  octubre  de  i  865,  que  declaró  res- 
cindido cierto  contrato  para  el  suministro  d«l  paño  destinado  ai  vestuario 
de  penados  del  reino  y  confiscó  la  fianza  correspondiente : 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta  : 

Que  celebrada  en  22  de  junio  de  1861  la  subasta  para  suministrar 
54,000  varas  de  paño  burdo  á  los  establecimientos  penales  del  reino,  se 
aprobó  por  Real  orden  de  4  de  agosto  siguiente ,  adjudicándose  este  ser- 
vicio á  favor  de  los  espresados  Cuevas  y  Carrillo,  con  las  condiciones  pre- 
viamente publicadas ,  y  ratificadas  después  en  la  escritura  pública  que 
en  12  del  mismo  mes  otorgó,  entre  cuyas  cláusulas  dice  la  3.^:  «que  las 
entregas  del  paño  habian  de  verificarse  previamente  en  los  siguientes 
plazos :  la  de  6,000  varas  á  los  15  dias  de  baberse  hecbo  saber  al  contra- 
tista la  aprobación  definitiva  del  remate;  la  de  8,000  varase  los  15  dias 
siguientes;  la  de  otras  10,000  varas  á  los  15  dias  inmediatos,  y  las. 30,000 
restantes  en  1.*  de  julio  de  1866;»  y  la  condición  6.*^,  después  de  señalar 
como  garantía  del  contrato  y  para-  su  seguridad  la  suma  de  60,000  rs., 
espresa  que  el  contratista  perderla  esta  fianza  en  el  caso  de  faltar  al  cum- 
plimiento de  sus  obligaciones : 

Que  la  mencionada  Real  orden  de  4  de  agosto,  en  que  se  aprobó  el 
remate,  fué  comunicada  á  los  interesados,  según  ellos  misoHMS  manifies- 
tan ,  en  8  del  propio  mes ;  pero  en  8  de  setiembre  siguiente ,  teniendo 
solo  presentadas  éstos  3,605  y  cuarta  varas  -,  se  les  previno  por  órdeír  de 
la  Dirección  general  del  ramo  del  dia  9  posterior,  que  en  el  improragable 
término  de  48  horas  cumpliesen  lo  estipulado  en  el  pliego  de  condiciones, 
so  pena  de  hacerse  efectiva  la  responsabilidad  establecida  en  la  cláusula  6.* 
y  en  el  Real  decreta  de  27  de  febrero  d^  1862 : 

Que  en  su  consecuencia  recurrieron  al  Ministerio  de  la  GobernacioD 
los  interesados  pidiendo  próroga  del  plazo  señalado  y  alegando  para  justi- 
ficarla varias  razones,  entre  otras,  la  incertidumbre  en  que  estuvieron 
por  mas  de  mes  y  medio  acerca  de  si  el  remate  se  aprobarla ,  los  rumores 
que  circularon  en  sentido  negativo ,  que  los  retrajeron  de  adquirir  un 
paño  que  no  puede  aplicarse  á  otro  objeto  que  al  que  se  destina,  y  la  se- 
quía que  después  sobrevino  é  impedia  el  lavado  de  las  piezas  de  paño  fa- 
bricadas, como  lo  atestiguaban  las  cartas  particulares  de  algunos  fabri- 
cantes de  Santa  María  de  Nieva  y  de  Bernardos,  que  al  efecto  presentaron: 

Que  pasado  el  espediente  á  informe  de  la  Sección  de  Gobernación  y 
Fomento  del  Consejo  de  Estado,  y  de  acuerdo  con  su  dictamen,  se  dictó 
Ja  Real  orden  de  16  de  octubre  de  1865,  que  dispuso: 

1.®  Que  se  declarase  rescindido  el  espresado  contrato  de  suministros, 
y  se  impusiese  á  los  contratistas  por  su  falta  de  cumplimiento  el  gravamen 
que  determina  la  condición  6.*  del  pliego. 

2.*  Que  sí  las  3,605  y  cuarta  varas  de  paño  c[ue  había  entregado,  re- 
unían las  condiciones  de  la  contrata ,  se  adquiriesen  al  precio  en  ella 
establecido,  consintiéndole  sus  dueños. 

3.°    Que  la  autorización  para  adquirir  las  citadas  varas  de  pañoso 
ampliara  á  2,419  y  media  varas  mas,  que  los  contratistas  en  6  del  mismo 
mes  depositaron  : 
Y  4.^   Que  se  adquirirán  per  medio  dOiScbasta  pública  y  luyo  el  pliego 
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de  condiciones  que  sirvió  de  base  á  la  'anterior,  los  47,975  y  cnarta  varas 
restantes  basta  el  número  de  24,000  qae  se  consideraban  necesarias  para 
completar  8,000  trajes ,  con  los  que  podían  llenarse  las  atenciones  del  in- 
mediato invierno. 

Vista  la  demanda  que  el  Dr.  D.  Germán  Gamazo  en  nombre  de  la  ca- 
sa contratista,  interpuso  ante  el  Consejo  de  Estado,  con  la  solicitud  de 
que  se  revoque  la  precedente  Real  orden  en  cuanto  declaró  i  los  señores 
Cuevas  y  Carrillo  incursos  en  la  responsabilidad  de  la  sesta  condición  del 
pliego,  y  les  condenó  á  la  pérdirta  d¿l  depósito  de  60,000  rs.  que  hablan 
constituido  y  deque  se  les  devuelva  esta  suma  en  los  mismos  efectos  ó 
valores  en  que  la  entregaron : 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal  á  la  antedicha  demanda,  pidiendo 
su  absolución  y  la  confirmación  de  la  referida  Real  orden  por  la  misma 
reclamada: 

Visto  el  art.  9.®  del  Real  decreto  de  27  de  febrero  de  1852,  que  dispo- 
ne que  en  los  pliegos  de  condiciones  que  previene  el  mismo  en  sus  ar- 
tículos 2.^  y  7.^  deberán  preveerse  los  casos  de  falta  de  cumplimiento  por 
parte  de  los  contratistas,  determinando  la  acción  que  haya  de  ejercer  la 
Administración  sobre  las  garantías  y  demás  medios  por  los  que  se  hubiese 
de  compeler  á  aquellos  á  que  cumplan  sus  obligaciones ,  etc.  «Cuando 
ocurriesen  tales  casos,  las  disposiciones  gubernativas  de  la  Administración 
serán  ejecutivas,  quedando  á  salvo  el  derecho  de  los  contratistas  para 
dirigir  sus  reclamaciones  y  demandas  por  la  vía  contencioso -adminis^ 
trativa: 

Visto  el  art.  iO  del  propio  Real  decreto,  que  dice:  «Las  multas  y  de- 
más indemnizaciones  á  que  dieren  lugar  los  contratistas  serán  efectivas 
gubernativamente:  pririnero,  sobre  las  sumas  en  metálico  ó  en  efectivo  de 
la  Deuda  del  £stadoque  estuviesen  consignadas  en  garantía  desús  obli- 
gaciones:» 

Considerando  que  es  un  hecho  cierto  y  reconocido  por  los  mismos  de* 
mandantes,  que  éstos  dejaron  de  hacer  las  entregas  de  paño  á  que  esta- 
ban obligados  en  los  plazos  y  cantidades  establecidas  en  la  condición  3/ 
antes  citada,  por  lo  que  es  incuestionable  que  habiendo  incurrido  en  el 
caso  previsto  en  la  condición  6.%  fué  procedente  el  gravamen  que  la  misr 
ma  establece : 

Considerando  que  los  motivos  con  oue  los  contratistas  pretenden  es- 
cusar  la  falta  indicada  carecen  de  fundamento,  por  no  ser  causas  estra- 
ordinarias  que  no  pudieran  preverse  la  dilación  en  aprobar  el  remate,  la 
inseguridad  de  esta  aprobación,  y  la  escasez  de  aguas  en  las  fábricas  del 
paño  contratado;  y  además  las  dos  primeras  debían  ya  ser  conocidas  al 
otorgarse  la  escritura  de  12  de  agosto  de  1865  en  que  se  aceptaron  aque- 
llas condiciones: 

T  considerando  que  tratándose  ánicamente  de  dar  cuniplimiento  á  la 
citada  condición  6/,  haciendo  efectiva  la  responsabilidad  que  impone,  no 
puede  tomarse' en  cuenta  el  resultado  que  hava  ofrecido  el  segundo  re- 
mate que  por  la  rescisión  del  contrato  ha  debido  tener  lugar; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  E<)tado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  deman- 
da y  confirmar  la  Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  tres  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  MiÍHstros, 
Ramón  María  Narvaez.D 

Pobiicacioii.-^Lerdo  7  poMieado  el  anterior  Real  deereUr  por  mí  el 
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Secretario  g«oer9l  (k\  CoDsejo  de  Estado,  halíándose  celebrando  itiéitiicü 
pública  la  Sala  de  lo  CooteoGioso,  acordé  que  se  lenga  coodo  resoloGioi» 
fíoal  en  la  iostanoia  y  autos  ó  que  se  refiere;  qqese  upa  á  tos  bdísibos;  se> 
Dotifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta ;  de  que  eer^ 
tífico. 

Madrid  9  de  mayo  de  i867.-xPedro  de  Madra«o.'-(PubliiBA<ta  en  \9^ 
Gaceta  de  3  de  junio  de  1867.) 


153. 

Sfeniepeia  (3  de  mayo  de  1867.).-t-Lbgitimagion  db  la  pmo* 
PIEDAD  DE  UNOS  TERRENOS. — Se  absucIve  á  la  Admioistraciofl  de  tas^ 
demandas  presentadas  por  D.  Pedro  Solis  y  consortes  y  D.  Pedro 
Masa  Escalada  y  consocios  contra  la  Real  orden  de  18  de  setiem- 
bre de  4865;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

i  .**  Que  para  disfrutar  de  los  beneñcios  concedidos  por  el  dtn 
creto  de  las  {lories  de  18  de  mayQ  de  1837  á  los  labradores  á  qui0^ 
nes  se  repartieron  terrenos  de  propios  en  virtud  de  leyes  ú  órdenes 
superiores  competentes,  era  necesario  que  éstos  6  9u$  deaeendient&$ 
estuviesen  en  aquella  fecha  en  posesión  de  dkhos  terrenos,  pagan- 
do censos,  como  si  hubiese  sido  un  verdadero  enfiteusis:  '  ■ 

2.®  Que  si  bien  en  el  art.  1.*  de  la  ley  de  6  de  mayo  de  1855^ 
se  declara  que  son  propiedad  particular  las  suertes  que,  de  terrenos 
baldios,  realengos,  comunes,  propios  y  arbitrio^,  se  repartieron  en 
virtud  de  varias  leyes,  los  artículos  2.®,  3.®  y  4.*,  en  que  se  de^en- 
vuelve  el  principio  consigw^Q  en  el  primero,  se  refieren  á  los  po- 
seedores,  habiendo  sido  el  objeto  de  la  ley,  el  asegurar  la  propkdai 
á  los  tenedores  de  dichos  terrenos; 

Y  3.®  que  para  conseguir  la  propiedad  era  indispensable  estar 
en  posesión  de  las  fincas,  pues  de  otro  mádo  hubiera  concedido  la 
ley  de  6  de  mayo  de  1859 /a  propiedad  á  dos  persoms,  al  aue  fué 
favorecido  en  ^l  sorteo  de  1822  y  no  tenia  la  posesión,  y  al  que  la 
adquirió  posteriormente  con  arreglo  4  'as  prescripciones  lejia^l.  » 
la  poseia  cuando  fué  sancionOida  dicha  ley. 

Doña  Isabel  II,  ete«:  ^Ttn 

«En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  ÁolCi 
instancia,  eptre  partes,  de  }a  um  ^  Lic^ftciado  D.  Salvador  Saula te,  en 
nombre  de  D.  Pedio  Solis  Igarrjza  y  c(ms<u^(es,  i?eciQOs  de  Dueñas^  pro<- 
vincja  de  Paleneia,  y  el  Licf ociado  D.  Adriano  Curiel,  representend* ¿ 
Don  Pedro  l^asa  Espiada  y  otro9,  déla  misma  vecindad,  demj9Qd4Pl«a;  y 
de  la  pira  la  Administración  general  del  Estado,  demandada  y  represen- 
tada por  mi  Fiscal;  soJitre  q^e  se  moque  la  ReaUrden  deiS  deset/lembre 
de  1865,  espedida  por  el  MinisterÍQ  de  la  GobeFnanioii,  que  denegó  á  los 
interesados  l0  legitimaoion  de  eíerboftlerrenos;  i 

Visto:  ■         ■       '     '  •'  -.ííri' 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta;  i    i-  ,r>i :.fí* 

Que  el  AyMPiami^nto  de  Duseña^  cbmeifiíó  en  i%%%  el  o|MHrtUDO  «pe* 
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di6Dte  á  fia  de  repartir,  á  teoor  del  decreto  de  las  Cortes  de  29  4e  juaio 
del  mifimo  año,  los  terrenos  baldíos  y  de  propios  de  su  térmioo  entre  1q3 
Tecíoos  á  quienes  correspondiera: 

Qne  formado  el  conveniente  apeo,  deslinde  y  tasación  de  los  terrenos, 
oue  se  dividieron  en  103  suertes,  se  aprobó  por  ia  municipalidad  en  sesioa 
de  7  de  febrero  de  1823,  y  D.  ioaquin  Calleja,  como  Diputado  provincial 
del  partido,  aprobó  en  Patencia  en  1 2  del  mismo  mes  y  con  calidad  de  por 
ahora  lo  actuado,  y  mandó  al  propio  tiempo  que  se  procediera  al  sorteo 
correspondiente: 

Que  en  46  de  febrero  y  2  de  marzo  siguiente  se  llevó  á  efecto  el  sorteo, 
y  eo  tal  estado  quedaron  las  cosas  hasta  que  ocurrió  el  cambio  político  de 
aquel  año  y  la  anulación  de  todos  los  actos  del  Gobierno  constitucional: 

Que  cuatro  de  los  interesados  acudieron,  uno  en  1841  y  3  en  1846, 
reclamando  sin  resultado  la  entrega  de  las  suertes  que  respectivamente 
les  tocaron  en  1823;  pero  publicada  la  ley  de  6  de  mayo  de  1865,  y  fun-» 
dados  en  ella,  reclamaron  todos  los  que  se  encontraban  en  su  caso  al 
Ayuntamiento  de  Dueñas  que  se  les  pusiera  en  posesión  de  las  suertes 
con  que  en  1823  fueron  agraciados,  y  que  se  les  espidiera  el  oportuno  ti- 
tula de  propiedad. 

Visto  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  Dueñas  de  6  de  dictenvkre  de 
1859,  en  que  después  de  manifestar  que  debia  darse  á  los  peticionarios 
legítimos  la  posesión  que  solicitaban,  consultó  el  caso  al  Gobernador  de  la 
provincia,  en  atención  á  que  oioguoo  de  los  interesados  habia  entrado  en 
1823,  ni  después,  en  posesión  de  los  terrenos: 

Vistas  las  reclamaciones  que  con  tal  motivo  hicieron  ante  el  Goberna- 
dor otros  vecinos  oponiéndose  á  la  pretensión  indicada,  no  solo  por  care- 
cer los  que  la  hadan  de  derecho,  puesto  que  no  llegaron  á  poseer  nunca 
los  terrenos  repartidos,  sino  porque  los  mismos  terrenos  postor íormeote 
habisn  sido  vendidos  unos  por  el  Ayuntamiento  con  las  solemnidades  de- 
bidas, roturados  otros  por  particulares  hacia  roas  de  30  años,  y  destina» 
dos  los  restantes  al  aprovechamiento  común  de  todo  el  vecindario: 

Visto  el  informe  evacuado  en  21  de  mayo  de  1860  por  el  Ayuntamien- 
to respecto  de  los  estremos  alegados  por  los  opositores,  en  que  se  mani- 
fiesta qoe  con  efecto  ninguno  de  los  que  fueron  agraciados  con  suertes  en 
febrero  y  marzo  de  1823  llegó  á  ejercer  acto  alguno  de  posesión  ni  á  pagar 
nada  per  los  terrenos,  aun  cuando  algunos  recibieron  en  el  acto  del  sorteo 
los  titukDs  de  pertenencia  que  espidió  la  Diputación  provincial;  que  todos 
los  bienes  de  propios  se  comprendieron  en  aquellos  s<Mrteos;  que  los  ter- 
renos que  habían  sido  roturados  arbitrariamente  y  plantados  de  majuelo 
se  concedieron  á  sus  poseedores  con  el  canon  del  2  por  100  en  virtud  del 
decreto  de  las  Cortes  de  48  de  mayo  de  1837,  y  los  restantes  se  habían 
vendido  á  fero  en  público  remate  por  el  Ayuntamiento  con  aprobación  da 
la  Diputación  provincial,  estando  redimidos  muchos  de  eilos  en  virtud  de 
la  ley  de  1.®  de  mayo  de  1855  y  sus  posteriores;  y  que  en  cuanto  á  las  ro- 
tura ciones  deque  estaban  en  posesión  los  que  produjeron  la  queja,  si  bien 
era  de  todo  punto  imposible  á  la  corporación  decir  si  se  venían  o  no  pose- 
yendo hacia  mas  de  30  años,  afirmaba  sin  embargo  que  cuando  se  verificó 
el  sorteo  estaban  labradas  todas  las  fincas  comprendidas  en  el  mismo, 
habiendo  variado  con  frecuencia  los  poseedores  desde  aquella  fecha  á  la 
actual: 

Vistos  los  informes  del  Consejo  provincial  de  Falencia,  el  evacuado 
por  el  Gobernador  de  esta  provincia  al  remitir  el  espediente  á  la  superio- 
ridad; las  diferentes  instancias  que  ante  la  misma  dedujeron  los  reelaman- 
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tes  y  sus  opositores,  y  el  resultado  de  las  dilígeDcias  que  se  mandaron 
practicar  para  depurar  algunos  estremos  relativos  al  carácter^  trasforma- 
cioues  y  estado  actual  de  Tos  terrenos  objeto  de  controversia: 

Visto  el  dictamen  de  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Conse- 
jo de  Estado,  confirmado  después  por  el  mismo  Consejo  en  pleno,  propo- 
niendo que  se  atendiese  la  reclamación  de  los  agraciados  en  el  reparti- 
miento de  Dueñas,  poniéndoles  en  posesión  de  los  terrenos  objeto  del  mis- 
mo que  no  hubiesen  sido  posteriormente  vendidos  ó  roturados  basta  185^ 
y  se  bailasen  en  cultivo,  y  precediéndose  por  dicho  Ayuntamiento  á  otor- 
gar escrituras,  previo  el  reconocimiento  del  canon  correspondiente,  según 
a  capitalización  por  el  precio  actual  de  su  tasación,  de  conformidad  con 
lo  prevenido  en  el  art.  5.*  y  siguientes  de  la  ley  de  6  de  mayo  de  1855: 

Vista  la  Real  orden  de  18  de  setiembre  de  4865,  en  virtud  de  la  cual 
se  negó  á  ios  interesados  en  el  reparto  el  derecho  de  legitimación  que  so- 
licitaron, sin  perjuicio  de  su  reclamación  por  la  vía  contencioso- adminis- 
tra ti  va; 

Vistas  las  demandas  que  el  Licenciado  D.  Salvador  Saulate,en  nombre 
de  D.  Pedro  Solís  y  otros  interesados  en  el  referido  repartimiento,  por  una 
parte,  y  el  Licenciado  D.  Adrián  Curiel  y  Castro,  en  representación  de 
Don  Pedro  de  Masa  Escalada  y  consortes,  por  otra,  interpusieron  ante  el 
Consejo  de  Estado,  con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  Real  orden  de  18 
de  setiembre  de  1865,  y  se  les  reconozca  y  declare  la  propiedad  de  las 
suertes  de  tierra  á  que  se  refieren: 

Visto  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  referido  Consejo,  en 
que  se  mandaron  acumular  las  mencionadas  demandas: 

Vista  la  contestación  á  éstas  de  mi  Fiscal,  en  que  pide  la  absolución  y 
la  confirmación  de  la  Real  orden  por  las  mismas  reclamada: 

Vistos  los  documentos  presentados  por  la  parte  actora,  relativos  á  las 
roturaciones  y  legitimaciones  de  terrenos  practicadas  en  el  término  de 
Dueñas: 

Visto  el  decreto  de  las  Cortes  de  29  de  junio  de  1822: 

Visto  el  decreto  de  las  Cortes  de  18  de  mayo  de  1837: 

Vista  la  ley  de  6  de  mayo  de  1855: 

Considerando  que  para  disfrutar  de  los  beneficios  concedidos  i>or  el 
decreto  de  las  Cortes  de  18  de  mayo  de  1837  á  los  labradores  á  quienes 
se  repartieron  terrenos  de  propios  en  virtud  de  leyes  ú  órdenes  superio- 
res competentes,  era  necesario  que  éstos  ó  sus  descendientes  estuviesen 
en  aquella  fecha  en  posesión  de  dichos  terrenos,  pagando  canon  como  si 
hubiese  sido  un  verdadero  eofitéusis: 

Considerando  que  si  bien  en  el  art.  1.°  de  la  ley  de  6  de  mayo  de  1855 
se  declara  que  son  propiedad  particular  las  suertes  que  de  terrenos  bal- 
díos, realengos,  comunes,  propios  y  arbitrios,  se  repartieron  en  virtud  de 
varias  leyes,  los  artículos  2.%  3.*^  y  4.**,  en  que  se  cfesenvuelve  el  princi- 
pio consignado  en  el  primero,  se  refieren  á  los  poseedores,  habiendo  sido 
el  objeto  de  la  ley  asegurar  la  propiedad  á  los  tenedores  de  dichos  ter- 
renos. 

Considerando  que  para  conseguir  la  propiedad  era  indispensable  estar 
en  posesión  de  las  fincas,  pues  de  otro  modo  hubiera  concedido  la  ley  de 
6  de  mayo  de  1859  la  propiedad  á  dos  personas,  al  que  fué  favorecido  en 
el  sorteo  de  1822  y  no  tenia  la  posesión ,  y  al  que  la  adquirió  posterior- 
mente con  arreglo  á  las  prescripciones  legales,  y  la  poseia  cuando  fué 
sancionada  dicha  ley: 

Considerando  que  ios  causantes  de  D.  Pedro  Solís  é  Igarriza  >  y  de  Don 
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Pedro  Masa  Escalada  y  consortes  ni  obtuvieron  Ja  posesión  de  los  terre* 
nos  qae  reclaman  antes  del  cambio  político  de  1823,  ni  la  tenia n  al  pu- 
i)licar8e  la  ley  de  6  de  mayo  de  1855»  ni  han  satisfecho  canon,  no  hallán- 
dose los  espedientes  de  deslinde  y  tasación  ni  aun  aprobados  por  la  Dipu- 
tación provincial»  pues  lo  fueron  únicamente  por  el  Diputado  del  partido, 
y  con  calidad  de  por  ahora; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  Vengo  en  absolver  á  la  Admínis* 
tracion  de  las  demandas  presentadas  por  D.  Pedro  Solis  y  consortes  y  Don 
Pedro  Masa  Escalada  y  consocios,  y  en  confirmar  la  Real  orden  en  ellas 
reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  tres  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. «— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Biinistros, 
Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  el  Consejo  pleno  constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó 
que  se  tenga  como  resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  re- 
fiere; que  se  una  á  los  mismos;  se  notifique  en  forma  a  las  partes,  y  se  in- 
jerte en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  9  de  mayo  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  3  de  junio  de  1867.) 
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Sentencia  (11  de  mayo  de  1867.).— Indemnización  del  talor 

DE  UNAS  TIERRAS  PROCEDENTES  DE  UNA  ^A  FUNDACIÓN. — Sc  Confir- 
man en  parte  y  en  parte  se  revocan  las  Reales  órdenes  de  9  de 
febrero  de  18S5  y  3  de  junio  de  i856  reclamadas  por  Dona  Dolo- 
res García,  y  se  resuelve: 

1.**  Que  con  arreglo  á  los  principios  generales  de  derecho  y  á 
la  disposición  concreta  del  art.  ZA  déla  Instrucción  de  21  de  oc- 
tubre de  1800,  dada  para  la  ejecución  del  Real  decreto  de  19  de 
setiembre  de  1798,  que  es  la  ley  22,  tit.  5.'',  lib.  iJ"  de  la  Novísima 
Recopilación,  anulada  la  venta  de  unas  fincas  por  no  pertenecer  á 
una  pía  fundación^  debe  devolverse  al  comprador  el  precio  por 
ellas  satisfecho: 

2.°  Que  recibido  ]^or  el  Estado,  ó  sea  el  Tesoro  público^  el  pre- 
do  de  las  fincas  x>endidas  como  pertenecientes  á  una  memoria  pfa^ 
solo  el  Tesoro  puede  devolverlo,  pues  no  fueron  los  mismos  efectos 
los  que  recibió  la  nación  que  los  que  dio  á  las  fundaciones  en  eguK 
valencia  de  las  fincas  enajenadas; 

Y  3.®  que  la  condición  de  que  el  capital  de  la  imposición  he^ 
eha  á  favor  de  las  fundaciones  quedaba  subrogada  en  lugar  de  la 
finca  para  los  efectos  de  la  eviccion  y  saneamiento,  no  puede  apli^ 
carse  al  caso  de  nulidad  de  la  venta,  ya  porque  la  obligación  de 
devQlver  el  precio  era  indispensable  y  terminante,  ya  porque  anu- 
lado el  contrato  debia  desaparecer  la  imposUAon  y  volver  al  Esta^ 
do  la  inscripción  que  lo  acreditara. 


Digitized  by 


Google 


372  nJRlSPRUD£IfCIA  ADMINISTIUTIYA. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«Eu  el  pleito  que  en  primera  y  única  instancia  pende  en  ei  Gonsej^y 
de  Estado,  entre  partes,  de  la  una  mi  Fiscal,  en  nombre  de  la  Adminis- 
tración, demandante,  y  de  la  otra  Doña  Dolores  García,  como  viuda  y 
heredera  de  D.  Manuel  Estor,  y  el  Goode  de  Lalaing  y  de  Batazote.  en 
concepto  de  Inspector  general  de  las  pías  fundaciones  del  Cardenal  Be- 
lluga,  representados  por  el  Licenciado  D.  Rafael  Serrano,  demandados; 
sobre  revocación  de  las  Reales  órdenes  de  9  de  febrero  de  1855  y  3  de 
junio  de  1856,  espedidas  la  primera  por  el  Ministerio  de  la  Gobernación 
y  la  segunda  por  el  de  Hacienda,  por  las  cuales  se  reconoció  y  mandó 
atender  el  derecho  de  Doña  Dolores  Estor  y  sus  causa- habientes  á  la  in- 
demnización del  valor  de  881  tahullas  de  tierra  en  la  villa  de  Dolores^ 
provincia  de  Murcia,  que  compró  el  padre  de  la  misma  Doña  Dolores  Es- 
tor, D.  Trifon,  en  i 807,  procedentes  de  las  indicadas  pías  fundaciones 
del  Cardenal  Belluga,  y  que  por  ejecutoria  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  fueron  mandadas  entregar  al  Marqués  del  Rafal  con^o  de  su  per- 
tenencia. 
Visto; 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 
Que  en  virtud  del  Real  decreto  de  19  de  setiembre  de  1798  y  cédula 
del  Consejo  de  25  del  mismo  mes,  que  forman  la  ley  22,  tít.  5.*,  libro  4.* 
de  la  Novísima  Recopilación,  y  con  sujeción  al  reglamento  de  2 r de  oc- 
tubre de  1800,  se  sacaron  á  pública  subasta,  en  siete  porciones,  las  88  i 
tahullas  de  tierra  de  la  procedencia  referida,  las  cuales  fueron  adjudica- 
das al  citado  D.  Trifon  Ebtor,  otorgándose  las  correspondientes  escrituras 
á  su  favor  en  7  de  febrero  de  1807,  2«  de  febrero,  2,  4,  6  y  9  de  mayo  y 
27  de  julio  de  1808: 

Que  las  espresadas  tierras  formaban  part«  de  2,400  tabulias  que  con 
e)  titulo  de  Majada  Vieja  pertenecieron  primero  ú  D.  Jerónimo  Rocamo- 
ra.  Marqués  del  Rafal,  y  después  al  Cardenal  Belluga;  y  aunque  sobreestá 
pertenencia  pendia  de  antiguo  un  pleito  fallado  a  favor  del  Marqués  deí 
Rafal  por  sentencia  del  Juez  comisionado  de  primera  instancia  de  Mur- 
cia de  4  de  octubre  de  1726,  y  el  reglamento  citado  mandaba  suspender 
la  enajenación  de  las  fincas  sobre  cuyo  dominio  se  hallase  contentada  la 
demanda  el  día  29  de  enero  de  1799,  la  escepcion  aue  con  otras  fué  a  le- 
gada sobre  el  particular,  quedó  desestimada  por  el  Juez  y  no  fné  mejor 
acogida  por  la  Superioridad: 

Que  la  Junta  oe  gobierno  de  las  obras  pías  del  Cardenal  Belluga  creyó 
sin  embargo  que  no  debía  prestar  su  concurso  al  otorgaimento  de  las  es- 
crituras; y  de  las  siete  citadas,  seis  están  otorgadas  por  el  Juez  á  nombre 
y  en  representación  de  la  indicada  Junta,  y  solo  la  de  7  de  febrera  de  1807,^ 
referente  á  61  obradas  y  2  octavas,  que,  aun  cuando  procedentes  de  la» 
fundaciones  de  Belluga,  hablan  pasado  á  formar  una  nueva  llamada  de 
D.  Ventura  Serrano,  aparece  otorgada  por  el  administrador  de  los  Cape- 
llanes de  número  de  San  Juan  Bautista  de  Murcia,  á  cuyo  favor  se  hallaba 
establecida: 

Que  agitado  este  pleito  por  la  casa  del  Rafal,  obtuvo  esta  casa  senten- 
cia de  vista  ásu  favor  del  Tribunal  Supremo  da  Josticia  en  6  de  dieiem- 
brQ  de  1845,  que  fué  confirmada  por  la  de  revista  del  misma  Tribunal  de 
28  de  abril  de  1847,  con  la  declaración  de  no  tener  derecho  el  marqués 
del  Rafal  á  los  frutos  producidos  por  las  tierras  litigiosas  hasta  la  fecha  de 
está  sentencia,  ni  las  fundaciones  á  las  mejoras  ejecutadas  en  las  mismas: 
Que  el  cumplimiento  de  esta  ejecutoria  produjo  el  desposeimiento  de 
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la  hija  del  comprador,  Duna  Dolores,  de  las  tierras  referidas  f  por  lo  que 
la  interesada  acudió  al  Mioisterio  de  la  GoberoacioD  eo  \\  de  diciembre 
de  i85i  para  que,  partiendo  del  supuesto  de  que  en  el  propio  Mioisterio 
se  estaba  iostrjj  yendo  otro  espediente  sobre  la  iodemnizacioo  que  debia 
darse  á  la  misma,  se  le  mandara  abonar  con  toda  preferencia  de  los  fon- 
dos de  las  fundaciones  del  Cardenal  Belluga  el  importe  de  la  renta  anual 
<ie  unos  50,000  rs.  de  que  se  hallaba  privada  hacía  año  y  medio: 

Que  después  de  haber  informado  favorablemente  sobre  la  anterior 
instancia  el  Inspector  de  las  espresadas  fundaciones ,  la  Junta  provincial 
de  BeneGcencia  y  ia  Diputación  provincial  opinaren  que  procedía  la  indem- 
nizaoion  del  principal  y  rentas,  mas  no  por  el  establecimiento,  sino  por 
el  Gsiado;  y  la  Sección  de  Gobernación  del  suprimido  Consejo  Real  fué  de 
dictamen  que,  en  virtud  del  capitulo  44  de  la  Real  cédula  de  15  de  octu- 
bre de  1805,  que  es  la  ley  1.%  tít.  5.%  libro  i,°  del  suplemento  á  la  No- 
vísima Recopilación,  debía  ser  mantenida  Doña  Dolores  Estor  en  la  pose- 
sión y  propiedad  de  las  espresadas  tierras,  é  indemnizado  el  Margues  del 
Rafal  por  el  Estado,  sin  que  las  consecuencias  de  esta  indemnización  tras- 
cendiesen ni  afectasen  en  sentido  alguno  á  las  pías  fundaciones  del  Carde», 
nal  Belluga;  recayendo  en  vista  de  este  informe  la  Real  orden  espedida;por 
el  Ministerio  de  la  Gobernación  en  9  de  febrero  de  1855,  primera  de  las 
mandadas  reclamar  en  vía  contenciosa,  y  por  la  cual,  teniendo  presente 
que  del  informe  de  la  Sección  de  Gobernación  del  suprimido  Consejo 
IteaJ,  y  de  los  demás  antecedentes  que  obraban  en  el  Mioisterio,  resultaba 
que.  la  indemnización  del  valor  de  las  881  tahullas  de  tierra  era  proceden- 
te, y  que  esta  debia  hacerse  por  él  Ministerio  de  Hacienda ,  toda  vez  qua 
según  la  citada  ley  se  había  obligado  el  Estado  á  la  eviccioo  y  saneamien- 
to que  debería  hacer  la  Caja,  entonces  de  Consolidación,  á  los  comprado- 
res, saliendo  en  su  Jugar  y  nombre  á  la  voz  y  defensa  de  cualquer  acción, 
recurso  ó  instancia  que  se  dedujese  contra  los  íudicados  bienes;  se  dispu- 
so qu^se  remitiese  al  Ministerio  de  Hacienda  para  los  efectos  convenien- 
tes la  instancia  de  Doña  Dolores  Estor,  con  los  informes  y  demás  documen- 
tos que  obraban  en  el  Ministerio  de  la  Gobernación: 

Que  recibido  el  espediente  en  el  de  Hacienda,  y  subsanados  los  defec- 
tos de  for;ma  que  en  él  se  notaron  de  no  hallarse  laesponente,  como  mujer 
casada ,  autorizada  por  su  marido,  y  de  haber  informado  éste,  en  causa 
propia  como  Inspector  de  las  pías  fundaciones,  se  pasó  el  asunto  al  Tri- 
buna] Conteñcioso-administrativo ,  que  informé  áo  26  de  marzo  de  1856 
en  e\  sei^tido  de  que  debia  llevarse  á  electo  lo  dispuesto  por  la  Real  orden 
de  9  4e^  febrero  de  1855,  espedida  por  el  Mioisterio  de  la  Gobernación;  y 
de  conformidad  con  este  parecer  y  con  el  de  la  Dirección  general  de  Con- 
iribuelQoes^  se  mand<i  por  Real  orden  de  3  de  junio  de  1856  (segunda  de 
las  reclaiDadas)  que  se  llevara  á  efecto  la  indicada  indemnización ,  y  que 
pasara  el  espediente  á  la  Dirección  general  de  la  Deuda  pública  para  que 
por  la  misma  se  determinaran  el  modo  y  forma  procedentes. 

Que;  en  esta  Dirección  pendía  otro  espediente  sobre  conversión  de  va- 
rios créditos  de  la  Deuda  corriente  al  5  por  100  no  negociable,  pertene- 
«iente&i  las  mencionadas  pías  fundaciones,  como  representación  del 
precio  por  que  fueronvendidas  las  fincas  en  cuestión;  y  habiendo  instadv 
el  Inspector  de  éstas ,  marido  da  la  recurrente ,  para  que  se  verificase  la 
conver;iÍon  con  el  objeto  de  transigir  con  la  casa  de  Kafal  respecto  de 
ciertas  tierras  de  que  se  le  había  desposeído,  se  indicaron  los  medios  de 
acceder  á  su  petición ;  pero  en  el  supuesto  de  que  el  Estado  no  había  da 
pagar  dos  veces  el  valor  de  las  espresadas  tierras ,  dando  por  una  parte  á 
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las  fundaciones  los  documentos  de  crédito  representativos  del  mismo^  é 
indemnizando  por  otra  al  comprador : 

Que  los  derechos  de  éste  habían  pasado  por  muerte  de  Doña  Dolores 
á  su  hijo  único  D.  JuHan  Posada  y  Estor^  y  por  fallecimiento  de  éste  á  sa 
tío  materno  D.  Manuel  Estor  y  Gairon ,  á  quien  y  por  haber  acudido  at  Mi* 
nisterio  y  justificada  su  personalidad ,  se  cometió  el  medio  de  iDdemni«» 
zacion  propuesto  por  la  Dirección  de  la  Deuda  : 

Que  el  nuevo  interesado  creyó  mas  oportuno  dirigirse  antes  contra  la 
casa  de  Rafal,  ^a  Conde  de  Viamanuel,  pidiendo  lo  que  estimó  proceden- 
te  en  el  terreno  del  derecho  común;  mas  por  sentencia  del  Juez  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  del  Barquillo  de  esta  corte  de  3  de  octubre 
de  4812 ,  confirmada  por  la  de  vista  de  42  de  marzo  de  i  863,  fué  aquella 
casa  absuelta  de  la  demanda ;  por  lo  que  el  interesado  acudió  de  nuevo  á 
ta  Dirección  general  de  Propiedades  del  Estado  en  25  de  febrero  de  1884 
pidiendo  solamente  el  abone  del  precio  de  las  tahuUas  de  tierra  vendidas 
á  D.  Trifon  en  1807  y  1808,  y  las  rentas  que  habían  dejado  de  peixíbir 
sus  sucesores  desde  18S1  hasta  que  se  verifícase  la  devolución  de  aquel 
capital : 

En  el  curso  de  esta  nueva  instancia,  y  al  examinar  otra  vez  el  asunto, 
la  Dirección  general  de  la  Deuda  pública  advirtió  é  hizo  notar  el  error  de 
derecho  cometido  al  aplicar  al  caso  la  citada  ley  1.*,  lít.  5.%  libro  1.**  del 
suplemento  á  la  Novísima  Recopilación  ;  y  aun  cuando  el  Conde  de  La- 
laingy  Balazote,  como  Inspector  de  las  pías  fundaciones  del  Cardenal 
Belluga ,  acudió  en  9  de  febrero  de  186Q  esponíendo  varias  consideracio- 
nes y  pidiendo  que  en  virtud  de  ellas  se  declarase  que  estas  pías  fonda* 
cíones  no  venían  obligadas  mas  que  á  devolver  los  títulos  que  nabian  re- 
cibido en  equivalencia  de  las  tierras  vendidas  á  D.  Trifon  Estor,  y  que 
correspondía  al  Estado  reintegrar  á  los  herederos  del  comprador  del  pre- 
cio entregado  y  de  las  demás  cantidades  que  reclamasen  y  fuera  justo 
abonarles  ^  de  acuerdo  con  la  Dirección  de  Propiedades  y  la  Asesorii^  ge- 
neral se  dictó  por  el  Ministerio  de  Hacienda  la  Real  orden  de  10  de  mayo 
de  1866  mandando  remitir  el  espediente  al  Consejo  de  Estado  ¿  fin  de  que 
por  mi  Fiscal  en  el  mismo  se  entablase  la  correspondiente  demanda  para 

3ue  las  dos  Reales  órdenes  referidas  de  9  de  febrero  de  48B8  y  3  de  julio 
e  1856  se  revocasen  como  basadas  en  un  principio  inexacto  y  perjudi- 
ciales á  los  intereses  del  Estado,  reservando  á  Doña  Dolores  Estor,  repre- 
sentada en  el  día  por  su  hermano  y  heredero  D.  Manuel  Estor,  su  dere- 
cho á  reclamar  el  saneamiento  de  la  obra  pía,  que  fué  la  que  recibió  el 
beneficio  de  la  venta ,  puesto  que  el  Estado  le  abonó  en  créditos  con  in- 
terés el  capital  en  que  fueron  enajenadas  las  mencionadas  tierras. 

Vista  la  demanda  que,  en  consecuencia  de  la  Real  orden  anterior, 
presentó  mi  Fiscal  ante  el  Consejo  de  Estado  con  la  pretensión  de  que  se 
revoquen  las  Reales  órdenes  citadas,  é  saber,  la  de  3  de  junio  de  1856^ 
espedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda,  y  la  de  9  de  febrero  de  1855,  pro- 
cedente del  de  la  Gobernación,  en  cuanto  pudiesen  haber  prejuzgado  la 
cuestión  de  responsabilidad  de  que  se  trata,  y  se  declare  que  el  derecho 
délos  causa- habientes  del  comprador  de  las  tierras  mandadas  judii^l- 
niente  entregar  como  de  su  pertenencia  á  la  casa  de  Rafal,  está  reducido 
á  que  se  le  entreguen  los  documentos  de  crédito  en  que  las  pías  funda- 
ciones hayan  convertido  ó  deban  convertir  las  inscripciones  en  que  reci- 
bieron el  capital  producido  por  la  venta  con  los  intereses,  si  los  tiene,, 
desde  el  día  en  que  Doña  Dolores  Estor  fué  privada  de  la  posesión  de  las 
lincas: 
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Visto  el  escrüo  de  coDtestacion  del  Licenciado  D.  Rafael  Serrano,  á 
nombre  y  en  Tírtud  de  poderes  de  los  demandados  Doña  Dolores  García, 
viuda  y  heredera  de  D.  Manuel  Estor,  v  del  Conde  de  Lalaing  y  de  Bala- 
zote,  Inspector  general  de  las  pias  fundaciones  dei  Cardenal  D.  Luis  Be* 
Iluga,  pidiendo  la  confirmación  de  las  dos  Reales  órdenes  á  que  se  con*- 
trae  la  demanda,  y  que  se  declare  que  la  indemnización  á  que  tienen  de- 
recho los  herederos  y  sucesores  de  D.  Trifon  Bstor  debe  hacerla  el  Esta- 
do, como  (^D ico  responsable  de  la  nulidad  de  la  venta  de  las  tierras  que 
aquel  compró  y  de  que  fué  desposeída  su  hija  Dona  Dolores  por  ejecutoria 
de  los  Tribunales;  y  que  la  indemnización  no  puede  limitarse  á  la  entrega 
de  los  documentos  de  crédito  en  que  se  hayan  convertido  las  ioscrípcio- 
oes  que  recibieron  las  pias  fundaciones  en  equivalencia  de  las  tierras 
vendidas  á  Estor,  sino  que  debe  entregarse  á  los  sucesores  del  mismo  el 
precio  efectivo  que  dio  por  las  tierras,  y  el  importe  efectivo  también  de 
las  rentas  de  que  los  indicados  herederos  han  estado  desposeídos  desde 
el  año  de  4851  hasta  la  fecha  en  que  la  iodemnizacion  se  verifique: 

Vistas  las  escrituras  otorgadas  en  7  de  febrero  de  1807;  26  de  febrero, 
2,  4,  O  y  9  de  mayo  de  1808,  en  las  que,  después  de  consignarse  el  con- 
testo del  art.  34  de  la  instrucción  de  21  de  octubre  de  1806,  dada  para 
la  ejecución  del  Real  decreto  de  19  de  setiembre  de  1798,  ley  22,  tít.  5.% 
libro  1  .*  de  la  Novísima  Recopilación,  se  dice  testualmente  en  conformi- 
dad con  la  misma  instrucción:  aPero  si  por  último  se  declarase  judicial- 
mente nula  la  erección  de  las  pias  memorias,  ó  que  no  le  correspondían 
las  tierras  de  esta  venta,  se  devolverá  al  comprador  el  precio  que  por 
ellas  ha  satisfecho,  y  abonarán  las  mejoras  que  hubiere,  porque,  como 
previene  el  mismo  párrafo  34,  se  han  de  determinar  estos  juicios  y  los  de 
reivindicación  por  las  reglas  de  derecho:» 

Vistas  las  sentencias  dictadas  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en 
6  de  diciembre  de  1845  y  28  de  abril  de  1847,  en  las  cuales  se  decidió  que 
las  fincas  vendidas  por  dichas  escrituras  no  pertenecían  á  las  fundacio- 
nes del  Emmo.  Cardenal  Belluga,  ysiá  la  casa  del  Marqués  del  Rafal, 
declarando  además  que  ni  ésta  tenia  derecho  á  los  frutos  producidos  por 
las  tierras  litigiosas  hasta  la  fecha  de  las  sentencias,  ni  las  fundaciones  á 
las  mejoras  hechas  en  aquellas: 

Considerando  que  ya  se  consulte  á  los  principios  generales  del  dere- 
cho, ya  á  la  disposición  concreta  de  la  instrucción  de  21  de  octubre  de 
1800^  que  fué  también  pacto  ó  condición  del  contrato,  anulada  la  venta 
de  las  fincas  por  no  pertenecer  á  las  pías  memorias,  debe  devolverse  ai 
comprador  el  precio  por  ellas  satisfecho: 

Considerando  que  recibido  por  el  Estado,  ó  sea  el  Tesoro  público,  el 

Íirecio  de  las  fincas  vendidas  como  pertenecientes  á  las  pías  memorias 
undadas  por  el  Cardenal  Belluga,  solo  el  Tesoro  puede  devolverlo,  pues 
no  fueron  los  mismos  efectos  lo  que  recibió  la  nación  que  los  que  dio  a  las 
fundaciones  en  equivalencia  de  las  fincas  enajenadas: 

Considerando  que  la  condición  establecida  en  las  escrituras  de  que  el 
capital  de  la  imposición  hecha  á  favor  de  las  fundaciones  quedaba  subro  - 
gado  en  lugar  de  la  finca  para  los  efectos  de  la  eviccion  y  saneamiento,  no 
podía  aplicarse  al  caso  de  nulidad  de  las  ventas,  ya  porque  la  obligación 
de  devolver  el  precio  era  indispensable  y  terminante,  ya  porque  anulado 
el  contrato  debia  desaparecer  la  imposición  y  volver  al  Estado  la  inscrip- 
ción^ que  la  acreditara: 

Considerando  que  estar  declarado  ejecutoriamente  por  las  sentencias 
del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  que  el  Marqués  del  Rafal  no  tenia  dere- 
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cbo  á  los  productos  dd  las  fincas  que  por  ellas  se  le  devolvieron,  di  las 
fundaciones  á  las  mejoras  hedías  en  aquellas,  y  que  los  sucesores  del 
comprador  han  desistido  de  la  reclamación  de  su  importe; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contenoioifeo  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  que  el  Estado  dehe  devolver  á  los 
sucesoros  de  D.  Trifon  Estor,  en  los  mismos  efectos  en  que  lo  recibió,  ó 
en  sus  equivalentes,  el  precio  que  satisfizo  por  las  fincas  espr^adas  en  las 
escrituras  de  que  se  ha  hecho  mención,  con  los  intereses  correspondientes 
al  papel,  y  el  6  por  100  por  la  parte  de  dinero  metálico,  desde  el  día  en 
que  fueron  desposeídos;  y  que  deben  cancelarse,  si  ya  no  se  hubiese  he- 
cho, las  escrituras  de  imposición  otorgadas  á  favor  de  las  pías  nMmorias 
en  1807  y  1808:  devolviéndose  igualmente  por  su  representación  las  ren- 
tas ó  réditos  que  hubiesen  percibido  desde  que  causaron  estado  los  fallos 
del  Tribunal  Supremo  de  Justicia;  confirmando  las  Reales  órdenes  recla- 
madas en  lo  que  con  esta  sentencia  sean  conformes,  y  dejándolas  sin  efec- 
to en  lo  que  no  lo  sean. 

Dado  en  Palacio  á  catorce  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  «lete. 
-^Está  rubricado  de  la  Real  mano.-^El  Presideute  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  mt  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebranao  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resoludon 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  18  de  mayo  de  1867^— -Pedro  de  Madrazo.— (Pablicada  en  la 
Gaceta  de  5  de  junio  de  1867.) 


155. 


Sentencia  (14  de  mayo  de  i867.). — Deslinde  ok  TÉRiiiifos 
MUNICIPALES. — Se  confirma  la  sentencia  del  Consejo  proviacial  de 
Zaragoza  en  el  pleito  entre  el  Ayuntamiento  de  El  Buste  y  ios  de 
la  ciudad  de  Tarazona  y  pueblos  de  iMalon,  Viertas  y  Cunchillos,  y 
se  resuelve: 

4 ."  Que  no  procede  la  vía  contenciosa  sobre  aquellos  estremos 
en  que  no  ha  precedido  providencia  alguna  en  el  orden  guberna- 
tivo; 

Y  2/  que  el  señalamiento  de  limites  jurisdiccionales  pertene- 
ce ala  Admini^racion  activa,  con  arreglo  al  Real  decreto  de  9  de 
noviembre  de  183:2,  no  derogado  en  esta  parte. 

Doña  Isabel  11,  etc. 

«En  el  pleito  pendiente  ante  el  Consejo  de  Bstado  en  grado  de  apela- 
ción, entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Marcelo  Martínez  Alr.obi- 
lia,  á  nombre  del  Ayuntamiento  de  El  Buste,  apelante  ,  y  de  la  otra  el 
Licenciado  Ü.  Ramón  Fuentes,  en  representaeíon  de  los  Ayun tana ien tos 
de  la  ciudad  de  Tarazona  y  pueblos  de  Malón  ,  Víerlas  y  Cunchilios,  afi- 
lados; sobre  deslinde  de  sus  respectivos  términos  ; 

Visto:  .    , 
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Vistas  las  iostancías  que  en  lósanos  de  1858  y  1859  presentaron  ai 
Gobernador  de  la  provincia  de  Zaragoza  varios  vecinos  de  Tarazona, 
Maloo,  Viertas  y  Gunctiillos,  manifestando  que  de  tiempo  inmemorial  ha* 
bian  pastado  sus  ganados  y  usado  de  otros  aprovechamientos  en  el  monte 
de  Vaicardera^  jurisdicción  de  Tarazona,  basta  que  el  pueblo  de  El  Bus-^ 
te,  pretendiendo  que  era  de  su  jurisdicción,  se  había  opuesto  á  este  de* 
reeno^  imponiéndoles  varias  multas,  que  solicitaban  quedasen  sin  efecto 
hasta  tanto  que  los  Tribunales  de  Justicia  decidan  sobre  el  dereoho  que 
asista  á  Jo»  esponentes  de  aprovecharse  del  monte  de  Valcardera  y  cuál 
érala  Autoridad  competente  para  penar  los  abusos  que  en  el  mismo  se 
cometan: 

Vista  la  solicitud  que  en  su  consecuencia  presentó  al  citado  Goberna-' 
dor  el  Ayuntamiento  de  El  Buste,  esponiendo  que  si  los  vecinos  de  los 
espresados  pueblos  tienen  derecho  para  aprovechar  pastos  y  leñas  y  ha- 
cer yeso  en  el  monte  de  Valcardera,  término  de  Tarazona,  á  ello  no  se 
oponia,sino  á  que  usasen  délos  citados  derechos  en  término  del  men- 
cionado monte,  jurisdicción  de  El  Buste,  y  pidiendo  que  se  dispusiese 
bajo  severas  penas  que  ínterin  no  se  decidiesen  definitivamente  fas  cues- 
tiones pendientes  entre  este  pueblo  y  la  chidad  de  Tarazona^  se  abstuvie* 
sen  los  vecinos  de  la  nfisma,  así  como  los  de  Cunchiilos,  Vierlasy  Malón» 
úe  introducir  sus  ganados  y  de  arrancar  piedras  y  leña^  dentro  de  los 
limites  señalados  al  precitado  pueblo  de  El  Buste  en  Real  ejecutoria  de 
^0  de  marzo  de  1820: 

Vistas  las  pruebas  que  respectivamente  presentaron  en  el  espediente 
gubernativo  y  en  apoyo  de  sus  pretensiones  los  mencionados  pueblos  de 
El  Buste,  Gunchillos,  JMalon^  Vierlas  y  Tarazona. 

Vista  la  providencia  diclatada  por  el  Gobernador  de  la  provincia  de 
Zaragoza  en  29  de  marzo  de  1859,  por  la  que,  teniendo  en  cuenta  que  en 
las  sentencias  presentadas  por  El  Buste  se  espresaba  que  el  Valcardera  era 
término  de  la  ciudad  de  Tarazona,  sin  que  se  hiciese  mérito  de  que  parte 
alguna  de  dicha  denominaciip  quedara  en  el  territorio  de  El  Busle,  y  que 
el  monte  Valcardera  se  hallaba  en  el  catastro  de  la  ciudad  de  Tarazona, 
y  que  en  1841  en  virtud  de  providencia  de  la  Diputación  provincial,  y  de 
conformidad  con  las  partes  interesadas,  se  verificó  un  amojonamiento  pa- 
ra dirimir  diferencias  que  tenían  respecto  á  la  imposición. y  cobro  de  con- 
tribuciones públicas,  amojonamiento  que  se  había  conservado,  sin  que  en 
«1  trascurso  de  17  años  hubiesen  alegado  los  de  El  Buste  lesión  ni  perjui- 
cio alguno;  acordó  dejar  sin  efecto  las  multas  impuestas  y  Us  providen^ 
das  tomadas  por  el  Alcalde  de  El  Buste  contra  los  vecinos  de  Malón, 
Vierlas,  Gunchillos  y  Tarazona,  por  la  entrada  de  estos  con  sus  ganados 
y  uso  de  los  demás  aprovechamientos  en  los  límites  puestos  en  el  amojo- 
namiento de  19  de  agosto  de  1841,  mandando  que  las  Autoridades  de  Ta- 
razona continuasen  ejerciendo  la  jurisdicción  en  el  territorio  que  á  virtud 
deí  acta  de  tal  amojonamiento  les  correspondía:  todo  sin  perjuicio  de 
que  los  agraviados  usasen  de  su  derecho  en  la  forma  que  correspon- 

Vista  la  esposicion  que  elevó  en  su  consecuencia  á  mi  Gobierno  el 
Ayuntamiento  de  El  Buste  por  conducto  del  mencionado  Gobernador,  so- 
licitando que  quedase  sin^  efecto  la  citada  providencia  de  29  de  marzo,  y 
que  se  lo  autorizase  para:  practicar  un  deslinde  y  amojonamiento  de  los 
espresadus  términos: 

Vista  la  Real  orden  de  ao  de  agosto  de  1863,  en  la  cual  se  ordenaba 
qae  los  que  se  considerasen  perjudicados  con  la  resolución  gubernativa 
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del  ano  de  4859  podían  usar  del  derecho  de  que  se  creyesen  asistidos  en 
Ja  manera  y  en  los  términos  previstos  en  la  ley  de  t  de  abril  de  4845^  sin 
que  se  entendiese  limitada  la  focultad  libre  y  amplia  que  tiene  la  Adminis- 
tración i>ara  alterar,  aumentando  ó  disminuyendo,  según  lo  reclame  e\ 
interés  público,  los  limites  jurisdiccionales  de  los  pueblos,  cualquiera  qae 
fuese  la  decisión  que  en  su  caso  diciare  el  Consejo  provincial  en  lo  que 
se  refiere  al  deslinde  de  los  limites  jurisdiccionales  de  los  respectivos 
Ayuntamientos: 

Vista  la  demanda  presentada  por  D.  Pedro  Pueye,  á  nombre  del  Al- 
calde de  El  Buste,  ante  el  Consejo  provincial  de  Zaragoza,  en  iO  defel»'e- 
ro  de  1864,  solicitando  que  se  declare  nula  y  de  ningún  valor  y  efecto  ia 
providencia  gubernativa  de  29  de  marzo  de  (859,  y  que  se  mandase  que 
con  intervención  de  peritos  de  derecho  y  peritos  prácticos,  y  en  vista  de 
ios  antecedentes  legítimos  que  por  las  partes  se  presentasen,  se  proce- 
diera al  deslinde  jurisdiccional  de  los  términos  del  lugar  de  El  Buste,  de- 
clarando que  dentro  de  los  que  se  le  designen  debe  ejercer  jurisdicción 
propia  con  arreglo  á  las  leyes  el  Alcaide  del  mismo,  y  sus  vecinos  usar  y 
aprovechar  esclusí  va  mente  todos  los  terrenos  comunales  que  como  á  tales 
vecinos  les  correspondan  dentro  de  ese  mismo  territorio;  y  q«e  si  no 
habia  lugar  á  ese  deslinde  y  designación  á  tenor  de  los  antecedentes  in- 
dicados, se  practicara  con  arreglo  á  las  circunstancias,  posición  y  necesi- 
dades de  la  localidad  y  vecindario  del  referido  pueblo  de  El  Buste: 

Vistos  los  dos  escritos  que  en  contestación  á  la  espresada  demanda 
presentó  D.  Agustín  Iso,  á  nombre  de  los  Alcaldes  de  Tarazona,  Malón, 
Vierlas  y  Cunchillos,  pidiendo  que  se  declarase  no  haber  lugar  á  lo  soli- 
citado por  el  Alcalde  de  El  Buste,  y  absolviendo  de  ella  en  eso  concepto 
y  en  lo  demás  que  procediera  á  aquellos,  y  condenando  al  demandante  al 
pago  de  todas  las  costas: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  dáplica,  en  los  que  las  partes  insistie- 
ron en  sus  respectivas  pretensiones,  desenvolviendo  y  ampliando  los  he^ 
chos  y  consideraciones  que  hablan  alegádc-^ 

Vistas  las  nuevas  pruebas  presentadas  por  parte  del  Ayuntamiento 
de  Tarazona  y  los  de  los  pueblos  de  Malón,  Vierlas  y  Cunchillos: 

Vista  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  provincial  de  Zaragoza  en  44 
de  abril  de  1866,  por  la  cual  se  confirmó  la  providencia  gubernativa  de  29 
de  marzo  de  4859,  y  se  desestimaron  los  demás  puntos  que  abraza  la  de- 
manda, dejando  á  salvo  los  derechos  de  las  partes  para  que  los  ejerciten 
dónde  y  como  les  convenga: 

Vistos,  el  escrito  de  27  de  abril  de  4866,  en  que  el  Ayuntamiento  de 
El  Buste  interpuso  recurso  de  apelación  de  la  referida  sentencia,  y  el  auto 
del  Consejo  provincial,  de  4.®  de  mayo  siguiente,  por  el  que  le  fué  ad- 
mitido: 

Visto  el  escrito  de  mejora  de  apelación  presentado  en  28  de  agosto  de 
4866  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licenciado  D.  Marcelo  Martines 
Alcubilla,  en  representación  del  Ayuntamiento  de  El  Baste,  solicitando  la 
revocación  de  la  precitada  sentencia,  como  también  de  la  providencia  go- 
bernativa de  29  de  marzo  de  1859,  y  la  declaración  de  <joe  salvas  las  la- 
cultades  del  Gobierno,  el  Alcalde  de  El  Buste  ejerce  jurisdicción  en  el 
monte  Valcardera,  y  que  son  csclusivos  de  sus  vecinos  los  aprovechamien- 
tos de  pastos  y  leñas  del  mismo,  pudiendo  por  tanto  prendar  y  multar  á 
los  vecinos  de  los  pueblos  colindantes  ó  cualesquiera  otros  que  lleven  á  él 
sus  ganados,  y  precediéndose  al  deslinde  en  cuanto  resulte  dudoso: 

Visto  el  escrito  de  contestación  presentado  en  25  de  setiembre  de  4809 
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por  e)  Licenciado  D.  Ramón  Fuentes,  á  nombre  de  los  Ayuntamientos  de 
Tarazona,  Malón,  Víerlas  y  Ganchillos,  situados  en  la  proYÍncia  de  Zara- 
goza, con  la  solicitud  de  que  se  declare  improcedente  é  inadmisible  la 
demanda  del  Ayuntamiento  de  El  Buste,  tal  y  como  la  ha  formulado  y 
deducido,  tanto  respecto  al  ejercicio  de  la  jurisdicción  que  pretende  tener 
en  el  monte  de  Valcardera,  como  al  derecho  que  alega  de  aprovecharse 
esclusivamente  de  los  pastos  y  leñas  del  mismo,  y  de  prendar  ^  multar  á 
los  vecinos  de  los  pueblos  colitigantes  ó  cualesquiera  otros  que  introduz- 
can sus  ganados  en  él,  y  de  que  desestimándose  la  demanda  en  todas  sus 
partes  se  confirme  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  provincial  de  Zara- 
goza en  armonía  y  consonancia  con  la  providencia  gunernativa  de  29  de 
marzo  de  1859,  reservándose  al  Ayuntamiento  de  El  Bnste  las  acciones 
que  puedan  compelerle  para  que  las  deduzca  y  ejercite  donde  le  conven- 
ga y  proceda: 

Visto  el  Real  decreto  de  9  de  noviembre  de  4832,  que  declara  privati- 
va del  Gobierno^  entre  otras  atribuciones,  la  fijación  de  limites  de  las  pro- 
vincias y  pueblos: 

Vista  la  Real  orden  de  47  de  mayo  de  1838  en  sus  disposiciones  2.*  y 
3.*,  según  las  cuales  debe  mantenerse  la  posesión  de  los  pastos  públicos  y 
demás  aprovechamientos  de  una  sierra  ó  de  la  tierra  de  ciudad  ó  villa,  ó 
del  sesmo  ó  de  otro  distrito  común  de  cualquiera  denominación,  tal  como 
ha  existido  de  antiguo,  reservando  á  los  Ayuntamientos  su  derecho  al  usu* 
fructo  privativo  para  sus  vecinos,  en  el  todo  ó  parte  de  su  término  muni- 
cipal, del  cnal  podrán  usar  ante  los  Tribunales  competentes,  pero  sin  que 
se  altere  la  posesión  y  aprovechamiento  común  hasta  que  judicialmente 
se  declare  la  cuestión  de  propiedad: 

Considerando  que  la  providencia  del  Gobernador  civil  de  Zaragoza  de 
29  de  marzo  de  1859,  confirmada  por  la  sentencia  del  Consejo  provincial, 
lejos  de  prejuzgar  cuestión  alguna  sobre  señalamiento  de  límites  jurisdic- 
cionales entre  los  pueblos  contendientes,  se  contrae  únicamente  á  dejar 
sin  efecto  las  multas  impuesüs  y  las  providencias  tomadas  por  el  Alcalde 
de  El  Buste,  y  á  mantener  el  estado  que  tenian  las  cosas  según  resultaba 
del  espediente,  sin  perjuicio  de  que  los  pueblos  que  se  creyesen  agravia- 
dos usasen  de  su  derecho  en  la  forma  competente: 

Considerando  que  si  bien  en  la  demanda  se  solicitó  se  procediera  a! 
deslinde  jurisdiccional  del  término  del  lugar  de  El  Buste,  ó  que  se  practi- 
cara con  arreglo  á  las  circunstancias  y  vecindario  del  mismo,  semejante 
petición  no  podía  estimarse  en  la  vía  contenciosa,  ya  por  que  sobre  este 
estremo  no  habia  precedido  providencia  alguna  en  el  orden  administrati- 
vo, ya  también  porque  el  señalamiento  de  limites  jurisdiccionales  perte- 
nece á  la  Administración  activa,  con  arreglo  al  citado  Real  decreto  de 
9  de  noviembre  de  1832,  no  derogado  en  esta  parte: 

Considerando  que  la  sentencia  apelada,  reducida  á  confirmar  la  reso- 
lución del  Gobernador  civil,  cuya  revocación  se  pretendía,  deja  espresa- 
mente  á  salvo  los  derechos  de  las  partes  para  que  los  ejerciten  dónde  y 
como  les  convenga; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  sentencia  del  Consejo  provin- 
cial  de  Zaragoza  dictada  en  estos  autos  en  14  de  abril  de  1866. 

Dado  en  Palacio  á  catorce  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Pubhcacion.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  miel 
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secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
públka  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  uua  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  i 8  de  mayo  de  1 867.- Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  6  de  junio  de  1867.) 


156. 

Auiorizacion  (50  de  mayo  de  1867.).— Exacción  db  mul- 
tas EN  KSPECiB.— Se  declara  innecesaria  la  autorización  del  Gober- 
nador de  la  provincia  de  Logroño  al  Juez  de  Hacienda  de  dicha 
provincia  para  procesar  á  D.  Julián  Zorzano,  Alcalde  de  Albelda 
en  1860,  y  se  resuelve: 

Que  el  delito  de  exacción  de  multas  en  dinero  6  especie  es  de 
¡os  espresamente  esceptuados  de  la  garantía  de  la  previa  aiiíort- 
nacion. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Lograño 
sostiene  que  es  necesaria  la  autorización  para  procesar  á  D.  Julíao  Zorza^ 
no.  Alcalde  de  Albelda  en  1860,  contra  la  opinión  del  Juez  de  Hacienda 
ée  la  provincia,  que  entiende  lo  contrario,  y  del  cual  resolta: 

Que  un  vecino  de  Albelda  presentó  en  el  Juzgado  de  primera  instan- 
cia de  Logroño  un  escrito  de  denuncia,  en  el  que  se  espresaba  que  D.  Ju- 
lián Zorzano,  Alcalde  que  fué  en  1860  del  mismo  pueblo,  había  exigido  y 
cobrado  una  multa  en  especie  á  un  pastor,  por  haber  infringido  los  ban- 
dos de  la  localidad;  y  que  además  no  llevaba  libro  algune  para  registrar 
las  multas  y  castigos  que  imponia.  ^ 

Que  en  su  virtud  se  instruyeron  diligencias  en  el  Juzgado  ordina- 
rio, que  luego  fueron  remitidas  para  su  continuación  al  de  Hacienda  de 
la  provincia,  dando  por  resultado  que  el  Juez  puso  en  conocimiento  del 
'Gobernador  de  la  provincia  ,  que  estaba  procediendo  contra  el  espresado 
Alcalde  por  el  hecho  de  la  exacción  de  la  multa  en  especie: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo  provincial, 
participó  al  Juez  que  no  estaba  conforme  con  la  ca(ifícacion  que  se  habia 
dado  á  la  exacción  de  la  multa,  pues  la  ley  de  Gobiernos  de  provincia  en 
su  art.  10  ,  núm.  8.°,  solo  esceptúa  de  la  previa  autorización  las  percep- 
ciones de  mullas  en  metálico ;  debiendo  añadir  que  al  exigir  el  Alcalde 
de  Albelda  la  de  que  se  trata,  habia  seguido  una  costumbre  antigua  ep  el 
pueblo: 

Que  el  Juez  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Promotor  fiscal,  dio 
auto  declarando  innecesaria  la  autorización,  fundado  en  la  escepcion  se- 
ñalada en  el  núm.  8.®  del  art.  10  referido,  que  si  bien  es  cierto  no  habla 
de  las  multas  en  especie,  debe  entenderse  aue  por  su  espíritu  hace  tam- 
bién relación  á  todas  las  que  no  se  hagan  electivas  en  el  papel  correspon- 
diente: 

.Que  la  Audiencia  del  territorio  aprobó  el  auto  en  que  el  Juez  declara- 
ba innecesaria  la  autorización,  por  lo  cual  ha  sida  elevado  el  espediente  á 
la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  de  Estado  para  su  in- 
forme: 
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Visto  el  art.  10,  DÚm.  8.®,  de  la  ley  vigente  para  el  gobierno  y  ad'mi- 
DÍstracíon  de  las  proviocias,  según  el  cual  no  será  necesaria  la  autoriza* 
,  cioD  para  perseguir  los  delitos  de  exacciones  ilegales  y  percepción  de  mul- 
tas en  dinero  que  los  empleados  públicos  cometan  en  el  ejercicio  de  su» 
funciones: 

Considerando  que  el  hecho  que  se  imputa  al  Alcalde  de  Albelda,  ya  se 
le  califique  de  exacción  ilegal,  ya  de  percepción  de  multa  en  especie,  es  do 
ios  espresamente  esceptuados  de  la  previa  autorización,  al  tenor  de  lo 
dispuesto  en  el  articulo  que  se  acaba  de  citar: 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  innecesaria  la  autoriza- 
ción de  que  se  trata. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
— ^Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  7  de  junio  do 
1867.) 


157. 

Antovtzacion  (30  de  mayo  de  4867,).— Malos  trataiiibn-» 
TOS  i  UNOS  PRESOS. — Sc  confirma  la  negativa  del  Gobernador  de  la 
provincia  de  Albacete  al  Juez  de  primera  instancia  de  Chinchilla 
para  procesará  D.  Juan  de  Cantos  de  Rodenas,  Alcaide  de  la  cárcel 
del  partido,  y  se  resuelve: 

Que  no  puede  decirse  que  hay  malos  tratamientos  por  parte  de 
un  alcaide  de  cárcel  respecto  á  les  presos  que  tiene  confiados  d  su 
custodia,  cuando  no  hace  otra  cosa  que  defenderse  de  los  ataques  de 
éstos  y  sin  que  se  esceda  en  la  defensa  ni  les  cause  grave  daño. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Albacete  ha 
Degado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Chinchilla  la  autorización  para 
procesar  á  Juan  de  Cantos  Rodenas,  Alcaide  de  la  cárcel  del  partido,  por 
malos  tratamientos  á  unos  presos,  y  del  cual  resulta: 

Que  en  2 i  de  diciembre  úKífm),  después  del  oscurecer,  pasó  el  Alcai* 
de  Juan  de  Cantos  á  encerrar  en  sus  respectivos  calabozos  á  los  presos  que 
durante  el  dia  se  hallaban  en  el  patio  de  la  cárcel,  y  al  terminar  la  opera -> 
cion  previno  á  cuatro  que  aun  estaban  sueltos  que  entrasen  en  el  cala- 
bozo: 

Que  uno  de  ellos,  llamado  Rubio,  se  opuso  á  la  orden  del  Alcaide  ái^ 
eiéDdole:que  no  le  importaba  quedarse  sin  cenar,  á  lo  que  el  Alcaide  lo 
contestó  que  se  encerrase,  pues  no  se  acostaria  sin  tensar  la  cena: 

Que  el  indicado  preso  Rubio  principio  á  insultar  al  Alcaide,  y  poco 
de.<$pues  se  arrojó  sobre  él  dándole  dos  bofetones;  visto  lo  cual  por  losotros- 
tres  presos,  sus  compañeros»  «cometieron  también  al  Alcaide  que  tuvo 
que  hurr  apresuradamente,  dando  parte  de  lo  ocurrido  al  Juez  de  primera 
instancia: 

Que  recibida  declaración  á  los  interesados,  manifestaron  que  en  efecto 
la  cuestión  habia  sido  promovida  por  la  resistencia  de  Rubio  á  acostarse 
sin  cenar,  lo  cual  produjo  un  cambio  de  palabras  insultantes  entre  el  Al- 
caide y  el  pfeso  referido,  quien  conduyó  por  lanzarse  sobre  el  primero,, 
dándole  golpes: 
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Que  60  vista  de  los  antecedentes  espuestos  el  Promotor  fiscal  fué  de 
dictámeo  que  debía  precederse  simultáneamente  contra  los  presos  rebel- 
des y  el  Alcaide^  los  primeros  por  haber  acometido  y  hecho  resistencia  al 
segundo,  y  éste  por  sí  con  sus  malos  tratamientos  había  dado  lugar  al  al-  ' 
boroto  ocurrido  en  la  cárcel; 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  el  Consejo  pro- 
vincial, negó  la  autorización  que  el  Juez  solicitó  en  atención  á  qué  el  Al- 
caide, no  hizo  más  que  defenderse  de  la  agresión  de  los  presos,  sin  estra- 
limitarse  ni  abusaren  modo  alguno: 

Visto  el  art.  8.*,  núm.  4.*  del  Código  penal,  según  el  cual  están  exen- 
tos de  responsabilidad  criminal  los  que  obran  en  defensa  de  su  persona  ó 
derechos,  siempre  que  concurran  las  circunstancias  siguientes: 
i.*    Agresión  ilegitima. 

2.*    Necesidad  racional  del  medio  empleado  para  impedirla  ó  repelerla, 
3.*    Falta  de  provocación  suficiente  por  parte  del  que  se  defiende: 
Visto  el  mismo  artículo,  núm,  11,  por  el  que  también  se  exime  de  res- 
ponsabilidad al  aue  obra  en  cumplimiento  de  un  deber  ó  en  el  ejercicio 
legítimo  de  un  derecho,  autoridad,  oficio  ó  cargo: 

Considerando  que  de  lo  actuado  en  este  espediente  se  deduce  que  el 
Alcaide  de  la  cárcel  de  Chinchilla  ni  abusó  de  su  cargo,  ni  causó  malos 
tratamientos  á  ios  presos  cuya  custodia  le  estaba  confiada,  puesto  qae  asi 
vienen  á  declararlo  sustancialmente  los  mismos  que  promovieron  el  albo- 
roto: 

Considerando  que  no  hay  por  lo  tanto  razón  para  que  el  Juzgado  pro- 
siga los  procedimientos  contra  el  Alcaide,  porque  los  malos  tratamientos 
3ue  se  le  imputan  quedan  reducidos  á  haberse  defendido  de  los  ataques 
e  los  presos,  sin  que  en  la  defensa  se  escediera  ni  causase  daño  grave  á 
aquellos; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Gober- 
nador. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  7  de  junio  de 
1867.) 


15». 

Autorización  (30  de  mayo  de  1867.).— ^Imprudencia  te- 
BiERARu. — Fuga  de  presos. — Se  declara  innecesaria  la  autorización 
del  Gobernador  de  la  provincia  de  Orense  al  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Valdeorras  para  procesar  á  D.  Dionisio  Martin,  Alcaide  de 
la  cárcel  del  partido,  y  se  resuelve: 

Que  los  Alcaides  ae  las  cárceles  dependen  directamente  del  Juez 
del  partido  en  lo  relativo  á  la  custodia  é  incomunicación  de  los  pre- 
sos, y  que  bajo  este  concepto  no  les'alcanza  la  garantía  de  la  previa 
autorización  establecida  á  favor  de  los  empleados  administrativos. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Orense  sos- 
tiene que  es  necesaria  la  autorización  previa  para  pocesar  á  Dionisio  Mar- 
tin, Alcaide  de  la  cárcel  de  Valdeorras,  contra  la  opinión  del  Juez  de  pri- 
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mera  instancia  de  este  último  punto,  que  entiende  lo  contrario^  y  del 
cual  resulta: 

Que  en  la  noche  del  i7  de  febrero  de  1866,  ei  Alcaide  nombrado  dio 
parte  al  Juez  del  Barco  de  Valdeorras  de  que  al  girar  la  visita  á  la  cárcel 
pública,  al  oscurecer  del  mismo  dia,  habia  echado  de  ver  que  los  presos 
Don  Manuel  López  y  Pascual  Méndez  se  habían  fugado: 

Que  instruidas  diligencias  inmediatamente  en  averiguación  de  las  cau- 
sas de  la  evasión  de  los  presos  referidos^  declaró  el  Alcaide  que  no  podia 
atribuirse  á  otra  causa  que  á  las  malas  condiciones  del  local  destinado 
para  cárcel,  que  obligaban  al  Alcaide  á  permitir  la  salida  de  los  presos 
para  ciertos  osos;  y  que  sin  duda  en  una  de  esas  salidas  se  evadieron  Don 
Manuel  López  y  Pascual  Méndez,  que  estaban  en  la  cárcel  con  causa  pen< 
diente: 

Que  capturados  ésto^  al  día  siguiente  por  la  fuerza  de  la  Guardia  civil, 
declararon  de  conformidad  con  lo  espuesto  por  el  Alcaide,  y  añadieron 
que  se  aprovecharon  de  la  acostumbrada  salida  que  el  Alcaide  lea  permi- 
tía, para  verificar  la  evasión: 

Que  el  Juez,  de  acuerdo  con  el  dictamen  del  Promotor  fiscal,  puso  en 
conocimiento  del  Gobernador  de  la  provincia,  que  estaba  procediendo  con- 
tra el  Alcaide  por  imprudencia  temeraria,  y  que  no  conceptuaba  necesaria 
ia  autorización  previa,  porque  en  el  caso  de  autos  el  Alcaide  solo  tenia  el 
carácter  de  agente  ó  auxiliar  del  orden  judicial: 

Que  el  Gobernador,  de  conformidad  con  el  parecer  del  Consejo  pro- 
vincial, requirió  al  Juzgado  para  que,  con  suspensión  del  procedimiento, 
solicitase  ia  autorización,  puesto  que  se  trataba  de  un  empleado  adminis- 
trativo,  y  que  el  delito  por  que  se  le  perseguía  no  estaba  esceptuado  de  la 
garantía  establecida  á  favor  de  los  mismos: 

Por  último  que  el  Juez  en  vista  de  la  comunicación  del  Gobernador, 
dio  auto  declarando  innecesaria  la  autorización,  fundándose  en  las  razo- 
nes que  anteriormente  tuviera:  y  la  Audiencia  del  territorio  aprobó  aque 
proveído: 

Visto  el  art.  67  del  reglamento  de  Juzgados  de  1.*  de  mayo  de  i844, 
según  el  cual  son  los  Alcaides  responsables  con  su  persona  y  bienes  de  la 
custodia  de  los  presos  y  de  ia  comunicación  de  los  que  se  hallen  en  este 
estado;  y  por  lo  que  hace  al  cuidado,  tratamiento  y  departamento  en  que 
Jos  deban  tener  con  mas  ó  menos  seguridades,  son  dependientes  de  los 
Jueces: 

Visto  el  art.  i  7  de  la  ley  de  prisiones  de  26  de  julio  de  1849,  conforme 
al  que  los  Alcaides  de  las  cárceles  cumplirán  los  mandamientos  y  provi- 
dencias de  los  Tribunales  y  Jueces  respectivos  en  lo  concerniente  á  la 
custodia,  incomunicación  y  soltura  de  los  presos  con  causa  pendiente: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  las  disposiciones  legales  que  se  aca- 
ban de  citar,  el  Alcaide  de  la  cárcel  de  Valdeorras  dependía  directamente 
del  Juez  del  partido  en  lo  relativo  á  la  custodia  é  incomunicación  de  los 
presos  evadidos,  por  cuya  razón  no  le  alcanza  en  este  caso  la  garantía  de 
ja  previa  autorización  establecida  á  favor  de  los  empleados  administra- 
tivos; . 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  deEstado,  Vengo  en  declarar  innecesaria  la  autoriza- 
ción de  que  se  trata. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  manp.^EI  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  7  de  junio  de  1867.x 
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159. 

Antmrhsaeion  (7  de  junio  de  Í867.V— CESAiiTfAiHeLKseRi^ 
BiBNtE  DB  UN  AYDNTAMiBtiTo. — Se  coD firma  la  negativa  del  Gober- 
nador de  la  provincia  de  Ciudad  Real ,  en  la  autorización  solicitada 
por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Infantes  para  procesar  á  Don 
Ramón  Moreno,  Alcalde  de  Vlllanueva  de  la  Fuente,  y  se  resuelve: 

Que  manifestando  el  Gobernador  de  la  provincia  que  habia  au- 
torizado  á  un  Alcalde  para  separar  á  uíü  empleado  subalterno  del 
Municipio,  ya  no  puede  hacérsele  responsable  de  dicha  sepa^aeien 
por  no  haber  contado  para  ella  con  el  Ayuntamiento  ,  y  por  éonsi* 

Juiente  no  existe  hecho  penable  que  justifique  el  procedimiento  del 
uzgado. 

Eo  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Ciudad- ll«al 
ha  negado  al  Juez  de  primera  iostaocia  de  Infantes ,  la  autorización  paní 
procesar  á  D.  Ramón  Moreno ,  Alcalde  de  Villanueva  de  la  Ftiente  ,  por 
abusos^  y  del  cual  resulta: 

Que  un  vecino  'de  ViHanueva  ,  llamado  D.  Juan  José  Hínarejos ,  pre- 
sentó en  el  Juzgado  de  Infantes  un  escrito  de  denuncia,  en  la  que  espre- 
saba que  había  sido  separado  del  destino  de  Escribiente  delAyuDtamien- 
to,  por  el  Alta  I  de  D.  Ramón  Moreno;  y  que  liabiéndolo  efectuado -sin  qu» 
precediera  acuerdo  del  Ayuntamiento,  con«titQia  un  hecho  abusJv^o  y  pe* 
nable  con  arreglo  al  Código,  por  lo  que  pedia.se  procediera  contra  el  pre- 
citado Alcalde: 

Que  el  Juez  pasó  el  escrito  al  Promotor  fiscal,  el  cual  fué  de  dictamen 
que  el  Alcalde  no  había  cometido  delito  penado  en  el  Código  ,  y  que  et 
agraviado  pudo  dirigirse  á  la  autoridad  gubernativa  en  queja  de  la  medi- 
da adoptada,  por  lo  cual  pedía  se  sobreseyese  en  el  asunto: 

Que  el  Juez,  conformándose  con  el  anterior  dictamen ,  dio  Bvüa  áe  so- 
breseimiento; pero  elevado  en  consulta  á  la  Audiencia  del  territorio  faé 
revocado ,  mandándose  que  el  Juzgado  procediese  con  arreglo  á  dei^cho- 
en  las  actuaciones, que  posteriormente  practicase: 

Que  en  su  virtud  el  Juez  pidió  la  previa  autorización  para  procesar  %i 
Alcalde  D.  Ramón  Moreno  por  el  hecho  de  haber  dejado  cesante  al  Eseri^ 
biente  Hínarejos  sin  consultar  con  el  Ayuntamiento;  pero  él  Gobernador, 
de  conformidad  con  el  parecer  del  Consejo  provincial;  ne||ó  aquel  requisito 
fundándose  en  que  el  Alcalde  antes  de  separar  al  Escribiente  habia  con- 
sultado el  caso  con  su  autoridad ,  la  cnalle  significó  que  lo  hiciera  si  !<► 
tenia  por  conveniente: 

Visto  el  art.  f  O,  núm.  8/  de  la  ley  vigente  áfi  Gobiernos  de  provincia, 
según  el  cual  corresponde  á  los  Gobeirnadéres  conceder  ó  negar  laffuto- 
rizacion  competente  para  procesar  á  los  empleados  admínistratitivos  por 
abusos  perpetrados  en  el  ejercieio  de  funciones  administrativas : 

Considerando  que  desde  el  momento  en  que  el  Gobernador  de  Ciudad- 
Real  afirma  que  autorizó  al  Alcalde  de  Vilkinueva  de  la  Fuente  para  sepa- 
rar á  un  empleado  subalterno  en  el  Ay^inta miento  que  presidia,  no  puede 
ya  hacerse  responsable  á  dicho  Alcalde  por  la  indicada  separación ,  y  por 
consiguiente  no  existe  hecho  penable  que  justifique  los  proeédrmíentos^ 
ulteriores  del  Jnisgado; 

Conformándome  con  lo  informado i)or  la  Sección  de  Estado  y  Orscia  f 
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lustieía  del  Consejo  de  Estado^  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Go- 
bernador. 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, RamoD  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta' de  14  de  junio 
de  1867.) 


160. 

Autorización  (7  de  junio  de  1867.).— Traslación  de  u» 

PRESO  DESDE    LA    CÁRCEL  i   UNA  CASA  PARTICULAR. —Se  COnfifma  la 

negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Sevilla,  en  la  autori- 
zación solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Morón  para 
procesar  á  D.  Diego  Rufrancos,  Alcalde  de  dicha  villa,  y  se  re- 
suelve: 

1.**  Que  no  es  culpable  un  Alcalde  por  trasladar  á  un  preso 
desde  la  cárcel  á  una  casa  particular  cuando  lo  hace^  no  arbitra- 
riamentey  sino  impulsado  por  el  dictamen  de  los  facultativos  y  pa- 
ra atender  á  la  conservación  de  la  vida  del  preso; 

Y  2.^  que  ¡o  es  mucho  menos  si  dio  parte  al  Gobernador  de  la 
provincia  y  adoptó  todas  ¡as  medidas  necesarias  para  la  seguri- 
dad y  custodia  del  preso^  con  ánimo  de  hacer  compatible  el  cum^ 
plimiento  de  la  ley  con  los  deberes  mas  imperiosos  de  la  huma- 
nidad. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Sevilla  ha 
negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Morón  la  autorización  para  pro- 
cesar á  D.  Diego  Rufrancos,  Alcalde  de  Morón,  por  haber  trasladado  á  un 
preso  desde  la  cárcel  á  una  casa  particular,  y  del  cual  resulta: 

Que  hallándose  en  la  cárcel  de  Morón  D.  Antonio  Garcfa  Soria  cum- 

f oliendo  condena  de  tres  meses  de  arresto  mayor,  presentó  al  Alcalde  de 
a  misma  villa  un  escrito  solicitando  que,  previos  los  informes  necesa- 
rios sobre  los  padecimientos  que  sufria,  fuese  trasladado  para  su  cura- 
ción á  la  casa  de  su  propiedad  hasta  que  se  restableciera: 

Oue  el  Alcalde,  en  vista  de  la  anterior  solicitud,  mandó  recibir  de- 
claración al  Facultativo  que  asistía  al  preso,  quien  manifestó  eran  ciertos 
los  padecimientos,  y  además  graves  y  capaces  de  comprometer  su  exis- 
tencia, tanto  mas  cuanto  que  su  complicación  era  favorecida  por  las  ma- 
las condiciones  higiénicas  de  la  localidad  en  que  se  hallaba: 

Que  después  mandó  el  Alcalde  que  fuese  reconocido  por  dos  Faculta- 
tivos titulares  que  declarasen  sobre  la  enfermedad,  condiciones  del  local 
y  peligro  de  su  existencia,  y  evacuaron  la  diligencia  manifestando  que 
era  cierta  la  enfermedad,  que  el  local  no  ofrecia  las  mejores  condicio- 
.n^s  para  su  curación;  añadiendo,  por  último,  que  hacian  posible  la 
agravación  del  padecimiento  hasta  el  punto  de  comprometer  la  vida  del 
paciente: 

Que  el  Alcalde  con  estos  antecedentes  mandó  por  providencia  del 
mismo  dia  que  el  preso  García  Soria  fuese  constituido  en  su  casa  bajo  la 
castodía  de  persona  de  confianza,  y  así  se  llevó  á  efecto,  librándose  al  in- 
TCMio  yn.^Jurisprudencia  administrativa.  49 
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tBDto  el  eorrespondiente  manlamieoto  al  Alcaide  y  prevÍDÍtendo  á  Ids 
Facultativos  titulares  declarasen  cada  dos  días  sobre  su  estado,  y  que  con 
su  resultado  se  proveería,  determiu ando  después  que  jse  diese  parte  al 
Gobernador  de  la  provincia  con  el  oportuno  testimonio,  como  así  se  ve- 
rificó: 

Que  los  Facultativos  declararon  periódicamente  acerca  del  estado  del 
enfermo,  hasta  que  se  recibió  en  el  Juzgado  de  Morón  una  carta-órden  de 
la  Audiencia  del  territorio  mandando  se  procediera  contra  las  personas 
responsables  de  la  traslación  del  preso  desde  la  cárcel  á  su  casa: 

Que  en  su  virtud  el  Promotor  fiscal  opinó  que  para  proceder  contra  el 
Alcalde  D.  Diego  Rufrancos  era  preciso  solicitar  la  autorización  del  Go- 
bernador de  la  provincia,  espresando  que  dicbe  Alcatde  carecía  de  facul- 
tades para  haber  acordado  la  traslación  del  preso,  por  lo  cual  podría  estar 
comprendido  en  el  art.  298  del  Código  penal: 

Por  óltimo,  que  el  Goberóadoi-,  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Conse- 
jo provincial,  negó  la  autorización  solicitada  por  el  Juez,  en  atención  á 
que  la  traslnddn  del  preso  fué  ordenada  por  el  Aléalde  énWiéritos  del  tes- 
timonio de  los  Médicos  y  por  no  comprometer  la  existencia  del  enferifio, 
no  existiendo  por  lo  demás  ínteoeíon  de  delinquir  en  el  Alcalde: 

Visto  el  art.  298  del  Código  penal  citado  por  el  Promotor  fiscal,  por  el 
que  se  castiga  al  empleado  público  que  arbitrariamente  pusiera  á  un  pre- 
so ó  detenido  en  otro  lugar  que  no  sea  la  cárcel  ó  establecimiento  seña- 
lado al  efecto: 

Considerando  que  de  lo  actuado  en  este  espediente  no  pbede  de(fucir- 
se,  como  pretende  el  Juzgado,  que  sea  aplicáhie  al  Alcalde  dé  Morón  el 
articulo  trascrito  del  Código  penal,  porque  al  poner  al  preso  en  lugar  dis- 
tinte de  la  cárcel  no  obró  arbitrariamente,  sino  impulsado  por  el  dícté- 
nien  de  los  Facultativos  y  para  atender  á  la  conservación  de  la  vida  del 
mismo  preso : 

Considerando  que  además  dio  conocimiento  de  su  proceder  al  Gober- 
nador de  la  provincia,  y  adoptó  todas  las  medidas  necesarias  para  la  se- 
guridad y  custodia  del  que  sufría  la  condena,  exigiendo  de  lod  Médicas 
partes  frecuentes  sobre  su  estado  de  salud,  todo  con  ánimo  de  hacer  com- 
patible el  cumplimiento  de  la  ley  con  los  deberes  mas  imperiosos  de  hu- 
manidad; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia 
y  Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negatiya  del  Go- 
bernador. 

Dado  en  Palacio  i  siete  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Concejo  de  Míbis- 
tros ,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  44  de  ju- 
nio de  1867). 


161. 

AutoPisAcion  (7  de  junio  de  4867.).— Denegación  de  üiía 
CERTIFICACIÓN.— Se  conflrma  ia  negativa  del  Gobernador  de  lá  pro- 
vincia de  Ciudad-Real,  en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de 
primera  instancia  de  Infantes  para  procesar  á  D.  Ramón  Moreno, 
Alcalde  de  Villanueva  de  la  Fuente,  y  se  resuelve: 
i."*    Que  no  incurre  en  el  caso  previsto  por  el  art.  301  deíCódi- 
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go  penal  el  Alcalde,  que  $i  bien  se  niega  á  dar  una  certificación  que 
un  Regidor  le  pide  de  los  acuerdos  tomados  por  el  Ayuntamiento, 
ño  lo  hace  arbitrariamente,  sino  por  la  duda  de  ^i  estará  ó  no  facul- 
tado para  ello; 

Y  2.°  que  esto  se  confirma,  si  consultando  con  el  Gobernador  de 
la  provincia  lo  que  debia  hacer,  dicha  autoridad  aprueba  su  don-- 
ducta  censurando  el  paso  del  Regidor. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Ciudad  «* 
Real  ba  negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Infantes  la  autorización 
para  procesar  á  D.  Bamon  Moreno,  Alcalde  de  Villanueva  de  la  Fuente^ 
por  habel-  negado  una  certificación,  y  del  cual  resulta: 

Que  Serapío  Robredillo,  Regidor  del  Ayuntamiento  de  Villanueva  de  la 
Fuente^  acudió  en  23  de  febrero  de  4865  con  una  solicitud  al  Alcalde  del 
mismo  pueblo  pidiendo  que  por  el  Secretario  de  la  corporación  municipal 
se  le  librase  certificación  literal  de  los  acuerdos  ó  actas  celebradas  en  el 
Ayuntamiento  desde  i. ^  de  enero  del  ndismo  año,  entregándole  separada, 
cada  una  de  aquellas,  según  apareciesen  en  el  libro  correspondiente: 

Que  el  Alcalde  decretó  no  haber  lugar  á  lo  solicitado  por  el  Regidor, 
fundándose  en  que  tenia  el  recurrente  la  facultad  de  ver  tos  acuerdos  da 
la  Municipalidad,  y  enterarse  por  consiguiente  de  ellos  cen  el  objeto  ó  pa^ 
ra  los  fines  que  á  su  derecho  conviiueren: 

Que  en  1.°  de  marzo  siguiente  el  Regidor  Robredillo  reprodujo  su  an« 
terior  solicitud,  y  en  su  vista  el  Alcalde  le  manifestó  que  espresase  sf  pa- 
ra formular  su  petición  estaba  autorizado  por  el  Gobernador  de  la  pro- 
vincia: 

Que  el  Regidor  contestó  por  escrito  que  no  lo  estaba;  pero  que  á  pe«« 
sar  de  ello  creia  que  el  Alcalde  se  hallaba  en  el  caso  de  suministrarle  to^ 
dos  los  documentos  que  le  babia  pedido,  por  lo  cual  reproducía  por  terce-* 
ra  vez  su  pretensión: 

Que  lo  mismo  que  en  las  anteriores  el  Alcalde  decretó  en  ella  que  no 
había  lugar  á  lo  solicitado;  pero  añadiendo  que  atendida  la  insistencia  del 
Regidor  iiabia  consultado  el  caso  con  el  Gobernador  de  la  provincia: 

Que  el  Regidor  Robredillo  acudió  entonces  ai  Juzgado  de  primera  íqs-^ 
tancia  del  partido  con  un  escrito  en  que  denunciaba  como  ilegal  y  arbi- 
traria la  cobducta  del  Alcalde  D.  Ramón  Moreno,  á  quien  acusaba  de 
haber  cometido  los  delitos  penados  en  los  arts.  270  y  301  del  Código: 

Que  instruidas  diligencias  judiciales  en  comprobación  de  los  hechos  es- 
puestos,  el  Promotor  fiscal  o^inó  que  el  Alcalde  no  habia  cometido  delito 
alguno  negándose  á  acceder  á  la  solicitud  del  Regidpr,  puesto  que  este  áU 
timo  tenia  á  su  disposición  como  tai  Regidor  los  libros  del  Ayuntamiento» 
y  por  tanto  los  medios  de  proveerse  de  los  datos  que  deseaba,  concluyen^ 
do  por  pedir  que  se  sobreseyera  en  el  procedimiento: 

Que  conforpiándose  el  Juez  con  el  dictamen  fiscal,  y  teniendo  además 
á  la  vista  una  comunicación  del  Alcalde  Moreno  eo  la  que  trascribía  otra, 
del  Gobernador  de  la  provincia  aprobando  completamente  su  conducta» 
dio  auto  de  sobreseimiento,  que  posteriormente  fué  revocado  por  la  Au- 
diencia d^l  territorio,  más  per  omisión  de  formas  en  el  procedimiento,  que. 
por  la  índole  del  cargo  formulado  cootra  el  Alcalde: 

Por  último^  que  el  Gobernador,  de  acuerdo  oqo  elpaxeoer  del  Ckmseja 
provincial,  negó  la  autorización  que  el  Juez  pidió  posteriormente  en  aten* 
cion  á  que  d  Alcaide  se  habia  atemperado  á  la  órdea  de  su  autoridad,  que 
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le  mandó  no  accediese  á  la  preteosíon  del  Regidor,  por  lo  cual  no  babi^r 
cometido  delito  alguDo: 

Visto  el  art.  301  del  Código  penal,  por  el  gae  se  castiga  al  empleado  pú* 
blíco  que  arbitrariamente  rehusare  dar  certincacion  ó  testimonio,  ó  impi- 
diere la  presentación  ó  el  curso  de  una  solicitud: 

Considerando  que  por  lo  que  aparece  de  este  espediente  no  puede  de- 
cirse, como  pretende  el  acusador  privado,  que  el  Alcalde  de  Villanueva  in- 
currió en  el  caso  previsto  en  el  citado  artículo  del  Código,  puesto  que  sa 
negativa  en  acceder  á  lo  solicitado  por  el  Regidor  no  fué  arbitraria,  sino 
motivada  por  la  duda  que  tenia  de  no  estar  facultado  para  ello: 

Considerando  que  prueba  esto  mismo  la  circunstancia  de  haber  eco- 
sultado  lo  que  deberla  hacer  con  el  Gobernador  de  la  provincia,  cuya  au- 
toridad aprobó  la  conducta  del  Alcalde  censurando  al  paso  la  del  Regidor; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  ael  Gober-- 
nador. 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. — 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,. 
Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  i4  de  junio  de  1867.) 


16». 

Antorimaeiim  (7  de  junio  de  1867.). — Estafa.— Se  decla^ 
ra  innecesaria  la  autorización  del  Gobernador  de  la  provincia  de 
Burgos  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audien- 
cia de  dicha  ciudad  para  procesar  á  D.  Manuel  Losada,  capataz^ 
que  fué  del  establecimiento  penal  de  Burgos,  y  se  resuelve: 

Que  la  garantía  de  la  previa  autorización  está  establecida  úni- 
camente para  los  delitos  cometidos  por  empleados  públicos  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  administrativas;  y  por  tanto  que  solo  en 
este  caso  es  cuando  habrá  lugar  á  concederla  ó  negarla,  pero  no 
cuando  dichos  funcionarios  delinean  como  particulares. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Burgos  ha 
negado  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de  la 
ciudad  de  Yalladolid  la  autorización  para  procesar  á  D.  Manuel  Losada, 
capataz  que  fué  del  establecimiento  penal  de  Burgos,  del  cual  resulta. 

Que  seguida  causa  criminal  en  el  Juzgado  de  que  se  ha  hecho  mérito 
contra  el  capataz  D.  Manuel  Losada  por  creerlo  complicado  en  el  delita 
de  estafk,  que  hablan  cometido  otro  capataz  y  varios  confinados  del  mis- 
mo establecimiento,  el  Juez  solicitó  del  Gobernador  de  Burgos  la  compe- 
tente anto^ífeacíon  para  procesar  al  mencienado  Losada:      4 

Que  el  Gobernador,  de  conformidad  con  lo  informado  por  el  Consej» 
provincial,  reclamó  el  testimonio  en  compulsa  de  las  diligencias  practica- 
das, para  que  esta  corporación  pudiera  emitir  su  informe: 

Que  remitidas  estas  diligencias,  aparece  de  ellas  que  el  Juez  de  prime- 
ra instancia,  de  conformidad  con  el  dictémen  del  Promotor  fiscal,  y  con 
posterioridad  á  haberse  reclamado  el  testimonio  en  compulsa,  declara  in- 
necesaria lá  autorización  de  que  se  trata  por  no  haber  obrado^  éf  capataz 
losada  en  el  heciio  que  se  le  imputa  eo  ejercicio  de  funciones  admin^' 
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tratívas,  mandando  que  se  remitiese  al  Gobernador  de  la  provincia  de 
fiúrgos  únicamente  para  que  quedase  enterado  de  que  se  estaba  proce- 
diendo contra  uno  de  sus  dependientes: 

Que  esta  autoridad,  siguiendo  el  parecer  del  Consejo  provincial,  no  se 
conformó  con  la  espresada  providencia,  fundándose  en  que  D.  Manuel  Lo- 
sada habia  ejecutado  el  hecho  que  se  le  imputaba,  en  ejercicio  de  funcio- 
nes administrativas,  y  en  que  una  vez  solicitada  la  autorización  no  le  era 
dado  al  Juez  retractarse  declarándola  innecesaria,  y  en  su  consecuencia 
requirió  al  Juez  de  primera  instancia,  para  que  solicitase  la  competente 
autorización: 

Que  la  espresada  autoridad  judicial,  de  conformidad  con  el  dictamen 
del  Promotor  fiscal,  declaró  m necesaria  la  autorización,  mandando  remi- 
tir estas  actuaciones  á  la  Audiencia  del  territorio,  que  confirmó  la  sen- 
tencia: 

Que  la  autoridad  superior  administrativa  de  la  provincia  de  Burgos, 
conformándose  con  el  parecer  del  Consejo  provincial,  insistió  en  que  era 
necesaria  la  autorización,  y  después  se  remitió  el  espediente  al  Consejo 
de  Estado,  por  haberlo  hecho  también  el  Juzgado  de  las  actuaciones  ju-< 
diciales: 

Visto  el  párrafo  octavo  del  art.  10  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  1863, 
según  el  cual  corresponde  al  Gobernador  de  la  provincia  conceder  ó  ne- 
gar la  autorización  competente  para  procesar  á  los  empleados  y  corpora- 
ciones de  todos  los  ramos  de  la  Administración  civil  y  económica  de  la 
provincia  por  abusos  perpetrados  en  el  ejercicio  de  funciones  administra  - 
ti  vas; 

Considerando: 

i."  Que  cualquiera  que  sea  la  criminalidad  en  que  pudo  incurrir  Don 
üánuel  Losada,  al  favorecer  la  perpetración  de  las  estafas  cometidas  por 
algunos  conOnados  en  el  presidio  de  Burgos,  ó  al  intervenir  en  ella,  obró 
siempre  como  particular  y  no  en  el  ejercicio  de  funciones  administrati- 
vas, en  razón  á  que  las  cantidades  estafadas  no  estaban  bajo  el  cuidado  y 
administración  de  Losada,  ni  éste  tuvo  que  prevalerse  del  destino  que 
desempeñaba  para  cometer  el  delito  que  se  le  imputa: 

2.**  Que  establecida  la.  garantía  de  la  autorización  únicamente  para  los 
delitos  cometidos  por  empleados  públicos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
íidministrativas,  en  estos  casos  habrá  lugar  á  concederla  ó  negarla,  y  no 
en  otros,  por  mas  que,  como  en  el  presente,  el  Juez  la  hubiese  soli- 
citado; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  innecesaria  la  autoriza- 
ción de  que  se  trata. 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  14  de  junio 
de  1867.)        ^ 


163. 

Antoriasaeion  (7  de  junio  de  1867.).— Falta  de  cumpli- 
miento A  LAS  ÓRDENES  DE  LA  SUPERIORIDAD. — ^Se  confirma  la  negati- 
va del  Gobernador  de  la  provincia  de  Castellón  de  la  Plana  en  la 
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autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Yillareal 
para  procesar  á  D.  José  Pérez  y  Andrés,  Alcaide  que  fué  de  Arte- 
sa, y  se  resuelve: 

Que  los  Alcaldes  obran  como  delegados  de  la  Administración 
en  los  asuntos  gubernativos,  y  que  bajo  este  concepto  el  superior  ge- 
rárquieo  es  el  Gobernador  de  la  provincia,  á  cuya  autoridad  incum- 
be corregir  las  faltas  de  obediencia  á  sus  órdenes  y  mandatos  cuan- 
do éstos  hacen  relación  solo  al  despacho  de  los  negocios  adminis- 
trativos. 

Ed  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  €astellOD  de 
la  Piaña  ha  negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Yillareal  la  autoriza- 
ción para  procesar  á  D.  José  Pérez  y  Andrés,  Alcalde  que  fué  de  Artesa, 
por  varios  abusos,  y  del  cual  resulla; 

Que  el  Aicald^  que  sucedió  en  el  cargo  al  referido  D.  José  Pérez  pre- 
sentó en  ei  Juzgado  de  Yiljareal  una  denuncia  que  entre  otros,  conteoia 
los  hechos  siguientes: 

i,^  Que  el  ex- Alcalde  Pérez  retuvo  en  su  poder  durante  los  tres  me- 
ses últimos  del  próximo  pasado  año  los  oficios  y  órdenes  que  recibió  del 
Gobernador  de  la  provincia  sin  darlos  cumplimiento,  y  que  entre  aquellos 
se  hallaban  dos  comunicaciones  de  dicha  autoridad  superior,  en  las  que 
se  le  mandaba  que  dentro  de  tercero  día  remitiera  el  acta  de  constitucioo 
de  la  Junta  de  ganadería  y  nombramiento  de  sindico  reclamada  por  cir- 
cular inserta  en  el  Boleiin  oficial,  y  en  otras  dos  comunicaciones  que  ai 
efecto  se  le  dirigieron,  y  que  diera  cuenta  al  Ayuntamiento  en  Ja  prime- 
ra sesión  que  celebrara  de  cierto  oOcio  que  se  le  acompañaba: 

2.®  Que  el  dia  primero  del  año  presente  el  Alcalde  actual  pidió  al  que 
acababa  de  cesar  D.  José  Pérez  todos  los  documentos  que  en  su  poder  tu- 
viera pertenecientes  á  la  Municipalidad;  y  habiéndolo  verificado  en  los  dias 
siguientes,  apareció  de  los  mismos  que  no  habia  cumplido  dioico  Pérez  lo 
prevenido  por  el  Gobernador: 

Que  el  Juzgado  de  Yillareal  recibió  declaración  á  los  Concejales  que 
habían  sido  con  el  precitado  ex-Alcalde;  y  habiendo  sido  confirmados  por 
ellos  los  hechos  denunciados,  oido  el  Promotor  fiscal  y  de  conformidad  con 
h\i  dictamen,  pidió  la  correspondiente  autorización  para  procesar  á  Don 
José  Pérez  por  conceptuar  que  habia  cometido  los  delitos  de  resistencia  y 
desobediencia: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  el  CoQsejp  pro- 
vincial, negó  la  autorización  fundándose  ^n  que  el  Alcalde  que  fué  de  Ar- 
tesa D.  José  Pérez  no  cometió  delito  penado  en  el  Código,  y  que  en  todo 
caso  habria  una  falta  reglamentaria  que  sqIo  á  su  autoridad  toca  cprregir: 

Visto  el  art.  75,  párrafo  primero  de  la  ley  vigente  de  Ayuntamientos, 
según  el  cual  corrresponde  al  Alcalde  como  delegado  del  Gobierno,  bajo  la 
inmediata  autoridad  del  Gobernador  civil,  publicar,  ejecutar  y  hacer  eje- 
cutar las  leyes,  reglamentos.  Reales  órdenes  y  disposiciones  de  la  Admi- 
nistración superior: 

Visto  el  art.  78  de  la  misma  ley,  en  el  que  se  dispone  que  si  un  Alcal- 
de dejase  de  ejecutar  algún  acto  prescrito  por  la  ley,  el  Gobernador  civil, 
después  de  haberle  requerido  al  cumplimiento,  deberá  proceder  oficial- 
mente á  su  ejecución,  ya  por  sí^  ya  por  medio  de  comisiooddos*  dando  en 
seguida  pjirte  al  Gobierno  de  la  desobediencia  del  Alcalde  para  la  resolu- 
t  ion  á  que  hubiere  lugar: 
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■^  Visto  el  art.  9S5  del  Códico  pemil  eitado  por  el  Promotor,  por  el  que 
se  castiga  á  los  que  desobenecieren  gravemeote  á  la  autoridad  ó  á  sus 
agentes  en  asunto  del  servicio  público: 

Considerando  que  los  Alcaldes  obran  como  delegados  de  la  Adniinis- 
tracimí  en  los  asuntos  gubernativos,  y  que  bajo  este  concepto  el  superior 
jerárquico  es  el  Gobernador  de  la  provincia;  á  cuya  autoridad  incumbe 
corregir  las  faltas  de  obediencia  á  sus  órdenes  y  mandatos  cuando  éstos 
hacen  relación  solo  al  despacho  de  los  negocíos'administrativos: 

Considerando  que  en  este  caso  se  encontraba  el  Alcafde  que  fué  de' 
Artesa,  el  cual,  si  dejó  de  cumplir  alguna  orden  del  Gobernador  de  la  pro 
vincia,  pudo  y  debió  ser  corregido  por  esta  última  autoridad  ,  la  cual  no 
solo  no  lo  ha  verificado,  si  no  que  posteriormente  ha  declarado  que  el  pre- 
citado Alcalde  nohabia  delinquido; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Go- 
bernador. 

Dado  en  Palacio  á  siete  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros. Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  14  de  junio 
de  i 867.) 


164. 


Sentenela  (H  de  mayo  de  1867.).— Deslinde  de  términos 
MUNICIPALES.— Se  declara  improcedente  el  recurso  de  nulidad  inter- 
puesto por  el  Ayuntamiento  de  Figueroles,  confirmando  en  su  parle 
resolutiva  la  sentencia  del  Consejo  provincial  de  Castellón  de  la 
Plana  en  el  pleito  con  el  Ayuntamiento  de  Lucena ,  y  se  resuelve: 

1 ."  Que  no  existe  denegación  de  prueba  en  el  hecho  de  no  ad- 
mitir  un  documento  que  ni  aun  estaba  redactado  cuando  pasó  el 
término  de  prueba: 

2.®  Que  las  providencias  que  no  se  reclaman  en  tiempo,  causan 
estado: 

S.®  Que  no  procede  el  recurso  de  nulidad  por  la  denegación  de 
una  prueba  que  no  pudo  admitirse  por  presentarse  fuera  de  tiempo: 

4."  Que  no  puede  decirse  que  hay  convenio  entre  partes  cuyo 
conocimiento  solo  puede  corresponder  á  los  Tribunales  ordinarios^ 
cuando  no  se  acepta  por  una  de  las  dos  las  bases  propuestas  por  la 
otra: 

5.**  Que  la  designación  de  la  circunscripción  municipal  es  de  la 
esclusiva  competencia  déla  Administración  activa,  y  el  conocimien- 
to de  las  cuestiones  que  surgieren  de  la  operación  del  deslinde,  cor- 
responde á  ¡os  Consejos  provinciales  en  la  via  contenciosa; 

Y  6.*  que  si  bien  no  corresponde  á  la  Administración  apreciar, 
por  lo  que  hace  á  la  cuestión  de  propiedad,  los  documentos  que  pre- 
senten unos  Ayuntamientos  para  probar  que  íes  pertefiecen  unos 
terrenos,  les  toca,  sin  embargo,  proteger  y  hacer  que  se  respete  el 
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€$l6uio  posesorio  que  sobre  didios  terrenos  tmieren  los  puebios  eotí" 
tendientes. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«Eq  el  pleito  que  en  el  Coasejo  de  Estado  pende  en  grado  de  apelaeion 
entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Cristóbal  Gampoy  y  Navarro ,  ¿ 
nombre  del  Ayuntamiento  de  FigueroleSy  apelante,  y  de  la  otra  el  Licen- 
ciado D.  José  María  Fernandez  de  la  Hoz,  en  representación  del  de  Luce- 
na,  apelado;  sobre  deslinde  de  términos: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  entre  los  que  existen  los  documentos  si- 
guientes: 

i.®  Escritura  pública  otorgada  en  6  de  ma^^o  de  1335  por  Doña  Toda 
Pérez  de  Urrea  y  su  hijo  D.  Juan  Jiménez,  señores  de  Lucena,  en  virtud 
de  la  cual  cedieron  á  sus  moradores  todo  el  territorio  del  pueblo  ,  con  ca- 
sas, masías,  huertas  y  fincas  de  secano,  y  que  lindaba  con  término  de 
diodos ,  Viilamalefa  ,  Ludiente ,  Argelita ,  Araya ,  Alcalaten  ,  liseras  y 
Castellar: 

2.**  Otra  de  18  de  junio  de  i 4i 8,  en  que  D.  Pedro  Jiménez  de  Urrea, 
señor  de  la  tenencia  de  Alcalaten,  repartió  el  término  que  llevaba  este 
nombre  con  sus  alquerías,  masadas,  tierras  y  territorio,  tanto  de  regadío 
como  de  secano,  entre  Alcora  y  Lucena ,  adjudicando  una  parte  al  primer 
pueblo^y  otra  al  segundo,  y  obligándose  éstos  á  satisfacer  en  .la  misma 
proporción  las  cargas: 

3.**  Donación  hecha  en  i5  de  febrero  de  1613  por  el  Conde  de  Aranda 
i  Lucena,  de  varias  heredades  aumentando  su  término: 

4.''  CertiQcado  espedido  por  el  Oficial  tercero  segundo  del  Gobierno 
civil  en  la  provincia  de  Castellón,  que  contiene  en  papel  simple  y  sin  sello 
la  concesión  hecha  en  i  .*"  de  agosto  de  1726  á  Fígueroles  por  el  conde  de 
Aranda,  señor  de  la  tenencia  de  Alcalaten,  del  título  de  lugar  en  esta 
forma.  «Por  cuanto  según  concordia  autorizada  en  i8  de  junio  de  1418, 
se  unió  é  incorporó  todo  el  territorio  de  Alcalaten,  en  el  que  iban  com- 
prendidos los  caseríos  de  Fígueroles;  y  como  sobre  su  observancia  se  ori- 
ginasen pleitos,  de  modo  que  se  hubo  de  ejecutar  otra  concordia  en  18  de 
agosto  de  1 689,  que  tampoco  fué  bastante  á  concluirlos;  resolvió  que  que- 
dase separado  del  gobierno  y  jurisdicción  de  Lucena  el  de  Fígueroles  lle- 
vando este  el  título  de  tal  lugar  para  que  ejerciera  jurisdicción  civil  y  cri- 
minal, gubernativa  y  política,  y  le  señaló  por  territorio  privativo  y  separa- 
do toda  la  redonda  del  Boalar:» 

Vista  la  comunicación  que  en  17  de  octubre  de  1851  pasó  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Castellón  al  Comisario  de  Montes  D.  Manuel  Hos- 
coso, confiriéndole  comisión  para  que  en  unión  de  dos  peritos  agrónomos 
se  constituyera  en  el  territorio  del  estinguido  pueblo  de  Alcalaten ,  y  en 
virtud  de  los  documentos  que  presentasen  los  Ayuntamientos  de  Luoana 
y  Fígueroles,  practicase  un  prolijo  reconocimiento  del  térmiiio  y  procu- 
rara conciliar  y  transigir  á  los  dos  pueblos,  y  que  con  su  acuordo  se  mar- 
cara la  línea  divisoria  de  ambos  términos ;  y  que  cuando  so  pudiera  obte- 
nerse este  resultado,  informase  sobre  si  teniendo  presente  el  actual  núme- 
ro de  vecinos  y  la  probabilidad  de  su  aumento,  convendría  agregar  al  ter- 
reno de  Fígueroles  el  todo  ó  parte  del  antiguo  territorio  de  Alcalaten: 

Vistas  las  diligencias  practicadas ,  en  las  que  consta: 

Que  los  Ayuntamientos  nombraron  comisionados  y  peritos ,  y  consti- 
tuidos todos  con  el  Comisario  de  Montes  en  el  sitio  oÉ¡)eto  del  deslincte,  los 
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tepreseotaBitt  de  Lucane  «xbrbier^n  sa  earla-puebla ,  y  los  de  Figoeroles 
la  concedida  ppr  el  Conde  de  Aranda ,  en  que  les  cedía  por  jurisdicción  la 
Redonda ,  y  si  bien  se  hicieron  varias  proposiciones  para  fijar  la  línea  di- 
visoria, últimamente  la  comisión  de  Lucena  consignó  la  de  ceder  á  Fi- 
gueroles  ta  cuarta  parte  que  á  éste  se  agregó  del  antiguo  Alcalaten  en  la 
época  de  su  estioeion  ,  sí  se  averiguaba  cuál  fuese  ,  habiendo  sido  des- 
echada por  el  Ayuntamiento  de  Figuereles: 

Que  el  Comisario  pasó  á  la  villa  de  Alcora  y  en  su  archivo  halló  un  es- 
pediente sobre  deslinde  y  separación  del  pueblo  de  Costur  de  la  villa  de 
Alcora  ,  al  que  iba  unido  un  plano,  según  el  cual  Alcora  llevó  en  sus  tres 
partes  del  antiguo  Alcalaten  i 8,354  jornales  á  razón  de  6,075  varas  de 
jornal  de  seis  hanegadas  valencianas,  y  á  Lucena  correspondió  por  la 
<;uarta  parte  algo  mas  de  6,H8: 

Que  en  15  de  diciembre  del  citado  año  1851  el  esijresado  Comisario 
dio  principio  á  la  medida  del  terreno  resultando  6,015  jornales  para  Lu- 
cena ,  ó  sea  la  cuarta  parte  próximamenle  del  antiguo  Alcalaten  ,  con  ar- 
reglo al  documento  anterior ;  pero  antes  de  procederse  á  su  amojona- 
miento conforme  á  la  línea  marcada  por  el  perito  de  Figueroles,  D.  José 
Pérez ,  el  Ayuntamiento  de  Lucena  no  se  conformó,  y  formuló  protesta 
respecto  á  las  operaciones  que  iban  á  ejecutarse,  dando  sin  embargo  orden 
el  Comisario  para  que  se  hiciese  el  amojonamiento,  toda  vez  que  se  sabia 
positivamente  la  base  y  número  de  jornales  que  pertenecían  á  la  cuarta 
parte  del  antiguo  Alcalaten: 

Y  que  en  su  consecuencia  el  perito  por  Figueroles  colocó  26  hitos, 
fijan<]o  el  fvrímero  en  el  camino  de  Argelita  con  dirección  al  Norte  ,  á 
los  40^  al  Oeste  y  en  terreno  de  Lucena;  y  el  último  en  la  raya  del  término 
de  liseras  y  montecito  que  se  hallaba  al  frente  de  la  casa  titulada  la 
Reina  : 

Vistos  el  escrito  de  oposición  del  Síndico  de  Lucena ,  el  informe  del 
Alcalde  de  Figueroles  y  el  acuerdo  del  Consejo  provincial  de  Castellón, 
manifestando  que  no  se  había  tenido  presente  en  el  deslinde  realizado  el 
documento  de  división  de  términos  entre  Lucena  y  Alcora,  por  lo  que  era 
de  opinión  que  se  ejecutase  de  nuevo  ó  que  se  rectificara  el  verificado 
partiendo  de  estos  nuevos  datos ,  y  comisionando  al  mismo  sugeto  ú  otro 
en  su  lugar  : 

Vista  la  minuta  del  oficio  que  el  Goberoador  pasó  al  perito  agrónomo 
D.  Alberto  Viñals ,  confiriéndole  comisión  en  29  de  febrero  de  1852  para 
que,  constituyéndose  en  el  punto  de  la  cuestión »  y  poniéndose  de  acuer- 
do con  los  dos  Ayuntamientos,  designase  la  linea  divisoria,  conciliando  á 
las  partes  contendientes  en  cuanto  le  fuera  posible,  á  fin  de  que  fuese  de- 
signada ,  marcada  y  amojonada  por  convenio  de  las  mismas ;  ó  en  otro 
caso  rectificara  la  demarcación  realizada  por  el  Comisionado  anterior,  to- 
mando en  cuenta  el  espediente  instruido  por  el  mismo  y  los  documentos 
nuevamente  presentados  : 

Vista  la  rectificación  que  á  falta  de  la  avenencia  entre  los  pueblos  in- 
teresados hizo  el  Comisionado  Viñals  en  1.*  de  junio  de  1853  marcando 
la  linea  divisoria  con  20  hitos  que  figuraban  una  cruz  abierta,  dando  á 
Figueroles  como  unos  8,800  jornales  y  comprendiendo  en  ellos  el  terreno 
de  la  Redonda  y  Boalar:    > 

Vistos,  el  escrito  presentado  por  el  Alcalde  de  Lucena  en  que  pidió  la 
nulidad;  el  decreto  del  Gobernador  de  21  de  junio  del  referido  año  de 
4853  en  que  se  aprobó  el  segundo  deslinde,  si  bien  se  reservó  á  este 
paeblosu  acción  fMra  <)ue  acudiese  al  Conseje  provincial  en  iel;  caso^de 
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creerse  perjudicado;  la  reclamacicm  de  Figueroles  hecha  en  43  de  no- 
viembre inmediato  siguiente  para  que  se  le  pusiera  en  posesión  del  terre- 
no amojonado;  la  determinación  del  Gobernador  de  2  de  marzo  de  4865 
en  que  accedió  á  su  solicitud,  y  el  acta  en  que  consta  la  f  osesioB  que  se 
le  dio  en  16  dé  este  mismo  mes  y  año: 

Vi^ta  la  demanda  que  el  Ayuntamiento  de  Luceoa  presentó  ante  el 
Consejo  provincial  de  Castellón  acompañada  de  los  croquis  de  su  térmiiio 
en  1335,  en  1418,  en  1613  y  en  1726,  y  manifestando:  que  una  gran  par- 
te de  su  territorio,  adquirido  en  diferentes  tiempos,  habla  sido  adjudicada 
á  Figueroles  por  el  deslinde  hecho:  que  la  concesión  de  nuevo  término  á 
favor  de  este  pueblo  á  beneficio  de  tal  operación  era  en  contra  de  los  de- 
rechos de  Lucena,  fundados  en  títulos  auténticos  de  propiedad:  que  ade- 
más esta  villa  venfa  poseyendo  todo  ese  terreno  desde  su  legítima  adqui- 
sición: y  concluyó  pidiendo  que  se  dejara  sin  efecto  la  designación  verifi- 
cada en  el  mencionado  amojonamiento,  y  que  se  restableciesen  los  anti- 
guos linderos  entre  el  término  de  este  lugar  y  el  de  la  villa  de  Lucena, 
con  arreglo  á  la  concesión  que  pora  aquel  se  hizo  de  sn  Redonda  ó  Boa- 
lar en  1726,  que  es  en  la  forma  que  le  poseyó  hasta  la  época  de  1851: 

Visto  el  escrito  de  contestación  del  Ayuntamiento  de  Figueroles,  al 
que  acompañó  un  croquis  del  antiguo  término  de  Alcora  y  Lucena,  de 
que  tuvo  después  de  la  estincion  del  Alcalaten  y  del  que  ahora  posee,  se- 
gún el  deslinde  ejecutado,  espresando:  que  el  que  se  le  habia  concedido 
era  parte  del  antiguo  Alcalaten,  y  por  lo  tanto  el  deslinde  muy  fundado  y 
justo:  que  ni  la  posesión  ni  los  títulos  que  Lucena  alegaba  le  daban  dere- 
cho para  oponerse  á  la  práctica  de  aquella  diligencia,  y  solicitó  que  se  le 
absolviera  de  la  demanda  y  se  confirmase  el  deslinde  y  amojonamiento 
gubernativamente  practicados,  ó  en  otro  caso  que  se  diera  á  Figueroles 
cuanto  territorio  retuviese  Lucena,  procedente  del  antiguo  Alcalaten,  y 
le  fué  agregado  después  de  la  estincion  de  éste;  ó  al  menos  que  se  reser- 
vase á  Figueroles  el  derecho  que  en  su  dia  le  competiese  para  reclamar  de 
Lucena  dicho  terreno  retenido: 

Vistos  el  otrosí  del  mismo  escrito  en  que  pidió  que  dos  peritos  tradu- 
jesen la  llamada  Rúbrica  del  Boalar  de  Figueroles ;  y  el  acuerdo  por  el 
que  fué  estimado  así  y  ejecutado;  resultando  que  el  terreno  comprendido 
bajo  esta  denominación  daba  principio  por  la  cabeza  de  la  Guinardera  y 
concluía  en  las  Salinas. 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  duplica  en  que  cada  pueblo  reprodujo 
sus  anteriores  pretensiones: 

Vistas  las  pruebas  practicadas  por  uno  y  otro  Ayuntamiento: 

Vistos  el  auto  de  16  de  noviembre  de  1865,  en  que  se  recibió  elpleito 
á  prueba  por  término  de  30  dias;  la  diligencia  en  que  consta  que  la  Boti- 
ficacion  se  hizo  á  los  interesados  en  18  del  mismo  mes  y  año;  el  escrito 
del  Ayuntamiento  de  Figueroles  presentado  en  8  de  enero  de  4866,  acom- 
pañando por  vía  de  prueba  la  memoria  y  croquis  ée\  perito  D.  Rafael  M«- 
ñoz;  el  proveido  del  siguiente  dia  en  que  se  acordó  que  se  unieran  tales 
documentos  al  espediente,  sin  que  resulte  la  notificación;  la  solicitud 
hecha  por  Lucena  en  20  del  espresado  mes  oponiéndose;  y  la  providencia 
de  20  de  marzo  próximo  siguiente  revocando  la  de  9  de  enero,  en  ateo- 
cíon  á  que  la  memoria  y  croquis  se  presentaron  12  dias  después  de  ha- 
ber trascurrido  el  término  de  prueba,  yá  que  no  podía  perjudicará  la 
parle  de  Lucena,  porque  no  se  le  notificó: 

Vista  el  acta  en  que  se  celebró  audiencia  pública  con  citación  dfe  las 
parte»,  de  la  que  aparece  que  el  representante  de  Figueroles  protestó  de 
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Dülídad  por  do  haberse  procedido  respecto  á  la  prueba  pericfal  solicitada 
y  acordada  con  arreglo  é  lo  dispuesto  én  los  artículos  desde  el  ^72  al|17& 
del  reglaroeoto  de  30  de  diciembre  de  i 846,  sobre  el  modo  de  proceder  el 
Consejo  Real  en  los  asuDloseoDleociosos: 

Vista  la  seoteBCÍH  pronuDCiada  por  el  GoD.sejo  provincial  de  GastelloD 
en  24  de  abril  de  1860,  en  que  falló  que  habia  lugar  á  la  demanda  intef- 
puesta  por  Lucena,  y  que  en  su  virtud  quedaba  sin  efecto  el  deslinde  gu- 
nernativo  practicado  por  el  Comisario  de  Montes  D.  Manuel  Mosooso  en 
Í851,  rectificado  por  el  perito  agrónomo  D.  Alberto  Viñals  en  1882  f 
aprobado  por  el  Gobierno  de  provincia  en  21  de  junio  de  1853,  dejando 
en  su  consecuencia  sin  valor  ni  efecto  la  posesión  conferida  á  Figueroles 
del  terreno  que  en  él  se  le  señaló  y  que  pertenecía  á  Lucena,  y  habiendo 
de  reintegrarse  desde  luego  á  la  propia  villa  de  Lucena,  en  la  posesión  en 
que  estaba  del  mismo,  derribándose  los  20  hijos  que  colocó  el  perito  "Vi- 
ñals y  reponiéndose  todo  al  mismo  ser  y  estado  que  tenia  antes  del  17  de 
octubre  de  1841: 

Vistos  el  escrito  del  Ayuntamiento  de  Figueroles  en  que  interpuso  el 
recurso  de  nulidad  con  arreglo  al  art.  73  del  reglamento,  fundándose  en 
que  se  hablan  desglosado  el  croquis  y  relación  pericial  que  adujo,  cuando 
estos  documentos  venian  á  esclarecer  el  punto  mas  esencial  de  la  cuestión; 
y  á  la  vez  propuso  la  apelación;  y  el  proveído  en  que  fué  admitida,  de  2 
de  mayo  del  mencionado  año  1 860,  remitiéndose  en  su  consecuencia  á  la 
Superioridad  los  autos: 

Vistas  las  escrituras  de  6  de  mayo  de  i335,  18  de  junio  de  Í4i8  y  l^ 
de  febrero  de  1613,  presentadas  por  el  Ayuntamiento  de  Lucena  en  jus- 
tificación de  su  demanda,  y  asi  bien  la  certificación  librada  por  el  Gobier- 
no civil  de  Castellón  de  la  Plana  con  referencia  á  otro  documento  de  1.* 
de  agosto  de  1726,  para  hacer  constar  la  separación  del  pueblo  de  Figue- 
roles de  aquella  municipalidad,  su  constitución  independiente  con  seña* 
lamiente  de  jurisdicción  y  términos  propios: 

Vistos  los  artículos  8."  de  la  ley  orgánica  de  los  Consejos  provinciales 
de  2  de  abril  de  1845  y  el  83  de  la  de  25  de  setiembre  de  1863,  dictada 
por  el  Gobierno  y  Administración  de  las  provincias,  que  acordes  determi- 
nan que  á  dichos  Consejos  toca  conocer  de  las  cuestiones  relativas  al  des- 
linde de  los  términos  de  los  pueblos  y  Ayuntamientos  cuando  proceden  de 
una  medida  gubernativa  y  pasan  á  ser  contenciosas: 

Visto  el  art.  224  del  reglamento  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Es- 
tado, que  prescribe:  que  la  reposición  de  una  providencia  debe  solicitarse 
dentro  de  tres  dias,  contados  desde  la  notificación  de  la  misma: 

Visto  el  38  del  de  procedimientos  de  los  Consejos  provinciales,  que  se- 
ñala como  improrogable  el  término  de  30  dias  para  la  práctica  de  toda  di*  - 
ligencia  de  prueba: 

Visto  el  caso  7.®  del  art.  73  del  mismo  reglamento,  que  dice:  tiene  lu- 
gar el  recurso  de  nulidad  contra  las  sentencias  definitivas  cuando  se  hu- 
biese denegado  la  prueba  necesaria  para  dictar  justa  sentencia. 

Visto  el  artículo  siguiente,  que  declara  que  para  que  proceda  dicho 
recurso,  en  el  caso  indicado,  ha  de  haberse  reclamado  en  tiempo  y  forma: 

Considerando,  en  primer  lugar;  que  el  motivo  de  nulidad  que  el 
Ayuntamiento  de  Figueroles  alegó  al  interponer  este  recurso  simultánea- 
mente con  el  de  apelación,  fundado  en  la  denegación  de  prueba  por  el  he- 
cho de  haberse  mandado  desglosar  de  los  autos  el  croquis  y  memoria 
presentados  por  el  mismo,  es  á  todas  luces  improcedente  ,  ya  porque  la 
providencia  en  que  se  acordó  no  fué  reclamada  en  tiempo  y  causó  estado. 
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j  mas  prÍDCÍpalmente  porque  aqueHos  documentos  no  se  iiabian  presen ta- 
tio,  ni  aun  redactado,  cuando  ei  térmiéo  de  prueba  había  ya  trascurrido. 

Considerando  que  no  son  más  atendibles  ios  que  por  razón  de  incom- 
petencia absoluta  y  relativa  de  la  Admrnrstraclotí  se  hati  dedmfi^  éu  es- 
ia  Superioridad,  pues  en  el  primer  caso  se  funda  el  recurso  en  un  hecho 
inexacto,  cual  es  el  de  suponer  que  ambas  municipalidades  habían  conve- 
nido en  que  se  cediera  á  Figueroles  la  tercera  parte  de  los  terrenos  que 
se  adjudicaron  á  Lucena  al  estínguirse  el  antiguo  Alcalaten,  deduciendo 
de  tal  supuesto  que  se  trataba  de  un  convenio  entre  parles  de  que  solo 
podían  conocer  los  Tribunales  ordinarios:  pues  si  bien  es  cierto  que  en 
una  de  las  conferencias  habidas  entre  los  Comisionados  de  ambos  pueblos 
se  hizo  por  los  de  Lucena  una  proposición  en  el  sentido  indicado,  no  lo 
es  menos  que  no  fué  aceptada  por  los  de  Figueroles,  y  que  por  esta  razón 
se  llevó  á  cabo  la  operación  del  deslinde,  á  pesar  de  las  protestas  de 
Lucena: 

Considerando,  respecto  del  segundo,  que  la  citada  operación,  reducida 
á  marcarla  línea  divisoria  de  los  términos  de  ambos  pueblos,  nada  tiene 
de  común  con  la  circunscripción  municipal,  y  así  como  la  designación  de 
•ésta  es  de  la  esclusiva  competencia  de  la  Administración  activa,  el  conoci- 
miento de  las  cuestiones  que  de  la  operación  del  deslinde  surgieren  cor- 
responde á  los  Consejos  en  la  vía  contenciosa,  según  las  disposiciones  an- 
teriormente citadas: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  cuestión  de  fondo,  que  al  paso  que  el 
Ayuntamiento  de  Lucena  ha  probado  cumplidamente  con  documentos  ir- 
reprochables y  gran  copia  de  testigos  la  posesión  constante  de  los  terre- 
nos que  hoy  defiende,  hasta  que  por  virtud  del  nuevo  amojonamiento,  or- 
denado por  ei  Gobernador  de  Castellón,  fué  interrumpida,  adjudicando 
parte  de  ellos  á  Figueroles,  este  pueblo  nada  ha  justificado  que  autorice 
semejante  interrupción: 

Y  considerando,  por  fin,  que  si  bien  no  incumbe  á  la  Administración 
apreciar  dichos  documentos  relativamente  á  la  cuestión  de  propiedad,  tó- 
cale sin  embargo  proteger  y  hacer  que  se  respete  el  estado  posesorio  que 
los  pueblos  contendientes  tuvieran  hasta  que  por  la  providencia  guberna- 
tiva fué  interrumpido; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  vengo  en  declarar  improcedente  el  recurso  de  nulidad 
interpuesto  por  parte  del  Ayuntamiento  de  Figueroles,  y  confirmar  la  sen- 
tencia pronunciada  en  estos  autos  por  el  Consejo  provincial  de  Castellón 
de  la  Plana  en  su  parte  resolutiva,  y  sin  perjuicio  de  la  facultad  que  á  la 
Administración  activa  corresponde  para  determinar  y  señalar  las  circuns- 
cripciones municipales. 

Dado  en  Palacio  á  catorce  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu- 
ción final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mis- 
mos; se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que 
certifico. 

Madrid  8  de  mayo  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  Ja 
Gaceta  de  44  de  mayo  de  1867.) 
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105. 

Sentencia  {i4  de  mayo  de  í867.),—Comput ación  de  una 
FIANZA  EN  EFECTOS  PÚBLICOS. — Sc  cooGriDaD  CD  Darle,  V  feo  parle  se 
revocan,  las  Reales  órdenes  de  7  de  abril  de  1862  y  Í2  de  marzo  y 
21  de  mayo  de  1863,  reclamadas  por  Dona  Isabel  de  Carranza  y 
Rodrigo,  y  se  resuelve: 

í .®  Que  la  respomabilidad  del  concesionario  de  un  ferro-carril 
por  no  depositar  el  5  por  100  del  valor  de  las  obras  presupuestas, 
está  limitada  por  el  art,  12  de  la  ley  de  3  de  junio  de  1855,  á  la 
pérdida  de  la  fianza  que  depositó  para  presentar  su  proposición  en 
la  subasta: 

2.°  Qve  constituida  la  fianza  en  acciones  de  carreteras  y  títu- 
los de  la  Deuda,  la  Administración  no  tiene  derecho  á  reclamar  la 
diferencia  de  valor  efectivo  al  ncmijial  de  las  acciones,  porque  ad^ 
mitidas  por  todo  su  valor,  en  razón  á  que  han  de  ser  satisfechas 
por  el  Tesoro,  abonando  sobre  ellas  un  interés  mientras  no  se  veri- 
fica el  rei7itegro,  se  considera  como  metálico  el  valor  que  repre- 
sentan; 

Y  3.®  que  siendo  la  fianza  propiedad  del  concesionario  hasta 
que  se  adjudica  al  Estado  por  la  falta  de  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones de  aquel,  es  claro  que  le  pertenecen  los  intereses  de  dicha 
fianza  hasta  la  fecha  de  la  adjudicación. 

Doña  Isabel  II.,  etc  : 

«Eo  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  eotre  partes,  de  la  una  la  Administración  general,  representa- 
da por  mi  Fiscal,  demandante,  y  de  la  otra  el  Licenciado  D.  Josa  Marfa 
Fernandez  de  la  Hoz,  á  nombre  de  Doña  Isabel  de  Carranza  y  Rodrigo, 
demandada,  como  madre  y  heredera  ab-intestato  de  D.  Mateo  Mollinedo, 
adjudicatario  del  ferro-carril  de  Orense  á  Vigo:  sobre  revocación  de  las 
Heales  órdenes  de  7  de  abril  de  1862  y  12  de  marzo  y  21  de  mayo  de 
1863,  espedidas  por  el  Ministerio  de  Fomento,  relativas  á  la  computación 
déla  fianza  en  efectos  públicos,  confiscada  á  favor  del  Estado,  por  no  ha- 
berla completado  el  concesionario  dentro  del  término  legal: 

Visto: 

Visto  el  art.  8.^  de  la  ley  especial  de  construcción  de  la  vía  de  21  de 
abril  de  1858  ,  en  que  se  previno  que  todas  las  subastas  se  verificarían 
conforme  á  lo  dispuesto  en  la  ley  general  de  ferro -carriles  de  3  de  junio 
de  1855  y  en  el  Real  decreto  de  27  de  febrero  de  1852  sobre  contratación 
de  servicios  públicos,  y  girarían  acerca  de  Ja  rebaja  en  el  importe  de  la 
subvención  total  designada  para  cada  una  de  las  secciones: 

Visto  el  anuncio  para  la  licitación  del  mismo  camino,  en  que  se  espre- 
só que  la  subasta  se  celebraría  con  sujeción  á  lo  prescrito  por  el  Real  de- 
creto de  27  de  febrero  de  1852  é  instrucción  para  su  cumplimiento  de  i 8 
de  marzo  del  mismo  año: 

Visto  el  pliego  que  contiene  las  disposiciones  particulares  para  la  con- 
cesión, y  con  especialidad  la  4.*  que  prescribe  que  en  el  término  de  15 
días,  contados  desde  el  de  la  adjudicación,  la  empresa  debería  completar 
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sobre  el  depósito  que  hubiese  consignado  en  garantía  de  la  subasta,  la  su- 
ma de  6.654,038  rs.  en  noetálico  ó  efectos  de  la  Deuda  pública,  al  precio 
que  les  está  asignado  para  este  objeto  por  las  disposiciones  vigentes,  y  tos 
que  no  le  tuvieren,  al  de  su  cotización  en  la  Bolsa  el  dia  próxinao  anterior 
al  en  que  se  veriGque  el  depósito: 

Vista  la  rtcal  orden  de  7  de  junio  de  i 86 i,  en  la  cual  se  aprobó  la  su- 
basta celebrada  en  i  8  de  abril  próximt)  anterior,  y  se  adjudicó  á  D.  Mateo 
Mullinedo  como  mejor  postor  la  concesión  del  ferro-carril  de  Orense  á 
Vigo  de  i 26  kilómetros  y  i41  metros,  con  la  subvención  en  metálico,  ó  su 
equivalente  en  obligaciones  del  EstaHo  por  ferro-carriles,  de  66.400,000 
reales  por  toda  la  línea,  ó  sea  de  525,229  rs.  por  kilómetro;  entendiéndo- 
se hecha  esta  concesión  con  estricta  sujeción  á  las  leyes  y  Reales  órdenes» 
y  demás  cláusulas  y  condiciones  con  que  se  anunció  la  subasta  en  la  Ga- 
ceta del  i  9  de  enero  del  mencionado  año: 

Vista  la  Real  orden  de  i."  de  agosto  del  citado  año  i 86 i,  en  que 
se  declaró. sin  efecto  la  concesión,  quedando  en  beneficio  del  Estado 
t.330,807  rs.  que  habia  consignado  en  garantía  de  su  proposición  en  la 
subasta,  con  arreglo  al  art.  12  de  ia  ley  general  del  ramo  de  3  de  junio 
de  1855,  según  el  cual,  si  el  concesionario  en  el  término  de  15  dias  no 
hiciese  el  depósito  del  5  por  100  del  presupuesto,  como  había  acaecido  en 
el  caso  actual,  debía  dejarse  sin  efecto  la  adjudicación: 

Visto  el  oficio  que  en  cumplimiento  de  esta  determinación  remitió  la 
Ordenación  general  de  Pagos  del  Ministerio  de  Fomento  en  28  de  octubre 
siguiente  á  la  Dirección  general  del  Tesoro,  con  la  factura  y  seis  cartas 
de  pago  espedidas  por  la  Caja  general  de  Depósitos, importantes  2.077,000 
reales  nominales  en  diferentes  especies,  á  fin  de  que  se  sirviehí  dar  sus 
órdenes  para  la  venta  de  estos  efectos,  y  que  su  importe  líquido,  cotí  más 
los  intereses  devengados,  ingresasen  en  el  Tesoro  público  hasta  la  canti- 
dad de  1.330,807  rs.,  v  que  el  escedente,  si  le  hubiere,  sé  consignase  en 
efectivo  en  la  Caja  general  de  Depósitos  á  la  orden  del  interesado: 

Vista  la  comunicación  dada  por  la  Dirección  general  del  Tesoro  públi- 
co en  30  de  noviembre  espresado:  que  verificada  la  venta,  habla  dado  por 
resultado  el  líquido  de  1.329,959  rs.:  que  los  848  que  faltaban  hasta  e( 
completo  de  la  fianza  se  tomaron  de  los  intereses  devengados  por  los  efec- 
tos en  cantidad  de  30,830;  y  que  los  29,981  restantes  deberían  ingresar 
«D  la  Caja  general  de  Depósitos  en  concepto  de  depósito  necesario  á  fa* 
vor  de  D.  Mateo  Mollinedo: 

Vista  la  Real  orden  de  10  de  enero  de  1862,  en  la  cual  se  dispuso  que 
se  devolvieran  á  este  interesado  los  29,981  rs.,  por  cuanto  la  confiscación 
se  limitaba  á  la  suma  do  1.330,807  rs.  á  que  ascendía  el  1  por  100  del 
presupuesto  del  camino,  qoe  ya  habían  ingresado  en  las  arcas  del  Tesoro: 

Visto  el  recorso  que  en  5  de  febrero  inmediato  posterior  elevó  Molli- 
nedo al  Ministerio,  manifestando:  que  la  cantidad  consignada  en  el  saldo 
era  menor  que  la  que  le  corrrespondia,  por  lo  que  al  estampar  el  recibo 
hizo  constar  la  protesta:  que  la  diferencia  consistía  en  que  las  acciones  de 
Obras  públicas,  carreteras  y  Canal  de  Isabel  II,  se  toman  por  todo  su  va- 
lor nominal;  y  que  solo  se  gradúa  por  cotización  el  de  los  títulos  del  3 
por  100  diferido;  y  solicitó  que  se  rectíñcara  la  liquidación: 

Visto  el  informe  de  la  Ordenación  general  de  Pagos,  en  que  se  dijo: 
que  por  Real  orden  de  31  de  marzo  de  1850  se  había  mandado  en  su  éis- 

Sosícion  11  que  las  accione»  de  carreteras  de  la  emisión  de  i.*  de  abi'il- 
el  mismo  año  fuesen  admitidas  por  lodo  su  valor  nominal  para  Jas  fian- 
zas de  cua^uíera  clase  que  hubieren  de  prestarse  al  Gebíerno^qive  por 
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Real  decretóle  17  de  julio  da  4855,  se  dispuso  que  las  acciones  del  Ca* 
•sal  de  Isabel  11  se  admitiesen  igualmente  por  todo  su  valor  nominal;  que 
si  bien  los  Reales  decretos  de  6  de  junio  de  1856  y  6  de  mayo  de  1858,  so^ 
bre  emisioD  de  nuevas  acciones,  nada  espresaban  acerca  del  particular. 
Ja  jurisprudencia  establecida  era  que  se  recibiesen  por  su  valor  nominal 
las  acciones  de  carreteras  sin  distinción  de  emisiones;  y  terminó  liaciendo 
una  nueva  liquidación  que  importaba  1.386,886  rs.  quedando  un  saldo  á 
favor  de  D.  Mateo  Mollinedo  de  56,078  rs.,  de  los  cuales,  como  ya  había 
recibido  29,981,  se  le  restaba  la  suma  de  26,097  rs.,  siempre  que  la  Su- 
perioridad juzgara  que,  con  lo  practicado,  se  habian  cumplido  debidamen- 
te las  prescripciones  que  establecía  el  Real  decreto  de  contratación  de 
servicios  públicos  de  27  de  febrero  de  1852,  en  su  art.  5.°,  casos  1.®  y 
2.°,  con  arreglo  al  cual  tuvo  tugarla  subasta  de  la  concesión: 

Vista  )a  Real  orden  de  7  de  abril  de  1862  en  que  así  se  resolvió,  y  con- 
tra la  cual  alegó  el  interesado  Jos  agravios  siguientes: 

1.®  Que  la  Deuda  diferida  se  computaba  al  tipo  de  42  35  en  que  fué 
recibido,  debiendo  de  adoptarse  el  de  42-60  que  tenia  de  cotización  en  la 
Bolsa  el  dia  1.**  de  agosto  en  que  se  decretó  la  confiscación: 

2.'  Que  le  pertenecían  todos  los  cupones  vencidos,  cuyo  importe  debia 
agregarse;  que  partiendo  estos  datos,  el  saldo  que  resultaba  á  su  favor 
era  de  27,177  rs*: 

Y  solicitó  que  se  le  abonase  esta  suma  en  títulos  de  diferida  y  en  ac- 
cionesii  á  prorata>  según  las  cantidades  que  de  unos  y  otras  existiesen,  sa^ 
tisfacciéndosele  en  metálico  los  cupones  afectos  á  dicho  papel  desde  el  se- 
gundo semestre  de  1861,  en  el  caso  de  haber  sido  cortados  por  ser  de  su 
pertenencia: 

Visto  el  informe  emitido  por  la  Ordenación  general  de  Pagos  en  4  de 
febrero  de  1803,  en  el  que,  entre  otras  cosas^  espresó  que  no  era  posible 
entregarle  el  saldo  en  títulos  de  la  Deuda  diferida  y  en  acciones  á  prorata, 
á  causa  de  haUarse  vendidos  los  que  constituían  la  fianza;  y  que  en  cuanto 
al  tipa  de  computación  de  la  diferida,  debería  ser  el  mismo  en  que  fué 
recibido,  porque  el  Estado  disfruta  de  beneficio  en  la  elevación  de  valores, 
y  á  que  toma  sobre  sí  el  perjuicio  cuando  existe  depreciación  en  los 
mismos: 

Vista  la  Real  orden  de  12  de  marzo  del  citado  añe  de  1863,  ^or  la  que 
se  resolvió: 

1.*  Que  se  abonase  á  Mollinedo  la  (iferencia  que  resultase  entre  el 
depóaito  exigido  para  tomar  parte  y  el  que.  consignó  con  este  objeto,  com- 
putando por  su  valor  nominal  las  acciones  del  Canal  de  Isabel  11  y  de  carre- 
teras, y  por  el  de  42-60  céntimos  los  títulos  de  la  Deuda  diferida,  por  ser 
el  tipo  en  que  fueron  enajenados  por  la  Drrecicíon  del  Tesoro: 

2.°  Que  hallada  así  la  diferencia,  se  dedujera  ésta  á  proraCa  de  cada 
una  de  las  elases  de  valores  en  que  consistía  el  depósito;  teniendo  en  cuen* 
ta  gue  podían  ser  distintos  por  proceder  las  acciones  mismas  de  diversas 
emisiones: 

3.®  Qneseabcmara  asimismo  á  Mollinedo  la  diferencia  de  1 ,028  rs. 
efectivos^  que  se  dedujeron  de  los  31,910  de  intereses  devengados  por  los 
referidos  valores: 

4i*  Que  por  Ja  Ordenación  general  de  Pagos  se  practicara  la  liquida- 
ción de  las  diversas  partidas  que,  con  arreglo  á  estas  disposiciones,  ha- 
bían de  Abonársele^  á  fin  de  mandar  que  se  efectuase  su  pago  en  la  forma 
que  correspondiese: 

Vistisianuevft^  liquidación  fonualizftda  por  la  Ordenación  general  de 
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Pagos  en  SO  de  abril  iDmediato  siguiente,  partiendo  de  las  bases  estabfecf* 
das  en  la  Real  orden  anterior,  que  dio  por  resultado  un  saldo  á  f^vor  de 
MoUinedo  de  27,477  rs.,  y  la  Real  orden  que  en  su  consecuencia  se  espidió 
en  24  de  mayo  del  mencionado  año  4863,  por  la  que  se  dispuso  aue  se  le 
entregasen  no  solo  los  27,477  rs.  quede  la  liquidación  resultaban  á  su 
favor,  y  en  los  valores  que  en  ésta  se  espresaban,  sino  también  el  importe 
de  los  cupones  que  desde  el  segundo  semestre  inclusive  de  4864  hubiesen 
devengado  hasta  el  dia  de  su  entrega  los  títulos  de  la  Deuda  diferida  y  las 
acciones  de  carreteras,  Obras  públicas  y  Canal  de  Isabel  II  que  babiao  de 
devolvérsele;  á  cuyo  efecto  la  Ordenación  general  de  Pagos  adoptase  las 
medidas  conducentes: 

Vista  la  comunicación  de  la  espresada  Ordenación  de  Pafros  de  40  de 
mayo  de  4864,  manifestando  la  imposibilidad  que  existia  de  llevar  á  efecto 
lo  dispuesto  sobre  devolución  de  efectos  en  la  Real  orden  de  4/  de  agosta 
de  4865,  )^a  por  iio  poderse  restablecer  las  cosas  al  estado  que  tenían  an- 
tes de  haberse  dictado  la  misma  Real  orden,  ya  por  no  encontraren  armo- 
nía, ni  con  esta  disposición  ni  con  la  práctica  que  constantemente  se  ha- 
bía observado  en  la  materia  las  Reales  (ordenes  de  42  de  marzo  y  24  de 
mayo  de  4833;  por  lo  que  propuso  aue  se  adoptara  una  medida  de  carác- 
ter general  que  estableciese  reglas  fijas  paraesta  clase  de  liquidaciones: 

Vistas  las  Reales  órdenes  de  2  de  setiembre  de  4864  y  30  de  enero  de 
4865,  en  las  cuales  se  comunicaron  instrucciones  á  mi  Fiscal  para  que  pi-- 
diera  la  revocadon  de  las  de  7  de  abril  de  4862, 42  de  marzo  de  486^3  y 
24  de  mayo  de  este  mismo  año: 

Vista  la  demanda  presentada  por  mi  Fiscal  ante  el  Consejo  de  Estado, 
con  la  solicitud  de  que  la  Sala  se  sirva  consultar  que  la  responsabilidad  en 
que  incurrió  D.  Mateo  Mollinedo,  en  virtud  de  la  Real  orden  de  4.**  de 
agosto  de  4864,  fué  la  de  que  se  vendieran  en  Bolsa  los  efectos  públicos 
en  que  verificó  su  depósito,  sin  distinción  alguna,  imputándosele  en  pago 
esclusivamente  su  valor  líquido  efectivo,  completándose  la  diferencia  con 
los  intereses  producidos  por  los  miamos  hasta  el  citado  dia  4."  de  agosto, 
y  abonándole  el  resto  en  dinero;  quedando  revocadas  en  lo  aue  fueren 
contrarias  las  Reales  órdenes  citadas  de  7  de  abril  de  4862,  42  ae  marzo  y 
24  de  ma;o  de  4863: 

Visto  el  escrito  de  contestación  dada  por  el  Licenciado  D.  José  María 
Fernandez  de  la  Hoz,  á  nombre  de  Doña  Isabel  Carranza  y  Rodrigo,  come 
madre  y  heredera  abintestato  deD.  Mateo  Mollinedo,  según  declaración  ju- 
dicial hecha  á  su  favor,  pidiendo  que  se  desestime  la  demanda  y  se  decla- 
re que  no  ha  lugar  á  que  se  consulte  la  revocación  de  las  referidas  Reales 
órflenes: 

Visto  el  art.  44  de  la  ley  de  3  de  junio  de  4855,  que  dice:  «Para  poder 
tomar  parte  en  las  subastas,  es  preciso  acredit  ar  que  se  ha  depositado  en 
garantía  de  las  proposiciones  que  se  presenten  el  4  por  400  del  valor  total 
oel  ferro- carril,  según  el  presupuesto  aprobado:» 

Visto  el  art.  12  de  la  citada  ley,  en  que  después  de  disponer  en  el  pár- 
rafo primero  que  no  podrá  espedirse  el  título  de  concesión  de  las  líneas, 
mientras  el  concesionario  no  acredite  haber  depositado  el  5  por  460  de  las 
obras  presupuestas,  dice  en  el  segundo:  si  el  concesionario  dejare  tras- 
currir 45  días  sin  verificar  este  depósito,  se  declarará  sin  efecto  la  adjudi- 
cación, con  pérdida  de  la  fianza  prestada:» 

Vista  la  Real  orden  espedida  para  la  celebración  de  la  subasta,  en 
la  que  se  dispone  lo  siguiente:  «Deberán  presentarse  las  proposicio-» 
Bes  en  pliegos  cerrados,  y  acompañada  caaa  tina  del  documento  que 
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acredite  haberse  coosígnado  en  garantía  de  eila  1.330,807  rs.  70  cénti- 
mos en  metálico,  ó  efectos  de  la  Deuda  pública,  al  tipo  que  para  este  ob* 
jeto  les  esté  asignado  por  las  disposiciones  vigentes,  y  los  que  no  lo  tu- 
viesen, al  de  su  cotización  en  la  Bolsa  el  dia  anterior  inmediato  al  de  la 
subasta:» 

Considerando  que  la  respoosabilídad  de  D.  Mateo  Mollinedo,  por  no 
haber  depositado  el  5  por  400  del  valor  de  las  obras  presupuestas,  está  li- 
mitada por  el  art.  12  de  la  ley  de  3  de  junio  de  1855  á  la  pérdida  de  la 
fianza  que  prestó  para  presentar  su  proposición  en  la  subasta: 

Considerando  que  consistiendo  la  fianza  en  121,000  rs.  de  acciones  de 
carreteras  y  del  Canal  de  Isabel  II,  y  1.256,000  rs.  vn.  de  títulos  de  la 
Deuda  diferida,  estos  créditos  deben  adjudicarse  ai  Estado,  sin  que  tenga 
derecho  la  Administración  á  reclamar  la  diferencia  del  valor  efectivo  al 
nominal  de  las  acciones,  porque  admitidas  por  todo  su  valor,  en  razón  á 
que  han  de  ser  satisfechas  por  el  Tesoro,  abonando  sobre  ellas  un  interés 
mientras  no  se  verifica  el  reintegro,  se  considera  como  metálico  el  valor 
que  representan: 

Considerando  que  admitidos  los  títulos  de  la  Deuda  diferida  al  tipo  de 
cotización  representan  una  cantidad  en  metálico  para  todos  los  efectos  de 
Ja  fianza,  no  teniendo  por  lo  tanto  derecho  Mollinedo  á  reclamar  el  esce- 
so que  al  enajenarse  han  producido  sobre  el  valor  por  que  habian  sido 
recibidos: 

Considerando  que  conservando  Mollinedo  la  propiedad  de  los  créditos 
de  la  fianza  hasta  que  se  adiudicaron  al  Estado^  le  pertenecen  los  intere- 
ses hasta  el  dia  en  que  se  hizo  la  adiudicacion; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  que  corresponden  al  Estado  las  ac- 
ciones de  carreteras  y  del  Canal  de  Isabel  II  y  los  títulos  de  la  Deuda  dife- 
rida que  constituyen  la  fianza,  y  á  Doña  Isabel  Carranza  Rodrigo,  herede- 
ra abmtestato  de  su  hijo  D.  Mateo  Mollinedo,  los  intereses  de  dichos  cré- 
ditos hasta  el  dia  en  que  se  adjudicaron  al  Estado;  confirmándose  las  Rea- 
les órdenes  reclamadas  en  lo  que  sean  conformes  con  esta  sentencia  y 
quedando  sin  efecto  en  lo  que  no  lo  fueren. 

Dado  en  Palacio  á  catorce  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete* 
— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Ounsejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  18  de  mayo  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  It 
£raceta  de  14dejunio  de  1867.) 


166. 


Senteneia  (i4ede  mayo  de  1867.).-— Pago  de  unas  fincas 
DESAMORTIZADAS. — Sc  absuclve  á  la  Administración  de  la  demanda 
entablada  por  D.  Pedro  de  Salas  Gil  contraía  Real  orden  de  30  de 
abril  de  1864;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 
i.""    Que  según  la  Instrucción  dada  para  la  ejecución  de  lajef^^- 
TOMO  vn.  ^Jurisprudencia  administrativa.  ^Ir 
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4.°  efe  nuij/0  de  {8S5,  solo  sanefieaces  laicesiones  de  fincas  éesamor- 
tizadas  para  librar  i  los  compradores  de  la  responsabüidad  con- 
traída en  las  subastas^  en  cuanto  se  realizan  en  uno  de  los  dos  tiem- 
pos fijados  en  el  art.  103  de  dicha  Instrucción: 

2.**  Que  la  Real  orden  de  18  de  febrero  de  1860  no  alteró  lo  dis- 
puesto en  la  Instrucción ,  y  se  limito  á  exijir  una  nueva  garantía 
que  evitase  los  fraudes  y  abusos  á  que  se  alude  en  la  misma  Real 
orden;  ^ 

Y  3.*  que  ni  una  ni  otra  disposición  privan  á  los  compradores 
de  bienes  desamortizados  de  la  facultad  de  cederlos  ó  venderlos,  sino 
que  se  contraen  á  reservar  al  Estado  las  acciones  que  á  todo  vende- 
dor competen  contra  el  comprador^  que  en  las  ventas  de  dichos  bie- 
nes son  tanto  mas  directas  cuanto  que  los  adquirentes  ó  comprado- 
res que  no  h^cen  la  cesión  en  los  términos  fijados  en  la  Instrucción, 
otorgan  pagarés  á  plazo  fijo  y  de  cuota  determinada,  que  solo  de 
ellos  deben  exigirse^  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  hipotecaria 
á  que  las  fincas  quedan  siempre  sujetas. 

Doña  Isabel  U,  etc.: 

c(Ed  el  pleito  que  peode  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instascia,  entre  partes,  de  la  una  D.  Pedro  de  Salas  Gil,  vecino  de  Málaga, 
y  en  su  representación  el  Licencitdo  0.  Francisco  de  Paula  Canalejas,  de- 
mandante; y  de  la  otra  mi  Fiscal,  en  nombre  de  la  AdinialslracMn  aeneral 
del  Estado,  demandada:  sobre  revocación  de  la  Real  érden  de  30  oe  abril 
de  i  864  en  cuanto  declaró  que  la  Hacienda  solo  puede  repetir  contra  et 
mismo  demandante  que  íirmé  los  picaros  y  á  cuyo  favor  se  otorgó  la  esqrn 
tura  de  varias  suertes  de  tierra  de  los  Propios  de  la  espresada  ciudad,  aun 
cuando  hubiera  cedido  á  un  tercero  la  propiedad  de  dicbas  fincas: 

Yisto: 

Vísta.la  coDsAilta  que  el  Administrador  principal  de  Propiedades  y  De- 
rechos del  Estado  de  la  provincia  de  Málaga  elevó  en  20  de  mayo  de  4863 
á  la  Dirección  general  del  ramo,  ea  la  cual  manifestó  que  el  mencionado 
Salas  adquirió  en  Í8S6  en  publico  remate  varias  8«ertes  de  tierras  prece- 
dentes de  los  Propios  de  la  citada  ciudad;  y  habiendo  aatisfedio  tres  plazas 
de  las  mismas,  las  cedió  por  escritura  pública  de 26  de  forero  de  18S9  á 
favor  de  D.  Juan  Pernía,  tomándose  razón  de  esto  por  la  misma  Admiois* 
tracioD:  que  á  su  vez  el  cesionario  traspasó  varías  de  las  suertes  adquiri- 
das de  Salas  á  otros  particulares,  quienes  pagaban  puntualmente,  pero  no 
así  Pernía,  el  cual  bahia  fallecido  en  estade  de  insolvencia  y  sin  pagar  ios 
plazos  correspondientes  á  las  suertes  do  tierra  que  se  reservó;  y  que  en 
Kista  de  todo,  y  habiendo  llegado  el  casode  i»  declaración  ea  quiebra,  con- 
sultaba sí  debia  dirfgir  ó  no  sus  gestiones  coatrael  primitivo  comprador 
Salas,  y  si  en  casos  análogos  la  djliBrencía  de  menos  que  al  proceaerse  á 
nuevo  remate  podía  existir  entre  la  primera  y  segunda  subasta  debería 
exigirse  al  quebrado  ó  al  cedente: 

Visto  el  acuerdo  dictado  por  la  Junta  Superior  de  Ventas  de  26  de  agos- 
to de  4863,  de  conformidad  (ron  lo  propuesto  por  la  Dirección  general  del 
ramo,  en  el  espediente  jque  al  efecto  se  instruyó,  en  virtud  del  cual  se  dis- 
puso que  debía  procederse  con*tra  el  remata-n^  Saifts  Sil,  y  que  sdo>eg  e) 
caso  de  no  tener  éste  biene^iiMieMefi  6  ÍDiniiebl«s  4e  na»  fácil  é  imnedtia- 
ta  realiíacion,  era  cuando  pvocedm  declarar  h  ünca  en  fuitbra: 


Digitized  by 


Google 


SENTENCIAS  Y  AEpj[S(0Hf;3  D^  GOJi3i;iO.  D|;,|CSTADO.         4(¡IS 

Visto  ej  informe  d9  la  Asesoría  general  del  Wiai$j,erip  de  Eacienda, 
emitido  eu  el  sentido  de  que,  verificada  por  e3critura  púUíca  Ja  cesión  da 
las  tincas  de  que  se  trata,  se  trasmitieron  al  cesionario  los  derechos  y  obÜ^ 
gaciones  del  cedeple,  y  por  tanto  pueden  ser  perseguidos  ante  todo  I09 
bienes  de  aquel,  y  declarar  en  su  caso  en  quiebra  la  finca  para  reclamar 
ios  pagps  q.ue  se  adeuden : 

Vista  la  Real  orden  de  30  de  abril  de  1864,  dictada  de  acuerdo  con  ei 
parecer  dfila.Seccioq  de  Q^ienda  del  Consejo  de  Estado^  resolviendo  q^a 
en  el  ca30  preac^ite  y  en  todos  los  de  igual  naturaleza,  la  Hacienda  sola 
puede  repetir  contra  el  primitivo  comprador  que  firmó,  los  pagarés»  y 
á  cuyo  favor  se  otorgó  la  escritura; 

Vista  la  demanda  que  el  Licenciado  D.  Francisco  de  Paula  Canalejas 
interpuso  ante  el  Consejo  de  Estado,  en  nombre  de  Satas  Gil,  pidiendo  que 
se  le  declare  exento  de  toda  responsabilidad  en  cuanto  al  pago  de  los  pla^ 
Z03  en  qu^  jse  subrogó  Pernia  ai  cedeote: 

Visto  el  dictamen  que  la  Sección  d^  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Es** 
tado  elevó  al  Ministerio  del  ramo  ai  informar  sobre  la  procedencia  de  lat 
anterior  demanda,  en  el  cual  manire^tó  que  la  Real  orden  por  la  místiiB 
impugnada  se  contrae  eQ>su  primera  p^rte  ai  presente  caso,  y  en  la  se^ 
gunda  se  esliendo  i  todos  losde^  igual  clase  como  resolución  general;  y 
que  si  bien  es  ajena  en  este  último  concepto  de  la  vía  contencioso  radmi^ 
nistrativa,  es  propia  de  ella  como  resolución  particular;  y  por  tanto  estio 
niaba  que  podía  admitirse  la  denmnda  contrayéndose  á  la  parte  de  la  Real 
orden  qise  resuelve  el  negocio  actual,  y  quedando  á  salvo  para  lo  sucesiva 
como  resolución  general: 

Vist^a  la  G^cal  orden  d^  i6  de  e^co  de  i866,  q^ie  en  su  virtud^  y  r^^ 
ríéndosa  aj  pre(;edent^  djctáme/i^  autQrizó  el  juicio  injciado  en  el  sentido 
espuesto: 

Vistos  los  documentos  presentados  por  la  parte  demandante: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  solicita^  la  absoluoion  de  l«t 
demanda  y  la  coafírmacion  de  la  refisrida  Real  orden: 

Vista oj,  nfigi.  7.®  del  arl.  103  de  la  instrucción  dictada  para  1|  ej^oüi^ 
cien  dA^U  ley  de  1.°  de  mayo  de  |S5a,  en  el  que  se  auto^riza.  la  admi9i|0a, 
de  las  pe^oi^^s  que  los  coimp^adores  de  bienes  cle¡^amori,iz^4os  bagan  mu 
acto  de  firmar  el  remate  ó  en  Ips  dos  dias  siguie^tQS  ^  la  notificación  ck 
habérseles  adjudicado: 

Vista  la  Real  orden  de  18  de  febrero  de  1860,  que  exigi(S  comp  nuecra 
condición  de  agüellas  cesiope^s  el  pago  del  primer  plazo  del  valor  de  las; 
fincas: 

Considerando  que  según  la  instrucción  aiencíonadaí  solo  son  eficaces 
ias  cesioi^es  de  fincas  desarnortízadas  para  librar  á  los  compradoras  de  la 
responsabilidad  contraída  en  las  s^bastas^  en  cuanto  se  realizan  en  u^o 
de  los  dos  tiempos  fijados  en  el  art.  103  de  la  misma  instrucción: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  18  de  febrero  de  18^0,  aupque  p^« 
diera  invpqar^e  con  oportunidad  en  ^ste  caso,  np  atte;;ó  lo  dispuesto  ei^jíi 
iQstruc;^ion,  y  s^.  limitó  á  exigir  i^na  nueva  garajitfa  que  evitare  los  fra^-*^ 
des  y  abusQs  á  oue  se  alude,  en  l^  rpisma  Real  ^táeiti: 

uonsídeic^^  qi^  ni  qn^a  i^i  otra^di/süpo^iciojn  mvan  á  los  cpm[)radoresi 
de  bienes  desa.ínortizaqo.s  de  la  facultad  de  cederlos  ó  venderlos,  sino  qu^ 
se  contfaetn  á  i*esery^r  al  astado  las  acciones  que  á  todp  vendedor  compe<* 
'  ten  contra,  ef  comprajjor;  y  que  ei^  las  ventas  de  dichos  bienes  son  tanta 
mas  directas^  cuanto  que  los  a(j^uírentes  ó  compradores  que  no  haoea  la 
cesión  en  los  términos  fijados  en  la  instrucción^  otorgan  pagarés  á  ^aa(a 
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fijo  Y  de  cuoti  determíDada,  que  solo  de  ellos  deben  exigirse,  sin  perjujcia 
de  la  responsabitidad  hipotecaria  á  que  las  fincas  quedan  siempre  su- 
jetas: 

Considerando  que  las  compradas  por  el  demandante  no  fueron  cedida^ 
en  el  tiempo  fijado  en  la  instrucción  de  31  de  mayo  de  185$,  sino  mucho 
después  y  cuando  ya  tenia  pagados  tres  plazos  y  firmados  los  pagarés  cor<r 
respondientes  á  los  rematantes; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengó  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración, 
y  en  confirmar  la  Real  orden  reclamada  en  la  parte  que  ba  sido  objeto  de 
este  pleito. 

Dado  en  Palacio  á  catorce  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. ~>Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución  fi- 
nal en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  18  de  mayo  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  ep  h  Ga- 
ceta de  i4  de  junio  de  i8^7,) 


lev. 

Sentencia  (14  de  mayo  de  1867.).-^Mejora  de  pensión  dk 
HORFANDAD.— Se  absucIve  á  la  Administración  de  la  demanda  pre- 
sentada por  Dona  Jacoba  Real  contra  la  Real  orden  de  26  de  abrít 
de  1866;  se  confirma  ésta,  y  se  cesueke  : 

1.®  Que  para  gozar  de  las  pensiones  á  que  se  refiere  el  art.  H 
de  la  instrucción  de  í?6  de  diciembre  de  1831,  es  necesario  acredi- 
tar que  concurren  las  circunstancias  prevenidas  en  dicho  articulo; 

Y  2.*  que  no  pueden  invocarse  en  favor  de  un  interesado,  re- 
soluciones  que  no  forman  jurisprudencia. 

Doña  Isabel  n,  etc. 

«En  el  pleito  que  pende  en  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  Doña  Jacoba  Real,  vecina  de  Badajoz,  y 
en  su  nombre  D.  José  Máximo  Pérez,  domiciliado  en  Madrid «  demandan- 
te; y  de  la  otra  la  Administración  general,  demandada  y  repreaentada  por 
mi  Fiscal;  sobre  mejora  de  pensión  de  orfandad. 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  la  espresada  Doña  Jacoba  Real,  de  estado  viuda,  bija  de  D.  Mi- 
guel, empleado  jubilado  de  Hacienda,  acudió  en  mayo  de  i858  á  la  Junta 
de  Clases  pasivas  en  solicitud  de  aue  se  la  declarase  la  pensión  correspon- 
diente como  hija  única  del  referido  D.  Miguel,  que  babia  fallecido  en  el 
año  de  1855;  solicitud  (}ue  no  aparece  resuelta,  por  aquel  tiempo,  y  que 
fué  reproducida  por  la  interesada  en  19  de  abril  de  4865,  manifestando 
que  su  citado  padre  servia  en  el  año  4809  un  destino  que  no  daba  dere- 
cha á  Monte-pío  por  lo  que  no  tenia  hechos  los  correspondientes  des- 
cuentos: 
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Que  la  Junta  de  Ciases  pasivas  acordó  eo  su  vista,  eo  sesión  de  13  de 
judío  de  1865,  declarar  á  Ja  recurrente  Ja  pensión  de  1,500,  rs.  anuaJes, 
conforme  al  art.  t4de  Ja  Beal  instrucción  de  26  de  diciembre  de  1831« 
abonable  desde  cinco  años  anteriores  al  i9  de  abril,  fecha  de  la  última 
instancia;  pues  aunque  se  promovió  la  primera  en  i858,  no  era  posible 
acreditar  el  abono  desde  esta  fecha  por  haber  trascurrido  mas  de  cinco 
años  y  comprenderse  en  la  prescripción  de  la  ley  de  contabilidad: 

Que  habiendo  reclamado  del  indicado  acuerdo  Doña  Jacoba,  y  pedida 
«D  el  Ministerio  de  Hacienda  la  pensión  de  2,500  rs.  con  arreglo  al  ar- 
tículo 11  de  la  referida  instrucción,  que  deberla  abonarse  desde  el  falle- 
cinaiento  de  su  padre,  se  pasó  la  instancia  á  informe  de  la  referida  Junta 
de  Clases  pasivas,  la  cual  insistió  en  su  citado  acuerdo;  y  la  Asesoría  ge- 
neral del  Ministerio  de  Hacienda,  á  la  que  también  se  pidió  informe,  con 
vista  del  espediente  que  reclamó  de  la  clasilicacion  del  citado  D.  Miguel 
Real,  y  fué  devuelto  á  la  mencionada  Junta  después  de  evacuado,  dijo 
que  no  constaba  acreditada  la  incorporación  de  este  interesado  en  el  Mon- 
te pío,  ni  que  por  tanto  hubiera  pagado  los  oportunos  descuentos^  apare- 
ciendo tan  solo  que  se  le  clasificó  como  cesante,  y  después  como  jubilado 
al  respeto  de  0,600  rs.  como  el  mayor  sueldo  que  disfrutó,  por  lo  que  opi- 
naba que  su  hija  Doña  Jacoba  únicamente  tenia  derecho  á  los  1,500  rea- 
les señalados  por  la  Junta  de  Clases  pasivas,  pero  debiendo  hacérsele  el 
abono  desde  el  dia  siguiente  al  del  fallecimiento  de  su  causante: 

Vista  la  Real  orden  de  26  de  abril  de  1866,  por  la  cual,  de  conformi- 
dad con  el  parecer  de  la  indicada  asesoría  general,  se  declaró  que  Doña 
Jacoba  Real  no  tenia  derecho  á  la  mejora  de  pensión  que  solicitaba,  pero 
sí  á  que  la  asignada  por  la  Junta  de  Ciases  pasivas  se  le  abonase  desde  el 
dia  12  de  setiembre  de  1855,  que  fué  el  siguiente  al  del  fallecimiento  de 
su  padre: 

Visto  el  recurso  de  alzada  que  contra  la  espresada  Real  orden  ínter- 
puso  oportunamente  D.  José  Máximo  Pérez,  en  nombre  de  la  interesada,  y 
fia  mejorado  después  ante  el  Consejo  de  Estado,  con  la  pretensión  de  que 
se  revoque  la  mencionada  Real  resolución: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  confirme 
la  éspresada  Real  orden: 

Visto  el  espediente  traido  últimamente  á  los  autos  sobre  clasificacioa 
deD.  Miguel  Real,  padre  de  la  demandante,  del  cual  aparece  que  fué  cla- 
sificado como  cesante  en  los  años  de  1838  y  1845,  habiéndosele  señala- 
do el  suelde  de  3,300  rs.  anuales,  mitad  de  los  6,600  que  era  el  mayor 
q\ie  había  disfrutado  por  los  destinos  que  en  propiedad  desempeñó,  sin  que 
conste  de  dicho  espediente  que  á  este  interesado  se  le  incorporase  en  el 
Monte  pío  de  oficinas: 

Visto  el  art.  11  de  la  Instrucción  de  26  de  diciembre  de  1831,  que 
previene  que  «las  viudas  y  huérfanos  de  los  empleados  gue  hallándose  in- 
corporados en  el  Monte  pto  hayan  sido  clasificados  con  sueldo  menor  que 
el  que  tenian,  disfrutarán  las  pensiones  que  por  reglamento  correspondiaa 
á  los  sueldos  que  estaban  disfrutando  antes  de  su  clasificación.» 

Visto  el  art.  14  de  la  citada  Instrucción,  que  dice:  oLas  pensiones  de 
las  viudas  y  huérfanos  de  los  empleados  de  nueva  entrada,  y  de  los  que 
hayan  sido  clasificados  con  igual  ó  mayor  sueldo  que  el  que  disfrutaban 
ADtes,  ó  tenido  ascenso  después,  se  regularán  en  los  términos  siguientes: 
De  6,000 1,500  rs.:» 

Considerando  que  no  resulta  del  espediente  referido,  ni  tampoco  jus- 
tificada la  recurrente,  que  su  padre  se  hallase  incorporado  en  el  Monte*» 
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pío  de  oficmas,  di  que  se  le  hubiese  clasificado  cod  menor  sueldo  que  ^) 
que  disfrutaba  cod  anterioridad  á  la  orsanízacion  dada  por  dicha  lostruc- 
cien  á  las  carreras  públicas,  por  lo  cual  es  evidente  que  á  esta  interesada 
DO  (e  comprende  lo  dispuesto  en  el  citado  art.  11,  que  exige  las  círcuo^- 
tancias  espresadas: 

GoDsideraodo  por  taDto  que  solo  puede  disfrutar  los  beDéficios  que  dis> 
peDsa  el  art.  14  de  la  propia  instrucción,  como  así  lo  ha  decisrrado  la  Jun- 
ta de  Clases  pasivas,  y  en  su  conformidad  la  Real  orden  reclamada,  seña- 
lando la  pensión  correspondiente  según  el  propio  artículo: 

Y  considerando  que  las  resoluciones  que  la  interesada  invoca  no  for- 
maojurisprudeDcia; 

€oDformáDdome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  ConteBcioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  general  de  la 
demanda  de  Doña  Jacoba  Real,  y  en  confirmar  la  Real  orden  de '26  de 
abril  de  i  866. 

Dado  en  Palacio  á  catorce  de  mayo  de  mil  o(ihocíentos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Hamon  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decfetopof  mí  el  Se* 
tretario  geoeral  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  andíencia 
pública  la  Sala  de  lo  contencioso,  acordó  que  se  tenga  comt)  resolucíoD 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  rntemos;  se 
Dotífii}ue  en  forma  á  fas  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  Certifico. 

Madrid  8  de  mayo  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— {Publicada  en  la 
€a€$ta  de  4  de  junio  de  4867.) 


tes. 


Compeiencfia  (6  de  junio  de  1867.). — Suspensión  de  obba. 
-rSe  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  conipeteDcia  sus- 
citada entre  el  Gobernador  de  Vizcaya  y  el  Juez  de  primera  instan- 
cia de  Goernica,  con  motivo  del  interdicto  presentado  por  D.  José 
Martin  de  Omagogescoa  contra  el  Alcalde  y  Ayuntamieirto  <4e  la 
anteiglesia  de  Breño,  y  se  resuelve: 

i ."  Que  cuando  no  resulta  ^probado  positimmeníe  que  «n  Ayun- 
tamiento esté  en  posesión  de  un  terreno  que  un  paftlcular  piretende 
seriuyo^sino  que  aparece  dudoso  el  derecho,  esta  cuestión  tiene  que 
ventilarse  en  el  juicio  plenario  correspondiente  ante  la  jurisdicción 
ordinaria; 

Y  3.*  Que  por  tanto  cualquier  procidencia  ^que  ü  Aymáomien- 
to  tome  sobre  dicho  terreno  tw  puede  estvnmree  dictada  en  el  ejer- 
cicio de  las  facultades  de  ctnnervadon  áe  Im  bienes  oamuntdes  que 
corresponde  á  los  Aytmtamientos,  y  por  comiguierite'puede  ser  con- 
trariada par  medio  de  un  interdicto. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  «I  Goberna- 
dor de  Vizcaya  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Guerniea,  de  los  cuales 
resulta: 

Que  D.  José  Martin  de  Omagogescoa,  vecino  de  la  anteiglesia  de  Ere- 
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BO,  presentó  ante  e)  referido  Juzgado  na  iaterdícto  de  recobrar  contra  el 
Alcalde  y  Síndico  de  su  Ayuntamiento,  porque  habiendo  mandado  el  que- 
rellante levantar  una  tapia  para  cerrar  el  monte  de  su  propiedad  llamado 
Echaburueta,  el  Síndico  le  intimó  una  orden  del  Alcalde  suspendiendo  la 
obra,  7  qae  trascurridos  tres  meses  no  se  le  babia  alzado  la  suspensión 
si  espresado  la  causa  qqe  k  motivó: 

Que  admitido  el  interdicto  se  practicó  información  testifical  en  el  sen- 
tido de  que  el  terreno  en  que  se  construía  la  pared  era  de  la  heredad  casa 
de  Urtarte,  y  pertenecía  en  posesión  y  propiedad  ai  querellante;  pero  con- 
Tocadas  las  partes  á  juicio  verbal,  la  del  Alcalde  propuso  inhibitoria)  al 
Juzgado,  en  razón  á  que  el  terreno  comprendido  en  el  cerramiento  se  lla- 
maba Solobichen-erdicoa  y  era  de  común  aprovechamiento;  y  que  apare- 
ciendo dictada  la  providencia  del  Alcalde  en  el  ejercicio  de  las  facultades 
ue  á  su  autoridad  confiere  el  art.  74  de  la  ley  de  Ayuntamientos,  no  po- 
lia  ser  contrariada  por  medio  de  interdictos: 

Que  el  Juz^do  desestimó  la  escepcion  por  n»  haber  sido  presentada 
en  tiempo,  y  dictó  auto  restitntorio  que  fué  llevado  á  efecto: 

Que  en  su  vista  el  Alcalde,  con  testimonio  de  lo  actuado,  solicitó  del 
Gobernador  de  la  provincia  requiriera  de  inhibición  al  Juez,  y  no  apare- 
ciendo el  monte  de  Echaburueta  oq  el  plano  de  la  localidad  exhibido  por 
el  Alcalde,  mandó  el  Gobernador  hieiera éste  constar  la  existencia  del  de- 
recho que  sostenía,  valiéndose  para  ello  de  una  declaración  especial  del 
Municip^,  ó  bien  de  la  copia  del  inventario  de  los  bienes  de  propiof ,  en- 
tregado á  las  oficinas  de  Hacienda: 

Que  en  su  cumplimiento  presentó  el  Alcalde  la  declaración  que  hacía 
el  Municipio  con  doble  número  de  contribuyentes ,  de  que  el  terreno  de 
Solobichea-erdicoa  correspondía  á  los  Propios,,  y  ei  defecto  de  la  copia 
del  inventario  exigida  adujo  para  comprobarlo  una  información  testifical; 
pero  citado  igualmente  D.  José  Martin  Omagogescoa,  sostuvo  que  no  exis- 
tia la  distinción  supuesta  por  el  Ayuntamiento  ni  el  derecbo  y  la  propie- 
dad que  dtecian,  porque  los  nombres  de  Echaburueta  y  de  SoloDichen- 
erdícoa  eran  con  los  que  distintamente  se  conocía  el  monte  de-  la  heredad 
de  Uríftrte: 

Que  el  Gobernador»  fundándose  en  lo  dispuesto  en  el  núm.  2."  del  as- 
ticulo  74  da  la  ley  de  Ayuntamientos,  y  en  la  Real  orden  de  8  dosiniiyo 
de  1839,  despachó  el  requerimiento  solicitado: 

Que  el  Juez,  después  de  sustanciar  el  incidente ,  sostuvo  su  jurisdic- 
ción ,  fundándose  en  que  el  auto  del  interdicto  habla  causado  ejecutcrría, 
y  en  que  los  procedimientos  del  Ayuntamiento  de  fecha  posterior  no  podran 
perjudicarle: 

Que  insistiendo  en  el  requerimiento  el  Gobenwfcdor ,  do  acuerdo  con  el 
Consejo  provincial ,  se  suscitó  la  presente  competencia  que  ha  seguido 
sus  tramites: 

Visto  el  námoro  2.®  del  art.  74  de  la  ley  de  8  de  enero  de  4845 .  q«e 
declara  corresponde  ai  Alcalde  como  Administrador  del  pueblo  y  bajo  U 
'vigilancia  de  la  autoridad  superior,  procurar  la  conservación  de  las  fiócas 
pertenecientes  al  común: 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  que  no  permite  se  recurra 
á  los  Jueces  y  Tribunales  con  interdictos  restítutorios  contra  providen- 
cias de  los  Ayuntamientos  y  Diputaciones  provinciales  sobre  cosas  de  su 
legal  atribución: 

Considerando: 

1.®    Que  de  las  diligencias  practicadas  por  el  Alcalde  de  Ereno  y  ^e 
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estimó  necesarias  el  Gobernador  para  despachar  «m  requerí imento  ajluez, 
DO  solo  no  aparece  hecho  alguno  positivo  que  demuestre  se  hallaba  el 
Municipio  en  fa  posesión  del  terreno  ocupado  ,  sino  que  presentando  ea 
ellas  el  Ayuntamiento  una  información  testiOcal ,  que  contradice . la  prac^ 
ticada  por  el  querellante  en  el  interdicto ,  el  derecho  que  cada  una  de  laa 
partes  alega  resulta  dudoso  y  necesita  ventilarse  en  el  juicio  plenario  cor- 
respondiente: 

2.*  Que  por  la  misma  razón  la  providencia  de!  Alcalde  no  puede  esti- 
marse dictada  en  el  ejercicio  de  las  facultades  de  conservación,  que  á  sa 
autoridad  concede  el  art.  74  de  la  ley  de  Ayuntamientos,  porque  la  usur^ 
pación ,  caso  de  que  exista  ,  no  es  fácil  de  comprobar  ni  parece  baya  sido 
reciente. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno. 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  autoridad  judiciad. 

Dado  en  Palacio  á  seis  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  sie«. 
te. — Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  faceto  de  lo  de  junio 
4el867.) 


160. 


Cempeteneia  (6  de  junio  de  1867.). —Sin vidumbrs  di 
VÍA.— Se  decide  ¿  favor  de  la  autoridad  judioial  la  competencia  sis- 
citada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo  y  el  Jimz  de 
primera  instancia  de  Infiesto,  con  motivo  del  interdicto  presentado 
á  nombre  de  D.  Manuel  Alvarez  de  la  Villa  contra  D.  Hernando* 
García,  y  se  resuelve: 

1.®  Que  las  atribuciones  de  las  autoridades  administrativas  en 
materia  de  servidumbres  públieas ,  no  se  estienden  mas  allá  de  ta 
conservación  del  estado  posesorio  y  la  reivindicación  por  ¿I  de 
aquellas  usurpaciones  que  son  recientes  y  fáciles  de  comprobar^  sin 
que  en  ningún  caso  alcancen  á  imponer  nuevas  servidumbres; 

Y  2.**  que  cuando  no  puede  estimarse  providencia  administra- 
tiva dictada  en  virtud  de  legitimas  atribuciones  el  acuerdo  de  un 
'Ayuntamiento,  no  tiene  aplicación  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de 
1839;  lo  cual  no  obsta  para  que  si  el  Ayuntamiento  se  cree  con  de- 
recho á  lo  que  pretende,  use  de  él  ante  las  autoridades  judiciales 
en  el  juicio  plenario  correspondiente. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gobernar 
dor  de  la  provincia  de  Oviedo  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Infiesto, 
de  los  cuales  resulta: 

Que  en  21  de  junio  de  1863  el  Ayuntamiento  de  Cabranes,  á  instan- 
cia de  los  vecinos  de  Madiedo  y  previas  informaciones  de  testigos,  para 
acreditar  que  en  1856  se  habia  declarado  por  la  misma  Corporación  mu- 
nicipal como  de  servicio  público  el  camino  de  la  Eria  de  Ranedo,  acordó 
que  los  vecinos  de  Madiedo  se  aprovecharan  del  camino  en  los  mismos 
términos  que  lo  hablan  hecho  desde  el  año  de  1856,  fundándose  en  que  el 
camino  existía  antes  de  aquella  fecha,  y  entonces  no  se  hizo  mas  que  de- 
clararlo de  servicio  público: 
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Qae  en  \t  de  octubre  del  mismo  año  i 863,  en  pleito  promovido  por 
D.  Manuel  Alvarez  de  la  Villa,  como  marido  de  Doña  Petra  Riaño,  dueña 
áe  una  finca  llamada  Ería  de  Ranedo,  contra  D.  José  Feroandez  de  la  Vi- 
lla^ vecino  de  Madiedo,  sobre  derecho  de  servidumbre^  recayó  sentencia 
del  Juez  de  primera  instancia  de  Inüesto ,  que  causó  ejecutoria  en  5  de 
dieiembre  siguiente,  por  la  cual  se  declaró  que  la  mencionada  tierra  de 
Ranedo  no  debía  la  servidumbre  de  vía  para  el  servicio  de  la  de  Socasa, 
qae  hacia  seis  años  venía  usando  Fernandez  Villa,  como  dueño  de  ella^ 
«mandando  que  se  abstuviera  de  usar  de  aquella  servidumbre,  limitán- 
dola á  Ja  de  senda,  que  es  la  que  se  conGesa  por  todos  existir  para  el  ser- 
vicio público:» 

Que  en  21  de  enero  de  1865  se  presentó  en  el  mismo  Juzgado  de  In- 
liesto  demandado  interdicto  á  nombre  de  D.  Manuel  Alvarez  de  la  Villa 
contra  D.  Bernardo  García,  vecino  de  Madiedo,  por  haberle  interrumpido 
en  la  posesión  de  la  Ería  de  Ranedo,  pasando  por  ella  con  ganados  y  un 
carro  de  castañas: 

Que  provocada  competencia  al  Juez  por  el  Alcalde  de  Cabranes,  aquel 
declaró  tenerla,  y  después  de  varios  incidentes  falló  el  interdicto  acordan- 
do la  restitución: 

Que  el  Gobernador  de  la  provincia,  en  vista  de  todas  las  actuaciones 
instruidas  por  el  Ayuntamiento,  á  instancia  de  éste,  y  de  acuerdo  con  el 
Consejo  provincia],  requirió  al  Juez  para  que  se  inhibiese  ddl  conoci- 
miento del  interdicto,  fundándose  en  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839 
y  en  el  núm.  3.*  del  art.  80  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845: 

Que  el  Juez  no  accedió  á  la  inhibición,  sin  sustanciar  el  conflicto ,  y 
declarada  mal  formada  la  competencia  por  Real  decreto,  á  consulta  del 
Consejo  de  Estado  en  pleno,  de  28  de  julio  de  1865,  el  Gobernador  repro- 
dujo su  requerimiento  al  Juzgado: 

Que  éste  se  inhibió  después  de  sustanciar  la  contienda  y  de  algunos 
otros  trámites,  dictando  auto  motivado,  de  que  apeló  Alvarez  Villa: 

Que  la  Audiencia  de  Oviedo  revocó  la  sentencia  del  Juez,  de  acuerdo 
con  el  Fiscal,  y  le  mandó  sostener  su  competencia,  fundándose  en  que  el 
acuerdo  del  Ayuntamiento  de  Cabranes  no  se  había  dictado  en  el  uso  de 
atribuciones  legítimas,  pues  no  las  tenia  para  establecer  una  servidumbre 
rústica  sobre  propiedad  particular  en  beneficio  de  otros  particulares,  lo 
cual  debería  ser  objeto  de  juicio  contradictorio  ante  los  Tribunales  de  jus- 
ticia y  con  las  formas  de  derecho: 

Que  el  Gobernador  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial  insistió  en  su 
requerimiento,  resultando  el  presente  conflicto: 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  que  prohibe  dejar  sin  efec- 
to por  medio  de  interdictos  ante  la  autoridad  judicial,  las  providencias  que 
dict^nlos  Ayuntamientos  en  los  negocios  que  pertenecen  á  sus  atribucio- 
aes  según  las  leyes: 

Visto  el  núm.  3.^  del  art.  80  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845 ,  según 
el  cual  es  atribución  de  los  Ayuntamientos  arreglar  por  medio  de  acuerdo, 
conformándose  con  las  leyes  y  reglamentos,  el  cuidado,  conservación  y 
reparación  de  ios  caminos  y  veredas,  puentes  y  pontones  vecinales : 

Considerando: 

1.*  Que  las  atribuciones  de  las  autoridades  administrativas  en  materia 
de  servidumbres  públicas,  no  se  estienden  mas  allá  de  la  conservación  del 
estado  posesorio  y  la  reivindicación  por  sí  de  aquellas  usurpaciones  que 
son  recientes  y  fáciles  de  comprobar,  sin  que  en  ningún  caso  alcancen  i 
imponer  nuevas  servidumbres: 
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2.®  Que  los  acuerdos  del  AyuotamieDto  de  Cabraoes,  si  bien  han  re- 
c:iido  sobre  ñaatería  de  sus  legítinoas  atribuciones  en  cuanto  é  la  OOnéer- 
Tücion  de  la  servidumbre  páblica  de  senda,  no  se  bailan  en  el  mismo  caso 
ea  cuanto  se  refieren  á  la  serridumbre  de  ?ia,  en  cuya  posesión  no  aparece 
que  estuviera  el  pueblo  antes  de  los  mencionados  acuerdes: 

3.®  Que  no  pudíeodo  estimarse  providencias  administrativas  tetadas 
eo  virtud  de  legítimas  atribuciones  ios  acuerdos  de  Ayuniamienta  «roe 
autorizaron  el  hecho  que  motiva  el  interdicto^  no  tiene  aplíc»cion  h  Real 
orden  de  I  de  mayo  de  i 839: 

4/  Que  esto  no  obsta  para  que  sí  el  Ayuntamiento  se  cree  con  dere- 
cho á  la  servidumbre  de  vía,  use  de  él  ante  las  autoridades  judioiales  en 
los  correspondientes  juicios  pleoarios; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  phno, 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  de  la  aoloridad  judicial. 

Dado  en  Palacio  á  seis  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano.->EI  Presidente  del  Consejo  de  Minia- 
tíos,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  15  de  ionio 
dai867.) 


wso. 

Competencia  (6  de  junio  de  1867.). — Dkrribo  dil  cierre 
DB  UN  PRADO.— Se  declde  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  com- 
petencia suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  León  y 
el  Juez  de  primera  instancia  de  la  capital,  con  motivo  del  interdic- 
to presentado  por  D.  Manuel  González  contra  D.  Manuel  AJyarez, 
Alcalde  de  Rioseco  de  Tapia,  y  se  resuelve: 

1."^  Que  pendiente  el  conflicto  de  competencia  debe  iuspendene 
todo  procedimiento  en  el  asunto,  so  pena  de  nulidad  de  cuaiUo  se 
actúe  después  del  requerimiento  de  inhibición: 

2.*  Que  las  facultades  de  la  Administración  en  materia  de  ser- 
vidumbres públicas,  se  limitan  á  conservar  el  estado  posesorio  de 
ellas  y  reivindicar  por  si  las  usurpaciones  recientes  y  fáciles  de 
comprobar,  sin  que  alcancen  en  ninaun  caso  á  imponer  nuevas  ser- 
vidumbres, ni  alterar  á  su  arbitrio  la  dirección  y  curso  ée  eüa^ 

Y  3.*  que  si  un  Ayuntamiento  cree  tener  derecho  á  una  tervi^ 
dumbre,  puede  utilizar  su9  acciones  ante  la  autoridad  judiekl  en 
el  correspondiente  juicio  plenario. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  GekerM- 
dor  de  la  provincia  de  León  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  la  eap'ftaly 
de  los  cuales  resulta: 

Que  á  nombre  de  D.  Manuel  González,  vecino  de  Santibanez  de  Ordáz, 
se  presentó  en  aquel  Juzgado  interdicto  de  recobrar  contra  O.  Maoiiel 
Alvarez,  Alcalde  de  Rioseco  de  Tapia,  por  haberle  interrumpido  en  la  po- 
sesión de  un  prado,  derribando  el  cierro  que  habia  hecho,  y  destinando 
parte  del  mismo  prado  á  servidumbre  de  otros: 

Que  sustanciado  til  interdicto  sin  audiencia  del  despojante^  ae  acordó 
la  restitución  que  se  llevó  á  electo,  y  se  tasaron  las  costae: 

Que  estándose  ejecutando  el  auto  restitutorio,  el  Gobernador  de  la 
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proTÍDCÍa,  á  instaocia  de  Alvarez  y  previos  los  informes  del  Ayuntamíenlo 
y  del  Consejo  provincial,  requirió  de  inhibición  al  Juzgado,  fundándose  en 
ia  regla  5  •de  la  Real  orden  de  il  de  mayo  de  1838, en  la  Real  orden  de  8 
de  mayo  de  1839  y  en  los  números  2.*^  del  art.  74  y  3/  del  80  de  la  ley  de 
8  de  enero  de  i 845,  y  manifestando  que  en  el  sitio  de  la  Requejada  existia 
de  tiempo  inmemorial  una  servidumbre  de  uso  público  para  los  terranien- 
les  de  Tarios  pueblos,  y  no  siendo  fija,  habia  acordado  el  Ayuntamiento 
que,^sf  ésta  cómo  tas  que  conviniera  variar,  se  echaran  por  donde  causa- 
ran menos  perjuicio,  y  en  virtud  de  ello  el  Alcalde  señaló  la  servidumbre 
por  entre  las  mojoneras  y  á  medio  perjuicio,  ocupando  parte  de  la  tierra 
de  D.  Manuel  González;  pero  habiendo  cerrado  éste  su  finca  sin  respetar  la 
servidumbre,  el  Alcalde  le  intimó  para  que  la  dejara  franca  y  espedita,  y 
negándose  á  ello  lo  verificó  el  mismo  Alcalde  gubernativamente: 

Que  sustanciado  el  interdicto,  el  querellante  presentó  una  información 
ad  perpétuam  rei  vnemoriam,  practicada  durante  la  suspensión  de  los 
procedimientos,  para  acreditar  ciertos  estremos  relativos  al  asunto,  y  el 
jQe2,  después  de  practicar  diferentes  diligencias  para  notificar  sus  provi- 
dencias al  despojante  y  darle  traslado  del  requerimiento,  se  declaró  com- 
petente, de  acuerdo  con  el  Promotor  fiscal,  en  atención  á  que  no  existía 
servidumbre  pública;  y  si  alguna  habia,  se  hallaba  establecida  en  beneficio 
de  varios  particulares,  y  no  del  común  de  vecinos,  por  lo  cual  oo  tenía 
atribuciones  el  Alcalde  para  obrar  como  lo  hizo: 

Que  el  Gobernador,  conforme  con  el  Consejo  provincial,  iosistió  en  su 
competencia,  resultando  el  presente  cf»nflicto: 

Yista  la  regla  5/  de  la  Real  orden  de  17  de  mayo  de  1838,  según  la 
cual  solo  se  autoriza  el  cerramiento  y  acotamiento  de  las  heredades  de  do* 
minio  particular,  sin  perjuicio  de  las  servidumbres  que  sobre  si  tengan; 
absteniéndose  de  consiguiente  los  Alcaldes  y  Ayuntamientos,  bajo  su  mas 
estrecha  re-sponsabiHdad  de  ejecutar  ó  consedtir  el  acotamiento  é  «dehe- 
sa miento  de  aquellos  terrenos  públicos  que  siempre  han  sido  de  aprove- 
chamiento común  de  uno  ó  mas  pueblos,  sin  que  preceda  la  competente 
facultad;  impidiendo,  asimismo,  el  cerramiento,  ocupacíou  ú  otro  embara- 
zo de  las  servidumbres  públicas  destinadas  al  uso  de  hombres  y  ganados, 
que  en  ningún  caso  pueden  ser  obstruidas; 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839.  que  prohibe  dejar  sin  efec- 
to por  medio  de  interdictos  las  providencias  que  dicten  los  Ayuntamientos 
en  los  negocios  que  pertenecen  á  sus  atribuciones  según  las  leyes: 

Visto  el  núm.  2."  del  art.  74  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  que  en- 
carga al  Alcalde,  como  administrador  del  pueblo,  procurar  la  conserva- 
ción de  las  fincas  pertenecientes  al  común: 

Visto  el  núm.  3.®  del  art.  80  de  la  misma  ley,  que  señala  como  atri- 
bución de  los  Ayuntamientos  la  de  arreglar  por  medio  de  acuerdos,  con- 
formándose con  las  leyes  y  reglamentos,  el  cuidado,  conservación  y  repa- 
ración éa  los  caftíinos  y  veredas,  puentes  y  pontones  vecinales: 

Visto  el  art.  58  del  reglamento  de  25  de  setiembre  de  1863,  que  orde- 
na la  suspensión  de  todo  procedimiento  en  el  asunto,  mientras  no  se  ter- 
mínela contienda,  so  pena  de  nulidad  de  cuanto  se  actuare  después  del 
requerimiento  de  inhibición: 

Considerando: 

1  .•  Que  la  información  ad  perpétuam  rei  memoriam  practicada  sobre 
el  asunto  durante  la  tramitación  del  conflicto  adolece  del  vicio  de  nulidad 
y  no  puede  tomarse  en  cuenta,  porque,  según  el  citado  art.  58  del  regla- 
'meotode  1863,  pendiente  el  conflicto,  nada  debe  innovarse: 
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2.^  Que  el  acuerdo  del  AyuDtaroieDto  y  ei  acto  del  Alcalde,  que  se  di- 
«en  contrariados  por  el  interdicto,  se  dirigen  á  imponer  una  servidum- 
bre sobre  fíncas  de  propiedad  particular,  y  no  á  conservar  la  existente,  en 
el  hecho  reconocido  de  ocupar  con  ella  parte  de  la  tierra  á  que  ei  inter- 
dicto se  refiere,  á  protesto  de  señalar  por  donde  debía  ir  la  senda  para 
causar  menos  perjuicio: 

3.*  Que  las  facultades  de  la  Administración  en  materia  de  servidum* 
bres  públicas  se  limitan  á  conservar  el  estado  posesorio  de  ellas  y  revíndi* 
car  por  sí  las  usurpaciones  recientes  y  fáciles  de  comprobar,  sin  que  al- 
cancen en  ningún  caso  á  imponer  nuevas  servidumbres,  ni  alterar  á  su 
arbitrio  la  dirección  y  curso  de  ellas: 

4/  Que  si  el  Ayuntamiento  cree  tener  derecho  á  la  servidumbre  sobre 
la  finca  en  cuestión,  puede  utilizar  sus  acciones  ante  la  autoridad  judicial 
«n  los  correspondientes  juicios  plenarios; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Tengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  autoridad  judicial. 

Dado  en  Palacio  á  seis  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  15  de  junio  de  1867.) 


191. 

Competencia  (6  de  junio  de  1867.). ^Rotura  de  un  cauce. 
Distracción  DE  aguas. — Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la 
competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Jaén 
y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Alcalá  la  Real,  con  motivo  del 
interdicto  presentado  por  D.  Francisco  de  Asís  Romero  contra  Ma- 
nuel Aguilera,  y  se  resuelve: 

1.®  Que  tratándose  de  aprovechamiento  de  aguas  públicas,  para 
juzgar  si  el  que  le  tenia  concedido  se  estralimitó  ó  tío  de  su  dere- 
cho, hay  que  examinar  el  acto  administrativo  de  que  el  aprovecha- 
miento se  deriva  y  aplicar  las  disposiciones  de  este  orden,  lo  cual 
no  corresponde  á  los  Tribunales  de  justicia,  y  menos  en  el  juicio 
sumarísimo  de  interdicto; 

72/  que  si  el  acuerdo  de  un  Ayuntamiento  sobre  aprovecha- 
miento de  aguas  públicas  adolece  de  algún  vicio,  puede  ser  refor- 
mado por  las  autoridades  superiores  en  el  orden  gerárquico,  ya  en 
¡a  vía  gubernativa,  ya  en  la  contenciosa,  en  su  caso  y  lugar. 

Eq  el  espediente  y  a  utos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Jaén  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Alcalá  la 
Real,  de  los  cuales  resulta: 

Que  en  25  de  junio  de  1866  acordó  el  Ayuntamiento  de  Alcalá  la  Real 
«concederá  título  precario  á  Manuel  Aguilera  Toro  el  aprovechamiento 
)>de  la  parte  de  aguas  del  rio  de  Frailes  que  necesitara  para  el  riego  de 
»uoas  tierras  que  poseia  en  el  partido  de  Mures,  las  que  podria  estraer 
}»por  el  sitio  qu9  le  fuera  mas  conveniente  y  perteneciera  al  común:» 

Que  en  31  de  julio  siguiente  se  presentó  en  aquel  Juzgado  interdicto 
de  recobrar  á  nombre  de  D.  Francisco  de  Asís^Romero,  dueño  de  tres 
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eqartas  partes  del  molíoo  de  las  Juntas,  y  de  la  mitad  del  Cortijo  de  las 
Vegas,  en  el  partido  de  Mures,  contra  Manuel  Aguilera,  por  haber  roto  el 
cauce  quo  llevaba  las  aguas  del  Frailes  á  las  tierras  y  molinos  del  quere- 
llante, para  tomar  aguas  y  regar  terrenos  de  su  propiedad: 

Que  recibida  información  testíOcal  sobre  los  neclios,  Aguilera  se  pre* 
sentó  al  Juzgado  pidiendo  que  dejara  de  conocer  del  interdicto,  acompa* 
ñandp  certificado  del  referido  acuerdo  del  Ayuntamiento;  y  comunicada 
esta  pretensión  al  querellante,  sa  opuso  á  ella,  sosteniendo  que  era  nulo- 
aquel  acuerdo;  y  para  justiGcar  que  las  aguas  se  habían  tomado  por  ter- 
reno de  propiedad  particular  y  no  del  común,  presentó  una  escritura  de 
transacción  á  consecuencia  de  un  interdicto,  por  la  cual  se  obligó  el  pro- 
pietario de  unas  tierras  lindantes  con  el  cauce  en  cuestión,  á  dejar  entre 
Qoasy  otro  dos  varas  de  borde,  que  eran  propiedad  del  molino: 

Que  prestada  fianza  por  Romero,  se  acordó  y  llevó  á  efecto  la  restitu- 
ción, de  que  apeló  Aguilera,  confirmándose  por  el  Tribunal  superior,  y  6 
esta  sazón  el  Gobernador  de  la  provincia,  á  instancia  del  mismo  Aguilertí 
y  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  requirió  de  inhibición  al  Juzgado, 
rondándose  en  el  núm.  2.®  del  art.  80  de  la  ley  de  Ayuntamientos,  y  ea 
la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839: 

Que  sustanciado  el  incidente  de  competencia  en  el  Juzgado  y  subsana* 
dos  algunos  defectos  de  tramitación,  se  declaró  este  competente  de  acuer- 
do con  el  Promotor  Gscal,  fundándose  en  que  el  cauce  era  de  propiedad 
particular,  como  obra  hecha  para  el  aprovechamiento  individual  de  aguas; 
en  que  la  concesión  hecha  por  el  Ayuntamiento  adolecía  de  ciertos  vicio» 
que  la  invalidaban,  y  en  que  el  despojante  se  estralimitó  notoria  y  abusi- 
vamente de  tos  derechos  que  se  le  concedieron: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  insistió  en 
sn  requerimiento,  resultando  el  presente  conflicto,  que  ha  seguido  sus 
trámites: 

Visto  el  número  2.*.  del  art.  80  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  se- 
gún el  cual,  es  atribución  de  los  Ayuntamientos  arreglar  por  medio  de 
acuerdos,  conformándose  con  las  le]fe*s  y  reglamentos,  el  disfrute  de  los 
pastos,  aguas  y  demás  aprovechamientos  comunes,  en  donde  no  haya  un 
régimen  especial  autorizado  competentemente: 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  que  prohibe  dejar  sin  efec- 
to por  medio  de  interdictos  las  providencias  que  dicten  los  Ayuntamien- 
tos, en  los  negocios  que  pertenezcan  á  sus  atribuciones  según  las  leyes: 
'    Considerando: 

i,^  Que  los  actos  que  motivan  e[  interdicto  han  tenido  lugar  á  conse- 
cnencia  del  acuerdo  del  Ayuntamiento  concediendo  el  aprovechamiento 
para  el  riego  de  las  aguas  de  un  rio,  y  por  consiguiente  se  trata  de  apre- 
ciar la  validez  y  efectos  de  una  providencia  administrativa  sobre  conce- 
sión de  aguas  públicas: 

2.®  Que  para  juzgar  sí  el  despojante  se  estralimitó  ó  no  de  los  dere- 
chos concedidos,  haj  que  examinar  el  acto  administrativo  de  que  se  derí- 
Tan,  y  aplicar  las  disposiciones  de  este  orden,  lo  cual  no  corresponde  á 
Jos  Tribunales  de  justicia  y  menos  en  el  juicio  sumarísimo  de  inter- 
dicto: 

3.®  Que  versando  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  á  que  se  refíere  el  in- 
terdicto sobre  el  aprovechamiento  de  aguas  públicas,  recae  en  materia 
idmínístratíva,  y  si  adolece  de  algún  vicio,  puede  ser  reformado  por  las 
Autoridades  superiores  en  el  orden  gerárquico,  ya  en  la  vía  gubernativa^ 
é  en  la  contenciosa  en  su  caso  y  lugar; 
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Conformándome  coQ  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Kstado  ea  pleno. 
Vengo  en  decidir  esta  coinpeteocia  á  favor  de  la  AdministracíoD. 

Dado  en  Palacio  á  seis  de  juaio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Mí qís^ 
tros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  GaoBta  de  15  de  junio 
de  1867.) 


Competencia  (6  de  junio  de  1867.). — Delitos  elegtoaa^ 
L£5.~Se  decide  á  favor  de  la  AdminisiracioQ  la  competencia  sus^ 
citada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Orense  y  el  Juez  de 
primera  instancia  de  Celanova,  con  motivo  de  la  causa  fornEtada 
contra  D.  Andrés  Seijas,  Alcalde  del  pueblo  de  Villanueva  de  los 
Infantes»  y  otros  Concejales  del  mismo  pueblo,  y  se  resuelve: 

4."  Que  la  ley  de  procedimientos  y  sanción  penal  para  los  deli- 
tos electorales,  únicamente  se  refiere^  como  de  su  art.  15  se  des- 
prende,  á  las  elecciones  para  Diputados  á  Cortes,  y  Diputados  pro- 
vinciales: 

2/  Que  no  hay  méritos  para  que  se  forme  causa  á  unos  indi- 
viduos de  Ayuntamiento  por  una  simple  falta  cuyo  castigo  corres^ 
ponde  al  Gobernador  de  la  provincia  como  superior  gerárquico; 

Y  5.^  que  si  bien  los  Gobernadores  no  pueden  suscitar  contien- 
da de  competencia  en  los  juicios  criminales,  se  esceptúan  de  e$ta 
determinación  los  casos  m  que  el  castigo  del  delito  ó  falta  esté  re- 
servado por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberné'- 
dor  de  la  provincia  de  Orense  y  el  Juez  de  primera  inistaocia  de  Celanov^^ 
de  los  cüíales  resulta.: 

Que  en  el  espresado  Juzgado  se  instruyó  causa  criminal  contra  D.  An^ 
drés  Seij9s,  segundo  Teniente  Alcalde  d^i  pueblo  de  Vilianuev4  de  los  In- 
fantes y  contra  Di  luán  Losada,  O.  Benito  Balado  y  D.  José  Devora,  Con- 
cejales del  mismo  pueblo,  por  haber  desobedecido  el  primero  al  Alcalde, 
negándose  á  pasar  al  pueblo  de  que  se  ha  hecho  mérito  á  pnesldjr  la  elec- 
ción municipal,  preteslapdo  que  era  tarde,  y  que  la  elección  en  esta  caso 
seria  aula;  y  haber  aconsejado  los  demh  á  Seij,as,que  no  obadecLese  al  Al- 
calde por  l^s  razones  indicadas: 

Qm  el  Gobernador  de  la  provincia „á  instancia  de  Los  procesados,  re  - 
quirió  de  inhibición  al  Juzgado,  fundándose  en  el  art.  10  de  la  ley  de  25 
de  setiembre  de  18^,3  para  el  gobierno  j  admíilistracion  de  las,  provincia^í; 
en  el  art*  7^^  del  reglamento,  para  la^  aplicación  jde  la,  misma,  y  en  qu^^^li 
ley  de  sanción  peqai  para  los  delitoi^  ^legtorale^  d#  2^  de  junio  de.  \JiH  m) 
era  aplicable  al  presente  caso: 

Que  después  de  la  tramitación  debida  el  Juzgado  se  declaró  competen-  . 
te  para  entender  en  el  negocio,  en  raeon  á^que  la  desobediencia  imputa* 
da  al  segundo  Teniente  de  Alcalde  y  á  varios  Concejales  de  YilJanueva,efa 
grajee,  debi994Q  castigarse  por  lo  tanto,  &eg un  lQdi»puesto.eq,elar>t.  285 
del  Código  penak 

Que  insistiendo  el  Gobernador  en  su  requerimiento,  de  conformidad  , 
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con  Ip  iDÍonaadi»  por  el  €0nsejo  prmocialj  ha  r^ultado  el  preseate  con- 
flicto, que  ha  seguido  sus  trá raíles: 

Vitta  el  art.  i5  de  la  ley  de  22  de  junio  de  1864,  el  cual  establece  que 
las  disposiciones  de  esta  ley  son  aplicables,  lo  mismo  á  las  elecciones  para 
Dípotados  á  Cortes  que  á  las  de  Diputados  provinciales: 

Visto  el  art.  28^  del  Código  penal,  que  declara  delincuente  al  emplea- 
do publico  «fcro  s&  negare  abiertamente  a  obedecer  las  órdenes  de  sus  su- 
periores: 

Visto  el  párrafo  tercero  del  art.  10  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de 
1863,  según  el  cual  corresponde  al  Gobernador  de  la  provincia  reprimir 
las  fallas  de  obedieDCia  ó  de  respeto  á  su  autoridad  y  las  que  cometan  los 
funcionarios  y  corporaciones  dependientes  de  la  misma  en  el  ejercicio  de 
sus  cargos: 

Visto  el  art.  54  d<il  reglamento  para  la  aplicación  de  la  citada  ley  de  25 
de  setiembre  de  1863  que  previene  que  los  Gobernadores  no  podrán  sus- 
citar contienda  de  competencia  en  los  juicios  criminales,  á  no  ser  que  el 
castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  reservado  por  la  ley  á  los  funcionarios 
de  la  Admioistracion: 

Gonsideraado: 
i.^  Quo  la  ley  de  procedimientos  y  sanción  penal  para  los  delitos  elec- 
torides  no  es  aplicable  al  presente  ceso;  puesto  que  del  art.  i 5  de  la  misma 
se  desprende  que  sus  disposiciones  únicamente  se  refieren  á  las  elecciones 
pjU'a  Diputados  á  Cortes  y  Diputados  provinciales: 
12.*  Que  los  actos,  atribuidos  al  segundo  Teniente  Alcalde  de  Villanue- 
va  y  i  varios  Concejaks  del  mismo  pueblo,  no  pudieron  constituir  el  delito 
castigado  por  el  art.  286  del  Código  penal,  pues  el  mencionado  Teniente 
Alcalde  se  creyó  en  el  deber  de  no  cumplimentar  las  órdenes  del  Alcalde 
por  las  razones  indicadas. 

3«^  Que  la  desobediencia  de  los  espresados  individuos  del  Ayuntamien* 
to  al  Alcalde  de  ViUanueva  únicamente  constituye  una  de  acuellas  faltas, 
cuyo  castigo  corresponde  imponer  al  Gobernador  do  ia  provmcia,  al  tenor 
de  1# idi^uesCo  eu  el  artículo  citado  déla  ley  para  el  gobierno  y  adminis- 
tración de  las  provincias: 

4.^  Que  si  bien  los  Gobernadores  no  pueden  suscitar  contienda  de 
compelencia  en  los  juicios  criminales,  esceptúanse  de  esta  determinación 
los  casos  en  que,  como  el  presente,  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido 
reservado  por  la  ley  é  los  funcionarios  de  la  Admiustracion; 

GoD/ormáodome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno. 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  en  favor  de  la  Adinínistriacion. 

B9ÁQ  en  Palacio  á  seie  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
-  Eató  rubricado  de  la  Beal  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Mínis-^ 
tFoa^  EUiOMAHafía  Narvae^.-^ÍPublicaida  en  la  Gaeeta  de  15  de  junio  de 
1867.) 


193. 


Competencia  (16  de  junio  de  1867.).— Derecho  de  pas^ 
TÁA. — $Q  (jecide  á  favor  d^  la  Admioistcacjoja  ia  competencia  sus- 
citoda  enbra  el  Gobernador  de  la  pravíncía  de  Zaragoza  y  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  del  territorio,  con  motivo  del  interdicto 
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presentado  por  D.  Lucio  Acosta  contra  D.  Antonio  Baeno  y  otros 
vecinos  de  Castiliscar,  y  se  resuelve: 

4.®  Que  á  la  Administración  corresponde  conocer  de  todas  lat 
reclamaciones  é  incidencias  de  ventas  de  fincas  desamortizadas; 

Y  2.*    que  aun  adquiriendo  la  cuestión  el  carácter  de  contendor  , 
sa,  su  decisión  es  de  la  eselusiva  competencia  de  los  Consejos  pro- 
vincialesy  y  del  de  Estado  en  su  caso. 

Eq  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Zaragoza  y  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  del  ter- 
ritorio, de  los  cuales  resulta: 

Que  en  8  de  abril  de  1861  se  adjudicó  como  mejor  postor  á  D.  Anto- 
nio Muro  una  dehesa  procedente  de  los  Propíos  del  pueblo  de  Sos,  sita  en 
el  término  partida  de  Sasiello,  y  aquel  la  cedió  á  D.  Lucio  Acosta  y  D.  An- 
tonio García: 

Que  en  el  año  siguiente  D.  Manuel  Murillo  y  otros  vecinos  de  Gastilis- 
car  llevaron  á  pastar  sus  ganados  á  ciertas  heredades  enclavadas  en  la 
dehesa  de  que  se  ha  hecho  mérito,  las  cuales,  según  ellos  afirmaban,  eran 
de  su  propiedad;  y  los  compradores,  acudiendo  por  medio  de  un  interdic- 
to al  Juzgado  competente,  consiguieron, que  se  les  sostuviese  en  la  pose- 
sión de  todo  aquel  terreno: 

Que  en  su  consecuencia  los  vecinos  de  Gastiliscar  recurrieron  á  la  Di- 
rección general  de  Propiedades  y. Derechos  del  Estado  solicitando  que  se 
escluyeran  de  la  enajenación  los  terrenos  de  su  pertenencia;  y  en  vista 
de  los  justificantes  presentados  por  los  recurrentes  se  declaró  la  nulidad 
de  la  venta  en  9  de  dicienibre  de  4864: 

Que  no  conformándose  los  compradores  de  Sasiello  con  este  acuerdo, 
recurrieron  á  la  espresada  Dirección  en  solicitud  de  que  se  dejase  sin  efec- 
to la  providencia  mencionada,  comprometiéndose  á  reconocer  el  dominio 
de  los  propietarios,  con  tal  que  se  les  indemnízase  de  su  valor  y  fuesen 
deslindados  los  terrenos;  y  en  su  consecuencia  se  declaró  válida  y  subsis- 
tente la  venta  de  que  se  trata  con  las  condiciones  propuestas: 

Que  en  el  Juzgado  de  Sos  se  presentó  en  20  de  octubre  de  1866  un 
interdicto  de  recobrar  á  nombre  de  D.  Lucio  Acosta  contra  D.  Antonio 
Bueno  y  otros  vecinos  de  Gastiliscar,  por  haber  introducido  sus  ganados 
á  pastar  en  la  dehesa,  que  el  demandante  poseía  en  Sasiello: 

Que  sustanciado  el  interdicto  sin  audiencia  de  los  despojantes  se  acor- 
dó la  restitución  en  9  de  noviembre  de  1866: 

Que  remitidos  los  autos  en  apelación  á  la  Audiencia  del  territorio,  el 
Gobernador  de  la  provincia  á  instancia  de  los  demandados  la  requirió  de 
inhibición,  fundándose  en  los  artículos  96  y  173  de  la  instrucción  de  3f 
de  mayo  de  1855,  en  la  Real  orden  de  25  de  enero  de  1849,  en  el  número 
tercero  del  artículo  54  de  la  ley  reformada  de  25  de  setiembre  de  1863,  y 
en  el  67  del  reglamento  para  su  ejecncion: 

Que  después  de  la  deoída  tramitación,  la  Audíeoí&ia  se  declaró  compe- 
tente para  entender  en  el  negocio,  en  razón  á  que  hallándose  el  compra* 
dor  en  quieta  y  pacífica  posesión  de  la  cosa  enajenada,  la  decisión  de  to- 
das las  cuestiones,  que  pudieran  originarse,  era  de  la  competencia  de  los 
Tribunales  ordinarios: 

Que  insistiendo  en  su  requerimiento  el  Gobernador,  de  conformidad 
con  el  parecer  del  Consejo  provincial,  resultó  el  presente  conflicto  que 
ha  seguido  sos  trámites: 


Digitized  by 


Google 


SENTENCIAS  Y  DECISIONES  DEL  CONSEJO  DE  ESTADO.        4i7 


Digitized  by 


Google 


413  JURÍSPRÜDEN'CIA    ADMINISTRATIVA. 

con  motivo  de  su  aprovechamietito  puedan  suscitarse  entre  los  pir^ 
ticípes  al  referido  derecho,  son  por  su  naturaleza  de  interés  priva- 
do y  están  sujetas  á  la  decisión  de  los  Tribunales  ordinarios: 

2.*  Que  solo  á  la  jurisdicción  ordinaria  corresponde  conocer  de 
las  cuestiones  que  tienen  por  objeto  determinar  los  derechos  consti- 
tuidos por  un  particular  á  favor  de  otro  particular,  é  interpretar 
los  efectos  de  un  contrato  privado; 

Y  3.*  que  nó  tratándose  de  la  primera  distribución  de  aguas  pa- 
ra  riegos  ú  otros  usos,  sino  de  averiguar  las  servidumbres  que  pres- 
te ó  deba  prestar  un  predio  á  sus  colindantes,  la  cuestión  e$  de  la 
esclusiva  competencia  de  los  Tribunales  ordinarios. 

En  el  •spediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Barcelona  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  San 
Feliú  de  Llobregat,  de  los  cuales  resulta: 

Que  al  referido  Gobernador  acudió  la  Junta  directiva  del  canal  de  rie- 
go de  )a  izquierda  del  Llobregat,  titulado  de  la  Infanta  Doña  Luisa  Car- 
lota de  Borbon,  manifestando,  que  en  virtud  de  la  queja  presentada  por 
varios  terratenientes  del  Hospitalet,  de  que  Don  Francisco  Puig  les  priva- 
ba de  las  aguas  con  la  tapia  que  'Construía  para  cerar  su  heredad,  habia 
prevenido  la  Junta  á  Puig  se  abstuviera  de  impedirles  aquel  disfrute;  y 
después  los  reclamantes,  acudiendo  al  Juzgado  de  primera  iustancia  de 
San  Feliú,  obtuvieron  un  auto  restitutorio  condenando  á  Puig  á  la  demo- 
lición de  la  tapia;  pero  que  insistiendo  éste  en  su  propósito,  tenía  presen- 
tada ante  el  mismo  Juez  demanda  civil  ordinaria  contra  Blas  Gubells,  uno 
de  los  reclamantes,  para  que  se  le  declarara  exento  del  derecho  de  servi- 
dumbre que  ejercitaba.  Y  como  de  esta  manera  se  sometía  á  la  jurisdic- 
ción ordinaria  la  decisión  de  cuestiones,  que  por  su  ibdóle  correspondían 
ú  las  Autoridades  administrativas  concluia  la  Junta  suplicando  al  Gober- 
nador requiriera  de  ibhibicion  al  Juzgado: 

Que  D.  Francisco  Puig  ejercitó  en  su  demanda  la  acción  negatoria  de 
servidumbre,  apoyándose  en  que  al  ser  desmembrados  de  la  heredad  del 
demandante  los  solares,  que  llevaban  en  enfítéusis  Cubells  y  consortes,  no 
constituyó  el  cedente  en  favor  de  éstos  la  servidumbre  de  acueducto  que 
rectamabati;  y  que  apareciendo  otorgada  la  escritura  de  enfítéusis  en  di- 
ciembre de  1855,  el  tiempo  durante  el  cual  decian  los  cesionarios  que  ha- 
blan disfrutado  las  aguas  no  era  bastante  á  constituir  derecho: 

Que  el  Gobernador  de  la  provincia,  teniendo  en  cuenta  que  el  predio 
que  en  la  actualidad  poseia  D.  Francisco  Puig  y  los  de  los  reclamantes, 
formaron  la  heredad  denominada  Casa  de  Parrucho;  y  que  habiendo  con- 
tribuido en  aquel  tiempo  su  propietario  á  la  construcción  del  canal,  en  tal 
concepto  era  también  dueño  de  él,  y  pudo  trasmitir  este  derecho  á  los  re- 
clamantes, estimó  que  la  solución  de  las  diferencias  suscitadas  correspon- 
día á  la  Junta  directiva  del  canal,  porque  entendía  en  todo  lo  concernieú- 
ie  á  la  distribución  de  las  aguas  entre  sus  propietarios;  y  despachó  re- 
querimiento de  inhibición  al  Juzgado,  citanao  además  el  art.  80,  número 
2.*  de  la  ley  de  Ayuntamientos,  Real  decreto  de  29  de  abril  de  1860,  Real 
ÓTáen  de  22  de  noviembre  de  1 836  y  ley  de  25  de  setiembre  de  4863: 

Que  sustanciado  el  incidente,  el  Juez  se  declaró  incompetente  para 
conocer;  pero  apelado  el  auto  para  ante  la  Audiencia  del  territorio,  la  Sala 
tercera  de  la  de  Barcelona  dictó  sentencia  revocándolo  y  mandando  al 
Juez  sostuviera  su  jurisdicción,  en  razón  á  que  la  cuestión  promovida  era 
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de  iatebés  privado,  y  que  así  lo  liabian  reconocido  Jas  partes,  acadíendo 
primero  á  la  vía  del  interdicto  y  después  al  juicio  civil  ordioaro: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  insistió  en 
el  requ'3rirniento,  y  resultó  el  presente  conflicto  que  ha  seguido  sus  Irá- 
miies: 

Vista  la  Real  orden  de  2  de  setiembre  de  1817  aprobando  el  proyecto 
de  varios  propietarios  de  la  ciudad  de  Barcelona  y  pueblos  circo nvecinos, 
relativo  á  proporcionar  riego  á  sus  tierras  coa  las  aguas  de  los  molíaos  de 
Molina  del  Rey,  tomadas  del  rio  Llobregat: 

Vista  la  Real  cédula  de  22  de  diciembre  de  1824  y  Real  órdan  de  9  de 
octubre  de  1830,  por  las  que  el  Rey  mi  augusto  Padre,  tuvo  á  bien  auto* 
rizar  la  empresa  del  Canal  de  la  Infanta  Doaa  Luisa  Carlota,  y  concederle 
ciertas  gracias  y  mercedes  con  el  ñn  de  proinovor  y  facilitar  la  termina- 
ción de  la  obra;  espresando  que  además  de  los  riegos  otorgaba  á  la  empre* 
sa,  mediante  cierto  canon,  el  aprovechamiento  de  todos  los  saltos  de  agua 
que  había  producido  y  pudiera  producir  el  canal: 

Visto  el  n6m.  8.®  del  art.  83  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  i863 
que  atribuye  á  los  Consejos  provinciales  la  decisión  y  fallo  de  las  cuestio* 
nes  contenciosas,  relativas  al  curso,  navegación  y  flote  de  los  ríos  y  cana-* 
Íes,  obras  hechas  en  sus  cauces  y  primera  distribución  de  aguas  para 
riegos  y  otros  usos: 

Vistos  los  números  1.*  y  3.^  del  art.  296  de  la  ley  de  aguas  de  3  de 
agosto  último,  según  los  que  compete  á  los  Tribunales  de  justicia  el  co< 
nocimiento  de  las  cuestiones  relativas  al  dominio  de  las  aguas  públicas,  y 
al  dominio  y  posesión  de  las  privadas,  y  á  las  servidumbres  de  aguas  fdQ« 
dadas  en  títulos  del  derecho  civil : 

Considerando: 

1.*  Que  autorizada  en  debida  forma  la  empresa  del  canal  para  la  de- 
rivación de  las  aguas  del  río  Llobregat,  las  íie  esta  manera  ocupadas 
pierden  el  caráter  de  aguas  públicas,  y  las  cuestiones  que  con  motivo  de 
su  aprovechamiento  puedan  suscitarse  entre  los  partícipes  a^  referido  de-» 
recho,  son  por  su  naturaleza  de  interés  privado,  y  están  sujetas  á  la  de^ 
cisión  de  los  Tribunales  ordinarios: 

2.**  Que  aun  cuando  así  no  fuera,  solo  á  los  de  esta  jurisdicioo  corres^»» 
ponde  conocer  de  la  cuestión  (]ue  dá  causa  á  la  presente  competencia; 
puesto  que  las  acciones  sostenidas,  primero  en  el  interdicto  y  después  ea 
el  juicio  plenario  de  servidumbre,  tienen  por  objeto  determinar  Ips  dere- 
dios  constituidos  por  un  particular  en  favor  de  otro  particular,  ó  interpre-^ 
tar  los  efectos  de  un  contrato  privado: 

3.*  Que  DO  se  trata  tampoco  de  la  primera  distribución  de  aguas  para 
riegos  ú  otros  usos,  sino  de  averiguar  las  servidumbres  que  preste  ó  de- 
ba prestar  un  prédica  sus  colindantes; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno» 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Autoridad  judicial. 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  seis  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  j 
sietd.«-Está  rubricado  de  la  Real  mano. ^£1  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez. HP^bl><SA^^  en  la  Gaceta  de  21  de  /a-« 
oiodel867). 

€oiiipeteneIa  (30  de  junio  de  1867.).— Cblebragion  di 
JUICIO  OB  FALTAS.— Se  dccidc  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la 
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competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Bnr^ 
gos  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Miranda  de  Ebro,  con  mo- 
tivó de  la  denuncia  presentada  á  dicho  Juez  por  Bernardino  Quin- 
tana contra  el  alcalde  de  Pancorbo,  y  se  resuelve: 

d/  Que  ¡os  Alcaldes  y  Tenienleí conocen  de  las  faltas  compren- 
didas en  el  Código  penal  como  autoridades  judiciales,  y  solo  por  es- 
eepeiün  pueden  obrar  en  este  conodmietito  como  autoridades  ad- 
ministrativas, cuando  las  penas  que  hayan  de  imponer  no  escedan 
de  multas  ó  reprensión^  y  multas: 

í.°  Que  si  es  potestativo  en  los  Alcaldes  y  Tenientes  en  estos  ca- 
sos proceder  gubei^nativamente  ó  enjuicio  verbal,  no  cabe  esta  mis- 
md  elección  entre  uno  y  otro  medio  cuando  omiten  todo  proce- 
dimiento: 

3/  Que  por  consiguiente  debe  estarse  á  la  regla  general,  que 
es  el  conocimiento  de  las  faltas  por  la  autoridad  judicial,  y  mas 
aun  cuando  no  se  trata  de  la  infracción  de  disposidoiies  ad- 
ministrativas; 

¥  4.®  que  per  tanto,  á  ios  Jueces  de  primera  instancia,  como 
superiores  gerárquicos  en  ei  orden  judicial,  corresponde  corregir 
los  abusos  ú  omisiones  que  puedan  cometer  los  Alcaldes  ó  Tenientes 
en  el  juicio  de  las  faltas  que  no  tengan  carácter  administrativo. 

Ed  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador 
de  la  provincia  de  Burgos  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Miranda  de 
Ebro,  de  los  cuales  resulta: 

Que  en  virtud  de  queja  ó  denuncia  presentada  al  referido  Juez  por 
BernardiDO  Quintana,  vecmo  de  PaDCorbo,  contra  el  Alcaide  del  misma 
ptieblo  por  no  haber  celebrado  algunos  juicios  de  faltas,  el  mismo  Juez  im- 
puso al  Alcalde  la  multa  de  10  escudos  sobreseyendo  eo  ias  diUgcocias 
criminales  que  se  habían  instruido  contra  él,  y  mandando  que  se  remi- 
tieran al  Teniente  de  Alcalde,  para  que  corrigiera  la  falta  cometida  en  la 
heredad  de  Quintana,  bien  en  juicio  verbal  ó  gubernativamente: 

Que  el  Alcalde  acudió  al  Juzgado  pidiendo  que  se  declarase  incompe- 
tenle.  á  lo  que  éste  no  accedió,  conforme  con  lo  espuesto  por  el  Proroo  - 
tor  fiscal,  y  el  Gobernador  de  la  provincia,  á  instaDCia  del  mismo  Alcaide 
y  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  requirió  al  Juez  para  que  se  inhi- 
biese del  conocimiento  del  asunto,  fundándose  en  que  las  íialtas  de  que  se 
trataba  como  penadas  solo  con  multa  podian  ser  corregidas  gubernativa  ó 
judicialmente  por  el  Alcalde  á  su  arbitrio,  según  el  Real  decreto  dé  is  de 
mayo  de  1853,  por  lo  cual  la  denuncia  debió  dirigiise  á  la  autoridad  ad- 
mii^fstrativa  y  no  á  la  judicial: 

Que  el  JiMZ  sostuvo  su  competencia  después  de  sustanciar  el  conflicto, 
apoyándose  en  que  la  falta  que  dejó  «le  castigar  el  Alcalde  no  era  una  sim- 
ple infracción  de  las  disposiciones  administrativas  sobre  policía  ro^ü^  en 
que  los  Alcaldes  son  auiiliaresi  de  la  administración  de  justicia  en  el  eatsti- 

{;o  de  las  faltas,  y  en  que  el  Real  decreto  citado  de  1853  no  escluye  la  ce- 
ebracion  de  los  juicios  verbale»de  faltas:  - 

Que  el  Gobernador  insistió  en  sq- f^uerimíento,  de  acuerdo  con  el 
Consto  provincial,  resultan(Jo  el  presente  conflicto  que  ha  seguido  sus 
trátnítés:  .-       -. 

Visto  leí  árt^  i.^  del  Real  decrétenle  1^  de  inayade  1853,> según  el  cual 
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las  faltas  cuyas  peD«0  sean  rouita  ó  repreosion  y  multa,  podrán  ser  casti-^ 
^adas  guberoalivamenteá  juicio  de  la  autoridad  admioistrativa  á  quien 
«stá  eDconneodada  su  represión: 

Considerando: 

1.*  Que  los  Alcaldes  y  Tenientes  conocen  de  las  faltas  comprendidas 
«D  el  Código  penal  como  autoridades  judiciales,  y  solo  por  escepcion  pue- 
den obrar  en  este  conocimiento  como  autoridades  administrativas,  cuan- 
do las  penas  que  hayan  de  impcmer  noescedao  de  multas  ó  reprensiones 
y  multas. 

2.®  Que  si  es  potestativo  en  los  Alcaldes  y  Tenientes  en  estos  casos 
proceder  gubernativamente  ó  en  juicio  verbal,  no  cabe  esta  misma  elee* 
cioo  entre  uno  y  otro  medio  cuando  omiten  todo  procedimiento. 

3.*  Que  por  consiguiente  debe  estarse  á  la  regla  general,  cfue  es  ei  co» 
Docimiento  de  las  faltas  por  la  autoridad  judicial,  mas  aun  cuando  no  sb 
trata  de  la  infracción  de  disposiciones  administrativas: 

4.®  Que  por  tanto,  á  los  Jueces  de  primera  instancia,  como  superiores 
gerárquicos  en  el  orden  judicial,  corresponde  corregir  los  abusos  ú  omi- 
siones que  puedan  cometer  los  Alcaldes  y  Tenientes  en  el  juicio  de  las  fal- 
tas que  no  tengan  carácter  administrativo; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  «n 
pleno,  Vengo  en  decidir  esta  competencia  6  favor  de  la  autoridad  judicial. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.—ÍPublicada  en  la  Gaceía  de  43  de  julio  da 
mi). 


196. 

Competencia  (50  de  junio  de  1867.).— Exención  de  la  ds- 

SAMOATIZAGION. — ClBRRB  DE  TEB RENOS. ^—D|£STRUGCION  DE  UNA  PRESA. 

—Privación  de  servidumbre  de  tránsuo  y  abrevadero. — Se  deci-- 
de  á  favor  de  la  Administración  la  corapeteoda  suscitada  entre  el 
Gobernador  de  la  provincia  de  la  Cornna  y  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Padrón,  con  motivo  del  interdicto  presentado  por  Fran- 
cisco Vidal,  como  apoderado  de  D.  Manuel  Balinas,  contra  D.  Ra- 
món Rey,  y  se  resuelve: 

Que  la  Administración  es  la  única  encargada  de  resolver  las 
cuestiones  que  se  susciten  con  motivo  de  incidencias  de  lavent(¡íde 
una  finca  desamortizada,  sin  perjuicio  de  acudir,  en  su  caso,  al  jui- 
cio plenario  de  propiedad  ó  posesión  ante  los  Tribtmales  ordinarios. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  la  Coruña  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Padrón, 
de  los  cuales  resulta:  . 

Que  en  marzo  de  1865  seadj^idicó  libre  de  toda  carga  á  D.  Ramón  Rey, 
como  mejor  postor  un  monte  llamado  de  Arriba,  procedente  de  los  propios 
del  distrito  de  Rois,  sin  incluir  en  su  tasación  una  fuente,  que  manaba 
del  terreno  enajenado  denominado  Tres  pitos: 

Que  al  mes  siguiente  Francisco  Vidal  y  otros  á  nombre  de  los  demás 
vecinos  de  Seira,  recurrieron  al  Gobernador  de  la  provincia,  solicitando. 
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]a  escepcioD  de  la  venta  de  varios  terrenos,  entre  los  cuales  se  encontraba 
el  mencionado  de  Arriba: 

Que  en  7  de  setiembre  de  i 866  en  el  Juzgado  de  Padrón  se  presenta 
un  interdicto  de  recobrar  á  nombre  de  Francisco  Vidal,  como  apoderado 
de  D.  Manuel  Baüñas,  contra  D.  Ramón  Rey,  por  haber  cerrado  el  monte 
de  Arriba  y  destruido  la  presa  que  conducía  las  aguas  de  la  fuente  Inst 
pitos  á  los  abrevaderos,  privando  así  al  demandante  del  derecho  que  teoia 
de  pasar  por  ciertas  sendas  y  aprovechar  las  aguas  de  la  meocioDadü 
fuente: 

Que  sustanciado  el  interdicto  sin  audiencia  del  despojante,  antes  de 
que  recayese  providencia  definitiva,  el  Gobernador  de  la  provincia  de  la 
Goruña,  á  instancia  de  D.  Ramón  Rey,  requirió  de  inhibición  al  Juzgado, 
fundándose  en  la  regla  5.*  de  la  Real  orden  de  17  de  mayo  de  1838,  y  pár- 
rafo segundo  del  art.  tO  de  la  ley  municipal  vigente: 

Que  después  de  la  tramitación  debida,  el  Juez  separándose  del  dictá> 
men  del  Promotor  fiscal  se  declaró  incompetente  para  entender  en  el  ne 
gocio,  por  cuanto  no  hallándose  el  comprador  en  quieta  y  pacíñca  posesioa 
del  terreno  enajenado,  y  debiendo  resolverse  la  cuestión  presente  por  la 
declaración  de  los  derechos  vendidos,  lo  que  constituía  un  incidente  de  la 
subasta,  la  Administración  era  la  única  competente  para  decidirla: 

Que  la  Audiencia  del  territorio  revocó  esta  sentencia  declarando  com- 
petente al  Juzgado  para  entender  en  el  negocio,  en  atengion  á  que  ñopo 
dia  considerarse  como  una  incidencia  de  subasta  pública,  por  no  tener 
ninguna  relación  con  ella,  y  en  que  hallándose  el  comprador  en  quieta  y 
pacifica  posesión  de  la  finca  enajenada ,  habia  cesado  la  acción  adminis- 
trativa: 

Que  insistiendo  en  su  requerimiento  el  Gobernador ,  de  conformidad 
con  lo  informado  por  el  Consejo  provincial ,  resultó  el  presente  conflicto 
que  ha  seguido  sus  trámites : 

Visto  el  párrafo  octavo  del  art.  96  de  la  instrucción  do  31  de  mayo  de 
1855 ,  según  el  cual  la  Junta  de  Ventas  entenderá  en  la  resolución  de  to- 
das las  reclamaciones  ó  incidencias  de  ventas  de  fincas,  censos  ó  sus  re- 
denciones: 
\  Vista  la  Real  orden  de  25  do  enero  de  1849,  que  declara  contencioso-- 
administrativo  y  de  la  competencia  de  los  Consejos  provinciales  y  el  Real 
en  su  caso,  hoy  de  Estado,  todo  lo  relativo  á  la  validez  ó  nulidad  de  las 
ventas  de  bienes  nacionales,  á  la  inteligencia  de  sus  cláusulas,  á  la  desig- 
nación de  la  cosa  enajenada  y  declaración  de  la  persona  á  quien  se  vendió, 
y  á  la  ejecución  del  contrato: 

Visto  el  art.  1."*  de  la  Real  ónlen  de  20  de  setiembre  de  1852,  seguo 
el  cual  corresponde  al  conocimiento  de  los  Consejes  provinciales  y  el  Real 
en  su  caso ,  hoy  de  Estado,  las  cuestiones  contenciosas  relativas  á  la  vali- 
dezy  inteligencia  y  cumplimiento  de  los  arriendos  y  subastas  de  los  bienes 
nacionales  y  actos  posesorios  que  de  ellas  se  deriven  hasta  que  el  compra- 
dor ó  adjudicatario  sea  puesto  en  posesión  pacífica  de  ellos: 

Considerando : 

1.®  Que  D.  Ramón  Rey  no  ha  estado  nunca  en  quieta  y  pacífica  pose- 
sien  del  monte  titulado  de  Arriba,  en  razón  áque  al  poco  tiempo  de  haber 
tenido  lugar  la  adjudicación  de  la  finca  enajenada  ,  los  vecinos  de  Seira 
solicitaron  del  Gobernador  de  la  provincia  la  escepcion  de  la  venta  del  es- 
presado terreno: 

2.*  Que  en  su  consecuencia,  D.  Manuel  Baliñas  debió  reclamar  ante 
^a  Administración  el  derecho  de  que  se  creyó  asistido  de  pasar  por  el 
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moQle  de  Arriba,  y  usar  de  las  aguas  de  la  fuente  Tres  pitos,  por  ser 
aquella  la  úoíca  encargada  de  resolver  estas  cuestiones ,  según  dispone  el 
párrafo  octavo  del  art.  98  de  la  instrucción  citada ,  sin  perjuicio  de  que 
los  interesados  puedan  intentar  en  su  día  el  juicio  plenario  de  propiedad 
6  posesión  ante  los  Tribunales  ordinarios; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno. 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete» 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros ,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  d«  13  de  julio 
de  1867.) 


n9. 

Autorización  (6  de  julio  de  1867.). — Roturación  arbitra- 
ria.*—Se  confirma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de 
Toledo  en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instan- 
cia de  Orgaz  para  procesar  á  10  Alcaldes  de  aquel  partido  judicial, 
y  se  resuelve: 

1.**  Que  no  es  responsable  el  Alcalde  de  un  pueblo  de  la  rotura- 
don  arbitraria  que  sin  su  orden  ejecutan  los  vecinos  en  una  dehesa 
particular  que  se  haya  infestado  de  langosta  para  impedir  que  esta 
86  desarrolle  y  se  propague  á  las  propiedades  inmediatas; 

Y  2.®  que  aunque  con  esto  se  causasen  algunos  daños  á  dicha 
propiedad^  deben  ser  estimadas  las  razones  que  habia  para  que  di- 
cha  Alcalde  no  se  opusiera  á  que  la  operación  se  ejecutase^  tanto  por 
la  naturaleza  del  mal  que  se  trataba  de  remediar,  como  por  las 
consecuencias  que  hubiera  podido  producir  para  el  orden  público  la 
oposición  del  Alcalde. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Toledo'  ha 
negado  al  Juez  de  primera  mstancia  de  Orgaz  la  autorización  para  proce- 
sar á  10  Alcaldes  del  partido  judicial,  y  del  cual  resulta: 

Que  en  virtud  de  orden  de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Madrid, 
comunicada  en  el  raes  de  marzo  último  al  Juez  de  Orgaz,  se  instruyeron 
diligencias  en  averiguación  del  atentado  que  se  decia  cometido  por  lo& 
pueblos  limítrofes  á  aquel  partido  judicial,  invadiendo  y  arando  una  dehesa^ 
de  la  propiedad  del  Marqués  viudo  de  Villanueva  de  Duero; 

Que  de  las  diligencias  instruidas  aparece  que  los  primeros  dias  del  mes 
de  marzo  próximo  pasado  casi  todos  los  labradores  de  los  10  pueblos  es- 
presados  se  presentaron  con  las  yuntas  de  gsrnado  en  la  dehesa  del  Mar- 
qués á  impedir  el  desarrollo  de  la  langosta  que  la  infestaba  ,  temerosos  de 
que  se  propagase  á  todas  las  restantes  propiedades  consiguiendo  en  gran 
parte  su  objeto: 

Que  interrogados  los  guardas  de  la  dehesa  acerca  del  particular,  mani- 
festaron que  hablan  oido  decir  á  los  labradores  que  la  operación  la  verifi- 
caban por  orden  de  los  Alcaldes  de  sus  pueblos  respectivos;  y  que  aun 
cuando  el  número  de  labradores  que  entraron  en  la  nnca  era  de  unos  700, 
ni  causaron  mas  daño  que  el  indispensable  para  la  destrucción  de  la  plaga,^ 
ni  obraron  tumultuariamente,  sino  con  el  mayor  orden  y  concierto: 


Digitized  by 


Google 


4?4  JURISPRUDENCIA  ADMINISTRATIVA. 

Que  recibida  declflracíon  á  algunos  de  ios  mismos  labradores,  espresa- 
ton  que  noticiosos  del  mal  que  les  amenazaba  se  pusieron  de  acuerdólos 
pueblos  todos  con  el  áníco  objeto  de  evitar  la  propagación  del  insecto, 
|)ero  sin  que  apereciera  que  lo  hicieran  por  orden  espresa  d^us  Alcaldes 
respectivos  ni  en  virtud  de  acuerdo  previo  de  los  mismos: 

Que  el  Juez  con  estos  antecedentes,  y  oido  el  Promotor  fiscal  que  opi- 
naba que  los  labradores  de  los  40  pueblos  habían  procedido  á  la  destruc- 
ción de  la  langosta  por  orden  de  los  Alcaldes,  solicitó  la  autorizacioD  para 
procesar  á  estos  i  O  funciona  rios  por  considerar  que  hablan  cometido  el 
delito  de  daño  penado  en  el  art.  478  del  Código: 

Por  último,  que  el  Gobernador,  teniendo  en  cuenta  lo  alegado  por  los 
Alcaldes  y  lo  informado  por  ef  Censejo  provincial,  denegó  la  autorizacioa, 
no  solo  porque  aquellos  negaron  terminantemente  que  hubieran  ordenado 
]a  operación  llevada  á  cabio  por  los  labradores,  sino  porque  á  su  juicio  la 
conducta  de  éstos  fué  determinada  por  la  suprema  razón  de  las  circuns- 
tancias y  la  imperiosa  necesidad  de  evitar  un  mal  mayor: 

ConsMtersíBdo  (jue  en  el  testimonio  remitido  por  el  Juez  no  se  prueba 
<}ue  lo6  Alcaides  diesen  á  sus  administrados  respectivos  la  orden  de  rotura- 
ción de  la  dehesa  del  11  arques,  estando  por  el  contrario  demostrado  que 
estos  últimos  lo  veriñcaron  espontáneamente  é  impulsados  por  el  temor  de 
que  la  plaga  de  la  langosta  se  propagase  á  sus  propiedades,  causando  gra- 
vísimos males: 

Considerando  que  aun  en  el  supuesto  de  que  se  ocasionasen  algunos 
daños  á  la  propiedad  particular  de  dicho  Marqués,  deben  ser  estimadas 
las  graves  razones  que  para  ello  hubo,  tanto  por  la  naturaleza  del  mal  que 
«e  trataba  de  remediar,  cmno  por  las  consecuencias  que  hubiera  producido 
para  et  orden  público  la  oposición  de  los  mismos  Alcaldes; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  t 
Justicia  del  Consejo  de  Estado ,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del 
Gobernador. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  seis  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.~-(Publicada  en  la  Gaceta  de  13  de  julio 
de  1867.) 


Auéovlmsk^lon  (Q  de  julio  de  1867.). — Lesiones.—Sc  con- 
firma la  negativa  dt\  Gobernador  de  la  provincia  de  Navarra  en  la 
autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Pamplo- 
na para  procesar  á  D.  Tomás  Marco  y  D.  Juan  Alvarez,  Inspector  y 
Oficial  respectivamente  de  vigilancia,  y  se  resuelve: 

Que  no  es  responsable  el  empleado  de  vigilancm  por  las  lesiovej 
que  causa  á  una  persona  á  quien  conduce  detenida  y  que  trata  de 
evadirsCy  profiriendo  además  contra  aquel  funcionario  palabras  in- 
juriosas, mucho  mas  si  las  lesiones  son  leves. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Navarra  hi 
negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Pamplona  la  autorización  para 
procesar  ¿  D.  Tomás  Marco  y  D.  Juan  Alvarez,  Inspector  y  Oficial  respec- 
tivamente de  vigilancia,  por  lesiones,  y  del  cual  resulta: 
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Qu«  en  ia  noche  del  2  de  febrero  último  los  espresados  fitócionarros  de- 
sempeñaban el  servicio  propia  de  su  instituto,  cuidando  de  la  conserva- 
«ioB  del  orden  «n  un  baile  público,  i  ta  sazón  que  presenciaron  un  escán- 
dalo producido  ^or  un  joven  llamado  Alonso,  que  se  resistía  á  pagar  al 
ujozo  del  ambigú  los  objetos  que  había  tomado: 

Que  en  vista  de  las  proporciones  que  el  altercado  iba  adquiriendo, 
llevaron  á  Alonso  al  depósito  municipal  en  clase  de  detenido;  mas  habien- 
do observado  qne  ya  en  la  calle  intentaba  evadirse  y  proferia  espresiones 
injuriosas  contra  ellos,  uDode  ios  empleados  que  le  acompañaban  le  dio 
algunos  golpes  con  el  bastón,,  mientras  el  otro  le  aseguraba: 

Que  puesto  el  detenido  á  disposición  del  Juzgado  é  instruidas  diligen- 
cias contra  el  mismo  por  desacato  á  la  autoridad,  se  mandó  sacar  testimo- 
nio de  la  parte  referente  á  la  conducta  observada  por  los  empleados  de 
vigilancia,  á  quienes  el  procesado  señaló  como  autores  de  las  contusiones 
que  le  cansaron  cuando  se  le  condujo  al  depósito  municipal: 

Que  en  su  consecuencia,  el  Promotor  fiscal,  á  quien  se  pasó  la  causa, 
espuso  que  siendo  cierto  que  el  Inspector  y  Oficial  de  vigilancia  habían 
causado  á  Alonso  algunas  lesiones  leves  golpeándole  con  el  bastón,  debían 
ser  procesados,  puesto  que  incurrieron  en  el  caso  previsto  en  el  art.  300 
del  Código  penal,  por  el  qiie  se  castiga  al  empleadóque  cometiere  vejacio- 
nes injustas  ó  innecesarias; 

Que  elJuéz,  de  conformidad  con  el  anterior  dictamen,  solicitó  la  auto 
rizacion  para  procesar  á  los  dos  funcionarios  de  vigilancia  por  suponer  que 
habían  abusado  de  sus  cargos;  pero  el  Gobernador  la  negó  fundándose  con 
«I  Consejo  provincial  en  que  no  solo  no  estaba  probado  el  abuso,  sino  que 
por  el  contrario  aparecia  del  espediente  que  habían  cumplido  su  deber: 

Considerando  que  las  circunstancias  que  concurrieron  en  los  hechos 
por  que  se  intenta  procesar  al  Inspector  y  Oficial  de  vigilancia,  lejos  de 
confirmar  que  abusaron  de  sus  cargos,  como  pretende  el  juzgado,  prueban 
fondadamente  que  procuraron  llenar  su  cometido,  porque  al  hecho  no 
bastante  probado  de  que  uno  de  elfos  golpeó  cm  et  bastón  al  sngeto  que 
llevaban  detenido,  hay  que  oponer  la  escitacioíi  y  encono  de  éste,  sus  co- 
natos de  evasión  y  hasta  hi  naturaleza  misma  de  las  contusiones  muy  leves 
que  dice  le  causaron; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Josticia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Gober- 
nador. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  seis  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  sie- 
te.—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, Ramón  María  Narvaez. —(Publicada  en  la  Gaceta  de  13  de  julio 
de  4867.) 


W9. 

Aulorlxucloii  (6  de  julio  de  i867.).— Falsedad. — Se  con- 
cede la  autorización  en  cuanto  á  D.  Domingo  Abad  ,  Secretario  del 
Ayuntamiento  del  pueblo  de  Milagros,  y  se  confirma  la  negativa 
<iel  Grobernador  de  la  provincia  de  Burgos  respecto  al  Alcalde  de 
dicho  pueblo,  D.  Paulino  Moral,  en  la  solicitada  por  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Aranda  de  Duero  para  procesarles,  y  se  resuelve: 

1 .®  Que  en  el  caso  de  que  ú  bien  aparece  del  espediente  guber- 
TOMO  yii. --Jurisprudencia  administrativa.  54 
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nativo  que  un  Secretario  deAyunlamiento  no  tuvo  intención  de  ase- 
gurar bajo  su  firma  un  hecho  falso,  no  resultan,  sin  embargo,  datos 
suficientes  para  probar  su  inocencia  completa,  debe  dejarse  en  liber- 
tad al  Juzgado  para  continuar  los  procedimientos  contra  el  mismo; 
Y  2.°  que  el  F.*  B.^  que  ios  Alcaldes  ponen  en  las  certificacio- 
nes espedidas  por  los  Secretarios  de  Ayuntamiento  sirven  solo  para 
dar  fé  de  la  persona  y  firma  del  Secretario  y  no  del  contenido  del 
documento  mismo,  por  lo  cual  no  son  ref^pousables  aquellos  de  la 
falsedad  que  pueda  existir  en  dicha  certifi^cacion. 

Cd  el  espedíeDte  en  que  el  Gobernador  de  la  proviocra  de  Burgos  ha 
negado  al  Juez  de  prinnera  instancia  de  Aranda  de  Duero  la  autorizacioa 
para  procesar  á  D.  Paulino  Moral  y  D.  Domingo  Abad,  Alcaide  y  Secre- 
tario respeclívamenle  del  pueblo  do  Milagros,  por  delito  de  falsedad,  y  del 
cual  resulta: 

Que  en  7  de  julio  de  1866  el  Secretario  de  Milagros  espidió  certifica- 
ción visada  por  el  Alcalde,  en  la  que  se  espresaba  que  en  el  amillaramiento 
de  aquella  villa,  rectificado  para  nacer  el  repartimiento  de  la  contribución 
territorial ,  figuraba  Bernardo  García  con  la  carga  de  una  fanega  y  1 1 
celemines  por  la  parte  que  tenia  en  el  prado  que  compró  á  otro  vecino 
llamado  Agustin  Alonso,  sin  constar  que  las  fincas  de  García  aparecieran 
con  ningún  lindero  en  la  relación  del  mismo: 

Que  el  documento  espresado  se  presentó  en  un  pleito  civil  suscitado 
entre  los  vecinos  Diego  Barra nís  y  Agustin  Alonso,  pretendiendo  éste 
por  vía  de  prueba  que  espusiera  testimonio  de  la  relación  de  bienes  que 
para  pago  de  la  contribución  tenia  dada  Bernardo  García  á  la  Municipa- 
lidad de  Milagros;  y  practicada  esta  diligencia,  resultó  que  no  figuraba 
como  suya  ninguna  heredad  en  el  prado  de  que  se  ha  hecho  roeocioo: 

Que  al  dictar  el  Juez  de  Aranda  sentencia  en  el  indicado  pleito,  man- 
dó sacar  testimonio  de  la  parte  referente  á  la  contradicción  que  se  nota- 
ba entre  la  certificación  estendida  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento 
de  Milagros  y  el  documento  aducido  al  pleito,  por  abrigar  sospechas  d€ 
que  se  hubiese  cometido  una  falsedad: 

Que  en  su  consecuencia  se  instruyeron  diligencias,  en  las  que  el  Se- 
cretario prestó  declaración  manifestando  que  la  fanega  y  1 1  celemines 
que  aseguró  en  su  certificación  que  pagaba  Bernardo  García  en  el  prado 
que  compró  á  Agustin  Alonso  se  hallaba  englobada  en  las  i5  y  nueve  ce  - 
lemines  a  que  se  referia  el  testimonio  del  Escribano: 

Que  el  Juez,  separándose  del  dictamen  del  Promotor  fiscal,  que  pro- 
puso se  sobreseyera  en  el  negocio  por  no  estimar  culpable  de  falsedad  al 
Secretario,  y  mucho  menos  al  Alcalde,  solicitó  la  autorización  para  proce- 
sar á  estos  dos  funcionarios,  que  á  su  juicio  hablan  aseverado  un  hecho 
falso  en  documento  oficial: 

Por  último,  que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  el 
Consejo  provincial,  negó  la  autorización  solicitada ,  fundándose  en  que  el 
Secretario  se  refería  en  su  certificación  al  amillaramiento,  y  el  testinío- 
nro  del  Escribano  á  las  relaciones  originales  presentadas  sin  fecha  ni  fir- 
ma por  Bernardo  García ;  debiendo  tenerse  presente  que  el  amillaramien- 
to para  el  reparto  de  la  contribución  es  diferente  de  las  relaciones  qoe 
presentan  los  contribuyentes  para  su  formadon,  en  cuyas  relaciones  pue- 
de haber  ocultación  de  bienes  ó  confusión  en  el  modo  de  referirlos: 

Visto  el  art.  226 ,  núm.  4.®  del  Código  pepal ,  por  el  que  se  castiga  ai 
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empleado  público  que  abusando  de  su  oficio  cometiere  faJsedad  faltando 
ala  verdad  en  la  parracíon  de  los  hechos: 

Considerando  que  de  lo  actuado  en  este  espediente,  si  bien  parece 
desprenderse  que  el  Secretario  de  Milagros  no  tuvo  intención  de  fise^urar 
bajo  su  firma  un  hecho  falso,  no  existen,  sin  embargo  dalos  suficientes 
para  probar  su  inocencia  completa;  por  lo  cual  debe  dejarse  al  Juzgado  en 
,  Ubertad  para  continuar  los  procedimientos  contra  el  mismo: 

Considerando  que  respecto  al  Alcalde  D.  Paulino  Moral  no  hay  razoa 
para  qqe  quede  sujeto  á  las  resultas  de  esta  causa,  porque  su  visto  bueno 
en  la  certíncacioo  que  se  supone  falsa  no  sirve  mas  que  para  dar  fé  de  la 
firma  y  persona  del  Secretario,  y  no  del  contenido  del  documento  mismo; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Inslicja  del  Consejo  de  Estado ,  Vengo  en  conceder  la  autorización  en 
cuanto  al  Secretario,  y  confirmar  Iji  negativa  del  Gobernador  respecto  a^ 
Alcalde. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  seis  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  sie- 
te.—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
i^istfos,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  13  de  juli» 
de  1867.) 


ISO. 


Compteteneia  {ii  de  julio  de  1867.).-^ApaovBGHAMiBNTa 
BE  VADERAS.— Se  dcclde  á  favor  de  la  Administración  la  compe- 
tfinoia^ttscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  CaDaria& 
y  el  Juez  de  primera  iústancia  de  Guia,  con  motivo  de  la  denuncia 
presentada  por  D.  Gregorio  Gutiérrez  contra  Pedro,  Antonio  y 
Francisco  González,  que  habian  aprovechado  unos  pinos  derri- 
bados por  el  viento  ^n  el  cortijo  de  Tauro,  y  se  resuelve: 

1."  Que  cuando  se  duda  por  las  autoridades  contendientes  si  el 
Jiecho  denunciado  ha  tenido  lugar  en  montes  del  Estado  ó  en  otro$ 
ie  propiedad  particular  que  con  ellos  linden,  es  consiguiente  que  no 
puede  decidirse  el  conflicto  ínterin  no  se  practique  el  oportuno^ 
deslinde,  cuya  operación  coi  responde  á  las  autoridades  adminis- 
fr<divas; 

Y  2.**  que  también  á  dichas  autoridades  corresponde  cono- 
cer  de  los  escesos  que  puedan  cometerse  en  el  aprovechamiento  de 
uw)s  montes  del  Estado,  autorizado  por  la  Administración. 

En  el  espediente  yautos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gobernar 
dor  de  la  provincia  de  Canarias  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Guia,  de- 
4os  cuaJes  resulta  : 

Que  en  el  referido  Juzgado  se  instruyeron  procedimientos  criminales 
.en.  virtud,  de  denuncia  presentada  por  D.  Gregorio  Gutiérrez  contra  varios 
fragueros,  entre  los  cuales  se  hallaban  Pedro,  Antonio  y  Francisco  Gon- 
zález, por  haber  aprovechado  unos  pinos  derribados  por  el  viento  en  el 
jcortiio  de  Tauro,  pueblo  de  Mogán: 

Que  á  instancia  de  D.  José  Jorge  Rodriguez,  rematante  de  unos  pinos 
en  los  aCaideros  de  Tauro,»  monte  propio  del  Estado,  el  Gobernador  de 
la  provincia  promovió  cuestión  de  competencia  con  el  Juzgado,  sin  citar 
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las  disposiciones  en  que  se  apoyaba;  por  lo  cual ,  y  otros  defectos  de  tra- 
mitación, se  declaró  mal  formada  la  contienda  por  Real  decreto  de  25^  de 
noviembre  de  1866: 

Que  .el  Gobernador  reiteró  su  requerimiento  fundáodose  en  el  núme- 
ro 1."  del  art.  54  del  reglamento  de  25  de  setiembre  de  1863,  y  en  los 
arts.  80,  88  y  100  del  reglamento  de  17  de  mayo  de  1865,  teniendo  pre- 
sente que  la  finca  del  denunciante  D.  Gregorio  Gutiérrez  lindaba  con  el 
monte  del  Estado,  y  que  los  fragueros  á  quienes  se-  procesaba  habían 
obrado  de  orden  del  rematante  de  los  pinos  D.  José  Jorge  Rodríguez: 

Que  el  Juez  se  declaró  compeienle  después  de  sustanciar  de  nuevo  el 
coiflicto,  apoyándose  en  el  dictamen  del  Promotor  fiscal,  según  M  cual 
no  habia  cuestión  previa  administrativa  de  que  dependiese  el  fallo  judicial, 
y  á  la  autoridad  de  este  orden  correspondía  averiguar  todos  los  hechos 
^ue  tuviesen  relación  con  el  delito  y  condujeran  á  su  esclarecimiento,  re- 
€la mando  los  datos  que  juzgase  oportunos  de  la  autoridad  administrativa, 
la  cual,  sin  perjuicio  de  esto,  podía  hacer  el  deslinde  de  los  montes  y  apre- 
ciar el  remate  de  los  pinos: 

Que  insistiendo  el  Gobernador  en  su  requerimiento,  de  acuerdo  con 
el  Consejo  provincial,  resultó  el  presente  conflicto,  que  ha  seguido  sus 
trámites: 

Visto  el  núm.  1,**  del  art.  54  del  reglamento  de  25  de  setiembre  de 
1863,  que  permite  á  los  Gobernadores  suscitar  contienda  de  competencia 
«n  los  juicios  criminales  cuando  eiíista  alguna  cuestión  previa  que  deba 
decidirse  por  la  autoridad  administrativa  y  de  la  cual  dependa  el  fallo  ju- 
dicial: 

Vistos  los  artículos  80,  88  y  100  del  recámenlo  de  17  de  mayo  de 
1865,  el  primero  de  los  cuales  pone  á  cargo  del  Ministerio  de  Fomento  y 
de  los  Gobernadores  de  provincia  la  administración  de  los  Montes  del  Es- 
tado; encargando  el  segundo  á  los  Gobernadores  autorizar  el  disfrute  de 
los  árboles  derribados  por  los  vientos  y  otros  aprovechamientos  estraor- 
dioarios,  y  disponiendo  el  tercero  que  las  reclamaciones  contra  la  subasta 
las  resolverá  el  Gobernador  con  recurso  á  la  vía  conteúcioso-administra- 
tiva  ante  el  Consejo  provincial: 

Visto  el  art.  17  del  mismo  reglamento,  según  el  cual  corresponde  á  la 
Administración  el  deslinde  de  todos  los.  montes  públicos: 

Considerando: 

1.°  Que  así  el  Juzgado  como  el  Gobernador  de  la  provincia,  dudan  si 
el  hecho  que  motiva  los  procedimientos  criminales  ha  tenido  lugar  en 
montes  del  Estado  ó  en  otros  de  propiedad  particular  que  lindan  con 
ellos: 

2.**  Que  por  consiguiente  el  fallo  del  juicio  criminal  depende  del  des- 
linde, pues  soto  en  el  caso  de  aue  las  maderas  y  leñas  aprovechadas  sean 
del  monte  particular  existirá  el  delito  que  se  denunció;  y  si  hubo  esceso 
del  aprovechamiento  autorizado  por  la  Administración  en  los  montes  del 
Estado,  la  misma  Administración  ha  de  apreciar  los  efectos  y  alcance  da 
ebta  autorización  antes  del  procedimiento  criminal: 

3.®  Que  lo  mismo  el  deslinde  de  los  montes  públicos,  que  el  examen 
del  acto  adrpinistrativo  del  remate  de  los  pinos  corresponden  á  las  autori- 
dades administrativas; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en 
pleno,  Vengo  en  decidir  esta  competencia  en  favor  de  la  Administración. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  doce  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  sie- 
te.—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— -El  Presidente  del  Consejo  de  Mi«» 
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oistros,  RamoD  María  Narvaez.— (Pabiícada  eo  la  Gaoetaá'h  28  de  jutio 
de  4867.)  • 


Competen^iA  (í^de  julio  de  1867.).— Corta  y  carboneo 
EN  UN  MONTE. — Sc  dccide  á  favor  de  la  Adminislracion  la  compe- 
leocia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Burgos  y 
el  Juez  de  primera  instancia  de  Miranda  de  Ehro,  con  motivo  del 
interdicto  presentado  á  nombre  de  D  Benito  Ángulo  contra  Gre- 
gorio Orqueta  y  otros  vecinos  de  Bajauri,  y  se  resucite: 

Que  tratándose  de  bienes  nacionales,  ala  Adminiüracion  cor- 
responde designar  la  cosa  enajenada,  sin  que  los  Tribunales  ordi- 
narios puedan  conocer  de  los  interdictos  de  amparo  que  se  presen- 
ten, ínterin  que  por  aquella  ne  se  diga  si  el  terreno  sobre  que  ver- 
sa dicho  interdicto  es  en  efecto  el  que  se  vendió  como  desamortizado. 

En  el  espediente  y  autos  de  competeocia  suscitada  entre  el  Gobernfldor 
de  la  provincia  de  Burgos  y  el  Juez  de  primera  iostancia  de  Miranda  de 
Ebro,  de  los  cuales  resulta: 

Que  en  1860  se  adjudicó  como  mejores  postores  á  D.  Bpníto  y  D.  Pe- 
dro María  Ángulo  el  monte  titulado  la  Ibia,  silo  en  el  pueblo  «ie  Bajnuri, 
por  el  precio  de  19,000  rs.,  estendiéndose  la  oportuna  escritura  en  8  'ie 
mayo  de  aquel  año,  y  tomando  posesión  de  aquel  terreno  tos  compradoref^ 
dos  días  después^ 

Que  en  1863,  habiéndose  introducido  los  dueños  del  monte  de  la  Ibia 
en  el  tiluiado  detrás  de  San  Martin  para  cortar  leña  y  hacer  carbón,  bajo 
el  protesto  deque  ha/)¡a  sido  comprendido  en  la  compra  que  hicieron  del 
primero,  el  Pedáneo  de  Bajauri,  ignorando  que  terreno  comprendía  cada 
uno  de  ambos  montes;  mandó  suspeuder  la  corta  y  recurrió  al  Gober'na- 
dor  solicitando  que  se  procediese  al  deslinde  y  amojonamiento  de  la  linca 
enajenada: 

Que  en  4  de  agosto  de  1866  se  presentó  en  el  Juzgado  de  Miranda  do 
Ebro  un  interdicto  de  recobrar  á  nombre  de  D.  Benito  Ángulo  contra 
Gregorio  Orqueta  y  otros  vecinos  de  Bajauri  por  haberse  introducido  en 
el  monte  de  la  Ibia  á  sacar  tierra  y  cortar  leña  sin  permiso  del  dueño: 

Que  sustanciado  el  interdicto  sin  audiencia  del  despojante,  se  acord<'> 
la  restitución  en  8  d^l  mismo  mes  y  año:  .    .    , 

Que  á» instancia  del  demandante  se  siguió  causa  criminal  contra  los 
despojantes  por  la  intrusión  de  que  se  ha  hecho  mérito,  y  habiendo  re- 
querido de  inhibición  el  Gobernador  al  Juez,  éste  se  declaró  incompetente 
paja  entender  en  el  negocio,  pues  basta  tanto  que  se  efectuase  el  des- 
linde no  podía  decidirse  si  coastituián  ó  no  delito  los  actos  cometidos  por 
les  vecinos  de  Bajauri;  providencia  que  fué, con  firmada  por  la  Audiencia 
del  territorio:  ^       u-     j   •  i  • 

Que  el  Gobernador  de  h  provincia  de  Burgos  requirió  también  de  iti lii  - 
bicion  al  Juzgado  de  Miranda  de  Ebro  en  el  negf>ck)  del  interdicto  fundán- 
dose en  «1  arl.  17a  de  la  instrucción  de  34  de  mayo  de  1555^  en  ia  Real 
órdeo  de  ti  de  abril  de  -1860:  r      ,.  j         i 

Que  después  de  ia  tramitaoion  debida,  el  Jirez,  de  (ioeformldad  con  lo 
informado  por  el  Promotor  fiscal,  se  declaró  incompetente  para  entender 
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«D  el  negocio  en  razón  á  que,  hallándose  la  cuestión  del  interdicto  enla- 
zada con  la  del  deslinde  de  la  finca  enajenada,  no  podia  entender  el  Juz- 
gado hasta  tauto  que  no  fuera  resuelta  la  primera  por  la  Administración: 

Que  la  Audiencia  del  territorio  revocó  esta  sentencia  declarando  que  el 
Juzgado  era  competente  para  entender  en  el  asunto,  fundándose  en  que 
no  pueden  entablarse  competencias  en  negocios  fenecidos  por  sentencia 
ejecutoriada,  como  sucede  en  el  interdicto  de  que  se  trata,  y  en  que  esta 
providencia  se  había  dado  contra  varios  particulares;  pero  sm  afectar  en 
lo  mas  mínimo  á  los  intereses  de  la  Hacienda  ni  á  la  resolución  que  pudie- 
ra recaer  en  las  cuestiones  gubernativas  que  fueran  objeto  del  espediente 
de  deslinde: 

Que  insistiendo  en  su  requerimiento  el  Gobernador  de  conformidad 
con  el  Consejo  provincial,  resultó  el  presente  conflicto  que  ha  seguido  sus 
Irámites: 

Visto  el  art.  96  de  la  instrucción  de  31  de  mayo  de  1855,  que  establece 
en  su  núm.  8.°  que  entenderá  la  Junta  de  Ventas  en  la  resolución  de  todas 
las  reclamaciones  ó  incidencias  de  ventas  de  fincas,  censos  ó  sus  reden- 
ciones: 

Vista  la  Real  orden  de  25  de  enero  de  1849,  que  declara  contencioso- 
administrativo  y  de  la  competencia  de  los  Consejos  provinciales,  y  el  Real 
<en  su  caso,  hoy  de  Estado,  todo  lo  relativo  á  la  validez  ó  nulidad  de  las 
ventas  de  bienes  nacionales,  á  la  interpretación  de  sus  cláusulas,  á  la  de- 
signación de  la  cosa  ennjenada  y  declaración  de  la  persona  á  quien  se  ven- 
dió y  á  la  ejecución  del  contrato: 

Visto  el  art.  1."  de  la  Real  orden  de  20  de  setiembre  de  1852,  según  el 
cual  corresponden  al  conocimiento  dejos  Consejos  provinciales,  y  del  Real 
en  su  caso,  hoy  de  Estado,  las  cuestiones  contenciosas  ilativas  á  la  vali- 
dez, inteligencia  y  cumplimiento  de  los  arriendos  y  subastas  de  los  bienes 
nacionales  y  actos  posesorios  que  de  ellos  se  deriven  hasta  que  el  compra- 
dor ó  adjudicatario  sea  puesto  en  posesión  pacífica  4p  ellos: 

Considerando: 

1  ,^  Que  D.  Benito  Ángulo,  al  presentar  el  interdicto,  no  estaba  en 
quieta  y  pacífica  posesión  del  monte  detras  de  S'in  Martin,  porque  no 
consta  que  fuese  comprendido  en  la  compra  que  hizo  al  Estado  del  de  la 
Ibia,  ni  que  tomase  posesión  de  aquel;  antes  por  el  contrario,  el  Pedáneo 
de  Bajauri  negó  este  hecho,  y  en  su  consecuencia  solicitó  el  deslinde  de 
aquel  terreno: 

2.®  Que  tratándose  de  bienes  nacionales,  á  la  Administración  corres- 
ponde designar  la  cosa  enajenada,  según  dispone  el  artículo  citado  de  la 
ley  para  el  gobierno  y  administración  de  las  provinci^is: 

3.0  Que  en  su  consecuencia  los  Tribunales  ordinarios  no  pueden  en- 
tender en  cuestión  alguna  relativa  al  presente  caso  hasta  que  se  resuelva 
la  previa  sobre  designación  del  terreno  vendido  por  el  Estado,  como  ter- 
minantemente reconocieron  el  Juzgado  de  Miranda  de  Ebro  al  inhibirse 
del  conocimiento  de  la  causa  criminal  seguida  contra  los  vecinos  de  Ba- 
jauri por  haber  entrado  en  el  terreno  de  que  se  trata,  y  la  Audiencia  del 
territorio  al  confirmar  esta  providencia; 

De  conformidad  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pie* 
no.  Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  doce  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete. — Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  28  de  ja- 
lío  de  1867.) 
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Competencia  (18  de  julio  de  1867.). — Pago  de  las  pensio- 
nes DE  UN  CENSO.— Se  dccide  á  favor  de  la  autoridad  judicial,  la 
competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Zara- 
goza y  el  Juez  de  Hacienda  de  la  capital,  con  motivo  de  la  deman- 
da presentada  por  los  patronos  del  legado  pío  fundado  por  la  Mar- 
quesa de  Gironella  contra  el  Presidente  y  Junta  del  establecimien  - 
to  de  Camarera,  y  se  resuelve: 

1.°  Que  una  vez  puesto  el  comprador  de  bienes  nacionales  en 
quieta  y  pacifica  posesión  de  la  finca  ó  derecho  vendido  por  el  Es- 
tado, cesa  la  competencia  de  la  Administración  para  entender  en 
las  cuestiones  que  se  promuevan  con  motivo  de  los  actos  del  adqui- 
rente,  limitándose  á  la  designación  de  lo  enajenado,  declaración 
de  la  persona  á  quien  se  vendió  y  ejecución  del  contrato; 

Y  2.®  que  el  averiguar  á  quien  pertenece  el  dominio  de  unos 
censos ,  como  cuestión  que  es  de  propiedad  de  derechos  reales ,  cor- 
responde al  criterio  judicial^  porque  las  cuestiones  de  propiedad 
están  bajo  el  amparo  de  los  Tribunales  de  justicia. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Zaragoza  y  el  Juez  de  Hacienda  de  la  capital,  de  los 
cuales  resulta  : 

Que  á  nombre  denlos  patronos  del  pío  legado  que  fundó  la  Marquesa 
de  Gironella  en  1749  para  dotar  doncellas  pobres  se  presentó  en  aquel 
Juzgado  demanda  ordinaria  de  mayor  cuantía  contra  el  Presidente  y  Jun- 
ta del  establecimiento  de  Camarera  ,  para  ei  pago  de  pensiones  vencidas 
de  dos  censos  impuestos  en  1790  por  los  representantes  de  los  hacendados 
de  Zuera,  San  Mateo,  Mambtas  y  otros  pueblos  regantes  de  la  acequia  Ca- 
marera á  favor  del  pío  legado: 

Que  la  Junta  demandada  presentó  un  articulo  de  incootestacíon  apo- 
yándose en  que  el  Estado  le  había  otorgado  en  i859  la  redención  del  cen- 
so, y  mientras  no  decidiera  la  Dirección  del  ramo  sobre  la  validez  ó  nuli- 
dad dé  la  redención,  no  habia  términos  hábiles  de  seguir  ei  pleito  : 

Que  el  Juez  declaró  haber  lugar  al  artículo,  y  la  Audiencia  de  Zarago- 
za revocó  este  auto  en  virtud  de  la  apelación  interpuesta  en  atención  á 
que  los  demandantes  hablan  justificado  haber  hecho  la  reclamación  gu- 
bernativa con  arreglo  ni  Real  decreto  de  20  de  setiembre  de  1851,  sin  que 
se  resolviera  después  de  cuatro  meses: 

Que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  la  Junta,  presentó  esta  la  es^ 
cepcion  de  incompetencia,  y  mas  tarde  testimonio  de  la  escritura  de  re- 
dención que  la  Hacienda  le  habla  otorgado ;  y  cuando  se  sustanciaba  este 
nuevo  incidente,  el  Gübernador  de  la  provincia ,  á  instancia  de  la  misma 
Junta  y  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  requirió  de  iúhibicion 
al  Juzgado  fundándose  en  el  niúm.  S.**  del  art.  96  de  la  instrucción  de  31 
de  Mayo  de  i  855,  y  en  el  número  3.^  del  art.  84  de  la  ley  de  25  de  setiem- 
bre de  4863: 

Qué  el  Juez  dio  vista  del  requirímíento  á  los  demandantes  por  cinco 
días;  y  estoá,  después  de  pedir  que  se  desestimara  la  escepcion  de  incom- 
petencia y  se  tuviera  por  contestada  la  demanda,  espusieron  en  cuanto  á 


Digitized  by 


Google 


432  JUBISPBUDINGIA  ADMIlflSTlUTlTA. 

la  competencia  provocada  por  el  Gobernador  solicitando  que  declara^^e  te^ 
nerla  el  Juzgado  para  entender  del  asunto: 

Que  la  Junta  demandada  y  el  Promotor  fiscal,  á  quienes  se  dio  trasla- 
do, pidieron  ^a  inhibición  del  Juez,  á  lo  que  este  accedió,  manchado  re- 
mitir los  autos  al  Gobernador: 

Que  apelada  esta  sentencia,  fué  revocada  por  la  Audiencia  de  Zarago- 
za, que  mandó  al  Juez  sostener  su  competeucia,  previniéndole  que  se 
atemperase  al  reglamento  de  25  de  setiembre  de  1863  para  sustanciar  es- 
tas contiendas;  y  que  Una  vez  requerido  do  inhibición,  suspendiera  todo 
procedimiento  hasta  terminarse  la  competencia,  y  para  ello  se  apoyó  prin- 
cipalmente en  que  se  trataba  de  derechos  que  se  Tundan  en  títulos  ante- 
riores á  la  subasta,  y  en  que  la  Junta  demandada  estaba  ya  en  posesión  pa* 
cifica  del  derecho  que  le  enajenó  el  Bstado: 

Que  sustanciado  en  forma  el  incidente  de  competencia^  declaró  tener- 
la el  Juez,  por  las  razones  que  espuso  la  Auiliencia  en  su  mencionado  fa- 
llo, y  exhortó  al  Gobernador  sin  remitirle  copia  del  dictamen  fiscal;  é  in- 
sistiendo en  su  requerimiento  el  mismo  Gobernador,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  provincial,  resultó  el  presente  cOLÍlicto: 

Visto  el  núm.  8.*  del  art.  96  de  la  instrucción  de  31  de  mayo  de  1855, 
que  encarga  á  la  Junta  de  Ventas  conocer  de  todas  las  reelanlaeiones  é 
incidencias  de  ventas  de  fincas,  censos  ó  sus  redenciones: 

Visto  el  art.  1  °  de  la  Real  orden  de 20  de  setiembre  de  1852,  que  atri- 
buye á  los  Consejos  provinciales  y  P%eal  (hoy  de  Estado),  el  conocimiento 
de  las  cuestiones  contenciosas  relativas  á  la  validez,  inteligencia  y  cum- 
plimiento de  los  arriendos  y  subastas  de  los  bienes  nacionales  y  actos  po- 
sesorios que  de  ellos  se  deriven,  hasta  que  el  comprador  ó  adjudicatario 
sea»  puesto  en  posesión  pacífica  de  ellos;  y  al  de  los  Juzgados  y  Tribunales 
de  justicia  competentes  las  que  versen  sobre  el  dominio  de  los  mismos  bie- 
nes y  cualesquiera  otros  derechos  que  se  funden  en  títulos  anteriores  y 
posteriores  á  la  subasta,  ó  sean  independientes  de  ella: 

Visto  el  art.  63  del  reglamenlo  de  igual  fecha,  que  previene  al  reque- 
rido de  inhibición  que  se  declare  competente  que  en  el  exhorta  a;!  Goberna- 
dor  inserte  los  dictámenes  deducidos  por  el  Ministerio  fiscal  en  cada  ios* 
tancia: 

Considerando: 

1  .*  Que  una  vez  puesto  el  comprador  de  bienes  nacionales  en  quieta 
y  pacífica  posesión  de  la  finca  ó  derecho  vendido  por  el  Estado,  cesa  la 
competencia  de  ia  Administración  para  entender  en  las  eueetiones  que 
ie  promuevan  con  motivo  de  los  actos  del  adquirente,  limitándose  esta  á 
la  designación  de  lo  enajenado,  declaración  de  la  persona  á  quien  se  veni- 
dlo y  ejecución  del  contrato: 

2.®  Que  si  bien  en  el  presente  caso  la  cuestión  promovida  ante  la 
Autoridad  judicial  puede  afectará  Ja^validez  ó  nulidad  de  la  redeocíon 
otorgada  por  el  Estado,  no  pu^e  declararse  válido  ó  nulo  este  contrato 
mientras  no  se  dilucide  si  á  Los  patronos  de  la  fundación  4  al  Estado  per- 
tenece el  dominio  de  los  censos  Ijitigjosos: 

3.*  Que  por  consiguiente,  el  fondo  de  la  cuestión  se  reduce  á  averi- 
guar á  quién  pertenece  ei  dominio  de  unos  icensos  ^m^  como,  propiedad 
de  derechos  reales  fundados  en  títulos  civileSy-está  sometida  eUriterio  ju- 
dicial y  puesta  al  amparo  de  los  Tribunales  de  justicia;  -    . 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno» 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  4  favor  de  la  autoridad  judicial,  y  lf> 
acordado* 
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Dado  eo  Sao  lidefoDsoá  diez  y  ocho  de  julio  de  rail  ochocreo tos  sesen- 
ta y  siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.—  El  Presidente  del  Consejo 
de  Mioisirps,  Ramoo  María  Narvaez.'-(Publicada  en  la  Gaceta  de  28  de 
julio  de   i867.). 


1S3. 

Competeneia  (20  de  julio  de  4867.). — Pertenencia  db 
UNOS  ÁhBOLEs.— S^  dccídc  á  favor  de  la  AdnotnistracioD  la  compe- 
tencia suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Madrid  y 
el  ivtez  de  primera  instancia  de  Colmenar  Viejo,  con  motivo  de  la 
demanda  de  menor  cuantía  entablada  por  el  Intendente  de  la  Real 
Casa  y  Patrimonio  contra  el  Ayuntamiento  del  Escorial,  y  se 
resuelve: 

1.°  Qve  asi  como  es  privativo  de  la  autoridad  judicial  el  decla^ 
rar  ¡a  legitimidad  de  una  d^uda  ó  la  obligación  de  deber  de  un 
Ayuntamiento,  es  propio  de  la  Administración  determinar  cuándo 
ha  de  incluirse  en  el  presupuesto  municipal; 

Y  2.**  que  el  objeto  del  Real  decreto  de  42  de  marzo  de  1847 
fué  impedir  los  procedimientos  ejecutivos  contra  los  fondos  mu- 
nicipales,  estableciendo  reglas  para  que  la  Administración  y  al  for- 
mar y  aprobar  los  presupuestos^  incluyese  en  ellos  los  débitos  que 
estuviesen  reconocidos  ó  declarados  legítimos  por  la  autoridad 
judicial. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Madrid  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Colmenar 
Viejo,  de  los  cuales  resulta: 

Que  en  aquel  Juzgado  se  siguió  pleito  ordinario  de  menor  cuantía  por 
el  Intendente  de  mi  Real  Casa  y  Patrimonio  contra  el  Ayuntamiento  del 
Escorial  sobre  la  pertenencia  de  unos  árboles  plantados  en  terrenos  del 
comuD,  junto  é  la  puerta  del  Jardin  del  Príncipe,  y  en  él  recayó  senten* 
cía,  que  causó  ejecutoria,  condenaodo  al  Ayuntamiento  en  rebeldía  al 
pago  de  los  2,300  rs.  vn.,  valor  de  los  árboles  que  habla  cortado  y  vendi- 
do, y  las  costas: 

Que  liquidadas  estas,  y  habiendo  afíanzado  la  parte  actora^  s^  requi- 
rió al  pago  al  Alcalde,  y  se  mandó  embargarle  bienes  á  pesar  de  las  obser- 
vaciones que  presentó  llamando  la  atención  del  Juzgado  sobre  las  disposi- 
ciones administrativas  y  la  responsabilidad  del  Ayuntamiento: 

Que  eu  esta  situación  el  Gobernador  de  la  provincia,  que  estaba  en- 
tendiendo del  asunto  á  instancia  de  la  misma  Intendencia  de  mi  Real 
Casa  y  Patrimonio  con  motivo  de  la  corta  y  venta  de  los  árboles,  requirió 
ai  Juzgado  para  que  se  inhibiese  del  conocimiento  del  negocio,  fundán- 
dose en  losartículos9l,93,  98,  too,  101,  103  y  104  de  la  ley  de  8  de 
enero  de  1845,  y  en  el  Real  decreto  de  12  de  marzo  de  1847: 

Que  sustanciada  la  competencia  en  el  Juzgado,  éste  declaró  tenerla 

para  conocer  del  asunto,  apoyándose  en  que  el  pleito  estaba  fenecido  por 

sentencia  ejecutoria;  yeo  su  vista  el  Gobernador  insistió  en  su  requerí* 

miento  con  fecha  4  de  marzo  de  1863,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provin- 
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ciál,  avisando  al  Juzgado  el  eovío  del  espediente  al  Ministerio  de  la 
Gobernación: 

Que  el  Juez  mandó  unir  á  los  autos  el  oficio  del  Gobernador,  y  en  20 
de  junio  de  í86d,  á  instancia  de  la  parte  actora,  ofició  á  la  íñísAa^utori- 
dad  para  que  ordenara  el  pago  de  la  suma  que  el  Ayuntamiento  adeuda- 
ba; á  lo  que  contestó  el  Gobernador  que  esto  correspondía  al  AleaWe, 
continuándose  las  actuaciones  hasta  que  de  Real  orden  se  pidieron  al  Juz- 
gado los  autos  relativos  al  asunto  sobre  que  se  habia  promovido  la  compe- 
tencia, los  que  remitió  en  marzo  último  á  la  Presidencia  del  Consejo  de 
Ministros: 

Vistos  los  artículos  91  al  104  de  la  ley  de  8  de  enero  de  i845^  que  se 
refieren  á  la  formación  del  presupuesto  mudicipal: 

Visto  el  Real  decreto  de  12  de  mapzo  de  1847,  que  establece  reglas 
para  el  pago  de  las  deudas  que  tengan  los  Ayuntamientos: 

Visto  el  núm.  3.**  del  art.  54  del  reglamento  de  25  de  setiembre 
de  1863,  antes  art.  3.'  del  Real  decreto  de  4  de  junio  de  1847,  que  prohi- 
be suscitar  competencia  en  los  pleitos  fenecidos  por  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada: 

Visto  ef  art.  58  del  mismo  reglamento,  antes  7.*  del  Real  decreto 
mencionado,  según  el  cual  el  Tribunal  ó  Juzgado  requerido  de  inbíbicioD, 
luego  que  reciba  el  exhorto  suspenderá  todo  procedimiento  en  el  asÜDto 
á  que  se  refíera¡mientrás  no  se  termine  la  contienda  por  desistimiento  del 
Gobernador  ó  por  decisión  mia,  so  pena  de  nulidad  de  CManto  des- 
pués se  actuase: 

Visto  el  art.  66  del  mismo  reglamento,  antes  15  del  citado  Real  de- 
creto, el  cual  dispone  que  si  el  Gobernador  insistiese  en  la  coropeteticia, 
ambos  contendientes  remitirán  por  el  primer  correo  tas  aettsaeioBes^  que 
ante  cada  cual  se  hubieren  instruido:  * 

Considerando: 

1  .•  Que  la  cuestión  de  competencia  promovida  no  versa  sobre  el  fende 
del  asunto  que  ha  sido  objelo  del  litigio  fenecido  y  ejecutoriado^  sino  sobre 
ia  ejecución  de  la  sentencia,  en  cuanto  á  la  oportunidad  de  incluir  en  el 
presupuesto  municipal  la  cantidad  que  ha  sido  condenada  á  pagar  el 
Ayuntamiento: 

2.°  Que  asi  como  es  privativo  de  la  autoridad  judicial  declak*sr  fa  legi- 
timidad de  una  deuda  ó  la  obligación  de  deber,  es  propio  de  la  Ad- 
ministración determinar  cuán.do  ha  de  incluirse  en  el  presupuesto  ma- 
nicipalí 

3.'  Que  el  objeto  del  Real  decreto  de  12  de  marzo  de  1847,'  fué  im- 
pedir los  procedimientos  ejecutivos  contra  ios  fondos  municipales^  esta- 
bleciendo reglas  paré  que  la  Administración,  al  formar  y  ¿probarlos  pre- 
supuestos, incluyese  en  ellos  los  débitos  que  estuviesen  reoonooidos^^  de- 
clarados legítimos  por  la  autoridad  judicial; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  e\  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no; Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Admtnistpacion,  y  1* 
acordado. 

Dado  en  San  Ildefodsoá  veinte  de  julio  de  mil  ochocieotoa  sesenta  y 
siete.  ~  Está  rubricado  de  la  Rea!  mano. —  El  Presidente  del  Goose^  de 
Idinistros,  Ramón  María  Narvaez.^(Publícada  en  la  OaceUi  de  38  de  ju- 
lio de  1867.) 
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Cosiipeteneia(21  de  julio  de  1837.). — Interdicto  de  obra 
NUEVA. — Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  competeacia 
suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Albacete  y  el 
Juez  de  primera  instancia  de  Cbiachilia,  coa  motivo  del  interdicto 
presentado  por  Donn  Josefa  Nunez  Robres  contra  Pedro  Nuñez,  y  se 
resuelve: 

i.""  Que  la  concesión  de  un  terreno  realengo  hecha  por  unAyun-- 
tamientoá  un  particuLr  nunca  puede  referirse  á  otro  de  propiedad 
privada  ó  poseído  por  un  particular: 

2.**  Que  cuando  el  interdicto  se  dirige  á  obtener  el  amparo  de  la 
posesión  que  existe  á  favor  de  un  particular,  en  nada  se  opone  al 
acuerdo  del  Ayuntamiento,  haya  ó  no  recaido  éste  sobre  materia 
administrativa  y  hayase  ó  no  dictado  en  virtud  de  legitimas  atri* 
buciones; 

Y  Z°  que  cuando  la  cuestión  promovida  por  el  interdicto^  en 
nada  afecta  á  los  intereses  públicos,  limitándose  por  el  contrario  á 
derechos  y  actos  puramente  privados^  no  tiene  aplicación  la  Real 
orden  de  S  de  ma^  de  1859. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador 
de  la  provincia  de  Albacete  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Cbinchillay 
de  los  cuales  resulta: 

Que  en  26  de  marzo  de  1866  acordó  el  Ayuntamiento  de  Pozohondo 
conceder  á  Pedro  Nuñez  350  varas  del  solar  que  existía  en  terreno  realea* 
go  CQ  la  Nava  de  Abajo,  frente  á  la  casa  del  mi^mo  Nuñez,  como  éste  lo 
iiabia  solicitado  para  hacer  un  parador  y  ensaocbar  su  ca^a: 

Que  en  18  de  junio  siguiente  se  presentó  al  Juzgado  de  Chinchilla  nxk 
inierdicto  de  recobrar  á  nombrejieDoña  Josefa  Nuñez  Robres  contra  Pe- 
dro Nuñez  por  haberla  despojado  hacia  unos  dos  meses  de  la  posesión  da 
un  bancal  de  la  labor  llamada  Pozo-Rubio,  que  la  querellante  había  here- 
dado de  su  marido  D,  Lino  Andrés,  echando  cimieutos  y  levantando  pare- 
des en  aquel  terreno  para  hacer  una  cas.a: 

Que  recibida  informaC;ion  testifical  y  prestada  fianza,  acordó  el  Juez 
para  mejor  proveer  que  se  reconociera  la  obra  por  peritos,  y  éstos  decla- 
raron q,ue  en  el  bancal  llamado  Pozo  Rubio  se  habiaq  levanlado  cqatro 
paredes  de  unas  trejs  varas  de  altara,  que  contenían  656  varas  cuadradas 
de  terreno;  añadiendo  que  la  obra  era  nueva  y  hecha  dentro  de  ios  siete 
ú  odio  meses  anteriores: 

Que  el  Juez^  suponiendo  que  procedía  un  interdicto  de  obra  nueva,, 
declaró  no  haber  lugar  al  de  recobrar,  sentencia  que  revocó  la  Audiencia 
de  Albacete  en  virtud  de  la  apelación  que  sostuvo  la  querellante: 

Que  hecha  Ja  tasación  de  costas  y  antes  de  que  se  ejecutara  la  restitu- 
ción, el  Gobernador  de  la  provincia,  á  instancia  del  Ayuntamiento,  y  des- 
pués de  varios  informes  de  éste  y  del  Consejo  provincial,  requirió  de  inhk 
bícion.af  Juzgado,  fundándose  en  io$  números  1.^  y  4.®  del  articulo  83  de 
la  ley  de  Ayuntamiíentos  y  en  M  Real  orden  de  ^  de  mayo  de  1839: 

Que  el  Juez  sostuvo  su  competencia  después  de  sustanciar  el  arlioolo 
en  atención  á  que  el  terreno  era  de  propiedad  particular,  según  lo  que  doi 
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autos  resultaba;  y  en  la  suposición  de  que  fuera  comuDal  se  escedió  el 
AyuDtamieoto  de  sus  atribucicoes  al  enajenarlo  sin  la  aprobación  dei  Go- 
bernador; á  que,  en  el  mismo  supuesto  de  ser  el  terreno  comunal,  no 
gé  pudo  enajenar  por  estar  los  de  aprovechamiento  común  esceptuados  por 
las  leyes  de  desamortización,  ni  se  pudo  conceder  como  roturación  porque 
no  se  pueden  legitimar  las  hechas  en  los  ejidos  de  los  pueblos  y  á  que 
siendo  la  concesión  hecha  al  despojante'de  359  varas,  y  habiendo  ocupado 
656  del  bancal  de  la  despojada,  es  notorio  que  habia  usurpación  de  un  de- 
recho real  de  ajena  pertenencia: 

Que  el  Gobernador  insistió  en  su  requerimiento,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  provincial,  resultando  el  presente  conflicto  que  ha  seguido  sus 
trámites: 

Visto  el  art.  83  de  la  ley  de  Ayuntamientos  reformada  en  2i  de  octu^ 
bre  de  4866,  según  el  cual  los  Ayuntamientos  deliberan  conformándose  á 
las  leyes  y  reglamentos: 

1.®  Sobre  la  formación  de  las  ordenanzas  municipales  y  reglamentos 
de  policía  urbana  y  rural:  » 

4.**    Sobre  la  formación  y  alineación  de  las  calles,  pasadizos  y  plazaf^. 
9.®    Sobre  la  enajenación  de  bienes  muebles  é  inmuebles  y  sus  adquisi- 
ciones, redención  de  censos,  préstamos  y  transacciones  de  cualquiera  es- 
pecie que  tuviere  que  hacer  el  común: 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  que  prohibe  dejar  sin  efec- 
to por  medio  de  interdictos  las  providencias  que  dicten  los  Ayuntamientos 
en  los  negocios  que  pertenecen  á  sus  atribuciones  según  las  leyes: 

Considerando: 

!.•  Que  la  providencia  administrativa  que  se  supone  contrariada  por 
el  interdicto  no  concedió  todo  el  terreno  que  ha  ocupado  el  concesionario, 
nf  pudo  refeHrse  á  terrenos  de  propiedad  privada  ó.  poseído  por  un  parti- 
cular: 

2.®  Que  el  interdicto  solo  se  dirige  á  obtener  el  amparo  de  la  posesión 
que  existe  á  favor  de  un  particular,  y  por  consiguiente  en  nada  se  opone 
al  acuerdo  del  Ayuntamiento,  haya  ó  no  recaído  éste  sobre  materia  admi- 
nistrativa y  hayase  ó  no  dictado  en  virtud  de  legítimas  atribuciones: 

3.®  Que  la  cuestión  promovida  por  el  interdicto  en  nada  afecta  á  lo» 
intereses  públicos,  y  por  el  contrario,  se  limita  á  derechos  y  actos  pura- 
tnente  privados; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  autoridad  judical. 

Dado  en  San  Ildefonso  a  veintiuno  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete,  — Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Itfinisros,  Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  29  de  julio 
dei867.) 


ISA. 

flompetencia  (21  de  julio  de  i  867.).  — Roza  t  corta 
W  ARROLKS.—Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  compe- 
teocia  suscitada  entre  el  Gobernador  d&  la  provincia  de  Guadala- 
jara  y  eIJuez  de  primera  insiaaeia  de  Tamajoa»  con  motivo  del 
inteí'dicto  presentado  por  D.  Segundo  Colmenares  cobtra  varios 
vecinos  de  Colmenar  y  Cabida,  y  se  resuelve: 
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1.®  Que  cuando  no  se  trata  de  averiguar  los  limites  de  unos 
montes  de  un  particular  que  confinan  con  otros  de  un  pueblo,  sino 
de  que  se  mantenga  á  aauel  en  la  posesión  que  disfruta  y  que  el 
pueblo  le  niega  en  él  hecho  de  no  respetarla  y  disputarle  la  propie- 
dad, corresponde  conocer  del  asunto  á  la  autoridad  judicial: 

2.®  Que  cuando  el  querellante  se  halla  en  posesión  de  los  nwn^ 
íes  sobre  que  versa  la  cuestión,  y  no  se  ha  adoptado  antes  del  in- 
terdicto  providencia  alguna  por  la  Admitiistracion  para  conservar 
la  posesión  que  sobre  dichos  montes  pudieran  tener  unos  pueblos, 
no  se  puede  estimar  improcedente  el  recurso  judicial  del  interdie-' 
lo,  que  se  limita  á  mantener  la  posesión  privada: 

3.*    Que  asi  como  las  providencias  administrativas  que  recaigan 
sobre  materias  de  este  orden  no  pueden  dejarse  sin  efecto  por  me- 
dio de  interdictos  ante  la  autoridad  judicial,  tampoco  los  interdic- 
tos  se  pueden  contrariar  ante  la  Administración  por  medio  de  , 
providencias  posteriores  al  fallo  restitutorio: 

4.®  Que  si  bien  el  deslinde  de  los  montes  públicos  y  los  que  con 
ellos  confinen  en  todo  ó  parte  corresponde  á  la  Administración, 
cuando  la  cuestión  que  se  suscita  versa  sobre  propiedad  y  posesión 
de  esos  montes,  es  privativo  de  los  Tribunales  de  justicia  el  conod- 
miento  de  ella  en  el  juicio  plenario  correspondiente: 

5.**  Que  suscitar  una  cuestión  de  competencia  y  adoptar  al 
mismo  tiempo  providetwias  en  el  asunto  es  contrario  á  la  disposi- 
ción del  art.  58  del  Reglamento  de  25  de  setiembre  de  4865; 

Y  6.®  Que  el  principio  en  que  didío  artículo  se  funda  es  apli- 
cable  á  las  dos  autoridades  contendientes,  toda  vez  que  por  él  se 
determina  que  desde  el  momento  en  que  se  pone  en  duda  la  juris- 
dicción 6  atribuciones  para  entender  de  un  asunto  por  la  provoca- 
ción de  la  competencia,  íiinguna  de  las  autoridades  que  la  cues- 
tionan la  tiene  para  proceder  en  él. 

Ed  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  ia  provjocia  de  Gruadalajara  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Ta- 
majoD,  de  los  cuales  resulta: 

Que  en  ü^de  julio  de  1866  se  presentó  en  aquel  Juzgado  un  interdicto 
ée  despojo  é  nombre  de  D.  Segundo  Colmenares,  dueño  de  los  montes 
llamados  Claros,  en  los  pueblos  de  Colmenar  de  la  Sierra  y  su  anejo  Ca- 
bida, Bl  Vado,  Cardoso,  Peñalva  y  Bocigano,  contra  varios  vecinos  de 
Colmenar  y  Cabida,  por  haber  rozado,  sembrado  y  cortado  árboles  en  los 
sitios  llamados  Huecos  de  las  Medicinas,  Balbugera,  Frontal,  Fuente- cor- 
ral, Pedrizas  y  Laderas  de  Cabida:  * 

Que  recibida  información  testifical  y  prestada  Ganza,  se  dictó  auto 
restitutorio  en  4  de  agosto  siguiente,  el  cual  no  se  pudo  notificar  á  los 
despojantes  hasta  1 .®  y  3  de  setiembre,  por  haberse  negado  los  del 
pueWo  á  recibir  la  notificación  y  á  servir  de  testigos  para  ella: 

Que  dos  vecinos  de  Colmenar  apelaron  del  auto  restitutorio,  pero  sin 
representación  de  Procurador,  por  lo  cual  acordó  el  Juez  que  se  provee- 
ria  luego  que  pidieran  con  la  dirección  debida,  lo  cual  no  hicieron  des- 
pués, y  en  i2  de  octubre  se  llevó  á  efecto  la  restitución: 
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Que  en  8  del  mismo  octubre  el  iDgeniero  de  Montes  del  distrito  pidi6 
hl  Gobernador  que  se  le  facilataran  algunos  documentos  para  el  espedien- 
te.que  decía  estar  instruyendo  sobre  la  posesión  de  los  montes  llamados 
claros,  y  esta  autoridad  acordó  entre  otras  cosas  que  se  practicaran  en 
cada  pueblo  informaciones  que  acreditaran  la  posesión  de  aquellos  mon- 
tes, y  sabedor  de  ello  D.  Segundo  Colmenares,  pidió  que  se  le  oyera  y  tu- 
piera por  parle  en  el  espediente: 

Que  de  los  catastros  de  los  pueblos,  de  los  amillaramientos,  de  las  in- 
formaciones practicadas  por  los  Ayuntamientos  y  vecinos  de  los  mismos 
y  demás  documentos  que  forman  el  espediente,  aparece  que  los  mencio- 
nados pueblos  tenían  moni  es  en  sus  términos;  que  entre  las  haciendas  de 
eclesiásticos  solo  habia  en  Colmenar,  en  el  castastro  de  i753,  una  tierra 
de  seis  celemines,  perteneciente  ífl  Cardenal  Portocarrero,  Marqués  de 
Montes  Claros,  Señor  de  la  villa  de  Colmenar  y  sus  barrios,  de  quien  traía 
8U  derecho  D.  Segundo  Colmenares;  y  que  así  éste  como  el  Duque  de  Hi- 
jar,  á  quien  había  comprado  los  montes  en  1862,  no  fif?uraban  en  ¡os 
amillaramienlgs  de  1853,  185Í  y  1863,  con  fincas  en  Colmenar  de  la 
Sierra; 

Que  en  vista  del  espediente,  y  de  conformidad  con  lo  informado  por 
el  Consejo  provincial,  acordó  el  Gobernador  en  14  de  febrero  deí  presente 
año  amparar  á  los  referidos  pueblos  en  el  disfrute  de  los  montes  de  sus 
términos  que  venian  poseyendo,  con  inclusión  de  los  cuarteles  llamados 
Fuente-corral  y  el  Frontal,' declarar  en  estado  de  deslinde  los  confinantes 
con  los  de  D.  Segundo  Colmenares,  y  requerir  de  inhibición  al  Juez  de 
primera  instancia  de  Tamajon,  como  lo  hizo  apoyándose  en  los  arts.  7^ 
y  82  de  la  ley  de  Ayuntamientos,  en  el  24  de  la  ley  de  1.®  dé  mayo 
de  1863,  cita  equivocada,  pues  debe  ser  art.  1.*  de  la  ley  de  24  de  mayo, 
y  en  el  numeró  6."  del  art.  10  de  la  de  Gobiernos  de  provincia; 

Que  sustanciado  el  incidente  de  competencia,  presentó  él  quere- 
llante con  su  escrito  testimonio  de  varios  documentos,  de  Jos  que  apa- 
rece: 

1.*  Que  el  Supremo  Consejo  de  Castilla  amparó  al  Duque  de  Hijar  en 
noviembre  de  1825  en  la  posesión  de  sus  montes  y  pastos  en  la  villas  de 
Colmenar  de  la  Sierra,  Vado  y  Cardoso,  lo  que  resistieron  los  pueblos  y 
mandó  ejecutar  el  Consejo  en  26  de  abril  de  1826: 

2.®  Que  habiéndose  alzado  de  esta  y  la  anterior  providencia  los  pue- 
blos, se  confirmaron  una  y  otra  por  el  mismo  Consejo,  y  mandóf  llevarlas 
á  efecto  en  2  de  enero  de  1830: 

3.°  Que  en  mayo  siguiente  se  puso  en  posesión  al  Daque,  no  sin  que 
protestaran  los  Síndicos  de  El  Vado  y  Colmenar: 

4.*  Que  en  1857  los  Ayuntamientos  y  mayores  contribuyentes  de  El 
Vado,  Colmenar,  Peñalva,  Bocigano  y  Cardoso  celebraron  nna  avenencia 
ton  el  Duque  ante  el  Gobernador  de  Guadalajara,  de  la  cual  se  levantó 
acta,  reconociendo  en  ella  los  cinco  pueblos  el  derecho  de  propiedad  del 
mismo  Duque  en  los  montes  de  su  respectivo  término,  y  tomando  en  ar- 
rendamiento sus  pastos,  leñas  muertas  y  carbón  de  brezo  por  10  año?, 
que  coDCluirian  á  fin  de  1866,  á  razón  de  7,000  rs.  vn.  anuales,  y  encar- 
gándose los  mismos  pueblos  del  pago  de  las  contribuciones: 

5.°  Que  al  formalizar  los  arrendamientos  por  escritura  pública,  ratifi- 
caron los  pueblos  el  mismo  reconocimiento  y  se  obligaron  á  no  hacer  re- 
clamación alguna: 

6/  Que  en  19  de  mayo  de  1862  compró  D.  Segundo  Colmenares  los 
montes,  tierras,  pastos  y  derechos  de  pesca  que  correspondian  al  Duqut 
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de  Hijar  eo  los  mencionados  pueblos,  á  todo  riesgo  y  ventura,  designán- 
dose en  Colmenar  de  la  Sierra  y  su  anejo  Cabida  siete  ouarteles  llamados 
Valle  de  las  Fuentes,  Majada  de  las  Vacas  y  la  Pedregosa,  las  Pedrizas, 
los  Huecos  de  las  Medicinas,  la  Barbugera  y  las  Povedas,  el  Chaparral  de 
las  Cabezuelas,  la  Hera  de  los  Mozos  y  Laderas  de  Cabida: 

Y  1°  Que  con  estos  mismos  nombres  constaban  los  montes  de  Colme- 
nar inscritos  en  el  Registro  de  la  Propiedad  á  favor  de  Colmenares  é  hi- 
potecados á  otr^s  personas:  g^^' 

Que  en  vista  de  estos  documentos  y  alegaciones  el  Juez  se  declaró 
competente,  de  acuerdo  con  el  Promotor  fiscal,  fundándose  en  que  el 
querellante  había  justiíicado  plenamente  ser  el  dueño  y  poseedor  de  la 
uDca  en  cuestión;  en  que  no  existia  providencia  alguna  administrativa 
coando  se  intentó  ni  cuando  se  falló  el  interdicto,  y  estaba  fenecido  cuando 
se  suscitó  la  competencia,  y  en  que  se  trataba  de  tincas  de  propiedad  pri- 
vada que  poseía  pacificamente  mas  de)  año  y  dia  el  demandante: 

Que  insistiendo  en  su  requerimiento  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el 
Coubojo  provincial,  resultó  el  presente  conflicto: 

Visto  el  art.  76  de  la  ley  de  Ayuntamientos  reformada  en  2i  de  octu- 
bre de  i 866, que  en  su  número  2.*^  encarga  al  Alcalde  como  administrador 
del  pueblo  procurar  la  conservación  de  las  fincas  pertenecientes  al  común: 

Visto  el  art.  82  de  la  misma  ley,  que  señala  entre  las  atribuciones  de 
los  Ayuntamientos  la  de  arreglar  por  medio  de  acuerdos,  conformándose 
con  las  leyes  y  reglamentos,  el  disfrute  de  los  pastos,  aguas  y  demás  apro> 
vechamientos  comunes,  en  donde  no  haya  un  régimen  especial  autoriza- 
do competentemente: 

Visto  el  art.  1.®  de  la  ley  de  24  de  mayo  de  1863,  según  el  cual  son 
montes  públicos  los  de  los  pueblos: 

Visto  el  art.  17  del  reglamento  de  17  de  mayo  de  1865,  que  confia  á  la 
Administración  el  deslinde  de  todos  los  montes  públicos: 

Visto  e!  art.  58  del  reglamento  de  25  de  setiembre  del  mismo  año, 
que  dice  así:  aCI  Tribunal  ó  Juzgado  requerido  de  inhibición,  luego  que 
reciba  el  exhorto,  suspenderá  todo  procedimiento  en  el  asunto  á  que  se 
refiera,  mientras  no  se  termine  la  contienda  por  desestimiento  del  Gober- 
nador, ó  por  decisión  Mia,  so  pena  de  nulidad  de  cuanto  después  se  ac- 
tuare:» 

Considerando: 

I.*'  Que  no  se  trata  ahora  de  averiguar  los  límites  de  los  montes  que 
posean  los  pueblos  por  donde  confinen  con  los  poseídos  por  el  querellante, 
sino  de  que  este  se  mantenga  en  la  posesión  que  disfruta,  y  le  niegan  los 
pueblos  en  el  hecho  de  no  respetarla  y  de  disputarle  la  propiedad: 

2.®  Que  hallándose  el  querellante  en  posesión  de  los  montes  sobre 
qpe  versa  la  cuestión,  y  no  habiéndose  adoptado  antes  del  interdicto  pro- 
videncia alguna  por  la  Administración  para  conservar  la  posesión  que  pu- 
dieran tener  los  pueblos,  no  se  puede  estimar  improcedente  el  recurso 
judicial  del  interdicto,  que  se  limita  á  mantener  la  posesión  privada: 

3.*  Que  la  providencia  del  Gobernador  declarando  los  montes  en  es- 
tado de  deslinde  y  amparando  á  los  pueblos  en  su  posesión  es  posterior  á 
la  querella  de  despojo  y  también  al  fallo  del  interdicto,  y  aun  causada' por 
ei  mismo  auto  restitutorio;  y  así  como  las  provítiencías  administrativas 
que  recaigan  sobre  materias'de  este  orden  no  se  pueden  dejar  sin  efecto 
por  medio  de  interdictos  ante  la  autoridad  judicial,  tampoco  los  interdic- 
tos se  pueden  contrariar  ante  la  Administración,  como  se  ha  pretendida 
en  este  caso  por  medio  del  acuerdo  del  Gobernador: 
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4.®  Que  si  bien  el  deslíude  de  los  montes  públicos  j  los  que  cod  ellos 
coDfioen  en  todoy)  parte  correspoude  á  la  Admioistracion,  el  fondo  de  la 
eue&tion  suscitada  por  los  pueblos  ante  la  misma  Administración  versa 
sobre  la  propiedad  y  sobre  la  posesión  como  consecuencia  suya,  lo  cual  es 
privativo  de  los  Tribunales  de  justicia  en  los  juicios  plenarios  correspon- 
dientes: 

5.°  Que  en  el  estado  actual  del  asunto  la  autoridad  administrativa  no 
puede  ejercer  otras  atribuciones  legítimas  que  las  de  conservar  la  pose- 
sión en  que  se  bailen  los  pueblos,  corregir  las  usurpaciones  recientes  y 
fáciles  de  comprobar  y  desiin<lar  los  montes  públicos,  mientras  no  se  sus- 
cite en  forma  ante  )a  autoridad  judicíalla  cuestión  de  propiedad  que  los 
pueblos  han  promovido  ante  la  Administración: 

6.°  Que  suscitar  una  cuestión  de  competencia  y  adoptar  al  mismo 
tiempo  providencias  en  el  asunto,  es  contrario  á  la  disposición  del  art.  58 
del  reglamento  de  25  de  setiembre  de  4863,  que  es  igualmente  aplicable 
é  ambos  contendientes,  porque  el  principio  en  que  se  funda  es  que  desde 
el  momento  en  que  se  pone  en  duda  la  jurisdicción  ó  atribución  para  en- 
tender de  ufl  asunto  por  la  provocación  de  la  competencia,  ninguna  de  las 
autoridades  que  la  cuestionan  la  tienen  para  proceder  en  él; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  autoridad  judicial,  y  lo 
acordado. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  veintiuno  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano  —El  Presidente  del  Consejo  dt 
lifinistros,  Rámon  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  29  de  ju- 
lio de  4867.) 


196. 

Competeneia  (21  de  julio  de  1867.). — Exacciones  ilegales. 
— Se  declara  mal  formada  y  que  no  há  debido  suscitarse  la  com- 
petencia entablada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Burgos  y 
elJuez  de  primera  instancia  de  Briviesca,  con  motivo  de  la  denun- 
cia presentada  por  Lorenzo  Alonso  contra  el  Alcalde,  Teniente  de 
Alcalde  y  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Carcedo,  y  se  resuelve: 

1.**  Que  cuando  solo  se  trata  de  conceder  autorización  para  pro- 
cesar á  un  funcionario  administrativo,  acusado  de  exacciones  ile- 
gales, al  contestar  el  Gobernador  que  queda  enterado  de  los  proce- 
dimientos del  Juzgado,  declina  su  competencia  en  el  negocio,  siendo 
inadmisible  é  inoportuna,  por  tanto,  la  reserva  de  provocar  la  com- 
petencia mas  adelante) 

F2.°  que  cuando  se  trata  de  los  delitos  de  exacciones  ilegales  y 
percepción  de  multas  en  dinero  cometidos  por  funcionarios  admi- 
nistrativos, no  solo  no  hay  cuef^tion  alguna  previa  de  resolución  de 
la' Administración,  sino  que  al  declarar  la  ley  innecesaria  la  auto- 
rización para  procesar  á  los  empleados  públicos  por  dichos  delitos, 
es  claro  que  ha  atribuido  á  los  Jueces  y  Tribunales  la  facultad  es- 
clusiva  de  conocer  en  tales  asuntos. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
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dor  de  la  provincia  de  Burgos  y  el  Juez  de  primer^  iastaocia  de  Briviesca, 
de  los  cuales  resulta: 

Que  en  19  de  julio  de  1866  Loreozo  A.1odso,  vecioú  de  Carcedo  de  Bu- 
reba,  eo  el  partido  judicial  de  Brivíesca,  presentó  eo  el  Juzgado  una  de- 
nuncia contra  el  Alcalde,  Teniente  Alcalde  y  Secretario  del  Ayuntamieoto 
de  Carcedo,  que  coutenia  los  estretnos  siguientes: 

1/  Que  el  Alcalde  haliía  exigido  multas  eo  metálico  á  varios  vecinos 
del  distrito  y  de  fuera  de  él;  que  cobró  un  reparto  individual  de  un  escu- 
do 800  milésimas  á  los  vecinos  de  Arconada,  uno  de  los  pueblos  que  for- 
man el  Ayuntamiento,  siu  la  competente  autorización^  que  á  un  pobre  de 
solemnidad  exigió  23  cele;ntnes  de  trigo  á  pretesto  de  pagar  al  Cirujano  y 
Albéitar,  y  que  exigió  derechos  de  consumos  y  recargos  en  doble  cantidad 
de  la  que  estaba  autorizada  por  los  repartos/sin  rendir  cuentas  de  su  in- 
versión: 

2.*  Que  el  Teniente  Alcalde  había  también  exigido  y  cobrado  á  los  ve- 
cinos de  Carcedo  doble  cantidad  por  el  reparto  de  consumos  jp  recargos, 
negándose  á  dar  recibos  á  los  contribuyentes,  sin  ingresar  el  importe  en 
Depositaría: 

Y  3."    Que  el  Secretario  de  la  corporación  cometió  el  mismo  abuso  con 
'  los  vecinos  de  Quintana  Urria;  adviniendo  que  tudas  estas  exacciones  se 
hicieron  al  parecer,  suponiendo  laisamente  la  existencia  de  una  orden  del 
Cobernador  de  la  provincia: 

Que  admitida  la  denuncia  en  el  Juzgado  de  Briviesca,  se  practicaron 
las  diligencias  oportunas  en  averiguación  de  los  abusos  denunciados,  y 
pasada  al  Promotor  tiiical  espuso  que  se  estaba  en  el  caso  de  dirigir  el  pro- 
cedimiento contra  el  Alcalde,  Teniente  y  Secretario  de  Carcedo,  á  cuyo 
fm  debia  ponerse  en  conocimiento  del  Gobernador  de  la  provincia,  sin  pe- 
dirle la  antoriz:)cion  previa  por  tratarse  de  la  persecución  de  delitos  es- 
presamente  esceptuados  de  la  garantía: 

Que  el  Juez,  conformándose  con  el  preceiimte  dictamen,  asilo  hizo  en 
25  de  enero  último;  y  el  Gobernador  en  13  de  le  hiero  siguiente  contestó 
quedar  enterado,  pero  añadiendo  que  en  atención  á  no  haberle  sido  posi- 
ble examinar  con  detenimieuto  los  antecedentes  oportunos  para  formar 
juicio  exacto  de  la  naturaleza  del  asunto,  se  reservaba  el  derecho  de  recla- 
mar en  su  dia  el  conocimiento  del  mismo,  suscitando  al  efecto  la  compe- 
tencia del  caso  si  llegase  á  entenderla  procedente: 

Que  dado  conocimiento  de  la  anterior  comunicación  al  Promotor  fiscal, 
fué  de  dictamen  que  del)ia  desestimarse  como  inoportuna  y  contraria  á  la 
ley  la  reserva  pretendida  por  el  Gobernador,  puesto  que  habian  trascurri- 
do los  10  dias  que  esta  autoridad  tuvo  para  haber  pedido  al  Juzgado  que 
ampliase  su  primera  comunicación,  y  no  hay  disposición  legal  alguna  que 
autorice  tales  reservas,  mucho  mas  tratándose  de  un  juicio  criminal;  por 
todo  lo  cual  concluía  pidiendo  al  Juzgado  que  se  participase  así  al  Gober- 
nador sin  suspender  las  actuaciones: 

Que  el  Juez,  de  acuerdo  con  lo  solicitado  por  el  Promotor,  manifestó 
el  19  de  febrero  al  Gobernador  que  continuaba  procediendo  contra  los 
funcionarios  aludidos  anteriormente;  y  así  trascurrieron  dos  meses,  al 
cabo  de  los  cuales,  el  Gobernador  con  audiencia  del  Consejo  provincial, 
requirió  de  inhibición  al  Juzgado,  fundándose  para  ello  en  que  el  juicio 
criminal  podia  entrañar  alguna  cuestión  previa  de  presupuestos  ó  de  con- 
tabilidad, cuyo  conocimiento  incumbe  á  la  autoridad  administrativa  con 
arreglo  á  los  artículos  107  y  108  de  la  ley  de  Ayuntamientos  y  al  83  de 
Ja  de  23  de  setiembre  de  i  863: 
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Que  el  Juez,  requerido  en  vista  de  Jo  espuesto  nuevamente  por  el 
Promotor  Gseal  y  alegado  por  la  presentación  del  acusador  privado,  dio 
sentencia  en  la  que  declaraba  no  acceder  á  lo  solicitado  por  el  Goberna- 
dor, aceptando  la  competencia  entablada  por  éste  y  requiriéndble  á  su 
vez  para  que  dejase  espedita  su  jurisdicción,  lodo  fundado  en  que  en  la 
cuestión  presente  no  se  trata  de  otra  cosa  que  de  un  juicio  criminal  con- 
tra tres  empleados  públicos  por  exacciones  ilegales,  que  constituye  un  de- 
lito que  debia  ser  perseguido  y  castigado  libremente  por  el  Juzgado: 

Por  último,  que  e\  Gobernador,  de  conformidad  con  lo  Informado  por 
el  Consejo  provincial,  no  estimó  suficientes  las  razones  espuestas  por  el 
Juez  é  insistió  en  la  contienda  de  competencia  que  ha  seguido  sus  trá- 
mites: 

Visto  el  art.  54,  número  1 .°  del  reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley 
relativa  al  gobierno  y  administración  de.  las  provincias,  según  el  cual  los 
Gobernadores  no  podrán  suscitar  contienda  de  competencia  en  los  juicios 
Criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falla  haya  sido  reservada 
por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando  en  virtud  de 
la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  autorídafl  administrativa  alguna  cues- 
tión previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  Jos  Tribunales  ordinarios  ó  es- 
peciales hayan  de  pronunciar: 

Visto  el  art.  10,  número  8.®  de  la  propia  ley,  por  el  que  se  declara  in  - 
necesaria  la  autorización  para  procesar  á  los  empleados  públicos  acusados 
de  los  delitos  de  exacción  ilegal  y  percepción  de  multas  en  dinero: 

'Consideraíido: 

r*  Que  en  el  presente  caso  no  se  trata  de  una  contienda  de  compe- 
tencia, sino  de  la  autorización  para  procesar  al  Alcalde,  Teniente  de  Al  - 
calde  y  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Carcedo,  acusados  de  los  delitos 
de  exaccciones  ilegales  y  percepción  de  multas  en  dinero ,  cometidos  en 
el  ejercico  de  sus  cargos: 

2.*  Que  al  contestar  el  Gobernador  que  quedaba  enterado  de  los  pro- 
cedimientos que  el  Juzgado  estaba  instruyendo,  declinó  implícitamente  su 
competencia  en  el  negocio,  con  arreglo  al  art.  42  del  reglamento  de  25  de 
setiembre  de  1863,  siendo  por  tanto  inadmisible  é  inoportuna  la  reserva 
de  provocar  la  competencia  mas  adelante: 

3.'  Que  no  solo  no  existe  en  el  caso  actual  cuestión  previa  adminis- 
trativa, como  pretende  el  Gobernador,  sino  que  al  declarar  la  ley  innece- 
saria la  autorización  para  procesar  á  los  empleados  públicos  por  ios  delito» 
de  que  se  ha  hecho  mención,  ha  atribuido  á  los  Jueces  y  Tribunales  la 
facultad  esclusiva  de  conocer  en  tales  asuntos ; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno. 
Vengo  en  declarar  mal  formada  esta  competencia  y  que  no  ha  debido 
suscitarse. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  veintiuno  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  29  de  ju- 
lio de  i867.) 


Autorizaeton  (15  de  julio  de  1867.). — írrogagion  de  atrf- 
BUGioN£s.— Se  confirma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia 
de  Canarias,  en  la  autorización  solicitada  por  el  juez  de  primera 
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iostaocia  de  Arrecife  para  procesar  al  Ayuntamiento  de  Teguise,  y 
se  resuelve: 

Que  cuando  hay  una  cuestión  previa  de  cuya  decisión  por  Ja  au- 
toridad admitiistrativa,  ha  de  resultar  el  que  se  califique  ó  no  de 
delito  el  hebho  cometido  por  un  Ayuntamiento,  ínterin  dicha  cues-- 
tion  no  se  resuelva  no  puede  procederse  crinUnalmenle  coritra  e 
Ayuntamiento. 

En  el  espediente  en  qne  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Canarias 
ha  negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Arrecife  la  autorización  para 
procesar  al  Ayuntamiento  de  Teguise  por  arrogación  de  atribuciones,  y 
del  cual  resulta: 

Que  en  el  Juzgado  de  Arrecife  se  principió  á  instruir  causa  crimion^ 
contra  D.  Pedro  Medina  Cabrera  por  haber  desobedecido  las  prevencionejí 
que  se  le  hicieron  en  un  auto  restitutorio  que  recayó  en  el  interdicto  de 
recobrar,  que  entabló  su  convecino  Don  Juan  Cabrera  García,  y  en  dicha 
causa  se  comprendió  también  al  Ayuntamiento  de  Teguise  con  objeto  de 
averiguar  si  incurió  en  la  responsabilidad  de  que  trata  el  párrifo  segun- 
do del  art.  308  del  Código  penal; 

Que  según  aparece  de  las  diligencias  practicadas,  el  Ayuntamiento, 
en  vista  de  lo  informado  por  una  comisión  nombrada  al  efecto,  acordó  dejar 
espedita  y  declarar  de  uso  público  cieita  servidumbre  de  vereda  qu& 
desde  tiempo  inmemorial  venian  disfrutando  los  vecinos  del  pago  de  Ta- 
biche,  que  fueron  los  que  promovieron  la  cuestión,  y  después  de  adoptar 
la  medida  indicada,  que  creía  estar  dentro  del  círculo  de  sus  atribuciones, 
consultó  su  aprobación  con  el  Gobernador  de  la  provincia: 

Que  como  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  se  referia  precisamente  á  una 
materia  de  que  el  Juzgado  de  Arrecife  había  conocido  á  causa  del  ínter *- 
dicto  de  que. al  principio  se  ba  hablado,  viniendo  á  modihcar  el  fallo  judi- 
cial que  sobre  él  había  recaído,  el  Juez,  noticioso  de  la  medida  tomada,  se 
dirigió  al  Alcalde  previniéndole  que  él  y  los  Concejales  conDparecie^ea 
ante  el  Juzgado  á  prestar  declaración  indagatoria  en  la  causa  que  contra 
ellos  habia  incoado  por  arrogación  de  atribuciones: 

Que  el  Alcalde  puso  lo  ocurrido  en  conocimiento  del  Gobernador,  ro- 
gándole al  paso  que  entablase  al  Juez  la  oportuna  competencia,  pues  al 
&llar  en  el  interdicto  habia  invadido  la  esfera  administrativa  dentro  de  la 
cual  se  hallaba  el  conocimiento  del  negocio  sobre  que  aquel  versaba: 

Que  el  Gobernador  así  lo  verificó  con  audiencia  delConsejo  provincia'; 
pero  el  Juez,  después  de  repetidas  contestaciones  con  aquella  autoridad  y 
dando  al  asunto  una  tramitación  anómala  ó  irregular  por  haber  involucra- 
do dos  espedientes,  el  uno  de  competencia  y  el  otro  de  causa  criminal  en 
loque  solo  debia  ser  objeto  de  competencia  ó  en  su  caso  de  autorización 
para  procesar,  vino  al  fin  á  solicitar  este  requisito,  suponiendo  que  el 
Ayuntamiento  se  habia  arrogado  atribuciones  judiciales: 

Que  el  Gobernador,  de  conformidad  con  el  parecer  del  Consejo  provin  - 
cial,  negó  la  autorización  fundándose  en  que  debiendo  decidirse  previa- 
mente una  cuestión  de  competencia  no  tenia  estado  el  asunto  para  que  et 
Juzgado  procediese  criminalmente  contra  el  Ayuntamiento: 

Visto  el  núm.  2.®  del  art.  308  del  Código  penal  por  el  que  se  castiga  á 
todo  enípleado  del  orden  administrativo  que  se  arrogase  facultades  judicia- 
les ó  impidiere  la  ejecución  de  una  providencia  ó  decisión  dictada  por  e\ 
Juez  competente: 
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CoDsideraDdo  que  do  tieoe  aplícacioD  al  caso  presente  el  arlículo  que 
se  acaba  de  citar  y  que  el  Juez  invoca,  porque  existe  una  cuestión  previa 
c|ue  es  la  de  compeiefjcía  en  el  conocimiento  del  asunto  que  fué  el  objeto 
del  interdicto,  pues  al  paso  que  el  Juez  supone  tenerla,  el  Ayuntamiento 
■ha  presentado  razones  atendibles  en  apoyo  de  la  suya;       ^^ 

Considerando  que  ínterin  dicha  cuestión  no  se  decida  ien  la  forma  es- 
tablecida por  las  leyes,  no  debe  el  Juzgado  proceder  criininaUnente  contra 
el  Ayuntamiento  por  un  hecho  que  todavía  no  puede  ser  calificado  de 
delito; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  j 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Go- 
bernador. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  quince  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
fiele.— Está  rubricatlo  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
ülinisíros,  Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  31  de  ju- 
JiO(lel8«7.) 


iS9. 


Aiitorizaeioii  (19  de  julio  de  1867.).— Malversación  de 
FONDOS  MUKICIPALE8.— Se  confimia  la  negativa  del  Gobernador  de  la 
provincia  de  Santatider  en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de 
primera  instancia  de  Tórrelavega  para  procesar  á  los  individuos 
que  compusieron  el  Ayuntamiento  de  Santillana  en  1865,  y  se  re- 
suelve: 

1.**  Que  cuando  el  hecho  por  el  que  se  procesa  á  un  Ayunta- 
mienta  es  la  mala^pUcación  que  se  supone  que  ha  dado  á  los  fon- 
dos municipales,  ínterin  el  Consejo  provincial  no  examine  y  aprue- 
be definitivamente  las  cuentas  de  dicho  Ayuntamiento  en  las  cuales 
debe  figurar  la  distribución  de  fondos,  no  puede  seguirse  el  proce- 
dimiento ; 

Y  2.°  que  por  la  decisión  del  Consejo  provincial  no  puede  en- 
tenderse prejuzgada  la  cuestión  que  puede  promoverse  después  en 
la  esfera  judicial,  si  hubiese  méritos  para  ello. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Santander 
ha  negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Tórrelavega  la  autorización 
para  procesar  á  los  individuos  que  compusieron  el  Ayuntamiento  de  San- 
tiliana  en  1865,  y  del  cual  resulia: 

Que  un  crecido  número  de  vecinos  de  Santillana  elevaron  una  esposí- 
<:ion  al  Gobernador  de  la  provincia  en  22  de  junio  de  4866  ,  en  la  cual 
denunciaban  varios  delitos  y  abusos  que  decian  cometidos  por  el  Alcalde 
D.  Bernardo  Martinez  en  el  desempeño  de  sus  funciones ;  concluyendo 
por  pedir  su  separación ,  previos  los  informes  que  se  estimasen  necesarios 
sobre  ios  hechos  denunciados  : 

Que  el  Gobernador,  en  vista  de  la  antedicha  esposicion  ,  mandó  abrir 
información  sumaria ,  y  al  efecto  envió  al  pueblo  de  Santillana  un^  Oficial 
del  Gobierno  de  la  provincia  con  el  carácter  de  delegado,  para  que* por  los 
medios  conducentes  depurase  la  verdad  de  los  escesos  imputados  al  Al- 
calde : 
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Que  á  consecuencia  de  lo  que  arrojaba  el  espediente  gubernativo  for- 
mado por  eí  delegado,  el  Gobernador  sin  audiencia  del  Consejo  provincial 
le  remitió  íntegro  al  Juzgado  de  Torrefavega ,  para  que  procediera  á  la 
que  hubiera  logar  contra  el  AlCaMe  D.  Bernardo  Martinez  por  las  exac- 
ciones ilegales  que  aparecian  connetidns: 

Que  el  Juez,  con  presencia  del  espediente  remitido  por  el  Gobernador, 
principió  á  instruir  las  diligencias  que  estimó  oportunas,  recibiendo  de- 
claración á  muchos  vecinos  de  Santillana,  y  luego  pasó  la  causa  al  Pro- 
motor  fiscal  para  que  espusiese  lo  que  tuviese  por  conveniente: 

Que  el  Promotor,  después  de  concretar  los  cargos  formulados  contra 
el  Alcalde,  y  desentendiéndose  de  aquellos  que  podrían  realmente  consti- 
tuir delito  en  el  caso  de  probarse  debidamente,  se  fijó  tan  solo  en  el  se- 
gundo de  dichos  cargos,  a  saber:  que  el  Alcalde  h.ibia  pagado  con  los  fon  - 
dos  municipales  la  contribución  de  inmuebles  que  pesaba  sobre  los  terre- 
nos comunes;  y  propuso  al  Jutz  que  por  tal  hecho  se  procesase  á  aquel 
funcionario;  pero  anadia  que  el  procesamiento  debia  estenderse  á  todos 
los  individuos  que  componían  el  Ayuntamiento  de  Santillana  el  15  de  no  - 
riembre  de  4865,  pues  en  dicho  día  se  había  adoptado  por  la  corporación 
municipal  el  acuerdo  que  luego  no  hizo  mas  que  ejecutar  el  Alcalde  Don 
Bernardo  Martínez  : 

Qoe  el  Juez,  de  conformidad  con  el  dictamen  fiscal,  pidió  la  autoriza- 
ción para  procesará  los  Concejales  de  Santillana,  danflo  por  supuesto  que 
al  adoptar  el  referido  acuerdo  para  el  pago  de  la  contribución  de  inmue- 
bles incurrieron  en  la  responsabilidad  de  que  trata  el  art.  320  del  Código 
penal;  y  espresando  en  su  comunicación  que  entendía  cbncedida  la  auto- 
rización en  cuanto  al  Alcalde  desde  qife  el  Gobernador  remitió  al  Juzgado 
el  tanto  de  culpa  para  proceder  por  las  exacciones  ilegales: 

Que  el  Gobernador,  conformántlose  con  el  parecer  del  Coiisejo  provin- 
cial, negó  la  autorización  para  procesar  al  Ayuntamiento  y  requirió  al 
Juez  para- que  la  solicítase  también  respecto  al  Alcalde,  fundándose  para 
ello  en  que  la  naturaleza  del  hecho  por  que  se  les  pretendía  encausar 
era  esencialmente  administrativo,  como  que  versaba  sobre  materia  sujeta 
al  examen  del  Gobierno  de  la  provincia,  sin  cuyo  requisito  previo  no  tenia 
estado  el  negocio  para  pasar  al  Tribunal  ordinario: 

Visto  el  art.  80  de  la  ley  para  el  gobierno  y  administración  de  las  pro- 
vincias, segon  el  cual  corresponde  á  los  Consejos  provinciales  la  aproba- 
ción definitiva  de  las  cuentas  municipales  cuyos  presupuestos  han  sida 
aprobados  por  el  Gobertiador  de  la  provincia: 

Visto  el  art.  320  del  Código  penal  que  el  Juzgado  cita,  por  e!  qtíp  s& 
castiga  al  empleado  público  aue  diere  á  los  caudales  ó  efectos  que  adminis- 
Ire  una  aplicación  pública  diferente  de  aquella  á que  estuvieren  destinados: 

Considerando  que  antes  de  que  el  Juzgado  pueda  conocer  en  este  es- 
pediente se  necesita  que  el  Consejo  provincial  examine  y  apruebe  deíinití- 
vameDte  las  cuentas  municipales  del  Ayuntamiento  de  Santillana,  en  tas 
cuales  deberá  figurar  la  distribución  de  los  fondos  sobre  cuya  inversión 
recaen  los  procedimientos  judiciales: 

Considerando  que  debe  por  lo  tanto  esperarse  el  fallo  del  Consejo  de 
proviacía  sobre  esta  cuestión  previa,  sin  que  se  entienda  prejuzgada  la 
qne  posteriormente  se  pueda  promover  en  la  esfera  judicial,  si  hubiera 
méritos  para  ello; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Gober- 
Dador. 
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Dado  eo  Sao  Ildefonso  á  diez  y  Dueve  de  julio  de  mí!  ochocientos  se- 
senta y  siete.  —Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Coo- 
sejo  de  Ministros»  Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  áe 
31  de  julio  de  1867.) 


199. 

Antopizacion  (22  de  julio  de  1867.). — Detención  arbi- 
TRAaiA.— Se  declara  innecesaria  la  aulorizacioa  del  Gobernador 
de  la  provincia  de  Castellón  al  Juez  de  primera  instancia  de  la  ca- 
pital para  procesar  á  D.  Bautista  Beltran,  Alcalde  de  Almazora,  y 
se  resuelve: 

Que  cuando  al  detener  un  Alcalde  á  una  persona  lo  hace  arro- 
gándose atribuciones  judiciales,  no  le  puede  alcanzar  la  garantía 
de  la  previa  autorización,  si  por  dicho  acto  fuere  procesado. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Castellón 
lia  negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  la  capital  la  autorización  para 
procesar  á  D.  Bautista  Beltran,  Alcalde  de  Almazora,  gor  detencioa  ile- 
í,'al,  y  del  cual  resulta: 

Que  el  Síndico  del  Ayuntamiento  de  Almazora  D.  Miguel  Ballester 
presentó  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Castellón  un  escrito  de 
denuncia,  en  el  qi|e  manifestaba  que  reunido  el  Ayuntamiento  en  sesión 
ííslraordinaria  para  ocuparse  de  una^órden  del  Gobernador  de  la  provin- 
cia, se  promovió  discusión  entre  el  Alcalde  y  Secretario  sobre  si  debia  6 
no  estenderse  acta  de  una  sesión  anterior;  que  con  esle  motivo  se  susci- 
tó un  debate  bastante  vivo,  en  el  que  tomaron  parte  todos  los  Conceja- 
les y  entre  ellos  el  mismo  Síndico,  el  cual  dijo  al  Alcalde  que  su  proce  - 
<ier,  como  Presidente  de  la  corporación,  era  tan  inoportuno  como  lo  ha- 
bía sido  el  proceso  incoado  dias  antes  contra  un  liijo  suyo;  cuyas  pala- 
bras, al  parecer,  impulsaron  al  Alcalde  á  arrestar  al  Síndico  en  el  patio 
de  la  Casa  capitular,  á  pesar  de  las  protestas  de  los  Concejales,  teniéndo- 
le detenido  19  boras: 

Que  recibida  la  denuncia  anterior  en  el  Juzgado  se  dio  conocimiento 
de  ella  al  Promotor  fiscal,  que  espuso  había  incurrido  el  Alcalde  en  el 
delito  de  detención  ilegal,  por  el  que  debía  procesársele;  pero  obteniendo 
previamente  la  autorización,  pues  liabia  delinquido  en  el  ejercicio  de 
funciones  administrativas: 

Que  el  Juez,  de  conformidad  con  el  anterior  dictamen  fiscal,  solicitó 
la  autorización .  del  Gobernador  de  la  provincia,  y  en  su  virtud  por  esta 
autoridad  se  concedió  al  Alcalde  un  plazo  para  que  espusiera  sus  des- 
cargos: 

Que  el  referido  Gobernador,  en  vista  de  lo  manifestado  por  el  funcio- 
nario á  quien  se  intenta  procesar,  y  lo  informado  por  el  Consejo  provin- 
cial, nególa  autorización,  fundándose  en  que  si  biemel  hecho  considera- 
do en  abstracto  podía  ser  punible,  al  consumarle  se  habían  guardado  por 
el  Alcalde  las  reglas  correspondientes  de  la  ley  provisional  para  U  aplica- 
ción del  Código,  pues  la  prisión  no  líegó  á  las  veinticuatro  horas,  y  den- 
tro depilas  dio  comisión  ai  Teniente  de  Alcaide  para  que  practícaselas 
diligencias  oportunas: 

y^isto  el  art.  10,  párrafo  octavo  de  la  ley  para  el  gobierno  y  adcainis- 
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tracioD  4e  las  proviocias,  seguo  el  cual  no  será  Decesaria  la  autorización 
para  proceder  contra  los  empleados  de  la  AdmÍQÍstracíoo  por  el  delito  de 
iiiiposicioQ  de  castigo  equivalen  te  á  pena  personal,  arrogándose  atribu- 
ciones judiciales; 

Considerando  que  la  forma  en  que  el  Alcalde  de  Almazora  impuso  al 
Síndico  del  Ayuntamiento  ta  pena  de  detención  induce  á  creer  que  obró 
arrogándose  notoriamente  facultades  judiciales;  por  lo  cual  no  le  puede 
alcanzar  en  este  caso  la  garantía  de  previa  autorización,  al  tenor  de  lo 
dispuesto  en  el  articulo  de  la  ley  que  se  acaba  de  citar; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  innecesaria  la  autoriza- 
ción de  que  se  trata. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  veintidós  de  julio  de  rail  ochocientos  sesenta 
y  siete.— Eslá  rubricada  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  3 i  de  ju- 
Jio  de  1867.) 

190. 

Competencia  (i7  de  julio  de  1867.).— Corta  de  made- 
ras.—Daños  EN  tN  MONTE. — Sc  dccidc  á  favoT  de  Ja  Administración 
la  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de 
Jaeo  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Segura  de  la  Sierra ,  con 
motivo  de  los  procedimientos  incoados  por  denuncia  de  los  guardas 
de  montes  de  Siles  contra  Angeít  Fuentes  y  otros,  y  se  resuelve: 

Que  los  daño$  en  los  montes  que  no  merecen  la  calificación  de 
delitos,  que  no  esceden  de  mil  escudos  y  que  se  castigan  con  las 
penas  pecuniarias  establecidas  en  las  ordenanzas  del  ramo,  están 
comprendidos  en  la  regla  i.*  del  arl.  121  del  reglamento  de  17  de 
mayo  de  1865 ,  y  por  consiguiente  caben  dentro  de  la  jurisdicción 
de  las  autoridades  administrativas,  sin  perjuicio  de  que  estas  se 
inhiban  del  conocimiento  del  asunto  si  mas  adelante  apareciese  que 
los  daños  eran  de  mas  cuantía  que  la  espresada. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  negativa  suscitada  entre  el 
Gobernador  de  la  provincia  de  Jaén  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Se- 
gura de  la  Sierra,  de  los  cuales  resulta: 

Que  en  virtud  de  denuncia  de  unos  guardas  de  montes  y  municipales 
de  Siles,  el  referido  Juez  empezó  á  instruir  procedimientos  criminales 
contra  Ángel  Fuentes  y  otros  por  corta  de  pinos ,  encinas ,  lenas  y  otros 
daños  causados  en  el  monte  del  Estado  llamado  Dehesa  de  Bayonas,  que 
se  apreciaron  en  6,295  rs.: 

Que  el  Promotor  OscaL,  entendiendo  que  se  debían  aplicar  las  ordenan- 
zas de  montes,  y  en  vista  de  los  arts.  121,  i24  y  125  del  reglamento  de  17 
de  mayo  de  1863;  pidió  la  inhibición  del  Juzgado  y  que  se.pasaran  las  ac- 
tuaciones al  Gobernador  de  la  provincia: 

Que  así  lo  estimó  el  Juez  y  lo  confirmó  la  audiencia,  y  en  su  virtud  re- 
mitió aquel  todo  lo  actuado  al  Gobernador,  el  cual  lo  devolvió  al  Juzgado, 
fundándose  en  que  según  un  Real  decreto  decidiendo  una  competencia, 
fecha  30  de  julio  de  1866,  correspondía  á  la  antoridad  judicial  entender  del 
asunto: 
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Que  ^I  Juez,  de  acuerdo  con  el  uuevo  dictamen  del  Promotor,  se  de- 
claró incompetente;  y  consultado  el  auto  con  el  Tribunal  superior ,  esle  \o 
confirmó  apoyándose  principalmente  en  que  el  Real  decreto  citado  por  el 
Gobernador  era  la  decisión  de  un  caso  particular  y  no  una  disposición  de 
carácter  general,  en  que  el  hecho  no  consistia  en  sustracción  de  maderas, 
sino  en  daños  de  tnayor  ó  menor  cuantía,  y  en  que  las  oHenanzas  de 
montes  castigan  con  penas  pecuniarias  verdaderos  delitos  penados  de  di- 
ferente manera  en  el  Código: 

Que  el  Gobernador,  en  vista  de  las  diligencias  originales,  y  de  acuerda 
con  el  Consejo  provincial,  creyendo  el  asunto  de  la  competencia  de  la 
autoridad  judicial  y  juzgando  los  daños  causados  de  mayor  cuantía,  remi- 
tió á  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministrus  lo  actuado  para  la  decisioQ 
del  conflicto  que  resultaba: 

Vistoel  art.  121  del  reglamento  de  M  de  mnyo  de  1865,  que  en  su 
regla  1/  encarga  á  los  Gobernadores  de  provincia  imponer  las  multas  y 
demás  responsabilidades  pecuniarias  relativas  á  la  corta,  venta  ó  beneticio 
de  aprovechamientos  forestales  sin  la  autorización  competente,  salvo  lo 
que  dispone  el  art.  124,  y  en  la  2*  reserva  á  los  Tribunales  de  justicia  el 
conocimiento  y  castigo  de  las  infracciones  de  las  ordenanzas  y  reglamen- 
tos cuando  hayan  sido  el  medio  de  perpetrar  un  delito  definido  en  el 
Código: 

Visto  el  art.  124  del  mismo  reglamento,  según  el  cual  de  los  daños 
causados  en  los  montes  públicos,  cuya  importe  esceda  de  1,000  escudos, 
conocerán  los  Tribunales  de  justicia  con  arreglo  á  las  prescripciones  del 
Código  penal: 
Considerando: 
1.*^  Que  el  hecho  que  motiva  esta  contienda  solo  ha  merecido  de  la  au- 
toridad judicial  lacaliücacion  de  daño,  el  cual  se  castiga  con  penas  pecu- 
narias  en  las  ordenanzas  del  ramo,  y  su  cuantía  según  la  aprecia  la  mis- 
ma autoridad  no  escede  de  1,000  escudos: 

2.'  Que  bajo  estos  supuestos,  el  presente  caso  está  comprendido  en  la 
regla  I.'  del  art.  121  del  reglamento  de  17  de  mayo  de  1865,  y  por  consi- 
guiente cabe  dentro  de  la  jurisdicción  de  las  autoridades  administrativas, 
sin  perjuicio  de  que  estas  se  inhiban  del  conocimiento  del  asunto  si  mas 
adelante  apareciese  .que  los  daños  de  que  se  trata  fuesen,  de  mayor  cuantía: 
3/  Que  en  el  actual  estado  del  asunto,  ya  por  la  calificación  délos 
hechos,  ya  por  la  cuantía  de  los  daños ,  se  trata  de  uno  de  Itís  delitos  ó 
faltas  cuyo  conocimiento  está  confiado  por  escepcion  á  las  autoridades  del 
orden  administrativo; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Vengo  en  declarar  que  el  conocimiento  de  esle  asunto  corresponde,  segnn 
su  estado  actual,  á  la  Administración. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  diez  y  siete  de  julio  de  mil  ochocientos  sesen- 
ta y  siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano. —El  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  1."  de 
agosto  de  1867.) 


Compeieneia  (21  de  jutio  de  1867.). — Rkconocwibnto  dk 
üN  GBHso  Y  PAGO  DE  SUS  RiorTos. — Scdecíde  á  favor  de  la  autoridad 
judicial  la  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  proyin* 
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cía  de  Palencia  y  eIJuez  de  primera  instancia  de  Cervera  de  Rio- 
Pisnerga,  con  motivo  de  la  demanda  presentada'por  D.  Manuel  de 
la  Rasilla  contra  el  Concejo  y  vecinos  de  Cerura,  y  se  re- 
suelve: 

!.•  Que  corresponde  á  los  Tribunales  ordinarios  el  conod- 
miento  de  las  demandas  que  se  dirigen  á  obtener  el  reconocimie^ito 
de  un  censo  y  el  pago  de  sus  réditos,  puesto  que  en  este  caso  elobjeta 
del  juicio  es  la  declaración  de  un  derecho  real  fundado  en  tí- 
tulos civiles: 

2.®  Que  la  legitimidad  de  una  deuda,  en  el  caso  de  que  el 
Ayuntamiento  sea  deudor,  la  declara  la  autoridad  judicial,  coma 
cuestión  de  propiedad,  sin  perjuicio  de  que  para  ejecutar  la  senten- 
cia se  tengan  presentes  las  reglas  establecidas  en  el  Real  decreto' de 
12  de  mar%o  de  1847; 

Y  5.°  que  también  corresponde  á  los  Tribunales  de  justicia  de- 
clarar cuáles  son  las  fincas  que  están  gravadas  con  el  censo,  como 
cuestión  sobre  derechos  reates  que  limitan  el  dominio  de  los 
bienes* 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gobernar 
dor  de  ia  proviocia  de  Falencia  y  elJuez  de  primera  instancia  de  Gervera 
del  Rio-Pisuerga,  de  los  cuales  resulta: 

Que  á  nombre  de  D.  Manuel  de  la  Rasilla,  como  marido  de  Doña  Ni  • 
canora  Malla,  se  presentó  eo  el  Juzgado  referido  uoa  demanda  ordinaria 
contra  el  Goncejo  y  vecinos  de  Cerura,  distrito  municipal  de  Villaren, 
para  él  recoDOCimiento  y  pago  de  réditos  de  un  censo  al  quitar  de  49,000 
maravedís  anuales,  impuesto  en  4813  sobre  las  alcabalas  de  Gerura  y 
todos  los  demás  bienes  propios,  rentas  y  haciendas  del  mismo  Goncejo  y 
vecinos  particulares  que  en  la  escritura  de  imposición  se  declaran: 

Que  conferido  traslado  con  emplazamiento,  primero  al  Alcalde  pedá« 
neo  y  después  á  los  vecinos  de  Cerura,  el  primero  acudió  al  Gobernador 
de  la  provincia  en  solicitud  de  que  promoviese  cuestión  de  competencia 
en  el  asunto,  ó  autorizara  para  litigar  á  quien  correspondiera;  y  esta  au- 
toridad dispuso  que  pasará  la  instancia  al  Ayuntamiento  de  Villaren  para 
que  acordara  lo  procedente  á  ia  defensa  de  los  intereses  comunes: 

Que  el  Ayuntamiento  espuso  algunas  consideraciones  sobre  la  cues- 
tion,  concluyendo  por  manifestar  su  creencia  de  que  el  asuntó  no  se  debía 
llevar  á  los  Tribunales  sin  que  precediese  la  vía  gubernativa,  y  por  consi- 
guiente que  no  habia  llegado  el  caso  de  solicitar  autorización  para  litigar, 
sino  de  entablar  la  competencia,  salvo  el  parecer  del  Gobernador: 

Que  éste,  de  acuerdo  con  el  Gonsejo  provincial,  requirió  al  Juzgado  de 
inhibición,  apoyándose  en  las  leyes  de  4(  de  julio  de  4856,  3  de  mayo  de 
4860  y  8  de  enero  de  4845,  y  en  el  Real  decreto  de  42  de  marzo  de  4847, 
y  especialmente  en  los  artículos  29^á'^^5de  la  de  4856: 

Que  el  demandante,  á  quien  se  comunicó  el  requerimiento  de  inbibi- 
cion»  espuso  que  por  su  parte  no  habia  incooyeiiienie^^^nj(]uo  se  accediera 
la  inhibición  en  cuanto  al  Pedáneo  de  Gerura,  pero  no  en  cuanto  á  los 
vecinos  que  tenian  sus  fincas  hipotecadas  al  pago  del  censó,  y  del  mismo 
modo  opinó  el  Promotor  fiscal  en  vista  de  la  pretensión  del  deman- 
dante: 

Que  el  Jne):  dictó  auto  motivado  en  3  de  enero  de  4864  declarando  no 
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haber  lugar  á  la  iobíbícíon,  porque  do  erao  ap!íca^168  las  díspo^ícioDes 
invocadas,  puerto  que  la  demanda  do  se  dirigía  contra  el  A^unícípio  ni 
coplra  los  bienes  de  Propios  vendidos  sino  contra  los  de  particulares  hi- 
potecados, y  en  el  litigio  se  ejercitaba  una  acción  real  solidaria  que  podía 
dirigirse  contra  todos  y  cada  uno  délos  obligados: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  insistió  en 
su  requerimiento  con  fecha  5  de  marzo  del  mismo  año  de  1864,  pero  sin 
participarlo  al  Juzgado  hasta  febrero  de  1867.  previo  nuevo  informe  del 
Consejo  provincial  y  á  instancia  del  interesado,  resultando  en  su  virtud  el 
presente  conflicto: 

Vista  la^ley  de  il  de  julio  de  1856,  que  en  sus  artículos  de  29  á  33 
dispone  lo  conveniente  respecto  al  modo  de  elegir  ó  designar  la  finca  que 
ha  de  quedar  hipotecada  á  la  seguridad  de  los  créditos  hipotecarios  que 
graven  todos  los  bienes  de  un  pueblo  ó  corporación,  ó  algunos  de  ellos, 
ruando  estos  se  hayan  de  sacar  á  la  venia: 

Visto  el  Real  decreto  de  V2  de  marzo  de  1847,  que  establece  reglas 
para  la  cobranza  de  los  créditos  contra  los  Ayuntamientos: 

Visto  el  art.  64  del  reglamento  de  25  de  setiembre  de  1863,  el  cual 
previene  al  Gobernador  que  dentro  de  los  tres  dias  de  haber  recibido  el 
exhorto  del  requerido  en  que  éste  se  declare  competente  le  dirija  nue- 
va comunicación,  oido  el  Consejo  provincial,  insistiendo  ó  no  en  su 
competencia. 

Considerando: 

i.°  Que  la  demanda  se  dirige  á  obtener  el  reconocimiento  de  un 
censo  y  el  pago  de  sus  réditos,  y  por  consiguiente  el  objeto  del  inicio 
es  la  declaración  de  un  derecho  real  fundado  en  títulos  y  leyes  pura- 
mente civiles: 

2.®  Que  la  legitimidad  de  una  deuda,  en  el  caso  de  que  tm  Ayun- 
tamiento sea  deudor,  la  declara  la  autoridad  judicial  como  cuestión 
de  propiedad,  ain  perjuicio  de  que 'para  ejecutar  la  sentencia  se  ten- 
gan presentes  las  reglas  establecidas  eo  el  Real  decreto  de  12  de  marzo 
de  1847: 

3.^  Que  asimísRQo  corresponde  á  los  Tribunales  de  justicia  declarar 
cuáles  son  las  6ncas  que  están  gravadas  con  el  censo,  como  cuestión  so- 
bre derechos. reales  que  limitan  eJ  dominio  de  loa  bienes; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, Vengo  ea  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  autoridad  judicial,  y 
lo  acordado. 

Dado  en  San  JldefonaQ  á  veintiuno  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  siete. — Está  rubricado  de  la  Real  mano.^EJ  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  R^noo  María  Narvaez.^(PiiUioada  en  la  Gaceta  de  i/  de 
agosto  de  18fi7.| 


Autarlmmelon{^dejt^io  de  1867.).— LisioifBs.— Se  con- 
firma la  ne^tiva  del  GroberDador  de  la  provincia  de  Cádiz  en  la 
autorización  solicilAÍa  por  ^1  Jue?  (|e  primera  iastawíia  def  J^uerto 
de  Santa  María  para  procesar  al  sereno  José  Rorno,  y  se  resueíve: 

Que  uta  exento  de  responsabilidad  criminal  el  agenU  adminis- 
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trativo  que,  repeliendo  la  agresión  de  una  persona  á  quien  coñdu- 
ce  detenida,  se  ve  precisado  á  cansarla  alguna  lesión. 
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existencia  de  los  niños  dada  por  el  Párroco,  la  cual  se  une  á  la  nó^ 
núna. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Huelva  ha 
negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Aracena  la  autorización  para  pro- 
cesar á  D.  Rafael  García,  D.  José  Mayorías  y  D.  José  Rafeól  Lebrija,  Al- 
caldes y  Secretario  que  respectivamente  fueron  de  Aracena  en  los  años  de 
4859  á  1861,  y  del  cual  resulta: 

Que  en  el  repetido  Juzgado  se  siguió  causa  criminal  cpntra  dos  nodri- 
zas que  lactaban  á  dos  niños  espósitos  por  haber  cobrado  sos  haberes  de 
)a  Junta  de  Benefícencía  suponiendo  que  vivían  los  niños,  cuando  realmen- 
te habian  fallecido  con  algunos  meses  de  anterioridad: 

Que  á  consecuencia  de  esa  causa  se  procedió  á  averiguar  U  parle  de  cul- 
pa que  pudiese  aparecer  contra  los  empleados  públicos  que  habiao  inter- 
venido en  el  asunto,  pues  ios  dos  Alcaldes  y  Secretario  que  antes,  se  han 
mencionado  fueron  los  que  en  virtud  del  ejercicio  de  sus  respectivos  car- 
aos remitieron  á  la  Superioridad  las  nóminas  de  las  nodrizas  ocupadas  en 
a  lactancia  de  los  espósitos  para  que  cobrasen  sus  haberes  respectivos: 

Que  recibida  declaración  al  Secretario  Lebrija,  espuso  que  para  dar  de 
alta,  ó  sea  inscribir  á  los  espósitos  en  la  lista  de  los  niños  á  quienes  había 
que  laclar,  precedia  una  orden  del  Alcalde,  el  cual  la  espedía  con  presen- 
cia de  la  fé  de  baiitismo  que  se  reclamaba  al  efecto  de  los  Párrocos;  ena 
vez  inscritos,  ya  no  podían  ser  eliminados  hasta  ^ue  cumpliesen  cinco  años 
ó  fallecieren,  de  cuyo  último  estremo  daban  siempre  aviso  lis  nodrizas, 
que  se  confrontaba  con  el  parte  mensual  de  defunción  inscrito  por  los 
Párrocos,  únicos  datos  que  la  Secretaría  del  Ayuntamiento  tenia. para  e&\Q 
servicio:  formuladas  así  las  nóminas,  se  comprobaban  con  las  del  mes  an- 
terior; y  resultando  arregladas  al  modelo  oficial,  se  autorizab(|npor  el  AU 
calde  y  Secretario,  pasándose  después  al  Párroco  para  que  diese  la  fié  de 
existencia  de  los  niños;  verifícado  lo  cual,  se  elevaban  á  la  Superioridad 
para  su  aprobación: 

Que  practicadas  las  diligencias  que  el  Juzgado  eslimó  oportunas,  y  pa- 
sadas al  Promotor  fiscal,  manifestó  que  para  proceder  contra  los  Alcaldes 
y  Secretario  que  respectivamente  habian  autorizado  lis  nóminas  en  enes 
tion,en  el  casodequebubíesen  coadyuvado  á  la  comisión  del  delito  de 
falsedad,  era  preciso  solicitar  la  correspondiente  autorización: 

Que  el  Juez,  de  conformidad  con  el  anterior  dictamen,  pidió  aquel  re* 
quisito;  pero  el  Gobernador  le  negó,  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo 
provincial,  fundándose  en  que  la  persona  verdaderamente  responsable  de 
no  haber  dado  parte  del  fallecimiento  de  los  niños  espósitos  era  el  Parro* 
co,  á  quien  competía  dar  la  fé  de  existencia  y  la  de  defunción  tan  pronto 
como  esta  ocurrió,  según  estaba  mandado  por  una  circular  del  Gobierno 
de  l4  provincia  de  6  &  setiembre  de  4858: 

Vista  dicha  circular,  en  la  cual  se  manda  que  las  nóminas  que  se  re-* 
mitán  para  acreditar  los  haberes  de  las  nodrizas  lleveQ  la  firma  del  AieaN 
de  y  Secretario  y  certificación  del  Párroco  acerca  de  l2\  .existencia  de  la^ 
niños:  .  .  i 

Considerando  que  atendidos  los  términos  del  documento  que  se  acaba 
de  citar,  no  solo  no  hay  fundamento  legal  para  suponer  que  los  Alcaldes  f 
Secretario  de  Aracena  coadyuvitron  á  la  perpetración  de  la  falsedad  come- 
tida por  las  nodrizas,  sino  que  puede  decirse  que  er^i  casi  imposible  que  tal 
sucediera  en  razón  á  que- la  ba^e  que  tenían  para  estender  las  nóminas 
aquellos  funcionarios  era  la  fé  de  existencia  que  el  Párroco  daba;  y  en  el 
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presente  caso  consta  que  la  fé  se  siguió  dando  aígun  tiempo  después  da 
fallecidos  los  niños;  f         *' 

CoQforínáodome  coo  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  neiíativa  del  Gober- 
nador. ° 

Dado  en  San  Ildefonso. i  veintitrés  de  julio  de  rail  ochocientos  sesenta 
y  siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  l.^de  aflos- 
to  de  1867.)  ® 


194. 

Autorización  (23  de  julio  de  í867.).^Malvbrsacion  de 
¿FONDOS.— Dktengiopi  ILEGAL.— So  coDcedo  la  autorización  en  cuanto 
^1  delito  de  malversación  y  se  declara  innecesaria  respecto  del  de 
detención  ¡legal,  en  la  solicitada  del  Gobernador  de  la  provincia  de 
Canarias  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Santa  Cruz  de  las 
Palmas  para  procesar  á  D.  José  Antonio  Hernández  y  Rodriguez, 
Alcalde  de  Puntallana,  y  se  resuelve: 

4-°  Que  cuando  no  resultan  del  espediente  gubernativo  datos 
mstantes  para  desvirtuar  el  cargo  formulado  contra  un  Alcalde, 
debe  dejarse  al  juzgado  en  libertad  para  continuar  la  completa  ave- 
riguación del  hecho ; 

y  4.**  que  cuando  un  Alcalde  impone  un  castigo  arrogándose  fa- 
mitades  judiciales ,  es  innecesaria  la  autorización  para  procesarle. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Canarias  ha 
negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Santa  Cruz  de  la  Palma  la  autori- 
zación para  procesar  á  D.  José  Antonio  Hernández  y  Rodríguez,  Alcalde 
de  Puntallana,  por  varios  abusos,  y  del  cual  resulta: 

Que  D.  Juan  Calvan ,  vecino  de  Santa  Cruz  de  la  Palma  ,  presentó  en 
el  Juzgado  un  escrito  de  denuncia  que  contenia  los  hechos  siguientes,  re- 
ferentes todos  á  la  conducta  observada  por  el  Alcalde  de  Puntallana: 

1.**  Qne  suponiendo  falsamente  dicho  Alcalde  haberse  autorizado  un 
recargo  estraordiuario  sobre  la  contribución  territorial,  exigió  y  cobró  de 
la  mayor  parte  de  los  contribuyentes  del  pueblo ,  enífe  los  cuales  citaba 
noinioalraente  hasta  44,  una  suma  que  en  algunos  fué  casi  igual  á  la  cuota 
respectiva. 

'2.**  Que  había  cobra<lo  á  dos  vecinos  4  y  3  escudos  respectivamente 
por  contribución  de  industria  como  venteros  al  por  medor,  sin  inscribir- 
los en  la  matrícula  de  subsidio. 

3.°  Que  exigió  y  cobró  varias  multas  en  metálico  á  varios  sugetos  que 
enumeraba  en  su  escrito. 

4.**  Que  invirtió  parte  de  las  prestaciones  vecinales  en  construir  una 
pared  en  una  finca  de  su  pertenencia. 

Y  5.°  Que  habia  cometido  también  el  delito  de  detención  arbitraria  de 
-dos  vecinos,  teniéndolos  en  la  cárcel  durante  tres  dias  por  no  haber  satis- 
fecho la  prestación  vecinal: 

Que  el  Juzgado  practicó  las  diligencias  oportunas  para  la  comprobación 
de  los  hechos  espuestos,  apareciendo  de  ellas  y  del  examen  de  muchos 
testigos  que  declararon  en  la  causa  fundados  motivos  para  creer  que  eran 
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Ciertos  los  abusos  que  se  imputaban  ai  Alcalde,  tanto  respecto  de  las  exae 
GÍones  como  de  la  detencíoD  arbitraria: 

Que  eo  su  consecuencia  el  Juez,  de  conformidad  con  el  dictamen  del 
Promotor  fiscal,  teniendo  presente  que  los  delitos  de  exacción  ilegal  y 
percepción  de  multas  en  metálico  están  esceptuados  de  la  previa  autoriza- 
ción ,  la  solicitó  solamente  en  cuanto  á  la  detención  ilegal  y  á  la  malver- 
sación de  caudales  públicos ,  cuya  calificación  merecJa  el  hecho  de  haber 
invertido  parte  de  las  prestaciones  vecinales  en  construir  nna  pared  en 
finca  de  propiedad  del  mismo  Alcaide: 

Que  el  Gobernador  negó  la  autorización  fundándose  con  el  Consejo 
provincial  en  que  antes  de  que  el  Juzgado  procediera  contra  el  Alcalde  se 
estaba  en  el  caso  de  averiguar  gubernativamente  ios  delitos  que  se  supo  • 
nían  cometidos,  pues  á  su  juicio  no  estaban  suficientemente  probados: 

Visto  elart.  319  del  Código  penal,  por  el  que  sa  ¿artiga  al  empleado 
que  aplicare  á  usos  propios  ó  ajenos  ios  caudales  ó  efectos  poeslos  á  su 
cargo  con  daño  ó  entorpecimiento  del  servicio: 

Visto  el  art.  40,  párrafo  octavo  de  la  ley  para  el  gobierno  y  administra- 
ción de  las  provincias,  según  el  cual  no  será  necesaria  la  autorización 
para  proceder  contra  ios  empleados  que  cometan  el  delito  de  imposición  de 
castigo  equivalente  á  pena  personal  arrogándose  facultades  judiciales: 

Considerando  que  del  examen  de  este  espediente  no  se  desprende  • 
fundamentos  bastantes  para  desvirtuar  el  cargo  de  mahretsacion  formula 
do  contra  el  Alcalde  de  Puntallaoa,  por  lo  que  debe  dejarse  al  Juzgado  en 
libertad  para  continuar  la  completa  averiguación  del  becbo: 

Considerando  que  al  imponer  á  los  vecino»  la  pena  de  detención  por 
tres  días  no  aparece  que  instruyese  diligencias  ni  se  atuviera  á  las  pres 
cripciones  legales  que  en  tales  casos  deben  observarse ,  por  lo  que  bá  lu- 
gar á  suponer  que  impuso  un  castigo  arrogándose  facultades  judiciales 
que  no  tenia; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  CsMido»  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  conceder  la  autorización  en 
cuanto  al  delito  de  malversación,  y  en  declararla  innecesaria  respecto  del 
de  detención  ilegal. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  veintitrés  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  siete. — Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Pr0sidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  2  de 
agosto  de  48670 


195. 


Awiopizacloit  (33  de  julio  de  iS67.).~LKi»ioNKs,-rSe  con- 
firma la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  d»  Burgos  en  la 
autorización  solicitada  por  el  Juez  de  Hacienda  de  la  raisina  pro- 
vincia para  procesar  á  D.  Zenon  Cuevas,  sargento  especial  del 
Resguardo  de  Sales  en  Poza,  y  se  resuelve: 

Que  no  es  responsable  el  dependiente  del  Resguardo  de  Safes 
de  las  lesiones  que  cau^a  con  su  arma  á  una  persona  que  estaba  de- 
fraudando sal  y  A  quien  intimó  la  rendición,  sin  conseguirlo^  tan- 
to porque  en  esto  no  hace  mas  que  cumplir  con  su  deber,  cuanto 
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porque  obrar  de  otra  manera  seria  hacer  ilusoria  la  obligación  gue 
tienen  estos  empleados  de  vigilar  por  los  intereses  fiscales  en  la  for- 
ma prevenida  por  el  reglamento  de  su  cuerpo. 

En  ei  espedieúte  en  que  el  Gobernador  de  la  provineía  de  Burgos  ha 
negado  al  Juez  de  Hacienda  de  la  provincia  la  autorización  paí'a  procesar 
á  D.  Zenon  Cuevas,  sargento  del  Resguardo  especial  de  Sales  en  Poza,  por 
lesiones,  y  del  cual  resulta: 

Que  en  la  noche  del  2(  de  diciembre  último  el  espresado  sargento 
Cuevas  y  el  dependiente  del  Resguiardo  Nícofós  González  salieron  á  vigi- 
lar las  salinas  en  cumplimiento  de  las  órdenes  de  su  Jefe,  y  al  llegar  al 
sitio  del  Oyal,  á  las  dos  de  la  mañana,  se  separaron  por  diferentes  cami- 
nos para  lograr  mejor  su  intento,  que  era  el  de  aprehender  á  los  que  es- 
tavíesen  hurtando  sal: 

Que  á  poco  de  separarse  divisó  el  sargento  á  un  hombre,  al  cual  dio 
repelidas  veces  la  voz  de  alto\  pero  como  á  pesar  de  ello  no  se  diese  á  co- 
nacer  ni  se  detuviera  en  su  trabajo  de  sustracción  de  sal,  el  sargento 
disparó  la  carabina  que  llevaba  cargada  c^n  bala  y  perdigones,  hiriendo 
con  estos  últimos  ligeramente  á  su  adversario: 

Que  éste,  después  de  herido,  intentó  resistirse,  por  lo  que  el  sargento 
le  intimó  la  rendición  so  pena  de  volver  á  hacer  uso  de  las  armas;  y  veri- 
6cada,  se  le  encontró  un  saco  con  ocho  libras  de  sal  y  otros  objetos: 

Que  el  sargento  y  el  dependiente  condujeron  al  herido  al  pueblo,  dan- 
do parte  inmediatamente  á  su  Jefe  y  al  Alcalde  de  Poza;  y  por  este  último 
se  instruyeron  las  primeras  diligencias,  que  posteriormente  se  remitie- 
ron al  Juzgado  de  primera  instancia  del  partido: 

Que  después  de  tomar  decl&racíon  á  las  personas  qae  intervinieron 
en- los  sucesos  relacionados,  y  oido  también  el  Comandante  del  Resguar- 
do, recibió  el  Juzgado  de  primera  instancia  una  comunicación  del  de  Ha- 
cienda de  la  provincia  en  que  le  requería  de  inhibición  por  tratarse  de 
un  hecho  que  tenia  conexión  con  el  delito  de  contrabando  y  defraudación 
de  ios  intereses  de  la  Hacienda,  y  en  su  consecuencia  se  inhibió  el  Juzga- 
do ordinario,  pasando  las  actuaciones  al  especial: 

Que  el  Promotor  fiscal  de  Hacienda  espuso  en  su  dictamen  que  para 
proceder  contra  el  sargento  en  el  caso  de  que  hubiese  faltado  á  sus  debe- 
res era  preciso  solicitar  la  autorización  previa;  con  cuyo  parecer  se  con- 
formó el  Juez,  pidiendo  aquel  requisito,  aunque  sin  fundar  el  auto  en  que 
asi  lo  proveyó: 

Que  el  Gobernador,  de  conformidad  con  lo  informado  por  el  Consejo 

{provincial,  negó  la  autorización  fundándose  en  la  completa  irresponsabi- 
idad  del  sargento,  que  en  el  caso  de  autos  se  habia  atemperado  estricta-^ 
mente  á  las  instrucciones  del  reglamento  de  su  instituto,  dentro  de  la 
condición  señalada  en  el  número  H,  art.  8.®  del  Código  penal: 

Visto  dicho  articulo,  por  el  que  se  considera  exento  de  responsabilidad 
criminal  al  qu%obra  en  cumplimiento  de  un  deber  ó  en  el  ejercicio  legi- 
timo de  su  derecho,  autoridad,  oficio  ó  cargo: 

Visto  el  art.  197  del  reglamento  para  ei  Resguardo  especial  de  s.ilinas 
del  reino,  según  el  cual  ningún  individuo  del  Resguardo  será  responsable 
de  los  actos  que  ocurran  cuando  defendiere  los  intereses  de  la  Hacienda, 
siempre  que  obre  dentro  de  las  prescripciones  del  misino  reglamento: 

Considerando  que  está  probido  en  este  espediente  que  el  sargento 
Coevas  vigilaba,  en  cumplimiento  de  su  deber,  las  salinas  de  Poza  la  no- 
che del  21  de  diciembre  último,  y  que  encontró  sustrayendo  sal  á  un 
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hombre  cdtitra  quien  disparó  la  carabina  después  de  haberle  iattmado  la 
voz  de  alto  mas  de  tres  veces: 

Considerando  que  por  el  referido  hecho  no  puede  exigirse  responsabi- 
lidad alguna  á  dicho  sargento,  tanto  porque  en  ello  no  hizo  mas  que 
cumplir  rigurosamente  Con  su  deber,  como  porque  obrar  de  otra  manera 
seria  hacer  ilusoria  la  obligación  que  tienen  estos  empleados  de  vigilar 
por  los  intereses  fiscales  en  la  forma  prevenida  por  el  reglamento  de  su 
cuerpo; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia 
y  Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del 
Gobernador. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  veintitrés  de  julio  de  mil  ochocienlos  sesenta 
y  siete. —Está  rubricado  de  la  Real  mano. —El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  2  de  agos- 
to de  1867.) 


toe. 

Autorización  (23  de  julio  de  1&)7.). — Falsedad.— Se  coa- 
firma la  aegativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Badajoz  en  la 
autorización  solicitada  por  e|  Juez  de  primera  iostancia  de  Herre- 
ra del  Duque  para  procesar  á  D.  Narciso  González  y  D.  Manuel 
Valmorisco,  Teniente  de  Alcalde  el  primero  y  Secretario  el  segun- 
do que  fueron  del  Ayuntamiento  de  Valdecaballeros,  y  se  resuelve: 

Que  eí  F.*  B.*^  que  los  Alcaldes  y  sus  Tenientes  ponen  en  los 
documejüos  que  á  instancia  de  parte  espiden  los  Secretarios  de 
Ayuntamiento  no  hace  referencia  al  contenido  de  aquellos,  sino 
que  sirve  tínicamente  para  dar  fé  de  la  persona  del  Secretario  que 
los  autoriza. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Badajoz  ha 
negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Herrera  del  Duque  la  autorización 
para  procesarán.  Narciso  González  y  0.  Manuel  Valmorisco,  Teniente  de 
Alcalde  el  primero  y  Secretario  el  segundo  que  fueron  del  Ayuntamiento 
de  Valdecaballeros,  por  falsedad,  y  del  cual  resulta  :  ,  . 

Que  ó  consecuencia  de  uq  juicio  de  faltas  que  se  celebró  ante  el  Te- 
niente Alcalde  p.  Narciso  González  para  castigar  á  un  vecino  del  pueblo 
.llamado  D.  Bernardo  Martín  por  haber  entrado  sus  ganados  á  pastar  en 
terreno  de  otro  vecino  nombrado  Don  Eustasio  Valmorisco,  se  pidió  por  el 
demandado  ,  con  el  fin  de  acreditar  el  derecho  á  introducir  sus  ganados 
en  la  referida  fínca ,  que  se  trajese  al  juicio  certificación  de  los  bienes  que 
tenia  el  demandante:  ^ 

Que  en  la  certificación  que  se  libré  por  el  Secretario  D:  Manuel  Valmo- 
risco se  espresaba  que  el  demandante  poseía  42  fanegas  de  terreno,  sin 
hacer  mención  en  dicho  documento  de  que  el  poseedor  de  acjuellas  tierras 
solo  tiene  el  derecho  de  sembrarlas  cada  tres  años,  y  omitiendo  por  con 
siguiente  esta  particularidad  de  que  se  hacia  mérito  en  el  amillaramiento, 
según  consta  de  una  certificación  verdadera  espedida  posteriornaente: 

Que  en  vista  de  tal  omisión  ,  que  se  denunció  al  Juzgado  de  primera 
instancia ,  se  principiaron  á  instruir  diligencias  contra  el  autor  ó  autores 
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instruya,  p§ro  no  al  decidir  cuál  sea  la  autoridad  llamada  á  enten- 
der en  el  negocio. 

Ed  el  espediente  y  autos  de  competeocia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Cáceres  y  el  Juez  de  primera  iasttncit  de  Grana- 
dilla, de  los  cuales  resulta: 

Que  José  Pérez  recurrió  eo  15  de  mayo  de  4865  á  este  Juzgado  que- 
reliándose  de  que  D.  Félix  Aparicio,  Alcalde  del  pueblo  de  AceitUDa ,  ha- 
bía procedido  arbitrariamente  contra  él »  embargándole  50  cabezas  dé  ga- 
nado lanar,  y  vendiéndolas  en  pública  subasta  bajo  el  falso  pretesto  de  qne 
el  querellante  era  deudor  á  los  fondos  municipales  de  la  cantidad  de  iy'lQi 
reales  62  céntinios : 

Que  instruido  el  oportuno  sumario  en  averiguación  de  los  hechos  de- 
nunciados, D.  Félix  Aparicio  declaró  que  José  Pérez  debía  al  Municipio 
de  Aceituna  la  cantidad  espresada  por  haber  aprovechado  con  su  ganado 
los  pastos  de  aquel  pueblo  en  mancomunidad  con  los  demás  vecinos: 

Que  según  certiucacion  del  Secretario  del  Ayuntamiento,  registrados 
los  espedientes  de  propíos  y  arbitrios  correspondientes  á  ios  anos  de  4863 
y  1864,  resultó  que  no  aparecía  José  Pérez  como  deudor  bajo  ningún 
concepto: 

Que  en  24  de  junio  de  1866  el  Juez  puso  en  conocimiento  del  Gober- 
nador de  la  provincia  que  se  hallaba  instruyendo  causa  criminal  contra  el 
Alcalde  de  Aceituna : 

Que  éste  recurrió  á  la  autoridad  superior  de  la  províiTcia  en  8  del  mes 
siguiente  consultando  si  debería  presentarse  en  el  Juzgado  á  ampliar  la 
declaración  de  inquirir,  para  lo  cual  había  sido  llamado;  acompañaba  á 
este  escrito  un  oficio  del  Gobernador,  fecha  17  de  marzo  de  1864,  eo  el 
que  se  le  prevenía  que  procediera  como  encargado  de  la  Administración 
hasta  por  la  vía  de  apremio  contra  Juan  Pérez  por  los  descubiertos  en  que 
se  encontraba  : 

Que  en  su  consecuencia  el  Gobernador  requirió  de  inhibición  al  Juz- 
gado, fundándose  en  el  núm.  9."  del  art.  40  de  la  ley  de  25  de  setiembre 
de  4863,  en  el  núm.  4.®  del  art.  54  del  reglamento  para  su  ejecución,  y 
en  que  correspondía  á  la  Administración  el  decidir  sí  José  Pe^ez  era  deu- 
dor á  los  fondos  municipales ,  y  si  debió  precederse  á  la  venta  de  su  ga- 
nado, de  cuya  declaración  previa  dependía  el  fallo  del  Tribunal : 

Que  después  de  la  tramitación  debida  ^  el  Juzgado  se  declaró  compe- 
tente para  entender  en  el  negocio,  por  cuanto  correspondía  á  los  Tribu- 
nales ordinarios,  como  encargados  de  averiguar  los  delitos ,  entender  en 
la  cuestión  que  previamente  había  de  resolverse : 

Que  insistiendo  en  su  requerimiento  el  Gobernador,  de  conformiiad 
con  lo  informado  por  el  Consejo  provincial,  resultó  el  presente  conflicto 
que  ha  seguido  sus  trámites: 

Visto  el  párrafo  1.^  del  art.  54  del  reglamento  para  la  ejecución  de  la 
ley  de  gobierno  y  administración  de  las  provincias,  según  el  cual  los  Go- 
bernadores DO  podrán  suscitar  contienda  de  competencia  eo  los  juicios  cri- 
minales á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  reservado  por 
la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando  en  virtud  de  la 
misma  ley  deba  decidirse  por  la  autoridad  administrativa  alg;una  cuestión 
previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribunales  ordinarios  Ó  especia- 
les hayan  de  pronunciar: 

Considerando: 
1.^    Quo  para  que  pueda  suscitarse  competencia  en  los  juicios  crímíDa- 
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jes  por  existir  una  cuestiou  previa  de  la  cual  dependa  el  falio^le  ios  Tribu^ 
nales  es  necesario  que  la  decisión  de  esla  corresponda  esclusivamente  á  ia 
Admiiiistracioo,  según  dispone  el  párrafo  1.^  del  art.  54  del  reglamento 
citado: 

2.*^  Que  si  bien  en  el  caso  en  cuestión  hay  que  resolver  previamente  sr 
José  Pérez  era  deudor  á  los  fondos  municipales  del  pueblo  de  Aceituna  en 
3  de  abril  de  4864,  toca  á  los  Tribunales  ordinarios  decidir  todas  las  cues- 
tiones que  puedan  suscitarse  con  motivo  del  arriendo  de  los  pastos,  por 
baber  obrado  en  ello  el  espresado  Municipio  en  concepto  de  persona  jurí- 
dka: 

3/  Que  la  circunstancia  de  haber  obrado  el  Alcalde  de  Aceituna,  en 
el  hecho  que  se  le  imputa,  en  virtud  de  mandato  del  Gobernador  de  la 
provincia,  se  podrá  tener  presente  al  sentenciar  la  causa  instruida  con  es- 
te motivo,  pero  no  al  decidir  cuál  sea  la  autoridad  llamada  á  entender  en 
el  negocio; 

Conformándome  con  io  consultado  pir  el  Consejo  de  Estado  en  pleno  ^ 
Vengo  en  declarar  mal  formada  esta  competencia,  y  que  no  ha  debido  sus- 
citarse. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  veinticinco  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  siete. —Está  rubricado  de  la  Real  mano.-— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  ia  Gaceta  de  3  de  agosto 
de  1867.) 


«»«. 


f^omprlciicia  (25  de  julio  de  1867.).— Malversación  de 
fONDOS.— Se  declara  mal  formada  y  que  no  ha  debido  suscitarse,  ia 
competencia  entablada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Za> 
ragoza  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Daroca,  con  motivo  de 
las  diligencias  criminales  incoadas  á  consecuencia  de  la  denuncia 
del  Alcalde  de  Viliadoz  contra  los  individuos  que  habían  compues- 
to aquel  Ayuntamiento  en  los  anos  de  1855  á  1856  y  1859  á  1860, 
y  se  resuelve: 

Que  cuando  ¡os  fondos  á  que  se  ha  dado  indebida  aplicación  por 
un  Ayuntamiento,  y  por  cuyo  hecho  se  le  procesa,  no  hacen  refe- 
rencia á  presupuestos  formados  por  ély  á  las  cuantas  rendidas  con 
arreglo  á  las  disposiciones  vigentes,  sino  á  gastos  ó  pagos  hechos 
por  ¡a  corporación  fuera  del  presupuesto  municipal,  de  los  cuales 
naturalmente  no  se  dá  cuenta  á  la  Administración,  no  hay  ningu- 
na cuestión  previa  que  resolver  administrativamente,  y  por  consi- 
guiente no  debe  entablarse  competencia. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Zaragoza  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Daroca^ 
de  los  cuales  resulta: 

Que  en  29  de  junio  último  el  Alcalde  de  Viliadoz  denunció  al  JLuz^ado 
de  Daroca  qne  ios  individuos  que  compusieron  los  Ayuntamientos  de  1855 
é  1856  y  i 859  á  4860  habían  hecho  uso  indebido  de  varias  cantidades 
pertenecientes  á  los  fondos  municipales  y  no  las  hablan  reintegrado,  á  pe- 
sar de  io  cual  el  Secretario  de  ia  corporación  D.  Manuel  Lafuente  espidió 


Digitized  by 


Google 


460  JURISPRUDENCIA   ADMINISTRATIVA. 

«ertiOcacionien  la  que  aseguraba  do  existia  cantidad  alguna  correspon- 
diente  á  dichos  fondos  en  poder  de  contribuyentes: 

Que  mientras  el  Juzgado  de  Oaroca  instruía  diligencias  en  av^erigua- 
€Íou  de  este  heciio,  el  Ayuntamiento  de  Villadoz  acudió  al  Juzgado  4t  Ha- 
cienda denunciando  á  los  que  habian  compuesta  los  de  los  referidos  años, 
por  haber  destinado  los  fondos  municipales  á  gastos  que  no  figuraban  en 
el  presupuesto,  sobre  lo  cual  se  instruyó  también  causa  que  posteriormen- 
te y  por  inhibición  del  de  Hacienda  se  remitió  al  de  Daroca: 

Qae  en  este  último,  y  por  denuncia  del  Alcalde  de  Villadoz,  se  incoa- 
ron procedimientos  sobre  el  hecho  de  haberse  exigido  por  los  mencionados 
Ayuntamientos  diversas  cantidades  de  los  vecinos  por  las  suertes  de  leñas 
.  'que  en  los  respectivos  años  se  habian  repartido  á  ios  particulares  y  habian 
sido  concedidas  gratuitamente,  ó  fijándose  en  la  concesión  una  cantidad 
menor  de  la  exigida: 

Que  todas  estas  causas  fueron  acumuladas  por  el  Juzgado,  formando 
una  soia  en^razon  á  que  los  hechos  denunciados  eran  conexos  entre  sí  y 
se  atribuían  á  las  mismas  personas: 

Que  practicadas  las  diligencias  necesarias  para  la  comprobación  de  los 
abusos  espuestos,  el  Promotor  fiscal  fué  de  dictamen  que  debía  procesarse 
al  Secretario  Lafuente  y  demás  Concejales  que  formaron  los  Ayuntamien- 
tos de  Villadoz  por  el  delito  de  malversación  de  caudales;  que  además  de- 
bía precederse  criminalmente  contra  el  Secretario  por  la  falsedad  cometi- 
da en  un  documento  oficial;  y  finalmente,  que  no  correspondía  solicitar 
ia  autorización  para  procesar  á  los  Concejales  por  el  delito  de  exacciones 
ilegales,  con  arreglo  ai  art.  10,  uúm.  8.°  de  la  ley  para  el  gobierno  y  ad- 
íinnistracioa  de  las  provincias: 

Que  conformándose  el  Juez  con  el  anterior  dictamen,  pidió  la  autori- 
aaciou;  pero  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo  pro- 
vincial, \^  concedió  solo  en  cuanto  á  la  falsedad;  y  respecto  de  la  raalfer- 
íiacion  de  caudales,  requirió  al  Juez  de  inhibición  porque  á  su  juicio  era 
indispensable  que  se  calificase  administrativamente  la  atribuida  al  Aytin- 
tamiento,  sin  que  hasta  tanto  tuviera  derecho  el  Juzgado  á  seguir  cono- 
ciendo en  el  negocio,  con  arreglo  al  núm.  4.**  del  art.  54  del  reglamento 
iie  '25  de  setiembre  de  1863: 

Que  el  Juez,  oído  el  Promotor  fiscal  y  de  conformidad  con  su  dictá- 
luen,  sostuvo  su  competencia  para  entender  en  el  hecho  de  la  malversa- 
xíion  de  caudales  públicos,  y  se  fundaba  en  que  no  existía  ninguna  cues- 
tión previa  que  la  Admiyistracion  tuviera  que  resolver,  porque  solo  se 
trataba  de  un  delito  perpetrado  por  las  referidas  corporaciones,  y  que  te- 
nia íntimo  enlace  con  los  otros  dos  de  exacciones  ilegales  y  de  falsedad 
<ie  que  estaba  ya  conociendo  el  Juzgado  con  asentimiento  del  Gober 
nador; 

Que  esta  autoridad,  oyendo  al  Consejo  provincial,  no  estimó  sufícien 
tes  las  razones  alegadas  por  el  Juez,  é  insistió  en  la  contienda  que  ha  se 
guido  sus  trámites: 

Visto  el  art.  54,  núm.  1.°  del  reglamento  de  25  de  setiembre  de  4863, 
según  el  cual  los  Gobernadores  no  podrán  suscitar  contienda  de  compe- 
tencia en  los  juicios  criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta 
íiaya  sido  reservado  por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  6 
<!uando  en  virtud  de  la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  autoridad  admi- 
nistrativa alguna  cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tri- 
bunales ordinarios. ó  especiales  hayan  de  pronunciar: 

Considerando: 
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i.*  Que  en  el  presente  caso  oo  ha  debido  tratarse  de  una  contienda  de 
coropeteocia,  sIdo  de  la  autorización  para  procesar  á  los  Concejales  de 
Villadoz  por  haber  dado  distinta  apiicacioo  de  la  debida  á  los  fundos  det 
Municipio: 

2.°  Que  en  este  espediente  no  es  necesaria  la  calificación  previa  que 
el  Gobernador  pretende  antes  de  que  el  Juzgado  conozca  del  negocio, 
puesto  que  no  hace  referencia  á  presupuestos  formados  por  los  Ayunfa- 
n)ientos  de  Villadoz  y  á  las  cuentas  rendidas  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes vigentes,  sino  á  gastos  ó  pagos  hechos  por  aquellas  corporaciones  fue- 
ra del  presupuesto  municipal,  de  los  cuales  no  se  da  naturalmecte  cuenta 
á  la  Administración; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  Consejo  de  Estado  en  pleno. 
Vengo  en  declarar  mal  formada  esta  competencia,  y  que  no  ha  debido 
suscitarse. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  veinticinco  de  julio  de  mil  ochocientos  sesen- 
ta y  siete. — Está  rubricado  de  la  Real  mano.—El  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros,  Bamon  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  3  de 
agosto  de  1867.) 


Sfentencia  (14  de  mayo  de  1867.).— Exención  de  la  des- 
amortización.—Se  confirma  la  Real  orden  de  30  de  marzo  de  1865 
reclamada  por  D.  Juan  Domingo  de  Arana,  como  Director  y  Ad- 
ministrador del  Colegio  de  Doncellas  Nobles  de  Toledo,  y  se  re- 
suelve: 

i.^  Que  cuando  la  fundación  de  un  Colegio  de  doncellas  para 
educarlas  y  dotarlas  al  contraer  matrimonio  no  es  un  fideicomiso 
familiar  sino  una  institución  benéfica,  los  bienes  de  su  dotación  es- 
tán comjirendidos  en  las  disposiciones  de  la  ley  de  i.°  de  mayo  de 
i865,  por  pertenecer  á  manos  muertas : 

2.**  Que  este  carácter  no  lo  pierde  por  la  circujistancia  de  haber 
reservado  el  fundador  un  pequeño  número  de  plazas  para  doncellas 
de  su  linaje; 

Y  3.®  que  por  la  ley  de  1.°  de  mayo  de  1855  se  declararon  en 
estado  de  venta  los  bienes  de  Beneficencia  pública  y  los  de  particii-^ 
lar  indistintamente^  sin  que  la  enajenación  tenga  otro  objeto  que 
poner  en  circulación  los  bienes,  pues  la  fundación  subsiste,  debien- 
do los  patronos  distribuir  las  rentas  de  las  inscripciones^  de  la  ma* 
ñera  dispuesta  por  el  fundador. 

Dona  Isabel  II.,  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Manuel  Sil  vela,  en  re- 
presentación de  1).  Juan  Domingo  de  Arana,  Hireclor  y  Administrador 
del  Colegio  de  Doncellas  Nobles  de  la  ciudad  de  Toledo,  demandante,  y  «le 
la  otra  mi  Fiscal,  en  nombre  de  la  Administración,  demandada,  sobre  re* 
vocación  de  la  Real  orden. de  30  de  marzo  de  1865,  que  declaró  compren- 
didos en  la  ley  de  i.®  de  mayo  de  185o  los  bienes  del  referido  Colegio: 

Visto: 
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Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulla: 

Que  la  Rectora  y  Vicereclora  del  mencionado  Colegio  acudieron  á  raí 
Gobierno  en  20  de  junio  de  1855  en  solicitud  de  que  se  declarase  que  no 
se  hallaban  comprendidos  en  la  ley  de  I.®  de  mayo  del  mismo  año  de  f  855 
los  bienes  que  constituían  la  dotación  de  aquel,  y  que  en  caso  dudoso  se 
considerasen  dentro  del  décimo  caso  de  las  escepciones  á  que  se  refiere  el 
art.  2.**  de  la  propia  ley:  , 

Que  insl ruido  en  su  virtud  el  oportuno  espediente,  aparece  de  la  es- 
critura de  fundación  y  demás  documentos  que  se  unieron ,  que  el  Carde- 
nal D.  Juan  Marlinez  Silíceo,  Arzobispo  de  Toledo,  en  rirtud  de  autori- 
zación de  Su  Santidad  el  Pontífice  Paulo  IV,  instituyó,  fundó  y  dotó  en  el 
año  de  1551  el  indicado  Colegio  de  Doncellas,  con  el  título  de  Nuestra  Se- 
ñora de  los  Remedios ;  prohibió  expresamente  que  en  ningún  tiempo  se 
pudiera  vender,  ceder,  ni  cambiar,  ni  en  otra  manera  disponer  de  los 
bienes  que  pertenecían  al  Colegio;  estableció  en  las  constituciones,  y  en  el 
testamento  y  codicilo  otorgados  en  1557,  que  de  las  100  doncellas  que  de- 
berían constituir  la  dotación  del  referido  C<degio,  y  que  habían  de  recibir 
en  él  sustento  y  educación,  seis  fuesen  de  su  familia  y  las  demás  natura- 
les de  aquel  Arzobispado;  que  se  dotasen  las  Colegialas  que  se  hubiesen 
de  casar,  y  de  ningún  modo  las  que  entrasen  en  monasterio;  nombró  por 
patrono  al  Arzobispo  que  fuese  de  Toledo,  y  últimamente  también  al  Mo- 
narca de  estos  reinos,  que  aceptó  y  tomó  en  el  asunto  la  intervención  que 
se  acostumbraba  en  aquellos  tiempos,  atribuyéndose  el  nombramiento  de 
Administrador  y  de  60  plazas;  y  suscitándose  mas  tarde  dudas  sobre  tales 
nombrantientos,  vino  á  concertarle,  entre  otras  cosas,  en  escritura  de 
concordia  que  se  otorgó  en  7  de  marzo  de  1594  enti-e  el  Rey  D.  Felipe  H 
y  el  Cardenal  D.  Gaspar  de  Quiroga ,  Arzobispo  de  Toledo,  que  para  la 
provisión  de  Administrador  se  presentasen  por  el  Arzobispo  que  fuere  de 
Toledo  dos  personas  entre  las  cuales  hubiere  de  elegir  el  Monarca,  y  que- 
dando reducido  el  nombramiento  que  pudieran  hacer  los  Arzobispos  en 
punto  á  las  plazas  de  doncellas,  á  la  manera  de  la  primitiva  distribu- 
ción: 

Que  la  Comisión  provincial  de  Ventas  fué  de  parecer  que  los  bienes  de 
que  se  trata  estaban  comprendidos  en  la  ley  citada  de  desamortización 
como  pertenecientes  á  manos  muertas;  y  la  Junta  del  ramo  de  la  provin- 
cia, con  vista  de  los  documentos  referidos  y  de  conformidad  con  el  dicta- 
men del  Fiscal,  acordó,  en  sesión  de  8  de  abril  de  1856,  declarar  que  los 
citados  bienes  no  podían  venderse  sin  atacar  la  fundación  y  basta  el  de- 
recho que  á  ellos  tienen  las  seis  doncellas  parientes  del  fundador,  que  de- 
ben ser  presentadas  según  el  artículo  5.**  de  las  espresadas  constituciones: 

Que  elevado  el  espediente  á  la  Superioridad,  la  Asesoría  general  del 
Ministerio  de  Hacienda ,  teniendo  presente  el  carácter  familiar  y  privado 
del  Colegio  de  Doncellas  Nobles,  fué  de  parecer  que  los  bienes  que  se  fe*> 
claman  no  estaban  comprendidos  en  las  leyes  de  desamortización;  y  si  hu- 
bieran podido  serlo,  debían  considerarse  como  una  de  las' escepciones  que 
las  mismas  leyes  otorgan  á  los  fundadores  familiares ;  mas  como  la  Direc- 
ción general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  dudase  si  por  h  cir- 
cunstancia de  proveerse  seis  plazas  precisamente  en  personas  ae  la  fami* 
lia  del  fundador  podría  declararse  familiar  la  fundación,  se  pasó  á  informe 
de  las  Secciones  reunidas  de  Hacienda  y  Gracia  y  Justicia ,  fas  que  al  eva- 
cuarlo en  22  de  diciembre  de  1859,  teniendo  en  consideración^  como  la 
Asesoría,  el  carácter  familiar  de  que  participaba  la  fundación ,  y  mucho 
mas  la  naturaleza  privada  del  establecimiento,  opinaron  por  mayoría  que 
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los  bieses  del  referido  Colegio  do  se  hallaban  comprendidos  en  las  pres-^ 
cripciones  de  la  ley  de  i  *®  de  mayo  de  <85&: 

Que  la  espresada  Dirección  general  re|;^atió  el  anterior  dictamen  en  in- 
forme de  27  de  noviembre  de  1860,  y  propuso  la  escepcion  de  las  seis  cen- 
tésimas partes  de  los  bienes  del  Colegio  como  de  índole  familiar,  y  que  de- 
bían venderse  las  otras  94  centésimas  que  disfrutaban  otras  tantas  donce- 
llas estranasá  la  familia  del  fundador: 

Que  dirigida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  la  oportuna  comunicación 
al  de  Gobernación ,  en  demanda  de  noticias  acerca  de  la  declaración  que 
tuviera  hecha  del  establecimiento  de  que  se  trata ,  y  si  sus  productos  y 
gastos  figuraban  en  los  presupuestos  provinciales  de  Toledo,  se  contestó 
por  el  segundo  de  los  citados  Ministerios  en  15  de  marzo  de  186t  que  el 
Colegio  en  cuestión  no  habia  sido  aun  clasificado  ni  incluido  en  ninguna 
de  las  denominaciones  de  la  ley  de  Beneficencia  en  razón  á  la  índole  es- 
pecialísíma  de  ^u  creación  ,  y  á  que  siempre  se  habia  considerado  aquel 
establecimiento  de  carácter  particular,  sin  que  jamás  hubiera  dependido 
de  ninguna  Junta  de  Beneficencia ,  ni  para  su  mantenimiento  haya  figu- 
rado nunca  cantidad  alguna  en  los  presupuestos  del  Estado,  de  la  provin- 
cia y  del  Municipio: 

Que  el  Consejo  de  Estado  en  pleno,  al  qne  se  pasó  en  consulta  este 
espediente,  informó  en  el  sentido  de  que  procedía  la  escepcion  solicitada, 
de  conformidad  con  el  dictamen  espresado  de  la  mayoría  de  las  Secciones 
de  Hacienda  y  Gracia  y  Justicia  del  propio  Consejo,  recayendo  en  tal  es- 
tado la  Real  orden  de  30  de  marzo  de  1865  ,  por  la  cual ,  oído  el  referido 
Consejo  de  Estado,  se  declaró  que  los  bienes  en  cuestión  estaban  com- 
prendidos en  el  art.  1.®  de  la  ley  de  i.°  de  mayo  de  4855,  salvo  el  derecho 
de  los  herederos  del  fundador  á  reclamar,  conforme  á  la  ley  de  27  de  se- 
tiembre de  i 820,  las  seis  centésimas  partes  de  los  mismos  bienes  como 
de  fundación  civil  familiar: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado,  y  ampliada  des- 
pués por  el  Licenciado  D.  Manuel  Silvela  ,  en  representación  de  D.  Juan 
Dominen  de  Arana ,  Administrador  y  Director  del  referido  Colegio  de 
Doncellas  Npbies,  con  la  pretensión  de  que  ^  deje  sin  efecto  la  precitada 
Real  orden  de  30  de  marzo  de  1865,  y  se  declare  que  los  bienes  oel  citado 
Colegio  no  se  hallan  comprendidos  dentro  del  art.  i.*  de  la  ley  de  i.^  de 
mayo  de  1855  y  sus  aclaratorias: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  absolución  de 
la  demanda  y  la  confirmación  de  la  referida  Real  orden : 

Vistos  el  art.  1."  de  la  ley  de  1.*  de  mayo  de  4855,  en  que  después  de 
declararse  en  estado  de  venta,  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  dicha 
ley,  todos  los  predios  rústicos  y  urbanos,  censos  y  foros,  pertenecientes, 
entre  otras,  á  la  Beneficencia  y  á  la  Instrucción  pública,  se  dice  en  el  pár- 
rafo último:  uy  cualesquiera  otros  pertenecientes  á  manos  muertas^  ya  es- 
tén ó  no  mandados  vender  por  leyes  anteriores:» 

Considerando  que  la  fundación  hecha  por  el  Arzobispo  de  Toledo  Don 
Juan  Martínez  Silíceo  no  es  un  fideicomiso  familiar,  sino  una  institución 
benéfica,  puesto  que  se  destinan  los  bienes  al  establecimiento  de  un  Cole- 
gio CD  que  reciben  educación  doueellas  naturales  del  Anobíspado^  y  á  do- 
tarlas cuando  contraen  matrimonio: 

Considerando  que  no  pierde  la  institución  dicho  carácter  por  haber 
dispuesto  el  fundador  que  fueran  nombradas  para  seis  plazas  diel  Colegio 
doncellas  de  su  linaje,  pues  las  94  plazas  restantes  son  para  doncellas  na- 
turales del  Arzobi8|»do: 
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Considerando  que  por  la  ley  de  i.^  de  mayo  «le  i855  se  declararon  en 
estado  de  veota  ios  bienes  do  Beneficencia  pública  y  los  de  particular  in- 
distintamente, según  se  ha  resuelto  en  varios  decretos -sentencias,  sin 
que  la  enajenación  tenga  otro  objeto  que  poner  Qn  circulación  los  bienes, 
pues  la  fundación  subsiste,  debiendo  los  pationos  distribuir  las  rentas  de 
las  inscripciones  de  Ja  manera  dispuesta  por  el  fundador: 

Considerando  que  por  pertenecer  estos  bienes  á  manos  muertas,  y  no 
ser  de  los  desvinculados  por  la  ley  de  27  de  setiembre  de  1820,  procede  la 
venta  con  arreglo  á  lo  dispuesto  eo  el  párrafo  últmio  del  art.  i.*^  de  la  ley 
del.' de  mayo  de  1855; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  Vengo  en  declarar  que  los  bienes 
del  Colegio  de  Doncellas  del  Arzobispado  de  Toledo  están  comprendidos 
en  el  art.  1.*  de  la  ley  de  1."  de  mayo  de  i 855;  confirmándose  en  loque 
sea  conforme  con  esta  sentencia  la  Real  orden  de  30  de  marzo  de  4865,  y 
quedando  sin  efecto  en  lo  que  no  lo  fuere. 

Dado  en  Palacio  á  catorce  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — Gi  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  miel 
Secretario  general  <Jel  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  el  Consejo  pleno,  constituido  en  la  Sala  de  lo  Contencioso, 
acordó  que  se  tenga  como  resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que 
se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes ,  y 
se  inserte  en  la  Gaceta,  de  que  certifico. 

Madrid  22  de  mayo  de  1867.--Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  10  de  agosto  de  1867.) 


^OO. 


Sentencia  (20  de  tnai/o  rfe  1867.).— EsCEPCiON  de  la  des- 
amortización.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  en- 
tablada por  el  Ayuí^tamiento  de  Coria  del  Rio,  provincia  de  Sevi- 
lla, contra  la  Real  orden  de  15  de  febrero  de  1866;  se  confirma 
esta,  y  se  resuelve: 

1 ."  Que  cualquiera  que  fu^se  el  carácter  primitivo  de  los  bie- 
nes que  los  pueblos  poseían  al  sancionarse  la  ley  de  i. ^  de  mayo  de 
185^,  basta  que  se  hayan  arrendado  ó  arbitrado  en  los  veinte  aíios 
anteriores  á  su  publicación^  y  que  por  ello  se  haya  pagado  d  la  Ha- 
cienda el  20  ó  el  3  por  100  respectivamente,  para  que  no  pueda  de* 
clararse  la  escepcion  de  la  venta  de  que  habla  el  caso  9.**  del  articu- 
lo 2.*  de  la  espresada  ley; 

1 2.*  que  710  puede  aplicarse  á  la  decisión  de  un  caso  la  juris- 
prudencia sentada  por  el  Consejo  de  Estado  en  la  resolución  de 
otros  que  no  tienen  analogía  con  aquel  á  que  trata  dé  aplicarse  la 
jurisprudencia. 

Doqa  Isabel  II,  etc. 

En  el  pleito  pendiente  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia  entre  partes^  de  la  una  el  Doctor  D.  Diego  Suarez,  en  represen* 
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taeioD  delAyuntamiento  de  Coria  del  Río,  provÍDCíade  Sevilla,  demandan^ 
te,  y  de  la  otra  mi  Fiscal,  eo  nombre  de  la  AdmíDÍstracioD  general  del  Es- 
tado, demandada,  sobre  escepcioo  de  la  venta  de  la  dehesa  titulada  Atala- 
ya y  Cascajeras- 
Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 
Que  el  Ayuntamiento  de  Coria  del  Rio,  provincia  de  Sevilla,  en  junio 
de  18^1  promovió  espediente  de  escepcion  de  la  dehesa  titulada  Atalaya  y 
Cascajera  en  el  concepto  de  que  era  de  aprovechamiento  común,  y  al 
efecto  trató  de  acreditar  el  origen  de  la  propiedad  de  la  dehesa  menciona* 
da,  presentando  un  testimonio  debidamente  cotejado  con  su  original,  en 
el  que  se  lee  la  Real  carta  de  privilegio  concedido  por  D.  Alfonso  el  Sabio 
sobre  todos  los  bienes  del  partido  de  Coria,  en  los  que  habían  de  tener 
derecho  comunal  y  privativo  todos  los  vecinos  del  pueblo,  privilegio  pos- 
teriormente reconocido  y  confirmado  por  D.  Sancho  y  D.  Fernando  y  Doña 
Isabel  la  Católica: 

Q)ie  del  indicado  testimonio  aparece  que  en  pleito  sustanciado  entre 
el  Concejo  de  Coria  y  D,  Francisco  Rodrigo,  y  en  virtud  de  la  determina- 
ción tomada  por  el  Juez  de  Baldíos  declarando  perleoecientes  á  la  Coro- 
na los  bienes  del  mismo  Coria,  recayó  sentencia  del  Consejo  en  25  de  se- 
tiemibre  de  1745  revocando  la  que  declaraba  baldíos  aquellos  terrenos,  y 
mandando  restituirlos  al  pueblo  á  que  pertenecían: 

Que  en  otros  pleitos  sostenidos  por  ¡a  Municipalidad  del  referido  pue- 
blo contra  personas  que  fundadas  en  privilegios  mas  ó  menos  dudosos  ha- 
bían querido  aprovechar  los  bienes  de  su  comunidad,  obtuvo  siempre  sen- 
tencias favorables  en  que  á  la  vez  se  declaraban  sus  propiedades  del  co-\ 
mun  de  los  vecinos: 

Que  de  una  justificación  unida  al  mismo  espediente  aparece  también 

3ae  el  pueblo  de  Coria  ha  tenido  siempre  dos  dehesas  para  pastos,  la  cita- 
a  Atalaya  y  Cascajera  y  la  titulada  de  Loya,  que  estaba  al  ilado  contrarfo 
del  río  que  separa  á  ambas,  y  que  la  titulada  Loya  se  hallaba  repartida  en- 
tre los  vecinos  á  labor,  no  quedando  por  tanto  para  el  ganado  mas  que  la 
Atalaya  y  Cascajera: 

Que  en  las  certificaciones  espedidas  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento 
no  consta  que  haya  sido  arbitrada  ni  arrendada  jarnos;  y  de  la  autorizada 
por  el  Secreta^rio  del  Gobierno  de  la  provincia  aparece  que  la  dehesa  cuya 
escepcion  se  pide,  durante  los'iO  años  anteriores  al  de  i 855,  ha  sido  su- 
bastada en  el  de  1845  para  cubrir  las  atenciones  del  presupuesto  munici- 
pal; habiendo  sido  igualmente  en  el  año  de  1849  rematada  la  limpia  del 
monte  bajo  de  dicha  dehesa  para  el  indicado  objeto  en  20,000  rs.  según 
espediente  aprobado  por  mi  Gobierno;  y  que  en  los  años  de  1852  y  1853 
foé  arbitrada  por  Real  orden  con  el  impuesto  de  un  real  y  19  maravedís 
cada  aranzada  de  tierra  del  común  para  cubrir  el  déficit  municipal,  resul- 
tando tener  abonados  en  esos  años  el  20  por  100  de  Propios: 

Que  de  otras  certificaciones  relativas  al  número  de  cabezas  de  ganado 
de  todas  clases  que  posee  el  pueblo  de  Coria  resultan  datos  encontrados» 
por  cuanto  según  el  Ayuntamiento  son  1,330  cabezas,  y  según  la  Admi- 
nistración de  Hacienda  pública  716: 

Que  en  vista  de  tales  datos  emitieron  su  dictamen  cada  una  de  las  ofi- 
cinas de  la  provincia,  manifestándose  la  Diputación  provincial  conforme 
€<m  lo  solicitado  por  el  Ayuntamiento  recurrente;  y  elevado  el  espediente 
á  la  Superioridad,  la  Junta  superior  de  Ventas,  conformándose  con  el  dic- 
tánoen  déla  Asesoría  general  del  Ministerio  de  Hacienda,  acordó  en  sesión 
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de  20  de  diciembre  de  1864  desestimar  la  pretensión  incoada,  recayendo, 
de  acuerdo  con  el  parecer  emitido  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno,  la 
Real  orden  de  45  de  febrero  de  1866,  que  declaró  itnprocedente  la  escep- 
cion  reclamada  por  el  Ayuntamiento  de  Coria  del  Rio; 

Vista  la  demanda  pre'sentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Doctor 
D.  Diego  Suarez,  á  nombre  del  Ayuntamionto  de  Coria  del  Rio,  provincia 
de  Sevilla,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la  precitada  Real  orden  y 
se  declare  procedente  la  recfamacion  del  Ayuntamiento  de  Coria  del  Rio 
respecto  á  ser  de  aprovechamiento  común  la  dehesa  denominada  Atalaya 
y  Cascajera;  fundándose,  entre  otras  consideraciones  en  los  Reales  decre- 
tos-sentencias de  28  de  marzo  de  Í864  y  22  de  febrero  de  1865,  que  reca- 
yeron como  resolución  de  los  espedientes  de  escepcion  del  prado  titulado 
de  Renales  y  de  los  terrenos  que  comprendían  el  término  jurisdiccional 
de  Cardiel,  ambos  en  la  provincia  de  Toledo: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  absolución  de 
la  demanda  y  la  confirmación  de  la  referida  Real  orden: 

Visto  el  núm.  9.**  del  arl.  2."  de  la  ley  de  i,*  de  mayo  de  1855,  que 
escepiúa  de  la  desamortización  los  terrenos  de  aprovechamiento  coman 
de  los  pueblos,  previa  declaración  de  serlo  hecha  por  el  Gobierno,  oyendo 
u\  Ayuntamiento  y  Diputación  respectivos: 

Vistos  los  artículos  53  de  la  instrucción  de  31  de  mayo  de  i855  y  4.* 
del  Real  decreto  de  10  de  julio  de  1865,  que  exigen  como  condición  indis- 
pensable para  la  escepcion  indicada  que  el  disfrute  de  las  fincas  haya  sido 
común  y  gratuito  entre  los  vecinos  en  los  20  años  anteriores  á  la  ley  de  I.** 
de  mayo  y  hasta  el  día  en  que  fuesen  reclamadas  sin  interrupción  algunas 

Vista  la  Real  orden  de  23  de  abril  de  1858,  que  declara  exentos  del 
pago  del  20  por  100  de  Propios  los  bienes  pertenecientes  á  los  pueblos 
cuyo  aprovechamiento  fuese  gratuito  y  común  á  los  mismos: 

Considerando  que  cualquiera  que  fuese  el  carácter  primitivo  de  los  bie- 
nes que  los  pueblos  poseían  al  sancionarse  la  ley  de  1.**  de  mayo  antes  ci- 
tada, basta  que  se  hayan  arrendado  ó  arbitrado  en  los  20  años  anteriores 
á  su  publicación  ,  y  que  por  ello  se  haya  pagado  á  la  Hacienda  el  20  ó  el  5 
por  100  respectivamente  para  que  no  pueda  declararse  la  escepcion  de  la 
venta  de  que  habla  el  caso  9.**  del  art.  2.®  de  la  espresada  ley: 

Considerando  que  habiéndose  demostrado  por  la  certificación  librada 
por  el  Gobierno  civil  de  la  provincia  de  Sevilla  que  la  dehesa  Atalaya  y 
Cascajera,  de  que  en  estos  autos  se  trata,  fué  varias  veces  arrendada  y  ar- 
bitrada en  el  citado  período,  satisfaciéndose  el  20  ó  el  5  por  100  á  la  Ha- 
cienda, la  demanda  del  Ayuntamiento  de  Coria  no  puede  prevalecer  con- 
tra una  Real  orden  que  está  en  perfecta  armonía  con  Jas  disposiciones  al 
principio  citadas  y  con  la  jurisprudencia  del  Consejo: 

Considerando  además  que  los  dos  casos  á  que  se  refieren  los  decretos- 
sentencias  que  el  demandante  invoca  en  su  favor  son  diferentes  del  que  en 
estos  autos  se  ventila  y  anteriores  al  Real  decreto  de  10  de  julio  de  1865; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  ej  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á 
Ja  Administración  y  confirmar  la  Real  orden  impugnada. 

Dado  en  Palacio  á  veinte  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.-r* 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Miaíatros, 
Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación,— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se» 
cretarío  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
j^blica  el  Consejo  pleno,  constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  acordd 
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que  se  tenga  como  resolucioa  fiual  ea  la  instancia  y  autos  á  que  se  refie*< 
re;  que  se  una  á  ios  mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes^y  se  ÍQ- 
serte  en  la  Gacela;  de  que  certifico. 

Madrid  29  de  mayo  de  1867.— Pedro  de  Madrazo. — (Publicada  en  Ji 
Gaceta  de  11  de  agosto  de  1867.) 


I§»enteiieia  (14  de  mayo  de  1867.). — uso  de  uif  camino.— Se 
declara  nulo  todo  lo  actuado  ante  el  Consejo  provincial  de  Zamora 
en  el  pleito  entre  el  Ayuntamiento  de  Fuentespreadas  y  D.  RamoQ 
Rodríguez;  se  deja  en  sa  fuerza  la  providencia  del  Gobernador,  y 
se  resuelve: 

Que  cuando  no  existen  ordenanzas  ni  reglamentos  sobre  una 
materia  no  es  posible  su  contravención ^  ni  por  consiguiente  el  co* 
nacimiento  de  los  Consejos  provinciales  en  vía  contenciosa. 

Doña  ísabel  II,  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  grado  de  apela-* 
ción,  entre  partes,  de  la  una  el  Ayuatamiento  de  Fuentespreadas,  repre- 
sentado por  mi  Fiscal,  apelante,  y  de  la  otra  el  Licenciado  D.  Jerónimo 
Antón  Ramírez,  á  nombre  de  D.  Ramón  Rodríguez,  vecino  del  Pinero, 
apela  io,  sobre  uso  de  un  camino  que  cruza  el  prado  llamado  de  D.  Ge«  . 
bftan. 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  que  resulta: 

Que  en  16  de  febrero  de  1865  D.  Ramón  Rodríguez  acudió  al  Gober» 
nador  de  la  provincia  de  Zamora  manifestando  que  ponia  en  su  conoci- 
miento que  el  Alcalde  de  Fueniespreadas  por  medio  del  guarda  municipal 
le  había  intimado  que  ni  él,  ni  su  molinero,  ni  sus  criados  pasasen  por  la 
vía  que  conducía  desde  un  molino  de  su  pertenencia  al  mencionado  pue- 
blo, siendo  así  que  los  vecinos  de  esta  población  y  los  del  Pinero  se  servían 
de  ella,  ya  para  moler  sus  granos,  ya  para  otros  usos,  y  pidió  que  prove-^ 
yera  lo  conveniente: 

O»^*®  el  Ayuntamiento  de  Fuentespreadas,  al  que  se  remitió  la  anterior 
solicitud  con  objeto  de  que  informara,  espresó  que  la  corporación  había 
acordado  prohibir  á  vecinos  y  forasteros  el  paso  por  el  prado  á  principioa 
del  año^  según  lo  hizo  en  los  anteriores,  por  el  perjuicio  que  at  pasto  se 
ocasionaba;  que  el  acuerdo  último  se  publicó  por  edictos,  y  se  previno  al 
guarda  del  campo  que  privase  á  toda  clase  de  personas  el  uso  de  la  citada 
vía;  y  concluyó  diciendo  que  no  habia  necesidad  de  ir  por  ella,  pues  qua 
existí»  por  el  lado  de  la  finca  un  camino  ancho  que  era  tránsito  de  Toro  4, 
Ledesma,  y  conducía  á  su  vez  del  Pinero  al  molino: 

Que  sin  embargo  D.  Ramón  Rodríguez  pasó  por  el  prado  en  situación 
de  hallarse  ya  acotado,  y  el  Alcalde  de  Fuentespreadas  le  impuso  la  multa 
de  20  rs.: 

v.Qiie  con  este  motivo  recurrió  el  interesado  al  Gobernador  en  solicitad 
dé  que  se  revocara  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  ^n  cuanto  á  la  prohibicton 
que  se  le  imponía  de  atravesar  por  dicho  sitio: 
^'  Y  que  el  Gobernador  en  6  de  abril  del  citado  año  1865  confirma  e) 
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acuerdo  del  MuDÍcípio,  sin  perjuicio  del  derecho  de  propiedad  que  Roiiri' 
guez  tuviera  y  pudiera  ejercitar  aote  los  Tribunales  ordinarios: 

Vista  la  demanda  que  D.  Ramón  Rodriguez  presentó  ante  el  Consejo 
proTÍncial  de  Zamora  contra  el  indicado  decreto  del  Gobernador,  en  con- 
sideración á  que  el  camino  que  de  Fuentespreadas  iba  al  molino  de  su 
perleneocia  y  que  atravesaba  por  el  prado  de  D.  Cebrian  existia  desde 
tiempo  inmemorial,  y  se  liabia  usado  sin  interrupcíoo  tanto  por  el  mismo 
Rodriguez  como  por  el  público,  hasta  que  el  Ayuntamiento  de  Fuentes- 
preadas sin  formación  de  espediente  prohibió  su  uso; 

Vista  la  contestación  dada  por  el  citado  Ayuntamiento  espresando: 

Que  las  corporaciones  municipales  estaban  facultadas  para  deliberar 
en  todo  lo  concerniente  á  la  policía  rural,  y  sus  acuerdos  debian  llevarse 
á  electo,  aprobados  que  fueran  por  el  Gobernador: 

Que  por  tanto  el  Municipio  de  aquella  villa  había  acordado  prohibir  el 
tránsito  al  molino  por  el  mencionado  prado,  y  solicitó  que  se  declarasen 
subsistentes  sus  acuerdos  puesto  que  merecieron  la  aprobación  del  Go- 
bernador. 

Vistas  las  pruebas  hechas  poruña  y  otra  parte: 

Vista  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  provincial  de  Zamora  eo  H 
de  enero  de  1866,  por  la  cual  se  revocó  la  providencia  del  Gobernador  de 
la  provincia  de  6  de  abril  de  1865,  y  se  restituyó  al  interesado  en  el  uso 
del  camino,  disponiendo  que  se  colocase  un  poste  á  la  entrada  de  la  vía  y 
otro  á  la  salida  para  el  molino  y  pueblo  del  Pinero,  con  cartel  en  que  se 
anunciase  que  se  restablecía  el  tránsito  para  el  servicio  público,  condenan- 
do al  Ayuntamiento  de  Fuentespreadas  al  pago  de  las  dos  terceras  partes 
-de  costas  y  castos  del  pleito,  y  á  D.  Ramón  Rodriguez  en  las  restantes,  y 
reservando  a  las  partes  los  derechos  que  tuvieren  para  que  pudieran  utili- 
zarlos donde  procediera: 

Vistos  el  escrito  de  apelacion^ue  interpuso  el  Ayuntamiento  de  Fuen 
tespreadas,  y  el  auto  en  que  le  fué  admitida: 

Visto  el  escrito  de  mejora  presentado  ante  el  Consejo  de  Estado  por  rar 
Fiscal,  eo  representecion  del  citado  Ayuntamiento,  con  la  solicitud  de  qne 
se  consulte  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  por  improcedencia  de  la  vía  con 
tenciosa  bajo  un  aspecto  é  incompetencia  de  la  Administración  en  otro 
sentido,  y  en  el  caso  de  que  pudiera  tratarse  del  fondo  del  asunto  la  revoca- 
ción de  la  sentencia  apelada  y  la  confirmación  del  decreto  del  Gobernador: 

Vistos  el  escrito  del  Licenciado  D.  Jerónimo  Antón  Ramirez  mostrán- 
dose parte  á  nombre  de  D.  Ramón  Rodriguez;  el  auto  en  que  fué  estimada 
su  representación;  ^ofro  auto  en  que  se  mandó  que  se  le  emplazara  para 
que  contestase  la  acusación  de  rebeldía  que  le  hizo  mi  Fiscal  por  su  incontes- 
tacion,y  la  providencia  de  la  Sección  de  lo  contencioso  en  que  se  la  hubo 
por  acusada,  habiendo  por  decaído  al  interesado  del  derecho  de  contestar: 

Visto  el  número  5.^  de  la  ley  de  Ayuntamientos  de  8  de  enero  de  1^45, 
por  el  que  se  encarga  á  los  Alcaldes,  en  concepto  de  administradores  de 
fds  pueblos,  el  cuidado  de  todo  lo  relativo  á  polícfa  urbana  y  rural  bajo  la 
vigilancia  de  la  Administración  superior,  atemperándose  á  los  reglamento» 
y  ordenanzas  municipales: 

Vista  la  ley  de  25  de  setiembre  de  1863,  la  cual,  al  ocuparse  de  los  ca- 
sos en  que  es  dado  á  los  consejos  provinciales  actuar  como  Tribunales  con- 
tenciosos, previene  en  el  párrafo  decimocuarto  del  art.  83  que  conocerán 
también  de  las  controversias  que  se  suscitaren  sobre  caminos  y  policía  de 
tránsitos  si  se  contraen  á  la  represión  de  las  contravenciones  á  sus  regla- 
mentos: 
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GoDsideraiido  que  do  existíeodo  como  do  existeo  ordeDaozas  ni  regía- 
Toentos  sobre  la  materia  de  que  se  trata,  do  es  coDcebibie  su  cootraveo* 
«ioo,  Di  por  coDsiguieDte  ei  cooocímieoto  de  los  Consejos  provinciales  en  la 
vía  contenciosa,  siendo  esclusivo  de  la  Administración  activa: 

Considerando,  además»  que  la  providencia  dictada  por  el  Alcalde  de 
Fueetespreadas  y  confirmada  por  el  Goberdador  de  la  provincia  de  Zamora 
DO  afecta  ni  lastima  derechos  privados,  y  per  consiguiente  que,  bajo  cual- 
quier aspecto  que  se  contemple  el  caso  de  estos  autos,  el  Consejo  de  Zamora 
ha  proceiiido  con  notoria  incompetencia; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  nulo  y  de  ningún  valor  todo  lo  ac-« 
tuado  por  el  Consejo  provincial  de  Zamora,  quedando  en  su  fuerza  y  vigor 
la  providencia  dictada  por  el  Gobernador  de  la  misma  en  6  de  abril 
4ie1865. 

Dado  en  Palacio  á  catorce  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
~Está  rubricado  de  la  Real  mano. —El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
nnal  en  la  instancia  y  autos  a  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
DOiiíique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer< 
tilico. 

Madrid  i 8  de  mayo  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  i4  d«  agosto  de  i  867.) 


^O'^. 


^eDteneia  (14  de  mayo  de  1867.).— Aprovechamiento  de 
AGUAS. — Se  confirma  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  provincial 
de  Navarra  en  el  pleito  seguido  entre  el  Ayuntamiento  de  Tudela  y 
ia  Sociedad  investigadora  de  aguas  de  Cintruénigo,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  la  competencia  de  la  Administración  en  materia  de 
aprovechamiento  de  aguas  está  limitada  á  decidir  sobre  el  hecho  de 
la  posesión  actual^  manteniendo  en  ella  á  los  que  la  tuviesen  legal^ 
mente,  quedanda  reservadas  á  los  tribunales  ordinarios  las  cuestiO' 
lies  de  posesión  plenaria  y  propiedad; 

¥  2.*  que  cuando  en  la  sentencia  dictada  por  un  Consejo  pro- 
vincial están  bien  aprecia,dos  ios  hechos  y  resuelta  con  arreglo  á  la 
ley  la  cuestión  debatida,  es  procedente  su  confirmación. 

Dolía  Isabel  II,  etc. 

aEo  ei  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  grado  de  apelación, 
«ntre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  José  de  Olózaga  ,  á  nombre  del 
Ayuntamiento  de  Tudela,  apelante,  y  de  la  otra  la  Sociedad  investigadora 
de  aguas  del  Crntruénigo,  apelada  en  rebeldía,  sobre  aprovechamiento  de 
las  que  corren  por  el  barranco  de  la  Nava. 

Visto; 

Visto  un  testimonio  público  compulsado  del  libro  34  sobre  aguas  de 
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Alhíraa,  perteneciente  al  Municipio  de  Tudela,  exhibido  por  el  Alcalde  de 
esta  ciudad,  que  contiene: 

r®  La  sentencia  de  la  Real  Corle  de  Navarra,  dictada  en  ÍO  de  dr- 
ciembre  de  4619  en  el  pleito  incoado  por  lá  ciudad  de  Tudela  contra  la 
de  Corella  y  villas  de  Cinlruénigo  y  Filero  y  su  monasterio,  sobre  que  se 
diera  licencia  á  la  demandante  para  romper  la  madre  del  rio  de  Alhama, 
en  la  parte  de  encima  de  la  peña  de  Quiebra  cántaros,  á  fin  de  regar  las 
heredades  que  tenia  en  los  montes  del  Cierzo,  en  la  cual  se  dispuso  que  se 
le  otorgaba  autorización  para  que  pudiera  hacer  la  presa  en  el  punto  nnen- 
cionado,  y  abrir  acequias,  y  guiar  por  ellas  el  agua  para  regar  las  fincas 
que  tuviese  en  los  montes  del  Cierzo,  pagando  el  precio  de  los  suelos  y  de 
los  terrenos  de  particulares  que  se  tomaren  ,  si  bien  con  la  limitación  de 
que  dicha  licencia  se  entendiera  en  tiempo  de  aguas  sobradas  que  no  hi 
ciesen  falta  á  Corella,  Cinlruénigo  y  Filero. 

2.®  Otra^en  grado  de  súplica,  pronunciada  en  14  de  octubre  de  i653, 
confirmatoria  de  la  anterior,  remitiéndose  á  un  juicio  de  averiguacirn 
para  que  en  él  se  aclarase  la  verdadera  acepción  de  aguas  sobradas. 

3."  Otra  en  i2  de  octubre  do  i 624  esplicando  qué  era  lo  que  se  enten- 
día por  aguas  sobradas,  para  lo  cual  se  declaró  ser  tres  las  diferencias: 
primera,  cuando  el  rio  crece  tanto  que  sobrepuja  las  paradas  y  cprramien- 
losde  las  acequias:  segunda  ,  cuando  los  lugares  que  tienen  el  disfrute  del 
agua  la  dan  6  la  quitan  ú  Cinlruénigo;  y  tercera,  cuando  rebalsa  y  se  pier- 
de en  el  monte  del  Cierzo. 

4.*  Otra  dictada  en  30  de  enero  de  i  625  por  ei  Licenciado  D.  Miguel 
Bayona,  individuo  del  Tribunal  encargado  de  ejecutar  las»sentencias  ante- 
riores, disponiendo  que  se  abriese  la  acequia  en  el  término  de  Cinlruéni- 
go, sitio  llamado  del  Llano,  enlazándola  con  la  que  ya  tenia  esta  villa,  sr 
bien  ensanchándola  vara  y  tercia,  y  prolongándola  hasta  el  punto  en  que 
los  de  Tudela  habrían  de  construir  la  balsa  en  su  dehesa,  situada  en  los 
montes  del  Cierzo,  frente  de  Navailevel: 

Visto  el  convenio  sobre  distribución  de  las  aguas  sobradas  del  rio  Alha- 
ma, celebrado  en  22  de  noviembre  de  i 849  entre  las  ciudades  de  Tudela 
y  Corella  y  villa  de  Cinlruénigo,  que  comprende,  entre  otras  disposiciones, 
las  siguientes: 

«Artículo  1.°  Se  considerarán  aguas  sobradas,  para  los  efectos  de  este 
convenio,  todas  las  del  rio  Alhama  que  eix  cualquier  tiempo  se  introduz- 
can con  derecho  en  el  rio  Llano  ú  otros  rios  del  mismo  término,  y  que  la 
villa  de  Cinlruénigo  no  se  emplee  ó  no  aproveche  en  los  terrenos  de  so 
propiedad,  que  son  los  comprendidos  entre  los  rios  Alhama  y  Llano  y  de- 
más que  se  citan  en  la  escritura  de  compra  de  montes,  en  cuyos  terrenos 
podrá  regar  sin  limitación  alguna  y  cuantas  veces  le  acomode. 

Art.  2.^  Estas  aguas  sobradas  se  dirigirán  por  el  rio  Llano  á  un  punto 
que  sea  el  mas  conveniente,  próximo  á  las  arquetas,  con  prohibición  de 
llevarlas  y  distraerlas  por  ninguna  otra  parte. 

Art.  3."  Las  aguas  sobradas  se  distribuirán  en  tres  parles,  adjudicán- 
dose la  una  á  Tudela,  otra  á  la  villa  de  Cinlruénigo  y  otra  á  la  ciudad  de 
Corella,  sin  que  ninguna  de  las  tres  poblaciones  pueda  pretender  jamás  el 
menor  derecho  á  la  parte  adjudicada  á  las  demás. 

Art.  4.®  La  correspondiente  á  Tudela  habrá  de  emplearla  en  los  cam- 
pos de  su  propiedad,  ó  la  depositará  en  la  laguna  de  Pulguer. 

Art.  10.  tos  vecinos  de  Cintruénigo,  y  no  otro  alguno,  disfrutarán  en 
el  término  de  Campo  la  Sierpe,  para  beneficio  de  sus  heredades,  de  todas 
las  aguas  sobradas  en  iO  días  del  mes  de  abril  de  cada  año,  cdfitados des- 
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de  el  16  a]  salir  el  sol  basta  el  26  á  la  propia  hora;  y  si  durante  ese  perío- 
do resultasen  sobras,  las  gozará  Tudela. 

Art.  i  i.  En  la  propia  forma  disfrutarán  los  vecinos  de  Cintruénigo  de 
toda  el  agua  que  descienda  por  el  rio  Llano  en  Jos  meses  de  octubre  y  no- 
viembre, que  será  efiClusivamente  destinada  á  sus  heredades  de  Campo  la 
Sierpe,  y  la  que  sobrare  ó  no  la  quisiere  ese  término  la  disfrutará  Tudela, 
y  deberá  hacerse  un  amojonamiento  de  las  citadas  heredades  de  Campo  la 
Sierpe  correspondientes  á  dichos  vecinos  de  Cintruénigo,  á  quienes  se 
concede  solamente  el  riego:» 

Visto  el  reglamento  de  20  de  setiembre  de  1830,  formado  por  las  co- 
misiones de  las  ciudades  de  Tudela  y  Coreila  y  villa  de  Cintruénigo  para  la 
observancia  del  convenio  anterior,  aprobado  por  las  tres  Municipalidades, 
que  contiene  varios  artículos,  y  entre  otros  los  que  á  continuación  se  es- 
presan: 

«Artículo  \,^  Todas  las  aguas  que  en  cualquier  tiempo  del  año,  salvos 
los  esceptuados  en  el  convenio,  llegasen  al  punto  de  división,  son  partibles, 
y  su  aprovechamiento  corresponde  á  los  tres  pueblos. 

Art.  2.°  Para  la  exacta  é  igual  distribución  de  las  aguas  sobradas,  y 
para  aprovechar  cualquiera  avenida  que  de  repente  sobrevenga,  se  ejecu- 
tarán las  obras  acordadas  ó  necesarias  en  el  punto  de  división,  nivelándo- 
las con  tal  perfección  que  las  aguas  se  dividan  por  sí  solas  y  sin  la  inter- 
vención de  persona  alguna:  no  obstante,  cada  pueblo  podrá  tener,  si  quie- 
re, la  persona  ó  personas  que  le  convengan  á  hn  de  que  no  se  interrumpa 
el  curso  natural  de  las  aguas  é  impedir  que  se  alteren  las  obras  de  nive- 
lación.» 

Vista  la  escritura  pública  de  constitución  de  la  Sociedad  anónima  de- 
Doniinada  Investigcídora  de  aguas  de  la  iñlla  de  Cintruénigo,  otorgada 
en  12  de  setiembre  de  t860,  comprensiva  de  sus  estatutos  y  de  la  desig- 
nación áei  representante  de  la  misma  en  juicio: 

Vistas  las  Reales  órdenes  de  22  de  enero  y  22  de  julio  de  1862,  tras- 
critas en  el  certiíicado  espedido  por  un  Oíicial  de  la  Sección  de  Fomento 
de  aquella  provincia,  en  que  se  declaró  que  la  intervención  del  Gobierno 
relativa  á  las  obras  en  nada  afectaba  á  los  derechos  de  las  poblaciones  ó 
de  los  particulares ,  puesto  que  tenían  su  acción  espedita  para  hacerla 
valer  ante  quien  correspondiera : 

Vista  la  instancia  que  el  Ayuntamiento  de  Tudela  dirigió  al  Goberna- 
dor  de  la  provincia  de  Navarra  en  14  de  febrero  de  1865  quejándose  de 
que  la  Sociedad  investigadora  de  aguas  de  Cintruéoigo,  con  la  construc^ 
cioD  de  sus  obras,  habia  despojado  al  Ayuntamiento  de  Tudela  de  la  po- 
sesión y  disfrute  de  las  aguas  que  discurrían  por  el  barranco  de  la  Nava 
y  afluían  al  rio  Llano,  siendo  propiedad  de  los  vecinos  de  esta  ciudad  que 
lae  venían  disfrutando  con  Cintruénigo  y  Gorella;  y  pidió  que  se  le  resti- 
tuyese en  la  posesión  y  aprovechamiento  de  ellas  ,  condenando  á  la  em- 
presa á  que  demoliera  todas  las  obras  que  impidiesen  el  libre  curso  de  las 
agu^s  y  su  introducción  en  el  citado  rio  Llano: 

Vista  la  providencia  del  Gobernador,  dictada  en  17  de  mayo  inmediato 
siguiente  y  declarando  que  no  habia  lugar  á  lo  solicitado : 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  provincial  de  Navarra  por 
el  Ayuntamiento  de  Tudela  manifestando: 

Que  por  Real  orden  de  5  de  abril  de  1834  quedó  consignado  como 
regla  general  que  ningún  particular  ó  corporación  podia  distraer  en  su 
origen  ni  en  su  curso  las  aguas  de  manantiales  ó  rios  que  de  antiguo  re- 
gasen terrenos  mas  bajos,  Jos  cuales  no  podían  ser  despojados  del  beneñ- 
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cío  adquirido  eo  faror  de  otros  que,  por  el  hecho  de  no  haberías  aprove- 
chado aiHeSy  consagraron  el  derecho  de  los  que  las  aprorecharon: 

Que  las  sentencias  del  Consejo  de  Navarra  daban  derecho  á  Tudela 
para  que  regara  sus  campos  con  las  aguas  que ,  entrando  en  el  rio  Llano, 
llegaban  al  partidor: 

Que  desde  la  época  remota  de  las  indicadas  se  o  te  ocias  las  venia  dis- 
frutando  con  las  que  discurrían  por  el  barranco  de  la  Nava,  ya  proceden- 
tes del  Moncayo,  ya  de  las  fuentes  ó  manantiales  que  en  el  mismo 
existían  : 

Que  tenia  un  derecho  indisputable  á  su  disfrute  en  respeto  á  los  indi- 
cados fallos ,  á  la  posesión  antigua  en  que  se  hallaba  y  á  los  pactos  ciaros 
y  terminantes  entre  Cintruónigo,  Corella  y  Tudela: 

Que  la  Sociedad  investigadora  se  apropiaba  las  que  marchaban  por  el 
barranco  de  la  Nava  y  las  que  salían  de  los  manantiales  existentes  en  estos 
terrenos  para  depositarlas  en  el  dique  que  había  construido ,  con  lo  que 
privaba  á  Tudela  de  su  constante  aprovechamiento : 

Que  la  facultad  otorgada  á  la  empresa  estaba  limitada  á  la  investiga- 
ción de  aguas  subterráneas  en  terrenos  del  Estado  y  del  común,  y  al  apro- 
Techamiento  de  las  pluviales;  pero  que  de  ninguna  mafiera  era  ostensiva 
á  que  se  utilizase  de  las  corrientes  naturales  que  discurrian  por  la  super- 
ficie del  barranco  de  la  Nava: 

Y  coocluyó  pidiendo  que  se  restituyese  al  Ayuntamiento  y  vecinos  de 
Tudela  eo  la  posesión  ó  aprovechamiento  en  que  estaba  de  disfrutar  de 
las  que  corrían  por  el  mencionado  barranco  de  la  Nava,  ya  provinieran  de 
la  falda  de  Moncayo,  ya  de  los  manantiales  que  del  mismo  nacían,  y  de 
cuyo  aprovechamiento  había  sido  despojado;  y  eo  su  consecuencia  que  se 
condenase  á  la  Sociedad  á  que  demoliera  todas  aquellas  obras  que  impi- 
dieran el  libre  curso  é  introducción  de  las  aguas  al  río  Llano: 

Vista  la  contestación  dada  por  la  Sociedad  espresando: 
Que  se  hallaba  autorizada  por  la  Real  orden  de  23  de  setiembre  de 
1851  para  hacer  esploraciones  de  aguas  en  los  términos  del  Estado  y  del 
común,  comprendidos  entre  ia  villa  de  Cintruénígo  y  la  falda  de  Monca- 
yo, y  aprovechar  las  pluviales  que  desde  el  mismo  punto  de  partida  y 
término  se  encontraren,  salvo  el  derecho  de  propiedad  y  sin  perjuicio  de 
tercero: 

Que  el  que  alegare  derechos  en  aprovechamiento  de  aguas  debería 
probar  el  despojo  que  creyese  haber  sufrido; 

Y  solicitó  se  le  absolviera  de  la  demanda: 

.  Vistos  los  escritos  de  réplica  y  duplica  en  que  los  interesados  repro- 
dujeron sus  anterioras  pretensiones: 

Vistas  las  pruebas  testificales  hechas  por  una  y  otra  parte: 

Visto  el  certificado  estendido  á  instancia  de  la  demandante  por  el  Se- 
cretario de  la  Diputación  y  Consejo  provincial  de  Navarra,  que  comprende 
el  Informe  dado  por  el  Ingeniero  D.  José  María  Gómez  en  5  de  febrero 
de  i 860,  relativo  al  proyecto  de  investigación  y  aprovechamiento  de  aguas 
de  riego  para  la  villa  de  Cintruénígo,  del  que  resulta: 

Que  de  ponerse  en  ejecución  el  indicado  proyecto  en  todas  sus  partes, 
ios  manantiales  ó  veneros  que  se  descubrían,  á  contar  desde  la  fuente  de 
ia  Nava,^  desaparecían  por  completo,  sin  que  los  que  entonces  disfrutaban 
de  los  beneficios  de  las  aguas  pudieran  utilizarlas  después  de  manera  al- 
guna, y  por  consecuencia  sin  que  las  sobrantes  de  las  noismas  fueran  á 
contribuir  al  aumento  del  caudal  délas  del  rio  Llano: 

Que  tanto  las  escedentes  de  la  laguna  llamada  Añavieja  como  lasplu* 
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«ríales  que  86  recogían  en  Ja  Cuenca  de  la  A.naTa  y  las  que  se  producían 
€0  los  cnanaotíaies  de  la  misma  tenían  su  desagüe  é  iban  á  terminar  na- 
turalmente en  el  río  Llano: 

Y  por  ultimo,  que  todas  ellas,  y  en  particular  las  pluviales,  que  eran 
las  que  corrían  con  mas  abundancia  en  ciertas  épocas  del  año,  venían  á 
producir  un  aumento  considerable  en  el  citado  río  Llano,  y  un  escedente 
que  no  se  podía  utilizar  en  los  terrenos  comprendidos  entre  el  mismo  y 
el  Albama: 

Visto  el  informe  del  Ingeniero  Jefe  del  distrito  D.  Carlos  Billsolá,  dado 
en  13  de  setiembre  de  4866  por  mandato  del  Consejo  provincial  para  me- 
jor proveer,  en  que  se  espresa:  primero,  que  las  aguas  del  valle  de  Valverde 
ó  de  la  Nava  procederían  de  lluvias,  de  fuentes  y  de  la  sobrante  de  la  la- 
guna de  Añavieja,  pero  de  ningún  modo  de  las  faldas  del  Moncayo,  cuyas 
vertientes  al  Ebro  mandaba  sus  aguas  al  rio  Qaíles  y  á  otros  afluyentes 
inferiores:  segundo,  que  las  mencionadas  aguas  del  valle  de  la  Nava  nun- 
ca habían  llegado  al  rio  Llano  para  poderse  utilizar  por  los  que  regaban 
con  el  agua  de  esa  acequia,  habiéndolo  verificado  tan  solo  en  épocas  de 
mucha  abundancia  en  que  la  acequia  iría  llena  con  las  aguas  del  Albama, 
causando  un  verdadero  perjuicio  con  su  afluencia  en  la  misma:  tercero, 
que  las  aguas  del  espresado  valle  debían  afluir  naturalmente  al  río  Alba- 
nia antes  de  que  se  hiciese  la  acequia  del  río  Llano,  que  se  lo  impedía  hoy, 
DO  por  las  obras  de  fábrica  construidas,  sino  porque  la  acequia  se  inter- 
ponía ó  cortaba  el  barranco  antes  de  qué  éste  llegase  al  rio  Albama;  y 
iioalmente,  que  las  aguas  del  citado  valle,  después  de  atravesar  la  tajea 
de  la  carretera,  seguían  por  una  reguerilla  formada  por  pequeños  ribazos 
cubiertos  de  vegetación,  y  llegaban  de  ese  modo,  siguiendo  las  lindes  de 
las  heredades,  hasta  la  acequia  del  río  Llano,  sin  apartarse  del  barranco. 

Vista  la  sentencia  pronunciada  por  el  Consejo  provincial  de  Navarra 
en  3  de  octubre  del  mencionado  año  de  1866,  por  la  cual  se  confirmó  la 
providencia  dictada  por  el  Gobernador  en  n  de  mayo  de  4865  absolvien- 
do de  la  demanda 'á  la  Sociedad  investigadora  de  aguas  de  Cíntruénigo, 
reservando  á  las  partes  su  derecho  sóbrela  posesión  plenaria  y  propiedad 
de  las  mismas  aguas  para  que  pudieran  usar  de  él  donde  y  según  corres  - 
pendiera: 

Vistos  la  apelación  que  el  Ayuntamiento  de  Tudela  interpuso;  el  auto 
de  9  de  octubre  del  citado  año  de  1866  en  que  le  fué  admitida,  y  la  dili- 
gencia en  que  consta  que  se  hizo  la  notificación  en  el  siguiente  día: 

Visto  el  escrito  de  mejora  presentado  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el 
Licenciado  D.  José  de  Olózaga,  á  nombre  del  Ayuntamiento  de  Tudela, 
pidiendo  que  se  revoque  la  sentencia  apelada  y  se  mande  que  se  le  resti- 
tuya en  la  posesión  y  aprovechamiento  inmediato  de  las  aguas  que  corrían 
por  el  barranco  de  la  Nava,  condenando  á  la  empresa  investigadora  á  la 
demolición  de  todas  las  obras  que  hoy  impiden  su  libre  curso: 

Vistos  el  otrosí  en  que  se  acusó  la  rebeldía  á  la  parte  apelada,  y  la  pro 
videncia  dada  por  la  Sección  de  lo  Contencioso  en  H  de  enero  de  4867  en 
que  la  hubo  por  acusada: 

Vista  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  provincial  de  Navarra,  por  la 
cual: 

Considerando  que  la  competencia  de  la  Administración  está  limitada  á 
decidir  sobre  el  hecho  de  la  posesión  actual  de  las  aguas  que  discurrían 
por  el  barranco  de  la  Nava,  manteniendo  en  ella  á  los  que  la  tuviesen  le- 
galmente,  quedando  reservadas  á  los  Tribunales  ordinarios  las  cuestiones 
de  posesión  plenaria  y  propiedad: 

TOMO  VII.— /Mm/?ri4¿tencia  administrativa.  60 
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GoDsideraDdo  que,  según  el  iDforme  del  logoniero  Jefe  del  distrito 
las  aguas  de  Valverde  ó  de  la  Nava  ouDca  babiao  llegado  á  la  acequia  del 
río  Llano  para  poderse  utilizar  por  los  que  regaban  con  el  agua  de  dicha 
acequia,  iiabíéndolo  verificado  tan  solo  en  época  de  mucha  abundancia  en 
que  la  acequia  iria  llena  con  las  del  Alhama,  causando  un  verdadero  per- 
juicio con  su  afluencia  á  la  misma;  y  no  siendo  ulílizabies,  dedúcese  como 
consecuencia  precisa  que  no  podía  poseerlas  la  eíudad  de  Tudela: 

Considerando,  además,  que  con  arreglo  al  art.  4/  del  convenio  cele- 
brado en  aquella  capital  de  22  de  noviembre  de  4849,  tenía  la  villa  de 
Cintruéniíro  un  derecho  preferente  para  aprovechar  sin  limitación  alguna 
las  aguas  de  la  acequia  del  Llano  y  regar  con  ellas  cuantas  veces  le  acomo- 
dase los  terrenos  de  su  propiedad,  habiéndose  adjudicado  únicameote  á 
Tudela  la  tercera  parte  de  las  aguas  sobrantes  que  no  aprovechaba  Cin 
truénigo  en  aquellos  terrenos  y  llegaran  al  ponto  designado  en  el  art.  2.* 
de  dicho  convenio;  por  lo  que,  aun  en  el  caso  deque  discurrieran  aguas 
por  el  barranco  de  la  Nava  y  afluyeran  por  la  acequia  del  rio  Llano,  do 
era  suficiente  este  hecho  aislado  para  acreditar*que  Tudela  las  poseía, 
puesto  que  podía  utilizarlas  todas  Cintruénigo  en  los  términos  de  su  pro- 
piedad sin  dejarlas  llegar  al  punto  de  división,  sino  que  era  preciso  probar 
que  corrían  hasta  el  partidor,  y  de  ellas  disfrutaba  una  tercera  parte, 
cuyo  hecho  no  había  justificado: 

Confirmó  la  providencia  dictada  por  el  Gobernador  en  Í7  de  mayo  de 
1865,  absolviendo  de  la  demanda  á  la  Sociedad  investigadora  de, aguas  de 
Cintruénigo,  reservando  á  las  partes  su  derecho  sobre  la  posesión  plenaria 
y  propiedad  de  las  mismas  aguas  para  que  pudieran  usar  de  él  donde  y 
según  correspondiera: 

Considerando  que  en  esta  sentencia  están  bren  apreciados  los  hechos, 
y  resuelta  con  arreglo  á  la  ley  la  cuestión  que  se  ha  debatido; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  sentencia  dictada  por  el  Con- 
sejo provincial  de  Navarra. 

Dado  en  Palacio  á  catorce  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete, 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano.-^El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicacíon^.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mf  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certíficf>. 

Madrid  23  de  mayo  de  4867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaeeta  de  i 4  de  agosto  de  4867.) 


^03. 


Sentencia  (20  de  mayo  de  i867.)  — ApíriGÜEDAD  Ktt  üif  em- 
pleo.—Se  dejan  sin  efecto  las  Reales  órdenes  de  13  de  octubre  de 
1865  y  18  de  abril  de  1866  reclamadas  por  D.  Joaquín  Gutiérrez 
de  Rubalcáva,  y  se  resuelve: 

4  .•  Que  el  sistema  de  ascensos  establecido  por  las  Ordenanzas 
generales  de  la  Armada  de  1793,  no  es  únicamente  el  de  rigorosa 
antigüedad,  porque  sobre  no  existir  un  precepto  espUdto  que  asi  le 
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determine,  los  artículos  d6,  47,  19,  27,  28  y  29  del  tllulo  i.\  tra- 
tado 2.',  dan  lugar  á  la  elección  por  servicios  y  particulares  cir- 
cunstancias: 

2.^  Que  el  Real  decreto  de  3  de  setiembre  de  18S6  no  tuvo  otro 
objeto  que  restablecer  por  completo  el  orden  de  ascensos  preceptuado 
en  las  citaSas  Ordenanzas,  dejando  sin  efecto  el  que  regia  por  vir- 
tud del  decreto  de  29  de  diciembre  de  4841: 

3.®  Que  aparte  de  no  haberse  espresado  terminantemente  en 
dicho  Real  decreto  del  año  de  1856,  como  en  otro  caso  hubiera  sido 
necesario,  que  en  adelante  no  podría  haber  en  la  Armada  otros 
motivos  legales  de  ascender  por  elección  sino  los  comprendidos  en  el 
artículo  3.°;  de  suponerse  así,  se  deduciría  forzosamente,  bien  que 
las  Ordenanzas  habían  sido  derogadas  en  parle  tan  importante,  sus- 
tituyéndose al  sistema  electivo  de  ascensos  que  permite,  el  prescri- 
to por  aquella  disposición  únicamente  en  los  casos  que  comprende, 
ó  bien  que  no  conociéndose  en  aquella  el  ascenso  por  elección,  y  sí 
solo  el  de  rigorosa  antigüedad,  había  llenado  este  vacío  el  citado 
artículo  3.®;  deducciones  que  son  evidentemente  erróneas: 

4*  Que  los  casos  de  mérito  especial  comprendidos  en  dicho  ar- 
ticulo Z.^no  son  lo  que  única  y  esclusivamente  da  motivo  justo  al 
ascenso  por  elección,  toda  vez  que  la  citada  disposición  no  escluye 
ni  prohibe  la  facultad  de  ascender  á  los  que,  siíi  haber  contraído 
mérito  distinguido  en  acción  de  guerra  ó  prestado  servicio  señalado 
yrelevat)te,  se  encuentran,  sin  embargo,  en  condiciones  determi7}a- 
das  por  las  cuales  la  autoridad  del  Director  general,  puede,  en  ca- 
sos de  promoción,  designarlos  para  el  ascenso  por  ser  los  que  pre- 
fiere, aunque  inferiores  á  la  aoligüedad: 

5."  Que  la  circunstancia  de  no  figurar  en  la  lista  de  demérito 
no  es  por  sí  sola  bastante,  según  las  Ordenanzas,  para  preferir  en 
absoluto  la  antigüedad  en  perjuicio  del  que  se  halla  en  condiciones 
de  preferencia,  ya  porque  así  lo  dispone  el  art,  29,  tít.  2/,  trata- 
do 2.®,  ya  porque  de  otro  modo  no  puede  concebirse  el  objeto  délas 
clasificaciones  prevenidas  en  el  art.  28  que  precede; 

Y  6/  que  los  efectos  producidos  y  las  derechos  otorgados  por  un 
Real  decreto  no  pueden  invalidarse  por  una  Real  orden. 

Dona  Isabel  II,  etc. 

«Ed  el  pleito  que  pende  en  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia  entre  partes,  de  la  una  el  Teniente  General  supernumerario  de 
la  Armada  D.  Joaquin  Gutiérrez  de  Rubalcáva,  y  en  su  nombre  el  Doctor 
D.Pedro  Gómez  de  la  Serna,  demandante,  y  de  la  otra  mi  Fiscal,  repre- 
sentando á  la  Administración  general  del  Estado,  demandada  y  coadyuva- 
da por  el  Jefe  de  Escuadra  D.  Luis  Hernández  Pinzón,  á  quien  defiende  e\ 
Licenciado  D.  José  María  Fernandez  de  la  Hoz,  sobre  revocación  ó  subsis- 
tencia de  las  Reales  órdenes  de  i3  de  octubre  de  4865  y  48  de  abril  de 
1866,  relativas  á  la  antigüedad  del  espresado  Hernández  Pinzón  y  D.  José 
de  Ibarra  y  Autran  en  su  empleo  de  Jefe  de  Escuadra,  y  á  la  preferencia 
de  los  mismos  á  ocupar  las  primeras  vacantes  que  ocurran  en  la  clase  de 
Trúfenles  Generales  respecto  á  los  supernumerarios  de  la  misma. 
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Visto: 

Vista  la  instancia  que  en  30  de  diciembre  de  1860  elevó  á  mi  Real  Per- 
sona el  espresado  Jefe  de  Escuadra  D.  Luis  Hernández  Pinzón  manifestan- 
do que  por  Real  decreto  de  3  de  setiembre  de  1856  se  habia  derogado  el 
<le  29  de  diciembre  de  1841,  en  que  .se  establecieron  ciertas  bases  para  ios 
ascensos  en  el  cuerp(»  de  la  Armada,  y  se  mandó  que  para  lo  sucesivo  se 
verificasen  con  arreglo  á  ios  preceptos  de  las  Ordenanzas  promulgadas  en 
1793,  ó  lo  que  es  igual,  por  riglurosa  escala;  y  como  se  hubiese  hecho  ana 
promoción  de  Brigadieres  á  Jefes  de  Escuadra  en  1 1  de  noviembre  de  1857, 
-en  la  que  se  encontraba, postergado  el  recurrente  por  los  de  su  misma  gra- 
duación D.  Cristóbal  Mallen,  Ü.  Segundo  Diaz  de  Herrera  y  D.  Joaquín 
Gutiérrez  de  Rubalcáva,  que  eran  mas  modernos,  pidió  que  se  le  conce- 
diera la  antigüedad  en  su  empleo  de  Jefe  de  Escuadra  desde  el  citado  dia 
11  de  noviembre  de  1857,  que  le  correspondía  con  arreglo  á  las  citadas 
<lisposiciones: 

Visto  el  espediente  instruido  en  su  consecuencia,  al  que  se  unieron  los 
referentes  á  los  ascensos  de  les  Brigadieres  Míllen,  Diaz  Herrera,  Soler 
y  Rubalcáva;  la  lista  de  clasificación  de  1857;  las  hops  de  servicies  de  los 
Tenientes  Generales  supernumerarios  D.  Segundo  Diaz  Herrera,  y  D.  Joa- 
quín Gutiérrez  de  Rubalcáva,  y  de  los  Jefes  de  Escuadra  D.  José  Ibarra  y 
D.  Luis  Hernández  Pinzón;  copia  del  Real  decreto  de  9  de  noviembre  de 
<864  ascendiendo  á  Tenientes  Generales  supernumerarios  á  los  Jefes  de 
Escuadra  los  espresados  Diaz  Herrera  y  Rubalcáva  liasía  las  primeras  va- 
cantes que  ocurriesen;  relación  de  ascensos  por  elección  verificados  en  el 
cuerpo  de  la  Armada  desde  el  año  de  1850,  y  otros  datos  que  se  creyeron 
necesarios: 

Vistas  las  contestaciones  de  la  Junta  consultiva  de  la  Armada  relativa- 
mente á  los  informes  pedidos  á  la  misma  sobre  el  asunto,  en  las  que  ma- 
nifestó que  habiéndose  abstenido  de  tomar  parte  en  la  discusión  los  Voca- 
les D.  Luis  Hernández  Pinzón  y  D.  José  Ibarra,  como  interesados,  quedaba 
la  Junta  limitada  á  dos  Vocales,  por  lo  que  no  podia  tener  bastante  auto- 
ridad su  dictamen  esponiendo  después  consideraciones  generales  acerca 
del  sistema  anormal  que  se  observaba  en  los  ascensos  desde  el  año  de  1834, 
sin  concretarse  al  caso  que  era  objeto  del  informe,  respecto  del  cual  dijo 
que  los  únicos  datos  que  obraban  en  aquella  depen  lencia  eran  el  Real  de- 
creto de  3  de  setiembre  de  1856,  ya  cilado,  y  la  Real  orden  de  11  de  no- 
viembre de  1857  ascendiendo  á  Jefes  de  Escuadra  á  los  Brigadieres  Mallen, 
Herrera  y  Rubalcáva,  de  que  acompañó  copias;  concluyendo  por  decir  que 
estos  tres  Jefes  figuraban  en  la  clasificación  de  aquel  ano  en  la  lista  prime- 
ra, y  en  la  de  antigüedad  los  Brigadieres  Ibarra  y  Pinzón,  postergados  eH 
esta  promoción: 

Visto  el  informe  que  con  examen  del  espediente  evacuó  el  Tribunal 
Supremo  de  Guerra  y  Marina  en  18  de  junio  de  1862,  de  conformidad  con 
lo  opinado  por  su  Fiscal  militar,  el  cual  manifestaba  que  si  bien  era  sor- 
prendente la  solicitud  de  D.  Luis  Hernández  Pinzón  para  las  personas  po- 
seídas de  la  idea  de  que  en  la  Armada  se  ascendía  por  antigüedad,  pneste 
<|ne  no  se  alcanzaba  á  comprender  que  un  marino  cuya  carrera  había  co- 
menzado en  12  de  abril  de  1833  pudiera  aspirar  c<>n  razón  á  sobreponerse 
á  tres  marinos  que  contaban  sus  respectivos  tiempos  de  servicios  desde 
fecha  muy  anterior,  reuniendo  todos  buenas  circunstancias  y  no  teniendo 
notas  desfavorables  en  sus  hojas  de  servicio,  esa  sorpresa  cosaria  tomando 
acta  de  lo  manifestado  por  la  Junta  consultiva  de  la  Armada  acerca  del 
sistema  ^normal  que  habia  regido  para  los  ascensos;  pero  que  en  la  acloa* 
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lidad  favorecía  á  D.  Luis  Hernández  Pinzón  el  Real  decreto  de  3  de  se« 
tiembre  de  i  856,  pues  no  pudiendo  negarse  que  por  causa  de  esta  Real 
disposición,  y  por  no  exisiir  datos  en  los  espedientes  preparatorios  que  jus- 
titicasen  una  escepcíon,  no  debieron  ascender  antes  que  este  interesado, 
que  se  bailaba  en  el  tercer  puesto  de  la  escala  de  Brigadieres,  los  que  ocu- 
paban el  coarto,  quinto  y  sesto  lugar,  habia  necesidad  de  reconocer  la  ra- 
zón con  que  pedia  Hernández  Pinzón  que  se  declarase  en  su  actual  emplea 
la  antigüedad  de  41  de  noviembre  de  1857;  apoyancjo  además  la  referida 
opinión  en  que  si  bien  era  cierto  que  los  Brigadieres  en  aquella  sazón  Ma- 
Jlen,  Herrera  y  Rubalcáva  se  bailaban  incluidos  en  la  lista  primera,  ó  sea 
lie  Oiicíaips  de  grados  mayores  distinguidos  en  el  mando,  también  lo  era 
que  Pinzón  no  se  hallaba  incluido  en  la  lista  de  demérito,  sino  en  la  de 
antigüedad: 

Vista  la  Real  orden  espedida  en  tal  estado  el  dia  id  de  octubre  de  4865,, 
por  la  cual,  de  conformidad  con  lo  opinado  por  el  espresado  Tribunal  de 
Guerra  y  Marina,  y  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  se  concediá 
á  D.  Luis  Hernández  Pinzón  la  antigüedad  que  solicitaba,  baciendo  osten- 
siva esta  Real  resolución  á  D.  José  Ibarra,  que  se  bailaba  en  igual  caso  y 
€n  puesto  preferente  de  escala: 

Vista  la  instancia  del  espresado  Jefe  de  Escuadra  D.  José  Ibarra  solici- 
tando en  virtud  de  la  citada  Real  orden  e^  ascenso  á  Teniente  Generad 
supernumerario  de  la  Armada: 

Vista  la  consulta  que  por  consecuencia  de  la  misma  Real  resolución 
elevó  á  mi  Gobierno  el  Teniente  General  supernumerario  D.  Joaquín  Gu- 
tiérrez de  Rubalcáva,  en  concepto  de  Presidente  de  la  Junta  consultiva  de 
la  Armada ,  sobre  la  inteligencia  y  sentido  que  debería  darse  á  la  mencio- 
nada Real  orden  de  13  de  octubre  de  4865: 

Vista  la  instancia  que  particularmente  presentó  este  interesado  en  26 
de  febrero  de  4866  en  solicitud  de  que  se  declarase  que  no  había  lugar  á 
resolver  sobre  las  reclamaciones  de  los  Jefes  de  escuadra  Ibarra  y  Pinzón 
en  razón  áque  el  acto  administrativo  de  que  reclamaban  era  la  citada  Real 
orden  de  4  4  de  noviembre  de  4857,  que  promovió  á  Jefes  de  Escuadra  álos 
Brigadieres  Mallen,  Diaz  Herrera  y  Rubalcáva,  la  cual  habia  causada  estado 
y  ya  no  podia  revocarse  ni  aun  en  la  vía  contencioso- administrativa  por 
no  haber  acudido  á  ella  en  tiempo  oportuno: 

Vista  la  copia  de  la  Real  orden  de  48  de  marzo  de  4857  ,  presentada 
por  el  mismo  interesado,  en  que  se  prohibe  para  siempre  y  desde  entonce» 
en  la  Armada  cursar  instancias  sobre  mejora  de  antigüedad: 

Visto  el  informe  que  con  presencia  de  todos  estos  datos  evaeuó  el  refe- 
rido Tribunal  de  Guerra  y  Marina,  de  conformidad  con  lo  opinado  por  sus 
Fiscales  militar  y  togado,  proponiendo  que  con  arreglo  á  la  antigüedad 
declarada  en  la  clase  de  Jefes  de  Escuadra  á  los  Generales  D.  José  Ibarra  y 
D.  Luis  Hernández  Pinzón  procedía  que  la  primera  vacante  de  Teniente 
General  qu«  ocurriese  en  el  cuadro  orgánico  de  la  Armada  la  ocupase  el 
referido  Ibarra  como  Jefe  de  Escuadra  mas  antiguo: 

Vista  la  Real  orden  dictada  en  su  consecuencia  en  el  úm  iS  de  abril 
de  4866,  por  la  cual,  de  conformidad  con  el  precedente  informe,  y  d& 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  se  dispuso ,  con  arreglo  también  á  la 
mejora  de  antigüedad  concedida  á  los  referidos  Jefes  de  Escuadra  Ibarra  y 
Beruandez  Pinzón  por  la  citada  Real  orden  de  43  de  octubre  de  4865^ 
que  las  primeras  vacantes  que  ocurriesen  en  la  clase  de  Tenientes  Gene- 
rales las  ocupasen  los  mencionados  Jefes  Ibarra  y  Pinzón  con  preferencia 
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á  los  Tenientes  Generales  supernumerarios  D.  Segundo  Diaz  de  Herrera  y 
D.  Joaquín  Gutiérrez  de  Ru  balea  va: 

Vistas  las  demandas  que  separadamente  interpuso  ante  el  Consejo  de 
Estado  el  referido  General  D.  Joaquín  Gutiérrez  de  Rubalcáva,  representa- 
do por  el  Dr.  D.  Pedro  Gómez  de  la  Serna,  contra  las  espresadas  Reales 
órdenes  de  3  de  octubre  de  1865  y  l7  de  abril  de  1866,  con  la  pretensión 
de  que  se  dejen  sin  efecto  las  propias  Reales  resoluciones: 

Vista  la  instancia  de  la  misma  parte  pidiendo  que  se  acumulasen  y  cor- 
rieran unidos  los  autos  en  ambas  demandas;  pretensión  á  que  se  allanaron 
mi  Fiscal  y  el  Licenciado  D.  José  Muría  Fernandez  de  la  Hoz  á  nombre  del 
D.  Luis  Hernández  Pinzón,  á  quien  se  había  tenido  como  parte  en  el  plei- 
to en  concepto  de  coadyuTante  de  la  Administración: 

Visto  el  auto  dictado  por  la  Sección  de  lo  Contencioso  en  21  de  diciem- 
bre de  1866  accediendo  á  la  acumulación  de  autos  y  declarando  decaído 
de  su  derecho  para  comparecer  ante  el  Consejo  al  Jefe  de  Escuadra  Don 
José  Ibarra  por  no  haberlo  verificado  en  el  plazo  que  le  señaló  la  referida 
Sección  de  lo  Contencioso  cuando  se  le  hizo  saber,  así  como  á  D.  Luis 
Hernández  Pinzón  la  existencia  y  estado  de  este  pleito  por  si  les  Convenio 
mostrarse  parte: 

Visto  el  escrito  en  que  ampliando  el  demandante,  con  examen  del  es- 
pediente gubernativo,  las  dos  demandas  presentadas,  pide  que  se  dejen 
sin  efecto  las  dos  citadas  Reales  órdenes  de  13  de  octubre  de  1865  y  18 
de  abril  de  1866  por  vulnerar  los  legítimos  derechos  adquiridos  por  el 
mismo  demandante: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  pide  la  absolu- 
ción de  las  referidas  demandas: 

Visto  el  que  á  su  vez  presentó  con  igual  objeto  el  coadyuvante  de  la 
Administración,  representado  en  esta  ocasión  por  el  Licenciado  D.  Anto- 
nio Aparici  y  Guijarro  por  no  poder  continuar  el  anterior  Letrado  Fernan- 
dez de  lü  Hoz,  el  cual  ha  vuelto  á  representar  al  propio  interesado  en  el 
acto  de  la  vista  pública,  con  la  misma  pretensión  de  que  se  absuelva  á  la 
Admniistraeion  de  las  demandas  interpuestas  por  D.  Joaquín  Gutiérrez  de 
Rubalcáva: 

Visto  el  art.  16,  tít.  2.^  tratado  2.®  de  las  Ordenanzas  generales  de  la 
Armada  de  1793,  que  al  tíjar  las  atribuciones  del  Director  general  pre- 
viene: ((Hará  las  propuestas  para  todos  los  empleos  de  guerra  del  cuerpo 
general  de  la  Armada  con  presencia  de  todos  los  Oüciales  que  en  las  cla- 
ses inmediatas  fuesen  acreedores  á  ascensos  por  su  antigüedad,  servicios 
y  circunstancias  particulares:» 

Visto  el  art.  17  del  propio  título  y  tratado,  que  al  prevenir  que  las 
propuestas  que  hicieren  los  Comandantes  de  los  cuerpos  particulares 
para  los  empleos  de  los  mismos  se  pasen  siempre  al  Director  general,  qúñ 
las  elevará  a  la  Superioridad  con  su  informe,  añade:  «en  el  cual  se  com» 
prende  que  tendrá  facuUad  de  señalar  los  Oficiales  que  deban  suslituir 
á  los  que  juzgue  inoportunamente  propuestos: » 

Visto  el  art.  19  siguiente,  que  dispone  que  ((siendo  el  acierto  en  la^dis* 
tribucion  de  premios  uno  de  los  puntos  que  mas  interesan  al  servicio, 
pondrá  el  Director  general  una  especialísima  atención  en  sus  informes  so- 
bre esta  materia,  considerando  que  haciéndose  de  justicia  dar  an  premio, 
será  en  daño  del  servicio  el  acordarle  con  ascenso  si  faiu  la  ínslraocrón 
necesaria  para  desempeñar  las  obligaciones  del  empleo:» 

Vistos  los  artículos  27  y  28  del  citado  título  y  tratado,  qué  ordenan 


Digitized  by 


Google 


SENTENCIAS  Y  DECISIONES  DEL  CONSEJO  DE  ESTADO.         479 

que  el  Director  general,  al  informar  eo  el  mes  de  marzo  de  cada  año,  es- 
prese  todas  las  circunstancias  que  den  un  cabal  conocimiento  de  todos  los 
Oficiales  de  la  Armada  para  la  elección  de  ios  á  quienes  se  tuviere  á  bien 
confiar  el  mando  de  escuadra  etc.,  ó  el  cargo  de  los  cuerpos  particulares  etc.; 
y  queá  este  informe  acompañará  seis  listas,  siendo  la  primera  la  de  los  Ofi- 
ciales de  grados  mayores,  desde  Capitanes  de  fragata  inclusive,  distingui- 
dos en  el  desempeño  de  mandos  y  que  hacen  fundar  concepto  de  señalada 
aptitud  para  otros  superiores: 

Visto  el  art.  29  siguiente,  que  previene  que  el  Director  general,  al 
hacer  propuestas  para  promociones,  acompañará  dos  listas,  una  de  los  que 
£S(duye  estando  dentro  de  la  antigüedad  que  comprende  la  propuesta,  y 
otra  de  los  que  prefiere  inferiores  á  aquella  antigüedad,  sin  que  sea  ne- 
cesario espresar  la  causa  en  estas  listas,  pues  se  refieren  á  lo  que  consta 
en  el  último  informe: 

Visto  el  Real  decreto  de  3  de  setiembre  de  1856,  en  el  cual,  por  el 
artículo  1.^,  se  deroga  el  decreto  de  29  de  diciembre  de  1811,  que  esta- 
blecia  las  reglas  que  debian  servir  de  base  para  los  ascensos  en  el  Cuer- 
po general  de  la  Armada;  por  el  2.°  se  dispone  que  estos  ascensos  se  con- 
firmarán en  lo  sucesivo  con  arreglo  á  los  preceptos  de  las  Ordenanzas 
generales  de  la  Armada  de  1793,  y  por  el  i,°  se  ordena  que  los  hechos 
distinguidos  de  armas  y  los  servicios  especíales  de  relevante  y  señalado 
mérito  podrán  recompensarse  con  ascensos,  aun  cuando  este  no  corres- 
ponda por  antigüedad,  siempre  que  los  que  se  hayan  hecho  acreedores  á 
premio  no  figuren  en  ninguna  de  las  listas  de  demérito: 

Visto  el  Real  decreto  de  11  de  noviembre  de  1857,  que  suprimió  la  Di- 
rección general  de  la  Armada,  debiendo  en  adelante  el  Ministerio  de  Ma- 
rina resumir  las  facultades  y  atribuciones  de  las  dependencias  supri> 
midas: 

Visto  el  Real  decreto  de  9  de  noviembre  de  1864  por  el  cual,  de  con- 
formidad con  lo  propuesto  por  el  Ministro  de  Marina,  de  acuerdo  con  el 
dictamen  del  Consejo  de  Ministros,  fueron  promovidos  al  empleo  de  Te- 
nientes Generales  de  ia  Armada  los  Jefes  de  Escuadra  D.  Segundo  Diaz  de 
Herrera  y  D.  Joaquín  Gutiérrez  de  Rubalcáva,  en  clase  de  supernumera- 
rios hasta  las  primeras  vacantes  que  ocurran: 

Considerando  que  el  sistema  de  ascensos  establecido  por  las  Ordenan- 
zas de  1793  Bo  es  únicamente  el  de  rigorosa  antigüedad,  porque  sobre  no 
existir  un  precepto  esplicito  que  asi  lo  determine,  los  artículos  antes  cita- 
dos dan  lugar  á  la  elección  por  servicios  y  particulares  circunstancias , 
minuciosa  y  detalladamente  apreciadas  por  aquellas: 

Considerando  que  el  Real  decreto  de  3  de  setiembre  de  1856,  citado, 
no  tovo  otro  objeto  que  restablecer  por  completo  el  orden  de  ascensos 
preceptuado  en  las  citadas  Ordenanzas,  dejando  sin  efecto  el  que  regía 
por  virtud  del  decreto  de  29  de  diciembre  de  1 84 1  : 

Considerando  que  aparte  de  no  haberse  espresado  terminantemente 
«en  aquel  Real  decreto,  como  en  otro  caso  hubiera  sido  necesario,  que  en 
•adelafite  no  podría  haber  en  la  Armiada  otros  motivos  legales  de  ascender 
por  eleqcion  sino  los  comprendidos  en  el  artículo  3.®;  de  suponerse  asi, 
se  deduciría  forzosamente,  bien  que  las  Ordenanzas  habían  sido  derogadas 
«uparte  tan  importante,  sustituyéndose  el  sistema  electivo  de  ascensos 
que  permite,  el  prescrito  por  aquella  disposición  únicamente  en  los  casos 
que  comprende,  ó  bien  que  no  conociéndose  en  aquella  el  ascenso  por 
elección^  y  sí  solo  el  de  rigorosa  antigüedad,  habia  llenado  este  vacío 
«1  citado  art.  3.*,  deducciones  que  son  evidentemente  erróneas: 
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Considerando  que  los  casos  de  mérito  especial  comprendidos  en  el 
propio  articulo  no  es  lo  que  única  y  escluHVümente  da  moti?o  justo  ai  as 
censo  por  elección,  toda  vez  que  la  citada  disposición  no  esc  luye  ni  pro- 
hibe la  facultad  de  ascender  á  ios  que,  sin  haber  contraído  mérito  distin- 
guido en  acción  de  guerra  ó  prestado  servicio  señalado  y  relevante,  se 
encuentran  sin  embargo  en  condiciones  determinadas  por  las  cuales  la 
autoridad  del  Directer  general  puede,  en  casos  de  promoción,  designarlos 
para  el  ascenso  por  ser  los  que  prefiere,  aunque  inferiores  á  la  anti- 
güedad: 

Considerando  que  la  circunstancia  de  no  figurar  en  la  lista  de  demérito 
no  es  por  si  sola  bastante,  según  las  Ordenanzas,  para  preferir  en  absoluto 
la  antigüedad  en  perjuicio  del  que  se  halla  en  condiciones  de  preferencia, 
ya  porque  así  lo  dispone  el  art.  29  citado,  ya  porque  de  otro  modo  na 
puede  concebirse  el  objeto  de  las  clasificaciones  prevenidas  en  el  art.  28 
que  precede  : 

Considerando  que  habiendo  asumido  el  Ministro  de  Marina  las  atribu- 
ciones del  Director  general  de  la  Armada,  según  Real  decreto  de  M  de 
noviembre  de  1857,  es  evidente  que  aquel  en  la  propia  fecha,  usando  de  la 
facultad  del  citado  art.  29  de  la  Ordenanza  ,  pudo  proponer  el  ascenso  de 
los  Brigadieres  que  con  anterioridad  y  con  arreglo  á  la  misma  obleniao 
los  tres  primeros  números  en  la  lista  de  preferencia,  aun  cuando  en  la  de 
antigüedad  de  dicho  empleo  ocupaban  dos  números  inferiores;  con  lo  cual 
no  se  infirió  agravio  á  los  que  en  esta  les  precedían  ,  como  tampoco  se  ha 
inferido  en  los  varios  casos  ocurridos  de  ascensos  por  elección  posteriores 
al  decreto  citado  de  1856  : 

Y  considerando  que  los  efectos  producidos  y  los  derechos  otorgados 
por  e(  Real  decreto  de  9  de  noviembre  de  1864 ,  que  ascendió  á  Tenientes 
Generales  con  opción  á  las  primeras  vacantes  á  los  Jefes  de  Escuadra  Don 
Segando  Diaz  de  Herrera  y  D.  Joaquín  Gutiérrez  de  Rubaicáva  ,  no  pue- 
den invalidarse  por  las  Reales  órdenes  de  13  de  octubre  de  1865  y  18  de 
abril  de  1866  ,  reclamadas; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  la  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  dejar  sin  efecto  las  citadas  Reales  órdeoes, 
y  declarar  que  á  D.  José  de  Ibarra  y  Autran  y  D.  Luis  Hernández  Pinzón 
solo  les  corresponde  la  antigüedad  en  el  empleo  de  Jefes  de  Escuadra  des- 
de que  fueron  respectivamente  ascendidos  en  10  de  marzo  de  1858  y  30 
de  mayo  de  1860,  y  que  D.  Joaquín  Gutiérrez  de  Rubaicáva  tiene  derecho 
á  ocupar  la  vacante  que  ocurra  en  la  clase  de  Teniente  General  en  el  orden 
establecido  en  el  Real  decreto  de  9  de  noviembre  de  1864. 

Dado  en  Palacio  á  veinte  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  miel  Se- 
cretario general  del  Consejo  do  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. , 

Madrid  2a  de  mayo  de  1867.— Pedro  de  Madrtzo.— (Publicada  eo  I* 
Gaceta  de  15  de  agosto  de  1867.) 
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Srntenela  (30  de  mayo  de  d867.).— Caducidad  de  una  mi- 
na.-ySe  confirma  ea  todas  sus  partes  (a  sentencia  del  Consejo  pro- 
vincial de  Almería  en  el  pleito  seguido  entre  la  Sociedad  especial 
minera  denominada  San  Rosendo  y  D.  Juan  Correa  y  Burgos,  y  se 
resuelve: 

Que  debe  considerarse  abandonada,  y  por  consiguiente  en  esta- 
do de  poderse  declarar  su  caducidad,  lamina  qm  no  se  trabaja  todo 
el  tiempo  que  la  ley  señala  para  estimar  poblada  una  pertenencia 
minera. 

Doña  Isabel  II,  etc: 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  grado  deapelacíóxi 
entre  partes,  de  la  una  la  Sociedad  especial  minera  denominada  San  Ro- 
sendo, representada  por  el  Doctor  D.  Juan  Astudillo  de  Guzman,  apelan- 
te, y  de  la  otra  mi  Fiscal,  en  nombre  de  h  Administración,  apelada  y 
coadyuvada  por  el  Doctor  D.  Diego  Suarez,  en  representación  tíe  D.  Juan 
Correa  y  Burgos,  denunciador  de  la  citada  mina  con  el  nombre  de  Núes- 
tra  Señora  del  Rocío,  sobre  caducidad  de  la  mina  San  fíosendo» 

Visto: 
*     Visto  el  espediente  guberoativo,  del  cual  resalta: 

Que  D.  JuaD  Correa  y  Burgos  acudió  al  Gobernador  de  la  provincia  át 
Almería  en  27  de  setiembre  de  1864  denunciando  con  el  nombre  de  Nues- 
tra Señora  del  Rocío  la  propiedad  de  dos  pertenencias  de  mineral  plomizo 
que  se  hallaban  al  deseuoierto  en  las  labores  de  la  mina  denominada  San 
Rosendo,  á  la  que  representaba  D.  Antonio  Vivas  Arqueros,  por  encon-  . 
trarse  esta  misma  en  su  sentir  abandonada  por  mas  de  dos  años,  y  por  con- 
siguiente en  círcuDslancias  de  caducidad: 

Quede  orden  de  la  citada  autoridad  se  instruyó  en  8  de  noviembre  si- 
guiente de  las  causas  ea  que  se  fundaba  el  denuncio  interpuesto  al  men^ 
clonado  D.  Aolonio  Vivas  Arqueros,  representante  de  la  Sociedad  especial 
minera  Smn  Rosendo,  haciéndole  entender  que  si  tenia  algo  que  esponer 
en  defensa  de  la  concesión  lo  veriticase  dentro  del  término  de  i3  días;  y 
en  24  del  mismo  mes  acudió  con  escrito  de  oposición  el  referido  represen* 
tan  te  de  la  mina  San  Rosendo: 

Que  á  fin  de  acreditar  el  estremo  en  que  fundaba  el  denuncio,  presen- 
tó D.  Juan  Correa  y  Burgos  una  información  practicada  ante  el  Atealde  de 
Pechina,  en  la  que  declararon  cinco  testigos  mayores  de  edad  y  trabaja- 
dores de  minas  colindantes,  asegurando  tres  que  en  la  mina  San  Rosendo 
QO  se  habia  trabajado  hacía  mas  de  un  año,  y  los  otros  dos  restantes  que 
DO  se  trabajaba  en  eHa  desde  enero  de  4664  á  31  de  octubre  del  misma 
ano,  fecha  de  sus  declaraciones: 

Que  el  propio  Correa  y  Burgos  acudió  al  Gobernador  de  la  provincia  en 
47  de  enero  de  1865  en  queja  de  que  la  empresa  concesionaria  de  la  mina 
San  Rosendo  habia  empezado  á  practicar  trabajos  con  el  fin  de  hacer  des- 
aparecer las  señales  evidentes  del  abandono;  y  esta  autoridad  en  decreto 
del  mismo  dia  ordenó  al  Alcalde  de  Níjar  que  procediese  á  la  justilicacion 
de  los  hechos,  y  que  en  el  caso  de  ser  ciertos  suspendiese  en  el  acto  las 
Jabores  y  procediese  al  depósito  del  mineral,  haciendo  entender  al  encar- 
TOMO  su,— Jurisprudencia  administrativa.  61 
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gado  de  los  trabajos  que  se  abstuviera  de  continuarlos  raientras  no  se  eje- 
cutase* el  reconocimiento  facultativo: 

Que  practicada  en  los  dias  18,  21  y  22  de  enero  de  1865  la  justiücacion 
indicada  en  la  orden  gubernativa  anterior,  resultó  que  ante  el  Alcalde  de  la 
villa  de  Níjar  declararon  cinco  testigos  mayores  de  edad  que  la  mina  San 
Rosendo  había  estado  abandonada  por  mas  ó  menos  tiempo,  desde  el  míni- 
mun  de  mas  de  seis  meses  al  máximun  de  mas  de  dos  años;  añadiendo  tres 
de  ellos  que  en  las  vísperas  de  la  Pascua  anterior  á  sus  declaraciones  se 
pusieron  á  trabajar  en  la  mina  unos  operarios  que  no  conocian;  otro  de  los 
testigos  que  los  trabajos  empezaron  en  diciemijre  anterior  sin  determinar 
el  dia,  y  el  quinto  se  refirió  al  dia  3  del  mismo  mes  como  la  época  en  que 
dieron  principio  los  trabajos.  Asimismo  depusieron,  un  testigo  de  edad  de 
21  años  que  habia  trabajado  en  la  mina  San  Rosendo  desde  5  de  enero  del 
referido  año  de  1865,  que  ignoraba  si  la  habian  trabajado  antes; y  el  capataz 
de  la  propia  mina  San  Rosendo,  que  se  empezó  á  trabajar  en  la  mina  de 
orden  de  1).  Antonio  Vivas  el  dia  1.®  ó  2.®  de  diciembre  anterior,  y  que  le 
acompañaron  José  Pardo,  vecino  de  Pechina,  y  otro  cuyo  nombre  ignoraba: 

Que  por  una  certificación  librada  en  24  de  marzo  por  la  Administra- 
ción de  Hacienda  pública  de  la  provincia  de  Almería  se  acreditó  por  el  de- 
nunciador D.  Juan  Correa  y  Burgos  que  en  26  de  setiembre  de  1864,  fecha 
de  su  denuncio,  la  mina  San  Rosendo  se  hallaba  adeudando  por  el  derecho 
de  superficie  919  rs.  30  cents.,  que  no  se  hicieron  efectivos  por  D.  Anto- 
nio Vivas  hasta  31  de  diciembre  del  mismo  año: 

Que  el  Ingeniero  informó  en  20  de  junio  que  las  labores  de  la  mina  San 
Rosendo  consistían  en  una  trancada  de  20  metros  6  centímetros;  otra  de 
5  metros  60  centímetros;  otra  de  18  metros  19  centímetros;  otra  de  3 
metros  30  centímetros;  que  sumadas  todas  estas  labores  formaban,  según 
su  cálculo,  56  metros  20  centímetros,  y  se  hallaban  practicadas  en  un  ter- 
reno en  estremo  duro;  añadiendo  que  no  reconoció  otras  dos  labores  por 
encontrarse  atoradas,  y  que  descontándose  los  primeros  20  metros  6  cen- 
tímetros que  tenia  practicados  esta  mina  cuando  se  demarcó,  resultaban 
abiertos  desde  que  su  concesionario  recibió  la  posesión  36  metros  14  centí- 
metros de  labor,  y  las  dos  labores  atoradas  de  que  se  ha  hecho  mérito;  por 
lo  que  á  su  juicio  la  espresada  mina  no  habia  estado  abondonada  por  mas 
tiempo  del  que  señala  la  ley: 

Que  D.  Juan  Correa,  con  vista  del  anterior  informe  del  Ingeniero,  es- 
puso en  instancia  de  4  de  julio  al  Gobernador: 

Que  el  Ingeniero  incurrió  en  un  error  al  suponer  que  la  labor  de  San 
Rosendo  consistía  en  56  metros  20  centímetros,  porque  solo  componía  un 
total  de  49  metros  35  centímetros,  por  lo  que  habia  un  esceso  de  6  metros 
85  centímetros  en  el  cálculo: 

Que  el  terreno  en  que  estaban  practicadas  esas  labores  era  de  fácil  per- 
foración, puesto  que  se  habian  ejecutado  usando  indistintamente  del  pico 
y  los  barrenos: 

Que  las  labores  aforadas  no  pasaban  de  un  metro,  y  que  el  atoramien- 
lo  probaba  su  abandono: 

Que  los  trabajos  practicados  por  la  sociedad  San  Rosendo  desde  13  de 
mayo  de  1863  á  18  de  enero  de  1865  en  que  recibió  la  posesión  y  se  pa- 
ralizaron los  espresados  trabajos  consistían  en  29  metros  29  centímetros 
en  cuatro  labores  diferentes  é  insignificantes  que  se  habían  abierto  ea 
menos  tiempo  de  40  dias  de  trabajos  formales;  y  que  en  el  informe  facul- 
tativo se  omitia  espresar  que  la  mina  San  Rosendo  carecía  de  hitos,  de  la 
señal  que  está  prevenida  para  marcar  su  punto  de  partida,  del  libro  de 
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visitas  que  prefijaba  el  art.  67  del  reglamento,  y  de  cortijos;  y  que 'el  va-» 
•ciadero  estaba  Heno  de  vegetación,  y  todas  las  servidumbres  de  ia  mina  se 
hallaban  apisonadas  por  la  acción  de  un  abandono  mayor  de  dos  años: 

Que  D.  Juan  Correa  y  Burgos  en  26  de  julio  acudió  al  propio  Gober- 
nador para  obligar  á  D.  Antonio  Vivas  á  la  exhibición  de  los  libros  de  la 
sociedad  San  Rosendo,  que  en  su  sentir  demostrarian  cumplidamente  los 
hechos  denunciados;  en  otra  esposicion  de  27  del  mismo  mes  se  quejó  de 
que  la  negativa  de  la  indicada  sociedad  á  exhibir  ios  libros  no  tenia  otro 
objeto  que  ganar  tiempo  para  formalizarlos  é  imprimir  las  láminas  y  re- 
glamento de  que  carecia;  y  por  consecuencia  de  orden  del  Gobernador  el 
Alcalde  de  Almería,  comisionado  al  erecto,  convocó  á  todos  los  individuos 
que  formaban  la  sociedad,  requiriendo  á  su  presidente  D.  Antonio  Vivas  é, 
Hue  presentase  sus  libros;  resultando  de  la  diligencia  de  reconocimiento 
el  estado  poco  satisfactorio  de  los  mismos: 

Que  el  denunciador  Correa  y  Burgos  presentó  como  medio  de  pruebi 
con  escrito  de  8  de  agosto  copia  de  la  esplicacion  del  plano  de  demarca- 
ción de  la  mina  San  Rosendo^  en  la  cual  se  hace  constar  que  al  veriGcarsa 
aquella  operación  tenia  una  labor  de  20  metros  seis  centímetros,  y  que 
oada  se  habia  consignado  sobre  la  dureza  del  terreno  en  que  estaba  prac? 
cicada;  dos  certificaciones  libradas  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  dd 
Níjar,  que  justificaban,  la  una  que  no  se  habia  satisfecho  cantidad  alguna 
por  el  impuesto  de  consumos  en  los  anos  de  1863,  i 864  y  1^'65  por  la 
citada  mina  San  Rosendo,  y  la  otra  que  la  sociedad  no  estaba  provista  del 
libro  que  previene  el  art.  67  del  reglamento;  dos  certificaciones  libradas 
por  la  Sección  de  Fomento  de  la  provincia,  que  acreditaban  qu»?  el  título 
de  la  referida  mina  se  espidió  en  28  de  agosto  de  1861,  y  no  se  entregó  á 
su  concesionario  hasta  26  de  igual  mes  de  1862,  que  en  13  de  mayo  de 
1863  se  dio  la  posesión  al  mismo,  y  que  la  escritura  de  sociedad,  otorgada 
en  24  de  setiembre  de  1862,  no  se  presentó  á  su  aprobación  hasta  22  de 
mayo  de  1863;  una  justificación  practicada  en  julio  de  1865  ante  el  Jueü 
de  primera  instancia  de  Almería,  en  la  cual  se  comprendió  la  confesioa 
judicial  de  D.  Antonio  Vivas  Arqueros,  representante  de  San  Rosendo^ 
quien  declaró  ai  absolver  las  posiciones  del  interrogatorio  del  denun* 
<íiador: 

Que  durante  los  16  meses  que  mediaron  entre  la  posesión  y  el  denun- 
cio solo  se  trabajó  en  ia  mina  de  15  á  20  días  en  la  barada  de  Carnaval  é. 
Semana  Santa;  que  después  se  trabajó  en  la  barada  de  San  Juan  á  Feria, 
sin  espresar  los  días;  que  era  cierto  en  todas  sus  partes  que  desde  1.®  de 
diciembre  de  1864,  fecha  posterior  al  denuncio,  hasta  18  de  enero  de  186S 
se  habia  trabajado  la  mina  sin  interrupción  con  un  capataz  y  seis  opera-* 
rios  que  ejecutaron  la  mayor  parte  de  las  labores  que  existían  eo  ella;  quo 
desde  28  de  agosto  de'186t  en  que  se  espidió  el  título  de  propiedad  de  la 
mina  se  hicieron  las  labores  preliminares  hasta  26  de  agosto  de  1862  ea 
<jue  aquel  título  se  entregó  al  concesionario  ,  y  que  las  grandes  obras  sft 
ejecutaron  después  de  la  toma  de  posesión  (13  de  mayo  de  1863); 

Que  por  parte  de  la  sociedad  San  Rosendo,  su  representante  el  men- 
cionado D.  Antonio  Vivas  Arqueros  espuso  al  Gobernajdor  en  10  de  agosto 
del  mismo  año  1865,  entreoirás  consideraciones  generales  en  defensa  del 
derecho  que  á  su  juicio  asistía  á  la  compañía  para  que  se  la  sostuviera  ea 
ia  concesión  ,  que  no  liabia  podido  la  empresa  adelantar  las  labores  todo- 
Jo  que  quisiera  ni  mantener  constantemente  los  trabajos  á  causa  de  ia  du« 
reza  del  terreno  que  resistía  al  acero  y  á  la  falta  de  ventilación ;  y  acom- 
pañó al  propio  tiempo  una  justificación  practicada  en  26  de  julio  del  pro- 
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pío  ano  ante  el  Teoiente  Alcalde  de  Almería,  en  la  cual  cinco  testigos 
mayores  de  edad  depusieron  de  ciencia  propia  que  la  mina  San  Rosendo 
se  babia  trabajado  en  la  barada  de  Semana  Santa  y  Feria  del  año  de  i  804, 
sin  apresar  los  diasque  se  trabajó,  ni  cuántos  operarios  la  labraron «  y 
solo  el  capataz  de  la  mina  Antonio  Paníagua  espresó  que  fueron  cinco  los 
que  estuvieron  trabajando: 

Que  pasado  el  espediente  al  Consejo  provincial,  de  conformidad  con 
su  dictamen,  elGobernador  de  la  provincia  de  Almería  por  su  decreto  de 
21  de  octubre  de  1865  declaró  la  caducidad  de  la  referida  mina  San  Ro^ 
sendo,  y  mandó  que  continuase  la  tramitación  del  registro  denuncio 
Nuestra  Señora  del  Rocío: 

Yi^ta  la  demanda  propuesta  ante  el  Consejo  provincial  de  Almería 
porD.  losé  Riancho ,  en  nombre  de  D.  Antonio  Vivas,  presidente  y  bajo 
tal  concepto  representante  legal  de  la  sociedad  especial  minera  San  Ro- 
sendo, con  la  solicitud  de  que  se  revocase  el  anterior  decreto  gobernativo,, 
y^degué  se  anulase  y  caticelase  el  registro  Nuestra  Señora  del  Rodo: 

Vistos  los  escritos  de  contestación  del  Promotor  fiscal  y  del  coadyuvan- 
te D.  Juan  Correa  y  Burgos,  dueño  del  denuncio  registro  Nuestra  Señora 
del  Roóio,  con  la  pretensión  de  que  se  desestimase  Ja  demanda  iotérpues- 
fa,y  en  su  consecuencia  que  se  confírmase  en  todas  sus  partes  el  decreto 
gnberdativo  impugnado: 

'Vistos  los  escritos  de  réplica  y  duplica  ,  en  los  que  las  partes  reprodu* 
jeron  y  esforzaron  sus  respectivas  pretensiones: 

Vista  la  prueba  practicada  por  el  denunciador  D.  Juan  Correa  v 
Burgos:  .  —    .  í     ' 

Vista  la  sentencia  dictada  por  el  propio  Consejo  provincial  de  Alroerí^ 
en  23 'de  mayo  de  4866,  por  la  cual  se  confirmó  en  todas  sus  partes  él  de- 
creto gubernativo  de  24  de  octubre  de  4865: 

Victos  el  escrito  del  representante  de  la  sociedad  especial  minera  San 
Rosendo  interponiendo  en  tiempo  contra  la  precedente  senftencia  los  re- 
cursos de  nulidad  y  apelación,  y  el  auto  del  Consejo  provincial  admlt^ndo 
tolo  el  de  apelación: 

Visto  el  escrito  presentado  en  el  Consejo  de  Estado  por  él  Dr.  D*  Juan 
Astudillode  Guzman  mejorando  á  nombre  de  D.  Antonio  Vivas  Arquiros, 
ptestdénte  de  la  sociedad  San  Rosendo,  k.  apelación  interpuesta  con  la 
pretensión  de  que  se  revoque  la  sentencia  apelada  en  razón  á  nó  halbrse, 
^n  su  juicio,  conforme  con  los  principios  de  justicia,  ni  arreglada  áláá  dis- 
posiciones vigentes  en  materia  de  minería : 

Visto  el  de  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  pide  que  se  confirme  la 
espresada  sentencia  apelada: 

Visto  el  del  Dr.  D.  Diego  Suarez,  en  nombre  de  D.  Juan  Correa  y  Bur- 
gos, dueño  según  se  ha  espresado  del  registro -den  unció  Nuestra  Señora 
del  Rodo,  en  concepto  de  coadyu?ante  de  la  Administración,  formulando 
idéntica  petición  que  mí  Fiscal:^ 

Visto  el  art.  50  de  la  ley  de  minas  de  6  de  julio  de  4859,  qtie  del/^Vmi  - 
OB  que  desde  la  posesión  de  las  pertenencias  mineras  se  establecerán  la- 
bores formales,  que  por  lo  menos  han  de  sostenerse  483  días  aluno: 

Visto  el  art.  65  de  la  propia  ley,  que  dice:  «Caduca  y  se  pierde  la  pro- 
piedad de  las  perteneodas  mineras  por  abandono,  no  guardandoise  Jas  re- 
glas establecidas  en  los  arts.  50,  54,  5^  y  53:^ 

Considerando  que  se  halla  plenamente  probado,  hasta  por  confesión 
esplfcíta  del  apelante,  que  la  mayor  parte  de  las  labores  existentes  en  la 
mina  San  Rosendo  se  ejecutaron  con  posterioridad  á  haber  sido  denun- 
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^iada  por  abandooo,  y  que  en  ios  16  meses  coa  anterioridad  trascanridoa 
desde  la  toma  de  posesión  solo  se  trabajó  por  dos  cortos  períodos,  que  evk 
todo  DO  alcanzan  coa  mucho  al  tiempo  señalado  por  la  ley  para  estimar  po- 
blada una  pertenencia  minera: 

Y  considerando  que  en  tal  concepto  filé  prooedente  la  declaracioa  de 
«caducidad  de  la  citada  mina  que  contiene  asi  la  providencia  del  Goberna- 
dor civil  como  la  sentencia  apelada; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  ia  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Gstado,  Vengo  en  confirmar  en  todas  sus  partes  la  sentencia 
dictada  por  el  Consejo  provincial  de  Almería. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
— Está  fabricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario. general  del  Consejo  de  Estada,  hallándose  celebranao  aadicQ- 
€ia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  nesolti» 
cion  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mis- 
mos; se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Goceto;  de  que 
certifico. 

Madrid  6  de  junio  de  1867.— Pedro  de  Madrazo;— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  17  de  agosto  de  1807.) 


!905. 


Cempeteneia  (3  de  agosto  de  1867.). — Imposición  de  multa 
Á  UNOS  artilleros  por  escándalo. — Se  declara  mal  formada  y  qoe 
DO  há  lugar  á  decidirla  la  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Toledo  y  el  Juez  privativo  de  Artillería,  con 
motivo  de  la  multa  impuesta  por  aquel  á  unos  artilleros  que  hablan 
promovido  un  escándalo,  y  se  resuelve: 

1.°  Que  las  autoridades  militares,  aunque  tengan  jurisdicmn  y 
ütribaciones  judiciales,  como  sucede  á  los  jefes  superiores  de<  Arti^ 
Uería^  no  pueden  ni  con  un  carácter  ni  con  otro  suscitar  contienda 
de  vAfmpetencia  á  los  Gobernadores  civiles,  pues  solo  á  ésto»  está 
€onfí,ado  el  provocarlas  á  la  autoridad  judicial: 

2.**  Que  si  una  autoridad  militar  entiende  que  otra  administra- 
tiva se  escede  de  sus  propias  atribuciones  ó  invade  la  jjurisdiccion 
especial  militar^  puede  acudir  á  los  superiores  gerárquicos  con  un, 
recurso  de  abuso  de  poder  ó  de  su  incornpetenda,  pero  nunca  provo- 
car y  mantener  desagradables  contestaciones  que  turban  la  armoriía 
que  debe  existir  entre  las  autoridades  públicas  sin  conducir  á  lüAn- 
mediata  y  pronta  resolución  del  conflicto  por  los  trámites  regulares: 

3.*  Que  cuando  existe  un  hecho  punible  y  se  duda  si  es  delito  & 
falta,  y  si  debe  castigarse  por  leyes  comunes  ó  especiales,  solo  la  att- 
toridaa  judicial,  encoj^gada  señaladamente  de  la  averiguación  y 
i^astigo  de  tos  actos  punibles,  debe  decidir  su  clasificación  y  determi^ 
nar  la  legislación  que  le  sea  aplicable  dentro  del  orden  judicial; 

¥  4°    que  cuando  no  son  conocidos  los  hechos  que  motivan  Id 
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competencia,  ni  esta  se  ha  sustanciado  en  debida  forma,  no  hay  tér- 
minos hábiles  para  acordar  decisión  mientras  no  tenga  estado  para 
ello. 

Ed  el  espedieote  y  autos  de  competeocia  suscitada  eutre  el  Gobernador 
de  la  provÍDCia  de  Toledo  y  el  Juez  privativo  del  cuerpo  de  Artillería,  de 
los  cuales  resulla: 

Que  á  coosecuencia  de  un  escándalo  ocurrido  eu  la  taberna  de  la 
Puerta  del  Cambrón  de  Toledo,  en  el  que  tomaron  parte,  entre  otros,  un 
Celador  de  policía  y  Balbino  Gutiérrez  é  Higinio  Piníila,  operarios  en  la 
Fábrica  de  armas  blancas  de  aquella  ciudad,  el  Gobernador  de  la  provincia 
impuso  á  cada  uno  de  estos  artilleros  500  rs.  de  multa,  y  al  exigirla  ma- 
nifestaron tener  fuero  especial: 

Que  el  Gobernador  ofició  al  Coronel  Jefe  de  la  Fábrica  de  armas  para 
que  dispusiera  el  pago  de  las  multas  en  el  papel  correspondiente,  ó  de  lo 
contrario  descontara  á  los  multados  la  parte  proporcional  de  su  sueldo 
hasta  completar  la  cantidad  que  importaban: 

Que  el  espresado  Coronel  contestó  que  habia  prohibido  á  sus  subordi- 
nados concurrir  á  la  cita  que  verbalmente  so  les  hizo,  y  por  esta  causa  no 
habían  podido  ser  oídos,  por  lo  cual  «consideraba  improcedente  la  sentencia 
que  suponía  recaída  como  en  rebeldía;»  y  concluyó  rogando  que  se  tuvie- 
ran en  cnenta  aquellas  consideraciones,  y  se  contara  con  él  como  en  casos 
análogos  lo  hacían  los  Jueces: 

Que  el  Gobernador  replicó  rectificando  y  esplicando  los  hechos  y  reite- 
rando su  anterior  comunicación,  á  lo  que  manifestó  el  Coronel  que  habia 
oído  al  Asesor  del  Juzgado  de  Artillería,  y  de  conformidad  con  su  dictamen, 
del  que  remitía  copia,  le  pedia  que  cesara  en  el  conocimiento  del  asunto, 
remitiendo  al  Juzgado  el  tanto  de  culpa  que  resultara  contra  los  artilleros: 

Que  de  acuerdo  con  el  dictámeíi  del  Consejo  provincial,  ofició  el  Gober- 
nador al  Coronel  para  que  dejara  espedíta  su  jurisdicción  ó  tuviera  por  for- 
mada la  competencia,  y  éste  contestó  en  julio  de  1864  que  iusistia  en  la 
suya,  y  había  dispuesto  sacar  copia  del  espediente  para  remitirla  al  Dírec 
tor  ííeneral  del  Cuerpo  de  Artillería: 

Que  el  Gobernador  remitió  copia  del  espediente  al  Ministerio  de  la  Go- 
bernación, el  cual  la  pasó  á  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros  como 
cuestión  de  competencia  entre  las  autoridades  judiciales  y  administrativas: 

Que  la  Dirección  de  Artillería,  de  acuerdo  con  la  opinión  de  su  Asesor, 
participó  al  Juzgado  privativo  del  cuerpo  en  Madrid  que  no  constando  si 
eran  delilos  ó  faltas  los  hechos  motivo  de  la  cuestión,  no  se  podía  fijar  la 
corapeteucia,  lo  cual  no  correspondía  á  aquella  Dirección: 

Que  el  Juzgado  privativo,  de  conformidad  con  su  Fiscal,  pidió  informes 
sobre  el  asunto  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Toledo,  el  cual  contestó 
en  mayo  de  1865  que  habia  remitido  al  Ministerio  de  la  Gobernación  las 
diligencias  formadas  sobre  el  asunto,  y  al  Gobierno  tocaba  su  resokicion: 

Que  en  vista  de  esta  respuesta  acordó  ei  Juzgado  aguardará  la  resolu- 
ción del  Gobierno;  y  en  tal  estado,  se  le  pidieron  los  autos  de  competencia 
por  Real  orden  de  4  de  febrero  úílirno,  reuníéndoios  con  er espediente  y 
pasándolos  á  consulta  del  Consejo  de  Estado  en  pleno: 

Vistos  los  arts.  52  á  73  del  reglamento  de  25  de  setiembre  de  1863,  que 
establecen  los  trámites  que  han  de  seguirlas  contiendas  de  jurisdicción  y 
atribuciones  entre  las  autoridades  judiciales  y  administrativas: 

Considerando: 
1.^    Que  las  autoridades  militares  del  cuerpo  de  Artillería  que  han  to« 
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roado  parte  en  esta  cuestión  partícípaD  de  jurisdiccioD  y  atribuciones  ju- 
diciales y  gubernativas,  sin  que  al  provocar  la  cuestión  de  competencia 
haya  determinado  el  Coronel  de  la  Fábrica  de  armas  de  Toledo  con  cuál 
de  los  dos  caracteres  obraba  ,  si  bien  al  reclamar  después  que  se  pasara 
el  tanto  do  culpa  daba  á  entender  que  procedía  como  autoridad  judicial: 

2.**  Que  ni  en  este  concepto  ni  como  autoridad  militar  pudo  el  mismo 
Coronel  suscitar  contienda  de  competencia  con  el  Gobernador  de  la  pro- 
vincia, porque  solo  á  los  de  esta  clase  está  confiado  el  provocarla  á  la  au- 
toridad judicial: 

3.®  Que  si  la  autoridad  militar  entendía  que  la  administrativa  se  esce- 
dia  de  sus  propias  atribuciones  6  invadía  la  jurisdicción  especial  militar, 
pudo  y  aun  puede  hoy  acudir  á  los  superiores  gerárquicos  con  un  recurso 
de  abuso  de  poder  ó  de  su'incompetencia,  pero  nunca  provocar  y  mante- 
ner desagradables  contestaciones,  que  turnan  la  armonía  que  debe  existir 
entre  las  artórrdades  públicas  sin  conducir  á  la  inmediata  y  pronta  reso- 
lución del  conflicto  por  los  trámites  regulares: 

4.°  Que  sean  cualesquiera  los  detalles  del  hecho  que  motiva  esta  con  - 
tienda,  se  ofrecen  dudas  respecto  á  su  calificación,  pues  mientras  lo  juzgó 
el  Gobernador  una  simple  falta  de  policía  que  castigó  con  multa,  la  autori- 
dad judicial  creía  que  pudiera  ser  un  delito  según  lo  que  de  las  actuacio- 
nes resultara: 

5."  Que  existiendo  un  hecho  punible  en  la  duda  de  sí  es  delito  ó  falta,  y 
si  debe  castigarse  por  leyes  comunes  ó  especiales,  solo  la  autoridad  judicial, 
encargada  señaladamente  de  la  averiguación  y  castigo  de  los  actos  puni- 
bles, debe  decidir  la  categoría  del  que  es  objeto  de  este  asunto  y  Ja  legis- 
lación que  le  sea  aplicable  dentro  del  orden  judicial: 

6.®  Que  no  siendo  bien  conocidos  los  hechos  quemotivan  este  conflic- 
to, y  üo  habiéndose  probado  ni  sustanciado  en  debida  forma ,  ni  como 
cuestión  de  competencia,  ni  como  recurso  de  incompetencia  ó  de  abuso 
de  poder,  no  hay  términos  hábilej?  para  acordar  decisión  alguna  mientras 
no  tenga  estado"  para  ello; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Vengo  en  declarar  mal  formado  este  conflicto,  y  que  no  há  lugar  ó  deci- 
dirlo. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  tres  de  agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  i8  dt 
agosto  de  f  867.) 


ao6. 

Competencia  (3  de  agosto  de  1867.).— Interdicto  de  obra 
NüEVÁ.— Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  competencia 
suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  la  Coruria  y  el 
Juez  de  primera  instancia  de  Ferrol,  con  motivo  del  interdicto  pre- 
sentado por  D.  Fernando  Alvarez  Vallarino  y  otros  contra  Dona 
María  Saavedra.  y  se  resuelve: 

Que  no  es  legitimo  el  acuerdo  de  un  Ayuntamiento  por  vitUud 
del  cual  se  autoriza  á  un  propietario  para  que,  al  edificar  una  ca- 
sa/derre  una  servidumbre  privada  y  porque  las  atribuciones  de  po- 
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lieta  adminisrativa  en  ningún  caso  alcanzan  á  privar  á  utws  píMr- 
tículares  de  sus  derechos  reales ,  aunque  sea  en  beneficio  púbiieo. 

Ed  eL  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  la  Goruna  y.el  Juez  de  primera  instancia  de  Ferrol, 
de  los  cuales  resulta: 

Que  en  iO  de  julio  de  1865  se  presentó  en  el  referido  Juzgado  un  in- 
terdicto deobm  nueva  á  nombre  deD.  Fernando  .Aivarez  Vallaríno  y 
otros  dueños  de  las  casas  números  115,  U6  y  1 17  de  la  calle  de  la  Mag- 
dalena de  aquella  ciudad  contra  Doña  María  Saavedra,  mujer  del  Gontra- 
maestre  D.  José  Montero,  á  quien  pertenecía  la  casa  núm.  17  de  la  calle 
4e  la  Iglesia^. para  que  se  suspendiera  é  inutilizara  la  obra  proyectada  con 
el  objeto  de  quitar  un  pasadizo  que  por  debajo  ríe  esta  última  casa  daba 
entrada  á  un  patio  común  de  las  tres  primeras  mencionadas  de  la  calle  de 
la  Magdalena^  y  las  números  16^  17  y  18  de  la  calle  de  la  iglesia: 

Que  celebrado  juicio  verbal,  presentaron  los  demandantes,  entre  otros 
documentos^^  la  partición  de  las  seis  casas  referidas,  que  en  otro  tiempo 
fueron  de  un  solo  dueño,  en  la  cual  se  estableció  la  comunidad  del  patio, 
pozo  que  en  él  existia  v  pasadizo  que  daba  entrada  al  patio  y  á  las  casas 
para  las  seisde  que  se  ha  hecho  mención: 

Que  el  Juez  acordó,  para  mejor  proveer,  que  se  exigiera  á  la  deniaiida- 
da  con fesioui  judicial  sobre  una  instancia  y  plano  da  recon6t£ae€í^<ie;su 
casa  que  parecía  haber  presentado  al  Ayuntamienlo  de  Ferrol;  y  no^- 
biendo  comparecido  pidió  al  Alcalde  certiGcacion  de  ello,  de  la  cual,  y  de 
los  demás  documentos  q^e  forman  el  espediente  gabernativoy  aparece  que 
á  instancia  de  Doña  María  Saavedra  dispuso  el  Ayiintamienio,i  al  aaiorí- 
zaria  para  reconstruir  la  casa  dQ  la  calle  de  la  Igle^ia^nóm.  i7^  que  cer- 
rara el  pasadizo  que  conducía  al  patio  suponiéndolo  de  uso  púoUce,  y 
^obre  esta  providencia  recayó  la  aprobación  del  Gobernador:  »' 

Que  desestimado  el  interdicto  de  obra  nueva  por  el  Juez,  que  lo  estimó 
inoportuno  por  no  haber  hecho  nueva  construcción  sino  demolición  por 
la  demandada,  se  intentó  nuevo  interdicto  en  30  de  enero  de  1866  por 
hal)er  interceptado  el  pasadizo  con  la  nueva  construcción  de  la  casa: 

Que  al  celebrarse  el  juicio  verbal  se  presentó  declinatoria  de  jurisdic- 
ción por  el  Promotor  fiscal  en  vista  de  las  comunicaciones  y  dato^que  el 
Atealde le  había  suministrado;  y  sustanciado  el  articuló,  se'ftínibióel 
Juzgado  poír  entender  que  el  asunto  correspondía  á  la  Administra(;ion: 

Que  apelado  este  auto,  se  revocó  por  la  Audiencia  fundándose 4uqoe 
las  atribuciones  de  policía  administrativa  no  impiden  los  recérsps  indicía- 
les para  comparar  los  dereclioe  particulares  que  resulten  lastimados;  en 
que  el  Ayuntamiento  se  estralimító  al  oooceder  el  pasadizo. ^O'plen^id^i- 
nio,  y  en  que  la  admisión  deJ  interdicto  no  se  oponía  á  la  Kealórdea  4®  ^ 
de  mayo  de  1839,  porque  el  Ayuntamiento  carecía  de  facultades  para  es- 
propíar  á  unos  particulares  en  benelicio  de  otros:  -  ,  ^ 

Que  en  esta  situación,  el  Gobernador  de  la  provincia  á  in|tancía  del 
Alcalde,  y  en  vista  del  espediente,  requirió  de  inhibición  á  la  Auífiencia, 
uue  lo  trasmitió  al  Juzgado,  apoyándose  en  el  numero  4.**  del  árt.  81- y  5.* 
del  74  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  y  en  la  Real  orden  de  8  de  mayo 
de  1839:  .         .     : 

Que  el  Juez  sostuvo  su  competencia  después  de  sustanciar  el  incidente; 
é  insistiendo  en  la  suya  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Couse/o  provin- 
cial, resultó  el  presente  conflicto,  que  ha  seguido  sus  trámites: 
,   Visto  el  núm.  1.®  del  art.  81  de  la  ley  de  Ayuntamientos  de  8  de  enero 
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^  IS4S«  segan  el  cual  deliberaD  los  Ayunta míeotod,  coafor mandóse  á  las 
lefos  y  reglameotog,  sobre  la  formación  y  alineación  de  las  calles,  pasadi* 
zos  y  platas: 

Visto  el  número  5.**  de)  art.  74  de  la  mtsnia  ley,  qne  encarga  al  Alcalde, 
como  Administrador  del  pueMo^  cuidar  de  todo  lo  relativo  ápolícíat  nrba» 
Da  y  ruraly  conforme  á  las  leyes,»  reglamentos  y  disposiciones  de  la  autorí* 
dad  superior  y  Ordenanzas  municipales: 

Vista  la  Real  ócden  de  8  de  majo  de  i639,  que  preiiibe  dejar  sin  efecto 
por  mediado  interdictos  ante*  la  autoridad  judicial  los  prov<dencias(  que 
4licten>  los  Ayuntamientos  en  lo»  negociosa  qm  pertenecen  sus  atribucio- 
nes según  las  leyes: 
Considerando: 

4  /*  Que  tí  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  es  legitimo  en  cuanto  dispone 
Ja  formando  edificar  una.casa,  su  alineación  y  demás  condiciones  de  orna* 
tOy.no  lo  e8en.cuanto  autoriza  á  un  propietario  para  cerrar  una  servidum- 
bre privada^  cual  es  el  pasadizo  en  cuestíoo;  porque  las  atribuciones  de  po- 
licía adminietratíva  en  ningún  caso  alcanzan  á  privar  i  unos  particulares 
de  sus  derecboa^reales,  aunque  sea  en  beneficio  público,  circunstancia  que 
tampoco  ocurre  ea  este  asunto: 

2.*^    Que- por  consiguiente,  la  interrupción  ó  cierre  del  pasadizo  no  tuvo 

lugar  en  virtud  de  una  providencia  legitima  de  la  Administración,  pue^o 

^e<  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  no  pudo  alterar  ol  estado  posesorK)  de 

los  derechos  reales  puramente  privados  á  que  se  refiere  el   interdicto  en 

cuestión^ 

GoDÍermándomeeon  le  oonsultede  por  el  Consejo  de^Estado  en  pleno» 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  autoridad  judicial. 

Dado  en.San  Ildefonso  a  tres  de  agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y  sie- 
te.^Eslá  rubricado  de  la  Real  mano^ — El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, Raaon  liaría  Narvaez.— (Publíceda  en>  la  Goeeia  de  t8  de  agosto 
de  4867.) 


«•7. 


Settfeneia  {ZQ  de  mayo  de  1867.).— Derecbo  al  dominio 
ÚTIL  DE  UNAS  FiNCASL— Se  absucIve  á  la  Administración  de  la  de- 
lUAfida  entablada  por  D.  Juan  Alonso. contra  la  Real  orden  de  20 
de  iunío  de  1861 ;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

{/  Que  la  declamación áeldcmhmútü  á  favor  ée  arrendatarios 
desde^inf^uo  solo  procede  respecto  á  las  fincas  que  desde  1800  han 
pertenecido  constantemente  á  corporaciones  6  establecináentos  cuyos 
bienes  SB"  pusieron  en  estado  de  venta  por  la  ley  de  U^  de  mayo 
de  18«5; 

F  2i*  (¡fíela  prueba  de  testigos  para  acreditar  que  se  han  üe- 
vado  desde  antiguo  y  sin  interrupción  por  una  misma  famüia  en 
atrmíbumento  biems  de  dicha  cíase  ^  no  es  admisible  cuando  no 
está  acomfañadade  algún  documento. 

Do&a  Isabel  II,  etc. 

«Bn  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
«uManeia,  entre  partes,  de  la  una  D.  Juan  Alonso,  vecino  de  Pajares,  y 
TOMO  Yiu-^Jurisprudenda  administrativa.        .     62 
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«D  SU  nombre  el  Licenciado  D.  Ángel  de  Gorostizaga ,  demandante^  y  de 
la  otra  la  Administración  general ,  demandada  y  represeafada  por  mi 
Fiscal,  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  20  de  Junio  de  1861 ,  que 
confirmando  el  acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Ventas  declaró  al  intere- 
sado sin  derecho  al  dominio  útil  de  unas  tierras  pertenecientes  al  hospital 
civil  de  Salamanca: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  que  resulta: 

Que  en  13  de  octubre  de  1855  D.  Juan  Alonso  ejecutó  una  información 
ante  el  Juez  de  primera  instancia  de  la  espresada  ciudad ,  previa  citación 
del  Fiscal  de  Hacienda ,  en  que  hizo  constar  que  llevaba  en  arriendo  del 
mencionado  hospital  unas  14  huebras  en  los  términos  de  Pajares,  Villa- 
verde,  Gausinos.y  Cañada,  por  las  que  pagaba  anualmente  17  fanegas  de 
trigo,  siendo  esta  también  la  renta  que  había  saflsfecho  desde  1825,  época 
en  que  sus  padres  le  cedieron  el  terreno  al  contraer  matrimonio  con  Jo- 
sefa Prior ;  que  su  padre  Fabián  Alonso  y  su  madre  María  Benito  fueron 
arrendatarios  de  la  misma  yugada  de>de  1808  hasta  el  de  1825; 

Y  por  último,  que  Pedro  Benito,  padre  de  la  citada  Marfi  y  abuelo  de 
D.  Juan  Alonso,  desde  el  siglo  pasado  hasta  1808  tuvo  en  arrendamiento 
las  referidas  tierras,  y  por  consiguiente  que  no  habian  salido  de  la  familia 
desde  antes  de  1800: 

Vistos  los  documentos  que  forman  parte  de  este  espediente,  y  entre 
ellos :  , 

1.®  La  partida  de  bautismo  de  D.  Juaó  Alonso,  espedida  por  el  Párroco 
áe  Villaverde  ,  en  que  consta  ser  hijo  de  María  Benito  y  nieto  de  Pedro 
Benito: 

2."  Testimonio  dado  por  el  Escribano  de  Hacienda  pública,  con  refe- 
rencia á  las  cuentas  del  hospital ,  en  que  se  manifiesta  que  las  rentas  ha- 
bian pertenecido  á  D.  Matías  Roldan  hasta  1815,  y  desde  entonces  al  in- 
dicado establecimiento : 

3."  Escritura  otorgada  por  Juan  Benito  y  D.  Juan  Alonso  en  18  de 
enero  de  1845,  por  la  que  recibieron  en  arreodimienlo  las  fincas  del  hos 
pital  por  seis  años  desahuciables  de  tres  en  tres ,  por  precio  de  34  fanegas 
de  trigo  anuales,  á  que  se  comprometieron  con  mancomunidad  solidaria: 
4."  Recibos  dados  por  el  Administrador  del  establecimiento,  en  que 
se  espresa  haber  satisfecho  D.  Juan  Alonso  17  fanegas  de  trigo  por  la  renta 
que  correspondía  al  hospital  en  los  años  desde  1847  al  de  1855: 

Vista  la  solicitud  que  en  30  y  3  de  octubre  de  este  último  año  presen- 
tó D.  Juan  Alonso  á  la  Administración  de  la  provincia  pidiendo  que  se  de- 
clarase á  su  favor  el  dominio  útil  y  la  redención  del  difeclo  de  la  mitad  de 
la  referida  yugada  por  pertenecer  la  otra  al  mancomunado  Juao  Benito, 
á  quien  había  sucedido  en  el  arrendamiento  su, hijo  Luis: 

Vista  la  capitalización  hecha  por  la  Administración  de  Propiedades  y 
Derechos  del  Estado,  de  la  que  aparece  que  el  precio  de  la  renta,  el  de  las 
contribuciones  y  los  derechos  de  puertas  cargados  al  rentero  sumaban  561 
reales  y  86  céntimos,  que  capitalizados  al  tipo  de  4'80  importó  11,705  rs. 
y  42  céntimos: 

Visto  el  informe  de  I&  Junta  del  hospital  en  el  sentido  de  que  el  esta- 
blecimiento había  adquirido  las  fincas  en  4815  por  donación  que  le  hizo 
D.  Matías  Roldan,  y  por  consiguiente  que  no  correspondiéndole  en  los 
catorce  primeros  años  del  siglo,  no  procedía  la  reclamación  del  inte- 
resado: 

Vistos  el  acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Ventas  de  15  de  febrero  á% 
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4861,  en  que  se  dcoecó  l%so)ícítud  de  que  se  vieoe  hablando;  y  la  Rea^ 
orden  de  20  de  judío  del  mismo  año,  eo  que  se  conCrmó  esta  resolución: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  D.  Juan 
Alonso,  y  sostenida  después  en  su  nombre  por  el  Licenciado  D.  Ángel  de 
Gorostízaga,  pidiendo  que  se  revoque  la  mencionada  Real  orden,  y  se  de- 
clare á  su  favor  el  dominio  útil  y  redención  del  direclo.de  las  espresadas 
tierras: 

Visto  e4  escrito  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  consulte  la  ab- 
solución de  la  demanda  y  la  conGrmacion  de  la  referida  Real  orden: 

Visto  el  art.  14  déla  ley  de  11  de  julio  de  1856: 

Visto  el  art.  13  de  la  instrucción  dictada  para  llevarla  á  efecto: 

Considerando  que  no  ha  justificado  el  demandante  que  los  individuos 
de  su  famiha  hubiesen  llevado  en  arriendo  las  tierras,  cuyo  dominio  útil 
reclama  de  1799  á  1815,  porque  la  prueba  de  testigos,  que  es  la  única 
que  presenta,  no  es  admisible  cuando  no  está  acompañada  de  algún  docu- 
mento: 

Considerando  que  la  declaración  del  dominio  útil  á  favor  de  los  arren- 
datarios solo  procede  respecto  á  las  fincas  que  desde  1800  han  perteneci- 
do constantemente  á  corporaciones  ó  establecimientos  cuyos  bienes  se  pu- 
sieron en  estado  de  venta  por  la  ley  de  1.®  de  mayo  de  1855,  y  las  lincas 
objeto  de  este  pleito  no  fueron  adquiridas  por  el  hospital  de  la  Santísima 
Trinidad  hasta  el  año  de  1815; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  coníirmar  la  Real  orden  reclamada  y  en  ab- 
solver á  le  Administración  de  la  demanda. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
^Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  reso- 
cíon  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mis- 
mos; se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que 
certifico. 

Madrid  6  de  junio  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Ooceía  de  18  de  agosto  de  1867.) 


^O». 


i^iiteneia  {iO  de  junio  de  1867.).— Derecho  á  haber  pa- 
sivo.—Mejora  DE  CLASIFICACIÓN. — Sc  deja  sin  efecto  la  Real  orden 
de  28  de  julio  de  iSdO  reclamada  por  D.  Manuel  Díaz  Arens,  man- 
dando que  vuelva  el  espediente  al  Ministerio  para  la  resolución  que 
corresponda,  y  se  resuelve: 

Que  cuando  no  se  halla  debidamente  juüificado  en  el  espedien- 
te la  fecha  en  que  se  hizo  saber  al  interesado  la  resolución  de  la 
Junta  de  Clases  pasivas^  no  perjudica  á  sus  derechos  el  que  deje 
trascurrir,  sin  reclamar  al  Ministerio,  mas  tiempo  del  que  para  la 
reclamación  se  halla  prefijado. 

Doña  Isabel  11,  etc. 
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«Ed  el  pleito  pendiente  en  el  Gunsejo  de  Gttado  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  D.  Manuel  Díaz  Arens,  Administrador 
<\ue  fué  del  portazgo  de  Guadalajara,  demandante,  y  de  la  otra  la*  Admi- 
nistración general  del  Estado,  demandada  y  representada  por  raí  Piscai, 
sobre  derecho  á  haber  pasivo  y  mejora  deokisificacion. 

Visto: 

Visto  el  acuerdo  de  la  Junta  de  Clases  pasivas  de  12  de  marzo  de  189S 
declarando  que  el  espresado  Arens  no  tenia  derecho  á  señalamiento  de 
haber  alguno  de  cesante  en  caso  de  que  pasara  á  esta  situaoion: 

Vista  la  reclamación  que  contra  el  precitado  acuerdo  presentó  el  inte- 
resado en  2  de  diciembre  de  i  859  en  solicitud  de  que  reformándose  aque- 
lla clasificación  se  ie  abonasen  en  la  misma  los  servicios  que  prestó  en  los 
ramos  de  Instrucción  pública^  y  portazgos,  y  se  le  declarase  con  opción  á 
•goce  de  haber  pasivo: 

Vista  la  Real  orden  de  28  de  julio  de  4860,  que  en  su  consecuencia 
recayó  después  de  haber  informado  la  referida  Junta  y  la  Asesoría  general 
^ei  Ministerio  de  Hacienda,  por  la  cual,  de  conformidad  con  las  indicados 
dictámenes,  se  desestimó  por  inoportuna  la  pretensión  del  recurrente,  y 
se  declaró  no  haber  lugar  á  revisar  su  clasificación  en  razón  á  que  el 
acuerdo  de  la  Junta  se  comunicó  al  ioteresado  en  45  de  marzo  de  1858, 
y  sin  embargo  no  reclamó  contm  él  hasta  2  do  diciembre  del  siguien- 
te ano: 

Vista  la  demanda  interpuesta  ante  el  Consejo  de  Estado  por  D.  Manael 
Diaz  Arens^  en  la  que  pidió  la  revocación  de  la  precitada  Real  orden  y 
<\ue  se  le  reconociese  el  haber  pasivo  de  3^300  rs.  anuales: 

Visto  el  escrito  en  que  mi  Fiscal  contestó  á  la  espresada  demandií  pi- 
diendo su  absolución  y  la  confirmación  de  la  referida  Real  órdeot 

Visto  el  auto  que  para  mejor  proveer  dictó  la  Sala  de  lo  Contencioso 
4e\  Consejo  de  Estado  en  8  de  noviembre  de  4866,  redamando  cualquier 
documento  del  que  resultase  con  toda  daridad  y  exactitud  que  el  demaa- 
daoié  recibió  en  efecto  el  oficio  de  notificación  de  45  de  marzo  de  4  858, 
€uya  minuta  obra  con  un  fecho  en  el  espediente  instruido  en  la  lonta  de 
€lases  pasivas,  y  disponiendo  al  propio  tiempo  que  de  no  existir  en  el  Mi- 
nisterio de  Hacienda  este  dato  se  ordenase  lo  mas  oportuno  al  Gobernador 
4ie  la  provincia)  de  Guadalajara,  en  la  que  era  Administrador  de  portazgo 
Diaz  Arens  en  la  referida  época,  para  que  en  aquellas  oficinas  de  pro- 
vincia se  buscasen  los  comprobantes  de  ese  hecho  que  tanto  interesaba 
depurar: 

Vistas  las  diligencias  practicadas  en  su  consecuencia,  de  las  cuales 
aparece  que  el  hecho  objeto  de  estas  investigaciones  no  resulta  debida- 
mente justificado: 

Visto  el  art.  42  del  Real  decreto  de  28  de  diciembre  de  1849^  que  pre- 
fija el  término  de  un  mes  para  reclamar  al  Ministerio  da  Hacienda  contra 
los  acuerdos  de  la  Junta  de  Clases  pasivas: 

Considerando  que  por  mas  que  se  haya  supuesto  que  la  resolución 
definitiva  dictada  por  dicha  Junta  en  42  de  marzo  de  4858  en  e4  espe- 
diente de  Díaz  Arens  se  le  hizo  saber  el  dia  45  del  mismo  mes,  este  estre- 
mo  esencial  é  indispensable  en  el  procedimiento  no  resulta  debidamente 
justificado: 

Considerando  que  en  tales  circunstancias  el  tiempo  trascurrido  desde 
aquella  fecha  hasta  el  2  de  diciembre  de  4859,  en  que  el  demandante 
recurrió  al  Ministerio  reclamando  contra  la  providencia,  ó  sea  acuerdo  de 
la  Junta,  no  puede  perjudicar  sus  derechos; 


Digitized  by 


Google 


SEIITSNCIAS  Y  |KGISIOIfES  DEL  CONSEJO  DE  ESTADO.        493 

GoDformáadome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Gontencíoso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  dejar  sin  efeeto  la  Real  orden  de  28  de  julio 
de  imO,  y  siandar  que  se  devuelva  el  espediente  al  Ministerio  de  que 
procede  para  la  resolución  que -corresponda. 

Dado  en  Palacio  á  diez  de  junio  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete. — 
fistá  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  üinistros, 
Ramón  María  Narvaezj» 

,  Publicación.— Leído  y  publicado  el  airterior  Real  decreto  por -roí  «1 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien- 
eta  púbtíca  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu- 
ción final  «n  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mis- 
mos; se  notifique  en  forma  á  tes  partes,  y  se  inserte  en  la  G^weta;  de  que 
eartifico. 

Madrid  i3  de  junio  de  l867.-^Pedro  de  Madrazo.-^Poblicada en  la 
Cacera  de  20  de  agosto  de  i867.) 


«09. 


Aniorixacion  (i .""  de  agosto  de  1867.)  — Restí^elecuiiento 
DE  UNA  VÍA  DB  APARTA  DEBO.— Se  QÍega  la  autorízacloQ  solicitada 
por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  para  procesar  á  D.  Santiago 
L  Oupuy,  Gobernador  de  la  provincia  de  Málaga,  y  se  resuelve: 

Que  cuando  motivos  notoriamente  de  carácter  político  obligan 
á  tin  Gobernador  civit,  para  evitar  trastornos  en  el  orden  público,  á 
al  menos  para  estar  preparado  á  resistirlos,  á  dictar  una  medida 
sobre  asunto  de  cuyo  conocimiento  está  requerido  de  mAííícíoM,  no 
contrae  responsabilidad  alguna  criminal. 

Bn  el  espediente  en  que  el  Tribunal  Supremo  de  /usticia  ha  solicitado 
la  aatoritacion  para  procesar  á  D.  Santiago  L.  Dupuy,  Gobernador  que  ha 
«ido  de  la  proTíocia  de  Málaga,  y  del  cual  resulta: 

Que  D.  Antonio  Bnriquez,  vecino  de  Antequera,  acudió  con  Interdicto 
al  Juzgado  de  la  misma  ciudad  para  que  se  te  amparase  eu  el  derecho  que 
deeía  tener  á  pasar  á  su  caserb  del  Águila  á  través  de  la  empalizada  y  de 
la  via- de  desvio  construida  al  frente  mismo  déla  estación  de  Aotequera: 

Que  el  Juez  se  declaró  incompetente  por  estimar  que  el  conocimiento 
det  negocio  correspondía  «á  la  Administración;  pero  habiendo  el  interesado 
acudido  en* apelación* á  la  Audiencia  de  Granada,  no  obstante  estar  abierra 
al  público  la  vía  hacia  ya  un  año,  mandó  al  Juez  de  Aotequera  que  ampa- 
rase á  D.  Antonio  Cnríquez,  y  para  ejecutarlo  se  destruyó  la  empalizada  y 
el  terraplén,  dejando  la  vía  cortada  é  interrumpidas  tedas  las  operaciou es 
d^  apartadero  en  dicha  estación: 

Que  en  este  estado  el  Gerente  dei  ferro^carril  acudió  al  Gobernador  de 
Malaga  solicitando  que  entablase  al  Juagado  la  debida  competencia  por  el 
hecho  de  la  destrucción  referida;  y  el  Gobernador,  de  conformidad  con  lo 
espuesto  por  el  Consejo  provincial,  asf  lo  hizo,  respetando  el  estado  de  las 
cosas,  esto  es,  la  vía  cortada  y  la  empalizc^a  en  tierra: 

Que^el  Juez  contestó  que  había  procedido  por  mandato  de  la  Audiencia^ 
cuyo  Tribunal  se  hallaba  conociendo  del  negocio;  y  en  su  virtud  el  Gober- 
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nador  se  dirigió  á  él  entablando  la  competencia,  que  fué  admitida,  y  remi- 
tido el  espediente  á  la  Superioridad  para  su  decisión: 

Que  el  Gobernador  además  solicitó  de  la  Audiencia  qne  se  repusiera  el 
terraplén  á  su  estado  primitivo,  porque  estaba  interrumpido  el  buen  serri- 
cío  de  la  vía,  é  infringidas  las  disposiciones  vigentes  que  prohiben  estable- 
cer pasos  inmediatos  á  las  estaciones  por  las  desgracias  que  pueden  ocasio- 
nar; y  no  era  justo  que  el  interés  privado  promovido  fuera  de  tiempo  y  lu- 
gar se  sobrepusiera  á  los  intereses  colectivos  que  la  ley  con6a  á  los  Gober- 
nadores: 

Que  así  trascurrió  el  mes  de  abril  de  i866,  cuando  noticiosa  It  autori- 
dad militar  del  distrito  de  que  se  intentaba  alterar  gravemente  el  orden 
público,  siendo  Antequera  una  de  las  ciudades  que  inspiraban  mas  temo- 
res, dispuso  que  la  empresa  del  ferro-carril  tuviese  un  tren  constantemen- 
te preparado  en  la  estación  de  Antequera: 

Que  la  empresa  contestó  que  esto  era  imposible,  porque  estando  corta- 
da la  vía  del  apartadero,  el  tren  permanente  embarazaría  la  esplntacion 
general;  y  en  su  consecuencia  el  Gobernador  militar  de  Málaga  acudió  al 
Gobernador  civil  encareciéndole  que  mandase  restablecer  la  vía  por  los 
graves  motivos  que  le  constaban  y  que  habia  espresado  en  comunicación 
reservada,  donde  indicaba  los  esfuerzos  que  se  hacian  para  trastornar  el 
orden  público: 

Que  el  Gobernador  civil,  atendiendo  á  las  poderosas  razones  alegadas 
por  la  autoridad  militar,  y  teniendo  también  en  cuenta  la  necesidad  impe- 
riosa de  estar  preparados  para  las  eventualidades  políticas  que  pudieran 
ocurrir,  dispuso  restablecer  la  vía,  coino  así  se  verificó,  dando  cuenta  á  la 
Audiencia  inmediatamente: 

Que  la  competencia  entablada  fué  posteriormente  declarada  á  favor  da 
la  Admisistracion;  pero  noticioso  aauel  Tribunal  de  la  medida  adoptada 
restableciendo  la  vía  antes  de  la  decisión  de  la  competencia,  mandó  ai 
Juez  que  practicase  las  diligencias  conducentes  para  saber  en  virtud  de 
qué  orden  se  habia  efectuado: 

Que  el  Juez  remitió  á  la  Audiencia  las  actuaciones,  de  las  que  aparecía 
que  el  restablecimiento  de  la  vía  se  habia  hecho  por  orden  del  Gobernador 
€ivil,  y  en  vista  de  ello  la  Sala  que  conoció  del  negocio  acordó  elevarías  al 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  á  quien  correspondía  procesar  al  Goberna- 
dor en  el  supuesto  de  que  hubiera  incurrido  en  la  responsabilidad  de  qae 
traU  el  art.  309  del  Código: 

Que  llegados  los  autos  al  Tribunal  Supremo  y  pasados  al  Fiscal,  pro- 
puso se  sobreseyera  en  las  diligencias,  tanto  porque  la  cuestión  suscitada 
por  D.  Antonio  Gnriquez  fué  desde  un  principio  puramente  administrativa 
según  se  reconoció  en  la  decisión  de  la  competencia,  como  porque  la  or- 
den de  restablecimiento  de  la  vía  dictada  por  el  Gobernador  fué  á  cansa 
de  las  circunstancias,  y  que  además  dio  conocimiento  de  su  conducta  á  la 
Audiencia: 

Que  el  Tribunal  Supremo,  desestimando  el  parecer  fiscal,  ha  solicitado 
la  autorización  para  procesar  á  D.  Santiago  L.  Dupuy,  Gobernador  qae 
fué  de  Málaga,  por  si  ha  incurrido  en  responsabilidad  criminal: 

Por  último,  que  el  referido  funcionario,  á  quien  se  ha  oido,  despaes 
de  enumeraren  tu  escrito  de  descargos  los  hechos  ocurridos  y  de  espresar 
Jos  motivos  eminentemente  políticos  que  tuvo  para  no  esperar  la  decisión 
de  la  competencia,  concluye  diciendo  que  su  conducta,  tejos  de  merecer 
censura,  obtuvo  por  el  contrario  una  señalada  reoompeosa  del  Gobierno 
supremo: 
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Visto  el  art.  309  del  Código  peaal,  por  el  que  se  castiga  cod  multa 
de  20  á  200  duros  al  empleado  público  que  legalmente  requerido  de  in- 
bibicíoD  cooliDuase  procediendo  antes  que  se  decida  la  conttenda: 

CoDsíderaodo  que  para  apreciar  debidamente  la  conducta  observada 
por  el  Gobernador  que  fué  de  Málaga  D.  Santiago  L.  Diipuy  en  el  caso  á 
que  se  contrae  este  espediente  es  necesario  tener  en  cuenta,  no  solo  el 
testo  rigorosamente  legal  del  citado  artículo  dei  Código,  sino  las  razones 
que  le  irapulsaroo  á  obrar  de  la  manera  que  lo  verificó: 

Considerando  que  está  plenamente  probado  que  esas  razones  consis- 
tian  en  noticias  fidedignas  y  temores  muy  fundados  de  próximos  trastor- 
nos del  orden  público  en  la  provincia  de  su  mando,  basta  tal  punto  gra- 
ves que  obligaron  á  la  autoridad  militar  á  recurrir  á  la  civil  en  demanda 
de  auxilio  y  apoyo: 

Considerando  que  consta  también  en  el  espediente  que  solo  al  recibir 
el  Gobernador  Dupuy  la  comunicación  del  Gobernador  militar  pidiéndole 
que  hubiese  en  Antequera  un  tren  constantemente  dispuesto  para  poder 
efectuar  con  rapidez  las  operaciones  militares  fué  cuando  se  decidió  por  el 
primero  que  se  restableciera  la  vía,  cuya  medida  de  urgente  é  ineludible 
perentoriedad  puso  inmediatamente  en  conocimiento  de  la  Audiencia  de 
Granada,  dando  asi  una  muestra  de  respeto  á  la  independencia  y  autori- 
dad del  Tribuna): 

Considerando,  finalmente,  que  atendidas  todas  estas  circunstancias  y 
otras  de  carácter  político  y  de  oportunidad  que  el  espediente  suministra 
no  cabe  suponer  que  el  funcionario  aludido  haya  incurrido  en  el  caso  pre- 
visto en  el  art.  309  del  Código,  siendo  asimismo  digno  de  tener  en  cuen- 
ta que  el  Gobierno  supremo  premió  su  conducta  en  los  sucesos  que  tienen 
relación  con  los  hechos  á  que  se  refiere  esta  causa; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
y  de  acuerdo  eon  el  parecer  de  mi  Consejo  de  Ministros,  Vengo  en  negar 
.  Ja  autorización  solicitada. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  primero  de  agosto  de  mil  ochocientos  sesen- 
ta y  siete. — Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros,  Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  20  de 
agosto  de  4867.) 


«lO. 

Aa¿oi*izaeion  (13  de  agosto  de  1867.)* — Lesiones. —Se 
eoDfirma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Navarra  en 
la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Tu- 
dela  para  procesar  á  los  guardas  municipales  de  (lampo  de  la  ciu- 
dad de  Cascante,  Manuel  Guerra  y  Gregorio  Zapater,  y  se  resuelve: 

Que  no  es  responsable  un  guarda  de  campo  de  las  íesiojies  que  se 
cama,  cayendo  al  fugarse,  la  persona  á  quien  trataba  de  detener 
por  hallarse  hurtando  frutos. 

m 
En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Navarra  ha 
negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Tudela  la  autorización  para  pro- 
.«esar  á  los  guardas  municipales  de  campo  de  la  ciudad  de  Cascante,  Manuel 
Guerra  y  Gregorio  Zapater,  del  cual  resulta: 
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Que >DOtwJO909  tos  espresados  guardas  de  que  en  an  htteKo  iflé  fi^opie- 
dad  pariieular  seitMi  á  cometer  un  hurto  de  verduras  y  frutas,  se  situaron 
coDveDíenteineDte  la  noche  en  que  debía  Terifiearse;  y  después  de  esperar 
uo  rato,  vieron  en  efecto  un  honbre  que  entró  en  el  huerto  y  se  pusoá 
hurtar  verdura: 

Que  apenas  oyó  la  voz  de  alto  dada  por  los  guardas  se  lanzó  á  correr; 
y  en  su  carrera,  seguido  siempre  por  aquellos,  cayó  dos  veces  al  suelo, 
causándose  algunas  contusiones: 

'Que  detenido  al  fín  por  los  guardas,  después  de  una  viva  resistencia 
que  obligó  á  uno  de  ellos  á  darle  un  golpe  con  la  carabina,  se  puso  el  he« 
cho  en  conocimiento  del  Alcalde,  el  cual  remitió  posteriormente  al  Juzga- 
ndo las  diligencias  por  él  practicadas: 

Que  continuadas  estas,  y  recibida  declaración  á  los  Facultativos,  ma- 
nifestaron que  las  lesiones  que  tenía  el  herido  pudieron  muy  bien  ser  cau- 
sadas por  las  dos  caídas  que  dio  en  su  precipitada  fuga,  y  únicamente 
había  lugar  á  suponer  que  un  golpe  que  había  recibido  en  el  pecho  debió 
ser  producido  por  la  carabina  de  uno  de  los  guardas: 

Que  c(>n  estos  antecedentes  el  Juez,  oído  el  Promotor  fiscal  y  de  con- 
formidad con  su  dictamen,  pidió  la  autorización  para  procesar  á  los  guar- 
das referidos  por  estimar  que  habían  inferido  sin  necesidad  las  lesiones  al 
hombre  á  quien  encootraron  hurtando  verdura,  faltando  así  á  los  deberes 
de  suieargo: 

Por  último,  que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  el 
Consejo  provH)Cíal,  negó  la  autorización  solicitada  fundándose  en  que 
además  de  ser  muy  verosímil  que  el  herido  se  causase  las  lesiones  en  sus 
violentas  caídas,  debía  tenerse  en  cuenta  que  si  alguno  de  los  guardas  le 
dio  afgun  golpe,  esto  fué  por  la  resistencia  que  opuso  á  entregarse  y  devol- 
ver los  objetos  hurtados: 

Visto  el iirt.  8.%*nám.  H  del  Código  penal,  que  exime  de  responsabi- 
lidad al  que  obre  en  cumplimiento  de  un  deber  ó  en  el  ejercicio  legitimo 
de  un  denectío,  autoridad,  oficio  ó  cargo: 

Considerando  que  existen  en  este  espediente  motivos  fundados  |)ara 
presumir  que  los  guardas  á  quienes  se  intenta  procesar  no  se  extralimita- 
ron de  la  linea  de  sus  deberes  ni  causaron  al  hombre  á  quien  perseguían 
las  lesiones  que  ha  padecido,  lo  primero  porque  su  cargo  les  imponía  la 
obligación  de  vigilar  é  impedir  los  atentaaos  contra  la  propiedad  rural,  y 
lo  segundo  porque  las  declaraciones  de  los  Facultativos  han  demostrado 

?|ue  dichas  lesiones  pudieron  ser  producidas  por  las  caídas  que  dio  en  la 
uga; 

Cooíormáodome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  "Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de^Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  deliGober- 
nador. 

Dado  en  Sao  Ildefonso  á  trece  de  agostode  rail  ochocientos  iSfisenta  y 
siete.— Eátá  rubricado  de  la  Real  mano.~íII  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  21  de 
agosto  de  1«67.) 

•  «11. 

Antovixaeion  (13  de  agosto  de  1867.).— LssioifBS.-^Se 
confirma  la  negativa  del  Gobenw«ior  de  la  provinoia  dejBatíajw  en 
la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  la  cu- 
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pital  p«ra  procesar  á  los  vigilantes  Pedro  Corrales  y  Alonso  Martin 
Carrion»  y  se  resuelve: 

Que  no  incurre  en  responsabilidad  criminal  el  agente  adminis- 
trativo que  para  resistir  la  agresión  que  le  presenta  una  persona  á 
quien  conduce  detenida,  se  ve  obligado  á  usar  de  sus  armas,  en  le^ 
gitima  defensa  y  en  cumplimiento  de  su  deber. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Badajoz  \m 
negado  ai  Juez  de  primera  instancia  de  la  cupital  la  autorización  para  pro- 
cesar á  los  vigilantes  Pedro  Corrales  y  Alonso  Martio  Carrioo  por  lesiones, 
y  del  cual  resulta: 

Que  los  espresados  vigilantes  se  hallaban  prestando  el  servicio  de  su 
instituto  en  una  de  las  caites  de  Badajoz  á  la  sazón  que  varios  sugetos  esta- 
ban promoviendo  escándalo,  por  lo  cual  los  amonestaron  para  que  tuvie- 
ran roas  prudencia  ó  se  retiraran  á  sus  casas: 

Que  uno  de  ellos  se  resistió  tenazmente,  y  entonces  los  vigilantes  le 
obligaron  á  que  se  marchase  en  su  compañía;  pero  en  el  camino  principia 
á  dar  golpes  á  uno  de  los  empleados^  visto  lo  cual  por  el  otro  le  pegó  de 
plano  con  el  sable,  pero  sin  producirle  mas  que  una  leve  contusión: 

Que  como  insistiese  todavía  el  paisano  en  sus  conatos  de  acometer  y 
golpear  á  los  vigilantes,  uno  de  ellos  se  interpuso  entre  los  dos  conten- 
dientes y  sacó  el  sable,  pero  sin  que  llegase  á  hacer  uso  de  él: 

Que  formada  causa  contra  el  paisano  por  resistencia  á  Ja  autoridad,  se 
mandó  sacar  testimonio  de  la  conducta  observada  por  los  vigilantes,  no 
obstante  haber  declarado  los  facultativos  que  las  contusiones  que  causa- 
ron al  paisano  no  tenian  importancia  alguna  ni  requerían  la  asislencia 
médica: 

Que  sacado  el  testimonio,  el  Juez  pidió  la  autorización  para  procesar  á 
los  vigilantes  por  si  habían  abusado  de  sus  cargos  é  incurrido  en  el  casr> 
previsto  en  el  art.  300  del  Código  penal;  pero  el  Gobernador  negó  aquet 
requisito  fundándose,  con  el  Consejo  provincial,  en  la  completa  irrespon- 
sabilidad de  ios  empleados  que  no  hicieron  mas  que  defenderse  de  la  agre- 
sión de  que  fueron  objeto: 

Considerando  que  de  lo  actuado  en  este  espediente  se  desprende  que 
no  hay  méritos  para  proceder  contra  los  vigilantes  referidos,  tanto  por  la» 
circunstancias  que  coocurrieron  en  el  hecho  que  se  ha  espuesto,  como 
porque  según  han  declarado  los  facultativos  el  paisano  no  presentaba  se- 
ñales de  herida  oi  lesión  alguna; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  blstado,  Vengo  en  conGrmar  la  negativa  del  Gober- 
nador. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  trece  de  agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano. —  El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  21  de 
agosto  de  1867.) 


!91«. 


Sentencia  (id  de  junio  de  1867.).— Nulidad  de  unos  be- 
MATKS.— Se  deja  sin  efecto  la  Real  orden  de  28  de  abril  de  1865. 
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reclamada  por  D.  Baldoinero  Gangoso  y  los  hijos  y  herederos  de 
DoD  José  Movijja,  y  se  resuelve: 

1.**  Que  subastada  con  las  formalidades  debidas  una  finca  y 
aprobado  el  remate  por  la  autoridad  competente  que  ordenó  la  ad- 
judicación^ queda  perfeccionado  el  contrato  de  compra-venta,  y  /i- 
gados  asi  la  Administración  como  el  comprador  al  cumplimiento 
de  sus  respectivas  obligaciones: 

2.*  Que  un  contrato  asi  otorgado  solo  puede  anularse  ó  quedar 
sin  efecto  por  haberse  procedido  con  un  vicio  esencial  ó  por  el  aban- 
dono del  comprador: 

Z.^  Que  cuando  no  consta  que  se  notificara  á  un  comprador  la 
orden  de  adjudicación  de  la  finca  subastada,  no  puede  imputársele 
la  omisión  del  pago  que  es  lo  que  constituye  el  aoandono; 

¥  4.''  que  cuando  consta  que  los  remates  se  han  aprobado  y 
que  la  Administración  se  ha  negado  á  recibir  el  precio,  subsiste  en 
toda  su  integridad  el  derecho  que  al  comprador  daba  aquella  apro- 
bación. 


Doña  Isabel  II,  etc. 

«Ed  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  úni- 
ca instancia,  entre  partes^  de  la  una  D.  Baldomero  Gangoso  y  los  hijos  y 
herederos  de  D.  José  Movilla,  vecinos  de  Cerecinos  del  Campo,  en  la  pro- 
vincia de  Zamora,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Inocencio  Lallave, 
demandantes,  y  dé  la  otra  la  AdmÍDÍstracíon  general,  demandada  y  re- 
presentada por  mi  Fiscal,  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  una  fteal 
orden  espedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  28  de  abril  de  i 86&  de- 
clarando nulos  ios  remates  de  varias  íiocas  que  fueron  subastadas  por 
los  demandantes. 
Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta  : 
Que  los  espresados  D.  Baldomero  Gangoso  y  D.  José  MoviHa  acadieron 
en  15  de  noviembre  de  1861  á  la  Dirección  general  de  Propiedades  y  De- 
rechos del  Estado  haciendo  presente  que  en  el  año  de  4843  habian  rema- 
tado ásu  favor  varias  fiocas  pertenecientes  al  Cabildo  eclesiástico,  fóbri- 
ca  de  Santa  María  y  cofradías  de  Animas  y  de  San  Nicolás  de  Villaipando, 
con  otras  de  ios  Cabildos  de  Villalobos  y  de  Benavente;  y  que  elevados  los 
espedientes  de  subasta  á  la  aprobación  superior,  se  adjudicaron  las  referi- 
das fincas  á  los  esponentes,  si  bien  no  se  les  comunicó  esta  resolución; 
pero  que  habiéndola, sabido  estraoficialmeote  se  presentaron  para  ser  no- 
tificados en  forma,  y  no  les.  fué  admitido  el  pago  por  la  látendencía  de  la 
provincia  de  Zamora  á  causa  de  hafc^er  acudido  los  llevadores  de  hüs  fincas 
con  una  instancia  ofreciendo  probar  su  derecho  al  domitíió  úañ  de  las 
mismas;  por  todo  lo  cual ,  y  suponiendo  que  la  indicada  cnestit)]!  «starít 
ya  resuelta  ,  pidieron  que  se  les  otorgase  la  correspondiente  escritnra  de 
venta  de  los  referidos  bienes,  previo  su  competente  pago: 

Que  habiendo  pasado  el  asunto  á  info^'pne  de  la  Administración  del  ramo 
de  la  indicada  provincia,  se  remitieron  por  la  misma  13  órdenes  iie  adju 
dicacion  de  los  referidos /ema tes  verificados  en  26  de  setiembre  y  2  y  9  de 
octubre  de  1843,  de  tas  que  resulla  haberse  adjudicado  en  él  réfbrWo'eciu- 
bre  á  los  mencionados  recurrentes  cinco  quiñones  y  una  heredad  *de  43iéfn 
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perteaecíentes  al  Cabiliio  eclesiásiico  de  Villalobos  ,  cofradía  de  Animas  y 
fnbríca  de  la  iglesia  de  Villalpando,  Y  oí-ros  varios  quiñones  á  favor  de  Don 
José  Movilla  y  compañía  ;  manifestando  al  propio  tiempo  que  ios  espedien- 
tes de  sulidsta  de  las  indicadas  tincas  ns  se  enconlrabao  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  la  capital ;  que  en  las  cuentas  corrientes  abiertas  á 
é  los  co'üpradores  aparecia  uoa  nota  que  decia:  «Queda  en  suspenso  el 
»pago  iU  este  quiñón  por  decreto  del  Sr.  Intendente  de  i5  de  mayo  de 
»í844  hasta  tanto  resuelva  la  Superioridad  acerca  de  los  espedientes  que 
i)al  efecto  se  instruyen,»  y  que  suponiendo  que  estos  espedientes  serian  los 
de  dominio  útil ,  la  Administración  los  había  buscado  escrupulosamente 
MU  lograr  hallarlos: 

Que  en  su  vista  acordó  la  citada  Dirección  general  en  abril  de  1863 
que  se  devolviera  el  espediente  á  la  Administración  de  provincia  á  &n  de 
que  se  practicaran  nuevas  y  mas  eficaces  averiguaciones,  disponiendo  poco 
después,  á  instancia  de  los  referidos  espouentes,  que  hasta  que  fuera  re- 
.suelta  su  reclamación  se  suspendiera  la  adjudicación  de  algunas  de  las  ñn« 
cas  de  que  se  trataba  quo  se  habían  anunciado  en  subasta: 

Que  en  27  de  enero  de  1864  devolvió  el  espediente  la  Administración 
<ie  Zamora  con  la  ampliación  dada  al  mismo  para  acreditar  que  ni  en  la 
Escribanía  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Zamora  ni  en  la  de  Bena* 
vente,  que  entendieron  en  los  espedientes  de  subasta  ,  se  encontraban  los 
referentes  á  las  lincas  en  cuestión;  manifestando  la  propia  Administración, 
respecto  á  los  que  se  instruyeron  sobre  reclamación  de  dominio  útil ,  que 
únicamente  se  habiao  hallado  cuatro  instancias  de  los  colonos  de  las  es- 
presadas íincas  dirigidas  en  junio  y  diciembre  de  1843,  sin  que  recayera 
en  ella  resolución  a^una;  y  que  otros  dos  colonos  incoaron  las  mismas  re- 
clainaciones  en  el  año  i855,  las  cuales  deberían  obrar  en  la  Dirección  ge- 
neral del  ramo,  no  siendo  posible  por  tanto  encontrar  los  antecedentes 
que  produjeron  la  citada  orden  de  la  Intendencia  de  aquella  provincia  de 
45  de  mayo  de  1844  sobre  suspensión  de  pagos,  ni  la  orden  misma: 

Que  en  vista  de  todo  fué  de  opinión  la  Asesoría  general  del  Ministerio 
de  Hacienda  de  que  debería  accederse  á  las  pretensiones  de  los  peticiona* 
rios  Movilla  y  Gangoso,  proponiendo  por  el  contrarióla  Dirección  general 
éel  ramo  que  se  les  denegase  su  instancia: 

Visto  el  acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Ventas  de  9  de  abril  de  1864 
resolviendo  por  noayoría  de  conformidad  con  el  pareicer  de  la  espresada 
Asesoría  ^neral,  acuerdo  que  fué  reclamado  por  el  referido  centro  direc- 
tivo propkoniendo  su  revocación: 

Visto  el  informe  que  dio  la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado 
«n  sentido  de  que  se  concediera  é  los  arrendatarios  de  los  bienes  en  cues- 
tión, que  hubieran  reclamado  la  declaración  de  dominio  útil ,  un  plazo  de 
tres  meseei  ílo  de  que  justificasen  su  dereclio,  pudiendo  además  instruir- 
se el  espediente  supletorio  para  reemplazar  los  de  subasta  de  los  mis- 
mos bien^: 

Visto  el  que  últimamente  emitió  el  mismo  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
opinando  que  iiebia  desestimarse  la  pretensión  de  ios  espresados  recur- 
ren les; 

Vista  la  Real. orden  da  28  de  abril  de  1865,  por  lacual^  de  conforma 
dad  con  el  Consejo  de  Estado,  se  revocó  el  citado  acuerdo  de  la  Junta  su- 
perior de  Ventas,  /«vorable  a  la  solicitud  de  los  inseresados,  y  se  declara* 
roo  nulos  ios  referidos  remates ,  disponiendo  asimismo  que  continuase  la 
instrucción  de  los  espedientes  promovidos  por  los  colones,  señalándoles 
el  término  de  tres  meses  para  que  justiOcasen  su  derecho  al  dominio  útil 
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d6  las  fincas  á  fin  dé  que  se  resolviera  én  este  punto  lo  que  fueVá  corres- 
pondiente. 

Vista  la  demanda  que  contra  la  precedente  Real  orden  presentaroo 
ante  el  Consejo  de  Estado  D.  Baldomcro  Gangoso  y  los  hijos  y  herederos 
del  espresado  D.  JoséMovilia,  representados  por  el  Licenciado  0.  Eladio 
Bernárdez,  al  que  ha  reemplazado  después  el  Letrado  D.  Inocencio  Laüa- 
ve,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la  citada  Real  resolución,  y  se 
admitan  los  pagos  de  las  ventas  mencionadas,  llevándolas  á  efecto  en  to- 
das sus  partes  en  la  forma  que  se  estipuló  al  celebrarlas: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal  en  que  pide  que  se  confirme  la  refe- 
rida  Real  orden: 

Vistos  ei  escrito  presentado  por  la  parte  demandante  en  solícitDd  de 
permiso  para  replicar,  y  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  ex- 
presado Consejo  por  el  que  le  fué  denegado: 

Vista  de  la  ley  de  2  setiembre  de  184t,  que  declaró  bienes  nacionales 
todas  las  propiedades  del  clero  secutar: 

Visto  el  decreto  de  la  Regencia  de  11  de  marzo  de  4843,  dirigido  á 
aclarar  algunas  disposiciones  de  dicha  ley: 

Vista  la  Real  óraen  de  25  de  enero  de  t847,  según  la  cual  solo  se  con- 
siderarán abandonadas  por  los  compradores  las  tincas  que  no  hubierao 
empezado  á  pagar  habiéndoseles  notificado  la  adjudicación: 

Vista  la  Real  orden  de  18  de  enero  de  t853,  en  la  que  se  dispuso  que 
á  pesar  de  la  declaración  de  quiebra  se  admitieran  á  los  compradores  los 
plazos  que  adeudaren,  siempre  que  lo  vereficaran  antes  de  la  nueva 
subasta: 

Visto  mi  Real  decreto -sentencia  de  22  de  mayo  de  1862: 

Considerando  que  subastadas  con  las  formalidades  establecidas  las  fin- 
cas objeto  de  la  demanda,  y  aprobados  los  remates  por  la  autoridad  com- 
petente que  ordenó  la  adjudicación,  quedó  perfeccionado  el  contrato  de 
compra- venta,  y  ligados  así  la  Administración  como  los  compradorjis  al 
cumplimiento  de  sus  respectivas  obligaciones: 

Considerando  que  un  contrato  así  otorgado  solo  puede  anularse  ó  que- 
dar sin  efecto  por  haberse  procedido  con  un  vicio  esencial  ó  por  el  aban- 
dono del  comprador: 

Considerando,  respecto  de  lo  primero,  que  el  único  defecto  atribuido 
i  la  enajenación  de  las  tincas  objeto  de  este  pleito,  que  es  el  de  que  na 
debieran  haberse  vendido  por  estar  arrendadas  antes  de  1800,  carfce  de 
toda  iustiíicacion;  pues  aunque  consta  que  antes  y  después  dé  realizaiias 
las  subastas  en  1843  se  hicieron  algunas  reclamaciones  por  los  colono.^  no 
se  ha  presentado  ninguna  prueba  de  que  hubieran  sido  atendidas  á  pesar 
del  largo  tiempo  trascurrido,  ni  existe  el  menor  dato  que  autorice  la 
creencia  de  que  los  cultivadores  reunieran  las  circunstancias  exigidas  por 
las  disposiciones  vigentes  para  aspirar  á  sus  beneficios: 

Considerando,  en  cuanto  al  abandono  atribuido  á  los  compradores, 
que  el  estravío  de  los  espedientes  de  subasta  y  de  todos  los  documentos 
que  debieran  existir  en  las  oficinas  de  la  Administración  opone  un  obs- 
táculo insuperable  á  la  justificación  de  aquel  abandono,  porque  no  consta 
que  se  les  notificaran  las  órdenes  de  adjudicación  de  las  fincas ,  y  menos 
por  consiguiente  la  fecha  en  que  se  hubiera  realizado;  y  faltando  este  dato 
DO  puede  imputárseles  la  omisión  de  pago  que  constituye  el  abandono: 

Considerando  que  consta  por  el  contrario  que  la  Administración  de- 
terminó que  no  se  recibiera  el  pago  del  precio,  pues  á  la  cabeza  de  cada 
una  de  las  cuentas  relativas  á  las  fincas  se  estampó  la  nota  de  que  quedaba 
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«O  suspenso  su  pago  por  disposicioü  dei  iateadeule  de  i 5  de  mayo  de  i 844 
hasta  que  se  re:rol viera  por  la  Superioridad  acerca  de  los  espedteates  quo 
al  efecto  se  instruiao ;  y  tampoco  se  ha  acreditado  que  aquelJa  suspeusioa 
se  alzara  ni  que  se  hubiera  hecho  saber  á  ios  compradores: 

Coosideraudo  que  no  siéodoles  imputables  oi  el  eslravío  de  los  espe* 
dientes  ni  la  falta  de  justitícacion  de  los  hechos  que  pudieran  perjudicar- 
les, j  constando  por  el  contrarío  en  los  únicos  datos  que  la  Administracioa 
conserva  las  dos  circunstancias  de  haberse  aprobado  los  remates  y  de  ha- 
berse negado  á  recibir  el  precio,  subsiste  en  toda  su  integridad  el  derecho 
que  aquella  aprobación  les  daba; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  Vengo  en  dejar  sin  efecto  la  Real 
orden  reclamada,  y  en  mandar  lo  tenga  la  adjudicación  de  las  fincas  pe- 
didas en  la  demanda,  previos  los  pagos  correspondientes. 

Dado  en  Palacio  á  diez  de.  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.— 
Está  rubricado  de  la  Real  nnano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez. 

Publicación. — Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  el  Consejo  pleno,  constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó 
que  se  tenga  como  resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refie- 
re; que  se  una  á  los  mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inser* 
te  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  15  de  junio  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  30  de  agosto  de  1867.) 


!9I3. 


Sentencia  (16  de  junio  de  1867.).— Pago  del  subsidio  cor- 
respondiente A  ciertos  productos.— Se  declara  nulo  todo  lo  actua- 
do ante  el  Consejo  de  Adnoinistracion  de  la  Isla  de  Puerto  Rico,  ea 
«1  pleito  seguido  entre  la  AdministracioQ  y  D.  JuliaoBlancoy  otros 
hacendados  del  partido  de  Guayama,  eo  dicha  isla,  y  se  re-* 
suelve: 

Que  68  materia  puramente  discrecional  de  la  Administración 
activa,  y  legaímenle  no  puede  someterse  ala  jurisdicción  contencio- 
so-administrativa  el  apreciar  la  importancia  de  unos  productos  para 
imponerles  la  contribución  correspondiente. 

Üoña  Isabel  II,  etc. 

En  el  pleito  que  pende  aQteel  Consejo  de  Estado  en  grado  de  apelación, 
entre  partes,  de  la  una  la  Administración  pública  apelante,  y  en  su  nom- 
bre  rai  Fiscal,  y  de  la  otra  D.  José  Sabater,  D.  Julián  Blanco  y  otros  ha- 
cendados del  partido  de  Guayama,  en  la  i^a  de  Puerto  Rico,  apelados  en 
rebeldía,  sobre  Ineficacia  de  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  de 
la  referida  isla  acerca  del  pago  de  subsidio  correspondiente  á  ciertos 
productos. 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta:  '  v  / 

Qi^e  el  Municipio  de  Guayama  elevó  en  26  de  abril  de  1864  á  la  IfÓm/ 
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dcDcia  general  del  Ejército  y  Real  Hacienda  de  la  isla  de  Puerto  Pico  e! 
padrón  de  productos  correspondiente  al  año  económico  de  4 8G4  y  4865, 
qoe  fué  aprobado  por  dicha  Intendencia;  pero  la  propia  Municipalidad  es- 
puso  después  que  los  productos  sacarinos  consignados  en  aquel  padrón 
no  eran  líquidos,  sino  totales  y  sin  rebaja  por  cooceplo  de  gastos;  y  en  su 
consecuencia  la  referida  Intendencia  mandó  practicar  de  nuevola  opera- 
ción, y  la  Administración  de  Rentas  internas  formó  un  nuevo  estado,  re 
bajando  la  cuarta  parte  del  producto  total,  con  arreglo  al  núm.  5,  artículo 
49  de  la  circular  de  25  de  setiembre  de  1861,  en  concepto  de  gastos  de 
producción,  proponiendo  á  la  vez  que  se  aumentase  un  \0  por  100,  como 
se  había  practicado  en  todos  los  pueblos  de  la  isla,  en  compensación  del 
consumo  de  las  poblaciones  y  de  las  ocultaciones  que  no  se  habian  podido 
evitar:      ^ 

Que  la  Intendencia  se  conformó  con  este  dictamen  en  7  de  abril 

de  18()5;  y  habiendo  pedido  D.  José  Sabater  y  demás  propietarios  del 

partido  que  se   les  rebajase,  no   solo  la  cuarta  parte  por  gastos  d<'l 

<  cultivo,  sino  el  10  por  100  de  aumento,  se  desestimó  su  solicitud  en   9  de 

junio  siguiente: 

Vista  la  demanda  que  en  su  consecuencia  D.  José  Sabater  y  consortes 
interpusieron  ante  el  Consejo  de  Administración  de  la  isla,  con  la  preten 
sion  de  que  se  revoquen  las  dos  espresadas  órdenes  de  la  Intendencia  de  7 
de  abril  de  1865  y  9  de  junio  posterior: 

Vista  la  contestación  del  representante  de  la  Administración  en  agüella 
isla  solicitando  la  absolución  de  la  espresada  demanda  y  la  confírmacion  de 
las  providencias  impugnadas: 

Vistas  las  pruebas  practicadas  por  las  partes: 

Vista  la  sentencia  que  el  referido  Consejo  de  Administración  dictó  en 
H  de  junio  de  1866,  por  la  cual  se  revocaron  las  resoluciones  de  7  de  abril 
de  1865  y  de  9  de  junio  posterior  citadas,  y  se  estimó  en  su  virtud  proce- 
dente la  rebaja  del  recargo  de  10  por  100  impuesto  á  los  productos  saca- 
rinos del  partido  de  Guayama,  é  imponible  la  contribución  solo  sobre  los 
productos  declarados  después  de  deducida  la  cuarta  parte  de  estos  para 
gastos  de  cultivo  y  fabricación: 

Vistos  el  recurso  de  apelación  que  pa-ra  ante  el  Consejo  de  Estado  in- 
terpuso de  la  anterioT  sentencia  el  representante  de  la  Hacienda  pública,  y 
el  auto  del  Consejo  de  Administración  en  que  le  fué  admitido: 

Visto  el  escrito  que  mi  Fiscal  presentó  ante  el  Consejo  de  Estado  coa 
la  solicitud  de  que  se  acuerde  la  nulidad  de  la  espresada  sentencia  por  ser 
contraria  al  texto  espreso  de  la  ley,  ó  en  otro  caso  que  se  revoque  el  pro- 
pio fallo  y  se  confirmen  las  resoluciones  impugnadas: 

Vistos  la  acusación  de  rebeldía  formulada  contra  la  parte  apelat^a  por 
no  haber  comparecido  á  usar  de  su  derecho  dentro  del  término  legal,  y  el 
auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  en  que  se  hubo  por  acusada: 

Visto  mi  fteal  decreto  de  4  de  julio  de  18*1,  relativo  áh  organización, 
atribuciones  y  procedimientos  de  los  Consejos  de  Admin-istracion  deültrn- 
naar,  y  especialmente  el  párrafo  primero  del  art.  27,  que  dice:  aLa  Sec- 
ción de  k)  Coutencioso,  constituida  en  Tribunal,  conocerá  dele  desigual- 
dad de  los  repartimientos  individuales  de  toda  clase  de  contriba- 
clonee:» 

Considerando  que  lo  reclamado  ante  el  Consejo  de  Administración  -^e 
Puerto- Rico,  y  lo  que  hoy  se  preteude  en  esta  segunda  instancia  por  los 
cosecheros  sacarinos  del  distnto  de  Guayama,  no  es  la  rectiBcaéion  de 
agravios  individuales  causados  comparativamente  en  el  reparto  de  la  con - 
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tríbucioq  impuesta  á  dicho  ramo^  sino  el  esceso  que  se  supone  cometida 
por  la  Admíoistracion  al  apreciar  su  total  itnportaucia;  materia  pora- 
mente  discrecional,  y  que  no  ha  podido  legalmente  someterse  á  la  juris* 
iliccíoa  cooteocioso-admínistrativa; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  \o  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  nulo  todo  lo  actuado  ante  el  Conse- 
jo de  Administración  de  la  citada  isla,  y  subsistente  la  parte  reclainada 
de  las  providencias  dictadas  en  7  de  abril  y  9  de  iunío  de  i865.  • 

Dado  en  P&lacio  á  diez  y  seis  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
stete.—Está  rubricado  de  ¡a  Real  mano. -«El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Barnén  María  Narvaez. 

Publicación. — Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  halláncTose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  retíere;  que  se  una  á  los  mismos,  se 
notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  la  Gaceta  de  que  eer* 
tífico. 

Madrid  ^2  de  junio  de  1867.— Pedro  de  Madrazo. — (Publicada  en  la 
Gaceta  de  \ .'  de  setiembre  de  i 867.) 


$$eiiteueia  (16  de  junio  de  1867.). — Indesinizagion  de  inte- 
reses. ^Adquisición  POR  EL  Estado  de  varios  efectos  sobrantes  de 
üN  suministro. — Se  confirma  en  parte,  y  en  parte  se  revoca  la  Real 
orden  de  9  de  setiembre  de  1865  reclamada  por  D.  Manuel  de  la 
Paliza,  y  se  resuelve: 

!.•  Que  cuando  la  rescisión  de  un  contrato  de  suministros  no  es 
un  acto  facultativo  ó  voluntario  de  la  Administración  ,  sino  un  de- 
recho eslablecido  á  favor  del  contratista  y  exigible  en  el  momento 
en  que  tenga  lugar  la  falla  de  pago  de  que  se  hizo  dependiente,  es 
claro  que,  pedida,  cesa  la  obligación  de  suministrar  lo  contratado 
desde  el  momento  en  que  se  ejercita  la  acción  de  rescisión: 

á.**  Que  si  á  pesar  de  esto,  y  para  que  el  servicio  no  quedara 
desatendido,  continuó  suministrando  el  cortlratista ,  esta  continua- 
ción debe  reputarse  fuera  de  las  condiciones  estipuladas  y  hecha  por 
cuenta  de  la  Administración,  siendo  consecuencia  de  ello  que  los  ar- 
ticules suministrados  se  abonen  a  los  precios  ordinarios  o  regulares 
de  las  respectivas  localidades  en  que  se  hace*  el  suministro; 

Y  3.**  que  la  Administración  no  está  obligada  á  recibir  los  efec- 
los  sobrantes  de  un  contrato  de  suministros^  cuando  no  se  ha  estipu- 
lado al  efecto  ninguna  condición. 

Dona  Isabel  II,  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única  ins- 
taí>cifl,  entre  partes,  de  la  una  D.  Manuel  de  la  Paliza,  contratista  que  fué 
dB.  suministros  de  algunos  presidios  del  reino,  representado  por  el  Lfcencia  ? 
do  D.  Ramón  Vinader ,  demandante,  y  de  la  otra  mi  Fiscal  en  nombre  de  la 
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A^minis(rfioH>D)<l6fl)a&4a<lft,  sobre  revoeacioQ  de  Is^EWal  órd^nrde.  9  de 
setiembre  de  i865,  en  cuanto  denegó  al  reC^rido  demnodimleí^  «ierta  in- 
deraoiíMieion  que  babia  solicitado  en  concepto  de  interesets,  y^  Miadquíst- 
ciop  por  el  Estado  de  los  artículos  y  utensilios  que  tuviera  «ft/«i«DaceDes 
«I  cesar  en  los  respectivos  contratos:  o;  s    «^Hv 

.Visto;  .  •  ■  r  \  er:  -j;' 

Vistos  los  antecedentes,  de  Jos  cuales  resulta: 

Que  adjudicado  por  Real  orden  de  26  de  agosto  de  1&64  al  menoiona- 
do  D.  Manuel  de  id  Paliza  el  servicio  de  suministros  de  víveres  da  los  pre- 
sidiosde  Alcalá  de  Henares, Badajoz,  Burgos,  Canal  de  Isabel  II,  Cartage- 
na, Ceuta,  Granada,  Sevilla  y  su  destacamento  de  Cádiz,  Tarragona  ,  To- 
ledo y  Zaragoza,  bajo  determinadas  condiciones;  y  como  por  parte  de  la 
Administración  no  se  ie  satisfaciese  el  importe  del  suministro  al  tiempo 
preíijad^en  Ja  condición  30  del  pliego  de  condiciones;  apoyado  en  esta 
cláusula  presentó  el  mismo  contratista  D.  Manuel  de  la  Paliza  á  Ja  Direc- 
ción general  del  ramo  dos  intaneias  pidiendo  Ja  rescisión  de  la  contrata 
respecto  á  los  presidios  de  Tarragona,  Alcalá,  Burgos,  Cádiz,  Canal  d« 
IsabeJ  11,  Ceuta,  Sevilla  y  Zaragoza,  y  el  abono  de  las  raciones  que  sumi- 
nistrara desde  1/  de  abril  de  1865,  fecba  d^  la  segunda  instancia-»  no  por 
el  precio  de  contrata,  sino  por  la  liquidación  que  se  formase;  y  que  se  de- 
terminara además  el  interés  proporcionado  que  deberia  abonarse  mientras 
durase  el  desembolso;  y  en  su  virtud  recayó  Real  orden  en  20  del  oaismo 
mes  y  año  ,  por  la  cual  se  dispuso  que  se  biciera  saber  al  contratista  que, 
reconociendo  el  Ministerio  de  la  Gobernación  el  derecbo  que  asistía  al  in- 
teresado para  que  se  declarasen  rescindidos  sus  contratos,  conforme  á  la 
condición  citada,  respecto  á  los  establecimientos  mencionados ,  cuyo  pago 
se  hubiese  diferido  mas  de  los  dos  meses  siguientes  al  ení  que  ímbiese  de- 
vengado el  suministro,  siempre  que  hiciera  constar  que  babia  sido  por 
culpa  de  la  administración,  se  bailaba  dispuesto  á  acordar  el  abono  de  in- 
tereses sobre  las  sumas  á  que  ascendieran  los  respectivos  libramientos 
bajo  el  tipo  en  que  se  conviniera»  pero  que  de  ninguna  manera  podia  acce- 
derse  á  la  segunda  parte  de  su  pretensión;  que  en  cuanto  á  la  rescisión  so- 
licitada esperaba  que  no  insistiera  en  ella,  pues  le  constaba  que  se  liabiao 
adoptado  medidas  á  íin  de  que  cesasen  las  causas  en  que  la  fundaba,  y  que 
en  otro  caso  señalara  un  término  prudente  y  racional  durante  el  cual  pu- 
diera prepararse  la  administración  para  hacer  por  sí  *el  servicio  de  que  se 
trata,  ya  que  no  fué  posible  prever  el  retraso  que  pudiera  haberse  esperi- 
fnentado  en  el  pago  de  aquellas  obligaciones: 

Que  comunicada  esta  Real  orden  al  interesado,  no  solo  insistió  «n  sos 
pretcnsiones,  sino  que  .haciéndose  cargo  de  su  contenido,  pidió  m  ^>;ra8 
dos  iastancías  dirigidas  al  Ministerio  en  K"  de  mayo  siguiente  que  se  de- 
clarase rescindido  el  contrato  en  cuanto  al  presidio  de  Tarragona  desde  4 
de  marzo  del  citado  año  1865;  desde  i.*  de  abril  inmediato  posterior  res- 
pecto á  los  de  Alcalá  de  Henares,  Canal  de  Isabel  II,  Ceuta,  Cádiz,  Sevilla, 
Zaragoza  y  Burgos;  y  con  relación  al  de  Granada  desde  4  de  mayo  del 
mismo  año,  fundándose  en  que  no  se  le  habia  satisfecho  el  irMporte  del 
suministro  de  un  mes  en  los  dos  siguientes,  con  arreglo  á  la  indicada  con- 
dición 30  de  la  contrata;  que  se  le  abonara  desde  el  mencionado  i.*  de 
abril  el  interés  de  un  9  por  100  al  año  sobre  las  cantidades  &o  «atisfechas 
«n  el  término  legal ;  que  se  ejecutaran  desde  entonces  las  iiquidacionei 
por  los  precios  medios  oficiales  que  tuviesen  los  artículos  en  la»  k>calida- 
des  respectiva»  hasta  que  dejara  de  hacer  el  suministro,  y  que  se  agregara 
«1  total  importe  el  de  las  estancias  de  enfermería  y  se  aumentase  ua 
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ié|»A^  100  áé'gastos  di^  admiDlstraei(m,  qu«|yrátít»  dér%(l^6^^^^ltí)0^  de 
éímmmkiéy  b^oeúm  iirdastfial:  j    4-       .  .  ^ 

f'  í:Q(ie«n^»rtodde  tales  aBtecedeotesV  de  las  solícrtlidés  pi^tídídás  por 
4di4k^iÉd  «Kmkratisia  c&d  posterioridad  á  las  espresadas  feclí»^,  pídieado 
<|ue  se  considerase  retirada  la  solicitud  de  resotsí€iii  reüpétíto  á^^ies  presi- 
dies de  Zaragoza  y  Burgos,  y  que  los  víveres  y  utensilios  q«ié  quedasen 
existentes  en  los  almacenes  de  los  demás  al  cesar  en  el  suministro  se  ad- 
quirieran por  la  Administración;  y  del  informe  emitido  por  las  Secciones 
de  6bbernarcioD  y  Fomento  y  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado,  se 
alíetela  Real  orden  de  9  de  setiembre  del  referido  año  1865,  por  la  cual 
se  declaró  r'escindído  el  contrato  de  suministro  de  los  presidios  de  Alcalá 
de-Henares,  Canal  de  Isabel  II,  Ceuta,  Cádiz,  Sevilla,  Granada  y  Zaragoza, 
aceptando  el  desistimiento  ni  contratista  respecto  á  los  de  Zaragoza  y  Bur- 
dos, y  «se*  no  procedía  el  abono  de  intereses  por  las  cantidaídes  no  satis- 
fechas «I  interesado  en  el  plazo  que  mareaba  la  condición  30  de  la  con- 
trata; y  se  mafodó' que  se  tiicíeran  las  liquidaciones  de  lo  que  hubiera  su- 
ministrado D.  Manuel  de  la  Paliza  desde  la  declaración  de  rescisión  del 
contrato  basta  que  fuese  relevado  del  servicio,  valuándose  las  especies 
«egan  su  respectiva  calidad  y  cantidad  por  los  precios  medios  eHcialés  que 
resultasen  en  lá  localidad  donde  estuviese  el  presidio,  comprobados  por 
peritos; -que  e)  suministro  de  enfermerías  se  hiciera  y  abonara  como  el 
¿eneráis  de  los  presidios  á  que  correspondieran  ,  no  ddiñendo  esoeder  su 
importe  del  de  ks  estancias  en  los  hospitales  de  las  localidades  rtispecti- 
vas;  7  que  el'contratista  consignara  y  justificase  en  suscuentas  los  gas- 
tos^  de  administración,  alquileres,  quebrantos  de  giro  y  beneficio  indus- 
triad, como  todo  lo  demást  para  abonarle  los  que  se  considerasen  justos 
f  proeedi^nbts;  y  qni»  se  manifestara  á  EK  Manuel  de  la  Paliza  que  no  era 
aceptable  su  proposición  de  que  se  adquirieran  por  el  Estado  los  artículos 
iy^uteásilíos  que  dejara  «falos  almacenes  al  cesar  en  el  suitoinistr^,  sin 
perjuteiade acordar  en  tiempo  oportuno  y  segan  las  circuntanctas  lo  que 
«obre  el  particular  se  considerase  mas  conveniente. 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  y  mejorada 
posterionniente  por  el  Licenciado  D.  Ramón  Viuader,  en  representa- 
<>ion  de  D.  Manuel  de  la  Paliza,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  en 
la  parte  necesaria  la  precitada  Real  orden  de  9  de  setiembre  de  t8<l5,  y  en 
^u  consecuencia  que  se  abone  por  la  Administraci^^n  á  su  representado  el 
suministro  hecho  desde  las  fechas  en  que  se  presentaron  las  solicitudes  de 
rescisión  por  los  precios  medios  oíieiales  de  las  especies  en  las  localidades 
de  les  preskhos  de  Alcalá  de  Henares,  Canal  de  Isabsl  If,  Cádiz,  Ceuta, 
Oranada,  Sevilla  y  Tarragona;  que  se  le  indemnizase  de  les  perjtii^Sios  que 
lia  sufrido  á  causa  de  la  tardanza  de  la  Administración  en  pagarle  los  li- 
brami^ntosy  fijando  el  d  por  ÍOO  de  intereses,  ó  en  cuatquíelra  etr«  forma 
equFvaíeote;  y  que  se  le  abonen  por  el  Estado  los  ntenslhos  de  almacén  y 
gastos  de  preparación  de  que  no  haya  podido  ó  no  pueda  el  contratista 
Teembolsarse: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  absolución  de 
a  demanda  y  la  confirmación  de  la  parte  de  la  Real  érden  que  per  la  mis- 
ma se  impugna: 

Visto  el  pliego  de  condiciones  en  que  se  contrató  el  sumistro  de  víve- 
res 7  ntensiiios  de  los  presidios  espresados  en  la  Real  orden  de  26  de  agos- 
te de  i864«  y  con  particularidad  la  condición  30,  en  la  que  literalmente 
se  dice:  «En  eleasode  que  por  culpa  de  la  Administración  no  se  abonase 
alvContratista  el  imperte  del  suministro  de  un  mes  durante  los  dos  sí- 
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guientes  ,  teodrá  derecho  á  que  se  declare  rescindido  el  contrato:» 
Vista  la  Real  orden  de  20  de  abril  de  i 865,  en  la  que  se  reconeció  el 
derecho  del  contratista  para  exigir  el  cumplimiento  de  aquella  condición 
respecto  de  los  presidios  en  la  misma  orden  mencionados,  y  que  la  Admi- 
nistración se  hallaba  dispuesta  á  acordar  el  abono  de  intereses  sobre ^' las 
sumas  á  que  ascendieran  los  Hbramientos  no  satisfechos  en  los  plazos  se^ 
ñalados: 

Considerando  que  la  rescisión  del  contrato  origen  de  este  pleito  iío  era 
un  acto  facultativo  ó  voluntario  respecto  de  la  Administración,  sino  un 
derecho  establecido  en  favor  del  contratista  y  exigible  en  el  momento  en 
que  tuviera  lugar  la  falta  de  pago  de  que  se  hizo  dependiente; 

Considerando  que  acreditado  este  estremo  de  tal  modo  que  la  misma 
AííAiinislracion  reconoció  el  derecho  del  demandante  para  pedir  la  resci- 
sión, era  consiguiente  declararle  exento  de  la  obligación  del  süfliinietro 
desde  el  momento  en  que  ejercitó  su  aiccion; 

Considerando  que  si  á  pesar  de  esto,  y  porque  el  servicio  no  quedara 
desatendido  continuó  suministrando,  esta  continuación  debia  reputarse  fue- 
ra de  las  condiciones  estipuladas  y  hecha  por  cuenta  de  la  Administración, 
siendo  consecuencia  de  ello  que  se  abonaran  los  artículos  suministrados 
á  los- precios  ordinarios  ó  regulares  de  las  respectivas  localidades; 

Considerando  q^ue  reconocido  también  en  la  Real  orden  de  20  de  abril 
de  f865  el  dierecho  del  contratista  al  abono  de  intereses  por  el  importe  de 
los  libramientos  no  satisfechos  en  el  plazo  fijado  en  el  contrato,  este  abono 
debe  limitarse  al  tiempo  posterior  á  los  dos  meses  que  la  Administración 
se  reservó  para  hacer  el  pago: 

Considerando  que  ninguna  de  las  condiciones  del  contrato  obligaba  á 
la  Administración  ni  al  nuevo  contratista  i  recibir  las  existencias  que  el 
de  1864  tuviera  á  la  terminación  del  suyo; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado  ,  Vengo  en  declarar  que  deben  abonarse  al  demandante 
los  víveres  y  utensilios  suministrados  á  los  presidios  desde  que  llegó  á  co- 
nocimiento de  la  Administración  su  instancia  para  que  se  rescindiera  el 
contrato»  á  los  precios  medios  oficiales  que  tuvieron  en  las  localidades  res- 
pectivas, é  igualmente  los  intereses  correspondientes  al  6  por  100  sobre 
el  importe  de  los  libramientos  no  satisfechos  después  de  trascurridos  los 
dos  meses  que  la  Administración  se  reservó  para  hacer  el  pago;  confirman- 
do la  Real  orden  reclamada  en  lo  que  con  este  mi  Real  decreto  sea  confor- 
me y  dejándola  sin  efecto  en  lo  que  no  lo  sea. 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  seis  de  junio  dé  rail  ochocientos  sesenta  y  sie- 
te.—Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de 
Mini«tros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audieDcia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
tinal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 
Madrid  22  de  junio  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.--(PubliC8da  tu  la 
Gacita  de  10  de  setiembre  de  1867). 
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^15. 

H^enieneia  (16  de  junio  de  1867.).— Exención  de  la  des- 
amortización.— Reparto  de  tierras. — Se  deja  sin  efecto  la  Real 
orden  de  26  de  agosto  de  i866  reclamada  por  varios  vecinos  del 
pueblo  de  Alba,  provincia  de  Teruel,  y  se  resuelve: 

i.**  Que  la  ley  de  6  de  mayo  de  1855  impone  la  obligación  de 
legitimar  su  propiedad  á  los  poseedores  de  terrenos  de  Propios  re- 
partidos en  virtud  de  la  Real  cédula  de  1770,  decretos  de  las  Cor- 
tes y  acuerdos  de  los  Ayuntainientos  durante  la  guerra  de  la  I41- 
dependiencia,  mas  no  á  los  que  poseían  dichos  terrenos  antes  de 
dictarse  estas  resoluciones; 

Y  2."*  que  son  nulos  los  repartos  de  los  bienes  de  Propios  hechos 
con  posterioridad  á  la  ley  de  26  de  agosto  de  1837. 

Dona  Isabel  II,  ele. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  parles,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Juan  Gonwlez  Alonso» 
á  nombre  de  varios  vecinos  del  pueblo  de  Alba,  provincia  de  Teruel,  de- 
mandantes, y  de  la  otra  la  Administración  general,  demandada  y  repre- 
sentada por  mi  Fiscal,  sobre  si  procede  ó  no  la  revocación  de  la  Real  or- 
den de  16  de  agosto  de  1866  y  la  declarncioo  de  que  la  Pardina  de  Galle! 
no  está  sujela  á  la  venta  prevenida  por  las  leyes  desamorlizadoras,  y  de 
que  por  tanto  los  vecinos  de  Alba  ejecutaron  legítimamente  la  distribu- 
ción de  ese  terreno  en  la  forma  en  qve  lo  hicieron: 
Visto: 
Vistos  los  antecedentes  del  asunto,  y  entre  ellos: 

i.**  Un  certificado  espedido  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de 
Alba,  cotejado  y  comprobado  después  con  la  escritura  pública  de  2  de 
enero  de  1637,  testimoniada  á  mayor  abundamiento  por  un  Escribano  nu- 
merario, en  que  resulta  que  en  el  mencionado  dia  y  año  la  comunidad  de 
las  aldeas  de  Teruel,  que  tenia  por  objeto  volar  por  la  bnena  administra- 
ción de  los  bienes  pertenecientes  á  los  pueblos  que  la  componian,  agregó 
perpetuamente  á  los  Jurados,  Concejo,  Universidad,  singulares  personas, 
vecinos  y  habitantes  del  lugar  de  Alba  toda  la  Pardina  de  Gallel,  con 
montes,  leñas,  yerbas,  prados,  ríos,  acequias,  aguas  y  riegos,  por  precio 
de  2,700  dineros  jaqueses  que  el  concejo  había  de  pagar  en  40  de  octubre 
de  cada  año  á  dicha  comunidad: 

2.*  Otro  dado  en  la  misma  forma,  que  contiene  la  provisión  de  firma 
despachada  por  la  Audiencia  de  Zaragoza  en  29  de  mayo  de  <75V,  á  ins- 
tancia del  Ayuntamiento  y  vecinos  de  Alba,  para  que  no  les  turbaran  en 
el  derecho,  uso  y  pacífica  posesión  de  la  Pardina  de  Gallel,  y  si  algo  se 
hiciere  en  contra,  se  revocara  y  anulase  hasta  que  volviera  á  su  primero 
y  debido  estado;  y  . 

3.**  Testimonio  dado  por  un  Escribano  numerario  del  amojétfamriento 
del  espresado  terreno,  hecho  en  13  de  enero  de  1759  con  intervención 
de  algunas  corporaciones  municipales  que  componian  la  comunidad  de  las 
aldeas: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  que  resulta: 

Que  en  l.°de  diciembre  de  1855  el  Ayuntamiento  de  Alba  acudió  á 
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\ñ  Juota  provincial  de  Ventas  maaifestaDdo  que  eo  la  relación  de  Gncas 
del  puebio  de  aprovechamiento  común  se  haNaba  comprendida  entre 
otras  la  Pardma  de  Gallel  con  labores  de  5iO  fanegas  de  sembradora,  ter- 
reno que  el  vecindario  tenia  dividido  en  pequeñas  porciones,  pasando  de 
padres  á  hijos,  y  pidió  que  se  declarase  que  la  mencionada  finCá  «staba 
osceptuada  de  la  enajenación: 

Vista  la  Real  orden  de  2 i  de  julio  de  (859,  espedida  por  el  Ministerio 
déla  Gobernación,  en  la  que 

Considerando: 

1.^  Que  cualquiera  que  fuese  la  denominación  del  contrato  celebrado 
<»ntre  la  comunidad  de  las  aldeas  de  Teruel  y  el  pueblo  de  Alba  en  2  de 
enero  de  1637,  por  él  se  estipuló  que  se  agregaba  á  este  toda  la  Pardina  de 
Gltilel  con  sus  montes,  prados,  rios,  acequias  y  cualesquiera  otros  dere- 
chos, sí  bien  con  la  obügacion  de  satisfacer  el  canon  anual  que  en  la  escri- 
tura se  convino: 

2.  Que  este  contrato  bilateral,  cuyo  cumplimiento  fué  objeto  de  va- 
rias ejecutorias  despachadas  por  los  Tribunales,  no  podia  reputarse  nulo  á 
voluntad  de  una  de  las  partes,  ni  debia  intentarse  en  lu  esfera  administra- 
tiva  acto  alguno  que  tendiera  á  su  modificación;  y 

3."  Que  todas  estas  prestaciones  eran  redimibles  según  lo  dispuesto  en 
la  ley  24,  tít.  5.%  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilaciop,  se  resolvió  que  se 
mantuviese  al  pueblo  y  vecinos  de  Alba  en  la  quieta,  pacífica  y  no  inter- 
rumpida posesión  en  que  hablan  venido  de  la  citada  Pardina,  y  se  declaró 
redimible  el  capital  de  las  prestaciones  con  arreglo  á  las  disposiciones  vi- 
gentes: 

Vista  la  demanda  presentada  por  la  Junta  administradora  de  la  comu- 
nidad de  aldeas  de  Teruel  con  la  pretensión  de  que  se  dejara  sin  efecto  la 
espresada  decisión,  y  la  Real  orden  de  23  de  abril  de  1860,  por  la  cual  se 
<lelerminó  que  no  procedía  la  vía  contenciosa,  tomando  en  cuenta  que  por 
la  Real  orden  de  21  de  julio  de  1859  no  se  prejuzgaba  ni  establecía  dere- 
-ciio  alguno  de  propiedad  sobre  la  Pardina  de  Gallel  en  beneficio  de  una  de 
las  partes  interesadas  con  perjuicio  de  la  otra,  y  que  la  demanda  afectaba 
M  derecho  de  propiedad  de  la  finca,  y  su  conocimiento  correspondía  á  los 
Tribunales  ordinarios: 

Vista  la  escritura  de  redención  del  censo,  otorgada  en  1.®  de  julio  de 
^860  por  la  Junta  administradora  y  de  ventas  de  la  comunidad,  en  que  se 
espresa:  que  fué  instalada  de  conformidad  á  lo  prevenido  en  Real  orden 
<le  22  die  abril  de  1858,  y  autorizada  por  esta  disposición  para  enajenar  los 
bienes  que  la  pertenecieran  en  cantidad  bastante  á  estinguir  los  créditos 
<iensuales  que  sobre  ella  pesaban:  que  en  su  consecuencia  acordó  vender 
en  pública  subasta  la  mencionada  Pardina  agregada  al  pueblo  de  Alba, 
Jlegando  al  estremo  de  anunciar  el  remate:  que  en  tal  estado  suspendió  la 
enajenación  porque  el  Ayuntamiento  de  Alba  habia  recurrido  al  Gobierno 
para  que  no  se  vendiese,  fundándose  en  el  contrato  de  2  de  enero  de  1637 
y  en  varias  ejecutorias  por  las  cuales  se  consideraba  dueño  del  dominio 
útil:  que  en  virtud  de  estos  datos,  y  con  arreglo  á  la  Real  orden  de  21  de 
julio  de  1859,r  los  vecinos  se  habían  dirigido  á  la  Junta  para  redimir  el 
iieaso;  y  por  último,  que  esta  corporación,  usando  de  sus  facultades  y  i 
fio  de  evitar  pleitos,  transigió,  otorgando  al  efecto  la  presente  escritura 
pública  de  redención  de  censo  de  2,202  rs.  y  36  céntimos  á  que  habían 
quedado  reducidos  los  2,700  dineros  jaqueses,  por  la  suma  de  70,000  rea- 
les; proposición  que  aceptaron  los  representantes  del  Ayuntamiento,  se- 
^un  consta  del  mismo  documento:  ' 
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yisto  el  eertíGcado  espedido  por  la  MunicipaHdad  de  Alba  en  30  de  no* 
Yíembrede  4862  con  referencia  á  los  ftmiilaramieDtos  de  riqueza  desde 
1837,  de  los  que  constaba  que  540  fanegas  de  tierra  labrantía  de  la  Par- 
dina  de  Galle!  fueron  distribuidas  entre  los  vecinos  de  la  primera  época  do 
la  agregación,  habiendo  pasado  de  padres  á  hijos,  y  que  otorgada  la  escri- 
tura de  i."  de  julio  de  i860  se  hizo  también  distribución  entre  los  vecinos 
por  partes  iguales  del  terreno  resíante  de  la  mencionada  Pardina: 

Vista  la  copia  de  este  segundo  repartimiento  hecho  por  peritos  de  132 
suertes  y  i  O  fanegas  cada  una,  adjudicándolas  á  los  vecinos  que  contribu- 
yeron á  la  luición; 

Visto  el  acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Ventas  de  20  de  febrero  de 
1863  en  que  se  desestimó  la  escepcion  solicitada  en  el  concepto  de  que 
se  trataba  de  aprovechamiento  común,  si  bien  se  reservó  á  los  vecinos 
entre  quienes  se  hallaba  repartido  el  terreno  el  derecho  de  que  se  creye- 
ran asistidos  con  arreglo  á  la  ley  de  6  de  mayo  de  i 855  y  demás  disposi- 
ciones vigentes: 

Vista  la  Real  orden  de  17  de  noviembre  del  mismo  año  ,  espedida  por 
el  Ministerio  de  Hacienda,  que  confirmó  el  referido  acuerdo  : 

Vista  la  solicitud  que  en  21  de  diciembre  de  1864  dirigieron  los  veci- 
nos de  Alba  al  Gobernador  de  la  provincia  espresando  que  hablan  satisfe- 
cho de  su  peculio  particular  el  importe  de  la  redención  del  censo,  y  cod 
este  motivo  se  consolidaron  en  ellos  el  dominio  útil  y  el  directo,  ó  sea  la 
plena  propiedad  de  la  Pardina  de  Gallel;  que  seguros  en  sus  derechos  de- 
Í3ropietarios.  dividieron  el  terreno  en  suertes  entre  los  que  contribuyeron 
á  redimir  el  censo;  que  sin  embargo  acababa  de  llegar  á  su  noticia  que  el 
Estado  trataba  de  venderle;  y  pidieron  que  se  sirviera  declarar  que  la  Par- 
dina  de  Gnllel  era  de  patrimonio  privado  de  los  reclamantes,  y  en  su  vir- 
tud oue  se  suspendiera  todo  procedimiento  para  la  venta: 

visto  el  informe  de  la  Administración  de  Propiedades  y  Derechos  del 
Estado,  en  el  sentido  de  que  no  estando  en  las  atribuciones  del  Goberna- 
dor resolver  acerca  de  la  procedente  reclamación,  porque  la  Beal  orden 
de  17  de  noviembre  de  1863  había  declarado  sujeta  á  enajenación  ia  refe- 
rida Pardina  se  remitiese  el  espediente  á  la  Superioridad ,  como  asi  se 
hizo: 

Vista  la  Real  orden  dictada  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  3  de  no- 
viembre de  i865,  por  la  cual;  tomando  en  cuenta  que  los  vecinos  de  Alba 
hablan  pedido  el  reconocimiento  de  la  propiedad  por  haberles  correspon- 
dido en  virtud  del  repartimiento  hechvj  con  arreglo  á  la  ley  de  6  de  mayo 
de  1855,  y  aue  la  calificación  y  declaración  de  tal  derecho  correspondía  al 
Ministerio  de  la  Gobernación ,  se  remitieron  á  este  todos  los  antecedentes 
para  la  resolución  que  correspondiera: 

Vista  la  Real  orden  espedida  por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  en  16 
de  agosto  de  1866  á  consecuencia  de  la  remisión  del  espediente,  en  que  se 
dispuso  que  no  procedía  resolver  en  favor  de  la  legitimación  de  los  terre- 
nos de  la  Pardina  de  Gallel,  según  lo  habían  solicitado  los  vecinos  de  Aiba, 
quienes  en  todo  caso  podían  pedir  la  instrucion  de  los  oportunos  espedien- 
tes con  arreglo  á  la  Real  orden  de  4  de  noviembre  de  1862  y  á  la  de  21 
de  seüeinbre  de  1865;  pero  con  prohibición  de  que  asasen  de  este  recur- 
so aquellos  cuyos  terrenos  procedían  del  reparto  de  1860,  toda  vez  que  en 
el  art.  2.*  de  la  Real  orden  de  30  de  junio  de  1862  se  prevenía  que  no  se 
diera  curso  á  la»  solicitudes  de  roturaciones  6  repartimientos  posteriores 
al  decreto  de  las  Cortes  de  13  de  mayo  de  1837: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licencia- 
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do  D.  Jaan  Gaozalez  AIodso  á  nombre  de  los  vecÍDos  del  puebla  de  AU)c% 
pidiendo  que  se  revoque  la  citada  Real  orden  de  16  de  agosto  de  1866  y 
que  se  declare  que  la  Pardina  de  Gallel  oo  ha  estado  sujeta  á  la  venta  pre- 
venida por  la  ley  del,**  de  mayo  de  1855,  ni  ala  del  6  del  mismo  mes  y  año 
en  que  se  estableció  e!  modo  con  que  se  habia  de  legitimar  la  propiedad  de 
terrenos  ó  roturados  ó  repartidos  arbitrariamente  por  los  Ayuntamientos, 
y  por  lo  tanto  que  los  vecinos  de  Alba  han  podido  hacer  la  división  de  la 
citada  Pardina  de  Gallel  entre  los  que  veoian  disfrutándola  pro-tnditnso: 

Visto  el  escrito  de  mi  fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  consulte  la  ab- 
solución de  la  demanda  y  la  confirmación  de  la  referida  Real  orden: 

Visto  el  art.  1/  de  la  ley  de  6  de  mayo  de  1855: 

Vista  la  Real  orden  de  26  de  julio  de  1862: 

Considerando  que  las  540  fanegas  de  tierra  de  la  Pardina  de  Gallel 
fueron  .repartidas  en  1637  entre  los  ^recinos  de  Alba^  y  que  >us  poseedores 
han  satisfecho  un  canon  constantemente  á  la  comunidad  de  aldeas  de  Te- 
ruel en  reconocimiento  del  dominio  directo: 

Considerando  que  la  ley  de  6  de  mayo  de  1855  impone  la  obligación 
de  legitimar  su  propiedad  á  los  poseedores  de  terrenos  de  Propios  repar- 
tidos en  virtud  de  la  Real  cédula  de  1770,  decretos  de  las  Cortes  y  acuer- 
dos de  los  Ayuntamientos  durante  la  guerra  de  la  Independencia,  ma&  d6 
a  los  que  poseian  dichos  terrenos  antes  de  di<^tarse  estas  resoluciones: 

Considerando  que  si  bien  son  nulos  los  repartos  de  los  bienes  de  Pro- 
pios hechos  con  posterioridad  á  la  ley  de  26  de  agosto  de  1837,  los  posee 
dores  de  las  1,320  fanegas  distribuidas  en  1860  no  fundan  su  derecho  en 
el  reparto  hecho  por  el  Ayuntamiento,  sino  en  que  redimieron  el  canon 
pagando  70,000  rs.  vn,  al  señor  del  dominio  directo; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado.  Vengo  en  dejar  sin  efecto  la  Real  orden  de  26  de  agos- 
to de  1866,  y  en  declarar  que  no  tienen  obligación  los  poseedores  de  las 
540  fanegas  úe  la  Pardina  de  GaJlel  de  legitimar  los  repartos  con  arreglo 
á  la  ley  de.6  de  mayo  de  1855,  y  que  tampoco  procede  la  nulidad  del  re- 
parta* hecboen  186Óeutre  los  vecinos  de  Alba,  por  haber  sido  consecuen- 
cia de  la  fedencion  del  censo  satisfecha  por  los  mismos. 

Dado  en  Palacio  á  16  de  junio  de  1867.— Está  rubricado  de  la  Real 
mano. — ^El  Presidente  del  Consejo  de  Miuistros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicacioíi. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  miel  Se- 
cretariegeneral  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audieocía 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos:  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  22  de  junio  de  1867.--Pedro  de  Madraio.— (Publicada  en  I* 
Gaceta^  de  i  í  de  setiembre  de  1867,). 


Sentencia  (17  de  junio  de  4867.).— Arrendamiento  dk  una 
ALMADRABA.— Se  absucIvc  á  la  Administracioo  de  la  demanda  enta- 
blada por  D.  Antonio  Cortina  Bustamaate  contra  la  Real  orden  de 
11  de  diciembre  de  1865;  se  confirma  rsta,  y  se  resuelve: 

Que  se^un  el  esjAritu  y  letra  del  Reglamento  de  almadrabas  de 
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9i  de  setiembre  de  1828,  la  veda  de  que  disfruta  el  arrendatario  de 
una  de  ellas  es  la  impuesta  á  los  iudividuos  de  las  matriculas  en 
la  zona  á  que  el  arriendo  se  estiende,  pero  no  comprende  la  impo- 
sibilidad ó  prohibición  de  arrendar  otra  almadraba  distinta,  cir  - 
cunscritaá  diferentes  límites. 

Doña  Isabel  H»  etc. 

Eo  el  pleito  que  pende  ante*  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  ÚDÍca 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Rafael  Rozo,  eo  nom- 
bre deD.  Antonio  Cortina  Biistamanle,  vecino  de  Huelva  y  arrendatario 
de  la  almadraba  titulada  La  Tuta,  en  la  misma  proTÍncia,  demaüdante,  y 
de  la  otra  mi  Fiscal,  representando  á  la  Administración  general  del  Esta- 
do, demandada,  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  Real  orden  de  H 
de  diciembre  de  Í865,  espedida  por  el  Ministerio  de  Marina,  que  desestimó 
las  protestas  del  referido  Cortina  con  motivo  del  arrendamiento  de  otra 
almadraba  inmediata,  llamada  del  Portíl: 

Vistor 

Vista  la  subasta  pública  celebrada  en  9  de  setiembre  de  i 8^5  para  ei 
arrendamiento  por  cuatro  años  de  la  almadraba  titulada  La  Tula  y  adju-^ 
dicada  á  D.  Antonio  Cortina,  como  meior  postor,  bajo  el  pliego  de  condi- 
ciones formhdo  al  efecto,  entre  las  cuales  decia  la  primera  que  el  sitio 
donde  babia  aquella  de  calarse  era  desde  la  casa  conocida  con  el  nombre 
de  Matamoros  hasta  la  punta  del  Gato  en  la  costa  de  Huelva;  la  clausula 
segunda  establecía  que  el  rematante  disfrutaría  de  la  veda  prevenida  por 
reglamento  á  su  favor,  de  lodo  arte  de  pesca,  desde  la  torre  Umbria  hasta 
dos  millas,  tanto  hacia  Levante  como  hacia  Poniente;  y  la  novena  deter- 
minaba que  además  de  las  cláusulas  del  pliego  regirían  para  el  coDtrato 
rodas  las  reglas  generales  aprobadas  por  Real  orden  de  20  de  abril  de  4862 
y  reglamento  de  almadrabas  de  24  de  setiembre  de  1828: 

Vistos  el  anuncio  y  diligencias  de  remate  de  la  almadraba  del  Portil, 
en  el  concepto  de  que  su  calamento  debia  hacerse  entre  la  torre  Umbria 
y  la  demarcación  de  La  Tula,  y  por  tanto  dentro  de  la  zona  de  veda  para 
ésta  señalada;  y  la  protesta  hecha  por  Cortina  contra  la  indicada  subasta, 
sosteniendo  que  se  introducía  con  ello  una  novedad  esencia  I  en  su  contrato 
y  que  se  le  cercenaban  los  derechos  queá  su  favor  tenia  otorgados: 

Vistos  los  informes  del  Conwindante  general  de  los  tercios  del  Ponien- 
te, del  Auditor  y  Capitán  general  del  Departamento  de  Cádiz  y  del  Au- 
ditor de  Marina  de  esta  corte,  emitidos  en  sentido  desfavorable  á  la  pro- 
testa del  reclamante: 

Vista  la  Real  orden  de  H  de  diciembre  de  1865,  que  en  su  virtud,  y 
de  acuerdo  con  los  precedentes  dictámenes,  recayó  desestimando  la  pro- 
testa de  que  se  trata  y  aprobando  el  renoate  veriíicado  de  la  almadraba  del 
Portil  á  favor  de  D.  Domingo  Císneros: 

Vista  fia  demanda  <que  el  Licenciado  D.  Rafael  Roeo^  eo  nombire  de 
Cortioa  Bustamante,  interpuso  ante  el  Consejo  de  Estado  con  la  solicitud 
de  que  se  revoque  la  anterior  Real  orden,  y  eo  su  coose  uencia  se  declare 
k  nulidad  ó  rescisión  de  ]a  subasta  y  adjudicación  de  la-  almadraba  del 
Portil,  como  incompatible  con  lo  pactado: 

Vistos  dos  documentos  presentados  por  el  demandante,  á  saber:  un 
plano  del -sitio  objeto  de  la  controversia,  y  una  certificación  del  encargado 
del  detall  ^  la  Comandancia  militar  de  Marina  de  Huelva,  en  la  qu«  cons- 
ta que  desde  la  creación  en  1841  de  la  almadraba  del  Portíl  solo  se  había 
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calado  los  años  desde  1842  ai  de  i847»  y  desde  el  ri^  iKS^^4Hif^M4; 

{Vista  la  «MHestacioii  dé  mi  Fiscal  á  la  referida  itetonmi^  lénP^ 

pide  sa  absohicicm  y  la  contírroacion  déla  Real  órdéd ^r 4a '^tfi^ V 

impagnada:  .    .     ;  .*      ^ 

Visto  el  pliego  de  condiciones  formado  para  la  subaMa'  d^-la'  áf* 
madraba  llamada  de  La  Tuta,  y  con  particularidad  las  señálátüat  ^Od  '  1^ 
números  2  y  9:  .  ü  «>i 

Visto  el  reglamento  de  almadrabas  de  24  de  setiembre  de  1828?'' 

Vista  la  certificación  del  encargado  del  Uetall  en  la  Comandaécü  vntli» 
tar  de  Marina  de  Haelva,  presentada  por  el  demandante: 

Considerando  que,  según  el  espíritu  y  aun  la  letra  del  reglamento  ci- 
tado, la  veda  de  que  el  demandante  debía  disfrutar  con  arreglo  á  Ib  condi- 
ción 2.*  de  su  contrato  es  la  que  aquel  impone  á  los  individuos  de  las  ma- 
trículas en  la  zooaá  que  el  arriendo  se  estieode,  pero  no  comprende  la 
imposibilidad  ó  prohibición  de  arrendar  otra  almadraba  distinta  circuns- 
crita á  diferentes  límites: 

Considerando  que  esta  es  también  la  inteligencia  que  se  ha  dado 
á  la  veda  estipulada,  y  que  el  demandante  no  podra  ni  debía  igno- 
rarla, pues  de  la  certificación  que  el  mismo  ha  presentado  resulta  que 
en  varios  años,  y  particularmente  en  ios  sietequeinmediataníenteiHre- 
cedieron  i  su  contrato,  se  caló  la  almadraba  del  Portil^  origen  de  sa  re- 
clamación: •  ^ 

Considerando  que  aun  cuando  la  condición  2.*  hubiera  ofrecido  alguna 
duda,  la  referencia  que  én  la  9/  se  hace  al  reglamento  de  almadrabas,  y 
la  ne<;esidad  de  observarlo,  la  habrían  aclarado,  y  de  todos  modos  debieron 
dar  al  demandante  un  verdadero  conocimiento  de  sus  derechos; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda 
y  en  confirmar  la  Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  siete  de  junio  de  mil  ochocientos  i^esenta  }  sie- 
te.—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia páblica  la  Sala  délo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  reso- 
lución final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los 
mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta*,  de 
que  certifico. 

Madrid  22  de  junio  de  í  867. — Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  12  de  setiembre  de  1867.)  ^ 


»I7. 


'"  Sentenc^ia  (16  de  junio  de  1867.).— Nulidad  del  bematédk 
UNOS  TERRENOS. — Se  absuelyc  á  la  Administración  de  lá  demanda 
enlabiada  por  D.  Manuel  López  Puga  contra  la  Real  orden  ie  Í9 
de  abril  de  1865;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

Que  si  se  presenta  como  licitador  en  un  remate  de  fincm  des- 
amortizadas el  que  bajo  cualquier  concepto  tuviese  intervendan  üfi-- 
cial  en  el  espediente  de  subasta,  y  quedase  á  su  favor  el  remate, 
se  incurre  en  un  vicio  de  nulidad  que  invalida  la  venta. 
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I^M  pkü#fue  pende  aDte  el  Godmjo  de  BeUdo  eo  pranert  y  áQict 
iHíBleii^»  69Ue  partes,  de  la  una  D.  llaDoel  Lopeí  Pugí,  vecino  de  Pa^ 
iencia,  y  eo  su  nombre  el  Licenciado  D  Lorenzo  Bal lesleros,  denmodante, 
y  de  la^Otm  la  Administración  general,  demandada  representada  por  mi 
Fiscal;  sobre  re?ocacíon  ó  subsistencia  de  la  Real  orden  de  28  de  abril  d^ 
48€5  que  declaró  nulo  el  remate  de  ciertos  terrenos: 

Visto: 

Viste  eJ  espediente  gobernativo,  del  cual  resulta: 

Que  en  el  año  de  4842  se  puso  á  la  venta  pública  una  heredad  de  tier- 
ras que  en  el  término  de  Valeria,  en  la  provincia  de  Valtodolid,  correspon- 
día albenefício  eclesiástico  que  nabia  disfrutado  D.  Fermin  López  Puga; 
y  después  de  diferentes  actos  de  subasta  sin  resultado,  llegaron  á  rema* 
tarse  las  fincas  eo  favor  de  D.  Fulgencio  Simón,  declarándose  éste  poco 
después  en  quiebra  por  falta  de  pago: 

Que  anunciada  nueva  subasta  para  el  dia  10  de  mayo  de  4844,  fué  no- 
tificado y  firmó  la  diligencia  en  la  cabeza  de  partido  el  espresado  D.  Ma< 
nuei  López  Puga,  como  representante  del  comisionado  de  arbitrios  de 
amortización,  el  cual  no  concurrió  á  la  que  se  celebró  en  la  referida  cabe- 
za de  partido;  pero  en  cambio  se  presentó  el  mismo  D.  Manuel  López 
Puga  como  licitador  en  la  que  tuvo  logar  en  el  mismo  dia  en  la  capi- 
tal de  la  provincia,  quedando  el  remate  á  su  favor  en  Iv  cantidad  de  9,000 
reales. 

Que  aprobado  este  remate  por  la  Junta  superior  de  Ventas  en  octubre 
del  propio  año,  se  mandó  hacer  efectivo  el  pago  del  primer  plazo  para  que 
tuviera  lugar  el  otorgamiento  de  la  correspondiente  escritura,  sin  que 
conste  del  espediente  que  esta  providencia  hubiera  sido  notificada  al  inte- 
resadOy  aunque  se  remitieron  al  efecto  diferentes  exhortes  por  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Valladoiid,  aue  entendía  en  las  actuaciones,  al  de 
Valoría,  en  donde  se  hallaba  avecindado  el  rematante;  y  en  tal  estedo, 
como  la  venta  no  habia  llegado  á  consumarse,  fueron  devueltas  las  fincas 
al  clero  en  virtud  de  lo  dispuesto  eo  el  Concordato  de  1854: 

Que  posteriormente  se  incautó  de  las  mismas  el  Estado,  y  el  espresado 
D.  Manuel  López  Puga  solicitó  de  la  Dirección  general  del  ramo  en  febre- 
ro de  1861  que  se  declarase  bien  hecho  el  citado  remate  á  su  favor  y  se 
le  otorgara  la  escritura  de  venta,  previo  pago  del  precio;  y  habiéndose  ins- 
truido el  oportuno  espediente,  se  practicaron  diferentes  diligencias  que  no 
dieron  el  resultado  apetecido,  tanto  para  averiguar  si  el  Juzgado  de  Valo- 
ría habia  dado  cumplimiento  á  los  exhortos  librados  por  el  de  Valladoiid, 
como  para  conocer  los  fundamentos  de  un  auto  dictado  por  este  último 
Juzgado  en  20  de  noviembre  de  1847,  en  el  que  mandaba  al  comprador 
comparecer  al  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta: 

Que  la  Asesoría  general  del  Ministerio  de  Hacienda,  en  vista  de 4a  di- 
ligencia últimamente  practicada,  y  de  una  instancia  del  comprador  insis* 
tiendo  en  sus  pretensiones,  por  tratarse  de  caso  igual  á  otro  en  que  se 
concedió  al  interesado  la  posesión  de  unas  fincas  que  habia  rematado,  por 
Real  decreto  sentencia  de  22  de  mayo  de  1862,  opinó  que  con  arreglo  á 
la  jurisprudencia  sentada  procedía  accederá  la  solicitud  del  recurrente; 
siendo  del  mismo  parecer  la  Sección  de  Hacieoda  del  Consejo  de  Estado, 
atendida  la  circunstancia  de  no  resultar  hecha  la  notificación  de  la  adjudi- 
cación dei  remate:  . 

Que  pasado  nuevamente  el  espediente  á  propuesta  de  la  Dirección  ge» 
neral  del  ramo  á  las  espresadas  Asesoría  general  del  Ministerio  de  Hacien» 
TOMO  \n.— Jurisprudencia  administrativa.  65 
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da  y  Sección  del  Consejo  de  Estado,  eocoDlraroa  otro  vicio  én  lai  antíasta 
por  Ja  circuDStaocia  de  qne  el  rematante  fué  deiegado  eo  el  partido  de  Va- 
loría del  ComisioDado  de  Véotas,  por  lo  cual^y  porque  se  liabía  celebrado 
la  doble «ubasla sin  estar íPepresentada  la  Hacienda  pública  en.  el,  partido 
de  Valoría,  opinaron  que  procedía  declarar  la  nulidad  dei  espresadb  re- 
mate, y  así  lo  propuso  la  citada  Dirección  general  ; 

Vista  la  Real  orden  espedida^en  «u  virtud  en  28  de  abril  de  1868,  por 
la  cual,  de  conformidad  con  los  precedentes  dictámenes,  se  desestinaÓ  la 
pretensión  del  interesado,  atendiendo  al  vieio  que  contenía  la  subastfii  de 
haberse  presentado  como  licítador  eo  la  capital  de  la  praYÍnx;ia  Di  Manuel 
López  Puga,  que  fué  nombrado  para  representar  al  Comisionado  espeoiat 
de  Ventas  dei  Bienes  nacionales  en  el  reüíate  que  debía  celebrarse  en  la 
cabeza  de  paf  tido: 

Vista  la  demanda  qne  costra  la  espresada  Real  érden  presentó  ante  el 
Consejo  de  Estado  á  nombre  de  D.  Manuel  López  Poga  el  Licenciado  Don 
Lorenzo  Ballesteros,  á;  quien  ha  reempiazadopara  el  acto  de  la  vista  q1  de 
la  misma  clase  D.  Venancio  Gutiérrez,  con  la  pretensión  de  que  se  deje 
sin  efecto  la  citada  Real  resolución  y  se  admita  al  demandante  el  pago  de 
las  mencionadas  fincas  en  la  forma  que  previeBOD  las  instrucciones  viden- 
tes, otorgándose  á  su  favor  la  correspondiente' escritura: 

Vista  la  contestaeíon  de  mí  Fiscal,  en  que  pide  que  se  confiroie  la 
misma  ReaJ  órdenr 

Visto  el  art.  3i  de  la  instrucción  de  i,^  de  marzo  de  1836  para  llevar 
é  efecto  la-  enajenación:  áe  los  bienes  nacionales,  que  dice:  «No  podrán 
hacer  postura  áia  finca  todos  aquellos  que  de  cualquier  modo  interven* 
^n  en  la  venta,  siendo  nulo  el  remate  que  se  celebre  ásu  favor:» 

Considerando  que  según  aparece  del  espediente  de  subasta,  por  pro- 
videncia de  3  de  mayo  de  1844,  dictada  por  el  Juez  de  primera  instancia 
de  Valoría  la  Buena,  se  ordenó  fuese  citado  D.  Manuel  López  Pu^  para 
ia  asistencia  al  remate  eu  representación  del  Gomísionado  de  arbitrios  de 
amortización;  tenienio  Ingar  en  el  mismo  día,  y  acto  continuo^  ia  opoita- 
na  diligencia  de  citación  qne  6rmó  el  propio  Puga : 

Considerando  que  en  tal  concepto  es  indudable  que  este  ba  tenido 
una  intervención  oíiciaJ  en  el  espediente  desubásta,  que  en  conformidad 
á  la  prohibición  del  art.  31  antes  citado  le  impedía  hacer  postura  á  la  fin- 
ca, por  lo  coal  al  preseAtarse  conK>  licítador  en  la  capital  de  la  provincia, 
qaedando  á  su  favor  el  remate^  se  incurrid  en<un  vicio  de  nulidad  quoi  in- 
valida la  venta; 

Conforrtaánídome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Ven^jo  eb  absolver  á  la  Administración  de  la  deroaada 
y  confirmar  la  Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  seis  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.--^Bst¿  fubncado>  de  la  Real  manoi-^l  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramona  María  Narvaaz;» 

Publioaeíen.-^Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  per  mí  e) 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audieaeia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolueioo 
final  en  la  instancia  y  antos  á  que  se  refiere;  queso  una  á  los  mñfnos;  se 
notifique  en  formad  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaeeti^  de  que/oert- 
tífico. 

Madrid  22  de  junio  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.^^uMM^dat^Os  Ja 
Oaeeto  de  43  desetiembre  de  id67.)  '  . « 


Digitized  by 


Google 


Digitized  by 


Google 


2 


816  JÜRISPBÜDENCU  ADMINISTRATIVA.  '^' 

Botiearío  de  la  miism^^  y  á  D.  Manuel  Merchao,  vecino  diJÉá^i^)l>^V 9^^^ 
fcié  por  ellt  á  la  profHa  villa;  no  pudiendo  decir  el  número  d^  pérspiíaá m 
la  razón  indicada  de  haber  vendido  por  menor  las  referida^  maderaí/jjf  te- 
niendo noticias  de  que  dio  principio  á  ías  ventas  desdé  los  primeros  i) ¡ái 
del  mea  de  febrero  de  1865  en  adelante:  ^ 

Vistas  las  notas  que  á  continuación  de  este  informe  pusieron  por  uoa 
parte  el  Regidor  D.  Vicente  de!  Casar,  quien  espresó  que  Romo  habi> 
vendido  madera  á  su  hermano  Mariano  del  Casar  sobre  el  mes  de  dÍQienfi- 
bre  de  1864;  y  por  otra  el  síndico,  el  cual  manifestó  que  nada  habia  sabi^ 
do  de  tal  hecho  hasta  el  momento  de  la  anterior  manifestación:  ' 

Visto  el  certificado  del  Alcalde  de  Almoróx,  en  el  cual  se  determina 
ue  en  el  estado  de  altas  del  tercer  trimestre  del  año  económico  de  1864 
1865  se  incluyó  á  Romo  acomo  arrendatario  de  leñas  para  maderas  que 
vendía  en  el  pueblo  donde  eran  los  montes,»  siendo  alta  por  la  cuota  de 
todo  el  año»  estado  que  fué  aprobado  por  decreto  de  la  Administración  de 
Toledo  en  8  de  abril  de  1865: 

Vista  la  sentencia  que  con  presencia  de  lo  espuesto  dictó  el  mencio- 
nado Consejo  de  provincia  en  9  de  marzo  de  1866,  por  la  cual  revocó  la 
Srovidencia  gubernativa  apelada  y  relevó  del  pago  en  ella  determinado  al 
emandante: 

Vistos,  la  apelación  interpuesta  por  parte  de  la  Hacienda  de  la  ante- 
rior sentencia  y  el  auto  del  mismo  Coofejo  provincial,  en  que  por  no  lle- 
gar el  interés  del  litigio  á  2,000  rs.  se  desestimó  la  alzada:     ,  j.  ^    ^ 

Vistos,  el  recurso  de  queja  interpuesto  ante  el  Concejo  dé  Estado  por 
mi  Fiscal  contra  el  espresado  auto  denegatorio  de  la  apelación,  y  él  auto 
de  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  propio  Consejo  que  admitió  la  alzada 
entablada  en  razón  á  qué,  según  repetidamente  Se  ha  declarado,  do  pne- 
de  sujetarse  á  apreciación  el  valor  de  la  demanda  en  pleito  sobre  defrau- 
dación de  subsidio,  porque  sea  cualquiera  el  importe  do  la  contribucioD, 
él  fallo  no  regula  solo  la  que  se  controvierte,  sino  ía  de  los  años  sucesivos 
mientras  subsista  el  sistema  establecido: 

Visto  el  escrito  de  mejora  de  apelación  propuesto  por  mi  Fiscal  ante  el 
referido  Consejo  de  Estado,  en  el  cual  pide  la  revocación  de  la  sentencia 
apelada  y  la  confirmación  deí  decreto  del  Gobernador: 

Vistos,  la  acusación  de  rebeldía  pedida  por  el  propio  Fiscal  á  la  parte 
apelada,  en  atención  á  que  no  había  comparecido  en  estos  autos  dentro 
del  término  legal  á  usar  de  su  derecho,  y  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Con 
teneiose  eo  que  se  hubo  por  acusada  para  los  efectos  del  reglamento: 

Vistas  las  diligencias  pedidas  por  mi  Fiscal  y  acordadas  por  la  Sección 
de  lo  Contencioso,  relativamente  á  la  ratificación  del  Regidor  D.  Vicente 
del  Casaren  su  nota  espresada  y  á  la  declaración  de  su  hermano  Mariano 
sobre  el  hecho  que  en  aquella  se  espresa,  de  las  cuales  resulta: 

Que  Mariano  del  Casar  declaró,  previo  juramento,  ante  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Escalona,  y  en  presencia  de  Romo  y  del  Fiscal  de  Ha- 
cienda que  con  efecto  en  el  año  de  1864,  y  por  el  mes  de  noviembre  ó 
diciembre,  tuvo  necesidad  de  maderas,  y  habiendo  dado  el  encargo  i  sir 
suegro  para  que  se  las  proporcionase,  le  manifestó  éste  á  los  pocos  días 
que  las  tenia  ajustadas  cou  Romo,  y  le  llevó  efectivamente  una  docena  de 
alfajlas  á  5  realas  cada  pna,  si  mal  nQTécuerda;  j  que  Vicente  del  Casar 
se  ratificó  asimismo  y  en  la  propia  forma,  y  reconoció  como  suya  la  fi^m* 
y  rúbrica  puesta  en  la  nota  ael  informe  del  Ayuntamiento  de  que  se  há  ' 
hecho  mérito; 

Considerando  que  no  se  halla  justificada  la  defraudación  ,  porque  si 
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bien  i^p^f^^iM  Gifiro  Romo  venció  maderas  de  las  adquiridas  en  un  re- 
n)4t0^  ite^'es  ae  haber  satisfecho  la  éuota  de)  subsidio  en  febrero  de 
l^$;  iia|^t4  pxpbado  qae  las  veodiera  antes  de  esa  é^ooa»  á  pesar  da 
hxipi^iw0,hü  dos  testigos,  pues  uoo  de  eátos  es  de  relereoeia  al  quedioa^ 
las  había  coroprado  en  diciembre  de  1864;    • 

. .,  CoQfori[a^dotQe  poo  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Gootencioso  del 
C6n^jp  déKs1(adó|  Vengo  en  confirmar  la  sentencia  dictada  ^r  el  Consejo 
provincial» 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  seis  de  junio  de  mil  ocboci^tos  sesenta  y 
sieié.-— fistá  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  d<a 
Ifinisirc^^llamoQ  María  Narvaez.»  * 

Publicación. —Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  ei 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia, 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tPi^a  como  resolución 
1)0 a!  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  ó  k^s  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta^  deque  certifico. 

Madrid  ^Z  de  junio  de  i867.~Pedro  de  Madrazo.-<Pubiícada  en  la 
Gaceta  (de  i  7  de  setiembre  de  1867.) 


«1». 


9eiiiejncla  (17  de  junio  de  1867.).— Cadcgidá»  de  una  mima* 
— Se  absuelve  &  la  Administración  de  la  demanda  entablada  por  la 
Sociedad  especial  minera  Fusión  carbonífera  y  metalífera  de  Bel- 
mez  jf  Esj^l  contra  la  Real  orden  de  4  de  diciembre  de  1863;  se 
confinrma  ésta,  y  se  resuelve: 

Que  euando  aíir  á  praetiear  el  segundo  reconocimiento  de  una 
mina  no  se  halla  habilitada  la  labor  legal,  debe  declararse  8¡n  efec- 
to el  espedienle. 

Doña  Isabel  11,  etc. 

((En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  únic^ 
instancia,  eqtre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Isidro  Aguado  y  Mora, 
á  nombre  d§  la  sociedad  especial  minera  denominada  Fusión  carbonífera 
y  metalifera  de  Bélmez  y  feptcí,  registradora  de  la  mina  La  Gaffipaña^ 
demandante,  y  de  la  otra  la  Administración  general,  demandada,  y  repre- 
sen lada  por  mi  Fiscal;  sobre  revocación  de  la  Reai  orden  de  4  deidiciem* 
bre  de  1863.  confirmatoria  del  decreto  del  Gobernador  de  k  provincia  de 
Córdoba  de  3  del  mismo  mes  y  año  de  1801 » que  dej(^  sin  e&(^o  cd^j^ien* 
te  de  la  citada  mina: 

Visto:.  . 

Vistor  los  antecedentes,  de  los  que  resulta: 

Qué^  ^n  10  de  noviembre  de  1852  O.  Manuel  Gil  presentó  «ojicitud  de 
registro  para  adquirir  cuatro  pertenencias  de  carbón  en  el  término  de  las 
villas  de  Espiel  y  Villanueva  del  Rey,  en  terreno  común,  y  les  dio  el  nom» 
bre  de  La  Campaña: 

Que  hecho  el  reconocimiento,  admitido  el  registro,  ejecutada  la  desig- 
nación por  la  sociedad  á  causa  de  haber  adquirido  el  derecho  que  tuviera 
el  registrador,  habiendo  adoptado  así  bien  por  la  legislación  de  1849,  ma- 
nifestó; su  representante  en  escrito  de  9  de  noviembre  de  1860  que  había 
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practicado  la  labor  lega),  y  pidió  el  segundo  reconocimiento,  que  faé  es^ 
timado:  ' 

Vista  el  acta  estendida  en  30  de  octubre  de  t8$l  por  el  Ingeniero  Jeñe 
del  distníto,  de  la  que  aparece  haber  es  presado  el  capataz  de  la  mintf  qué 
no  sabía  que  la  sociedad  tuviese  otra  pertenencia  con  él  nombre  de  La 
Campaña  que  la  que  se  bailaba  situada  en  el  barranco jdéla  Jabalina,  y  fué 
]^econocida  en  3  de  agosto  inmediato  anterior,  y  que  por  eso  no  se  había 
habilitado  la  labor  de  la  que  se  estaba  reconociendo: 

Visto  el  informe  del  Ingeniero  emitido  en  la  misma  diligencia,  del  que 
tesulla  que  la  mina  objeto  del  actual  reconocimiento  era  distinta  de  la  qui^ 
se  hallaba  en  el  barranco  de  la  Jabalina,  como  distintos  sus  espediente?; 
que  no  existia  labor  habilitada,  í^\  linderos  que  determinaran  el  terreno  del 
presente  registro;  y  que  suspendió  la  demarcación  por  falta  de  labor  legal 
y  de  mineral: 

Vistos  el  decreto  dado  por  el  Gobernador  de  la  provincia  en  3  de 
diciembre  del  mencionado  ano  1861,  dejando  sin  efecto  el  espediente;  el 
escrito  de  la  sociedad  interesada  alzándose  para  ante  el  Ministerío;  y  la 
Real  orden  de  4  de  diciembre  de  1663  que  conGrmó  la  espresada  provi- 
dencia: 

Vista  la  demanda  presentadb  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licenciado 
D.  Isidro  Aguado  y  Mora,  á  nombre  de  la  sociedad  especial  minera  Fusión 
carbonífera  y  metalifera  de  Béln^%  y  Espiel,  pidiendo  que  se  modifique 
Ja  mencionada  Real  orden  en  el  sentido  de  que  la  caducidad  del  espedien- 
te registro  La  Ckimpaña  no  ha  de  ser  en  absoluto,  sino  rcáerVandb  á  la 
compañía  el  derecho  de  continuar  las  labores  por  iovestigactOD'  en  la  for^ 
ma  dispuesta  por  el  óltimo  párrafo  del  art.  37  de)  jreglamento  de  28  4e 
enero  de  1863: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  eonaulte  la  abso- 
lución de  la  demanda  y  la  confirmación  de  la  referida  Keal  orden: 

Vistos  los  arts.  50  y  58  del  reglamento  de  31  de  julio  de  1849: 

Considerando  que,  según  han  declarado  el  capataz  de  la  sociedad  que 
habia  registrado  la  mina  Campaña  y  el  Ingeniero  encargado  de  practicar 
el  segundo  reconocimiento,  no  habia  labor  habilitada  que  Reconocer: 

Considerando  que  no  estando  habilitada  la  labor  legal  debe  declararse 
sin  efecto  él  espediente; 

Conformándome  con  lo  consultado  poi*  la  Sala  de  lo  Contencioso  de( 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  denaaniia 
y  en  confirmar  la  Real  orden  reclamada. 

Dada  en  Palacio  á  diez  y  siete  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.~El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  Marfa  Narvaez.»  « 

publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  raí  e\ 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  eeiebrande  audien- 
cia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  sé  una  á  los  mismos;  se 
notiflqne  ^  forma  áfas  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  deque  certifico. 

Madrid  22  de  junio  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Oaceto  de  18  de  setiembre  de  1867.) 
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Seiftteiiciii  (30  de  junio  de  dS67.).— Constbücgion  ñDe  unos 
puEffTBs.-^'iie  declara  improcedeDle  el  reoorso  de  revisión  i  oler* 
puesto  contra  el  Real  decreto-sentencia  de  22  de  octubre  de  4866 
por  la  sociedad  anónima  de!  Carjoií  de  IJrgel,  y  se  resuelve: 

1.°  Que  habiendo  estado  de  manifestó  á  las  parles  el  espediente 
gubernativo^  y  habiéndose  espuesto  por  esciito  quedar  enterado  del 
mismo,  todo  con  anterioridad  á  la  vista  del  pleito,  no  puede  después 
fundarse  el  recurso  de  revisión  del  decreto-sentencia  en  el  art.  231 
del^  Reglamento  de  lo  CetUefwioso  del  Consejo  de  Estado,  que  se  .re- 
fiere á  documenios  decisivos  recobrados  después  de  pronunciada  la 
sentencia  definitiva,  ni  menos  asegurarse  con  exactitud  que  el  espe- 
diente fué  detenido  por  obra  de  las  partes  en  cuyo  favor  se  dictó 
aquella; 

y  2.*  que  para  que  pueda  invocarse  dicho  art.  251  es  condición 
necesaria  que  se  acredite  de  una.  manera^  pi*ecisa  y  concreta  que 
aquel  dQCumentOfque  se  ha  recobrado  deíipues  de  la  sentencia  es  deci- 
sivo para  la  cuestión  del  pleito. 

Doña  Isabel  U,  ete. 

«En  aireen  rao  de  revisión  que  ante  ei  Consejo  de  Estado  pende^  entre 
partes,  de  la  una  et  Licenciado  D.  Laureano  Figuerola,  á  nombre  de  la  so- 
ciedad anónima  del  Canal  de  Urgel,  recurrente,  y  de  la  otra  la  Adminis- 
tracioB  general,  representada  por  mi  Pisca!,  contra  el  Real  decreto-sen* 
tencia  de  22  de  octubre  de  1866  que  confirmó  la  Real  orden  de  41  del 
mismo  mes  y  año  de  1864,  enr  que  se  dispuso  que  la  mencionada  empresa 
eosiease  tos  puentes  de  Agramunt,  Maíét  y  Artesa,  necesarios  para  la  car- 
retera de  Treoip  á  Monlblanch: 

Visto: 
'     Vistos  los  antecedentes,  de  los  que  resulta: 

Que  por  Real  decreto  de  3  de  noviembre  de  1852  se  otorgó  á  la  casa 
Girona,  Clavé  y  compañía  la  concesión  deinitiva  que  había  solicitado  para 
eoBStruirel  canal  de  riego  de  Urgel,  bajo  ciertas  condiciones  y  entre  ellas 
la  siguiente: 

il  «Por  conducto  del  If  inísterio  de  Fomento  se  dictarán  las  dispo- 
sieiooes  convenientes  para  que  se  oigan  y  ventilen  las  reclamaciones  de 
los  que  se  crean  ofendidos,  ya  en  ei  disfrute  de  aguas,  ya  por  el  trazado 
del  canal,  ouedandb  los  concesionarios  obligados  á  mdemiiiEar  con  arreglo 
á  las  leyes  los  derechos  legítimos  que  resulten  perjudicaáos:» 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  que  aparece: 

Queei  30  de  abnl  de  1863  el  Inspector  de  Caminos^  Canales  y  Puertos 
de)  dfstrüo  de  Barcelona  remitió  á  la  Dirección  general  los  proyectos  de 
los  tres  paentes  para  el  servicio  de  la  carretera  de  segundo  orden  de  Tremp 
á  IVfontblanch,  de  importe  96,945  rs.,  proyectos  que  fueron  aprobados  en 
Real  orden  de  9  de  octubre  del  mismo  año: 

Que  practicadas  algunas  diligencias  en  averiguación  de  si  la  empresa 
del  Canat  de  Urgel  estaba  ó  no  en  el  deber  de  hacer  los  tres  puentes,  O  si 
se  hallaban  á  cargo  de  los  constructores  de  la  carretera,  se  consultó  al  In- 
geniero lefe  de  la  provincia^  quien  de  conformidad  con  el  Ingeniero  en- 
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i;argfuiq^Jf\j^^b^  ¡pp^m6.q^e  bubia  reenid^ J»  «[wdbfteipiB'tttfiBnaBndeÜv 
proyeclo  entr^  Türrega  v  tremp  ea  i6^4^  (ebromíf^  .iSS^^yxonoiébibe^i.' 
decenio  djQ  có^oesioQ  delcaoal  teoia  Ja  fecha  de  3  46  iH>fi«ffltttfé(deltltaMáteo 
año,  e^,ÍAd||i4aÍ9ie  que  la  aprobacioo  de  la  carretera  <Aió;ia^mQrbifjliiM 
cai^al^  ]r  ppr  poQ^iguíeote  que  sobre  la  joei^dadde^L atilda) QtiHd  ^oiba^kr* 
obligación  de  ejecutar  los  pueotes:  .oo8t  eh  í5Uíu1j 

Y  ppr  úitioiO!»  queea  virtud d^  estos aQtepedj9Dtei  veotyi^ld^Rdalérden 
de  i  i  de  octubre  de  4861,  por  la  cual  se  disputó  que  ta  loeiidoiiadiL  em* 
presa  del  canal  costease •  los  tres  puentes  de  la  carretera:.     '<  . ti. ''  i\ "i  i^ 

Vista  la  deoianda  presentada  por  el  ticeociado  D.  Laür^ant)  daíFigüe- 
rola,  á  nombre  de  la  sociedad  del  Canal  de  Urgel,  pidiendo  iqcte  seiGoiisnl^ 
tara  la  revocación  de  la  mencionada  Real  órden^:  ; ; ' -  íifr-     i 

Vistos,  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  an  que  se  ajetírdé»  po^ 
ner  de  manifiesto  el  espediente  gubernativo  á  k  parie  de»aodaiMie^^r 
20  dias  á  los  efectos  que  correspondiera;  el  escrito  del  Licenciado  Figue-^ 
rola  manifestando  que  se  hallaba  instruido  de  él ,  proponiéndose  hacer  el 
oportuno  méríta  en  el  día  de  la  vista;  y  la  diligencia  queá  este  se  jefiere^ 
en  que  consta  tan  solo  que  los  abogados  pronuociaron  sus  discursos  en 
defensa  de  los  respectivos  derechos  4e  las  partes: 

Visto  mi  Real  decreto -sentencia  dictado  previa  aadiencía  de  mi  Fiscal 
en  22  de  octubre  de  1866,  por  el  que  s»  absolvió  á  la  Administración  de 
la  demanda  y  se  confirmóla  Real  orden  reclamada: 

Visto  el  recurso  de  revisión  presentado  por  el  LieeociAd^JEK^Ji^oMio 
Figueroia,  á  nombre  de  la  sociedad  anónima  del  Canal  de  Ur§el^>^ie^Q' 
do  que  se  rescinda  el  mencionado  Real  decreto.  sei^Lencia.  y  ;qu5  sc^  xe^io- 
que  la  Real  orden  de  H  de  octubre  de  i864  en  los  términos  que  Vtéqia 
pretendido  en  el  escrito  de  demanda,  fundándose  en  que  el  Mínfsterid;  dé 
Fomento  había  retenida  en  su  poder  los  espedientes  fntegroá  ^ ios  j^l^áos 
del  canal  y  de  la  carretera,  así  como  el  relativo  á  la  modifioactóii  del  tra- 
zado de  ésta ,  que  eran  documentos  decisivos  de  la  cuestión,  obrandopior 
fuerza  mayor  y  en  beneficio  de  la  parte  en  cuyo  favor  se  htbiá  düdadoj^ 
sentencia,  caso  comprendido  en  el  párrafo  primero,  art.  231  del  reglamen- 
to del  Consejo:  ^  i    .- 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  ceosttite  la  toi- 
procedencia  del  recurso:  .  ü  f 

Visto  el  art.  23i  del  reglamento  de  lo  Contencioso  de  39  de.  dtcieaoibre 
de  1846,  que  dispone  haya  lugar  á  la  revisión  de  una  <fefinitiva^.s¿  después 
de  pronunciada  se  recobraren  documentos  decisivos,  detenidostpoctfuer^a 
mayor  ó  por  obra  de  la  parte  en  cuyo  favor  se  hubiere  dictador  i   .   í 

Considerando  que  habiendo  puesto  de  manifiesto  el  espedieoie  gübar-* 
nativo  por  20  dias  á  la  parte  demandante  para  los  efectos  q^iie^qoí^estl^^ 
dieran,  espuso  por  escrito  haberse  instruido  del  mismo,  de  que  se  pi^fKmit 
hacer  el  mérito  oportuno  al  celebrarse  la  vista^  sin  que  conste Jiicl&s^iim- 
guna  otra  reclamación  ni  manifestación  posterior:  •   -   .í^  *  ■ 

Considerando,  por  tanto,  que  siendo  conocido  dicho  espedj^oil^  de  la 
parte  que  recurre  con  anterioridad  á  la  vista  del  pleito  queu^r0Cedid  ai 
Real  decreto  sentencia  en  22  de  octubre  de  1866,  no  puede íinvoear^pw- 
tunamente  el  precepto  del  art.  231  antes  citado,  que  se  refieren,  docn* 
meólos  decisivos  recobrados  después  de  pronunciada  la  sen tenoíi^, defini- 
tiva; ni  menos  asegurar  con  exactitud  que  el  espediente  fué  del^i49  por 
obrado  las  partes  en  cuyo  favor  se  dictó  aquella;  y  :     /u,    j 

Considerando  que  tampoco  se  acredita  por  e|  recurrente ^ue^eiiaMie^ 
ra  otro  documento  á  que  pudiera  referirse,  no  reclamado  njl  d#9ffqírini«df 
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€a»iii»9iHqtaraivpM<ilaqy  oeaaréla,^  sea  iéc\iá»é  pntik  G$fátí6|i^l^|^0ÍW' 
t^tdddáieíMiii^caMrm «b^o  ^  cítadíd  artíoolo  dél  ^ég^li^CW^ V      ^  * 
MiirfSiflféiíná»éMMr<edii'4o*coDsuItad(^p^el  GotBejddtí  Bst«ldVéü  ^leoó. 
corittüoidiineii'Sala'ife  le  Cdoteocldso,  Vengo  en  declarar  ini^récedetité  ei^ 
r«iCQá»fip  i»Tiáaiimt6ppciestoeofiftra  el  Realdeereto-^séttteücia  de  11%  dé 
«clubredel866.  / 

.^DiÉi¿t;e¿íPt)^dK>  á  treinta  de  judío  de^  mil  oeboeíentosiseeerQta  t  siete. — 
Está  j'obncBíkJdeJa  Real  raano.— B)  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvae«.i>  .       ^ 

PnblieacíoiK^Leido  y  j^licado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
Seoretarioaoeideátai,  hallándose  celebrando  audiencia  pública  el  Consejo 
pleDO  constituido,  en  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  corno  re- 
solueiou  toil  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los 
niis90s;i  se  ftocífique  OB  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de 
que  ce^Geo. 

■  Madrid  i^de  setiembre 4e  i867.--José  de  Gríjalva.—^Poblicaaa  en  Ist 
Gaeeiü  áé^tO  de  setíemlMre  de  1 867.) 


'  i8«iitoia«Ufe  <30  de  junio  de  4S67.). --Derechos  á  un  monte. 
— Se  deja  «n  efecto  la  Real  orden  de  11  de  julio  de  186S,  recla- 
mada por  et  Apuntamiento  del  valle  de  Salazar,  provincia  de  Na- 
varra, y  se  r^uelve: 

Que  Has  providencias  administrativas  que  producen  derechos  y 
causan  estado  solo  pueden  ser  revocadas  por  la  vía  eoíüeneiosa,  de- 
ducida ante  los  tributtales  y  ^nla  forma  que  disponen  las  teyes^  y 
no  par  una  Real  arden. 

Doña  Isabel  II,  etp.  «• 

Boel  f»leito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Valeriano  CasaDueya, 
en  represeniaoton  del  valle  de  Salazar,  provincia  de  Navarra,  demandan- 
te,«  y  de  la  aira  mi  Fiscal,  en  nombre  de  la  Administración  general  del  Es- 
tado, demandada;  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  i  (de  julio  de 
1863\  espedida  por  el  Ministerio  de  Fomento,  relativa  á  los  derechos  que 
aquel  véiie  pretende  tener  sobre  el  monte  titulado  de  la  Cuestión,  cedido 
á  EswiBa  por- Francia  en  el  áltimo  tratado  de  limites: 

Visto  ei espediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  por  Real  decreto  de  28  de  julio  de  1859  se' declaró  propiedad  del 
Estado  el  áionte  llamado  de  la  Cuestión^  cedido  á  España  por  el  tratado  de 
üoiitea  celebrado  con  Francia  en  2  de  diciembre  de  1856;  é  incautado  de 
dicbo^aonte  el  Ministerio  de  Fomento. en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  ar« 
tículol.* del  Real  decreto  citado,  el  Ayuntamiento  del  valle  de  Salazar 
acudió  á  mi  Gobierno  en  22  de  octubre  del  espresado  año  1859,  por  con* 
duetot  del  Ministerio  de  Estado,  con  una  ínstaocia  documentada  en  solici- 
tud de  que,  acreditado  su  derecho  por  los  documentos  que  acompañaba, 
se  le  rtconociese  la  propiedad  de  la  porción  del  bosgue  de  Irati  conocida 
con  o^  nombre  de  Zabaleta,   ^  sus  adyacentes  Lizardoya  y  Pagarque^, 
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la,  ^ue  en  su  senthr  ^uedó  dentro  del  terrítorfo  español  pür  ^  áltimd 
tratado:  ,,  < . 

Que  pasada  la  anterior  solicitud  con  los  documentos  <yae  la  «(íompafía- 
ban  por  el  Ministerio  de  Estado  al  de  la  Gobernación,  este  Ministerio,  des- 
pués de  dar  al  asunto  la  instrucción  que  estimé  conveniente,  oid(a  ta  Sec- 
ción de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  y  cbOsidfeírHpdo 
que  la  reclamación  del  Ayuntamiento  del  valle  indicado  tenia  por  objeto 
que  se  le  reconociese  como  dueño  dé  unos  terrenos  declarados  -propios 
del  Estado,  y  de  los  que  se  hallaba  incautado  el  Mtnisterro  de  Fomento 
como  de  su  especial  inspección  y  competencia,  y  que  en  tal  concepto  in- 
cumbía al  mismo  ia  defensa  de  los  derechos  del  Estado  sobre  él  monte  de 
que  se  trata\  remitió  con  Real  6rden  de  2  de  octubre  de  1860  al  citada 
Ministerio  de  Fomento  los  datos  y  antecedentes  del  asunto,  á  fin  de  que 
por  el  mismo  se  resolviera  lo  que  correspondía»  suplicando  al  propio  tiem- 
po oue  diera  conocimiento  de  la  resolución  que  se  adoptase: 

Que  el  Ministerio  de  Fomento  consultó  al  Consejo  de  Estado  e»  pleno, 
y  de  acuerdo  con  su  dictamen  se  pasó  el  espediente  al  Ministerio  dé  la 
Gobernación,  por  el  que,  y  de  conformidad  con  lo  informado  por  a(fuel 
alio  Cuerpo,  se  dictó  fe  Real  orden  de  1  ó  de  mayo  de  1862,  que  se  comu- 
picó  al  Ministerio  de  Fomento  y  al  Gobernador  de  Navarra,  y  por  la  cual 
se  resolvió  que  la  declaración  hecha  pop  el  Real  decreto  de  2*8  de  julio  de 
Í859  no  comprendía  aquellos  terrenos  que  ya  eran  objeto  de  propiedad 
particular  ó  colectivos,  sino  los  que  no  correspondiendo  á  iradíi,  pasaban 
ai  dominio  del  Estado  en  virtud  del  tratado;  y  que  encontrándose  en  aquel 
€aso  les  reclamados  por  «I  valle  de  Salaíar,  se  le  reconocía  este  derecho 
sin  perjuicio  del  eminente  dominio  que  correspondía  al  Estado: 

Que  después  de  la  referida  declaración,  y  devuelto  el  espediente  al 
Ministerio  de  Fomento,  se  previno  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Na- 
varra por  Real  orden  de  i7  de  julio  de  1862,  que  por  el  Ingeniero  de  Mon  • 
tes  se  procediera  al  deslinde  administrativo  de  los  terrenos  en  cuestión, 
teniendo  en  cuenta  todos  los  antecedentes  del  asunto:  y  en  su  ■consecuen- 
cia el  Ingeniero,  con  vista  del  espediente,  practicó  el  deslinde,  levantó  el 
oportuno  plano  y  acompañó  á  este**trabajo  una  Memoria' íjue  foé  elevada 
^oti  el  espediente  al  Ministerio  por  conducto  y  con  informe  del  Goberna- 
dor de  aquella  provincia: 

Que  en  tal  estado  se  consultó  al  Consejo  de  Estado  si  en  vista  de  ma- 
nifestarse por  el  Ingeniero  eií  su  Memoria  que  el  terreno  que  se  reconoció 
ál  valle  como  suyo  habia  sido  reputado  desde  inmemorial  como  piropjode 
los  valles  franceses  de  Cisa  y  San  Juan  de  Pié  del  Puerto,  y  qne  por  con  - 
siguiente  la  adquisición  del  mismo  obtenida  por  el  tratado  de  límites  de 
2  de  diciembre  de  1856  no  fué  para  el  valle  de  Salazar,'  sino  para  el  Es  - 
tado,  el  Ministerio  de  Fomento  podia  y  debia  intentar,  y  en  qué  forma,  la 
revocación  de  la  Real  orden  de  16  de  mayo  de  1862,  teniendo  presente 
que  esta  Real  orden  habia  creado  derechos  en  favor  del  valté  y  no  pare- 
cía por  lo  mismo  que  pudiera  dejarse  sin  efecto  gubernativaraeotei 

Que  en  su  consecuencia,  y  oído  el  referido  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, recayó  la  Real  orden  de  1 1  de  juTio  de  1863,  por  la  cual  se  maridó  qae 
subsistiendo  en  todas  sus  partes  la  declaración  contenida  en  eí  Rfeai  de- 
creto de  28  de  julio  de  1859,  se  entendiera  y  reconociera  como  dé  pro- 
piedad del  Estado  el  monte  denominado  de  la  Cuestión,  ó  se«  la  porcioü 
del  bosque  de  Irati  enclavada  entre  el  rio  del  mismo  nombre,  lostítttiados 
Egurgoa  Orbelchayía  nueva  línea  divisoria  de  España  y  Prtftfcía;  des - 
estimando  la  reclamación  presentada  contra  el  mencionado  HieWdfecreto 
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por  e)  Ayuntamieoto  del  valle  de  Salazar,  á  quieo  quedaba  espedito  el 
derecho  que  creyera  asistirle  para  hacerlo  valer  en  juicio  competente 
ante  los  Tribunales  de  justicia;  á  cuyo  efecto  se  le  devolvieron  los  docu- 
inentos  que  acompañó  á  su  ciladfí  reclamación;  sin  perjuicio  también  de 
instruir  desde  luego  eloporttino  espediente  gubernativo  á  fin  do  resolver^ 
deGnitivamente  si  el  valle  espresado  del)ia! continuar  disfrutando  los  pas- 
tes séei  BQonte  desKndado,  disfrute  que  coa  ei  carácter  de  provisíoDal  le 
fué  coAC«dido  por  Real  arden  de  3  de  agosto  de  4862. 

Vi^ta  la  demanda  presentada  en  ei  Consejo  de  Estado,  y  mejorada 
después  por  el  Licenciado  D.  Valeriano  Casanueva,  con  la  pretensión,  á 
Dombre  del  valle  de  Sa lazar,  de  que  se  revoque  la  precitada  Real  orden 
de  11  de  julio  de  1863  y  se  declare  subsistente  la  dictada  en  16  de  mayo 
de  1862,  en  la  que,  aclarándose  ó  esplicándose  el  sentido  verdadero  y 
exacto  del  Real  decreto  de  28  de  julio  de  1859,  se  reconoció  al  valle  que 
representaba  el  derecho  de  propiedad  en  el  monte  llamado  de  la  Cuestión, 
enclavado  en  el  bosque  de  Irati,  sin  perjuicio  del  dominio  eminente  que 
corresponde  al  Estado: 

Vistos  los  documentos  acompañados  con  el  escrito  de  ampliación  á  la 
denoanda: 

Vistos  el  escrito  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  absolución  de  la  demanda 
y  la  confirmación  de  la  Real  orden  que  por  ella  se  reclama,  y  el  informé 
que  acompañó  de  Jos  Plenipotenciarios  que  formaron  la  última  comisión 
española  de  límites  con  Francia: 

Vistes  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  en  los  que  ambas  partes  repro- 
dujeron  y  esforzaron  sus  respectivas  pretensiones: 

Visto  mi  Real  decreto  de  21  de  mayo  de  4853: 

Vistos  los  articules  46  y  56  de  la  ley  orgábica  del  Consejo  de  Estado: 

Visto  mi  Real  decreto  de  28  de  julio  de  1859  y  la  Real  orden  aclara- 
toria del  mismo  de  16  de  mayo  de  1862: 

Considerando  que  las  providencias  administrativas  que  producen  de- 
rechos y  causan  estado  solo  pueden  ser  revocadas  por  la  vía  contenciosa, 
deducida  ante  los  Tribunales  y  en  Ja  forma  que  disponen  las  leyes: 

Considerando  que  la  Real  orden  #  16  de  mayo  de  1862,  dictada  por 
e)  Ministerio  de  la  Gobernación  y  aclaratoria  de  mi  Real  decreto  espedido 
por  el  mismo  en  28  de  julio  de  1859,  reconoció  un  derecho  y  causó  es 
tado,  no  pudiendo  por  tanto  ser  revocada  mas  que  por  la  vía  contenciosa: 

Considerando  que  sin  embargo  de  esto^  y  de  mi  Real  decreto  de  21  de 
mayo  de  1853,  la  mencionada  Real  orden  fué  revocada  por  otra  de  11  de 
julio  de  1863,  dictada  por  el  Ministerio  de  Fomento; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno 
constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  Vengo  en  dejar  sin  efecto  la  Real 
orden  de  11  de  julio  de  1863. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
— Está  rubricado  de  la  Real  mano.~EI  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  e\ 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  el  Consejo  pleno  constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso, 
acordó  que  se  tenga  como  resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se 
refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se 
inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 

Madrid  4  de  setiembre  de  1867.— José  de  Grijalva.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  21  de  setiembre  de  1867.) 
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(Sentencia  (30  de  junio  de  1867.).*--Dominio  útu  bi  ojias 
TIERRAS.— Se  deja  sía  efecto  la  Beal  orden  de  12  de  oetubrede  186S 
feelanoada  por  D.  Pedro  Sánchez  de  Vega,  y  se  resuelve:  - 

Que  acreditándose  que  de  antiguó  y  por  una  mismafafnüiñ  ü 
Mn  llevado  en  arrendamiento  bienes  de  los  declarados  eriikntapor 
la  ley  de  desamortizaeion,  y  que  la  renta  que  por  ellos  se  pagaba  no 
esceaia  de  4,100  reales  anuales,  há  lugar  á  declarar  eJ  dominio 
útil  y  derecho  á  redimir  el  directo  á  fawi'  de  dicho  arrendatario. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«Gn  el  pleito  pendiente  en  el  Consejo  de  Estado,  en  primera  y  úníei 
insta ncia^  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Manuel  Medina^  a  nom- 
bre de  D.  Pedro  Sánchez  de  Vega,  vecino  de  Cangas  de  Onís,  proYÍncia 
'    '"  '  *      '  '      8,  y  de  la  otra  rai  Fiscal,  en  representación  d^  la 

I  del  Estado,  demandada,  sobre  deinioio  útil  da 
)3  de  la  Abadía  de  Gobadonga: 

ites,  de  los  cuales  resulta: 
I  de  1866  D.  Pedro  Sánchez  de  Vega  y  otros  ▼eci* 
s  de  Onís  acudieron  al  Gobernador  de  Ja  proriocia 
útil  de  unas  tierras  procedentes  de  la  Abadía  de 
al  efecto  que  por  sí  y  sus  causantes  fonjan  siendo 
pacíficamente  de  aquellas  tierras  con  anterioridad 

stificarto,  adujeron,  entre  otros,  los  sie^uientes do- 
j  de  la  escritura  de  arriendo  de  las  herios  de  San 
torgada  en  )3  de  noviembre  de  169  i  por  tiecapo 
le  Francisco  Cortés  de  la  Vega,  vecino  del  lugar 
sí  y  en  noni|^e  de  D.  Domingo  Cortés  y  Pedro  de 
ez  de  Vita,  viuda  de  Francisco  de  Vega  Gelis,  di- 
lugar, y  de  Domingo  Herrerin,i  vecino  del  mismo 
liento,' Leonardo  del  Dago,  Andrés  de  Soto,  Gre> 
viuda  de  Pedro  del  Valle,  Domiaga  de  la  Gueata, 
lar,  Alonso  Sánchez  y  María  del  Pozo,  viuda  de 
jos  vecinos  del  lugar  de  Cangas  ^e  Onfe,  llevando 
o,  uno  y  medio  y  dos  dias  de  bueyes,  obligándose 
¡ada  uno,  según  la  parte  que  llevaba ,  jK)r  cada. 
i  de  pan  mediano  y  una  gallina,  y  por  cadia  medio 
<iia  de  bueyes  medio  celemín  de  pan  mediano  y  media  gallina  -^Un  infor- 
rae  del  Cabildo  eclesiástico  de  Govadonga,  en  el  que  se  die«t  ser  cierto 
cuanto  aseguran  los  interesados,  y  que  era  imposible  facilitarles  ningua 
documento  porque  á  causa  de  las^uerras  y  revoluciones  polítícas  se  ha- 
bían perdido  muchos  de  su  archivo;  que  las  íincas  del  Cabildo  en  fosAe- 
rias  de  San  Pelayo  y  Varagaña,  asignadas  como  prebendas  á  los  cuatro 
Canónigos  llamados  Antiguos,  eran  administradas  respectivanoente  por 
cada  uno  de  éstos  con  independebcía^del  mismo  Cabildo,  que  ni  interve- 
nía en  los  arriendos,  ni  llevaba  libros  de  cobranzas  de  rentas,  ni  archiva* 
ba  tampoco  á  la  muerte  de  los  Canónigos  sus  memoriales  cóbralorioa.— 
Una  información  testifical  practicada  y  aprobada  por  el  Juea^  de  ptinort, 
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instancia  de  Gangas  de  Onfs  con  citación  del  Promotor  Fiscal,  en  la  que 
tres  testigos,  de  edad  de  66  ¿  70  a|ifO&,  declaran  ser  cierto  todo  lo  que  di- 
cen los  interesados. <-Gerli6cacioD  del  mencionado  Cabildo,  espedida  por 
él  Secretario  y  firmada  por  el  Ahad,  en  la  que  se  liace  constar  que  eji  di- 
eb(^  lirofaivorooD  motivo  de  la  guerra  de  la  IndependeDciá^  se  perdieron 
muchos  doaumentos,  y  después,  por  fas  leyes  de  desarhortizácion^  tos  en- 
carga^ olel  Gobierno  para  incautarse  de  tos  bienes  de  la  Abadía  se  lleva- 
TOD  los  que  aun  quedaban:  pero  que  sabeq,.por  haberlo  oidb  de  público, 
que  los  Canónigos  antiguos  que  cobraban  las  rentas  de  la  Vega  de  Sa6 
Pelayo  Y  la  VaragaFia  arrendaban  estos  bienes  por  escrito^  de  palabra,  sin 
inie^vepci^n  alguna  del  Cabildo,  y  así  lo  asegura  un  Canónigo  de  la  Co» 
legiala,  que  finé  uno  de  los  que  cobraron  parte  de  la  rentas  de  las  susodi* 
chas  herías;  que  también  tiene  entendido  el  Cabildo,  y  así  lo  asegura  et 
referido  Canónigo,  que  los  arrendamientos  pasaban  sucesivamente  de  pa- 
dres á  hijos,  sin  que  jamás  se  haya  conocido  que  á  la  muerte  de  un  lleva- 
dor* pasase  su  suerte  á  otro  dueQO.«-GertiGcacíon  del  Alcalde  de  Gangas 
de  Onís,  en  la  que  asegura  que  desde  que  se  formó  el  libro,  de  amijlara- 
níientos  de  so -Concejo  constan  en  él  los  reclamantes  como  llevadores  de 
las  h^ia»  de  Sftn'Pelayo  y  la  Yaragaña^  y  que  han  cultivado  estas  ñncas 
por  sí  y  sus  antecesores  con  anterioridad  é  1800,  pagando  una  renta  anual 
que  no  llega  á  i,iOO  rs.  y  la  contribución  que  como  colonos  les  ha  corres- 
pondido.—Un  árbol  genealógico  de  los  aseen diee tes  de  Pedro  Sánchez 
Vega,  y*  tárias  partidas  sacramentales. —Certificacioo  autorizada  por  Es- 
cribano y  fi^rrarádapor  el  PromótCH'  fiscal  y  el  Administrador  de  Propiedades 
Y  Derechos  ^el  £stado,  en  la  que  se  defiera  que  habiéi 
lee  documentos  procedentes  de  la  Abadía  de  Covadon, 
dicha  Administración,  están  conformes  con  los  presenta 
resados.— Y  certificación  de  los  cuadernos  cobratorios  d 
cargado  de' percibir  las  rentas  de  que  setrata,  de  que  re 
go  Sánchez  satisfizo  las  correspondientes  á  los  años  de  1*] 

Qm  en  su  consecuencia  se  pasaron  tales  antecedente.  »  .u.v....v,  v.^  .» 
Admibistraeion  del  ramo,  la  que  propuso  que  los  interesados  ampliaran 
el  ecrpedíente:  y  como  éstos  se  babia¿n  limitado  á  hacer  la  medición  y 
deslinde  de  las  tierras,  sin  presentar  Tiingnn  documento  que  acreditase 
ser  las  que  solicitan  las  mismas  que  llevahan  sus  antepasados,  y  aue  el 
arrendamiento  ha  venido  sin  interrupción  en  su  familia,  laespresadfa  de- 
pendencia elevó  una  esposicion  al  mencionado  Gobernador,  diciendo  que,' 
en  atención  á  la  poca  formalidad  con  que  los  Canónigos  verificaban  los  ar- 
riendos, era  de  opinión  que  debia  pasarse  el  espediente  al  Sr.  Abad  de  I» 
Colegiata  de  Govadonga,  por  si  tenia  algo  mas  que  esponer,  en  el  término 
de  15  dias,  y  después  al  Promotor  fiscal  á  fin  de  que  si  éste  no  oponía  re- 
paro, y  dando  cuenta  ala  Junta  ¡nrovincial  de  Yentas,  se  elevase 4  la  Di> 
Twstíé^  geibenih  • 

Qoe  la  Admróistracion,  para  el  caso  de  que  fuese  admitida  la  reden- 
ción, üarmé  la  capitalización  de  la  renta  según  el  precio  medio  de  los  granos 
y  demás  especies  de  que  Constó  en  et  decenio  de  1840  á  i 850,  correspoa> 
diend^  é  D;  Pedros  Satichez  902  reales: 

Q«M' el  Abad  de  Govadonga  contestó  que  nada  tenia  que  espnner  en 
contra,  y  el  Promete»'  fiseiAl  mformó  diciendo  que,  de  conformidad  con  ei 
pareeerHiel€aintdov  tt^  que  podía  declarárseles  á  los  tres  referidos  intere* 
sados  can  derecho  al  dominip  útil  que  solicitaban: 

Que  «elavado  el  esjpedienteá  la  Dirección  general  de  Propiedades  y  De- 
rechos ídef  Bstadof,  y  oida  la  Asesoría  general  del  Ministerio  da  Hacienda^ 
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opinó  que  debía  desestimarse  la  solicitud  de  los  reclamaotes»  eieudo  de| 
mismo  parecen  la  DireecioQ,  y  aGordáQdo.se  así  por  la  Junta  superior  de 
\eDtas  eu  3  de  junio  de  1865: 

Que  en  vista  de  este  acuerdo,  Sánchez  Vega  se  alzó  al  Ministerio  de 
Hacienda,  recayendo  en^su  consecuencia  la  Real  orden  de  12  de  octubre 
de  1865,  por  la  que  se  coníirmó  el  acuerdo  de  la  Junta  superior  de 
Ventas  que  denegó  al  mismo  reclamante  en  unión  de  otros  interesa* 
dos,  el  dominio  útil  solicitado  de  varías  tierras  procedentes  de  la  Abadía  de 
Covadonga; 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Li- 
cenciado D.  Manuel  Medina,  en  nombre  de  D.  Pedro  Sánchez  Vega, 
en  la  que  se  pide  la  revocación  de  la  precitada  Real  orden  y  que 
ee  declare  en  su  consecuencia  á  favor  de  este  ultimo  el  dominio  útil 
de  las  tierras  de  que  es  llevador  y  colono,  procedentes»  de  la  Abadía 
de  Covadonga: 

Vistas  las  partidas  sacramentales  que  con  la  espresada  demanda  se 
acompañan:  ., 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  absolur 
€ion  de  la  referida  demanda  y  la  confírmaoion  de  la  Real  órdeo  p^r  ía 
misma  impugnada: 

Vistas  las  tres  certificaciones  que  el  Licenciado  D.Manuel  Medina  pre- 
sentó con  posterioridad,  con  su  escrito  de  13  de  ma]fO  de  i867,  espedidas 
respectivamente  por  el  Administrador  de  Bieoes  nacionales  del  partido  de 
Cangas  de  Ooís,  por  el  Teniente  de  Alcalde  del  Ayuntamiento  de  ese  pue- 
blo, y  por  el  Comisionado  subalterno  de  Ventas  de  bienes  nacionales  del 
partido  de  la  misma  denominación:  en  toda^  las  cuales  se  hace  constar  que 
todos  los  bienes  pertenecientes  á  la  Colegiata  de  Covadonga,  sitos  en  las 
herías  de  San  PeJayo  y  la  Varagaña»  términos  de  la  villa  de  €angas  de 
Onís,  y  en  consecuencia  los  que  de  la  misma  procedencia  cultiva  D.  Pedro 
Sánchez  de  Vega  y  cultivaron  sus  mayores,  proceden  de  arriendos  antiguos 
otorgados  por  los  respectivos  Capitulares,  conforme  á  la  distribución  de 
Rentas  de  cada  prebenda,  sin  que  todo  el  cuerpo  capitular  procediese  por 
consiguiente  al  otorigamiento  de  arj^ndo  alguno;  los  cuales  coationabaa 
sin  interrupción  en  las  familias  ni  ffteracion  en  las  reptas;  y  asimismo 
que  los  arí'iendos  según  las  escrituras  antiguas  se  celebraban  á  razón  de 
un  celemín  de  pan  mediano,  un  cuarto  de  habas  y  una  gallina  por  renta 
anual  de  un  día  de  bueyes;  entendiéndose  que  el  dia  de  bueyes  antiguo  se 
compone  de  dos  y  medio  según  la  actual  medida  del  Concejo  de  Can* 
^as  de  Onfs: 

Vistas  las  leyes  de  i.^  de  mayo  de  1855, 27  de  febrero  y  li  de  julio  de 
i856: 

Vista  la  Real  orden  de  24  de  diciembre  de  1860: 

Considerando  que  del  espediente  resulta  que  distribuid^  lafi^ifeatis  de 
la  Colegiata  de  Covadonga  entre  los  Canónigos,  y  quedando  á  ear^  de 
cada  uno  de  ellos  cobrar  las  que  les  correspondían,  hacían  los  cqntratQS  de 
arriendo  unas  veces  verbalmente^  otras  por  escrito,  no  dando  por  \q  t^' 
guiar  recibos  de  las  rentas  á  los  colonos,  por  lo  que,  y  por  haber  desapare- 
cido de)  archivo  de  la  Colegiata  á  causa  de  las  guerras  muchos  docomen- 
tos,  hay  grandes  dificultades  para  juHilkar  por  n^edio  de  estos  los  contra^ 
tos  de  arriendo  celebrados  en  los  últimos  años  del  $iglo  pasada  f  Jos  prime" 
ros  del  presente: 

Considerando  (|ue,  atendidas  estas  dificultades,  debe  estimarse  bastante 
ia  justificación  presentiuia  por  D.  Pedro  Sanches  de  Vaga  de  qné  él  ó  ia- 
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4mduos  de  sw  hmlisi  han  Unido  f  o  arriendo  coQstaQteiMQte,  d^sde 
^oesdel  sigio  pasado,  las  íiocas  cuyo  domiDio  úüi  reclama,  poraue  además 
de  asegurarlo  varios  testigos,  está  probado  por  la  certificación  del  Cabildo 
de  la  Colegiata  y  del  Alcalde  de  Cangas  de  Oaís  oon  relación  á  los 
amillara  mientas;  resultando  también  en  los  cuadernos  cobratqrios  del 
Canónigo  encargado  de  percibir  estas  rentas,  que  Domingo  Saocbez, abue- 
lo del  demandaote,  babia  satisfecbo  las  respectivas  á  los  años  de  1782, 
1784  y  1785: 

Considerando  que  do  llega  á  1,100  rs.  la  renta  de  estas  fincas  ni  hay 
eseeso  en  lapeUcion  de  la  demanda,  porque  cinco  dias  de  bueyes  qqe  pre- 
tende equivalen  á  los  dos  que  disfrutaba  su  abuelo  en  1785,  según  certifi- 
cación presentada; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  dejar  sin  efecto  la  Real  orden  de  i2  de  octu- 
bre de  1865  y  en  declarar  que  corresponde  á  D.  Podro  Sanche?  de  Vega  el 
dominio  útil  de  las  fincas  de  que  es  colono  y  ha  reclamado,  procedentes 
de  la  Abadía  de  Covadonga.   . 

Dado  en  Palaeio  á  treinta  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.—EI  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrado  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  misr 
mos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que 
certifico. 

Madrid  5  de  setiembre  de  1867.— José  de  Grijalvab— (Publicada  en  la 
Gacetih  de  22  de  setiembre  de  1 867.) 


SS3. 


Senten^cia  (SO  de  junio  (k  Í867.).-^DsitECHo  al  dominio 
¿TIL  DE  UNOS  TKRBENOs  —Se  absuclvc  á  la  Administración  de  la  de- 
manda entablada  por  D.  Francisco  Vázquez  y  Lanzao  contra  Ta 
Real  orden  de  18  de  octubre  de  1864;  se  confirma  ésta,  y  se  re- 
suelve: 

i."    Que  una  de  las  condiciones  para  obtener  el  dominio  útü  de 
bienes  nacionales  ai^rendados  con  anterioridad  alam  1800,  es  jus- 
tificar la  continuación  no  in^rrumpida  del  arriendo  eti  una  misma 
f amina  de^de  antes  de  dicho  año  hasta  la  pttblkaeion  de  la  ley  de 
i.*  rf(?  mflfyode  1858; 

Y  2.**  que  el  art.  15  de  /a  Instrucción  de  Hde  julio  de  1856  j/ 
la  regla  6.^  de  la  Real  orden  de  24  de  diciembre  de  1860  declaran 
que  en  los  espedientes  que  se  incoen'^ para  acreditar  el  derecho  al 
dominio  útil  de  esta  clase  de  bienes,  es  inadmisible  la  prueba  de 
testigos  cuando  no  £stá  acompañada  de  algún  documento  referente 
á  los  primeros  ttííos  del  presente  siglo. 

Doña  Isabel  H,  etc. 

«En  el  pleito  qa«  pende  en  el  Goiteeje  de  Estado  et  primera  y  única 
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imtanolft  entre  partes; úéh  una  D;  Franeiseo  VaE(fQe«  j  iMntv^.  ^étim 
de jSao  Mígael  de  la  Regneira,  AyuotamieDto  de  love,  en  h  nrofineia  dt 
Lugo,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Tomás  Marfa  Mosquera,  deman- 
dante; y  de  la  otra  la  Administración  general,  demandada  j  repreée&tada 
fOT  mi  Piseal;  sobre  roTOeacion  ó  subsistencia  de  la  Bea?  érden  de  i%  de 
Oietubre  de  4864,  que  denegó  al  demandante  el  dominio  átil  que  fitbia  io« 
Jicitado  sobre  ciertos  terrenos: 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  en  i7  de  julio  de  4856  aeudió  el  espresado  D.  Francisco  Vatques 
al  Gobernador  de  la  provincia  de  Lugo  en  solicitud  del  dominio  útíf  de 
lugar  llamado  Dos  Cortellos,  perteneciente  al  convento  de  monjas  de  San« 
ta  Clara  de  Rivadeo,  en  consideración  á  que  el  esponente  y  su  foroilia 
liabian  sido  arrendatarios  de  la  referida  beredad  desde  mucho  antes  dei 
ano  de  1800  sin  ninguna  interrupción;  y  aunque  nada  dijo  en  su  instan- 
cia acerca  de  los  documentos  que  justificaran  su  pretensión,  aparecen  en 
el  espediente  á  continuación  de  la  misma:  • 

ir  Una  escritura  de  arrendamiento  de  la  espresada  heredad  otorgada 
en  46  de  eoaro  de  4785  por  el  representante  de  la  citada  comunidad  re- 
ligiosa, á  favor  de  Antonio  Seara,  por  término  de  60  años  y  precio  eo  cada 
uno  de  dos  fanegas  de  trigo,  cuatro  de  centeno  y  un  carnero,  ó  por  él  48 
reales;  arrendamiento  que  aceptó  Seara  para  si  y  su  heredero  soíannente. 

2.®  Un  recibo  que  acredita  el  pago  de  aquella  renta  por  este  interesado 
en  el  ano  4788. 

3.*  Otros  dos  recibos  de  pagos  hechos  por  Manuel  Vázquez  y  su  hijo 
Francisco  de  24  ferrados  de  centeno  correspondientes  á  las  indicadas  reír- 
tas,  por  frutos  de  4855  y  4857. 

4.*  Una  información  practicada  en  el  año  de  4864  aqte  eí  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Vivero,  con  citación  de  su  Promotor  fiscal,  en  la  que 
tres  testigos  declararon  bajo  juramento  que  desde  el  año  4800  habían 
sido  colonos  del  citado  lugar  Dos  Cortellos  Manuel  Vázquez,  su  mujer  y 
sus  hijos  Francisco  y  Nicolasa,  sin  ninguna  interrupción  hasta  el  día,  bú 
como  antes  lo  fué  Antonio  Seara  ^su  mujer,  quienes  por  no  tener  suce- 
sión llevaron  á  m  compañía  á  Maolel  Vázquez,  porque  la  mujer  de  este 
era  sobrina  de  la  mujer  de  Seara,  los  cuales  siguieron  el  arrendamiento, 
pagando  de  renta  24  ferrados  de  centeno. 

S.-**  Un  árbol  genealógico  y  las  correspondientes  partidas  sacramenta- 
les, para  probar  el  parentesco  entre  los  individuos  que  espresa  la  informa- 
ción de  testigos;  y  por  fin,  un  informe  de  la  Administración  del  ramo  de 
la  provincia,  en  el  que  se  dice  con  referencia  al  inventario  de  fincas  sacado- 
de  loa  libres  de  la  referida  comunidad,  que  se  indayeron  eq  aquel  eualre 
sestas  partM  d^l  Ju^  Dos  Cortellos;  por  el  que  se  pagaban  24  ferrados  de 
centeno,  y  que  desde  4855,  en  que  la  Hacienda  pública  se  incautó  de  estof 
bienes,  no  administrólas  fincas,  porque  constando  en  el  inventario  que 
se  habia  solicitado  el  foro  como  arrendamiento  anterior  alano  4800,8» 
respetó  el  contrato  y  solo  arrendaba  la  Hacienda  la  renta  de  los  24  ferra- 
dos de  centeno  cuando  se  sacaban  á  la  subasta  las  demás  rentas  4brales 
del  mencionado  convento:  < 

Que  ampliada  la  instruceion  del  eapedienle  se  uBíeron  al  misaio: 

4  .*'  Una  relación  de  las  fincu^  ci^'reapondieates  al  espretado  \^^hT  Doa 
Cortellos,  dada  por  el  interesado  y  certificada  de  exacta  por  el  Alcalde 
de  love. 

2«®    Una  de^lmoiOQ  de  ta  Abadeaa  del  raenoionado  oosveoto  de  Sant» 
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ClaK^»  e^üVgl^  floft&ifiesta  que  no  había  doctUDentofi  es  ia  €0(iHii)ida4 
ij^IaiMffi^eate.a  los  bieoes  de  su  porteoeoGÍa,  oi  podía  dar  noticia  aiguna 
dfsl  ^UDto  eo  .^ueUíoo. 

3«°,  Una  (Certificación  de  la  Administración  del  ranaode  laproi^incia  es- 
presandp  qjuf  po  existia  ningún  libro  cobratorio  de  rentas  de  )a  espresada 
compAidai  ba^ta  el  ano  de  1828,  y  que  del  que  se  encontró,  dando  prin- 
cipio en  esta  fecha,  aparecía  que  Manuel  Vázquez  y  su  hijo  Francisco 
pagaron  de  renta  en  aquel  año  por  los  bienes  de  que  se  trata  i 6  ferrados 
de  centeno,  8  de  trigo  y  un  carnero,  y  siguieron  pagando  la  renta  en 
Jos  anos 6ucesí¥os  basta  i835,  si  bien  en  1835  se  hizo  nuevo  arriendo  en 
el  que  se  bajó  la  renta  á  seis  fanegas  de  centeno. 

4.^  Certiíicacion  de  la  escritura  de  arriendo  en  el  citado  ano  1834  en 
favor  de  Francisco  Vázquez  por  término  de  seis  años  y  renta  de  seis  fa- 
negas de  centeno  en  cada  uno. 

5.^  La  capitalización  de  la  renta  de  estos  bienes  practicada  por  la  Ad- 
ministración del  ramo  de  la  provincia. 

6.®  Un  informe  del  Comisionado  de  Ventas  de  la  misma  provincia 
manifestando  aue  la  solicitud  del  dominio  útil  hecha  en  este  espediente 
por  al  interesado  fué  registrada  en  1.°  de  agosto  de  1856,  sin  que  constase 
que  la  hubiese  acompañado  con  la  citada  escritura  de  1785,  por  lo  que  era 
de  inferir  que  tanto  este  dato  como  los  que  le  seguían  en  el  espediente 
hubieran  sido  presentados  posteriormente  á  la  citada  fecha  de  1856: 

Que  remitidos  los  antecedentes  á  la  Superioridad,  la  Dirección  gene- 
ral del  ramo,  de  conformidad  con  lo  nota  del  Negociado  y  con  el  informe 
de  la  Asesoría  general  del  Ministerio  de  Hacienda,  propuso  que  se  deses- 
timara la  solicitud  de  dominio  útil  iniciada  por  D.  Francisco  Vázquez ,  ya 
porque  era  de  creer  que  los  justiQcaotes  de  su  pretensión  se  habían  pre- 
sentado con  posterioridad  al  31  de  octubre  de  1856,  tiempo  inhábil  para 
hacerlo,  según  la  Heal  orden  de  8  de  setiembre  del  mismo  año,  ya  también 
por  no  haberse  probado  el  arrendamieuto  de  los  bienes  de  que  se  trata 
desde  1798  basta  1829:  y  de  acuerdo  con  estos  pareceres  la  Junta  superior 
de  Ventasen  sesión  de  12  da  febrero  de  1864  desestimó  la  referida  soli- 
citud: ^ 

Vista  la  reclamación  que  hizo  el  interesado  contra  el  espresado  acuer- 
do de  la  Junta  superior  de  Ventas,  acompañando  para  dar  mas  apoyo  á  sus 
preteosíones  dos  lestimoDios  de  escrituras,  en  lasque  aparece  que  vendido 
judicialmente  en  1853  el  dominio  útil  á  que  tenia  aereclio  en  el  citado  lu- 
gajt  Dos  Cortellos  Nicoiasa  Vázquez,  hermana  del  recurrente,  lo  adquirió 
&te  por  la  accioa  de  retracto: 

Vista  la  Real  orden  dictada  en  18  de  octubre  de  1864,  por  la  cual, 
de  acuerdo  con  lo  propuesto  por  la  Dirección  general  del  ramo,  se  confir- 
mó la  referida  decisión  de  la  Junta  superior  de  Ventas,  desestimándose  la 
instancia  f^el  interesado: 

Vista  la  demanda  presentada  contra  la  precedente  Real  orden  en  el 
Consejo  de  Estado  por  el  Licenciado  D.  Tomás  María  Mosquera,  á  nombre 
d^l  QUado  D.  Francisco  Vázquez,  á  lo  que  acompañó  una  nueva  informa- 
ción judicial  de  tres  testigos,  reproduciendo  lo  que  habían  declarado  los 
presentados  en  la  anterior  de  que  se  ha  hecho  referencia,  con  la  preten- 
sión de  que  se  deje  sin  efecto  la  citada  Real  resolución  y  se  otorgne  al 
demandante  la  declaración  de  dominio  que  tiene  solicitada: 

Vista  la  contestación  de  mí  Fiscal,  en  que  pide  se  confirme  la  espresa- 
da Real  orden: 

Vistos,  el  escrito  presentado  por  la  parte  demandante  pidiendo  térmi» 
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no  {lárá  repHcar,  y  el  auto  tfe  !?i  Seccipa  4e  lo  Contentioso  tie!  reférete 
€oDsejo,  por  "él  q\l«  le  foé  denegado: 

Vistas  las  leyes  de  t.®  de  mayo  de  1855,  27  de  febrero  y  i !  de  julio 
de  18f5^,  y  Us  ínstrtKxianes  dicla.las  para  sn  ejecución,  las  cuates  pres- 
^írrbfeo  \t!s  condrcrones  íudispensables  para  la  redencfrom  de!  dominio  ití^i 
eo  los  arriendos  de  bienes  nadonales  anteriores  ai  año  de  1^00: 

CoBsidePatido  que  una  de  ellas  consiste  en  justificar  ta  continuación 
Doiintérrüñipida  de  dichos  arriendos  en  uthi  nrrstna  fíimilia  desAe  antes 
del  año  1800  fc'a^ta  la  pnbíicacioii  de  las  diadas  ley  es: 

CoúBiderando'que  por  parte  del  demandante  no  se  ha  cnmplido  con 
este  requisito  esencial,  pi>eslo  que  desde  1788,  en  -qoe  el  primitivo  arreo- 
dalario  Atftdrfro  Seflra  fiizo  el  primer  pago  defl  arrendamienlo  en  virtud 
de  la  «scí'itQrA  Oloírgada  á  su  favor,  hasta  el  de  1828  en  que  }o  vertficaroo 
Francisco  Vázquez  y  su  padre  Manuel,  no  aparece  quién  6  quiénes  frie- 
sen tos  llevad^t*e^  délas  tierrtis  de  que  se  trata,  ni  h  ca'títidad  que  por 
ellas  se  pagara: 

Gonsidéfftíffdio  qtie^te  gran  vacío  se  fra  procurado  llenar  «on  informa- 
ciones teátifitales,  sta  leuer  en  Cuetrla  que  el  art.  13  de  la  in^roccfon  de 
H  de  julio 'de  1856  y  la  regla  6.*  de 'la  Real  orden  de  24  He  diciembre 
de  Í8©0  declaran 'que  en  espedientes  d^e  esta  clase  es  inadmisfbte  la  prue- 
ba de  resrlgois  cíaaodo  no  viene  aícompañada  de  «flgun  documento TeTcrcnte 
á  los  priiíibros  años  del  presente  siglo,  sieüdo  por  lo  tanto  ineficaces  j  de 
ningún  valor 'láS  dtadas Informaciones;  y 

Considetandoque  el^ítrefno  relativo  á  la  compra  que  el  dematidaiite 
supone  haber  hecho  del  dominio  útil  que  á  su  hermana  correspondía  en 
lo^  bieWes  de  que  se  trata  por  el  mismo  título  que  él  ostenta,  'nies  propio 
de  este  juicio,  tii  ^íóbi-e  él  ha  resuefto  la  Administración  activa; 

CoWfdrmá'ndttme  coo  fo  cotfsultarto  "por  la  Sala  de  lo  Coolencíoso  de 
Concejo  de  Bírtado,  Ví*ngo  en  afbsolver  de  la  demanda  á  la  Adraíniátracron 
y  en  confirmar  la  Re^l  tírden  impugnada. 

Dado  en  Pafecio  á  tíieinta  de  junio  de  rafil  ochocientos  seaetíta  -y  «íete. 
—Está  rtíbribado  dfe  la  Real  íHatio.-^EI  Presidente  del  Consep  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.» 

Publica ctb'n.-^Leido  y  public&do  el  aoterior  Beal  •decreto  por  mí  el 
Secretario  accidental,  Iwllándose  celebrando  audiencia  púfWica  la  Sala  de 
lo  CohtetiiJioSo,  acordó  ¡qoe  se  tenga  como  resolución  'final  en  la  ¡ustaucia 
y  autos  á  que  Se'rófiéfé;  que'se  titía  á  lostnismos;  se  notifique  en  formaá 
las  partes,  y  se  ín'serteen'la  Qacéta;  de  que  certifico. 

Madrid  5  de  setiembre  de  1867.— José  de  G'ñjTilva.— fPtíblrcada  en  la 
i?»c«a  d«'25  tía  áetíera'bre  de  1867.) 


Séfcit*íiiélk¡(SO  dr  junio  úe  f867.).--AB0N0  de  sikiilfíáw.— 
Se  ábsiíelve  á  ta  Administración  de  la  demanda  entablai$a,pQrt)on 
Joaquio  Adriaenseos  contra  laBeal  orden  de  20  de  agosto  d€^,i866; 
se  confirma  (ésta,  y  ;se  Resuelve : 

1.^  ^QiwmnffHna^delas4i^sieioriU{pam}a^^ 
mdo  autorm  m  las  clasificaciones  de  los  empleados  d^9^  üffHffm- 
-pode sfémeio de  Cadete anfúrtor '4 la ediadde '18 años;       ' 
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¥%""  qvie  coidm  el  precepto  esplicitp  (te  la,ky  fiQfis  po^bl^ 
acfipíarrowiíi^.íte  fl?Kí/ofl(a,  niam  resoliicione^  de  fitros  cq^os  ma$ 
ó  menos  semejantes ^  pties  en  el  orden  4e  ¿a  jurisprudeu^a  ^olo  me- 
de  invocarse  en  el  Consejo  de  Estado  la  que  remite  de  sm  ¿eci- 
siones. 

DrijQjJ^abein>«etc. 

«En  el  pleUp  que  e.n  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
inst^Dfiia,  eptre  partes,  de  la  Mña  D.  Joaquín  de  Adriaeosens,  QficiaJ  del 
Mi^i^lepjo  de  Ultrani^r,  demandante,  y  de  la  otra  mi  Fí^jcai,  en  nombre 
de  la  Administración  ,  demandada;  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de 
20  i\e  ^go^o  de  1866,  que  negO  al  interesado  el  derecho  a,l  abopo  del 
tiempo  .que  ant^s  de  cumplir  ja  ed^d  de  i6  años  sirvió  en  plaza  de  CJa^le^ 
del  Colegio  de  Artillería: 

yjsto: 

Vi§^  el  eí5pp4ie^te  gubernativo,  del  cual  resalta: 

Que  por  acuerdo  dé  la  Junta  de  Clases  pasivas  se  clasificó  á  D.  Joaquia 
de  Adj-iftepsen^,  á  su  instanoia,  reconociéndole  en  30  de  enero  de  18i56  y 
hasta  22  de  noviembre  de  1865,  13  años,  tres  meses  y  20  días  de  servi- 
cios, y  d^cjarapdo  ,qne  no  t^ni^i  dereqho, al  señalamiento  de  Jiál^er  pasivo, 
caso  de  pasar  á  situación  4^  cesapte,  por  haber  ingresado  ep  ja  carrera 
civil  xíop  posterioridad  í  la  ley  de  Presupuestos  de  23  de  mayo  de  1845  y 
á  la  feqhíi  en  que  se  p.uso  el  Cúrnplase  en  |a  Isla  de  Cuba  el  Real  decreto 
de  26  de  octubre  de  1849:  y  que  los  ^rvicios  de  Cadete  del  Colegio  de  Ar- 
tillería y  Jos  (Je  ,Me.ritprio  de  la  Direccipp  general  de  Loterías  se  elimina- 
ban de  U  ¿(jja  deservicios  por  haber  prestado  los  primeros  antes  de  |a 
edad  .dp  16  fipog,  y  porque  desde  ja  publicación  de  la  indicada  ley  de  Pre- 
supuestos de  1845  no  ¿odian  reconocerse  los  segundos  con  arreglo  aja  ja* 
risprqd^qcj^i.eslfiblecipíi  por  M  misma  Junta: 

Que^n  ,!.•  djB  m^rs^o  del  propio  ^ño  de  1866  se  alzó  pl  interesado  del 
anterior  acuerdo, ?^nte  el  >f¡.nisterio  de  Hacienda,  invocando  eq  favor  de  su 
pretensión,  que.couc.retó  al  abQuo  de  servicios  en  dase , de  Cadete  de  Ar- 
itllerí^^pS  .icMerdo^  de  la  mencionadla  Junta  de  Clases  pa<)ivas  en  los^es- 
pedie^l-es  4¿  P.  Alfonso  Cpntreras,„tercer  Jefe  de  la  Dirección  general  dje 
Estancadas,  y  de  D.  Isidro  Wall,  Intendente  de  Hacienda  d?  la  Isla  de  Cii  - 
ba,  i  fluiep^  j^p  .abqp(5  resp^Qj-ivarpente  el  .tíetnpo  que  estuvieron  jbd  el 
Colegió jje .Artillería  y  en. la  ^cadejiiia  de  Ingeniero^,  y  el  Peal  (jecrQto.- 
sentencia  de  9  de  abril  de  1862  que  recayó  en  el  pleito  de  plasifíQacioo  de 
D.  Enai)io,de4aCarp|y^: 

QueJa^jBlf^riqa  Ju^ta.^e  Clases  pi^íyas  informó  ;icprca  .de  la  espresada 


soliqitp^jüftft  ;ap/5e  jíatóaj^CQPpcido  á  AdriaQíjseps  ^1  tieqipo  que. sirvió 
Qoroo  ,QaaQ,t|e  .ep  ej.gpl^^io  de  ArtijleríaDor  la  círcupstaocia  láfiicada  da 
h^ber  sí4p.M\C^^.^o  ,^P^^.^  46^9^  ^^  ^^^  Y  P^  con]preóder{e  los  benefi- 


cios que  el  art.  12  del  Real  decreto  de  rettros  militares  de  3  de  junio  de 
i82Sdí?J^ft^,ál9.3,<;ad»íes.hijj5>s  defl^iHtarpS;  jónicos  á  ^uie^es' a^  les 
-contaban  sus  servidos  desde  los  ñ  añp^: 

Que  respecto  á  los  casos  quo  citaba  en  su  favor,  á  D.  Isidro  Wafl  se  le 
reconocieron  los  servicios  de  Cadfi]t.ejJ^JP«ooredaa,  por  haber  acreditado 
spr  hijo  de  un  Brigadier  de  cabaliería,  y  hallarse  comprendido  por  ello  en 
«1  art.  42  del  Real  decreto  meDci^ikl4p;  que  si  á  D.  Alfonso  Contreras  se 
le  aboQ^roD  también  en  el  año  de  1852  los  de  Cadete  desde  los  12  años, 
ao  se,  ol^ery^ha  ¿ya  ,p(fU  Jjipta Ja  mí^  jurisprudencia;  y  qpjsel  .Real 
;dj9Cretor^eqtencia  que  reqayó  Qn  el  ^speqi^nte  (le  D.  Emilio  de  la  Campa, 


Digitized  by 


Google 


832  JURISPRUDENCIA  ADMINISTRATIVA. 

Dada  suponía  en  favor  del  reciírreote,  puesto  que  tambieD  se  le  bajbría  re 
conocido  el  servicio  de  Cadete  si  hubiera  reunido  la  coodícioo  l^e  exige 
el  art.  12  del  Real  decreto  de  1828; 

Que  en  tal  estado,  y  de  conformidad  con  el  parecer  de  la  Asesoría  ge- 
neral del  espresado  Ministerio,  se  dictó  la  Real  orden  de  20  de  agosta  del 
referido  año  de  i866y  notificada  al  interesado  en  5  de  diciembre  siguien*. 
te,  por  la  cual  se  desestimó  la  solicitud  de  O.  Joaquín  de  Adriaensens,  se 
confirmó  el  acuerdo  de  la  Junta  de  Clases  pasivas,  y  s^^  declaró  que  do  te- 
nia derecho  á  que  se  le  abonase  en  su  clasificación  el  tiempo  que  antes  de 
cumplida  ía  edad  de  16  años  sirvió  la  plaza  de  Cadete  del  Colegio  de  Ar- 
tillería: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  por  D.  Joaqoin 
de  Adriaensens  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la  precitada  Real  or- 
den de  ^0  de  agosto  de  i  866  y  se  declare  que  deben  abonársele  los  servi- 
cios que  prestó  como  Cadete  de  Artillería,  según  las  prescripciones  y  pre- 
cedentes establecidos  en  varios  casos,  entre, ellos  los  que  había  invocada 
en  la  vía  gubernativa: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  absolución  de  la  demanda  y  la 
confirmación  de  la  Real  orden  impugnada: 

Visto  el  núm.  5/  de  la  regla  26  ue  ia  ley  de  Presupuestos  de  183S,  que 
prohibe  el  abono  de  todo  servicio  antes  de  la  edad  de  16  años: 

Visto  el  art.  1.®  de  mi  Real  decrelo.de  21  de  diciembre  de  1857,  gue 
dispone  no  se  haga  en  las  clasificaciones  abono  alguno  de  años  de  servicia 
que  DO  esté  determinado  por  una  ley: 

Considerando  que  ninguna  autoriza  para  las  clasificaciones  de  los  em- 
pleados civiles  el  tiempo  de  servicio  de  Cadete  anterior  á  la  edad  de  i6 
años,  y  que  aun  para  apreciarlo  en  una  clasificación  militar  deberían  coo- 
(íurrír  circunstancias  que  no  reúne  el  reclamante: 

Considerando  que  contra  el  precepto  esplícito  de  la  ley  no  es  posible 
aceptar  razones  de  analogía,  ni  aun  resoluciones  de  otros  casos  máseme- 
nos semejantes,  pues  en  el  orden  de  la  jurisprudencia  solo  puede  invocar- 
se en  el  Consejo  de  Estado  la  que  resulte  de  sus  decisiones; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Adminístracioa 
y  confirmar  la  Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  treinte  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete.- 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  deMíaistros, 
Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  iníel 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebraudo  audieo- 
cia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolu- 
ción final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mis- 
mos; se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta,  de  que 
certifico. 

Madrid  5  de  setiembre  de  1867.^Jo8é  de  Grijalva.— (Publicada  en  la 
(iríü^eta  de  28  de  setiembre  de  1867.) 


«»5, 


Sentencia  (30  de  junio  de  1867.).— Señalamiento  de  habm 
i>Asivo.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  enlabiada 
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por  D.  José  Antonio  Gabarro  y  Bassa  contra  la  Real  orden  de  8  de 
junio  de  1866;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

1.**'  Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  20  y  26  de  la  ley 
de  Presupuestos  de  26  de  mayo  de  1833,  es  indispensable  para  el 
señalanUenlo  de  haber  pasivo  que  se  haya  desempeñado  en  propie- 
dad un  empleo  de  nombramiento  Real  ó  délas  Cortes,  cuyo  sueldo 
sirva  de  tipo  regulador: 

2/  Que  son  dos  cosas  distintas  el  abono  de  tiempo  de  servicio 
y  el  señalamiento  de  sueldo  ó  haber  pasivo; 

F  3.**  que  en  estas  materias  no  pueden  apreciarse  como  prece- 
dentes otras  resoluciones  que  las  dictadas  en  casos  análogos  á  con- 
sulta del  Consejo  de  Estado,  cuando  concurran  las  condiciones  de 
identidad  y  congruencia  necesarias. 

Doña  Isabel  11^  etc. 

«Eo  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  eo  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  D.  Pedro  Lledós,  en  nombre  de  D.  José 
Antonio  Gh barró  y  Bassa,  vecino  de  Barceiooa,  cesante  del  ramo  de  Por- 
tazgos, demandante,  y  de  la  otra  la  Administracioo  general,  demandada  y 
representada  por  mi  Fiscal;  sobre  señalamiento  de  haber  pasivo: 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  la  Dirección  general  de  Correos  y  Caminos  nombró  á  D.  José  An- 
tonio Gabarro  y  Bassa,  mozo  de  oficio  de  la  Administración  principal  de 
Correos  de  Jaén,  destino  de  que  tomó  posesión  el  interesado  en  21  de  mar- 
zo de  i  821,  desempeñándole  hasta  30  de  agosto  de  1833:  Interventor  del 
portazgo  del  puente  del  rio  Alterri.  que  desempeñó  desde  31  de  agosto  del 
citado  año  de  1833  al  31  de  octubre  de  1836,  y  Administra<lor  del  portazo 
go  de  Bruch,  empleo  que  sirvió  desde  1.®  de  julio  de  1837hasta  17  de 
marzo  de  1842:  reuniendo  el  interesado  un  total  de  20  años,  3  meses  y  25 
días  de  servicio: 

Que  la  Junta  de  Clases  pasivas,  por  acuerdos  de  20  de  mayo  de  1851  y 
31  de  octubre  siguiente,  le  declaró  sin  opción  el  señalamiento  de  haber  pa« 
sivo  porque  no  habia  servido  destino  que  le  concediera  ese  derecho: 

Que  en  22  de  enero  de  1856  acudió  á  la  Junta  con  nueva  instancia  pa- 
ra que  se  le  clasificara,  siendo  desestimada  por  la  referida  dependencia  en 
sesión  de  28  de  mayo  del  mismo  año,  teniendo  en  cuenta  que  no  habia 
acreditado  servicio  posterior  al  31  de  octubre  de  1851,  fecha  de  su  última 
clasificación: 

Que  en  1863  persistió  en  su  solicitud  anterior,  y  la  citada  Junta,  por 
«cuerdo  de  19  de  mayo  de  1865,  le  reconoció  los  20  años,  3  meses  y  25 
días  de  servicio  hasta  17  de  marzo  de  1842,  declarándole  con  derecho  al 
iiaber  pasivo  de  2,737  rs.,  como  mitad  del  regulador  de  5,475  que  disfrutó 
en  el  ramo  de  Portazgos  con  aterioridad  á  la  Real  orden  de  18  de  abril 
de  1847: 

Y  por  último,  que  elevado  este  acuerdo  en  consulta  al  Ministerio,  reca- 
yó Real  orden  en  8  de  junio  de  1866,  por  la  cual  se  declaró  que  tenia  dere-< 
cho  á  que  se  le  abonaran  los  20  años,  3  meses  y  25  dias  que  ejerció  los 
cargos  de  mozo  de  oficio  en  la  Administración  principal  de  Jaén  y  de  In- 
terventor y  Administrador  de  portazgos,  pero  no  al  goce  de  haber  en  su 
actual  situación  de  cesante,  por  no  haber  desempeñado  destino  alguno  dQ 
Real  nombramiento. 


Digitized  by 


Google 


S34  JUIUSPRODENCIA   ADHINISTAATIYA. 

Vista  la  demanda  presentada  aote  el  Consejo  de  Estado  pof  D.  Pedro 
Lledós,  á  nombre  de  D.  José  Antonio  de  Gabarro  y  Bássa,  pidiendo  que  se 
réviGk|^e  la  Real  orden  anterior  y  se  le  declare  con  derecfao  ai  gdcede  ha- 
ber fasil^u: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscai  con  la  solicitad  de  que  se  consulte  la  ab- 
solución de  la  demanda  y  la  codirmacion  de  la  referida  Real  ónáeo: 

Vistos  los  artículos  20  y  26  de  la  ley  de  Presupuestos^  de  26  d«  mayo 
de  !83oj 

Considerando  qué  con  arreglo  á  lo  dispuesto  eñ  lós  citados  artículos  es 
indispensable  para  el  señalamiento  de  habei'  pasíVó,  Í]ue  se  haya  désem 
peñado  eti  propiedad  un  empleó  de  ñómbramiétíto  Real  d  de  las  C&rtes, 
cnfó  sdeldb  slNa  de  tipo  regulador,  circunstancias^  q'iie  no  cbá^uf  réá  en 
los  qtie  obtuvo  y  ejerció  D.  José  Antenio  Gabarro  y  Bi^a  en^  lós  l'aYtoíos  de 
Correos  y  Portazgos: 

Considerando  que  siendo  dos  cosas  distintas  el  aboao  de  tiempo  de 
servicio  y  el  señalamiento  de  sueldo  ó  haber  pasivo,  la  Keaí  orden  im- 
pugnade;  que  niega  este  al  interesado  y  la  reconoce  mas  de  20  años  de 
servicio,  se  ajusta  á  las  disposiciones  antes  citadas: 

Y  considerando  que  en  este  pleito  no  pueden  apreciarse  como  prece- 
dentes otras  resoluciones  que  las  dictadas  en  casos  análogos  á  coósulta 
del  Consejo  de  Estado,  cuando  concurran  las  co'ndiciones  de  identidad  y 
congruencia  necesarias; 

Confi^rmándome  con  lo  consultado  por  h  ííala  de  ío  Conienciosodel 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  a  la  Administración  de  fa  demanda 
interpuesta  por  D.  José  Antonio  Gabarro  y  Bassa  y  conGrmar  la  áeai  or- 
den de  8  de  junio  de  1866. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
—Está  rubricad'o  de  la  Real  manó.— Él  Presidente  del  Consejo  de  SÍídís- 
tros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Pubíicacioñ.— Leido  y  publicado  el  anteriof  Real  decretó  por  mí  el 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  reso- 
Iticion  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  sé  Una  á  los  íKiís- 
mos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes  y  se  inserte  en  lá  Gaceia;  de  que 
certjfico. 

Madrid  5  de  setiembre  de  \9ñ1.—José  de  Grijalva, — (Publicada  eü  la 
Gaceta  de  28  de  setieinbre  de  iS67.) 


IttÚ. 


í^éÉktéhetÁ  (30  dé  junio  de  1867.).— íi^DkftNlzACióír  db  peí- 
juicios.  Se  confirma  ^ú  parte  y  en  parte  se  revo(iá  la  áeíiiéúdá  del 
Consejo  provincial  de  Madrid  en  et  pleito  entre  tá  compañía  de  los 
ferro  carriles  del  Norte  de  España  y  D.  Pablo  Cayetano  Gippiíri,  y 
B6  resuelve: 

1.*  Qne  negada  par  el  Consejo  pfóvinúial  la  üdmáswn  del  re- 
curso de  nulidad  interpuesto  por  el  apelante  de  una  sentencia^  gn» 
habiendo  reelátáúdo  opártttnamente  de  esa  negativa,  úo  el  poñbie 
tomarlo  en  óonsideftíóioú  ddspuisÉ  efí  la  gégunm  instancia: 

2/    Que  las  leyes  de  14  de  noviembre  de  18{(íi  y  Í1  ¿te  julio  de 
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^836  establecen  la  obligación  de  las  tmpresas  de  obras  públicas  áfi 
ubdnar  el  perjuicio  que  ocasionen  á  los  particulares  por  el  cambio  de 
con^ciones  ó  supresión  de  derechos  que  sus  propiedades  ó  indus- 
trias esperimenten  á  consecuencia  de  la  ejecución  de  dichas  obras; 
Y  3.*  que  no  es  procedente  el  abono  de  perjuicios  por  el  mlor 
de  um  industria  suspendida  por  la  voluntad  del  mismo  industrial 
ó  fabíHcante  y  cuyo  restablecimiento  estaba  mjeto  á  diversas  con- 
tingencias. 

Doña  Isabel  II ,  etc. 

((En  el  pleko  peodieote  ante  el  Consejo  de  Elsiado  en  grado  4e  apeU  - 
cton  y  por  recurso  de  nulidad,  eatre  partes,  de  la  una  el  LiceQCÍa(jo04>Q 
Siantos  de  Igasa,  en  norobre  de  la  compañía  de  lo^  ferro  «carriles  del  Norte 
de  España,  apelante,  y  de  la  otra  el  Lioenciado  D.  Cristóbal  Martin  de 
Herrera,  representando  á  D.  Pablo  Cayetano  Gíppini,  vecino  de  esta  corte, 
apelado  y  á  la  vez  apelante,  en  cierto  estremo  sobre indemaUacioa  4e  per- 
juicios: 

Visto: 

Vista  la  instancia  que  en  26  de  juJio  de  i 863  dirigió  D.  Pablo  Cayeta-* 
DO  GippLni ,  dueño  de  la  fábrica  dejaban  titulada  La  Confianza,  sita  en  el 
paseo  de  Melancólicos  de  esta  corte,  al  Gobernador  de  la  proviqcia,  mani- 
festando qu8  desde  el  año  de  i854,  en  que  por  el  AYuntamieuto  de  esta 
capital  se  autorizó  la  construcción  de  la  mencionada  fábrica  con  el  corres- 
pondiente derecho  de  libre  servidumbre  para  toda  clase  de  carros,  se  ha 
venido  por  aquella  en  el  pacíGco  uso  del  espresado  derecho,  hasta  que  en 
21  de  mayo  del  citado  año  de  4863  la  compañía  del  ferro-carril  del  Norte, 
coflcesionaria  ^el  de  contorno,  le  privó  de  él,  paralizándole  con  tal  moti  - 
vo  sus  operaciones,  por  lo  que  reclamaba  contra  la  referida  empresa,  toda 
vez  q.ue  sus  quejas  ante  la  misma  no  liabian  dado  ningún  resultado: 

Vista  la  contestación  de  la  mencionada  compañía,  esponiendo  que  las 
zonas  de  terrenos  que  subsistían  á  lo  largo  de  la  fachada  de  la  fábric?  eran 
sulieientes  para  permitir  el  paso  de  los  carros  y  que  el  establecimiento  del 
ferro-carril  del  contorno  no  habia  creado  servidumbre  alguna  que  perju- 
dicase á  la  íodíeada  fábrica: 

Visto  el  informe  que  sobre  el  particular  emitió  el  Ingeniero  Jefe  de  la 
división  correspondiente  que  ejerce  la  inspección  facultativa  de  la  lípea, 
espresando  que,  si  bien  con  el  ferro-carril  del  contorno  no  se  ocupó  pro  • 
piedad  alguna  de  Gippini,  eran  completamente  ciertos  los  daños  y  perjui* 
ciosquese  ocasionaban  á  su  fábrica,  y  que  procedía  la  indemnización  de 
los  mismos  por  cuenta  de  dicha  compañía  concesionaria  de  aquel  ferro- 
carril, que  enlaza  las  estaciones  del  Norte  y  Mediodía: 

Visto  que  en  virtud  de  uo  avenirse  amistosamente  los  interesados  se 
raandó  instruir  el  oportuno  espediente  con  arreglo  á  la  ley  de  espropia- 
eioQ  forzosa  y  reglamento  dictado  para  su  ejecución,  y  quedespqes  de  va- 
rios iocjdantes  acerca  del  nombramiento  de  peritos,  lacompañia  designó 
como  tai  á  D.  José  María  Sanz,  y  Gippini  nombró  á  D,  Francisco  Verea, 
arquitectos  ambos  de  la  Real  Academia  de  San  Fernando: 

Visto  el  dictamen  del  perito  nombrado  por  la  compañía,  en  el  que  dice 
que  del  reconocimiento  que  habia  practicado  sobre  el  terreno  resultaba 
que  la  distancia  existente  desde  el  pié  del  talud  ai  primer  ángulo  de  la  fa- 
chada de  la  fábrica  era  de  iO  metros  30  centímetros;  al  centro  déla 
puerta  11  metros  13  centímetros;  al  segundo  ángulo  12  metros  40  ceoU* 
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metros,  y  deade  el  carril  mas  próximo  á  dicha  puerta  42  metws  8Í  centí  - 
m6tr,Q,$f  qua  se  haUaba  construido  un  paso  á  nivel  frente  del  áftimd  áo- 
g^loáe  íá  fabrica  con  un  camino  lateral  de  6  metros  15  cenirm^ros  de 
ancho  hasta  la  puerta  de  la  misma,  con  pendiente  mas  suave  qtre  fa  mar- 
cada para  las  carreteras  generales,  y  que  á  este  camino  lateral  podía  dár- 
sele mas  anchura,  caso  necesario,  así  como  á  la  óurva  de  entrada  del 
paso  á  nivel;  y  que  por  tanto,  no  estando  comprendida  la  reéfanfacion  de 
Gippiní  en  ninguno  de  los  casos  previstos  por  las  leyes  de  policía  de  ferro- 
carriles y  de  espropiacion  forzosa  con  su  reglamento,  era  improcedente  la 
petición  de  danos  de  que  se  trata: 

Visto  el  informe  evacuado  por  el  perito  de  Gippiní,  manisfesfando,  por 
el  contrario,  que  eran  de  tal  naturaleza  los  perjuicios  ocasionados  á  la  fá- 
brica de  jabón,  que  afectaban  á  la  existencia  del  establecimiento  por  la 
alteración  de  sus  primitivas  condiciones,  sin  las  cuales  no  podía  existir; 
que  asimismo  la  industria  á  que  el  edíGcio  se  destina  había  esperimentado 
perjuicios  en  la  elaboración,  que  la  inhabilitaban  en  gran  parte  para  este 
fin;  que  la  vía  férrea  privaba  á  la  fábrica  del  libre  uso  de  la  servidumbre 
de  los  carros  por  el  camino  que  desapareció  con  su  construcción;  que  por 
estar  situado  el  edificio  á  menor  distancia  de  20  metros  de  la  vía,  et  due- 
ño no  podía,  con  arreglo  á  la  ley  de  ferro-carriles,  realizar  su  proyecto  de 
construir  dos  pisos,  con  destino  á  habitaciones  para  obreros,  sobre  efl  que 
tenia  en  la  actualidad,  para  lo  cual  liabia  solicitado  licencia  en  25  de 
febrero  de  1862  del  Ayuntamiento,  antes  del  25  de  abril  de  1863  en  que 
se  concedió  el  ferro-carril  de  que  se  trata;  y  que  las  infiltraciones  de  las 
aguas  qiie  se  desprendían  de  la  parte  alta  de  la  misma  vía  perjudicaban 
mucho  á  la  finca;  y  después  de  esplicar  detalladamente  los  mencionados 
perjuicios,  los  tasó  en  Ja  cantidad  de  790,816  rs.  vn.: 

Vista  la  tasación  del  Ingeniero  mecánico  D.  Carlos  Andrés  de  Castro, 
tercer  perito  nombrado  por  el  Juez  de  primera  instancia  del  partido,  en 
vista  de  no  avenirse  las  partes  en  su  nombramiento,  en  la  cual,  después 
de  alegar  estensas  consideraciones  en  apoyo  de  sus  dictámenes,  resume 
los  perjuicios  esperimentados  por  la  fábrica  de  iabon  en  los  siguientes: 

1.*  Que  se  la  privó  de  la  libre  servidumbre  de  entrada  que  antes  tenía, 
no  existiendo  otra  que  la  que  se  le  habia  dado  por  el  paso  á  nivel,  el  cual 
no  era  conveniente  por  los  peligros  y  entorpecimientos  que  ocasionaba. 

2."  Que  por  la  distancia  entre  la  puerta  de  la  fábrica  y  el  muro  de 
sostenimiento  del  terraplén,  por  la  pendiente  que  existe  entre  el  paso  á 
nivel  y  la  entrada,  por  las  curvas  que  forma  el  camino,  por  la  estrechez 
de  éste  y  por  el  asombro  natural  de  las  caballerías  al  pasar  los  trenes,  no 
era  posiWe  conducir  á  la  fábrica  pesos  ni  piezas  de  grandes  dimensiones, 
necesarios  en  un  establecimiento  de  su  clase,  no  solo  por  las  dificultades 
pue  ofrece  el  servicio,  sino  por  el  reitraimi.enlo  de  los  carreteros  á  cruzar 
por  aquel  sitio  y  por  las  desgracias  y  pérdidas  materiales  que  podían 
ocurrir. 

3.®  Que  por  las  aguas  llovedizas  que  caían  contra  los  muros  de  la  finca 
y  por  la  trepidación  de  los  trenes  se  habian  alterado  las  condiciones  de 
salubridad  y  estabilidad  del  edificio,  de  tal  modo  que  ya  se  manifestaban 
en  el  mismo  señales  de  su  corta  vida. 

Y  4.°  Que  se  había  privado  al  propietario  de  construir  las  habitaciones 
para  los  obreros  que  tenía  proyectadas  en  el  edificio;  y  finalmente,  qoe 
debían  ser  indemnizados  todos  estos  perjuicios,  importantes  según  el  dic- 
tamen que  se  viene  relacionando  821,725  rs.  32  cents. ,  en  la  forma  si- 
guiente: 
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Por  valor  de  la  parte  de  edificio  utilizable  para  la  coQStruccíoa  de  uoa 
.  casa  coD  destino  á  habitaciones  de  obreros,  188.340. 

Por  valor  del  edificio  utilizable  y  aplicable  a  la  fábrica  dé  jabón  eo  la 
planta  baja  y  capital  Ojo  empleado  en  la  industria,  consistente  en  calderas, 
tinajas,  trujos,  moldes  y  demás  accesorios,  374,956. 

Por  valor  industrial  del  establecimiento,  consistente  en  sus  condicio- 
nes de  emplazamiento,  consumo  y  parroquia  asegurada,  crédito  de  que 
disfrutaba,  remuneración  de  su  dirección,  etc.,  etc.,  345,200  rs. 

Bájense  por  valor  actual  del  terreno  y  partes  aprovechables  del  edifi- 
cio y  demás  capital  fijo,  185,500  rs. 

Liquido  importe  de  daños  y  perjuicios  ,  720,898  rs. 

Tres  por  ciento  de  la  cantidad  deducida,  21,626  rs.  88  cents:  total 
742,522  rs.  88  cents. 

Interés  del  6  por  100  de  dicha  cantidad  desde  el  día  21  de  mayo  de 
4863  en  que  se  realizaron  los  daños  y  perjuicios  'hasta  el  día  en  que  se 
firmó  por  el  perito  la  tasación,  6  de  marzo  de  1865,  79,202  rs.  44  cén- 
timos. 

Suma  igual  á  la  declarada  821,725  rs.  32  cents.,  cantidad  que  deberá 
continuar  devengando  interés  hasta  que  sea  efectiva: 

Vista  la  impugnación  que  la  compañía  presentó  contra  el  dictamen 
que  antecede,  fundándose  en  que  antes  de  precederse  á  verificar  la  tasa- 
ción debió  ventilarse  y  decidirse  la  cuestión  de  si  existian  ó  no  los  perjui- 
cios reclamados,  los  cuales  no  había  reconocido  nunca  la  empresa,  y  en 
iodo  caso  estimaba  equivocados  los  cálculos  que  se  hacían,  porque  la  com- 
pañía no  ocupó  ni  prív<')  á  Gippíni  de  parte  alguna  de  su  fabrica,  que,  si 
tenia  alguna  servidumbre  sobre  el  terreno  público  llamado  de  los  Melan- 
cólicos, en  la  actualidad  los  conservaba,  y  por  tanto  no  se  le  privaba  de 
la  entrada  de  carros,  debiendo  en  todo  caso  haber  reclamado  cuando  se 
formó  el  plano  del  camino,  donde  se  determinaron  las  servidumbres  que 
se  suprimían  ó  variaban;  y  que  nada  había  que  temer  del  paso  á  nivel,  es- 
tando éste  debidamente  guardado  y  con  las  precauciones  convenientes: 
que  la  rampa  y  dicho  paso  á  nivel  mejoraban  las  condiciones  de  acceso  á 
la  fábrica,  y  la  única  dificultad  que  ofrece  la  entrada  consiste  en  que  la 
puerta  de  la  fábrica  era  de  escasa  latitud:  que  el  motivo  de  que  en  la  ac- 
tualidad no  pudieran  cargarse  y  descargarse  á  la  vez  varios  carros  fuera 
de  la  fábrica  consistía  en  que  el  terreno  donde  eso  se  hacia  era  de  servicio 
público  y  no  de  Gippíni,  y  la  ley  en  su  virtud  dispuso  de  él:  que  la  espe- 
riencia  tenia  demostrado  que  si  bien  al  principio  del  establecimiento  de  un 
ferro  carril  los  ganados  se  asombraban,  al  poco  tiempo  veían  indiferentes 
el  paso  de  los  trenes  y  oían  con  tranquilidad  el  silbido  de  la  locomotora^ 
no  siendo  costumbre  por  esto  indemnizar  á  nadie:  que  con  abrir  una  zan- 
ja al  pié  de  la  rampa  de  acceso  bastaría  para  evitar  completamente  el 
perjuicio  que  pudieran  causar  las  aguas  pluviales  al  edificio:  que  respecto 
á  la  trepidación  de  los  trenes,  si  en  algo  perjudicaba  á  la  finca  era  por  su 
falta  de  solidez;  y  que  en  cuanto  á  la  privación  de  construir  habitaciones 
para  obreros,  en  ningún  país  se  concedían  indemnizaciones  por  las  inten- 
ciones que  los  propietarios  tuvieran  de  mejorar  sus  fincas: 

Visto  el  escrito  en  que  Gippíni  por  su  parte  combatió  la  tasación  del 
tercer  perito  en  atención  á  que  no  tuvo  en  cuenta  los  perjuicios  que  la  fá- 
brica esperimentó  desde  que  empezaron  las  obras  del  ferro-carril,  á  que 
los  datos  de  evaluación  del  consumo  eran  escasísimos,  toda  vez  que  se  ol- 
vtdó  el  consumo  á  pié  de  fábrica;  á  que  todos  los  tipos  se  fijaban  en  el  tér- 
mino mínimun  y  no  en  el  medio,  como  debía  hacerse;  y  concluyó  mani- 
TOMo  vil. — Jtifísprudencia  administrativa.  (iH 
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feaUDdo  que,  oon  el  fío  de  evitar  uJteriores  perjuicios,  lo  cfue  deseaba  era 
Ja  lerminacioa  del  espedieote  en  los  térmiuos  que  la  autoridad  resolviese: 

Visto  el  decreto  dado  á  iostaocia  del  referido  arquitecto  Verea  por  el 
Juzgado  primera  instancia  del  distrito  del  Centro,  acordando  la  retención 
de  ios  honorarios  devengados  por  su  tasación,  delascaotniades  que  Gippi- 
ni  pereibiera  de  la  Compañía: 

Vistos,  el  informe  de  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Coflse- 
jo  de  Estado,  á  la  cual  se  oyó  luego  que  el  espediente  se  elevó  á  la  Superio 
ridtód;  y  la  R«al  orden  de  30  de  noviembre  de  Í805,  que  en  su  virtad  recaiyó, 
por  la  que  se  dispuso  que  el  Gobernador  de  la  provincia,  en  uso  de  sus 
atribuciones,  dictase  en  el  asunto  la  resolución  que  creyese  procedente: 

Vista  la  providencia  que  en  su  consecuencia  y  en  i  3  de  enero  de  4866 
dictó  la  referida  autoridad  superior  de  la  provincia,  aprobando  la  tasación 
practicada  por  el  tercer  perito  en  discordia  y  mancando  que  se  llevara  á 
efecto  en  todas  sus  partes: 

Vista  la  demanda  que  la  eompañía  del  Norte,  representada  por  el  Li- 
cenciado D.  Santos  de  Isasa,  interpuso  ante  el  Consejo  provincial  de  esta 
corte,  con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  meoeionadía  providencia  de  13 
de  enero  de  1866  y  se  declare  que  la  compañía  no  ha  causado  agravios  b^ 
perjmcio  á  la  propiedad  ni  á  la  servidumbre,  ni  á  cualquier  otro  derecho 
de  Gippini;  que  si  ha  habido  imposición  de  nueva  servidumbre  ó  modifica» 
cioa  de  alguna  antigua,  se  ha  verificado  con  arreglo  á  las  disposiciones  vi* 
gentes  de  Obras  públicas  y  ferro-carriles,  sin  que  del  acto  pueda  nacer  de- 
recho alguno  é  indemnización  contra  la  compañía,  y  que  por  tanto  debía 
rechazarse  como  impertinente  é  injusta  la  tasación  del  tercer  perito. 

Vista  la  contestación  dada  por  Gippini,  representado  por  el  Licenciado 
D.  Ramón  Casa  nova,  pidiendo  su  absolución  y  la  confirmación  del  decreto 
gubernativo  por  la  misma  impugnado,  y  el  interés  legal  del  importe  de  la 
tasación  con  las  costas  del  litigio: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  duplica  presentados  por  las  partes 
reiterando  sus  respectivas  pretensiones,  y  el  auto  del  Consejo  provincial 

Sor  el  que  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  éo  razón  á  que  se  trataba  de  in- 
emnizacion  de  daños  y  perjuicios  causados  en  la  fábrica  de  Gippini,  y  que 
era  de  necesidad  consignar  sí  habían  existido,  y  daso  afirmativo,  á  cuánto 
ftscendia  sn  importe: 

Vistos  los  documentos  presentados  en  su  virtud  por  la  parte  actora,  y 
entre  ellos: 

I."*  Una  certificación  del  Jefe  de  Fomento  de  esta  provincia,  en  la  que 
se  manifiesta  que  el  espediente  general  de  pasos  á  nivel  del  ferro-carril  de 
enlace  no  se  instruyó  en  tiempo  oportuno,  como  debió  hacerse  en  cum- 
plimiento del  Real  decreto  de  44  de  junio  de  4854:  que  la  cempaiñía  del 
Noriie  formó  un  proyecto  de  pasos  y  viaductos  sin  conocimiento  del  G>- 
biemo  de  provincia,  y  prescindiendo  de  su  conducto  lo  remitió  á  la  Su- 
perioridad: que  dicho  proyecto  fué  aprobado,  y  posteriormente,  y  en  vir- 
tud de  gestiones  de  varios  particulares  devueltas  por  la  íHreccion  de  Obras 
públicas  para  unirlas  al  referido  espediente,  que  se  suponía  instruido  con- 
forme á  lo  prevenido  en  el  Real  decreto  citado,  se  ordenó  á  la  compañía 
que  remitiera  los  antecedentes,  lo  que  cumplió,  estando  de  manifieste  en 
las  Casas  Consistoriales  de  esta  corte,  según  anuncio  correspondiente  del 
Boletín  oficiúl  de  la  provincia,  sin  que  resulte  que  Gippini  hiciese  recla- 
mación alguna. 

2.*  Un  testimonio  de  la  escritura  de  venta  otorgada  en  4!  de  febrero 
de  4859  por  D.  Francisco  Garcia  Rodrigo  á  faver  de  los  hermanos  ^ipptni» 
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de  la  referida  fábrica  de  jabón  con  todos  los  eoseres  y  efectos  existentes 
en  la  misma,  comprensrdá  de  21 ,573  pies  y  tres  cuartos  cuadrados  de  es- 
tensión,  teDiendo  además  una  zona  de  nueve  pies  de  latitud  dékinte  en 
toda  la  toDgitoddela  fachada,  con  destino  á  tránsito,  que  también  se 
cottiprendió  en  la  venta  por  precio  de  220,000  rs.,  ó  sean  40,700  por  el 
Ydlof  de  los  enseres  y  efectos  y  179,300  por  el  valor  del  terreno  de  la  finca 
y  del  dejado  para  tránsito: 

Yi'Stá  la  prueba  testifical  suministrada  por  h  misma  parte  demandante, 
de  la  (fue  aparece  que  los  Ingenieros  de  Caminos,  Canales  y  Puertos  Don 
Joaqüin  Ortega  y  D.  Manuel  Aramburu  declararon  ante  el  Consejo  de 
proTincía  que  tenian  conocimiento  del  terreno  objeto  de  controversia;  que 
Ja  Ifoea  férrea  no  imposibilitaba  la  continuación  de  la  industria  á  que  es- 
taba destinada  la  fábrica;  que  el  acceso  á  la  misma  presenta  en  la  actuali- 
dad, seguB  el  primer  testigo,  alguna  mas  dlGcultad,  aunque  poco  ipnpor- 
tante,  y  ségun  el  segundo  una  ventaja  y  una  desTeutaja,  puesto  q»e  el 
acceso  se  verificaba  en  línea  recta  pero  con  mayor  pendiente,  y  ahora  se 
realiza  con  curva  pero  con  menos  pendiente;  que  las  aguas  llovedizas  no 
perjudican  á  la  fábrica;  que  fácilmente  pueden  conducirse  á  ésta  carros 
ordinarios  de  arrastre;  que  no  es  costumbre  indemnizar  el  asombro  de 
Caballerías;  que  la  trepidación  no  daña  al  edificio  si  está  bien  construido,  y 
que  pueden  muy  bien  levantarse  dos  pisos  á  la  fábrica  si  lo  consienten  los 
muros  bajos: 

Oae  de  las  declaraciones  prestadas  en  igual  forma  por  los  arquitectos 
D.  Jo^é  María  Aguilar  y  D.  Francisco  Verea  resulta  que  aquel  hizo  el  es- 
tudio, proyecto  y  planos  para  construir  una  vivienda  de  obreros  en  la  fá  - 
brica;  que  al  efecto  la  casa  se  habia  de  construir  nuevamente  derribando 
h  existente,  á  fin  de  edificar  los  tres  pisos  que  se  proyectaban;  y  que  se- 
gún Verea,  el  ejercicio  de  la  industria  jabonera  era  compatible  con  la 
trvrenda  de  obreros:  que  la  puerta  del  nuevo  edificio  debía  ser  de  cinco  y 
medio  á  seis  pies,  y  que  antes  de  haber  formado  Aguilar  los  planos  tenia 
entendido  que  formó  otros  D.  Francisco  Urquiza;  y  por  último. 

Que  de  las  posiciones  absueltas  por  Gippini  consta  que  la  compañía  no 
le  espropió  ninguna  parte  de  su  terreno;  que  al  hacerse  el  terraplén  hubo 
ocupación  temporal  de  su  propiedad,  pero  no  aprovechamiento  de  mate- 
riales; que  la  servidumbre  de  entrada  á  la  fábrica  estuvo  temporalmente 
suprimida  durante  la  construcción  del  terraplén;  que  la  servidumbre  de 
paso  á  la  fábrica  tenia  ostensión  y  límites  determinados,  habiendo  sido 
modificada  por  las  obras  del  ferro- carril,  estando  marcada  la  anchura  por 
los  guarda-ruedffS  que  formaban  la  carretera;  que  la  fábrica  estaba  forma- 
da antes  de  la  construcción  del  ferro- carril,  con  motivo  de  tener  solicita- 
da del  AyuíítarrHento  autorización  para  ampliar  el  edificio  en  la  parte  alta; 
que  üo  cottVenia  á  sus  intereses  elaborar  jabón  y  al  mismo  tiempo  hacer 
la  obra;  y  que  era  cierto  que  la  fábrica  estaba  desmontachi  por  el  pleno 
eotivébcimieeto  que  tenía  de  serle  imposible  continuar  fabricando  allí  ja  - 
bon,  por  habérsele  privado  de  la  franca  y  libre  servidumbre  que  tenia  y 
Bo  poderse  practicar  el  servicio  do  la  misma. 

Vistos  Ids  documentos  presentados  por  la  parte  demandada,  y  entre 
ellos 

I.*  Una  Certificación  espedida  en  4  de  junio  de  1857  por  el  arquitecto 
Don  Juan  Bautista  PeyrOcnet,  en  h  cual  se  determina  la  superficie  de  la 
finca,  su  distribución  y  repartimiento,  y  se  tasa  el  valor  de  la  fábrica  y 
cuanto  le  pertenece,  con  inclusión  del  sitio  que  ocupa,  en  la  cantidad  de 
4O0,OOars. 
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2.^  Otra  certífícacion  espedida  por  el  Secretario  del  Ayantamieoto  de 
esta  corte,  en  la  que  se  acredita  que  GippiDÍ  solicitó  de  ia  citada  corpora- 
ción en  21  de  febrero  de  1862  autorízacioo  para  levantar  dos  pisos  sobre 
la  planta  baja  de  su  fábrica,  acompañando  al  efecto  los  correspondientes 
planos  formados  por  el  arquitecto  D.  Francisco  de  Urquiza;  que  en  22  de 
tínero  de  1863  pretendió  igualmente  del  Ayuntamiento  que  por  el  arqui* 
tecto  respectivo  se  practícase  la  alineación  á  que  debía  sujetarse  su  es- 
presada casa- fábrica,  y  que  en  28  de  marzo  del  mismo  año  impetró  licen- 
cia para  reedificar  el  mencionado  ediíicio  en  la  forma  que  se  espresaba  en 
el  plano  adjunto,  formado  por  el  arquitecto  D.  José  María  Aguilar:  solici- 
tud oue  reprodujo  en  10  de  mayo  del  propio  año. 

3.  Copia  autorizada  del  dictamen  emitido  por  la  Consultoría  del  Mi- 
nislerio  de  Fomento  en  el  espediente  gubernativo  á  qge  se  reGere  el  plei- 
to actual,  opinando  que  debe  llevarse  á  efecto  la  tasación  del  tercer 
perito,  aunque  limitándola  en  sus  valores  á  la  cantidad  que  üjó  el  del  pro- 
piftario. 

i.°  Certificación  en  que  aparece  que  en  1.®  de  mayo  de  1866,  yá 
consecuencia  de  las  fuertes  lluvias  que  ocurrieron  entonces,  fué  iniradida 
por  las  aguas  la  Gnca  de  Gíppioí,  acudiendo  éste  al  Alcalde  Corregidor  en 
solicitud  de  que  se  adoptasen  por  la  villa  las  medidas  convenientes  á  fin 
de  evitar  la  repetición  de  tal  siniestro,  originado  por  las  aguas  recogi- 
das de  la  lluvia  en  la  alcantarilla  pública  que  se  hallaba  entorpecida^  uni- 
das con  el  gran  torrente  que  también  desciende  del  paso  á  nivel  del  fer- 
ro carril  de  circunvalación;  y  que  el  arquitecto  municipal  de  fontanería  y 
alcantarillados,  al  pasarle  para  informe  la  indicada  reclamación,  manifes- 
tó que  no  había  términos  hábiles  para  hacerse  á  la  villa  por  el  referido 
«iuiestro  cargo  alguno,  cumo  tampoco  sobre  los  perjuicios  que  en  épocas 
de  lluvia  originase  á  la  finca  el  ferro  carril  del  contorno,  si  bien  podia 
dirigirse  contra  la  compañía  pidiendo  lo  que  estimase  conveniente  á  sd 
derecho. 

5."  Certificación  del  Archivero  municipal  de  la  villa  de  Madrid  en  que 
se  acredita  la  solicitud  dirigida  en  17  de  febrero  de  1863  al  Ayuntamiento 
por  varios  propietarios  del  paseo  de  Melancólicos,  entre  los  cuales  figura 
Gippini,  reclamando  contra  el  trazado  del  ferro-carril  del  contorno  y  pi- 
diendo que,  caso  de  aprobarse  este,  se  impusiera  á  la  empresa  la  obliga- 
ción de  indemnizar  ios  perjuicios  ocasionados  á  sus  propietarios  ó  indus- 
trias. 

6.°  Cerlificacion  del  mismo  Archivero  incluyendo  la  licencia  otorgada 
por  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  25  de  abril  de  1856  á  O.  Francisco  Gar- 
cía Rodrigo  para  construir  una  casa  en  las  afueras  de  la  puerta  de  Sego- 
via  y  paseo  de  los  Melancólicos,  dándole  alineación  y  rasantes:  el  informe 
sobre  el  particular  del  arquitecto  municipal,  dictamen  de  la  comisión  de 
Obras  y  acuerdo  del  Municipio: 

Vista  la  prueba  testifical  practicada  á  instancia  de  Gippini,  de  la  que 
resulta: 

Que  el  Ingeniero  D.  Carlos  Andrés  de  Castro,  el  Ingeniero  Jefe  de  la 
división  de  ferro-carriles  del  Norte  D.  Eduardo  Calleja  y  los  arquitectos 
D.  José  María  Aguilar  y  D.  Francisco  Verea  se  ratificaron  en  el  contenido 
de  sus  respectivas  certificaciones  y  oficios  que  obran  en  el  espediente  gu- 
bernativo, contestando  además  el  primero  á  las  observaciones  que  le  di- 
rigió el  representante  de  la  compañía,  entre  otras  cosas,  que  á  la  fábrica 
podían  llegar  carros  pequeños,  pero  no  los  necesarios  para  portear  piezas 
de  grandes  dimensiones,  indispensables  en  establecimientos  de  su  clase; 
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que  antes  de  hacerse  el  ferro-carril  se  YerífieabaD  los  arrastres  en  línen 
recta  y  ahora  teoiaa  que  trazar  uoa  curva;  y  que  ei  perjuicio  causa/fb  por 
el  asombro  de  las  caballerfas  al  acercarse  los  trenes  le  apreciaba  desde  el 
momento  en  que  los  carros  eotran  eo  el  paso  á  nivel  para  la  entrada  á  h 
fábrica,  igualmente  que  para  la  salida,  por  cuanto  se  aumenta  la  dificul- 
tad del  acceso  á  la  misma:  '     « 

Que  el  director  facultativo  de  la  compañía  manifestó  que  ésta,  siempre 
que  el  perjuicio  causado  líos  propietarios  ha  sido  directo,  los  había  in- 
demnizado aunque  no  hubiese  existido  espropiacion ,  pero  no  cuando  los 
perjuicios  han  sido  indirectos,  y  que  con  solo  la  inspección  facultativa  se 
Té  que  el  terraplén  del  ferro-carril  ha  disminuido  las  aguas  llovedizas  que 
bajaban  á  la  fábrica : 

Vista  la  diligencia  de  inspección  ocular  que  el  referido  Consejo,  des- 
pués de  verificada  la  vista  publica  del  pleito,  con  asistencia  de  los  Letra 
dos  de  las  parles,  acordó  practicar,  de  la  que  resulta  que  constituida  aque- 
lla corporación  en  el  sitio  objeto  de  debate,  con  presencia  de  las  partes  y 
de  D.  Bruno  Fernandez  de  los  Ronderos,  arquitecto  provincial  de  Madrid, 
llamado  para  que  ilustrara  el  asunto  con  sus  conocimientos  científicos, 
aparece  ael  reconocimiento  del  terreno,  paso  á  nivel,  rampa,  fábrica,  etc., 
que  desde  el  muro  de  sostenimiento  y  base  del  terraplén  del  ferro  carril 
hasta  la  fachada  de  la  fábrica  median  las  siguientes  distancias:  por  la  es- 
quina del  Norte  5  metros  49  centímetros;  por  el  centro  de  la  puerta  prin- 
cipal i1  metros  i  3  centímetros;  por  la  esquina  Sur  12  metros  38  centíme- 
tros: que  la  trepidación  de  los  trenes,  según  opina  dicho  arquitecto  pro- 
vincial, no  ha  debido  perjudicar  al  edificio,  pero  que  podria  perjudicarle 
si  se  elevasen  mas  pisos  sobre  sus  actuales  muros;  aue  las  aguas  llovedi- 
zas perjudican  á  la  fábrica  con  la  construcción  del  térro  carril;  que  el  tro- 
zo de  camino  antiguo  desde  el  paseo  de  Melancólicos  á  la  fábrica  tenia 
entre  los  guarda-ruedas  4  metros  18  centímetros  de  ancho;  que  el  acceso 
y  salida  de  la  fábrica  se  han  dificultado  notablemente,  no  pudiendo  salir 
de  ella  carros  con  reata  y  teniendo  que  dejarlos  con  una  sola  muía  para 
girar  en  la  curva  de  la  puerta;  que  por  los  siniestros  qne  pueden  ocurrir  ó 
por  el  pasoá  nivel  ó  por  la  inmediación  de  la  rampa  á  la  vía,  quizás  no  se 
encuentren  carreteros  que  se  aventuren  á  servir  las  necesidades  de  la  fá- 
brica; que  el  edificio  se  eleva  sobre  el  nivel  de  los  rails  un  metro  83  centí- 
metros; que  sobre  los  actuales  muros  no  pueden  elevarse  mas  pisos  sin 
hacerse  preliminarmente  las  indispensables  obras  de  seguridad;  que  la  ac- 
tual puerta  del  edificio  tiene  de  ancho  3  metros  il  centímetros  de  jamba 
á  jamba  y  2  metros  48  centímetros  de  guarda  cantón  á  guarda-cantón,  y 
que  sobre  estos  puedan  pasar  los  cubos  de  las  ruedas  de  un  carro  regular; 
y  que  de  las  escrituras  de  adquisición  de  la  fábrica  aparece  Gippíni  ser 
propietario  de  23,232  pies  de  terreno  en  aquel  sitio,  de  los  cuales  contiene 
el  edificio  con  sus  muros  21,573,  constituyendo  los  1,659  pies  restantes 
la  faja  de  terreno  delante  de  la  fábrica  hasta  2  metros  50  centímetros  del 
muro  de  fachada: 

Vista  la  sentencia  que  en  22  de  octubre  de  1866  dictó  el  Consejo  pro- 
vincial de  esta  corte,  por  la  que  revocó  la  providencia  gubernativa  apro- 
bando lo  tasación  del  tercer  perito  y  declaró  la  existencia  de  perjuicios 
directos  indemnizables  en  la  fábrica  de  Gippini,  por  la  construcción  del 
ferro-carril  del  contorno,  perjuicios  por  los  que  la  compañía  estaba  obli- 
gada á  satisfacer  á  Gippini,  conforme  á  la  tasación  del  perito  tercero, 
374,956  rs.  por  valor  del  capital  fijo  aplicable  á  la  fábrica,  y  486,840  por 
valor  del  capital  utilizable  por  la  construcción  de  la  casa  de  obreros,  dos 
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partidas  que  suman  Mi,  i  %  Tfi.,  ée  lo$  que  rebajados  185,500  e^ -que  el 
mismo  perito  aprecia  el  valor  del  terreno,  edificio  y  demás  utiliza  ble  ac* 
lualmepte,  resulta  de  líquido  abono  por  parte  de  la  cor^pañía  375,696  rs., 
con  mas  11,270  rs.  88  cents,  del  3  por  iOO  marcado  en  la  ley  de  17  de  ju^ 
lío  de  1836,  ó  sea  en  junto  386,966  rs.  8S  cents.,  cantidad  que  según  el 
dictamen  del  propia  perito  devengará  interés  del  6  por  lüO  desde  24  de 
mayo  de  i863  en  que  se  realizaron  los  danos  basta  el  dia  en  que  se^baga 
efectiva,  devengando  el  mismo  interés  desde  igual  t'ecba  basta  su  pago  los 
185,500  rs.  que  representan  el  valor  actual  de  ii  finca  y  cuyo  cs^pital  do  ha 
podido  utilizar  Gippini  ínterin  se  resuelven  sus  reclamaciones:  que  no  bá 
lugar  al  abono  de  cantidad  alguna  por  perjuicios  industriales,  y  que  se 
alce  la  retención  decretada  por  el  Juzgado  del  Centro  á  instancia  del  ar^ 
quitecto  Verea  por  los  derechos  de^u  tasación ,  debietido  ser  estergajjto  y 
lodos  los  demáijque  se  causen  hasta  la  completa  indemnización  de  caeu^ 
de  la  compañía,  pues  el  propietario  índemni;;ad^  debe  percibir  íntegro  ^n 
importe: 

Visto  que  notificada  la  anterior  senteücia  á  las  partes,  por  ln  ¡déla 
compañía  se  interpuso  el  recurso  de  nulidad,  fundada  en  los  .párrafos  pri^ 
mero  yleroero  del  art.  73  del  reglamento  de  los  Consejos  provinciales,  á 
la  vez  que  el  de  apelación;  y  por  parte  de  Gippini  también  sse  dedujo  -el 
correspondiente  recurso  de  alzada  contra  la  misma  sentencia,  en  cuanto 
por  ella  no  se  declaró  indemnizableel  valor  industrial  de  la  fábrica;  admir 
iiéndose  por  el  Consejo  solamente  el  recurso  de  apelación,  y  negándose  .el 
de  nulidad,  negativa  contra  la  cual  apeló  : 

Vista  ia  apelación  que  á  consecuencia  de  la  anterior  negativa  Interpuso 
la  empresa,  recayendo. auto, del  Consejo  en  que  desestimó  la  reclamaciop 
fundándose  len  el  art.  72  del  reglamento: 

Visto  el  escrito  con  que  el  referido  Letrado  D.  Santos  de  Isasa,  enU 
espresada  representación,  mejoró  ante  el  Consejo :de  Editado  los  recursos 
^ue  había  interpuesto  con  ia  pretensión  de  que  se  declare  nulo  todo  lo  ac- 
tuado ante  el  inferior,  remitiendo  á  (gippini  á  que  use  del  derecho  de  que 
se  crea  asistido  ante  los  Tribunalestordioarios  si  se  considera  que  la  cues- 
tión íntegra  versa  sobBeel  reconocimiento  de  una  servidumbre;  que  ^igual- 
mente,  si  se  cree  que  la  cnestion  és  compleja,  se  pronuncie  la  misma  .nu- 
lidad, distinguiendo  lo  judicial  de  lo  administrativo;  que  de  estimarse 
competente  la  jurisdicción  administrativa  eo  todo.óen  parte,  «e  declare 
también  la  nulidad  de  la  sentencia  y  del  espediente  por  no  estar  ultimada 
la  vía  gubernativa,  y  si  no  bubieie  lugar  á  la  .nulidad  por  .cualquiera  de 
los  conceptos  espresados,  se  revoque  la  sentencia  apelada  por  no  existir 
perjuicios  indemniza  bles : 

Visto  el  escrito  que  el i Licenciado  D.  Valeriano  Casanueva,  en  nombre 
de  ¡Gippini,  dedujo  ante  el  propio  Consejo,  mejorándola  su  vez  la.apela.cÍQn 
por  su  parle  interpuesta  y  pichendo  la  revocación  {de  la  sentencia  dial  infe- 
rior, en  c«asito  por  ella  se  deseatíma  el  abono  correspondiente  4  los  perjui- 
cios industriales,  y  la  confirmación  en  todo  lo  demás  del  fallo  ímpugQadP^ 
ppetensios.que  reileróen  escrito  posterior: 

Vista  lia  contestación  á  eete  escrito  formuladapor  la  empresa,  reilew- 
do  la  ¡declaración  de  nulidad  pretendida  yso|ÍQÍtandoque,  caso  de  no  OiSti- 
marse  asi, ise  confirme  la  sentencia  apelada  en  cuanto  recbaziíS. la  Xasaáon 
de  perjuicios  industriales : 

Vistos,  la  pretensión  de  la  Compañía,  relativa 
i.^    A  quese  reclamase  del  Ministerio  de  Fomento  pna  notipia  i0i^^\ 
del  estado^ del  espediente  sobre  arreglo  definitíivo  de  pasos  i  nivel. 
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2.^    Que  €ippiDi  presentase  tes  tiltiles  de  posesión  de  Ja  finea. 

3.°  Qoe  se  reclamen  los  planos  formados  por  el  arquitecto  Aguílar  para 
reedificar  la  finca. 

Y  4."  Que  se  practicase  nueta  diligencia  de  inspección  ocular,  la  opo- 
sición que  i  la  aárnision  de  esta  prueba  ftMzo-Gippifii,  y  el  auto  de  ia  Seeoioft 
de  lo  Cootencioso  en  que  se  acardo  no  haber  lugar  á  ^lla: 

Vista  la  Rpal  orden  de  8  de  febrero  del  corriente  año,  presen- 
tada por  la  compañía,  en  la  •onal  se  aprueba  el  sistema  de  pasos  propuesta 
por  el  Ingeniero  Jefe  de  ia  división  del  ferro-carril  del  Norte  en  el  ramal 
del  contorno,  en  vista  de  las  reclamaciones  presentadas  en  el  curse  del 
espediente  sobre  interceptación  de  caminos  y  servidumbre: 

Vistos,  el  escrito  del  Letrado  D.  Cristóbal  Martin  de  Herrera,  mos- 
trándose parte  en  nombre  de  Gippíni,  y  el  auto  de  la  Sección  de 
lo  Contencioso  en  que  se  le  hubo  por  tal  para  todas  las  diligeocias 
sucesivas: 

Visto  el  certificado  de  la  división  de  ferro-carriles  del  Norte,  que  >pre- 
sentó  el  Licenciado  Isasa,  en  d  cualentre  otras  cosas  se  manifiesta  t(que 
»la  solución  propuesta  por  aquella  división  en  la  referida  Real  orden  de  8 
»de  febrero  ultimo,  tiende  á  resolver  definitivamente  la  cuestión,  pues  aleja 
»algo  la  vía  de  la  fábrica,  suprime  el  terraplén,  y  además  separa  el  paso  á 
»nivel  del  frente  de  la  fábrica,  facilitando  con  todas  estas  varíaciones^eUc- 
»ceso  á  la  misma:» 

Vista  la  certificación  de  fó  Dirección  general  de  Obras  públicas,  que  á 
su  vez  presentó  el  Abogado  defensor  de  Gippini,  en  la  que  se  dice  que  no 
se  ha  acordado  introducir  en  el  trazado  del  ferro- carril  en  cuestión  varia- 
ción de  ninguna  clase,  salvo  las  reformas  mandadas  ejecutar  por  la  Real 
orden  de  8  de  febrero  del  año  actual: 

Visto  el  arL  7.®  de  la  ley  de  17  de  juMo  de  4836,  en  su  parte  relativa  á 
peritos  nombrados  por  las  partes  y  al  tercero  en  discordia: 

Vistos  los  arts.  8.%  H  y  26  del  Real  decreto  de  27  de  junio  de  4883, 
relativo  á  las  operaciones  de  tasación  pericial: 

Visto  el  art.  18  del  Real  decreto  de  44  de  junio  de  4854,  concerniente 
¿  los  recursos  legales  contra  las  tasaciones  de  los  peritos  terceros: 

Vista  la  instrucción  47  de  la  Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y 
Puertos,  de  las  mandadas  observar  por  Real  orden  de  46  de  julio  de  ^855 
sobre  tasaciones  de  peritos  terceros: 

Visto  el  art.  4/  de  la  ley  de  44  de  noviembre  de  4855  ,  aplicando  á  los 
ferro-carriles  las  leyes  y  disposiciones  de  la  Administración  relativas  á 
carreteras,  que  tienen  por  objeto  las  servidumbres  impuestas  á  las  here- 
dades limítrofes  respecto  á  alineaciones,  construcciones  de  todas  clases, 
apertura  de  zanjas,  libre  curso  de  las  aguas  etc.,  en  una  zona  de  ^0  me- 
tros á  cada  ledo  del  ferro-carril: 

Vistos  los  artículos  33, 34,  35,  36  y  37  de  las  Ordenanzas  genérales 
para  la  conservación  y  policía  délas  carreteras,  de  1 4  de^setiembre  de  4842, 
á  que  se  refiere  el  art.  4.°  de  la  ley  anteriormente  citada: 

Visto  el  art.  25  de  la  ley  de  32  de  julio  de  4857 ,  por  el  cual  se  consi- 
dera como  carreteras  de  servicio  particular  las  que  sirviendo  para  la  espío- 
tacion  de  minas,  canteras  y  montes,  para  la  comunicación  deestableei- 
loientos  industriales  ó  de  otra  clase  cualquiera,  para  el  servicio  de  edifi- 
cios, haciendas  ó  propiedades  particulares,  pesen  por  terrenosque  noisean 
propiedad  del  que  construye  él  camino: 

Visto  el  art.  i.°  del  citado  Real  deeseto  de  44  de  junio  de  4894,  que 
impone  á  los  Ingenieros  encargados  de  la  construcción  de  ierro-carriles  la 
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ebligacíoD  de  fonpar  UDa  relación  circuustaDciada  de  todos  los  camiDp&ve* 
«íoales,  rurales  y  de  servicio  particular  que  puedan  ser  interceptados  por 
la  línea  de  hierro  er  construcción  ó  que  haya  de  construirse: 

Visto  el  arl.  5.®  de  la  ley  de  44  de  noviembre  de  1855,  que  prohibe  es- 
tablecer acopio^  de  materiales  inflamables  en  la  distancia  de  20  metros  de 
cada  lado  de  la  vía: 

Visto  el  art.  7.*  de  la  misma  ley,  en  que  espresamente  se  prohibe  á  los 
Gobernadores  autorizar  depósitos  de  materias  inflamables  dentro  de  la 
zona  anteriormente  espresada: 

Visto  el  art.  3.*  de  la  propia  ley,  en  que  se  prohibe  construir  ninguna 
clase  de  obra  mas  que  la  de  muros  ó  paredes  de  cerca,  en  una  zona  de 
tres  metros  á  uno  y  otro  lado  del  ferro  carril; 

Visto  el  art.  11  del  re^^lamento  de  8  de  julio  de  1859,  prohibiendo  cons- 
truir sin  previa  autorizaron,  dentro  de  la  zona  de  20  metros,  edificios, 
muros,  alcantarillas,  ramales  ú  otras  obras,  ni  abrir  cauces  para  la  toma 
y  conducción  de  aguas: 

Visto  el  art.  11  de  la  citada  ley  de  14  de  noviembre  de  1855,  mandan- 
do que  se  observen  las  reglas  establecidas  en  la  ley  de  expropiación  forzo- 
sa por  causa  de  utilidad  pública,  de  17  de  julio  de  1836,  y  las  disposiciones 
administrativas  dadas  ó  ^ue  se  dieren  para  su  ejecución,  siempre  que  haya 
derechos  particulares  existentes  con  aoterioridad  al  establecimiento  de  un 
ferro  carril  ó  á  la  publicación  de  la  misma  ley,  que  después  de  ellas  no 

Í)uedan  crearse  y  sea  necesario  suprimir  por  necesidad  ó  utilidad  de  los 
erro- carriles: 

Visto  el  art.  g.^'dela  misma  ley  de  17  de  julio  de  1836  y  el  9.°  del  Real 
decreto  de  27  de  julio  de  1853,  disponiendo  que  los  interesados  perciban 
íntegro  el  precio  de  la  tasación,  comprendiéndose  los  gastos  por  este  con- 
cepto en  el  precio  dé  la  indemnización  ó  expropiación: 

Considerando  que  negada  por  el  Consejo  provincial  la  admisión  del  re- 
curso de  nulidad  interpuesto  por  la  parte  apelante,  y  no  habiendo  recla- 
mado oportunamente  contra  esa  negativa,  no  es  posible  tomarlo  en  consi- 
deración en  esta  segunda  instancia: 

Considerando,  respecto  de  la  apelación,  que  la  cuestión  de  este  pleito 
se  reduce  á  si  la  construcción  del  ferro- carril  de  contorno  de  esta  corte 
cau«ó  á  la  fábrica  de  jabón  titulada  La  Confianza  perjuicios  que  deban  ser 
indemnizados  por  la  empresa  constructora,  y  en  caso  afirmativo  á  cuánto 
ascienden: 

Considerando  que  el  resultado  del  espediente  gubernativo,  así  como  el 
de  las  pruebas  y  demás  actuaciones  del  juicio  contencioso,  y  particular- 
mente tres  declaraciones  de  otros  tantos  peritos  nombrados  de  oficio,  con- 
vencen de  que  por  consecuencia  de  la  construcción  del  ferro -carril  del  con- 
torno la  fábrica  La  Confianza  sufrió  perjuicios  con  los  que  quedó  en  con- 
diciones muy  desventajosas  respecto  de  las  que  antes  tenia,  y  perdió  dere- 
chos que  la  empresa  constructora  no  pudo  suprimir  sin  sujetarse  á  laspres 
crípciooes  de  las  leyes  de  14  de  noviembre  de  1855  y  17  de  julio  de  1836: 

Considerando  que  estas  disposiciones  establecen  la  obligación  de  abo- 
nar el  perjuicio  que  aquel  cambio  de  condiciones  y  la  supresión  de  tales 
derechos  irrogan  á  los  particulares: 

Considerando  que  los  dos  peritos  que  han  apreciado  el  importe  de  los 
perjuicios  se  han  aproximado  bastante  en  su  estimación,  habiendo  fij/ido  el 
nombrado  de  ofícío  en  374,956  reales  vellón  el  valor  del  ediOcio  utiiízable 
y  aplicable  ¿  la  fabricación  del  jabón  en  la  planta  baja  y  del  capital  fíj» 
empleado  en  la  industria: 
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Considerando  que  antes  de  empezarse  la  construcción  del  ferro- carril 
de  contorno  estaba  suspendida  la  fabricación  eo  La  Confianza^  con  un 
propósito  cuya  realización  exigía  la  destrucción  del  ediGcio  existente,  ó  á 
)o  menos  notables  alteraciones  y  obras  costosas,  además  de  las  necesarias 
para  su  nuevo  destino: 

Considerando  que,  atendidas  estas  circunstancias,  no  es  procedente 
el  abono  de  perjuicios  por  el  valor  de  una  industria  suspendida,  sí  no  aban- 
donada por  la  voluntad  del  mismo  industrial  ó  fabricante,  y  cuyo  resta- 
blecimiento estaba  sujeto  á  diversas  contingencias,  y  que  no  existen  datos 
suficientes  para  calcular  con  acierto  los  resultados  que  pudieran  dar  las 
proyectadas  habitaciones  para  obreros: 

Considerando  que  el  valor  del  terreno  y  partes  aprovechables  del  edi- 
ficio y  demás  capital  fijo  era  de  185,500  rs.  vn.  cuando  se  estimó  por  el 
tercer  perito  nombrada  de  oficio; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  (^el 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  que  la  compañía  de  los  ferrocarri- 
les  del  Norte  debe  abonar  á  D.  Pablo  Cayetano  Gippini  la  cantidad  de 
374,956  rs.  vn.  por  valOr  del  edificio  utilizable  y  aplicable  á  la  fábrica  de 
jabón  y  capital  fijo  ampleado  en  la  industria,  descontando  de  ellos  185,ri00 
reales,  valor  del  terreno  y  partes  aprovechables  del  edificio  que  el  segundo 
conserva,  ó  sean  189,456  rs.  vn.,  que  con  5,682  importe  del  3  por  100 
señalado  en  el  art.  8."  de  la  ley  de  t7  de  jujio  de  1836,  asciendan  á 
195,138  rs.  vn.,  los  cuales  deben  satisfacerse  con  el  interés  de  6  por  100 
anual  desde  el  dia  24  de  mayo  de  1863  hasta  su  efectivo  pago;  devengando 
el  mismo  interés  de  6  por  100,  y  debiendo  por  consecuencia  satisfacerse 
por  igual  período,  por  los  185,500  rs.  vn.  del  valor  de  la  finca  existente; 
siendo  también  del  cargo  de  la  compañía  el  abono  de  ios  gastos  ocasiona  - 
dos  y  que  se  ocasionen  hasta  la  completa  indemnización,  desestimando  las 
demás  pretensiones  de  una  y  otra  parte;  confirmando  la  sentencia  del 
Consejo  provincial  en  lo  que  con  este  mi  Real  decreto  sea  conforme,  y  re  - 
vocándola  en  lo  que  no  lo  sea. . 

Dqdo  en  Palacio  á  treinta  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  sietft.— r 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — ElPresídeote  del  Consejo  de  Ministros, 
Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso ,  acordó  que  se  tenga  como  resdiucion 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  5  de  setiembre  de  1867.— José  de  Grijal va.— (Publicada  en  la 
Gaceta  de  30  de  setiembre  de  1867.) 


««9. 


Sentencia  (30  ítejanío  de  1867.). — Mbjora  dc  pensión.— 

Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  entablada  por  Dona 

Juana  de  Seijas  contra  la  Real  orden  de  8  de  junio  de  186o;  se 

eonfirma  ésta,  y  se  resuelve: 

I.*"    Que  la  Real  orden  de  25  de  abril  de  1856,  que  modificó  la  de 
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28  de  abril  de  1806,  referente  al  Montepío  militar^  no  p%iede  &ef^ 
aplicable  á  un  pemionista  del  Montepío  dvil,  pues  se  espidió  únióa- 
mente  para  las  clases  militares: 

2."*  Que  el  art.  21  de  la  instrucción  de  26  de  diciembre  de  1831, 
se  refiere  á  las  huérfanas  que  antes  de  contraer  matrimonio  se  háUá- 
ban  disfrutando  toda  la  pensión; 

Y  3.*  que  la  Real  orden  de  12  de  marzo  de  1852  se  contraed 
las  hijas  de  empleados  que  se  hubiesen  casado  en  vida  de  sus  padres 
y  enviudasen  sin  que  sus  maridos  les  dejasen  derecho  á  pensión,  bie-^ 
nes  ni  renta  alguna. 

Doña  Isabel  II ,  etc. 

«Ed  el  pleito  que  en  primera  y  úíDíca  instancia  pende  en  el  Consejo  de 
Estado,  entre  partes,  de  la  una  el  Doctor  D.  Demetrio  Gutiérrez  Santos, 
en  representación  de  Doña  Juliana  de  Seijas  y  Soto,  vecina  de  esta  cór^, 
demandante,  y  de  la  otra  mi  Fiscal,  en  nombre  de  la  Administración,  de- 
mandada, sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  8  de  junio  de  4865  que  ne- 
gó á  la  espresada  demandante  el  derecho  é  percibir  la  mayor  pensión  re- 
conocida á  la  misma  por  acuerdo  de  la  Junta  de  clases  pasivas  de  30  de 
noviembre  de  1864,  desde  abril  de  i85()  en  que  la  interesada  la  pidió; 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubeínativo,  del  cual  resulta: 

Que  Doña  Juliana  de  Seijas  y  Soto,  hija  mayor  de  D.  Antonio  María  de 
Seijas,  Ministro  que  fué  de  Hacienda,  contrajo  matrimonio,  viviendo  aun 
su  padre,  con  D.  José  Mellido  Bolaños,  Administrador  de  rentas  de  tercera 
clase  con  el  sueldo  de  16,000  rs.;  y  al  fallecimiento  de  su  marido,  ocurri- 
do en  13  de  setiembre  de  4849,  y  después  también  de  la  muerte  de  su  pa- 
dre, se  la  declaró  con  o{)Cioo  á  la  viudedad  de  3,500  rs.  que  la  corres- 
pondía: 

Que  en  45  de  abril  de]4856  la  misma  Doña  Juliana  de  Seijas  y  Soto  diri- 
gió instancia  á  mi  Gobieruo  coa  la  solicitud  de  que  se  le  concediera  la  pen- 
sión de  45,000  rs.  correspondiente  al  destino  de  Ministro  de  Hacienda  en 
propiedad  que  desempeño  su  padre,  pensión  que  habiau  disfrutado  sus  otras 
dos  hermanas  hasta  que  contrajeron  matrimonio,  fundándose  en  la  Heal  or- 
den de  '25  de  marzo  del  propio  año,  espedida  por  el  Ministerio  de  la  Guerra, 
que  concedió  á  las  viudas  que  fueron  á  la  vez  huérfanas  de  militares,  que 

})udieran  optar  poruña  de  las  pensiones  que  en  los  conceptos  indicados 
es  estaban  señaladas;  é  instruido  el  oportuno  espediente  y  publicada  la  ley 
de  Presupuestos  de  25  de  junio  de  4864,  en  virtud  de  nueva  instancia  de 
la  interesada  se  devolvió  por  el  Ministerio  de  Hacienda  el  espediente  á  la 
Junta  de  Clases  pasivas,  la  cual,  por  acuerdo  de  30  de  noviembre  de  4864, 
declaró  á  la  recurrente  la  referida  pensión  de  45,000  rs.  en  vez  de  laqae 
disfrutaba  por  su  marido,  con  arreglo  al  art.  64  del  proyecto  de  ley  pre- 
sentado á  las  Cortes  en  20  de  mayo  de  4862,  puesto  en  vigor  por  la  citada 
ley  de  Presupuestos  de  4864  y  Real  orden  aclaratoria  de  42  de  noviembre 
del  mismo  año;  pero  limitando  su  abono  al  dia  4.®  de  julio  en  que  empezó 
á  regir  e.sta  ley: 

Que  la  interesada  acudió  al  Mioisterío  eb  48  de  marto  de  4865  [if(tieD- 
do  que  se  entendiera  el  abono  de  h  pensión  de  45,000  rs.  desde  abril  dé 
4856,  en  razón  á  haberla  i^clamado  en  esta  fecha:  apoyada  en  la  Reaf  dr-^ 
den  mencionada  de  25  de  marzo  de  4856,  hallándose  á  la  sazón  vigelntes 
las  Reales  órdenes  de  43  de  setiembre  de  4853,  7  de  febrero  y  29  de  toayo 
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4íe  i 855,  y  que  por  lo  Unto  se  la  abosase  lo  que  la  correspoDdfa  deade  la 
iodicada  fecha  de  4856  hasta  julio  de  á^64;  y  después  de  haber  ífiformado^ia 
Junta  de  Clases  pasivas  y  de  oooformídad  cóo  la  Asesoría  geiieral  debMi- 
oisterio,  se  dicto  la  Real  orden  de  8  de  junio  de  4865,  Dotitícada  en  dOde 
setiembre  siguiente,  desestimando  )a  solicitud  de  Doña  Juliana  de  Seqas 
y  declarando  que  no  tenia  derecho  á  los  haberes  atrasados  que  pretendía: 

Vi^ta  kdetitanda  presentada  en  30  de  noviembre  del  mencionado  ano 
de  4865  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Doctor  D.  Demetrio  Catíorí'éz 
Santos,  en  nombre  de  la  interesada,  con  la  pretensión  de  oue  se  revoque 
la  precitada  Real  orden  de  8  de  judío  del  mismo  año  y  se  declare  de  abo* 
no  á  su  representada  la  pensión  de  orfandad  de  15,000  rs.  desde  abril  da 
48o«  en  que  solicitó  la  conmutación: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  absolucioQ 
<]e  la  demanda  y  la  confirmación  de  la  Real  Orden  por  la  misma  im*- 
{pugnada: 

Vista  la  Real  orden  de  25  de  marzo  de  4856,  modifítando  la  do  2t  dé 
abril  de  4806,  referente  al 'Montepío  militarr 

Visto  el  art.  24  de  la  iostruccion  de  26  de  diciembre  de  4831,  en  que 
se  establecen  las  reglas  que  se  han  de  observar  para  el. pago  de  ^ensíanes 
y  demás  por  lo. respectivo  á  empleados  de  la  Real  Hacienda: 

Vista  la  Real  orden  de  12  de  marzo  de  4852: 

Vistos  el  art.  61  del  proyecto  de  ley  presentado  á  las  Cortes  en  20  da 
mayo  de  486?,  mandado  observar  por  la  ley  de  Presupuestos  de  25  d^ 
junio  de  4864,  y  la  Real  orden  aclaratoria  de  42  de  noviembre  si- 
guiente: 

Considerando  quesiendo  el  único  fundainento  de  la  solídtud  queden 
abril  de  4856  hizo  Doña  Juliana  de  Seijas,  la  Real  orden  de  25  de  marzo 
del  propio  año  antes  citada,  no  podía  serle  aplicable,  como  espedida  por 
«I  Ministerio  de  la  Guerra  y  contraída  á  las  clases  militares: 

Considerando  que  á  la  fecha  de  dicha  solicitud  no  había  di«p6^icion  al* 
^una  que  le  sirviese  de  apoyo,  por  cuanto  el  art.  21  de  la  ciiada  instruc- 
ción de  26  de  diciembre  de  4831  y  la  Real  orden  de  42  de  marzo  de  4852, 
que  ahora  se  invocan,  se  retíeren,  el  primero  á  las  huérfanas  que  antes  da 
contraer  matrimonio  se  hallasen  disfrutando  toda  la  pensión;  y  la  según  «> 
da,  si  bien  no  exige  esta  condicioa,  se  contrae  á  las  hijas  de  empleados 
que  se  hubiesen  casado  en  vida  de  sus  padres  y  enviudasen  sin  que  sus 
maridos  les  dejaran  derecho  á  pensión,  bienes  ni  renta  alguna,  circuoa* 
tandas  en  que  no  se  encuentra  la  demandante,  por  haber  disfrutado  la 
viudedad  de  su  nutrido: 

Y  considerando  que  el  derecho  de  optar  á  la  pensión  de  orfandad  que 
«sta  interesada  tiene  y  le  fué  declarado  en  30  de  noviembre  de  4864,  solo 
se  deriva  de  la  ley  de  Presupuestos  del  mismo  año  y  aclaración  que  con* 
tiene  la  Real  orden  de  42  del  citado  noviembre  respecto  á  que  oo  sirva 
de  obstáculo  la  circunstancia  de  que  su  causante  hubieise  fallecido  aáles 
de  estar  en  vigor  <^cha  ley: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  «de  lo  Contencioso  d«t 
CoDsejodeBstado,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  déla  dem'aida 
y  confirmar  la  Real  oraban  de  8  de  junio  de  1865;  qud  deckiró^  que  Doña 
Juliana  «de  Seijas  no  tenia  decacho  á  los  haberes  atrasados  que  pre-^ 
teode. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete. 
^Gstá  rubricado  dala  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Mtni8«i 
tros,  Ramón  Marfa  Narvaez.» 
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Publicación. —Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  ce)ébi^^^  atfnfóbtía 
pública  la  Sala  de  lo  contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  re^placíoo 
nnal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  míértioís;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes^  y  se  inserte  en  lá  Gaceta;  dé  'qíte  cer- 
tifico, r^. 

Madrid  5  de  setiembre  de  1867.— José  de  Gríjaln.— (Publicada  eo  la 
Gaceta  de  25  de  octubre  de  4867.)  ohihn^  ' 

—————  :  Ú  í,  ;í  t'í>B^' !  í>* 

■.:■;■  tí ííL  li\¡  i 

Autopizarion  (30  de  setiembre  de  1867.). — LBsiONB$.*^Se 
confirma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Badajoz  en 
la  antorizacíoD  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Mérida 
para  procesar  á  Mateo  Delgado ,  guarda  municipal ,  y  se  re- 
suelve: 

4.**  Que  rto  es  responsable  el  agente  administrativo  de  lasUsio- 
nes  que  se  vé  precisado  á  causar  á  la  persona  á  quien  iníim  Iü 
orden  de  retirarse  del  sitio  en  donde  está  escandalizando,  por  ¡a 
resistencia  que  éste  presenta  á  cumplir  sus  órdenes:  utiUt^ 

Y  2.^  que  tampoco  lo  es  de  lesiones  que  él  no  haya  consfilo, 
cuando  por  el  dicho  facultativo  se  demuestra  que  las  inferidas  no 
pudieron  hacerse  con  el  arma  que  dicho  agente  tenia.      J^'^/V'  ^ 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  %a)Sí^z  ha 
negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Mérida  la  autorización  para  pro- 
cesar á  Mateo  Delgado,  guarda  municipal,  por  lesiones,  del  cual  resultar 

Que  en  la  tarde  del  día  8  de  diciembre  último,  hallándose  el  guarda 
municipal  Mateo  Delgado  encargado  de  la  conservación  del  orden  en  de- 
terminado sitio  donde  la  concurrencia  era  numerosa,  pasó  por  allí  kr^ 
nimo  Gidoncha  conduciendo  del  diestro  una  caballería,  y  habiendo  sida 
insultado  por  su  convecino  y  amigo  Juan  Gallego,  vinieron  á  las  imaDOs, 
siendo  separados  por  las  personas  que  se  encontraban  presentes  y  por  el 
citado  guarda,  quien  además  les  intimó  para  que  cada  uno  continuase  so 
camino:  ^^^¿1?^ 

Que  al  paso  que  Gallego  obedeció  inmediatamente,  Ctd¿b£nÍ7iir# 
contrario  se  resistió  á  obedecer  á  Delgado,  por  loque  éste  entró  en  !íu U9á, 
qne  estaba  próxima,  en  busca  del  sable,  y  después  de  intimarle  de  nti«vo  la 
orden,  como  se  obstinara  en  su  resistencia  y  llegara  hasta  ameñaírai'  co^ 
una  navaja  á  Delgado,  éste  le  dio  en  la  espalda  un  golpe  de  p^no  con  el 
sable  saltando  la  hoja:  ^'^^  ^^': 

Que  detenido  por  fin  Cídoncba,  se  le  notó  una  herida  en  el  pecho, 
siendo  conducido  a  su  casa  para  su  curación: 

Que  instruidas  las  correspondiente»  actuaciones  criminales  en  averi- 
guación del  autor  de  esta  última  lesión,  aparece  de  las  declaraciones  de 
todds  loa  qne  presenciaron  el  hecho  qne  DeM^ado  no  áió^  á'&^Mtí^MO 
un  solo  golpe  en  la  espalda,  manifestando  los  Facultativos  en  Ua  sum,i%> 
pectivas  qne  la  herida  habia  sido  producida  por  instrumento  eprí<|fM^|mi^ 
zantéj  y  de  ningún  modo  por  el  sable  del  guarda  municipal;  ^j!. 

Que  el  Juez,  en  vista  de  lo  que  el  sumario  arrojaba,  y  oíao.^ 


'/j  U  91 


Digitized  by 


Google 


81NTENCUS  Y  DECISIONES  DEL  GOXSEJO  OE  ESTADO.         84d 

tor  fiscal,  sobreseyó  en  la  causa  por  uo  haberse  podido  averiguar  quiéii 
fuera  el  autor  de  la  herida;  pero  consultado  el  fallo  con  la  Audiencia  del 
territorio,  fué  revocado  y  devuelta  la  causa  al  Juzgado  para  que  la  cooti- 
ouase  con  arreglo  á  derecho: 

Que  en  su  virtud  el  Juez  solicitó  autorización  para  procesar  al  guarda 
municipal  Mateo  Delgado;  pero  el  Gobernador,  después  de  oir  al  Consejo 
provincial,  que  opinó  que  no  debia  concederse  ni  negarse  la  autorización 
ateudido  el  estado  del  asunto,  negó  aquel  estremo  fundándose  en  que 
Delgado  habia  hecho  uso  del  arma  en  defensa  propia  y  en  cumplimiento 
de  UD  deber : 

Visto  el  núm.  i  1  del  art.  8.®  del  Código  penal,  que  exime  de  responsa- 
bihdad  criminal  al  que  obra  en  cumplimiento  de  un  deber  ó  en  el  ejerci- 
cio legitimo  de  uo  derecho,  autoridad,  oficio  ó  cargo: 

Visto  el  art.  300  del  mismo  Código,  por  el  que  se  castiga  al  empleado 
público  que  desempeñando  un  acto  del  servicio  cometiere  cualquier  veja* 
cion  injusta  contra  las  personas,  ó  usare  de  apremios  ilegítimos  ó  innece- 
sarios para  el  desempeño  del  servicio  respectivo: 

Considerando  que  de  lo  actuado  en  este  espediente  resulta  probado 
que  Delgado  no  fué  en  busca  del  sable  hasta  tanto  que  vio  que  Cidoncha 
DO  cedia  á  sus  amonestaciones,  y  que  tampoco  hizo  uso  de  él  sino  cuando 
después  de  haberle  intimado  de  nuevo  la  orden  de  retirarse  continuó  re- 
sistiéndose hasta  llegar  á  amenazarle: 

Considerando  que  todos  los  que  presenciaron  el  hecho  están  confor- 
mes al  declarar  que  el  golpe  dado  con  el  sable  á  Cidoncha  fué  en  la  espal- 
da y  de  piano;  como  lo  prueba  el  no  haberle  causado  la  menor  lesión  ni 
dejado  señal  en  las  prendas  del  vestido: 

Considerando  que  la  circunstancia  de  haber  saltado  la  hoja  no  tiene 
importancia  alguna  para  la  apreciación  d')l  hecho  ni  afecta  en  nada  á  la 
gravedad  de  la  acción: 

Considerando  que  así  los  Facultativos  que  reconocieron  y  curaron  la 
herida,  como  los  peritos  que  examinaron  la  ropa,  no  solo  aGrman  que 
aquella  fué  causada  con  instrumento  cortante  punzante,  'síno  que  añaden 
que  es  del  todo  imposible  lo  fuera  con  el  sable  del  guarda  municipal,  tan- 
to por  la  dirección  de  la  herida  como  porque  su  dimensiou  y  bordes  no 
convienen  ni  con  la  punta  del  arma  ni  con  el  estremo  del  trozo  que  al 
romperse  quedó  en  manos  de  Delgado; 

Oida  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  de  Estado,  y 
de  acuerdo  con  mi  Consejo  de  Ministros,  Vengo  en  conürmar  la  negativa 
del  Gobernador. 

Dado  eo  Palacio  á  treinta  de  setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete — Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  28  de  octu- 
bre de  i 867.) 


SFenten^ia  (30  de  junio  de  1867.). — Esgepcion  de  la  des- 
AMORTiZACioN.~Se  deja  sin  efecto  la  Real  orden  de  29  de  octubre 
de  1865  reclamada  por  el  Ayuntamiento  de  Montamarta,  provin- 
cia de  Zamora,  para  el  solo  efecto  de  que  i^eponiéudose  el  espedien- 
te al  estado  que  tenia  antes  de  dictarse  aquella,  pueda  cumplírsQ 
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lo  dispuesto  en  el  art.  2.^  de  la  ley  de  1/  de  mayp  de  183$,  y  se 
resuelve: 

Que  hallándose  confwmes  la  Diputación  promncial  y  el  Ayun-  . 
tamiento  del  pueblo  donde  radica  la  dehesa  que  quiere  esceptuar se 
de  la  desamortización,  en  que  es  de  aprovechamiento  co^nun  dicha 
finca,  antes  de  dictarse  la  Real  orden  en  virtud  de  la  que  quede  es- 
ceptuada,  debe  oirse  al  Consejo  de  Estado,  con  arreglo  al  art.  2/ 
de  la  ky  de  I»""  de  mayo  de  1855. 

Doña  Isabel  II,  etc.: 

«Ed  el  pleito  pendiente  ante  el  Gonse}0  de  G^ado,  en  pHmera  j  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Juan  Pérez  Samhillan^ 
en  nombre  del  Ayuntamiento  de  Moutamarta,  provincia  de  Zamora,  de- 
mandante, y  de  la  otra  mi  Fiscal,  representando  á  la  Administración  ge 
neral  del  Estado,  demandada,  y  como  coadyuvante  de  la  misma. D.  Alonso 
Felipe  y  D.  Antonio  Jesús  Santiago,  compradores  de  la  dehesa  de  Valde- 
Jlope,  procedente  de  los  Propíos  del  referido  pueblo,  defendidos  por  el  Li- 
cenciado D.  Luis  Olleros  y  Mansilia;  sobre  escepcion  de  venta  de  la  espíe 
sada  finca eomo  de  aprovechamiento  eomun: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  el  mencionado  Ayuntamiento  solicitó  que  se  esc^ptuara  de  los 
efectos  de  la  desamortización  la  deíiesa  de  Valdeltope,  en  ej  e^n^epto 
de  que  es  de  aprovechamiento  común;,  é  incoado  en  su  qoníeciiencia  el 
oportuno  espediente,  manifestó  la  Adi1a)'nistr ación  de  Propiedades  y  dere- 
chos del  Estado  de  la  provincia,  en  25  d6  noviembre  de  tS^p^.q^ae  debia 
oírse  sobre  el  particular  al  Fiscal  de  Hacienda  y  Junta  proVFncíal  .de  Ven- 
tas; pero  sin  realizarse  esto,  ni  observarse  las  demás  prevencioüeá  esta- 
blecidas en  el  art.  2.®,  de  la  ley  de  1.®  de  mayo  dé  18^5,  art.  53  de  la  ins- 
trucción del  31  del  mismo  mes  y  año  y  circular  (ie  la  Dirección  del  ramo  de 
4  de  agosto  de  1860,  se  elevó  el  espediente  á  la  Superioridad  y  recayó  la 
Keal  orden  de  27  de  agosto  de  180i  que  desestimó  la  indieada  preteosioa 
de  la  Municipalidad:  , 

Que  contra  esta  resolución  interpuso  la  correspoi^díent^  denaanda  an 
te  el  Consejo  de  Estado  el  Municipio  de  Montamarta;  y  susiaix^iádo  por  ios 
trániítés  legales,  dio  lugar  á  que  se  dictara  el  Real  decreto  sentencia  de 
Id  de  julio  de  i863,  que  deió  sin  efecto  la  Real  orden  iinpugiíadayTepusft 
el  espediente  gubernativo  al  estado  que  tenia  en  25  de  novíembife  iS^  |8Í0,  ^ 
á  fin  de  q^ue,  continuando  su  instrucción  con  arreglo  á  las  |eye&y^dUp<>' ' 


sifciones  vigentes,  se  decidiera  según  correspondiese.  ^eVolvi^iutó^  al 
efecto  al  Gobernador  de  la  provincia:  ' 

Que  en  su  virtud  se  remitió  el  espediente' al  mencionado  Gobierno  de 
provmcia  para  su  sustanciacion,  que  tuvo  lugar  con  audiencia  de  D.  Alon- 
so Felipe  y  D.  Jesu^  Santiago,  á  quienésse  había  adjudicado  la  fínca.  como 
mejores  postores  de  la  misma  en  .la  subasta  que  al  inteüto  se  celebró; 
opinando  en  26  de  octubre  de  4861  la  Diputación  provii^fet.-títtt^to 
acuerdo  con  el  Ayuntamiento  reclamante,  que  procedía  fa^cep^é^)^-* 
dida;  y  :^     :^v)  1  > 

Que  elevado  el  negocio  á  la  superioridad,  y  sin  embargo  4e  JÍUf^i  t&* 
ñor  del  núm.  9.»,  art.  2.®  de  la  ley  de  !.•  de  mayo  dé  1855,  la  r^Ucioat- 
da  conformidad  hacia  indispensable  la  audiencia  del  Consejo  de  Estado 
antes  de  recaer  resolución,  si  esta  fuese  contraria  al  pareeer  orónimeát 
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m^i^ó»  proplúfnentk  nnn  ótie^Um  de  de^9iaeim^^'0ísa 
v^tdida,  porque  sin  ella  no  pueden  hacerse  desandes  y  flwtájmia- 
mietitos^e^aclo$;  >    .r  e:. ;.  . 

F2/  que  tal  cuestión,  aunque  eonteneiosO'údmirítsttütxva^  en 
$u  oasoy  lugar,  no  es  del  conocimiento  de  los  Consiíjós  provincia- 
les, supuesto  que  tampoco  incumbe  á  la  Administración  provincial 
en  la  vía  gubernativa,  sino  á  la  central  ó  general  del  Estado,  por 
no  ser  aquella  la  que  dispuso  ni  aprobó  la  venta.  i 

Doña  fíibel  II,  etc. 

Eq  el  pleito  que  peode  aote  el  Consejo  de  Estado,  en  grado  dé  apela- 
cioD)  entre  partes,  de  la  una  el  Liceociado  D.  José  de  la  Gooeha  y  Alcalde, 
en  nombre  de  la  viuda  é  hijos  de  D,  Joaquio  Pérez,  vecinos  de  Zaragoza, 
apegantes,  y  de  la  otra  el  Doctor  D.  Rafael  Monares  Cebrían,  represeotan- 
do  al  Ayuntamiento  de  Zuera,  en  la  indicada  provincia,  apelado;  sobre  de- 
signación de  los  lindes  de  ciertas  dehesas  procedentes  de  los  <  Propios  del 
referido  pueWo:  .  ,    -x    . 

Visto:  íi  i        >^  :- 

Visto  que  en  Tírlud  de  las  leyes  de  desamortización  sa  anuneiaron  eo 
el  Boletín  oficial  de  la  provincia  de  Zaragoza  para  los  días  if  de  roHorzo  )f 
5  de  abril  de  4861  las  subastas  de  las  dehesas  llamadas  Partéllana/  Calva- 
rio, Puy,  Sabina^  partida  de  Llana  deBarrizal^partidaide  Va Ifftferr 31;  par- 
tida del  Llano  de  Saso,  procedentes  de  tos  Propios  de  Zu^ra^y  confinantes 
todas  ellas  por  Oaste  (úbíco  límite  objeto  de  reclamación)  con  «tion^i  alto, 
y  se  a<iyudicaron  por  la  Junta  Superior  de  Ventas  á  sus  respédtivos  com- 
pradores, los  cuales  tomaron  posesión  tie  las  rhismas^  ^presáoiidse  eo  las 
correspondientes  escrituras  de  venta  el  mencionado  linde: 

Vista  la  instancia  que  dirigió  al  Gobernador  de  la  provincia  en  t  de 
enero  de  1864  D.  Joequin  Pérez,  dueño  á  la  sazón  de  las  reféridae  ^cas, 
manifestando  que»  con  objeto  de  evitar  toda  cuestión  sobre  tos  véi'iiaderos 
limites  de  las  mismas,  pedia  que  se  practícase  su  deslinda  y  amojonamíeo 
to  por  peritos  nombrados  respectivamente  por  las  partes  iateresadas,  ope- 
ración que  de^a  llevarse  á  cabo  con  vista  de  los  linderos  íijados  en  los 
aouneios  ofíciiaies  y  escrituras  de  ventas,  toda  vez  que,  segMQ  la  furispru- 
dencia  establecida  por  el  Consejo  de  Estado,  los  bienes  nacionales  ao^s  de 
)a  Real  orden  <le  tO  de  abril  de  186)  se  vendían  como  cuerpos  eierli»» cual- 
quiera que  fuese  su  esteosiou  superficial: 

Vistas  las  diHgeniMas  practicadas  para  la  realización  del  indicado  des- 
linde, prináeío  por  ítís  pernos  que  designaron  el  recurrente,  id^  A.yunta- 
miento  y  la  Hadenda,  y  después  por  el  Ingeniero  de  Montes -do  j:  lar.  pro  vio - 
cía,  consujecioB,at  Real  <lecreto  de  \*  de  abril  de  1846  y  R«aí  órdMi  de 
4 .®  de  setiembre  de  t864,  de  las  coalas  resulta  queno  habieíndo'atewncia 
entre  las  partes  creyó  conveniente  el  referido  Ingeniero  <|oeisada;itDO  se- 
ña^fise,  como  efectivamente  se  verifica,  la  lloeadivisoriftqU'eelí  saooocep- 
to  debia  d(*marCarse,  ad virtiéndose  en  el  acta  que  se  levutotétaJ^  efec- 
to! que  los  puntos  designados  por  el  Municipio  COTrespondlat  é\aÉ  hitos 
anlig«08:  '  if  i. 

Visto  el  informe  del  Ingeniero  citado,  en  el  que  manifestó  que  al  hacer- 
se por  el  distrito  forestal  la  claáñtUcion  de  los  montas  púhlieo^de  la  pro- 
vincia divididlos  predios  en  cuestión  en  dos  parte-.*),  bajo  la  denoaiitacioo 
colectiva  de  parte  llana  del.  campo  y  CJibezadas  dal  acampo,  clasificando 
como  esceptuadas  de  la  enajenación  las  referidas  cabezadas  y  vendibles  lis 
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4e  485d  y  DO  se  altero  á  pesar  de  la  practicada  eo  vinua^e  R^l  decreto 
de  22  de  enero  de  4362: 

Viata  la  providencia  gubernativa  que  recayó  en  4  de  enero  de  1865 ,  por 
la  que,  de  coDformjdad  con  el  dictamen  del  Consejo  provioeiai,  se  dispuso 
que  fa  línea  designada  por  el  Ingeniero  de  Montes,  correspondiente  a  la 
marcada  por  el  Ayuntamiento  de  Zuera,  fuese  el  limite  Oeste  de  las  Oncas 
de  que  se  trata,  entendiéndose  por  tanto  que  en  estas  no  se  comprende 
mas  que  la  parte  íUna  de  los  acampos: 

Vista  la  demanda  interpuesta  ante  el  Consejo  provincial  de  Zaragoza 
por  parte  de  D.  Joaquin  Pérez,  con  la  pretensión  dr  que «e  revocase  la  in- 
dicada providencia  gubernativa  y  se  declarase  que  la  coofrontacioo  Oeste 
<moote  altoVde  las  fin^s  objeto  de  controversia  iba  por  la  línea  A,  B,  C, 
D,  E,  F  del  plano  que  al  intento  presentó,  y  que  se  prosiguiese  hasta  su 
terminación  el  amojonamiento  y  apeo  en  forma,  con  espresa  oondenfkcion 
de  costas  y  devoincion  de  frutos; 

Vístala. contentación  dada  por  el  Ayuntamiento  en  el  sentido  de  que 
el  Consejo  de  provincia  se  declarase  incompetente  para  conocer  de  Ja 
anterior  demanda,  en  razón  á  que  envolviendo  ésta  una  declaración  de 
propiedad^  na  pertenece  su  examen  y  decisión  á  la  jurifldieciíon  eontencio- 
soradminíslratiía: 

Vistos  los  escritos  en  que  el  actor  y  el  Promotor  fiscal  de  Haciencte  se 
opusieron  ú,  la  referida  escepcioD^  y  la  sentencia  que  desfMiesde  celebrada 
vista  pública  para  la  resolución  de  tal  incidente  cfictó  ei  Consejo  en  dO  de 
mayo  de  1865,.  por  la  cual  desestimó  la  declinatoria  propuesta  en  atención 
é  qúo0l  deslinde  de  aue. se  trataba  dk>  prej«agaba  en  lo  mas  mínimo  las 
cuesLi^iies.de  ^rppiedad^  4]ue  deberian  ventilarse  ante  los  Tribunales  or- 
dinarios:        .  - 

Vistos  los  escritos  que  en  virtud  y  en  contestación  al.  fondo  de  la  de- 
manila.  de^^la  parte  actora  presentaron  el  Ayuptamiento  y  el  Fi$ca4  <le  Ha- 
cienda pidiendo  su  absolución  y  la  confirmación  de  la  providenoia  guber- 
nativa impugnada: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  contraréplíca  deducidoa  por.  las  partes, 
siendoJad»  D.loaquin  Pérez,  que  habia  fellecidOi.  reecnpUaada  pior  su 
viuda  é  bijos;  Jas  pruebas  que  se  adujeron  respectivafliante,  y  lacaKiQca- 
0ioo  opresiva  délos  montes  sitos  en  Zuera  y  en  ellugaf  de  San  Mateo  de 
Gallego^  con  la  fecba  de  su  escepcion  que  para  tuejor  proveer  reelamó  el 
Consejo  provincial:  .    i      * 

[ Vista ila seGitencia que nronuoció la  misnua corporaeioQ^n  26 ^e  mayo 
de  48j66»,por laquoi  consiaeraodo  que  en Mf^rasenteSfA^if^ssola  se  tra- 
taba de  mantener  el  deslinde  que  la  provideQcia  de  5  de  eo^ro  de  1865  fijó 
i  laadehesas  en  cuestión;  y  que  de  las  pruebas  practicadas;  por  las . partes « 
así^como  de  Ja  diligencia  de  tasación  verificada  para  efeiQtmF  la  venta,  de 
la  aqtttesceneia  de  Pérez  por  algún  Uofnpo  y  de  la  circunstancia  de  escep- 
tuarse  dek  enajenación  la  parte  que  se  pretende  eooiprender  dentro  de 
ios  Ifiiiit6»de  las  fincas,  aparece  como  mas  probable  confia  del  Jado  Oeste 
de  ii^  debesas  la  linea  designada  en  la  providencia  sdipínistrativa,  orí- 
gen  del  pleito;  falló  que  debia  confirmar  ésta  sin  hacer  espresa  ooi^iena- 
doD  de  costas: 

Vistos  el  recurso  de  apelación  interpuesto  por  parte  de  la  viuda  é  büos 
úe  Pérez;  el  auto  del  Consejo  de  provincia  en  que  fué  admitido,  y  el  «son- 
to de  mejora  que  el  Licenciado  D.  José  de  la  Concha  y  Alcalde,  eo  nombre 
de  la  misma  parte,  presentó  ante  el  Consejo  de  Estado  con  la  solicitud  de 
TOMO  vil. — Jurisprudencia  administrativa.  70 


Digitized  by 


Google 


SM  JWtóWfcÜDWdA  AüSflMStRAlríVÁ.  '^ ' 

que  se  revoque  la  espresada  senteneia  y  se  acceda  alo  pretenldído  en  la  de-  ^ 
manda: 

Vistos  el  escrito  del  Doctor  D.  Rafael  Monares,  mostrándole  parte  en  * 
nombre  del  Ayuntamiento^  de  Zuera;  el  de  mi  Fiscal  en  el  mismo  Consejo 
de  estado,  no  oponiéndose  á  que  dicha  Municipalidad  tenga  la  representa- 
ción separada  y  electiva  que  pretendía;  y  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Con- 
tenctoso  del  propio  cuerpo  en  que  se  hubo  por  parte  al  Doétor  Monaresen 
Ja  indicada  representación: 

Visto  el  escrito  formulado  por  este  Letrado,  pidiendo  la  confirmación 
de  la  sentencia  apelada: 

Vistos,  el  auto  de  la  referida  Sección  en  que  se  acordó  que  espusiera 
sobre  el  asunto  de  que  se  trata  mi  Fiscal,  y  ef  escrito  que  en  su  conse- 
cuencia presentó  éste,  en  el  cual  manifestó  que  como  parte  y  en  repre- 
sentación de  la  Hacienda  pública  no  tenia  que  intervenir  en  el  pleito,  porque 
siendo  la  Hacienda  en  los  casos  de  venta  de  bienes  de  Propíos  un  mero 
mandatario  para  la  enajenación,  y  no  pudiendo  vender  mas  que  lo  que 
los  pueblos  tenían,  y  con  la  esten^ion  y  condiciones  que  lo  tenían,  no  és  á 
la  misma  Hacienda,  sino  á  los  quo'  fueron  propietarios  de  los  bienes  de' 
esta  clase,  desamortizados,  y  á  sus  compradores,  á  Tos  que  interesa  dilec- 
tamente que  se  fijen  y  determinen  las  verdaderas  ostensión  y  con<líao6es' 
de  las  fincas  enajenadas;  pero  oue  una  vez  llamado  á  esponer  eábre  é 
asunto  objeto  de  debate,  esttmana  que  debía  anularse  tod^  lo  actuado  ante 
el  inferior,  reservando  á  las  partes  su  derecho  á  fin  de  que  lo  ejerciten 
donde  y  como  proceda:  v 

Vista  la  Real  orden  de  26  de  enero  de  4849,  en  la  que  áe  declaro  de  la 
competencia  de  los  Consejos  provinciales,  y  dePReal  en  Stí  ¿aso,  todo  lo 
relativo  á  la  validez  ó  nulidad  de  las  ventas  de  bienes  nabióáales,  f  !á4n- 
terpretacion  de  sus  cláusulas,  designación  de  la  cosa  vendida  y  de  la  per- 
sona á  quien  lo  fué,  y  á  la  ejecución  del  contrato:  "     ' 

Visto  el  art.  06  de  la  instrucción  de  31  de  mayo  de  4^55,  dictada  para 
la  ejecución  de  la  ley  de  i.**  del  mismo  mes,  en  élque  se  atribuye  i  lá 
Junta  superior  de  Ventas  el  conocimiento  de  todas  las  reclamaciones  6 
iDcidenbias  de  htf  mismas:  '  '        ' 

Visto  el  párrafo  tercero  del  art.  84  de  la  ley  de  25 '  de  seliéiwbre  de 
4869,  en  el  qoe  se  declara  la  competencia  de  los  Consejos  provínfeíaW 
respecto  délos  atriendos  y  ventas  celebrados  por  la  AdmiuisftiPrtcfén-pré*^ 
vincialde  Propiedades  y  Derechos  del  Estado:  ot*» 

Considerando  que  en  este  pleito,  aunque  baío  la  apáríéiicia' dé  üít 
ctieetion  da^eelibde,  lo  que  en  reaNdad  se  ha  disputada  y  debe  re^tviér^e 
es  la  estension  dé  las  lincas  compradas  á  la  nación,  lo  éiiKI  eá  préj^üiméáf^ 
te  una  cuestión  de  designación  de  fa  cosa  vendida,  potqoe  bin  ^la^n^^{>tie- 
den  haeewenr deslinde  Di  amoíonamientos  exactos:  -íifífcuii^^ 

Gon8tdefandt^<fuer  tal  cuestión,  aunqne  contencioso-admiúistHrtí^á  étt| 
su<;a90  y  fugar,  no  es  del  conocimiento  de  los  Consejos  p^trtfdaíééí,"  ái-í^' 

guestoqnetampoeo  ineuiinbe  á  la  Administración  províncíalenhi^i^á^^ii- 
ernatíva,  sino  á  la  central  ó  general  del  Estado,  por  no  haber  sldo^á^ttéllft' 
la  que  dispuso  ni  aprobó  la  venta;  'líanvi^f 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  loContemsIósoVttl'Cif^ 
sejo  de  Estado,  Veqgo  en  declarar  nulo  todo  lo  actuado  en  esEe^pleftíf  y"^ 
mandar  que  lo»  ínteresatfos  usen  de  su  derecbódondey  según  co^íre^nda. 
Dado  en  Palacio  á  treinta  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta- y  ^lM<!f." 
—Está  rubricado  de  la  Res^l  mano.--B!  Presidente  def  Conseio  dé  Minís* 
tros,  Ramón  María  Narvaez.»  '^ ' 
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Publícacioo.-^Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  e\ 
Secretario  ^BDoral  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Conteneioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se.retíere;  que  se  una  á  k>s  mismos;  s% 
notifique  en  forma  á  Jas  partes,  y  se  inserte  en  la  Gacjta;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  5  de  setiembre  de  i867.-^José  de  Grijalya.^Publicada  en  la 
Gaceta  de  7  de  noviembre  de  1867.) 


^31. 


Autorización  (25  de  octubre  de  i867.).—M\LVERSAcio?f  de 
CAUDALES.— Se  confirma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  proviu- 
cia  de  Pontevedra  en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  Ha- 
cienda de  la  misma  para  procesar  á  D.  José  Antonio  Rubinos,  ex 
Administrador  de  Rentas  Estancadas  de  la  Cañiza,  y  se  resuelve: 

Que  cuando  aparece  completamente  probado  en  las  diligencias 
practicadas  que  un  Administrador  de  Rentas  no  soto  no  ha  tomado 
parte  directa  ni  indirecta  en  una  sustracción  de  caudales,  sino  que 
fué  victima  de  su  escesiva  confianza  y  buena  fé,  y  que  sin  escitacion 
de  nadie  cubrió  al  instante  el  desfalco  ocasionado,  no  existiendo 
delito  ni  defraudación  de  lo^  intereses  déla  Hacienda  por  parte  de 
dicho  Administrador,  no  debe  quedar  sujeto  al  juicio  criminal  que 
se  siga  contra  los  verdaderos  aeliticuentes. 

En  el  espediente  en  que  «I  Gofbernador  de  la  provincia  de  Pontevedra 
ba  negado  al  Juez  de  Hacienda  de  la  misma  provincia  Ja  autorización  para 
procesará  D.  José  Antonio  Rubiños,  ex-Admínist#ador  de  Rentas  Estan- 
cadas de  la  Cañiza»  por  malversación  de  caudales,  y  del  cual  retuHa: 

Que  el  esprenado  Rubines,  siendo  Administrador  de^^  Rentas  Estanca- 
das en  la  Cañiza,  hizo  un  convenio  partíciiiar  con  D.  Ramón  í^l-^z,  vere- 
dero de  tabacos  déla  propia  AdministracioD,  en  virtud  del  cual  y  á  causa 
de  sus  indisposiciones  físicas,  ancianidad  y  falta  de  conoieimien tos ^  confi^V 
el  cumplimiento  de  los  deberes  de  su  cargo  al  D.  Ramón  Pérez,  el  cua^ 
habria  de  desempeñadlos  bajo  su  esclusivaresponsabilidady  pero  quedando 
4  Rubines  la  obligación  de  responder  á  la  Hacienda'  por  los  descubiertos 
que  pudiesen  ocurrir  en  la  gestión  de  los  caudales  y  efectos: 

Que  á  este  convenio  concurrieron  el  fiador  de  Rubios  y  eVikPerez, 
estipulándose  en  él,  entre  otros  particulares,  el  premio  que  el  prhnepo  de- 
bia  sat^facer  aJ  segundo  y  los  medios  que  podrían  emplearse  pajra  que 
Rubii^op  cobrase  de  Pérez  ios  alcances  que  pndieran  ocurrir  en  lo  futuro: 

Que  pasado  alg4in  tiempo,  durante  el  cual  Peres»  desempeñó  de  hecho 
la  Administración,  un  comisionado  de  la  AdmiDistracion  princtpalde  Ha- 
cienda pública  de  la  provincia  giró  una  visita  oficial  á  la  de  la  Cañiza,  y 
después  de  practicado  un  escrupuloso  reconocimiento,  encontró  un  des- 
cubierto por  valor  de  7,635  escudos  948  milésimas: 

Que  inmediatamente  se  dio  conocimiento  del  desfalco  á  las  autoridades 
gubernativas  y  Juez  de  primera  instancia  de  la  Cañiza,  por  el  que  se  iDs> 
truyeron  las  primeras  diUgenciasen  averiguación,  y  luego  pasaron  al  es- 
pecial de  Hacienda  por  orden  de  la  Audiencia  del  territorio: 
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Que  el  resultado  de  las  actuaciones  fué  demostrarse  claramente  que  el 
veredero  D.  Ramoo  Pérez,  abusando  de  la  cooüaoza  que  en  él  había  de- 
positado el  Administrador  Rubiños»  había  sustraído  la  cantidad  aAtefior- 
mente  dicho,  puesto  de  acuerdo  con  su  fiador;  que  Bubíños,  tan  pronto, 
como  tuvo  noticia  del  suceso,  reintegró  á  ia  Hacienda  el  valor  total  de 
aquella  suma,  inmediatamente  y  sin  necesidad  de  apremios  ni  medida  al- 
guna coercitiva,  y  linalmente,  que  coa  el  objeto  de  cobrarse  á  su  vez  del 
O.  Ramón  Pérez,  acudió  con  un  escrito  al  Juzgado  presentando  copia  del 
convenio  particular  que  había  celebrado  con  este  último  y  patentizando 
ia  estafa  de  que  habia  sido  víctima  por  su  confíanza: 

Que  [jasada  la  causa  al  Promotor  fiscal,  este  funcionario,  después  de 
haber  estimado  completamente  irrespoosable  á  Rubiños,  tanto  porque  es- 
taba probada  su  inocencia  eo  la  sustracción  veriücada,  como  porque  sa- 
tisfizo puntualmente  á  la  Hacienda  el  descubierto  en  que  se  halló,  propuso 
el  sobreseimiento  en  cuanto  al  mismo  y  la  continuación  de  los  procedi- 
mientos con  respecto  á  Pérez  y  su  fiador,  que  eran  á  su  juicio  los  verda- 
deros culpables: 

Que  el  Juez,  con  viEta  del  precedente  dictamen,  dio  auto  en  el  que  re- 
conociendo la  fuerza  de  los  argumentos  aducidos  por  el  Promotor,  opan- 
daba  sin  embargo  solicitar  la  autorización  del  Gobernador  de  la  provincia 
para  procesar  al  Administrador  Rubiños  por  si  habia  podido  cometer  el 
delito  de  cohecho  abandonando  la  Administración  mediante  una  retribu- 
ción pecuniaria: 

Finalmente,  que  el  Gobernador,  de  conformidad  con  lo  espuesto  por  el 
€oDsejo  provincial,  negó  la  autorización,  fundándose  eo  que  á  las  razones. 
<]ue  habia  tenido  el  Promotor  fiscal  para  proponer  el  sobreseimiento  se 
añadía  el  que.no  podia  existir  un  coheclio  por  no  mencionarse  en  las  ac- 
tuaciones ningún  soborno  para  aminorar  la  recaudación  de  los  impuestos, 
ni  tampoco  malversación,  porque  el  Administrador  no  sustrajo  los  cauda- 
Íes  Di  consintió  que  Pérez  y  su  fiador  los  sustrajeran,  como  lo  evidei^cia  el 
iitícho  de  haberlos  denunciado: 

Vistos  los  artículos  3i4  y  3i8  del  Código  penal: 

Considerando  que  en  el  estado  actual  del  asunto  que  ha  motivado  este 
espediente  ya  no  se  trata  del  delito  de  malversación  de  caudales  públicos, 
01  menos  del  de  cohecho  que  en  un  principio  se  imputó  al  Administrador 
Rubiños,  puesto  que  aparece  completamente  probado  en  las  diligencias 
practicadas  que  dicho  empleado  no  solo  no  tomó  parte  directa  ó  indirecta 
en  la  sustracción  verificada,  sino  que  fué  por  al  contrario  victima  de  su 
escesiva  confianza  y  buena  fé: 

Considerando  que  según  consta  de  los  oficios  remitidos  al  Juzgado  por 
fa  Administración  de  Hacienda  de  la  provincia, el  desfalco  fué  cubierto  in- 
mediatamente y  sin  cscitacioo  de  ningún  género  por  Rubiños  y  sus  fiadores: 

Considerando,  finalmente,  que  no  existiendo  delito  ni  defraudación  á 
Jos  intereses  de  ia  Hacienda  por  parte  del  referido  ex- Administrador,  no 
debe  quedar  sujeto  al  juicio  criminal  que  se  sigue  contra  los  verdaderos 
delincuentes; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Go- 
bernador. 

Dado  en  Palacio  á  veinticinco  de  octubre  de  mil  ochocientos  sesen- 
ta y  siete. — Está  rubricada  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gac$ta  de  8  de 
noviembre  de  1867.) 
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ec^ifMa'^  negáiiVaf  del  Goherqadoi^  de  la  pm^iflcia  de  Vizcaya  e» 
la  íiuioriííidon  feotitítáda  poreIJiiez  de*  priraeíá  iflstaheia  de  *Du- 
raogo  para  procesarla  D.  Francisco  Antón  de  Alacha^  Secretario 
del  Ajuptílmienió  de  Turre,  y  se  resuelve: 

l.f  /  Que  cuando  um  iesión  de  Ayuntamieiito  no  tiene  mas  obje^ 
to  que  el  firmar  el  acuerda  tomado  por  el  mismo  en  unión  ,de  los^ 
mayeres  contribuyentes,  como  resultado  de  otras  sesiones  anterio- 
res, no  puede  dudarse  que  es  verdadera  ia  mtermntion  en  ese 
acuerdú  de  todos  los  aUe  figuran  en  el  acta  ya  como  Conejales,  ya 
como  mayores  contrwUyenteéi 

2,*  Que  la  declaración  del  que  dice  protestó  dé  dicho  acuerda 
antes  de  salirse  sin  firmar  del  salón  dé  sesiones,  queda  desvirtuada 
y  mul(^d4af  mando  d  4(fi^lde,  Concejales  y  mayores  contribuyentes 
afirman  que  no  hubo  la  menor  protesta; 

¥^^  u  que  ia  simple  amisión  dd  unaée  lat  fi/pmmie  los  que  tn. 
tervimenm  eh  dicho  amerdo,  al  sacarse  un  certificado  deélj  debi^ 
dú^á  mi  descuido  úú  escribiente  óáwn  error  fáeU  ^de' subsanar ,  no 
puede  inducir  falsedad  en  el  docurnento. 

^  Et^e?éír()édtettlei^tí  (jfQé'eieoberaBdord^  h  pré^noh  de  Vizcaya  ha 
negattoíí^'Jtíéí  dé  primera lostáíiíra  de  Diiraof^o  la  autorits^cion  para  pro- 
cesar á*D.  Frffnctóco  kntoú  de  Atocha,  Secretario  del  Ayimtainiento  á^ 
Yorre,  por  delito  de  fal&edad,  y  del  cua!  resulta: 

"^tíeijeséandoel  AyuDtamiéDlodela  aot^leíia  de  Turre  tegütórizar 
Ja  áitUBdmi  enque  ef  ílíéáito  trt%ilBrde)  puebto  se  eoi^ontraba/ae  iaseció  á 
un  número  igual  de  mayores  contribuyentes  para  establecer  las  bases 
de]  contrato  que  con  este  oiq'eto  se  había  'dé  celebrar  mú  el  referido  Mé- 
diéo:''      "-     '   •  "  .    •     •>■        .  .-•      ■  ^.  •   I  .  - .  i...  ■> 

'  Que  habiéndose  deliberado  sobre  el  particular  en  diferentes'  «esiooes  á 
que  concurrieron  tosOoncejales  y  mayores  centribtiyeiites,  sé  comrfíio  eu 
q.ue  para  formalizar  el  contrato  de  asistencia  sanfitaria  se  otor^ra  la  cor- 
respündieDie  tescritura  pública  entre  el  Alcalde,  Procuradc^r  «fúdícioy  do* 
mayorts  cotítHfeuyentes  qué  se  designaron  en  refW'eséiítflci^^e^la  citad» 
anteiglesia,  y  de  otra  parte  el  Médico  titular  de 4»  tóismar    -     ''  -  -  • 

iQUííesiéwdirio  este  acuerde  por  el  Secretario;  el  AlealdeMeitó  i  uuevsb  . 
re\3Wiop  para  el  26  de  noviembre  i  lésOeueejalefá  y  tnayores  cotítribaven- 
teátótfw^jetode  queloatitorizasen  consUsfirmas-     "  '  ^  ^ 

r  Oíífi'áéáía  sesion^dejfS  de  concurrir  por  caasas^ajenas  i  tú  vohmtad 
D.  Ántoffó  de  Amarrortos  que  anteriormeíite  habia  cotívéifidO  eu'ta  adop- 
ciímÜef  ac%erdo; otros  oo asistieren  'y  firmaron  éé^uesV y  dé-los  que 
asistieron,  D.  Domingo  de  Echevarría  y  D.  Cristóbal  de  Atocha  se  salíeroih 
del  saloMé  sesioires  sin  flrmar  y  sía  formular  protesta  alguna: 

Que  en  la  certificación  e.^pedida  para  servir  de  base  alotorí^amlento  de 
]a  escritura  consignó  el  Secretario  D.  Francisco  Antón  de  Atucha  llel- 
meiife^'y  ct>n  leda  exactitud  cuanto  aparecía  en  eHífero  de  actas,  espre- 
sabdo  la  asistencia  á  la  sesión  en  que  se  adoptó  el  acuerdo,  y  para  la  que 
fuero^'debídámentetitádos,  de  todos  los  que  oonturrieron  á  las  reunió- 
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nes  anteriores  en  que  se  había  deliberado  sobre  el  particular,  relacionan- 
do las  firmas  que  verdaderamente  apajrecían  estampadas  en  el  libro,  con  la 
única  omisión  de  la  del  Concejal  D.  F'edro  de  Iznarrizaga: 

Qm  formalizada  la  escritura  sin  que  se  hiciera  obsenracioo  Blgima  so- 
bre el  certificado,  varios  vecinos,  do  conformándose  con  lo  que  en  el  con- 
trato se  establecía,  indujeron  á  otros  para  formar  una  compañía  ó  her- 
mandad en  la  que  comprometiéndose  por  escritura  pública  i  resistir  el 
nombramiento  hecho  por  el  Ayuntamiento,  designaron  dos  apoderado» 
que  contratasen  otro  Médico  y  sostuvieran  todas  las  cuestiones  ^ue  pudie- 
ran suscitarse  entre  los  asociados,  el  Ayuntamiento  y  el  Médico,  estable- 
ciendo además  una  pena  pecuniaria  contra  todo  socio  que  tratase  de  salir 
de  la  compañía: 

Que  otorgada  la  escritura  de  constitución  de  esta  y  nombrados  los 
apoderados,  sü  primer  acto  fué  denunciar  al  Juzgado  la  certificación 
mencionada  por  resultar  en  ella  el  vicio  de  falsedad  que  decian  cometido 
por  el  Secretario: 

Que  admitida  la  denuncia  por  el  Juzgado  y  practicadas  las  diligencias 
oportunas,  el  Promotor  fiscal  opinó  que  debía  procesarse  al  Secretario 
del  Ayuntamiento,  que  era  el  que  aparecía  culpable  de  la  falsedad  come* 
tida  en  el  certificado: 

Que  él  Juez,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Promotor,  solicitó 
la  correspondiente  autorización,  la  cual  denegó  el  Gobernador  después  de 
oír  al  interesado  y  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo  provincial,  fun- 
dándose en  que  Atucha  se  limitó  á  cumplir  estrictamente  con  los  deberes 
(le  su  cargo  al  estender  el  acuerdo  tomado  en  su  presencia,  sin  que  sea 
obstáculo  para  ello  el  que  se  adoptara  como  resultado  de  varias  sesiones, 
ni  pueda  tafnpoco  culpársele  porque  dos  de  los  concurrentes  al  acto  se 
salieran  sin  tirmar,  toda  vez  que  ni  causaron  protesta  alguna  úí  aparecea 
sus  firmas  en  la  certificación: 

Visto  el  art.  2^6,  núm.  2.°  del  Código  penal,  por  el  que  se  castigja  al 
empleado  publico  que  abusando  de  su  oíicío  cometiere  falsedad  suponien^ 
do  en  un  acto  intervención  de  personas  que  no  la  han  tenido: 

Considerando  que  es  verdadera  la  intervención  en  el  acuerdo  dol 
Ayuntamiento  de  todos  los  que  figuran  en  el  acta,  ya  como  Concejales,  ya 
como  mayores  contribuyentes,  por  cuanto  dicho  acuerdo  fué  el  resultado 
de  diferentes  sesiones  y  la  del  26  de  noviembre  tuvo  por  único  objeto  que 
lo  firmaran  los  que  en  él  habían  intervenido: 

Considerando  que  en  el  libro  de  actas  y  certificado  espedido  no  apare- 
cen mas  firmas  que  las  de  los  que  real  y  verdaderamente  firmaron: 

Considerando  que  las  declaraciones  de  Echevarría  y  Atucha  que  dicen 
protestaron  del  acuerdo  antes  de  salirse  sin  firmar  del  salón  de  sesiones,  y 
en  las  cuales  fundan  su  denuncia  los  apoderados  de  la  segunda  asocia- 
ción, quedan  desvirtuadas  y  anuladas  con  la  ^ue  espontáiieameüte  pres- 
taron el  Alcalde,  Concejales  y  mayores  contribuyentes  que  afirman  no  hu- 
bo la  menor  protesta: 

Considerando,  por  último,  que  la  omisión  de  la  firma  de  Iznarrizaga 
en  el  certificado,  como  declaran  igualmente  el  Ayuntamiento  y  mayores 
contribuyentes,  debió  proceder  de  omisión  del  escribiente  debida  á  un 
descuido  sin  consecuencia  ó  á  un  error  fácil  de  subsanar; 

Oída  la  Sección  de  Estado  y  Gfacia  y  lusticia  dei  Consejo  de  Estado,  y 
de  acuerdo  con  mi  Cobsejo  de  Ministros,  Vengo  en  confirmar  la  negativa 
del  Gobernador. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  de  setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
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,siete«^)S8tá  rubricado  de  la  Raal  maoo^— ^EH  Presideote  del  Goaiseijo  de 
,  MiDistro&y.Ramoo  María  Narvaez*— (Publioada  eA  la  Gaceta  de  9  de  no- 
viembre de  1867,) 


C^mpeieneia  (16  de  octubre  de  i867.).-~¡CuMPLiMíítfi^TO  dk 
UN  CONTRATO  DB  coNCEs/oN  DE  AGUAS. — Sft  decídc  á  favór  de  la  auto- 
ridad judicial  la  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la 
provincia  de  Alicante  y  el  Juez  de  primera  inslaacia  de  Noveída, 
€on  motivo  de  la  demanda  presentada  á  nombre  de  la  Junta  direc^ 
tiva  de  la  acequia  del  Fanquí  contra  Antonio  Soler  y  Pérez  ,  y  se 
resuelve: 

i.**  Que  cuando  el  pleito  sobre  que  pena  la  eónlienda  tíene  por 
abjeto  la  (nteHgenéa  y  cmnplimiento  de  un  contrató  sobre  el  apro- 
vechaníierito  de  aguas  que  están  en  el  dominio  privado  y  no  tienen 
aplicación j  en  apoyo  de  la  competencia  administrativa,  las  dispo- 
siciones que  se  refieren  á  aguas  públicas; 

Y  2.®  que  solo  á  la  Administración  corresponde,  en  su  caso, 
interpretar  las  condiciones,  efiúaciay  validez  de  una  Real  orden. 

En  el  espediente  y  autos  de  eompeteDcia  suscitada  entre  el  Gobernar 
dor  de  la  prQviocia  de  Alicante  y  el  Juez  de  primera  ínstaBcia  de  NdVelda, 
délos  cuales  resulta: 

Que  en  aquel  Juzgado  se  presentó  demanda  ordinaria  á  nombre  de  la 
Junta  directiva  de  ia  acequia  del  Fanquí,  en  término  de  Aspe^  contra  An'- 
tonio  Soler  y  Pérez,  vecino  del  mismo  pueblo, .  sobre  el  cumplimiento  de 
un  contrato  celebrado  entre  ambos  en  25  de  jubio  de  1^49,  por  él  eúal 
concedió  la  Junta  á  Soler,  con  ciertas  condicionesy  aguas  de  la  espresada 
acequia  para  un  molino  que  intentaba  construir: 

Que  conferido  traslado  de  la  demauda  con  emplazamiento,  sin  qiie  el 
demandado  se  presentara  á  contestarla,  acosada  la  rebeldía  y  estando  él 
pleito  para  recibirse  á  prueba,  el  Gobernador  de  la  provincia,  á  instancia 
de  Antonia  Soler,  requirió  de  inlHbieion  al  Juzgado,  fundándose  princí^ 
pálmente  en  que  por  Real  orden  de  8  de  junio  de  1854  se  babitt  con<iedido 
al  mismo  Soler  ia  autorización  que  había  solicitado  «para  coiitinitar  Usan- 
do un  molino  harinero  con  tas  aguas  de  la  acequia  del  Fanquí ,  cuyo  dis- 
frute le  disputaban  varios  regantes  con  las  mismas:» 

Que  sustanciado  el  incidente  d^  'coiaapetencía ,  se  inhibió  el  Juzgado 
después  de  haberse  traído  á  los  autos  copia  de  la  Real  orden  mencionada 
de  8  de  junio  de  f8^  y  utifa  certi6caeion  á9Í  SecrelaiSttdel-AyootaiD^nto 
de  Aspe  eivque  consta  que  las  aguas  de  la  acequia  del  Fanquí,  siempre 
han  Sido  propiedad  particular  de  algunos  indi)^íduos  que  de  ellas <dispo* 
nen,  sin  que  el  Ayuntanueoto  hubiera  intervenido  nunca  en  su  aprove- 
chamiento, distribución  ni  obras  en  sus  cauces: 

Que  ajíélado  él  auto  de  inhibición,  lo  revocó  la  Aü&iéticía  áfi  Váléopía, 
apoyándose  én  qne-íás  aguas  éráh  de  pró[iiedad  privaday  laReal  orden 
de  8  de  junio  de  1854  llevaba  implícita  la  condición  de  m  '(>et]uicio  die 
lercéro: 
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Que  el  Gobernador  insistió  en  su  eompeteocia,  de  acuerdo  eop  tlí^fi^T 
sejo  provincial,  fundéudola  en  la  Real  orden  de  U  de  marzo  de  l^fij^Mi 
el  núm.  2.**  del  art.  80  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  en  el  q4ro.  &,* 
del  art.  83  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  4863  y  en  la  ley  de  Aguas  de  3 
de  agosto  de  1866,  y  resultando  en  su  Tirtnd  el  presente  conflicto  qQ€[  ba 
seguido  sus  trámites: 

Vista  la  Beal  orden  de  14  de  toarzo  de  1846,  que  exige  autorización 
Real  para  el  establecimiento  de  cualquier  empresa  de  interés  privado  X|ue 
tenga  por  objeto  ó  pueda  hallarse  en  relación  inovediajtaoon  el  jaso,  apro- 
vechamiento y  distribución  de  las  aguas  de  los  rios: 

Viüto  el  DÚmero  2.®  del  artículo  80  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845, 
ue  señala  como  atribución  de  los  Ayuntamientos  arreglar  por  medio 
le  acuerdos  el  disfrute  de  los  pastos,  aguas  y  demás  aprovechamientos 
comunes,  en  donde  no  haya  un  régimen  especial  autorizado  competente- 
mente: 

Visto  el  núm.  8.®  del  art.  83  de  la  ley  de  25  de  setiembre  de  1863, 
que  encarga  á  los  €k)nsejos  provinciales  oir  y  (aliar  cuando  fiasen  áser 
contenciosas  las  cuestiones  relativas  al  curso,  navegactoB  y  floie  ée.  les 
ríos  y  canales,  obras  hechas  en  sus  cauces  y  márgenes  y  primera  distribor 
cion  de  sus  aguas  para  riegos  y  otros  usos: 

Vista  la  ley  de  Aguas  de  3  de  agosto  de  1866: 

Considerando:  ? 

1.*  Que  el  pleito  sobre  que  versa  esta  contienda  tiene  por  objeto  la  io* 
teligencia  y  cumplimiento  de  un  contrato  sobre  el  aprovechamiento  de 
aguas  que  están  en  el  dominio  privado,  por  locuaJ  no  tienen  aplicación  las 
disposiciones  invocadas  en  apoyo  de  1«  compeieaeia  adroiniAraUva^  que 
se  refieren  á  actúas  públicas.  .  i  ;   ;  : 

2.^  Que  ni  la  Real  orden  de  8  de  junio  de  1854,  queen  su  apofo  traen 
el  demandado  y  la  Administración,  pudo  resolver  una  cuestión  sobre  apro- 
vechamiento de  aguas  privadas,  ni  conceder  el  uso  de  aguas  á  uo  parti- 
cular en  perjuicio  de  otros,  ni  alterar  el  contrato  sobre  que  se  litiga;  oí 
tampoco  se  trata  ahora  de  interpretar  las  condiciones,  encacia  y  valides 
de  la  misma  Real  órdíen,  lo  cual  en  su  caso  podrá  corresponder  á  la  Admí- 
nistraciou; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  déla  autoridad  judiciai. 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  seis  de  octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
si^te.—Está  rubricado  de  ¡a  Real  mano.— El  Presidente  del  Gooseio  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  9  de  no- 
viembre de  1867.) 


C«»nipeiencia  (16  de  octubre  de  1867.).— iNDisceiizAGioitoB 

PBRJOIGIOS  CAUSADOS  POft  EL  ARRASTRE  DE  UNAS  MADERAS.^^e  doclaní 

mal  formada  y  que  no  ha  debido  suscitarse  la  competencia  snsci^ 
tada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Lérida  y  el  Jae^  de  pri- 
mera instancia  de  Yiella,  con  motivo  de  la  demanda  verbal  enta- 
blada por  Doña  Joaquina  Portales  y  otro  contra  D.  Francisco  Cal- 
vetó,  y  se  resuelve: 
^   i.''    Que  no  puede  reputarse  providencia  legitima  de  la  Ádmi- 
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rHstracion  el  acuerdo  de  un  Ayuntamiento  autori%ando  á  un  parti- 
cular para  utüi%ar  de  cualqtHer  modo  que  sea  la  propiedad  de  otro 
páftiáttor: 

2.*"  Que  cuando  no  se  trata  de  providencias  legitimas  de  la  Ad- 
ministraciony  no  tiene  aplicación  la  Real  orden  de  8  de  mayo 
de  1839; 

F  3/  que  la  forma  de  los  procedimientos  en  juicio  verbal  ante 
los  Jueces  de  paz  impide  la  nroüocacion  del  conflicto  jurisdiccio- 
nal, según  dispone  el  núm.  2.®  del  art.  64  del  reglamento  de  25  de 
setiembre  de  <863. 

En  el  espediente  y  autos  de  competeocia  suscitada  eotre  el  Gobernador 
de  la  provincia  de  Lérida  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Vietia,  de  los 
cuales  resulta: 

Que  Doña  Joaquina  Portales  y  D.  Pablo  Lafont  demandaron  en  juicio 
verbal  ante  el  Juez  de  Paz  de  Viella  á  D.  Francisco  Galvetó  para  que  les 
pagara  ia  cantidad  de  400  rs.,  ó  la  que  designaran  los  peritos»  que  en  nin- 
gún caso  podria  esceder  de  600  rs.,  por  los  daños  y  perjuicios  causados  en 
el  prado  llamado  de  Sasayguerascoo  el  arrastre  de  las  maderas  estraidas 
por  aquel  prado  de  orden  ael  demandado,  estendieodo  la  demanda  á  ia  re- 
posición á  su  estado  anterior  de  la  pared  que  habia  derribado  para  el  paso 
de  las  maderas: 

Que  celebrado  el  juicio  verbal,  declinó  el  demandado  la  jurisdicción 
de]  Juez  de  paz,  en  atención  á  que  el  Ayuntamiento  de  Vielta  nabia  decía ^ 
rado  vereda  pública  la  senda  por  donde  se  arrastraron  las  maderas,  por  lo 
cual  correspondía  el  asunto  á  ia  Administración;  y  en  este  ipismo  sentido 
oGció  el  Alcalde  al  Juez  de  paz  requiríéndole  para  que  se  inhibiese  del 
asunto: 

Que  así  lo  acordó  el  Juez  de  Pa?)  y  habiendo  apelado  los  demanda ntes^ 
el  de  primera  instancia  revocó  la  sentencia,  de  acuerdo  con  el  Promotor 
fiscal,  y  devolvió  los  autos  ai  de  paz  para  que  procediese  con  arreglo  á  de- 
recho; y  en  tal  estado  el  Gobernador  de  la  provincia  requirió  de  inhibición 
al  Juez  de  primera  instancia,  fundándose  en  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de 
1839,  en  el  núm.  3.®  del  art.  82  y  en  el  último  párrafo  del  mismo  artículo 
de  la  ley  de  Ayuntamientos  vigente: 

Que  durante  la  sustanciacion  del  incidente  de  competencia  se  recibie- 
ron en  el  Juzgado  de  primera  instancia  los  autos  del  juicio  verbal  en  virtud 
de  apelación  de  la  sentencia  pronunciada  por  el  Juez  de  paz,  y  entre  otros 
iDciaeotes  acordó  el  de  primera  instancia  para  mejor  proveer  la  inspección 
ocular  del  terreno  en  que  habia  tenido  hjgar  el  arrastre  de  las  maderas: 

Que  el  Juez,  de  acuerdo  con  el  Promotor  fiscal,  declaró  nO  haber  lugar 
á  la  inhibición,  principalmente  por  tratarse  de  un  juicio  verbal,  y  en  ^1 
supuesto  de  ser  procedente  el  requerimiento  porque  se  trataba  de  una  in- 
demnización de  perjuicios  entre  particulares,  porque  no  habia  camino  ni 
vereda  que  pudiera  conservar  ni  reparar  el  Ayuntamiento  en  la  finca  cer- 
rada y  cercada  de  propiedad  particular,  y  porque  no  podia  cambiar  la  ird- 
turaleza  privada  de  los  derechos  y  obligaciones  del.  demandado  un  acto 
abusivo  é  ilegal  del  Ayuntamiento: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejó  provincial,  insistió  en 
su  requerimiento,  resultando  el  presente  conflicto: 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  -1839,  que  prohibe  d^ar  sin  efec- 
TOMo  vil. — Jurisprudencia  administrativa,  i  1 
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Visto  elart.  82  de  ia  ley  de  AyuQtainíeatos  reformada  eo  12  dett^üibfe 
4eii8M,jqiifmi.*ueáM>.  d°  enmfg/^^  ioa  AytMíJammirtí*  líirte^taÉj  por 
medio  dQtatúerdt^  el  cuidado^  cooservacioQ  y  repa^ei^^Bi  (daiidsiCftmito» 
y  veredaj),  piíeDi^s  y  pontooes  veciaales,  y  en  di  úUiiQo^páu'riibrQ'dkAeroitt^ 
que  los  aci^rdos  sobre  estos  objetos  soq  «jeea(^ÍQ9'¿  i  >  b  i.'  o*.  i,<ir  j¿9  .. 

Viato  olném*  2.'  delarl.  Mdeí  reglimiewíp  d^í,2i?ijtór^»ttti€a©hEfeóe 
l<89a,.q»etprobíbe.á  loBGoberoftdoressQSCilar  CQaM994^  dk^j^DH^pet^ení^ift 
eo  los  juicko^  que  resigan  a»te  I09  AicaldQ&Gaaid>iaQae«d0itiA;»  (j  ohhh-^ 

Cottaidwaodo:  m  ,!.i  ^  /  ob;.?.^  fln*,» 

i.^  Que  üi  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  i 839  tíenfiNf  piioAcH^f^Dii^te 
caso,  porque  ao  se  trata  de  uo  interdicto  que  c&ntrarle  pru^iéeaei^ldgíti* 
tftt.dt  kr  Adtaitfiiitraeiioo,  ni  |MMide  reputarse  de  este  m«io*«lf  «euerÉ)  de 
4An.AyiioMkmie«ilo  autArIzaado  .ái  uq  particular  ptara*  uiilitfai^  ^ de  ouadqm«r 
modoque  sea  la  propiedad  de  otro  particular;  .--*   )i  -.o  * 

-  %^  <}tteauoq«e  9t  tratara  da  «Huntoi  admíníslirafeiYd^ítóeudQfiiaiádlí  d#- 
gocio  y  la  forma  de  íes  procedimientos  en  juicio  verbiá^  a«ike!i«^  in^^ 
paz<í«if»idm Jt ^ratvioeaeieto dei oenCHete,  sugua diepoat «loitaáKAátfl) 2." 
det^|y$^xiek0gliimeatieide25^e.8etiemibre<ded8dd;'   '  •  >  Tnoni-^  hi  u 

Goi£forflpái»doiQe40ii  lo^consvltado  por  ef  Ootasejai  det'SaliHlt>»Q^ple»ov 
VengOfeo  dacHifaresla  compeleoeia  mal  formada 'f  queí  a6  ioiréébido 

Dado  en  Palaek)  á  diee  y  seis  de  octubte  de  mii-  oAl^pQ>e(nfeoi)8tsMlarf 
ti6i».«^8lé  nubrioado  de  la  Real  maiio.^*^El«'Fre«úkQt0'ide(  Q^asn^o  él  Mi- 
sistFOs,  Ramón  María  NarYaezu^(^UKadft'edk^i!fia«ioMrd«i9^ié9i^O(n!Ni^ 
^rft-d6é8f?.>  •'  ?    .'     '^ni  Mí.ír'í.-kn^  lo  ^;'n 

,,  'í'     '-■         •    «'.         '-     - 1'  f  -;•..■  ?\:v  -'<'i  .l,'.>>niY07q  oi'í'-ni-- 


!«»$. 


Cow|ieieneiá.(l^  cía  oc/M6r<¿  íe  i^'olX—i^W^^fm^^^ 
h%  AGUAs.^Se  decide  á  favor  de  la  aat(M-idad  judicip)  ia.49^p9(ei- 
cia^flsoUiaAd  ei^re  t&á^idiattei^de  Albaeet&iy'  ef  Gp&bepoa^r  da  la 

KyviiicnifdetAI«reia/:eoQ  iB6tivo  de' la  demoadr  preseA^ádaipef 
D  io*9é  Müaoo  contra  el  tieredamíeato  de  tfaceWííados^e^ls^^c^- 
'  ;'!:•'  tí^á^H  tos  cúestídnes  de  cófitpeteñ0entñ'lfx^':ápór^^ 
judicialéi  ú  las  administrativas  no  sé  puede  tomar  e;$  chh'n^^wt 
mimn,  dela^parteSffiorque  no  cabe  pwegí^tilqtiufi^iU^i^  ¿b  ímB 
áobr0  é*^n  j/i£on  iHoteria  da  árd^^i  píMooi  '  >  .¡.W  --.víjcm^ 
i.""  Q^e4umd(^i  no  se  tnata  de  aplicar  ordmHiníMStiy^^fi$mm^ 
tos  ^mmatrtáivoB,  m  tmnpoee  ie  la  poHcía  ^ée  Mtp$as^ .  hoj  Uitm 
aplicación  las  Reates  órdenes  de  22  de  novümbPiftítA^S^^&i^^ 

Y  3.*    (¡^cmndola  cuesfion  d^el  litigio  c0r(sí^Jk^Í^¡^ii^ 
don  de  tos  hspectivos  derechos  y  obligacim^íiij^'íiiímfi  m^Vfi 
utilizan  las  (^gm»  de  v^na  acesia  sin  carácti^  a^aíi^^ííc0>.,^n^ 
de  la  propiedad  de  los  dueños  de  ciertos. terrems,  diAa  eiu^Bti^e$ 
puramente  privada  y  mil^  como  de  declaración  ded^éehost  reales. 
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BDlosBfUtés  y  espediente  de  competencia  suscitada  «aire  kAii^í^n- 
da  de  Albacete  y  el  Gobernador  dd  ia>f  rovincía  de  Murci9>  ée  los  cuales 
restilta:  í 

Q/d^  6Q  el  lilzgado  de^^rímera  instoocia  de  €ieza  se^Fi8e&0  dememda 
"ordiüanaá  nombre  de  D;  José  Miñano  y  López  contra  ei  heredemiento  de 
haCQftilidos  de  la  acequia  de  Ülea,  para  que  se  declare  que  el  tieredamién* 
to  estaba  obligado  á  suministrar  al  molino  del  demandante  elagoa  nece* 
saria  ecn  detenhínádbs  diás  y  horas,  y  se  le  condenase  á  indemnizar  íoS 
daños  7  perjuicios  fcausades  eri  73  días  que  no  había  podido  ftinoionar  el 
molino  por  faitadtí  aguas: 

Que  citado  y  eisp lazado  el  heredamiento,  contestó  á  U  demanda^  y 
-seguido  el  pleito  ^r  »as  trámites,  recayo  senieaoia  del  Jue&eondea&ado 
con  las  costas  al  demandado: 

Que  apelada  esta  sentencia  y  cuando  habia  fi legado  de  agravios  el  be» 
redam¡ento>  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Murcia,  á  ioslaneia  del  míS'- 
rao  y  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  requirió  de  inhibición  á  !a 
Audiencia,  firodándose  en  las  Realeo  órdenes  de  22  de  ooviéttibre  de  1S36 
^íO^défuIioiáB  t^S9í 

Que  sustanciado  el  incidente,  la  Audiencia  deetaró  tener  oemptiemla 
para  conocer  del  asunto,  separándose  del  dictamen  fiscal  y  apoyándose 
«fií  qoeotl  heriefd^mieoto  de  la  acequia  de  Uiea  sei^  ha1)raftsotii«liídn  'á  la  ju- 
mdkcioii  del  Juez  de  primera  instancia;  en  que  tas  dispotricioaei  incoa- 
das en  el  requerimiento  se  refieren  á  aguas  públicas  y  las  de  la  coesiiea 
^tí  pvivadas^iparq^j»:  áo  se  derivan  it^mí^atamiente  ée  un  rto;  y  «a  que 
f«^  86  tmfó  de  ta'apüeaét^n  de  reglamentos  admiaistpatrvos,  stno4ekii» 
J«i)ei^í)atnftíiioví(Bé0bM:4ér«clio»  prifados: 

Que  el  Gobernador  insislió  ^n  su  requerímento,  de  acuerdé  eon  e4 
Consejo  provincial,  resultando  el  presente  conflicto,  qu«  ha  seiguido  stia 
trámites: 

Vi:«ias  las  Reales  órdenes  de  22  de  noviembre  de  1830  y  20  julio  de 
1839,  que  encargan  á  los  Gobernádxires  cuidar  de  la  observancia  de  las 
ordenanzas  y  reglamentos  relativos  á  la  conservación  de  (as  obras^nftli^ 
cía,  distribución  de  agirás  para  riegos,  molinos  y  btros  artefactos:     ^ 

Oonéíderandoí 
ti^  ^QiliB  si  bied  en  las  eue^tiones  de  eoropettenoia  entre  hi  kíñmáñ* 
é6!9^  JLRli¿yes  y'ttdmbtstratlvas  nose  puede  toiaar  en  cuenta  la^somiáiiMi 
de  lasffanles,  porftteioo  cabe  prora^f  la  jurisdíecioQ  denHK>  á  oiroiárdet 
y  son  máiteria  de  orden  público;  en  el  prefienie  caeo  no  4ieaea  «pJicaeiOA 
las  .mencionada»  Reales  disposiciones,  porque  no^e  trata  de  a  putar  orde- 
nanzas m  reglamentos  administrativos,  ni  tampoco  de  la  policía  de  las 

2/  Que  la  cuestión  del  litigio  consiste  en  la  declaración  dé  les  res- 
pectivos derectit^  y  obligaciones  que  tienen  los  qne  ulitizati  las  aga^  de 
iMiiMíacequm  sineíaráeter  alguno  público,  sino  de  1$  propiedad  de  los  dne* 
ioff 'd»  (óértos  leijri«oosy  cuestioa  purameole  privada  y  oiríi,  icomo  deoift^ 
tticiwn  íleder^cbps  reales; 

Gonfbrnrándoffife  con  lo  consultado  pov  el  Gonseja  de  GaladOf^apdieno, 
VeMO  eq4e(^dir«sta  CQmpetéioia  ú  fo^oc  de  lai  autoridad  jndfcáaK    ; 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  seis  de  octubre  de  mil  ochocientos  sesenta 
V  áieteJ— ffisbá  rutbficado  de  la  Real  maBe.--El  Presidente  del  Gonsójo  de 
Ifinistros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  t3  de  bo«> 
Siembre  de  1867.) 
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TERRENOS. — Se  decíde  á  favor  de  la  autoridad  jadfCÍaHa^eóni{)eteo- 
cia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provibcia  dé  teSií  V  éí  'Juez 
de  primera  instancia  de  Ponferrada,  con  motivo  del  itíté^lqldf  pre- 
sentado por  D.  Manuel  Cuadrado  y  otro  contra  Miguéí  Attáií^z.^ 
se  resuelve:  L,.:  ,'  :  '\ 

Que  cuando  el  hecho  calificado  de  despojo  no^ ha  tenido  M^ar 
en  laejemeion  de  una  provideneia  adnúni^atwa  4^c¿aAa\smre 
materia  de  poüeía  rural,  sino  que  se  ha  pretendido  notmUidarUy,  por 
el  acuerdo  postetior  del  Ayuntamiento  aprobando  engehetaltaeQn' 
ductaáeunpeddneo,  no  hay  providencia  legitima  de  la  Adminis- 
tración á  que  se  oponga  el  interdicto,  por  cuanto  los  Ayuhtqmíen- 
tos  no  pueden  tomar  acuerdos  alterando  el  estado  posesorio  de¡, diere' 
ehos privados.  :  ,^  i^:¡ !'í/ 

Bd  el  espedieote  y  autos  de  competencia  suscitada  éi^ro,  ^J^i^oa- 
dor  de  la  provincia  de  León  y  eJ  Juez  de  primera  instancia  dé  PoQierriuJa» 
de  los  cuales  resulta:  >       .,,    ^  .r    j     , 

Que  á  nombre  de  Manuel  Cuadrado  y  Agustín  Diez,  vdCiipo^iae^a^o- 
podame,  se  presentó  eo  el  referido  Juzgado  ioterdicto  de  Recobrar  dóotra 
Miguel  Alvarez  por  haberlos  privado  d^-ias  aguas  con  que  regaban  unos 
prados  de  su  propiedad,  al  recomponer  y  variar  un  camino  público  eo  el 
sitio  llamado  de  Villar:  ^ 

Que  Miguel  Alvarez  espuso  al  Gobernador  que  se  había  presentado  in- 
terdicto contra  él  por  haber  recompuesto  un  oimíno  »C9«^p  At^alfli^  pedá- 
neo con  la  aprobación  del  Ayuntamiento,  y  en  vista  de  laUapeáia  que  se 
provocara  competencia  al  Juzgado: 

Que  ei  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  requirió  de 
inhibición  al  Juzgado,  fundándose  en  el  art.  90  de  la  ley  vigente  tfó  Ayun- 
tamientos (citando  equivocadamente  el  iO),  en  los  artl^los9f  )y  Ó2del 
reglamento  para  su  ejecución  y  en  la  Real  orden  de  8  de  may^d&iBSO: 

Que  en  la  sustanciacion  del  incidente  en  el  Juzgado  se  trajeron  i  ios 
ftutos  varios  documentos,  de  los  cuales  aparecía  que  el  pedáne^OiO.  Miguel 
Alvares  no  tenia  orden  ni  autorización  especial  del  Ajuatan^íe^f^^ifi  ,di»l 
Alcalde  para  recomponer  ni  variar  el  camino,  pero  el  Ayuntamfenta  apro- 
bó después  lo  hecho  é  impuso  una,  multa  á  Maouel  Cuadrado  poi'htber 
adelantado  la  cerca  de  su  (inca  usurpando  terrenos  comunales:    *    ^ 

Que  el  Juez,  de  acuerdo  con  e!  Promotor  Qscai,  se  dedáí^  compe- 
tente, fundándose  en  que  el  Alcalde  pedáneo  D;  Miguel  Alvares,  habrá 
procedido  en  el  despojo  como  particular  y  cpie  este  Jieoho  eM^anteriop  ái 
acuerdo  del  Ayuntamiento:  ;    /  ;       > 

Que  el  Gobernador,  conforme  con  el  Consejo  provineial»  itisistid  e^  su 
reguerimiento,  resultando  el  presente  conflicto^  queéa  seguido  «u^irá- 
mites: 

Yístoel  arti  90  de  la  ley  de  Ayunta  míenlos  reformada  en^i  de  octu- 
bre de  1866,  eegun  el  cual  los  Alcaldes  .pedáneas,  como  defógidos  del  Al- 
calde, ejercerán  las  funciones  que  éste  les  señale,  con  arreglo  á  los  regla 
raentos  y  di>posicíones  de  la  autoridad  superior: 
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Vistos  los  artículos  91  y  92  del  reglamento  para  la  ejecución  de  la  re- 
ferida ley,  reformado  en  la  misma  fecha,  que  entre  las  9lribueiones  que 
pueden  desempeñar  ios  Alcaldes  pedáneos  señala  la  de  cuidar  de  la  policfa 
wbafids:yAfutiri  én  su  defmarcscion,  del  cumplimiento  de  tos  bandos  de 
ln»iBi§QtiierDo  y. ordenanzas  letales:     * 

:■  *Vis4a  4ar  R«al  ébden  de  8  de  mayo  de  1839,  que  prohibe  dejar  sin  efec- 
tQ  íPpF  naodie  de  ínlerdictos  ante  la  autoridad  judicial  las  providencias  que 
Rielen  Jos  Ayuntamientos  en  los  negocios  que  pertenecen  á  sus  atribucio- 
nes según  las  leyes: 

Considerando: 

I .**  Que  el'hecho  caliiicado  de  despojo  no  ha  tenido  lugar  en  la  ejecn-^ 
cfoD  do  utm  providencia  administrativa,  sino  que  se  ha  pretendido  conva* 
lidarlo  per  ei  acuerdo  posterior  del  Ayuntamiento  aprobando  en  general 
<»  condnctt  det  Alcalde  pedáneo. 

2/  Que  no  hay  providencia  legítima  de  la  Administración  á  que  se 
opooga  ol  interdicto,  porque  el  referido  acuerdo  del  Ayuntamiento  no 
pudo  alterar  el  estado  posesorio  de  derechos  privados,  sino  solamente  el 
uso  público  del  camino,  que  es  uno  de  los  objetos  de  la  policía  rural; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pteno. 
Vengo  en  decidir  esta  compeieocia  á  favor  de  la  autoridad  judicial. 

iháo  eú  Palacio  á  diez  y  seis  de  octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete. —  Está  rubricado  de  la  Reat  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
Dístros;,  Ramón  María  Narvaez. —(Publicada  en  la  Gaceta  de  <3  de  no*. 
vienibfe'deíS67.) 


^39. 


Contprtenela  (i6  de  octubre  de  4867.). — Nbgaoion  db  ser- 
TiDDMBRB  DE  PASo.-^Sc  declaxa  mal  formada  en  cuanto  á  un  estre* 
roo,  y  mal  suscitada  en  cuanto  á  otro,  la  competencia  snscitdda  en- 
tre ei  Gobernador  de  la  provincia  de  Canarias  y  el  Juez  dé  primera 
instancia  de  Arrecife,  con. motivo  del  interdicto  presentado  por 
D.  Juan  Cabrera  García  contra  D.  Pedro  Medina  Cabrera,  y  se  re*- 
suelve: 

i.*  Que  sola  puede  sostener  competencia  la  Administración  m 
cttestíones  de  tránsito  por  un  predio  cuando  se  trate  de  la  conserva- 
ción de  una  sermdumbre  pública  y  de  corregir  una  usurpación  re^ 
cíente  y  fácil  de  comprobar  de  los  derechos  comunales: 

2,®  Que  no  existe  verdadero  conflicto  mientras  el  Gobernador 
de  la  proivinpíaf  en  vista  de  los  razonamientos  de  la  autoridad  ju* 
dicial  en  su  sentencia  y  del  Consejo  provincial  en  su  dictamen,  no 
insista  en  estimarse  competente; 

Y  3.*"  que  no  se  hallan  en  estado  de  resolverse  las  competencias 
sobre  que  no  insiste  legal  y  oportunametite  el  Gobernador. 

BSo  el  espediente  y  autos  de  competeocia  suscitada  entre  el  Gobernador 
de  la  provincia  de  Canarias  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Arrecife,  de 
jos  coates  resulta: 

Que  en  7  de  setiembre  de  i  865  se  presentó  ante  aquel  Juzgado,  á 
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néivil)re'<]e  D>  tolii  Cabrera  Garcf a,  un  iaterdieto  de  recobEttiewitft  Don 
Pedido  Medimí  Glibrerd,  que  poseía  una  ÜBca  eficiavada  téi)!<0ti^ide4::ide^ 
nVandaDle^^Jamada  eKVpleBD,  por  haber  pasado ' con  >ea)N)lkfiíasf|f}^Q8doft 
poriíerras  de  eslaa&Uima,  eaUbteciendo  uoa^ervidunabre  :im^dipecétoii'4 
LevdDte,  a^más  de  la  que  tenia  coostiUiida  en  dimcoíoii'4  J^oittilfte;  heS 

Que  snstanoiad^el  ioterdieto,  se  aGai>dó  la  pestitiieMfei:«Di  19  ^t^msi 
mo  8et)emi>re,  y«fi  22  de  octubre  siguiente  el  Ay«BMatBtíla*d».T«#liÍM« 
eo  cuya  jurisdii^cioo  estaban  las  espresadaa  líioea^^'  aéQrdó<^iáeHi9toQcijft  d«^ 
algunos  vecinos,  declarar  de  uso  público  una  vereda  d^-qaeRexislian»  ves- 
tigios antiguos,  que  salia  de  los  al<7fbes  del  Vicario  en  el  oae^riodctTatu- 
ebe,  y  atra'fesaodn  el  Volcan  f  or  la  huerta  llanatfda  dePttirro^  tseguia  por 
los  islotes  de^lMbneje  y  salía  f)or  ia  pared  de  la  era  d&  Bj /ánionio  Bennu'*' 
dez,  á  Árgana  y  otros  puntos:       .  '       *   )      iiDn  n  i.       ,    -. 

Que  en  26  del  mismo  octubre  acudió  de  nuevo  al  Juzgado  A*.  Juan 
Cabrera  García  esponiendo  que  á  pesar  del  auto  festitutíilrioty  de  hal^erse 
conformado  con  él  D.  Pedro  Medina  Cabrera^  continuaba  céttie  usando  de 
la  servidumbre  que  ha bia  establecido  en  dirección  á  LevaDte>)|»!6r«u. pro- 
pia antorídad,  desobedeciendo  la  sentencia  jndicial,  por^locual  pedtai  que 
seie  sd«a»kiefB  información  de  testigos  sobreseí  hecho:,  loir^i  ■*  [u- .  > 

Que  decretada  la  información  por  el  Juzgado,  apeló  de  esta  provideacia 
Medina  Gabreí^,  y  la  Audiencia  deCanarias  la  revoca,  dispotiieoda  que 
procediera 'ol  Juagado  i  comprobar  la  delÍDCQ^ciá  de;  D*.  iBedro  Afedína 
por  e4)íntra vención «J  auto  restitulorio,  y  contratel' AlUBlaoNawiff  ii%  Te- 
guise  si  arrogándose  facultades  judiciales  hubiese  incurTÍido<i9lir>re6po9«a* 
bilidad:  '    .     ' 

Que  en  ejecución  de  lo  mandado  por  la  Audieneia,  se  instruyeron  dili- 
gencias criminales  contra  D.  Pedro  Medina  Cabrera  y  el  Apuntamiento  de 
Tegtiise,  en  las  que  sobrevino  contienda  sobre  la  autorización  para  proce- 
sar al  Ayuntamiento,  que  se  resolvió  negativamente  pof  Real  decreto  de 
i5  de  julio  úkimo,  en  atención  á  <tue  estaba  pendiente  ta^^tuitüoo  de 
cofn^tefncid' que  hoy  se  agita,  y  basta  su  rnaotocion  ik<^m  pp<&ta  caiiScar 
el  hecho  de  delito:  >)!;»*-. 

Que  habiendo  solicitado  el  Ayuntamiento  ia  a pr(]rt)acion  superior  para 
sü  acuerdo  de  22  de  octubre  de  4865  antes  referiao,  el  Gobernador  de  la 
provincia,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  suspendió  la  aprobación 
enl7doaibtiídel«06  y  requirió  de  inhibición  al  Juzgado  (te  Arrecife  en 
]os  autos  de  interdicto,  fundándose  en  los  números  2.^  y  3.®  del  art^  80  de 
líiléydeS  de  ehefo  de4845:  ... 

Que  M  Jnez  oomnoieó  el  requerimiento  á  las  parte»  y  al  Proíaolor  fis- 
cal^^parasustamoiar  et  i neidente  de  competencia,  pero  $ia  haJbeit  aeosado 
el  recibo  al  Gobernador;  y  como  aNmíamo  tiempo  se  instruía  ol  juicio  cri- 
minal, <^t»  et«|ue  el  Juez  creyó  en  un  principio  innecesaria  la  autorización^ 
el  m^*smo  Gobernador  ofició  al  Juzgado  repitiendo  su  requerimiento  en  ^5 
dé  octubre  de  1806  y  participándole  que  había  mandado  al  Ayuntamíenio 
que  se  abstuviese  de. presentarse  á  prestar  nueva  declaración  en  la  causa 
criminal  h«sta  que  se  resolviese  la  conr^etencia: 

Que  fifi  Juez  contestó  á  este  oficio  dando  esp4icaciooes  sobre  el  asunto  v 
haciendo  ver  al  ^Jobernador  que  la  competencia  solo  serefefia^aiinterdiete, 
y  no  al  juicio  criminal,  que  era  en  el  que  se  había  llamado  á  declarará  los 
Concejales,  por  lo  que  esperaba  que  revocaría  su  orden: 

Qae  el  Gobernador  replicó  al  Juez  insistiendo  en  su  competencia,  am* 
pliando  el  requerimiento  al  juicio  crimín,al  y  disponiendo  que  eorrieraa 
Unidos  ios  dos  espedientes  de  competencia  y  autorización  {ñrá  pirocgesftr: 
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' iQue  difSpu«B i!e¥»iio&}iieide»tes y  diFaotoots «ourrklas^  por íbííxwiei- 
patibrlídad  d«I  f^romotdr  6scaKy  su  imstíluto  pana  íoierveoiríeot  ehaamito 
y  p0i^«Hitird0«em^eiando  ei  Juzgado  un  Juez^dt  pi»  qu«  oo  era  LelradOy 
]^>€iort^  9Oiit0ifcíai0ir«ii  íoeKieote  dsolanndorki.coiÁjieleBeia  4e  Ja  a^tori  - 
dad  j«)diei8^  'e&tfe  otras  razones^  por  ser  ia  providenciar  adAMoíativativa 
poMiinír  ^\  itntn^oyiwT  oo  tener  faeoitades  los  Ayunta micfttos  para 
inspo»»^  8}^ióAiniibré0  «a^noRS  de  propiedad  prirada*  oóaio  lo  había  hecho 
t^dí(^'/Peifl:tliseielltk{(^^l  despojado  y  otra9^el  misnio  género: 

QQO'enla  misma  «)efit«neia  hizo  notar  ei  Juez  que  adeliotindose  ei 
Giiibel-nadAf  á  insistir  en  so  competencia  y  elevar  el  espediente  é  Ja  Pre* 
t^devH^íadel  Oon.^ejo  de  Mmistros  había  hecho  ioDecesarío  el  envío  del 
eshrartt^  qim> previene  el  art.  63  del  Reglamento  de  25  de  setiembre  de 
^863,  resultando  el  presente  conflicle: . 

Visto  el  an.  80  de  la  ley  de  8  de  enero  de  4845,  que  en  sus  núme- 
ros ^.^ y  ^/atribuye á  los  Avuntamienios  la  facultad  dearreglar  por  me* 
dio  d«<aiauerdos,  confoi^mándose  con  las  leyes  y  Reglamentos,,  e)  disfrute 
de  tos  p* «los,  aguas  y  demás  aprovechamientos  comunes  en  donde  no 
haya  m\  réftimeo  especial  autorizado  competentemente,  y  el  cuidado,  con- 
servación y  reparación  d^  los  caYm'nos  y  veredas,  puentes  y  pontones  veci- 

"■^  VfetKWlofl  aHícnlos  !í2al  7^  del  Recámenlo  de  25  de  setiembre  de 
l8O9t^U0re^ab)#celn  Mstr^aniiesque  )iao  de  seguir  las  G«nli«ffdas  de 
coinpétefi^ieaire  iaéaotorldadea  judiciales  y  adminittretivas,  y  especial- 
tHídfif^^l  Dúm. ! f  /  4el m,  el  59,  el  63,  ei  64  y  e]  73: 
Considerando; 

i\^  Qae  en ül  presetíte  conflicto  hay  tres  cuestiones  distintas:  prime- 
ra, lá'dniBtltrtmácioD  pare  próoesnr  al  Ayuntamiento  de  Teguisse:  segun- 
da, fn  íf^  (^mpiRteflcia  parra  conocer  del  asunto  sobre  que  versa  el  inter- 
dicUí;  yi^rCerá;  la  de  competencia  para  conocer  de  la  causa  criminal 
instruida  díaspues  de  terminado  el  interdicto. 

2/  Qué  la  primera  está  resuelta  confirmando  la  negativa  del  Gober- 
nador hasta  tanto  que  se  resuelva  la  competencia  suscrtada. 

3*'  Qtté'^a' segunda  se  ha  sustanciado  aule  el  Jwez  de  primera  instancia, 
autrqiíe  sin  atemperarse  estrictamente  á  todos  los  artículos  citados  del  re- 
glamentó de  25  de  setiembre  de  i 863;  pero  el  Gobernador  ha  inaístidoen 
^11  tf  a*tfe«  de  t*í>fiOcer  los  fbnda  mentes  de  la  autoridad  judidal  para 
sostened  por  su  parte. 

4.*  Que  la  tercera  no  se  ha  promovido  en  debida^  forra»  y  separada- 
meftt^'^'lá  segunda,  ni  tampoco  se  ha  sustanciado  «aparte  en  el  Juzgado, 
con»ro  deliíA  hacerse,  por  ser  cuestión  diferente  en  la  forma,  aunque  en  el 
fondo  VierRara  ííohre  ef  mi^mo  negocio. 

Sl^^í'^Que  reí^ecto  á  la  competencia  «obre  el  interdicto,  solo  podría 
so9»éneírfií  ía  Admitiistracion  cuando  se  tratara  de  la  conservación  de  una 
R^rVldtimht'i^  pública  y  de  correar  tina  usurpación  reciente  y  fácil  de 
comprobar  dti^'fosr  derechos  comunales;  y  aun  siendo  así,  no  existe  verda- 
dero conflicto  mientras  el  Gobernador  de  la  provincia,  en  vista  de  los  ra* 
zouRmiehtOP  de  la  autoridad  judicial  en  su  sentencia  y  del  Consejo  pro- 
víncfíil  en  sn  dfc^{ínven,  no  insista  en  estimarse  competeute. 

6.**  Qut*  la  ffeci.*ion  de  la  competencia  sóbrela  causa  criminal  depende 
de  la  que  recaiga  sobre  la  promovida  con  motivo  del  interdicto,  y  -esta  ni 
se  hff  »U!K*ltedO'Con  fundamento  bastante,  ni  annque  así  fuera  se  halla  en 
cstado'de  resolverse,  por  no  haber  insistido  en  ella  legal  y  oportonamen  * 
le  el^óbernador; 
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^  nCólifórmáiEdQcrte  (sonlo  eoosnUado  por  el  Consejo  ét  Estáíáo^  eii  tpleHo^ 
V^Dgd^B^dectfliraf  3Ba^  formardft  Ja  eomp«teOGi&  r«(«ti«a  al  joredNoto,  j 
mal  suscitada  la  que  se  reBere  al  juicio  criminal;  y  tfutfai'^i  t]^cMtq>iKÍ«r 
(iesistieée';dé'8»coropeltDcia,  d«bdrá  ina^uiree  de  ooeto  ei'^psdieDté'de 
loUM'Éaaoiimpara  preoesar.  i    .        »ino\>,>-; 

üadoea  Fajado ;á  éiez  y  seis déoetif^ed*  mil  oebodiii^oB^ééseifl» y 
aiela.^fislá  Fabricado  de  la  Real  fiyaoo.>^G4  Presiáeátéded  Oaoéeteide 
Míoistros,  RarooD  Marta  Narvaez.-^(Pubiioada«B  laQaóetá  d6<  ll^deBOív 
viemtNre  de  iS67.)  .         .      •.  .    •   < 


SenleiMsfo  f20  d<5;ttfí()  (fe  1887.).— Dominio  óxn..— S^  jdfeja 
«D  efeétó  la  Reaf  orden  de  20  dé  julio  de  1868,  reclamada  por  pon 
Mateo  López  y  ©.Fernando  Sánchez,  y  se  resuelve:  ^      ; 

I.**  Que  &egun  h  dispuesto  eti  el  ari  5/"  de  la  Real  i^r4^l4^  24 
de  diciembre  de  1860,  los  documentos  preferentes  para  itcv^itar  la 
n&  inteírupcian  de  losarrendamento$  ^ntettoresá  iHQO^^en  defedo 
de  loseantratúSy  sen  los  recibo»  originalrs  del  pagn'd^iástswUm;^^' 

F2.^  (¡mcomolamimiaéispósicioneüsi^eeú  suiítf^,  4?^ÍSp¥é- 
sentacion  dé  ün  certificado  dé  ta  corporación  áqrt«^í?éWctt¿^¿rtfwttfs 
bienes,  dado  con  presencia  de  los  litaros  ^^  ^íf^í^^?  j¿|,.f;^ 
mismay  en  el  que  se  esprese  la  (informidad  ^eaquélm^oiiM^^ 
tos,  m  él. caso  de  existir  alguna  discordancia  é^itre  ^^ml  ylóiriet' 
bos,  aebén pt]6mle€ier  los recib^i, siempre quci  por  otrarmítmtno Man 
impugnables. 

Dona  is&bel  lly^etc  ,'   . 

«Go  el  pleito  que  peode  ante  ei  Gooaejo  de  Botado  enpriniera  y  únka 
instancia,  eotire  partea,  de  iaunaD.  Mateo  López  y  D.  FeraandeSancbea» 
vecinos  de  Aleonada^  j  en  su  noíabre  ¿  D.  Valeriano  Gai^anaeTa,^  deman- 
dantes^ y  de  ia  otra  ia  Admiaístraoton  general  del  Botado,  de  (Bandada  y 
representada  por  mi  FiscaJ,  sobre  refoCHCion  ó  subsistencia  de -ia.  Reali^r- 
den  de  2#  de  y  olio  de  48Ao,  que  denegiV  áesto^i  iuteresados  -eé  dominio 
útil  de  ciertos  terrenos  xiJae  iiabian  solicitado;  -  •- 

■Visto:    .  .■■'-■■    -^ 

Visto  ed  espediente  gubernativo,  del  cual  resultas 

Quelosespresades  ü.  Mateo  L>pe2  y  D.  Fernando  Sannhez  recurrieran 
en  22  de  octubre  de  i8a5,aQleet<jr<>bernadar  de  la  provincia  de  Sahman- 
ca,  en  solicitud  del  donimio  útil  de  una  yus^da  da  tierra,  carrespondieúte 
á  la  clerecía  de  la  villa  de  Aibi  de  Torfads;  y  habiéndose  toatmida  eji«u 
virtud  el  oportuno  espediente,  se  unieron  al  mismo  los  siguientes  docu- 
mentos? 

1  .*  Cincuenta  y  dos  recibos  dados  por  el  Cabildo  eclesiásiico  de  a^uellft 
villa  de  la  renta  pairada  por  la  expresada  yugada  de  tierraa  en  ios  a&os^de 
4796, 1798  y  1801  y  desde  1811  en  aieíánte  sin  interrupción  basta  i858 
á  favor  de  Antonio  Sincbez  en  ios  tres  primeros  años,  ^e  Joaquín  Sánchez 
basta  I83l,des!le  esta  fecbi  hasta  183lá  favor  de  Tomasa  Labajos,  viuda 
del  referido  Joaquín  Sanche^;  el  añ)  d^  IS'H  á  favor  de  los  Mrodoros  da 
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«ste^ipttvesiMlaiy^ii  todos  los  anos  signiecite»  Wa^ts:  ehatadt^iité  i^S  á 
favor  4e  ADtonio  Lo|>dB4  de  F«raando  Saoehez  ó  de  «no'  debemos "dosin* 
i««e$fido$^  y  compañero:  >         ;  )    ^  » 

»^^f(  vIJoa  eeWíHeaoioD  del  Gura  párrocode  San  MJ^oel  de-Aibade  Tor- 
mes,  con.  relación  á  los  libros  de  aqael  Cabildo  eelesiásttco,  seguo  laeaafe 
fiMr9ip4^vad«res«de^a;7u§ida  de  tierras  de  qaese  traia^  de^de  eleño 
t7^6^iba8tá  i^lAoioaio  Saaebez;  deíide  este  año  hasta  1844  losiwrede* 
^06  del  })ropio  áat^fiio  Saockez^en  f8i4  y  t8t5  Joaquín  Sánchez;  en  48tO 
el  mismo  Joaquín  Sánchez  con  un  compañero,  sin  espresar  i|OieB  fuese;  en 
i8n  y  <8Í8,  Juan  Sánchez;  desde  4818  á  1823.  Jnaqoin  Sánchez,  y  con 
el  espresado  Joaquín  Sánchez  en  el  último  año  Jerónimo  Gorriooero:  en 
h)s  siguientes  hasta  1826,  ios  referidos  Joaquín  Sánchez  y  Jerónimo  Cor- 
rionero;  desde  este  último  año  hasta  1^31  solo  Joaquín  Sánchez,  y  en  to- 
dos los  demás  anos  hasta  1818  en  que  finalizaban  las  cuentas  de  los  men- 
cionados libros,  la  citada  Tomasa  Labajos  eo  i(»8  tres  primeros  añog^  sus 
herederos  en  los  dos  que  siguen,  y  los  restantes  Fernando  Sánchez  y  su 
compañero: 

3."  Up  árbol  genealógico  comprobado  con  las  correspondientes,  parti- 
das sacramentales,  con  las  que  se  justifica  que  Antonio  Sánchez,  hijo  de 
Juan  y  dé  Teresa  de  la  Fuente,  naci(^  en  el  año  1755,  y  estuvo  casado  con 
Rosa  l^loi^o;  naciendo  de  este  matrimonio  Joaqoin  Sánchez,  quien  casó 
con  Tomasa  Ubajos,  de  laque  tuvo  una  hija  con  el  nombre  de  Teresa, 
qua  falleció  e^j^plio  da  1845^  estando  casada  coa  Fernando  Sánchez,  y  ha- 
U>^Udoten|do  de !$ii  matrimonio  cinco  lujos  llamados  Francisca,  Joaifui- 
na/ísaj)ej,  Tomasa,  Cayetano  y  Catalina,  y  que  los  espresados  Joaquín  y 
ToíVíaSa  Labajós,  tuvieron  otra  hija  llamada  Rosa,  la  cual  casó  con  Mateo 
López,  sin  que  conste  que  dejase  sucesión. 

4.°  üttn  rt*tacion  jurada  qne  dieron  •  respectiiralnente  Mateo  López  y 
Fernando^aÉctíez  de  ía^  fiacas  correspoBdiontes  á  la  ospresada  yugada  dé 
tierras,  que  según  dicen  los  mismos  llevaban  en  arrendamientnpor  suco* 
sion  en  la  familia  desde  1800. 

Que  al  presentar  los  interesados  los  espresados  datos  tOanife^laron  que 
no  lo  hacían  de  las  escritoras  de  arrendamiento  por  no  haberlas  encontra- 
do; y  que  en  la  citada  certiücaeian  del  Párroco  de  Albo  de^Tormes  se^no- 
tabaoaigan%s  equivocaciones  que  podieren  cometerse  alseotarse  las  cuen- 
tas en  los  hbros  áque  la  certiftíjacion  se  refería»  como  lo  era^decir  qae  «n 
algunos  año» fué  compañero  de  arrendamiento  da  Joaquín  Sánchez  un  tal 
Jeró>nim&<:orrionero,  sugetoqne  nosecooociaeael  pueblo  ^n  rucóos  taba  on 
los  recibos  de  pago  de  las  rentas  de  la  referida  yn^gada:  ^ 

Que  en  su  vista  el  Promotor  Fiscal  de  Hacienda  publica  y  la  Adoiiqis- 
tracion  del  ramo  de  la  provincia  opinaron  en  favor  de  ios  reclamantes;  y 
la  Jnnto  de  Ventas,  por  ei  eontrario  creyó  que  no  estaba  bien  ijostifioado 
el  derecho  que  se  pretendía,  y  que  si  no  se  ^acreditaba  la  participación  que 
Oofrtonero  hubiera  tenido  en  el  arrendamiento,  deliería  dividirse  la 
yugada  det tierras  por  iguales  partos  y  sacarse  á  la  venta  la  de  los  Corrió- 
nei*os: 

Que  remitido  el  espediente  ú  la  Superioridad,  se  oyó  el  dictamen  de  la 
Asesoría  general  delMinisterío  de  Hacienda,  y  de  conformidad  con  su  pa- 
recer, y  de  lo  propuesto  por  la  Dirección  general  del  ramo,  acordó  la  Junta 
superior  de  ventas,  en  sesión  de  18  de  marzo  de  1865,  desestimarla  recla- 
mación de  domioto  útil  que  bideroo  los  recurrentes,  ya  por  no  haber  jus- 
tifíca do  la  participación  que  luvo  en  el  arriendo  de  que  se  trata  Jerónimo 
Corrionero  por  los  años  de  1823  al  de  1826,  ya  también  porque  los  recia- 
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mantés  do  ttfiian  parentesco  al^no  de  consasguíBídad  €onv  iosfarretída- 
tarios  de  las  espresaáas  tierras  6d  el  siglo  anterior:  >  .     M    .    <;  ^""'^ 

Que  los  interesados  reda  roa  ron  contra  el  precedente  acuerdo  esnespott 
sicioQ  que  «lefvaton  a4  Mi«i«lerio  de  Hacíeoda  ái  nombre  de  ¡sus  roffttoUvas 
mujeres  Bosa  y  Tomasa  Sancheré  hijosv  diotándose  en  sureona^oemia 
Real  orden  en  '20  de  julio  de  i865,  por  la  cual,  de  conformidad  edm 4o  áü\t 
forj!i>ado4>or  ei  eapre^^do  Centro  directivo,  se  conñrmó  el  acnerdotiáe  la 
Junta  superior  de  ventas,  y  se  declaró  sin  derecho  i  D.  Mateo  Lo^a>3^o{ÍDA 
Fernando  Sánchez  al  dominio  útil  que  habian  solicitado: 

Vtfíta  la  demanda  que  contra  la  espresada  Real  orden  presenfó  ante  el 
Consejo  de  Estado  el  Licenciado  D.  Valeriano  Gasanueva,  y  después  ha  re- 
producido en  vista  de  ios  antecedentes  Á  nombre  de  D.  Mateo  López  y  de 
D.  Feroando  Sánchez,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la  citada  Real 
resoJocion,  y  se  admita  álos  demandantes,  al  primero  en  repnaeeoáicioD 
de  su  mi>jer,  y  desús  hijos  el  tsegundo,  Ja  redención  deJarreodamiemíe  de 
]a  yugada  de  tierra  que  habian  solicitado: 

Vista  la  contestación  de  mi  Fiscal,  en  que  pide  la  absolución  ^e  la  de- 
manda y  que  se  confirme  la  Real  orden  impugnada: 

Vista  la  ley  de  27  de  febrero  de  1856,  la  instrucción  de  H  de  julio'del 
mismo  año  y  ¡a  R^al  orden  de  24  de  diciembre  de  1860:  \ 

Considerando  que  según  lo  diíq)oestoen  el  art.  9.®  de  esta  ReaVéíden, 
Jos  documentos  preferentes  para  acreditar  la  no  interrupción)  d#^to¿^  ftf* 
rendamientos  anteriores  á  1800  en  defecto  de  los  contratos,  son  lofljféoi^ 
hos  erigioales  del  pago  de  las  rentas: 

Considerando  que  si  la  misma  disposición  exige  adfímá»  enFfSU'^arli  4/ 
la  presentación  de  un  certificado  de  la  corporación  á  que  perfeeB^'enmJos 
bienes  dado  con  presencia  de  los  libros  de  cuenta  y  razón  de  la  mism^v^o 
ei  que  se  esprese  la  conformidad  de  aquellos  con  los  asientos;  e^i' el  caso 
de  existir  alguna <]iscordancia  entre  estos  y  los  recibos,  deben  pddevaiécer 
Jos  segUBdos,  siempre  q^ie  por  otra  razón  no  sean^  impugnablesi  < 

Considerando  que  ninguno  de  los  52  recibos  presentados  peír:  los  de* 
mandantes  ha  sido  tachado  ni  redargüido,  y  que  los  referentes  á, los  aios 
de  4823  á  4826  están  espedidos  á  favor  de  Joaquín  Saochez  esolusiva* 
mente,  cuya  legllima  y  no  interrumpida  suceden  en  el  arriendo  por  espa- 
cio de  47  años  no  se  ha  puesto  en  duda,  siendo  por  tanto  ma&  ftteo<libl« 
esla  prueba xfoe  la  que  respecto  de  aquel  corto  p^iodo  ofrece  ilft  cerüfica- 
don  del  Cura  párroco  de  Alba  de  Termes:  ¡o 

Considerando  que  se  ha  acreditado  documentalmente  el  maifiíDoniív 
de  D.  Mateo  López  con  Doña  Rosa  Sánchez  y  Labajos,  hija  del  reenciaoa- 
doJoaquiA  y  de  Tomasa  Labajos,  últimos  arrendatarios,  y  que  á  nomhre 
de  aquella  ha  gestionado  y  i^eciamado  López,  no  solo  en  las  ofici^nas  prot 
Tínciales  y  superiores,  sino  también  ante  el  Alcalde  de  su  pueblo,  k^coal 
acredita  la  existencia  de  dicha  Done  Rosa: 

Considerando  que  ne  se  lian  puesto  en  duda  las  demás  circ^inslianeits 
que  exigen  las  disposiciones  vigentes  y  ban  invocado  los  éemandaaies 
para  que  se  les  otorgue  el  beneficio  que  aquellas  dispensan; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Gonteneiese  del 
Consejo  de  Bstado,  Vengo  en  dejar  sin  efecto  la  Real  orden  de  20  -de  julio 
de  4865,  y  en  declarar  que  corresponde  á  los  danandantes  el  dominio  útU 
de  la  yugada  de  tierra  objeto  de  su  reclamacioDw 

Dado  en  San  Ildefonso  á  veinte  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  sie- 
te.--Está  rubricado  de  la  Real  mano.-*-Ei  Presidente  del  Consejo  4^ 
Ministros^  Ramón  Mark  Narvaez.»  •    > 
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:'5ttWicee¡OD.-*-Leido  y  puWicado  el  anterior  Reat  dficrelof  or  mí  el  Se- 
cretario general  accidental  del  Consejo  de  Estado,  iiaiíándose  celebrando 
aadMoeie  jkábHea  Ja  Sala  de  le  Gonltncioso^  «««rdóiqae  se;  tesga  coma 
r6soluev>Q  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  ios 
mismos; se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta)  de 
que  oerti^o. 

Madrid  5  de  setiembre  de  4867. — José  de  GrijalYa.-^(Public«d«  en  la 
Guéeta  de  iO^de  noviembre  de  4667.) 


AatoÑzacion  (15  de  oeiubre  d^  1867.).-**-ABü8as.— Se  con- 
firma la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Suelva  en  la 
autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Arace- 
Da  pai*a  procesar  á  D.  José  María  Barbudo  y  D.  Antonio  Abad 
López,  Alcalde  y  Síndico  respectivamente  de  Alajár,  y  se  re- 
suelve: ,,  , 

Que  cuando  d  hecha  de  inutilizar  ^  clavar  una  moneda  falsa 
m  reemoee  eUca  musa  que  impedir  su  ciuulaeien,  no  constituye 

dato. 

Bn  elespediente  en  que  el  Gobernador  de  líi  provincia  deHuelva  ha 
negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  A racena  la  Autorización  para  pro 
cesar  á  D.  José  María  Barbudo  y  D.  Antonio  Abad  López,  Alcalde  y  Síd- 
(Jico  respectivamente  de  AJajár'.  por  abusos^  y  del  cual  resulta; 

Que  D.  Rafael  Va  lera,  vecino  de  Alajár,  presentó  en  el  Juzgado  de 
Aracena  un  escrito  de  denuncia  en  el  que  se  querellaba  crimicalmeDte 
contra  los  refeí-idos  Alcalde  y  Síndico  del  Ayuntamiento  por  el  hecho  de 
haber  clavado  una  moneda  procedente  del  Valera  en  la  mesa  de  la  Casa 
Consistorial,  como  si  fuera  fafsa,  y  haberle  exigido  además  el  recargo  le- 
gal para  el  pago  de  la  contribucieb  á  pretesto  de  que  tenian  que  reinte- 
grarse de  dicha  moneda: 

Que  admitida  la  denuncia  por  e}  Juzgado,  se  praetiearDn  las  opor* 
tunas  diligencias  en  averiguación,  apareciendo  de  ellas  les  hechos  si- 
guientes: 

Que  con  motivo  de  lá  recaudación  de  la  contribución  territorial,  de 
que  estaban  encargados  el  Alcalde  y  el  Síndico,  comisionaron  al  Alguacil 
para  que  fuese  á  casa  del  Valera  á  cobrar  lo  que  le  correspondía  pagar,  y 
no  encontrándose  aquel  en  su  domicilio,  su  esposa  dio  al  Alguacil  una 
moneda  de  oro  que  luego  resultó  ser  falsa,  por  lo  que  el  Alcalde  y  Síndico 
reconvinieron  á  Valera  después,  invitándolo  á  que  la  susirtuyese  con  otra 
legitima^  alo  aue  se  opuso  este  negando  fuese  suya  la  moneda  en  cues- 
tión; en  vista  ae  lo  cual,  y  para  evitar  su  circulación,  se  determinó  cla- 
varla en  la  mesa  de  la  Casa  Capitular: 

Que  en  su  virtud  el  Juez,  de  conformidad  con  lo  espueslo  por  el  Pro- 
mo'or  fiscal,  acordó  proceder  contra  los  espresados  funcionarios  por  la 
supuesta  injuria  que  habían  inferido  al  Valera;  y  al  efecto,  entendiendo 
que  no  hablan  obrado  en  el  ejercicio  de  funciones  administrativas,  di6 
amo  declaraüdo  no  ser  necesaria  la  previa  autorización: 

Que  revocado  su  proveído  por  la  Audiencia  del  territorio,  se  le  mandó 
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solicitase  aquel  Teqüisíto,<|aeposteriarmeDle  ha  sido  déoegado  p6^el  Go- 
bernador de  la  pronocid,  decofifermrdad  con  lo  espuesto  por^lvOdusejo 
proviQcial  y  efl  ateneUm  á  fae  no irabo delito  ea  el  itmcbo  ^^Mter^i^laíTar 
■do la  monede.  ■.>■,,    ■)     ■.;  .-.  ■    .    '■  ''^^  ■^y\\\Tsí^r\(>^ 

Vtst03  loaartícuios  37d  ¡y  sigqieates  del  Código  penal,  e^n^  Lo^  k\\^^ 
determina  el  carácter  de  las  injurias  y  las  penas  que  deben  (n^pon^jr^í 
los  que  le. cometen:  V'"' 

Considerando  que  según  el  resultado  de  estas  actuaciones  y  dedartí-* 
^¡on  de  los  funcionarios  á  quienes  se  intenta  procesar,  el  hecho  de  haber 
inutilizado  y  clavada  la  moneda  falsa  no  reconoció  ótfa  cansa  que  impe- 
dir su  circulación,  sin  que  se  haya  probado  que  se  proüriesen  las  palearas 
que  el  denunciador  supone  injuriosas:  * 

Considerando  que  en  tal  concepto  iio  cabe  reputar  compremíidos  en 
los  artículos  antedichos  del  Código  penal  al  Alcalde  y  Regidor ,  puesto 
que  ni  el  acto  ejecutado  constituye  delito,  ni  hay  fundamento  pare  esti« 
mar  que  tuvieran  itencion  de  delinquir; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  coníirniar  la  negativa  dé  Gober- 
nador. '        -^1 

Dado  en  Palacio  á  quince  de  octubre  de  mil  oéhocieneos  Sesiént*  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mafio.— El  Presidente  d<^  Coos^ejé  Jdé 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.— <PubHcada  en  Irt  Cracjat*  de'^^'de'n^* 
viembre  de  1867.)  '    •    '      i    Au: 


Aatorixacion  (15  de  octubre  de  1887.),~D£3jáBtó>t¿í^¿ff^A 
LA  AUTORIDAD.— Se  coDÜrma  la  negativa  del  6pberaacl<«r  de  la  pro- 
Tincia  de  (Cuenca  en  la  autorizacioü  solicitada  por  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  la  capital  para  procesar  á  D.  Benito  A.Dgeíjí 
1).  Faustino  Bellido,  Ingenieros  de  montes,  y  á  los  gaardas  Josto 
Navarro  y  Pedro  Martinez,  y  se  resuelve: 

1.**  Que  no  delinque  el  guarda  de  montes  que  ert  cumplimento 
de  las  obligaciones  de  su  empleo  y  en  virtud  de  la  obediencicí  debida 
á  las  órdenes  que  tiene  recibidas  de  sus  superiores ,  ech(^  t^S^  ^^ 
una  dehesa  á  los  ganados  q^e  en  ella  se  hallaban  pastando:      '^^^ 

2.*  Que  está  en  las  atribuciones  de  los  Ingenieros  tiemoMÚ,  en 
cumplimiento  de  la  obligación  que  tienen  de  procurar  por  la  cmsto- 
día,  conservaciofi  y  polkia  de  los  montes  públicos,  el  mmidaí:  (^  se 
echen  de  una  dehesa  á  los  ganados  que  indebidamente  y  sih  íiereeho 
se  hallan  pastando  en  ella:  *  '     \- ' 

3.®  Que  por  el  art.  74  del  Reglamento  del  Cuerpo  de  lyufehiefds 
de  montes ,  están  autorizados  los  Jefes  para  que  de  palabra  ó  por  es- 
4írito  puedan  manifestar  á  los  Gobernadores  las  observaciones  que 
crean  oportunas  en  bien  del  servicio,  principalmente  si  éstfls  se  fun- 
dan en  reglamentos  é  instrucciones  relativas  al  ramo  sin  ^ue  por 
tanto  pueda  calificarse  de  desobediencia  el  manifestar  los  inconve- 
nientes que  pueda  tener  una  medida  dictada  por  aquella  auto» 
ridad: 
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F4/  ^e  mientras  al  I aifeniero  Jefe  del  distrito  foreskil  no  le 
eonsiie  que  al  aproveehamienío  de  los  pastos  de  una  dehesa  que  ha- 
tewl$s'vt€^os  de  un  pueblo  han  precedido  todas  las  diligencias  y 
formalidades  prevenidas  en  las  Ordenanzas  de  1833  y  en  el  regla- 
mento de  \1  de  mayo  de  1865,  pueden  mandar  espulsar  de  dicha 
dehesa,  aunque  sea  impetrando  el  auxilio  de  la  Guardia  civH,  á 
¡0$^ ganados  que  penetren  d  usar  de  dicho  aprovechamiento. 

£q  el  es{>ed¿eiae  eaque  el  Gobernador  de  la  provtDCÍa  de  Cueoca  ba 
negado  al  Juez  de  primera  ioslaocia  de  la  capital  la  autorízacioo  para  pro- 
cesar á  D.  Bt^nito  An^el  y  D.  Faustino  Bellido,  Ingeoíeros  de  Montes,  y  á 
los  guardas  Justo  Navarro  y  Pedro  Martínez,  por  desobediencia  á  la  auto- 
ridad; y  del  cual  resulta: 

Qua  D.  Gregorio  Ortega  compareci<3  en  4  de  junio  del  ano  último  ante 
el  Alcalde  de  Fuentes  quejándose  de  que  sus  ganaderías  y  pastor  Clemen- 
te filai)CO,4iabiao  si^lo  lanzador  violentamente  el  dia  2  del  mismo  mes  de 
iadebfisa, titulada  Casa  del  Hospital  del  citado  puel)lo  por  los  guardas  de 
montes  Justo  Navarro  y  Pedro  Martínez,  auxiliados  de  una  pareja  de  la 
Guariría  civil^  en  virtud  de  mandato  que  para  ^ilo  les  oomMn^ara  el  lo- 
gtQÍ6r^.D.  Faiustíno  Balüdo,  quien,  según  es^resó  el  compareqiente  Orte- 
ga, tenia  ómieadei  Gobernador  de  la  provincia  para  no  impedir  el  aprove- 
chamiento de  los  pastos  del  referido  monte: 

Que  con  fecba  24  de  mayo  del  mismo  año  se  acordó  por  el  Gobernador 
prevenir  ai  Ingeniero  Jefe  de  Montes  D.  Bertito  Ángel  que  hiciera  enten- 
der á  los  empleados  del  ramo  suspendieran  todo  procedimiento  contra  los 
vecinos  de  Fuentes  que  entrasen  á  pastar  con  sus  ganados  en  la  dehesa 
del  Hospital,  hasta  tanto  que  recayera  resolución  en  un  espediente  que  á 
instancia  de  ios  mismos  se  tramitaba: 

Que  recibida  esa  órdeñ  por  diclio  funcionario,  éste  tío  la  trasmíiió  á 
ios  empleados  tJel  ramo  ieioonles,  según  se  le  mandaba,  sino  oue  ai  dia 
siguiente  25,  en  uso.  conforaie  luego  manifestó,  de  las  facultades  que  le 
coBcedia  al  art.  74  dei  reglamento  orgánico  del  cuierpo,  dirigió  una  eomu- 
cacion  al  Gobernador  de  la  provincia  espres^ndo  que  la  entrada  de  los  ga- 
Dado9  en  la  dehesa  citada  debia  suspenderse,  en  cumplimiento  de  lo  que 
previene  el  art.  91  del  reglamento  de  47  de  mayo  de  1865,  hasta  la  reso- 
ucion  del  ef;pedíente  que  dicha  autoridad  decía  se  sustanciaba  en  su  Go- 
bierno, y  que  aun  suponiendo  cierto  el  derecho  que  los  ganaderos  se  atri- 
buían, éstos  debian  compiircon  lo  preceptuado  en  la  sección  7.%  tit.  2.^ 
de  ks  Ordtdosflzas  de  montes  de  i  833: 

' Quiere)  Ingeniero  D.  FansiÑio  Beilid(^'eoof«oha.l.*?í(iejoiiÍQ,  citado, 
raaftdó  pQi^e^uetp  de  un  guarda  de  monte»  común io^t^ion  al  Coman 
dan  te  de  la  Guardia  civil  del  puesto  de  Villar  del  Saz,  suplicándole  el 
auxilio  de  una  pareja  que  en  unión  de  otra  de  guardas  de  montes  echasen 
Cuera  de  la  dehesa  de  Fuentes  ios  ganados  que  sin  autorización  de  Gober- 
nador hallasen  pastando  en  ella,  encargando  en  este  caso  que  los  pastores 
fueran  bajo  el  correspondiente  recibo  entregados  á  la  autoridad  local: 

Que  con  fecha  30  de  mayo  se  repitió  por  el  Gobierno  de  provincia  al 
Ingeniero  jefe  D.  Benito  Aogel  la^  espresada  órdeo  de  24  de\  propio  mes, 
la  cual,- aueqoesegan  minuta  de  ka  Sección  de  Fomento  aparece  librada 
en  2;de  juniofsii^uienteá  dicho  fuociooario,  éste  b^jo  juramento  aseguró 
no  haberla  recibido  íiaata  el  4,  en  cayo  dia  la,comanícó  á  sus  subalternos: 
^     Que  el  logeaiero  0.  Faustino  Bellido  dijo  en  su  declaración  jurada  que 
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al  reqiierír  el  auxilio  úé  la  Güáp^ja  eivil  ea  ívl  coTnuQíeaoiov  de  t.^  défjti- 
oio  obró  por  s{  iodepeadieatemeote,  sin  órddD  de  su  Jefe  y  eo^  virtud  d« 
las  faceiitades  que  para  ello  le  coQcedíao  las  leyes  y  reglamentos  vigentes 
del  Cuerpo  de  íogeDÍeros: 

Qué  pasada  la  causa  al  Promotor  físsal,  espuso  que  los  referidos  Inge- 
nieros y  guardas  de  montes  habian  incurrido  en  los  casos  previstos  en  IbÉ 
artículos  286,  287,  300  y  313  del  Código  penal,  desobedeciendo  el  Iúgé!¿ 
íiiero  jefe  las  órdenes  del  Gobernadoí'de  la  ppovinciíty  cÉiusíandoíasde* 
más  vejaciones  innecesarias  al  pastor  y  ganados:  y  habiéndose  cometido 
tales  abusos  en  el  ejercicio  de  facciones  administrativas,  debia  s^dtlaTSé 
Ja  autorización  previa  para  continuar  lo^  proeedi  míen  los  incoados: 

Que  el  Juez  de  conformidad  con  el  parecer  del  Promotor  fiscal,  pidié 
aquel  requisito;  pero  el  Gobernador  la  negó,  de  acuerdo  Con  lo  informadé 
por  el  Consejo  provincial,  fundándose  en  varias  con^iderBCfonres  encama na^ 
das  aprobar  que  los  empleados  no  cotnetieroo  delito  algoi^o,  y  (fue  la 
supuesta  desobediencia  del  Ingeniero  jefe  puede  en  todo  caso  ser  Ofifca^ 
mente  apreciada  y  Corregida  por  su  autoridad,  que  es  la  eompeternt^-! 

Vistos  ios  artículos  del  Código  penal  citados  por  el  Promotor,  286,  2^ 
300  y  313: 

Visto  el  art.  74  del  reglamento  del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Miyntelí^ 
que  faculta  á  sus  Jefes  para  que  de  palabra  ó  por  escrito  puedan  mauifes* 
tar  á  los  Gobernadores  las  observaciones  que  crean  oportunas  en  bien  del 
servicio,  principalmente  si  estas  se  fundan  en  reglamentos  é  instruceiO'- 
oes  relativas  al  ramo: 

Visto  el  art.  166  de  las  ordenanzas  de  montes,  que  autoriea  á  lo&Go^ 
misarios  ó  comisionados,  hoy  Ingenieros  de  Montes,  y  á^lb^  guaVfe'á'para 
implorar  et  auxilio  de  la  autoridad  y  fuerza  púMica  en«t<«jérci^  do  stfs 
funciones:  . .     i  j  i     * 

Visto  el  art.  91  del  reglamento  de  i7  de  mayo  de  1S6¡r,  según  el  cimI 
se  requiere  para  poder  hacer  la  adjudicación  en  subasta  péibüai  (te  cual- 
quiera aprovechamiento  de  pr<^1actos  fiH'estales,  que  el  derecho  al  mismo 
aprovechamiento  esté  reconocido  por  la  Administración: 

Visto  el  párrafo  tercero  del  art.  10  de  la  ley  para  el  gobierno  y  admi- 
nistración de  las  provincias,  que  atribuye  á  los  Gobernadores  la  facultad 
de  reprimir  las  faltas^  de  obediencia  ó  de  respeto  á  su  autoridad  y  las  que 
cometan  los  funcionarios  dependientes  de  la  misma  en  el  ejercicio  de  sos 
cargos: 

Considerando^  en  cuanto  á  los  dos  f*uardas  de  montes,  q«e^  eslosr  em- 
pleados al  echar  faera  de  la  dehesa  de  Fuentes  las  ganaderías* qu«  eo  ella 
pastaban  el  dia  ^  de  junio  obraron  en  cumphmiento  de  las  obliga^ 
cienes  que  les  impHdne  en'  prtmeF  lugar  mi  empleo,  y  en  ssgtiicki  ^en  vir- 
tud de  la  obediooeia  que  debían  á  la  anden  quede  su  jefe  imneéiatO'  feei« 
hieren  el  dia  anterior:  ;;i    ?.       (    . 

Considerando  que  no  9e  justifíca  por  el  denunciador  D.  Gr^orio  Orteffm 
que  eHngeoiero  Bellido  tutieft  del  Gobernador  orden  en  comisario  ¿la 
que  dicho  funcionario  comunicó  en  i.**  de  junio  á  sus  subalterno^,  y  ^ne  á 
falta  de  aquella,  esta  se  dióen  uso  de  las  atríbuetonea  y  en  cumpiürtiieQ  to 
de  la  obligación  que  aquellos  tienen  en  cuanto  hace  relación  á  h  cnstodia, 
conservación  y  policía  de  los  montes  públicos: 

Considerando  que  el  ingeniero  jefe  D.fienito  Atgel^al  fattcer  en  sa  C9h 
muníeacion  de  25  de  mayo  las  observaciones  que  dirigió  á  la  ordena  del 
Gobernador  del  dia  anterior,  estuvo  en  el  derecho  que  para  otirar  aeí  to 
concede  el  art.  71  del  reglamento  orgánico  del  Cuerpo  de  ingenieros^  des* 
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apareeiendo  f)or  coas^g^eote  la  im^utaekni  deKlesobedíencia  que^  se  pr6^ 
te bde  ^tribuirle  por  aquel  acto: 

Gooi^ideFaiúU)  ooe  do  existiendo  prueba  qae  el  referido  logeoiero  jefe 
recibiera  la  segunda  órdea  del  Gobernador  del  2  de  junio  en  que  se 
dice  le  lué  remitida,  hay  que  creer  la  declaración  jurada  en  que  ase* 
gurótfio  haberla  recibido  basta  el  día  4,  trasmitiéndola  en  este  mismo  á 
SUS'  ^ubcrdíoados: 

GoDi>ideraDÜo,  Gnálmente,  que  mientras  no  constare  al  distrito  forestal 
que  al  aprovechamiento  que  los  vecinos  de  Fuentes  hacían  de  los  pastos 
de  la  debesa  habían  precedido  todas  las  <liligeBCias  y  formalidades  preveni- 
das en  las  ordenanzas  de  t83^  y  en  el  reglamento  díe  17  de  mayo  de  1865, 
lodos  los  funcionarios  y  dependientes  de  aquel  ramo  obraron  de  un  modo 
que  OActuye  la  presunción  de  que  cometieran  delito; 

Gonfarmándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gra- 
cia y  Justicia  del  Gansejo  de  Estado,  Vengo  en  coníirmar  la  negativa 
del  Gobernador. 

Dadoeo  Palacio  á  quince  deoetubre  de  mil  ocbooien tos  sesenta  y  siete, 
-^stá  mbrieado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Gonsejo  de  Minis- 
tros, Ramón  María  Narvaez.»— (Publicada  en  la  Gaceta  de  19  de  noviem^ 
bpe4e^49d7.) 


«41. 

Seniencia  (20  de  julio  4e  i  867..). —Pago  db  unas  fanegas 
Dft^  SAb  iNUTiuzAOASk-^Se  Fcleva  á.  la  vinda  é  hijos  de  D.  iasé  Cap- 
pa  de  la  responsabilidad  subsidiaria  que  se  le  impuso  en  la  Real  or- 
den de  8  de  octubre  de  i864,  la  cual  se  deja  sin  efecto  en  esta  par- 
te, y  se  resuelve: 

Que  el  Administrador  de  uiias  salinas  no  es  responsable  de  la 
sal  que  $e  pierde  á  consecuencia  de  un  temporal  en  el  tiempo  en  que 
estuvo  eesantey  y  por  el  abuso  del  que  queda  de  Administradf^r  in^ 
tervw  por  mandar  picar  ma$  sal  que  la  necesaria  para  la  estraccion 
4>rditiaría. 

Doña  Isabe)  H^  etc. 

((Gn  el  pleito  que  en  el  Gonsejo  de  Estado  pende  en  prfmera  y  ánica 
instancia,  entre  partes,  de  la  unael  Licenciado  0.  losé  Diaz  Martin^  en 
represen laeion  de  Doña  Mariana  Manescau,  viwia  de  D.  José  Cappa,  Admi- 
nistrador de  las  salinas  de  Roquetas,  por  si  y  en  concepto  de  totora  y  cu- 
ra(k)ra  de  sos  hijos  menores,  demandante,  y  de  la  otra  mí  Fiscal  en  nom^ 
bre  déla  Administración,  demandada,  sobre  revocación  de  la  Real  órdea 
de  ^  de  octubre  de  t^4,  ea  la  parte  que  declara  al  mencionado  Cappa 
responsable  subsidiariamente  al  pago  á  precio  de  estanco  de  5,488  fanegas 
de  sal  que  se  inutilizaron  en  el  referido  estableeimiento  por  censeoaeneia 
de  un  temp<»rai  en  mayo  de  i8S9: 

Visto: 

Vistos  los' antecedentes,  de  los  cuales  resulte: 

Que  D.  José  Cappa  sirvió  el  destino  de  Administrador  de  las  espresa- 
das salinas  desde  21  de  jumo  de  tS49  basta  {6  de  abril  de  4853  en  que 
cesó  en  virtud  de  Real  orden  de  5  del  mismo  mes  y  afto,  que  fué  comoni^ 
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cada  directameDte  por  la  Dirección  de  Rentas  Estancadas  al  Oficial  ío»- 
pector,  sin  hacerle  ninguna  prevención  ni  advertencia  respecto  de  ia 
persona  á  (¡nieo  debieran  entregarse  los  efectos  y  valores  existentes,  ni  de 
las  garantías  y  formalidades  con  que  hubiera  de  verificarlo: 

Que  al  cesar  hizo  entrega  circunstanciada  de  los  efectos  y  existencias 
de  las  salinas  al  Oficial  inspector  D.  Pedro  Jiménez  del  Águila,  y  poste- 
riormente volvió  á  desempeñar  aquel  destino  desde  fi  de  mayo  siguiente 
á  8  de  noviembre  del  propio  año,  sticediéndole  en  sus  vacantes  el  mencio- 
nado Jiménez  del  Águila: 

Que  en  la  tarde  y  noche  del  día  4  de  mayo  de  4853  descargó  un  fuerte 
temporal  de  aguas  en  aquellas  salina»,  arrastrando  la  sal  que  tiabia  picada 
en  un  montón  del  corral  depósito  para  ser  conducida  ¿  ios  alfolíes  de  la 
Marina,  y  en  su  consecuencia  instruyó  espediente  el  Administrador  jefe 
del  establecimiento,  en  el  que  además  de  hacerse  coostar  el  hecho  apare- 
ce que  después  del  temporal  se  hallaron  .5,488  fanegas  de  sal  menos  de  las 
que  arrojaban  los  libros: 

Que  la  Dirección  general  del  ramo,  en  vista  del  espediente,  lo  devol- 
vió á  la  Administración  principal  de  Hacienda  pública  de  Almería  para 
que  ampliase  su  instrucción;  y  como  después  de  ejecutado  así,  la  Direc- 
cion  tampoco  quedase  satisfecha,  acordó  en  24  de  abril  de  1854  mandar 
un  comisionado  á  las  referidas  salinas  con  el  carácter  de  Visitador,  para 
que  girase  una  escrupulosa  visita,  practicando  las  diligencias  necesarias, 
tanto  respecto  del  siniestro  indicado  como  de  otros  ocurridos  en  el  mis- 
mo establecimiento: 

Que  terminados  por  la  comisión  de  visita  los  respectivos  espedientes, 
dictó  providencia  en  el  relativo  á  la  pérdida  de  las  ^,4^8  fanegas  de  sai, 
declarando  responsable  de  su  valor  al  Inspector  D.  Pedro  Jiménez  de) 
Águila  y  subsidiariamente  á  D.  Josj  €appa  por  no  haber  justificado  éste 
que  hiciera  formal  y  legal  entrega  de  la  Administración  al  referido  Inspec* 
tor;  y  remitido  todo  á  la  Dirección  general  de  Rentas  Estancadas,  el  Ne- 
gociado  correspondiente  y  la  Asesoría  general  del  Ministerio  de  Hacienda 
opinaron  que  procedía  imponer  la  responsabilidad  declarada  por  ia  comi- 
sión de  ventas  á  Jiménez  del  Águila,  sin  perjuicio  de  la  subsidiaria  á  que 
hubiere  lugar  por  su  insolvencia: 

Que  e|  Tribnnai  de  Cuentas  del  Reino  gestionaba  entre  tanto  por  el 
pronto  despacho  de  los  espedientes  de  mermas  de  sal,  para  ultimar  el  fallo 
de  las  cuentas  de  fabricación  de  Roquetas;  y  al  propio  tiempo  la  citada 
Dirección,  por  acuerdo  de  25  de  octubre  de  1855,  propuso  que  se  declara- 
sen de  abono  en  concepto  de  mermas  naturales  las  referidas  fanegas  de 
sal,  y  que  así  se  contestase  al  referido  Tribunal  de  Cuentas  á  los  efectos 
correspondientes:  y  como  se  suscitase  cuestión  de  competencia  sobre  ú 
correspondía  ó  no  al  espresado  Tribunal  hacer  la  declaración  de  mermas, 
recayó  Real  orden  en  15  de  octubre  de  i858,  por  la  que  se  determinó  que 
quedase  en  suspenso  el  abono  declarado  de  las  mermas  á  que  s»  referia  el 
indicado  espediente,  y  que  propusiera  la  Dirección  general  de  Estancadas 
al  Ministerio  de  Hacienda  lo  conveniente  acerca  del  derecho  que  el  Admi- 
nistrador y  empleados  tuviesen  á  aqiiel  abono,  declarando  además  que  eraa 
del  resorte  y  facultad  de  la  Administración  los  abonos  de  merints  de  sal  y 
tabaco,  pero  acordándose  por  mi  Gobierno: 

Que  en  su  consecuencia  la  espresada  Dirección,  en  5  de  noviembre  de 
i  860,  propuso  la  confirmación  de  su  acuerdo  de  25  de  octubre  de  1855;  y 
de  conformidad  con  el  dictamen  de  la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de 
Estado  y  con  lo  propuesto  por  la  Dirección  general  de  Rentas  Estancadas» 
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fuiul^Ditose  entre  otras  cosas  que  el  AdmiiH^trador  interino  que-  fué 
de  las  salinas  cuando  se  verificó  el  siniestra»,  obró  de  una  manera  íncon- 
Teniente  y  sin  la  precaución  debida  mandando  picar  mayor  número  de  fa- 
negas de  sal  de  la  necesaria  para  laeslraceion  ordinaria,  se. resolvió  entre 
otros-ptrUcaJares,  por  la  Real  orden  de  8  de  octubre  de  4864,  que  D.  Pe- 
dro^imieoez  del  Águila  era  responsable  á  precio  deJ  es  tanca  <de.  las  ,^,48  8 
fanegas  de  sa^,  asi  como  las  demás  personas  que  resultasen  serlo  subsidia- 
ríaroeote«  encontrándose  entre  éstas  en  primer  término  D.  José  Cappa: 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licenciado 
D.  l66é'I>iaz  Martin,  en  nombre  de  O.  José  Cappa^  eon  la  pretensión  de 
quese  d^je  sin  efecto  la  precitada  Real  orden  de  8  de  octubre  de  1864,  en 
la  parte  que  declara  responsable  en  primer  término  subsidiariamente  á 
D.  José  Cappa  al  pago  á  precio  de  estanco  de  las  5,488  fanegas  de  sal  que 
se  inutilizaron  por  virtud  del  temporal  de  lluvias  y  vientos  que  sobrevino 
en  las  salinas  de  Roquetas  el  dia  4  de  mayo  de  1853,  y  de  aue  se  cónsul  - 
te  que  á  su  representado  no  cabe  ninguna  responsabilidaa  por  razón  de 
aquel  siniestro: 

Victos  el  escrito  del  mismo  Letrado  Di^z  Marti  o,  mostrándose  parte 
por  mum'te  de  D.  José  Cappa  en  nombre  de  su  viuda  Dona  Mariana  Manes - 
cao,  par  si  y  en  concepto  de  tutora  y  curadora  de  sm  i^ijosvipoenores;  y  el 
auto»^e  la  Sección  de  lo  CoQtencioso  que  le  reconoció  en  aquella  repre 
sentacions 

\Í8to  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  absolución  de 
la  demanda  y  la  confirmación  de  la  Real  orden  en  la  parte  en  que  es  im- 
pugnada: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  duplica  en  los  que  las  partes  reproduje- 
ron y  esforzaron  sus  respectivas  pretensiones: 

Vista  la  Real  orden  de  5^  de  abril  de  i853  en  que  se  declaró  cesante  á 
D.  io^é  Cappa  del  empleo  de  Admini^radpr  de  las  satinas  de  Roquetas: 

Visto  el  documento  de  entrega  y  recibo  de  los  efectos  y  existencias 
que  habia  en  aquella  Administración  al  cesar  el  difunto  Capj^ 

Vistos  el  oúm.  i^del  art.  1."  y  el  art.  55  de  la  instrucción  de  45  de 
jnnio  de  4845^  dictada  para  la  ejecución  del  Real  decreto  de  23  de  maye 
del  mismo  ano: 

Considerando  que  D.  José  Cappa  cesó  á  virtud  de  Real  orden  en  h 
Administración  délas  salinas  de  Roquetas  desda  el  16  de  abril  de  1853 
basta  el  O  de  mayo  siguiente:  .    ^ 

Considerando  que  los  diversos  datos  reunidos  en  el  espediente  conven- 
cen de  que  la  sal,  cuya  responsabilidad  subsidiaria  es  el  objeto  de  la  de- 
manda» se  perdió  en  el  tiempo  en  ^ue  Cappa  estuvo  cesante: 

Considerando  que- cualquiera  que  sea  el  valor  del  documento  de  en 
trega  y  recibo  de  los  efectos  y  existencias  de  las^inas,  no  puede  isfluir 
en  la  decisión  de  este  pleito,  porque  iio«e  ha  tratado  ni  discutido  en  él  si 
la  «al  perdida  se  entrega  ó  dejó  de  entregarse  al  Administrador  interino; 
y  lejos  de  esto,  en  mas  de  una  parte  del  espediente  se  atribuye  la  pérdida 
al  abuso  del  mismo  Administrador  interino  de  mandar  picar  mas  sal  que 
la  necesaria  para  la  estraecion  ordinaria: 

Considerando  que  la  Rieal  orden  en  que  se  declaró  cesante  á  Cappa, 
comunicada  por  la  Dirección  general  de  Rentas  Estancadas  al  Oficial  ios* 
peetoryporéstee^primero,  no  le  autorizaba  para  continuar  al  frente  de 
la  Administración  hasta  la  llegada  de  su  sucesor,  ni  le  prevenía  que  exi 
giese  ninguna  garantfa  al  que  le  reemplazara; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  ^ala  de  lo  Contencioso  dei 
TOMO  m.—Jurisprudencia  administrativa.  73 
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Consejo  de  Ehtado,  Vengo  en  relevar  á  la  viuda  é  hijos  de  D  José  Capp^i 
de  la  responsabilidad  subsidiaria  que  se  le  iiii'puso  en  la  Realirden  de  8 
de  octubre  cte  1864,  dejándola  sin  efecto  en  esta  parte:  y  la  acordado. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  Teinte  de  julio  de  mil  ochocientos  .sesenta  y 
sieie.--Cstá  rubricado  de  la  Real  mano.—El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Raoion  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leído  y  pubhcado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se- 
cretario accitteotal  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolueioü 
final  en  la  inistancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  ios  roisnios;  se 
notifique  es  forma  ó  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta^  de  que<:er 
tífico. 

Madrid  5  de  setiembre  de  4867.— José  de  Gri  jal  va. —(Publicada  en  la 
Gaceta  de  20  de  noviembre  de  1867.)  ^ 


Sentenria  (26  de  julio  de  1867.).— Cümplimtiejíto  db  üií  con- 
trato DE  THASPOUTB  MARÍriMo.— Se  Confirma  la  sentencia  del  Con- 
sejo de  Administración  de  las  Islas  Filipinas  en  et  pleito  entre  la 
razón  social  Ignacio  Fernandez  de  Castro  y  compañía  y  la  Admi- 
nistración ,  y  se  resuelve: 

i.*  Que'cuando  por  un  incendio  ú  otro  caso  fortuito  desapare- 
ce el  tabaco  que  es  objeto  ó  materia  del  contrato  de  trasporte  des- 
de Filipinas  á  España^  cesan  por  consecueneia  todos  Los  efectos  de 
dicho  contrato,  según  los  principios  de  derecho  \ 

Y  á.®  que  nada  importa  que  al  contmtarseel  trasporte  se  hable 
genéricamente  de  tabaco  sin  especificar  otra  circunstancia  que  la 
del  peso,  porque  la  Administración  de  Filipinas  solo  puede  remitir 
á  España  tabacos  de  determinada  procedencia  y^alidad,  y  por  con- 
siguiente, claro  es  que  el  contrato  se  referia  á  una  partida  ó  canli- 
tidad  ya  conocida  y  preparada  anticipadamente  con  aquel  objeto,  la 
cual  no  poáia  ser  reemplazada  por  cualquiera  otra  sin  dejar  des*- 
atendido  el  servicio  de  las  islas. 

Doña  Isabej  11,  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  d^  Estado  pende  en  grado  de  apelación, 
entre  partes,  de  la  utM  et  Dr.  D.  Fernando  Vid),  en  representación  de  la 
sociedad  Ignacio  Fernandez  de  Castro  y  cotnpania ,  del  comercio  de  Mani- 
la, apelante,  y  de  la  oira  mi  Fiscal,  en  nomlu'ede  la  Administración,  ape- 
lada; sobre  ciimplimiei>to  de  un  contrato  de  trasporte  marítimo  de  13,000 
quintales  do  taibaoo,  é  índémnizaciofl  de  perjuicios: 

Visto: 

Visto  el  espediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  la  sociedad  Fernandez  de  Castro  y  compañía  formnló  y  dirigió  en 
30  de  mayo  de  1864  al  Intendente  general  de  Luzoa,  nna  proposidoa 
ofreciendo  trasportar  á  Cádiz  on  la  fragata  espanela  LmsiU  43,000  qjoio* 
tales  de  tabaco,  árazoo  de  47  rs.  quintal,  aceptando  desde  lueigo  ta<  ooo- 
dicíones  ordinarias  de  esta  clase  de  trasportes,  menos  la  del  «egqro  qiie 
ci4>jaba  espresameote  por  coeota  de  la  Administración  pública;  y  cooTÍsta 
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de  la  espresada  proposiciou,  previas  las  diligencia'  oportunas,  gI  Inten* 
dente  general  espidió  un  tiecreio  ajc^ptándoia  el  <.^  de  junio  íomediato 
siguienle:  decreto  que  fué  comunicada  á  la  casa  interesada,  disponiéndo- 
se al  propio  tiemp'vlo  necesaria  para  su  cumplimienro  y  form>íizacion  de 
la  (orrespoM  lieate  escritura  pública,  previa  la  tianza  que  debía  consii- 
tnir-^e  poi*  los  contratistas;  pero  como  antes  de  que  tuviera  efecto  el  con- 
trato  ocurriese  un  grave  incendio  en  el  almacén  del  Carenero  en  la  nocht 
«itíl  dia  6d»i  inismomesde  junio,  que  redujo á cenizas  el  tabaco  destinado  ai 
luencionado  l)uque,  y  haciéndose  por  ello  imposible  el  trasporte,  se  dict<) 
por  el  Intendente  general  otro  decreto  en  40  del  propio  junio,  declarando 
nula  la  admisión  de  la  oferta  de  Fernandez  de  Castro  y  compañía  y  dejan- 
<io  sin  efecto  la  adjudicación  de  este  servicio: 

Que  comunicado  el  anterior  decreto  á  la  casa  contratista,  ésta  contes- 
tó á  la  Dirección  de  Colecciones  en  17  del  misnrM)  mes  de  junio,  en  el 
."^entido  de  que  no  podia  considerar  como  bastante  el  fatal  incendió,  cuya 
«if'Sgracia  era  la  primera  en  lameniar,  para  anular  y  dar  por  no  hecho  «1 
referido  contrato,  en  atención  á  tener  la  Rea)  Hacienda  tabaco  en  ea- 
iitino  ¿  almacenes^  y  que  reconociendo  los  perjuicios  qae  había  sufrido  ei 
Kstado  y  tratando  de  conciliar  en  lo  posible  los  intereses  de  ambas  par* 
les,  reduela  á  la  mitad  la  cantidad  del  tabaco  estipulado  para  su  condnc^ 
cion; 

Que  ia  Intervención  del  ramo  ai  informar  sobre  la  anterior  solicítodi 
después  de  reconocer  el  derecho  incuestionable  de  la  casa  contratista  á 
que  se  acQediera  á  su  petición,  demostró  por  un  estado  puesto  á  continua* 
cion,  que  habia  tabaco  disponible  en  cantidad  de  7,599  quintales,  inclu- 
yéndose en  esta  cifra  gran  parte  del  que  se  recibió  de  Visayas  é  Igorrotojí 
ios  días  H  y  12  del  mencionado  mes  de  junio: 

Que  la  Dirección  general  de  Colecciones  roanifostó  sobre  este  punto 
«'D  23  del  referido  junio:  que  el  tabaco  de  lí^orrotes  y  Visayas  á  que  se 
f  efena  la  Intervención  del  ramo,  no  se  encontraba  empacado,  sino  en  far- 
dos, por  lo  que  se  desconocía  aun  el  peso  que  realmente  pudiera  tener; 
i]ue  el  que  existia  en  las  fábricas  de  la  Princesa  y  Cavite  debia  ser  condu- 
i-ido  para  su  empaque  al  local  en  que  estaba  situada  la  única  prensa  de 
queá  la  sazón  se  disponía,  trasporte  que  originaria  gastos;  y  que  procedía 
que  la  Inspección  de  labores  espusíera  si  el  tabaco  de  que  se  trataba  era  á 
ro  necetiario  en  concepto  alguno  para  la  elaboración  de  las  fábricas: 

Que*  mi  Fiscal  y  el  Asesor  general  de  Hacienda,  considerando  el  in- 
ceudio  ocurrido  en  el  almacén  donde  estaba  depositado  el  tabaco  coma  un 
caso  de  fuerza  mayor,  fueron  de  sentir  que  esta  circunstancia  y  el  defecto 
esencial  de  forma  de  no  haberse  otorgado  la  escritura  ó  eetendido  la  póliza 
s,egnn  se  previene  en  el  art.  738  del  Código  de  Comercio,  relevaba  á  la 
HiACienda  del  curaplimieoto  de  su  obligación;  y  concluyeron  sus  informes 
recomentiando  que  se  atendiese  la  última  pretensiem  de  la  casa  de  Fer- 
nandez de  Castro  y  compañía  en  el  caso  de  que  la  Hacienda  pudiera  eó- 
n)odatn«^Dte  hacer  la  remesa  del  tabaco  á  que  aquella  se  contraía,  y  de 
que  el  producto  en  venta  del  tabaco  que  hubiera  de  remesaree  no  fuere 
indispensable  para  cubrir  las  ateneionee  de  aquellas  isias;  y  cofi  vista  de 
los  intorn>es  refendee,  la  lutendencia  por  decreto  de  i 3  de  julio  del  mi»- 
mo  año  de  1864  ratiitícó  el  de  10  de  junio  anterior,  y  deelard  en  su  coa* 
secuencia  libre  á  le  Admihistracioe  de  la  obligación  en  que  la  sudóla  U 
citada  ca^  de  coaaercio,  ofreciendo  no  obstante»  en  atención  á  las  cir* 
cunstancias  que  concurrían  en.  la  casa  de  Fernandez  de  Castro  y  compe- 
íifa,  que  admitirla  como  preferente  la  proposición  de  esta  casa,  siempre 


Digitized  by 


Google 


S80  JURlbPRUDENaA  ADMINISTRATIVA. 

que  la  fragata  Luisita  permaDecíese  eo  bahía  el  día  que  la  Hacienda  tu- 
viese que  remesar  tabaco  á  la  PcDÍnsula. 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Administración  de  Fi- 
lipinas por  la  casa  de  Fernandez  de  Castro  y  compañía  con  la  pretensión 
de  que  se  revocasen  los  decretos  de  10  de  junio  y  13  de  julia  de  1864,  se 
declarase  firme  y  subsistente  el  contrato  que  celebró  con  la  Administra- 
ción de  conducir  á  la  Península  en  la  ñ*agata  Luisita  43,000  quintales  de 
tabaco  al  precio  de  47  rs.  vn.  por  quintal,  y  se  la  indemni:&ase  de  los 
perjuicios  que  se  la  habían  ocasionado: 

Visto  el  escrito  de  contestación  del  representante  de  la  Administración 
pidiendo  la  confirmación  de  los  decretos  reclamados: 

Vista  la  sentencia  dictada  por  el  propio  Consejo  de  Administración  de 
Filipinas  en  24  de  julio  de  1865,  por  la  cual,  teniendo  en  consideración 
que  eJ  decreto  de  13  d?  julio  de  1864  se  limitó  á  resolver  la  proposición  de 
la  casa  Ignacio  Fernandez  de  Castro  y  compañía  de  remitir  en  la  fragata 
Luisita  y  en  aquel  viaje  7,000  quintales  del  éspresado  artículo,  oferta  que 
constituía  un  nuevo  contrato  que  la  Hacienda  podia  aceptar  ó  no,  según 
tuviera  por  conveniente,  y  que  no  siendo  aclaratorio  del  de  10  de  juoia 
anterior,  la  demanda  no  podia  dirigirse  contra  lo  dispuesto  en  el  mismo; 
se  absolvió  á  la  Administración  de  la  demanda  entablada  por  la  referida 
casa  Fernandez  de  Castro  y  compañía,  y  se  confirmó  el  citado  decreto 
de  iO  de  junio  de  1864: 

Vistos,  la  apelación  interpuesta  centra  la  anterior  sentencia  por  parte 
de  la  sociedad  Fernandez  de  Castro  y  compañía,  y  el  auto  del  Consejo  de 
Administración  en  que  le  fué  admitida  en  ambos  efectos,  citadas  y  em- 
plazadas las  partes  para  ante  el  Consejo  de  Estado: 

Visto  el  escrito  presentado  en  el  mismo  Consejo  de  Estado  por  el  Li  - 
cenciado  D.  Faustino  Rodríguez  San  Pedro,  mejorando  la  apelación  in- 
terpuesta á  nombre  de  la  referida  sociedad  Ignacio  Fernandez  de  Castra 
y  compañía,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la  precitada  sentencia 
del  Consejo  de  Administración  de  Filipinas  de  27  de  julio  de  1865  y  se 
condene  á  la  Administración  de  aquellas  islas  á  satisfacer  á  la  sociedad 
apelante  los  daños  y  perjuicios  que  se  ocasionaron  por  el  abandono  d^l  fie- 
tamento  para  la  conducción  á  la  Península  de  13,000  quintales  de  tabaco  á 
bordo  de  la  fragata  Luisita  y  á  razón  de  47  rs.  vn.  cada  uno,  ó  loq^uees 
lo  mismo,  la  mitad  de  este  flete,  conforme  al  art.  764  del  Código  de  Co- 
mercio: 

Visto  el  de  contestación  de  mi  Fiscal,  pidiendo  la  confirmación  de  la 
sentencia  apelada: 

Considerando  que  el  incendio  del  tabaco  existente  en  el  almacén  del 
Carenero  de  la  isla  de  Luzon  en  la  noche  del  6  de  junio  de  1864  es  ui> 
hecho  incuestionable  y  reconocido  por  la  parte  apelante,  sin  suscitar  res  • 
pecto  de  él  la  menor  duda: 

Considerando  que  tampoco  se  ha  promovido  acerca  de  que  en  dicho  al- 
macén y  con  el  tabaco  incendiado  estaba  el  que  debía  conducir  á  la  Penín- 
sula la  fragata  Luisita: 

Considerando  que  estos  dos  hechos,  resultantes  del  espediente  guber  - 
nativo,  no  han  podido  dejar  de  ser  estimados  por  el  Consejo  de  Adminis  • 
tracion  de  las  islas  Filipinas,  aunque  ninguno  de  los  litigantes  los  hubiera 
alegado,  porque  fueron  la  causa  y  origen,  así  de  las  resoluciones  de  la 
Administración,  como  de  las  pretensiones  de  la  casa  de  Fernaniez  de 
Castro: 

Considerando  que  ésta  reconoció  la  pérdida  del  tabaco  que  debia  tras- 
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portar  á  España,  hasta  el  punto  de  haber  indicado  la  misaia  los  tabacos 
con  que  pudiera  sustituirse  el  incendiado;  lo  cual  evidencia  que  desapare- 
ció por  un  caso  fortuito  el  objeto  ó  la  materia  del  contrato,  y  cesaron  por 
consecuencia  todos  sus  efectos  según  los  principios  de  derecho: 

Considerando  que,  después  de  aquel  reconocimiento,  nada  importa  que 
ni  contratarse  ei  trasporte  del  tabaco  se  hubiera  hablado  genéricamente  y 
sin  especificar  otra  circunstancia  particular  que  la  del  peso,  porque  era 
sabido  que  la  Administración  do  Filipinas  solo  podia  remitir  á  España  ta- 
bacos de  determinada  procedencia  y  calidad,  y  que  el  contrato  se  referia  á 
una  partida  ó  cantidad  ya  conocida  y  preparada  anticipadamente  con  aquel 
objeto,  la  cual  no  podia  ser  reemplazada  por  cualquiera  otra  y  sin  dejar 
atendido  el  servicio  de  las  mismas  islas,  interrumpido  por  efecto  del  in- 
cendio; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  sentencia  que  el  Consejo  de  Ad- 
ministración de  las  islas  Filipinas  pronunció  en  24  de  julio  de  1866. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  veintiséis  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leiío  y  publicado  el  anteriof  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  S'ila  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  reso- 
lución final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mis- 
mos; se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que 
certifico. 

Madrid  5  de  setiembre  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publicada  en  la 
Oaceta  de  24  de  noviembre  de  1867.) 


1943. 

Aatopizacion  (31  de  octubre  de  1867.). — Infídeudad  en 

LA  CUSTODIA  DE  DOCÜMKNTOS. — SUSTRACCIÓN  DE  LOS  MISMOS.— Sc  COQ- 

firma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Cuenca  en  la 
autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  la  ca- 
pital para  procesar  á  D.  Eleuterio  Giménez,  Secretario  del  Ayun- 
tamiento de  Abia  de  la  Obispalía,  y  se  resuelve: 

1."  Que  no  puede  decirse  que  un  Secretario  de  Ayuntamiento 
se  niega  á  entregar  unos  documentos  que  se  hallan  en  el  archivo 
municipal  y  que  pide  el  Alcalde,  por  eUiecho  de  exigir  que  se  le  dé 
un  recibo  de  ellos  para  su  resguarde; 

¥  2.**  que  mientras  la  estraccion  dfi  documentos  del  lugar  en 
que  lo»  mismos  se  encuentran  no  vaga  acompañada  de  intención 
punible  vor  parte  del  (fUe  lo  ejecute,  no  puede  aquella  estimarse 
criminal,  ni  cae  el  hecho  bajo  la  sanción  de  los  artículos  278,  313 
y  351  del  Código  pencU. 

En  el  espediente  en  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Cuenca 
ha  negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Ni  capital  la  autorización  para 
procesar  á  D.  Eleuterio  Jiménez,  Secretario  interino  del  Ayuntamiento 
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de  Abia  de  la  Obispalía,  por  iofídelidad  y  sustraccioD  de  documentos  pú- 
blicos, y  del  cu«  I  resulta:  ' 

Que  el  Alcalde  de  Abia,  por  m«dio  de  común icacien  fechada  eu  31  <1e 
enero  último  al  Alcalde  de  Cuenca,  reclamó  del  espresado  litoétíez  las 
obligaciones  del  Pósito,  el  presupuesto  municipal  de  1866  é  f  861;  él  tibio 
de  conocimientos  de  la  Secretaría  y  un  espediente  sobre  «nribargos  y^  reci- 
bos talonarios, cuyos  docuTnentos  decía  que  habiad  sidoe^raíSo^ por  ií- 
menezde  la  Secretaría  del  Ayunlamiento  deAbía: 

Que  notificada  esa  comunicación  en  4  de  febrero  siguiente  áJinsenex, 
éste  en  otra  de  la  misma  fecha  manifestó  ai  Alcalde  de  Abia  qu«  iiiendo 
responsable  de  la  entrega  de  los  documentos  referentes  al  Pósito',  coiüo 
Interventor  que  había  sido  de  sus  fondos,  la  verificaría  previo  el  Corres- 
pondiente recibo  á  la  persona  que  dicho  Alcalde  autorizase  at  efecto;  que 
también  entregaría  los  recibos  talonarios  que  estuvieran  satisfechos;  y 
que  el  libro  y  espediente  ejecutivo  que  se  le  reclamaban  además  se  en- 
contraban en  poder  del  Tribunal  superior  en  virtud  del  auto  del  Alcalde 
antecesor; 

Que  en  13  del  referido  mes  se  dio  principio  por  el  Alcalde  dé  Abta  al 
procedimiento  criminal  que  se  ha  instruido  posteriormente  contra  ííI  re- 
ferido Jiménez,  á  quien  se  imputa  el  hecho  de  hali^r  estra4do  del  ár^vo 
de  aquella  Secretaria  varios  documentos  y  llev^dolós  consígd  á' la  ca- 
pital: 

Que  remitidas  las  diligencias  sumarías  al  Juzgado  eti  ^2  de  febrero, 
Jiménez  eontestó  en  su  indagatoria  que  como  Secretario  interino  queha- 
bia  sido  y  era  en  la  actualidad  de  Abia,  conservaba  en  su  poder  los  docu- 
mentos que  se  le  citaban,  en  cuya  custodia  estaba  interesado  po^ta  res- 
ponsabilidad que  tendría  sí  sufrieran  estravio:  que  siempre  había  estado 
y  estaba  dispuesto  á  entregarlos,  pero  bajo  recibo,  según  contestó  verbal - 
mente  al  Alcalde  cuando  éste  tambiei}  4^  palabra  se  los  reclamó,  y  por 
esta  circunstancia  estaba  pendiente  la  entrega:  que  al  tomar  posesión  de 
nuevo  Ayuntamiento  manifestó  el  Alcalde  que  no  quería  c9BtiBttai;e  (1 
Secretario,  pero  la  mayoría  de  la  ccrporacian  ratincó  el  nombramienta 
que  tenia  de  interino,  habiendo  sido  nombrado  con  esteúltin^p  carácftr 
en  11®  de  octubre  del  año  anterior:  que  al  aceptar  el  referido  cargo  no  se 
hizo  inventario  alguno  del  archivo  de  la  Secretaría,  el  cual  por  otra  parte 
es  un  local  inseguro;  y  porúltimo,  que  su  habituat  residencia  era  Cuenca 
y  no  Abia,  puee¿ entró  á  desempeñar  su  cargo  con  esa  condición: 

Que'paeaéa  la  canea  al  Promotor  fiscal,  fué  de  dictamen  qne!'ell6ecre- 
tario  Jiménez. podía  baher  ineurrido  en  responsabilklad  «ontetiendo  el 
delito  de  iofelid^ad  en  la  custodia  de  documentos,  por<^  habiendo  cesa- 
do en  el  desempeño  de  su  cargo  y  sin  hacer  formal  entrega  de  los  docu- 
mentos, se  había  marchado  á  Cuenca,  donde  residía  constantemente: 

Que  el  Juez,  conformándose  con  el  parecer  del  Promotor,  solicitó  la 
autorización  previa  para  procesar  á  Jiménez  por  haber  abusado  en  el 
ejercicio  de  funciones  administrativas;  pero  el  Gobernador,  de  acoerdo 
con  el  dictamen  de  la  mayoría  del  Consejo  provincial,  negó  el  requisito 
fundándose  en  que  aquel  funcionario  estaba  en  el  deber  de  conservar  los 
documentos  que  bajo  su  responsabilidad  se  le  habían  conQado,  y  asimismo 
de  no  entregarlos  sino  con  las  debidas  garantías: 

Vistos  los  arts.  278,  3t3  y  331  del  Código  penal,  citados  por  el  Juzga- 
do, por  el  primero  de  los  cuales  se  castiga  al  eclesiástico  ó  empleado  pú- 
blico que  sustraiga  ó  destruya  documentos  ó  papeles  que  le  estuvieren 
confiados  por  razón  de  su  cargo;  por  el  segundo  al  empleado  público  que 
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«O  er  ejercicio  de  su  carf^o  cometiere  algún  abuso  qtte  no  esló  penado 
esptcialtneote  eo  los  cafituJos  precedentes  del  mismo  titulo,  y  por  el  ter- 
cero se  repula  empleado  para  los  efectos  del  tit.  8.®  del  Código  á  todo  el 
que  desempeña  un  carga  público,  aunque  no  sea  de  Real  nombramienU 
ni  reciba  sueldo  del  Estado: 

Considerando  que  en  el  espedieote  no  se  prueba  que  Jiménez  se  Dí- 
gase á  la  entrega  de  ios  docuraeutos  que  se  le  reclamabao,  antes  al  con- 
trario siempre  se  mostró  dispuesto  ú  verificarla  si  el  Alcalde  hubiera  acce- 
dido á  la  racional  exigencia  del  Secretario  que  pretendía  le  dieran  un  re- 
cibo para  su  resguardo: 

Considerando  que  mientras  la  estraccioo  de  documentos  del  lugar  en 
que  los  mismos  se  encueotren  no  vá  acompañada  de  intención  punible 
por  parte  del  que  la  ejecute,  no  puente  aquella  estimarse  criminai ;  y  en  el 
presente  caso  no  aparece  esa  intención  en  el  Secretario  Jiménez^  el  cual 
además  entregó  los  documentos  en  el  mismo  ser  y  estado  eo  que  los  sacó 
del  archivo  municipal: 

Considerando  (fie  en  tal  concepto  el  hecho  ejecutado  por  limen ez 
no  cae  bajo  la  sanción  délos  artículos  del  Có<iigo  citados  por  el  jQzg<)do; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estada;,  Vengo  en  confirmar  la  negatÍYa  del  Gober- 
nador. 

Dadoan  Palacio  á  treinta  y  uno  de  octubre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  síete.—Está  rubricado  de  la  Real  mano. -El  Presidente  dei  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  eo  la  Gaceta  de  3  de  di- 
ciembre de  i867.) 


^44. 

Autorización  (4  de  noviembre  de  1867.). — Allanamiento 
DE  MORADA. — Sc  coofirma  la  negativa  dl^  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Santander  en  la  autorización  solicitada  por  el  Jaez  de 
primera  instancia  deCabuérniga  para  procesar  al  Alcalde,  pedáneo 
V  portero  del  Ayuntamiento  de  Cabezón  de  la  Sal,  D.  Antonio  Mu- 
ñoz, D.  Antonio  García  y  Fernando  Macho,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  no  delinquen  el  pedáneo  y  portero  que,  en  virtud  de  la 
obediencia  debida  á  su  superior  gerárquico  el  Alcalde  cmstitucio^ 
nal,  entran  en  una  casa  d  ejecutar  una  orden  de  embargo  de  un 
caballo ; 

Y  2.®  que  tampoco  comete  en  este  caso  el  allanamiento  de  mo^ 
rada  el  Alcalde,  cuando  su  orden  se  limita  á  mandar  recoger  el 
caballo  embargado  en  virtud  de  la  multa  que  legalmente  habia  im- 
puesto á  su  dueño. 

Etv  el  espediente  eo  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Santander 
ha  negado  al  Juez  de  primera  instancia  de  Cahuéroiga  la  autorización  para 
procesar  al  Alcalde,  pedáneo  y  portero  del  Ayuntamiento  de  Cabezón  de 
la  Sal,  D.  Antonio  Muñoz,  D.  Antonio  Garda  y  Fernando  Macho,  por  alia- 
miento  d*i  morada,  y  del  cual  resulta: 

Que  D.  Manuel  Rolella ,  vecino  de  Cabezón ,  denunció  al  Juzgado  que 
el  Alcalde  constitucional  del  pueblo  hai)ia  usurpado  atribuciones  judicia- 
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\ek,  poíTiiué  híbieririo  áetrtinciado  otro  retino  e[te«frarrtíénÍ0í<lé'tí.fif*1tere- 
dad  de  Rotella  por  ia  cual  decía  teoer  servidumbre  para  It^  li  iüé'lffítees, 
€l  Alcalde  mandó  desde  luego  abrir  la  heredad  y  dejar  el  tránsito  libre, 
•conociendo  de  una  cuestión  civiLec^tre  partes  y  resolviéndola  sin  observar 
las  leyes  de  procedimientos: 

.  Que.  además  le-in^puso  y  exigió  200  rs.  .de  multa,  por  cim  exacción 
le  embargó  y  vendió  un  caballo;  y  para  realizar  el  rémítíeJIíflFIttlde  pe- 
dáneo y  el  portero  derribaron  por  orden  del  Alcalde  c^nstitucíoñíl  la 
puerta  de  la  huerta  donde  eslaba  el  caballo,' aüanafB4dclsi  lá-casadiri  de- 
nunciador que  comunica  con  la  huerta:  i-i  >, 

Que  de  las  infeMiaciones  recibidas  y  diligencias  pfaotiqada^  p^r  el 
Juzgado  apareció  que  las  providencias  del  Alcalde  tenían  por  ob}etO;4cjar 
espedita  una  servidumbre  pública  de  que  gozaban  todos  los  poseedores  de 
de  predios  contiguos,  y  evitar  que  Botella  se  apropíase  una  parte  de  ter- 
reno perteneciente  al  pueblo,  que  Rotella  había  comprendido  en  su  cerra- 
miento infringiendo  las  providencias  municipales  dictadas  en  la  materia: 

Que  la  multa  de  200  rs.  impuesta  ^bernativamenjte  estafea  dentro  de 
las  atribuciones  del  Alcalde,  porque  el  distrito  municipal  tiene  mas  de 
500  vecinos;  y  que  decretado  el  embargo  de*  caballo,  «1  depdátario  le 
dejó  confídenciulmente  al  mismo  Rotella  ,  y  cuando  se  le  foclafUér^para  la 
venta  no  estaba  en  casa ,  y  como  su  esposa  se  negase  á  entregarla,  «^1  pe- 
dáneo y  portero,  sabiendo  que  estaba  en  la  huerta  ,  e^rterdn  la^pllérta  y 
sacaron  el  caballo,  pero  sin  entrar  en  la  casa:  *  - 

Que  en  vifeta  de  todo,  el  Juzgado,  de  conformidad  con  lo  bandado  por 
la  Audiencia  del  territorio,  ácuyo  Tribunal  se  elevó  la  caiiWK  repetidas  ve- 
ces por  defectos  de  tramitación^  desestimó  la  querella  del  denunciador  ea 
cuanto  á  los  abusos  que  suponía  cometidos  por  el  Alcalde,  pidiendo  la  au- 
torización para  procesarle  solamente ,  así  como  al  pedáneo  y  portero,  por 
el  supuesto  allanamiento  de  morada  cometido  al  sacar  el  cabatlo  de  Ta 
huerta:  - 

Que  el  (joberqador,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  el  Consejo  pro- 
vmcial,  negó  aquél  requisito  fundándose  en  que  no  hubo  delito  de  allana- 
miento de  morada,  toda  vez  que  el  hecho  denunciado  tuvo  lugar,  no  en 
lina  habitación  ó  edificio  habitado,  sino  en  una  huerta,  de  donde  se  de- 
duce que  falla  base  al  procedimiento: 

Visto  €ff  art.  414  det  C6ám  penal,  por  el  que  se  castiga  al  que  entrase 
en  morada  ajena  contra  la  voluntad  de  su  morador: 

Visto  el  art.  4(5,  según  el  cual  la  disposición  del  anícuto  anterior  no 
es  aplicable  al  que  entre  en  la  morada  agena  por  prestar  algún  servicio  á 
la  justicia: 

Considerando  que  al  ejecutar  la  orden  de  embargo  del  caballo,  el  pe- 
dáneo y  iportero  de  Cabezón  no  cometieron  delito  alguno,  norque  obraron 
en  virtud  de  obediencia  debida  á  su  superior  gerárquico  el  Atealde  cods- 
titucronal: 

Considerando  que  tampoco  este  funcionario  incurrié  «n  el  espresado 
delito  de  allanamiento  de  morada,  como  pretende  el  acusador  privado, 
puesto  que  su  orden  se  limitó  á  mandar  recoger  el  caballo  embargado  en 
virtud  de  la  multa  que  legal  mente  había  impuesto  á  m  dueño; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  deBstado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado ,  Vengo-  en  confirmar  la  negativa  del  Go- 
bernador. .  .     J  : 

Dado  en  Palacio  i  cuatro  de  noviembre  de  mil  ochocientas  sesenta  y 
siete.—Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Gensejo  de 
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llí^iftrQf ,  lUiinQQ  María  Narvaez.— (Publicada  ea  la  Q^etqiti^  ?  de  di- 
«iwbf^de;(867.)  .      ¡  , 

''"  «45. 

Aatpríza^cion  (5  de  noviembre  de  1867.). — ^Faltá  de  ins- 

*r AüGGlQlf  OE  DILI&BNGIAS  EN  AVEaiGUACION  DEL   DAÑO    CAUSADO  EN  UN 

9ioNTs.*^e  declara  ioaecesaria  la  aatorizacion  del  Gobernador  de 
ia  provÍQcia  de  Granada  al  Juez  de  primera  iostaacia  de  Baza  para 
procesar  á  D.  Luis  Autoaio  Ruiz,  Alcalde  que  fué  de  Cortes  de 
Baza;  y  se  resuelve: 

Que  cuando  un  Alcalde  obra  con  el  carácler  de  auxiliar  del 
orden  judicial,  y  falta  al  deber  de  practicar  las  diligencias  nondu  - 
centei^  á  la  averiguación  de  los  hechos  denunciados  como  delitos,  no 
U  ahorna  la  garantía  de  la  previa  autori;uicion. 

Eü  e\  espedíeate  eo  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Granada 
sos  Viene  que  es  necesaria  la  previa  autorización  para  procesar  á  D.  Luis 
Aotonio  Ruiz,  Alcaide  que  fué  de  Cortes  de  Baza,  contra  la  opinión  del 
iue?  de  Baza  que  entiende  lo  contrario,  y  del  cual  resulta: 

Que  el  guarda  de  montes  del  pueblo  de  Cortes  denunció,  en  22  de  oc* 
tubrede  i864,  al  Alcalde  D.  Luis  Antonio  Ruiz  que  algunos  vecinos  del 
ID  i  $0)0  pueblo  bubian  entrado  en  los  montes  pertenecientes  al  Duque  de 
Ábranles  y  hurtaüo  leñas  y  maderas,  «scitándole  para  la  persecución  y 
caHigO  de  Uis  deUneuen  tes: 

<  Que  el  Alcalde  observó  ai  guarda  que  en  los  montes  en  cuestión  tiene 
el  pueblo  de  Cortes  derecbo  de  aprovechamiento  de  leñas  y  pastos;  v  en 
su  virtud  no  instruyó  diligencias  para  castigar  á  los  que  se  dijo  babian 
cometido  el  hurto^  ni  adoptó  providencia  ó  uiedida  alguna  en  tal  sentido: 

Que  seguida  causa  criminal  contra  los  autores  del  burto,  en  el  Juz- 
gado de  primera  instancia,  y  posteriormente  en  la  Audiencia  del  territo- 
rio» se  mandó  por  este  Tribunal  sacar  el  oportuno  testimonio  en  averi- 
guación del  tanto  de  culpa  que  correspondiere  al  Alcaide  D.  Luis  Antonio 
Ruiz  por  la  omisión  en  castigar  el  delito  cometido  en  los  montes  del  Duque 
de  Abrantes: 

.  Que  en  su  consecuencia  el  Juzgado  principió  á  instruir  aitigencias 
contra  el  Alcaide,  y  estimando  que  el  hecho  no  se  relacionaba  con  el  ejer- 
cicio de  funciones  administrativas,  puesto  que  en  el  caso  de  autos  el  Al» 
^d)do  debió  haber  procedido  con  el  carácter  de  auxiliar  del  orden  ¡udi« 
cial,  participó  al  Gobernador  de  la  provincia  que  estaba  procesando  libre- 
mente al  referido  Alcalde: 

Que  el  Gobernador,  oyendo  el  Consejo  provincia!,  contestó  al  Juez 
que  era  necesaria  la  autorización  previa  para  continuar  los  procedimien- 
tos, porque  el  Alcalde  tenia  el  carácter  ae  administrador  del  pueblo  y  el 
deber  de  procurar  la  conservación  de  las  Qncas  pertenecientes  al  común 
de  vecinos,  eu  cuyo  caso  se  encontraban  los  montes  que  se  decían  perte- 
necer al  Duque  de  Abrantes: 

Por  áltiüio,  que  el  Juez»  de  conformidad  con  lo  mandado  por  el  Tri- 
bunal superior,  dio  auto  declarando  innecesaria  la  autorización  para 
•propesar  al  Alcalde,  fundándose  en  las  razones  espresadas  anterior- 
mente: 
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Visto  él  art.  m,  oám.^.^xl^  la  ley  para  el  gobierno  Jr  adniínláiti^^pWíif. 
de  las  provincias,  según  el  cual  correápoade  á  los  Gober oadoreár  coácífite^ 
ó  negar  la  autorización  competente  para  procesar  á  los  emptéados  p&Í>ÜX 
eos  por  los  delitos  que  cometan  en  el  ejercicio  de  sus  cargos:  ■  V 

Considerando  que  el  hecho  que  ha  dado  origen  á  la  furnjacipii  dé  e^^A 
causa  consiste  en  la  denegación  de  aaxilio  del  Alcalde  de  Córte^s^  sa 
omisión  en  pers<»ga¡r  y  castigar  á  los  individuos  á  quienes  él  ¿uírWík  dfí-  , 
Dunció'como  autores  del  harto  de  leñas: 

Cotísiáerando  que  en  este  concepto  es  iochidable  que  ei  AÍCalde  refé  r 
rido  tenía  el  carácter  de  auxiliar  del  orden  judicial,  y  el  deber  de  practíc;lr 
las  diligencias  conducentes  á  la  averiguación  de  los  hechos  denunciadas 
como  delitos,  por  cuya  razón  no  le  alcanza  la  garantía  de  la  autorización 
previa; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  innecesaria  la  autori- 
zación de  que'se  trata. 

Dado  en  Palacio  á  cmeo  de  noviembre  dé  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete  —Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
ioistros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  3  de  diciem- 
bre de  1867.) 


9^e. 


Competeneia  (25  de  noviembre  de  1867.). — Daños  en  gna 
FINCA.— Se  decide  á  favor  de  la  AdministraeioD  la  competencia  sus- 
citada entre  la  Audiencia  <le  Albacete  y  el  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Mutcia,  coa  motivo  del  interdicto  presentado  por  D.  San- 
tiago López  González  Caballero  contra  D.  Ginés  Guirao  y  D.  Juan 
Montealegre,  y  se  resuelve: 

4.^  Que  haciéndose  la  concesión  de  minas  por  providencia  ad- 
ministratina,  la  admisión  de  interdictos  cojüra  ella  que  dá  por  re- 
sultado  huspeuder  ¡as  labores  mineras,  es  contraria  á  lo  dispue^^ 
to  espresamente  en  el  art.  94  de  la  ley  de  minas  de  6  de  julio 
deimd; 

Y  2.®  que  cuando  la  cuestión  promovida  tiene  por  objeto  sus' 
tancidl  averiguar  si  en  la  concesión  de  una  mina  se  han  üenauo  ó 
no  todas  las  circunstancias  necesarias  para  tener  por  hecha  l^gal- 
mente  y  en  debida  forma  la  concesión,  como  quiera  que  se  trata  de 
si  en  un  acto  administrativo  se  han  cumplido  ó  no  las  prescripcio- 
nes legales,  corresponde  conocer  de  ella  á  la^  autoridades  admáni^- 
trativas,  por  ser  solo  propio  de  ellas  el  decidir  si  en  efecto  se  han 
observado  las  disposieiones  vigentes. 

En  los  antos  y  espediente  de  competencia  suscitada  entre  la  Audieti  - 
cia  de  Albacete  y  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Murcia,  de  los  cuaUs 
resuHa: 

Que  por  D.  Santiago  López  González  Caballero  se  present>!^  en  ef  Juz- 
gado de  la  Catedral  de  Murcia  un  interdicto  de  recobrar  contra  O.  Gfnfs 
Guirao  y  O.  Juan  Montealegre,  por  haber  entrado  con  una  cuadrilla  de 
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trabfiJ|fidQi;e^  ,eD  Ja  fíaca  dei  demandante  llamada  de  jo^JeittiQO^^  ooupaD- 
do  parte  cfel  ter|-enp  y  Cflusando  daños  de  consideracioü; 

QuQ  sastaDciado  el  interdicto  m  audiencia  del  de^pc^janie»  y  acordad» 
)a  restitución,  apelaron  de  ella  Guirao  y  Montealegre  pafaantela  Aitdieo  - 
cía  del  territorio; 

(jue  ^ór  D.  Pedro  Casciaro  se  acudió  al  Gobernador  de  Ja  provincia 
espóni^bdo  que  ^ra  dueño  de  las  minas  San  Pedro  y  Giralda,  en  el  sitio 
llamado  de  los  Teatinos;  que  en  el  mismo  sitio  so  le  hatiia  concedido  en  i  4 
de  rnarzo  de  (865  Ja  investigación  titulada  La  Belleza;  y  que  estando  tra- 
bajando eo  la  llamada  San  Pedro  sus  dependientes  Guirao  y  Montealegre, 
se  i(>s  liabia  obligailo  á  suspender  las  labores  en  virtud  del  referido  inter- 
dicto; y  por  estas  causas  pedia  que  se  requiriese  de  inhibición  al  Juzga- 
do, corno  lo  hizo  el  Gobernador  fundándose  en  el  último  párrafo  del  ar- 
tículo 94  de  la  ley  de  Minas  vigeete:  ^ 

Que  el  Juez  recibió  el  requerimiento  después  de  admitida  la. apefacion» 
y  á  pesar  de  ello  sustanció  el  incidente  acabando  por  decir  en  sentencia 
motivada  que  carecía  de  atribuciones  para  conocer  del  conflicto;    , 

Que  dirigido  el  requerimiento  á  la  \udiencid  de  Albacete  y  sustancia- 
da la  contienda,  declaróla  S^la  primera  tener  competencia  para  enten- 
der del  asunto,  apartándole  del  dictamen  fiscal  y  fundándose  en  el  articu- 
lo 5."  de  la  ley  de  Minas,  en  el  1.*  de  la  de  expropiación  forzosa,  y  en  que 
uo  precedió  á  la  ocupación  del  terrenetti  la  licencia  del  dueño  ni  la  expro- 
piación: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  insistió  en 
su  requerimiento,  resultando  el  presente  conflicto,  que  ha  seguido  su 
tráralt^s: 

Visto  el  art.  94  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  julio  de  1859,  que  en  ^u  iíl- 
timo  párrafo  previene  que  la  intervención  de  los  Tribunales  ordinarios  en 
ciertas  cuestionps  sobre  rninasno  entorpecerá  la  tramitación  administra- 
tiva de  los  espedientes  ni  la  marcha  délas  labores: 

Visto  el  art.  5.**  de  la  misma  ley,  que  se  refiere  á  las  sustancias  inor- 
gÓDÍCBs  que  no  están  sujetas  á  las  formalidades  ni  cargas  de  la  misma,  se- 
gún esjíresa  el  art.  3/  en  su  último  párrafo: 

Visto  el  art,  t.**  de  la  ley  de  expropiación  forzosa  de  17  dejnlio  de  1836,. 
según  el  cual  han  de  preceder  á  toda  enajenación  fbriosa  los  rccfuisitos 
siguientes: 

i.*  Declaración  solemne  de  que  la  obra  proyectada  es  de  utilidad  pú  - 
blica,  y  permiso  competente  para  ejecutarla. 

2.*    Declaración  de  que  es  indispensable  que  se  ceda  ó  enajene  el  todo 
ó  parte  de  una  propiedad  para  ejecutar  la  obra  de  utilidad  pública, 
3.'    Justiprecio  de  lo  que  haya  de  cederse  ó  enajenarse. 
4.^    Pago  del  precio  de  fa  indemnización. 

G<niMderando: 

4.*  Que  el  becbo  que  motiva  el  interdicto  ha  tenido  logftr  en  virtud 
de  una  providencia  administrativa,  cual  es  la  concesión  de  una  mina, 
y  por  consiguiente  sus  inmediatos  efectos  son  suspender  las  labores  mine- 
ras, contra  lo  espresamente  prevenido  en  el  citado  art.  94  de  la  ley  de  6 
de  julio  de  4859. 

2.^  Que  la  cuestión  promovida  tiene  por  objeto  sustancial  averiguar 
si  en  la  concesión  de  minas  se  han  llenado  ó  no  todas  las  circunstancia s 
necessfrias  para  tener  por  hecha  legalmente  y  en  debida  forma  la  conce- 
sión; y  por  tanto,  si  en  no  acto  administrativo  se  han  cumplido  ó  no  las 
preíicripcion^Si  i^gdles,  lo  cual  es  propio  de  ia^  autoridades  de  este  órden> 
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CoaiJocniáadoQ^  coa  lo  eonsultaio  por  el  Caose^forde  E;st9^$pi,^)90o, 
Yeogo  en  decidir  esta  competeocia  á  favor  de  la  Adrniftiftfaí^aíit  an*'   . 

Dado  ep  Palacio  ^  *eiiUic¡n<5a  de  Dovieiabre  de  fnijoehoojew^  se^n- 
ta  y  siete.— Está  rubricado  de  la  Real  maoo.r^EI  PresideoVe  d0|i(iíOiWíja 
de  Mioistros,  Ramou  María  Narvaez.— (Publicada  ea  Ja  Odcdía  de44e  di- 
ciembre de  1867.)  ^^      ,      *i,r:»L'j 


«17.  ,  ,..;-.L  "•; 

Senteneia  (50  de  julio  de  í867.).--Abani)ono  dk  qrí  contra- 
to.—Se  absuelve  á  la  Adaiiaistracioa  de  la  demanda  iaterpuesta 
por  D.  Antonio  Roiz  contra  la  Real  orden  de  25  de  dideinbre  de 
d866;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

1.**  Que  no  fijándose  en  el  pliego  de  condiciones  para  la  con- 
ímta  de  cajones  para  envase  de  tabacos  el  número  determina  de 
cada  una  de  las  dimensiones  señaladas  al  total  de  lo$  cajones ^  no 
puede  suponerse  que  el  contratista  sólo  está  obligado  ¿  mtregar 
.proporcíojialmente  el  número  respectivo  á  cada  ciasen  ni  que  la  Ad- 
ministración falte  á  lo  estipulado  al  reclamarh  mayor  náme^rí^  de 
los  de  una  medida  que  de  los  de  otra,  cuandono  se  impuso  cláusula 
alguna  linUtativa  en  este  sentido,  como  tampoco  reipecto  al  tiempo 
en  que  se  podían  exigir  los  de  cada  dimensión; 

Y  á.**  que  comprobado  y  reconocido  pot  el  propio  contritísla 
^ue  no  solo  faltó  por  su  causa  al  cumplimiento  dé  mobli¿(iciones 
impuestas,  sino  que  abandonó  el  servicio,  es  indudable  qiie  incurre 
€n  las  responsabilidades  señaladas  en  el  pliego  de  <}ondi<^ones. 

Doña  Isabel  II.  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pande  en  primera  y  üoica 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Antonio  Corcueraá 
nombre  de  D.  Antonio  Roiz,  CAjntratista  de  suministros  de  eaione»  de  pino 
para  la  Fábrica  de  Tabacos  de  esta  corte,  demandante;  y  de  la  otra  la  Ad- 
ministración general,  demandada,  y  represantada  por  mi  Fj^al;  sobre 
<jue  se  revoque  la  Real  orden  de  25  de  diciembre  de  486^  que  api^ebó  las 
resoluciones  de  la  Oireccioa  general  de  Rentas  Estancadas,  por  las  que  se 
declaro  abandonado  el  contrato,  disponiendo  que  se  celebrara  naeíva  su- 
basta á  perjuicio  del  asentista: 

Visto: 

Vista  la  Real  orden  de  27  de  noviembre  de  1862  en  que  se  aprobó  el 
Pl^^g^Q  ^^^'^^^^*^'^®*^^**  habia  deservir  para  contratar  en  pública  licita- 
ción ^8,000  cajones  de  pino  que  la  Fábrica-  necesitaba  adquirirnCQü. des- 
tino al  envasQ  de  sus  labores  desde  4."  de  enero  de  1863  hasta  fin  deju- 
^'^  a  n^^»  consignando,  entre  otras  cláusulas,  las  siguientes:  . 
.  ^'  Que  los  cajone*  hablan  de  ser  de  diferentes  tamaños  y  se  dividí» 
rían  al  efecto  en  siete  clases,  marcándolas  por  sus  respectivas  dimensiones 
en  lo  largo^  ancho  y  fondo;  pero  sin  fijar  un  numero  determinado  para 
cada  clase.  . 

^«  Que  el  contratista  habria  de  entregar  en  Fábrica  los  cajones  que 
^^  le  pidieran  por  cuenta  de  su  contrato,  presentándolos  en  el  par^^  que 
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por  cuenta  del  mismo  los  que  necesitase,  pasándole  aviso  anticipado  po^ 
si  quiere  intervenir  en  las  compras  y  demás  gastos  que  se  originaren, 
pagándooste  la  diferencia  de  rtá^or precio  entre  el  de  la  contrata  y  e\ 
efectivo;  pero  si  por  el  contrario  fuerep  construidos  á  mas  bajo  precio,  no 
tendrá  derecho  á  exigir  la  diferencfa*,  áí  indemnización  de  ninguna  clase. 
8/  La  responsabilidad  de  condición  anterior  se  exigirá  del  contratista 
por  Tií'Víft^é  Ipréwfo  y  procedimiento  administrativo,  con  entera  sujeción 
á  lo  disfttréálo  éniei  arl.  II  de.  Ift  ^ey  de  Contabilidad  y  con  renuncia  ab- 
soluta dait^dos  h«  fueros  y  privilegios  parlictilares.  '  '  '  . 
9.'  Si  el  contratista  hiciese  alwndono  del  servicio  s€í  prftd^erá  cofi  áf -^ 
reglo  á  lo  c[i«P"eslo  en  la  Real  instrucción  de  45  de  setiembre  4b)  852, 'na 
qoedaB4a  ja  Háeien^a  obligada  á  pagar  nada  al  contratista  erando  com* 
prase  Aconstruyesé  los  cajoDes  á  mas  bajo  precio,  ni  éste  podrá  escusarse 
de  abq^^r  á  ía  Hacienda  las  (fíferencias  cuando  el  caso  contrario  ocurriera, 
s¡0  máícbmprobant^S  qoe  las  cuentas  justificadas  que  se  le  presentaren^ 
23.  ''E?f  prééio  día  cada  cajón  ^erá  á  la  baja,  tomáridb  por  tipo  máximo 
la  sutt)»  tfé  I7r8i  y  30  céBls.: 

Ví«táJa)Rft»l\ér4en^e  .10 ide  febrero  de  1863  eüqué  ^aprobando  lá  so- 
basta  se  tootjatatijufiicaGtoiitdel  remate  á  favor  de  !>/  Aiatonio  RoiK  por 
precio  de  14  rs  y  95  cent?,  á  qqei  ofreci<5  facilitar  cada  cajón;      ' 

•  Vi|,tífe  la^  jo&i^anfci^  que  poiz  presentó  al  Director  genial  de  Rentas  Es- 
tancadas, en.  3  i  06  octubre  del  ■mismo  año,  manifestando: 

Sue¡¿ti/eí  pliego  de  condiciones  se  fiabia  establecido'  que  él  contratista 
aba'obílgadt)^  CÍTDstrufr  los  enVases  en  los  distintos  tamaños  que  se 
relacionaban  céb  lasflabore^í  '  ^  ^ 

Que  todos  se  subastaron  á  un  mismo  precio,  sí  bien  tenia  mas  p^rdida^ 
con  los  grandes: 

Queestá'bacofístruyebdo  cuantos  se  lé  exigían,  pero  tiotaba  aüelos^ 
pedidos  áe  i-eferian  á  los  de  mayor  tamaño;  lo  cual  podría  provenir  ae  ^ne 
con  los  devueltos  por  las  Administraciones  se  fabricaran  íó^de  rtienor  vo- 
lumen: 

Que  isiémpré  estuvo  en  la  infellgencia  de  que  debía  proporcionar  iguáí 
ntoerb  de  una  clase  que  de  otra:  * 

Y  cOBCÍoy6 pidiendo  que  se  mandase  que  el  Administrador 'dte  la  Fá- 
brica de  Tabacos  reclamara  por  partea  iguales  las  siete  clases  dé  cajones 
hasta  completar  los  98,000  contratados;  y  que,  canotié  que  se  le  exií?iese 
may<>r  número  de  los  grandes,  fuera  con  el  debido  aumento  dé  precio, 
prévla^éKgoíacíon: 

Visto  el  aciferdo  del  Indicaík)  centro 
güienrté^' en  qué  se  dispuso  que  la  Fábricj 
coníltuécióü^e  los  cajones  pequeños,  sin( 
que  le,  develaran  según  lo  permitiesen  si 
oistintámenteenib»  usos  que  ante^  tenia 
tosaí"^ ■•'■''  ■  '^'  ■■  '     - 

IVétafeks  comonicaciODea  qoe  el  Adrainistradot  de  la  Fábrica  pasó  á- 
la  Dirección,  una  en  15  de  enero  de  4864  espresando  que  se  habia  díri 
gidoF'afieonlrélíista  á  fin  de  que  entregase  diariamente  150  cajones  para 
cübi4ri|iSíUecéstdades  del  servicio,  á  que  contestó  que^  como  en  el  con  - 
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traía  no  se  hubia  fijíido  é\  número  diario,  so!o  entregaría  '^'¿:^|íttá  éb  ^ 
de  ju»¡o  éit:iend<vqae  desde  el  iO  del  mes  próximo  anterior  Roí;?  iio  (labia 
«Dtreííado  cajón  alguna  de  los  que  se  le  teman  reclamado^,  f  <||ie  por 
tanto  habiadis(Miesto  construirlos  dentro  del  establecimiento;— y\|a  ter- 
cera en  15  del  mismo  mes  y  año,  en  que  se  hacia  observar  qué  el  término 
de  los  15  diasque  señnlaba  la  condición  7/  del  contrato  para  ptese^tar 
los  cajones  habia  terminado  en  esta  fechi  sin  que  lo  hubiera  veriBcaíÍP, 
y  que  en  su  consecuencia  la  Fábrica  continuaba  haciéndolos,  coaforme  á 
ia  citada  condición: 

Vista  la  Real  orden  de  24  de  junio  de  1864,  por  la  cual  se  mandó  |(|ue 
se  anunciara  en  quiebra  la  subasta  que  se  habia  adjudicado  á  D.  Autómo 
Roiz;  que  se  celebrara  nuefo  remate  por  la  dift^rencia  que  resultase  en- 
tregada de  menos  de  tos  98,000  cajones  contralados  basta  fin  de  juoio  de 
Í866,  sirviendo  de  base  el  pliego  de  condiciones  aprobado;  y  que  se  retu- 
viera al  contratista  le  fianza  prestada  como  garantía  hasta  la  terminación 
úb\  contrato:  . 

Visto  el  escrito  que  D.  Antonio  Roiz  elevó  al  Ministerio  en  8  de  julio 
inmediato  siguiente,  esponiendo: 

Que  sin  embargo  de  encontrar  grandes  dificultades  para  cunmlir  su 
compromiso  por  la  escasez  de  maderas  y  poca  fuerza  de  las  i^^(]qinas, 
habia  procurado  cuanto  le  era  posible  surtir  á  la  Fábrica  de  los  cajones 
necesarios: 

Que  como  hubiese  tenido  que  abandonar  la  corte  por  afgún  tiempo  á 
causa  de  hallarse  enfermo  un  hijo  suyo»  y  el  establecimíeotQ,  oecés^ta^e 
de  surtido  en  ese  período,  se  procedió  por  el  mismo  á  la  compra:  j  coa- 
duyó  espresando  que  se  hallaba  dispuesto  á  continuar  ^1  servicio  religío- 
sámenle,  y  pidiendo  en  su  consecuencia  que  se  suspeodjer/si  J|^ ,  siit^sta 
mandada  celebrar  en  quiebra:  <    i 

Vista  la  Real  orden  espedida  en  el  mismo  dia,  por  la  cual, tomando  en 
consideración  las  seguridades  que  el  interesado  ofrecía,  se  dispuso: 

1  °  Que  se  suspendiera  por  el  término  de  dos  meses  la  celebraeieo  de 
la  subasta  anunciada  para  el  13  de  agosto  por  quiebra  del  contratista. 

^.^  Qxie  desde  luego  se  le  conferia  el  carácter  de  tal,  con  las  condicio- 
nes y  requisitos  de  la  adjudicación. 

3.^  Que  fueran  de  su  cuenta  las  diferencias  resultantes  entre  el  costo 
de  ios  cajones  hechos  por  la  Administración  para  subsanar  la  falta  de  las 
entregas  que  debió  hacer,  y  el  tipo  á  que  remató  el  suministro. 

4.*^  Que  la  espresada  diferencia  se  le  descontara  de  la  cantidad  que 
hubiera  <foe  aboriar le  por  las  primeras  entregas  que  verificase. 

Y  5/  Que  sí  en  el  mencionado  término  de  dos  meses,  ó  después  de 
trascurridos,  viviese  á  incurrir  en  iguales  ó  análogas  faltas  de  Jas  que 
motivaron  la  declaración  en  quiebra,  se  anunciara  al  instante  licetóbra- 
cion  de  la  subasta  que  ahora  se  suspendía,  quedándole  negado  todoxe* 
curso  que  interpusiera  para  detener  el  indicado  procedimiento.         >  ' 

Vistos^  ei  oficio  que  el  Administrador  de  la  Fábrica  remitió  á  laX^ir^* 
cion  en  i9  del  meneíonad)  mes  y  año,  haciéndole  presente  (jue  el  con- 
tratista no  entregaba  él  número  de  cajones  suficientes  á  eubnr  lasatea- 
ciones  que  demandaba  el  creciente  consumo,  y  que  era  la  cau^a  de  que 
n»  se  remitiera  á  las  Administraciones  el  surtido  de  tabacos  elaborados 
giie  se  producían  en  el  establecimiento,  lo  cual  reOuia  en  perjaicíó  d^fos 
intereses  de  la  Hacienda;  y  el  decreto  dado  por  aquel  centro  dlrectívQ  al. 
siguiente  dia,  eu  que  se  previno  á  la  Administración  que  no  admitlerüresp 
cusa  alguna  al  contratista  sobre  faltas  en  el  cumplimiiinto  de'  las  tdüdí- 
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eiqD^$  esi¡pula(|fis;  qiie  si  do  hacia  ias  eatir^^a^  eo  €a¥>Uda4»  ftu&cicBte 
p;^rc^  llenarlas  a  t^nc}ODes  del  servicio,  s^.  construyera^  á  su  costa  los 
cajones  que,  con  arreglo  á  Jos  pedidos,  Jjubiese  dejado  de  entregar;  y  que 
p^ra  todo  lo  demás  se  atuviera  á  lo  preceptuada  eo  la  Aeal  órÚBU  de  8  de 
este  tnisrno  mes  y  año: 

Vista  la  comunicacioo  que  en  6  de  octubre  pasó  el  idminislrador  de 
la  F^ábriea  á  la  Dirección,  raacifestando  que  á  pesar  de  Jas  repetidas  re- 
ctamacíoacs  que  liizo  á  R0Í2  para  que  entregase  los  cajones  que  ae  le  t«« 
nínn  pedidos,  no  había  presentado  mas  que  cantidades  iasigoitícaotes  que 
00  llenaban  el  objeto,  y  por  tanto  que  se  encontraba  en  el  caso  de  obrar 
conforme  á  lo  establecido  en  la  condición  7."  del  contrato,  disponieodo  la 
canstruccion  de  los  envases  por  administración: 

Vistos,  el  anuncio  para  la  nueva  subasta  en  quiebra;  la  diligencia  en 
que  consta  que  tuvo  íuf^ñr  en  2  de  mcirzo  á  favor  de  D.  Leoncio  Mateos, 
como  mejor  postor;  la  Real  orden  de  14  de  este  mismo  mes  aprobando 
el  remate,  y  el  acta  de  la  que  resulta  haberse  puesto  en  posesión  á  Ma- 
teos: 

Visto  el  acuerdo  de  la  Dirección  general  de  6  de  setiembre,  comuni- 
cado al  Administrador  princi))al  de  Hacienda  pública,  prevíniéodole  que 
ai  instante  que  se  conociera  la  cantidad  líquida  de  que  fuera  responsa- 
bte  el  contratista  en  quiebra,  espidiese  despacho  de  apremio  contra  el 
mismo: 

Vista  la  Real  orden  de  23  de  diciembre  de  1866,  por  la  cual  se  aprobó 
la  conducta  seguida  por  la  Dirección  general  de  Estancadas  en  el  asunto 
en  cuestión,  y  en  sn  consecuencia  se  con  Armó  lo  resuello  por  la  misnia: 

Vista  h  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licenciado 
D.  luán  Antonio  Corcuera,  á  nombre  de  D.  Antonio  Roiz,  pidiendo  que 
i>e  reVoqoe  la  mencionada  Real  orden  y  se  le  declare  con  derecho  á  la  in- 
demnización de  perjuicios,  previa  liquidación  del  importe  del  número  de 
cajones* que  tfoire^o  de  mas  de  las  clases  superiores,  y  de  menos  en  las 
inferiores,  devolviéndole  la  fianza: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  con  la  solicitud  de  que  se  consulte  la  ab  - 
solución  de  la  demanda  y  la  confirmación  de  la  referida  Real  orden: 

Considerando  que  no  habiéndose  fijado  eo  el  pliego  de  coDdtciones 
aceptadas  por  el  contratista  demandante  determinado  número  de  cajones 
de  c;ida  una  de  las  dimensiones  señaladas  á  la  totalidad  de  los  98,000  sa^ 
i)astados,  no  puede  suponer  aquel  que  solo  venia  obligado  á  entregar  pro- 
porcionalmente  el  número  respectivo  á  cada  clase,  ni  que  la  Administra- 
ción haya  faltado  á  las  condiciones  estipuladas  al  reclamarle  ipaayor  nú- 
tnero  de  los  de  una  medida  que  de  otra,  cuando  no  se  impuso  cláusula 
alguna  limítatiya  en  este  sentido,  ni  respecto  ai  tiempo  eo  que  pi^ia  e»gir 
ios  de  cada  dimensión: 

Considerando  que  dada  por  la  Administración  esta  intelif^eDcia  al 
<ODt<*ato,  nuevamente  lo  aceptó  D.  Antonio  Roiz  al  solieitiiif  en  $  de  juHo 
de  \^^i  la  continuación  de  sus  compromisos  con  suspensioD  de  la  subast^i 
én  quiebra  anunciada  por  la  falta  de  cumphmientode  su  parte,  recayendo 
en  su  virtud  en  la  propia  fecha  Real  orden  accediendo  á  su;  soíieitud^  por 
fodo  To  cual  no  le  ei  dado  ahora  atribuir  gratuiumente  otra,  inte ligáocia 
al  contrato  que  la  natural  y  g^nuina  que  se  desprende  de  suseláusulas 
terminantes; 

T  considerando  que  se  halla  comprobado  y  hasta  reconocido  por  el 
propio  contratista  que  no  solo  faltó  por  su  causa  al  eumplimiontQ  df  la 
obligación  qtie  se  habia  impuesto  eo  la  condición  3.^,  síqo  que  también 
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Ckififaraiáii4dik)e€0B  Jo-eongultadopor  i«  Sala  da  lo  €oalni^o0oi«4ii,T 
GoDsejode  Estado,  YeDgo  en  absolver  á  la  AdaaÍDÍsIrackm/deiaiieataúiMI 
y  eDooftinntr  (aftaaiárdeD  inf»ptigoada.  'u^  >^  Ti  o*  í«.^ 

Dado  en  Sed  IldéfoDsa  á  (reiota  de  julio  de  nal  •ohoSSetttie  sÉ8«Étt>f  ^ 
siete.— Esté  rubmado  de  la  Beal  mano.— El  Presidente  éd  Cml^  á^ 
Ministros,  Remes  liarla  Naryaez.D  »    n    müasc» 

PublicácíoD.^Leido  y  punteado  el  aotertor  Real  decreto  iNr^ipí^ 
Secretarle  accidental  def  Consejo  de  Estado,  haliáQ<tose  celebraiidd  n«M 
diencia  pública  la  Sala  de  lo  Cootenctoso,  acordó  qae  se  ten^"COfoaii«9t«i' 
lueionfioal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  naa  á  iot 
mismos;  se  notifique  eo  forma  á  las  partes,  y  «e  inserte  en  la  fiácdn;  da 
que  certifico.  *  ííi  ni  £;,v 

Madrid  i5<ie  setiembre  de  1867.— José  de  €rijalva.-^Püblicadae«b 
Gaceta  de  4  de  diciembre  de  4867.)  :   v^Jm^Jí* 

III III  lili    11^  . 

Sentencia  (30  de  julio  de  1867.).— CorfSTRtcdttrtr''DÍ**  ^a 
GASA.— Se  cónGrina  en  su  parta  resolutiva  la  sentencia  del  Consejo 
provincial  de  Guipüzco^  en  el  pleito  seguido  por  el  Ayuntamiento 
de  Tolosa  y  D.  Aeensio  Otegui  con  Üona  Dolores  Saocbez  ArjPQt 
de  Vivanco,  y  «e  rewielve:  o  >uii  ^^  i;^  íí» 

Que  mandó  m  se  presenta  ningwi  titulo  ó  derecho  de^séniMM^ 
bre  ó  de  otra  clase  por  el  que  un  particular  puedaHnpedtrla^obra 
de  otro  particular,  ni  tampoco  el  Ayuntamiento  del  píieblo  presenta 
reglamento  ú  otra  disposición  que  autorice  la  prohibición  qu)e  trata 
de  imponer,  debe  ser  libre  la  edificación,  la  cual  quedará  sujeta, 
si  el  Ayuntamiento  proyecta  y  ti^ne  formado  un  plan  de  ensiunche 
ó  rectifuíaciati  de  las  caUes,  á  las  reglas  y  presGripeiones  generales 
establecidas  para  UUes  cases. 

Deda  Isabel  H,  etc. 

«Bb  el  fieito  pendiente  en  el  Consejo  de  Estado,  en  grado  de  apelacída 
entre  partes,  de  ia  una  el  Licenciado  D.  Cándido  Nocedal,  á  qnien  dfs- 
poes  sustituyó  ei  de  igual  clase  D.  Ramón  de  Nocedal,  en  nombré  de 
Don  Asensio  Otegui  j  del  Ayuntamiento  de  Tolosa,  protkmiá  de  'Guipfo* 
coa,  apelantes;  y  de  la  otra  el  Doctor  D.  Pedro  Gomeaí  de'  la  «Serna;  ea 
nombre  de  Dit^  Dolores  Sánchez  Airona  de  Vivanco,  apehrdai  sobré^coos 
truccien  de  una  casa:  » 

•      Visto:  '.:.,.  ,.,•  '  .,  .     . 

Visto»  los  antecedentes,  de  los  cua  les  resulta:  ^ 

Que  D.  Ramón  Vivanco  y  Yun,  marido  de  Deña  Dolores  Sanchéi  Ár* 
joña,  posee  en  la  villa  de  Tolosa  una  casa  euya  parte  lagaera  áe  di  é  c(h 
tíocer  á  veces  en  este  espediente  con  el  nombre  de  Tejavana,  sita  en  ia 
calle  del  Correo,  señalada  con  el  núm.  89  antiguo,  35  moderno,  limitada 
al  Oriente  por  el  antiguo  callejón  de  Boleo,  qne  servia  dé  Comutoicac ion 
entre  la  ptaiáoela  de  la  Verdura  y  la  calle  de  (a  Lechuga  y  separaiba  las 
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cuÉftAnfaiioritodfll  Gerreo  de  Us  de  la  ealie  lk]rois4M  «irli  «cftQaHdicl^ 
fofiHHB^iieaMiniia  flétn.  i2,  por  haber  si^  ««rr»d^iiMi0itta  tr  Suf  el 

callejos  de  Beléo  por  ta  edificación  que  eo  1806  hizo  Dona  Josefa  [rapeta » 
p#ó»iaMi^Hrm6idade4Ayuma«)ieBt(i,  f  por  ia&qiwa»itM#.faaa  heeho 
tk^ium  ñ^uitáñ  Olapo  y  D.  Jttao  Arbiaui: 

Que  ea  27  de  julio  de  1863  los  vecinos  de  las  casas  ntoeros  14^  16 
yMS  de  la  etá^  Mayor,  t  y  4  de  la  plaauela  de  la  YiarduKa^  noticiosos  de 
queat^int  i  ia^ntar  i  mayor  altura  la  parle  zapera  de  h  aMOCfoneda 
casa  núm.  30  ariTiguoy  35  moderno,  acudieron  al  AyunUMoimlo  pidién 
dolé  ipieira  lo Kroosf oliera,  y  esta  corporacioo  pasó  su  solicitad  á  intonne 
deao  Aiqwteefa,  quien  consultó  que  ea  efecto  la  constcuecioo  qae  se  in^ 
tes«s6a*pearjiidi€ana  ó  las  demás;  quaeo  sf  úoisma  carecería  de  bneoas 
coadiaiúAes  da  lúa  y  tenÜlacioB,  y  que  las  reglas  da  la  Arquitectura  le- 
gal niarcaJNin  las  distaaeia  de  16  pies  para  a^&saf  ó  levantar  edificios  que 
estén  en  las  condiciones  en  que  se  halla  la  parte  zaguera  del  «preoitado 
ediíUio;^  dicüatei)  que  se  convirtió  en  decreto  del  ^yaatamianto  en  1.**  de 
setiembre  del  mismo  año: 

Que  en  24  de  julio  del  año  siguiente  de  1861  Doña  Dolores  Sánchez 
Arjona,  autorizada  per  su  marido  et  Erlgadlet  de  artillería  D.  Ramón  Vi- 
vaneo,  solicitó  del  Ayunlamienlo  qu£  Ja  dejase  levantar  la  parte  (ie  su 
casa  de  queda  hecho  mérito  á  la  altura  del  resto  del  edificio;  y  habiendo - 
49^8  en  su,,9Qn8ecuei^cíar  pedido  informe  al  Arquitecto  munijQipal,  Jo  eva- 
cuó é^te. man  i  restan  do  que  la  obra  proyectada  quitaría  luz  y  ventilación  á 
las  casas  situadas  á  uno  y  otro  lado  déla  calleja  de  Belén;  y  el  Ayunta- 
miet)lo,  confociiiándose  con  el  espresado  dictameD,  acordó  en  2  de  agosto 
de  1^64  denegar  la  solicitud  de  D4)ña  Dolores  Sánchez  Arjona,  alzándole 
en  su  consecuencia  la  misma  Dc»ña  Dolores  del  referido  acuerdo  ante  el 
Gubariutdpr  de  fa  provínda,  quifoi  después  de  oír  al  Ayaalafniento,  al 
Conaeíp  provine^h  é  la  Juatade^nid^d»  ^1  Arquitecto  provincial,  y  al 
ii^unicip2|l,  y  de  adoptar  algunos  medios  de  conciliación,  aunque  sin  re 
sul.tado,  ¿e  conformo  en  15  de  noviembre  de  1865  con  el  dictamen  del 
Consejo  y  Arquileclo  provincialj  y  declaró  que  no  debía  prohibir  á  Doña 
Dolores  Sánchez  Arjona  de  Vi  vaneo  la  ejecución  de  la  obra  proyectada; 
dejando  á  salvo  los  derecho?»  que  pudieran  asistir  á  los  dueños  de  las  casas 
contiguas  J)ara  oponerse  en  virtud  dealguaa  servidumbre,  y  al  del  Ayun- 
tamiento efe  promover  un  espediente  de  expropiacioo: 

Y  por  último,  que  contra  esta  providencia  se  alzaron  para  ante  el  Mí  - 
nisterio  de  la  Gobernación  D.  Áseoslo  Otegui  y  tres  propiataríos  mas,  y 
el  Ayuntamiento  de  Tolosa,  elevándose  sus  instancias  á  la  Superioridad 
coa  el  dictamen  del  Consejo  provincial,  y  recayendor  sobre  ellas  la  Real 
orden  de  J  3  de  marzo  de  1866^  en  la  que  se  declaró  que  la  providencia 
del  Gobert)ador  causó  estado  en.la  vía  gubernativa  y  solo  ara  reclatnable 
en  la  Via  contenciosa. 

VJstala.íjemanda  presentada  por  el  Uoeocíado  D.  Miguel  da  Sarasola 
ante  el  Consejo  provincial  de  Guipúzcoa,  á  nombre  de  D  Áffi^nsío  de  Ote^ 
gui,  vecino  de  Tolosa  y  propietario  de  la  casa  número  14  de  la  calle  Ma- 
yor de  la  misma  villa,  á  la  que  después  se  adhirió  en  uu  todo>«l  referido 
Letrado,  á  nombre  también  del  Ayuntamiento  de  la  espresada  villa  de 
Tolosa,  solicitando  que  con  reserva  al  primero  desús  representados  de  ia;^ 
acciones  civiles  que  le  competan  por  servidumbre  ú  otros ;eoBcept08,  se 
Invocase  la  precitada  providencia  gubernativa  y  se  mandase  llevar  á  efecto 
«*1  acuerdo  del  Apuntamiento: 
'     Visto  el  escrito  do  contestación  presentado  por  el  Procurador  D.  Juan 
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Migiial  OtemÍD,  á  nombre  y  en  virtud  de  poder  de  D.  Bartolomé  ArgaHa, 
vescint)  áé  Legárrela,  en  concepto  de  apoderado  de  Di^ih  ü41brfes**Síífl<ííiez 
Arjona  de  Vivanco,  esposa  de  D.  Ramón  Vivanco  y  Yun,  con  la  pfr^bbiííi^b 
de  que,  desestimándose  con  espre.sa  condenación  de  costas  la  demanda, 
se  coDÜrme  la  providencia  apelada  y  se  declare  al  denandante  responsa- 
ble de  los  daños  y  perjuicios  que  ocasionó  á  sn  representada  desde  que 
inició  su  oposición  á  fines  de  julio  de  18fi3: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  en  los  que  las  partes  insistie- 
ron en  sus  respectivas  pretensiones:  -íti.,^ 

Vistas  las  pruebas  aducidas:  ^  \j  *^  .  T 

Vista  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  provincial  de  Oúípu'zGQ?í,  jpor 
la  que  se  confirmó  \ú  providencia  gubernativa  de  15  de  noviéñfíbré*  de' 
1865,  pero  sin  declarad  ó  hacer  á  los  demandantes  respodéables  de  lóS 
¿Huns  y  perjuicios  no  comprobado:?  en  este  espediente,  y  sin  <i6nfféíiiaírios 
en  las  costas:  '  ' 

Vistos,  los  escritos  en  que  el  Licenciado  D.  ^ií,'uel  de  Sai'^oki  inter- 
puso el  recurso  de  apelación  para  ante  el  Consejo  do  Estado,  cm  e|  de 
nulidad,  á  nombre,  prifnero,  de  D.  Áseoslo  de  Ote^ui,  y  del  Ayunta-, 
miento  de  la  villa  de  Tilosa  después;  y  los  autos  de  29  de  agostoy  1.*  de 
sefií^rabre  de  1866,  en  los  que  les  fueron  admitidos: 

Vistos  los  escritos  presentados  por  el  Lijceociado  D.  GándiftO  'Ndíeíial ' 
en  28  de  octubre  de  1866  y  2  de  enero  de  1867,  en  el  primero  de  los 
cuales  mejoró  Ib  apelación  á  nombre  de  D.  Asensio  de  Oteguí^'y  en  ^  del 
precitado  Ayuntamiento  en  el  último,  con  la  solicitud  de  que  se  reVoquíie 
]a  referida  sentencia  y  se  disponga  que  se  lleve  á  efecto  el  acuerdo  toma* 
do  por  el  Ayuntamiento  en  2  de  agosto  de  186i»  y  se  ,condeue  eu  las^cps: 
tas  á  Doña  Dolores  Sánchez  Arjona  de  Vivanco:  ^ 

Visto  el  escrito  de  contestación  presentado  por  el  Dr.  D.  Luis  Gómez 
de  Terán,  á  nombre  de  Doña  Dolores  Sánchez  Arjona  de  Vivanco,  solici- 
tando la  confirmación  de  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  provina^l  de 
Guipúzcoa,  y  que  se  itnpusieren  además  á  los  apelantes  las  costas  de' am- 
bas instancias  y  la  obligación  de  resarcir  los  diños  y  perjuicios  orijgiinados 
desde  2  de  agosto  de  1864:  ;"  " 

Considerando  que  D.  Asensio  Otegui  no  ha  acreditado  ningún  lítulp  6 
derecho  de  servidumbre  ni  de  otra  clase  para  impedir  la  obra  que  bofla 
Dolores  Sánchez  Arjona  intenta  ejecutar  en  su  propiedad,  ni  el  A'yUñla- 
ininnlo  de  Tdosa  ha  invocado  un  reglamento  ú  otra  disposición  qMe  au 
torice  la  prohibición  que  pretende  imponer  á  la  segunda:         ^      '      / 

Considerando  qué  si  dicha  corporación  proyecta  ó  tiene  tórp^tó  ún  ^ 
plan  de  ensanche  ó  fectificacion  de  las  calles  de  la  pob'acíori,  la  njíievá 
obra  de  la  demandada,  así  como  toda  su  casa,  quedará  sujeta  á  Ja^feíjljas 
y  prescripciones  generales  establecidas  para  tales  casos;  .7^      ' 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Cón^endloso.^él 
Consejo  dé  Estado,  Vengo  en  confirma!'  la  sentencia  apétala  éíísiij)arie 
resolutiva.  '  ,* '  "'^^']^  \  ,  .'"t 

Dado  en  San  Ildefonso  á  30  de  julio  de  1867  —Está  rubricattí^  cí^jl^Bi^í, 
mano.— ElPresidenle  del  Consejo  de  Ministros,  Himoá  M^ría¡l^jrjVtój^'n,. 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  parj^i^ 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estad),  hallándose  cel^bri^m  i^mm  ,, 
cia  pública  la  Snla  de  lo  Contencioso,  acordó  que  s-í  tenga  cooio;  ^és^^ví-J,.. 
cion  final  en  la  itístanci^  y  autos  íí  que  se  refiere;  que  se  u^'áias'j#^- 
mos;  se  notifique  en  fonm  á  las  pirtes.  y  se  inserte  en  la  Gacéff^á'e^i^f , 
certifico.  ,  .    "  7, 
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■  SÍá^cid  ^  di? setiembre  de  1867.— José  de  Grijaiva. — (Pablicíi'ia  en  U 
f^fi^^^/^.d^Me4^GíeH)b^e  de  1867.)  i  .         * 


«19. 


Aulorizaeion  {iO  de  noviembre  de  1867.).— Falsedah,— 
Se  declara  iao^es^ria  la  autorizacioa  del  Gobernador  de  la  previo» 
*ia  de  Burgos  al  Juez  de  primera  instancia  de  Miranda  de  Ebro, 
para  procesar  á  D.  Hermenegildo  Nieva,  Secretario  que  fué  d^ 
Ayuntamiento  de  Santa  María  de  Rivarredoada,  y  se  resuelve: 

i  .**  Que  la  matricula  d¿  subsidio  industrial  y  de  comercio,  par* 
tenectiált  clase  de  listas  cobratorias  i  que  se  refiere  la  excepción 
iíel  núm,  8/  delart.  10  de  la  ley  de  Gobiernos  de  provincia,  y  en 
tal  éíñióéplo  los  Jueces  de  primera  instancia  pueden  proceder  libr^^ 
mente  contra  los  funcionarios  de  la  Aiministr,acion,  sin  necesi^A 
de  piiívia  mtorimdon,  por  las  falsedades  que  se  le  denuncien  conM^ 
iidas^n  ella; 

Y  é.°,  queel  Juzgado  ordinario  debe  también  conocer,  sin  necc^ 
¡iidmtde^^pi'évia  autorization  de  la  suplantación  de  firma  que  se  íut» 
vierta  en  una  carta:  particular ,  que  es  un  documenta  privado,  y  (¡m 
hubiese  cometido  un  Secretario  de  Ayuntamiento,  por  masqutm 
dicha  carta  jse, tratase  de  asuntos  ó  materias  municipales. 

aElu^el  espediente  iioe  el  Gobernador  (Je  la  provincia-  de  Burgos  so$« 
tiene  qu¿  es  necesaria  la  previa  autorización  para  procesar  á  0.  HenneQ^^ 
^Mo  Nieva,  Secretario  que  fué  del  Ayuntaímento  de  Sauta  Mtría  de  Ri-^^ 
varredon^ía^  contra  Ja  opiüioQ  del  Juez  de  primera  instancia  de  Miraa^^^ 
'ie  Kl^r<í  que  entiende  lo  contrario,  y  del  <íual  resulta: 

Q.ie  á  consecuencia  de  lo  mandado  por  la  Audieucjade  Burgos  en  ca^-* 
sa  crirnmal  seguida  contra  el  espresado  Secretario  por  el  delito  de  suplan- 
tacion  dé  fírmas,  se  sacó  el  oportuno  testimonio  de  ciertos  particuiareü 
contenílos  en  el  escrito  de  denuncia  en  que  se  indicaba  ía  perpetración  d^ 
nur^yas.^falsed^des,  las  cuales,  seguu  declaración  de  D.  Román  Moreno,  ei:^ 
Alcajdé  dé  ftivarredonda,  que  era  el  acusador  privado,  consislian  en  lo  5t-» 
suieiit^ié.-í;'.^ 

Q^re  éí  Secretario  Nieva  habia  suplantado  la  Grma  del  denunciador  efk 
la  f.^rmacionde  la^  matricula  del  subsidio  industrial  correspondiente  al  aaa 
i\e  |t^í/f  éo  qué  aquel  fué  Alcalde;'y^demi5,  en  una  carta  particular  im* 
^ida^a'btí  Atjogkdo  de  Burgos,  en  dos  libramientos  á  favor  del  mismo  de^* 
nuockdp  V  otro  sujeto,  y  en  el  nombramiento  de  los  individuos  de  la  Junl^ 
iocáía|Xn$^ruccion  primaria,  cuyos  documentos  todos  obraban  en  las  ofi^ 
ciéW^aér Gobierno  dé  provincia:  '  . ' 

ojié]  réóíaniados  e<tos  por  el  Juzgado,  el  Gob^ráadop  remitió  la  carU 
de  fíftí^le^  l|á  babtado  y  la  matrícula  de  contribución  industrial  y  de  ca^ 
mer¡:fo^,_.qp  ^¿ viando  los  demás  por  no  haberse  encoiitrado;  y  reconocidas 
{lortí^rrídsQiíligrafos  que  los  cotejaroá  con  piros  de  letra  iolubitad.i,.^ 
viÓ  (fie  ta  firma  dei  Alcalde  había  sido  suplantada  por  el  Seóretario  Nitívs^: 

Q'ieá  estas  denuncias  añidió  otra  análoga  el  ex-Alcalde  Moreno,  y 
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acumuladas  todas  se  acorde  par  el  Juzgatio,  jde  oaorara^td^d^owíddicti- 
men  del  Promotor  fiscalt  dirigir  desde  iu^o  el  ^|»roeedJf|^ifjjt¿)  u^ 
Secretario  Nieva,  limitándose  á  dar  coooci míenlo  al  Gob^i^n^t^j^qC^i^jtjpr- 
vincia,  puesto  que  los  delitos  que  se  imputaban  al  Secretario  eran  aWoos 
al  ejercicio  de  funciones  administrativas:  '  ^    aJ 

Que  el  Gobernador  oyendo  al  Consejo  provincia!,  oóolefitó  al*  ítíéÉ  <jije 
con  suspensión  de  todo  procedimiéoto  solicitase  la  previa  au^rízacren,  y 
se  fundaba  en  que  el  pueblo  de  Rivarredonda  el  Secretario  del  A)[oá'amí<^D- 
lo  lo  era  á  la  vez  del  AJcalde,  según  elart.  ^de  I»  ley  idé  AyüDtBiWeíifns, 
y  en  que  el  Secretario  debia  intervenir  eu  la  esteostón  7  fei^m^Hdl^  á^  los 
documentos  referidos,  y  solo  con  carácter  oíicial  pudo  cotíoeter  Jas  orifica- 
ciones que  se  le  imputaban: 

Que  el  Juez,  en  su  virtud,  oído  el  Promotor  fiscal,  d\&  podteriormeDle 
auto  declarando  innecesaria  la  autorización;  y  consultado  cotí  la  Audiencia 
del  territorio,  se  aprobó  en  cuanto  á  la  suplantación  de  firmas  en  la  carta 
y  en  la  formación  de  las  listas  de  matrícula  de  subsidio,  lo  ptimero  porque 
la  carta  era  un  documento  enteramente  privado,  y  lo  segtítido  por  ser  un 
delito  espresamenfe  esceptuadó  de  la  garantía;  mandándose  al  mismo 
tiempo  que  el  luez  pidiese  la  autorización  para  prooed«r6^tfa  el  Secre- 
tario por  las  otras  falsedades,  en  razón  á  que  las  h€á>ía  cometido  taliéndd- 
se  para  ello  de  su  carácter  oficial: 

Visto  el  art.  10,  núm.  8.*  de  la  ley  vicente  para  eiifobiernb'y  wimí- 
nistracion  de  las  provincias,  según  el  cual  no  será  necesaria  la  autoriza- 
ción para  procesar  á  \ofi  empleados  públicos  que  cometan  el  delito  de  fal- 
sedacf  de  listas  cobra  lorias:  . 

Considerando  que  el  documento  que  se  supone  ftilso,  ó  seafa  nialTícola 
de  subsidio  industrial  y  de  comercio,  pertenece  á  la  clase  de^^ídta^  cdbra- 
torias  á  que  se  refiere  la  escepcion  de  la  ley  de  gobiernos  de  provincia,  y 
en  tal  concepto  el  Juzgado  puede  proceder  libremente  en  averíguacioD 
del  delito  denunciado: 

Considerando  que  lo  mismo  debe  decirse, 'aunque  por  razón  distinta, 
de  la  suplantación  de  firma  que  se  notó  en  la  carta  ,  porque  esta  es  un 
documento  privado  y  sin  ningún  carácter  olictal,  aun  cuando  sestipusiera 
que  tratase  de  asuntos  ó  materias  municipales: 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  declarar  innecesaria  fa  autori- 
zación de  que  se  trata. 

Dado  en  Palacio  á  diez  de  noviembre  de  mil  ochocie«t<M  «esenta  y 
siete. — Está  rubricado  de  la  Real  mano. --El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  7 de  di- 
ciembre de  1867.) 


«50. 


Auiorizaeiaia  (13  de  noüiembre  de  1867.).— -D&TcifcKw  ar 
bitRaria.— Se  confirma  la  ne/<aliva  dd  Gobernador  de  la  provin- 
cia de  Guadalajara  en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Atienza  para  procesar  á  D.  Jerónimo  ^tieuza, 
Alcalde  de  la  villa  de  la  Toba,  y  se  resuelve:  ^ 

Que  no  puede  reputarse  detención  arbitraria  la  orden  dada  por 
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un  Alcalde  de  qu^  se  espere  en  la  casa  de  Ayuntamento  un  pastor 
^  qmm^t^ml  encontró  con  unas  cabras  causando  daño  en  unsem- 
irútíoiy  qué  dice  no  saber  quién  era  el  'étieño,  Ínterin  vienen  otros 
palores  para  ver  si  se  averigua  la  verdad. 

Ed  ei  espediente  eo  aue  el  Goberoador  de  la  provincia  de  Guadalajara 
ha  ^Qgadoal  Juez  4e  primera  rastnocia  de  Atíeoza  la  autorización  para 
{trócela r  áiX.  Jer^toioio  Atieaza,  Alcalde  de  la  villa  de  Toba,  por  deten- 
ciá>o  ^r|»iiraria,  y  del  cual  resiiita: 

Que  e4, referido  Tenteote  Alcalde  eoeontró  cuatro  cabras  causa&do 
do  no  ^0  la  posesión  de  uu  vacino  el  12  de  marzo  úttíiDo,  y  coa  objeto  de 
f^ber  Quiéo  era  sutlueñp  para  impooerle  multa,  lo  prfegunió  á  un  pastor 
que  estaba  próximo  con  su  rebaño;  pero  como  le  conténtase  que  lo  igno- 
raba, le  encargó  que  las  cuidase  y  detuviera  ha^ta  nueva  orden: 

(¿ue  el  dfa  siguiente,  y  ora  de  las  ocho  de  la  mafíana,  el  Teniente  Al  - 
caltie  avisó  al  pastor  para  que  se  presentara  en  la  casa  de  Ayuntamiento; 
y  habiéndolo  veriíicado,  le  interrogó  si  sabia  ya  quién  era  el  dueño  de  las 
«abras^  y  en  casa  de  que  do  lo  digese,  que  pagara  en  papel  una  multa  de 
16  reales;  á  loqu«  el  pastar  contestó  que  las  cabras  se  fe  habían  marchado, 
DO  telenda  noticia  del  dueño;  y  en  su  vista,  ei  Teniente  Alcalde  le  man- 
dó que  permaneciese  en  el  local  basta  que  viniesen  los  demás  pastores  y 
se  averiguase  la  verdad; 

Qu^  la  4eieiicioD  del  pastor  duró  desde  las  ocho  de  la  mañana  hasla  las 
dos  de  la  larde,  á  cuya  hora  se  marchó  por  orden  del  Tenieute  Alcalde;  y 
cou  estos  ajOtecedentes  el  padre  de  dicho  pastor  acudió  en  queja  al  Juzgado 
de  primera  instancia  denunciando  la  detención  sufrjda  por  su  hijo  y  cali- 
toindoJa  de  arbitraria: 

tíue  admitida  la  denuncia  y  practicadas  las  oportunas  diligencias,  el 
Jue¿,  cido  el  'Promotor  tíscal,  modificó  su  primer  acuerdo  en  el  que  de- 
claró, iuuecesaria  la  autorización,  y  solicitó  este  requisito,  fundándose  eu 
que  el  Toeiente  Alcalde  se  estralimitó  de  sus  atribuciones  ordenaaéo  lu 
detttDeioa: 

Por  último,  que  el  Gobernador,  de  conformidad  con  el  dictamen  del 
CoD6e}o  proviociul,  negó  la  autorización,  porque  la  detención  de  que  se 
trata  no  fué  ni  puede  calificarse  de  arresto,  toda  vez  que  el  Teniente  Al- 
cakie  se  hmué  a  mandar  al  pastor  que  esperase  en  la  casa  de  Ayuntamien- 
to) ia  llegada  de  los  demás  pastores,  sin  que  esto  lo  hiciese  con  carácter 
de  pena: 

(:^QDai deraudo  que  de  las  actuaciones  practicadas  y  declaraciones  reci- 
bii  iisse  desprende  con  fundamento  que  ei  supuesto  delito  de  detención 
arbitraria  imputado  al  Teniente  de  Alcalde  no  merece  tal  calificación, 
poique  todo  se  redujo  á  mandar  que  el  pastor  esperase  en  la  casa  de  Ayun- 
taiiiieuto  y  á  presencia  del  mismo  Teniente  Alcalde  la  llegada  de  los  demás 
^'li  stores: 

Considerando  que  esta  medida  de  policía  administrativa  fué  dictada  á 
consecuencia  de  los  recelos  que  el  funcionario  público  abrigaba  de  que  el 
referido  pastor  no  hubiese  dicho  la  verdad,  y  que  tal  vez  fuese  él  mismo 
qtiiffl  hubiera  llevado  las  cabras  al  sembrado; 

Conformándome  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  astado.  Vengo  en  confirmar  la  negativa  del  Go- 
bernador. 

Dado  en  Palacio  á  trece  de  noviembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.  —El  Presidente  del  Consejo  de 
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Mioistroí?,  Ramop  María  Narvaez.— (Publicada  eo  h  Gaceta  de  7  de  di- 
ciembre de   1861)  -^  '  -      ;   ,.r.  .:.)P^M-f<.HÍr?^.' 

^^^    .  ..    f.   -■.':'' H»'iq  ti oi.DüJijqii' 

»    ■  ■  -^OM.  .  ■       .   :    ,■-('•-..  jtíí'Li^.íj'n  " 

/%iitoi«izaeiou  (17  de  7wviembre  lie  1ÍÍ67.).— p^Vjf^Atp^^^^ 
EN  EL  RAMO  DE  coNSLMos. — Se  coüGmia  la  negativa  c)el  íipfeerAa^oii 
de  la  provincia  de  Granada  en  la  autorizaciop  solicitada  f)ér  ¡e^lrJHez 
de  Hacienda  de  la  misma  para  procesar  á  D.  Nicolás  Benavides, 
Alcalde  que  fué  de  Alhendin,  y  se  resuelve: 

Que  cuando  del  espediente  no  aparece  que  ttn  Alcalde  hajja  eje- 
rutado  acto  alguno  en  cooperación  de  ¡a  defraudación  cometida  en 
los  derechos  de  consumos,  no  puede  reputársele  cómplice  de  dicho 
delito  con  arreglo  al  art.  13  (leí  Código  penal. 

En  el  espediente  en  que  el  GoberDador  de  la  provincia  de  Granada  lia 
negado  al  Juez  de  Hacienda  de  la  misnia  la  autorización  para  procesar  á 
Don  Nicolás  Benatides,  alcalde  que  fué  de  Alhendin  ,  porsuponerje  C45m- 
pljce  en  la  defraudación  en  los  ramos  de  consumos,  del  cunir^SfUrja,::: 

Que  D.  Francisco  Ortega  Romero  en  31  de  diciembre  de  I866jdenua'- 
ci^  al  Juzgado  el  hecho  de  que  D.  José  Ruiz  Romerp,  arrendatario  dé  ios 
consomos  del  pueblo  de  Alhendin  ,  ha^ia  vendido  desde  principio  de  julio 
de  aquel  año  el  Iücído  á  40  cuartos  y  el  aceife i  24,  sin  embargo  de  gúe, 
conforme  á  las  condiciones  de  la  subasta,  debió  y,enderse:el  pcimer  ar- 
tículo á  25  cuartos  y  el  segundo  á  20:  1^,    »V 

Que  instruida  la  oportuna  causa  criminal ,  declararon  varios  testigos 
que  eran  ciertos  los  hechos  alegados  por  d  denunciante;  y  el  Alcalde  que 
en  el  mes  de  julio  no  se  habia  vendido  el  aceite  ni  el  tocino  á  los  precios 
indicados: 

Que  según  una  certificación  acumulada  á  las  actuaciones*,  a^^jfegue 
el  Ayuntamiento  de  Alhendin,  en  virtud  de  lo  establecido  en  laf  cóp/líci'»- 
nes  de  la  subasta,  acordó  en  23  de  julio  de  1866  autorizar  al  postor  para 
que  vendiese  el  tocino  salado  á  38  cuartos  y  el  aceite  al  precio  qiie  tuviese 
en  la  capital,  y  aunque  quedaba  al  propio  tiempo  <>bltgado  el  pist^^  in- 
demnizar al  vecindario  en  el  caso  de  que  este  acuerdo  no  fuese  ppcdba^o 
por  la  Superioridad ,  no  hubo  lugar  á  hacer  efectiva  aquella  obiigooioD^ 
porque  la  Diputación  provincial  aprobó  dicho  acuerdo  en  9  de  fejgfrij^o^el 
presente  ario:  >       : .    " 

Que  el  denunciante  D.  Francisco  Ortega  solicitó  que  se,  cap<tig?i^¿al 
Alcalde  y  demás  Concejales  del  bienio  anierior  por  haber  impuesto  y  co- 
brado un  arbitrio  sin  estar  autorizado  para  ello  por  la  Superioridad: 

Que  el  Promotor  fiscal  de  Hacienda  pidió  el  sobreseimiento  en  laTaíi- 
sa,  Tnrrdándose  en  que  no  debia  castigarse  un  pequ«»ño^aiifneh'lo-%h  «t 
precio  en  detertninados  días,  cuando  en  el  resto  del  año  habia  sido  R)tívv»r 
coD  pe rm i80  de  la  an toridad :  <  >:    \ )       » 

Que  el  Juez  de  Hacienda,  no  conformándose  con  ei  dictáfff0^üsc»ív 
solicitó  In  competente  autorización  para  procesar  al  Alcalde  de  AJheo'^in, 
en  razón  á  que  el  delito  imputado  al  postor  era  el  de  defraudación  r<^B 
perjuicio  de  terrero,  definido  en  el  artículo  459  del  Código  pena!»  yi^l  Al- 
calde había  sido  cómplice  en  aquel  delito  por  haberlo  consenliido  y  Wera^ 
do,  según  el  mismo  habia  declarado,  sin  que  fueran  aplicables  ajearlas 
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escepciohes  contenidas  en  el  párrafo  octavo  del  art.  10  de  h  ley  de  25  de 
setiembre  de  1863: 

Que  el  Gobernador  de  la  provincia  ia  denegó,  porque  aprobado  por  la 
Diputación  provincial  el  aumento  en  el  precio  de  ciertos  artículos  sujetos 
á  consumo,  habia  desaparecido  toda  la  responsabilidad  que  acerca  de  este 
puDto  pudiese/ fifectar  al  Alcalde  Benavides: 

Visto  elpym.  459  del  Código  penal,  que  declara  culpable  al  que  de- 
fraudase ó  perjudicase  á  otro  usandio  de  cualquier  eng:mo  que  no  se  halle 
espresadaeo  los  artículos  anteriores: 

Vistto^ef  art*  la  del  mismo  Cótligo,  según  el  cual  son  cómplices  los  que 
no  hallándose  comprendidos  en  el  arlículo  anteiior  cooperan  4  la  ejecu- 
ciaD  del  hecho  por  actos  aoteriores  ó  simultáneos; 

Considerando 
\  ,^    Que  la  autorización  pedida  por  el  Juzgado  se  circunscribe  al  pro- 
pósito de  proceder  contra  el  Alcalde  D.  Nicolás  Benavides  por  suponerle 
cómplice  en  el  delito  de  defraudación. 

2.°  Que  no  apareciendo  haber  ejecutado  el  referido  Alcalde  hecho  al- 
guno en  cooperación  de  aquel  delito,  no  puede  reputársele  cómplice  en  el 
nriismo  con  arreglo  al  citado  arl.  13 del  Códi^'o  penal; 

De  conformidad  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confiímar  la  negativa  del  Gober- 
nador en  cuanto  al  objeto  para  que  ha  sido  solicitada  la  autorización  i 
que  se  refiere  este  espediente. 

Dado  en  Palacio  á  diez  y  siete  de  noviembre  de  mil  ochocientos  sesen- 
ta y  siete.-— Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Concejo 
de  Ministros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  7  de 
dicieijíibre  de  1867.^ 


Competencia  (24  de  noviembre  de  1867.). — Falso  testimo- 
nio.—Se  declara  mal  formada  y  que  no  ha  debido  suscitarse  lacom- 
pctencia  enlabiada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Jaén  y 
el  J^jezde  primera  instancia  de  Villacarrillo,  con  motivo  de  la  causa 
criffliDal  promovida  por  Antonio  Requena  y  otros  contra  D.  Toauás 
Velasco  que  habia  incoado  interdicto  de  despojo  contra  aquellos,  y 
se  resuelve: 

i.®  Que  en  la  averiguación  y  castigo  del  delito  de  falso  testi- 
monio hay  que  depurar  ía  certeza  ó  falsedad  de  los  hechos  declara- 
dos por  el  testigo; 

F2.*  que  cuando  el  fallo  judicial  en  una  causa  criminal  no 
depende  de  la  cuestión  deque  esté  conociendo  la  Administración, 
tía  puede  estimarse  previa  dicha  cuestión  para  el  efecto,  de  sus - 
pender' el  curso  del  negocio  criminal  y  fundar  la  competencia  ad- 
ministratim. 

Eo  el  espediente  y  atitos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador 
de  iá  provincia  de  Jaén  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Villacarrillo,  de 
los  cuales  resulta: 

Que  á  consecuencia  de  un  interdicto  de  qne  se  inhibió  el  referido 
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JaezylH»  pconknñ^  par  A<iitoDÍD  Requeita  y  otiHtetfue  a^peoiao'^ctom  éé9- 
pojantes  una  €»iisa  criniiiifti  eontra  D.  Tomás  Vélaseos  qqe)i909ql«?Bií  «i 
interdicto,  y  los  testigos  que  en  él  dectarai^ii  por  futisa  t66|tiiDOiBb7»'ti  n' 

¡Qne  et  ^feáfet^  s0-pi<ehéroD  porel  iuigado,  emre«iti«Bi^^ 
doeirmeolioSv'alinmoB  partíoiilaFes  relativos  aJtoieráieto  ti  QéibaxiadorVIe 
la  provincia  de  Jaén,  eo  cuyo  poder  obraban;  y  esta  autoridad,  á  instsKlcia 
de  D^  Tomás  Vsia&co  y  de  acuerdo  con  el  Consejo  provinciaf^  64<itegó  á 
remitíHós  y  reipiiné  de  iobibicíou  ai  Juzgado,  sin  citar  ^spdsíéíoD^alf^n a 
en  su  apoyo;  vicio  que  subsanó  después  invocando  el  nrúmertí  í/Títefirff- 
tfculo  54  del  reglamento  de  25  de  setiembre  de  1863,  el  art.  t.^f}^Eieal 
decreto  de  15  de  mayo  de  1855,  el  núm.  8.®  del  art.  96  de  la  instniccion 
fecha  31  del  mismo  mes  y  año,  el  art.  5.°  de  la  ley  de  6  del  propio  mes 
y  ano  y  la  Real  orden  de  15  de  julio  de  1.861: 

Que  el  principal  fundamento  de  la  competencia  administrativa,  según 
lo  eátimó  el  Gobernador  con  el  Consejo  provincial,  consistía  en  que  la  Ad- 
ministración estaba  conociendo  por  la  inhibición  dtel  Ju^á%¿re1a^cues- 
tion  suscitada  entre  Yelasco  de  una  parle,  y  de  ofra  Recfufloa  y  varios 
vecinos  deBens  de  Segura,  sosteniendo  el  primero  que  poría  Atci«miase 
le  habian  vendido  ciertos  terrenos,  y  los  segundos  que  acKisiias  ilarrasles 
pertenecían  como  roturaciones  que  habian  hecho  en  i83^:i  ¡^ 

Que  sustanciado  el  conflicto  de  competencia,  declaró  tenerla  el  Juga- 
do, después  de  un  incidente  sobre  si  había  de  oír  ó  no  á  los  procesptToí!; 
apoyándose  en  que  la  cuestión  judicial  era  independiente  dé  ^  Aijíi^inis- 
tracion;  en  que  ninguna  influencia  podía  tener  en  el  juicio  'chmióaí  la 
resolución  del  espediente  snbre  legitimación  de  rotüfacüones;  J*éí]f  dóié 'no 
se  trataba  de  ninguna  cuestión  incidental  <fe  la  ventíi  he^ha  fMr íéI*Bstaílo 
á  Vetasen,  por  mas  que  fuesen  el  origen  deldélito  quef  se  |»6r^iig«iiii;ft«his 
contiendas  entre  el  mismo  VelasGo  y  l05  roturadores:  :  ,,       1    . 

Que  el  Gobernador  insistió  en  su  requerimiento,  de  acuerdo  coa  el 
Consejo  provincial,  resultando  el  presente  conflicto,  que  ha  seguido  sus 
trámites: 

Visto  el  número  1.*  del  art.  54  del  reglameolo  de  25  de  setiembre  de 
1863,  que  permite  á  los  Gobernadores  suscitar  contienda  de  competencia 
en  los  juicios  criminales  cuando  en  virtud  de  la  ley  se  deba  decidir  por  la 
autoridad  administrativa  alguna  cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  folio 
judicial: 

Visto  el  núm.  8.*  del  art.  96  de  la  instrucción  de  31  dé  mayo  de  1855, 
que  encarga  á  la  Junta  superior  de  Ventas  conocer  de  todas  las  rectama- 
ciones  ó  incidencias  de  ventns  de  fincas,  censos  ó  sus  redenciones: 

Visto  el  art.  5."  de  la  ley  de  6  de  mayo  de  1855,  según  el  cual  la  clasi- 
ficación délo»  derefchos  á  que  se  refieren  los  que  le  precedeii  se  hairá  por 
los  Ayuntamientos  con  presencia  de  los  títulos  espedidos  conformadlas 
leyes  y  decretos  relativos  á  roturaciones,  y  en  su  defecto  con  arreglo  élos 
espedientes  de  repartimiento^  con  apelacioo  á  las  Diputaciones  próviM^a- 
les  si  alguno  se  creyese  agraviado: 

Considerando: 

1.*  Qne  en  la  áveiií^uncion  y  castigo  del  delito  de  falso  testimonio  liay 
que  depurar  la  certeza  ó  falsedad  de  los  hechos  declarados  por  el  ttórtigo, 
y  en  el  presente  caso  estos  se  refieren  á  la  posesión  de  unos  terrenos,  con 
independencia  absoluta  de  los  derechos  que  respectivamente  ostentan  so- 
bre ios  mismos  las  personas  interesadas,  y  de  los  cuales  está  conociendo  la 
autoridad  administrativa. 
2."    Que  por  consiguiente  el  fallo  judicial  no  depende  de  la  imestioo  d« 
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qm  esiátcoBocieot^  k  AdmioUlracJoo,  par  jo^ueit^  j^óeée  aqirajl^  6seí- 
maT9eípr§vm'p^^a  el  «fócto^  suspender  «1  enrmrdei'nesocto  Gfirohial  y 
fundar  laiCOTttpeleiMJtóadofimiSítrattTá;  • 

'  GobtomáoáMne  ^cdb  lo  eoifscltad^  por  et  Coasejo  de  fifiítádo  en  pleno, 
VeQgOíBBÜfiOlárar^esta  compeleocia  mal  CtHrmada' y  que  oo liadeliklo  sos- 
.  cifatrsej      '■■■> '  '     ■  ,,-•..  vf      -'; , 

Dado  eiu  Pafaoro  á  ?eJDÍíüinCo  de  notiembre  de  mil  ochecieotos  seseoda 
y  siete;— Eatá  rebricatld  de  te  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
MiríiátrOs;  Raroc^  Marift  Nar^aez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  8  de  di - 
<aémbredfe  1867,) 


«5». 

CoMipeleneia  (2!5  de  noviembre  de  1867.).-*l£<(juiUA  y  ca- 
liiipwa,— ^e  decide  á  favor  de  la  Administracian  la  competencia 
suscitada  eittre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  S^tatander  y  el 
Jnez  de  primera  instancia  de  la  capital,  con  motivo  de  la  querella 
de  injurias  presentada  por  el  Alcalde  del  pueblo  de  Herrera  de  Ca- 
margo  contra  varios  vecinos  del  mismo,  y  se  resuelve: 

i ."  Que  cuándo  el  escrito  en  que  $e  dice  haberse  cometido  los 
deUlos  áfi  injuria  j/.  calumnia  se  presenta  en  un  espediente  guber- 
iiaíivode  escepcwn.de  unos  terrenos  de  la  desamortización,  que  tie-  , 

ue  ia\natwaie%a  resermdo,  como  que  las  palabras  reputadas  por 
i/i;trÉas  «^  refieren  al  asunto  sobre  que  versa  el  espediente,  Ínterin 
que  por  la  Afiministracion,  que  es  á  quien  compele,  no  se  decida  si 
procede  6  no  dicha  escepcion,  no  puede  decirse  si  efectivamente  son 
ínjüriosas^  ó  calumniosas  dichas  palabras; 

¥  2.®  que  existiendo  en  este  caso  una  cuestión  previa  de  reso- 
lución administrativa  de  la  cual  ha  de  depender  el  fallo  judicial,  7io 
puede  seguirse  la  causa  ínterin  dicha  cuestión  no  i^  resuelva,  por  lo 
que  es  k^ima  la  competencia  entablada. 

En  el  espediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Santander  y  el  Jueí  de  primera  instancia  de  la  ca- 
pital, de  tos  cuales  resulta: 

QuííeH  un  espediente  instruido  en  el  Gobierno  de  aquella  provincia, 
sobre  esceptuar  ó  no  de  la  veata  como  bienes  desamortizados  unos  terre- 
nos del  pueblo  de  Herrera  do  Gamargo,  se  presentó  una  instancia  suscrita 
por  mas  de  20  vecinos  pidiendo  que  se  conservaran  como  de  aprovecha- 
miento común  unos  30  carros  de  tierra  é  imputando  al  Alcalde  ciertos 
hechos  relativos  al  asunto: 

Que  remitida  la  instancia  áiníormedal  Ayuntamiento  de  Gamargo, 
encontró  el- Alcalde  que  en  ella  se  le  ioferian  injurias  y  calumnias  que 
estimó  graves,  y  haciendo  sacar  c^pia  certificada  de  la  esposicion,  la 
presentó  al  Juzgado  con  una  querella  de  injurias  y  calumnia,  después  de 
haber  c€Üebrado  conciliación  con  algunos  de  los  vecinos  firmantes  del 
««crilo:  ^.^    .. 

Que  instruidas  las  diligencias  criminales,  pidió  él  Juzg^do.el;(^mfir>^ 
de  la  esposicion  con>o  cuerpo  del  delito;  y  después  de  varjit^itómtíáica»^.  •  \ 
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ciones  y  exiiortos  para  traerla  á  los  autos»  el  Gobernador  de  la^>Dro^*ti^U, 
de  acuerdo  coD  el  Consejo  provinciai,  se  negó  á  remitir  eJ  eeorüoty'sequiN 
rió  de  iiihibicioD  ai  Juez,  fundándose  en  la  ley  de  Gobiernos  ae  p^o^rjioav 
en  el  reglamento  par^  s^  ejeeucioo,  en  el  Código  peqal , y. jf^u^e^^Jiea*  de- 
creto de  20  de  febrero  de  i86b: .  ,    .  >  í-^ui -i  *v 

Que  sustíiiiciado  el  incidente  de  competencia,  declaró  tenerla, el  íu,^;? 
apoyándose  en  que  se  trataba  de  injurias  y  calumnias  á  una  autoridad  eo 
el  (jercicio  de  sus  funciones,  que  constituían  desacalo; 

Que  el  Gebernador,  conforme  con  el  Consejo  provincial,  insistió  e¿  su 
requerimiento,  alegando  que  existia  una  cuestión  previa  adnainístrativa 
de  la  cual  dependía  el  fallo  del  juicio  criminal,  resultando  el  presente 
conflicto,  que  ba  seguido  sus  trámites: 

Vista  la  ley  de  Gobiernos  de  provincia: 

Visto  el  reglamento  para  la  ejecución  de  la  misma  ley,  que  en  el  ca- 
mero <.°del  art.  54  permite  á  los  Gobernadores  suscitar  contienda  de 
comwítencia  en  los  juicios  criminales  cuando  en  virtud  de  la  ley  se  deba 
decidir  por  la  autoridad  administrativa  alguna  cuestión  previa  áe  lacnal 
dependa  el  fallo  que  los  Tribunales  ordinarios  ó  especiales  baynn  de 
pronunciar: 

Visto  el  Código  penal,  que  en  su  art.  383  previene  que  al  acusaífo  de 
injuria  no  se  admitirá  prueba  sobre  la  verdid  de  las  imputacíoúes,  sióo 
cuando  estas  fuesen  dirigidas  contra  empleados  púbb'cos  sobre  hecbns 
concernientes  al  ejercicio  de  su  cargo; 

Visto  el  nrt.  2.*  de  la  ley  de  U°  de  mayo  de  1^55,  que  esceplúa  de  la 
venta  prescrita  en  el  artículo  anterior  los  terrenos  que  en  aquel  dia  fueran 
de  aprovecbamiento  común,  previa  declaración  de  serlo,  hecha  por  el 
Gobierno  oyendo  al  Ayuntamiento  y  Diputación  provincial  respectivos: 

Considerando: 

í.®  Qufi  el  escrito  en  que  se  dice  haber  cometido  los  delitos ée  injuria 
y  calumnia  á  un  Alcalde  se  ha  presentado  en  un  espediente  gubernativo 
que  tiene  naturaleza  reservada,  y  las  palabras  que  se  estiman  injuriosas  y 
calumniosos  se  refieren  al  asunto  sobre  que  versa  el^^spediente: 

2.®  Que  á  la  Administración  corresponde  conocer  del  espediente  sobre 
escepcion  de  la  venta  de  unos  terrenos  como  de  aprovechamiento  coman; 
y  por  consiguiente,  hasta  que  esté  resuelta  esta  cuestión  no  pueden  cali- 
ficarse aquellas  palabras  de  injuriosas  ó  calumniosas: 

3.°  Que  por  tanto  eiiste  en  el  presente  caso  una  cuestión  previa  ad- 
ministrativa, sin  cuya  resolución  no  puede  recaer  fallo  en  el  juicio  crimi- 
nal entablado; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración. 

Dado  en  Palacio  á  veinticinco  de  noviembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros.  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  8  de  di- 
ciembre de  4867.) 


1954. 

Competenria  ('2S  (^e  noviembre  de  1867.).— Ser vídü^ori 
DE  PASO. — Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  competencia 
suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo  y  el  Juer 
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deiprwf^ahiDfltaucm  de  la  Pola  de  Lena»  coa  motivo  del  interdicto 
pr6^Btadú;pdf  Fraocisco  Alvarez  contra  Aotoaio  Peroandez,  y  se 
resweWei}      ^^ 

1/  Que  cuando  el  acuerdo  de  un  Ayuntamiento  tiene  por  obje- 
to la  conservación  de  una  servidumbre  pública,  es  improcedente 
contra  él  éliíHerdicto,  puesto  que  de  admitirse  se  contrariaría  una 
providencia  administrativa  dictada  en  el  ejercicio  de  atribuciones 
legilimas; 

.  7  2/  que  el  particular  que  se  considere  agraviado  por  dicho 
acuerdo  puede  defender  sus  derechos  ante  la  Administración  en  la 
vía  gubernativa,  y  en  la  contenciú»a,  en  su  caso  y  lugar,  ó  ante  los 
tribunales  en  el  juicio  plenarU)  correspondiente. 

Eq  el  e&pedieottí  y  autos  de  competeocia  suscitada  entre  el  G^bcroa- 
dor  de  la  proviucia  de  Oviedo  y  el  Juez  de  primera  íostaDcia  de  la  Pola 
de  Leoa,  de  ios  cuales  resulta: 

Que  Francisco  Alvnrez,  vecino  de  Pagio,  en  el  concejo  de  Mieres, 
acudió  ante  el  referido  Juz^'ado  con  un  iiiterdiclo  de  recobrar  contra  su 
coLvencino  AnUnio  Fernandez,  poique  ésle  babia  atravesado  con  carro 
cargado  por  el  espacio  que  media  entre  una  buerla  y  un  liórreo  propios 
(itl  querellante,  siendo  así  q\ie  soto  cuando  en  el  silio  de  la  buerta  húbia 
una  casa,  por  su  anlojana  podia  pasarse;  pero  que  destruida  ia  casa  líacia 
mas, de  25  años,  solo  prestaba  aquel  silio  la  servidumbre  de  paso  á  pié: 

Que  si?stíinciado  el  interdicto  sin  audiencia  del  querellado,  recayó 
auto  reslitutorio,  y  en  la  diligencia  practicada  para  llevarle  á  efecto  se 
espresó  que  FiíiDCisco  Alvarez,  para. recuperar  la  posesión,  liubia  colocado 
maderas,  leñas  y  otros  objetos  en  el  espacio  que  inedia  entre  la  hueria  y 
el  bórreo,  que  servia  de  seoda  ó  vereda  para  el  servicio  del  pueblo: 

Que  á  escitacioD  del  Alcalde  de  Mieres  el  Gobernador  de  la  provincia 
requirió  de  ÍLbibicion  al  Juzgado,  fundándose  en  lo  prescrito  en  el  párrafo 
tercero  del  art.  80  de  la  ley  de  «S  de  enero  de  1845,  y  en  la  Real  orden  de 
8  de  mayo  de  1839,  porque  ante  la  autoridad  municipal  se  babia  instrui- 
do espediente  para  que  Francisco  Alvarez  demoliera  la  tapia  de  su  huerta 
y  dejase  espedita  al  paso  de  yuntas  la  calle  que  iiimedata  á  aquella  daba 
servicio  á  Ja  mortera  y  pastos  comunes  de  dicho  pueblo,  y  habiéndolo 
acordado  así  el  Ayuntaiñiento,  su  providencia  resultaba -contrariada  por 
el  iplerdicto: 

Que  instruido  el  incidente,  el  Juez  sostuvo  su  jurisdicción  alegando 
que  la  (juestion  suscitada  se  referia  ül  derecho  de  dos  particulares  y  que 
no  existia  materia  administrativa  que  legitimase  el  acuerdo  del  Ayunta 
miento,  porque  el  «no  uso  babia  hecho  caducar  la  servidumbre  pública  de 
paso  que  parecía  constituida: 

Qup  insistiendo  en  su  requerirpiento  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  provincial,  se  ha  suscitado  el  presente  conflicto,  que  ha  seguido 
sus  trámites: 

Visto  el  pí5rrafo  tercero  del  art.  80  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845, 
según  el  que  entre  las  atribuciones  de  los  Ayuntamientos  se  comprende 
la  de  arreglar  por  medio  de  acuerdos  conformándose  con  las  leyes  y  re- 
glamentos el  cuidado,  conservación  y' reparación  de  los  caminos  y  vere- 
das, puentes  y  pontones  vecinales: 

Vistos  los  párrafos  primero  y  quinto  del  art.  82  de  la  ley  para  el  go- 
bierno y  administración  de  las  provincias,  en  virtud  de  los  que  los  Conse- 
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jos  pravÍDciales  oirán  y  fallarán  cuando  pasen  á  ser  coBtenclos^s^^s  cues- 
tiones relativas  al  uso. y  distribución  de,  los  bienes  y  laprovech&figf^tos 
provinciales  ó  muDicipales  y  á  lab  intrusiones  y  usurpaciones,  <f^,l^  cami- 
nos y  vias  públicas:  ,    .    !   .  »]r       '    ' 

Vista  la  Keal  orden  de  8  de  ni;^o  de  IH39,  que  Qq'p|e,rni.il^,^jifi;k^ito- 
ridad  judicial  la  reforma  por  medio  de  interdictos  de  jproviííeííí;i|a,§^e,ÍP« 
Aynniamientos  y  Diputaciones  provinciales  en  asuntos  (íe;^u.leg^,'alri- 
buciou:  !       V      . 

Considerando:  /  i    , 

\  .**  Que  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  Mieres  tuvo  por  objeto  la  ¿00- 
«ervacíon  de  una  servidumbre  pública  establecida  en  el  espacio  qiie  media 
entre  la  huerta  y  el  hórreo  de  Frao cisco  Alvarez.  , 

2.®  Que  en  ejecución  de  esie  acuerdo  se  efectuó  el  lije?:lio  molíyo  del 
interdicto,  y  por  lo  tanto  era  éste  improcedente,  puesto  que  se  contra- 
riaba una  providencia  administrativa  dictada  en  el  ejercicio  de  atribücio- 
n<\s  legítimas. 

3.^  Que  el  particular  que  se  estime  agraviado  puede  defender  sus  de- 
rechos íinte  la  Administración  en  la  víh  gubernativa  y  en  ta  contenciosa 
an  su  caso  y  lugar,  ó  ante  los  Tribunales  ordinarios  en  el  juicio  plenario 
currespocdienie; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  e!  Coqspjo  de  Estado  eft  pleno. 
Venido  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración. 

t)ado  en  Palacio  á  veinticinco  de  noviembre  de  nail  ochocier^fgs  sesenta 
y  siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  (JélQoñsejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  ú^^M  di- 
<:iembre  de  1867.)  \     .  , 

«55. 

Compeceucia  (:2o  á&  noviembre  de  1867.).— Pago  d¿  ren- 
tas ATRASADAS  DK  UN  CENSO.— Se  dccide  á  favo^  de  la, autoridad  ju- 
dicial la  competeocia  suscitada  entre  la  Audiencia  de  la  Coruna  y 
€l  Gobernador  de  la  misma  provincia,  con  motivo  de  las  diligeo* 
cias  instruidas  contra  el  Alcalde  pedáneo  de  Toras,  por  haber  en- 
tregado para  el  pago  de  contribuciones  parte  de  un  embargo  de  que 
era  depositario,  y  se  resuelve: 

1."  Que  cuando  no  se  trata  de  proceder  para  el  pago  dé  contri- 
buciones, ni  de  la  prelacioii  de  la  Hacienda,  en  este  punto,  no  tiene 
aplicación  lo  dispuesto  en  el  art.  63  del  Real  decreto  de  23  de  imyo 
de  1843,  art.  13  de  la  ley  de  contabiiidad  de  áO  de  febrero  de  1850 
y  número  5.**  del  art,  73  de  la  ley  de  8  de  enero  de  l8tS: 

2.**  Que  el  depositario  de  un  embargo  judicial  debe  respmder 
de  sus  actos  como  tal  depositario  á  la  autondad  que  le  confio  el  de- 
pósito, con  arreglo  á  las  leyes  civiles  y  al  juicio  de  ios  TiiJfUt^aUs 
ordinarios  de  justicia  encargados  de  aplicarlas;  ^ 

Yo,^  que  solo  la  autoridad  que  nombró  un  depositario, en  la 
que  puede  apreciar  la  conducta  del  mismo. 

Eq  los  autos  y  espedienffe  de  competencia  suscitada  entre  la  Audien- 
cia de  la  Goruña  y  el  Gobernador  de  la  misma  provincia,  de  los  cuáles  re- 
i>ulta: 
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'Oáé'^n  juicio  (te  menor  cuantía  seguido  ante  ef  Juzgado  de  primer» 
iostaricíá^  da  tíarbillo  por  D.  Oiego  Varfíla  con  Manuel  Braodon  sobre 
pago  dé Yebtas  atrasadas,  se  practicó  embarco  prefeüiivo,  que  fué  opor 
tunamente  ratificado,  de  lüO  fírr^dos  de  maíz  y  cinco  cíirros  de  paja, 
qoin brandóse  depositario  á  Jain  López  í^iria  y  encargándose  de  entregar- 
los i  ésiéf\  AÍCildQ  p'^dáneo  de  toras,  \ntooio  López: 

Que  sentenciado  el  pleito  á  favor  de  Várela  y  en  eji^cucíon  de  la  f^eo- 
tencia  se  vendi'^ron  los  frutos  einbj ruados,  adjudicándose  en  el  remate  al 
mismo  Várela;  y  sabendo  éste  que  López  Pina  no  se  babia  becbo  car^a, 
íle  lo  embargado,  pidió  y  obtuvo  que  se  requiriese  al  pedáneo  Autonio 
López  para  que  se  Ío  entregara: 

Que.Aptonio  López  espuso  al  Juzgado  que  por  orden  del  Alcalde  de 
Laracba,  y  para  el  pago  de  contribuciones  atrasadas  que  adeudaban  Ma; 
Tiuei  Branfton  y  su  hijo  Ambrosio  por  el  lugar  de  Riotorto,  babia  entrega- 
do loo  de  los  150  ferrados  de  maíz  que  tenia  en  su  poder  como  deposita- 
rio del  embargo  becbo  á  Manuel  Brandon,  lo  cual  justificaba  con  los  re- 
cibos de  la  contribución  y  certificado  del  Secretario  del  Ayuntamiento: 

Que  formado  incidente  sobreesté  estremo,  recayó  seutencja  en  él  de- 
clarando inadmisible  la  pretensión  de  irresponsabilidad  del  pedáneo  An- 
tonio López  y  mandando  continuar  el  espediente,  con  varias  reservas  de 
derechos;  re.^jecto  á  las  contribuciones  é  informalidades  en  su  recau- 
dación: 

Que  durante  la  sastanciacion  del  incidente  cambiaron  diversas  comu- 
nicaciones el  Alcalde  de  Laracba  y  el  Juez  de  primera  inütancia,  con  mo 
livo  de  nuevas  contribuciones  que  babian  vencido,  y  par^euyo  pago  que- 
ría el  Alcalde  vender  lambien  los  50  ferrados  de  maíz  que  aun  quedaban 
embargados;  y  al  mismo  tiempo  so  siguió  en  pieza  separada  un  pleito  so- 
bre tercería  de  dominio  en  parte  de  Jos  bienes  embargados,  promovido 
por  Ambrosio  Brandon  y  que  se  falló  contra  él: 

Que  apelaba  por  Antonio  López  la  sentencia  del  incidente  ,  en  I»  cual 
se  le  d^ei^rá  réspmisable  de  lo  depo^sitado  en  su  poder,  yesfaodo  para 
verse  ei  nagiodo  en  Ja  Audiencia  de  ia  Coruña,  el  Gobernaior  de  la  pro- 
▼ioeÍ9  requirió  de  inh^bicioD  á  este  euperíor  Tribunal  ^  fundándose  en  el 
artículo  «3  del  Real  decreto  de  23  de  mayo  de  i 845,  en  el  art.  f3  de  Ja 
ley  de  Contabilidad  á^  20  de  febrero  de  1^50,  y  en  el  numero  3-^  del  ar- 
tículo 73  de  la  de  8  de  enero  de  1845,  á  consecuencia  de  babe/acud'do 
el  pedáneo  López  al  Alcalde  de  Laracba  pidiéndole  protección  porque  el 
Juzgado  le  hacia  responsable  de  lo  que  babia  becbo  por  órdendel  Al- 
calde: 

Que  suí^aticiada  la  competencia  en  la  Sala  segunda  de  la  Audienciít 
4«  ia  Coruña,  declara  esta  tenerla  paracoaocer  dele  accioq  de  irrespon- 
sabilidad proi>u  esta  por  el  depositario  j^idiciaL  apoyáado$e  principal  miente 
en  que  d^  esto  se  tr^ataba  y  no  de  la  preferencia  de  Ja  üacienda^  y  en  que 
DA)  cabiS)  competencia  sobre  ejecución  da  las  sentencias,  citando  además^ 
las  leyes  (.'  y  2.",  tit.  9.^  Part.  3.*,  y  i.*,  líf.  26,  lib.  11  de  la  Novísima 
Recopilación: 

QQe  el  Gobernador  insistió  en  str  rompimiento,  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo provinctaf,  resultando  el  presente'  conflicto,  que  ha  seguido  sus  trá 
miles:  ^     '\ 

Visto  el  art.  63  del  Real  decreto  de  23  de  mayo  de  1845,  según  el  cual 
se  consideran' gubernativos  lodos  los  procedimientos  de-la  cobfama  de  con  - 
tribuciones,  sin  esceptuar  log  que  llevan  ¿oasigo.  medi4as  coactivas  con- 
tra las  persopas  que  tomen  parjte  enella^ó  en  los  repartí  ipi  en  tos,  y.en  nin- 
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gun  cafío  podrán  mezclarse  en  ellos  los  TribuDales  ó  'Ja¿¿ádtís "mfi¿Mas  se, 
Irato'del  ioterés  directo  de  fa  Hacienda  pública:  ^  nioj  >!  r 

Visto  el  art.  13  de  la  ley  de  Contabilidad  de  2a  de  febrero^  flé'llS30,é^né 
declara  el  derecho  de  prelacion  que  tiene  la  Hacienda  en  cooeurr^cia' cOd 
otros  acreedores  por  síis  créditos  líquidos:  \  ,;.,  )• 

Viííioel  nútnero  3/*  del  art.  73  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845v;^e 
encarga  al  Alcalde  como  delegado  del  Gobierno  activar  y  auxiliar  el  cobro 
y  recaudación  de  las  contribuciones,  prestando  el  apoyo  de  su  au(Qridad  á 
Jos  recaudadores:  .       ''  !     ? 

Vislas  las  leyes  1.'  y  2.*,  tít.  9.'  de  la  Partida  3.*,  que  déternfíinan  «ifer 
«qué  razones  pueden  ser  puestas  las  cosas  que  otro  tenga  én  mano  de  fiel, 
))é  cuáles  deben  ser  los  fieles,  y  cuánto  tiempo  debe  el  orne  teuer  la  cosa 
)íque  le  dieren  en  fieldad:» 

Vina  la  ley  1.*,  tít.  26,  lib.  H  de  la  Novísima  Recopilación,  que  pre- 
viene en  qué  personas  se  deben  hacer  los  depósitos  judiciales: 

Visto  el  numero  3*  del  art.  54  del  reglamento  de  25  de  setiembre  de 
i  863,  que  prohibe  á  los  Gobernadores  suscitar  contienda  de  competencia 
en  los  pleitos  febecidos  por  sentencia  p:isada  en  autoridad  de  cosa  juz- 
gada: 

Considerando:  •..-', 

I.®  Qae  la  presente  cuestión  no  versa  soljre  el  juicib  de  mf^nór'ctiatrifa 
que  está  ejecutoriado,  sino  sobre  el  incidente  que  en  fa  ejeéuciott  dte  la 
sentencia  se  ha  promovido  con  motivo  de  haber  aispuésto  fel  deposíláii'io  de 
líienes  embargados  de  parte  de  éstos,  obedeciendo  las  ordeñes  de  uti  Al- 
calde, y  por  consiguiente  se  ha  podick»  suscitar  esta  coti'tienda ,  pofqué  ho 
versa  sobre  el  conocimiento  de  un  pleito  fenecido  por  sentencia  ¿íéCültina. 
2.^  Que  no  se  trata  en  el  presente  caw  de  proceder  para  eV  ^n^^e 
contribuciones,  ni  de  la  prelacion  de  la  Háéienda,  porMo  ctiaí  b^'líéne 
aplicación  las  disposiciones  en  que  se  funda  el  requerimiento  de  inhibi- 
ción. 

3  °  Que  el  depositario  de  un  embarj^o  judicial  debe  Vespondéf  de  sos 
actos  como  tal  depositario  á  la  autoridad  que  le  coüflA  el  de pó:?¡l0.cóhat re- 
glo á  las  leyes  civiles  y  al  juicio  de  ios  Tribunales  ordinarios  de  |uslicia  en- 
cargados de  aplicarlas: 

4.®  Que  el  fondo  de  la  cuestión  que  se  debate  en  el  incidente  consiste 
en  saber  si  el  depositario  obró  bien  ó  mal  al  obedecer  las  ordénes  del  Al- 
calde y  faltar  á  la  cojiüan^a  que  en  él  habia  puesto  la  autoridad^  jttdrdá I,  y 
por  conslgaiedtede  apreciar  la  conducta  del  depositario,  lo  ciial  solo^üede 
hacer  la  misma  autoridad  que  le  invistió  de  este  carácter;  '' 

Conformándome  con  k»  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  eá  ^efío. 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  autoridad  judicial.- 

Dado  en  PalatiO  á  veinticinco  de  noviembre  de  mil  oclíoclentós\^eSétlta 
y  siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  €*¿s^*dfe 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  de  13  de^di^ 
ciembre  de  1867.)  >   )>. 

••■— i*"-""»  ,  •  '  ,  '"  "^  ;!-.  ..viíil  V  .  '^' 

■    ;       -     *  ■■'J.-'J?'T  ?«i  '•i   '-^ 

Compeieneiii  {i6  de  noviembre  de  1867.);  ^Paqo  i^üh 
«uBAKRiBNDo  DB  cotf SUMOS.— Se decídc  á  favor  de  la  AdmmísiráctóO'lbi 
competeuóia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provioeia  de^ieOtf 
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y  el  Juez.de  primera  instancia  de  Murías  de  Paredes,  cqq  motivo 
de  la  demanda  ordinaria  presentada  poND.  Juan  del  Ac(^l)0  contra 
D.jigustio,  Diez,  y  se  resuelve: 

4*°    Que  se^n  la  Real  orden  de  4  de  abril  deiSñ^y  lo  mismo 
los  recaudadores  de  contribuciones  directas  que  los  cobradores  in 
batúernos  están  sujetos  á  los  procedimientos  gubernativos  de  la  Ha- 
ciertda  para  el  pagode  lo  que  adeuden  por  la  cobranza,   bien  á  la 
misma  Hacienda,  bien  los  cobradores  á  los  recaudadores; 

Y  2.°  qiíe  esta  doctinna  es  aplicable  á  los  arrendatarios  y  su^ 
barrendatarios  del  impuesto  de  consumos,  puesto  q:te  en  ellos  con- 
curren las  mismas  circunstancias  que  en  los  recaudadores  y  cobra- 
dores de  contribuciones  directas. 

«En  e!  espediente  y  autos  de  compelencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  León  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Murías  de 
Paredes,  délos  cuales  resulta: 

Qae,  previa  la  oportuna  coociliacioo  sin  avenencia,  se  presentó  en  el 
referido  Juzgado  demanda  ordinaria  de  menor  cuantía,  á  nombre  de  Don 
Ju  in  del  Acebo  contra  D.  Agustín  Diez,  para  que  se  declarase  que  éste  era 
deudor  al  demandante  de  1,500  rs.  vn.  por  consecuencia  del  sub.irriendo 
de  los  consumos  del  pueblo  de  Riello,  que  á  favor  de  Diez,  Pedi^neo  de 
aquel  pueblo,  había  hecho  Acebo,  arrendatario  del  mencionado  impuesto 
en  todo  el  Ayuntamiento: 

Oue^D.  Agustín  Diez  y  algunos  vecinos  de  Riello  pusieron  el  hecho  en 
conocimiento  del  Gobernador,  y  éste  pidió  informe  á  la  Alministracion 
de  Hacienda,  la  cual  manifestó  que  ningún  antecedente  ni  intervención 
léoi»  la  Hicienda  en  los  subarriendos  ni  arrendamientos  de  consumos 
de  Riello,  porque  el  Ayuntamiento  era  el  único  responsable  del  im- 
puesto: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  requirió  de 
inhibición  al  Juz^^ado,  fundándose  en  los  artículos  7.°  y  iot  á  156  de  la 
instrucción  de  1.*  de  julio  de  1864,  y  en  el  número  \,°  del  art.  84  de  I»  ley 
de  25  de  setiembre  de  1863: 

Que  sustanciado  el  incidente  de  competencia,  declaró  tenerla  el  Juz- 
gidi»;  conforme  con  el  dictamen  fiscal,  apoyándose  en  que,  según  certifi- 
cado que  presentó  el  demmlaote,  Acebo  mida  debía  al  Ayuntamiento  por 
el  arriendo  dei  los  consumos,  y  por  consiguiente  no  tenia  interés  a Iguoo  la 
Hacienda  en  el  asunto,  y  en  que  el  contrata  de  que  se  tratabt  era  pura- 
mente pfivadq  y  no  habia  que  interpretar  un  arrendamiento  hecho  por  la 
HiíCienda: 

Q^e  e\  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  Consejo  provincial,  insistió  en 
suTequerimitínto,  resultando  el  presente  conflicto,  que  ha  seguido  sus 
trániites: 

Visto  el  art.  7.^  de  la  instrucción  de  1.®  de  julio  de  1864,  el  cual  pre- 
viene que  para  exigir  los  derechos  de  consumos  se  dirigirá  la  acción  ad- 
ministrativa en  primer  término  contra  los  dueños;  encargados  ó  conducto- 
res de  las  especies,  y  en  segundo  contra  las  especies  mismas,  sin  perjuicio 
de  ejercitar  en  caso  necesario  las  demás  acciones  que  correspendan  al 
fisco: 

Vistos  los  artículos  151  á  156  de  la  propia  instrucción  que  establecen 
1osj)ro^dimieiítospara  imponer  las  penas  que  la  misma  determina,  decla- 
ra n.  lo  (pie  éstos  serán  esclusi  va  mente  administrativos: 


Digitized  by 


Google 


.    Visto  .^l  ^úoi.  J ,•  ^\  art.  84  de  Ja  ley  de  25  de  8etif||^^},^|a^|ieti 
atribuye  al  coDocimíeoto  y  fallo  de  los  C^>Dsejo8  pruvi^M])ai^^)^f  of^^e^ 

loí  contratos 
to#a  especie 
Dicípale»)^ 

Vista  la  Real  órdeii^de4  deakql  de  i8lli^  segu»  l%dfftil^o^mélM0&9^ 
subalteroos  de  Jos  recaudadores  generales  de  cootribuciooes  directas  están 
sujetos  aJ  faeco  de  Hacienda  ea  todo  le  rektivQ  é  1»  coÍH9D»|^^4tibtié9do 
serapreíoiadospjor  l^  misma  yen  vjriudde  cert«&QAQÍQat4]eJr>i«eaQfl|i«lor, 
sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  directa  de  éste;  sm^^si  -  l    / 

Considerando:  .       ,:  >  ;    ^ 

1.*  tíu^  segUQ  la  Real  orden  citada  de  4  de  abril  de  iSol^Jor  mi^o 
los  recaudadores  de  contribuciones  directas  que  los  cobradores  siiballer- 
Dos  están  sujetos  á  los  procedii^ientos  gubernativo.^  de  ta  ifia,Qieidte-para 
el  pago  de,  lo  que  adeuden  por  consecuencia  de  la  cobraiQ^a^  bíeoc  i  ln.faw^ 
ma  Hacieuda,  bien  los  cobradores  á  los  recaudadores..  ,>  ,     ;:  .»', 

2.*"  Qi}^  esta  fni^sfoa  doctrina  es  aplicable  á  los  arrenás^iarK»  y  seb- 
arrendatarios  del  impuesto  de  consumos,  puesto  que  «o  «UoSiCotoa^rieft 
las  mismas  circunstancias  que  en  ios  recaudadores^  y  loobrté^ces  de-con  r 
tribucionea  directas.  i      ,;-    < 

3.*  One  por  consiguiente  la  reclamación  del  arr^dat&rio  presentad» 
aote  la  autoridad  judicial  ha  debido  serlo  antet  la«  autoríoader.dei  4rdeo 
administrativo;  .  n    .   ; 

CoDÍormándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  G^dO  6a4)leno, 
Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Aduiinistracioa,.  u( 

Dado  en  Palacio  á  veinticinco  de  noviembre  de  mU^obMetenfois  sesjQota 
y  siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidentft  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.— (Publicada  en  la  6'aceto  de  <3  dedi- 
ciembre  de  1867.)  , . 


«57. 

CMn|»eteiieÍA  (¿5  de  noviembre  de  1867.).'t-4pEBmjfu  oc 
VHA  ZANJA.— Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  €OQi^teii<> 
cia  Suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Almería  y  el 
Juez  de  primer  instancia  de  Berja,  con  motivo  det  interdíctopre*- 
sentado  por  D.  Francisco  Pérez  Morales  contra  D.  José  Lucas  Esco- 
bar,  y  se  resuelve:  ;        ] 

1  .•  Qm  cuando  el  hecho  que  motiva  el  interdiciio  ha  ienji^^  lujar 
en  ejecución  de  una  providencia  del  Alcalde  relativa  á  polid(i  Mvbf^ 
nOy  que  ¿s  materia  sustancialmente  admnistrativa,  e^  inadmiséle 
dicho  interdicto,  porque  el  auto  restitutorio  ^«íraritwia  wi  wctode 
la  Administración:  .      .       - 

^^  Que  no  es  de  esencia  que  la  procidencia  cónttaHútd(fp0rtt 
interdicto  la  haya  dictado  un  Aijutüamiento,  para  qué  n'ó  se  pit^jf^ 
dejar  sin  efecto  por  la  autoridad  judieiai  en  la  vía  sumarlsima^sin» 
que  bítóta  que  la  materia  sobre  que  recae  el  atito  sea  adinmU^Ü/ima, 
porque  el  objeto  de  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  18Z9  fué  separar 
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(mM'iiMé^§J^k*:al  y  administrativa  y  Máf  que  WiS  i^éndsse 
mufmwiáiáiñbuciones  del  otro; 

;T^^  ^  ^  fá^  pf^  dicteníasautoridadM  y  corpora- 

cí^íiijl^^fUiktrativas  sobre  malerias  de  esta  cla$e^  $oío  §on  reelA" 
maDleiahteTamiérna  Administración  de  grado  en  grado,  en  la  vía 
gÉilf^Mi^imrá  m^la  «odí^ncúMa  en  su  caso  y  lugar: 
.ü.hf-  "^.if^il  ■       .        ..  -  ,  •   ■ 

.Sd  *rt«8^idote  y  aatos  de  competencia  sciscitada  entre  el  Gobernador 
de  Iftipmvkíeia^e  Almería  y  el  Jaez  de  primera  iostancia  de  Berja,  de  los 
coales  resolta: 

Que  á  nombre  de  D.  Francisco  Pérez  Morales,  yeQtvo  de  Beija,  se 
pr«BeotÓ  en  aqáeUnzgado  un  interdicto  d#  recobrar  contra  D.  José  Lú« 
cair^Escbbar;  poír  haber  abierto  no  a  zanja  jnntó  al  mure  de  una  casa  del 
qnéretlaote,  en  el  barrio  del  Cerro  del  Matadero,  y  haber  quitado  anas 
piedras  descubriendo  un  agujero,  con  objete  de  recoger  las  aguas  pluvia- 
les que  iban  por  el  arroyo  natural  dé  la  calle:  - 

Quie  stfsUnciado  til  interdicto  sin  audieo^J.*l  de)  despojante,  acordada  y 
Hie«ad»iCQbo  la  resttcucron,  y  dorante  la  exacciob  d»  costas,  el  Gober- 
nad«»teibcpl«vineia  re(|iHf44déiDhlbtci#n  al  íluez,  ái«átaticía  del  Atcnl- 
de  de  Berja  y  del  mismo  despojante  Lúeas  Escobar,  los^^JuaUs  espiísiéron 
qóe^Me  ticbia'ifrocedída  de  orden  del  Alcalde,  ^uien  había  dispuesto  que 
se^dióalülicftféDi  lovoÉfloa  del  desas^üe^  que  se  halUlMm  obstruidos,  para 
dar  salida  á  las  aguas  que  ?eoian  del  Cerro  del  Matadero  y  causaban  daños 
en  lacpalle  de  este  nombre: 

Que  erJuezáo»t»vo  su  competencia,  después  de  sustattcíar 'Cl  inciden- 
te^, fundándole  en  qne  Ni  Beal  orden  de  8  de  mayodé  i839  se  referia  á 
^ovidenoias  desloe  Ayuntamientos,  y  en  este  caSo  solo  exisiia  una  det  Al- 

Que  el  Gobernador,  de  acoerdo  con  el  Consejo  provincial,  insistió  en 
su  requerimiento,  resultando  el  presente  conQicto  ;  que  ha  seguido  sus 
trámites: 

Visto  el  núm.  5.®  del  art.  76  de  la  ley  de  Ayuntamientos  reformada  en 
21  de  octubre  de  1866,  que  eocarga^al  Alcalde,  como  administrador  del 
paeblo,  cuidar  de  todo  lo  relativo  a  policía  urbana  y  rural,  conforme  á  las 
leyes,  reglamentos  y  disposiciones  de  la  autoridad  suprior'  y  ordenanzas 
nwiiiic^ples:      * 

Vjsia  la.ReaIt  orden  de  8  de  ¡mayo  de  1839,  ooft  prohibe  deja^siQ  efecto 
p^,ii>e¿íio  de  interdictos  a^te  la  autoridad  judicial  las  providencia^  que 
dicten  los  Ayuntamientos  y  Diputaciones  provinciales  en^  los^  negocios  que 
pertetiecen  a  sus  atribuciones  según  las  leyes: 

Considerando: 

4/  Que  el  hecho  que  motiva  el  interdicto  ha  teoído4ogar  en  ejecución 
de  una  providencia  del  Alcalde  relativa  é  polleia  arl»na>,  que  es  materia 
8iií^t«Dcialinenie  administrativa,  y  por  consiguiente  el  «uto  restijtutorlo 
0>njl|iNría\t)n,iacW; de  Ja  Administración. 

2.®  Que  no  es  de  esencia  que  la  providencia  contrariada  por  el  inter- 
dicioja  hava  dictado  un  Ayuntamiento,  para  que  no  se  pueda  dejar  sin 
efecto  por  fa  autoridad  judicial  en  la  vía  sumarísima,  sino  que  basta  que  la 
materia  sobre  que  recaiga  el  acto  sea  administrativa,  porque  el  objeto  de 
la  Heal  drden  de  8  de  mayo  de  1839  fué  separar  ambos  órdenes  judicial  y 
administrativo  y  evitar  que  uno  de  ellos  se  mezclase  en  las  atribuciones 
del  otro. 

TOMO  \n.-^Juri$prudencia  administrativa.  77 
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.oikMijtímimMvltott  46«^^         gf«tf9j^iiMr^''PJliriipa%'      la 

^  L^^QofNrmáQclomeecoti^D  i^(m4ültád0 
Vengo  en  decidir  esta  compéteocia  á  ti 
; :  /üaito  «D  filado  á  Vei^ídiíéo  dé  ti( 
j  8icítei-w£stá^l>rie«(l6  deta  ñéñlm 
Ífraiíti*é^7^¿«iM'ttaHa«mmá¿;— t)^ 
cieinbré'dé!l8«70- 

■  :  ,',  ,,,.,„,  ,,^  ^<:  .;,  ri-.-       y  "itt*'  *' ••  '.n  '  ^   mb'ale.ojeiy 


de  competencia^  porque  no  hace  declardcxptí^^  ^^^Wf^W^ 
los  deja  á  salvo  pitra  que  ptiédafi  dÜuóíiiírse  ti^-fíM%'fM'^^^ 
juicio  ordinario;  ;..int«poi2uo3     ' 

Y  2."*  que  las  cmstione9  qu$  Uetien  par  ot^eío  AücOis^tjinactQfl  de^ 
la  (wsa  eHQjenadñ portaBadetnia y ia4e4^üokmdiO'é»(p§r99n»  á 
quien  »e  vendéis  smtpunlm  úu;MMlflrfeli  dd^isitweto^^iw^utrto  Jte^ 
orden  de^nde  eneiv  de  i849.  :    ^  "í  '^'  *  - 

Eo  -e)  és))ediéüte  t  atrtofl^dé  cdtnp(»iettdár  lh$ifíftti(f«í '^i^'et  ^éfdftltdr 
de  )á  pirotiBtíih  áe  Bongos  t  «I  Juez  dd  píH^ehéinsfaKíeti  «éft^'^éfhpftát;'  ^ 
k)scuiri«írtsi«tá5'       "^  >   •     -  :»    .',M^a  rl -n /..m 

Que  á  oombre  de  D.  Julián  de  la  Llora  ^e  p.reaefttd  ^  téWVfHjifíiíBfy 

que  había tádq<if#ido  die  láf  Hiacieáda;  la  tfué  Wtñií'éúifk^tiif^Édiéié  mfeKa 
y  paci§cttttteiitd^d'IO  dé  atífíertbré'd*  i8W,  iOüVtk  Wém^UihiM?  Ma- 
ría do  Mata  y  Juan  Mayoral,  dttése  ha<blail^pfó^»^éMri'i'hiSrfti1a"éa'ip9  ik 
abrtídél«67:  .  r>i  .  iMJ.^.r.'íf  • 

Que  acóí'dbdií  y  éíéculadalá  restitución,  él' 66b(si^bl^^  "dté  H^l^'fa- 

;t(y,  re^úii'iódid  i^hiblcrbá  ál  Jtti^i 
iba.  la  Corto^ióü  dé  Vetítáis  de 
(¡toral  lá  tferra  Ihtttadá  el  Gbllatfo 
h  á4[dél,  i<  ilÉtfllj^^all^Üéfite 
lino:  •.  :.■>•?  y..'*-?"-'  »^'j  v,^ 

1  Consejó  pr¿tifíoiaÍ,^iii^#i|rÁÁ|* 
irt.  ^6  deiá  ij|étt^iiiéd0iy%3Op 
\  I  ái !« •  rtíj-  dé  ^S'^Jb  ,^$|g^^ 

Que  sustanciado  el  iocidenie  en  el  Juzgado,  presentó/ Uerato^  í^í^ 
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^afhefrár^lai que  m  h)^t\i\o;a,t^iimtíáai\Ak^^ 
uria  fanega  y  óeho  eéli^%ru^4i'^^érfimMiiík»9i^yreé^ 


que  encarga  á  ta  Junta  de  Ventas  conocer  de  todas  las  reclamacíotté^  6 


^3jcuuv>ivi'  uci  v»uui.iai>if« 


•)   ?U.: 


oÉJite 


I>B  UN  SIFÓN  PAE4  GONIHJCIR  AGC 

jiLd^Hlis^cióii  fa  competeocíi 
tk^tm  y^  Oolferoadnr  dte  fa 
ihtííf'dféto  jírdsfeéltidó  por  D.  1 
coy^  Y-olros,  y  sé  resuelve: 
1.**    (Jtte  cuando  se  procede  por  el  encargado  en  nombre  del 
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Ayvntamientp  de  la  poUda  rural,  y  el  hecho  que  motUtial/^^^  JPJ^" 
tlicto  tiene  por  objeto  prevenir  ío$  g/i/orpecimien/pf .  d,  áa$¿^ii|¿i  ífi^^ 
puedan  cansar  aitrátmio  público  pior  las  aguasuqueipa&an^ojukjie' 
posüan  alladoé^  m  mmwto,  esmte  un  acta  tí^r€  matefé¡fxideiipdli' 
da  rural;  -.-¿iihmhv 

y 2.*»  que  /bs fffws ó  faltaée  fefm/M  eñque  háyapódiA&iiiéur' 
rir  el  Concejal  encargado  de  dicho  acto ,  no  dan  cornpeíeriAcí  á(  \a 
autoridad  judicial  para  conocer  en  la  Día  sumariúma,  ciAnndo^jcomo 
sucede  tratándose  de  asuntos  de  polida  rural  y  tránsito  púbtica,  la  , 
materia  ^obre  que  versa  la  providencia  es  esencialmetile  adminis- 
trativa. 

En  los  autos  y  espediente  de  competencia  suscitada  entre  la  A^udiencia 
de  Zaragoza  y  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Huesca,  de  los  cuales  re- 
sulta: 

Que  á  nombre  de  D.  Pedro  Bañeres  se  presentó  en  el  Juzgado  de  Ta- 
niarile  de  Litera  un  interdicto  de  retener  contra  D.  Rnmon  Larroya,  Djon 
l¿;nac¡o  Martínez  y  D.  Jaime  Aman  por  haber  vaciado  tierras  y  piedras 
en  una  cantimplora  ú  boyo  del  sifón  por  donde  el  deman,dante  conducía 
aguas  sobrantes  de  la  acequia  y  partido  de  la  Colomina  para  regar  terre- 
nos de  su  propiedad  junto  á  un  camino  público,  en  el  sitio  Uamadp  Pontet 
de  la  Cuadra  de  arriba: 

Que  recibida  infonriacíoD  testifical  sobre  los  liechos,  se  celetró  juicio 
verbal  en  él  que  alegaron  los  demandados  la  incompetencia  del  Juez  por 
.liaber  procedido  como  GoncjBjales,  y  Larroya  particularn(ien|e  coma  eiicar-  , 
gado  de  la  policía  rural,  según  acreditó: 

Que  en  el  mismo  juicio  verbal  se  hicieron  pruebas  por,  los  déna^ndados 
con  objeto  de  demostrar  que  las  aguas  de  la  Colomina  y  ^[terreno  en  que 
se  habían  vertido  la  fierra  y  piedras,  eran  de  uso  común,  y  por  el  deman- 
dante se  presentó  un  certificado  del  que  resultaba  que  ei^  184*¿"le  habían 
autorizado  el  Ayuntamienlo  de  Tamarití»  y  la  Diputación  provincial  de 
Huesca  para  levantar  una  pared  junto  al  camino  que  impidiese  ía  entrada 
lie  las  aguas  en  el  mismo  camino,  concediéndole  cierta  estension  de  terre- 
no para  hacer  la  pared  y  sacar  las  aguas  por  determinado  sitio: 

Que  el  Juez  dictó  sentencia  manfenféndo  al  demandante  en  la  posesión 
de  conducir  las  aguas  por  la  alcantarilla  ó  sifón  del  camino,  y  condenando 
á  los  demandados  en  las  costas  á  que  repusieran  las  cosas  ái  éslfedó  que 
tenían  antes  de  haber  cegado  la  cantimplora: 

Que  por  Larroya  y  consortes  se  apeló  de  esta  sentencia,  tai^hándola  de 
nulidad  por  no  haber* reguélto  la  cuestión  prejudicial  de  competencia  y  ha- 
ber acordado  la  restitución  cuando  la  demanda  era  de  retenef,  y  también 
se  acudió  al  Gobernador  de  la  provincia  pidiendo  que  requiriese  de  inhibi- 
ción al  Juzgado: 

Que  así  lo  acordó  aquella  autoridad,  conforme  con  el  dictamen  del 
Cor-sejo  provincial,  apoyándose  en  el  número  3.**  de!  art.  80  de  la  ley  Je  8 
de  enero  de  1845,  y  enqne  l«s  demandados  habían  t^^ñ^  ePUb^jt» o  cbh- 
tim plora  como  individuos  del  Ayuntamiento,  para  evitar  «t  |)er]uieio  que 
podría  cansar  al  tránsito  por  el  camino:  ' 

Que  remitidos  los  autos  á  la  Audieoeia  de  Zaragos^a^  á  ella  dirigid  su* 
requerimiento  el  Gobernador,  y  suspendidos  los  pri^cediroientos,  se  auaUo^ 
CIÓ  el  conflicto  con  algunos  vicios  que  se  subsanaron,  concluyendo  la  Sa^ 
tercera  de  aquel  superior  Tribunal  por  declararse  competente,  separándose 
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del^ctámen  l^scal  y  fundándose  en  aue  la.base  prÍQcip^l^del  r^ueri'^ 
TT^ftimb  éra^ite  él'lerreno  en  que  se  echaron  las  piedras  y  tierra  pehéae - 
^dííiaíWtóMiy'eslo  no  estaba  probado:  /  , 

.^íJttBíel  tJób^rnadór  insistió  en  su  requerinaiénto,  de  aiíuerdo  con 
"e^'Gao^QptoVinciaJ)  resultando  el  preseate  conílictQ,  que  ha  segaido  sus 
trámites: 

•  Visto  el  núm.  3."  dél  aft.  SQ  de  la  ley  de  8  de  eaero  de  184^,  según  el 
cual  es  alribuQion  de  los  Ayuntamientos  arreglar  por  medio  de  acuerdos, 
<^6|pK)rmándose  con  las  leyes  y  reglamentos,  el  cuidado,  conservación  y  re- 
paración de  los  caminos,  puentes  y  pontones  vecinales:     . 

Visto  el  núm.  5.®  del  art.  74  de  la  misma  lev,  que  encarga  al  Alcalde, 
eomoládrainistrádor  del  pueblo,  cuidar  de  t^do  lo  relativo  á  policía  urbana 
y  rural,  conforme  á  las  leyes,  reglanlentos  y  disposiciones  de  la  autoridad 
superior  y  ordenanzas  municipales: 

Considerando:  ,'       . 

1."  Que  habiendo  procedido  los  demandados  con  el  carácter  dé  encar- 
gados por  el  Ayuntamieuto  de  la  policía  rural,  y  teniendo  por  o,l)jeto  el 
heráio  que  motiva  el  interdicto  prevenir  los  eqtorpecimientos  6  danos  que 
sé  pudieran  causar  al  tránsito  publicó  porlas  aguas  que  pasaba.n  ó  se  depo- 
sitabaíl  al  lado  de  un*  camino,  existe  un  acto  administrativo  sobre 
materia  de  policía  rural,  que  se  pretende  dejar  sin  efeieto  por  medio  de 
interdicto; 

^:**    Que  los  vicios 
Concejales  que  dispus 
la  autoridad  judicial 
rín  sobre  que  versa  e 
áucede  éD  fas  de  pol'ic 

Conformándome  c 
Vengo  én  decidir  estí 

Dado  en  Palacio  á 
y  ^ielei— Está  rubric 
Ministros,  Ramón  Ma 
ciembre  de  1867.) 


,    í¿(^uáenítiaL(ZO  de  julio  de^iSQ^^  ta- 

i«L«RBs  DE  UNA  FÁBRiGA.-*Se  coofifina  la  seoieocia  proaunciada  por 
el-  Gonsejo'  provinciai  de  Valencia,  en  el  pleito  «eguido  por  D.  Anlo  - 
ttio  Jaiíerv  Oirector  gerente  de  la  fábfliéa  de  ftindicion  La  tionstruc-^ 
tdrii'  áitalana  tóú  D.  Joaquín  Dároí^ui  y  consortes,  'f  se  re^ 
sucíf^e:  '••■•' 

Que  cuando  existe  en  una  población  un  bando  por  el  que  se 
4Ugan^  gue  las  fábricas,  estabiecimientos  y  oficios  que  producen 
mmi^rmdo  d imamodidad para  el  vecindario  se  sitúen  e¡n.  Jos  arra-^ 
mies  áh  la  pobkcion,  debe  atémpHrseesta  disposidon,  trasladándo- 
se los  que  haya  dentro  de  ella  y  tsUMeádm  con  posterioridad  á  la 
ftieM  del  bmd&,  tmchiowas  si  ló  frieron  sin  conodmi^ito  de  la  au- 
rf$ad  éomjfetmte,  ni  permiso  de  ella,  único  medio  que  en  su  caso 
podría  salvar  la  responsabilidad  del  infractor  del  bando. 
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Btlos.  la  ^opci^paib  j^^eft  piipducU  otro  isecmi^em^  (les á;Mlv>i^ttte^^ 
con  W  5ibr»6j<m  <jue,s^.»dywu^wlajf  |i|r^a9r!iteli»c»$fMW^^ 
que  re(»)D6Ci^  por  camisa  ed gáfate  y  tr«^zo(^4eMB9iiaayhWu^tíiU 
8i  bieo  fN^.^oft^!»iÍTse  que  aquella  |uociopj»^e/,jnaje]^$r>a^j^Ujitoi^^>|a^ 
á  pocos  y  determinados  QOji^tQs»  e(MnRp.yaÍ)Ala(ra,|lf#a4a 
cía  por  |u  prosperidad  y  |a  e^ieaejon  4e  euÍD4^usMÍAw!^tAiiSBÍiO««>te9tt» 
i0DliD^a«e  Atoeion^ndo/^nla  (bro^ae^  qM6jor,T<»iiie;he4}ifimlQi<^miMi^ 
cío  notQrií^  y  posiúTo  fiara  todas  li^s  propied^^jinjpglíwHílí^  ¿ijíif^Lwoiti  - 

Qm  (8Í  Aioulde^e  yalepcia,.en  su  vistió,  y:  é  CQ9a^tti^}^tdA>lMiKa^ 
peccioo  verifícada  por  él  mismo  ,  eo  la  que  pudo  observar  ía  ii)metiiu<|iM>  . 
causaba  ^eil^UeeMii^pto  de  km  Sfesv -Jeiier.  y.  .oomp8&i«(ail'9CSíiidani^ 
a<ii  por  el  ruido  que  ocasionaba,  como  por  la  yibrflotfm.iqiitf9o<|iicift:eD 
ios  edifk^oftioniÁdiat^i)  y  eooBídeimd»  que  t^i  espriG«aiAii>itfthJf einíeoio^ 
por  la  forma  y  esteosion  que  se.  le  habia  dado4ei(^^táMd^ifáiltít;i^^1' 
dieloi^ii^.v«()ft.fi9c  «l'vnpei'heitt^oeiierier  ai  di»  ^íkIq  i$6tai«e^Ai«mí9^ei 
que  fjQiiApHlbaA^'Uft'  bfoulo  ^^  kmm  gobáeDOo  <)ad»  aolrr^  fit  p«rticni^f>^ 
halláido^.pA|.HD40  G9mKffiiiiflid#  eiitr/^aq9iyte^;á;qiieitltti  lafiam^ksiifi- 
mera  iw^t^  A»UM^^;(\4|^K4qí8iqp^  |^QdP^^lAii<t4i«ft  «tíl  4«iiii#e  i^itim^ 
aue  s^Meríi.Aaberi.Japer.y  cmP«QÍ^q«l^  «n^^t^nW^^^J^^^^''^ 
1K  díae  trasladara  dicha  induistria  á  los  arrabales^e  laiciud«(ibdi3rid(S|^» 
dejando  de  causar  (a;8  iosinuadas  JocoinodidadiQa  á.  |o4  ^Tetóioa  d^eb^> 
manfésr:    '-'•...•'  .    '  •'■.•    -■  r  .yv-,^  -V  -^íc." 

Que  en  I  .^  deagofito  siguiente  et  Alcalde  acordé  que  oom{iar«ciíiBe:B«ií 
Joaquín  Úavoqoivuiu)  d9 ios  indicados  veoin^»  >y>á  ceaeeciieDCi^(«le>ieai»-. 
puesto  por  éste  previno  que  se  hiciese  saber  á  foei&resk  iattAR^f -Kompa^ 
qne  decide  |4ie§o^eeaasAn  eQ.^.«!Íepatci9  de  »»:i]adualm«n  k<(HBa^ei««iq^. 
pabaa^Q  b,c^«tede  la^ro^a,  4in  petrjuiaio  da^Midailir  psesuMeiáiMa^  . 
lo  i  o\jfO  pi\niQ.  en  ^monU  CQp  lOi acordado  poda  Akald»;  (aal  4SíM}^^ 
lío  del  refendQ  lino:  il.ik  t.  . 
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^nfifti^stán  sUuaáois^i^ii  peürjapcio  dé  (}tie  sé  adéptéil'p^oí  Itt  feüobiiMad  lo- 
cal aquellas  medidas  de  precaución  que  se  iuzgarán  mdíÉpántaMeá  por 
personas  peritas  en  la  materia,  para  mayor  seguridad  del  vecindario^ 
siempre  que  cualquiera  intrninreion  tifue  pudiera  llevarse^  cabo  no  cam 
biase  ni  restringiera  en  lo  mas  mínimo  la  fabricación  ni  los  medios  que  eo 
ella  se  emplean:  '      ^ 

Visto  el  Real  decreto- sentencia  de  19  de  abril  de^  1860,  que  la  parte 
apelante  ftfvoca  eti  su  faror:  ^  r^?*  ^?rv-í^. 

Vístala  certificación  que  con  el  anterior  escrito  se  acampana,  de  la 
cual  aparece  que  D.  Antonio  Janer  se  bailaba  matriculado  en  el  ano  de 
i  857  en  concepto  de  herrero  y  cerrajero: 

Vistos  los  recibüslalonan'os  ó  cartas  de  pago  de  la  contribución  ,^ue  el 
mismo  satisfizo,  en  concepto  de  calderero  en  unos  años,  y  dé  hai^rero  y 
cerrajero  en  otros,  en  el  período  de  1857  á  1860,  y  que  Igualmente  se 
acompañan  con  el  mencionado  escrito  de  mejora  de  apelacftib:'   '  ' 

Visto  el  escrito  de  contestación  presentado  por  el  LfCetaciadbD;  Manuel 
Alonso  Martínez,  en  nombre  de  D.  Joaquín  Daroqui  y  consortes,  pidiendo 
que,  desestimándose  las  razones  aducidas  en  contrario,  s^  confirnpe  la  sen- 
tencia apelada:  v^í      ^2 

Visto  el  art.  277  del  bando  de  buen  gobierno  publicado  e'n -21,  de  octu 
bre  de  1859,  que  dispone  que  las  fábricas,  eslablecíéientos  .y  oficios  que 
producen  gran  ruido  é  incomodidad  en  el  vecindario  sé  sitúen  en  ajelante 
en  los  arrabales  de  la  población,  y  que  los  establecidos  den ttó. ¿fe ^étla no 
vuelvan  á  abrirse  en  el  caso  de  que  se  cerréisén:   *  >  » 

Considerando  que  si  bien  es  üierto  qtie  anfíls  dé  li  btü^líéidd^  del 
citado  bando  D.  Antonio  Janer  tenía  ya  establecidos  áiSófifci^stiecalde 
rería  y  ferretería  en  la  calle  de  la  Corona,  intramuros  de  la  ciudad  de  Va- 
lencia, no  lo  es  menos  que  cuatro  años  después  estableció  en  %\  mismo 
local  otro  de  fundición  de  nfietales,  impulsado  poi'  el  vapory  stó  que  para 
hacerlo  hubiese  dado  conocimiento  dé  eHo  á  la  autoridad  competente,  ni 
obtenido  su  permiso,  ñoico  medio  que  en  su  caso  pudiera  sal varsu  respoc 
sabílídad  como  infractor  de  las  prescripciones  del  bando,  ley  tigente  en  la 
materia:  ■  »       - 

Considerando  que  en  este  concepto  ha  sido  fallado  esté  pleito  por  el 
Consejo  provincialde  Valencia,  haciendo  completa  abstracción  de  las  con- 
diciones de  seguridad  y  salubridad  del  establecimiento,  sobre  las  Cuales 
se  han  practicado  por  las  partes  estensas  y  cíjutradictorias  praebas: 

Y  considerando  que  el  Real  decreto-sentencia  que  el  recutnantéinvo 
ca  en  su  favor  no  es  aplicable  al  caso  presente,  porque  la  ciudad  de :Vicli, 
donde  existia  la  fábrica  de  que  se  trataba  eU  el  pleito  á  que  dicha  sentencia 
se  refiere,  carecía  de  toda  ley  que  reglase  los  establecimientos^  industriales, 
y  no  era  posible  que  se  hubiese  infringido;  * 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  la  sentencia  pronunciada  en  estos 
autos  por  el  Consejo  provincial  de  Valencia  erj  4  de  junio  de  1866. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  treinta  de  julio  de  mil  ochocientos'  sesenta  y 
siete. — Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  tní  el  Se- 
cretario accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrandoaudiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resnlucion 
final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  tos  mismos;  se 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  certifico. 
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lp7.— José  de.  G*rij^lv^wt^(Pnbltea#i  «n  la 
1867.) 


«61. 

f^entencla  (30  de  julio  de  1867.).— Admisión  de  títulos  de 

LA  D£|TDA  p£L  PSRSOMAL  EN    PAGO  DE  UN  CRÉDITO. — Se   desestíma  el 

recurso  de  revisión  interpuesto  por  D.  Marcos  Gallego  Picado  con- 
tra el  UQal  decreto-sentencia  de  30  de  setiembre  de  4866,  y  se  re 
suelve: 

1.®  Qué  la  sentencia  que  espresa. y  únicamenl^  eontiene  la  ab- 
solución de  la  demanda,  no  es  posible  que  ofrezca  contrariedad  ú 
oposición  en  sus  términos,  ni  que  omita  decidir  s^br^  nada  de  lo 
pedido  eii  aquella,  porque  la  absolución  lo  comprende  todo  cuando 
es  esplícita  y  sin  reserva:  , 

2.°  ^  Qué  no  es  posible  que  tal  sentencia  decida  sobre  lo  que  no 
se  haya  pedido,  porque  limitándose  á  absolver  de  la  (jlemanda,  solo 
esta  y  lo  en  ella  comprendido  es  lo  fallado,  y  nunca  puede  hacerse 
estensiva'á  oíros  puntos  ó  estremos  que  les;  que  aquella  contiene; 

F3^°  qne  no  pueden  admitirse  créditos  de  cierta  clase,  como 
tas  titulas  de  la  Deuda  del  ])ersonal,  en  pago  de  un  crédito  que 
puede  y  debe  hacerse  efectivo  integramente  etí  metálico. 

Dona  IsabeUí,  etc. 

«En  el  recurso  de  revisión  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende,  entre 
parteSt'de  la  una  el  Licenciado  D.  Pantaleon  Vitini,  á  quien  ha  reempla- 
zado después  el  de  la  misma  clnse  D.  Eduardo  Serrano  Fatigali,  en  nom- 
bre de  D.  Marcos  Gallego  Picado,  vecino  de  esiíi  corte,  recurrente:  y  de 
la  otra  la  Administración  general  del  Estado,  representada  por  mi  Fiscal; 
contra  el  Real  decreto-sentencia  de  30  de  setiembre  de  1866,  resolución 
del  pleito  seguido  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  i  2  de  julio  de 
1864,  que  denegó  las  pretensiones  de  Gallego  Picado  para  que  se  le  ad 
mitiera  en  títulos  de  la  Deuda  del  personal  el  pago  de  cierto  crédito  de  la 
Hacienda  pública  contra  el  concurso  de  los  bienes  del  Conde  de  Re- 
paTaz: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  interesada  la  Híjcienda  páblica  por  un  crédito  dé  1.926,207  reales 
en  el  mencionado  concurso,  y  teniendo  en  cuenta  las  círcunslancias  de 
esto,  creyó  conveniente  admitir  la  que  esticnó  mas  ventajosa  de  las  varias 
proposiciones  que  se  le  hicieron  respeí'fo  á  la  cesión  de  sus  derechos;  y 
por  Real  órd m  de  20  de  enero  de  1830  se  resolvió,  de  conformidad  con 
el  dictamen  del  Consejo  de  Estado,  que  se  bcneticiara  el  espresado  crédito, 
prefiriendo  le  propuesta  de  D  Nicolás  Mellado,  otro  de  los  acreedores, 
bajo  las  condiciones  de  entregar  en  el  acto  de  la  gracia  la  totalidad  del 
Crédito  en  vales  Reales  consolidados;  pagar  10,000  rs.  anuales  por  espa  - 
cío  de  veinte  años  á  la  Real  Hacienda,  abonando  en  el  acto  el  primer  pía  - 
20;  satisfacer  los  réditos  á  la  casa  del  Duque  de  Uceda  por  el  capital  de  un 
censo,  yá  los  demás  acreedores  legítimas  lo  qae  les  correspondiera  en  el 
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conciso»  j}!í»49qdo;9i^ofiiido.^S'[éfl  ^f^cho»  ikcfi^ftá^afust)  if&^oAéf 
ellos oon(>Id«páTÍ]iíera:y^%jiiilmeaie^dü0  s« diciers^  eiáéhaefi^iBl^^  ^ 

la  pmfeHBQCia  4ue  sd  (liBiba.4  sn  propuesta»'  á  ñii  i&qQe:ewM  léraMpodUeslLiu 
UD  mes  la  tódenékzú'n;  {Otorgatido  la  obJigaeioii  Btoest^¡áiq\JmñtBffih  9¿  \ 
rase  á  k  parto  de  la  Reáifláeienda  el  pUDt^aimmiptíaaleétede'i  sap  eioa^^jn  - 
Que  aÍQ  qm  Mellado  cQmptiera«4^1iHaiiiflBlie  biilgiúiaido  JafeoiMíiA  bl  ^ 
clones  que  le  imponía  la  referida  Real  drden,  pidió,  y  obtuYobpQ%0ljniidiri'&>H 
Ipi  d^  fie(i^i|pt)£9  del  mism^  a&o  d^  la^lai^jQMíy^tfipá^  «tHY 

M)UDeB  »\  crédi^o^  en  vez  4e  hacerlo  en  abales  oqnsoÜca^s^  6<kf:&  (^ 
circunstancia  de  indemnizar  á  íaReal  Hacienda <ktiaxMeFemqaira^^,4d.  •' 
suitara  de$<Je  el  precio  (fut  tenían  eiitooces  los  «oliiiiaea'^at^iiaUtfflnati';! 
los  consolidados  caandi>«l  interesado  bizé  It  pfopdeáta^  ea^'eiicvBO^Ot^t     . 
que  se  procediera  desde  luego  á  C6lel»*ar  la  escritoi^  «orFés{toñdiep(e9  á 
tm  da  que  MeMado  qaedsra  aubro^do  en  Iftipleraitud  daila^áereebosi^^  ^ 
ealeadel.ooBmrüOrjcau  atrevo  á^  eutada  R¿al  óideaée  ^O.^deiénsiie  aikt 
teriojT,  y  qqe  Icl^  pagos  ^e  verjfíc^aran  en  la  !('efiareríadd  Benl^s  de  ia^^sot 
yincjíi  de  Madrid:  í  ;         ..  -  i^  i.:   V 

Que  iá  pesar  de  eata  nueva  concesión  y  de  sps  preceptos^  tioao2a;dc^^ 
pasar  Mellado  el  término  de  ua  roes  .señalado,  por  la  primaraij^sa^bóf-^ 
den,  sin  cumplir  ninguna  de  las  condiciones,  ni  hacer  pago  alguno  á^la.    . 
Real  Hadenda  y  é  los  dofBéa  act^edores,  Ai  dt(H'^>Ía  etoitafa^l^ifo  %f»\' 
abandonó  por  tsompleto  el  asonto,  hasb  el  «stremo.de  que  es  i^Sd^-^fd^aft  : 
pues  ea  f835y  cen&sanda  y  «eca^ooiendo(  «pe  ne  ipodia  i6i  blbia^fodMoen 
por  Beve^pede  forlupa  y  oiraa  eiro^nstivoiae  jeuiH(hlirji^u:-wteffk^($i|íf(^s : 
p^^stf^,  pr^^entó  nuevi^s  proposiciones  para  qq^  s^  le  ^^diera  nuevimext^ 
el  crédito  de  1^  JiBiBieDdarPí'opio$miQi|e8  oiie  b& Jiegafoa  á  faiBttiraekíi:; 
como  ai  propio  tiempo  por  parte  de  la  Aamii^iistracion  S6.pmcii£aráii.gd9t<  •- 
tienes  para  compeler  á  Mellado  af  cumplimiento  de  Qp  ác^Udftip^opiMstd 
de  1330^  09  viruidde  las^Uales^geld^hargafOQ  alguJws.c^^isUis^aCQrdó^^ 
la  Díreceioq  .general  de  Rentias  públicas  en  4  de  mayo  de.  i8Mg  qm  h^^ 
biendo  quedado  sin  efecto  la  indicada  proposición  que  ^bizo  MelDa(|b  f«S9 
aceptó  en  1830,  y  sin  admitírsele  otras  posteriores^  ae.  suspeiuliera  jlodo. 
procedimiento  respecto  al  mismo,  y  canüauar^  laHaoié&da.su^^esUoaes 
contra  loa  bienes  ooncuraadqp: 

Que  por  ent^»i€es  estaba  ya  apelada  la  sentencia  de  ^adnojoa  de  eré? 
ditps^  dictada  eb  íds  autol  del  concurso  por  el  Juzgado  de  la  Subdeiéga-t 
cion  de. Rentas  de  Cádiz;  y  eontiiiuados  Jos  trátoiles  jdel  juicio,. recayó 
otr^,  íirme  y  ejeci^toria,  e&  4  de  diciembre  de  i 849,  por  ia  ÉuaMeHi^bdá 
que  de  ios  bienes  coucursados  se  hiciese  pago  en  primer  término  á  la  Ha^ 
cienda  púbKca  {M»r  ia  eanüdad  de  i.02^,207  rs.  de  su  crédito:  y>flj:^  lle-^. 
vario  asi  i  electo  se  subastó  ia  debida  de  Pi^lon^ar^os.  p^rtesueclente  el 
concur^y  que  cubre  con  su  importe  el  i^íencionado  crédito:  ■, 

Que  cuando  llegaba,  seguá lo  espuest^^  á  su  término  este  énviBÍeekb 
asunto,  en  29  de  setiembre  de  1863,  se  presentó  D.  Marcos  Qalt^gO'^  c6mo«  . 
spbrQgdao  en  ios  derepbos  y  acciones  de  0.  Nical4s  Mellado  poc  esctítuí^ 
de  7  de  febrero  de  1856,  solicitando  qqet,  con  arreglo  é  la  ley  die. 3i  de¿ . . 
julio  de  iS55,  se  le  admitieran  titules  de  la  Cleudá  del  persó&ali9n.)paglo  . 
del  crédito  que  ppr  ifisHeajQs  órdenes  precíta4as  de  183a  tr^sfirid  eL'E%% 
tado  4  su  cedeote,  y  que  no  se  babia  ppdido  solventad  aate^fmr  (mtiaati 
independientes  de  la  voluq^dde  Mellado;  pretensión  que,  de  conforintdad. 
con  lo  propuesto  por  la  Dirección  geqqral  de  Contribuciones,  de  acuerda.  . 
con  q1  parecer  de  la  Asesoría  general  del  Ministerio  de  ^adeuda,  fué  de^r 
estima^^  por  Reai  órd^u  de  U.de  jubo  dé  1864,  '....■:.   . . : 
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Villosíia  ctemfiuia  pcesepladA  en  e(  CoBsejo^da  Bkado'  par  e^-Lloeii" 
ciad»:d¿!PB2átá)«ob  ^íiídí,  en  represeo^cióo vée  I>.  If^cc^Si  Galtego  Píoimío^ 
pidie^dopqiwa^  invocase  la  precitada  RbaI  orden  dñ  ii.  de  juliade  iUé 
y  se  dcx^arBa&'fuiudsteDle  la  de  iÓ4é  setjemb^  (^  4$30f  y  el  Bet^^^cretor 
senteocia  que  recafólsu  tiempo  eü  3(^de  setiembre  d«  i 8íl6,ib8olTJei) do 
á  la  Adlpahiislrbeba  (tekdeittaMb..f  CMfirmaDdo  la  Real  óidiui  por  la 
inisiini;iai|kQgoifdQT> ;  ' 

Vtst»  eliii%curso  lie,  revtoioii4Eleifuesto  del  reíérído  Real  decreto - 
8entelMli»d^i30Lláosetieiilbr6  por  el  meDciooado  Letrado  D.  PantaleoD 
VjtiAV«p^^{re|\n9fl^cimi  fisp^eitday  con  Ja  pretepsioirdo  qua.ise^cOD- 
8uUe4i7e«bleo{OD  favoraiile  q¿e  la  lev  c^oceda  para  compen^f  el  crédito 
de  la  Ibcloiida  een  el  papel  de  la  Deoda  del  personal,  con  arreglo  á  Jos  ar- 
tículos ^^^y  6.®  de  la  lay  de  3i  de  julio  de  1855,  ó  invocando  para  fundar 
el  recoí^o  el  art.'d28  M  reglamento  de  30  de  diciembrede  4864: 

Visao  eleserüo  de  caatestadon  de  mi  Fiecal»  pidiendo  que  se  declare 
la  impcQcMlBocia  del  t^orso  interpuesto: 

Visto  ei  escrito  del  Licenciado  D.  Eduardo  Serrano  Fatigati,  nostrán-  ^ 
dose  p^KK^é^nombie  y  ^ea  virtud  de  poder  del  reinen le^.  y^l  anta  de  la 
S^pipndeietOmtenciQsoen^e  )e  ottbo  par  tali representante  de  Ja  parte 
indicada:  ^      y .         ■    ' 

V^t^elar^  i^28^del  regla^nto  de  lo  Conteactosov^que  díoe:  «Habrá 
oiugaFéÍ£^re)tJ8lbn  de  una  definitiva:  1/  Si  hubiere  cootrariedad  en  su» 
DdispoMioi^eB;^*  Si  hubiere  recfido  sobre  cosas  no  pedidas.  3.^  Si  en 
»ella  se^tDibiere  omitido  proveer  sobre  alguna  de  los  capítulo  de  lade^ 
»maoAfl»^*''!í*^>'i->  ...  '■•■*■ 

CcKPgMenindo  f  ue  ta  sentencéa  que  esprua  y  óaicamentei  contiene  la 
a  btspioiCiOD ^de4a  dímpodavoo «a  fieeib^^que  efresca  coo^artedad  ú  npesí - 
cien  eo^%i^iiniitt()Gi^  ni  qaenmfiadeoMÍtr. sobre  nada  de  lo  qtoe^e  l^ya 
pedido  en  aquella,  porque  la  aDsoIncion  le  comprende  todo  cuando  es  es- 
piícíta*y:sin  reserva,  cono  jucede  ei  la  contenida  en  mi  Real  decreto- 
sentencia  de  30  de  setiembre  del  añp  último: 

Gonsiderande  que  ta^ipoeo  es  posible  que  tal  sentencia  deéida  sobre 
lo  que  pe  $e  |i.aya  pedrdo,  porque  limitándosela  absolver  de  la  demanda, 
solo  ésta  y  lo  en  ella  comprendido  es  lo  faÜado,  y  nunca  puede  bácerse 
estén 8i  va  á  otros  puntos  Ó  estremos  (jue  los  que  aquella  contiene: 

(Considerando  además  que  al  conformarse  la  Real  orden  de  12  ite  julíov 
de  1804t  origen  de  la  demanda,  no  se  prejuzgó  níngundenecbo  ni  recia- 
maciob  de  las.qoe  el  recurrente  pqdiera  ejercitar  contra  D.  Kícoiás  Me- 
llado 6s\ís  suceáores,  ó  en  su  nombre,  sino  que  precisa  y  determinada- 
mentesédecidié  que  no  era  posible  .'dmitjr  créditos  de  cierta  clase  en 
pago  da  una  denda  ípn^  podra  y  debía  hacerse  efectiva  integramente  ea 
metálico; 

Conforntrándome  con  lo  consultado  por  qI  Consejo  de  Estado  en  pleno» 
constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  Vengo  en  desestimar  el  recurso  de 
revisión  iatecpuesto  á  nombre  de  D.  Marcos  Gallego  contra  mi  Real 
decret£i«sentencfa  de  30  de  setiembre  de  1866. 

pado49i  Palacio  á  treinta  de  juho  de  mil  oclfocientos  sesenta  y  siete. 
—Está' rubricado  de  la  Real  mano.^El  Presidente  del  Concejo  de  ^mis- 
tros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  el  Consejo  pleno,  Constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso, 
acordó  que  se  tenga  como  resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se 
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refiere;  que  se  UDa  ^  ]os  mismos;  se  aotifiqué  en  foTW  i  Ia$  D£^tes,  j  se 
Inserte' én  la  (?aceía;xlec(u e  cértiáco.  '  ,'*    '2' '^ 

Madrid  4  de  setíérabfe  de  1 867.— Joáé  de  Grijíilva.  -ft^Wffi8da'''iit  1k 
Gaceta  ^0  de  diciembre  de  Í867.)  \     ;    T  /   ^^'^   "^  ""   '' 


«««. 


'i;  '^fí'ífT 


Senlenciti  (30  dejaliodt  486T:)i-^At)!víístdíf  '^k'^ms  Valo- 
res DE  DIEZMOS    EPÍ    PAGO    fXE  tííÍ4  FIXCA    pE    BlEN¿í>    í«í*Ctí)ííkLfesJ~S6 

desestima  el  recurso  de  revisión  interpuesto  á'  aombrfe  de  D.  Máteos 
Gallego  coptra  «1  Real  dccreto-sjenleacia  dejólo  d^ Juüq,  de  i^&o^  y 
se  resuelve.  ,  .  .  , 

i.®  Que  para  que  proceda  el  recurso  de  revisión  Jfi  MMaíerUen- 
cia  con  arregb  al  núm.  I."*  del  art,  254  d>el  reglamento  de  toCon- 
teneioso,  la  primera  condición  es  que  se  prenenien  los'f$otnimentos 
que  se  suponen  reeobrados,  óáío  rtiisnos  que  se 'itcríííMii-  éu  exis- 
tencia: ,,       *    . 

2.**  Que  en  defecto  de  esta  prueba  no  ei  posible  áéjfedf (dizque 
tales  documentos  se  hayan  detenilo  pQr  fuerza  mayor  Ó  por, ¿ira  de 
taparte  quehuMere  obtenido  unfa\lQ  favorübkr\  ^H-  i  ^>  t  *  i  ^ 

5.®  Que  el  no  recibirse  un  pleito  á  prueba  no  es  motivo  (k  W*- 
sion  de  la  defiaiitivaocf}  ^l  pronunciadit;      i     r     t   .     t    v 

F  4.^  que  no-  dando  /««  reserva» nmgun  der^o,  añeomo  tam- 
poco privan  de  él,  i5ii  omisión  no  puede  ínl^úéarÉe  comú^'eaiÉísa'dete- 
visión.  ' 

Doña  Isabel  II,  etc.  ..     ' 

«En  el  recurso  Je  revisión  peodiecte  ante  el  Consejo  de  Esladb,  inter- 
puesta por  el  Licenciado  í).  José  Gutiérrez  Andrés,  en  nombre  de  D.  Mar- 
cos Gallego,  vecino  de  esta  corte,  contra  el  decreto -sentencia  de  15  deju- 
Jio  de  1866,  que  recayó  en  el  pleito  que  promovió  el  mismo  interesado,  so- 
bre revocación  de  la  Real  orden  de  7  de  mayo  de  1 86 i  qué  te  déóeg<^  la 
aplicación  de  ciftrt(?s  valores  de  diezmos  al  pago  de  la  labran  ¿a  titulada 
Manzanas^  jjrocedente  del  clero  secular  en  la  provincia  de  Toleád:  [ 
Visto:  '  ....  ., ,  „,  .  . . 

Vistos  Tos  anfecedeutes,  de  los  cuales  resulta:  ,^- '' 

Que  instruido  espediente á  consecuencia  de  la  reclamaéfón  deD.  Bf^r- 
cos  Gallego  sosteniendo  que  tenia  consignado  en  la  Dirección  geñ^rát  del 
ramo,  en  certificaciones  de  partícipes  legos  en  diezmos,  el  iñjpprto  (Jejas 
cuatro  quietas  partes  del  precio  de  la  labranza  Manzanas  qué  seíe_tí?|dia, 
y  nó  resultando  tal  consignación  se  dictó  la  Real  orden  de  Íñetw(há^ 
1864  que  denegó  la  aplicación  prentondida:  ,  « *^ 

Que  en  su  consecuencia  el  interes;ido  dedujo  contra  fá  indjcfa4li  í^Wl 
orden  la  oportuna  demanda  ante  el  Consejo  de  Estado,  y  segiu'ao  et  Wejto, 
en  que  se  pidió  por  el  demandante  y  se  negó  por  la  Sección  ae'loO^tíieD- 
cioso  que  se  recibiese  á  prueba,  recayó  por  último  coioo  resojticíón  flnal 
el  Real  decreto-sentencia  de  15  de  julio  de  1866,  por  el  cual  se  absoiyidá 
la  Administración  de  la  demanda  entablada  por  Gallego  y  se  conlirmíja 
Real  orden  por  la  misma  impugnada.  .  ' 
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'     "^¡stó  efíeCurso  de  revisión  por  ej  ,LíceDCiado.,p.  Jo?4,^J^ie^íre^,A^lP^ 
4^"^%*°  J9Sf^^4^  Galleo,  ii|ierp^q$o  ante  el  no(^mp  Consejo, |í^n4áD  - 


(fose  en  que  ér  caso  del  píeíto  sé  halía  con)prpn.d¡do  ppr  anajog^a  en  ioSiPL^t- 
rafes  primero  y  segundo  del  art.  231  del  reí^lamento  de  lo  Contencioso;  en 
que  por  habérsele  denegado  la  prueba  pedida  no  se  dictó  la  sentencia  con 
pleno  conocimiento  de  causa;  y  en  oue  en  el  fallo  debían  haberse  reserva- 
do los  derechos  de  Gallego  paraeí/*»«o  de  que  lograra  justificar  que^ 
tenia  presentados  los  valores  que  las  oficinas  niegan  existir  en  ellas: 

Yista  ta  C0DLest|icioD()e  nitEiscai,.eo..l&que  después  de  esprtsarque 
el  recurrente  se  ren>ite  á  los  mismo^  documeotos  que  tíguraron  en  los  au- 
tos, masifiesta  que  cuando  se  absuelve  áe  la  demanda  se  falla  sobre  todos 
y  cada  uno  de  sus  capítulos;  que  fas  rv'servas  ni  dan  ni  auitan  derec¿ps  y 
DO  ^e  pidió  ninguno  eú  la'  dernandá,  y  que  los  casos  de  revisión  alegados 
lo  son  espresamente  por  analogía,  y  ésta  no  cwbe  en  recursos  estraordiba- 
ríos  y  laxáthNos  como  elf^reseot^;  y  concluyó  pidiendo  que  se^  declare  su 
in»proeed«Dcía:  > ' 

Visto  eiavt.  23i  deJ  r^glaraento  de  lo  Contencioso  en  sus  núms.  \^f 
%^y  eu  l09  qi^e  se  dj^pQQe  que  ^habrá  lugar  á  la  revisión  desuna <iiefímtiva 
))si  después  de  pronunciada  se  recobrasen  documentos  decisivos  detCDJdo;. 
))por  fuerza  mayor  6  por  obra  de  la  parte  en  cuyo  favojr  se  hubiese  dictado, 
»si  hubiere  recaído  en  vittud  áé  documentos  qne  al  tiempo  de  dictarse  ig- 
))noraba  una  de  las  pailíés  haber  sido  reconocidos  y  declarados  falsos,  ó  cu- 
wya  falsedad  se  reconociere  ó  declarare  después;» 

CoDSideréiido  qite  ptira  que  proceda  el  recurso  de  revisión  dé  una  sen- 
tencia con  arreglo  al  níim.  i.**  del  art.  23í  del  reglamento  de  lo  Conten- 
cioiQ,  la  f  Hiñera  co^dv^in»!  m  ^n^se  presenten  los  documentos  que  se  su- 
popea  reco)»rad(^s.«  ó  á  io  meioos  que, sc;^credite. su  existencia,. y  ni  se  ha 
hecho  aquella  presentación  por  el  recurrente,  ni  ha  probado  que  existiap: 

Considerando  que  en  defecto  de  esta  prueba  no  es  posible  tampoco 
acreditar  que  tales  documentos  se  hayan  detenido  por  fuerza  mayor  o  por 
obra  de  la  parle  que  hubiere  obtenido  un  fallo  favorable: 

Considerando  que  ninguno  de  los  documentos  que  se  tuvieron  presea- 
tes  para  dictar  la  sentencia  cuya  revisión  se  ha  intentado  ha  sido  recono- 
cida bí  declarado  falso  antes  ni  después  de  ese  acto,  y  qqe.  el  único  y  vern 
dadero  fundamento  de  la  Beal  orden  confirmada  por  aquella  fué  el  no  ha» 
lerse  aplicado  por  el  recurrente  ^1  pago  de  determinada  fipca  los  créditos, 
por  el  misino  presentados:  hecho  qn  que  no  hay  falsedad,  ni^unínexac-^ 
tilud:  . 

Considerando  que  el  no  recibirse  un  pleito  á  prueba  np  es  rno|.¡vo  de 
revisión  de  la  definitiva  en  élpronunciada,  y  que  no  dando  las  reservas 
ningún  derecho,  así  como  tampoco  privan  de  él,-  su  omisión  no  puede  in- 
vocarse como  causa  de  revisión: 

Consiiderando  además  c^ua  el  recurrente  tiene  espedita  su  acción  para 
reclame^r.de  las  oficinas  los  créditos  que  entregó  y  no  se  le  i^yan  toqaado 
en  cuenta  de  deudas  ó  pagos  legítimo^;  ,.  .       .         ,     , 

Conformándome  con  lo  consuítaidd  por  el  Consejo  de  Estaco  én  pleno, 
constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  Vengo  en  desestimar  el  recurso 
de  revisión  interpuesto  á  nomb^'e  del).  Marcos  Gallego  contra  mí  Real<ie- 
crelo-sentencía  de  15  de  julio  del  año*últi(no. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  treinta  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Réalmanp. — El  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, ftamon  María  Narvaez.)^ 

Pubhcacon.—Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  et 


Digitized  by 


Google 


<}ae  sd  té&ga  coiri&^l^íufélólí  fiWal  i¿ú  Ta  M^tMá(^8  jf ^á  i^|^í^^^ 
re;  éfde  se  una  á  los  mismos:  se  nbtífiáue en. forma  á  hs  üiT^f^telú' 

MaftfW  4  (Jé'áfetiertiftí'e  ífe-  <^7Ulte§^(íé%l«ífWtf.i¿ífí^  la 

4}ábeta  de  20  dé  diciembre  de  i867.)  ,         'f^'^^ 

\   i^nt^^^t^  (i^Magom de  é^:^lé%^!M'Wk' 

fii|  sMA4.VSeftbsiielve  áila'AidnHQÍ9tfa€aotttdevlfir.réÍ^^ 

blada  por  Doña  María  Teresa  Van-Erven  conira  la'neal>^id«»r^e 

íí^4  de nol^iembre  dé  48585  Se  cenfirrtía  é 

p  pemliúreí  de  los  mtiguos  ÉéiadbÜ  de  ¿ 
dar  fué  eíquéqifedÓ  con  la  ÓbligácÍQn  di 
nido^  en  ime'(n^i^mf>n  del  precio  ■  de  m\ 
4iunqúelá  enajenación  y  la  revermn$e> 
pam^  ta  fué  en  el  emeepto  de .  Seberww 
rwno$t  '         •     •  '■'  -'•"•     •'   -  '■    ^'-í  -í-  ••••  .-^'f  ••>".  V  na  í^'RQ.iq hm 
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SENTEJE|(^.  tr:i);i;G($lCÍNt^I>^  ESTADO.  kt0^ 

bi^^SÍ^WJ^^f^M  revérAipD  6  m  Cprooa  deioneía  de  Téfi9iréi*.y^  Máií- 


-^ÍB8yWíft#>üJi^5i(!*  ftRSa  terejá  Va^-^ry^j  ?ew»*to«l:f  ^-lí^^  «Wi 
^^  íf^Wf^ifyf^ '  '^  re ver^ipo  a  m  Cprooa  del  oneío  de  TesQirér^.f  "^^'^ 
'   n^^^Trd^  '¿.W*  d^  ifoneida  de  ááQU  Fé  de  fogétá: 


""  VíSo  éí  proyeclo  de  sérfténcía  cpDSttüadq  p6f  la  may^yríá'^tó  la 
«^a^^^§j|^^jQp^Qie^9Í9$pjdel^oiise30  ae  Estad  tenor  íilerál  ea  ¿ornó 
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624  ,     JURISPRUDENCIA   AWmNlSTRAT^VÁ..  .^  .^ 

aouales^QDC#di()«á  b»  b^edqrjds  de  p.  José  Pfi^^o  ^  ÍAÍ^j9f#Mf||^iMUNE944;'3 
supi9j98tQjB  efti)0|%«oapip  de  ^awgas  de  x\>i;ticia;,y  (iue.(u>p,r»i;pw<téiai^K^ 
ditos  devengados  y  no  recibidos,  se  uoiera  esfa  recl8|iia^i|;4t«  f^^míldit 
promof  ido  el  Marqués  de  I9  CoDquista,  y  se  acordase  eiiv  qoo  y  oAmHí^' 
diento  a)  propio  tÍAi»{iioJa, clase  de  papel  dai  Ej^ti^dp  ^  ^¿>>4gte|t<¿iííi#i  g» 
tisfechos;  resolviéndose  en  19  de  abril  de  185á,  de  acuerdo  im^sta^lMilfrA 
mado  por  la  Juá^.a  de  la  Deuda  y  Ids  Direcciones  geqefal6s  ^6:1%  mSU0^ 
cioso  y  del  Tesoro,  que  se  c^er93e  al  arreglo  d»..^  l>^íü^ s4f^.  JmMMff 
cuHforrae  á  lo  prevepido  len  el  arjt.,23  .d^  1^  ley  úe  \.*d^  «gofi^íjií'tWteff;^ 
que  00  podia  accederse  á  la  preiep^ioo  de  iiiQ)uir  qq  íqjs  |Hr^¿u^íi|t^ ^1|I|;, 
pensión  eilada;     .  ,  r  j   .;     1/    j     «jé,í>l 

Queeu  15  de  setiembre  de  1856  volv¡<J  á  inRÍslir  e)  apoderad(>d6  IM^^^ 
Teresa  Van  Erven  en  sys  anteriores  recia raacioíies;  y.por  R^al.  érá^D  d^  4ü| 
de  octubre  de  1857,  teniendo  preseoteJ,odcordado^nteriarmeDt,d,  ^á^rPAP- 
dó  estaj*  á  lorésuelto;  y  por  último:  .  M<*4 

Que  á  insjtaneia  del  propio  representante  de  la  recurrente  se^espú^O  K^ 
Real  orden  de  24  de  noviembre  de  1858,  en  que  se  dei^e^timó  la  replama-!, 
cion  porconsiderar.se  el  crédito  deque  se  traía  como  procedeolede  4^^^^ 
ca,  sujeto  á  lo  que  se  determine  sobre  esta  clase  de  Deuda.  í^fÚÁ 

Vista  la  demanda  presentada  en  el  Consejo  de  Estado  por  el  Liceocisa^ 
D.  Andrés  Curiel  y  Castro,  mejorada  po^steriormeote  con  presencia  de(. 
espediente  gubernativo. por  el  letrado  D.  José  María  Fernandez  d9  la  Hoz 
en  escrito  de  i."  de  setiembre  último  de  l86^,yCon  la  pretensión, á  oombrer 
de  la  referida  Dona  María  Teresa  Van-Erven  y  sys  hijos  y  yerno  1).  Ljui^.^ 
de  Silvestre^  ya  mayor  de  edad,  y  Ds^ña  Matilde  de  Silvestre  y  sui  marido 
D.  Francisco  Inocencio  Lessa,  herederos  de  D.  José  Prieto,  de  que^e  deje 
sin  efecto  la  precitada  Real  orden  de24  d«  novivMubre  de  1858,  y  eo  m 
lugar  se  mande  convertir  en  Deuda  amorlizahlM  de  segunda  qlase  por  todo 
su  valor  el  capital  del  crédito  procedent,e  de  la  recompensa  por  oGcio  á% 
Tesorero  y  blanqueador  de  la  Casa  de  Moneda  de  Santa  Féde  Bogóte,  ena; 
jenada  por  la  Corona  en  1718  é  incorporada  de  uuevo  á  ella  eo  el  apo  de. 
1753,  y  que  además  se  abonen  en  Deuda  amortizabie  de  segunda  clase  in-' 
lerior  por  todo  su  valor  los  intereses  y  rentas  devengados  de  ese  crédito  f 
no  satisfechos  hasta  30  de  junio  de  Í85I,  con  todas  las  bonificaciones  qt^ 
según  la  legislación  se  han  de  hacer:  .       i  ^p^^^uv 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mí  Fiscal,  pidiendo  laabsoludon  (K 
la  demanda  y  la  confirmación  de  la  Real  érden  que  por  la  mi3m^seimpug** 
na,  fundando  esta  pretensión,  entre  otras  consideraciones,  en  que  no  ha* 
biendolademandaole  intentando  la  revoc£(Cion  en  Vía  contenciosa  déla 
Real  orden  de  7  de  junio  de  1846  dentro  de  los  plazos  establecidos  por  et 
Real  decreto  de  1.°  de  noviembre  de  I85t  y  21  de  mayo  de  1853,  acontar 
desde  la  fecha  en  que  se  dié  por  enterada  úe  la  misma,  quedó  esta  ñrjanf^^  X 
ejecutoria: 


Vistos,  et  escrito  del  Licenciado  D^  Santos  de  Isasa,  mostrándose  rntg 
te,  debidamenie  autorizado,  á  nombre  de  U)¡>  demandantes,  y  el  auto  de  l| 
Sección  de  lo  Contencioso  de  15  de  enero  último  ep  que>e  le  bobo  for 
tal  representante:  ,>.  '! 

Vista  la  Real  cédula  de  18  de  diciembre  de  1777,  en  ta  que,  al  a^r 
narse  á  los  autecesores  de  la  demandante  la  cantidad  de  8,000  pesos  anua» 
les  por  consecuencia  de  la  incorporación  al  Estado  de)  oficio  que  se  les  hfr 
bia  cedido  en  1718,  se  dijo  espresameote  que^qudlla  asignación  se  bacía 
en  recompensa  del  capital  y  de  las  utilidades  y  labor  de  la  oapoeda  d^M 
Casa  de  Santa  Féde  Bogotá:  ,.  .      ,     i^. 
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YisU  ii  ley  de  i. <^  de  agosto  de  i^Si',  relativa  al  arreglo  d^  la  DeVda 
p6UÍICi^él*t«ÉMiiefiloéfüt«^  i7  <ieí  bmb9<f  <ttel 

lOitÉiPaliléii^Mi^árrflrfeseegiiDdi)  det  árf.   fl,  déeilil6lereef«^  deUf-^ 

MMnk,^^mim m m  -í  •  — -  •  ^ .  m.  ^M->vc.h .  >  ^ 

-1WiMllH>RMmtett^to  seDtendtde  2«éerÉetlembi«4f  iiS»,  djc»d« 
é»<^1»iluW<t  fciyttfe  #B  Hljar,  como  sucesor  del  4e  BeüiméffViltov  Mb  li 

«UltiNÉijinrUlddemi  Real  de<^iie(ode  4  a  deoetubre  delMOtt      r 

t'<i»iiÍMaBdoqtt6i»l  adiDitirae  la  demaiNia,  origen  de  «áe  jileite, 
qu»iiéflÍMillo- ifríiivoch blemeote  ane  8€f  iotérpuso  debtro  del  térmlDo  le* 
g«4  pev^M^iMberge  aeredítádo  Ja  mcha  en  que  se  habiera  heoho  saber  á 
ios  ioteresados  la  Real  órdeo  reclamada,  dí  DÍngunaotra  de  la»  que  cao- 
salM^MÉdcíyeé dictaron  con  posterioridad  al  año  4994,  } por^e  la  duda 
qU^tieiiqyella  omisíoQ  surgía  DO  podía  pejudicarlesr  ' 

OotiffilefaDdo  qoe  timí tada  por  coos^iefnte  la  euéitto^  i  «t  et  crédito 
qucf  H  reclama  debe  calificarse  como  comprendido  eo  la  d«DOiAiQacioQ 
geiienil'drDeDdií  de  UHtamat,  cuyo '  receuocimiéflto  y  líóuklacien  se  re- 
serva áotia  le?  especiad  en  la  de  4.®  de  agosto  de  4851,  ó  entre  'los  que 
esté  intfidd  reconocer,  liquidar  y  pagar  enría  forma  en  la  noíMlaa  dispuesta, 
es  indispensable  exafniear  sus circnnstáif^s^ especiales  y  eotnpárarbis  con 
las  di£(posifHon«s  de  la  ^ey  mencionada  y  con  toé  pretMdentes  estable* 
eidos:-'  >'■         .      ,■•■.■>;■■•;>    _    ■  \i  '  :   -  i  í  : 

Considerando  que  el  crédito  reclamado  tiene  SQ  eligen  en  la  Real 
cédnladé^  48  de  diciembre  de  4777,  en  la  cyal  se  callfl<9é  contó  Recom- 
pensa dfr  un  capitaJ  dado  por  uü  oficio  enajenide  p6r  el  Botado  en  4748  é 
incorporado  al  mismo  en  I7S3  á  tos  10  años  de^sti  dtsfrotn,  que  no  prín-^ 
cipió  basta  i74^:  circunstancias  que  lo  colocan  entre  l^os  centprendklos  en 
eKpá##afo  tvece,  capjtvio  4/  del  reglamento  de  47  de  octvbre  de  48H4: 

'  CoBsiderantJoqueeFbecbo  de estaf  consignado ibI  pego  d« dicho  drédrto 
sélxt  las  cajas  de  una  de  tas^anttgiias  c^lonias^  provlficias  de  Ultramar  no 
basta  para  califléarlo  cerne  E)euda  de  aquella  rc^Ton,  ya  porq«e  esta  cir- 
cunstancia m^  le  despoja  del  carácter  de  recompensa  4  compensación  de 
un  oficio  en«j«jnado,  ya  porque  el  capital  pagado  por  él  ingresáen  la  Te-^ 
sorería  de  esta  eérte  por  condición  impuesta  al  ceocederlo,  ya  porque 
aquella  razón  no  ha  sido  bastante  para  que  hayan  dejado  dé  reconocerse 
otres  créditos  que  no  procedían  de  un  título  üneroso,  como  el  d«qae  se 
trata  en  este  pleito: 

'Considerando  que  desde  la  incorporación  al  Estado  en  4*799  ^l^ioficio 
cedido  á  les  antecesores  déla  demandante,  contl^mó  aqiel  percibienxio 
todos  sitsrendtmiento»  poi^  espacio  de  muchos  años  hasta  la  enMneipéeieD 
del  reiD o  de  Nueva  Granada: 

'  Considerando  que  depositada  jodlcialmente  en  las  cajas  ^del'  mismo  la 
éantídiMl  efe  60>OdO  pesos  perteneciente  á  4a  f^tníNa  mettci<esadB,  y  proee^ 
dente  de  la  pensión  señalada  en  la  Real  cédula  de  4777,  no  puito' entre-" 
^ánfele;  i  pesar  de  las  órdenes  dadas  para  ellov  porque  te  hiinrtió  en  sa  - 
tisfacer  parte  de  los  gastos  que  ocasíótióJa  gflert^  sostenida  por  la  necion 
con  Inglaterra  en  el  siglo  anterior: 

Considerando  que  ni  esa  cantidad,  ni  el  impoHíe  de  lat  pensiones  cor^ 
respondientes  á  los  anos  en  que  el  Gobiern o* español  continuó  diaponiendo 
de  los  pi^ductes  de  la  Casa  de  Moneda  de  Santa  Fé  de  Bogotá,  pueden  ser 
objeto  der  arreglo  ni  convenio  cot)  aquel  Estado^  cínica  raxon,  según  la 
Real  orden  de  7  de  junio  de  i846,  que  ha  dejado  en  suspenso  elreceno*' 
cinnenlo  y  Irfpirdacion  de  la  Deuda  de  Ultramar; 

TOMO  yu.-^Jurisprudencia  administrativa.  79 
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los^^^0Hif*8Í(!é/f|  Heal  mstruccioQ  de  31  de  diciembre  de  dici)0«ño  de^ 
48DÍv'6ülBs'6ti^1és  se  fijaa  ios  documentos  y  establecen  las^coodieíooes 
<|ué'biBia'^d¿'6bbtéDer  los  espedientes  que  se  ínstruyao  para  el  recoDoci* 
ffiiéí^^'!^ iraultll^ioD  dé  tos  créditos  Reclamados  en  tiempo  habii ,  siendo 
Doá  de  lás"  mdlíipéD^bles  él  considerar  solamente  en  el  case  de  instruGCi^n 
los  é^e^étries  (|ne  se  refieran  á  créditos  comprendidos  ó  que  debieren 
)»révtart^Í3te  eom]prenderse  en  las  cuentas  corrientes  de  liquidación  ,  de** 
biendo^los^^nébo  puedan  valorarse  en  cantidad^  constar  en  dícbaisnenta 
espresados  nnrtiéricamente,  y  la  de  haber  de  sujetarse  los  espedientes 
asi  instnifdéd*,  para  producir  resolución  de  reconocimíenta  y  pago ,  á  los 
trámites  y  formalidades  en  dichos  artículos  detallados  y  especibcados  : 

Vüstoü  Beal  decreto  de  {°  de  noviembre  del  menciona* lo  año  de  1851,    , 
por  cuvos  articules  6.®,  i5,  16,  y  17  se  bja  el  orden  de  procedimiento  en 
las  decrauüciones  de  reconocimiento  y  pago  de  los  créditos  contra  el  Esta- 
do, atribuyendo  el  fallo  en  primera  instancia  á  la  Junta  de  la  Deuda  pú 
büca  ,  la  resolución  de  alzada  al  Ministerio  de  Hacienda  ,  y  por  último,  al 
€unsejo  Real^  boy  de  Estado,  las  reclamaciones  por  la  via  contenciosa: 

Gonsidéi^ando  que  el  crédito  reclamado  por  Doña  María  Teresa  Van* 
Erven  cortil  curadora  de  sus  hijos  menores ,  herederos  de  D.  José  Prieto» 
procede  d0  no  título  oneroso  por  compra  que  hicieron  sus  causantes  al 
Rey  D.  Ffeline^  V  en  el  año  de  1718  de  los  oficios  de  Tesorero  y  blanqueador 
de  la  Gasa  de  Moneda  de  Santa  Fé  de  Bogotá ,  en  el  reino  de  Nueva  Gra« 
nada,  yq^le  al  declararse  en  1751  su  incorporación  al  Estado  se  le  ín« 
demnizó  liacféndole  una  asignación  determinada  sobre  la  misma  Gasa  de 
Moneda,  ó  sobre  la  de  Popayan  en  el  mismo  reino ,  que  dejó  de  pagársele 
hace  mnctros  ^ños,  según  se  asevera: 

Gqnsfde^ndo  qne  dichos  oficios  enajenados  eran  propios  y  peculiares 
del  Estado  d^  Nueva  Granada  en  América,  y  que  al  revertirse  á  la  Gero- 
na, el  mismo  Estado  fué  el  que  quedó  con  la  obligación  de  pagar  la  canli- 
dad  convenida  en  indemnización  del  precio  de  compra  de  los  mismos  ofi  - 
clús,  porque  aunque  la  enajenación  y  la  reversión  se  hicieron  por  el  Rey 
de  España,  fué  en  el  concepto  de  Soberano  de  aquel  Estado  de  América: 
Gonslderando  que  emancipado  de  la  Corona  de  España  el  Estado  de 
Nueva  Granada,  á  él  correspondia  y  él  cargó  y  debia  cargar  con  la  obliga- 
don  del  pago  de  la  carga  impuesta  como  propia  y  natural  de  aquel  Estado 
mismo;  por  cuya  razón  el  crédito  de  que  se  trata  es  indudablemente  Deuda 
de  América: 

Gonsiderando  que  no  puede  haber  ni  tiene  analogía  alguna  este  caso 
con  el  resuelto  por  el  Real  decreto-sentencia  de  28  de  setiembre  de  1859» 
por  la  inn^ensa  diferencia  que  existe  entre  el  crédito  de  los  herederos  de 
D.  José  Prieto,  que  reconoce  un  título  oneroso  con  obligación  legal  de  tn* 
érninización  por  el  Estado  de  Nueva  Granadoy  produciendo  consuma- 
ción de  contrato,  f  el  del  Duque  de  Hijar  y  Bournonville,  que  procedía  de 
una  obfígadion  volantaria  por  servicios  sobresalientes  del  causante,  sin 
qne  la  circunstancia  de  haber  el  Gobierno  español  consignado  su  pago  so* 
bre  las  .cajas  dé  Méjico  le  pudiese  imprimir  el  carácter  de  obligación  natu« 
ral  y  fórzíoéá  de  las  mismas  cajas  si  aquel  país  dejaba  de  pertenecer  á  fia* 
paña,'CUai!)fdró  érn  iodiferente,  al  hacer  la  consignación,  que  fuese  allí  oes 
cualcfut^a  otra  caja  dé  los  Estados  de  España  donde  se  verificase  el  pago 
-de  una  obligación  propia  v  natural  de  la  Península: 

Gonsiderando  que  no  habiéndose  determinado  aun  el  modo  y  la  mane« 
ra  de  pagar  dt¿ha  Deuda  de  América,  pues  acerca  |de  ella  está  ofrecido  y 
aplazado  un  proyecto  de  ley  por  el  art.  23  de  la  de  1.^  de  agosto  de  1831» 
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^odavia  na  se  ha  establecido  derecho  alguDO  sobré  it|fit« 'ids^'átél^S^  pér^** 
€Ularesi puedan  fundar  perjuicios  reclamables:  '  ^  ¿J^'^^i^ííoiq  sí^iri 

Oofisiderando  que  habiendo  únicamente  declarado  k^FSMfl  ^d«t  étfft 
de  junio  de  4846  que  correspondía  e^e  crédito,  como  dé'ir<ftl]^l^(fed'/^t1l 
OeQda.de  imériea,  y  que  debía  cootiuuar  en  sus'pensoj  étrU^utdalliotí  f 
pago  hasta  tanto  que  según  ios  tratados  que  se  celebrasen  eeii'ftiafte'pt* 
bhcas  america^s  independientes  se  lijasen  las  regias  que  btii^es<n(^ 
obserfftrse,  quedó  intacta  )a  coestion  de  establecer  dereehdtf!'sé^e^est& 
Deuda,  que^  como  antes  se  indiea\  cootÍDuó  y  sigue  huí»  Hplweddli-'     i 

Considerando*  por  tante^  que  Jas  únicas  reclamacipnpsqii^de^éfitiiBeai 
orden  procedían  por  parle  dei  interesado,  no  eran  ni  debían  eei'tAras^qae 
las  d9  solicitar  del  Gobierno  que  se  estableciese  derecho  <$  deteÉhfnitfaie  et 
modoiy  forma  de  pagársele  su  crédito,  como  asi  lo  hizo  repet«d»9  feces» 
provocando  los  acuerdos  y  Reales  órdenes  de  19  de  abrit  de  161^;  4 de 
octubre  de  48S6  y  24  de  noviembre  de  4858,  que  mandaron  qtre  esperase 
la  resolucien  qjue  se  adoptara  eo  su  dia  sobre  la  Deuda  de  AUDéinca^  segob 
se  declaró  por  la  de  7  de  junio  de  i846  y  por  el  art.  2d  de  M  ciUdh  leyde 
1."  descosto  de  1861;  ?       i: 

Considerando  (fue  esta  aseveración  resulta  justíGcada  en  el  Iie6he(4ie 
ne  haber  aci^Jide  el  interesado  en  tiempo  oportuno  á  reetannar  por  4k  vía 
contenciosa  los  perjuicios  que  creyese  le  h'rogaba  la  Reir-ór^n  de 7 de 
junio  de  4846,  de  que  teoia  cooocimiento  exacto  según  su  ¿nstanoia  foeba 
2  de  mayo  de  1847,  especialmente  desde  que  por  et  Real  decí^e^de  f.*^  de 
nofiembrede  4851  en  su  art.  47  se  fijó  uo  mes  para  recfsrm&ít^  costra  las 
Reales  órdenes  que  se  dictasen  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  los  negó- 
€ios  de  la  Deuda  pública;  por  cuyo  abandono,  aunque  séméfanté  dereofao 
de  reclamación  por  Ja  vía  contenciosa  hubiese  procedido^  estaba'  ya  pres- 
crito: 

Considerando  que  aun  en  la  hipótesis  de  que  estuviese  én  eu  lugar  esta 
reclamación  por  la  vía  contenciosa,  lo  único  que  procedería  exaiDinarera 
ai  el  crédito  de  que  se  trata  debía  reputarse  como  Deuda  de  España  para 
ser  reeonecída  y  liquidada  con  arreglo  á  la  ley  y  reglamento  de  4854,  6  de 
América  para  esperar  la  ley  especial  ofrecida  eo  el  art.  23  de  aquella,  por- 
que hasta  ahora  ninguna  actueCion  tuvo  lugar  en  la  Junta  de  la  Deuda  pá* 
blica  para  reconocer  y  fallar  ep  primera  instancia  sobre  el  mismo  crédito: 

Gonsideraudo  que  si  la  parte  reclamante  hubiese  cMido^aon^ve  fuese 
con  notoria  equivocación,  que  á  su  crédito  le  alzaozaban  las  diapesiciones 
de  la  ley  del  arreglo  de  la  Deuda  de  España,  habría  en  tal  caso  lorniolado 
su  endiente  ante  la  Junta  de  Ja  misma  Deuda  con  antera  sujecioo  y  ar- 
reglo á  lo  prescrito  en  los  artículos  41  y  45  del  reglamento  d^  47  de  oc- 
tubre de  1854,  y  á  Jos  artículos  50  y  51  de  Ja  Real  ínstruecrbn  dé  34  de 
diciembre  del  mismo  añ^,.y  comprendfdose  su  crédito  en  hrtaentt  de  ti- 
quidaoioB  para  tener  derecho  á  ser  liquidado  y  pagado;  flejes  deesetaro- 
bien  abandona  el  camino  trazado  en  el  citado  reglamento  raspeólo' As  los 
créditoa  reclamables  del  Estado:  k>  cual  prueba  ademái;  qae  estaba  <ob- 
vencida  de  que  lo  que  únicamente  procedía  era  gestionar  ante  el^ojlNeroo 
para  establecer  legislación  sobre  so  crédito,  por  no  alcanzarle  las  disposi- 
ciones de  la  legislación  establecida  basta  aquü 

Considerando  que  para  que  puedan  reoonocerse  los  créditos  redima- 

bles  de  la  Deuda  de  España  necesitan  ponerse  en  condiciones  de~  aptitud 

legal,  que  no  tiene  hasta  ahora  bajoníngnn  conee^  el  deque  se  trata  en 

este  procedimiento:  •  i  .    ..;,<,   i> 

Considerando  que  como  todavk  no  se  perjudicó  derecho  alguno,  por- 
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me  aun  do  se  ba  estableekio  el  que  baya  de  regir  para  los  créditos  6  Oeu  • 
4a'4e4fllérw^9U«^^oomo  ya  se  demostró,  perteoece  el  reciamado,  do 
puede  procederse  á  resolver  nada  sobre  sa  reconocimiento  y  abono,  por 
tnitt  9i]9'i6il  Bci^dor  ftiese  UQ  subdito  español,  roieatras  no  sé  eolebren  los 
Arn^itoveorrespoDdieotes  con  aquella  Repábifca  j  se  íijeo  las  reglas  oue 
h^v^nriü^  observarse  sobre  el  particular,  como  se  dectaró  en  ta  Real  óroen 
^T7.4a^]Qbio  de  i S46y  confirmada  por  las  posleriores  de  i9  de  abril  de 
4853^»  40;  4  de  octubre  de  1856  y  U  de  noviembre  de  i9&%: 
r  ^'Y«e6»siderR&4o^  por  último,  que  de  anrticiparse  cualquiera  resolocioo 
sobre  eireeooocimieoto  y  pago  de  un  crédito  que  pudiera  haberlo  sido, 
•«n'Virtttdáewjustos  y  sagrados  títulos,  pdr  las  cajas  de  Santa  Pé  de  BoffO* 
tá  y  Popayao  en  la  República  de  Nueva  Granada,  como  Estado  obHgvdío  á 
^te&ílerks  reclamaciones  de  este  acreedor,  se  preicizgaria  una  Cuestión 
dederecbo-iuternacional  aplazada  por  parte  del  Gobierno  español  para  su 
tiempo  oportuno  por  la  Real  orden  de  7  de  junio  de  1846  y  por  el  art.  23 
.déla  ley  de  4.®  de  agosto  de  1854; 

Oidfi  ia  Sala  de  lo  Conlencioso  d^l  Consejo  de  Estado,  de  conformidad 
^oo  el  ívolode  la  minoría,  y  de  acuerdo  con  lo  propuesto  por  mi  Consejo 
^e  Ministros,  Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda  intér«> 
pu«sia  y  en  eonikmar  la  Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Sao  IKJefonso  á  i2  de  agosto  de  iSCT.—Está  rubricado  de  la 
Real  roano.-^El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Ramón  Maria  Nar- 
vaez.» 

PublicaoioD.-^  Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  al  Sé* 
cretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  bailándose  celebrando  audien- 
cia pábiica  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
final  en  la  istancia  y  autos  á  que  se  refíere;  que  se  tina  á  los  mismos;  se 
ootifiqo&en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  5  de  setiembre  de  1867.— José  de  Grijal va.— (Publicada  en  la 
érúcetaát  2i  de  diciembre  de  1867.) 


Antorlzacloii  (áO  de  noviembre  de  1887.).— Abusos. — Se 
confirma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Granada 
en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  d« 
Iznalloz  para  procesar  á  D.  Pedro  López  y  D.  Wenceslao  López 
Ferriz.,  Teniente  Alcalde  el  primero,  y  Secretario  del  Ayunta- 
BQiento  de  («árdelas  el  segundo,  y  se  resuelve: 

i ."  Que  cuando  el  Alcalde  no  se  kalla  en  el  pueblo^  y  el  Tenien- 
te Alcalde  procede  en  equivocado  concepto  respecto  á  las  atribueio- 
dones  que  le  son  propias,  á  abrir  la  correspondencia  oficial  y  á 
principiar  la  instrucción  de  un  espediente  gubernativo  en  averigua- 
rion  de  abusos,  intentando  estampar  en  dicho  espediente  el  sello  de 
la  Alcaldía^  dichos  hechos  no  cousiituym  delito; 

Y  2.**  que  no  hay  desacato  hacia  un  Teniente  Alcalde  por  parte 
del  Secretario  de  Ayuntamiento,  cuando  se  niega  á  entregar  el  sello 
de  la  Alcaldia  paira  que  se  estampe  por  aquel  en  un  doeumenh^ 
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fundándm  en  qué  él  TenierUe  Alcalde  no  tiene  fabuí^d  parausar 
d$l  Mhm  doímm^ntH  que  el  Mealie  n&  Jialm*fb^mtídi(fi^'^^^^  \  "i' 

.  Ca.)^l  €^eiiieut^ieQ  qu«  aí.iGobercadoit  de  Jt.)pmyy^«6Mifideti^r»Qida  ha 
Djegado^Jiluez  (|e,  pnoiera  jost^Dci»  de  Izoalloz*  ja  «iHiDrÍ8atñqDDÍ|MiNi^r 
t^&l  á.P.^  Pedro  López  Sao^bez  y  á  D.i  Wenee^a^  liopá^iEQi^pirsDieD* 
te  Alcalde  e)  primero  y  Secretario  el  segundo  d^  A^'iidlBiDieD<tb  lie  Cár- 
delas, por  abusQs;  y  del  cual  resulla:  ;    i,  ;;  .jí,niiiyl>i?.iiorí 

Que  el  AMlde  de  Cárdelas  acudió  ai  Jpisgadai^a^HtÑfíiara^itaUttcia 
deDUDciaodo  varios  abusos  que  suponía  cometidos  pofftel  i^Báé8ta>jáklakle 
del  mismo  pueblo;  y  recibida  la  deouucia  y  pDakCtioail&SiiafiiafoiUraas^di* 
iigeocias,  apareció  de  ellas  lo  siguiente:  i  >    -m'k  ;«.;t.u  lo.'ao'» 

i.°  Que  al  entrar  en  el  puebl(r  el  coodqctof  di^Jait^rtriipondeDiia 
pública  el  dia  26  de  octubre  de  1866,  do  encontró  al  Alcalde,  .yíiágoiSBdo 
la  costumbre  establecida,  bizo  entrega  de  la  batija  ai  TórneDib^Alealde 
D.  Pedro  López,  el  cual  le  dio  la  correspondencia  de  los  particuiaf es  para 
que  la,  re  partiera,  y  se  quedó  coo  la  oficial  qu^a  abrJdd  sa^preseBcia. 

.2.®  Que  dicho  Teniente  Alcalde,  noticioso  de  qu^  se«om8tffiil^a|gii« 
DOS  fraudes  en  la  espendicion  de  géneros  de  consumo,  giró  una  escrupciu- 
sa  visita  á  los  establecimiento8,y  en  su  fisla  principió  á  instruir  un  espe- 
diente  que  entregó  luego  al  Alcalde  para  su  terminación;  pero  recelando 
que  éste  no  tuviese  la  energía  neiceiaria  para  ultimarle,  determinó  hacer- 
lo por  sí  mismo,  y  al  efecto  entró  en  el  local  de  la  Alcaldía,  y  delante  de^ 
Secretario,  que  estaba  presente,  tomó  el  sello  dú  AyoatJWiMiiilijptra  es- 
tamparle en  el  oficio  que  elevaba  á  la  Superioridad:    i.>:    'taní  í;  í.  v 

Que  entonces  el  Secretario  se  opuso  á  que  lo  iu/q¡er(^dj^é|34tgt1e  que- 
usurpaba  al  Alcalde  sus  atribuciones  estando  éstei  úJlia;iy.^(i^F,pff&q<loJo 
cual  dio  motivo  á  un  altercado  entre  ambos,  cuyo  result^j^  mé;,pi)gDar 
uno  y  otro  por  apoderarse  del  sello,  y  reclamar  eJ  Tet)ienté  Alcaloe  layor 
¿80  autoridad: 

Que  en  presencia  de  los  hechos  e9puest<)s,  depurados  «n  él  corso  del 
procedimiento  instado  por  consecuencia  de  la  denuncia  delAlcalde,  quien 
los  presentaba  como  grave  delito  de  abuso  de  autoridad  y  usorpacion  de 
atribuciones,  el  Juez,  á  propuesta  del  Promotor  fiscal,  dictó  auto  de  so- 
breseimiento, en  atención  á  que  en  laa  actuaciones  no  aparecía  propia- 
mente delito  alguno,  sino  mas.bien  un  conjunto  de  spreeiacíon^s  equi- 
vocadas de  ios  funcionarios  aludidos  en  cuanto  á  lo&  limites  y  estensidn  de 
su  autoridad: 

Que  consultado  este  auto  con  la  Audiencia  del  territorií^,  fué  revo- 
cadoy  mandándose  que  se  procediese  con  arreglo  á  derectío,  7  en  sü  vir* 
lud  se  solicitó  por  el  Juez  la  previa  autorización  para  procesara)  Tenieo- 
te  Alcalde  y  Secretario,  que  fué  negada  por  el  Gobemadbrde  la  prciviom, 
^e  acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo  provincial,  por  las  mismas  inzóses 
formuladas  en  el  auto  de  sobreseimiento:  -" 

Considerando  que  los  hechos  denunciados  por  el  Atcalda  sq  reducen, 
á  haber  abierto  el  Teniente  la  correspondencia  oficial  y  principiado  la  ins- 
trucción de  nn  espediente  gubernativo  en  averiguación  de  abusos,  jonto 
con  el  hecho  de  haber  intentado  estampar  en  dicho  espediente  el  sello  de 
la  Alcaldía: 

Considerando  que  estos  hechos  no  puede  decirse  qne  constituyen  de- 
lito: 
i."*    Porque  tuvieron  lugar  no  estando  en  el  pueblo  el  Alcaldes 
Y  2.**    Porque  aun  estimados  en  si  mismos  no  prueban  inaé  qne  bI 
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imiini]  a  t»ii|^ti  cía]  de 

?eti  uli  dDooitt^toiipj 

Considerando,  íid 

iaiaiÍBtrs'BV!viQDe  «o 

■i  éstÉitñai  las píasioDe! 

•  éleCGiolI^lIHilHCÍlRll,^ 

Conformándome 
.  iustioia}  é^  G«n¿ejo  i 
Jiwrnadóp. 

virado  eo  Piilaeio  i 
si^te^-^Está  Tubricac 
Ministros;  Batnoo  :Ma 
ctambre  dfl:iS&7.) 


•        ■  .  ,  .1..  T     »     ,.;    •    '.      !  ■  .  .    -       . 

i%u4#rixacieii  (2i  (fe  noviembre  de  1867.).--^Aj»üso8.— Se 
declara  innecesariaia  aütorrzacioD  d€l  Grobernador  de  la  proviocia 
de  Córdoba  aUüez  de  primera  ioslancia  de  Posadas  para  procesar  á 
D.  Rafael"  Reyes  y  D.  Joaquín  Aguilar,  Teniente  Alcalde  el  primero 
y  Regidor  sindico  eí  segundo  del  Ayuntamionto  de  Guadalcázar,  y 
se  resuelve: 

Que  el  hecho  de  arrebatar  una  caria  privada  coMíUuye  un  de- 
lito  comun^djeuo  á  las  fundones  adminisírativasque  corresponden 
á  los  Temeníes  de  Alcaldes  y  Regidores  síndicos. 

Eo  el  «epediente  en  que  el  Gobersador  de  la  provincia  de  Córdoba  ha 
negado  al  Juez  de  primera  iost«incia  de  Posadas  la  autorización  para  pro- 
eesai^á  D«  Ekifaél  Beyes  y  D.  Joaquín  Aguiiar^  Teniente  Alcaide  el  prime- 
ro y  Regidor  sindico  el  segundo  del  Ayuntamiento  de  Guadaicázar,  por 
abusos,  y  del  cuai  resulta: 

Que  el  47  de  mayo  último  María  Josefa Oraz,  vecina  de  Guadalcázar, 
denuficidal  Juzgado  de  Fosadas  que  en  ubo  de  los  dias  del  mes  de  abril 
«Dteriof,  al  praeticar«e  la  diligeocia  de  ocupación  de  los  bienes  dejados 
por  iallecimieBto  de  su  esposo,  fueron  intervenidos  4,200 rs.qué la  decla- 
rante conservaba  en  su  poder,  propios  de  su  sobrino  Alfonso  Luque  y  para 
darlos  á  préstamo: 

tíue  á  pesar  de  que  la  Josefa  Díaz  manifestó  á  Rafael  Beyes,  Joaquín 
Aguüar  y  demás  interesados  en  la  testamentaría  que  no  eran  de  su  perte- 
teuencia,  ellos  insistieron  en  que  se  depositaran  en  el  Juzgado  de  paz  ó  se 
guardasen  en  sitio  seguro,  allanándose  desde  luego  Josefa  Díaz  al  depósito 
judicial,  con  la  protesta  de  que  eran  ajenos: 

Que  á  consecuencia  de  este  incidente  escribió  la  mujer  una  carta  á  su 
sobrino  Aífonso  de  Luque  participándole  lo  que  ocurría, y  se  la  mandó  con 
un  sogeto  llamado  José  Márquez,  quien  al  poco  rato  de  haber  marchado  del 
pueblo  volvió  refiriéodola  que  habian  salido  al  camino  y  arrebatádole  la 
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0«^  »<)müi<)it  la  deDiiDcia  y  ratificada  ^«w^a  fiini^'^^^^^^Miflíll^go 
José  Márquez,  coodvctor  de  la  carta,  el  cual  declaró  de  coDfotmidad  cod 
lo  espresado  par  la  deottncíaDte;  añadieodo  que  i  laá.obaétfi^fiAaiis  qoo 
dirigid  á  Reyes  y  á  Aguilar;  contesta  «I  ^iriai«M'que<4COliiouTeffSai8  Ai- 
«ailde  deifnelilo  tenia  deraehd  de  JiYlerc^ptar  laacaMM;eftftetffltiiiií  te- 
ínas eimismé  Marques  que  loa  i«f«r idos  aogetoaibaÉ  ^icoa^&fldi»de 
otros  .dos  parientes:  ',...  v ;-} ...  w.o  febiift;:/ . 

Que  interrogados  eeles  últimos,  neearon  tenáiiiai] temen té4e9^litd)os 
denuniciados,  y  ló  miaño  hicieron  el  Teoieate  Alcalde  y  RegiÉ^^üMni- 
festa»do  que  ni  aun  oonoctmiento  teniendeJ  suceso  á  queeJ  ÜBtgido  se 
referia: 

Que  coa  eiles  anteeedenies,  el  Jues,  oído  el  Promotor  fiíM^ál,  teniendo 
en  cuenta  que  tanto  los  funcíonerioi  áquiecoea  seaa^onia  aiAoreadel 
atentad0y0om6^*le»dos  parientes  que  k>9  aoompanaron  pard^^^ltetarle  á 
cabo,  eran  interesados  en  la  testamentaría  y  herencia  ^eiá  l*se6rlDíai, 
solicitó  la  autorización  para  procesar  ¿  Rafael  Reyes  y  Joaquín:  A^iar, 
por  suponer  aue  en  el  abuso  que  cumetierou  arrebatando  la  carta  «ibiNiroD 
con  carácter  de  autoridad:  f   :*  ^1.1^ 

Que  el  Gobernador,  de  acoerdo^ceo  el  parecer  del  Consejil  piyMñnciai, 
negó  la  autorización,  fundándose  en  que  no  existia  prueba  de^^^é  fuera 
cierta  el  lieche  denuii43iedt>:  '      tíir.  í^ui  li  fiJatV 

Víftft^lart.  40,  ote.  8^^  de  k  leyparaiel  getbiérno^yi  aáoiifíiatFaieioD 
de  las  proviiHsias  ségun  e|  ci&al  eorresnoode  á  to  fiobe9iaadoréff<)^«^«ier 
ó  negar  la  amoriza^ion  para  procesar  a  loa  etnpleadoi  p6b(iCQti' por  delitos 
cometidos  en  el  ejercicio  de  funciones  adminlstrati^s:'  1 

Considerando  que  el  imputado  al  Teniente  Aksalde  y  Regidor  dé  Gua- 
da Icázar,  en  el  caso  de  probarse  debidamente,  00  pudo  ser  cometídio  en 
el  ejercicio  de  sus  funci^es  administrativas: 

A^  Forque  el  heeho  de  ametMlar  una  earta  ^iv«d«  cotfstituf  e;  od 
delito  común  ajeno  é  tos  atrtbtxeionee  propiaade  aqüeNos  eiD^toddts:^ 

t.^  Porque  en  el  presente  caso  existe  además  la  circunstancia  especial 
del  iitterés  particular  qoe  ios  mfamoa  tMían  en  el  asunto  ptiimd»  á  qte  la 
car4a  8e  referia;  1 

Conformándome  COD  lo  inferaaio  por  iaSeccfoo  de  fiatadó  y  Grada  y 
Juatioia;del  Consejo  de  Bstado;  Vengólo  declarar  inoecesairia  ia  auteri- 
zacion  de  que  se  trata. 

Bado  en  Palacio  á  veintiuaio  de  noviembre  de  mil  oobodetltos  seieuta 
V  8Íete;*^Está  ruferieado  de  \&  Réel  roano. t-Bl  Presidente'  éel  Consejo  de 
Ifiniatros,  Ramón  María  Nar«8ez.-t*(Pul»Heada  en  ie  é&icita  de  26  de  di- 
ciembre de  t86T  ). 


«66. 

Sentenela  (ÍSrfe  ocfM&ra  rfg  1867.).— Mejora  de  clasifíca- 
cíoN. — Se  absuelve  á  la  A.dminislracion  de  la  demanda  preseótada 
por  D^  José  María  Zapata  contra  la  Real  orden  de  8  de  octubre  de 
1866;  se  confirpaa  ésta,  y  se  resuelve: 

Que  trascw  rido  el  té t  mino  de  un  mes  que  concede  el  aii^  iidil 
Beal  decreto  de^de  diciembre  de  1849  para  reclamixr  al  Mifusk- 
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río^  Méckmia  eoniralos  acuerdos  delaJmttá  Ar^^te^^fwinknii, 
$in  verilearlo,  quedan  firmes  dichos  amsrá&s'tinque-Ée  itdMi^  re- 
-mnátí^n&cúntrúellm:  . 

?  <jiSi» «1  piditapeodíeote . ante  el  Consejo  de  Estado  eo  primera  y  áaica 
insIfseil^.ejKfe  partáis,  de  la  una  ei  LÍQeocis4o  D.  Niootás  Rico  y  Uro>a, 
«m  Bog^e  tie  B.  fosé  María  ZapaU^  Oficial  q^ie  fué  en  el  raeao  de  Ha- 
cienda de  la  provincia  de  Valladolid,  demandante,  y  4e  la  otra  nil^iaoaJ, 
representando  á  la  ^minístratnon  general,  demandada,  sobre  mejora  de 
^lasifíeaeíoni  

Visto: 

Vistos  los  acuerdos  de  la  Junta  de  Clases  pasivas  de  15  de  junio  de 
1852  y  17  de  febrero  de  1865,  relativos  á  la  clasificación  del  interesado, 
Dotiticados  oportunamente  al  mismo: 

VíataSy  la  reclamación  que  contra  los  espresados  acuerdos  interpuso 
Zdptita  en  13  de  abril  de  1860  al  Ministerio  de  Hacienda,  pidiendo  su  re- 
lama y  aumento <to  años  de  servicios;  y  la  Heal  érden  que  en  su  cooee- 
cnetícia  ee  dicté  eo*8  de  octubre  del  miam^anot,  de  conforaiitiad  <»o  ei 
parecer  de  la  Asesoría  general  del  citado  Ministerio,  deparando  ^al  ÍBte- 
Tesado  sin  dai^achoi  qneae  reviaaee  su  clasifícaoi«n  por  habeila  consen- 
tido con  su  silencio: 

Vista  la  instancia  que  Zapata  dirigió  desde  Carabanchel  en  13  de  oc- 
tubre siguiente,  refiriéndose  á  la  prescripción  de  la  precitada  Real  orden, 
y  espresando  que  no  llegó  á  su  noticia  lo  dispuesto  por  el  art.  12  del  Real 
<lecreto  de  9f8  de  diciembre  de  1849:  y  pidiendo  se  Je  dispense  de  no  ha- 
ber apelado  oportunamente: 

Vista  la^  demanda  presentada  ante  e)  Conacio  de  Estado  por  el  Licen* 
ciado  1^,1  Nicolás  Rico  y  Urosa,  en  nofobre  de  0.  José  Muriía  Zapata,  en 
que  pide  la  revocación  de  la  precitada  Real  orden  de  8  de  octubre  de  1866, 
y  que  se  abonen  los  años  servidos  por  su  representado  en  los  destinos  de 
Meritorio,  Oficial  daia  aeccion  de  frutos  civiles  y  Eacribiencte  de  la  Teao- 
reria  de  Valladolid,  y  que  se  Je  aaigite  el  haber  pasi^vo  que  como  á  jubila- 
do le  corresponde;  6  en  otro  caso  que  se  Je  abonen  \oi  años  arnDa  es- 
presados y  se  proceda  i  revisar  su  clarificación,  teoieode  en  cuenta  lus 
nu^.vos  documentos  presentados,  y  que  obran  en  el  espediente,  para 
acreditar  el  tiempo  servido  en  Ja  administración  de  Rentas  decimales  de 
Valladolid,  y  que  dic^e  no  se  ba  tenido  en  cuenta  ai  clatiíicBrle: 

Vistea  lo»  doeumeo tos  que  con  la  espresada  demanda  se  acompañan: 

Visto  el  escrito  de  contestaoioA  de  mi  Fíj^cai,  en  el  que  se  pide  la  ab- 
solución de  la  demanda  y  la  confirmación  de  la  Real  orden  por  la  miama 
impugnada: 

Visto  el  art.  12  d^l  Real  decreto  de  28  de  diciembre  de  1849,  por  el 
cual  se  concede  á  los  interesados  el  término  preciso  de  un  mes  para  re- 
clamar al  Ministerio  de  los  acuerdos  de  la  Junta  de  Clases  pasjvae: 

Considerando  que  D.  José  María  Zapata  dejó  trascurrir  con  grande 
«{¡ceso  el  mencionack)  término,  pues  de  las  decisiones  de  i5  de  julio  de 
1852  y  17  de  febrero  de  1865,  de  que  confiesa  haber  tenido  conocimiento 
oportunamente,  no  apeló  al  Ministerio  basta  el  dia  31  de  octubre  de  1866, 

Conformándome  con  lo  coosultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración 
y  ¿onürmar  la  Real  orden  impugneda. 
.     0ado  en  Palacio  á  veinticinco  de  octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
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siefl6i'^¿%istá^bi%)idd'dé  la  Real 'ínano.— fif  Pre#6tfUíÍ[^l^X 
Minlvtnkfet  WairiwJ María  Nárvató.w  '         "  * 

PublicacioD.—Leido  y  publicado  el  anterJiN 
Secretam  general  de!  €oDÍsejo  de  Gstado,  halíáo 
cía  fiíúbtióa  te  Sala  de  lo  Ck^nteDcioso,  acordá  qué 
ÜDal'^ú  la>fii.^tdt)cfa  y  «iuioft  á  qae  se  i^efiéfeftfu 
Doti6q^)e  et)  Ibrmb  á)a%  partea,  y  se  iúserte  én  ja 

Madrid  M  de  octubre  d^  iSéT.^— Pedro  de  Mi 
Gaoeta  éé  W  def  diciembre  de  1867*} 


Sentencia  {K  de  octubre  de  1867.).-t-Habiwta<;ion  d$  una 
S£RVU)LmDRii  i'ÚBucA»— Se  revoca  la  sentcDcia  pronunciada  par  e( 
Consejo  provÁDcial  4e  Vizcaya  en  el  pleíio  entre  D..  Mateo  Ranero 
y  olro6  vecinos  de  Soscano»  en  el  vallede  Carranza,  y  De&$  Josefa 
Arteche;  se  manda  qiie  reponiéndose  las  cosas  al  esiaído  <)ii0  tenián 
cuando  se  interrntíipió  el  uso  de  la  servidnmbreí  se  i^éséft^' i  fts 
partes  sn  derecho  para  que  lo  ejerciten  ante  qmien  bbjfíl^sjiioÍK^^ 
se  resuelve:  ^  .     .      :   . '  i-       < 

1.*  Que  en  las  cuestiones  de  servidumbres^Ja^  jpnicuiimíes.ik  ia 
Adminütracion  están  Imitadas  á  conservar  y  fiacer míense  respete 
el  estada  posesorio  existente  cuando  se, causó  ia  pertwiacion;  •   ^ 

Y  2/  que  el  hacer  declaraciones  que  afecten  4  lamtuirale%a  jf 
hasta  á  la  existencia  de  Im  servidumbres,  no  es  prüpiío  d^  los  Con- 
sqos  provinciatesy  pues  solo  incumbe  á  los  Tribunales  úrdiúaríosí 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«Bn  el  pleito  qué  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  grado  de  ape- 
lación, entre  paHe^,  de  la  una  1>.  Mateo  Raoero  y  otros,  tednos  de  Sos* 
cafío,  en  el  valle  dé  Carranca ,  y  en  sü  nombre  el  Licenciado  D.  Manuel 
SaíDz  dé  los  Terrenos,  demandantes,  y  de  la  otra  Doña  Josefa  Artedie, 
▼íuda  de  D.  Aniceto  San  MartiU;  de  la  vecindad  del  mencionado  váHe, 
demandada  y  representada  por  el  Licenciado  D.  Vicente  Gütíerreix;  sól^e 
revocación  ó  ^bsIsteDcni  de  la  sentencia  dictada  por  el  Con9ejo  ¡írovlitcíal 
de  Vizcfipyá  refflftivanriente  á  las  reclamaciones  hechas  por  los  aenaalQdIqítes 
sobre  habilitación  de  una  servidumbre  pública: 

Visto: 

Vibtos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  en  febrero  de  f  856  acudieron  el  Celadot*  y«  algunos  vecinos  del 
baitio  de  Sbscañe  ante  el  Alcalde  de  Carranza,  quejándose  dé  que  bon 
Aniceto  San  Martin  habia  cortado  con  paredes  una  servidumbre  pública 
de  paso  peonil  en  la  llosa  de  la  Hoyanca,  que  se  dirlgia  desde  el  citado 
barrio  al  de  Boltanco,  sirviendo  á  aquellos  vecinos  para  buscar  léíBü  j 
otros  usos  que  disfrutaban  desde  tiempo  inmemorial;  y  len  $ú  vísUi  por 
disposición  del  referido  Afcalde  y  por  ante  su  Secretario  se  celebró  jtiicio 
gubernativo  verbal  el  dia  19  del  espresado  febrero,  no  asistiendo  D.  Ani^ 
ceto  San  Martin,  aunque  fué  citado  al  efecto:  en  el  cual,  á  instancia  de 
los  recurrentes,  declararon  cinco  testigos  la  existencia  de  la  indicada  ser* 
vidumbre;  decretándose  en  su  virtud  en  aquella  fecha,  polr  la  misma 'au- 
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,toridadJO|Q9l,  qiie  p.  Aniceto  Sao  Uartío,  en  el  término^de  efundo  día, 
'  dftjl^'^Hbrdy  espedita  la  senda  pública  de  qué  se  t^atal>d|  lo  que  se  llev(¿ 
á  efecto:  ,^  .  / 

|';^^^b^á^  iasfcosás,  volViéroD  á  recurrir  los  mismos  interesados  al  Ayun- 
"^^tinféntó  de  Carranza  eo  marzo  de  i857,  roaDifesiando  la  estrañeza  que 
^í«^  habla  cansado  eí  que  les  fuera  notificado  hacia  poco  ti^upo  ua  auto 
"del  Juzgado  de  primera  instancia  anulando  la  proiridencia  que  dictó  el  Al- 
calde, en  aquel  asunto,  contra  lo  que  prevenía  la  Beal  d^áen  de  8  de 
iTiayo  de  1S3d;  pqr  lo  que  pidieron  que  acordase  el  Ayuntamiento  conser-* 
var  la  senda  de  que  se  trataba,  impidiendo  todo  embarazo  que  se  opusie- 
ra á  ello,  y  que  en  atención  i  que^  el  Juzgado  de  primera  instancia  habían 
invadido  las  atribuciones  de  la  Administración,  se  pusiera  esto  en  conoci- 
miento del  Gobernador  de  la  protincia  y  del  mismo  Juzgado,  para  el  efec- 
to de  que  se  provocase  la  competencia: 

Que  el  Ayuntamiento  comisionó  á  su  Alcalde  Presidente  para  que  íq« 
forr»«8C  conmista  de  antecedentes,  y  en  su  consecuencia  y  deconformi- 
d^d^c^n  lo  psopoestoipor  al  Alcalde,  acordó  en  sesión  de  8  de  abril  de 
í  1^57  conservar  la  referida  senda  como  de  servicio  púWieo,  y  que  se  remi- 
.^iera  el  espediente  al  Gobernador  de  la  provincia  á  fín  de  que  provocase 
íi  cuestión  de  competencia  con  el  Juzgado  que  habla  eai^lado  la  proiiiden- 
cfa  municipal,  sin  que  conste  que  este  acuerdo  se  notiíicase  á  D.  Aniceto 
Sati-Martin  ni  que  se 'suscitase  tal  competencia: 

Que  asi  quedó  el  asunto  hasta  que  en  28  de  octubre  de  1864  acudiereis 
al  Alca^íde  de  Carranza  algunos  vecinos  del  barrio  de  Soscaño,  haciendo 
ptesentecpie  por  espacio  <i6  ocho  años  se  había  seguido  respetando  el  uso 
de  la  e»pre8ada  sendas  con  «rreglo  á  lo  acordado  por  la  Alcaldía  y  AyuU'* 
tamiento  del  mismo  valle,  hasta  que  recientemente  Doña  Josefa  Arteche, 
viuda  de  D.  Aniceto  San  Marlin,  levantando  unas  paredes,  obstruyó  la 
servidumbre  de  paso;  y  pidieron  que  4  costa  de  la  misma  Doña  Josefa  se 
volviera  á  poner  el  camino  en  el  ser  y  estado  que  tuvo  para  el  servicio  del' 
público;  á  consecuencia  de  lo  cual,  acordó  la  espresada  Municipalidad,  en^ 
vista  de  lo  informado  sobre  el  caso  por  una  comisión  que  nombró  al  efecto 
en  sesión  de  6  de  noviembre  del  referido  año  1864:  primero,  que  la  estio- 
cien  de  la  senda  que  reclamah^n  los  recurrentes  no  perjudieeiba  ai  serví  - 
cío  público;  segundo,  que  la  servidumbre  déla  espresada  senda,  dado 
caso  de  que  existiese,  era  de  carácter  privado,  no  correspondiendo  por  lo 
tantea  las  atribuciones  del  Ayuntamiento;  y  tercero,  que  este  se  hallaba 
en  el  caso  de  respetar  la  interrupción  de  la  senda  por  Dona  Josefa  Arteche, 
y  que  los  recurrentes  podian  usar  de  su  derecho  aoteios  Tribunales  com- 
petentes: 

Que  D.  Mateo  Ranero  y  consortes,  que  hablan  pedido  la  continuación 
de  la  referida  senda,  reclamaron  contra  el  acuerdo  OHinicipal  ante  el  Go-» 
bernador  de  la  provincia,  y  esta  autoridad,  después  deoir  el  informe  del 
jnismo  Ayuntamiento  asociado  de  doble  número  de  mayoree  contribuyen» 
tes»  y  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  la  Sección  de  Fomento  de  aquel' 
Gobierno  civil,  dictó  providencia  en  22  de  mayo  de  1865  desestimando  la 
instíincia  de  Ranero  y  consortes,  y  reservándoles  su  derecho  para  que  lo 
ejercitaran  como  creyeran  conveniente: 

Vista  la  demanda  que  contra  la  precedente  providencia  presentaron 
estos  interesados  ante  el  Consejo  provincial  de  Vizcaya,  con  la  pretensioa 
de  que  se  guardasen  y  cumplieran  las  dos  resoluciones  gubernativas  dic- 
tadas en  febrero  y  abril  de  1856  y  1S57  por  el  Alcalde  y  Ayuntamiento  de 
Carranza  respectivamente,  poniendo  en  su  virtud  libre  y  desembarazada. 
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!a  senda  á;q«eáí(|»^ilái^fés0luioioiittB  ie  tefiereit,  ramÁmíííidOii^\\§M^, 
gasloá  y  péfíiiicbs,  á  Doña  ios^fá  AFtedie  cfaetiabía  rio teK»9ifi49<^'!^|0! 
3e  la  indicada  senda:  i  ::-;7  ríoaafh 

Vístosy  ef  escrko  ppesedtoéo  pqr  la  eipcesadií  Donaioise/Í|  f  ^^pM|f[^Í|^ 
k  escepciofi  de  iai^hipeleDCta  del  Consejo  y  Ja  de  faJia  de  peíK§ü;^\iémM 
los  demandantes;  y  el  auto  por  el  que  fueron  desestimadas  ai(^^'^a|^|t 
«iones  y  se  la  mandó  cíooteáarái*  ¿«manda:  •    r        r   ^;   ?7  ^f.fi,  ífl 

Visto  ei  escrito  de  contestación  de  esta  partea  en^^l  ijuerpa^i^  .<li|^,^ 
desestimase  la  demanda  con  costas: 

Vistos  los  escritos  de  réplica  y  contraréplica,  eo  los  que  reprodujeron 
«na  y  otra  parte  sus  r^pectiTas  pretensiones: 

Vistas  las  pruebas  practicadas  á  instancia  de  ambas  partes: 

Vista, la  £enleZ|i<ÁÍa  dictada  por  el  referido  Consejo  provincial  en  4 
de  diciembre  de  1806.  por  la  cual  falló  que  debía  absel^ér  ^tátisol- 
Tió  á  Doña  Josefa  Arteche  de  la  demanda  propuesta  tjontra  la  mísniíl,  y 
declaró  que  la  senda  que  existía  «n  la  mies  de  la  Hoyancu  im  efft «et r 
yidumbre  púl^líca;  cbntírmandd  la  providencia  guberoati^  de  %%  de  mayo 
de  Í865: 

Vistos,  el  recurso  de  apelacioa  ioterpueste  por  los  deioan^anteé,  y  el 
«uto  por  «I  cual  ft>é  admitido: 

Visto  ei  escrito  de  mejora  de  apelación  presentado  aote  el  Conseit  de 
Estado  por  el  Licenciado  D.  Manuel  Sa»Dz  de  los  Terreros,  i  nómbrele  loa 
espresados  D.  Mateo  Ranero  y  consortes,  con  la  pretensión  de  <^  .seide^ 
€lare  la  nulidad  de  la  citada  sentencia  en  cuanto  se  refiere  á  í4a*  idaaífica^ 
eion  del  camino  que  pasa  por  la  heredad  de  la  parte  apelada^  y « queda' pre- 
sidencia del  Ayuntamiento  de  Carranza  de  8  de  abril  de^i8S7  est^en  toda 
su  fuerza  y  vigor,  revocándose  en  lo  demás  la  referida  sentencia,  con  las 
demás  declaraciones  procedentes:  -     .      \         -     : 

Visto  el  escrito  de  coin testación  de  Doña  Josefa  Arteche,  á  la  que  re- 
presenta el  Licenciado  D.  Vioeme42utienrez,  con  ta  solicitud  de  que  se  con- 
firme la  sentencia  apelada: 

Considerando  que  en  las  cuestiones  de  servidumbres,  á  cuya  clase  per- 
tenece la  que  en  este  pleito  se  discule^  las  facuUades  de  la  Administración 
están  limitadas  áconsevvar  y  baeer  que  serespeie  el  estado  posesorio  exñ- 
tente  cuando  se  cansó  la  perturbación: 

Considerando  que  cutiodo  por  parte  ée  Doña  Josefa  Artecbe  sq  obstru- 
yó la  Senda  que  del  barrio  de  Soscaño  conduce  al  deBuillano,  los  yecínofi 
de^  primero  se  bailaban  en  el  libre  uso  de  cruzar  por  ella«  y  esla  posesJoQ, 
cuyo  origen  se  sirpone  inmemorial,  se  venia  respetando  baela  ya  ocbo  añot>, 
^sea  desde  1857: 

Considerando  que  el  Conseje  provincial  de  Vizcaya,  desente ndién^se 
de  estos  antecedentes  y  contrayiniendoal  principio  legal  antes  indicado,  al 
fallar  este  pleito  ha  hecho declaracíoDes  que  afectan  á  la  naturaleza  y  hasta 
¿  la  existencia  de  la  indiiCada  servidumbre,  cosa  que  solo  inctimbe  á  IO0 
Tribunales  ordinarios;  ^ 

Conformándome  con  lo  eonsukado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  áel 
Consejo  de  Estado,  Vei^goen  revocar  la  precitada  sentencia  y  reponer  laís 
cosas  al  estado  que  tenían  cuando  se  interrumpió  el  uso  de  la  servidumbre 
de  que  se  trata,  reseryand'»á  las  partes  su  derecho  para  que^si  lo  tuviéseü 
por  conveniente,  lo  ejercken  anie  quien  corresponda. 

Dado  en  Palacio  á  veiaticinco  de  octubre  de  mil  oclioeieotos  sesent^  y 
siete. — Eátá  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 
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1*^líetcieD«-^ Leído  y  pubíieado  «I  ain^ior  BcaJ  deereU  por  mí  el 
SeérefaMo^éoetal  d«l  Goniejo  ¿9  ^Eata^o^  baifóo^lose  ceiebi^ando  au« 
dieocia  pública  de  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  Cooio  re« 
sdf^^óñr^Btílil  efi^ia  instancia  7  aotosi  quei^  refisre;  que  ge  una  á' Jos 
ii/í8riM;^9e>fii«tifiqae  eir  forint  á  \m  partes^  y  'Seinaerte  ea  la  Q»eeta;  de 

Madrid  31  de  octubre  de  1867.-^Pedro  fiiadrazo .-^Publicada  en  la 
GaéeUt  de  2d,d0  diciembre  d«í8^.)* 


Auioribfiaeton  (!23  de  noviembre  dé  1867.). — Abusos.— Se^ 
coQfírma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Madrid  en  la 
autorización  solicitada  por  el  Juez,  de  primera  instancia  de  Naval- 
carúerapara  procesar  á  D.  Maonel  Herrera  y  Santiago  Granizo, 
guarda  mayor  de  montes  el  prinaero,  y  guarda  local  de  Villanueva 
de  h  CaSada  el  segundo,  y  s«  resuelve: 

Que  cuando  solo  se  trata  del  aprovechamiento  forestal  Hecho  por 
IffS  guardas  de  montes  sin  autorización  competente^  tiene  entera 
ephcacíQ}^  el  art.  121  del  reglamento  de  17  de  mayo  de  1865,  regla 
4.*,  stgunlacual,  el  Gobernador  deja  provincia,  y  no  el  Juzgado, 
es  il  que  debe  entender  en  el  dJSímto  y  castigar  el  abtíso  cometido^ 
por  dkhos  empleadoSi 

En  el  espediente  en  qae  el  Gobernador  de  la  provincia  de  .Madrid  ha 
negado  af  Juiez  de  primera  instancia  de  Navalearnero  la  aiitorizacion  para 
procesar  á'ü.  M^anuel  Herrera  y  Santiaga Granizo,  guarda  mayor  de  mon* 
tes  el  primero  y  guarda  local  el  segundo  de  Villanueva  de  la  Cañada,  por 
abúBos,  y  áe\  cm\  resulla: 

Que  en  el  Juzgado  de  Navalearnero  se  siguió  causa  criminal  de  o6eia 
por  hurto  de  estiércoles  procedentes  de  ganado  lanar,  contra  D.  Manuel 
Brúñete,  Alcalde  de  Villanueva  de  la  Canadá,  eo  la  c«a(  era  parte  actbra 

C,  Luciano  Serrano^  vecino  del  mismo  pueblo;  y  en  la  misma  causa  fueron 
coTnprendidos  los  referidos  guardas  mayor  y  local  de  montes,  apareciendo- 
de  ella  los  hebbos  siguientes: 

Que  el  Akafde  de  Brúñete  entre  otros  particulares  de  su  indagatoria, 
declaró  que  cuando  mandó  sücar  el  estiércol  no  sabia  que  perteneciera  á 

D.  Luciano  Serrano,  porque  según  la  co^tumbre  muy  antigua  el  esquilmo 
del  monte  lo  uliNzaban  óyendianlos' pastores  6 el  guarda  de  mon^tes,  y  que 
si  te  aprovechó  él  mismo  declarante  fué  por  habeH<^  dicha  el  guarda  local 
Santiago  Granizo  que  el  guarda  mayor  D.  Manuel  Herrera  I^  había  autori- 
zado para  que  se  aprovechara  de  él;  y  habiendo  ido  á  las  majadas  á  reco- 
gerlo, encontró  á  un  hijo  del  D.  Luciano  Serrano  que  lo  estaba  amonto- 
nando; pero  ál  mandcir^e  que  dejnrt  dn  hacerlo  contestó  que  no  se  retira- 
ba porque  se  lo  habia  mandado  »u  padre: 

Que  trascurrido  algún  tiempo,  el  espresada  guarda  Granizo  dijo  al  Al- 
calde si  le  compraba  el  estiércol,  y  babiésdose  convenido  eo  darle  80  rea- 
les,^ lo  recogió  y  mandó  llev&r  á  su  tierra;  pero  antes  de  sacarlo  de  las  ma- 
jadas habló  coú  el  guarda  Herrera  y  le  preguntó  si  habia  autorizado  á  su 
subalterno  para  que  dispusiera  del  esquilmo,  á  to  que  contestó  aquel  aGr*> 
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tnatíTamentei  iffía<!¡endo'qiie:ienia  p&rmiso  "de  D.  Bontfacia-  García.  ^^f)83 
de  las  n)«jad«s^D«iie6iio&,  que  habin  vendido  los  estiércoles  &  D.JuQcrap%h 

Bltr  deetar^ioD  ioáagfttoria'  el  gu^í^da  thayo^,  mn\- 
i  totrisó ^J  guarda  locad  ¡rntü  ql]o> v^oáiéM  el  éstiéH^H' ' 

i  instancias  que  concurrían  en  aqoel  e{npleaiiokapf98 

i  ,  tenia  uo  hijjo,  ciego  y  sa  suelda  i^rat  i»Q]í;  oori^^f 

i  El  sustancia  !a  aproyecnaban  indisiiBUmenteioaiiihv^ 

<.., « j iento,  y  con  arregloá  lo  qne  disponen  las ordepaq^as 

de  montes  los  esquilmos  pertenecen  al  monta  mismo: 

Que  el  guarda  local  y  el  propietario  de  los  estiércoles  m  sus  resp^eti'^  . 
^as  declaraciones  contradijeron  la  del  guarda  mayor,  asegurando  el  pri- 
mero que  no  pidió  cosa  alguna  á  éste^  y  negando  el  segundo»  6  ^a  et^prp- 
pietario,  que  hubiese  permitido  sacar  los'  esquilmos;  pero  habiéndose  por 
¿rden  del  Ju;tgado  practicado  diligencia  de  careo  entre  los  guardas,  sd  vró 
que  era  verdad  lo  aGrma do  por  D.  Manuel  Herrera: 

miecedentes,  el  Juez»  separánd^sadeldict   / 
i  opinaba  ser  ippeceaaria  la  iiqt9rí9«ciipB.dal 
ra  proc^s^r  á  íos  giU^r4»s  deiiiQfttegrsPilif^^ó 
i  que  el  guarda  local  cometió  UQ.pfc^«.i»|) - 
i  i  lo  que  le  indujo  el  guarda  raayorM  S(;.,j[e{^'; 

pformidad  con  lo  informado  por  el.  ConíseiQ 
)n  por  varias  consideraciones,  y  prí«cipal'r 

0  da  hurlo,  puesto  que  al  tederel  guarÜa 
iherno  lo  hizo  como  un  fav<M^^ue  le^rgat 
de  que,  si  en  ello  había  abusado^  l»6|uiiCK»n^ 
rt.  121  del  reglamento  de  montas  de  17  de. 
lasordei^anzasgeneralesid^lrAino;!.    ,    > 

1  reglafneetode  i7  demayivde  i SdSr,  re- 
gla 1.%  según  la  cnal  las  multas  y  demás  responsabilidadds  peieuBiarias 
relativas  á  la  corta,  venta  á  beneficio  de  aprovecbaimeotos  feresiales  sin  la 
autorización  competente  serán  impuestas  por  los  Gobernadores  de  provio- 
cia,  en  méritos  de  lo  que  resulte  en  cada  caso  del  espediente  que  se  insr 
truya: 

Considerando  que  en  el  presente  caso  no  se  trata  de  la  pers#cpiciojn  y 
castigo  de  un  delito,  sino  de  un  beneficio  da  apravechamieotorfoi^^stfil  k^\ 
cho  I  ion  competente;  por  ci;^ya  raioa^-  y. lo 

que  I  intera  aplicación  ío  dispq^^ta  en  ^1  ar- 

tfcul  el  Juzgado,  sino  el  Gobero^or  4e  la 

prov  locer  del  asunto  y  castigar  el  abuso  00 -l 

raeti  *  : .    ' 

C  do  por  la  Sección  de  Bstado  y  Graeia  y, 

Justi  ,  3go  en  contirnáar  la  negativa  del  Go- 

bernador. '  ;  - 

Dado  en  Palacio  á  veintitrés  de  noviembre  de  mil  ocIkoaieBiosjse^nltd^: 
y  siete.— Está  rubricado  de  )a  Real  mano.— El  Presidente,  del  /CoBse^o.jde.j  , 
jyioistros,  Hamon  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  Gaceta  li/^  %7  ^;4|rj 
ciembre  de  1867.)  .    , »     >{,  j 

Antorlcatilon  (28  de  novienúfre  de.  4867.).— ÍUusoji|<nT>S|f)>:) 
declara  ¡Doecesaria  la  autorización  del  Gobernador  de  la  proviacia 
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de  Cii)dadReal  al  Ju^z  de.primera  inslaocja  de  jMmodó^ar ,  del 
Campo  para  procesar  á  D.  Miguel  García  Lozano^.  Alcalde  que  fué 
de  la  víHa  de  Meslanza,  y  se  resuelve: 

Qu^  d  delito  de  percepción  de  multas  en  dinerats  át  im  espte- 
sámente  ¿¿cepiuados  de  la  garanlia  de  la  previa  autorixaóion. 

BAteJi^sped lente  en  que  el  Gobernador  de  ia  provincia  de  Ciudad-Real 
ha  negado  aNíiez  de  primera  ínsiaocía  de  Almodóyar  del  Campo  la  auto- 
rización t^ara  procesar  á  D.  Miguel  García  Lozano,  Alcalde  que  fué  de  la 
vilfa  dellebfaDza,por  abusos;  y  del  ctiaí  resulla: 

Que  algunos  vecinos  de  Mestanza  que  hablan  sido  procesados  en  el  Juz- 
gado á%  Almodóvar  por  desacato  á  la  autoridad  del  Alcalde  D.  Miguel  Gar- 
da Lozano,  formularon  contra  éste  una  denuncia  al  dia  siguiente  de  ser 
encarcelados,  y  en  elía  espresaban  que  el  citado  Alcalde  les  había  impues- 
to una  multa  en  .metáfico,  fhltando  abiertamente  á  lí^Jey: 

Que  deBundaroQ  también  que  una  res  de  cerda  que  se  había  estraviado 
á  su  dueño  fuó  encontrada  entre  las  de  la  propiedad  del  Alcalde*  marcada 
ya  con  el  hierro  de  éste; 

Que  admitida  la  denuncia,  se  practicaron  varias  díiigendas,  y  como 
los  denunciadores  no  presentaban  testigos,  el  Juez  mandó  que  ^bre  los 
estremos'ContenidoseD  la  denuncia  declarasen  seis  personas  de  probidad 
del  pueblo^  los  éu^les  lo  hicieron  en  los  términos  mas  satisfactorios  para 
el  A toíFÍde,*  llegando  el  hecho  de  la  sustracción  pretendida  de  la  res  de 
4;erdá'  y  a#rMAaiido  que  el  funcionario  aludido  jamás  acostumbraba  imponer 
multias^eDí  metálico,  sino  en  «1  papel  correspondiente: 

Qmf  eK Secretario  de  la  corporación  municipal  exhibió  certiíicacioDi  de 
la  queaperecia  que  la  multa  denunciada  fué  impuesta  en  papel  selfado,  en 
el  que  se  hallaba  la  nota  de  la  imposición  y  su  causa,  puesta  de  óirden  del 
Alcalde,  si  bien  esa  parte  del  papel  no  se  entregó  ni  obraba  en  poder  de 
los  multados,  sin  que  constase  que  ellos  la  exigiesen  tampoco: 

Que  en  vista  de  los  hechos  espuestos,  el  Juez,  presumiendo  que  pudie- 
ra la  denuncia  ser  cafumníosa  á  la  autoridad  del  Alcalde,  antes  de  proce- 
der atordó  que  prestasen  los  denunciadores  la  fianza  de  calumnia  necesa- 
ria, y  dirigidlas  aetuaciones  en  este  sentido;  pero  separándose  el  Promo- 
tor fiscal  de  su  parecer,  y  habiendo  apelado  del  auto  del  Juez,  se  mandó 
por  la  Audiencia  del  territorio  que  se  depuraran  los  hechos  denunciados  y 
se  procediera  en  el  asunto  con  arreglo  á  derecho: 

Qué  efi  su  viriüd,  el  Juez,  oido  el  Promotor  fiscal  y  de  conformidad  con 
su  dictamen,  pidió  la  autorización  para  procesar  al  Alcalde  de  Mestanza, 
para  poder  continuar  la  averiguación  del  hecho  denunciado  da  1^  imposi- 
ción de  la  multa;  pero  el  Gobernador  la  negó,  de  acuerdo  con  el  parecer 
del  Conseio  provincial,  fundándose  en  que  además  de  no  estar  probado 
aquel  heeno,  tampoco  podria  calificarse  de  delito,  sino  de  falta  regiamen- 
taria: 

Visto  el  art.  40,  núm.  8.®  de  la  ley  vigente  para  el  gobierno  y  admí- 
nistradéñ  de  las  provincias,  según  el  cual  no  es  necesaria  ia  previa  auto- 
rización paré  procesar  á  los  empleados  públicos  que  cometan  el  delito  de 
percepción  de  multas  en  dinero: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  dicho  artículo,  el  delito  por  que  se 
intenta  procesar  al  Alcalde  de  Mestanza,  en  el  caso  de  probarse  legalmen- 
ie,  es  uno  de  los  espresa  mente  esceptuadoa^cte  la  garantía  de  la  previa  au- 
torización, por  lo  que  el  Juzgado  puede  proceder  libremente  contra  élf 
■    Cotfformáhdome  con  lo  infirmado  por  la  Sección  de  Bstado  y  Gracia  y 
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Jasticia  del  CoosejA  de  E&iado,  Yeftgo  eo  declarar  ¡ODecaiim  la  tntom^^ 
ciOD  de  que  se  traUu 

Dado  eo  Palacio  á  veinticuatro  de  Boviembre  de  nü  eafccoeatoyuii 
tay  síete.-^Está  rubricado  de  la  Real  maoe.— El  Presidente  del  Getarp 
de  Miniatroa,  Ramoo  María  Narvaez. — (Publicada  en  la  (rócete  de  ti  «a 
diciembre  de  1867.) 


Sentencia  (28  de  octubre  de  1867.)  — NuIidadde  la  ¿onck- 
siON  DB  uif  SALTO  D£  AGUA.— Se  cooflrina  en  todas  sus  partes  ia  sen- 
tencia del  Consejo  provincial  de  Zaragoza  en  el  pleito  seguido  entre 
Dona  María  Mausac  y  la  Administración,  y  se  resuelve: 

i ."  Que  la  Junta  de  la  acequia  de  Almozara  tiene  atrílmcianes 
á  teiwr  de  lo  dispuesto  en  la  regla  lí^de  la  Real  orden  de  4  de  di- 
ciembre de  1859  para  otorgar  concesiones  de  saltos  de  aguai 

2.®  Que  no  hay  disposición  legal  que  haga  á  los  que  componen 
el  Capítulo  general  de  herederos  del  término  de  Almozara,  dueños 
de  las  aguas  que  discurren  por  la  acequia  de  este  nombre,  sino  que 
únicamente  son  coparticipes  en  el  aprovechamiento  del  riego  y  due- 
ños de  la  aceouia,  sin  que  por  eso  tengan  el  derech^o  de  preferencia 
para  aprovechar  el  agua  como  motor  de  industrie  ek  las  derivacio- 
nes de  ^cha  acequia  sobre  los  que  no  sean  herederos  á  terraíenien* 
tes  del  espresado  término: 

3.* '  Que  en  este  caso  la  Junta  es  libre  para  conceder  el  aptove- 
chamiento  de  un  sdlto  de  agua  á  cualquiera  de  los  que  ló  soUciten^ 
si  son  varios; 

F  4.°  que  cuando  én  la  sentencia  pronunciada  por  un  Consejo 
provincial  se  han  apreciado  bien  los  hechos  y  resuelto  con  careno  ^ 
la  legislación  vigetUe  las  cuestiones  de  derecho  debatUkis  eniel  pbi» 
to,  procede  su  confirmación. 

Dona  Isabel  II,  etc. 

uÉü  el  pleito  pendiente  en  el  Consejo  de  Estado,  en  grado  de  apelueion, 
entre  partes,  de  launa  el  Licenciado  D.  .Bartolomé  Martínez,  á  nombre  de 
Doña  María  Mausac,  viuda  de  D.  Juan  Auger,  apelante,  y  de  la  «tra  mi 
Fiscal,  en  representación  de  la  Administracioo  general  del  Bsítad^,  y  cerno 
coadyuvante  de  la  misma  el  Doctor  D.  José  de  la  Cooeha  y  Alcalde,  á  nom- 
bre de  D.  Andrés  Aiota  y  Mu&oz;  sobre  nulidad  de  la  concesfon  becbaé 
favor  de  este  último  de  un  salto  de  agua  en  la  acequia  de  Almozara: 

Visto: 

Vistos  los  aoleeeiientes,  de  los  coales  resulta: 

Que  entre  los  propietarios  de  #ncas  que  radican  en  el  término  llamado* 
de  Almozara,  correspondiente  á  Zaragoza,  se  halla  construida'  HQa  eocie^ 
dad  bajo  la  denominación  de  Cúpitvlo  generat  de  heTedíeróé^  que  «a-rige 
por  ciertas  ordenaciones  debidamente  aprobadas,  entre  las'  coates  hifrí- 
'mera  establece  queel  objeto  de  dicha  sociedad  es  mantetter  el  beneficto  de 
las  aguas,  sostener  y  constituir  las  obras  precisas  y  confenientes^  con^ 
buyendocoo  lo  necesario  proporcionalmente  á  dicho  objeto,  aegufl  eoeUim- 
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l)i^sawt!M<la>j6aeftnyeDio8;  Ui  tercera  m 
pUulo  las  de  examinar  y  probar  defíDitivaí 
dehMndsdáataMiÉsJes  det  téribiúo  y  del  d< 
te^f^MÉi  útíliim,  Js  déefma  ideiermíoa  coii 
goflkertodbs^sjécttlar  los aciférdos  del  C 
00  falten  las  aguas  en  las  respectivas  partid 
que  están  á  su  cargo;  que  se  reparen  y^  coa 

esmero;  que  se  recauden  los  fondos  con  exactitud;  que  se  inviertan  con 
oportunidad  y  economía;  y  además  I^ deformar  ios  presupuestos  y  pre- 
sentarlos, con  las  cuentas  documentadas  de  lo  cobrado  é  invertido,  á  la 
apralífk^n^d<eKgafltulo  general: 

X^  JD.pSpkdréü  AJnsa  solicitó  de  la  mencianaida  Juntii  de  gobierno  del 
lérmiúo^df^  Alinozara,  en  28  de  diciembre  del  año  1S63,  la  concesión  del 
aprovechamiento  de  un  sallo  de  agua  de  la  ^cequia  mayor  del  mismo  tér- 
mino, partido  de  Cha  rana  érelo;  y  habiéndose  en^pezadó  á  instruir  en  con- 
secuencia el  oportuno  espediente,  interpuso  Doña  María  Mausac  en  iO  de 
marso  Je  1864  igual  solicitud: 

Y  por  úUiroo,  que  en  sesión  de  26  de  noviembre  de  !é64  acordela 
Junta  de  gobierno  del  término  por  mayoría  de  votos  conceder  el  espresa- 
do ifalto.jdejgua  á  D.  Andrés  Ainsa,  recurriendo  et  su  consecuencia  Doña 
Marijltaüsíac  contra  este  acuerdo,  que 
proVídencííi  gubernativa  de  6  de  setiembr 

Vista  ta  demanda  presentada  por  Dof 
Juan  Auger,  ante  el  Consejo  provincial  d 
i  865^  con  la  solicitud  de  qué  se  revoque 
nativa  y  fie  declare  é  su  favor  fa  concesio 

Vistos  los  documentos  que  acompañan 

Visto  el  eserjlo  de  contestación  del  Pj 
que  J^e  desestime  como  improcedente  é 
por  la  parte  demandante ,  y  se  declare 
agua: 

Visto  el  escrito  de  contestación  presentado  por  D.  Justo  Miguel  Bailar- 
D¡,  en  nombre  de  D.  Andrés  Aínsa,  pidiendo  igtialmétite  que  se  declarase 
válida  la  concesión  del  salto  del  Chara merelo  otorgada  á  favor  de  este  úl- 
timo por  acuerdo  de  la  Junta  del  término  de  Almorzara;  que  se  confírma- 
se la  providencia  del  Gobernador  de  6  de  setiembre  de  1865,  y  que  se  ab- 
solviese al  demandado  de  la  demanda  interpuesta  porDo&a  Mana  Mausac, 
condcjnaúdo  á  ésta  en  las  costas  del  juicio: 

Vista  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  protinéml  de  Zaragoza  en  i.^ 
de  lebrero  de  1866,  que  dice:  • 

((Considerando  que  la  Junta  de  Almozara  tiene  attibueíones,  á  tenor  de 
lo  dispuesto  en  la  regla  2.^  de  la  Real  orden  de  4  de  dtciembr^  de  fB5^» 
para  otorgar  concesiones  como  la  que  es  objeto  de  este  |)leít4,  y  p6r  lo 
tanto  que  obró,  dentro  de  ellas  al  conceder  á  D.  Andrés  Atiísa  el  aprove- 
chamiento de  que  se  trata: 

Considerando  que  no  hay  disposición  legal  que  baga  á  los  herederos  del 
térmiv^p  4e  Almozara  dueños'de  las  aguas  que  díscuri^en  por  la  acequia  de 
esit^om\;ff%  sino  qoe  únicamente  son  co- partícipes 'en  el  aprotechamieni- 
to  deJ. riego  y  dueñoá  de  la  acequia,  sin  que  por  eso  tengan  el  derecho  de 
preferencia  f para  aprovechar  el  agna  como  motor  de  industria  en  las  deri- 
Tac^nes  de  dicha  acequia  sobre  los  que  no  sean  herederos  ó. terratenien- 
tes 4fil  expresado  término:  . 

GQ|í$i4erando  que  en  tal  caso  es  libre  la  facultad  de  la  Junta  para  con- 
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ceder  el  aprovechamiento  de  un  salto  de  agua  á  cualquiera  de  los  que  lo 
soliciten,  si  son  varios;  y  que  ¿  \ó  sumo,  si  tiene  que  ajustarse  á  alguna 
regla,  será  por  analogía  á  la  establecida  en  el  Real  decreto  de  29  de  abril 
é%  4890;  én  cuyo  easo  es  indudable  que  correspondía  á  Ala^^^fer^pirefe- 
rick),  por  cuanto  su  proyecto  era  mas  conveniente  y  de  mas  i^iportancia  y 
utiiidad,  según  la  opinión  facultativa,  y  sobre  todo  su  pettcióii  era  áil(erior 
^ladeMausac:  .(  -  ^ 

Considerando  que  dicha  concesión  hecha  á  favor  de  Áibsa  tro  infiere 
perjuicio  alguno  á  Doña  María  Mausac^  porque  aun  suponiendo  qdé  el  an» 
liguo  molino  de  la  Abeja  existiese  en  el  mismo  punto  donde  la  demüiidan- 
te  dice,  y  se  moviese  con  agua  del  brazal  de  Gharamerelo,  y  a^tin  cofti  el 
mismo  salto  objeto  de  este  litigio,  aquel  hecho  habiacaducacto  en  atención 
«1  largo  tiempo  que  había  trascurrido  desde  su  dóstruccioQ ,  puesto  que 
desde  el  ano  i  824  la  Junta  del  término  con  los  fondos  comunes  ha  conser- 
vado, limpiado  y  reparado  la  acequia,  cajeros  y  paradero  de  la  Abeja, 
siempre  que  ha  nabido  necesidad: 

Considerando  <]ue  aun  suponiendo  fuese  un  motivo  de  preferencia  para 
obtener  la  concesión  el  ser  heredero  del  término  el  concesionario,  recita 
que  D.  Andrés  Ainsa  lo  era  antes  de  otorgarse  la  concesión: 

Considerando  en  su  virtud  justa  y  arreglada  la  providemcia  del  Qober- 
Dador  contra  la  cual  se  interpuso  el  presente  pleito; 

Fallamos  que  debemos  cooGrmar  y  confirmamos  la  prpvi^k^a  guber* 
Dativa  de  6  de  setiembre  de  i865:» 

Vistos,  el  escrito  de  i 2  de  febrero  de  1865,  en  el  aue  Dona.Varia  Mau- 
sac  interpuso  el  recurso  d%  apelación;  y  el  auto  dictado  por  el  mencidnado 
Consejo  en  i 6  del  mismo  mes,  por  el  que  le  fué  admitido:  '  \ 

Visto  el  escrito  de  mejora  de  apelación,  presentado  ante  el  Consejo  de 
Estado  por  el  Dr.  D.  Bartolomé  Martínez,  con  la  solicitud  de  que  se  revo- 
q\xe  la  sentencia  apelada  y  se  declare  que  la  concesión  del  salto  ó  aprove- 
chamiento de  agu^  de  que  se  trata  en  este  pleito  corresponde  á  la  misma 
Maosac  con  preferencia  á  D.  Andrés  Ainsa: 

Vistos,  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal,  y  el  d^l  Dr.  tí.'José  de  la 
Concha  y  Alcalde,  en  nombre  de  D.  Andrés  Ainsa  y  Muñoz,  en  fbs  cuales 
se  pide  la  confirmación  de  la  sentencia  apelada: 

Considerando  que  en  la  preinserta  sentencia  del  Consejo  p|royitíciaI  de 
Zaragoza  se  han  apreciado  bien  los  hechos  y  resuelta  con  arreglo  á  la  le- 
gislación vigente  las  cuestiones  de  derecho  debatidas  en  el  pleito;^ 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  conténcioéo  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  confirmar  en  todas  sus  partes  la  citada  seti- 
tencia. 

Dado  en  Palacio  á  veinticinco  de  octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.—El  Presidente  def  Consejo  de  Mi- 
nistroSi  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicacion.--Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  Mr  inleiSe- 
eretarjo  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrdnqO  átidiéiHiia 
publica  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  coa\b^'reMhicion 
uaal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  ujia  á  Ijok  iMsmOs; 
se  notifique ep  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta)  á^ltiy^cev' 

lifiCO.  '      ':.-.-.- 

Madrid  31  de  octubre  de  1867.— Pedro  de  Madrazo.— (Publ|(^dla  éo  U 
Gaceta  de  27  do  diciembre  de  1687.)  .    ^'\ \.\     ' 
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^'^SeiiieM^Em  (2S  <fe  octubre  de  1867.)«--Abono>be  L4inira>iNk 

ESTRÍVnÍA  de  una  FINCA  PARTICULAR   PARA  ÜN  FBRRO-CARRtL.---Se  Obf* 

suefvé  á  la  ÁdministrácíoQ  de  la  demanda  entablada  por  laetííi* 

Eresa  constructora  del  ferro  carril  de  Tudela  á  Bilbao  centra  la 
ieal dríade ^'2  de  ^bril de  1865;  se  confirma  ésta  en  su  partQ 
resolutiva,  y  se  resuelve: 

i.""  Que  sejfttn  Jos  üvHghIw  16  al  20  del  reglamento  de  TI  de 
julio  áe  i^5  pdra  la  efeeueion  de  la  ley  de  17  de  mliode  4836, 
i(n  part^üUités  A  quienes  se  ocupen  materiales  para  laejeeuoion  de 
las  obras  públicas  tienen  derecho  á  ser  indemniiadoSy  no  solo  de  los 
éaños  ]j  perjuicios  que  se  tes  causen,  sino  tdmMem  del  precio  de 
4iquello&mí;tasadonperieial: 

2.^  Qu0  m  dichas  disposiciones  no  está  esceptuada  la  piedra 
de  las  canteras^  respecto  de  la  cual  se  hizo  una  distinción  en  el 
RealxUeróta  d£  IQ  de  jutío  de  iSüi; 

Y  S.""  que  lo  dispuesto  en  este  Real  deeiF^o  no  tiene  ajdieaeien  á 
las  estramones  verificada»  antes  de  dictarse. 

boña  mbel  II,  etc. 

«Eq  el  pleito  pendiente  en  el  Cloosejo  de  Estado,  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  uoa  el  Licenciado  D.  Santos  tsaáa,  á  quien 
ha  sustituíiíe  después  el  de  fa  misma  clase  D.  Manuel  Alonso  Martínez,  á 
nombre  déla  empresa  constructora  del  ferro- carril  de  Tudela  á  Bilbao  en 
■su  sección  de  Miranda  á  Alcanadre,  demandante,  y  de  la  otra  mi  Fiscal, 
en  representación  de  la  Administración  geoeral  del  Estado,  demandada, 
sobre  revoca^cion  de  la  Real  orden  que  deeiard  de  abono  á  D.  Fran* 
cisco  6arr$necbea  el  importe  de  la  piedra  estraida  en  una  finca  de  sti  pro- 
piedad: 

Vistp;  .  . 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  en  il,6^^de  noviembre  de  1863  acudió  D.  Francisco  Barrenecbea  al 
Goh^nador  (le  la  provincia  de  Logroño,  manifestando  que  para  fa  cona- 
truccion  de  un  puente  sobre  el  Iruega  en  el  ferro-carril  de  Tudela  á  BiU 
bao,  se  trató  de  estraer  piedra  de  una  cantera  que  ya  venia'  abierta  y  es- 
piolada  hacia  20  años  en  una  finca  del  esponente,  estraccion  que  no  qué* 
ría  permitjr  mientras  no  se  le  pagase  el  valor  de  la  piedra,  pero  que  llegó 
á  consentir  á  consecuencia  de  un  oficio  que  la  citada  emfpresa  construc* 
lora  P4SÓ  ^I.Alcalde  de  Logroño  el  dia  20  de  mayo  de  t86!,  én  (iue  dijo 

3ue  respondía  de  todos  los  daños  y  perjuicios  que  se  causasen  ett  la  finca 
e  que^e  trataba,  por  lo  que  reclamaba  el  pago  de  la  piedra  estraida,  pre- 
via su  ti^aclon: 

Que  nabiéhdóse  pedido  íáforme  al  Alcalde  dé  Logroño,  convino  al 
«vacuarle  en  todo  lo  espuesto  por  el  recurrente,  por  lo  que  le  parecía  que 
.era  justa  su  reclamación;  y  pasados  los  antecedentes  para  los  efectos  qUe 
procedieran  á  la  empresa  concesionaria  def  ferro -carril,  manifestó  esta 
sociedad  que  ninguna  intervención  ni  interés  tenia  en  el  asunto,  puesto 
que  las  obras  que  se  referían  habían  sido  ajustadas,  debiendo  por  tanto 
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«ntenderse  el  interesado  en  las  indemoizacioaes  con  la  empresa  cons- 
tructora: 

Que  noticiosa  ésta  de  lo  que  ocurría  por  las  comunicaciones  que  la 
.pasdia  sociedad  concesionaria,  se  opuso  á  las '  reclamaciones  iJe  3arsene- 
cbea»  fundada  en  que  no  se  hallaba  obligada  al  pago  de  la  citada  pi^ra» 
con  arreglo  al  art.  18  del  Real  decreto  de  10  de  julio  de  180t;  y  aunque 
se  dio  conocimiento  á  una  y  otra  parte  de  sus  x'espectiras  alegaciones^ 
ambas  insistieron  en  lo  que  tenian  manifestado: 

Que  el  Gobernador  de  la  proTÍocra,  oído  el  dictamen  del  Consejo  pro- 
vincial, y  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  eále  cuerpo,  acordó  que  ea 
atención  á  que  toda  fa  dtticuhad  del  caso  consistía  en  saber  si  al  tiempa 
de' la  construcdoo  del  referido  puente  estaba  ó  no  abierta  y  en  esplotacioa 
la  cantera  á  cfue  el  interesado  se  referia,  procedía  un  reconocimiento  é  in- 
forme de  peritos  nombrados  por  las  partes: 

Y  por  úitimo^que  la  empresa  constructora  reclamó  de  la  referida  pro- 
videncia  para  ante  el  Ministerio  de  Fomento;  y  habiéndose  elevado  ai 
mismo  todos  los  antecedentes,  se  dictó  la  Real  orden  de  22  de  abril  de 
1865,  por  la  cual  se  declaró  que  son  de  abono  al  propietario  de  la  finca  en 
que  la  cantera  radica,  además  de  los  danos  y  perjuicios  que  en  aquella  se 
causen  por  la  estraccioo  de  piedra,  el  valor  deísta  por  unidad  métrica^ 
«egnn  tasación  pericial,  practicada  con  sujeción  á  lo  prescrito  en  el  art.  20 
y  siguientes  del  reglamento  de  27  de  julio  de  1853: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Lícen- 
ciadoD.  Santos  de  Isasa,  á  nombre  de  D.  Nicolás  de  Olagnibel  y  Esnal,. 
D^  Faustino  de  Zuga^ti  Cancedo  y  D.  Juan  Amant,  constructores  del  ferro- 
carril de  Tudeia  á  Bilbao  en  su  sección  desde  Miranda  hasta  Alcanadre,  en 
la  cual  se  pide  la  revocación  de  la  precitada  Real  orden: 

Vistos  ios  dos  testimonios  de  escrituras  públicas  que  con  la  espresada 
demanda  se  acompañan: 

Visto  el  escrito  4e  contestación  de  mi  Fiscal  pidiendo  la  absolución  de 
la  referida  demanda^  y  la  confirmación  de  la  Real  orden  por  la  misma  im- 
pugnada: 

Vistos  el  otrosí  del  mismo  escrito,  en  el  que  se  pidió  que  la  Sección  de 
lo  Contencioso  se  sirviera  acordar  que  se  hiciese  saber  en  forma  á  D.  Fran- 
cisco Barrenechea  la  existencia  de  estos  autos  y  su  estiado,  para  que  com- 
pareciese en  ellos,  si  le  conviniere,  dentro  de!  plazo  que  se  le  fijare,  decla- 
rándosele en  otro  caso  decaído  de  su  derecho  á  ser  oido  en  el  presente 
juicio;  y  el  auto  de  25  de  enero  de  1867,  en  el  que  por  su  falta  de  compa- 
recencia en  tiempo  se  hizo  tal  declaración: 

Vistos  los  artículos  16,  17,  18^  19  y  20  del  reglamento  de  27  de  julie 
de  1853  para  la  ejecución  de  la  ley  de  17  de  julio  de  1836: 

Considerando  que,  según  las  disposiciones  mencionadas,  los  particu- 
lares á  quienes  se  ocupen  materiales  para  la  ejecución  de  las  obras  públi- 
cas tienen  derecho  á  ser  indemnizados  no  solo  de  los  daños  y  perjuicios 
que  se  le  causen,  sino  también  del  precio  de  aquellos  por  tasación  pericial: 

Considerando  que  en  las  disposiciones  referidas  no  está  esceptuada  la 
piedra  de  las  canteras,  respecto  de  la  cual  se  hizo  una  distinción  en  ei 
Real  decreto  de  10  de  julio  de  1861: 

Considerando  que  el  consentimiento  dado  á  la  empresa  del  ferro-carril 
de  Bilbao  por  D.  Francisco  Barrenechea  para  utilizar  la  cantera  de  su  pro- 
piedad, lo  fué  en  el  mes  de  mayo  del  mismo  año  de  186l,^ntes  por  coo- 
siguiente  de  que  se  dictara  el  Real  decreto  citado,  y  pon  lo  mismo  también 
cuando  la  legislación  vigente  era  el  reglamento  de  1853: 
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CoDsideraodo  que  si  la  empresa  constructora  creyó  que  podía  disff  utar 
xiel  beneficio  otorgado  por  dicho  Real  decreto,  debió  hacerlo  saber  á  Bar- 
Tenechea^y  no  consta  que-  hubiese;  llenado  esta  fonnalídadi  que  podía 
producir  diversos  efectos; 

Conformándome  con  lo  consultado  ñor  la  Sata  de  lo  Contencioso^ del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  ae  la  demanda  4  la  Adminístracjoiji 
17  en  confirmar  la  Real  orden  reclamada  en  su  parte  resolutiva. 

Dado  en  Palacio  á  veinticinco  de  octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete. — Está  rubricado  de  la  Re£^l  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  ^1,  Se- 
cretario general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
¿nal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos; 
«e  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  31  de  octubre  de  1S67.— Pedro  de  Madrazo. — (Publicada  ea,la 
Gaceta  de  28  de  diciembre  de  1867.) 


Seuteneta  (25  de  octubre  de  1867.). — Devolución  de  la 

FIANZA  PftBSTADá  PABA  EL  DESEMPEÑO  DE  UN  DESTINO  PÓBLICO.^Sc  dC- 

clara  que  no  há  lugar  á  decidir  sobre  la  pretensión  formulada  en 
la  demanda  respecto  á  la  importancia  de  la  fianza  presentada  por 
D.  Francisco  Xipell;  se  confirma  la  Real  orden  de  17  de  abril  de 
4852,  y  se  resuelve; 

1 .°  Que  no  es  posible  decidir  en  la  vía  contendoso-admkiistra  - 
tiva  preteíisiones  que  no  lo  hayan  sido  antes  en  la  gubernativa  ó  en 
la  esfera  de  la  Administración  activa; 

Y  2.®  que  cuando  en  la  demanda  no  se  combate  una  Real  dr- 
den,  ni  se  acredita  que  infiera  agravio  al  recurrente,  procede,  m 
confirmación. 

Doña  Isabel,  II,  etc. 

«En  el  pleito  que  pende  en  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia,  entre  parles,  de  la  una  D.  Enrique  Xipell  y  Eoresm,  vecino  de 
Jladrid,  y  eo  su  nombre  el  Licenciado  D.  Vicente  Ruiz  Alonso,  demandan 
le,  y  de  la  otra  la  Administración  general  del  Estado,  demandada  y  repre- 
sentada por  mi  Fiscal;  sobre  revocación  6  subsistencia  de  una  Real  orden 
espedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  17  de  abril  de  1852,  relativa- 
mente á  las  reclamaciones  del  interesado  por  la  devolución  de  una  fianza 
prestada  para  el  desempeño  de  un  destino  público: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  D.  Francisco  Xipell  fué  nombrado  en  el  año  de  1823  Administra- 
dor de  Loterías  de  la  principal  de  Sevilla,  y  para  responder  de  150^000  rs. 
en  vales  Reales  con  que  se  le  mandó  afianzar,  sin  perjuicio  de  aumentar 
caso  necesario,  entregó  ei  el  arca  de  Depósitos  en  documentos  de  aqueJla 
clase  de  diferentes  creaciones  por  valor  de  283,205  rs.  30  mrs.  sin  intere- 
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ses,  i  COD  ellos  de  315,143  rs.  23  inrs.  de  que  se  otorgó  escritura' publi- 
ca en  esta  corte  el  di9  1i  de  julio  de  1823:  ^^V. 

Que  en  octubre  de  1834  D.  José  Bausa  y  Xípell,  por  sí  y  álp^ijc^^ré  de 
D.  BDriqíie  y  Doña  Antonia  Xípell,  como  herederos  los  tres  dáje^cesada 
D.  Francisco,  acudió  á  la  Dirección  general  de  Lotería s^  manifesiap^io  <]Me 
había  fallecido  D.  Francisco,  por  lo  que  pedia^  que  s^  le  devoivle||n  los 
valores  de  la  fianza  gue  prestó  para  su  referido  destipo^  jacompanaado  á 
este  fin  un  testimonio  del  pié  y  cláusula  de  herederos  del  testam^ii^^o  bajo 
que  había  fallecido  D.  Francisco  Xipell  y  los  poderes  c^q  que^ jegrésenta- 
ba  á los  demás  interesados:  '/./.'  ; 

Que  pasada  la  instancia  al  Asesor  fiscal  de  la  Renta  de  Loterías,  ebcon* 
tro  bien  acreditada  la  personalidad  y  representación  del  fnleresado,  y  re- 
saltando  del  espediente  instruido  que  D.  Francisco  era  responsaole  á  la 
misma  Renta  de  75,236  rs.  4  rars.  por  alcance  contra  D,  Manpel  San  Pe- 
dro, Administrador  de  Loterías  que  habia  sido  en  Carmena,  se  acordó  en 
23  de  febrero  de  1835  la  devolución  de  la  indicada  fianza,  comp  se  llevó  á 
efecto,  entregando  al  recurrente,  en  los  tículos  presentados  para  la  mis- 
ma, la  cantidad  de  269,398  rs.  30  mrs.  de  que  se  satisGzo  el  qréditoespre- 
aado  contra  D.  Manuel  San  Pedro,  no  habiéndose  devuelto  el  resto  de  do- 
camenios  basta  el  total  de  la  fianza  por  haberse  estraido  defarca  dé  tres 
llaves  en  que  se  custodiaban:  hecho  que  produjo  la  corresponc^ieote  causa 
criibinal: 

Que  mas  adelante  volvió  á  recurrir  por  sí  propio  el  referidp  p?  Pprique 
Xipell  en  noviembre  de  1845  en  solicitud  de  que  se  le  hiciese^  e'ntrega  de 
títulos  que  aán  le  faltaban. por  valor  de  230,601  rs.  4  mrs.  hasta  comple- 
tar los  500,000  rs.  que  el  mencionado  D.  Francisco  habia  dado  én  fianza, 
ampliando  la  que  ya  tenia  prestada,  en  vista  del  aumento  de  ingresos  que 
hubo  en  la  Administración  de  Loterías  de  Sevilla,  según  decia  D.  Francis- 
co en  su  testamento!  petición  que  reprodujo  en  el  año  de  1846,  sí  bien  en 
eata  ocasión  se  limitó  á  pedir  la  cantidad  de  35,01 1  rs.  valor  de  los  títulos 
del  4  por  100  que  no  le  fueron  devueltos  y  los  intereses  correspondientes» 
entre  tanto  que  se  le  facilitase  una  certificación  circunstanciada  de  los 
valores  afianzados  y  devueltos: 

Que  habiéndose  mandado  en  su  virtud  que  por  la  Contaduría  del  ramo 
se  ejecntase  una  liquidacien  en  la  que  constase  la  cantidad  que  debería  en- 
tregarse al  interesado,  y  que  éste  acreditase  su  representación  para  pedir 
por  los  otros  herederos  de  Xipell,  fueron  cumplidos  ambos  estremos,  re- 
sultando, respecto  á  la  liquidación,  que  la  cantidad  de  que  debería  rein- 
tegrarse al  recurrente  ascendía  á  32,000  rs.  en  títulos  del  4  por  100,  de 
que  se  le  hizo  pago,  y  que  recibió  aquel,  sin  perjuicio  de  que  se  rectifíca- 
se la  referida  liquidación,  que  no  le  pareció  arreglada;  y  en  tal  estado 
volvió  á  recurrir  en  6  de  octubre  de  1851,  manifestando  que  ya  que  le 
uera  forzoso  resignarse  á  no  reclamar  la  enorme  diferencia  que  había 
entre  lo  percibido  y  la  cantidad  de  500,000  rs.  en  que  debió  consistir  la 
segunda  fianza  por  no  haberse  podido  encontrar  ésta,  no  podia  prescindir 
de  reclamar  la  cantidad  de  79,744  rs.  por  la  diferencia  de  valores  de  títu- 
los entre  la  primera  fianza  y  la  entrega  que  se  les  hizo,  y  réditos  corres- 
pondientes, de  que  se  deducirían  los  8,128  rs.  que  habia  recibido  en  dine- 
ro metálico  como  equivalencia  de  los  32,000  rs.  que  le  fueron  reconoci- 
dos en  vales  del  4  por  100: 

Que  la  Dirección  general  de  Loterías  informó  que  la  pretensión  del  inte- 
resado era  exagerada,  pues  atendía  al  valor  figurado  de  los  títulos  y  no  al  ver- 
dadero; que  el  de  los  títulos  afianzados  era  solo  de  283,105  rs.  30  mrs.,  de 
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los-CualesTecibió  Bausa  en  4835  eo  varios  documentos  251 J05  rs.  con 
3arar%.,y'ft.  EdríqueXipelIhabia  recibido  postferiormsBnU  l©a  T^fei;ktos 
32^p0  rs.  que  se  le  liquidaron,  de  donde  resuitóba  comprobado  que  nada 
le'^ífefiík  la  renta.  .  «  ^ 

'  ^fet^  ráRéalói-den  que  recayó  en  su  consecuencia  en  17  d^abnl  de 
!«8íi/pó1'Ía  ctiál,  de  conformidad  con  el  espresado  centro  directfcvó,  se 
desestima  la  píeténsibn  de  D.  Enrique  Xipell  y  se  dispuso  que  en  lo  su- 
cesivo no  se  diera  curso  á  las  gestiones  qué  hiciera  sobre  el  mismo 
asunto:  * 

Vi^ta  Ta  diétóanda  que  el  espresado  D.  Enrique  Xipell,  á  quien  repre  - 
senta  en  estos  autos  el  Licenciado  D.  Vicente  Ruiz  Alonso,  ha  presentado 
ante  erCon^ejo  de  Estado  en  27  de  agostó  de  1863  contra  la  referida  Real 
orden  de  17  de  abril  de  1852,  que  no  consta  le  hubiese  sido  comunicada 
hasta  27  de  febrero  del  citado  año  1863,  con  la  pretensión  de  qwe  se  re- 
voque la  citada  Real  orden  y  se  mande  que  sea  devuelta  al  demandante 
la  fianza  de  que  se  trata,  importante  medio  milkm  de  reales,  en  toda  su 
integridad,  descontados  los  301,398  rs.,  30  mrs.  entregados  en  diferentes 
épocas: 

Vista  la  éontestacioD  de  Mi  Fiscal,  en  que  pide  qué  se  confirme  la 
Real  Orden  impugnada,  y  que  en  cuanto  no  haya  sido  objeto  del  espe- 
diente gubernativo,  ni  de  la  espresada  Real  resolución  la  petición  conte- 
nida en  ta  demanda,  debe  declararse  que  no  há  lugar  á  resolverla;  sin 
perjuicio  del  derecho  que  pueda  corresponder  al  interesado  para  deducirla 
donde  proceda: 

Considerando  que  la  iiemanda,  origen  de  éste  pleito,  se  funda  en  el 
supuesto  de  que  D.  Francisco  Xipell  prestó  una  fianza  de  500,000  reates 
para  el  desempeño  de  la  Administración  de  Loterías  de  Sevilla,  hecho 
que  no  se  ha  justificado,  y  que  tampoco  se  ha  examinado  ni  resuelto  en 
la  Real  orden  reclamada: 

Considerando  que  ésta  tuvo  por  objeto  decidir  la  pretensión  que  Xi- 
pell hizo  en  su  instancia  de  6  de  octubre  de  1851,  en  la  cual  manifestó 
esplícitamente  que  le  era  forzoso  resignarse  á  no  reclamar  aquella  can- 
tioad  por  no  encontrarse  la  escritura  en  que  debiera  constar  que  la  pri- 
mera fianza  se  habia  aumentado  hasta  dicha  suma:  .  . 

Considerando  que  no  es  posible  decidir  en  la  vía  contencioso-adminis- 
trativa  pretensiones  que  no  lo  hayan  sido  antes  gubernativamente  ó  en  la 
esfera  de  la  administración  activa:  , 

Considerando  que  la  resolución  que  comprende  la  Real  orden  de  17 
de  abril  de  1852  no  ha  sido  combatida  en  la  demanda,  ni  se  ha  acredi- 
tado que  infiera  agravio  al  recurrente; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Con- 
sejo de  Estado,  Vengo  en  declarar  que  no  há  lugar  á  decidir  sobre  la  pre- 
tensión formulada  en  la  demanda,  respecto  de  la  importancia  de  la  fianza 
presentada  porD.  Francisco  Xipell,  y  en  confirmar  la  Real  orden  recla- 
mada; sin  perjuicio  de  la  acción  que  pueda  ejercitar  el  interesado  acerca 
del  primer  estremo. 

Dado  en  Palacio  á  veinticinco  de  octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audiencia 
pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  resolución 
nnal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere ;  que  se  una  á  los  mismos. 
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se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  qji^^r- 
tífico;  .    , 

Madrid  3 i  de  octubre  de  í  867. —Pedro  de  Madrazo. — [Publíea^^en 
la  Gaceta  de  20  de  diciembre  de  1867.)  .  ',.       .  t. 


«73. 


Sentencia  (SS  de  ottubre  de  1867.).— Indemnizagioii  d£ 
p£Rjuu:ioá  POR  EL  APassAMiENTO  DE  UN  BARCO.— Se  deja  síq  «fecto  la 
Real  orden  de  30  de  diciembre  de  1865,  redamada  por  ü.  iosé  Vidal 
y  Rivas^  y  se  resuelve: 

1.^  (^  si  bkn  no  existe  una  preseripcion  que  mande  incluir 
en  el  regésUro  que  llevan  los  buques  la  certificación  del  afianzamien- 
to y  del  buen  uso  de  las  pipas  ú  objetos  que  conducen  en  sus  viajes 
á  la  costa  de  África,  es  indudable  que  asi  como  á  las  casas  espedí- 
cionarias  incumbe  la  obligación  de  registrarlas  y  de  afianzar  el  buen 
uso  de  los  objetos  de  que  puede  hacerse  un  malempleOtasi  también 
las  Aduanas  deben  provetrlas  de  los  documenías  qu^acrediten  aquel 
cumplimiento;  ^ 

Y  2.^  que  el  Administrador  de  la  Aduana  que  haga  dejado  de 
dar  este  certificado  debe  responder  de  los  perjuicios  que  esperimente 
el  barco,  si  por  no  llevar  los  documentos  que  debía  llevar  fue- 
se apresado  por  los  cruceros  como  sospechoso  de  tráfico  negrero* 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«En  el  pleito  pendiente  en  él  Consejo  de  Estado  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Laureano  Fíguerola,  á 
nombre  de  D.  José  Vidal  y  ftivas,  del  comercio  de  Barcelona,  demandante, 
y  de  la  otra  mi  Fiscal,  en  representación  de  la  Administración  general  del 
Estado,  demandada,  sobre  indemnización  de  perjuicios  con  motivo  del 
apresamiento  y  naufragio  de  la  corbeta  Fernando  Póo; 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta: 

Que  la  corbeta  Fernando  Póo,  propiedad  de  los  Sres.  Vidal  y  Rivas,  y 
fletada  con  destino  á  la  isla  del  mismo  nombre,  después  de  haber  abierto 
registro  en  la  Aduana  de  Barcelona  en  26  de  mayo  de  1855  y  prestado  la 
oportuna  fianza  para  responder,  de  I  buen  uso  de  la  pipería  que  el  buque 
conducía,  fondeó  en  Acra  donde  los  cruceros  ingleses  de  la  costa  de  Áfri- 
ca la  apresaron  en  2  de  agosto  del  precitado  año  por  sospechas  de  que  se 
dedicaba  vi  tráfico  negrero: 

Que  conducida  á  Sierra  Leona  á  fin  de  que  fuese  juzgada  por  el  Tribu- 
nal misto  de  justicia  allí  establecido  por  el  tratado  sobre  tráfico  negrero 
celebrado  en  Í835  entre  España  y  la  Gran  Bretaña,  declaró  el  indicado 
Tribunal  que  en  vista  de  haber  justificado  ante  el  mismo  el  Capitán  del 
referido  buque  que  el  objeto  de  su  viaje  era  lícito  y  permitido,  sí  bien  los 
apresadores  tuvieron  motivo  para  apoderarse  dé  la  corbeta,  toda  vez  que 
no  presentó  un  certificado  de  la  Administración  de  la  Aduana  de  Barce- 
lona, puerto  de  donde  saiia,  declarando  que  su  propietario  había  dado  ga- 
rantía de  que  las  pipas  que  conducía  no  contenarian  mas  que  objeto  de  li- 
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«ito  comercio,  no  procedía  imponer  pena  alguna ,  dí  á  la  trípulacíoo,  oi  af 
dueño  del  buque,  dí  tampoco  su  deteucioD  por  mas  tiempo: 

Que  en  su  consecuencia  se  ordenó  la  devolución  de  la  corbeta  á  su  Ca- 
pitán, y  que  fuesen  de  cuenta  de  apresadores  y  reclamantes  los  gastos  que 
ocasionase  el  reembarque  del  cargamento  y  la  carena  y  recomposición  del 
buque;  mas  cqmo  al  ir  é cumplimentarse  la  espresada  sentencia  se  encon  - 
trase  el  cargamento  ayeriado  y  elbuque  completamente  inútil  para  nave- 
gar, por  el  descuido  y  abandono  de  los  Otíciales  ingleses  á  quienes  ia  Au- 
toridad habia  encomendado  su  custodia  y  conservación,  decretó  el  preci- 
tado Tribunal  que  quedaba  sometida  á  los  Gobiernos  de  España  é  Ingla- 
terra la  maúera  de  satisfacer  á  los  interesados  los  perjuicios  sufridos: 

Que  en  su  virtud,  en  2  de  julio  de  4856  acudió  Vidal  y  Rivas  al  Minis- 
terio de  Estado  con  una  instancia,  en  la  que  pidió  que  se  reclamase  del 
Gobierno  inglés  la  cantidad  de  i5,623  libras  esterlinas  en  indemnización 
de  la  pérdida  total  de  su  buque  v  cargamento,  en  consideración  á  lo  que 
resultaba  del  espediente  ínstruiau  con  motivo  de  su  detención  y  naufragio, 
]jf  en  atención  á  loque  asimismo  aparecía  de  los  documentos  que  acompa- 
ñaba, entre  los  que  se  hallan  la  cuenta  de  costas,  daños  y  perjuicios  que 
lie  le  causaron  por  los  espresados  sucesos,  y  un  testimonio  de  las  declara  - 
cioneS  prestadas  por  cuatro  Capitanes  de  boques  de  diversas  naciones,  que 
como  peritos  imparcrates  examinaron  el  Fernando  PóOy  y  de  las  qiie  igual- 
mente dieron  algunos  carpinteros  v  calafates  que  le  visitaron  con  el  mismo 
propósito  V  por  orden  del  Cónsul  de  S.  M  en  Sierra  Leona;  en  todas  las 
«uales  se  nace  constar  que  aquel  se  bailaba  inservible  cuando  se  devolvió 
á  sus  dueños: 

Que  la  mencionada  instancia  se  pasó  al  Ministerio  de  Hacienda  con  el 
lin  de  que  por  este  departamento  se  dijese  si  el  Gobierno  era  ó  no  respon- 
sable de  la  pérdida  que  se  siguió  á  los  dueños  del  buque  por  la  falta  del 
certificado  de  la  Administración  de  Aduanas  de  Barcelona;  y  para  determi- 
narlo se  pidieron  informes  á  los  Administradores  de  las  Aduanas  de  Valencia. 
Alicante,  Málaga, Cádiz,  Corona,  Santander,  S»n  Sebastian,  Bilbao  y  del 
mismo  Barcelona,  sobre  la  práctica  que  si;^'ueü  on  el  despacho  de  los  bu- 
ques que  con  destino  á  nuestras  posesiones  de  Feroando  Póo  y  Annobon 
conducen  cascos  ó  pipería  en  que  cargar  aceite  de  palma  y  otros  artículos 
de  lícito  comercio;  en  el  concepto  de  que  habrían  de  espresar  si  precisan  á 
los  Capitanes  de  Iop  indicados  buques  á  responder  del  buen  uso  de  esos  en- 
i^ases  por  medio  del  correspondiente  resguardo  y  si  acompañan  al  registro 
cerrado  certificación  de  dicho  documento,  y  en  qué  se  fundan  si  lo  hacen , 
y  lo  mismo,  si  dejan  de  hacerlo: 

Que  los  Administradores  de  las  precitadas  Aduanas,  escoplo  el  de 
Barcelona,  evacuaron  sus  informes  manifestando  que  no  hablan  tenido  ne 
cesidad  de  poner  en  práctica  las  formalidades  por  que  se  les  pregunta,  por 
no  haberse  despachado  buques  para  aquellas  posesiones;  y  el  Administra- 
dor de  la  de  Barcelona,  en  comunicaciones  de  6  y  de"23  de  abril  de  1858, 
dijo  que  en  la  obligación  presentada  por  los  Sres.  Vidal  y  Rivas  por  vía  de 
fianza,  á  fin  responder  del  buen  uso  de  la  pipería  que  conducia  el  Fer- 
nando PÓOy  no  existe  nota  de  haberse  facilitado  certificación  de  la  misma, 
lo  cual  atribuye  á  un  olvido  involuntario:  que  los  buques  posteriormente 
despachados  con  destino  á  Fernando  Póo  y  á  Annobon  llevaron  la  corres^ 
pondfente  certificación  de  quedar  formalizada  la  fianza;  y  que  con  ante 
rioridad  á  la  mencionada  corbeta  fué  despachada  la  goleta  Mariana  ^  que 
llevó  también  el  certificado  de  fianza: 

Que  D.  Julián  Suarez  Llanos,  Administrador  que  había  sido  de  la 
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A^duaDa  da  Barcelona  cuando  la  espedicioo  del  Fernan4p^P^BÍ^U)Tíñ6 
diciendo  que  respecto  á  los  particulares  mencionados  ^k)  pQdí^t^i^^líes- 
tar  que  la  certificación  de  fianza  se  espadia  únieameQ^  ou«ndO(tf|SÍA^^¿- 
licitabao  las  casas  armadoras:  :.  :  ^p  ^..^  c^ 

Que  entre  tanto  mi  Gobierno  entabló  y  continuó sqs, ge^tiqi^  perca 
del  inglés  para  obtener  la  indemnización  indicada^sin  coj^^^pj^  jr^^sulta - 
do  favorable,  y  pidió  el  interesado  que  la  cantidad qpe  eirC^ii^r^  Bri- 
tánico debiera  pagar  la  adelantase  el  Gobierno  español^  f^iaperluicio  de 
reservarse  el  derecho  de  seguir  reclamándola  después:  ^ui^  ; 

Y  por  último,  que  D.  José  Vidal  volvió  á  reproducir  sii$  irecUoiacio* 
nes  ante  el  referido  Ministerio  de  Estado  en  44  de  noviembre  dd  1863;  y 
de  conformidad  con  lo  manifestado  por  el  de  Haciendat-se  espidió  la  Real 
orden  de  30  de  diciembre  de  1863,  qne  declaró  que  no  podia  imponerse^ 
responsabilidad  alguna  al  Administrador  de  la  Aduana  de  Barcelona  por 
no  baber  incluido  la  certificación  en  el  registro  cerrado  que  condacia  el 
buque,  ni  tampoco  ai  Gobierno  respecto  á  los  perjuicios  causados  al  in- 
teresado por  estadías  y  demás  efectos  relativos  al  apresamiento  del 
buque.  ;  ,     ,^ 

Vista  la  demanda  presentada  al  Consejo  de  Estado  por  et  -Lk^eiado 
D.  Laureano  Fíguerola,  á  nombre  de  D.  José  Vidal  y  Hivft«fi  iS|i^  qi^  se 
pide  la  revocación  de  la  precitada  Real  orden,  y  que  se  deolar/aq^  el  Go- 
bierno es  responsable  del  resarcimiento  de  las  pérdidas;  sufridas  por  el 
buque  Fernando  Póo  y  su  cargamento,  liquidándose  estas  coa  arreglo  at 
tratado  de  28  de  Junio  de  i835,  art.  5.%  anejo  B,  con  el  interés  <de  un  3 
por  iOO  anual  de  la  suma  concedida  hasta  el  dia  del  pago,  sin.peijuicio  de 
continuar  las  gestiones  con  el  Gobierno  inglés  para  que  ^atisfc^a  la  parte 
que  pueda  correspooderle  por  los  actos  de  sus  delegados  ep  k  guarda  del 
buque  durante  el  juicio: 

Visto  el  escrito  en  que  mi  Fiscal  contesta  á  la  espresada  demanda,  pí  - 
diendo  su  absolución  y  la  confirmación  de  la  referida  Real  orden: 

Visto  el  tratado  de  28  de  junio  de  1835,  hecho  entre  mi  Gobierno  y  el 
de  la  Gran  Bretaña  para  la  abolición  del  tráfico  de  negros: 

Vistos  los  informes  de  los  Administradores  de  las  principales  Aduanas 
marítimas  del  reino,  y  con  partícularidrd  el  que  dio  en  23  de  abril  de  i 858 
el  de  la  de  Barcelona: 

Considerando  que  la  casa  de  Vidal  y  Rivas,  del  comercio  de  dicha 
ciudad,  ai  aprestar  en  mayo  de  1855  la  corbeta  Femando  Póo  para  su 
viaje  á  la  isla  del  mismo  nombre,  cumplió  la  formalidad  de  registrarla  en 
la  Aduana  de  aquella  capital,  y  prestó  la  fianza  prevenida  en  dicho  trata- 
do para  responder  del  buen  uso  de  los  barriles  ó  pipería  que  el  buque  con- 
ducia: 

Considerando  que  la  práctica  de  dicha  Aduana  antes  y  después  de  la 
marcha  ó  espedicion  de  la  corbeta  mencionada,  era  la  de  incluir  eo  el  re- 
gistro la  certificación  de  quedar  afianzado  el  buen  uso  de  las  pipas  condu- 
cidas, según  resulta  del  informe  del  Administrador  de  la  misma  Aduana; 
el  cual,  aespues  de  manifestar  que  en  los  asientos  de  aquella  ofichia  no 
existia  nota  de  haberse  facilitado  á  la  corbeta  dicha  certificacioD,  lo  atri- 
buye á  un  olvido  involuntario: 

Considerando  que  por  no  haber  llevado  la  corbeta  Fernando  Póo  la 
certificación  justificativa  del  afianzamiento,  fué  detenida  por  los  cruceros 
ingleses  en  la  costa  de  África: 

Considerando  que  si  bien  no  existe  una  prescripción  aue^aode  in- 
cluir en  el  registro  que  llevan  los  buques  la  certificación  del  afíanzamien- 
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to/é9'ÍBdBdabt6H^e  así  eomo  á  las  casas  d9p«dtcíoQafia9Ítieuf«kbai^.()tÍD#- 
f»<^^de  registrarlos  y  de  afiaBzar  «I  buea  neo  4«  «ios  abj^toscte  que 
|K]Me4iae6r90'yn  mal  empleo,  así  ^ambieD  Jas  Aduaoasdeo(Bat|»roT8erlas 
de  los  documentos  que  acrediteo  aquel  cumplimiciiio»  como^  ha  feeoDO- 
cJdé  é»  fá'prédkja  la  de  BarceloDa: 

€ofid|defaifrdoqae«popnobabef8e'Íl6Dado  a^uel  deber  ^respecto  de  la 
^belfá  ^fHaitd&'^óOi  luvoíugar-su  ^presamieat^  con  Jds  perjuicios 
eoúsí^ietttes'éastebecbo,  de  los  cuales  debe  ser  iademai2ftd&  la  casa  cte- 
mandante;  . , 

€otifbrméndome  con  lo  consultado  perla  Sala  de  loGonteoeiosodel  Con* 
sejo  de  Bétado,  Vengo  ée  dejar  sin  efecto  la  Real  orden  de  30  diciembre  de 
4863,  or|genxJe  este  pleito^  eo  la  parte  en  que  declara  la  ii^sponsabilidad 
del  Administrador  de  h  Aduana  de  Barceiana  y  del  Gobierno:  y  en  mandar 
qoe,  previa  la  Itquidaeion  correspondiente,  Cfue  se  practicará  con  sujeción  á 
las  regias  establecidas  en  el  tratado  de  26  de  diciembre  de  ii&35)  se  abone 
por  el  segundo  á  la  cesa  de  Vidal  y  Rms  el  imp^tede  ios  perj^cios sufridos 
porees^eenencfo  de  la  detención  ó  apresamiento  de  la  corbeta  Fernanda 
Póo;  perp  pu  el  de  la  avería  y  los  deníás  que  deben  atribuirse  al  descuido 
y  abandonóle  los  encargados  de  su  custodia,  respectóle  los  cuales  con- 
tinuaren^ cérea  del  Gobierno  de  k  Gran  Bretaña  las  gestiones  contenien- 
tes para^'qtle  satisfaga  su*  importe  eon  arreglo  al  mismo  tralado;  sin  per- 
juicio dé  ^  responsabildad  que  deba  exigirse  al  Administrador  de  la 
Aduana  de  Barcelona  por  la  omisión  padecida  al  espedirse  h  documenta- 
ción de  la^corbeta  ««presada. 

Dado  en  Paiaeio  á  ^inticínco  de  octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete.— Bstá  rubricado  de  la  Beal  mano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez. 

Publicación.— Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  El 
SecretaHo  general  del  Consejo  de  Estaco,  hallándose  celebrando  audiencia 
publícala  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  sue  tenga*  como  resolución 
finaj  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mismos;  so 
notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta}  de  que  cer- 
tifico. 

Madrid  3i  de  octubre  de  1867.— Pedro  de  Madrazo»— (Pnblicada  en  la 
Gaceta  de  30  de  diciembre  de  1867.) 


»»4I. 


Sentencia  (25  de  octubre  de  1867.).— Abono  de  servicios. 
—Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Nicolás  Moral  é  Ibanez  contra  la  Real  orden  de  16  de  noviem- 
bre de  1866;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

Que  ion  honorificos  y  gratuitos  los  trabajos  de  los  Vocales  de 
las  Comisione»  encargadas  de  la  conservación  y  mejora  de  monur 
mentos  históricos  y  artísticos. 

Doña  Isabel  II,  etc. 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  el  Dr.  D.  Rafael  Monares  y  Gebrian,  á 
nombre  de  D.  Nicolás  Moral  é  Ibañez^  Gobernador  cesante  de  la  provincia 
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^  Zamdra^  «remandante,  y  de  la  otra  la  AdmíQístracion  general,  deman- 
dada y  representada  por  mí  Físeal,  sobre  abono  do  tiempo  por  ser^rieíos 
firestados  como  Vocal  deComisioD  de  MonunieQto&  históricos  yraH^íc^s 
de  la  mencio&ada  provincia:  i 

Visto:. 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resulta:    •  •   ^        >. 

Que  por  Reaiórden  de  4  de  enero  de  i834  fué  nombrado^  D.  Nicolás 
Blloral  Ofícial  tercero  segundo  de  la  Secretaría  de  la  Subdelegacion  de  Fo- 
mento de  la  provincia  de  Zamora,  con  el  sueldo  de  700  escudos,  destino 
<¡ue  desempeñó  dos  años,  un  mes  y  13  dias: 

Que  por  Realórden  de  44de  marzo  de  iS36  se  ie  nombró  Oficial  ter- 
cero primero  del  Gobierno  civrt  de  la  citada  provincia,  con  el  mismo  suei  - 
do,  habiendo  cesado  en  13  de  marzo  do  f837: 

Que  después  obtuvo  otros  nombramientos,  y  entre  ellos  el  de  Vocal  de 
•la  Gooiision  de  Monumentos  históricos  y  artísticos,  hecho  por  la  Diputación 
provincial  de  Zamora,  en  i%  de  julio  de  1844,  en  virtud  de  lo  prevenido 
«n  la  Realórden  de  13  de  junio  inmediato  anterior,  y  el  de  Vocal  de  la 
fnisma  Comisión,  dado  por  el  Gobernador  en  7  de  julio  de  1855;,  con  arre- 
glo al  Real  decreto  de  15  de  noviembre  de  1854. 

Visto  el  acuerdo  de  la  Junta  de  Cla"«es  pasivas  de  30  de  junio  de  1866, 
en  que  se  le  reconocieron  17  años  y  27  dias  de  servicios,  y  con  derecho  á 
175  escudos  anuales,  coarta  parte  del  sueldo  que  disfrutó  como  Oficial  del 
Gobierno  de  provincia: 

*  Vistas  las  instancias  que  el  interesado  elevó  al  Ministerio  en  26  y  29 
de  julio  del  mismo  año;  pidiendo  que  se  le  computara  el  tiempo  que  sirvió 
«n  la  Comisit>n  de  Monumentos  históricos  y  artísticos: 

Vistos  el  escrito  que  Moral  dirigió  á  la  Junta  <le  Clases,  pas[vas  en  soli- 
citud de  que  se  le  abonase  los  8  meses  y  seis  dias  que  desempeñó  el  desti- 
no de  Gobernador  en  propiedad  de  la  provincia  de  Zamora,  con  posteriori- 
dad á  su  primera  clasificación,  insistiendo  á  la  vez  en  que  se  le  computara 
^1  tiempo  en  la  referida  Comisión;  y  el  acuerdo  de  la  Junta  en  que  se  le  re 
conocieron  i7  años  y  9  meses,  y  por  no  haber  mejorado  el  haber  pasivo  se 
le  rehabilitó  en  el  disfrute  de  los  175  escudos  anuales  que  se  le" declararon 
de  abono  en  sesión  de  30  de  junio: 

Vista  la  Real  orden  de  16  de  ooviem1)re  de  1866,  que  recayó  en  virtud 
de  las  instancias  del  interesado  de  26  y  29  de  julio  del  mismo  año,  por  la 
cual,  y  de  conformidad  con  lo  ioformailo  por  la  Sección  de  Hacienda  del 
Consejo  de  Estado,  se  desestimaron  sus  solicitudes,  se  confirmó  el  acuerdo 
<ie  la  Junta  y  se  declaró  que  el  mismo  interesado  no  tenia  derecho  al  abo- 
no en  su  clasificación  del  tiempo  que  desempeñó  el  cargo  de  Vocal  de  la 
Comisión  de  Monumeoios  históricos  y  artísticos  de  la  provino»?  de 
Zamora: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Consejo  de  Estado  por  D,  Nicolás 
Bloral  é  Ibañez,  sostenida  después  por  el  Doctor  1),  Rafael  Monareá  y  Ce- 
brian,  en  su  representación,  pidiendo  que  se  deje  sin  efecto  la  menciona- 
da Real  orden,  y  que  la  Junta  de  Clases  pasivas,  rectificando  la  clasifica- 
ción, aumente  el  tiempo  que  desempeñó  el  cargo  de  Vocal  de  la  Gomisioa 
de  Monumentos  históricos  y  artísticos  antes  de  publicarse  el  Roal  de- 
<!retode2l  de  diciembre  de  1857,  y  mientras  estuvo  cesante  de  otros 
-destinos:  -    - 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal,  coii  la  solicitud  de  que  se  absuelva  á  la 
Administración  de  la  demanda  y  se  conlirme  la  Real  orden  por  la  misma 
impugnada: 
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Vistos  los  Reales  decretos  de  6  de  febrero  y  3  de  abril  de  1828,  las  le- 
yes de  26  de  mayo  de  i8IS,  23  del  mwno  mes  de  4845,  y  la  de  25  de  juHo 
^de  t8S5,  que  para  aspirar  al  goce  de  derechos  pasivos  exigen  como  coodt* 
cien  indispensable  la  circuosiaocia  de  ser  empleado  público  -eon  ocNmbra- 
miento  del  Bey  ó  de  las  Cortes  en  cualesquiera  de  los  ramos  d^  la  Admi* 
nistracion,  esclayendo  los  serricíos  prestados  interinamente  y  en  comisio* 
nes  auxiliares: 

Visto  el  Real  decreto  de  45  de  noTíembre  de  4854  sobre  la  creación  de 
las  Comisiones  encargadas  de  la  consf^rfacion  y  mejora  de  Monumento» 
histórícosy  artísticos^  en  el  que  se  previene  que  estos  trabajos  serán  hono- 
ríficos y  gratuitos: 

Considerando  que  á  esta  clase  pertenecen  los  que  D.  Nicolás  Moral 
pretende  que  se  le  abonen  para  su  clasificación  en  el  concepto  de  indi- 
viduo de  la  Comisión  de  la  provincia  de  Zamora: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  ia  Administra» 
cion  y  en  confirmar  la  Real  orden  de  46  de  noviembre  de  4866. 

Dado  en  Palacio  á  veinticinco  de  octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete. — Está  rubricado  de  la  Real  roano.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  ei 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  audien* 
cía  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tengt  como  resolu- 
ción final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los  mia- 
mos; se  notifique  en  forma  á  tos  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta;  de  que 
certifico. 

Madrid  34  de  octubre  de  4^67.— Pedro  de  Madrazo.^(Publicada  en  la 
Gaceta  de  30  de  diciembre  de  4867.) 


«»5  H). 


Sentencia  (25  de  octubre  de  1867.).— Exención  de  la  des- 
amortización.—Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  en- 
tablada por  D.  Benito  Ángulo  y  Quintana  contra  la  Real  orden  de 
t20  de  julio  de  i865;  se  confirma  ésta,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  euanda  na.se  aaedita  que  una  finca  que  se  ha  vendido 
como  de  Propios,  en  virtud  de  la  ley  desamoiftizadora,  ha  estado 
aravada  con  el  impuesto  del  20  por  iOO  que  debia  satisfacerse  por 
los  bienes  de  los  Propios  de  los  pueblos,  ni  con  el  5  establecido  sobre 
las  arbitradas  por  los  mismos,  es  evidente  que  aquella  finca  se  ha 
calificado  siempre  como  de  aprovejchamiento  común: 

2,**  Que  esle  carácter  no  se  pierde  porque  se  haya  arrendado  ó 
vendido  temporalmente  alguna  parte  de  los  productos,  si  esto  se  ha 
hecho  sin  perjuicio  de  los4emás  aprovechamientos  que  disfrutaran 
los  vecinos  del  pueblo; 


(t)    Esta  es  la  última  délas  sentencias  y  decisiones  del  Consejo  de  Estado,  publicadak 
en  las  Gacetas  del  afio  1867 . 
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F  3.^    qtu  h  declaración  de  escepeionde  una  fmea^ttUemdm' 
Ilícitamente  la  de  nulidad  de  su  venta,  si  esta  ha  teniáo'iugar.  ^ 

Doña  Isabel  11,  etc.  n**  kiO 

«Ed  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estada,  en  pñmerftf^  únhsii 
instancia,  ebtre partes,  de  la  una  el  Licenciado  D^  ^é  de  Oljh»>ga  ,  m 
nombre  de  D.  Benito  Ángulo  y  Quintana,  vecino  de  Logreaov  aeoaatidaa*' 
te,  y  de  la  otra  mi  Fiscal,  representando á  la  Adaiini^nacionigenerai  é%\ 
fistadado,  demandada,  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  ta^  Real  étéi^Mk 
ée  20  de  julio  de  1865 ,  que  esoeptuó  de  la  venta ,  en  oeneepto  de  andera 
aprovechamiento  común,  el  monte  titulado  Dehesa,  vendidocomode  Pro- 
pios del  pueblo  de  Obecuri,  provincia  de  Burgos: 

Visto: 

Vistos  los  antecedentes,  de  los  cuales  resiuta: 

Que  D.  Francisco  Alonso ,  apoderado  que  se  dijo  ser  del  citado  pueblo 
tle  Obecuri,  solici^  en  2  de  diciembre  de  1859  <  á  nombre, del  sismo 
pueblo,  la  escepcion  del  espresado  monte  de  la  venta  decretada  «o  virtud 
de  las  leyef  desamortizadoras;  pretensión  que  en  3  de  mar^e  ^guíente,  y 
€on  ocasión  de  evacuar  un  informe  que  se  le  pidió  sobre  el  >  (Mtrticular, 
confirmó  sustancialmente  el  Ayuntamiento  de  Tretioo,  ai  que.  QOfxospoo- 
de  aquel  pueblo:  i    «^         ícrr-b 

Que  en  su  consecuencia,  y  á  instancia  del  Alcalde  ped¿B60r de  Obecu- 
ri, fueron  examinados  ante  el  Alcalde  de  Trevíno  tres  testij^  ^  vecinos  de 
BejauTÍ,  como  villa  mas  inmediata  á  la  de  Obecuri,  lor  cuales -raaBÍfesta? 
ron  que  el  mente  en  cuestión  se  hallaba  pobUdo  de  robib  aibeíTi  prefíio 
para  construcciones  civiles;  que  era  de  común  aprovechamientodel  ve- 
cindario, y  su  pasto  á  propósito  para  los  gmados  de  l^bor;  y  96  tinió  al  es- 
pediente una  licencia  otorgada  en  29  de  octtibre  dd  IT^Opoi^eJ  juez  con* 
servador  de  montes,  en  virtud  de  la  cual  facultó  con  la  cláusula  4b  par 
nhorai  los  18  vecinos  de  que  á  lasazon  se  componía  la  villa  de>Obecuri, 
á  fía  de  que  cortasen  ramas  del  referido  monte  con  que  hacer  earbou  ,  y 
144  pies  de  árboles  cada  año  con  deslnnaá  artefactos  de  madera? 

Que  así  las  cosas,  se  subastó  y  adjudicó  la  finca  de  que  se  trata,  como 
de  cabida  de  67  hectáreas,  equivalentes  á  100  fanecas  de  maM^co  real  y  200 
de  sembradura  ordinaria,  á  ü.  Benito  y  á  D.  Pedro  María  Ángulo: 

Que  el  perito  D.  Manuel  García  Muñoz,  á  quien  ei  Gobernador  de  la 
provmcia  mandó  deslindar  el  monte,  informó  que  distaba  poeo4el|>aeblo; 
que  servía  para  el  pasto  gratuita  de  sus  ganados;  que  no  constaba  que  se 
hubiese  arrendado  á  ninguna  persona  ó  corporación,  nii  tam|K)eo  que  sus 
pastos  y  maderaase  hivbíesen  arrendado  en  tiempo  alguno;  que  «ia  e»bar- 
go  de  la  Real  licencia  que  tenían  los  vecinos  para  cortar  lenav  no  habiao 
hecho  uso  de  ella ,  esirayendo  ú'iicamenle  leñas  muertas  y  otras  qpie  se 
<^rtan,  previa  autorización  gubernativa,  y  se  sortean  para  abastecí  míen  < 
to  de  los  hogares ;  y  que  el  monto  de  Tortijooa  que  se  hiabia  reservado  á 
Obecuri,  sítoen  este  término  y  en  Ib  i  de  Bejauri,  se  halla  pro  indiviso  y 
pertenece  mancomunadamente  á  ios  dOi{  pueblos:  >? 

Que  el  Fiscal  de  Hacienda ,  después  de  certificar  el  Seetetatí  o  del  Go- 
bierno civil  de  la  provincia  que  examinadas  las  cuentas  munieipaies  de 
varios  añoa correspondientes  á  Obecuri,  no  aparecía  encelláis  in^esoralgn- 
no  en  concepto  de  montes  por  la  Dehesa  objeto  de  controversia^  faó  de 
dictamen  que  procedía  la  escepcion  solicitada ;  y  la  Dmutacion  ptoviDóal 
informó  en  el  propio  sentido,  añadiendo  que  debia  declararse  Ir.  nulidad 
de  la  venta;  y  la  Administración  principal  de  Propiedades  flauufesttó  {ior 
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SU  pafiiey,i}iie  m  ími  |>odia  esceptuarse  el  monte  con  relación  á  sus  yer- 
bas, iiQ\ociirri&  lo  mismo  respecto  al  arbolado,  que  clasificó  de  vendible. etl 
logeniero  de  Montes  de  la  provincia: 

Que  en  tal  estado  se  personaron  en  el  espediente  los  meneiontdos 
eomprs^ddres^ADgttlQs,  pidiendo  que  se  desestimase  la  escepcion  pretendi- 
da, y  acompañando  al  i oteoto:  prmiero,  una  información  testifical  practi- 
cada a&te  el  Juez  de  primera  instancia  de  Miranda  de  Ebro,  de: la  que  apa- 
rece que  elpueblo  áe  O^ecori  veodia  en  público  remate  la  madera  del 
monte;  que  con  sus  productos  pagaba  las  contribuciones  que  le  corres- 
pondían, y  que  el  monte  se  habla  considerado  siempre  como  de  Propios; 
iiñadíendo  algunos  de  los  mismos  testigos  que  D.  Donato  López,  Regidor 
<ie  Obecuri,  les  habló  con  el  fio^de  retraerlos  de  prestar  esta  declaración; 
y  segundo,  una  escritura  de  constitución  de  un  censo  de  400  ducados  de 
capital  á  cargo  del  concejo  y  vecinos  de  Obecuri,  otorgada  con  fecha  26  de 
junio  de  1730;  documento  en  el  cual,  después  de  espresarse  que  la  Dehesa 
«n  cuestión  con  sus  árboles  y  otras  fincas  de  la  propiedad  particuliar  de  los 
Regidores  y  vecinos  mencionados  quedaban  afectas  á  la  seguridad  de 
aquel  eettso,  se  dice:  «los  dichos  bienes  desuso  hipotecados  y  deslindados 
propios  dñ  este  lugar  y  nuestros,  confesamos  se  hallan  libres  de  toda  car- 
^,  censo,  tributo,  memoria,  aniversario,  ni  otra  alguna  especial  ni  gene- 
ral, escepto  la  que  queda  especificada:» 

Que  á  nom^e  del  pueblo  de  Obecuri  se  presentó  una  información  de 
testigos  recibida  aDte  el  mismo  Juzgado,  mauífestando  por  el  contrario 
que  desde  tiempo  inmemorial  se  habia  considerado  el  referido  monte  de 
€omun  aprovectiamiento  para  todos  y  cada  uno  de  los  vecinos^  sin  que  tal 
<ii5frutes8} rematase  ni  arrendase  nunca  por  el  Municipio;  que  con  auto* 
rizaoion  del  Gobernador  civil  se  concedieron  periódicamente  algunas  cor- 
tas y  limpia  deluinonte  con  objeto  de  socorrer  las  necesidades  de  sus  veci- 
nos, dedicados  esclusivamente  á  ia  ganadería;  que  en  virtud  de  la  misma 
•iieeneia  se  hacian  suertes  para  cada  uno  por  una  pequeña  cantidad,  con 
destino  ¿  la  oonsffliracioD,  limpia  y  custodia  del  monte;  que  soto  en  los 
años  de  1851  á  1853,  careciendo  el  pueblo  de  un  reloj,  se  obtuvo  permiso 
para  vender  á  las  villas  limítrofes  algunos  árboles  y  con  sus  productos  co- 
locar aquel;  que  en  alguna  otra  calamidad  publica,  ó  ea  estrema  necesi- 
dad, se  cortaron  y  vendieron  también  algunos  árboles  con  el  fin  de  salir 
del  apufo;  y  que  varios  vecinos,  después  de  recibir  las  suertes  de  leñas  que 
les  correi^ODdeny  las  venden: 

Que  i  instancia  del  Investigador  de  fincas  nadonales  del  partido,  de- 
clararon ante  el  Juez  ée  primera  instancia  de  la  Guarda  varios  testigos 
que  el  monte  de  que  se  trata  era  de  Propios  y  no  de  común  aprovecha- 
inieeto^  porque  en  él  se  hablan  serrado,  la  mayor  parte  de  los  años,  robles 
y  hayas  que  se  vendían  en  pública  subasta: 

Que  la  Sección  de  Fomento  de  la 'provincia  certificó  que  la  finca  cons- 
taban en  la  estadística  general  de  montes  del  año  de  1847  y  en  los  estados 
<ie  clasificación  formados  en  1 856  por  el  Ingeniero  y  Comisario  del  ramo, 
como  de  los  esceptuados  de  la  venta  por  su  especie  arbórea:  que  en  el  es- 
tado de  los  montes  enajenables,  formado  en  9  de  junio  de  1859,  figura 
^Dirolps  de  esta  clase;  que  sus  aprovechamientos  desde  1847  á  1859,  así 
como  sus  leñas,  se  concedieron  para  el  consumo  de  los  vecinos;  que  por 
Real  orden  de  4  de  octubre  de  1849  se  concedió  á  varios  pueblos  del  Con- 
dado de  Treviño,  y  entre  ellos  al  de  Obecuri,  el  aprovectmmiento  que  de- 
bía verifiearse  por  medio  de  limpia  y  entresaca;  que  por  otra  Real  orden 
«de  24  de^brero  de  i85 i  se  concedieron  al  mismo  pueblo  1,600  arrobas 
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de  Jeña,  en  la  iDdíeada  forma,  dedicándose  sus  orodocto  á  cubrir ittxar- 
^as  ^inaled^  que  por  otra  Real  orden  de  24  de  diciembre  jda.lS&i^ le 
coocedid,  del  cuartel  titulado  Martízábai,  correspondiente^  at^j'eifind& 
monte,  e^aproTecbamíentode  4,000  arrobas  para  carbón  por  6iiti>es4]ca  y 
clareo;  y  que  con  fecba  2i  de  octubre  de  1S56  se  concedió  por  áltxobma- 
dor  de  la  provincia  i  D.  Víctor  Alonso  el  aso  vecinal  da  la  corta  d«  iO  jo- 
ble^  del  monte  para  reparar  su  casa: 

Que  en  vista  de  estas  nuevas  diligencias  que  s|9  practJGaroQ,lá Diputa- 
ción provindai  y  el  Fiscal  de  Hacienda  reiteraron  sus  precedentes^  dictá- 
menes 6n  sentido  favorable  á  la  escepcion  pedida,  y  la  Junta  provincial  de 
Ventas  acordé  remitir  el  espediente  á  la  Superioridad,  opinando  por  h  es- 
cepcion de  la  fíoca,  en  el  concepto  de  que  era  de  común  aprovecb  a  miento 
por  destinarse  sus'pastos  y  lenas  al  uso  de  los  hogares,  y  declarando  ven- 
dible el  resto  del  arbolado  el  Gobernador  de  la  provincia.  Administrador 
del  ramo  y  un  Vocal;  mientras  por  la  escepcion  absoluta  estuvo  otro  de  los 
Vocales,  y  por  la  denegacioo  de  la  solicitud  del  pueblo  recurrente  otro 
Vocal  con  el  GomisioBado  de  Ventas: 

Que  elevado  el  espediente  á  la  Superioridad,  á  la  cual  acudieron  las 
partes  interesadas  con  diferentes  reclamaciones  encatqinadas  al  logro  de 
sus  respectivas  solicitudes,  se  dispuso  el  esclarecimiento  de  varios  es  ire- 
mos; y  en  su  consecuencia  el  Secretario  del  Gobierno  de  provincia  certifi- 
có que  exatninadas  las  cuentas  municipales  de  Obecuri,  correspondientes 
á  lo^20  años  anteriores  á  1855,  en  ninguna  aparecen  ingresos  por  produc- 
tos de  montes,  ni  consta  que  el  de  que  se  trata  baya  sido  arrendado  ó  ar- 
bitrado; igualmente  se  acreditó  que  la  cabida  del  monte  era  de  171  hectá- 
reas y  80  áreas,  equivalentes  á  251  fanegas  de  marco  real  y  472  fanegas 
de  sembradura ,  y  se  verificó  por  último  la  ratificación  en  sus  respectivas 
declaraciones  de  los  testigos  presentados  por  el  pueblo  reclamante  y  por 
los  compradores;  y  ampliando  con  este  motivo  sus  asertos^  esjpresó  la  Mu- 
nicipalidad por  medio  de  nuevos  testigos  que  se  habían  arrendado  los  pasr 
tos  del  monte^  aseveración  que  fué  negada  por  los  testigos  que  á  su  ves 
presentó  la  parte  contraria: 

Que  en  vista  de  todo,  y  después  de  otros  incidentes,  la  Junta  superior 
de  Ventas,  en  sesión  de  10  de  enero  de  1863  ,  de  4^níormidad  con  lo  pro- 
puesto por  la  Asesoría  general  del  Ministerio  de  Hacienda,  acordó  que  pro- 
cedía la  escepcion  solicitada  y  por  tanto  la  nulidad  de  la  venta,  en  razón  á 
que  si  bien  los  compradores  de  parte  de  laíinca  han  tratado  de  justificar 
que  no  e»  de  aprovecliamiento  comunal  por  báberse  utilizado  de  varios 
modos  incompatibles  con  la  conserv^ion  de  aquel  carácter,  semejante 
prueba  aparece  desvirtuada  con  la  ofrecida  por  el  Ayuntamiento  reclaman- 
te, la  que  se  confirma  en  el  hecho  de  no  haberse  arbitrado  ai  pagado  por 
ella  el  20  por  100  de  Propios: 

Que  la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado  fué  también  de  pa- 
recer que  debía  acordarse  la  escepcion  pedida,  y  como  legítima  consecuen- 
cia la  nulidad  de  la  venta  efectuada;  y  en  tal  estado  recayó  la  Real  orden 
impugnada  de  fiO  de  julio  de  1865,  que  después  de  espresar  la  conformidad 
con  el  dictamen  que  precede,  resolvió  solo  que  fuese  eseef>tuado  de  la  dei" 
amortinadon  $1  monee  de  que  se  tr<Ua,  como  eon^endid&  en  el  párrafo 
novcnoi  art,  2.^  de  la  ley  de  1.^  de  mayo  de  1855: 

Que  D.  Benito  Ángulo  reclamé  al  Ministerio  del  ramo  contra  esta  sobe- 
rana decisión  pidiendo  que  se  declare  subsistente  lávente  del  monte  y  que 
se  anule  todo  lo  actuado  en  el  espediente,  por  haberse  incoado  este  por 
D.  Francisco  Alonso ,  que  ni  tiene  personalidad  ni  poder  para  representar 
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«1  paeblo,  ni  aun  Tecíno  es  del  mismo,  y  por  no  ser  Uropoco  la  finca  deco 
TDTUí  9proTecbamíeot09  reclamación  sobre  la  que  recayo  nn  «Tisto;»  y  por 
úASímo,  bableodo  recurrido  á  la  Dirección  general  del  ramo  D.  Donato 
Alonso,  en  concepto  de  Teniente  pedáneo  y  representante  de  Obecuri,  ma- 
nifestando que  á  pesar  de  la  Real  orden  de  20  de  julio  que  antecede,  en 
oue  se  esceptuó  de  la  desamortización  el  monte,  no  se  habia  dado  nosesioii 
de  él  al  pueblo  por  no  haberse  espresado  la  nulidad  de  la  venta  del  mismo, 
acordó  el  referido  centro  directivo  en  2  de  octubre  siguiente  que  desde 
luego  se  diese  posesión  al  pueblo  de  la  Gnca,  porque  además  de  que  la 
Beal  orden  que  la  esceptuó  se  dictó  de  conformidad  con  la  consulta  pro- 
cedente del  Consejo  de  Estado  ,  en  la  que  terminantemente  así  se  declara, 
la  escepcion  de  una  Gnca  en  el  concepto  indicado  trae  consigo  la  nulidad 
de  la  venta  que  se  hubiese  efectuado. 

Vista  la  demanda  interpuesta  ante  el  Consejo  de  Estado  por  el  Licen- 
ciado D.  Crístioo  Martes,  en  nombre  de  D.  Benito  Ángulo,  con  la  solicitud 
de  que  se  revoque  la  mencionada  Real  orden  de  20  de  julio  de  1865  y  se 
declare  la  validez  de  la  venta  efectuada: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal  en  el  propio  Consejo ,  pi- 
diendo la  absolución  de  la  anterior  demanda  y  la  confirmación  de  la  Real 
orden  por  la  misma  impugnada: 

Vistos,  el  escrito  en  que  el  Licenciado  D.  José  de  Olózaga,  que  se  había 
admitido  como  parte  en  nombre  del  demandante  por  haber  cesado  el  ante- 
rior Letrado  en  su  representación,  pidió  que  se  reclamasen  varios  docu- 
oientos;  la  oposición  que  mi  Fiscal  hizo  á  la  admisión  de  esta  prueba  por 
DO  estimarla  necesaria,  y  el  auto  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  en  aue  se 
desestimó  tal  solicitud,  sin  perjuicio  de  lo  que  la  Sala  se  sirviese  acordar  en 
su  día: 

Vistas  la  ley  de  1.*  de  mayo  de  1855,  las  Reales  órdenes  de  23  de  abril 
de  4858  y  2  de  octubre  de  1862,  y  el  Real  decreto  de  10  de  julio  de  1865. 

Considerando  que  ios  documentos  oficíales  unidos  al  espediente  acredi- 
tan que  la  finca  objeto  de  este  pleito  no  ha  estado  gravada  con  el  impuesto 
de  20  por  100  que  debía  satisfacerse  por  las  de  Propíos  de  los  pueblos,  ni 
con  el  de  5  establecido  sobre  las  arbitradas  por  los  mismos;  lo  cual  prueba 
que  siempre  se  ha  calificado  corno  de  aprovechamiento  común: 

Considerando  que  este  carácter  no  se  pierde  porque  se  haya  arrendado 
ó  vendido  temporalmente  alguna  parte  de  los  productos,  si  esto  se  ha  he- 
cho sin  perjuicio  de  los  demás  aprovechamientos  que  disfrutaran  los  veci* 
nos  del  pueblo: 

Considerando  que  el  de  Obecuri  reclamó  oportunamente  la  escepcion 
de  la  finca  litigiosa,  y  que  si  en  el  principio  pudo  dudarse  de  la  legitimidad 
de  la  representación  del  que  lo  hizo  en  el  espediente  gubernativo,  la  inter- 
vención y  ratificación  posterior  del  representante  legal  subsanaron  cual- 
quiera defecto  de  personalidad: 

Considerando  que  la  declaración  de  escepcion  de  una  finca  contiene  im- 
pHcitamente  la  de  nulidad  de  su  venta,  si  esta  ha  tenido  lugar; 

Conformándome  con  lo  consulta  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Con* 
sejo  de  Estado,  Vengo  en  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración  y  en 
confirmar  la  Real  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  veinticinco  de  octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete. — Está  rubricado  de  la  Real  mano. — El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Ramón  María  Narvaez.» 

Publicación. — Leído  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el  Se« 
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^rctrtfio^Deral  M  Consejo  de  Bstado,  hallfltadose  celebrando  aadieocíá 
tiábtUHi  la  Sala  de  lo  Cooteoeioso^  icoríé  que  se  ten^  como  resehicioa 
ñneien  la  i08t^n<$ía  v  autos  ú  que  se  refiere;  que  se  una  i  k»  Rrisnos;  se 
notifique  efi  fbrma  alas  partes,  y  se  Inserte  en  la  Gaceta^  de  que  certifico. 
Madrtd  3f  de  octubre  de  t867.— Pedro  de  Madtaio.— (Ptillicada  en  la 
€^aeeta  de  94  de  diciembre  dé  t867.) 
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Gobernador  de  la  provincia  de  Cádiz  en  la  autorí^eiotí  so*  ^ 
licitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  Sao^ 
tá  Cruz  de  la  capital,  para  procesar  á  I>;  José  Marlft^lAn^lla; 
inspector  que  fué  de  vigilancia,  en  cuanto  a<  deHío  deliNt^ 
namienlo  *le  morada  cometido  por  el  mismo,  y  «e  f  wn^ 
cede  la  autorización  para  procesarle  por  el  de  detencioii'Wi'9 
bitrarfe.  ,  ,  i^ 

9.'  Autorización  (7  de  enero  de  1867.).— -Pajaccioncí  üegokt^ 
>^Se  declara  innecesaria  la  autorixacion  del  Gobemadéf*  :ái 
la  provincia  de  Sevilla  al  Juez  de  Hacienda  delamismatpacfi 
procesar  á  D.  Rufo  Evaristo  Gurranque,  agente  del  recaiid^ 
dor  de  contribuciones.  :    ;      -^        47 

10  Autorización  (7  de  enero  de  \  Bñl.).'^Eciíaeeione8 ,  Ueple$^ 
— Se  declara  innecesaria  la  autorización  del  Gobeniador  de 
la  provincia  de  Jaén  al  Juez  de  primera  instancia  ueAlcáli 
la  Real  para  procesar  á  D.  Antonio  Aviles  Luque^  AAeaide  il« 
la  cárcel  de  aquel  partido.  18 

H  Autorización  (7  de  enero  de  1867.).— i4fttifOf.— Se  ccHifir- 
ma  la  negativa  de)  Gobernador  de  la  provincia  de  Valencia^     . 
en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Gandía,  para  procesar  á  Doña  Josefa  Arlandís  y 
Palacio,  Maestra  ae  ninas  de  la  alquería  de  la  Condesa.  1^ 

ii  Autorización  (7  de  enero  de  4867.).— falsedad.— Sosíroo- 
Cfon  de  documentos. —Se  declara  que  no  bá  lugar  por  ahora 
á  conceder  ni  á  negar  la  autorízacion  solicitada  por  el  Juei 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  izquierda  de  Córdoba 
para  procesar  á  D.  José  María  Delgado,  Secretario  del  Ayun* 
tamiento  de  Villaviciosa.  21 

43  Competencia  (H  de  enero  de  4867.).— /nertisíon  de  ganado 
en  terreno  ajeno.  -  Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial 
la  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provin- 
cia de  Pontevedra  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Lafífi, 
con  motivo  del  interdicto  presentado  por  D.  Antonio  Gonz&« 
lez  Lalin  contra  Andrés  Ramos.  22 

i 4  Competencia  (II  de  enero  de  1867.).— Ltmjptade  tina  ace» 
quia.—Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  competen- 
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^ci«  SQsoítada  entreel  GoberDador  de  la  provincia  de  Saotan» 
der  7  el  Juei  de  primera  iotlaDeia  del  Yaüe  de  Gabaóraiga, 
ceo  motivo  de  la  demanda  entablada  por  D.  Agostía  Saiz 
contra  D.  José  y  Dona  María  Tagle.  24 

45  CóMPETBnaA  (4í  de  enero  de  {^61. ).^ Arranque  y  ttiflroo- 
eion  de  unos  árboles.^Se  declara  mal  formada,  y  que  no  hi 
lugar  á  decidirla^  la  competencia  suscitada  entre  el  Gober « 
üador  de  la  provincia  de  Lérida  y  el  Juez  de  primera  instan- 
cia de  Bdlaguer,  con  motivo  de  las  diligencias  crimínales 
instruidas  contra  Lorenzo  Morancho.  26 

,16  Goiii>etbncia(H  de  enero  de  {Sñl,).^Estraccion  de  pie^ 
dra. — Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  competen- 
'  cía  entablada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Bñrgos 
y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Briviesca,  con  motivo  del 
interdicto  presentado  por  D.  Gil  Sa lazar  contra  Manuel  Ca- 
riaga.  27 

17  CoMPBTENaÁ  (H  de  enero  de  1867.)*— 06ras  en  heredad 
o/ena.-— Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  com  • 
petencia  suscitada  entre  la  Audiencia  de  Albacete  y  el  Go- 
bernador de  la  provincia,  con  motivo  del  interdicto  pre- 
sentado por  D.  Alonso  Pardo  Piqueras  contra  0.  José  Pé- 
rez Piqueras.  30 

i8  GoMPBTBiíaA  (16  de  enero  de  4867.).— AT^^acio»  de  la  ser* 
vidumbrede  Pastos. -^Se  decide  á  favor  de  la  autoridad 
judicial  la  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la 
provincia  de  la  Coruña  y  el  Juez  de  primera  instancia  de 
CarballOyCon  motivo  de  la  deñaaoda  presentada  por  0.  Benito 
Golan  y  otros  contra  Salvador  Fernandez  y  consortes.  31 

19  Competencia  (16  de  enero  de  1867.). — Aprovechamiento  de 
a^uas.— Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  compe- 
tencia suscitada  entre  la^udíencia  de  Granada  y  el  Gober- 
nador de  la  provincia  de  Almería,  con  motivo  de  la  deman- 
de entablada  por  Doña  Juana  Mon  y  Velarde,  contra  el  Sin- 
dicatos de  riegos  de  Almería.  33 

20  Sentencia  (17  de  diciembre  de  {H6^.).-'Mejora  de  pensión. 
— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  entablada 
por  Dúña  Ramona  Pérez  Palacios  contra  la  Real  érden  de  26 

de  julio  de  1 865,  y  se  confirma  ésta.  35 

21  Sentencia  en  asunto  de  Ultramar  (i  7  de  diciembre  de  1866.). 
— Abono  de  un  Flete. — Se  cooürma  en  parte  la  sentencia 
del  Consejo  de  Administración  de  las  Islas  Filipinas,  en  el 
pleito  entre  la  Administración  y  Don  Juan  Bautista  Masca- 
nana.  37 

22  CoMPETSNCiA  (22  de  enero  de  1867.).— jBsíraccton  da  pie- 
dra.—Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  competencia 
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lijara  f  ei  inezée  prinneFaiostaDcia  da  Pi^s^rana,  €0O;iiv^^ 
va  daJ  ÍBievdicU)  ptr«^eotado  por  Doña  Juaoa  Olivera  ooQUa 
Luis  Iglesias.  »     ^'  -4* 

!23  4uiojUZAC|oif  (92  4»  ei^ro  da  i867.y.rTTnv(6tii9« m^Siieaifi»- 
m^  la  negativa  del  Gobarnadoi'  de  la  pjra^fAcia  4^  AtíIa^  6d 
1^  ,at:(i,orizaci<;KD  solIcíMa  por  el  Juez  d^  orio^ra  iosAi^da 
^e  Cerreros,  paira  procesar  ik  P.  $aQjta9  Maütiq,  Alcalde  éel 
p^^b^  de  B^yos  de  Pinares.  43 

24  €k)MPBTENCiA  [22  de  enero  de  1  S6T.),—Ahandono  de  desUno. 
^e  depideá  lavor  dje  la  Adipioistracioo  U .  C0firpi4»iaiicia 

.  Sujscitada  entre  ei  Gobernador  de  la  proñríjii^'a  de  Zaragoza  y 
ej  juez  de  primera  insUncia  de  Sos,  coq  rppli^  de  Jos  prD- 
oedjmientos  crínpíoales  instruidos  áconseieuenci.a  de  haber 
pjhaAdonqdQ  su  destino  0.  Vicoot^»  Pellicer,  Médica  tiiulur    - 
Bíel.  44 

25  AüToaizACioüi  (22  de  enero  de  <867,).-^S^  rte(Jara  iwiíHd- . 
9fíria  la  autor i;;acipo  del  Qoberii^adOir  de  la  pro'iueia  de 
O^^iedo  al  Juez  de  primera  instancia  de  Luarca  |^ra  proodr 

sar  á  p.  fosé  Martínez.  Viaden^onte,  Alcalde  de  dicba  vHIa.         4$ 

26  Sentencia  (20  de  diciembre  de  \SñCK),-Liquidac^Uin  ¿{e 
un  contrato  de  consumos. — Abono  de  perjuicios.— Se  al- 
sue^ve  á  la  A dno^inisf ración  de  la  d«nRanda  eatafaiada  por 
Doña  Juana  Francisca  Osorio,  como  tuiora  de  su  bijo  Don 
FraneiHCo  Carsf,  contra  la  Real  orden  de  16  de^  noviembre 

de  1860,  y  se  confirma  osla.  '  4T 

27  CcMP^TJERCj^  (30  de  enero  de  líi67.)--^0^<w  w  twfem 
particular  para  una  fuente  pública.—Se  áecláe  á  t'dvOT  da    J...  ' 
la  Administración  la  competencia  suscitada  entre  el  Gober- 
nador de^  la  provincia  de  Burgos  y  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Briviesca,  con  motivo#del  interdicto  presenlado 

por  Felipe  Cuesta  y  otros  contra  D.  Antonio  González,  Al- 
calde de  Gastil  de  Peones.  62 

28  Competencia  (30  de  enero  de  i  H61.):—ReivindicacÍQri  ^a  finr 

fos.— Se  d^eclara  rpal  formada,  y  que  no  há  lugar ídécidi/la, 
a  competencia  su?cití)da  entre  él  Gobernador  de  |^  proviopia 
de  Huelva  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Araceu^,  con 
motivo  de  la  demanda  presentada  por  José  Gil  Romero  contra 
D.  Pedro  Meseao.  64 

20  Competencia  (6  de  febrero  de  \ 867.).—  Dominio.'-'SQ  decide 
á  fkvor  de  la  Administración  la  competencia  suscitada  entr^ 
el  Gobernador  de  la  provincia  de  Huesca  y  el  Juez  de  primara 
iastancia  de  Tamaríte,  con  motivo  de  la  demanda  presentada 
porD»  Joaquio  Mli&uel  de  Moner  contra  D.  Juan  Codera  y 
Zaidin,  Teniente  Alcalde  de  Fons. 
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trueéién  de  krholado, — Se  coAtírmaJanégatifa^^ot^tta* 
0or  de  lá  províDcía  de  Granada,  en  la  autorización  soliei- 
mda  tKW  ef  JWí  de  prímefa  instaíicia  dé  Guadijí  VatH ip*beiÉí- 
iAf  adVUealde  y  AjfamarmeDtb  de  Aldéíre  éii  Í9(^.  67 

31  SjEiíTENciA  (20  de  dieiettibíe  de  {Mñ*).^Af¥ob06ion  d6  tin- 
remate,S&  absuelve  á  la  Administración  déla  dejo^auda. 
pro^puesta  por  u.  Celesti^io  Ploren  contra  1^  ÁeAl^r<Ieo.ae]Í^ 

de  juoio  de  1863,  y  se  conOrma  ésta.  70 

32  SfeNTENcu  (f  1  de  ttísro  de  1867:).— fntó%¿noía  y  euiñflH- 
miento  de  un  contrato  de  empearado.Se  confirríia  Hi  Séti^ 
UfacHk  deJ  G^isejo  provincial  de  Tarragona .  en  el  pleüo  6&* 
tre  qI  Ayunt«mien4o  de  la  villa  de  Valls  y  Dv  foaé  X^agoater» 

y  Galiana,  .72 

33  Sentencia  (20  de  diciembre  de  i S^Q.). ^Nulidad  del  dé'^ 
%%nmd)^  um*  min&.-^^  absu^ve  á  ia  AdmiTn9Uac>09  4« 
la  de  manda  interpitesta  por  la  sociedad  especial  minep» 
Union  de  (Hégev^s  contra  la  Real  ór4eti  de  S^  de  junio  de 
186Q,y  geconüriaa  ésta.  75 

34  Sbntencu (20 de diembrede  1866«).— Pi^o  dei  friñoipal é 
iwterse9  del  préstamo  sobre  wia  finea  desamoñrtizaia» — &e 
s^anelve  á  la  Admini^i ración  de  la  demanda  entablada  per 
D.  Benito  Fuerte»  contra  la  Real  orden  de  1.*  de  ^tiembre 

de  1864^  y  se  confirma  ésta.  78 

35  S^tENciA  (20  de  diciembre  de  \Sññ.).-^umpHmiento  dé 
«it  oonlr«to  de  orrendamienta.— Se  absuelve  á  la  Admioia- 
teaeionde  la  demanda  entraUada  por  D.  Luis  Page  eoQlra  la 

Real  érdén  de  2  de  abril  de  1864,  y  se  confirma  ésta.  81 

36  Autorización  í9  de  febrero  de  iSSlX^-Espedicion  de  cer- 
tificaciones.—Se  declara  innecesaria  la  autorixacion  del  Go- 
bernador de  ia  provincia  de  Burgos  al  Juez  de  primera  ins* 
taficia  de  Lerma  para  procesar  á  D.  Mariano.Rubio»  Maeeiro 

de  instrucción  primaria.  84 

37  Sentencia  (20  de  diciembre  de  ISQQ,}.— Inteligencia  de  un 
contrato  de  suministros.^Se  absuelve  á  la  Administración 
de  fa  demanda  entablada  por  D.  José  Ruiz  de  Quevedo  con- 
tra la  Beal  orden  de  3  de  agosto  de  1863,  y  se  confirma  ésta.        85 

38  Sentencia  (27  de  diciembre  de  1866.).— 2?oni^caeton  de 
intereses  de  una  cantidad  entregada  como  indemnización, 
— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  entablada 
por  b.  Manuel  León  y  Toras  contra  la  Real  orden  de  25  de 

abril  de  Í864,  y  se  confirma  ésta.  87 

39  Sentencia  (27  de  diciembre  de  ISdñ.). —Exención  de  la 
desamortización,-^^  deja  sin  efecto,  en  ia  parte  que  se  es^ 
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^^  presa,  la  Real  órdeo  de  4 de  setiembre  de  i864 »  recfeiDHdar: 
por  el  Ayaolamiento  de  CeUa.  .^  :    :    90 

40  Sentencia  (27  de  diciembre  de  i  86G.).— P^m^tocioo^  éei^  ^ 
¡nenes  de  unas  capellanias.^Se  deja  síq  efecto  la  Real  ó^  , 
deo  de  7  de  junio  de  1864  reclamada  por  D.  Aotooío  Búr* 

go6,  OD  representación  de  su  hijo  O.  Juaa.  92 

41  Sentencií  (27  da  diciembre  de  ÍMñ.). -^Nulidad  de  vina 
enajenación  de  finoa  de propios.^Se  dibsuelfe  i  la  Admi- 
nistración de  íademanda  entablada  por  D.  Segundo  Jara  y 
Olías  contra  la  Real  orden  de  13  de  mayo  de  1865,  y  se  qoo- 
firma  ésta.  95 

42  SENTENaA  (27  de  diciembre  de  íSf^  ). •Señalamiento  dé 
pensión  de  Monte -Pió. —Se  deja  sin  erecto  la  Real  orden  de 
26  de  junio  de  186¿,  reclamada  por  Doña  María  Narcisa 

Pica.  ,    ,  .,\^^.r.-^    97 

43  Sentencia  (27  de  dícíembro  de  1866.).^/iivafódaet«i^  ' 
una  matricula  en  la  facultad  de  Derecho.^Se  eonfírpia'  en 
parte,  y  en  parte  se  deja  sin  efecto,  la  Realórdende  25  de 
noviembre  de  1863,  reclamada  por  D.  José  Mur  y  Morera.  99 

44  Sentencia  (28  de  diciembre  de  iSí^^,),— Reintegro  de  una 
cantidad.^Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda 
interpuesta  por  D.  Juan  Illas  y  Vidal  y  otros  individuos  qué 
fueron  del  Consejo  de  Administración  de  la  Sociedad  titulada 
La  Comercial,  y  se  confirma  el  Real  decreto  de  1 1  de  setiem- 
bre de  1861,  en  la  parte  á  que  se  contrajo  dicha  demanda.      l#i 

45  Competencia  (14  de  febrero  de  1867.).— /ntórcepeoeion  de 
una  servidumbre  de  vía.— Se  decide  a  favor  de  la  Adminis- 
tración ia  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la 
provincia  de  la  Coruña  y  el  Juez  de  primera  instancia  de 
Santiago,  con  motivo  del  interdicto  presentado  por  D.  Anto- 
nio Sánchez  Seijas  y  otros  contra  D.  José  Casal.  104 

46  Sentenqa  (28  de  diciembre  de  i^QQ.). —Declaración  dd  do- 
minio úa¿.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda 
entablada  por  D.  Ruperto  Herranz  y  otros  contra  la  Real 
orden  de  13  de  julio  de  1863,  y  se  confirma  esta.  106 

47  Competencia  (21  de  febrero  de  1867.)— /Jwcií ton  de  una 
venta  por  débitos  de  censos.— Se  decide  a  favor  de  la  Ad- 
ministración la  competencia  suscitada  entre  el  Gobeí*nador 
de  la  provincia  de  Castellón  y  el  Juez  de  primera  instancia 
de  la  capital,  con  motivo  del  interdicto  de  recobrar  inter- 
puesto por  Vicente  Bellés  contra  el  Alcalde  de  Ca bañes  110 

48  Compecencu  (21  de  febrero  de  i Sñl.), Servidumbre  de 
camino. — Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  com- 
petencia suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de 
Falencia  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Astudilio^  coa 
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iiidtlw4iHkilerét(ko  prensentado  por  D.  Sabíoo  Ojero  ooolra 

DoD  Rosendo  Bustos.  ~  ^^^ 

49  G(NlPÉ^iiCu  (^r  dé  febrero  de  1S67.).— Pox^iíon.-^Se  de* 
chfi  riíál  forníada»  y  que  po  há  lugar  á  decidirla ,  1^  com'*^ 
petéMía  stMeítada  entre  el  Gobernador  de  ia  províneía  de 
Caceras  y  el  Juet  de  primera  instancia  de  Alcántara,  con 
motivo  del  iaterdielo  pres^ttudo  por  D.  Carlos: iusto  Gundín 
contra  D.  Vicente  Glaf er«  115 

50  SBVTtfiGU  (29  de  diciembre  de  1866.|.— C^pita/tzocioi»  de 
unóü  eensóSé^Se  absuelve  á  la  Administración  de  Ja  de  *« 
manda  interpuesta  por  la  Marquesa  viuda  de  Ayerve  contra 

la  Real  orden  de  ^  de  mayo  de  1864,  j  se  conirma'ésta.  117 

51  AmcoRizACiON  (27  de  febrero  de  l867.)«--^6u^o».^$e  coa- 
firma la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  SauíK. 
tender»  en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  do  primera 
instancia:  de  Tórrela vega^  para  procesar  á  Casimiro  RqíZ| 
Alcalde  pedáneo  de  Viveda.  120 

52.  AuTORiZACiOt^ (^7  de  febrero  de  Í^^LY-^Detenoiog^üegaL 
—Se  declara  innecesaria  la  autorización  del  Gobernador  de 
la  provincia  de  Zuagoza  al  Juez  de  primera  iostaocia  del 
distrito  de  la  capital  para  procesar  á  D.  Roque  Lezcáno,  Al  - 
calde  dePeSaflor.  122 

l»3  fíicoBSO  DB  CASACIÓN  (29  de  diciembre  de  1866.). — DneU' 
brimiento  de  un  desfalco  de  caudales.— ^e  confirma  ia  pro- 
videncia de  la  Sala  primera  del  Tribunal  de  Cuentas,  dene- 
gatoria  de  la 'admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  Fiscal  de  dicho  Tribunal  contra  la  providencia  dicta- 
da por  el  mismo  en  el  espediente  para  la  averiguación  de  un 
desfalco  ocurrido  en  la  Tesorería  de  la  provincia  de  Guada- 
lajera.  123 

54  SBirrBNciA  en  asunto  de  Ultramar  (2 O  de  diciembre  de 
1866.).— ilüer/a  de  una  mercancía. — Se  confirma  la  senten- 
cia dictada  porel  Consejo  dé  Administración  de  las  islas  Fi- 
lipinas, en  el  pleito  seguido  entre  la  Administración  y  Don 
Ignacio  Fernandez  de  Castro  y  Compañía.  126 

55  Sentencia  (30  de  diciembre  de  1866.). — Exención  de  la 
desamortización.— Se  deja  sin  efecto  la  Real  orden  de  14  de 
diciembre  de  1864,  reclamada  por  la  Consiregacion  de  San 
Felipe  Neri  de  seglares  siervos  de  los  pobres  enfermos  del 
Hospital  general  de  Madrid.  129 

56  Autorización  (27  de  febrero  de  1867.). — Allanamiento  de 
morada.Se  declara  innecesaria  la  autorización  del  Gober- 
nador de  la  provincia  de  Tarragona  al  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Torto.cfl  para  procesar  á  D.  José  Adell,  Teniente 

de  Alcalde  de  Alñira.  i31 

TOMO  yu.'-Jurísprudencia  administrativa.  84 
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57  AOTOWZáOiOii  (^7  á»  fdbren»  4e  < a$?>^.>-HLni»iü»>^fw(>iNt> 
denoa  temeraria. -^-Se  coofírma  la  negativa 'M^bormét 
de  Ja  provincia  de  Córdoba  eo  la  autorización  aoNdfada  Mt 
elJuez  de  primera  ínstaocía  de  Aguilar  párá  précéisaFVFíl^ 

blo  González  Pérez,  sereno  de  Puente  Genil.  i33 

58  GoMPETmcaA  (1.^  de  marzo  de  iBfi7.).*-'6erviiwnér$  éé 
poM.— Se  deeide  á  1H«or  de  hi  Adimoistnielon  I»  eomieteof 
cía  suscitada  entre  el  Gobernador  de  le  pit>vineia  4e  <hfedii 
j  el  Juez  de  primera  instancia  de  Llanes,  con  motÍTO  del  ít^- 
terdfcto  presentado  porD.  Juan  Mijares  contra  D.  Jóbé  Ro- 
dríguez. 134 

59  SENTraieíA  (39  de  diciembre  de  iM6.).*—Dereeko  á  Um 
rendimientos  de  unos  bienes  secuestrados — Se  declara  por 
desistida»  y  apartado  al  Serme.  Sr.  Infeote  D.  SebastSl^  áe 
Bor4ion  de  la  demanda  entablada  contra  la  ltea^6!<d(Bn  ^  t 

de  janio  de  1862,  y  se  declara  ésta  firme  y  sobeieteiite,  13(^ 

60  Sentencia  (I.^  de  enero  de  1867.). — EscepcUm  de  la  des* 
amortizacUm, — Se  confirma  en  parte,  y  en  parte  se  deja  sin 
efecto,  laRearórden  deBO'deagoatode  1664,  reeiftmvda  peí* 

el  Aynntamiento  de  Manzanefa,  provincia  de' Teruel.  138 

61  Sehtbncia  (H.  de  enero  de  iW.). ^Exención  de  la  d$9^ 
amortización. — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  de.- 
manda  interpuesta  por  D.  Francisco  Javier  Aroaiz,  contrflT 

la  Real  orden  de  3  de  diciembre  de  1863,  y  secenftrmaésta.      140 

62  Sentencia  (H  de  enero  de  1867.),— Derrtfto  de  una  facha* 
da. — Se  declara  nulo  todo  lo  actuado  ante  el  Consejo  pro- 
vincial de  Barcelona  en  eJ  pleito  entre  D.  Francisco  Píelia  y 
el  Ayuntamiento  de  la  villa  de  Gracia,  y  se  deja  en  su  fuerza 
y  vigor  la  providencia  gubernativa  del  Gobernador  de  dicba 
provincia. 


143 


63  Sbntbncia  (II  de  enero  de  1867.).-*/)6i'<eAo  al  dominio  iUÍ 
de  una  finca» — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
manda interpuesta  por  Agustín  García  v  Rlicaela  Andrés 
contra  la  Real  orden  de  29  de  diciembre  de  1864,  y  se  con- 
firma ésta.  145 

64  Sentencia  (11  de  enero  de  1867.).— iVWtVíad  de  una  venta. 
— Se  declara  nula  la  venta  de  unas  habitaciones  que  por 
Real  orden  de  5  de  majo^de  1842  se  hizo  á  favor^de  D.  Car- 
los Chesio  y  Cortés.  14S 

65  Autorización  (8  de  marzo  de  1867.). — Lesione*.— Se  con»' 
firma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Alicante 
en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instan- 
cia de  Alcoy  para  procesar  á  Vicente  Egea  y  Pascual,  guar- 
da municipal.  152 

66  Autorización  (8  de  marzo  de  1867.).— JL«5to»eí.-*-Se  de* 
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4A»f% MuMOisikrii  la  EutoriíactéD  dd  Gobwiador  de  la  ^ro- 
9ÍJieÍI^4i  Nafuttra  al  Jilea  de  primera  iostaDOia  de  Pampeña 
para  i^aeceaBr  á  Se&astiau  Lare<|Qi,  ai|;«iaeil  del  Ay^otat 
iníegtOtde  Añprlw.      ,  .  454 

67  CoiiFETBNcu  <iO  de  raarao  de  i8e7.>.— ^tarre  de  la$  com- 
puertas de  un  tnotína.^Se  deeide  á  favor  de  la  Admmittra«> 
cíop  la  compet^Dcia  suscitada  eDtre  el  Gobernador  da  Ja 
DTovincia  de  Pontevedra  y  el  Juez  de  primera  instancia  de 
Vígp,  con  motivo  de  la  reclamacipo  íntenUda  pol*  el  dueap 

de  on  molino  contra  el  Pedáneo  de  Nayia»  i5!( 

68  Sentencia  (i4  de  enero  de  1867.). — Tasación  de  unos  ter^ 
renos  espropiados—Se  declara  nulo  y  de  ninijun  valor  todo 
lo  actuado  ante  el  Consejo  provincial  de  Lérida,  en  el  pleito 
entre  D  Antonio  Beroai  y  fa  empresa  constructora  del  fecro- 
carril  de  Montbtanch  á  Lérida.  157 

69  Sentencia  (16  de  enero  de  ISñl,^, -^inteligencia  y  cumplir 
miento  de  un  oontrato.-^Ejecuc%on  de  sentencia.'-^e  decla- 
ra pulo  todo  lo  actuado  ante  e(  Coosejo  provincial  de  Bada-» 
joz  60  el  incidente  seguido  por  D.  Antonio  Brazos,  para  la 
ejecución  del  Beal  decreto-septencía  de  5  de  febrero  de  i86Si.      160 

70  Sentencia  (25  de  enero  de  1867.). — Distribución  de  aguas. 
— Sa  declaran  desiertos  los  recursos  de  apelación  y  nuíidaé, 
interpuestos  por  D.  Tomás  López  Baroja,  y  cooseotída  la 
sentencia  del  Consejo  provincial  de  Logroño.  16St 

71  Competencia  (10  de  marzo  de  1867.).— FwHo  de  leñas. — 
Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  competencia 
suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Almería  y 
el  Juez  de  primera  ínstBncia  de  Purcnena,  con  motivo  de  la 
denuncia  entablada  por  D.  Juan  Martínez  Torres  contra  José 
Masegosa  Fernandez  y  otros.  163 

72  Competencia  (10  de  marzo  de  iññl.).— Servidumbre  de  lu- 
ces.— Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  compe- 
tencia suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Va- 
lencia y  el  Juez  de  primera  iostancia  del  distrito  del  Merca- 
do de  la  capital^  con  motivo  de  la  demanda  presentada  por 

D.  Carmelo  Brotóos  contra  D.  José  López  y  Morell.  16$ 

73  Competencia  (10  de  marzo  de  1867.). — Laboren  tierra  aje^ 
na. — ^Se  declara  mal  formada,  y  que  no  há  lugar  á  decidirla, 
la  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  proviir- 
cía  de  Cuenca  y  el  Juez  de  primera  iostancia  de  Hu^te,  con 
motivo  del  interdicto  de  recobrar  presentado  por  D.  Grego- 
rio Valdeolmos  contra  José  Saiz.  167 

74  Competencia.— (10  de  marzo  de  1867.).— /h^ruíton  en  ier* 
reno  ajeno,— Se  declara  mal  formada,  y  que  no  há  lugar  á 
decidirla,  la  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de 
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la  f  raViBeia  dé  Boesca  f  el  Juez  de  <^imera  iñ^M^im^éé 
B&rbastro,  cob  motive  dd  interdicte  de  i^ecototri^eaettWide 
por  D.  Leopoldo  de  €íregeríoeofeitra  D.  fiípólfto  Tfeffto««^;>^  '      16S 

75  Sentencia  (25  de  enero  de  1867.).— Oercálo  d  una  fragua. 
•^i-^dejasio  efecto  la  Rea!  orden  de  14  ^juBíédétSiS 
reclamada  por  D*  Andrés  Cabello  f  Soritilo.  {70 

76  Sentencia  (25  de  enero  de  1867.).— i46ono  de  haberes  aíríih 
sadoi. — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  íd- 
terpuesta  por  Doña  María  Márquez  y  Crespo  contra  ta  fteal 
órdfen  de  i  6  de  febrero  de  1866,  y  se  confirma  ésta.  174 

77  Autorización  (16  de  marzo  de  1867.)<7— Se  declara  innecér 
saría  la  autorizacioo  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Má- 
laga al  Juez  de  primera  instancia  de  Torrox  para  procesar 
á  D.  Francisco  Alcoba  González,  Teniente  de  Alcalde  de  Sa- 
yaionga.  '  .  .        *^^ 

78  Competencia  (16  de  marzo  de  1867.).— Oemoítcíof»  4fi  ^unf$ 
cerca.— Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  cooape* 
tencía  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Mi* 
lega  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Rondaí  coq  motiVo 
del  interdicto  presentado  por  D.  Juan  Carcas  Gallando  6oñ- 

tra  el  Alcalde  de  Junquera.  177 

79  Sentencia  (25  de  enero  de  1867.). — Ejecuoion  de  obras. -^ 
Indemnización  de  perjuicios.— Se  declara  desierta  la  apela- 
ción interpuesta  por  la  Compañía  de  los  ferro  carriles  de 
Madrid  á  Zaragoza  y  Alicante  contra  la  sentencia  pronan- 
Ciada  por  el  Coosejo  provincial  de  Zaragoza,  en  pleito  con 

D.  Pedro  Gallart  y  Vila.  i78 

^0  Competencia  (16  de  marzo  de  1867.). — Nulidad  de  una  es- 
critura.— Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  com- 
petencia suscitada  entre  el  Gi>foernador  de  la  provincia  éé 
Navará  y  el  Juez  de  primera  insiaocia  de  Pamplona,  cen 
motivo  de  la  demanda  presentada  por  el  Ayuntamiento  de 
la  villa  de  Lacuoza  contra  Dominica  López  de  Goícoecliea.         180 

íl  Sentencia  (25  de  enero  de  1867.).'- /fitcíií^cncki  y  eumpli-' 
miento  de  un  contrato.— Se  declara  no  haber  lugar  at  re- 
curso de  nulidad  interpuesto  por  D.  Manuel  Ferran  y  Este* 
ve  contra  la  sentencia  pronunciada  por  el  Consejo  provincial 
de  Barcelona.  182 

^2  Sentencia  (25  de  enero  de  1867). — Reducción  de  una  pena. 
—Se  deja  sin  efcicto  la  Real  orden  de  9  de  enero  de  1861, 
reclamaba  por  D.  José  Ibañez.  '86 

83  Sentencia  (2  de  febrero  de  1867.).— Nw/iíad  del  registro 
de  una  mina.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  de^ 
manda  enUblada  por  D.  José  Tomás  Vázquez  contra  la  Real 
orden  de  13  de  noviembre  de  1865,  y  se  confirma  ésta,  188 
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84  Sh^t^ncu  (2  de  /¡rfarero  de  i^^7.). — N^idad  del  t^gistro' 
de  una  mttia.-^Se  absuelve  á  fa  Adraioistraeioir  de  la  de»' 

y     manda  entablada  por  D.  JoliaD  Tuñoa  contra  la  Real<3rdeD  de 

6deabril  de  1864,  y  S€^ confirma  ésta.  ,19! 

85  Sentencia  ('Z  de  febrero  de  I H61,}.^ Responsabilidad  de 
una  averia  en  conduoc¿(m  de  saí^^^Q  absuelve  á  la  Admi- 
nistración de  ia  demanda  entablada  por  el  Crédito  Síovilia' 
rio  Barcelonés  contra  la  Real  orden  de  30  de  marzo  de 

t865,  y  se  confirma  ésta.  '       \     i94 

86  Sentbncia  (7  de  febrero  de  \  867.).—  Caducidad  de  un  coto 
minero.Se  confirma  la  sentencia  dictada  ppr  el  Consejo 
provincial  de  Oviedo  en  el  pleito  entre  la  sociedad  minera 

.  Lada,  Villar ,  Santa  Bárbara  y  Turón  y  la  Administración.      498 

87  AuTORiZA^ciON  (5  de  abril  de  1867.).— Perdida  de  ganado, 
'      — Se  confirma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia 

de  Cuenca  en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Cañete  para  procesar  á  D.  Rafael  Monte- 
ro, Regidor  Síndico  del  Ayuntamiento  de  Alcalá  de  la 
Vega.  200 

88  SENTBNaA  (7  de  febrero  de  1867.)  — Tasación  de  unas  fin^ 
ea«.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  inter- 
puesta por  la  compañía  concesionaria  del  ferro-carril  de  Tu* 
déla  á  Bilbao  contra  la  Real  orden  de  29  de  agosto  de  1862, 

y  se  confirma  ésta  en  parte.  20t 

89  Sentencia  (7  de  febrero  de  1 B61  .y-^Rescision  de  un  eontrOf* 
to  de  vestuario. — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- . 
manda  interpuesta  por  los  Síndicos  del  concurso  de  0.  Mi- 
guel Jiménez  Espejo  contra  la  Real  orden  de  22  de  junio  de 
1862,  y  se  confirma  ésta.  205^ 

90  Sentencia  (7  de  febrero  de  1867.).— 06íi>acíow  de  respon- 
der  de  unos  daños,— Se  confirma  en  parte  la  sentencia  del 
Consejo  provincial  de  Barcelona  en  el  pleito  entre  la  Admi* 
nistracioD  y  D.  José  Pujol  y  otros.  208 

9t  Sentencia  (7  de  febrero  de  \Sñ7,).^ Aumento  de  asigna- 
ción á  unos  párrocos  rurales.S^  absuelve  á  la  Adminis- 
tración de  la  demanda  interpuesta  por  O.  Pedro  Solana  y 
otros  párrocos  rurales  de  la  diócesis  de  Jaca  contra  la  Real 
orden  de  14  de  enero  de  1865;  y  se  confirma  ésta.  211 

92  Sentencia  (10  de  febrero  de  1867.).— i46ono  de  haberes.-^ 
Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta 
por  Doña  Felisa  Costa  contra  la  Real  orden  de  23  julio  de 
1865,  y  se  confirma  ésta.  2 14 

93  CoMPETENCfA  (9  de  abril  de  1867.).^Cor¿a  y  sustracción  de 
maderas.— 'Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la 
competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia 
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de.  VaJkd^Ud  y  Ih  iliMü«QCia<d«l  térritoFit),  eotí  ríaótiro  éll» 
causa  eriminal  seguida  en  él  Jnigado  de  Olmedo  oea«ra 
QtiíterioGaYiedeftAJcaide.  "  216 

^A  Competencia  (9  de  abril  de  f8f67. ).—0&ra«  en  un  molino,^ 
Se  decide  á  {aw)r  de  la  Admitilatliacioa  la  cempeleocie  aü»^ 
citada,  entre  el  Gobernador  de  I»  psovíncia  de  Orenee  f  el 
Juez  de  ^imera  tns^ncía  de  Carballi^^  cod  motivo  del  in^ 
terdícto  presentado  por  D.  RaoMn  Vázquez  f  otro  eotittflD 
Manuel  Franco.  217 

95  Sentbncu  (15^  de  febrero  de  !Ldi%t.^,r-' Exención  de  la  áe»'^ 
4JímortÍMCion,^%^  declara  nula  la  venta  de  la  debesa  bof  al 
del  pueblo  de  Lucillos,  en  la  provincia.de  Toledo»  reclama- 

aa  por  su  Ayu^nta miento.  .219 

96  Sentencia  (1 6  de  febrero  de  1^67^ .— Poseíton .  ^^Se  confir- 
ma la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  provincial  de  Hues* 
Ca,  eu  el  pleito  seguido  entre  el  pueblo  de  Ootiñena  y  Don 
Benito  Vicens  y  Ale;gret«  225 

•7  ScNTHNCiA  (f6  de  febrero  de  \^^ ,).'^ReguladQfr  de  hábet 
pasivo.Se  absuelve  á  la  Admiaistracion  de  la  demanda 
interpuesta  por  D,.  Hilario  Feroasdez  Mugica  contra  la  Real 
orden  de  %S  de  febrero  de  1865,  y  se  conürma  ésta.         .228 

98  SENtENfeíA  (22  de  febrero  de  iSt7.).-^Fago  áe  earitidád.-^ 
Se' absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  propttestal 
por  la  Diputación  provincial  de  Ov*ié?dó  cíoníra  Iti  Real  dr- 

den  de  27  de-  abril  de  i66iy  y-  se  confirma  éstaw  230 

99  Sbwtbncia  (22  de  febrero  de  1867.)*— (?íiátit?irfad  deminae. 
—Se  declafra  desierta  la  apelación  interpuesta  por  la  socie- 
dad Pérez,  Santos  y  cúmpañia,  contra  la  seírteutiift  prctouií- 
da  por  el  Consejo  provincial  de  León,  etí-  pleito* co»  te  A'd'- 
naínístraciony  y  firme  dicha  sentencia.  235 

100  Sentencia  (22  die  febrero  de  i867.).---^5oapbton  de  íaáea- 
amortizaeion. — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  de* 
manda  interpuesta  por  D.  SefOliago  Oréál  cotatra  la  Real  ^r- 
den  de  14  de  i.ulío  de  1864,  y  se  confirma  ésta.  -236 

401  Sentencia  (11  de  marzo  áe  iS'67.)—F)ertnkú  pareiunáÉ 
cBnutruociones  tir^^na».— Se  declara  nulo  todo  loaetuade 
ante  el  Consejo  de  Admii^istraciob  de  la  isla*  de  Cuba^  en  d 
pleito  entre  el  Marqués  \te  la  hetfl  ProclamiaciíWa  y  1»  Admdii' 
nistracion.  238 

102  Sentcngu  (11  de  marzo  de  1867.). — Arrendamiento  d^' 
pastosi-^Se  confirma  la  sentencia  del  Consejo  provinciail  de 
Navarra,  en  el  pleito  entre  el  Ayuntaunienio  de  Iseba  y  las 
villas  del  Rodea  I,  Ustarroz,  Urzanqui  y  Carde.  241 

103  Sentencia  (M  de  marzo  de  {HQl.).— Nulidad  deunrema^ 
ts.'-'IndemmzaciQn  de  per  juicios.  "Sq  áe(í\aTdi  desierta  la 
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aptJtcioDáDterpiieetftpof  hiñoro  Gabattepo  j  Latorre>e«ntva 
luseoieDCia  pronoDCíada  por  el  Cooseio  «royiDcial  d«' Valen  « 
eíá,  tísk  pleito  cen  e^I  AyuotamieDto^  cíe  Qodeliela,  y  firme  I» 
seoteDCia.  244 

i  04  Sehtekc]a(11  de  marzo  de  i687.)« — Subrogación  d£  oem- 
90s.-^Se  absuelve  á  la  Admíoistraeioa  de  la  dainaQ^a  ínter- 

SUjBsia  por  la  Condesa  viuda  de  I!4írasol  coDira  la  Real  or- 
en de  13  de  julio  dé  1S64,  y  se  contírma  ésta*  245 

i05  SBNTBmna  {ii  de  marzo  de  1867.)* — Devolución  de  un  de" 
pósito.— Se  absuelve  á  la  Administración  d\e  la  demandit 
enlabiada  por  D.  Salvador  Sa4)ater  contra  la  Real  órdea  án 
i.®  de  abril  de  1864»  y  se  confirma  ésta»  248 

106  ^ERTERaA  (f  1  de  marzo  de  1867.).— Domimo  tíítf.— Se  ab- 
suelve á  la  AdminístracíoD  de  la  demaoda  interpuesta  por 
D.  Blas  Alonso  y  otros  contra  la  Real  orden  de  20  de  julio 

'     de  1865,  y  se  confirma  ésta.  250 

107  Sentencia  (11  de  marzo  de  1867). — Nulidad  del  espedien- 
te deuna  mina, — Se  absuelve  á  la  Adminíí^tracioo  de  la  do- 
manda  interpuesta  por  D.  Joaquín  de  Burgos  contra  la  Reaf 
érden  de  24  de  enero  de  1865,  y  se  confirma  ésta-.  253 

108  Sentencia  (i  I  de  marzo  de  1867.). — Defraudación  del  sub- 
sidio industrial.— 'Se  contírma  la  sentencia  dictada  por  eí 
Consejo  proviocial  de  Santander  en  el  pleito  entre  la  Ha^ 
cienda  publica  y  D.  Santiago  Sañudo.  256 

109  Sentencia  (11  de  marzo  de  1867.).— /fcüa/fdacton  de  una 
venta.Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  in- 
terpuesta por  D.  Matías  Rubio  contra  la  Real  orden  de  20 

de  junio  de  1865,  y  se  confirma  ésta.  258 

110  Senxbucia  (11  de  marzo  de  iSñl.),-^ Defraudación  del  sub- 
sidio industrial. — Se  confirma  la  sentencia  pronunciada  por 
el  Consefb  provincial  de  Santander  en  el  pleito  entre  la  Ha- 
cienda pública  y  D.  Santiago  del  ArenaL  '  260 

111  SeKTENCiA  (11  de  marzo  de  1867.). — Defraudación  de  la 
cmUrtí)Mcion  industrial. — ^Se  contírma  la  sentencia  pronun*- 
cíada  por  el  Consejo  provincial  de  Santander,  en  el  pleito 
entre  la  Hacienda  pública  y  D.  Antonio  Revuelta.  263 

112  Sbntcncia  (i1  de  marzo  áe  i^fn.).-- Defraudación  del 
subsidio  industriaL — Se  confirma  la  sentencia  pronunciada 
por  el  Consejo  provincial  de  Santander,  en  et  pleito  entre  la^ 
Hacienda  pública  y  D.  Bartolomé  Ruiz  Oria.  -     263 

113  Sentencia  (7  de  marzo  de  {S^l.).-~Indefnnizacion  de  per- 
juieios  coíusados  á  la  Hacienda  públiba. — Se  eoo firma  en^ 
prarte^  y  em parte  se  revoca,  la  Real  érden  de  22  de  octubr^^ 
de  1864  reclamada  por  D.  Juan  Manuel  de  la  Mata  y  Már- 
quez y  D.  Juan  Ignacio  Berriz.  267 
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$m^mdu$tíirQl.''-4e  confirma  b^enUiiCM  ákmá^péjñm 
Cónieio  proTkeial  de  SaoUioder  es  «I  pleiu  ertra  l|«  Bt* 
cieoda  pública  y  D.  Miguel  Ortiz.  >    . .  .    .     27$ 

115  GoMPBTBNCiA  (18  de  abril  de  \B6T:),^Fago  de  loé  petuióiief 
de  un  censo.-Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  jtidkital  It 
competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provliieii 
de  Lérida  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Seo  de  OrM^ 
con  motivo  de  la  demanda  presentada  por  D.  Ramón  Gdí  f 
otros,  contra  Juan  Buscall.  277 

416  CoMPQTBNGiA  {\H  de  abril  de  iM7.),^Pago  de  un  terreno 
ocupado  por  el  contratiéta  de  una  obra  públioa. — ^Se  deci«« 
de  á  favor  de  la  Administración  la  coiapeteocia  suscitada 
énlre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Orense  y  el  iuez  de 
prfmera  instancia  de  Rivadavia  con  motivo  de  la  demanda 
presentada  por  D.  José  Bernardo  de  Novoa  contra  D«  Fer^ 
min  Gorriti.  27^ 

117  GoMPBTBKCiA  (15  de  abril  de  1867.).— Po^o  4e  pensionet 
censales.—^  decide  á  favor  de  fca  Adraioistracioa  h  com* 
peteocia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de 
Patencia  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Saldaña,  con 
motivo  de  la  demanda  presentada  por  D.  Antonio  Haría  da 
Velasco  contra  los  vecinos  del  pueblo  de  Santa  Craz  del 
Monte.  281 

118  SBiiTBNaA  (5  de  abril  de  (867.). — JusHprecio  del  terreno 
ocupado  por  la  estación  de  un  ferro  carriL^SQ  declara 
improcedente  el  recurso  de  revisión  interpuesto  por  Don 
Manuel  Más  y  Camprubí  contra  el  Real  decreto-sentencia 
de  20  de  abril  de  1866,  dictado  en  pleito  sobre  confirmación 

ó  revocación  de  la  Real  orden  de  31  de  octubre  de  1859.  282 

H9  Senteucia  (5  de  abril  de  {i^ñl.),--^Reeonocimiento  deun 
censo» — Abono  áe  pensiones  -^Se  absuelve  á  la  testamenta- 
ria  del  Duque  de  Frías  de  la  demanda  interpuesta  por  la 
Administración  sobre  confirmación  6  revocación  de  las  Rea* 
les  órdenes  de  15  de  julio  de  1848  y  II  de  marzo  de  1850; 
y  se  confirman  éstas.  285 

120  Sbntbticia  (5  de  abril  de  1867.).^^a(iuct(iad  de  una  mina. 
->Se  confirma  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  previo •• 
cial  de  Oviedo,  en  el  pleito  entre  D.  José  Dosal  y  Quesada  y 
la  Gran  duquesa  Leucbtemberg,  sobre  caducidad  de  la  mina 
Matilde.  2§1 

121  GoMPBTBNCiA  (21  de  abril  de  1867. — Daños  en  un  monte.-y 
Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  competencia 
suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo  y 
el  Juez  de  primera  instancia  de  Infiesto,  con  motivo  de  los 
daños  causados  en  unos  montes  del  Concejo  de  Gabranes.     293 
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122  AoioMUAiM  (29  deabril  de  1867.).— DetenetonaffrilrarMí, 
ArrogaeUm  de  eUnhueiim$s  j\idieiate8, — Se  declara  íooece'* 
sinria  Üa  a^torízacioo  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Báf  * 
gos  al  Juez  de  primera  instancia  de  la  capital  para  procesar 
i  D.  Francisco  Martínez,  Alcalde  de  Villarmero.  29!^ 

i23  AuToiuzAaoif  (29  de  abriJ  de  1867.). — Imprudencia  teme- 
raria.— Se  conGrma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Burgos  en  ]a  autorización  solicitada  por  el  Juez 
de  primera  instancia  de  Gastrogeriz  para  procesar  á  D.  Ma* 
riano  Diez,  Alcalde  de  dicha  Villa,  297 

#24  AnroaiZAaoN  (29  de  a|»ril  de  1867.). — Evasión  de  un  pre^ 
so, — Se  confirma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  provín* 
cia  de  Salamanca  en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez 
de  primera  instancia  de  Alba  de  Tormos  para  procesar  á 
D.  José  García,  Teniente  de  Alcalde  de  Encinas  de  Abajo,         298 

125  Sentencia  (5  de  abril  de  t867.(. — Rescisión  de  arrendar 
miento  del  Teatro  Real.-r-Se  declara  no  haber  lugar  al  re- 
curso revisión  interpuesto  por  D.  José  del  Saz  Caballero 
contra  el  Real  decreto -sentencia  de  18  de  mayo  de  i  866.         300 

126  Sentencia  (10  de  abril  de  iStl.).^ Exención  de  la  des- 
amortizaeion.—Se  deja  sin  efecto  la  Real  orden  de  i«®  de 
febrero  de  i 865  reclamada  por  los  patronos  de  la  memoria 
fundada  en  Salamanca  por  D.  Tomé  Salcedo  y  Tapia.  302 

127  Sentencia  (10  de  abril  de  i%61.),— Caducidad  de  una  mt- 
na.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  enta- 
blada por  D.  Ramón  Pérez  del  Molino  contra  la  Real  orden 

de  9  de  diciembre  de  i 862,  y  se  cooGrma  ésta.  304 

128  Autorización  (13  de  mayo  de  1867.). — ^6m«o«.— Se  confir- 
ma la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Orense 
en  la  autorización  solicítala  por  el  Juez  de  primera  instan- 
cia de  Verin,  para  procesar  á  D.  Julián  Fernandez  y  Alejo 
Seoaoe,  Pedáneo  el  primero  y  celador  el  segundo  de  la  Gi- 
ronda,  en  el  Ayuntamiento  de  Cualedro.  307 

129  Sentencia  (10  de  abril  de  1867.— í^50  de  las  aguas  del  Ca- 
nal Imperial  de  Aragón,  Se  absuelve  á  la  Administración 
de  la  demanda  entablada  por  D.  Pablo  Diaz  del  Rio  y  Lárra- 
ga  contra  la  Real  orden  de  13  de  junio  de  1865,  y  se  con- 
firma ésta.  30t 

130  Sentencia  (10  de  abril  de  iñdl.), -Exención  de  la  des* 
amortización. — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
manda entablada  por  el  Ayuntamiento  de  Villalva  de  Lam- 
preaoa,  provincia  de  Zamora,  contra  la  Real  orden  de  26  de 
octubre  de  1865,  y  se  conGrma  ésta.  311 

131  Competencia  (14  de  mayo  de  1867.).— /íepostcton  de  servi- 
dumbres pecuarias, —Se  decide  á  favor  de  la  Administración 

TOMO  ya,— Jurisprudencia  administrativa.  85 
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la  compéteActa  suscitada  entre  ei  Gobernador  de  la'  pro^iH^ 
cia  de  Cádiz  y  el  Inez  de  primera  instancia  de  Ghíchitia*de  lá 
Frontera,  con  motíto  del  interdicto  presentado  por  Fran* 
cisco  Ruiz  Robles  contra  el  Alcaide  de  Veger.  313 

132  Competencia  (U  de  raavo  de  1867.). — Servidumbre  de  pa- 
so.^Se  decide  á  favor  de  la  Admíoístracion  la  competeocfa 
suscitada  entre  el  Gobernador  de  lá  provincia  de  Ponteve- 
dra y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Redondela,  con  mo- 
tivo del  interdicto  presentado  ñor  D.  José  Arias  Seoane, 
Abad  párroco  de  San  Andrés  de  Godeyra,  contra  D.  Fermín 
Monroy*  .         ^     »       ai6 

131  Sentencia  (10  de  abril  de  {^ñl.).'—Dere6ho  al  dominio  útil 
de  unos  terreno».— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la 
demanda  establecida  por  D.  Pedro  Díaz  Cachero  y  Argue- 
lles y  consortes  contra  la  Real  orden  de  20  de  julio  de  1865, 
y  se  confirma  ésta.  318 

134  Autorización  (20  de  mayo  de  1867.)* — Detención  arbitra- 
rta.— Se  declara  innecesaria  la  autorización  del  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Orense  al  Juez  de  primera  instancia 
de  Verín  para  procesar  á  D.  Vicente  Baza!,  Teniente  de  Al^ 

calda  de  dicba  villa.  321 

135  Autorización  (i^  de  mayo  de  1867.). — Esceio  en  el  cobro 
de  un  apremio. — Se  confirma  la  negatív^i  del  Gobernador  de 
la  provincia  de  Huesca,  en  la  autorización  solicitada  por  el 
Juez  de  Hacienda  de  la  de  Gerona,  para  procesar  á  D.  San- 
tos Sebastian  y  Gil.  322 

136  Competencia  (20  de  mayo  de  1867.).— £/io  y  aprovecha^ 
mien(o(íe  ja^tio».— Se  declara  mal  formada,  y  que  no  ha 
debido  suscitarse  la  competencia  entablada  entre  el  Gober- 
nador de  la  provincia  de  Sdálaga  y  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Colmenar,  con  motivo  de  la  demanda  presentada 
por  los  vecinos  de  Periana  contra  los  dueños  de  los  molinos 

del  Partido  de  Vilo.  325 

137  Competencia  (20  de  mayo  de  1867.).— Poíe«ton  de  una  üer- 
ra.— Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  competencia 
suscitada  entre  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Vallado- 
lid  y  el  Gobernador  de  aquella  provincia,  con  motivo  del  in- 
terdicto presentado  por  D.  Pedro  Regalado  Cerezal  contra 

D.  Andrés  Maroto.  327 

138  Competencia  (20  de  mayo  de  1 867. ).—ínícrrtipcton  de  ser- 
vidumbre de  Zuces. —Se  declara  mal  formada  la  competen- 
cia suscitada  entre  ei  Gobernador  de  la  provincia  de  Cáceres 
y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Valencia  de  Alcántara, 
con  motivo  del  interdicto  presentarlo  por  D.  Ramón  Brace- 
ros contra  D.  Vicente  Rojas  Rosario.  329 
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139  JSsNUNCu  (10  de  abril  de  iSa^.-^Ábono  de  una  difurenr 
Áa  ae  sua/dos.~Se  absuelve  á  la  AdmiaistracioQ  de  la  de- 
manda entablada  por  D.  Aatooio  Riquer  y  otros  contra  la 

Real  orden  de30  (k  abríLde  1865,  y  ae  conGrma  ésta.    '  334 

140  Sentencia  (10  de  abril  de  1867.).— Dee^aroetotí  de  haber 
pastuo.^Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda 
entablada  por  Doña  Geróníma  Ferrer  de  San  Jordi  contra  la 

Real  orden  de  4  de  noviembre  de  1864,  y  se  conGrma  ésta.       334 

141  SuiTsiiCfA  (10  de  abril  de  1867.). — Derecho  eil  dominio  útü 
de  wnoe  terrenos, — Se  absuelve  á  h  Administración  de  la 
demanda  entablada  por  D.  Francisco  Ballesteros  y  otros  con« 
tra  la  Real  orden  de  12  de  setiembre  de  1864,  y  se  confirma 

ésta*  33S 

442  Sentencia  (10  de  abril  de  1867.)  —Franjeo  de  unas  pólú^ 
Mas  de  seguro8*^SQ  confirma  el  auto  dictado  por  el  Consejo 
de  Administración  de  las  Islas  Filipinas,  por  el  que  se  deses- 
timó el  recurso  de  nulidad  interpuesto  por  D.  Agustín  Su- 
iñers,  en  pleito  con  la  Administr.acion.  338 

1431  Sentencia  (15  de  abril  de  1867.).— TVMacion  dd  terreno 
ocupado  por  una  mina. — Se  absuelve  á  la  Administración  de 
la  demanda  entablada  por  D.  Mauuel  de  Torres  y  Codes  contra 
la  Real  orden  de  .8  de  agosto  de  1865,  y  se  confirma  ésta.  340 

144  Sentencia  (15  de  abril  de  iSñl.).— Nulidad  áe  un  remate. 
—Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  entablada 

Sor  D.  Carlos  Calderón  Matiila  y  otros  contra  la  Real  orden 
e  14  de  julio  de  1864,  y  se  confirma  ésta.  343 

145  Sentencia  (8  de  abril  de  1867.). — Eooencion  de  la  desamor^ 
(tsaeton.— Se  deja  sin  efecto  la  Real  orden  de  20  de  julio  de 
1865  reclamada  por  el  Ayuntamiento  de  Cubillos,  provincia 

de  Zamora.  341 

146  Sentencia  (15  de  abril  de  1867.).— Pa^o  de  un  crédito. — 
Se  declara  abandonado  el  recurso  de  nulidad  interpuesto  por 
D.  Serapio  Cardellach,  en  pleito  con  el  Ayuntamiento  de  la 
villa  de  Gracia,  y  se  confirma  la  sentencia  pronunciada  por 

el  Consejo  provincial  de  Barcelona.  348 

147  Sentencia  (15  de  abril  de  1867.).— ^(rencton  déla  des» 
amonizaGion.'^SQ  absuelve  á  la  Administración  da  la  de- 
manda entablada  por  los  Alcaldes  de  las  villas  de  Benaocáz 
y  Villaluenga  del  Rosario  contra  la  Real  orden  de  17  de  ene- 
ro de  1865,  y  se  confirma  ésta.  33 1 

148  Sentencia  (3  de  mayo  de  1867.).— Se  declaran  improceden- 
tes todos  los  recursos  de  revisión  y  aclaración  interpuestos 
por  el  Acequiero  mayor  de  la  de  Moneada  contra  el  Real  de- 
creto-sentencia que  puso  término  al  pleito  seguido  con  el 
Tribunal  de  Acequieros  de  la  vega  de  Valencia.  331 
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149  SíWTBifcu  (45  de  abril  de  ll^07.).-/fwtommaatf<0if<íe  jWf^-? 
/uteio5.— Sé  absuelve  á  la  AdmÍDÍstracioo  de  la  dcrmiB^á^ 
entablada  por  D.  Manuel  Garcfa  Quintana  y  Gomñty  conif^ 
)as  Reales  órdenes  de  30  de  marzo  de  1863  y  7  de  itiayalte^ 
f8d(^^  y  ae  confirman  éstas^  :,     ^     3SS 

150  Sentencia  (15  de  abril  de  1867.).— S«mc»o  praíuito /í«Z 
correo  en  Iren  especial  por  una  Compañia  de  caminos  d^ 
hierro. — Se  declara  imprucedenle  por  eslemporáneo  el  i^e- 
ourso  de  revisión  iftterpueslo  por  la  Empresa  del  ferro^»i^ 
i^il  de  Córdoba  á  Sevilla ,  contra  el  Reat  deeceto^genieiicitf 

áe  30  de  abril  de  1865%  36a 

15i  Sentewcia  (15  diB  abril  de  4867.).— Nu/tdad  de  un  remate^ 
->Se  deja  sin  efecto  la  Real  orden  de  18  de  enero  de  1865, 
reelMnadn  por  D.  Pedro  Casado.  361 

452  SENTENeíA  (3  de  mayo  de  4867.).— /ÍMCÍsion  de  un  contrato 
de  vestuario  para  los  penados. — Se  absuelve  á  la  Adminis- 
tración de  la  demanda  entablada  por  los  Sreá.  Cuevas  v 
Carrillo,  del  comercio  de  Madrid,  contra  la  Real  óráen  áe  16 
deoottrbre  de  4865)   y  se  confirma  ésta.  36S^ 

453  SjENTENCiA  (3  de  mayo  de  \Sñl.). --Legitimación  de  la  pro- 
piedad de  unos  terrenos,— Se  absuelve  á  Ja  Administración 
délas  demandas  presentadas  por  D.  Pedro  Salís  y  consortes 
y  D.  Pedro  Masa  Ew^lada  y  consocios  contra  fii  Real  or- 
den de  48  de  setiembre  de,  4865,  y  se ceotirma  ésta.  368 

454  Sentencia  (4 1  de  mayo  de  4  867.)— fndemmzacto»  del  valor 
de  unas  tierras  procedentes  de  una  pia  fundación . — Se  con  - 
firman  en  parte,  y  en  parte  se  revocan,  las  Reales  érdenes 
d^  9  de  febrero  de  481(5  y  3  de  junio  de  4856  reclamadas 

por  Doña  Dolores  Garda.  374 

455  Sentencia  (14  de  mayo  áe  \Sñl,). ^Deslinde  de  términos 
municipales.  -^Se  confirma  la  sentencia  del  Consejo  provin- 
cial de  Znragosa  ^  el  pleito  entre  el  Ayuntamiento  de  El 
Buste  y  los  de  la  ciudad  de  Tarazona  y  pueblos  de  Malón, 
Viérlasy  Cuncliillos.  ^  376 

456  Autorización  (30  de  mayo  de  1867.)— £'ccacton  de  multas  en 
especie— Se  declara  innecesaria  la  autorización  del  Gober- 
nador de  la  provincia  de  Logroño  ai  Juez  de  Hacienda  de  di- 
cba  provincia  para  procesar  á  D.  Julián  Zorzano,  Alcalde  de 
Albelda  en  1860.  380 

457  Autorización  (30  de  mayo  de  1867.)  -Malos  tratamientos  á 
unos  presos.^Se  confirma  la  negatfva  del  Gobernador  de  la 
provincia  de  Albacete  al  Juez  de  primera  instancia  de  Chin- 
chilla para  procesará  1).  Juan  de  Cantos  de:  Rodem»,  Atcaide 

de  la  cárcel  del  partido.  3^* 

458  Autorización  (30  de  mayo  de  1867.).— /mpruífcncijf  teme- 
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Húrntro 
^e  lleva  en 

ranm-^Fitmi  áapre$oi. — Sa  declara  ionecesaria  la  a<Horf> 
zat^^A  4qÍ  Gobernador  4d  la  proriocia  de  Orease  al  iuee  <le 
p^igoera  ^slaocía  de  Valdeorras  para  furocesar  á  D.  DtonisM 
m^Uüy  Alcaide  de  la  circel  del  partido.  382 

-459  AuTORiZACioN(7d6  juoio  de  iSQl,).— Cesantía  del  escri- 
biente de  un  Ayuntamiento, -^Sq  coüñrma  la  negativa  del 
Goberuador  de  la  proviacia  de  Giudad-Real,  ea  la  autoriza- 
cioQ  solicitada  por  el  Juez  de  primera  iostaocía  de  lofantes 
|»ara  procesat  áD.  Ramoa  Moreao,  Alcalde  'de  Villaoueya 
*de  la  Fuente.  384 

160  Autorización  (7  de  junio  de  i%ñl,).— -Traslación  deunpreso 
desdecía  caréela  una  casa  particular.  —Se  coofirma  la  ne- 
gativa del  Gobernador  de  la  provincia  deSevilla,  en  la  autori- 
zación solicitada  por  el  iuez  de  primera  instancia  de  Morón 
para  proceiiar  á  D.  Diego  Rufrancos,  Alcalde  de  dicha  villa.      385 

461  AoTOBiZAcioíi  (7  dejunio  de  iSñl ,).^'Denegacion  de  una 
certificación,— Sq  conlirma  la  negativa  del  Gobernador  de  la 
^ovincia  de  Ciudad- Real,  en  la  autorización  soliditada  por 
el  Juez  de  primera  instancia  de  Infantes  para  procesar  á  don 
Hamon  Moreno,  Alcalde  de  Villanueva  de  la  Fuente.  386 

163  Autorización  (7  de  juninio  de  1867.).— /^a/to  decumpH' 
míenio  á  la^  órdenes  de  la  supesioridad. — Se  confirma  la 
negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Castellón  de  la 
Plana  en  Ja  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera 
instancia  de  Yiilareal  para  procesar  á  O.  José  Pérez  y  An« 

drés,  AlcaWe  que  fué  de  Artesa.  380 

i62  Autorización  (7  de  junio  de  1867.).— -fisía/a.— Se  declara 
innecesaria  la  autorización  del  Gobernador  de  la  provincia 
de  Burgos  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  déla 
Audiencia  de  dicha  ciudad  para  procesar  á  D.  Manuel  Lo- 
sada, capataz  que  fué  del  establecimiento  penal  de  Burgos,      388 

164  Sentencia  ( 14  de  mayo  de  iS^l.)— Deslinde  de  íérminosmfjh 
nictpales,Se  declara  improceJente  el  recurso  de  nulidad 
interpuesto  por  el  Ayuntamiento  de  Figueroles,  confirmando 
en  su  parte  resolutiva  la  sentencia  del  Consejo  provincial  de 
Castellón  de  la  Piaña  en  el  pleito  con  el  Apuntamiento  de 
Lucena.  ^* 

165  SENTENou(Uderaayo  de  1867.).— Comptitocton  de  una 
fianza  en  efectos  públicos. — Se  confirman  en  parte,  y  en 
parte  se  revocan,  las  Reales  órdenes  de  7  de  abril  de  1862 
y  42  de  marzo  y  21  de  mayo  de  1 863 v reclamadas  por  Doña 
Isabel  de  Carranza  y  Rodrigo.  397 

i66  Sbntsncia  (14  de  mayo  de  1867.).— P«^o  de  unas  finms 
desamortizadas.— %Q  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
manda enlabiada  por  D.  Pedro  de  Salas  Gil  contra  la  Real 
orden  de  30  de  abril  de  1864,  y  se  confirma  ésta.  401 
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.    «atollo.  P^iV^ff- 

i67  Sentencia  (i 4  de  raayo  de  {Bñ^.y^^Mejora  de  pm^ffljie 
arfandad.—Se  absuelve  á  la  Administración  de  fa'  deman- 
da presentada  por  Doña  Jacoba  Real  contra  la  Aéa'ldfdeb 
de  26  de  abril  de  1866,  y  se  confirma  ésta.     "      ^^*         404 

168  CoiíPBTBNCU  (6  de  junio  de  iSiM .y-Suspensitm  4Ícbx4. 
—Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  comp^tei^a 
suscitada  entre  el  Gobernador  de  Vizcaya  y  el  Jues  de  pri- 
mera instancia  de  Guernica,  con  motivo  dei  interdi^JlQ^  B|^« 
sentado  por  D.  José  Martin  de  Omagogescoa  contra  el  AjcbI- 
de  y  Ayuntamiento  déla  anteiglesia  de  Creño.  406 

i69  CoMPETKNCiA  (6  de  junio  de  1867.).— Sertndtmiftrtf  de  via, 
—Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judtcía)  la  competencia 
suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo  y 
el  Juez  de  primera  instancia  de  Infiesto,  con  motivo  dol  In- 
terdicto presentado  á  nombre  de  D.  Manuel  AJya^ez  do  Ja  . 
Villa  contra  D.  Bernardo  García.  408 

470  Competencia  (6  de  junio  de  1867.).— Oemftotteí  tierte  de 
un  prado.^Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicia  lia  com« 
petencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  proviBCia  de 
León  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  la  capital,  con  mpjti- 
vo  del  interdicto  presentado  por  D.  Manuel  GoDzales^  contra 
Don  Manuel  Alvarez,  Alcalde  de  Rioseco  de  Tapia.  '■.'■,        4i(^ 

i7i  GoMPETENOA  (6  de  junio  de  1867.).— Aofura  de  un  eúuce. 
-^Distraecion  de  aguas. — Se  decide  á  favor  déla  Admi- 
nistración la  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador 
de  la  provincia  de  Jaén  y  el  Juez  de  primera  instancia  de 
Alcalá  la  Real,  con  motivo  del  interdicto  presentado  por 
D.  Francisco  de  Asís  Romero  contra  Manuel  Aguilera.  412 

172  Competencia  (6  de  junio  de  iSQl,). ^Delitos  electarales.^ 
Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  competencia  sus- 
citada entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Orense  y  el  . 
Juez  de  primera  inslaocia  de  Celanova,  con  motivo  de  la 
causa  formada  contra  D.  Andrés  Seijas,  Alcalde  del  pueblo 
de  Villanueva  de  los  Infantes,  y  otros  Concejales  del  mismo 
pueblo.  414 

i73  Competencia  (16  de  junio  de  1 867.). — Derecho  de  pastar.-— 
Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  competencia  sus- 
citada entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Zaragoza  y  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  del  territorio,  con  motivo  del 
interdicto  presentado  por  D.  Lucio  Acosta  contra  D.  Anto- 
nio Bueno  y  otros  vecinos  de  Castiliscar.  41S 

i74  Competencia  (16  de  junio  de  1867.).— uáprovdcAamMtUo  dé 
aguas.— S%  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  com- 
petencia suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  do 
Barcelona  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  San  Feliú  de 
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Námero 
^nt llenen  o  i^;     '    - 

^  Llobregat^  con  motifo  de  (a  demanda  entablada  por  Doír 

Prinébco  Poig  contra  Blas  Cubefls.  ^  417 

176  r€0iiP8T6RciA  (30  de  junio  de  i%ñl.).^Exenci(m  de  la 
desamorlizadon^TrCierre  de  terrenos • — De  «(mccíof^  de  ui^ 
presa. — Privación  de  servidumbre  de  tránsito  y  abrevader 
tt).— Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  competencia 
suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  la  Goruna 
y  él  Juez  de  primera  instancia  de  Padrón,  con  motivo  del 
interdicto  presentado  por  Francisco  Vidal,  como  apoderado 
deD.  Manuel  BaliñaSy  contra  D.  RamOn  Rey.  421 

177  Autorización  (6  de  julio  de  1 8670- — Roturación  arbitraria, 
f— Se  confirma  |a  negativa  del  Goberpador  de  la  proWnjCJa 
de  Toledo  eu  la  autorización  solicítala  por  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Orgaz  para  procesar  á  10  Alcaldes  de 
aquel  partklo  judicial.  423 

178  Adtobizácion (6  deialiode  1867i).—L«s<ofW5.— Sé  confir- 
ma la  negativa  del  üobernador  de  la  provincia  de  Navarra 
en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  deiprímera  instan- 
cia de  Pamplona  para  procesar  á  D.  Tomás  Hdrco  y  D.  Juan 
Alvarez^Iuspector  y  Oficial  respectivamente  de  vigilancia.      424 

179  AoToaiZACion  (6  de  julio  de  1867.).— Fate«da(l.-*Sé  conce- 
de la  autorización  eu  cuanto  á  D.  Domingo  Abad,  Secreta- 
rio del  Ayuntamiento  del  pueblo  de  Milagros,  y  se  confirma 
la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Burgos  res- 
pecto ai  Alcalde  de  dicho  pueblo,  D.  Paulino  Moral,  en  la 
solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Aranda  de 
Duero,  para  procesarles.  .  421 

180  Competencia  (12  de  julio  de  iS&l.).^ Aprovechamiento  de 
maderas.— Se  decide  á  favor  de  la  Admiois'tracion  la  com- 
petencia suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de 
Canarias  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Guia,  con  moti* 
vo  de  la  deouDcia  presentada  por  D.  Gregorio  Gutiérrez 
contra  Pedro,  Antonio  v  Francisco  González,  que  habían 
aprovechado  unos  pinos  derribados  por  el  viento  en  el  cor- 
tijo de  Tauro.  427 

181  Competencia  (12  de  julio  de  1867.).— Corta  y  carboneo-  en 
un  monte.—Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  com- 
petencia suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de 
Burgos  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Miranda  de  Ebro, 
con  motivo  del  interdicto  presentado  á  nombre  de  D.  Beni- 
to Ángulo  contra  Gregorio  Orqueta  y  otros  vecinos  de  Ba- 
jauri. 

182  Competencia  (18  de  julio  de  1867.).— Papo  de  las  ^ensio^ 
nes  de  un  censo. ^-S^i  decide  á  favor  de  lá  aültoridad  judicial 
la  competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provin- 
cia de  Zaragoza  y  el  Juez  de  Hacienda  de  la  capital ,  con 
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motivo  defá  dcfnModa  presentada  per  ios  pttroeés  dél^t||É^ 
do  pío  fundado  por  la  Mar(|uesa  de  Gíronefla  contara  elVre^ 
agente  y  Junta ^Jel  estabjecimiento  de  Camarera.  '   ;     43i 

183  C2miPBTBife»L^20  de  joftio  de  4867.).-— P6rt«nefiet>^iíteoá 
árMes.—Sñ  decide  á  favor  de  la  Administración  la  compe^ 
tencia  suscitada  eotre  el  Gobernador  de  la  provincia  de 
Madrid  y  el  Juez  de  primera  iostancia  de  Colmenar  Viejo, 
con  motivo  de  la  de  menor  cuantía  entablada  por  el  lúte^r 
dente  de  la  Real  Casa  y  Patrimonio  contra  el  Ayuntamféi'Dtp 

del  Escorial.  433 

184  Gomktbucia  (21  de  julio  de  \Sñ7,),-^Iníerdieto  de  obra 
ntietMs.—Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  com- 
petencia suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de 
Albacete  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Chinchilla,  con 
motivo  del  interdicto  presentado  por  Doña  Josefa  Knñez 
Robres  contra  Pedro  NuBez.  435 

i8S  GoMPBTBNCiA  (21  de  juUo  de  1867.). — Roza  y  corta  de  ár- 
6o/ei.— Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  compe- 
tencia suscitada  eotre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Guar 
dalajara  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Tamajon,  con 
motivo  del  interdicto  presentado  por  0.  Segundo  Colmena- 
res contra  varios  vecinos  de  Colmenar  y  Cabida.  436 

186  Competencia  (21  de  julio  de  1867.). — Exacciones  üegales, 
—Se  declara  mal  formada,  y  que  no  há  debido  suscitarse,  la 
e^mpetencia  en  tablada  «ntre  el  Gobernador  de  la  prcMNaeia 
de  Burgos  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Briviesca,  can 
motivo  de  la  deouncia  presentada  por  Lorenzo  Alonso  con- 
tra el  Alcalde,  Teniente  de  Alcalde  y  Secretario  del  Ayun- 
miento  de  Carcedo.  440 

187  Autorización  (15  de  julio  de  1867.). — Arrogación  de  alrim 
bucUmes. — Se  confirma  la  negativa  del  Gobernador  de  la 

Provincia  de  Canarias,  en  la  autorización  solicitada  por  el 
uez  de  primera  instancia  de  Arrecife  para  procesar  al 
Ayuntamiento  de  Teguise.  442 

188  Autorización  (19  de  julio  de  {Sdl,).-^MalversacioH  de 
fondos  municipales,— Se  confirma  la  negativa  del  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Santaoder  en  la  autorización  solici- 
tada por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Tórrela  vega  para 
procesar  i  los  individuos  que  compusieron  el  Ayuntamiento 
deSantillana  en  1865.  444 

189  Autorización  (22  de  julio  de  1867.). — Detención  arbitraria. 
— Se  declara  innecesaria  la  autorización  del  Gobernador  de 
la  proviocia  de  Castellón  al  Juez  de  primera  instancia  de  la 
capital  para  procesar  á  D.  Bautista  Beltran,  Alcalde  de  Al- 
roazora.  <      446 


Digitized  by 


Google 


SBMTIMGUS  Y  DEGIS10I!|i^  AIL  CONSEJO  DK  ESTADO.       8tf 

IfOrntro  ,..-:u 

^■flleTaea  .      ... 

/)(»plo«^4iii4nofi/6.*->Se  decide  á  favor  ae  la  AdmiDifitrar 
clon  la  comp^tMieia  «uscitada  entre  el  Ooberoaidor  de  la  pro- 
vincia de  Jaén  y  el  Juez  de  primera  iostancia  de  Segara  de 
ln  Sierra^  icoo  motiv^de  los  procediflaíeD^>8  hieoados  por  ée^ 
«uieia'daios  gatrdaa  de  montas  de  Siles eontra  Ángel  Fuen- 
tes y  otro8«  447 

i9l  GoMPEtcifciA  (21  de  julio  de  {Sñl,),^Reoonócimiento  de  un 
eenso  y  pago  de  sui  réditos, --^Se  4ecide  á  favor  de  la  auto '- 
rídad  judicial  la  eompeteocia  suscitada  entre  el  Gobernador 
de  la  provincia  de  Falencia  y  el  Juez  de  primera  instancia  de 
Gervera  de  RioPísoerga,  con  motivo  de  la  denuinda  presen- 
tada por  D.  Manuel  de  la  Rasilla  contra  el  C2oncejo  y  vecinos 
éeGerora.  448 

192  Autorización  (23  de  julio  de  1 867.). — Lesiones. — Se  couQr- 
ma  la  negativa  del  Gobernador  de  4a  provincia  de  Cádiz  en 
bt  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instan* 
oía  del  Puerto  de  Santa  María  para  procesar  al  sereno  José 
Romo.  *  450 

193  Aütorízaciom  (23  de  julio  de  i^ñl,),— Falsedad, — Se  confir- 
ma la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Haelva  en 
la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia 
de  Aracena  para  procesar  á  D.  Rafael  Garda,  O.  José  Ma- 
yorgas  y  D.  José  Rafael  Lebrija,  Alcaldes  y  Secretario  de  Ara- 
cena  en  los  años  de  1859  á  186 i.  451 

194  AnTOtiiaACioN(23  de  julio  de  1867.).— .tfti7«?0rsacton  de  foñ' 
dos. ^Detención  ilegaLS%  concede  la  autorízaeíon  en 
cuanto  al  delito  de  inatversacion  y  se  declara  innecesaria 
respecto  del  de  detención  ilegal,  en  la  solicitada  del  Gober- 
nador de  la  provincia  de  Canarias  por  el  Juez  de  primera 
inatancia  de  Santa  Cruz  de  las  Palmas  para  procesar  á 
don  José  Antonio  Hernández  y  Rodríguez,  Alcalde  de  Pun- 
tallana.  453 

195  AoTORiZACiON  (23  de  julio  de  1867.).— Lesione*.— Se  confir- 
ma la  negativa  del  Gaberoador  de  la  provincia  de  Burgos  en 
la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  Hacienda  de  la 
misma  provincia  para  procesar  á  D.  Zenon  Cuevas,  sar« 
gento  especial  del  Resguardo  de  Sales  en  Poza.  454 

196  Autorización  (23  de  julio  de  1S67.). — Foísedad.— Se  con- 
firma la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Badajoz 
en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instan- 
cia de  Herrera  del  Duque  para  procesar  á  D.  Narcis(»  Gonzá- 
lez y  D.  Manuel  Valmorisco,  Teniente  de  Alcalde  el  primero 
y  Secretarío  el  segundo  que  fueron  del  Ayuntamiento  de 
Valdecaballeros.  456 

197|CoMPBTEriciA(25  de  julio  de  \9ñl.).— Embargo  par^  pago 
TOMO  Tn.  ^Jurisprudencia  administrativa.  86 
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qi»na^a  <tebi4o  sosoitorse  la  oempeieioia  «i4abM«^ii« 
iré  el  GetoiMNlorde  It  pi^oTiaeii  da  Cáeeim  y  ,«t  lyex  4e 
primera  íqsUDGia  de  Gtfanadtttey  «od  fnotívad^  las  ditU 
geocias  criiDÍDales  incoadas  á  ooDsecuencia  de  la  <]aeretla 
cMa^a  por  D*  JoséPeráz  ooid^a  D.  9éiix  Kpmdni'ikkMté 
deAceitUDa.  -^  -     -  457 

i  98  CoMi«TSNeiA.(254le  jalío  de  lS67.).--líafDef5a<»oii  defm^ 
do^.-^Se  decíais  mal  formada  y  aue  oo  ba  debido  suscitarse 
Ja  icompeteocia  entablada  entre  el  Gobernador  de  la  provin- 
cia de  Zaragoza  y  el  Juez  de  primera  instaúcia  de  Daroca, 
OOD  motite  de  las  diligencias  crimínale»  incoadas  á  ooBse^ 
OMeneia:  de  la  denuncia  del  Alcaide  de  Villadoz  contra  los 
individuos  que  babian  compuesto  aquel  Ayuntamiento  en  ios^ 
anos  de  i855  á  1856  y  1859  á  1860.   _  45» 

i99  SmTmcu  (i4  de  mayo  de  l867.)^-*£b90ne«oii  de  la  4$$" 

omoHúaetOfi.— Se  confirma  la  fteal  orden  de  30  4e  marzos 

de  i86$^  redamada  porP.  Joan  Dominga  de  Arana,  como 

'  Director  y  Administrador  del  Colegie  de  Dtmcellas  Nobles  de 

Toledo.  ,,  461 

200  SEifTBNCiA  (20  de  mayo  de  1867.).— i^^cepcíot^  de  la  deS" 
amortización. -^Se  absuelve  i  la  Administración  de  la  de- 
nianda  eotablada  por  el  Ayuntamiento  de  Gori^  del  Rio,  pro^ 
víncja  de  Sevilla,  contra  la  Real  orden  da  15  de  febeero  de 
1866,  y  se  confirma  ésta.  464 

201  SkntbnciaCU  demavode  1867.)»— C/l0  ie^  un  eammo.r^ 
Se  declara  nulo  todo  lo  actuado  ante  el  Consejo  provincial 
de  Zamora  en  el  pleito  entre  el  Ayuntamiento  de  Fuentes- 
preadas  y  D.  Ramón  Rodríguez,  y  se  deja  en  su  fuerza  la 
providencia  del  Gobernador.     >  467 

202  Sentencia  (14  de  mayo  de  1867.). — Aprovechamiento  d$ 
a^uas.— Se  con  firma  la  sentencia  dictada  por  el  Consejo  pro- 
vincial de  Navarra  en  el  pleito  seguido  entre  el  Ayunta- 
miento de  Tudela  y  la  Sociedad  investigadora  de  aguas  de 
Cintruénígo.  469 

203  Sentencia  (20  de  mayo  de  1867.).— ián^tiedod  en  un  em- 
pleo.— Se  dejan  sin  efecto  las  Reales  órdenes  de  13  de  oc- 
tubre de  1865  y  18  de  abril  de  1866  reclamadas  por  Don 
Joaquin  Gutiérrez  de  Rubalcava.  474 

204  Sentencia  (30  de  mayo  de  1867.).— Cíulufídad  de  una 
mina.-^Se  confirma  en  todas  sus  partes  la  sentencia  dd 
Consejo  provÍDcial  de  Almería  en  el  pleito  seguido  entre  la 
Sociedad  especial  minera  denominada  San  Rogendú  y  Don 
Juan  Correa  y  Bú/gos.  481 

205  CoMPETENGiA  (3  de  agosto  de  1867.). — Imjooemon  de  mulla 
á  unos  arUll^oe  por  escándah.-^Se  declara  mal  formada» 
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\y  ^^  édhá  kigtré  decidirla^  h  competcftft^a  »us)cít<^aí^emre 
el  Goberaadét  íMh' provincia  de  Tdfedo  y  tñi  Juez  prítatlfo 
<d^  ArtHleiia,  con ifiotiTO  deílá  motta  infpaesta  por  aqner^ 
unos  artilleros  qú»  hablan  promovido  an  escándalo.  48^ 

206  Omibbt^cia  (3  de  agosto  de  i867.)* — Interdicto  de  o(ra 
nuéva.^Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  com- 

fieteneia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  do 
a  Goruña  y  el  Juez  de  primera  itíktancía  de  ferrol,  con 
motivo  del  interdicto  presentado  por  D.  Femando  Alvarez 
VaJIarino  y  otros  contra  Doña  María  Saavedra.  •  ^  487 

207  Sentencia  (30  de  mayo  de  {SQl.). -^Derecho  al  dominio  úUl 
de  unos  fincas, — Se  absuelve  á  la  Administración  déla  de«> 
mauda  entablada  por  D.  Juan  Alonso  contra  la  Real  orden 

de  20  de  junio  de  1 861,  y  se  conGrroa  ésta.  48<^ 

208  SENTENCIARIO  de  jonfo  do  iSñl.).'-^Detécho  á  haber  pasi- 
vo.-^Mejora  de  clasificación. — Sé  deidí  sin  efecto  la  Real 
orden  de  28  de  julio  de  1860  reclamada  por  D.  Manuel  Diaz 
Arens,  mandando  que' vuelva  el  espediente  al  Ministerio  para 

la  resolución  que  corresponda.  49i 

209  AuToaizACioN  (1."  de  agosto  de  i  S^l.). -^Restablecimiento 
de  una  via  de  apartadero, — Se  niega  la  autorización  solici- 
tada por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  para  procesar  á 
Don  Santiago  L.  Dupuy,  6obernado|^  de  la  provincia  de  Má* 

laga.  .49$ 

210  AuTORiZAaoN  (13  de  agosto  de  1867*).— Leonés. —Se  con- 
firma la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Navarra 
en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instancia 
de  Tudela  para  procesar  á  los  guardas  municipales  de  cam- 
po de  la  ciudad  de  Cascante,  Manuel  Guerra  y  Gregorio  Za« 
pater.  ,  495 

211  Autorización  (13  de  agosto  de  1867.).— Lesíones.-^Se  con- 
firma la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Bada- 
joz en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  la  capital  para  procesar  á  los  vigilantes  Pedro  Cor- 
rales y  Alonso  Martin  Carrion.  49ft 

212  Sentencia  (10  de  junio  de  1867.). — Nulidad  de  unos  rema» 
tes. — Se  deja  sin  efecto  la  Real  orden  de  28  de  abril  de  1865 
reclamada  por  D.  Baldomero  Gangoso  y  los  hijos  y  herederos 

de  D.  José  Movilia.  497 

213  Sbntencu  (16  de  junio  de  1867.),--Pa¿o  del  subsidio  con- 
respondiente  á  ciertos  productos, —Se  declara  nulo  todo  lo 
actuado  ante  el  Consejo  de  Administración  de  la  Isla  de 
Puerto  Rico,  en  el  pleito  seguido  entre  la  Administración  y 
D.  Julián  Blanco  y  otros  hacendados  del  partido  de  Guaya* 

ma,  en  dicha  isla.  501 
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re$e$i^  Adquisición  por  el  Estado  d&parios  efecto»  iobran^ 
Us  d€  iifir  suministfOi-^  wm^am^t^u  parto*  s  mi  pacto  m 
revoca,  la  Real  órdende  9  de  aBttttmtiM  4*  18115  recUnftdA 
por  D.  Maouel  de  la  Paliza.  503 

215  Sentencia  (16  de  juoío  de  1867.)« — Exención  de  ta  desa» 
mortizaci'n.— Reparto  de  (terríi*,— Se  deja  aío  efecto  U 
Real  orden  de  26  die  agosto  de  1$66«  recúnuida  por  tartos 
yecíDOs  det  puel^o  de  AJba^  proviocia  de  Teroel.  507 

916  Sentencia  (17  de  junio  de  Í9(fl\).^ Arrendamiento  de  una 
almadraba. — Se  absuelve  á  la  Admíaistracioo  de  la  deman- 
da entabfada  por  D.  Antonio  Cortina  Bustamante  contra  la 
Real  órdeo  de  1 1  de  diciembre  de  1 865,  y  se  edafírma  ésta.      51 0 

'  217  SBNTENaA  (16  de  innío  de  r867.).  —/utilidad  del  léemate  de 
unos  terrenos, -^Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  de* 
manda  anublada  por  D.  Manuel  López  Poga  contra  ta  Reial 
orden  de  28  ^  abril  de  1865,  y  ae  confirma  óata.  512 

218  Sentencia  (16  de  junio  de  {S&lX— Defraudación  ddsubr 
sidio  industriat.Se  confirma  la  sentencia  dictada  por  el 
Consto  províAdal  deT<oledo,  en  el  pleito  seguido  ejitre  h 
Hacienda  pública  y  D.  Claro  Romo.  515 

219  Sentencia  (17  de  junio  de  1867.)— ^actuciddd  de  una  mi* 
na.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  ta  demanda  enta- 
blada por  la  Sociedad  especial  minera  Fusión  carbonífera  y 
metalífera  de  Belmez  y,  Sspiel  contra  ift  Real  ór^ti  de  4  de 
diciembre  de  1863,  y  se  confirma  ésta.  511 

220  Sentencia  (30  de  junio  de   1867.).—Cofw(niC(Jton  de  unos    - 
puentes. — Se  declara  improcedente  el  recurso  de  revisión 
interpuesto  contra  el  Real  decreto  sentencia  de  22  de  octu- 
bre de  1866  por  la  sociedad  anóuima  del  Canal  de  UrgeL         519 

221  ^NTBNCiA  (30  de  junio  de  1867.).— Z)er«c/ioy  á  un  monte» 
—Se  deja  sin  efecto  la  Real  orden  de  II  de  julio  de  1863, 
reclamada  por  el  Ayuntamiento  del  Valle  de  Salazar,  pro- 
vincia de  Navarra.  "  521 

222  Sbntbncu  (30  de  junio  de  1867.).— dominio  útil  de  unas 
íwrnw.— Se  deja  sin'  efecto  la  Real  orden  de  12  dé  octubre 

de  1865,  reclamada  por  D.  Pedro  Sánchez  de  Vega.  524 

223  Sentenda  (30  de  junio  de  1  HQl.), —Derecho  al  dominio  útü 
de  unos  terrenos.-^^e  absuelve  á  la  Administración  de  la 
demanda  entablada  por  D  Francisco  Vázquez  y  Lanzan 
«contra  la  Real  orden  de  18  de  octubre  de  1864,  y  se  confir- 
ma ésta,  527 

224  Sentencia  (30  de  junio  de  1867.— i46ono  de  servicios. -Sq 
absuelve  ¿  la  Administración  de  la  demanda  entablada  por 
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D.  Joa<{ain  Adriaeosens  contra  h  Real  órdeH  de  120  de  agostó^ 

de  i  806,;  se  confirma  ésta.  530 

225  SbütUmcu  (30  de  janio  de  \%^7.).^Señalamientó  dé  haber 
paaft}OJ*-*-Se  absuelve  á  la  AtimiiiistracioQ  de  la  demanda 
entablada  por  D.  José  Antonio  Gabarro  y  Bassa  contra  la 

Real  orden  de  8  de  junio  de  1866,  y  se  confirma  ésta.  532 

226  SBNTEwnA  (30  de  junio  de  \Sñl .).^ indemnización  deper^i 
jtitojoa.— Se  confirma  en  parte ,  y  en  parte  se  revoca,  la 
sentencia  del  Consejo  provincial  de  Madrid  en  el  pleito  entre 
la  compañía  de  loa  ferro-carriles  del  Norte  de  EsfMuía  y  Don  ^ 
Pablo  Gs^yetano  Gíppiüi.  534 

227  Sentencia  (30  de  junio  de  {H(í7,),'^UejQra  de  pensión,-- 
Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  entablada 
por  Doña  Juana  de  Seiias  contra  la  Real  orden  de  S  4e  ju^ 

nio  de  18^5,. y  se  confirma  ésta.  545 

228  Autorización  (30  de  setiembr»  de  i867.).— Leaíone*.— Sé 
confirma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  provmcía  de  Ba- 
dajoz en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera 
instancia  de  Mérida  para  procesar  á  Mateo  Delgado,  guarda 
municipal.  548 

229  Sentencia  (30  de  junio  de  1867.)^— ^W/wío»  de  ladee- 
amortización  — Se  deja  sin  efecto  la  Real  orden  de  29  de 
octubre  de  1865  reclamada  por  el  Ayuntamiento  de  Monta- 
marta,  provincia  de  Zamera,  para  el  solo  efecto  de  que  re- 
poniénoose  el  espediente  al  estado  que  tenia  antes  de  dictar- 
se aquella,  pueM  cumplirse  lo  dispuesto  en  el  art.  2.°  de  la 

ley  de  1.®  de  mayo  de  4«55.  549 

230  Sentencia  (30  de  junio  de  íHQl.). ^Designación  de  los  Un- 
des  de  unas  dehesas  de  propios. — Se  declara  nulo  todo  lo 
actuado  ante  el  Consejo  provincial  de  Zaragoza  entre  la  viu- 
da é  hijos  de  D.  Joaquio  Pérez  y  el  Ayuntamiento  de  Zuera, 
y  se  manda  que  los  interesados" usen  de  su  derecho  dónde  y 
según  corresponda.  ^^^ 

234  Autorización  (25  de  octubre  de  m7,).-- Malversación  de 
caudales.— Se  confirma  la  negaiiva  del  Gobernador  de  la 
provincia  de  Pontevedra  en  la  autorización  solicitaba  por  el 
Juez  de  Hacienda  de  la  misma  para  procesar  á  D.  José  An- 
tonio Rubines,  ex-Administrador  de  Rentas  Estancadas  de  la 
Cañiza.  ^^^ 

232  Autorización  (30  de  setiembre  de  1867.).— Falsedad.— ;Se 
confirma  la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Viz- 
caya en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia  de  Durango  para  procesar  á  D.  Francisco  Antón  de 
Atucha,  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Yurré.  557 

233  Competencia  (16  de  octubre  de  1867.).— CumpWmtenío  de 
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un  eofltmto  demj^eaicm  de  agim.-^Sí^  áBdiiéi  i  fatoir^iif  ilt 
autoridad  judicial  la  competeocía  susciUdn  entra  •(  So^r» 
oador  de  la  proviocia  de  Alicaote  y  el  Juez  de  primera  ins-  \ 
taocta  de  Novelda,  con  mottvo.de  la  demanda  pi'eseoUdá^ 
nombre  de  la  Junta  directiva  dé  la  acequia  del  FdnqQt  coir- 
trá  Antonio  Soler  y  Pérez.'  559 

534  Competencia  (i6  de  octubre  de  i 867.). — Indemnización  de 
perjuicios  eausados  por  el  arraátre  áe  unas  maderas.— Sq 
declara  mal  formada  y  ({ue  uo  ha  debido  suscitarle  la  cbm* 
petencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  úe 
Lérida  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Vielta,  con  motivo 
de  la  demanda  verbal  entablada  por  Doña  Joaquina  Porta- 
les y  otro  contra  D.  Francisco  Calvete.  58 

235  CoMPBTBNciA  (16  de  octubre  de  i^QT.).—^Aprovechamien(o 
dé  agiua» — Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la 
competencia  suscitada  entre  la  Audiencia  de  Albacete  y  él 
Gobernador  de  la  provincia  de  Murcia»  con  motivo  de  Ja  da* 
manda  presentada  por  D,  Jbaé  Miñano  contra  el  heredamien* 

to  de  hacendados  de  la  acequia  de  Ulea*  562 

236  CoMPBTBMCiA  (16  de  octubre  de  iW.).-^Usurpaciende  ter- 
reno».— -Se  decide  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  compe- 
tes^ suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  León 
y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Pooferrada,  con  motivo 
del  interdicto  presentado  por  D.  Ifaiiiiel  Coadrado  y  otro 
contra  Miguel  Alvarez.  564 

237  Competencia  (i6  de  octubre  de  4867.).— iVe^oion  de  servi- 
dumbre de  paso. — Se  declara  mal  íormíeda  en  cuanto  á  un 
estremo,  y  mal  suscitada  en  cuanto  ¿  otro^  la  competencia 
suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  proviocia  de  Canarias  y 
et  Joez  de  primera  ioslaocía  de  Arrecife,  con  motivo  del 
interdicto  presentado  por  D.  Joan  Cabrera  García  contra    . 

D.  Pedro  Medina  Cabrera.  565 

238  Sentencia  (20  de  julio  de  1867.).— ^onlinto  Ú4»í.'-Se  deia 
sin  efecto  la  Real  orden  de  20  de  julio  de  1865,  reclamada 

per  D.  Mateo  López  y  D.  Fernando  Sánchez.  568 

239  AuTQiizACioN  |;i5  de  octubre  de  í867.).— uá6tiaos.— Se  con- 
firma la  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Hueiva 
en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera  instan- 
cia de  Aracena  para  procesar  á  D.  José  María  Barbudo  y  Don 
Antonio  Abad  López,  Alcalde  y  Sindico  respectivamente  de 
Alajár.  571 

240  Autorización  (15  de  octubre  de  íBQl.).^ Desobediencia  á 
laautoridad.-Sñ  confirma  la  negativa  del  Gobernador  de 
la  provincia  de  Cuenca  en  la  autorización  solicitada  por  el 
Juez  de  primera  instancia  de  la  capital  para  procesar  á  Don 
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y  i  iof  guardas  lasto  Na?arro  y  Pedro  ibrtíoez.  572 

2141    SgWTENciA  (20,  de  julio  de  iWX—Pago  dennos  ¡ 
sá^in^tüizad€^s,^S^  releva  i  la  viuda  é  híjóf  de  1 
Caopa  de  la  respoosabilldad  subsidiaria  ^ue  se,íe.íiop.U8o  eti" 
la  Real  órdeo  de  S  de  octubre  1864,  la  cual  se  déjá'l^io  efec- 
to On  esU  patte.  57S 

242  Sentencia  (26  de  julio  de  {Sú7.). ^Cumplimiento  dé  un 
contrato  de  trasporte  maHtírno.— Se  cooQrma  la  seoteut^iji 
del  Consejo  de  Ádmíoistracíoo  de  las  Islas  rilipinas  en  el 
pleito  entre  la  razón  social  Ignacio  Fernandez  de  Castro  y 
compañía  y  ía  Admínistracioí).  578 

243  Autorización  (31  de  octubre  de  iññ7. ).-Jh/ideUdad  en  (a 
custodia  de  documentos, — Sustracción  de  tos  mismos, S^ 
éoúfirma  la  -  negativa  del  Gohernaddr  de  la  pro  viuda  áe 
Cuenca  en  la  auiorízncfoD  sOtícrtada  por  el  Juet  de  primera 
Instancia  de  la  capital  para  procesar  á  D.  Bfeuterío  Gime- 
liez,  Secretario  der  Ayuntaniiento  de  Abía  de  la  Obis- 
palía. 581 

244  AvroftnACH)9i'(4  de  Dovíetnbre  de  iB61.). --Allanamiento 
iemorada.^ñ  confirma  la  negativa  del  Gobernador  de  la^^ 
provtflieta  de  Santander  ea  la  acitorhtacion  soHcttadt  por  el 
Juez  4e  primera  instancia  de  (kbaérniga  para  procesar  al 
Alcalde,  peááneo  y  portero  del  Ayaotamíento  de  Cabezón 
de  la  Sal,  O.Antonio  Muñoz,  D.  Antonio  García  y  Fernando 
Macbo.  583* 

245  Autorización  (5  de  noviembre  de  1807.).— i^a/^  dé  in$^ 
trucdon  de  diligen^s  en  ayeriguacion  del  dañp  causado  * 
en  un  monte. — Se  declara  innecesaria  la  autorización  del 
Gobernador  de  U  provincia  de  Granada  ai  Juez  de  primera 
íQStaEcia  de  Baza  para  procesar  á  D.  Luis  Antonio  Rui^, 
Alcalde  que  fué  de  COrtes  de  Baza.                                         585 

246  Competencia  (25  de  noviembre  de  1867.). — Daños  en  uua 
¡inoa-^Se  decide  á  favor  de  la  Administrecion  la  competen <• 
cía  suscitada  entre  la  Audiencia  de  Albacete  y  «1  Gobernar 
dor  de  la  provincia  de  Murcia,  con  motivo  del  interdicto 
presentado  por  D.  Santiago  López  González  Caballero  contra 

Don  Ginés  Guirao  y  D.  Joan  Montealegre.  586 

247  Sestencu  (30  de  julio  de  1867.).— iá6an(íono  de  un  con- 
.  ^rakK"^Se  absuelve  i  la  Administración  de  la  demanda  tn*^ 

terpuesta  por  D.  Antonio  Roiz  contra  la  Real  orden  de  25 

de  diciembre  de  1866,  y  se  confirma  ésta.  588 

248  Sentencia  (30  de  julio  de  1867.).— Oonsfruecton  de  una 
casa. — Se  confirma  en  su  parte  resolutiva  ia  sentencia  del 
Consejo  provincial  de  Guipúzcoa  en  el  pleito  seguido  por  el 
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249 


AuTóaiZACkoN  ({O  de  noviembre  de  1S67.).— i^o/f^Mf— ^ 
declara  ioiiecei^aria  la  autorizacioo  del  Gobernado^  de  Á 
provincia  de  Bárgos  al  Juez  de  primera  instancia. d^  Mir^^ 
da  de  E6po,  para  procesar  á  D.  Hermenegildo  Nieva,  Secr^; 
tario  que  fué  del  AyuDiamieoto  de  Santa  María  dé  nivál^t^- 
dmda.        .  -       19^ 

250  Autorización  (1 3  de  noviembre  de  1867.). — Dejtendon  orr 
bUrarifi. — Se  conñrma  la  negativa  del  Gobernador  de  la 

Jroyincia  de  Guadalajara  en  la  autorización  solicitada  ^poref 
uez  de  primera  iostaocia  de  Atíenza  para  procesar  a  üoo 
JeréiMÉio  AtíeúBái  Alcilder  de  la  fMlá  de  la  Tobffi  Sto 

251  AuToaizACiOH  (17  de  ooviembffe  de  iSQl.).'-^D$framUmo9í 
m  d  ramo  de  eQn$umas,'-Sñ  confirma  l«  oegati?a  del*G«« 
bernador  de  la.  provincia  de  Granada  en  la  autorizaeioii  so^ 
licitada  por  el  Juez  de  Hacienda  de  la  mí^ni  para  procesa» 

á  D.  Nicolás  BenavideSy  Alcalde  que  fué  de  Alhendin.  59^ 

252  CoMMTBiicu  (24  de  noviembre  da  48«7.).— F«to  tttééfué^ 
nio. — Se  dedara  mal  formada  y  que  no  ba  debido  suacttvrst 
la  competencia  entablada  ebtre  el^bemadorHde'la  provin*' 
cía  de  Jaén  y  et  Juez  de  primera  tesláMia  de  ViltacarrinO| 
con  motivo  de  la  causa  cnmiaRl  promovida  por  Antonio  Be'' 
quena  y  otros  contra  D.  Tamas  Yelasico  que  babia.  iscoadtf 
interdicto  de  despojo  contra  aquellos.  599 

253  Competencia  (25  de  noviembf^  de  iSSJ,)— Injuria  y  éd^m- 
fiw.-^Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  competen* 
cía  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  San* 
tender  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  la  capital,  con  mo^ 
tivo  de  la  querella  de  injurias  presentada  por  el  Alcaldo  del 
pueblo  de  Herrera  de  Camargo  contra  varios  vecinos  dé\ 
mismo.  COi 

254  CoMMTENCiA  (25  de  noviembre  de  \9fn .).— Servidumbre  de 
pano. — Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  competen-^ 
cía  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo 
y  el  Juez  de  primera  instancia  de  la  Pola  de  Lena,  con  mo* 
tivo  del  interdicto  presentado  por  F^rancisco  A^varez  contra 
Antonio  Fernandez.  602 

255  Competencia  (25  de  noviembre  de  4867.).— Pa^o  de  rentoi 
atrasadas  de  un  censo. — Se  decide  á  favor  de  la  autoridad 
judicial  la  competencia  suscitada  enVre  ia  Audiencia  de  la 
Goruña  y  el  Gobernador  de  la  misma  provincia,  con  motivo 
de  las  diligencias  instruidas  contra  el  Alcalde  pedáneo  de 
Toras,  por  haber  entregado  para  el  pago  de  contribatndnds 
parte  de  un  embargo  de  que  era  depositario.  604 
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264  AoTóRizücioN  (20  de  Dovíembre  de  1867.). — Abusos. — Se 
CODfirma  ta  negativa  det  Gobernador  de  la  provincia  de'Gra- 
nada  ep  la  automación  solicitada  por  el  Juez  de  primera 

^instancia  de  fzoalloz  para  procesar  á  D.  Pedro  López  y  Don 
Wenceslao  López  Ferriz,  Teniente  Alcalde  el  primero,  y 
Secretario  del  Ayuntamiento  de  Cárdelas  él  segundo.  629 

265  Autorización  (21  de  noviembre  de  1867.). — Abusos. — Se 
declara  innecesaria  la  autorización  del  Gobernador  de  la 

Sroviocia  de  Córdoba  al  Juez  de  primera  instancia  de  Posa- 
as  para  procesar  á  D.  Rafael  Reyes  y  D.  Joaquín  Aguilar, 
Teniente  Alcalde  el  primero  y  Regidor  síndico  el  segundo 
del  Ayuntamiento  de  Guadalcazar.  631 

266  SENTEPfciA  (25  de  octubre  de  1867.).— ¥c;ora  de  clasifica' 
cton.— Se  absuelve  á  la  Admiuistracion  de  la  demanda  pre- 
sentada por  D.  José  María  Zapata  contra  la  Real  orden  de  8 

áfi  octubre  de  1866,  y  se  confirma  ésta.  632 

267  Sentencia  (25  de  octubre  de  1867.). — Habiliktcion  de  una 
servidumbre  pública. — Se  revoca  la  sentencia  pronunciada 
por  el  Consejo  provincial  de  Vizcaja  en  el  pleito  entre  Don 
Mateo  Ranero  y  otros  vecinos  ds  Soscaño,  en  el  valle  de 

„  Carranza,  y  Dona  Josefa  ArtecUe;  se  manda  que  reponién- 
dose las  cosas  al  estado  que  tenían  cuando  se  interrumpió 
el  uso  de  la  servidumbre,  se  reserve  á  las  partes  su  derecho 
para  que  lo  ejerciten  ante  quien  corresponda.  634 

•  268  Autorización  (23  de  noviembre  de  1867.).— i46uso«. — Se 
confirma  la*  negativa  del  Gobernador  de  la  provincia  de 
Madrid  en  la  autorización  solicitada  por  el  Juez  de  primera 
instancia  de  Navalcarnero  para  procesará  D.  Manuel  Her- 
rera y  Santiago  Granizo,  guarda  mayor  de  montes  el  prime- 
ro^ y  guarda  local  de  Villanueva  de  la  Cañada  el  segundo.        637 

269  Autorización  (28  de  noviembre  de  1867.).— i46u5o«. — Se 
declara  innecesaria  la  autorización  del  Gobernador  de  la 
provincia  de  Ciudad-Real  al  Juez  de  primera  instancia  de 
Almodóvar  del  Campo  para  procesar  á  D.  Miguel  García 
Lozano,  Alcalde  que  fué  de  la  villa  de  Mestanza.  638 

270  Sentencia  (25  de  octubre  de  íSñT.).— Nulidad  de  lacón- 
cesión  de  un  salto  de  agua.Se  confirma  en  todas  sus  par- 
]tes  la  sentencia  del  Consejo  provincial  de  Zaragoza  en  el 
pleito  seguido  entre  Doña  María  Mausac  y  la  Administra- 
ción. 640 

271  Sentencia  (25  de  octubre  de  1867.).— i46ono  de  la  piedra 
estraida  de  una  finca  particular  para  un  ferro  carril. -^Se 
absuelve  ala  Administración  de  la  demanda  entablada  por 
la  empresa  constructora  del  ferro-carril  de  Tudela  á  Bilbao 
contra  la  Real  orden  de  22  de  abril  de  1865,  y  se  confirma 

ésta  en  su  parte  resolutiva.  643 
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272  SBNTBNaA  (25  de  oetubre  de  iSfil.).'— Devolución  de  la 
fianza  prestada  para  el  desempeño  de  un  destino  público. 
—Se  declara  qae  do  há  lugar  a  decidir  sobre  la  pretensión 
formalada  en  la  demanda  respecto  á  la  importancia  de  la 
fianza  presentada  por  D.  Francisco  Xípell»  y  se  confirma  la 
Real  orden  de  17  de  abril  de  1852.  645 

27^  Sentencia  (25  de  octubre  de  1867.).— /nd^mniJkaeion  de 
perjuicios  por  el  apresamiento  de  un  barco, — Se  deja  sin 
efecto  la  Real  6rden  de  30  de  diciembre  de  1863,  reclamada 
por  D.  José  Vidal  y  Rivas.  648 

274  Sentencia  (25  de  octubre  de  1867.).— i46ono  deservidos. 
Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta 
por  D.  Nicolás  Moral  é  Ibañez  contra  la  Real  orden  de  16  de 
noviembre  de  1866,  y  se  confirma  ésta.  651 

275  Sentencia  (25  de  octubre  de  iSiil,). -—Exención  de  la  des* 
amortización.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
manda entablada  por  D.  Benito  Ángulo  y  Quintana  contra  la 

Real  orden  de  20  de  julio  de  1865,  y  se  confirma  ésta.  ^  653 
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REPERTORIO  AlFARfiTIGO 


CUESTIONES  Y  PUNTOS   DE   DESECHO 

BBStlILTOS  POR  ÉL  CONSEJO  DB  tSftJkBO   XN  LAS  SUmilQUi 
Y  DECISIONES  CONTENIDAS  EN  ESTE  TOMO  (1). 


Abandono.— y.  Contrato,  Minas,  Hemate  y  ^ervj^s  público,s. 

Abono  de  servicios.— Ninguna  de  las  disposiciones  para  abono 
de  años  de  servicio  autoriza  en  las  clasiñcaciones  délos  em- 
pleados civiles et  tiempo  de  servicio  da  Gadeto  ttoteriar  ala 
edad  ^e  i6  año»  (SenL ,  núm.  224.<^30  de  junio  del867.).      530 

Son  dos  eosas  distintas  el  abono  de  tiempo  de  servicio  y  el 

señalamiento  de  sueldo  6  haber  pasivo  (San^r  núme- 
ro 225—30  de  junio  de  1867.).  533 

En  estas  materias  no  pueden  apreciarse  como  precedentes 

otras  resoluciones  que  las  dictadas  en  casos  análogos  á 
consulta  del  Consejo  de  Estado»  cuando  concurran  las  con- 
diciones de  identidad  y  congruencia  necesarias  (Sent,, 
námero  225.— 30  de  junio  de  1867.).  533 

Absolución  de  ia  demanda.— La  sentencia  que  espresa  y 
únicamente  contiene  la  absolución  de  la  demanda,  no  es 
posible  que  ofrezca  contrariedad  ú  oposición  en  sus  tér- 
minos» ni  que  omita  decidir  sobre  nada  de  lo  pedido  en 
aquella,  porque  la  absolución  lo  comprende  todo  cuando 
es  esplfcita  y  sin  reserva  {Sent.,  núm.  251. — 30  de  julio 
de  1867.).  617 

Ne  es  posible  que  la  sentencia  decida  sobre  lo  que  do  se 

haya  pedido,  porque  limitándose  á  absolver  de  la  deman- 
da, solo  ésta  y  lo  en  ella  comprendido  es  lo  fallado,  y 
nunca  puede  hacerse  ostensiva  a  otros  puntos  ó  estremos 
que  los  que  aqueHa  contiene  (Sent,,  núm.  261."— 3Ü  de 
julio  de  1867.).  617 

V.  lAtigañte, 


(i)  En  cida  eoestioB  ó  punto  de  derecho  se  esprest  en  abreviatura  la  eompetenci»  «#•> 
ieneia  6  denegacton  de  miorizacion  en  que  ha  sido  resuelto ;  añaaiénaOSe  aaenAs  fa  fbcba, 
el  némero  qne  ileyf  «n  el  tOQO,  y  la  págj^  dopde  puede  encontfart^. 
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Abasos.— Cuando  do  hay  delito  eo  los  abusos  cometidos  por  un 
funcionario  administrativo,  siquiera  su  conducta  pueda 
y  deba  ser  objeto  de  una  severa  corrección  disciplinaria, 
no  procede  la  incoación  de  proceso,  ni  por  tanto,  la  au- 
torización para  proceder  (Aut,,  núm.  128.— i3  de  mayo 
de  1867.).  307 

Guando  el  Alcalde  no  se  faaiia  en  el  pueblo^  y  el  Teniente 

Alcalde  procede  en  equivocado  concepto  respecto  á  las 
atribuciones  que  le  son  propias,  á  abrir  la  corresponden- 
cía  oficial  y  á  principiar  la  instrucción  de  un  espediente 
gubernativo  en  averiguación  de  abusos,  intentando  es- 
tampar en  dicho  espediente  el  sello  de  la  Alcaldía,  dichos 
hechos  no  constituyen  delito  {Aut,,  núm.  264. — 20  de 
noviembre  de  1867.).  625> 

V.  Faltas. 

Acarreo  de  piedra. — V.  Carreteras. 
Aeeidente  de  in4r.— V.  Averia, 
Aeeqnia.— V.  Aguas. 

Aceqoia  de  AlmoEara.—La  Junta  de  la  acequia  de  Almoza- 
ra  tiene  atribuciones  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  la  re- 
gla 2/  de  la  Real  orden  de  4  de  diciembre  de  1859  para 
otorgar  concesiones  de  saltos  de  agua  {Sent.,  núm  270. 
—25  de  octubre  de  1867.).  640 

No  hay  disposición  le^al  que  haga  á  los  gue  componen  él  Ca- 

pÜtUú  general  de  herederos  del  término  de  Almozara  due- 
ños de  las  aguas  ^ue  discurren  por  la  acequia  de  este 
nombre,  sino  que  únicamente  son  copartícipes  en  el  apro- 
vechamiento del  riego  y  dueños  de  la  acequia,  sin  que  por 
eso  tengan  el  derecho  de  preferencia  para  aprovechar  el 
agua  como  motor  de  industria  en  las  derivaciones  de  di- 
cha acequia  sobre  los  que  no.  sean  herederos  ó  terrate- 
nientes del  espresado  término.  En  este  concepto  la  Junta 
es  libre  para  conceder  el  aprovechamiento  de  un  salto  de 
agua  á  cualquiera  de  los  que  lo  soliciten,  si  son  varios 
(Sent.,  núm.  270.— 25  de  octubre  de  1867.).  640 

Acontecimientos  políticos.— V.  Reclamación  de  perjui^ 
dos, 

Actuaeiones.— V.  Competencia  de  jurisdicción. 

Acuerdo.— y.  Compañía  anónima  y  Junta  de  Clases  pasivas. 

Acuerdo  municipal.— Y.  Despojo  ,  Edificación ,  Posesión, 
Servidumbre  pública  y  Sesión  municipal. 

Adhesión.— V.  Fincas, 

Adición  de  obras.— V.  Obras  públicas. 

Administración  activa.— V.  Ejecución  de  sentencia. 
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AdminUtraelon  pabliea.— Niaguaa  competeacia  tieoe  ia  A.d« 
mioistracioQ  cuaDdo  no  se  trata  de  intereses  generales  de 
los  que  están  puestos  al  cuidado  y  amparo  de  la  misma. 
-^{Comp,,  nüra.  2.— 30  de  diciembre  de  186tf.)-  ^ 

Nío^uoa  competeocia  tiene  la  Admínistracioii  tratándose  da 

intereses  particulares,  pues  solo  la  correspon  le  conocer 
de  lo  relativo  á  los  que  están  puestos  bajo  el  amparo  y  pré- 
lección  de  las  autoridades  administrativas.— (óomp.,  nú- 
mero 13  —H  de  enero  de  1867.).  23 

V,  Aguas,  Bienes  nacionaleSy  Contratos,  Derechos  realeSt 

Fallos,  Leyes  adninislrativas.  Real  orden  y  Servi" 
dumbre. 

Administrador  de  Hacienda.— V.  Apremio, 

Administrador  de  Rentas. — V.  Sustracción  de  caudales, 

Adoanas.-— V.  Viajes  á  la  costa  de  África. 

Aflaniamlento. — V.  Viajes  á  la  costa  de  África,' 

Agente  administrativo. — Y.  Lesiones  y  Responsabilidad  ort« 
minal. 

Agentes. — ^V.  Recaudadores  de  contribuciones. 

Agravios.— y.  Via  contenciosa. 

Agresión  violenta. —Y.  Responsabilidad  criminal. 

Aguas. — ^Las  cuestiones  sobre  inteligencia  y  aplicación  de  unas 
ordenanzas  para  la  distribución  y  aprovechamiento  de 
aguas  públicas,  tienen  el  carácter  de  administrativas,  cor* 
respondiendo  á  las  autoridades  de  este  orden  su  decisión» 
por  ser  ellas  las  encargadas  del  régimen,  aprovechamien-  , 
to  y  repartición  de  las  aguas  públicas  y  de  la  conserva- 
cíon  del  estado  posesorio  de  ellas. ~((^mp.,  núm.  19. — 
16  de  enero  de  1867.).  33 

No  corresponde  á  la  Administración  conocer  de  derechos 

cifiles  y  privados  sobre  aguas  que  ni  son  públicas  ni  de 
común  aprovechamiento.— (C¿m/>.,  núm.   135.— 20  de 
.   mayo  de  1867.).  325 

— -  Autorizada  debidamente  la  empresa  constructora  de  i^n  canal 
para  la  derivación  de  las  aguas  de  un  río,  las  de  esta  ma- 
nera ocupadas  pierden  el  carácter  de  aguas  públicas»  y 
las  cuestiones  que  con  motivo  de  su  aprovechamiento  pue- 
dan suscitarse  entre  los  partícipes  al  referido  derecho, 
son  por  su  naturaleza  de  interés  privado  y  están  sujetas 
á  la  decisión  de  los  Tribunales  ordinarios. — {Comp,,  nú- 
mero 174.— 16  de  junio  de  1867.),  4t7 

Guando  la  cuestión  del  litigio  consiste  en  la  declaración  de 

los  respectivos  derechos  y  obligaciones  que  tienen  los  que 
utilizan  las  aguas  de  una  aceauia  sin  carácter  alguno  pú- 
blico, sino  déla  propiedad  de  los  dueños  de  ciertos  terre- 
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DOÉ,  (ficha  crrestion  es  puramente  pHvsdaf y  cfvff,  (X^ibur^e 
declaración  de  derechos  reafes.— (Comp.,  iif6m."2^.«-^16 
de  octubre  de  (867.).  56t 

Agaaa*— V.  ÁprovechamierUo$  comunes. 

Aguas  iiubtieas.— Tratándose  de  aprovechan] íento  de  aguas  pú- 
blicas, para  juzgar  si  el  que  le  tenia  concedido  se  estraíí- 
mit<$  ó  DO  de  su  derecho^  hay  que  examinar  el  acto  admi- 
DÍ3trativo  de  que  el  aprovechamiento  se  deriva  y  aplicar 
las  disposiciones  de  este  orden,  lo  cual  no  corresponde  á 
los  Tribunales  de  justicia,  y  menos  en  el  juicio  sumarisi- 
roo  de  interdicto.— (Cbmp.,  núm.  171. — 6  de  junio  de 
4867.).  41t 

< — ^  Si  el  acuef  do  de  un  Ayuntamiento  sobre  aprovechamiento  de 
aguas  públicas  adolece  de  algún  vicio,  puede  ser  reforma- 
do por  las  autoridades  superiorea  en  ei  érden  gerárquÁ^o, 
ya  en  la  vía  gubernativa,  ya  en  la  contenciosa,  ^n  su  caso 
y  lugar. — {Comp,^  núm.  \1\. — 6  de  junio  de  t887.).  412 

Aleaidle.—Los  Alcaides  de  las  cárceles  dependen  dh'ecf  amen  te 
del  Juez  del  partido  en  lo  relativo  á  la  custodia  é  incomu- 
nicación de  los  presos,  y  bajo  este  concepto  no  tes  aj« 
canza  la  garantía  ae  la  previa  autorización  establecida  i 
favor  de  los  empleados administraiiv(»s.—{iáti¿.,  núm.  i&8. 
—30  de  mayo  de  «867.).  .  _  382 

V.  Malos  tratamientos. 

Alcalde.— -Cuando  se  trata  de  dar  cumplimiento  á  la  práctica  de 
ciertas  diligencias  acordadas  por  el  Juzgado  en  causa  cri- 
minal, tiene  el  Alcalde  carácter  de  funcionario  del  orden 
judicial.— (i4uí.,  núm.  25.-22  de  enero  de  1867,).  4(( 

Para  procesar  á  los  Alcaldes  por  abusos  que  cometan  en  el 

ejercicio  de  las  funciones  que  les  corresponden  como  de- 
legados del  poder  judicial,  es  innecesaria  la  autorización. 
— (^ut.,  Dúm.  25.-22  de  enero  de  1867.).  4^ 

El  juicio  para  exanr/inar  f  juzgar  la  Conducta  de  un  Alcalde' 

cómo  autoridad  administrativa,  d<>be  entablarse  antfe  las 
autoridades  de  este  orden,  pudiendo  usar  de  su  défTiecho 
,  ante  ellas,  los  que  se  crean  perjudicados  por  Ids  providen- 
cias de  dicho  funcionario,  ya  en  la  vía  gubertí^tfva,  ya  én 
'  la  Contenciosa,  en  su  caso  y  lugar  (Cbmp.;  núm.  29.-6 
'  de  febrero  de  1667.).  '65 

— -  Enti'd  las  atribuciones  áü  tos  Alcfiíldés  se  compi^ode  la  de 
procurarla  conservación  dé  las  fíncas  y  derechas*  die  la 
comunidad  de  véciposy  corregir  las  usurpacivfnésj  ífism- 
'pre  que  sean  recién te's  y  fáciles  dtf  com probar  (CdfH^- 
íencía,  núm.  78.— 16  de  marzo  de  i8^7.')i  ^  ^77 

Los' AVcáldiís  estad* oblíí^iidosá  cuidaV'detWl¿rt(^  rthltívoá  po^ 

'  lícfa  rural  (Comp:,  núm.  132.-14  dé  mífyó  (\é  \n^.),         316 

Los  Atea  (des  obran  co'Aió  delegado^  dé'  la' '  AiimifíistWdíofi'en 

"  lok'aáUntos  gttbeí'naítivo^,  y  bajo  eSiecónCept^i^fstíptíHor 
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gárárqatjco  es  ef'Gob^rtiad^  de  la  preríbcia^  á  cuya  att0- 
ridad üDcirinbe  corregir  las  faltas  de  obediencia  á  sus  ór- 
:  '  denes  y  mandatos  cuando  éstos  hacen  relación  solo  al  des- 
pacho de  los  negocios  administrativos  (AtU.^  aúm.  163.^ 
7  de  junio  de  1867.)  39^ 

Alealdé.-^L^  crrcunstaDcia  de  obrar  un  Alcalde' en  virtud  de  man- 
dato def  Gobernador  de  la  prnívincia  en  el  hecho  criminoso 
'  qUd  se  le  impute,  se  podrá  tener  presente  al  senteneiar  la 
causa  que  se  instruya,  pero  no  al  decidírCuál  seala  atHo- 
ridad  llamada  á  entender  en  el  negocio  (Comp,,  námero 
it97.—?5  de  julio  de  1867.)  457 

Guando  un  Alcalde  obra  con  el  carácter  de  aui^iliardel  orden 

judicial,  y  falta  el  deber  de  practicar  las  diligencias  con- 
ducentes á  la  averiguación  de  los  hechos  denunciados  co- 
mo delitos,  no  le  alcanza  la  garantía  de  ^a  previa  autori- 
zación {Aut.y  DÚm.  ^45.-5  de  noviembre  de  1^67»).  585 

V.  Allanamiento  de  moradn,  Autotizaeien  para  procesar, 

Ayuntamiento,  Certificación,  Defraudación,  Detencionf 
Detención  arbitmria,  Edifioacion,  Empleado  fáun^ipal^ 
FúHas,  Providencia  administrativa,  Roturación  arbi- 
*traria>,  Traslación  de  preses  j  Visto  bueno. 

Alcalde  pedáneo. — Ni  los  Alcaldes  pedáneos  pueden  tener  se- 
cretarios, ni  to-í  Aynotíímientos  pueden  tener  mas  de'sno 
{AuL,  núm.  36.-9  de  febrero  de  i867.).  *  84 

V.  Allanamiento  de  morada. 

Alineaeion  de  calles. —La  cuestión  de  alineación  de  calles  se 
haíla  fuera  de  la  competencia  de  la  jurisdicción  con- 
tenciosa, como  materia  de  apreciación  especial,  según  la 
localidad  y  las  condiciones  de  utilidad  y  conveniencia  pú- 
blica, que  solo  es  dado  estimar  á  la  Administración  activa 
(Senl^núm,  101.— 11  de  marzo  de  1867.J.  238 

V.  Edificación. 

Allanamiento  de  morada.— El  allanamiento  de  morada  su- 
pone siempre  qne  sé  contraría  la  voluntad  del  morador  y 
además  que  se  falta  abiertamente  á  la  ley.  No  coodirrten* 
dq  fistafi  cirquDsjtaDcias,  no  hay  allaDamieQto  demorAda 
(^uL,.núm.  8.-^7  de  enero  de  1^.67.).  16 

NoGomete  delito  de  allanamiento  demorada  el  Inspector  de 

policía  que  entra  en  una  casa,  autorizado  por  la  persona 
que  la  habata,  para  cumplir  los  deberes  de  su  cargo  (Au- 
íprwACto»^  nOm.  8^-7  de  eoeijade  1867.).  16 

— .Gófpele  allanamiento  de  Morada  el  Alcalde  ó  Teniente  que 
entra  violentamente  en  una  habitación  sin  tener  que  ejer- 
:  éer  aétoalgirno  de  vigilancia  pública  para  ekqnerestnvíeia 
debidamente  autorizado.  La  eieulpacion  deque  enaqocllt 
'  ha  brtscfOQ"  vivía  ana  muerde  mar«  conducta  y  de  que  era 
un^  deber  penétraireif  la  oasa.para  ver  lo  que  en  ella  ocur- 
ría, no  son  circunstancias  bastantes  para  eximir  de  pes^ 
TOMO  Yu.  '-JurUprudencia  administrativa.  88 
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|M)DSftbilidad  por  dicho  hecbov  por  úmls  que  deban  ser 
apreciadas  eo  su  dia  por  el  Tribunal  correspondiente  (ilu- 
torizacion  núra.  56.-27  de  febrero  de  1807.).  132 

Allanamiento  de  morada.— No  delinquen  el  pedáneo  y  por* 
tero  que,  en  virtud  de  la  obedieocia  debida  á  su  superior 
gerárquico  el  Alcalde  constitucional ,  entran  en  una  casa 
a  ejecutar  una  orden  de  embargo  de  un  caballo.  Ni  tam- 
poco comete  en  este  caso  el  alianamieuto  de  morada  el 
Alcalde ,  cuando  su  orden  se  limita  á  mandar  recoger  el 
caballo  embargado  en  virtud  de  la  multa  que  legalmente 
habia  impuesto  á  su  dueño  (AuL^  núm.  244.-4  de  no- 
viembre de  1867.).  583 

Almacenista  por  mayor.— Y.  Vecindad. 

Almadrabas.— Según  el  espíritu  y  letra  del  Reglamento  de  Al- 
madrabas de  24  de  setiembre  de  i 828,  la  veda  deque 
disfruta  el  arrendatario  de  uoa  de  ellas  es  la  impuesta  á 
los  iodividuos  de  las  matrículas  en  la  zona  áque  el  arrien- 
do se  estiende,  pero  no  comprende  la  imposibilidad  ó  pro- 
hibición de  arrendar  otra  almadraba  distinta,  circuoscri* 
taá  diferentes  límites  (Sen¿..  oúm.  216. — 17  de  junio  de 
1867.).  510 

Almadrabas  de  boche. — Es  nulo  el  contrato  celebrado  para 
el  usufructo  de  la  almadraba  de  buche  en  las  costas  de 
Cádiz,  por  estar  prohibido  por  la  ley  de  14  de  junio  de 
4837*^1  uso  del  arte  de  pesca  conocido  por  ese  nombre, 
desde  la  bahía  de  Gódiz  hasta  la  isla  de  Tarifa  {Sent.,  nú- 
mero 149.— 15  de  abril  de  1837.).  358 

Aniversario  de  misas. — V.  Obra  pia. 

Apelación.— Trascurrido  el  plazo  concedido  para  mejorarla 
apelación,  sin  verificarlo,  debe  declararse  desierto  el  re- 
curso y  consentida  la  sentencia  á  la  primera  rebeldía  que 
acuse  el  apelado  (S^/ie.,  núm.  70.  —25  de  enero  de  1867. 
Sent.,  núm.  99.-22  de  febrero  de  1867.).  162  y  235 

Y»  Apelante. 

Apelante.— El  apelante  tiene  para  mejorar  la  apelación  única- 
mente el  plazo  de  dos  meses  sobre  los  diez  días  que  se  le 
conceden  para  interponerla,  y  si  no  lo  verifica  dentro 
de  ese  período  debe  declararse  desierta  la  apelación  y  con- 
sentida la  sentencia  á  la  primera  rebeldía  que  acuse  el 
apelado  {Sent.,  núm.  79.-25  de  enero  de  1867.— Sene., 
número  103.— 1 1  de  marzo  de  1867.).  179  y  244 

Apreciación  de  hechos.— La  simple  apreciación  de  un  hecho 
aun  suponiéndola  equivocada,  no  produce  contrariedad 
en  el  fallo,  la  cual  debe  hallarse  en  sus  disposiciones  para 

3UÓ  aquel  sea  procedente  (Soit.,  núm.  148.— 3  de  mayo 
el867.).  355 
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Aprenilo*— Ud  Admíoistrador  de  HaeíMi^ft'BO  es  fitpoinaélé  al  /< 
dictar  uoa  orden  de  apremio,  caando  ésta  tieoe  por  obje- 
to hacer  efectiva  UDa  oblígacioa  constitaida  á  niTor  del 
Fisco  {Áut.,  Dúm.  i35.->16  de  mayo  de  1867.).  3^2 

Aprovechamiento  de  aguas. —El  aprovecharoieoto  de  las 
aguas  de  ud  rio  y  el  decidir  si  Ia3  obras  hechas  %d  un 
molino  perjudican  ese  aprovechamiento,  son  cuestiones 
de  la  esclusiva  competencia  de  1«  Administración,  como 
materia  de  interés  general  puesta  á  su  cuidado  y  bajo  su 
dirección  (Comp.,  núm.  94.-9  de  abril  de  4867.).  218 

La  competencia  de  la  Administración  en  materia  de  aprove- 

chamiento de  aguas  está  limitada  á  decidir  sobre  el  hecho 
la  posesión  actual,  manteniendo  en  ella  á  los  que  la  tuvie- 
sen íegalmente,  quedando  reservadas  á  los  Tribunales  or- 
.dinarios  las  cuestiones  de  posesión  plenaria  y  propiedad 
{Sent,  núm.  202  —U  de  mayo  de  1867.).  469 

'—  Guando  el  pleito  sobre  que  versa  ^a  contienda  tiene  Qpr  obje- 
to la  inteligencia  y  cumplimiento  de  un  contrato  sobre  el 
aprovechamiento  de  aguas  que  están  en  el  dominio  priva- 
do, no  tienen  aplicación,  en  apoyo  de  la  competencia  ad- 
ministrativay  las  disposiciones  que  se  refieren  á  aguas 
públicas  (Comp,,  núm.  233.— 16  de  octubre  de  i867.).        559 

V.  Aprovechamientos  comunes. 

Aprovechamiento  de  pastos. — Y.  Ingenieros  de  Montes, 

Aprovechamientos  comunes. —Cuando  la  cuestión  motivo 
de  la  competencia  tiene  por  objeto  determinar  él  estado 
posesorio  de  un  aprovechamiento  común,  á  las  Autorida- 
des y  Tribunales  administrativos  corresponde  conocer  de 
ella,  sin  perjuicio  de  las  acciones  que  ios  particulares 
agraviados  quieran  entablar  en  juicio  de  propiedad  ante 
los  Tribunales  ordinarios  {Comp,,  núm.  3. —30  de  diciem- 
bre de  4866.).  8 

El  determinar  la  estenslon  y  régimen  de  un  aprovechamiento 

común  de  aguas  corresponde  á  las  autoridades  adminis- 
trativas, como  materia  de  interé?;  genera!  que  no  puede 
someterse  á  la  apreciación  de  los  Tribunal  de  justicia. — 
(Comp.,  núm.  H.— H  de  enero  de  4867.).  24 

Correspondiendo  á  los  Alcaldes  y  Ayuntamientos  mantener  á 

sus  pueblos  eu  la  propiedad  y  posesión  que  tuviesen  en- 
tendido haber  estado  siempre,  no  puede  caliíicarse  de  de- 
lito el  hecho  de  entrar  en  un  terreno  á  cojer  sus  frutos, 
cuando  esto  se  hizo  previa  instrucción  de  espediente,  ci- 
tación y  audiencia  del  que  se  creyera  con  derecho  á  dicho 
terreno  y  conocimiento  de  la  autoridad  superior  de  la 
provincia.  La  circunstancia  de  haber  obtenido  el  Ayunta- 
miento autorización  del  Gobernador  para  fttígar  con  el 
que  pretendía  tener  derecho  al  terreno  en  cuestión,  prue- 
ba que  hay  fundamentos  para  supotier  que  es  del  pueblo. 
—(i4tií.,  núm  30.— 7  de  febrero  de  1867.)  67 
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Aproveellai|it«iito»  foiNssIales.— Bl  párr&fo  tv^  del  art^  i^t 
del  R^'glamentoide  17  de  mayo'de  ií<m  para  la«J6QueioD 
déla  ley  de  24  del  mismos fne# de  48^2,  se  j^etiero  úfltca- 
meole  á  las  faltas  cometidas  en  los  aprovecha>inient08  fo- 
réstales'y  venia  de  éstos  (Comp  ,  oúm.  93. — 9r  de  abril 
de  1867.).  •    n  215 

Guando  solo  se  trata  del  aproyechamieolo  foresial  hecho  por 

los  guardas  de  montes  sia  autoraacion  coi{)pc^atQ«  (iene 
entera  aplicación  el  art.  i2i  del  reglamento  de  (7  de 
mayo  de  1865,  regla  1/,  se^an  la  ciiaU  elGobernador  de 
la  provincia,  y  no  el  Juzgado,  es  el  que  debe  entender  en 
el  asunto  y  castigar  el  abuso  cometido  por  dichos  emplea- 
dos {Aut.y  núm.  268.-23  de  noviembre  de  1867.).  637 

V.  Montes. 

Arbitrio. — La  disposición  de  la  Real  orden  de  13  de  abril  de  1858, 
dictada  con  referencia  á  los  arrendamientos  de  terrenos 
del  común,  no  ^s  aplicable  cuando  se  trata  del  estableci- 
miento de  un  ligero  arbitrio  que  no  amengua  ni  interrum- 
pe^ el  aprovechamiento  de  las  producciones  naturales  de 
.  ia*t¡erra  y  viene  á  invertirse  en  bpneGcio  del  vecindario 
y  de  la  Hacienda  pública  (Sen^,  dú^i.  145."8  de  abril 
de  1867.).  34^ 

Archivo, ^\ ,  Documentos. 

Arreglo  de  la  Denda.— V.  Deuda  pública. 

Arrendamientc-^Así  como  el  arrendamiento  de  los  bienes  de 
aprovecbamienio  común  de  un  pueblo,  cuando  se  veri lica 
para  atenciones  del  vecindario,  se  hace  en  pública  subasta 
como  el  de  propios,  iguales  reglas  deben  observarse  cuan- 
do «e  arriendan  bieoes  que  disfrutan  eo  común  varios 
pueblos,  sin  que  por  esto  pierdan  su  carácter  y  naturflkte- 
za.(Swe.tiróm.>iQ2.-t.41  de,míUPao,.4ft.Wa7vV;  .  }.  rj,.         2U 

-^ —  W.Coto.  r 
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ArrcttdaHtlento  de ptol— ,**'V/ PmM^í.  (¿i-»i.  íU^  :fi^  ^»;-).-. . . 

Arreodaiiiieotofi antigoiMi.— La declaracioQ  del domf&ia iilü  t ..: 
á  favor  del  arrendatario  desde  anliguQ,  solo  procede  res- 
pecto á  las  fincas  que  desde  l800^1iatí'p¿rtétfecldD  Ctmí* '  * 
taotemente  á  .cprfM^GÍ0iie8,i^.^lab|eQtcaiQi4(íi,euyff^to*'  ,^ 
nes  se  pusieron  en  estado  de  venta  por  la  ley  de  \.*  de 
,  tóayó  de  ^85$  (Sent,,  útmí  207.-30*  de  tlia^ti«iSW.).      •«» 

I4  prueba  de  testigos  para  aoredWaifilae  selian  MeTado  des- 
dé antiguo  y  sin  ícíterrupcióa  pot  una  misnm  famílíii  en 
arrendamiento  bienes  de  dicha  tháB,  to  es  iidmlbible 
toando  do  esté  acompasada  de  algún  documento  (S^nf., 
número  201.—^  de  mayo  de  Í867.).  ...  *^^ 

-^ —  Acreditándose  que  de  antiguo  y  (ior  una  misma  fonülía  se 

'  han  llevado  en  arrendamiento  bienes  de  los  declarados  efi 

venta  por  fa  ley  de  desamortizacioh  r  y  q«e  ía  i^Dt*  que 

e%ÍUt9  se  ípagafba  úo  escedia-da  t;400'  rs.  amuilesi  há 
^at  iá  d^lawr  el  domíDí^  útil  y  derecho  áttdtiiiir^l  di- 
tecto  á  fevor  ée  dibho  arreadatar¡eí<S«ií;¿  ném.  M!^.— 
30dej«niode4867.).  •         -  524 

tfnii  dts  iaá  condiciones  para  obténel*  el  dominio  útil  de  bienes 

nacionales  arrendados  con  anterioridad  al  ano  4800.,  es 
justificar  la  éontidimcíon  DolbterrtMfiitoida  derarriaido  en 
upa  misma  fajnilia  desde  ant^  da  dicho  9po  basóla  pu- . 
blicacion  de  ia  ley  de  i  .^  de  maya  de  f 8,5o  (Seat.,  nume- 
ro 223.— 30  de  junio  de  í  867.).     .  ,  »^7 

-Bl  art.  i 3  de  la  instrucción  deii  de  Julio  de  4856  y  la  regla 

«est9  <íe  la  Real  orden  de  24  t(ei  d'ciembre  de  4860  decla- 
ran que  en  los  espedientes  que  s^  inic^f  n  para  acreditar  el 
derecho  el  dominio  útíide eata  clase  de  biene<>  es  inad^ 
mifiíble  la  prueba  de.te^tigos  ciando  no.eslá  apompa^adb 
de  algún  documen  tjo  referente  á  los  primero^  años  fiel  pre- 
se^ sigi9  (SenL,  n^Hi*  223.-3p.d^  junio  de  1867,).  527 

S^gun  lo  dispuesto  pn  4  a^t.  3.'  de  1^  fteal.Óríen  de  24  de 

de  diciembre  de  4860,  |ps  dpcumentios  p/referentes  para 
,    íicreditar  Ja  no  ¿nterrupftion  de  los  arrepd^míeo^os  ánie^ 
,  riorfs  á  4800,  en  defecto  de  loá^^ontra^tos,  son  los  recibos 
originales  del  pago  de  las  rentas.  Como  la  misma  disposi- 
ción eiíge  en  su  art,  4.*^  la  presentación  de  un  certincado 
:  de  la  porporacion  á  que  perteinecierou  los  bieneis,  dado 
con  presencia  de  los  Irbros  de  cuenta  y  razón  d^  la  mis- 
-     ma,e^  el  qu^t  se  espíese  i^  coníbri^idad^de  aquellos  con 
los  asientos,  en  el  ca^^ode  existir  alguna  discordancia  en- 
,  treiástos  y  ios  recibos,  deben  prevalecer  los  recibos  siem- 
pre que  por  otra  razón  no  sean,  impugnables  {Sent.^  nú- 
mero 238,-20  de  iulio  de  4867.),  508 
H,:  Dominio  ÚHL    ,1. 


Arrendatarid  ie  eontinnios.^ 

-V.  Cotttribueion.          -^r.  cu.»  '*  '"* 

^•KV^—  '-i-'  \ 

Arresta.— V.  Faltas. 

-<  '.-y^       \  * 
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Arriendo  de  almadralMiB.'^V.  Almadraba»* 

Arroyo.— V.  Canee. 

Aseensos. — ^Y.  Real  Armadía. 

Auto  resllta torio.— V.  Sentencia  ejecutoria . 

Autoridad  mili tar.^Las  autoridades  militares,  aunque  tengan 
jurisdicciOD  y  atribuciones  judiciales,  como  sucede  á  (os 
jefes  superiores  de  Artillería,  do  pueden  ni  con  un  carác- 
ter ni  coD  otro  suscitar  contienda  de  competencia  á  los 
Goberaadoresxi viles,  pues  solo  á  éstos  está  confiado  el 
provocarlas  á  la  autoridad  judicial.— (Comp.,  núm.  205. 
-~3de&gostode  i867.),  485 

Si  una  autoridad  militar  entiende  que  otra  administrativa 

se  escede  de  sus  propias  atribuciones  ó  invade  la  jurisdic- 
ción especial  militar,  puede  acudir  á  los  superiores  gerár- 
quicos  con  un  recurso  de  abuso  de  poder  ó  de  su  incom- 
petencia, per^  nunca  provocar  y  mantener  desagradables 
contestaciones  que  turban  la  armonía  que  debe  existir 
entre  las  autoridades  públiqas  sin  conducir  á  la  inmediata 
y  pronta  resolución  del  c'bnijicto  por  los  trámites  regula- 
res.—(Comp.,  núm.  205.-3  de  agosto  de  1867.).  485 

Aatorizaclon  para  procesar.— No  es  necesaria  la  autoriza- 
ciou  para  proceder  contra  un  Alcalde  por  hechos  cometi- 
dos no  como  tal  funcionario  administrativo,  sino  en  el  ejer- 
cicio de  las  funciones  que  le  corresponden  como  delega- 
do de  los  Jueces  de  primera  instancia.— (i4tie.,  núm.  6. — 
7  de  enero  de  !867.).  13 

No  procede  conceder  autorización  para  procesar  por  delitos 

cuya  existencia  no  está  suficientemente  justificada.— 
(Aut.y  núm.  7.-7  de  enero  de  \ 867.).  i4 

Entre  los  delitos  espresamente  esceptuados  de  la  garantía  de 

la  previa  autorización,  está  el  de  exacciones  ilegales. — 
(AuL,  núm.  10.-7  de  enero  de  1867.).  18 

- —  No  procede  conceder  autorización  para  procesar  á  una  Maes- 
tra de  niñas  por  hechos  que,  si  bien  por  la  forma  en  que 
tuvieron  lugar  pueden  mefecer  una  corrección  disciplina- 
ria, no  son  penables  con  arreglo  al  Código;  correspondien- 
do su  conocimiento  á  la  Junta  provincial  de  Instrucción 
primaria.— (i4uí.,  núm.  1 1.— 7  de  enero  de  1867.),  1^ 

No  hay  razón  para  conceder  ni  negar  autorización  |íara  proce- 
sar ínterin  no  esté  suficientemente  probada  la  existencia 
del  delito  por  el  que  se  pide  la  autorización. — (Aut.^  nú- 
mero 12.— 7  de  enero  de  1867.).  21 

Si  al  delinquir  una-  persona  no  obra  en  el  ejercicio  .de  funcio- 
nes administrativas,  es  incuestionable  que  no  le  alcanza  la 
garantía  de  la  previa  autorización.— (iiuí.,,  núm,  36.-9 
de  febrero  de  1867.).  84 

—  Cuando  el  acto  punible  por  el  que  se  procesa  aun  funcionario 
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AvealHiiéBto.^Diotada'uiia  Usblórdciii  coma  rasvlUdo  d^  an 
áTeftimieDto  eelre  It  AcliiiHiistr«qioa  ii^tíva  y  uq  p^r^co- 
Jar ,  DO  es  posible  ea  la;  vía  ceateopiosa  aítecar  ¡el  e^lado  de 
tos  derechos  q^e  por  aquel  9e  cfiearoD,  sin  eolrar  eó  el 
examen  de  cuesticoes  reservadas fáH0a  Tffjbuckalea  opíkna- 
rios  {Sent.y  núm.  1 19.— 5  de  abril  de  18«7.).  ,  285 

Avería.t-Procedieiido  de  un  accidentede  niarel  deterioró' ítel' 
cargaineuto,  debe  sufrirlo  su  dueño,  por  ser  avería  sí[n|)le, 
coa  arreglo  á  los  arts.  934  y  935  del  Código  de  Ck)mercio 
(Sent.  de  U.,  núm.  54.-29  fie  diciembre  de  4886.),  126 

V.  Capitán  de  nave. 

Ayuntamiento.— Caalqaiera  que  sea  el  derecho  or^e  puedan  te- 
ner los  Ayúolamienlos  de  dar  á  censo  una  fincan  al  ejecu- 
tar estos  actos  no  ejercen  funciones  administrativas,  sino 
que  obran  en  coocepto  de  personas  jurídicas.  Todas  lat 
cuestiones  que  puedan  suscitarse  con  motivo  de  semejan- 
tes actos,  están  sojetas  á  la  jurisdicción  ordinaria,  sin  aue 
Suedaser  aplicable  á  ellas  lo  dispuesto  en  la  R^l  orden 
e  8  de  mayo  de  4839,  por  referirse  ünicarnente  á  las  dis- 
posiciones que  dicten  los  Ayuntamientos  y  Diputaciones 
provinciales,  en  su  caso,  ejerciendo  funciones  administra- 
tivas {Comp.,  nóm.  47.-4  4  de  enero  de  4867.).  30 

En  el  caso  de  abusar  un  Ayuntamiento  de  sus  facultades,  en 

asuntos  de  propiedad  y  posesión,  no  es  por  medió  de  un 
interdicto  como  se  ha  de  juzgar  de  su  conducta,  sino 
que  én  la  vía  gubernativa  puede  coríegir.^  el  esceso^  sin 
pei^uicio  del  juicio  plenario  correspondiente  ^wé  la  parle 
agraviada  puede  promover  ante  la  ¡aoiortdad  judicial  {Com- 
petencia,  núm.  67.— 10  de  marzo  de  1867.).  *55 

Cdando  un  Ayuntamiento  y  el  Alcalde  en  representación  de 

los  Tocinos  obran  como  personas  juHdicas  y  oa  con»  cor- 
poración ni  autoridad  administrativa,  ni  sobre  asuntos  de 
este  orden,  sino  sobre  obligaciones  conlraidas  por  los  mis- 
mos á  favor  de  un  particular,  debe  conocer  dé  la  demanda 
la  jurisdiécion  ordinaria.  Esto  no  obsta  para  que  después 
de  h^cha  por  la  autoridad  judicial  la  declaracion\opóHuna 
respecto  á  la  legitimidad  dé  la  obligación,  se  compila  por 
la  Administración  lo  dispuesto  en  el  Real  decreto  de  42  de 
marzo  de  4847,  que  establece  reglas  para  hacer  eíectivos 
los  créditos  contra  los  Ayuntamientos  (Cpmp.,núm.  80.' 
—46  de  marzo  de  4867.).  180 

Según  los  arts.  4  A  5.*»  y  7.^  del  Real  decreto  de  42  de  marzo  . 

de;  4847  los  Ayuntaoaienlos  n^  pueden  ser  competidos  al 
pago  de  sus  deudas  por  los  Tribunales  ordinarios,  sino  es- 
elusivamente  por  la  Administración  de  la  manera  y  forma 
estableicidas  en  dicho  Real  decreto  (Comp.,  núm.  447. — 
45  de  abril  de  1867.).  281 

-Cuando  no.  resulta  probado  poFilivameote  que  un  Ayunta- 
miento esté  en  posesión  de  un  terreno  qne  un  particular 
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Bando.— V.  Inñustriaf  incómodas, 

BÍene8/amortlvado9.~-V.  Congregación  piadosa. 

Bienes,  «om  anales.— Es  ¡d  cuestión  a  ble,  según  el  espíritu  y 
letra  de  las  dísposícioues  vígeotes  j  la  jurisprudeDcia  es- 
tablecida; la  competencia  de  la  Admmistracioo,  en  su  caso, 
y  la  dé  la  jurisdicción  contencioso-administrativa,  cuando 
las  providencias  de  aquella  causan  estado^  para  conocer 
de  las  cuestiones  que  se  promuevan  sobre  la  posesión  de 
los  bienes  comunales,  cuando  ésta  éá  ínterninapjda  por 
^ctos  ó  usurpaciones  manifiestas  y  recientes,  sin  que^e 
entienda  por  ésto  limitada  la  de  los  Tribunales  ordinarios 
para  decidií*  acerca  de  las  cuestiones  de  propiedad^  {Sen- 
tencia,  núm.  96.-16  de  febrenode  1867.).  '  ^  225 

V<  Arrendesmiento. 

Bienes  de  aproveeliaintento  eonian,— V.  Arrendamiento 
y  Bienes  de  propios. 

Bienes  de  benefleencia. — Por  la  ley  de  1.^  de  mayo  de  1855 
se  declararoD  en  estado  de  venta  los  bienes  de  Beneficen- 
cia pública  y  ios  de  particular  indistintamente,  sin  que 
la  enajenación  tengan  otro  objeto  qué  poner  en  circula- 
ción los  bienes,  pues  la  fundación  subsiste,  debiendo  los 
patrot)Os  distribuir  las  rentas  de  las  inscripciones  de  la 
manera  dispuesta  por  el  fundador  (Sent.,  núm.  199.^U 
de  mayo  de  1867.).  461 

Bienes,  de  propios. — Vendida  como  de  Propios  una  finca  que 
no  lo  es,,  según  los  documentos  que  se  presentan,  procede 
reclamar  l£i  nulidad  de  la  venta  (3«^f.,  núm,  41.— 27, de 
diciembre  de  1866.).  95 

Del  becbo  de  haber  estado  arrendados  los  bienes  de  un  pue- 

blo y  de  haberse  pagado  de  sus  productos  el  20  por  10(>  á 
\Ja:JBripeoda,  se  deduce  que  dichos  bienes  ni  eran  comu- 
nes ni  de  aprovechamiento  gratuito;  ó  que  si  lo  fueron  en 
TOMO  VII.  ^-Jurisprudencia  administrativa.  89 
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-algáti  liempQ,  habían  perdido  ya  este  carácter;  esta  cia$e 
'^e  bienes  no  puede  ser  esceptuada  de  la  desamortización, 
pue¿  solo  se  eximen  de  ella  lo$  que  tienen  el  carácter  de 
aprovechamiento  comunal  y  ¿raiuíto  (Sent.,  núm.  130. 
—10  de  abril  de  1867.).  ^U 

Biene*  de  propios.— No  euede  dudarse  que  pertenecen  á  los 
Propios  de  unos  pueblos  los  bienes  qUe  han  de  ser  admi- 
nistrados por  una  Municipalidad  con  facultades  de  distri- 
buir sus  frutos  en  las  cosas  necesarias  á  los  vecinos ,  ó 
arrendarlos  y  arbitrarlos ,  «según  tuviera  por  conveniente 
{Sent.,u(m.  147.— i5  de  abril  de  1867.).  351 

Aun  prescindiendo  del  carácter  que  en  lo  antiguo  tuvieran 

unos  bienes,  deben  considerarse  como  de  Propios,  y  por 
tanto  comprendidos  en  las  disposiciones  de  la  ley  de  1.® 
de  mayo  de  1855,  los  que  en  los  veinte  años  anteriores  á 
ésta  se  hubiesen  arrendado  pagando  por  ellos  á  la  Hacien- 
da el  20  por  100  de  propios;  y  los  bienes  en  que  concur- 
ren estas  circunstancias  no  pueden  conceptuarse  como  de 
aproTechamiento  común  {Sent.,  núm.  147.*- 15  de  abril 
de  1867.).  352 

Cualquiera  que  fuese  el  carácter  primitivo  de  los  bienes  que 

los  pueblos  poseían  al  sancionarse  la  ley  de  l.o  de  mayo 
de  1855,  basta  que  se  hayan  arrendado  ó  arbitrado  en  ios 
veinte  años  anteriores  á  eu  publicación,  y  que  por  ello  se 
haya  pagado  á  la  Bacieoda  el  20  ó  el  5  por  100  respectí- 
van^ente,  para  que  no  pueda  declararse  la  escepcion  de  la 
venta  de  que  habla  el  caso  9."  del  art.  2.®  de  la  espresada 
ley  (SenL,  núm.  200.— 20  de  mayo  de  1867.).  464 

La  ley  de  6  de  mayo  de  1855  impone  la  obligación  de  legiti- 
mar su  propiedad  á  los  poseedores  de  terrenos  de  Propios 
repartidos  en  virtud  de  la  Real  cédula  de  1770,  decretos 
de  las  Cortes  y  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  durante  la 
guerra  de  la  Independencia,  mas  noá  los  que  poseían  di- 
ciios  terrenos  antes  de  dictarse  estas  resoluciones  {Sent., 
número  215.— 16  de  junio  de  1867.).  507 

Son  nulos  los  repartos  de  los  bienes  de  Propios  hechos  con 

posterioridad  á  la  ley  de  26  de  agosto  de  1837  {Sent.,  nú- 
mero 215.^16  de  junio  de  1867.).  507 

Cuando  no  se  acredita  que  una  finca  que  se  ha  vendido  como 

de  Propios,  en  virtud  de  la  ley  desamortizadora,  ha  estado 

{gravada  con  el  impuesto  del  20  por  100  que  debía  satis- 
ácerse  por  los  bienes  de  los  Propios  d^  los  pueblos,  ni  con 
el  5  establecido  sobre  las  arbitradas  por  los  mismos,  es 
evidente  que  aquella  linca  se  ha  calibeado  siempre  como 
de  aprovechamiento  común;  este  carácter  no  se  pierde 
porque  se  haya  arrendado  ó  vendido  tempora'lmente  al- 
guna parte  de  los  productos,  si  esto  se  ha  hecho  sin  per- 
juicio de  los  demás  aprovechamientos  que  disfrutaran  los 
vecinos  del  pueblo  {Sent,,  núm.  275.-25  de  octubre 
de  1867.).  653 
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Wene#  df  propio^.— V.  ilrrendamiento. 
9Í9nwiúe\e\tr0.^\.  Caipellanias. 
Blenep  expropiado*.— Y.  Via  contenciota, 

Biene*  nacionales. — La  reclamacíoa  gubernativa  previa  S  la 
Judicial,  tratándose  de  fincas  enajenadas  por  el  Estado, 
es  on  acto  semejante  aí  acto  conciliatorio,  y  su  falta  no 
és  motivo  suüCiente  para  fundarla  competencia  de  la 
Administracian  (Cbmp.,  núm.  !.— 29  de  diciembre  de 
1866.— Cbmp.,  núm.  28—30  de  enero  de  1867.).  1(  Y  64 

No  puede  tener  apticaciorl  tratándose  de  la  venta. de  bienes 

nacionales  lo  dispuesto  en  la  ley  de  9  de  julio  de  1835, 
que  se  refiere  únicamente  á  los  compradores  de  bienes 
vinculados  (Sent.,  núm.  38.-27  de  diciembre  de  1866.).    -.  81 

Son  nulas  las  ventas  dei)ienes  nacionales  hechas  sin  subasta 

pública;  y  el  conocimiento  de  las  cuestiones  que  sobre  es- 
to se  originen  es  de  los  Tribunales  conteucioso-adminís* 
trativos  (S«ne.,  núm.  61.— H  de  eoero  de  1867.).  148 

Una  vez  tenido  por  contrato  administrativo  el  de  enajena- 
ción de  bienes  nacionales,  y  por  actos  de  esta  clase  los 
que  se  drríjgen  á  poner  al  copfiprador  en' posesión  pacífica 
ae  lo  vendido,  hasta  que  lle^^ue  este  caso,  á  la  Adminis- 
tración corresponde  entender  en  las  cuestiones  que  con 
tal  motivo  se  promuevan  {Comp,,  núm.  137.— 20  de  mayo 
de  1867.).  $17 

•- —  Teniendo  por  objeto  un  litigio  esclarecer  cuál  es  la  finca  ven- 
úiáa  por  la  Hacienda,  es  evidente  que  se  trata  de  inter- 

f arelar  el  contrató  y  los  actos  de  la  Administración,  y  qiie 
a  cuestión  es  incidental  de  la  venta  {Comp. ,  núm.  137. 
—20  de  mayo  de  1867.).  3^ 

La  competencia  de  la  Administración  en  materia  de  bienes 

nacionales  después  de  entrar  el  comprador  en  posesión 
pacifica  de  Id  vendido,  se  limita  á  la  validez  ó  nulidad  del 
contrato,  su  interpretación,  designación  de  la  cosa  ena* 
jenada,  declaración  de  la  persona  á  quien  se  vendió  y  eje- 
cución del  mismo  contrato  (CJomp,,  núm.  138.— 20  de 
mayo  de  1867.).  329 

— —  ADODCiada  en  el  Boletín  oficial  de  Ventas  de  bienes  naciona- 
les lá  clase  y  eslenston  de  una  finca,  es  evidente  que  se 
espresa  cpn  claridad  la  cosa  objeto  de  la  venta.  La  indi- 
cación del  cultivador  que  la  llevase  en  arrendamiento  es 
una  circunstancia  puramente  accidental,  que  por  si  sola 
no  puede  ser  la  forma  propia  para  fijar  la  impiortancia  y 
estensjoo  de  qna  finca  rústica  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
én  la  instrucción  de  31  de  mayo  de  18^3  {Sent,,  número 
151.-15  de  abril  de  1867.).  36.1 

— -  Tratándose  de  bienes  nacionales,  á  la  Administración  corres- 
ponde designar  la  qosa  enajenada,  sin  que  ios  Tribunales 
ordinarios  puedan  conocer  de  los  interdictos  de  amparo 
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que  86  presenten,  ínterin  aue  por  aquella  no  se  diga  |i  el 
terreno  sobre  que  iWfs'á'  dfdió  interincto'fe^'ítí^'Sfecíd*  éT' 
que  se  vendió  como  desamortizado  (é^mip.,  í^íwi  ^Mlr^, 
i2  de  julio  de  1867.).  .    .  429 

Bienes  naeionáles.— Üóa  rez  puesto*  elcomprádbi'  d'e^  tíeúfís 

pacifica  pose8iQp.d$.la,fínjQf. 4  jdor. 
Estado  ,  cesa  la  competencia  de  la 
entender  en  las  cuestiones  quo..8e 
)  de  los  a4:tQs  del  adquíreote ,  lia)i- 
on  de  ió  enajenado,  declaraQJQU/de 
;e  véndió.r  ejecución  , del  contrato 
de  enero  de  1867.^Cbmp„  núme- 
8  4867.).  32  y     43i 

BleniHivinenlados*— ^V.  Bienes  nacionales. 
Boques.— V.  Vtajféé  á  la  costa  de  África. 

C. 
Cudete.— V.  ié6ond di sertjfcto»»  •  .< 

Cadaeí^ad.— Para  declarar  la  caducidad  de  una  mina  y  privar 
de  su  propiedad  al,  concesionario,  es  indispen8fi,t»lejqu^se 
.baile  pl^o^mente  probada  la  falta  de  labores  que  prescri- 
be la  ley  {Sent.,  núm.  120.^5  de  abril  de  1^67.)^  29f 

V.  Minas,  . 

Calicatas. —Go  jardines,  huertas  y  cualesquiera  fincas  de  rega* 
.dio,  la  falta  de  consentimiento  de  su  áueno  para  abrir  ca-  ' 
Hcatas  no  se  suple  por  el  permiso  del.  Geliéraador  (Sen- 
tenda,  num.  84. — 2/de  febrero  de  1867.).  i9f 

Calamñiá.— V. /n/uri'a. 

Caiiilnas.7-E$!esjclu3iva  atribución  de  la  >^dmínístracion  activa 
la  clasiiÍca<iiQo  de  los  caminos,  no  pudiendo  ser  este  es- 
tremo, objejto  de  discusión  y  resolución , en  vía  contencio* 
sa  (Sent,^  n^m.  98.T-22  de  feJbjrero  de  1867.)^  IZO 

Caminas  púUleoSr-rEstá  dentro  de  las  facultades  que  corres* 
pooden  á  lus  autorujades  administrativas  el  cuidar  de  la 
policía  y  vigilancia  ae  los  caminos  públicos,  my  pérasilien- 
00  que- éstos  se  intercepten  por  cerraroiento  ae  un  tem^ ' 
no  perlicuJsr(C!ompw|  núm.  4>.-^i4de  febrero  de  1867*).      i64 

Canal.— V.  ^í^a$.  '■  _ 

Cantera.^— y.  M<tleriaíe$de<  construcción^, 

Cantidad  líqihlda  «-^V.Ctlentai. 

€3apellaiiía,,— M  f^l|a  de  las  escritura^  de  fi|ndaf;i60  de  una  ciá- 
pelfanfaés'un  obstáculo  para  la  ea]¡ficacion  de  la;  nltu)*^- 
leza  de,  la  ujisrnf^  (Senp.y  ¿úm'  40,— !4t.  fí^/djcíómbr(9,.. 
dé  1866.^.  X  '  ;      '     92 

El  arti  3.'  dé  la  ley  de  H  de  julio  de  1^56,  si  bien  declaró 
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t^ompreodidas  eoire.  I09  bieoes  del  clero  todos  los  pertene* 

/^ifQO^tos  á  disfrutadojí  por  los  iodivídao3  „ó  corporacioaes 

,.  .eclosiástíca^^  esqeptuaqas  las  capellanías  colativas  de  san- 

Í;re  ó  patronatos  de  igual  naturaleza,  respetó  no  obstante 
as  disposiciones  caDÓnícas  y  el  derecho  de  los  individuos 
que  los  poseían  como  congrua,  orden^^ndp  oue^duraote  ^a         ^ 
vida  ó  mientras  no  obtuviesen  prebenda  ó  oeñefícfoecfé-''*^ 
siástíco  recibirían' ÍQScri pelones  de  renu  deJ  dfcvdQriiOlO.i. - 
Esta  disposición  legal  no  ha  sido  derogada,  ni  esta  eq  sus- 
'  'f*nsd,  niel  Convenio  publicado  én  4  de  abí-il  de  1860 liá 
introducido  en  éllá  táriaciofi  alguna  (S<?ne./DiSm.  4Q.— 
27  de  diciembre  efe  1866.).      .    '^  ^  ^í 

Capellanías  colativa^.— Al  decretarse  en  la  ley  de  H  jde,  ju- 
lio de  1856  la  enajenación  de  ios  bienes  de  las  capetlauías 
colativas,  no  se  declaró  la  valider^de  las  vebtas- erjécuta^  '■  ' 
das  con  arreglo  á  las  leyes  de  2  dé  setiembre  de  1844,  y 
que  fueron  a Duladás  en  cumplimiento  del  Real  decreto  de 
11  de  marzo  de  1843  (Sent.,  núm.  109.^11  de  marzo 
,del«67.).  i  258 

€?apltaliiacion.—V.  Cenaos.       c  ^    ,, 
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Tas  á  la  construcción  y  reparación  de  carreteras  que  ocur- 
riesen en  ío  sucesivo,  no  tienen  apncacion'al  cá^o  en  que 
se  trate  de  satisfacer  una  deuda  por  obras  ejecutadas  con 
anterioridad  y  cuyo  pago  estaba  ordenado  reiteradamente 
muchos  años  antes  de  dictarse  las  leyes  {Sent,,  núm¿^8. 
22  de  febrero  de  4867.).  230^ 

Carreleras.«-V.  Interdicto, 

Cato  fortuito.— V.  Capitán  de  nave  y  Avenida. 

f^Qee.— Los  cauces  de  los  arroyos,  rios  y  demás  corriente^  natu- 
rales y  aguas  que  por  ellos  discurran  son  del  dominio  pú- 
blico, según  la  terminante  disposición  del  art.  19  del  Real 
decreto  de  29  de  abril  de  J8t)0  {Comp.,  núm.  16.— H  de 
enero  de  i 867.).  28 

Cansa  criminal.— Cuando  el  fallo  judicial  en  una  cuusa  crimí- 
minal  no  depende  de  la  cuestión  de  que  esté  conociendo 
la  Administración^  no  puede  estimarse  previa  dicha  cues- 
tión para  el  efecto  de  suspender  el  curso  del  negocio  Cri- 
minal y  fundar  la  competencia  administrativa  {Cotnp,^ 
número  252.-24  de  noviembre  de  1867.).  .      .    59^ 

"•"^  \»  Competencia  de  juriediecion.  ;  ?      r 

CoBiOB.— Según  derecho,  no  es  ezigible  por  parte  del  acreedor 
censualista  la  redención  y  pago  de!  capital  de  los  censos 
{Sent.,  núm.  60.— 29  de  diciembre  de  1866.).  i  4T 

La  capitalización  de  \o6  censos  sobre  bienes  desamortizados 

debe  girar  necesariamente  sobré  el  tipo  de!  5  por  100  se- 
ñalado en  la  última  parte  del  art.  13  de  la  ley  oe  27  de  fe-, 
brero  de  1856,  ó  sea  el  5  por  100  del  rédito  anuo  de  aque- 
llos, conforme  á  la  terminante  disposición  de  la  Real  or- 
den de  3  de  mayo  de  1860  {Sent,,  núm.  104. — 1 1  de  mar- 
zo de  1867.).  245 

— '  No  es  exigible  según  derecho  por  parte  del  acreedor  censua- 
lista la  redención  y  pago  del  capital  de  los  censos  {Sent., 
número  104.— 11  de  marzo  de  1867.).  245 

*—  Aun  suponiendo  que  un  censo  esté  comprendido  en  las  dispo- 
siciones de  las  leyes  desamortizadoras,  para  que  corres- 
ponda á  la  autoridad  administrativa  el  conocimiento  de  la 
reclamación  de  las  pensiones  del  mismo,  es  necesario  que 
la  Hacienda  se  halle  incautada  de  él  {Comp.,  núm.  115.— 
15  de  abril  de  1867.).  27T 

• Tratándose  de  censos  enagenados  por  el  Estado  como  proce- 
dentes de  la  desamortización,  á  la  Administración  no  la 
competen  mas  atribuciones  que  la  de  respetai^y  hacer  que 
se  respete  el  estado  posesorio  que  existiese,  al  publicarse 
las  leyes  desamortizadoras  entre  el-  censualista  y  el  cen- 
satario {Sent.y  núm.  144.-15  de  abril  de  1867.).  343 

' — -  El  averiguar  á  cjuien  pertenece  el  dominio  de  unos  censos, 
como  cuestión  que  es  de  propiedad  de  derechos  reales, 
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corresponde  al  criterio  judicial,  porque  Jas  cuestiODes  de 
propiedad,  están  bajo  el  amparo  de  los  TfíbuDates  de  jus- 
ticia (Comp.,  náin.  182.— i8  de  julio  de  1867.J.  43* 

Censos. — Corresponde  á  los  Tribunales  ordinarios  el  conocimiento 
de  las  demandas  que  se  dirigen  á  obtener  el  reconoci- 
miento de  un  censo  y  el  pago  de  sus  réditos ,  puesta  que 
en  este  caso  el  objeto  del  juicio  es  la  declaración  d9,  tu)  . 
derecho  real  fundado  en  títulos  civiles  CComp,,  nüm.  Í9i. 
21  de  julio  de  1867.)-  449 

V.  Ayuntamiento  é  Hipotecas, 

Censaalisla.— V.  Censos. 

Certifieacion. — ^No  incurre  en  el  caso  previsto  ¡)or  el  art.  301 
del  Código  penal  el  Alcalde,  que  si  bien  se  niega  ó  dar  una 
oertilicacion  que  un  Regidor  le  pide  de  los  acuerdos  toma- 
dos por  el  Ayuntamiento,  no  lo  hace  arbitrariamente,  sino 
por  la  duda  de  si  estará  ó  no  facultado  para  ello:  y  esto  se 
confirma,  sí  consultando  con  el  Gobernador  de  la  provin- 
cir  lo  que  debía  hacer,  dicha  autoridad  aprueba  su  con- 
ducta censurando  el  paso  del  Regidor  (Aut.,  núm,  iOl. 
7  de  junio  de  1867.).  386 

V.  Visto  Bueno. 

Cesantía. — Y.  Haber  pasivo. 

Cesión  de  fincas  desamortizsdas.— Secun  la  instrucción 
dada  para  la  ejecución  de  la  ley  de  l.^de  mayo  de  1855, 
solo  son  eficaces  las  cesiones  de  fincas  desamortizadas 
para  librar  á  tos  compradores  de  la  responsabilidad  con- 
traída en  los  subastas,  en  cuanto  se  realizan  en  uno  de  los 
dos  tiempos  fijados  en  el  art.  103  de  dicha  Instrucción 
{Sent  y  núra.  166.— 14  de  mayo  de  1867.).  401 

— —  La  Real  orden  de  18  de  febrero  de  1860  no  alteró  lo  dispues- 
to en  la  Instrucción,  y  se  limitó  á  exigir  una  nueva  ga- 
rantía que  evitase  los  fraudes  y  abusos  á  que  se  alude  en 
la  misma  Real  orden;  ni  una  ni  otra  disposición  privan  > 

á  los  compradores  de  bienes  desamortizados  de  la  facultad 
de  cederlos  ó  venderlos,  sino  que  se  contraen  á  reservar 
al  Estado  las  acciones  que  á  todo  vendedor  competen  con- 
tra el  comprador,  que  eu  las  ventas  de  dichos  bienes  son 
tanto  mas  directas  cuanto  que  los  adquirentes  ó  compra- 
dores que  no  hacen  la  cesión  en  los  términos  fijados  en  la 
Instrucción,  otorgan  pagarés  á  plazo  fijo  y  de  cuota  deter- 
minada, que  soio  de  ellos  deben  exigirse,  sin  perjuicio  de 
la  responsabilidad  hipotecaria  á  que  las  fincas  qnedan 
siempre  sujetas  (Sent.,  núm.  166.— 14  de  mayo  dé 
1867.).      .  402 

CJeslonario.— Cuando  uno  se  presenta  en  un  pleito  como  cesio- 
nario de  otro,  es  necesario  acreditar  debidamente  la  ce- 
sión para  tener  personalidad  (Sení.,  núm.  5.— 17  de  di- 
ciembre de  1860.).  14 
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CircaáseHpcion  manfclpai.— La  desigDacíóndelacircuQS- 
crípcíoD  muQicípaf  es  de  ia  esclusiva  competeocia  áe\  la 
Administración  activa,  y  el  conocimiento  de  las  cuestio- 
nes que  «urgieran  <ie  la  operación  del  deslinde,  corres^  -■  ' 
>pondé  á  ios  Goosejos  provinciales  en  la  vía  conleneiosa 
<Sfr»t.^púm.tl64.*T«Uide  mayo  de  «8670.'  391 

Claseg; pasivas. —Aupqne  las  solíciludés  alzááddsé  contra  los 
'  acuerdos  de  la  Junta  dé  tílases  pasivas  deben  presentarse 
en  la  Secretaría  de  dicho  centro  directivo,  sin  embargo,. 
atendido  el  espíritu  del  art.  SlS  del  Real  decreto  de  24  de 
mayo  de  1850,  puede  admitirse  y<:ursaráe  lá  presentada'^'  ' 
ant^  el  Gobernado!  de  una  provincia,  si  por  residir  «1  i»-^ 
teresado  en  ella^  seieonaittnicó  el  acuerdoá  dícUo  Goberna- 
dor ^ira  queéfitelobieiera  saberfiLmÍBmOi(Seftí^;  núme- 
ro 42.-27  de  diciembre  de  1866.).  97 

^— -  Para  reclamar  de  Jas  resoluciones  de  la  Jnnta  de  Clases^pasi- 
Tasesté  señalado  el  término  de  un  mes,  en  el  art.!'i2  del 
Real  decreto  de  28  de  diciembre  de  1849;  y  traseurrido 
ve^te  plazo  oedoca  el  derecho  derect;ainár,>qnedandotírme 
la  resolución  {Sent,,  núm.  92.— 10  de  febrero  de  1867.).      214 

Trascurrido  el  plazo  de  dos  meses  que  está  concedido  pwaire-' 

clamar  contra  los  acuerdos  de  la, Ji^^l^  4e  c|af es^.^asi^f^t ; .  . ^^ 

quedan  éstos  firmes  y  ejecutorios  (Sént,^  núm.  Q7. — 16 

de  lebrero  de  1867.),     /       "         '      "^  '^ '     ^     '228 

Cuando  no  se  halla  debidaníente  justificada  en  leí  espediente 

la  fecha  en  aue  se  hizo  saber  al  interesadlo  |a'  resolución 
de  la  Junta  ae  Clases  pasivas,  no  perjudica  á  sus  derechos 
,  el  que  deje  trascurrir,  sin  reclamar  al  Ministerio,  mas 
tiempo  del  qqe  para  la  reclamación  ^sé'  baila  prefijado 
{SenL,  núm.  208.— 10  de  junio  de  1867.).  ,    491 

Ciasiflcaelen.-— V.  Caminos. 

Cobrador.— V.  Contribuciones, 

Colegio. ^Cuando  la  fundación  de  un  Colegio  de  doncellas  para 
educarlas  y  dotarlas  al  contraer  matrimonio  no  es  un  fidei- 
cooiiso  familiar  sino  una  institución  benéfica,  los  bienes 
de  su  dotación  están  com[>rendidos  en  las  disposiciones  de 
la  ley^de  1.®  de  mayo  de  1855,  por  pertenecer  Á  manos 
muertas,  y  este  carácter  no  lo  pierde  por  la  circunstancia 
de  haber  reservado  el  fundador  un  pequeño  número  ide 
plazas  para  doncellas  de  su  linaje  (Sent.^  núm.  199.-^14 
mayo  de  1867.).  461 

V.  Bienes  de  beneficencia. 

Comerciai^te  al  por  mayor. — V.  Comerciante  al  por  menor. 

Comerciante  al  por  menor. — Aunque  un  comerciante  de  te- 
las al  por  menor  venda  en  una  ocasión  aislada  algunas  pie- 
zas, esto  no  es  bastante  para  calificarte  de  almacenista  ó 
comerciante  por  mayor  cuando  su  ejercicio  habitual  con- 
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sfstéétf  Ik  veiitaál  bóf  rr 
maVzó  de  lS67.-f Sení..  nt 

mero  112.— ií  de'rúaízód 

dé mrzód{e  IW}.;;  ;.  271 

ComMoa  de  i<iiioiiaiitféi»(#«-*^-Soit'bob4riíteo8  y  ^i^afiiftos 
Jos  trabajos  de  los  Vocales  de  lai  CondistéDOs '  «mearlas 
de  la  ooQservaddD'y  mejora  de  mo^duiil^iUs^*  hislótictoe^^   — 
aftfstlcoís.--^(SeA^..  nóm.  2T4.-^25de'dcaii>r0<te  I80T.).      651 

'Compañía  anónima.— i^«qnipañ{»9  pnÓDÍous  no  {med^O'es- 
'  tender  siie^operaeioDee  tnercaiüiles  é  otras  que  lasse&a'^  - 

]%d^9  ea  4a  escrJit/ura.deJa  con^iJtucioQ  Y.aa  Ja:»tttoriza* 

eíon  supQHor  obtenida  pafa  establecerse  (Sml.^  núm.  44. 

28dedi€iefnbred|)>1869.).  101 

— {-—  EhaeMOJ^do  de  una  junta  general  de 'a<2aioBJstas,  cualquiera 

que  sea;  su  número  y  la  represea taciojn  de  acción*^  que 
.  reuna^  no  pu^de 'prevalecer  cpandoeatcontrarío  áaque- 
.  iJaSi^íi^pQsíciooes  (Sentar  nt^iin.  iil4.— 28  de  diciembre)  de 

<8«6.)..   ..         ..    ..:.  ^i.  ,  .  ,  .  I    ,05,  101 

—  Gpmo^CKis^cueDciai.de  esto  ^el)aex^gj^^e!^l  reintegrip  eifondo 
'  •  spcialde^ la  surna  invertida  ep op6|*ii^ne$> distintas 4e| las 

autorizada8{;$en¿,^.núm.!44.--28di8»4iQí^b!rade:i8^0-      ^^^ 

Compeienblá  de  JáHsdÍccton.--'Sót)DÜl!is  todas' las  aiítua- 
cíones  que  se  pr'actíqueD  por  cualquiera  de  las' autorida- 
des conten die^D tes,  una  vez  eú tablada  la  competencia. 
:(Comp:,  núm.  13.— 11  de  enei-o  de  1867.).  ,  ''  .  23 

Eií  Causas  critplnales  soló  puede  entablar  tíomjiíétencia  Ja'^d- 

ministtacion  cuando  el  castigo  del  dertto'ó  fáltala  es^Ó  re- 
servado por  la  leV ,  ó  éuaqdo  haya  que  decidir  ajgúna 
ctiestion  previa  de  índole  administra  ti  va  de  la  cual  déppn- 
da  el  fallo  (Jue  hajra  dé  pronunciarse  (Comp  ,  óúinero  15. 
1 1  de  enero  de  1807.).  ..  26 
Para  decidir  una  competencia  se  han  de  remitir  todas  las  ac- 
tuaciones sobre  el  asunto  á  la  Pi^esidencra  del  Consejo  de 
Ministros,  pues  sin  tenerlas  á  la  vista  no  sé  p'ueífe  resol- 
veí-  cotí  el  debido  conocimiento  f Comp.,  núm.  28.-50  de 
enero  de  1867.).                                             >  .  1       ^^ 

—  En  la  suslancíacion  de  las  coiitiebdas  dé- competencia  es  cir- 

cunstancia esencial  la  audiencia  del  Consejo  provincial 
{Cómp,,  núm.  49.— 21  de  febréío  dé  1807.).  115 

—  La  Cuestión  de  competencia,  como  de  interés  y  orden  públi- 

co, procede  de  olicio  en  cualquier  estado  de  Ibs  autos,  se-, 
gun  lo  reclama  la  índole  especial  de  !a  jurisdicción  con- 
tencioso administrativa  (Sent.\  núm.  iOl.—- H  de  mat'zo 
de  1867.').  239 

-^ —  No  puede  decidirse  la  cuestión  de  competencia  que,  aunque 
provocada,  no  fué  sustanciada  en'  forma  (Comp.,  oútüe-. 
to  136.-^20  de  mayo  de  1867.).  325 

TOMO  ru.'-Jumprudencia  adminütrativa.  90 
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Coiiipet<$iicl|i  de  Jar isdieeton. —-Tampoco  puede  serlo  cuan- 
do  se  incurre  en  algana  omisíod  sustancial  en  la  trami- 
tación establecida  para  los  espedientes  <le  competencia 
(Oonip.,  n6m.  136— 20  de  mayo  de  1867.).  325 

- —  Para  qiie  exista  cuestión  de  competenc^  es  circunstancia  in«« 
dispensabíe  que  dos  autoridades  de  diferente  orden  pre- 
tendan conocer,  del  mismo  9í8Uñío(Comp.f  núm.  138.— 
20  de  mayo  de.  1867.).  329 

Pendiente  el  conflicto  de  competencia  debe  suspeaderse  todo 

procedimiento  en  el  asunto»  so  pena  de  nulidad  de  cuanto 
se  actúe  después  del  requerimiento  de  inhibición  ((7omp., 
námero  170.— 6  de  junio  de  1867.y.  410 

Si  bien  los  Gobernadores  no  pueden  suscitar  contiéOdas  de 

competencia  en  los  juicios  criminales,  se  esceptúan  de 
esta  determinación  tos  casos  en  que  el  castigo  del  delito  ó 
falta  esté  reservado  por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Ad- 
ministración (Comp.,  núm.  172.— 6  de  junio  de  1867.),  414 
*  — -  Suscitar  una  cuestión  de  competencia  y  adoptar  al  mismo 
tiempo  proTidencias  en  el  asunto  es  contrario  á  la  dispo- 
cioD  del  art.  58  del  Rojglá mentó  de  25  de  setiembre  de 
1863.  El  principo  en  que  dicho  articulo  se  funda  es  apli- 
cable á  las  dos  autoridades  contendientes,  toda  vez  que 
por  él  se  determina  que  desde  el  momento  en  que  se  pone 
en  duda  la  jurisdicción  ó  atribuciones  para  entender  de 
un  asunto  por  la  provocación  de  la  competencia,  ninguna 
de  las  autoridades  que  la  cuestionan  fa  tienen  para  proce- 
der en  él  {Comp.,  núm.  185.— 21  de  julio  de  1867.).  437 

Para  que  pueda  suscitarse  competencia  en  los  juicios  crimi- 
nales por  existir  una  cuestión  previa  de  la  cual  dependa 
el  fallo  de  los  Tribunales ,  es  necesario  que  la  decisión  de 
esta  corresponda  es.clusí  va  mente  á  la  Administración,  se- 

f;un  dispone  el  párrafo  1.®  del  art.  54  del  reglamento  para 
a  ejecución  de  la  ley  de  gobierno  y  administración  de  las 
provincias  {Comp.,  núm.  197.— 25  de  julio  de  1867.).  457 
Cuando  no  son  conocidos  los  hechos  que  motivan  lo  compe- 
tencia, ni  esta  se  ha  sustanciado  en  debida  forma,  no  hay 
términos  hábiles  para  acordar  decisión  mientras  no  ten- 

§  a  estado  para  ello  (Comp.,  número  205. — 3  de  agosto 
el807.).  485 

En  las  cuestiones  de  competencia  entre  las  autoridades  judi- 
ciales y  las  administrativas  no  se  puede  tomar  en  cuenta 
la  sumisión  de  las  partes,  pprque  no  cabe  prorogar  la  ju- 
risdicción de  uno  a  otro  orden  y  son  materia  de  orden  pú- 
blico {Comp.y  núm.  235.— 16  de  octubre  de  1867.).  562 

No  existe  verdadero  conflicto  mientras  el  Gobernador  de  la 

provincia ,  en  vista  de  los  razonamientos  de  la  autoridad 
judicial  en  su  sentencia  y  del  Consejo  provincial  en  su 
dictamen,  no  insista  en  estimarse  competente  (Comp.^      565 
núm.  237.--16de  octubre  de  1867.). 

•—  No  se  hallan  en  estado  de  resolverse  las  compelencií^s  sobre 
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! faeno  insiste  ie^al  y  oportaDaroeote  el  Gob(Bmsdor.-r, .,.  , 
Comp,,jktm,  237.-16  de  octubre  de  i8$7.).  561^ 

Competencia  áe¡urí»4leelQn.-^y^Adminútramn  públiea, 
Auloriiiad  mt/tCar  y  Bienes  naeianales,  Causa  eriminal, 
Delitos,  Exacciones  ilegales,  inhibición,  interdicto,  Jui» 
eip  verbal.  Sentencia  ejecutoria  y  Sumisión, 

C#mprAilor. — Coa  arreglo  á  los  priocípíos  generales  de  derecho'  ' 

y  á  la  disposicioQ  concreta  del  art.  34  de  la  íostruccion  de  V.} 
21  de  octubre  de  1800,  dada  para  la  ejecución  del  Beal  de* 
creto  de  19  de  setiembre  de  1798 ,  que  es  la  ley  22,  títu- 
lo 5.*,  lib.  1.**,  de  la  Novísima  Becopilacion  ,  anulada  la 
venta  de  unas  Gncas  por  no  pertenecer  á  una  pfa  funda* 
cion«  debe  devolverse  al  comprador  el  precio  por  ellas  sa- 
tisfecho.—(Scní.,  núm.  154.— 11  de  mayo  de  1867.). 

Cuando  no  coosla  que  se  notificara  á  un  comprador  la  orden 

de  adjudicación  de  la  íioca  subastada^  no  puede  imputár- 
sele la  omisión  del  pago  que  es  ló  que  constituye  el  aban- 
dono.—(Sent.  ,  núm.  212.-10  de  junio  de  1867.).  498 

V.  Bienes  nacionales  y  Remate»  . 

Compra -venta  .—Y.  Remate, 

Coneesloa.— y.  Minas,  Saltos  de  agua  y  Terrenos, 

Concesionario.— y.  Ferro -carril. 

Conducción  de  maderas. — Y.  Avenida, 

Confirmación. — Y.  Sentencia, 

Confiscación  de  bienes.— No  existe  analogía  alguna  ni  por  so 
Índole,  ni  por  su  objeto,  ni  por  su  ostensión  ,  entre  la 
abolida  confiscación  de  bienes .  y  las  multas  contenidas  y 
estipuladas  en  los  contratos  de  servicios  públicos  para  el 
caso  de  no  cumplirse  ó  demorarse  su  cumplimiento  {Sen* 
tencia,  núm.  89.-7  de  febrero  de  1867.).  20^ 

Congregación  piadosa.— No  pueden  llamarse  amortizados  los 
Bienes  que  heredó  una  Congregación  piadosa,  si  el  testa- 
dor no  solo  no  prohibió  su  enajenación,  sino  que  previen- 
do el  caso  de  que  pudiera  verificarse,  indicó  fa  manera 
como  debía  hacerse  (Sent.,  núm.  55.— 30  de  diciembre 
de  1866.).  129 

Si  dichos  bienes  se  vendiesen  por  el  Estado ,  considerándolos 

incluidos  en  las  leyes  desamorlizadoras ,  se  producirla  un 
efecto  distinto  del  que  éstas  se  propusieron,  pues  sustitu- 
yéndose la  prohibición  de  enajenar  las  inscripciones  que 
en  su  conmutación  se  entregasen  á  la  libertad  establecida 
de  vender  los  bienes,  podrían  quedar  desatendidos  la  vo- 
luntad del  testador  y  los  piadosos  efectos  de  la  institución 
hereditaria  y  menoscabados  el  dominio  y  atribuciones  de 
la  Congregación  heredera  {Sent,,  núm.  55.-30  de  di- 
ciembre de  1866 ).  129 
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€oii9éfo*il)^efllAito.— ^pfo  él  Concejo  ¿le  Estaco  toca  resqlVer 
las  recia  mteóñés  á  qué  deii  lugar  las  fteafes  órdenes 
,    (iS¿nl,/!iÓBK€4.**-M  dé  enero  dtí  ÍS6tO?i   '^  .  '-^^    »^     ,r  i4» 
X.^Apfúoechamiéktos  o(mune9^  Bspropiáóion  fÓTMÉá  y  Ju- 

Consejo  provincial.— V.  Competenúa  de  jurisdicción,  áen- 
'  teútia'j  Sepndumbre.        ;  '      1u:..vk; 

C onsentimieiUo. r-rV*  Ca/taaí(i#. 

Consñtadft.-— V.\De/faurfdícíQñ.  '        ^ 
Contrarieda^^-T^V.  w46so/ucton  dtf /a  4«mafi(ia. . 

Contratista.-  Subrogándose  un  contrktísú  eii  los  derechos  áe  la 
Hacieida,  "pudo  y  dfebíd  rectámar  Ibdo  ló  que  á  ééia  se  de- 
biera, sin  que  la  Hacienda  sea  responsable  de  FoS  perjui- 
cios que  sufriera  por  la  omisión  del  Contratista  en  eáte 
pú^niOtmas  que  cuantióse  jqslífícase  que  realWiénte  no 
pudo^bbi-ar  bis  cantidades  que 'debía  haber  percibido  .en 
virtud  de  la  subrogación  (S¿ní.,'núin.  26:~20  de  di-' 
ciembre  de  4866.).  -     .   ^    .<       i.ííii*  i.        .48 

El  contratista  de  un  sfirvicio  público  que  no  ci\i?iplQ  lo  esü-  ^       ^ 

pulado  dentro  del  tlerfi^d  qiie  se  mareó;  [Jllérde  lá  Cárftftfe^  '*'  * 
que  depositó  para  tomar  p^tfte.en  4a  lteitacioQ4.qt^,4<^    . 
considerarse  como  garantía  oo  solo  de  la  proposición  sino 
también  del  cu mplhíiiento  del  coíilra'to /Sfen¿!,' nÉffñerb 
89.-7  de  febrero  de  <  867.).      .    r.    >         /      <»»   .w;i  205 

—  V.  Servicios  públicos  y  Suministros. 

*      ■  "*         •'  .  '        -  »:•  w(í   ■«  j  i. i.    *ii 

Con  trato. ---Todos  los  contratos  sobre  rentas  del  Estado  deben  en- 
tenderse celebrados  á  riesgo  y  ventura  de  cualquier  caso 
fortuito,  pensado  ó  irap^nsado,  que  sobrevenga,  después 
.  del  otorgamiemoj  por  consiguiente  no  procede  reclama- 
ción de  perjuicios  que  no  esté  dentfo  de  laa  eopdiciones 
del  contrato,  ó  que  do  se  pruebe,  que  ha  sobrevenido  por 
consecuencia  de  un  acto  adtniní'straiivo  que-dleí^  'ocásidn 
al  riesgo,  ó  disminuyese  tas  proba bi ti lia des  de  la  Ventura 
(Sent.\  nürn.  56;— 20  de  diciembre  de  Í866,J.      *  47 

Cuando  es  voluntaria  por  parte  de  la  Hacienda  publica  lá  pW- 

foga  del  contrato  Celebrado  con  6n  particular.'  lio  Jjüéde 
obligársela  contra  su  voluntad  á  que  conceda  dicha  próro- 
go,  rrl  ^or  no  acceder  á  ella  tiene  derecho  el  contratista  á 
reclamar  agravios  (Sent, ,  núm.  26.— 20  de  dicienabre 
de  Í866.).  48 

Hade  estarse  á  lo  convenido  en  el  contrato,  decidiendo  con 

'  ai*regló  á  sus  condiciones  cualquier  duda  que  sobre.su 
Cumplimiento  ocurriese  {Sent.,  núm.  3o. — ^20  de  dicie/n- 
bre  de  1866.— Sení.,  núm.  57.— 20  de  diciembre  de 
i866.).  84  y       85 

Abandonado  un  contrato  por  repetidas  demostraciones  del 

contratista  que  así  lo  signiQcan,  queda  estínguida  la  obli- 
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légffimas.  hiucho  ma^  ñ\  aqaelta  autoridad  le  á\6hl  asunto 
«n  isn  principió  él  carácter  crimlDaL  y  po  l^ay  désHúde 
pendiente  entre  el  monte  particular  oe  áué  sé  trata  y  el 
fáblicoque  con  él  confina.— (Comp.,  num.  2.^^30  4e  áV) - 
ciembrede  i866.>.  6 

Corta  de  maderas. ^El  acto  de  éorlar  y  sustraer  maderas  de 
los  montes,  bíeil  seail  del  Estado  6  de  úo  particular^  con 
ánima  de  utilizarlas,  constituye  el  delito  de  hurto  penado 
por  el  art.  436  del  Código  penal. -^Comp.,  nüm.  93.-Í-9 
de  abril  de  i867.).  216 

Correspondencia  oflcial*— V.  Abusos. 

Coto. — Un  coto  redondo  no  puede  dejar  de  ser  considerado  «orno 
una  finca  sola  y  ubica,  por  más  que  para  su  mejor  tuitivo 
esté  dividida  en  porciones,  por  consiguiente ,  tratándose 
de  una  fínca  de  esta  especie,  no  puede  menos  de  conside-  , 
rarse  el  precio  del  arriendo  en  su  totalidad ,  y  no  por  las 
porciones  en  que  se  liafle  dividida.— (Sen¿.»  núm.  141.— 
10  de  abril  de  1867.).  336 

Coto  minero.— No  estando  poblado  un  coto  minero  en  los  tér- 
minos que  la  ley  establece,  se  tiene  por  abandonado. — 
{Sent.,  núm.  86.-7  de  febrero  de  1867.).  í»8 

Créditos. — A  ios  créditos  con  carácter  de  verdadera  indemniza- 
ción de  un»  venta  válida,  realizada  con  arreglo  á  las  leyes 
de  desamortización  vigentes  en  1823,  venta  restablecida  á 
su  fuerza  y  valor  por  el  Heal  decreto  de  3  de  setiembre 
de  1835,  pero  irrealizable  por  la  naturaleza  mueble  y  fun- 
gible  de  los  bienes,  no  puede  serles  ostensivo  lo  dispuesto 
en  la  Real  orden  de  27  de  julio  do  1861,  concreta  á  los 
casos  de  nulidad  ó  escepcion  de  las  ventas  verificadas  coa 
arreglo  á  las  leyes  de  I.''  de  mayo  de  1855  y  II  de  julio 
de  1856  {Sent.,  núm.  38.-27  de  diciembre  de  1866.).  87 

No  pueden  admitirse  créditos  de  cierta  clase,  como  los  títulos 

de  la  Deuda  del  personal,  en  pago  de  un  crédito  que  pue- 
de y  debe  hacerse  efectivo  íutegrameote  en  metálico 
{SenL,  núm.  261.— 30  de  julio  de  1867.).  617 

V.  Ayuntamiento, 

Cnentas.— No  puede  atribuirse  el  carácter  de  cantidad  líquida  á 
ia  partida  aisl/ida  de  una  cuenta ,  cuando  debe  figurar 
con  las  demás  para  la  debida  compensación  y  deducir  de 
ella  el  saldo  final  liquido  en  pro  6  en  contra  (Sent,,  núme- 
ro 26.— 20  de  diciembre  de  1866.).  48 

^— -  Según  lo  dispuesto  en  los  artículos  2(4  y  216  del  Reglamento 
de  2  de  setiembre  de  1853,  el  Gobierno  está  autorizado 
para  sujetar  á  examen  y  revisión,  no  solo  las  cuentas  pei^ 
dientes,  sino  también  las  fenecidas  (Sent.,  núm.  H3.^7 
de  marzo  de  1867.).  267 

Cuentas  feneeldas.—V.  Cuentas. 
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€^neni9n  nmníeípmí^.^y:  Fondos  muniéipiiles.  '; 
Caeiit«9  p^4ienle«.-^y.  Cuentos.,  /     un.) 

Carato.— La  Real  orden  de  9  de  mayo  de  i  862  sobre  dotación  de 

los  curatos  es  de  carácter  general  (Sent.,  túm.  9i.^7 de       ^  > 
lebrero  de  1867.).  ;.       '   :,  .  Íii2 

La  Real  orden  de  M  d^  junio  de  48^8,  aclarando  y  respetan- 
do ei  Real  decreto  de  29  dé  noviembre  de  48oi,  fijó  cuá- 
les eran  las  dotaciones  inalterables  de  los  párrocos,  ó  mas 
bien  ios  individuos  qué  debían  continuar  percibiendo  las 
antiguas,  y  cuáles  los  que  estaban  sujetos  a  las  que  en  el 
último  Concordato  se  establecieron,  reduciendo  la  prime- 
ra dase  á  los  quehubieseD  tomado  posesión  de  sus  cura- 
tos antes  de  la  publicación  del  mismo  Concordato  {Sent,, 
número  91.— 7  de  febrero  de.  1807.).         .  212 

Las  dotaciones  señaladas  en  el  Concordato  á  los  párrocos  ru- 
rales no  ban  sufrido  disminución,  y  por  e^  coolrario  han  ' 
recibido  aumento  notable  por  la  Real  orden  4b  9  de  mayo 
de  1862  (Smt.^  núm.  91.— 7  de  febrero  de  1867.).  21 2 

Corso  académico.— Los  años  de  estudios  ganados  en  los  Se- 
mioarios  solo  adquieren  el  valor  de  cursos  académicos  por 
la  incorporación  que  de  ellos  se  haga  en  las  Universidades 
con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes,  no  pudiendo  por 
consiguiente  estender^^e  á  los  mismos,  mientras  no  se  m- 
corporen,  la  prohibición  de  simultaneidad  trata blecida  en 
la  ley,  que  solo  habla  de  cursos  académicos  {SenU,  núme- 
ro 43.— 27  de  diciembre  de  1806.),  90 

Faltos  ilel  carácter  de  académicos,  sin  la  incorporación,  los 

estudios  hechos  en  los  Seminarios  no  pueden  calificarse 
para  los  efectos  cívües  mas  que  como  meramente  pri- 
vados, ni  servir  de  obstáculo  á  la  validez  de  los  cursos 
académicos  legítimamente  ganados  en  las  Universidades  ' 
(Sent.,  núm.  43.— 27  de  diciembre  de  1866:).  99 


Daños. — Cuando  los  daños  ocasionados  en  un  monte  público  no 
llegan  á  1,000  escudos,  no  corresponde  á  los  Tribunales 
de  justicia  el  conocimiento  de  las  causas  que  con  tal  mo- 
tivo se  instruyan  {Áut.,  núm.  51.— 27  de  febrero  de 
1867.).  121 

V.  CapUan  de  nave.  Montes  y  Roturación  arbitraria. 

Defensa  legitiiiia.— V.  Lesiones. 

Defraudación. — No  procede  la  imj()osíciód  de  laíf  penas  estable- 
cidas cuando  no  se  halla  justificada  la  defraudación  {Sent.^ 
número218.— 16de  juniode  1867.):  Í15 

Guando  del  espediente  no  aparece  que  un  Alcalde  haya  eje- 
cutado acto  alguno  en  cooperación  dé  la  defraudación  co- 
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metida  en  los 4^,ec|ip^  efe  conifimps»  HA.pya.e^^íWjUájc- ;, 
sele  cómplice  de  nicho  delito  con  arreglo  a^art.  id  del' 
Código  penal  (Aut.,  mm^  ^^X^-fí  ú%  t^ymhm  áé     ' 

Dehesa.— *V.  AQHiraciaTi>  arN(r«r»a. 

D>éhesa  boyal.-  Están  esceptuadas  de  la  desamortización  las 
dehesas^  destinadas  en  cada  ))Uebk>!  f)^rAer  pasto  de  s¿9 
ganados  de  labor,  Bfemt>re  qué  se  soFicítare  y  probase, 
antesdeqaé  Salgan  á;lavent^;:  4ue  no  hay  otra  eo  el  pue- 
blo que  renna  Irqu^llds  círcuosta nefas,  y  que  por  las  con- 
didones  agrícolas  del  pueblo  y  el  número  de  sus  ganados 
de  labor  le  es  indispensable  tener  déhvísa  de  pasto.  Es  por 
eonsigQietiíte  nula  la  vebta  de  xsmt  linca  de  esta  clase  becha 
después  de  cumplirse  todos  los  t^quisiios  esiablecidbs  para 
solicitar  la  exención  (S^.vnúm.  95.^—45  de  febrero  de 

Al  Gobierno  toca  esclísiyamente  ia  facultad  de  fijar  la  eslen- 

sion  déla  dehesa  boyal  que  cada  pueblo  haya^  de  reserTár- 
se  de  susbiénes  para  aprovechamiento  coniun,  oyendo  al 
Av^ntamieotey  Diputación  provincial  (S€nt,,.ná|ii^,9i.^— 
i5  de  febrero  de  1861).  220 

V.  Dehesas. 

Deliloa.— A  los  Tribunales  de  Justicia  corresponde  por  re^la  ge- 
neral el  conocimiento  y  castigo  de  (os  delitos,  particular- 
mente de  ios  que  ataicen  la  propiedad,  bien  sea  individual, 
lúen  del  JSstbdo  )ó  de  corporaciones  públicas  {Comp.,  nt- 
mero424.— 21  deabir¡l43ted867.).  293 

Np  bay  delito  cuando  no  aparece  q^  hubiera  intención  de  de- 

IJDquir(^tU.ynúní).  13&.— ttdemay^de  1867,).  322 

Guando  bay  ana  cuestión  previa  de  cujta  decisión  por  la  aulo- 

riidad  iidministrativa,  ha  de  resultar  el  que  se  caiifíqua  ó    * 
•     no'dedelitorelhechocoaoetidopoj?  un  Ayuntamiento,  ín- 
terin dich^  cueition  no  se  resuelva  na  puede  i  pr.ocedense 
criminalmente  coDtra  el  Ayuntamiento  (i4ut.,  núm.  187. 
—15  de  julio  de  1867.).     ^,  443 

Cuando  existe  un  hecho  punible  y  se  duda  si  es  delito  ó  falta, 

y  si  debe  castigarse  por  leyes  comunes  ó  especiales  scjlo  la 
'  autoridad  judicial,  encargada  señala  da  meo  le  de  fa  averi- 
guación* y  castigo  de  los  áctoá  punibles,  debe  decidir  su 
clasfficlon  y  détérmjnai^  la  l'egííilaqiíjn  que  le  sea  aplicable 
,         deóti-ódtel  orden  itiáiciaÍ(C¿wií.Í'búníi.205.--3  de  agosto 

'  de  1867.).  ^,  „  .  „      485 

V.  Abusos,  Aléaí¿te\  Áutofíisáhibn  jpárd  procesar ,  Detención 

Y  Montes.  i    ..  \    '-'      f  ru-:  ,  --  ►--•• 

DeIltogc,©Mcl9f*ffi|fi».'-T-U  I^  de  proc^  sanción  per 

j)^l:.f|a¡itd  los  delitos, electorales,  úoic^ndentie  se  refiere , 

'  como  de  su  art.  15  s|^, desprende]  i  las, elecciones  para  Di- 

.  pnUdqf  á,|C^rtds  v  pipi^tadps  ¿rovjpciaLe3  [Comp.,  núnfie- 

.i*o)7J;.rr6deiunífdei867r).  .   ;,  ,     t  "     -*<♦ 
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Demanda. — Guando  en  la  demanda  do  se  combate  uña  Real  or- 
den, ni  se  acredita  que  infiera  agravio  al  recurreote,  pro- 
cede su  confirmacioD  (Sent.,  nám.  272.-25  de  octubre 
de  1867).  «U 

V.  DesisUmiento. 

Denaafeaelon — Dfbe  aprobársela  demarcación  de,  una  mina 

hecha  con  sujeción  á  las  disposiciones  legales,  que  no  se 

'    sobrepone  á  otra  pertenencia,  ni  adolece  de  defecto  que 

pueda  invahdarla  {Sent.,  número  i27.— iO  de  abril  de 

Í867.).  304 

V.  Pertenencia  minera, 

DénesAcioB  de  prueba. — ^No  existe  denegación  de  prueba  en  el 
hecho  de  no  admitir  un  documento  que  ni  aun  estaba  re- 
dactado cuando  pasó  el  término  de  prueba  {Sent.^  núme- 
ro 164.— U  de  mayo  de  <867.)*  Z9Í 

Dependiente  del  resguardo  de  sales. — V.  Lesiones, 

Depositarlo.— El  depositario  de  un  embargo  judicial  debe  res- 
ponder de  sus  actos  como  tal  df^positarío  á  la  autori- 
dad que  le  confió  el  depósito,  cota  arreglo  á  las  leyes  civi- 
les y  al  juicio  de  los  Tribunales  ordinarios  de  justicia  en- 
cargados de  aplicarlas  {Comp.y  núm.  255.-25  de  Doviem- 
bredel867.).  604 

Solo  la  autorida«i  que  nombró  un  depositario  es  la  que  puede 

apreciar  la  conducta  del  mismo  {Comp. ,  núm.  255.-25 

de  noviembre  de  1867).  604 

Dereclios.— El  simple  reconocimiento  de  un  derecho  en  la  esfe- 
ra puramente  administrativa  ,  nunca  es  un  obstáculo  que 
pueda  impedir  el  examen  de  ese  mismo  derecho  ante  los 
Tribunales  competentes ,  incoando  al  efecto  el  oportuno 
juicio  {Sent ,  num.  119.-5  de  abril  de  1867.).  285 

Solo  á  la  jurisdicion  ordinaria  corresponde  conocer  de  las 

cuestiones  que  tienen  por  objeto  determinar  los  derechos 
constituidos  por  un  particular  á  favor  de  otro  particular, 
é  interpretar  los  efectos  de  uo  contrato  privado  {Comp,, 
número  174.— 16  de  junio  de  1867.).  417 

Ocrcelios  reales.— Cesa  la  competencia  de  la  administración 
desd«  el  momento  en  que  se  promueve  un  juicio  plenario 
sobre  declaración  de  derechos  reales  (Comp.,  núm.  72. — 
10  de  marro  de  1867.).  166 

Oerlvaeion  de  aguas. — V.  Aguas, 

Desaeato.— No  hay  desacato  hacia  un  Teniente  Alcalde  por  parte 
del  Secretario  de  Ayuntamiento,  cuando  se  niega  á  entre- 
gar el  sello  de  la  Alcaldía  para  que  se  estampe  por  aquel 
en  un  documento,  fundándose  en  que  el  Teniente  Alcalde 
no  tiene  facultad  para  usar  del  sello  en  documentos  que 
el  Alcalde  no  habia  firmado  (Aut,,  núm.  264. — 20  de  no- 
viembre de  1867.).  629 
TOMO  yn.^Jurisprudencia  administrativa.               91 
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Det|iaMrtlBael«iiu— Están  6soeptaad^  de  la  desainortizafnoD 
los  edificios  destÍDAdos  al  servicio  público.  Vendida  una 
finca  de  esta  clase,  procede  declarar  la  nulidad  de  la  venta, 
toda  vez  que  la  Administración  carece  de  facultades  para 
enajenar  los  edificios  destinados  al  servicio  público  (Sent  ^ 
número  4.— i 7  de  noviembre  de  i 866.).  ^         10 

Tratándose  de  cuestiones  sobre  fincas  desamortizadas,  solo 

puede  conocer  la  Administración  de  las  querellas  que  se 
estimen  derivadas  de  la  subasta  de  dichas  fincas  {Comp.j 
número  48.— 21  de  febrero  de  1867.).  1 13 

Por  el  art.  43  de  la  ley  de  11  de  julio  de  1856  quedó  el  Go- 
bierno autorizado  para  resolver  las  dudas  que  puedan 
ocurrir  sobre  la  inteligencia  y  aplicación  de  las  leyes  de 
desamortización  (Sent,,  núm.  50.->29  de  diciembre  de 
1866.).  117 

Según  la  jurisprudencia  establecida,  sancionada  por  el  Real 

decreto  de  10  de  julio  de  1865,  los  Ayuntamientos  pue- 
den pedir  que  se  esceptúen  de  la  enajenación  las  fincas 
de  aprovechamiento  común,  siempre  que  no  se  haya  ve- 
rificado la  venta.  {Sfint.^  número  61. — 11  de  enero 
de  1867.).  141 

Por  el  art.  43  de  la  ley  de  11  de  julio  de  1856  quedó  autori- 
zado el  Gobierno  para  resolver  las  dudas  que  pudieran 
ocurrir  sobre  la  inteligencia  y  aplicación  de  las  leyes  de 
desamortización.  {Sent.^  número  104.— 11  de  marzo 
de  1867.).  245 

La  reclamación  gubernativa  previa  á  la  judicial  es  un  trámite 

semejante  al  acto  conciliatorio,  y  su  falta,  cuando  pro- 
ceda, no  es  motivo  suficiente  para  fundar  la  competencia 
de  la  Administración.  {Comp.,  núm.  48^  21  de  febrero 
de  1867.— Comp.,  núm.  73.— 10  de  marzo  de  1867.— 
Comp.,núra.  138.— 20  de  mayo  de  1867.).    113,  168  y      329 

Guando  se  vende  por  la  nación  una  finca  en  pleno  dominio, 

no  pudiendo  disponer  aquella  mas  que  del  útil  por  no  ha- 
ber adquirido  otros  derechos,  es  nula  la  venta,  sin  que 
baste  á  evitarlo  el  allanamiento  que  el  comprador  de  las 
fincas  hiciera  de  reconocer  el  gravamen  y  pagar  sus 
pensiones,  y,  en  esta  clase  de  gravámenes  no  es  posible 
admitir  la  subrogación  de  hipotecas,  cuando  ni  lo  permite 
la  naturaleza  en^téutíca  de  las  cargas,  ni  existen  otras 
fincas  sobre  que  imponerlas.  (S^n^,  núm.  144.-^15  de 
abril  de  1867.).  343 

A  la  Administración  corresponde  conocer  de  todas  las  recla- 
maciones é  incidencias  de  ventas  de  fincas  desamortiza- 
das, y  aun  adquiriendo  la  cuestión  el  carácter  deconten- 
ciosa,  su  decisión  es  de  la  esclusiva  competencia  de  tos 
Consejos  provinciales,  y  del  Bstado  en  su  caso.  (Com- 
peteneia,  núm.  173. — 10  de  junio  de  4867.)*  ^^^ 

>  La  Administración  es  la  única  encargada  de  resolver  las 

cuestiones  que  se  susciten  con  motivo  de  incidencias  de 
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la  venta  de  uoa  finca  desamortizada,  sio  penoicío  de  acu- 
dir, en  su  casOy  ai  juicio  pienario  de  pro|)iedad  ó  posesión 
ante  los  Tribunales  ordinarios  {Comp,,  núm.  176. — 30  de 
junio  de  i  867.).  421 

llesaiii«rtÍzaeÍo«.— Hallándose  conformes  la  Diputación  pro- 
vincial y  el  Ayuntamiento  del  pueblo  donde  radica  la 
dehesa  que  quiere  esceptuarse  de  la  desamortización ,  en 

3ue  es  de  aprovechamiento  común  dicha  íinca ,  antes  de 
ictarse  la  Real  orden  en  virtud  de  la  que  quede  eseep- 
tuada,  debe  oirse  al  Consejo  de  Estado,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 2.''  de  la  ley  de  i."»  de  mayo  de  1855  {Sent,,  nú- 
mero 229.— 30  de  junio  de  \»6f,),  850 

V.  Aprovechamientos  comunes ,  Bienes  de  Beneficencia ,  Ce-- 

8ion  de  finca  desamortizada  ^  Créditos  y  Congregación 
piadosa,  Dehesas,  Designación  de  finca,  Rematante  y 
Servicio  público. 

Desfalco.— V.  Sustracción  de  caudales, 

Oeslgnaeion.— V.  Labor  legar  y  Mincu, 

Oeslgnaeion  de  Anea.— El  precisar  la  estension  de  una  finca 
comprada  á  la  nación,  es  propiamente  una  cuestión  de 
designación  de  la  cosa  vendida,  porque  sin  ella  no  pue- 
den hacerse  deslindes  y  amojonamientos  exactos.  Tal 
cuestión,  aunque  contencioso  administrativa,  ea  su  caso 
y  lugar,  no  es  del  conocimiento  de  los  Consejos  provin- 
ciales, supuesto  que  tampoco  incumbe  á  la  Administra- 
ción provincial  en  la  vía  gubernativa,  sino  á  la  central 
ó  general  del  Estado,  por  no  ser  aquella  la  que  dispu- 
so ni  aprobó  la  venta  {Sent.y  núm.  230.— 30  de  junio  de 
4867.).  55! 

Desistimiento. — Apartado  un  demandante  ó  su  apoderado  con 
poder  especial  de  la  demanda  presentada  y  conforme  el 
fiscal  con  el  desistimiento,  procede  acordar  éste,  decía  • 
rando  firme  y  subsistente  la  Real  orden  cbntra  la  que 
aquella  se  entabló  {Sent.,  núm.  59.-29  de  diciembre 
de  1866.).  136 

Deslinde. — Las  disposiciones  del  tít.  2.°  del  reglamento  de  17 
de  mayo  de  1865  que  se  refieren  al  deslindíe  de  ios  montes 
públicos  no  tienen  aplicación  cuando  se  trata  de  uno  cu- 
ya calidad  de  particular  no  se  ha  puesto  en  duda  {Compe- 
tencia,  núm.  2. — 30  de  diciembre  de  1866.).  6 

V.  Montes. 

Despojo.—Cuando  el  hecho  calificado  de  despojo  no  ha  tenido 
tugar  en  la  ejecución  de  una  providencia  administrativa 
dictada  sobre  materia  de  policía  rural,  sino  que  se  ha  pre- 
tendido convalidarlo  por  el  acuerdo  posterior  del  Ayunta- 
miento aprobando  en  general  la  conducta  de  un  pedáneo^ 


Digitized  by 


Google 


724  REPERTORIO  ALFABÉTICO. 


DO  bay  provideDCia  legitima  de  la  AdmioistracioD  á  que 
se  oponga  el  interdicto,  por  cuanto  ios  Ayuntamientos  no 

Sneoen  tomar  acuerdos  alterando  el  estado  posesorio  de 
erodios  privados  (Comp*<,  núm.  256.— 46  de  octubre 
de  4867.).  564 

Detención— Cuando  el  hecho  que  motiva  la  detención  de  una 
persona  puede  constituir  delito  é  falta,  procede  la  forma- 
ción de  causa  ó  la  celebración  del  juicio  de  faltas  {Auto- 
rizaeion^  núm.  52.-27  de  febrero  de  1867.).  122 

— —  Por  el  hecho  de  detener  un  Alcalde  á  una  persona  sin  formar 
las  oportunas  diligencias,  há  logará  entender  que  obró  en 
el  ejercicio  de  sus  facultades  judiciales,  aunque  abusando 
de  ellas,  y  en  tal  concepto  no  puede  alcanzarle  la  garan- 
tía de  la  previa  autorización  (Aut,,  núm.  52.-27  de  fe- 
brero de  i  867.).  in 

No  puede  imponerse  gubernativamente  por  un  Alcalde  la 

Ítena  de  detención,  smo  que  es  necesario  que  observe  las 
órmalidades  para  tal  caso  prevenidas;  por  consiguiente 
cuando  un  Alcalde  impone  dicha  pena,  es  claro  (¡ue  no 
obra  con  el  carácter  de  agente  administrativo,  sino  ha- 
ciendo uso  de  sus  facultades  judiciales  (Aut,,  núm.  134 
—20  de  mayo  de  1867).  32f 

■  Guando  al  detener  un  Alcalde  á  una  persona  lo  hace  arrogán- 

dose atribuciones  judiciales,  no  le  puede  alcanzar  la 
garantía  de  la  previa  autorización,  si  por  dicho  acto  fuere 
procesado  {Aut.,  núm.  489.-22  de  julio  de  4867.).  446 

Deteneion  arbltrarlu.— No  puede  reputarse  detención  arbi- 
traria la  orden  dada  por  un  Alcalde  deque  se  espere  en  la 
casa  de  Ayuntamiento  un  pastor  á  quien  aquel  encontró 
con  unas  cabras  causando  daño  en  un  sembralo,  y  que 
dice  no  saber  quién  era  el  dueño,  Ínterin  vienen  otros 
pastores  para  ver  si  se  averií^ua  la  verdad  {AuL,  número 
250. — 13  de  noviembre  de  1867.).  596 

Deuda  de  América.— De  tomarse  alj^una  resolución  sobre 
créditos  de  la  Deuda  de  América  que  deben  satisfacerse  por 
los  respectivos  Estados,  se  prejuzgarla  una  cuestión  de  de- 
recho internacional  aplazada  por  parte  del  Gobierno  es- 
pañol para  su  tiempo  oportuno  {Sent.,  núm.  263.— 13  de 
agosto  de  4867.).  622 

V.  Oficios  enajenados. 

Deuda  del  personal.— V.  Créditos. 

Deuda  espadóla. — Para  que  puedan  reconocerse  los  créditos 
reclamables  de  la  Deuda  de  España,  necesitan  ponerse  en 
condiciones  de  aptitud  legal  {Sent,,  núm.  263. — 43  de 
agosto  de  4867.).  '  622 

Deuda  pnbllea.— El  art.  43  del  reglamento  de  47  de  octubre 
de  4854,  para  llevará  efecto  la  ley  de  4.'  de  agosto  del 
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mismo  año  relativa  al  arreglo  de  la  deuda,  oada  precep- 
túa respecto  á  intereses  en  los  casos  de  devolución  á  que 
se  contrae  (Sent.,  oúm.  38. — 27  de  diciembre  de  1806.).      87 

Deadas.— Y.  Ayuntamiento. 

Oeodas  de  ios  Ayantamientos. — Así  cómo  es  privativo  de  la 
autoridad  judicial  el  declarar  la  legitimidad  de  una  deuda 
ó  la  obligación  de  deber  de  un  Ayuntamiento,  es  propio 
de  la  Administración  determinar  cuándo  ha  de  incluirse 
en  el  presupuesto  municipal  (Comp.,  oúm.  183.— 20  de 
julio  de  4867.).  433 

— -  El  objeto  del  Real  decreto  de  42  de  marzo  de  4847  fué  impedir 
los  procedimientos  ejecutivos  contra  los  fondos  munici- 
pales, estableciendo  reglas  para  que  la  Administración,  al 
formar  y  aprobar  los  presupuestos,  incluyese  en  ellos  los 
débitos  que  estuviesen  reconocidos  ó  declarados  legítimos 
por  la  autoridad  judicial  (Comp.,  núm,  183.— 20  de  julio 
de  4867.}.  433 

La  legitimidad  de  una  deuda,  en  el  caso  de  que  el  Ayunla- 

'  miento  sea  deudor,  la  declara  la  autoridad  judicial  como 
cuestión  de  propiedad,  sin  perjuicio  de  que  para  ejecutar 
la  sentencia  se  tengan  presentes  las  reglas  establecidas 
en  el  Real  decreto  de  42  de  marzo  de  4847.  También  cor- 
responde á  los  Tribunales  de  justicia  declarar  cuáles  son 
las  fincas  que  están  gravadas  con  el  censo,  como  cuestión 
sobre  derechos  reales  que  limitan  el  dominio  de  los  bienes 
{Comp,,  núm.  491.— 24  de  julio  de  4867.).  449 

lleudas  de  los  pueblos. — V.  Deudas  de  los  Ayuntamientos. 

nías  feriados — Al  disponer  el  art.  269  del  reglamento  de  lo 
Contencioso  que  no  se  cuenten  los  dias  feriados  é  inútiles 
en  los  plazos  señalados  por  dias,  resuelve  indirecta,  pero 
virtualenie,  que  esta  regla  no  es  aplicable  á  los  térmmos 
que  se  cuentan  por  meses,  de  los  cuales  nunca  se  han  des* 
contado  ni  aun  los  dias  festivos  (Sent.,  núm.  4  48.-5  de 
abril  de  4867.).  282 

DiligeDeias  eriminales.— Y.  Alcalde. 

Diseordia.— Y.  Peritos. 

DIspensaeioB  de  graeias. — Y.  Via  contenciosa. 

Doenmenlos.— Guando  no  se  dá  valor  á  documentos  que  no  ha- 
yan sido  comprobados,  ni  se  niega  la  existencia  de  una 
obligación,  no  puede  decirse  que  se  haya  faltado  por  la 
sentencia  á  lo  dispuesto  en  las  leyes  1 1 9,  tít.  18,  Part.  3.\ 
y  1.*,  lít.  1.**,  libro  40  déla  Novísima  Recopilación (Sent., 
núm. 8!.— 25  de  enero  de  4867.).  482 

Mientras  la  estraccion  de  documentos  del  lugar  en  que  los 

mismos  se  encuentran  no  vaya  acompañada  de  intención 
punible  por  parte  del  que  lo  ejecute,  no  puede  aquella  es- 
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limarse  crimioal,  oi  cao  el  hecho  bajo  la  sancioo  de  los 
artículos  278,  313  y  331  del  Código  penal  (ÁuU,  DÚmero 
243.-31  de  octubre  de  i867.).  581 

Doeomentofi. — ^V.  Arrendamiento  antiguo^  Denegación  de  prue- 
ba ,  Dominio  útii ,  Recurso  de  revisión  y  Secretario  de 
Ayuntamiento. 

Dominio.— V.  Censos. 

Dominio  útil. — Solo  puede  declararse  derecho  al  dominio  átil 
de  una  finca  del  Estado  llevada  en  arrendamiento  con  an- 
terioridad al  año  (le  1800,  cuando  se  acredite  cumplida- 
mente la  trasmisión  del  mismo  de  una  manera  no  inter- 
rumpida en  la  familia,  y  que  el  precio  que  se  pagaba  no 
escedía  de  i,  100  rs.  en  el  año  4800.  No  pueden  apreciarse 
en  la  vía  contenciosa,  para  dicho  efecto,  los  documentos 
que  no  se  presentaron  en  tiempo  oportuno  en  la  vía  gu- 
bernativa (Sent,  núm.  46.-28  de  diciembre  de  4866.).      !0(^ 

*— —  En  los  espedientes  que  se  promueven  para  obtener  el  dominio 
útil  y  extinción  del  directo  de  las  fincas  comprendidas  en 
las  leyes  de  desamortización,  solo  es  admisible  la  prueba' 
de  testigos,  cuando  vá  acompañada  de  los  documentos 
que  exigen  las  disposiciones  vigentes  en  la  materia,  y  par- 
ticularmente la  Real  orden  de  24  de  diciembre  de  i 860 
(Sent.,  núm.  63.— i  i  de  enero  de  4867.).  145 

Solo  puede  declararse  derecho  al  dominio  útil  de  unas  fincas 

arrendadas  de  antiguo,  cuando  se  acredita  que  ha  venido 
siguiéndose  sin  interrupción  el  arrendamiento  en  la  misma 
familia,  y  que  no  .se  ha  pagado  de  renta  masque  mil  ycien 
reales  anuos  {Sent.y  núm.  106.— 41  de  marzo  de  4867.).  25(K 
Para  poder  disfrutar  el  dominio  útil  de  unas  fincas  arrenda- 
das de  antiguo  y  redimir  el  directo,  con  arreglo  á  las  le- 
yes de  desamortización,  es  necesario  acreditar  que  dichas 
fincas  se  han  llevado  constantemente  en  arrendamiento 
poruña  misma  familia  desde  años  anteriores  al  de  4800. 
A  faltado  prueba  documental  con  que  acreditarlo  se  ad- 
mite la  de  testigos  en  los  términos  que  prescribe  h  circu- 
lar de  24  de  diciembre  de  4860j  pero  ésta  nunca  tiene 
efecto  legal  cuando  es  contraria  á  escrituras  v  documen- 
tos públicos  {Sent.,  núm.  433.— 40  de  abril  de  4867.).  548 

• El  derecho  de  redimir  concedido  á  los  partícipes  de  un  mismo 

arrendamií^oto,  se  entenderá  limitado  á  solo  el  caso  en 
que  la  finca  no  rentase  en  el  año  4800,  ó  al  principiar 
aquel,  mas  que  el  tipo  de  4,400  rs.  anuales  señalado  en  la 
ley,  y  cnda  uno  de  aquellos  no  pagase,  al  publicarse  la  de 
27  de  febrero  de  4856  mayor  cantidad  que  ésta  {Sent, 
número  444.— 40  de  abril  de  4867.).  335 

—  V.   Arrendamientos  antiguos. 

Dotación. — V.  Curatos, 

Dudas.— V.  Contrató. 
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Edifleaeion. — Entre  las  atribuciones  de  policía  conferidas  á  los 
Alcaldes  se  halla  la  de  cuidar  de  que  dentro  de  la  distancia 
de  30  varas  colaterales  de  los  caminos  no  se  construya 
edificio  ni  obra  alguna  sin  la  correspondiente  licencia,  sin 
que  puedan  dejarse  sin  efecto  por  medio  del  interdicto  las 
providencias  que  sobré  dichos  asuntos  tomen  (Comp., 
número  29.-6  de  febrero  de  1867.).  65 

Limitada  la  competencia  de  la  jurisdicción  contenciosa  é  los 

casos  de  revocación  de  las  h'cencias  que  se  otorgan  para 
la  construcción  de  obras,  no  puede  hacerse  ostensiva  al 
caso  en  que  por  la  Administración  activa  se  hubiese  ne- 
gado la  licencia  (Seni,,  núm.  401.— i  1  de  mar2o  de 
4867.).  238 

No  es  legítimo  el  acuerdo  de  uu  Ayuntamiento  por  virtud  del 

cual  se  autoriza  á  un  propietario  para  que,  al  edificar  una 
casa,  cierre  una  servidumbre  privada,  porque  las  atribu- 
ciones de  policía  administrativa  eu  ningún  caso  alcanzan 
á  privar  á  unos  particulares  de  sus  derechos  reales,  aun- 
que sea  en  benetíQio  público  (Comp,,  núm.  206.— 3  de 
agosto  de  4867.).  487 

V.  Servidumbre. 

Edifleios.— V.  Servicio  público. 

Efecto  retroaetivo.— V.  Ley  de  presupuestos. 

Efectos  públicos  — La  vigente  ley  Hipotecaria  prohibe  termi- 
nantemente imponer  hipotecas  sobre  efectos  públicos,  y 
marcadamente  sobre  las  inscripciones  de  la  Deuda  {Sent., 
número  144.— 45  de  abril  de  4867.).  343 

Efectos  sobrantes. ^V.  Suministros. 

EJecocion  de  semencia.— A  la  Administración  activa  compe- 
te la  ejecución  de  los  fallos  dictados  por  los  Tribunales 
cootencioso-admioistrativos  {Sent.f  núm.  69.-46  de  ene- 
ro de  4867.).  460 

Embargo. — V.  Allanamiento  de  morada  y  Depositario, 

Empleado.— V.  Informe. 

Empleado  municipal.- Manifestando  el  Goberntidorde  la  pro- 
vincia que  habia  autorizado  á  un  Alcalde  para  separar  á 
un  empleado  subalterno  del  Municipio,  ya  no  puede  hacér- 
sele responsable  de  dicha  separación  por  no  haber  contado 
para  ella  con  el  Ayuntamiento,  y  por  consiguiente  no 
existe  hecho  penable  que  justifíque  el  procedimiento  del 
Juzgado  {Aut.,  núm.  159.— 7  de  junio  de  4867.).  384 
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Empleado  páblieo.— Los  empleQdos  públicos  solo  tienen  de- 
recho á  percibir  el  sueldo  señalado  en  la  ley  de  presupues- 
tos al  destino  que  no  han  desempeñado  (Sent.,  núro.  136. 
— iO  de  abril  de  1867.).  331 

La  declaración  de  que  un  empleado  ocupe  en  el  escalafón  de 

8U  clase  el  puesto  que  le  corresponda  por  la  fecha  de  su 
nombramiento,  le  dá  derecho  á  mejorar  en  lo  sucesivo  de 
categoría  y  sueldo,  mas  no  á  percibir  el  señalado  á  cargos 
que  no  hubiese  desempeñado  y  que  el  Tesoro  habia  satis* 
fecho  al  que  los  habia  ejercido  (Senf.,  núm.  136. — 10  de 
abril  de  1867.}.  33 1 

^V.  Autorizaoion  para  procesar. 

Ensanche  de  poblaciones.— V.  Edificación. 

EnYase. — V.  Tabacos. 

Error.— V.  Rematef 

Error  sustancial.— y.  Nulidad  de  una  venia. 

Escalafón.— Y.  Empleado  público. 

Escepcion.— V.  Subasta. 

E/icepcIon  de  la  desamortización. — V.  Aprovechatnientos 
comunes,  Bienes  de  Propios  y  Desamortización. 

Escriturado  fnndoclon.— V.  Capellanía. 

Establecimiento  de  Beneflcencla.  —  No  tratándose  de 
bienes  de  un  establecimiento  público  ó  particular  de  Be* 
neGcencia,  sino  úoicameote  de  un  Gdeicomiso  familiar, 
cuyas  rentas  han  de  distribuirse  entre  los  parientes  del 
fundador,  son  inaplicables  las  disposiciones  délas  leyes  de 
desamortización  de  I.''  de  mayo  de  1855  y  1 1  de  julio  de 
1856  {Sent.,  núm.  126.-10  de  abril  de  1867.).  302 

Estados  de  América.— Y.  Oficios  enajenados. 

Estraccion  de  piedra,  —Y*  Materiales  de  construcción, 

Estraccion  de  minerales.  ^Y.  Laboreo, 

Ewaslon. — No  es  responsable  ua  Teniente  Alcilde  de  la  evasión 
de  un  preso,  cuando  esta  se  verifica,  no  por  haber  dejado 
de  guardar  todo¿  los  medios  de  seguridad  requeridos, 
sino  por  la  poca  seguridad  y  malas  condiciones  de  la  cár- 
cel las  cuales  permitían  la  fagí  sin  connivencia  con  per- 
sona alguna  {Aut.,  núm.  124.— 29  de  abril  de  1867.).  298 

Exacción  de  mulla<i  en  dinero.— El  delito  de  exacción  de 
multas  en  dinero  ó  especie  es  de  los  espresamente  escep- 
tuados  de  la  garantía  de  la  previa  autorización  {Aut.,  nú- 
mero 156.— 30  de  mayo  de  1867.).  380 

Exacción  vecinal.— Y.  Médico  titular. 
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Cxaeei^nes  ilesaleii. — La  AdroíDistracími  central  dd  es  res- 
ponsable priDcipal  Di  subsídíariemeote  de  las  exaccíoDes 
ilegales  de  los  Ayuntamíeotos  que  oo  entran  en  las  arcas 
del  Tesoro  {Sent.,  núm.  20—20  de  diciembre  de  4866.).        4S 

Guando  se  trata  de  los  delitos  de  exacciones  ilegales  y  per- 
cepción de  multas  en  dinero  cometidos  por  funcionarios 
administrativos,  no  soto  no  hay  cuestión  alguna  previa 
de  resolución  de  la  Administración,  sino  que  al  declafar 
la  ley  innecesaria  la  autorización  para  procesar  á  los  em* 
pleados  públicos  por  dichos  delitos,  es  claro  que  ha  i^trí- 
ouido  á  los  Jueces  y  Tribunales  la  facultad  esclusiva  de 
conocer  en  tales  asuntos  (Comp.,  núm.  i86.*-2t  de  julio 
de  i  867.).  440 

V.  Autorisacion  para  procesar. 

Cxeneiondeladeüamortlcacl^ii.^La  declaración  de  es- 
cepcion  de  una  tinca  contiene  implícitamente  la  de  nuli- 
dad de  su  venta,  sí  ésta  ha  tenido  lugar  {Sent,^  núm.  275. 
—25  de  octubre  de  4867.).  654 

V.  Desamortización  y  Subasta, 

Cxprapiacian  foriasa.— Contra  la  providencia  gubernativa 
relativa  á  la  valoración  de  unos  terrenos  expropiados  por 
^  causa  de  utilidad  pública,  solo  cabe  el  recurso  de  alzada 
para  aote  el  Ministro  del  ramo,  y  de  ninguna  manera  la 
vía  contenciosa  ante  el  Consejo  de  provincia  {Sent.,  nú- 
mero 68.— 14  de  enero  de  1867.).  457 

Es  de  la  esclusiva  competencia  del  Consejo  de  Estado  en  pri- 
mera y  única  instancia  el  conocimiento  de  las  cuestiones 
que  se  susciten  sobre  el  valor  de  los  bienes  sometidos  á  la 
expropiación  {Sent,  núm.  68.-44  de  enero  de  4867.).      458 


Fábricas. — V.  Industrias  incómodas. 
Fallo. — V.  Causa  criminal. 
Fallo  ejecutorio.— V.  Pleito, 

FalEcdad.— -No  hay  falsedad  por  parte  del  Alcalde  y  Secretario 
del  Ayuntamiento  en  la  redacción  de  una  nómina  de  no- 
drizas de  niños  espósitos,  por  mas  que  éstos  aparezcan 
como  vivos,  habiendo  fallecido,  cuando  la  nómina  se  es- 
tiende en  virtud  de  la  cerliücacion  de  existencia  de  los 
niños  dada  por  el  Párroco,  la  cual  se  une  á  la  nómina 
(Aut.,  núm.  193—23  de  julio  de  1867.).  *         454 

V.  Secretario  de  Ayuntamiento,  Subsidio  industrial  y  Visto 

Bueno, 

Falso  testimonio.— En  la  averiguación  y  castigo  del  delito  de 
falso  testimonio  hny  que  depurar  la  certeza  ó  falsedad  de 
TOMO  VII. — Jurisprudencia  administrativa.  92 
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bs  hechos  declarados  por  el  testigo  ((7omp.,  iiám.  282.-^ 

24  de  noviembre  de  i867.).  599 

Falta. ^No  hay  méritos  para  que  se  forme  causa  á  unos  indivi- 
duos de  Ayuntamiento  por  una  simple  falta  cuyo  castigo 
corresponde  al  Gobernador  de  la  provincia  como  superior 
liserárquíco  (Comp,,  núm.  172.— 6  de  junio  dó  1867.).  414 

-^ —  V.  Detención. 

Faltas.—En  el  conocimiento  de  las  faltas  (]ue  se  castigan  con 
arresto^  obran  los  Alcaldes  y  sus  Tenientes  como  encarga* 
dos  de  la  administración  de  justicia,  de  quienes  son  su- 

Í^eríores  inmediatos  los  Jueces  de  primera  instancia,  y  por 
o  tanto  no  se  necesita  autorización  para  procesarlos  cuan- 
do no  cumplen  con  las  obligaciones  de  su  oficio  (Áut.t  nú- 
mero 77.— 16  de  marzo  ^e  1 867.).  175 
— -  Las  facultades  de  la  Administración  en  materia  penal  están 
limitadas  á  la  corrección  de  las  faltas  castigadas  en  re- 
glamentos ó  disposiciones  administrativas,  y  siempre  coo 
penas  pecuniarias,  sin  que  en  ningún  caso  se  estiendan 
sus  atribuciones  á  castigar  delitos  contra  la  propiedad, 
sino  á  prevenir  los  atentados  contra  este  derecho  {Com^ 
petencia,  nám.  121.— 21  de  abril  de  1867.).                         294 

Los  Alcaldes  y  Tenientes  conocen  de  las  faltas  comprendidas 

en  el  Código  penal  como  autoridades  judiciales,  y  solo  por 
escepcion  pueden  obrar  en  este  conocimiento  como  auto- 
ridades administrativos,  cuando  las  penas  que  hayan  de 
imponer  no  escedan  de  multas  ó  reprensiones  y  multas. 
Si  es  potestativo  en  los  Alcaldes  y  Tenientes,  en  estos  ca- 
sos, proceder  gubernativamente  ó  en  juicio  verbal,  no  ca- 
be esta  misma  elección  entre  uno  y  otro  medio  cuando 
omiten  todo  procedimiento  {Comp.f  núm.  175.— 30  de 
junio  de  1867.).  420 

Debe  estarse  á  la  regla  general,  que  es  el  conocimiento  de 

las  faltas  por  la  autoridad  judicial,  y  mas  aun  cuando  no 
se  trata  de  la  infracción  de  disposiciones  administrativas. 
Por  tanto,  á  los  Jueces  de  primera  instancia,  como  supe- 
riores gerárquicos  en  el  orden  judicial,  corresponde  cor- 
regir los  abusos  ú  omisiones  que  puedan  cometer  los  Al- 
caldes 6  Tenientes  en  el  juicio  de  las  faltas  que  no  tengan 
carácter  administrativo  (Comp.,  núm.  175.— 30  de  junio 
de  1867.).  420 

V.  Autorización  para  procesar  y  Delitos. 

Ferro  carril.— La  responsabilidad  del  concesionario  de  un  fer- 
co-carril  por  no  depositar  el  5  por  100  del  valor  de  las 
obras  presupuestas,  está  limitada  por  el  art.  12  de  la  ley 
de  3  de  junio  de  1855,  á  la  pérdida  de  la  fianza  que  depo- 
sitó para  presentar  su  proposición  en  la  subasta  (Senten' 
da,  núm.  165.— 14  de  mayo  de  1867.).  397 

• Constituida  la  fianza  on  acciones  de  carreteras  y  títulos  de  la 
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Deuda,  la  AdnaioístracioD  oo  tiene  derecho  á  reclamar  la 
difereDcia  de  valor  efectifo  al  nomÍDal  de  las  acoiooes, 
porque  admitidas  por  todo  su  valor,  eu  razoo  á  que  han 
de  ser  satisfechas  por  el  Tesoro,  abonaudo  sobre  ellas  un 
interés  mientras  no  se  veriíica  el  reintegro,  se  considera 
como  metálico  el  valor  que  representan  (Sent. ,  número 
i65.— 14  de  mayo  de  1867.).  397 

Perr«-€arril.— Siendo  la  fíoza  propiedad  del  concesionario  basta 
que  se  adjudica  al  Estado  por  la  falta  de  cumplimiento  de 
las  obligaciones  de  aquel,  es  claro  que  le  pertenecen  los 
intereses  de  dicha  fianza  hasta  la  fecha  de  la  adjudicaeion 
[Sent,  nám.  i65.— 14de  mayo  de  1867.).  397 

Fianza.— V.  Ferro-carril, 

Fideicomiso.— y.  Colegio. 

Fideicomiso  familiar. — V.  Establecimientos  de  benefiemwia. 

Fincas.— Es  regla  constante  que  los  objetos  sólidamente  adheri- 
dos á  las  tincas,  y  con  un  destino  permanente  é  indispen- 
sable al  servicio  que  prestan,  se  tengan  como  parte  inte- 
grante de  las  mismas  {Sent,,  núm.  75.-25  de  enero  de 
1867.).  170 

Fincas  de  redadlo.— V.  Calicatas. 

Fincas  vendidas  en  1SIB3.— V.  Créditos. 

Firma. — Y.  Sesión  municipal. 

Fietador. — V.  Fietamento. 

Fletamenlo.—'No  habiéndose  celebrado  contrato  de  fletamento 
para  el  transporte  de  una  mercancía,  debe  resolverse,  con 
arreglo  á  las  disposiciones  legales,  cuáles  son  los  derechos 
y  obligaciones  del  naviero  y  fletador  en  orden  á  la  carga 
(Sent.  de  U.,  núm.  54.-29  de  diciembre  de  1866.).  126 

Fiete. — V.  Varamiento. 

Fondos  mnniclpiiles. — Cuando  el  hecho  por  el  que  se  procesa 
á  un  Ayuntamiento  es  la  mala  aplicación  que  se  supone 
que  ha  dado  á  los  fondos  municipales,  ínterin  el  Consejo 
provincial  no  examine  y  apruebe  definitivamente  lascuen- 
tas  de  dicho  Ayuntamiento  en  las  cuales  debe  figurarla 
distribución  de  fondos,  no  puede  seguirse  el  procedimien- 
to. Por  la  decisión  del  Consejo  provincial  no  puede  enten- 
derse prejuzgada  la  cuestión  que  puede  promoverse  des- 
pués en  la  e?fera  judicial,  si  hubiese  méritos  para  ello 
{Aut.,  núm.  188.  - 19  de  julio  de  1867.).  444 

Cuando  los  fondos  á  que  se  ha  dado  indebida  aplicación  por 

un  Ayuntamiento,  y  por  cuyo  hecho  se  le  procesa,  no 
hacen  referencia  á  presupuestos  formados  por  él  y  á  las 
cuentas  rendidas  con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes. 
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sino  i  gastos  ó  pagos  hechos  por  la  corporación  faera  á%\ 
presupuesto  muoicípal,  de  ios  cuales  oaturalmeiile  do  se 
dá  cueota  á  la  Admióistracíon,  ao  hay  Diaguna  cuestioo 
,  previa  que  resolver  admiDistratívamente,  y  por  coosi- 
guieote  00  det)e  entablarse  competeocia  {Comp,,  núme- 
ro 108. --25  de  julio  de  1867.).  ^  459 

Fragoa.— Cuaodo  una  casa  eo  que  hay  uoa  fragua  se  saca  ásu« 
basta  bajo  la  denomioacipa  de  casa -fragua,  no  pueden  de- ' 
iar  de  ser  objeto  de  aquella  los  útiles  ó  artefactos,  que  ad- 
heridos al  ediUcio  de  un  modo  fijo  y  permanente,  consti- 
'  tnian  por  necesidad  parte  integrante  y  esencial  del  mis- 
mo, en  razón  al  uso  á  que  estaba  destinado  {Sent,j  núrne- 
ro  75.-25  de  enero  de  1867.),  470 

Aunque  en  la  valoración  de  la  finca  no  se  hiciera  espresion 

detallada  del  fuelle  y  yunque,  debeu  considerarse  com- 
prendidos en  ella,  sí  la  tasación  se  hizo  como  de  un  todo  y 
bajo  la  espresada  desigoacíun;  sin  que  contra  este  hecho 
puedan  prevalecer  tardías  esplicaciones  de  los  peritos  ta- 
sadores, mucho  mas  si  no  se  hicieron  en  conveniente  es- 
tado, y  aun  mas  debe  considerarse  así,  si  el  comprador 
de  la  nnca  tomó  posesión  de  dichos  artefactos,  sin  contra- 
dicción ni  protesta  alguna  (Sent.,  núm.  75.-25  de  enero 
de  1867.).  170 

Fonelonarlo.— V.  Responsabilidad. 

Fnnclonarlo  adnalnlstrallvo. — V.  Abusos. 

Fondones  Jatiictales.—V.  Alcalde. 

Fnndaelon. — ^V.  Colegio  y  Obrapia. 

Fnndaclon  piadosa.  —V.  Comprador  y  Tesoro  públioo. 


Clanadería.— V.  Servidumbre  pecuaria. 

dañados. — V.  Guarda  de  montes  y  Regidor  sindico. 

Cirastos  públicos.— Siendo  el  Gobierno  un  mero  administrador 
de  los  loados  públicos  sujeto  á  rendir  cuentas,  ninguna 
consideración  puede  ser  bastante  para  que  antii^ipe  y  tome 
carta  del  gasto  de  cantidades  que  en  nioguo  caso  ni  por 
título  alguno  debe  ni  puede  llegar  á  deber  {Sent.^  núme- 
ro 26.— 20  de  dicembre  de  1866.).  48 

Gobernador  eivil.— V.  inhibición  y  Via  contenciosa. 

Cftrnpo  minero. — V.  Coto  minero. 

Onarda  de  campo. — V.  Lesiones. 
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Cvoarda  de  montes.— No  delíoque  el  guarda  demonles  qne  en 
cumplimieoto  de  las  obligacioDes  de  eu  empleo  y  en  vir- 
tud de  ia  obediencia  debida  é  las  órdenes  que  tiene  reci- 
bidas de  sus  superiores,  echa  fuera  do  una -dehesa  á  los 
ganados  que  en  ella  se  hallaban  pastando  {Aut,^  DÚnae- 
ro  240.--15  de  octubre  de  t867.).  671 

V.  Aprovechamiento  foresiaL 


Haber  pasivo.— Para  las  declaraciones  de  haber  en  las  situa- 
ciones de  cesantía  6  jubilación,  es  necesario  presentar  las 
copias  literales  de  los  nombramientos  que  hayan  obtenido 
los  interesados,  las  tomas  de  posesión  ae  los  destinos  que 
hubieren  deseitipeñado  y  certificaciones  del  tiempo  que 
los  sirvieron,  sin  que  sea  bastante  ú  suplir  la  falta  de  di- 
cha prueba  documental,  In  información  de  testigos  {Sent., 
número  Í40.— n)  deabril  de  Í867  ).  334 

Con  arrefílo  á  lo  dísr^nesto  en  los  arts.  20  y  26  de  la  ley  de 

Presupuestos  de  26  de  mayo  de  t  A35,  es  indispensable  para 
el  señalamiento  de  haber  pasivo  que  se  haya  deseifnpeñado 
en  propiedad  un  empleo  de  nombramiento  Real  ó  de  las 
Cortes,  cuyo  sueldo  sirva  de  tipo  regulador  {SenL^  nü- 
,mero  225.— 30  de  junio  de  tS67.).  533 

"V.  Abono  de  servicios, 

Haeienda  públlea.— V.  Contrato,  Beal  orden  y  Varamiento. 

Heehoa. — Los  hechos  de  los  cuales  se  pretende  deducir  un  dere- 
cho á  ser  indemnizado,  no  se  inducen  ni  presumen,  sino 
que  es  necesario  que  se  prueben  {Sent.,  núm.  26. — ^20  de 
diciprobre  de  1866.).  48 

V.  Falso  testimonio. 

Hlpofeca.— La  subrogación  en  especial  de  la  hipoteca  manco- 
munada que  gravita  sobre  varios  bienes  de  una  corpora- 
cíon  ó  pueblo,  por  ra^on  de  censos  pertenecientes  á  par- 
ticulares, debe  hacerse  capitalizando  los  censos  al  5  por 
100  de  su  rédito  i^nuo,  conforme  á  la  terminante  disposi- 
ción de  la  Real  orden  de  3  de  mayo  de  1860  {Sent,,  nú- 
mero 50.— 29  de  diciembre  de  18*66.).  H7 

V.  Efectos  públicos. 

Huérfanos.-  El  art.  21  de  la  instrucción  de  26  de  diciembre 
de  1831;  se  refiere  á  las  huérfanas  que  antes  de  contraer 
matrimonio  se  hn'labi^n  disfrutando  toda  la  pensión  (Sen- 
tencia, núm.  227.— 30  de  junio  de  1867.).  54(^ 

-  La  Real  érden  de  12  de  marzo  de  1852  se  contrae  á  las  hijas 

de  empleado  que  se  hubiesen  casado  en  vida  de  sus  pa- 
dres y  enviudasen  sin  que  sus  maridos  les  dejasen  dere- 
cho á  pensión,  bienes  ni  renta  alguna  {Sent.,  núm.  227. 
—30  junio  de  1867.).  K46^ 
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flaertiifl.-- y.  Calieatai, 

Oarto  de  fratos.— -Y.  Lesiones. 

Harto  de  leA as.— Corresponde  á  los  Tribunales  de  justicia  el 
conocimiento  de  los  hurtos  de  leñas  verificados  en  los 
montes  con  inhibición  absoluta  de  las  autoridades  admi- 
nistrativas, que  solo  pueden  conocer  y  castigar  los  daños 
que  en  los  mismos  se  causen  (Comp.,  núm.  71.— iO  de 
marzo  de  i867.).  164 


Impradencla  temeraria. —No  merece  el  calificativo  de  im- 
prudencia temeraria  el  hecho  de  montar  una  pistola  uo 
sereno  que  se  ve  acometido,  por  mas  que  se  disparase  in- 
voluntariamente é  hiriese  á  alguno  de  los  agresores 
{(Aut.,  num.  57.-27  de  febrero  de  1867.).  133 

loeldenclas.— Las  cuestiones  que  tienen  por  objeto  la  designa- 
ción de  la  cosa  enajenada  por  la  Hacienda  y  la  declara- 
ción de  la  persona  á  quien  se  vendió,  son  puntos  inciden- 
talen  de  la  venta,  según  la  Ri^al  orden  de  25  de  ene- 
ro de  1649  (Comp,,  núm.  258.-25  de  noviembre  de 
1867.).  610 

V.  Desamortixacion. 

IndemnlzacloOé — V.  (Jontrato  y  Materiales  de  construedon. 

IndemDlzacion  de  perjuicios. — V.  Hechos  y  Obras  pú- 
blicas. 

Industria. — V.  Perjuicios. 

Industrias  incómodas. — Cuando  existe  en  una  población  un 
bando  por  el  que  se  dispone  que  las  fábricas,  estableci- 
mientos y  oficios  que  producen  gran  ruido  é  incomodidad 
para  el  vecindario  se  sitúen  en  los  arrabales  de  la  pobla- 
ción, debe  cumplirse  esta  disposición,  trasladándose  los 
que  haya  dentro  de  ella  y  establecidos  con  posterioridad 
á  la  fecha  del  bando,  mucho  mas  si  lo  fueron  sin  conoci- 
miento de  la  autoridad  competente,  ni  permiso  de  ella, 
único  medio  que  en  su  caso  podria  salvar  la  responsabi 
lidad  del  infractor  del  bando  (SenL,  núm.  260. — 30  de 
julio  de  (867.).  ^  613 

Informe.— El  informe  que  dá  uo  empleado  en  cumplimiento  de 
su  coligación,  sin  faltar  á  lo  que  debe  saber  y  observar, 
no  le  sujeta  á  responsabilidad,  y  menos  si  el  jefe  infor- 
mado prescinde  de  él  (Sent.,  núm.  113.— 7  de  marzo 
de  1867.).  267 

Infracción  de  doctrina. — En  el  art.  63  del  Reglamento  de 

procedimientos  para  los  negocios  contenciosos  de  las  pro- 
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víncias  de  Ultramar,  no  está  enamerada  la  iaffaccíon  de 
doctrioa  legal  como  causa  que  pueda  servir  de  funda- 
mento al  recurso  de  oulidaa  {Sent,  núm.  i42.— iO  de 
abril  de  i  867.).  338 

Infracción  de  ley. — No  pueden  considerarse  infringidas  por 
una  sentencia  leyes  relativas  á  puntos  que  nicguifa  co- 
nexión tienen  con  el  caso  objeto  del  litigio  {Sent,,  núme- 
ro i42.— tO  de  abril  de  t867.).  338 

Ingeniero  de  montes.— Está  en  las  atribuciones  de  los  Inge- 
nieros de  montes  en  cumplimiento  de  la  obligación  que 
tienen  de  procurar  por  la  custodia,  conservación  y  policía 
de  los  montes  públicos,  el  mandar  que  se  echen  de  una 
dehesa  á  los  ganados  que  indebidamente  y  sin  derecho  se 
hallan  pastando  en  ella  (iltit.,  núm.  240. — 15  de  octu- 
bre de  1867.).  572 

Por  el  arf.  74  del  reglamento  del  Cuerpo  de  Ingenieros  de 

montes,  están  autorizados  los  Jefes  para  que  de  palabra 
6  por  escrito  puedan  manifestar  á  los  Gobernadores  las 
observaciones  que  crean  oportunas  en  bien  del  servicio, 
principalmente  si  éstas  se  fundan  en  reglamentos  6  iqs- 
trucciones  relativas  al  ramo,  sin  que  por  tanto  pueda  ca- 
liOcarse  de  desobediencia  el  manifestar  les  inconvenientes 
que  pueda  tenpr  una  medida  dictada  por  aquella  autori- 
dad {AuL,  núm.  240  — 15  de  octubre  de  1867.).  572 

Mientras  al  Ingeniero  Jefe  del  distrito  forestal  no  le  conste 

que  al  aprovechamiento  de  los  pastos  de  una  dehesaqne 
hacen  los  vecinos  de  un  pueblo  han  precedido  todas  las 
diligencias  y  formalidades  prevenidas  en  las  Ordenanzas 
de  1833  y  en  el  reglamento  de  17  de  mayo  de  1865,  pue- 
den mandar  espulsar  de  dicha  dehesa,  aunque  sea  impe- 
trando el  auxilio  de  la  Guardia  civil,  6  los  ganados  que  , 
penetren  á  usar  de  dicho  aprovechamiento  {Aut.,  núme- 
ro 240.-15  de  octubre  de  1867.).  573 

inhibición.— El  requerimiento  de  inhibición  y  la  persitencia 
del  Gobernador  en  reputar  el  asunto  de  sus  atribuciones, 
son  dos  actos  enteramente  distintos  que  tienen  requisitos 
especiales,  siendo  del  segundo  que  el  Gobernador  exami- 
ne y  aprecie  las  razones  en  que  el  Juez  fundó  su  compe- 
tencia, y  que  oiga  sobre  ellas  el  Consejo  provincial 
{Comp.,  núm.  49.— 2t  de  febrero  de  1867.).  115 

Aun  cuando  una  de  las  partes  sea  la  que  haga  el  requeri- 
miento, deberá,  ser  oida  en  el  incidente  de  competencia, 
puesto  que  de  otra  manera  no  resultarla  cumplido  el  tes- 
to espreso  de  la  ley,  que  exige  hava  discusión  entre  todos 
los  interesados  á  fin  de  que  el  Juez,  al  fallar,  tome  en 
cuenta  los  alegatos  y  refutaciones  respectivas  (Comp.f  nú- 
mero 49.— 2 1  de  febrero  de  1867.).  115 

Guaodo  motivos  notoriamente  de  carácter  político  obligan  á 
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UD  Goberoador  cÍTÍi  para  evitar  trastornos  en  el  orden  pú- 
blico, ó  ai  menos  para  estar  pieparado  á  resistirlos,  ¿  aic- 
tar  una  medida  sobre  asunto  de  cuyo  conocimiento  está 
requerido  de  inhibición,  no  contrae  responsabilidad  algu- 
na criminal  (Aut,,  núm.  209.— i. ^  de  agosto  de  i867.).        4^3- 

Injuria.— Cuando  el  escrito  en  que  se  dice  haberse  cometido  los 
delitos  de  injuria  y  calumnia  se  presenta  en  un  espedíen» 
le  gubernativo  de  escepcion  de  unos  terrenos  de  la  des- 
amortización, que  es  de  naturaleza  reservado,  como 
que  las  palabras  reputadas  por  injurias  se  refieren  al 
asunto  sobre  que  versa  el  espediente,  ínterin  que  por  la 
Administración,  que  es  á  quien  compete,  no  se  decida  si 
procede  ó  no  dicha  escepcion  no  puede  decirse  si  efecti- 
vamente son  injuriosas  ó  calumniosas  dichas  palabras. 
Existiendo  en  este  caso  una  cuestión  previa  de  resolución 
administrativa  de  la  cual  ha  de  depender  el  fallo  judicial, 
no  puede  seguirse  la  causa  ínterin  dicha  cuestión  no  se 
resuelva,  por  loque  es  legítima  la  competencia  entablada 
{Comp,,  núm.  253.-25  de  noviembre  de  1867.).  60f 

Inscripciones  de  la  Deuda. — V.  Efectos  públicos. 

Inspector  de  pi»llcía.—V.  Allanamiento  de  morada. 

Instltacion  de  heredero  en  favor  del  alma, del  testa- 
dor.— V.  Obra  pia, 

Instracelon  de  espedientes.— V.  Abusos, 

Interdlcfo.— No  puede  ser  contrariada  por  el  interdicto  la  pro- 
videncia tomada  por  una  autoridad  administrativa  dentro 
del  círculo  de  sus  atribuciones  {Comp,,  núm.  47. — 21  de 
febrero  de  1867.).  Hi 

— —  No  se  pueden  contrariar  por  medio  de  interdictos  las  provi- 
dencias dictadas  por  autoridades  administrativas  en  el 
ejercicio  de  sus  atribuciones  legítimas  {Comp,,  núm.  3. 
—30  de  diciembre  de  1866.).  9 

Es  imprecedente  la  vía  del  interdicto  contra  las  providencias 

acordadas  por  las  autoridades  administrativas  dentro  del 
círculo  de  sus  atribuciones  legítimas  (Comp  ,  núm.  67. — 
10  de  marzo  de  1867.;.  155 

Guando  no  se  trata  de  providencias  administrativas  dictadas 

en  el  ejercicio  de  atribuciones  legítimas,  no  tiene  lugar  lo 
dispuesto  en  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  que 
prohibe  dejarlas  sin  efecto  por  medio  de  interdictos 
(Comp.,  num.  13.— 11  de  enero  de  1867.).  ^ 

— —  Conforme  á  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de 
1839^  no  pueden  admitirse  interdictos  posesorios  de  ma- 
nutención y  restitución  que  dejen  sin  efecto  providencias 
de  la  Administración  dictadas  dentro  del  círculo  de  sus 
atribuciones  (Comp.,  núm.  132. — 14  de  mayo  de  1867.).      316 
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lBterdtef4i.-^(>}aDdo  la  enésiJoD  proTnbyida  por  el  fiíterdíctn^  iíñ    '     ' 
nada  afecta  á  los  iDtere^!r  públicos ,  limilándose  po^  el 
contrarío  á  derechos  y  actps  purameote  privados,  no  tiene 
apKcaeion  la  Real  orden  de  8  dé  mayo  de  1839  (Comp., 
núm.  184.— 21.  de  julio  de  4867.%'  354 

— ^  Guando  no  puede  estimarse  providencia  administrativa  dic- 
tada en  virtud  de  legitimas  atribuciones  él  abQei*dó  de 
un  .Ayuntamiento,  no  tiene  aplieacion  la  Real  é/táémá»B 
de  mayo  de  i 839;  lo  cual  no  obsta  para  que  si  el  Ayunta-. . 
'  miento  se  cree  con  derecho  á  lo  que  pretende ,  tíse  dééf 
ante  las  autoridades  judiciales  en  el  juicio  plenario  cor- 
respondiente {Comp\,  núm.  f^9.--6  de  junio  de  1867.).        40^ 

El  proveido  que  recae  sobre  un  interdicto,  nunca  puede  con-   ■ , 

siderarse  ejecutorio  p*ara  el  efecto  de  impedir  que  pof  él 
pueda  suscitarse  contienda  de  competencia  <Comj^., nú- 
mero 16.— H  de  enero  de  1867.).  .  ,       ,       2^. 

No  puede  admitirse  el  interdicto,  cuándo  siendo  su  otj^tó 

el  impedir,  la  esjtraccion  de  piedra  para  un  camina  pébli^ 
co,  éste  ha  de  quedar  realizado  ((7omp.,núm.  22.--21de 
enei'odei867.).  4-1 

Aunque  el  íDterdrctoteniga  por  objeto  amparar  los  derechos 

de  un  particular  lastimados  por  otro,  si  el  acto  que  lo  mo- 
tiva ha  sido  autorizado  por  acuerdo  de  la  Admipistracioa 
ejercitatído  atríbuclODés  proprás,  el  proveido  'del  Juez  no 
puede  menos  de  contrariar  una  proviéeocía  «dminislratf- 
V.4  legUimamente  dictada,  y  por  lo'  tanto  es  aplicable, al 
caso  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  8  de  mayo  de  1839 
(Como.,  núm.  58.— 4.*^  de  marzo  de  1867.).  434 

— —  El  quereliaote  en  un  «nterdicto* puede  hacer  use  de  todas  las 
acciones  que  ie  correspondan  ante  la  Administración  en 
(  la  vía  contenciosa  {Comp.,  núm.  58.-4.*  de  marso  de 

4867.).  '  434 

Asf  como  no  pueden  dejarse  sio  efecto  por  medio  de  ioterdic- 

tos  bsproviderrcias  administrativas,  tampoco  éstas  deben 
prevalecer  contra  aquellos,  lo  cual  no  obsta  para  que  los 
mteresados  usen  de  los  demás  recursos  establecidos  por 
las  leyes  (Comp.,  núm.  74.-10  de      -  -  "^  •"""• '  46^ 

i.  Así  la  demanda  de  interdicto  como  cu  r  ;. 

"Cion  intentada  contra  el  acto  de  e 

bienes  nacionales  tío  comprador  (  a 

la  validez  de  fe^t«  acto  y  la  eficacia 

nacióii  (Cofi/i¡p  ,  núm:  437,-20  de  329 

— — \,  Ayuntamiento,  Edificación,  Minas  ,  .        • 

bíicas,  P^ióia  ruraly.Policiá urbana  'BoséiÍQn,J^ovi'      ^   ' 
dencia  administrativa  y  Servidumbre  pública.         .  . 

ínteres*».— La  Adniífn'istrácio'n  del  Estado  rió  viétje  Oblij^ff^á  íil  ' 
abxmo  'déMnterésdé^jcapiía les  que' deba  entregar,;^ítío 
cuando  lo  ordenan  las  disposiciones  téjales  ,  ó  hayan  sido 
eétip'nlados  én  el  contrato  {JSent.,  nám.  38.-26  dedicíem- 
bredel86e.).  .  «7 

TOMO  vu.— Jurisprudencia  administrativa.  93 
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JíardlneSf^V.  CiWcaíW.'' ■ ' 

Jnhííñeíno.'^yf.  Haber- pasivoé 

Juez  áe^fj^imer^lnsí%tfetk,^y.  Faltas,  i    -1     / 

Juicio  vekrliifeli'--*La  forma  <ie  ios  procedimientos  en  juicio  turbal 
éüté  losJuecfiáíde  paz  impide  la  provocación  dei  conflicto 
jurisdiccional,  según  dispone  el  oúm.  2/ del  árt,  34  del 
reglameni^deas  de«etjembre  de  ÍS^  (Comp.,  número 
a34.-^l«   octubre  de' f867.).  561 

Juicios' crlii}ilpíálef.— y,  ^CómpetfincU  ^e  jurüdiQcion*    -, 

Junta  il©ela«ca.paii4va« --Trascurrido  el  término  de  u ti  mes 
qae  concede  el  arl.  i  2  (fei  Refal  decreto  de  28  de  diciembre 
de  í849,parareclamár!:al  Ministerio  de  Hacienda  contra 
los  acuerdos  de  la  Juilta  de  clíisesp^srvás,  sin-veríOfearló, 
quedan  fiftnea. dichos"  ac^ueriloíí  sin  qae  sé  admita  recurso 
algurio-coDtrAelIfisíSewí.,  núm.  266.-25  de  octubre  de 
4867.).   f     ^  632 

— -f  V.  Clases  pasivas. 

Jurisdicción —Las  cuestiones  de  jurisdiepiop  debeq  tratarse,  y 
resolverse,  según  jurispru^eqcia  del  ^Q^sejo  de  Estado,  en 
cualquier  /estado  del  litigio,  por  mas  que  las  partes  no.  las 
liayaü  ag.iLi{|v  opbrtunamenie  (Sent,,  níun-  62.— H  de 
enero  dif  1^97.).,  ,      ,  .143 

SegCinjurisprudencja  del  Consejo  de  Editado,   las  cqestiooes 

que  afectan  a  la  jurisdicción  deben  tratarse  y  r,esDlver^e 
con  prefereoqa^  sea, cualquiera  el  estado. del  pl^Uo,  y  por 
.  masque.nobsVbayan  intentado  lop ¡nteresa,(íos (S^ní., nú- 
mero, 68,-rrí4.d^  eaero. de  1867.).  [  .     /  158 

Jurisdleeioii  ordlBarla.^V.  [kreohos^  Servidumbre. 

Jurlspr.u%P9Í«.T-N«V  pueden  invocarse  en  faror  de  ua  inlerft- 
S9,do,  res^lgcíoúes  que  no  forman  jurisprudeocia,  (SerU.^ 
üúm^rq  1^7.— j4  dení)a}o  de  18^7.).  ^    /.  404 

No  pnede  aptiíjarse  á  la  de^^ísi^oinJe  un  caso,  la  iurj^prudei^cja 

sentada  por  el  Consejo  de  Estado  en  la  resouiqion  de  otíps 
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.que  iK):4i^n6D> analogía  eoQ  aquel  i  que,  traUi  de^j^Ki^r?  ^^  r 
4^90«lariUri^futihncia  {^w^.^  oum. 200;;~S0dd Hiayode 
-1867.)«!  ,     .!-;■;  ■  ■  '    '     ^.    '   '•■■■  *^* 

tf  iiMspradeiicla.— Cc^utra  eí  pi'ecejftto  esplfcíto'de  fa  ley  bb  es  ^ 
póaiblií'' aceptar  rázdúes  de  analogía,  oí  hun  resóluciooés' 
de  otrb^  casos  mas  ó  menos  semejantes,  pues  en  el  orden 
'de  la  jurlspi'udénciaiolo  puede  invocarse  en  er  Consejo  de 
Estado  fa que  resulte  de  sus  decisiones  {Sent.^  núm,  224. 
•—30  dé  jjüdio  de  1867*).  ,  "        531 


Labor  |^§^l.f-^La  la))or  k^l  debjs  situarse  pc^sa^iAente  dei^tcpi}, 
del  lerreqo  registrado  y  de.slla  partir  la  designación  para 
la  dema'rcacion^iSent.,  n,úm..  107*— M^emarzodeiSd?.).      253 

V.  Minas. 

'1».           ^.  ■..   .      .                             .  ■  ■.  '.-■••     1: 

liaborep—Cl  mal  estado  de  unas  tías  de  comunicación  y  el  poco 
/calado  de  un  puerto.que  dilicuiten  la  estraccion  de  minp- 
,  r^le$,  no  pueden.reputarse  como  fuerza  mayor  que  impo- 
.  3i)9ijite  el^i^borea,  mucho  mas  siendo  estos  obiitágulps 
constantes  y^f^onocidos  del  concesionario  cuando  pidió  j' 
obtuvo  la  propiedad  de  las  minas  (Seni,^  núm.  86.-7  ^e 
febrero  de  1867.).  -^  ■'    -' V      'rt# 

V.  Minas,  ,   »  r 

Eiangposta. — \ ,  Roturación  arbitraria,  ..     a  ,,.  ,,;.,: 

Iiesloii€f . — No  es  respposabie  el  empleado  de  vigilancia  por  las, .  ., 
lesiones  q^e. causa  á  una  persona  á  quien  conduce  deteni- 
da y  que  trata;  de  evadirse,  profiriendo  además  contra 
aquel  ípncioOfirit^  palabras  injuriosas,  mucho  masillas 
lesiones  son  leyes  (Aut.,  núm.  \7H. — 6  de  julio  de  1867.). 

Está  exento  de  responsabilidad  criminal  el  agente  administra-' 

tivo  que,  repeliendo  la  agresión  de  uiut persona  á  quien   .  ^:  t 
conduce  detenida,  se  vé  precisado  á  causarla  alguna  lesión 
(Aut.yütlm.  l9?.^^3de^ul¡odel8ír7.).  -  4!W 

Na  incurre  en  responjíabilidad  criminal  el  agente  administra- 
tivo que  para  resistir  la  agresión  que  le  presenta  uüá  per» 
sona  á  quien  con^diice  detenida,  sé  vé  obligado  á  usaf  Ae 
sus  armas»  en  legítima  defensa  v  en  cumplimiento  de  su 
deber  (/luí.,  núm.  211.-- Uáe  agosto  de  1867.).  497 

No  es  responsable  el  dependiente  del  Resguardo  de  Sales  de 

las  lesiones  que  causa  con  su  arma  á  una  persona  qp^^  es-  .,.  - 
taba  defraudando  sal  y  á  quien  inlitnó  la  rendlciofa,  sin'  '  ' 
censeguirlOy  tanto  porque  en  esto  no-ijaoe  masque^um» 
>  pllr  con,  su  deber,  cuanto  porque  obrar  de:otra  maoera 
seria  baeer  ilusoria  la  obligación  que  tienen  estos  emplea- 
des^  de  vigilar  por  losrntereis  fiscales  es  I&  forma  prevea  i- 
da  por  el  reglamento  de  su  cuerpo  {Aut.,  nám.  195i— 23 
de  julio  de  1867.).  454 
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EieslonMi  -*No  es  responsable  uq  guarda  decampo  de  Iéít  tesnAies 
que  se  causa,  cayendo  aj  fugarse,  la  perseoa  á  auien  ira- 
taba  de  detener  por  hallarse  hurtando  frutos  (i4iil>^  n6- 
inero2í0.— 13  de  agosto  de  1867.).  .   .  .».  r  ,         i9!^ 

1^0  es  responsable  el  agente  odiliÍDistrativo  de  las  lesiones  que 

sie  vé  precisado  á  causar  á  la  perjsona  á  quien  intima  la  or- 
den de  retirarse  del  sitio  en  donde  está  escandaliza  oda, 
por  la  resist^encia  que  éste  presenta  á  cumplir  sus  ('«rdenes 
ni  tampoco  lo  es  de  lesiones  que  él  no  haya  JP9U»fldo, 
cuando  por  el  dicho  facultativo  se  demuestra  tjue  las  in- 
feridas no  pudieron  hacerse  cpn  el  arma  que  dicho  agente 
tenia  (i4uí.,  núm.  228. —30  de  setiembre  de  i867.).  54S 

Eiey  *e  presupuestos.— La  ley  de  prestffíuestos  dé  2Í 'diferju-'* 
nio  de  t864,  no  dio  efecto  fetroaclivo  á  sus  disposiciones 
(Scní.,  núm.  92.— 10  de  febrero  de  1867.).  ,      .21!^ 

Eieyes  adiiilnÍslratÍvas.--Es  incuestionable  la  competencia  de 
la  Administración  en  la  vía  gubernativa,  y  en  la  cótítétí- 
ciosa,  en  su  caso  y  lugar,  tratándose  de  la  inteligencia  y 
aplicación  de  leyes  administrativas  y  de  examinar  y  fijar 
el  valor  de  un  contrato  celebrado  con  la  Hacienda  públi- 
'  '  ca  (Sent.y  núm.  35.-  20  de  diciembre  de  1866.).  8* 

iLleencla.— V.  Edificación,  < 

MJelt9íelon.^y.  Contratista. 

JLíeltaáor.—V.  Remate. 

lijmite  JurisdicoUnal.'EI  señalamiento  de  límites  jüfísdiccfo- 
nales  pertenece  á  la  Atlmistracion  activa,  con, arreglo  al 
Beal  decreto  de  9  de  noviembre  de  1832,  nó  derogado 
en  esta  parte  (Sení.,  nnra.  155.— 14  dé  mayo  dé  1867.).      37(^ 

lilmllefi.— V.  Monte^. 

lifsfas  cobratorlas.— V.  Subsidio  industrial. 

Etfltigante.— No  compareciendo  un  litigante  en  el  ^éimippdol 
emplaiamiento,  y  acusada  la  rebeldía,  procede  la  absoliíT. 
cion  del  demandado ,  si  el  contumaz  fuese  eldem^nd^lHe 
{Sení.,nüra.  140.— 10  de^bril  de  1867.  ;  ■  j.,;^        334 

Maestra  de  iililas.--V.  Autorización  para  procesar», .         , 

HalostralamieDtos.^No  puede  decirse  que  liay  malos  t?a- 
tamientos'por  partie  de  un  alcaide  de  cárcel  respecto  á  los 
,  presos qu«  tiene  confiados  á  su  custodia,  cuaiHÍo  do  hace 
otra  epsa. que  defenderse  de-Ios  ataques  de  é^tosysiiríitie 
se  esceda  ea  la  debféasa  ni  les  caude  ¿frave  daño  (^«í.,  nú- 
mero 157.— 30  de  mayo  de  1867.).  :        .    ;i..         381 
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Materiales  de  eonstraeclon.— Según  los  articuíos  16  al  26 

del  reglameoto  de  27  de  julio  de  i853  para  la  ejecución  .^^  ^^ 
de  Ifi  ley  de  <7  dé  julio  de  i836,  los  pai^liqulares  á  quie-'  '" 
Des  se  ocupen  materiales  para  la  ejecución  de  lasobras 
públicas  lieoén  derecho  áser  indemnizados, ,np  solo  de 
Tos  daños  y  perjuicios  que  se  les  causep^  sino 'taifjl^iein  del 
precio  de  aquellos  po^r  tasación  perícis(l.  En  aicl)M  df^po-, 
sicidnes  úo  eslá  ésceptuada  la  piedra  de  las  canteras,  xes- 

§écto  (le  la  cual  se  Inzo  una  distinción  en  el  Real  decreto 
e  10  de  julio  de  1861,,  si  bien  lo  dispuesto  en  éste  no 
tietie  aplicación  ,á  la^esti'acciones  verjfíc^ das  antes  de 
dictarse  (Sení.,  púm.  271.-25  de  octubre  de  1867.}.  643 

;l|atrieala.~y.  Subsidio' industrial.  ^ 

Mñtrleníííá49,^y^  Almadrabas. 

Medleo  titQlivr.—^Estando  aprobada  por  el  Gobernador  de  la 
proTÍDCia  la  creación  y  consígoíéote   dotación  de  qna 

»  plaza'  de  Médico  titular,  acordada  por  el  Ayuntamiento  y 

mayores  contribuyentes,  así  como  él  he^ho  de  haberse 
timitado  el  Alcalde  á  seguir  la  costumbre  establecida  du- 
rante itiucbOs  años  de  cobrar  la  dotacñ^n  de  dicho  facul- 
tativo, jio^  puede  calificarse  de  ddi  tola  exacción  vecíDal 
que  para  dicho  objeto  impusiera  y  cobrara  el  Alcalde 
(ilfil.,B^- 23.^22 de  enero  de  1867.).  >  43 

Estabdo  confiado  espre^atnente  á  la  Admloístracion  el  casti- 

gar <  UQ  Médico  titular  que  se  ausenta  del  p%mto  de  su 
residenda^eh  épocas  de  epidemia  ó  contagio,  del  mi&rroo 
modo  debe  corresponder  á  las  autoridades  de  este  óHden 
corregirla  cuando  no  concurran  estas  circunstancias  do 
agravación  (Cómp.,  nám.  24.-22  de  enero  de  1867.).  44 

4HeJoradeape1aclob. — \ .  Apelación  y  Apelante, 

llereaneiad,~y.  4t^^rHl,  Capitán  de  r^ave  y  í'letamento. 

Hlnas.^^l  no  protestar  «i  representante  del  dueño  de  ana 
mina,  en  el  acto  del  roconoctmiento  de  la  misma,  contra 
el  dicho  del  logeoiéro  que  declara  no  haber  mineral  des- 
cubierto, equivale  á  una  absoluta  aquiescencia  en  la  apre- 
ciación de  dicho  funcionario  (Sen!.,  nüm.  5.— 17  de  di- 
ciembre de  1866.).  44 

El  plazo  para  comenzar  los  trabajos  de  una  mina  debe  con- 
tarse^ con  Arreglo  á  la  Real  orden  de  11  de  diciembre  de 
;  1835>  desde  que  se  espidió  el  titulo  de  propiedad  {Sent,^ 
número  33.— 20  de  diciembre  de  1866.).  76 

—  Se  pierde  el  derecho  á  una  mioa.que  no  se  baila  poblada  por 

>  cuatro  meses  consecutivos  ú  ocho  interrumpidos  (Sent., 
número  33.-^20  de  diciembre  de  1866).  76 

«-«—  Solo  se  adquiere  derecho  á  las  minas  cuando  se  cumple  lo 
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tó  en  las  )eyetf^>(i^aniettfcM<fSetfi^.a6Éi]kfiM9;riftK 


íe)  tegfimetito  pa^k'ik'^e^ifc^^^  la 
g,  las  i'esolúcíoaéjs^  dge  ijet  d|ctepj^por 
lenlo  eñ  los  espéAlleuj^^  ;^br^'iQ^esti- 
cídeo  éstos  sin  uhefíor  réctir^Oijoáif., 


e  abril  de  1*67,)!  ,     '<     .!',//  304- 

lef  terreno  oéupadó  )póf  üq^ ,  lipij^li  sé 
i  valor  de  él,  una  guÍDta  parí^ jip^»  y 
menoscábd  (foe  ,en  5ti  cá^  es^^iinjíote 
b  los  perjuicibs  qu^eb  lo  suijesi^p^i^ue- 
aQÍoi^.,  je  eijifiplén  "tas .  tírésmpiíjioDes 
ey  de  minas  de  d  dé  jübio  de  1859 
(Sení,  núm.  «43.— Í5  íWabrütíflH4iW2^»'<  .v  .   fiUvú:iP^^ 
•*—  Guando  el  dueño  del  terreno  do  se^conforqia  con  ^^3%^Ñfi^in^r  . 
hecha  por  los  dos  peritos  y  e^téítétó,  Caso 'de*'aÍs6oraia| 
•    él  eoneesionario  de  la  mina  C(»DF^n«rá^fin  IsnG^jailé  be^lvAf 
1 1  pósitos!^  sus  depeodenda»el  yaIor:tasada.ld&  las.rnd^m- 

>  rDÍsaeiOQ68C(ni  su$  aumentos^quedanxio  xe^vádeJái^n- 
.    <^  trega  da  iM^eentidade»  para  cuaotdo  s6  I188^Ielv8»<enllde• 
•  ..feida  forma  lo»  f ecurso^.que  se  fat^^ntíeii  d<jn> arreglo- i  ío 

'«stablecido  eniel  art;'84^^  (lehReglftmeDto  déla  itef  do'ini- 

>  t  nas,  p0ro  sii^  suspenderse,  la4e(flBrc8eii»ii  •(Smt/v4lt^e- 
f  ro  W3v-^i&;deabril<lei»^7v).  ..     ¡      r  3« 

'«•'—  Debe  considerarse  aiundona^ai  y  por  eoajSigui«iiteetii< estado 

de  poderse declaiar  sfu  ioaducídad^  ]atquni!qae  nodttt^ 

baja  tpd0|el  tiemf^que  la  le;  señala  para; esUiaflr  poblada 

(    una  pert^neneia  minera  (Sen/.,  .núniii|204.^-t<30!deinayo 

ii'.de-í867.).V  .  P.:  ^.'-n.-  m.;.  .  -r  .-J:  48! 

Guiando  al  ir  é  practicar  el  segundo  recodooimiaáta^  una 

ipina^o  se  (Mifa.  baUtitada  ifa  laborjegal^,  MÍeA>e  deolavarse 
sin  efecto  el  espediente  (Senf.,  núm.  249.^7  de  iunio  .   . 
de  4867.).  '  /  -  .fi.'.í  f'^^n  «rtMi-f-Mijí^ 

Haciéndpse  la  concesión  de  mín.as  por  nrovixlenpia  adminjl.-,^» .  '- 

tratívíi',  la  adrSision  de  interdiótoá  ¿Otitrá  ella  qlfé  dá  por      '" 
reeuJtado  suspender  las  laboftesimineras*  es  iQ0fttrariár4.lQf;«- *  '^• 

< '  dispuesto  espiresémente  eDLOtíact.  94Jdei»  ley  de  oiinaB  de 
e.dejüÜQtde  i8S^  (Cbi»^.,  náflr|.  S^46i^25  db  n6?ientibre 
••de  1^67.).  M  .,..-•';  ..'!•  A    :./!.•]'.  ,.■••=•  'í.ij  586- 

,  Guando  la  cttesUon  prometida:  liene  poc  ¡ob^etb  sustancial 

averiguar  si  en  la  concesión  de  una.iminaiseibanlillenado 
é  no  todas  las  circunstancias  necesarias  para  i^aer-for^ 

'  ¡hecha  legalmenie  y  en  debida  rforhia  la  eoneesionv  como 
quiera  que  setj^ata  de  si  en  un  acto  administrativo  se  han 
cumplido  ó  no  las  prescripciones  legales,  ^orrespoQ¿lexo- 

!  Qocer  depila  á  las  autoridades, administrativas,  porser 

, .  jsolo  propio  de  ellas  el  decidir  si  en  efeelo  se^  han  (observa- 
do las  díisposiciones  vigentes  (Comp.^uvím.  246.'«^5  de 
ntwieittbre  de  1867.)»  .'     »    ;>  ::,-,     584 
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Moneda  ftilsa.— Cuaodo  et  hecho  deíiíülíii>ar  Y.cfayar^i^^ 

Deda  falsa  no  reconoce  otra  causa  que  iía^edir  su  píMu- 
lacion,  DO  constituye  delito  (íÍmí.,  nímo.  !^Í9.— <5  dfe  ¡oc- 
tubre de  1867.).  '     ""^'  57* 

Hontepío. — \,  Huérfanos,  .       ; 

Moiit<|ii<QÍ  cIvll.^V.  Moriie'pi&miiüár.  .    '  |     :     .  J 

Monte  i^ío  inllitAr.*->-La  Real  orden  de  25  de  abril  deilSCíO^ifue 
modiíicó  la  d0  ^^  de&brjl  de  1906,  referente  al  Monté  pió 
militar,  no  puede  ser.api¡eable4vi>n  pinsionióta^ei  Iktat^ 
pío  civil,  pues  se  espidió  únicamente  para  las  clames  mili -,»      ,. 
tafesíSení^DÚm.  227.— 30d<^jutíli>'aél8ef.).  '''^45 

Monto«i--^Cuando  se  duda,  por  las  ?iptoridadeft,CQntéD(fieDt^?  sí     ' 
.  .^i  hecbo^deQ^cia/|n,ha^^pid()  Ip^af  en  mvnte^  jdel  Esta- 
do ó  en  otros  de  propiedad  part¡cu|af  que  cpi^  jaljpí?  Jin- 
den,  es  consiguiente  que  00  puede  decidirse  el  conflicto 
ínterin  no  se  practique  el  oportuno  deslinde,  cuya  opera- 
ción corresponde  á  las  autoridades  administrativas;  y  tam- 
bién á  dichas  autoridades  corresponde\coiíftcer(je/los  i^s.  -     - 
cesos  que  puedan  cometerse  en  el  aprovechamiento  de 
unos  noontes  derEstüdo,  aütorjzaido-pior  la  AdtrtíBisti^-       " 
cion  {Comf,y  núm.  180.— 42  de  julio  de  ig^67v)..      ,    ..  ,,fá?P7 

Guando  no  se  trata  de  averiguar  los  límites  dé  unos  montes 

de  un  particular  que  confinan  con  ot^oadé^^ün  ^nebló"/"'   * 
sino  de  que  se  mantenga  á  a^^iei^en  Ja  posesión  %i¡^fA\^*i 
fruta  y  que  el  pueblo  le  niega  en  elhecho  de  uq  respetarla  ..    ,^ 
y  disputarle  la  propiedad,  corresponde  cóübceyvieí  asuiítíí*  * 
,  a  la  autoridad  judicial  (Comp.»  núm.  185.— 2í,de'jiÍMiii}3i. 
de  1867.).  /         ;     ;,  437 

Guando  el  querellante  se  halla;  en. posesión  delosioopates  Iso- 

hti^  qne  ver^a  ^  cuestión,  y  no  se  ha  adoptado  anites  del"  „  ^ 
interdicto  providencia  .alguna  PPX  |a  ,4djp9Í¡Py>stfa,^qn^|^ra 
conservar  la  posesión  que  sobre  diclps  montes  pudieran 
tener  unos  pueblos,  no  se  nuede  estimar  improcedente  el 
recurso  judicial  del  interdicto,  que  se  limita  á  mantener 
Ja  posesión  privada;  así  como  las  providencias  adipinistra- 
tivas  que  recaigan  sobre  materia?  de  este  rtrden  no  pue- 
den dejarse  sin  efecto  por  medio  de  interdictos  ante  la 
autoridad  judicial,  tampoco  los  interdictos  se  pueden  bon- 
ffariar  ante  la  Administración  por  medio  dé  providentias 
posteriores  al  fallo  restitutorio  iComp.,  núm.  185.— 21  de 
julio  de  1867.).  ^'''     437 

Si  bien  él  deslinde  de  los  montes  públicos  y  los  que  con  ellos 

confinen  en  todo  ó  parle  corresponde  áfa  Administración, 
'  cuafido  la  cueistífjri,gue  se  suscita  versa  sobre  propiedad  y 
posesión  de  ésos' rnoxitéV,^eíspffVátiv6^íe''Ios^T^^ 
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,.4ajtt8Mci%  elooiioeimiento  de  €(l]f»  «DvOl  }uicioipl«iuriOs 
correspoDdieDte  {Comp,,  oúm.  185,t^21  dejuliada  iSi67.)*      ^^'^ 

Montes.^Los  daños  en  los  montes  aue  no  merecen  la  cft|ifíca- 
cioD  de  delitos,  que  no  escéaen  de  mil  escudos  y  que  sé 
ca&tigan  con  las  penas,  pecuniarias  establecidas  en  fas  or- 
denanzas del  ramo,  estáb  comprendidos  en  Ja  regla  i..*  del 
art.  i  24  del  reglamento  de  i  7  de  mayo  de  1865,  y  por 
consiguiente  caben  dentro  de  la  jurisdiccíoir^<ie^'lasei^p«*«'^'^ 
ridades  administrativa,  sin  periqi^^iade  que  ófta^^sf^iojii-, . 
ban  del  conocimiento  del  asunto  si  mas  adelante  apare-  ' 
eiese  ^e  los  daños  eran  de  mas  ciíadtfa  qoe  lá  e^HÍMtda  - 
((7omp.,núm.  i00.-^47  dejuliode  «867.).  447 

y.  Cóírta  49  hñoiy  Daños  j  Deslinde. 

Mnítm,^y.  Confiscación  de  bienes. 

Maltas  en  metálico.— El  delito  de  percepción  de  mujtasen, 

dipero  es  de  los  espresamente  esceptuados  de  la  gámntfá  ''"' 
dala  previa  autorización  (i4ut.,  núm.  269. — 28  de  no- 
viembre de  1867.).  639 

•    Ji..    '  •    ;;,. 

Wavlefo.— V.  |íTefam«nto;  * 

Megodop  d«  Ultramar.'-rV.  Inframon  fíe  doctrina. 

Wodriías.— V.  Falsedad. 

Komlum.'^y.  Falsedad.  . 

Motiflctteloo.— V.  Clases  paHvas.         ^      ' 

Mnllá9íá.^y.  Remate  y  Subasta.  '        : 

Malldail  deventa.—Cuundo  hay  error  sustancial  Sobi*e  elob- 
♦  jeto  vendido,  procede  la  nulidad  de  la  venta  (Seft([.'ñü- 

Tirerol!54.~l'5  de  abril  dé  1867.1  '363 

V.  Bienes  de  Propios,  Bienes  nacionales^,  Comprador,  E^cen- 

úic^  de  la  desaniortizaeion  y  Tesoro  público. 


Obra  pía.-— És obra  pía  ía  institución  de  heredera  hecha  en.  fa- 
(avor  del  alma  del  testador  fundando  diferentes  aniversa- 
rios dé  misas  y  otros  sufragios  guales  con  carácter  de 
perpetuidad  y  encomendada  á  ejecutores  clesiástícos  (^• 
'  tencta,  núm.  100.— 22  de  febrero  de  1867.).  236 

— T —  Con  arreglo  á  las  leyes  de  1.^  de  mayo  de  1855  y  11   de  julio 
,^    de  1856»  corre;sponde  al  Estado  Ja  enajenación  de  los 
,  bienes  pertenecientes  á  las  obra$  pías  y  la  de  los  qA;ie  se 
^   hallasen  disfrutando  los  individuos  ó  corporación 3S  ecle  - 
siásticas,  cualquiera  quesea  su  nombre,  origen  ó  cláusa* 
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.   ksdes»faiid«d(Ma(S«iM.,Dám.  iOKI,— 2¥4e  febrMade 

Obras  éñ  un'  inoHtté.<— V.  AptótuechanSkMo  de  agua$. 

Obrat  publicas. -^A  las  autoridades  admioistratiya^  correspobde 

.    el  coDocimionto  de  )«8  GiMstíoiMs  qoe  pqedan.  auscUarse 

por  la  falta  de  forma  eo,  U  ocupación  de  terreóos  ó  por  el 

avalúo  de  materiales  y  resarcimiento  de  daños  causados  con 

.  motivo  de  Morras,  públicas  (Cofl^p.,  núm.  22.— 2)2  de 

enero  de  <807,).        .   .  t  41 

Sí  el  Gobernador  de  !&  provincia  no  autorizó  una  obra  pública 

municipal   y  la  mandó  suspender,  la  falta  de  eun^bli- 
miento  de  esta  orden  por  parte  del  Alcalde  p(^drá  dar 
orí^n  á  reclamaciones  antela  Adminislrttéic^^peroncri^  '!>^> 
'   un  interdicto  ante  autoridad  de  diferente  órdeti  {Campe' 
iencia^  núm.  27.— 30  de  enero  de  t867.).  62 
Debiéndose  pliblicar,  al  anunciarse  la  subasta  de  una  obra 

Íiública.  k)s  planos  y  proyectos  de  la  misma,  el  facilitar 
os,  para  que  los  examine,  á  una  pértona  que  ya  habia 
presentado  proposición ,  no  puede  decirse  que  irroga  per- 
juicios á  la  H^ct^O(ia  pública,  y  rpenoi  cuando  f^  exám^^ji^     j^^ 
tuviere  por  objeto  mejorar  la  proposición  que  se  había 
presentado  {Seni,,  núm;  H3:--7  de  marzo  de  1867. )é      *«»t^ 

El  mero  ejecutor  d;^  una  obra  contratada  por  una  persona.     «^ 

€op  la  Administración,  carece  de  acción  para  reclamar  de 
ésta  ^1  abono  de  las  obras  adicionadas  á  la  que  primitiva- 
.   mente  se  contrató  (S^iU.,  núm.   146.— i3  c(e  abril  de 
1867.).  349 

Las  leyes  de  14  de  noviembre  de  1855  y  17  de  julio  de  1836 

establecen  la  obligación  de  las  empresa^iJe-obrtts  pfiblleM  *''^'^^ 
de  abonar  el  perjuicio  que  ocasionen  á  los  particulares 
por  el  cambio  de  condicioneiB  ó  supresión  de  derechos  que 
sus  propiedades  ó  industrias  esperímenten  á  consecuencia 
de  la  ejecución  de  dichas  obras  (Sent.,  núm.  226.— SP  de 
junio  de  1867.).  '    ^        'm 

V.  Peritos,  Materiales  de  eonstruecion  y  Previdencia  ^  víft*  i 

ministrativa. 

Ocupación  de  I errcnos.— Al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  nú- 
méi*b2.*  dé  la  Rfeal  orden  de  19  de  setiembre  de  1845', 
las  reclamaciones  qbe  se  susciten  con  motivo  dé  la  ocupa- 
ción de  terrenos  particulares  para  depositar  materiales, 
sok)  pueden  entablarle  ante  el  Jefe  político,  hoy'Goberna- 
dor,  sin  perjuicio  de  acudir  á  la  vía  contenciosa  cuando 
el  negocio  adquiriese  este  carácter,  pero  siempre^  a^Ae  los^  ,r^ 
Consejos  provinciales,  ó  el  de  Estado,  en  su  caso  (Compe- 
ienéia,  Dúm.  116.— 15  dé  abril  de  1867.).  *   '  ^279 

- —  W.Ob^as  públicas. 

Oflclof  cnajeoados.— Al  revertirse  á  la  Corona  los  oficios  ejoa*, 
jenados  propíos  y  peculiares  de  los  anl^uos  Estados  de 
TOMO  yiU'-Jurtsprudencia  administrativa.  94 
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gacíoD  de  pagar  la  cantidad  cocveoida  eo  máetántíltÁion, 

,  jenacion  y  la  reversioq  se  bicieron  por  el  Rey  de.Espana, 

;^^árhéHfoiib¿imá)]i%pá'd<i^8'¿féN^8^k^d^'^ 
' '  K^áñáy'  S  étío^  p<rt+éfáíw>tf<f¡¿'y^  tái^^AhV  mié«  Xjué'  íasí 
*^  tíéwatí;'cóa  ia  bWtgéWoo  úéí^M  íftPIk'  ciítói  Impüfesta 
'^ émó  ^tojilirf 'y  'iik?tífál  ^dél'f¿SiiW*É^tlfdo5l>di' Tsbtísi- 

g líente  los  eréditos  de  esta  clase  sob '  ílfcfadkbíéitteDtA 
Md^"í(fe  ;JltóWib«'{SéÍt.Viffift:^f tó.%^9*itó  ^agostó  úií 

Oflel#»(^BaJe^A4»6L-nNo  t)|hif^Qdp9e,i^VtO  a$t^in9^ai(l(^4i^ 
Avf  .iiwíier^  dn  fíkaga^  4íbI>«  Di?ttíá*.f^9,Ainér¡ci^i,:  pue»,  í^rca 
de  ella  está  ofreqidío,y,apMk*»dcií.un  prvjfci^d^  1^ pQ|  el 
iJH't<cwJo.!?3!;de.!a^,d^lUP:d^ígflí8tof¿e^ií|ii;  jl^d^TMoiseí  .  - 
fha  )e$feahfleci4o;d^eati6í9lgi|^-g^l^PiB  ¡qufliy^^wíterfisi^par- 
,.uüfiuUjres,  füe()iiD rí^n4#^  peiy,^"-gej|.íeielaípaWe8  (&iK., 
-,  oúm.  Wr^n  íl<a»gí|ítí9.idfl;<8«7.i».. ,,  . ,      .  ^    ,    ..,  «22 

Ordei^áülsá^.-i-Cuái^do  no  ei$§té\)  ^cii^eáitízáís  tíl  tej^m^li^ 

sobre  otía  materia  no  es  i^bsibleiu  ééíAi*^títfron.  áí' j^or 

'    tjbn^igíiie^nle  el  cpoócímieiito  dé.  los  Co¿séJóaf  proviftiláles 

éfa'^  ¿ontéflcioia  (Sm,,ii6í\Al'  féi'.^ÍÁ  'tfe'íná'Wde 

' "       .'-WT;):  ■•,:■•.»./  ....•  .    .^^  .        ..'      .' 

OrdenA|liMi«  4e  a^Mm».-^y..  Aguas. ,..[■  /..  ..,  ; }..,.. 


4«7 


íPugo.— V.  cyáítíos.  j  .,.,,. 

Párroco  rarai. — V.  Curato, 

Pastoij-^A  .(os.XrJkuodJes^prd^ariostQ^  d^cMlcIjr  Mass)i)SiC4(Bs- 

,iÍQnes  q^Q^piiedan  suseUars^  con  ;ipQti](to  del  dri;i6^do  de 

unos  pastor  heaha  por  un  MuDídpíoVcuaodo  éstei.<^x;^en 

>  .^^cept^.áe  persona  jujííolíca  {Óonwu  oúoír  i97.:-?2¿^de 

Penafis.— V,:ifefrawÍííjM6rt.^     '  ''  ^ 

Peoslon.— No  es  po^bje  xet^plraer  el  go'^e  Jft  ana  pensípa  A/e  - 
cha  anterior  de  la  ley  en  virtud  de  la  i}t)e  se  e^isediá 
(Scfií.,núm.  76.— 25deenerode  i867.).  .    iU 

Pm  goza i^tie'liag'' pañalones  á'^fue^é  líefiere'ef  aft.'Jfdéfá*'**  *^ 

■'^Jfislnicéiofl  de^26  de  aicrpmbi;e  de  i89l,  es  ntecefíário 
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aWsre^tt íipj^íoiidiirw^  las  eircuiistafnfctóá  ^iéiiídw  w  »^»>' 
fi  ^íiotto  artículo  (Síhí;^  nünj.  46t.— i4  da  raayd  de  4861.)-      *^*' 

Perlt#».4t-NbKpáciéDdo9e  6sppesamentje,  ^o  puede  sérmotiwlsU'- 
vv>  iciMte  dé' rduKdad  la  postergaoion  del  Don»liramíeDtodel 
1^  teroef  perito  Pira  diHmir  la  discordia  que  pttdiera  h^ber 
h  HBDlrfl  lo»  dos  nombrudos  para  la  recencioD  de  UDa  obra 
lípáblioa  «oBiratada  eon  un  partieular  (Swt.,  núm.  32. — 
r:^H  de  lénarode^^ se?.).  72 

— -  Ptodimatio  por  eIJuez  o»  tercer .  perito  en  discordia  para  la 
nAa^c^  d^uaostlerreoose^propiaiios  para  obras  púbtitas 

M,i  y  no  recusándolo  "nri^oba  de  las' partes;  ni  alegándose 

que  carezca  de  aptitud  lega!  para  hacer  la  V^íorédottjno^ 
puede'despues  reclamarse  contra  la  tasación  que  dicho  per  ...^ 
■  •  kñbm^iÉétit.,  riúttt.  Í|8.-:7  de  febrero'  de  t^ífT.):'     ''    t(ñ 

Perjuk<?fíws!ir^Guando  nothíjy  datos  exactos  para  fijar  lo  qoe  la 
,,- Aamíoístiracion  ha  de  dar  por  indemaizacjon ,  dfr  perjui-  . 
,,cios-^«'ní>enes^ef,ca,Uular  prudeqcialmeote  la  cantídadán- 
,   j  demiiizabíe  {Sentí,  núm.  26.— 2Q  de  diciembre  de  i^O^.).        4^ 

Ik),,e^ .procedente  ei  abono  de  perjuicios  por  el  valor  de  «ñu. 

'jipdQstrja  suspendida  por  la  voluntad  del  mismo  industrial 

¿iiabricanteiy  cuyo  restablecimiento  éstab,a  sniejto  ádiver- 

.  ¡sa^  Cíintingencias  {Sent  j  núm.  226*^30  do  junio  de 

^717-  V.  Contr^t^tai  Obtcks  públioa»  y  Ftayas  i  Uis,\OMi(»  p^ 
África, 

Per8«MNlj»rí4lf^.— V.  Ayuniaxniénio., 

Pertéiieiicla  minera.— Para  la  demarcación  de  una  perteben- 
cja  íoinera  es  ípli^pensable  la  existencia  do  iijiqeral  des- 
cubierto, ségii  o  se  dispone  en  el  art.  58  del  Reglamento 
,  pai!»  la  eiecuciou  Añ  la  ley  de  .minas  de  6  de  julio  de  i85^'   ._ 
'  \Sent,,  nüm.  S.--ÍI7  de  diciembre  de  1866.).  ü 

—  V.  Minas, 

Plano§.— V.  06ra  pti6Wca. 

Plelto.~No  habiendo  un  pl«io  'Sílwíor^  relativo  al  ofejetO  sobre  ^  *'' 
que  se  ha  htigado,  no  puede  haber  fallo  ejecutorio,  ni  otra      .  ,,^ 
providencia  definitiva  {Sent,,  núm.    8 i.— 5:5  de  enero  de 
<867.).  '  /  ^^^ 

V.  Cesionario  y  Prueba, 

PolIcikl^V.  Camhi(fs  piS^Hco^  i Edificación.  ,   ^  ' 

Polleia  de  aguas.— Cuando  no  se  trata  de  aplicar  ordenanzas 

1  y  teglamentos  administrativos,  ni  tampoco  d^  te  polida 

'd«  aguas,  no  tieiien  apUcacíon  las  Kéales  órdenes  da  22 

de  noviembre  de  1836  y  20  de  julio  de  1839  {Vomp.,  nú- 

mero  23fJi--^16  de  ociabrede  i«<e7.).  >  >  i    •     862 
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Polieift  vMrat-rGiuaielo  86  procede  por  el  eoeargado  en  noin« 
bpe  del  A][uiHaaiiefU»  de  la  policía  rara!,  j  tk  heebo  (|ue 
motiva  el  loterdicto  tiene  ppr  q^etp  pr|?^9.ij^^^^cui|fir7i  ^ .  . ; 
pécimieotos  ó  daños  que  se  puedan  causar  aí'tránsilo  pu-' 
Dlieo  por  las  aguas  que  pasan  ó  se  depesitaD^aliadó^  MD''^'*' ' 
camioQ,  existe  un  acto  sobre  oíaleria:  de  polidá  rürai.  Los 
vicias  ó  felta  de  forma  en  que  haya  podido  mearrír  ei 
Concejal  encargado  de  dícbp  acto^  no  dan  competencia  á 
la  autoridad  iudictal  para  ooaocer  en  la  iría  sumarisima 
cuando,  como  sucede  tratándose  de  asuntos  de  policía 
rural  y  tránsito  público,  la  materia  sbbre  qae  versa  la 
providencia  es  esencialmente  administrativa  {Campi^  fiú- 
mero  259.-^25  de.noviembre  de  1867.).  611 

V.  Ákaláe  y  Despojo. 

¡^•lieia  urbana.— Las  atribuciones  de  policía  urbana  ccmfi^das 
á  las  autoridades  administrativas  solo  se  redoren,  en 
cnanto  á  los  derechos  privados,  á  reglamentar  snlísb  y"'  ' 
conservar  el  orden  de  su  disfrute,  de  modo  que  no^  se 
embarace  ni  perjudique  el  tránsito  público  {Conip,,  nú- 
mero 72.— 10  de  marzo  de  1867.  '  166 

Cuando  él  hecho  que  motiva  e!  interdicto  ha  tenido  fnffar  eif 

ejecución  de  ooa  providencia  del  Alcalde  relativa  a  poli- 
cía urbana,  que  es  materia  sustancialmente  administra* 
r  tiva,  es  ínadmistbfe  dicho  interdicto,  porque  el  auto  restí- 
tu  torio  contrariaria  un  acto  de  la  Aamiuistracion  (Com-^ 
■-  pehncia,  núm.  257.-25  de  noviembre  de  1867.).  608 

l*o«e«loii.— Cuando  el  interdicto  se  dirige  á  obtener  el  amparo 
de  la  posesión  que  existe  álavoir  deun  partümlat,  enbada 
opone  al  acuerdo  del  Ayuntamiento,  haya  ó  no  recaído 
éste  sobre  materia  administrativa  y  hayase  o  no  ííteládo 
en  virtud  de  legítimas  atribuciones  (Com».^  núna.  184.— 
•íl  dejuhode  1867.).         ,  1        '  435 

'^"'^  V,  Aprovechamientos  comunes.  Ayuntamiento  y  Sefvi- 
dumbre.  \    , 

Postara. — V.  Remate. 

Preeia. — V.  Comprador  y  Tesoro  público.  ■  " 

Predio. — V.  Servidumbre. 

Presos.— V.  Evasión, 

Presupuesto  munlctjpAl.— V.  Dáucias  de  los  AywUam4entq$  ¡-  .  i 
y  Fondos  municipales. 

Privilegie.— No  acreditándose  la  existencia  de  un  privilefftOy  no 
puede  invocarse  éste  {Sent,,  núm.  98. — 22  de  febrero 
de  1867.).  «30 

—- ^  El  privilegio  concedido  por  una  orden  del  poder  ejeeolivo 
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.jHiede  ser  derogada  por  otra  orden  emanada  del  mismo  ' 
|Ki4«r  (^e»t„.núm.  08.-22  de  febrero  de  4867.).  230 

Proceíllitiléiito.— V.  Competencia  de  jurisdicción. 
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Provi4f»A«ia;  ñámUAnirti^im  •^Gutnxiotiio-tid^t^fftrcM^'fVD- 
irideDCJa9^l6gíti(uaBiÍ6  Jd  AdmÍD^8tMicU>D^tooíliet^e#jmqa- 
cion  la  áeal  orden  de  8  de  mavo  dp  4»3». K<>*W^«WftT->^vrrfA 
ro  234.— 1#  de  octubre  de  \^h1.y.  SBi 

No  es  de  esencia  que  ia  providencia  cofilrártli^.^oi^efiaUft'Mf^<»'i*^ 

dictóla  haya. dictado ^n  Ayuntanue^^p,  p^tra  9ue  i^^)^,  ^,^^i^ 
pueda  dejar  sin  eínclb  por  la  autoridad  judicial  .en  ía  tía    ' 
s^marísirna,  sino  que  basta  queja^ipatería  sobre  que  recae 
el  apto  sea  administrativa,  porque  el  objeto  de  la  Real  ác-:  ! 
den  de  8  de  mayo  de  1839  fué  separar  ambos  (irdenes  iu4í  • 
cíal  y  administrativo  y  evitar  que  uno  d^;elios  seme%cl2^6 
en  las  atribuciones  del  otro;  y  las  pro víden eras  q^^^icij^n 
las,  autoridades  y  corporaciones  adn(iitiislrativá$  ?ob^^,ína•»^  ¡ 
teriasdeesta  clase,  solo  son  reclamabiés  anti3  la  inisina 
Administración  de  ¿rado  ep  grado,  en  la  vía  gubernativa, 
ó  en  la  contenciosa  en  su  caso  y  lugar  {Comp.^  ni^m.  2^.  - 
25  de  noviembre  de  1867.).  ,608 

— —  \ .  Despojo  é  Interdicto,  »   ,. 

Providencia  definitiva. -V.  Pleito.  ^  ^ 

Providencia  gubernativa.— V.  Fia  coníenciosa.  ^ 

Providenelaa.— Las  providencias  que  oo  se  reciamBO  en  ti^- 
.  po,  causan  estado (Sení.,  núra.  164. — 14  de  matf&^áe 
vi867)v  '  391 

-i-M--  V.  Inhibición  y  Tribunal  de  cúenias. 

Proyecto. — V.  Obra  pública, 

Prneba. — Cuando  el  pleito  se  lia  recibido á  prueba- üó puede dfeá-**^**'^* 
pues  invocarse  como  fpudiímeiití).deUi:eQur*fi,d^  ;3ijJjjUj^v,„,,«t 
la  causa  7.'  del  art.  73  del  Regléraento  sobre  él  ,'ra'óao  de 
proceder  los  Consejos  prownciales  {Ser^l.,   núir^,  iSi.-jíS 
de  enero  de  1867.).  ,  482 

Elno  recibirse  un  pleito  á  prueba  no  es  motivo  de  revisioft  de 

Ja  definitiva  en  él  pronunciada  {S^nt,^  oúui/  •¿62.— 30  íie 

julio  de  1867.).  /       ,     >       >  ^^^ 

Prneba  te§tifieal —V.  Arrendamientos  ^antiguos  y   Dórfiinia^^ 

útil.  '  ■....,,,...  ^. 

Pueble.— V.  Coto  minero  y  Uinas.         , ,  .,    ,   ,;  .;  -  ^/ 

Puerto.— V.  Laboreo.  '  .  í  .t  i     - 


í) 


Q 

M 

4|ínerellante.— V. /níerdtcfo.^  . 

neal  Armada.r-El  sistema  de  a^^cen^os  esiabieeiio  por  (^Or- 
denanzas generales  de  la  Armada  de  i7^3>,  tD^tret»  ínaica- 
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Real  ¿rdeii.--La8  fteáles  órdenes  dictadas  cott  caráctai*  general 
no  pueden  ser  objeto,  ni  ann  de  un  modo  indirecto, de  i:^- 
ctamácion  alguna  en  la  vía  eonteneiósa  iSent.,  nüm..SO. 
—29  de  diciembre  de  1866.— (Sent.,  num.  104.— 41  de 
marzo  de  1867.).  117  y      245 

Una  Real  orden  solo  puede  calificarse  por  las  disposfclobes 

Tigentes  á  sü  publicación  y  no  por  las  que  se  dictan  con 
posterioridad  {SenU,  núm.  50. — 29  de  diciembre  de 
1866.— (Scní.,  núm.  104.— 1  i  de  marzo  de  1867.).  1 17  y      245 

Las  Bealesórdenessbbre  negocios, en  que  se  versen  intereses 

de  la  Hacienda  pública,  no  pueden  teodr  otro  valor  que 
él  de  la  resolución  final  necesaria  en  el  espediente  guber- 
nativo, que  debe  preceder  en  dichos  negocios  antes  que 
pasen  á  ser  indicia  les  (Sent.,  núm.  119. — 5  de  abril  de 
1867.).  285 

No  se  concede  recurso  alguno  contra  las  Reates  drdetfes  con- 
sentidas por  los  interesados  {Sent.,  núm.  127. — 10  de 
abril  de  1867.).  304 

Solo  á  la  Administración  corresponde,  en  su  caso,  interpre- 
tar las  condiciones,  eficacia  y  validez  de  una  Real  orden 
{Comp.,  núm.  233. — 16  de  octubre  de  1867.).    .  559 

V.  Avenimiento,  Consejo  de  Estado,  Demanda  y  Reai  dé- 

creto. 

Rebeldía.^ V.  ¿t¿t^an^e.  ,,  i 

Reeaada«ion  de  «ontrlbuelanef .—- Con  arreglo  at  art.  Í3 
de  la  instrucción  de  20  de  agosto  de  1859  sobre  recauda- 
ción de  coalríbuciones,  resueltos  los  espedientes  de  su- 
basta y  nombrados  los  recaudadores,  se  formalizará  inme- 
diatamente el  contrato  por  medio  de  escriUira  pública, 
prestando  aquellos  la  fianza  correspondiente  en  el  término 
improrogable  de  dos  meses,  y  de  no  verificarla  a8f^\cadu- 
cará  su  nombramiento,  perdiendo  además  eJ  depósito  pre- 
vio (S«nt.,  núm.  105.— II  de  marzo  de  1867.).  24g 

Los^agentes  de  los  Recaudadores  de  contribuciones  no  pue- 
den tener  en  manera  alguna  el  carácter  de  emplados  ad- 
ministrativos, puesto  que  su  elección  y  nombramiento 
corresponde  á  los  recaudadores,  qUe  son  los  funcionartos 
dependientes  directamente  de  ia  Administración  de  Ha- 
ciende, y  responsables  por  lo  tanto  d^  Ingestión  de  su 
■"*        cargo  (^uí.,  núm.  9. — 7  de  enero  de  1867.).      r  17 

Reelblmleflito  á jlnieba.^V.  Prmtka^  <  «rV»",-v*i  *.>   »% 

Reeiaimáéloh  -rV.  Cíasíes  pasivai  y  Ohupáícíofi  di  térré^QS,  n 

Reelamacion  de  perjuicios.— El  que  no  reclama  los  per- 
juicios id  fridos  por  un  flcontecírafenttfpdlftíeb^denwtífe^'      "  - 
lá  fecha  en  qué  se  mandó,  deja  Ciadútfer  en  ciertú^Odó  él 
beneficio  quef  se  le '.  concedió  {Sent.f  ^i^.  26.-^20  de'tB- 
éiémbre  de  Í866.).  ^  4g 

""^  y ,  Contrato. 
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Reclam^ci^ai^filiiern^ilij^^.-rV,  fi^sqnwrtmpiqn.   .      ; 

AecoBOcImlenta. — Y,  Beréúhé-  '   ^'  .^     - 

ReeoiMctnilento  4«  cf^l^^p*,-rr,V.  CffUo^. 
Recurso.— V.  Real  órúen.  t  ^^       ^    ' 

S^^eurno  de  eéí9iíelon,-'\.  Tribunal  dé  Cuentas. 

Reenreo  de  lllllid#d^— No  |>^ope(]e?1  /ecufso  (]e  D^lidad  (>pr  , 
la  denegacioD  de  uDa  prueba  que  no  pudo  admitirse  por  ' 
prescDlarse  fuera  de  tiempo '<Se«í*,  núm.  i64;-"i4'^* 
mayo  de  i867.).  .        ;,,   .  ,^    . 

r>^gada  por  el  Co^3€y[Q  proviociaJ  |^^c|mÍslo,D  del  recursadé 

nulidad  .i Dterpqesto  por  4  *P^i^^  ^^  una  seoteDCíá^  y 
.  .DO  li^ bien  1^0  reclamado  qj^prip^aq^eo^e  de  e$a  ne^fitíya, 
•  no  es.  posible  tomarlo  en  consideración  después  eo  la  se- 
gunda in^taDci^  (S^nt.^  num.  22Sí—*3Q  de  junio  dej  867.). 

y.  Denegación  de  prueba^  ^fraG^iq^4^4<^^^ 

tteeurso  de  revisión.— El  término  señalado  pát^a'  iúterppper 
el  recurso  de  revisión  es  el  ifé  doaf^eses,  contados  dÁóe' 
la  notificación  de  la  definitiva  {Sent.y  búdií  ii8.— ,$.i)e: 
abril  de  Í867.). 

Según  }a  disposición  del  párrafo  1.^  del  art.  228  def  re^a«- 

,  ,  mentó  de,  ^,0; do  diciembre  de  18^6  y  la  jurisprudencia  es- 
tablecida por  ^1  Consejo  de  Estado,  el  recurso  de  revíaíon 
por  contrariedad  en  las  resoluciones  de.  una  deiioitiva  se 
contrae  á  las  que  eq  su  caso  resultaren  en  la  parte  (üv^po^ 
sitiva  de  la  misma,  y  no  sé  estieode  á  las  que  pudiera  fia- 
ber  entre  ella  y  los  considerandos  qoe  la  preceden  (SfffW.^ 
*  número  f55.— 5  de'Éibril  de  1807.). 

No  puede  admitirse  elrecufío  de  revisión  que  se  interpone 

! lasados' los  dos. meses  que  lia  y  señalados  Jjara  fiacerlo 
Sent\  üvtrrf,  450.^15  de  abril  de  i 867.). 

Habiendo  estado  de  manifiesto  á  las  panes  el  espediente  gu- 

l)ernatiyo«  y  habi^Qdoso  expuesto  por  escrito  quedaren-, 
t^ado  del  misn^o^  todo  cop  anterioridad  á  la  vista  jiel 
pleito»  no  puede  después  fundarse  el  recurso  de  revisión 
del  de<;reto-seujlencia  en  el,  art.  !^1  del  Reglamento  de  lo 
Gontencioso  del  Consejo  de  Estado,  que  se  refiere  á  docu- 
.QQentos  decisivos  recobrados. después  de  pronunciada  la 
sentencia  definitiva,  ni  mj^nos  asegurarse  con  exactitud 
que  el  espediente  fué  detenido  por  obra  de  las  partes  en 
cuyo  favor  se  dictó  aquella;  Para  que  pueda  invocar- 
se dicho  art.  23i  es  condicioo  aecesaria  que  se  aeredi-; 
te  de  una  manera  precisa  y  concreta  que  aquel  documen- 
to que  se  ha  recobrado  después  de  la  sentencia  es  decisivo 
.para  la  cqestion  del  pleito  {Sent.,  núm.  220^—30  dejii- 
niode4867.). 

: Para  qqe proceda  elrecursode  revisión  de  una  sentencia  con 

arreglo  al  número  i.*  del  art.  231  del  reglamenlode  lo 
TOMO  yn.^Jurisprudencia  administrativa.  95 
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CoDteDCtosOy  ia  primera  condieféá  es^ue  sé  f^e^enten  los 
documentos  que  se  aupouen  r^cobra^os^  ó  á, Jo  loeoos  que 
se  acredite  su  exísteDcia;  ep  defecto  de  esta  prueba  oo  es 
posible  acreditar  qué  tales  doedftr^tos  ^'ha^éb  detéitídb 
por  fuerza  mayor  ó  por  obra  de  la  parta  qae  hubiere  9l>' 
tenido  u a  fallo  favorable  (Sen t.,  num.  262.~3Ó  de  julio 
dei867.).  '  ttO 

Recurso  de  revlsloo.^ — Y.  Re$eri>as  de  derithb  y  Sentencia. 

Redenélon.— V.  C0f?^«y,jPof)^tnto  úii¿. 

Regidor  sindico.— Cumple  con  su  deber  y  obra  en  justicia  el 
Regidor  síodíco  que  espulsa  un  ganado  dé  tío  término  por 
00  Iraber  guarda  municipal  que  lo  verificase,  y  denuncia 
el  hecho  ante  el  Alcalde  respecitivó/sin  aue  deba  respon- 
der de  la  t^érdída  de  al^^una  res  que  pudiera  estraVlar  al 
ahuyentarlas,  pues  de  este  extravío  son  responsable^  los 
pastores  que  debieron  Cuidar  del  ganado  {Aut,,  nám.  87. 
--5  de  abril  de  1867.).  »      f         /,  ..     ^ 

— — \.  Violaeion  de  la  correspondencia  i 

Keglkito.^y.  Minas. 
Reglamentos.*— Y.  Ordenanaas..    :,^ 

Regalador. --Para  qué  sirva  dé  regulador  del  liábe¥  pkÉiyb  el 
sueldo  de- un  destino,  es  necesario  haberle  dSsfi'í^tadó  por 
dos  años  {SeM,,  nám.  20.— Í7  de  dicietnbre  de  1886.) J  36 

V.  Aboñb  deservicios  y  ffaber  pasivo,  • 

Remaúuale.T-El  rematante  de  una  fiocadesaiportizada  no  pue- 
de alegar  ignorancia  de  las  cargas  que  9Qbre  la  inisma  pe- 
sen, y  eximirse  en  su  coasecuencia  de  cufpplirlassise  pur 
blicaron  en  Jos  anuncios  del  remane  y  por  el  pregonero  en 
el  acto  de  realizarse  Ja  subasta  (Senl.,  nú(a;,34.r.-20  de 
.  diciw^re  de  18660*  ,,,.      ,   .  ,      78 

Remate  .—Dado  por  cobcluído  un  remate  potf  decláriacion  del 

Juez  y  anunbió  de  la  voz  pública^  bo^róCedeoltra  cosa  que 

éxighr  ias  garantían  y  practicar  las  diligencias  necesarias 

'■   para  asegu^aréíctimp^finiiénto  de  la  última  porá(üta<Sé»it., 

nijm.  31.— 20  de  diciembre  de  1866.).  '  70 

IM  postula  heifcfta  Aiera  dé  remate,  ao  siendo  verdadera  pas- 
tura, no  puede  apreciarse  en  pei'juicío'dé'légítifnos^^ére- 
'  chos  de  otro  licítador'(Sení.núm.  31.-^20  de  diciembre 
de  4866.).  ■  ;  <  70 

Todo  remate  público  eémt  acto  solemne  qiie  lioptted^inter- 

r^impirse  y  cuya  duración  determina  la  autéi'idad  ^ué  lo 
preside  {Sent.,  núfii.  3! .—20  de  diciérfíbre  de  186«.)*        r  70 

Subastada  con  las  íbi'ínalidade's  debidas  lina  finca* t  aíprobado 

''  el  remate  por  la  autoridad  competente  qué  ordeno  la  ad- 

judicación, queda  perfetíciónado  el  cOniraío*  de  compra-' 
venta,  y  ligados  así  la  Administracién  como  el  comprador 
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al  complimíeoto  de  saárespétílivas  obligaciones.  Un  con- 
'    trató  así  oter/zadosoJoptfódeaDutarse  o  Cjuedar  sio  efecto 
por  haberse  procedido  con  un  vicio  esencial  ó  por  el  aban- 
dono del  comprador  (Sent.,  núm.  .^i2.--^10/de  iimip  <lo  . 
i867.).  '  ;  498 

Rémiito.*— Cuando  consta  que  los^en^tes  se  ban  aprobado  y  que 
la  Ada)ÍDÍstracion<  se  ha  negado  ¿recibir  el  precio^ ^sub- 
siste en  toda  su  integridad  el  derecho  que  al  comprador 
daba  aquella  aprobación  (Sent .  núm.  212. — i  Ó  de  junio 
'     ée=l8^T.').  '  '  4$8 

Si  se  presenta  eoino  iltrtadof  en  uú  reiiiate^  de  fincad  des - 

/amofíizflda^él  qué  bajo  cualquier  concepto  tu  viese  fnier- 
Tenéion  oficiisl  en  el  cfspediéúte  de  subasta,  y  <itíedase  á 
su  favor  el  remate,  se  incurre  en  Un  vicio  de  nulidad  que 
invalida  la  venta  (Serit,^  núm.  217. — 16  de  junfó  de 
1867.).  V  .  ,     ,      ^i2 

V.  Comprador, 

Rentas  del  Estado.— V.  Contrato. 

Reparto  de  terrenos.^Para  disiriUar  de  \q^  beneficios  con- 
cedidos por  el  decreto  de  las  Cortes  de  18  de  mayo  de 
1837  á  los  labradores  áquieness^  repartieron  terrenos  de 
propios  en  virtud  de  leyes  u  órdenes  superiopes  compe- 
tentes, efánóceáaríb  que  éstos  6  sus desceiidientes  estu-  ^  -^ 
vies#i^eiQ^que/la  fef^ba^n^oaesion.de  dicho^ierrenos, pa- 
gando censos,  como  ^í  tiubiese  sido  un  verdadero  enüteu- 
.  pis(S«ní.,.núift.J 53,-3  de  mayo  de  1867.),  368 

Sí  bien  el  art.,  1."  de  la  ley  4«  6  de  mayo  de  1855,  se  declara 

.que  spo  propiedad  particular  las  suertes  que»  de  t^rre  - 

.  nos  haldíos.-realeqgos,  comunes,  propios  y.  arbitrios,  se 

repartieron  eú  virtud  de  varias  leyes,  los  artículos  2.^,  3.^ 

.y  4.%  ea  que  se  desenvuelve  el  principio  consignado  en 

el  primero,  ^  refieren  4  ios  poseedores,!  habiendp  sido  el 

.   objeto  fj^  la  Jey,  el  aseguran  la  propiedad  á  los  tenedores 

.,    de.  dichos  terrenos  (Sent./ pum.  í53.t^  de  mayo  de 

1867.).  "    N    '  '  368 
'  Para  conseguir  la  propiedad  era  indispensable  estar  en  pose- 
sión de  las  fincas,  pues  de-.otro  modo  hubiera  concedido 
la  ley  de  6  de  mayo  de  1859  la  propiedad  á  dos  personas 
al  que  fué  favorecido  en  el  sorteo  de  1822  y  nol^ia  la  po-  ^ 
sesión,  y  al  que  la  adquirió  posteriormente  con  arreglo  á 
'    las  prescripciones  legales,  y  la  poseía  cuando  fué  san-  * 
cióóádi  dicha  ley  (Scnf.,  núm.  153^.-3  de  mayo  de 

'^8él).  .  ;•;  r:     .V     ;     \  368 

y.  Bienes  de  propios, 

Requerímlenlo  de  ÍnhibÍefoii.5--V.  /n^^ÁeioO;  { 
Resc.lsÍQj(i.rT-y.  ConlxatOySermcxQ, público  f  Suministros.  . 
Reset»lf^  d«  ilerieelio.— -No^dando  las  resei'va^  nin 
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.dio,asl«K>ma, Umpoeo príva^ii  ^eéJ, 4U  omi^ioa  no, puede 
invocar^  emna  ctMi^a.de^  reyi^jomlSení^,-.  A^k»  26ít-!-30 
de  julio  de  im,\^  ^ ,;.  ....  .       .:  -.  620 

WíenMeneÍÉí.^V:  Lesvdnes:    *'     ••*••  ^  '"''"■  'V--  ■   ^■' ^  ■■''•^• 

ReBpon§alillldad.7~No  incurre  en  responsabilidad  el  funciona- 
rlo que  ke  ájüistá'en  un  todo  á'laír  t>re*«ripfcióiíé$  T|tíé*fe'^   '* 
órdeíiael  Gobierno' (S^*:,t!ftm.1i3.-*i-T  de'tmiízó'de 
4'867.).  ;   \  '■;  ■  ;_■  '"■"'■/"■    ■  ¿-^   '?"•'  ^^'^ 

Responslbllidad  ériminál.— Está  exento 'cíe  resppMfbiMdad 
criiQÍBal  <i,  8^19'  «drpiniatr^JtiKO  4ue  {l»i^Há{iMÍose.«c^m^ 
piüeiido.  coa  su  dober  se.  vé  prepisa^Q^J  osar  d^  J^jii^rza 
contca  la  agresieii  vjoleata  d9  qu^  es,obJ6^X!4ui;.i,.vDú- 
mero6$^-r-8  de^ftra4i>dejM7,)^>     .  *       ¡n  i52 

V,  iftItonM.  ..1       .;;••     j.,.  ;   .    .> .    .      .'.■•!.!     ..- 

Reversión.— V.  O /icios  enajenados,  1  * 

Revisión. — \,  Cuentas. 

Riego.— El  derecho  de  i^iego  que  se  adquiere  independientetñen- 
te  del  salto  conéedrdo,  no  lé  ái  para  empfíéar  fias  afiuilt^  déf  * 
éste  en  riegos  alterando  ^u  dotación  y  condiciones  (Seht., 
iiúm.  i29.— iOdeabrildetSr?.).         .  300 

RÍo.«-^V.  Aprowchámientodeaguas,^veni^yCa^ce*, 

7o  es  responsable  el  A tofde  dé  un 
arbitraria  que  sin  su  orden  eje- 
tía'  dehesa  particular  (}ne  se 'haya 
ara  inipetíir  qué  esia  se  desarrollé 
^piedades  inmediatas.  Auúquecon 
rs  darñds  í,  dicha  t^roí)iedad ,  deben 
?8  que  había  para  que  dicho  Afcal- 
la  operación  se  ejecáftase,  tanto 
nhl  que  se  trataba  de  remediar, 
ciás  que  hubiera  podidd  pr^ucír 
i  oposición  del  Alcaide  (/tif.^liá- 
mero  177.— 6  Se  julio  de  1867.).  423 


Sal.— V.  Sdíififlí. 

Salinás.^Ei  administrador  de  unas  salinas  no  es  respoqsable  de 
la  saJ  qué  se  pierde  á,  consecuencia  de  un  temporal  ep  el 
tiempo  en  que  estuvo  cesante,  y  por  el  abuso  del  que  que- 
dó de  Administrador  interino  por  mandar  pkar  ma3  sal 
que  la  necesaria  para  la  estraccion  ordinaria  (Sent,,  nú- 
mero 241.— 2ade  julio  de  IB67.).  8tS 

Saltos  de  agua.:— Las  concesiones  de  saltos  de  agua  en  deriva- 
ciones ya  estobleoidas  se  hacen  eoo  di  eonididoses  pre«. 
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Servtefo  i^áblteo.-^TrtláiKdose^dQ  servieios  pObti^eos.  ^I  caban- 
dopo  d^  cutnpJlmíeDto  de  las  obiigacioDes  del  eoDtri^ista, 
produce  la  rescisión  det  cod trato,  poique  do. es  :ju9tatD i 
racioDal  sujetar  á  la  AáinipístracioD  eu  uiDguDa  de  sus  es- 
feras á  fás  dilácioDes  y  peiiudJciales  eoDsecüeitdat  8e  ézt-"*  '' 
gír  por  otros  medios  )a  prestación  del  fiexvioio  contratado;  ;-'. 
(Sent.,  núra.  8i.— 25  de  enero  de  i867.).  .  <8í 

Cuando  por  causas  no  estraordínarías  y  qoe  no  pudieron  de- 
jar de  prévetse,  el  contratista  de  un  servicio  público  deja 
dé  cumplirle  en  el  plazo  sei)álado  en  las  condicionen  que 
£Írviei*otl  cebase  pata  la  subasta,  procede  la  rescisión  del 
contrato,  debiéndose  baóér  efectiva  la  responsabilidad  en 
que  jel  contratista  hubiese  incurrido,  con  el  depósito  ^ué 
para  seguridad  deícuitiptl miento  del  contraU)  hubiese 
constituido  (Sení.,  núra.  t$2.— 3  de  mayo  de  1867.).  365 

Comprobado  y  reconocido  por  el  propio  contralista  que  bo 

Sólo  faltó  po^  sti  causa  al  ci;mpiimieoto  dé  las  obfígacíooes 
iippuestas,  sirio  que  abandonó  el  servicio,  es  indudable 
que  Incurre  en  jas  responsabilidades  señaladas  en  el 
pliego  de  cpndiciones  (Seht.,  núm.  247,— 30  de  julio 
de  4867.).  .  ^       ^  588 

V,  Desamortización,  i     .    c ,.   t;  i   - 

Servidumbre.:— La  cuestión  que  se  refiere  á  fa  conservátión 

del  estedo^sesorio  de  uoa.$ervidumbre,constitüi4a  &&ttJ:>^;  ' 
predio  de  iin  particular  é  favor  de  olro.  <p«rlÍQular><  es 
esencialmfinie -de  interés  privado  (Cotnp.,  núm;  48i— 21 
de  febrero  de  1867.).  113 

No  tratándose  de  la  prirri^^a  distribución  de  aguas  ptra  rie- 
gos ú  otros  uMy  sino  de  averiguar  las  servidumbrcst  qua 
. :  preste:^  deba  prestar  un  predio  á  sus  colindarni^s,  laicoes- 
tion  es.de  la  escjusi va  competencia  de  los  Tribuoale»iOr- 
dinariQ8<!Cbmp.,  núm.  J74.— 16  de  junio  jk  18674^5 :  :        417 

S^o  puede  sostener  competencia  la  Administración  en  cues- 
tiones de  tránsito  por  un  predio  cuando  te  trate  de  la  c!On* 
servacion  de  una  serviilumbre  pública  y  de  corregir  qna 
'  usurpación  deciente  y  fácil  de  comprol)af  de  los  derechos" ' 
comunales  (í?omp:,  núm,  237.— 16  de  octubre  de;  1867.).        565 

Cuando  no  se  presenta  ningún  título  6  derecho  de  servidum- 
bre 6  de  otra  cl&se  por  el  que  Un  particular  pueda  impe- 
dir la  obra,  del  otró'^artícü lar,  ni  tampócb  erAyübtámlen- 
tü  del  puéWo  presenta  reglatnento  ú  otta  disposiciqií  que 
autorice  la  prohibición  que  trata  de  imponer ,  debe  ser  li- 
bre la  edificación ,  la  cual  quedará  sujeta  ,  si  el  AyuíUt- 
miento  proyecta  y  tiene  formado  un  plan  de  eosanche  ó    , 
rectificación  de  las  calles,  á  las  reglas  y  prescrípciotíes  ge-  ' ' 
nera4es  eetabJecidas  para  tales  casos  (Sent.,  núcn.  i248.*n. 
30dejuliod«1867w).';  592 

Eo  las  cuestiones  de  seividumbites,  las  facultades  de  la  Admi- 
nistración están  limitadas  á  conservar  y  hacer  que  se  res- 
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/<>6leie]  esMtdatfosesom  wsl^m^'Oiimé»  96  .<saij»i6  }a  per- 
-  Upffliaeíon  (SetU.,,QÚai<.  267*rrr*^.  Oe^tubi^.dQ  1801.)-         634 

Sei>vtdniiil»rci.— ei  H'sibérdíécldrácibtíes  que'áf^Má  )aH)attira- 

.  iest  y  hasta  á  laeiistencia^IeiasserviAurabteaiaaM»  from^ .«.  .#>- 
tpjo  delos€oiiseiosproviiieiiiie8^  pu^  solp  ÍDOumb»á  los 
uTribooflles  ardioaim  (Sipnlt^,  búaI.  S67.t4-ft#de4^flflul»re 

y.  EdificaoUm.    •:  •  ■:'  vi     ..    .;  v   v-- 

Servidufi^ibre  de>aBte8.-^V.,-Pf(0|^^^  ',' ^ 

Servld»iiftl»re^pie^iarla:.*h-PiiestB.al  «aidado  dé  laat autorida- 
des adihtoátf  ativés  la  coáserracioo  dé  las  seFvidumbí'es 
pecoatias  y  <}erechos  recooocídps  á  la  gaDffd«rla«  «s  im- 
procedebte  el iDterdjota cobtra  fas proTÍdeociaS'quesetto- 
loen  para  aclai'ar  el  estado  de  tosas  qaedebarespetarse'eD 
la  materia,  no  solo  porque  coDthtria  f»royideneías  admí- 
^  uistratit^as  leg{iimaii»eht«  dictadas  ^  sino  porque  la  cues- 
tión sdbre  qué  deciden,  «élá  espresamente  atribuida  á  la 
AdmÍDistraeion.  El  particular  que  se  estinie  ^ofendido  por 
una  proyideDcifi  de  esta  clase,  puede  acudir  en  defensa  de 
su  derei(íht),  bien  ante  las aiñorrdtídes  y  TrffebHá1eé'%d!*F  '*  "^^ 
Hístratívos  en  lá  yíá  guberdátlya  y  én  la  conténcio.^'Wen 
ante  la  jurrsdíccíbb  ordínarhí  én  el  juicio  plenarto'  cor- 
respondiente {Comp.y  núm.  <3I.— 14  de  mayof  de  1"8V7.)      3t4 

ServiéiiiDbre  pBblieau^Corre^ponde'iá  la  AdministrakioDr^l- ;.«.:.  / 
^  cuidado  y  conseríT^'oo  de  las  SQrvidumbiK!|Stpública£s,  ¿e- 
btendo  acudir  á  elta  los  que  se/ consideres  agraviados 
por  alguna  providencia  i|iie  sél^  k  i»at«4a  &ctar^  las 
autoridades  administraiivaa  ((7amjp<,  ato^;  45i'<^i4  <id 
febremdeí867.).        ^  í       >;  r.         i04 
Las  facultades  de  la  AdannistiaciiiíB  éXh materia  de  servidum- 
bres pa&blieas^  se  limitan  á  <iooserv«f  el  estado  posfserio:  t 
1  depilas  y  reivindÚArpoif  «I  ]as>  usurpaciones  recientes  y 
r  fácilies.de  comprobar,  sin  que  alcancen  en  ningún  case  a 
irapener  ttuetvasseriddiiimbres,  ni  alterar  Ású  cirbit&io  la 
;  dirección  y  «urso  de. ellas  {Gomp,f&(im.  t^,  ^  de  ju- 
nio  de*. 1867^ — Cwnp.  i  n6in;    170.^6  de  junio  de 
4B67.y. .  M                      ;         >   .             .      ...   408  y      410 

Si  un  Ayuntamiento  crép  ¡tener  derecbo  ¡ánna  servidumbre, 

(         puede  utilizar  sus  acciones  ante  lá  aútortdaé  judieiaiíien 
el  correspoodienlé  juicio^ pléi^aiio  {€Qtné\.  núm.  170.^6  / 
de  junio  de  1867.).  ,  .410 

--^-  Cuando  el  acuerdo  de  un  Ayuntartiienlo  tiene  por  'dfiifet¿  lá**  *^  " 
:  Consentaciofi  de  una  ser^idun^l^e.  públiea^'^  es.ibnprocer»k -¿úu^ 
deoto  ootiitra  élel  interdicto,  puestoqueide  admitíDsei  se 
.  contra riaria  uüa  províndencía  a^nistrativá  dictada. en 
'«llejercLcio  de  atribuciones  legítttnias.  fil  particular  «ue 
üse  considere. agre viadQ  por  didio^ acuerdo  puede  defender 
sus  én^obea  ante  lacAdminfstraeton^en  la  vía  gubernati- 


Digitized  by 


Google 


rAVíiOAl  •  PÁGINAS. 


'  ir§,  i  etí  !a  eonimicfrd^^^etr  >ni  oase  7  tQfir;  ó*  totolos 
tñbanáles  en  él  joN^  plétmño^orrespaadiéítite  {Comi^^^ 

Sesiott  mottleipal.*— CixandO'UbrsesioD'de  AyontafriieDto  üo 
tiene  mas  objeto  -que  el^ürmar  e^  tieuepdo  tomado  por 
el  mismo  «nuiílOD  de  Jos  mBycte»eontfibuyeDt6Sy  coitio 

*  ^  resultado  de  otras  sesiones  anteriores,  no  puede,  dntíaifse 

que  es  verdadera  la  intervención  en  ese  acuerdo  d¿ todos  / 
,  los  que  figuran  e^  ej  actatxa  Gomo  ^í^Dceiaieg,  va  coma  . 
mayores  conlribuyeiiles.  tá  aeclaracíoíi  ael  que  dice  jiro-' 
testó  de^dicdio  acoérd»  anteis  de^baliisi  em  firmar  del  sdodí 
de sesíotreSy  qaeda  desvirtuada  y  ata uiada  coando  el  Al- 
calde, Concejales  y  mayores  contribuyentes  afirman  que 
to  hubo  la  menor  protesta;  La  simple  omisión  de  una  de 
Jas 'firmas  de  los  que  ínter  viinieroD  en  dicho  acu^rde^ial 
sacarse  nn  certificado  de  él^  debida  á  tiá  descuido  del  es- 
cribiente ó  á  un  error  fádi  de  'subsanar ^  no  puede  inducir 
folsedaden  el  doo^Bsento  (jítU.i  num.  282.-^3(^80  86- 
lieihfere  de- 1867.).  ^57 

Soeled|iiÍ,n|intrii'-rLo8,firts.  24  y ^o  ^e  la  ley  de  Sociedades 
.  jpineras  de  13^9  sereÜQj^en,  únit^^imeQie,  i  lasjuiist^ntes 
•,aí  tiempo  de  su  publicación  (S^ní,,  qá^.  .33*r--?  d^  le- 
trero de  1867.).  .      ,;.  ,:       ■    T         188 

Saba9taíi*4^LaxireuntAnda  deicfae  la  fiaftaHUiiiiafiá«devol?er  né  I : 
seiíalle  en  poder  del*  quería  subastó^  no  puede  cdntrariar 
la  competencia  de^laAdministraéíoáv  puesto;  que  ésta  es 
i» qoe'débe decidir  sóbrela  íe^tmridad  del  titulo  con  c|ue 
aqueHa 'ne  veii^ó  y  |a  deyolueioa  nose  opone^alejercicío 

•  de  las  demás  acciones  que  asistan  al  particular  agraviado 
(í7b«p.5,nCim.v4f7.rr-44ideíebKere.de4867:)..      '  /    414 

Correspondietiilo  á  las  autertcbídes  administratfvas  y  tribuda- 

'^.  led  de  su  órdeo^  el  cenoeünwnto  do  ias  cuer^ones  qué  ^e 
susciteacon  motivo  dé  las  epce pelona  d^  subastas  y  de  la 
' :  nulidad  de  las  efectuadas  en  las  fincas  indebidamente  ena- 
jenadas por  la  .nación^  á^  ias  mismas  compete  ;  Uevalr  á 
efecto  |SU8  acuerdos  y  conocer  ^n*  tedOs  los  incidentes  que 
se  i)rorauevan  hasta  que  el  dueño  legitimo  de  la  cosa,  tuel- 
va  á  80  quieta  y  pacífica  íposesroníííowjí.,  núm.  47*-rtt4 

de  febrera  de  4 867. )•  -     '  '  '     ■    ^  ^H 
Vi  bienes  naoionaiei^> Obras  púb¡icaa  y  RemátOk  ;  <  • 

Siibro|(aéÍon.-7-y.  Hipoteca,,  .,     ,,      ,  ;    "\'',  .';."   '■''''■  '  ^  .^-,    .^ 

Snb§Ídio^  f«diiitr|al.TrrIjiamíaAríbula<le  subsidia  industrial'  y 
de  comerdo,  pertenece  ¿  la  oUae^e  list^  eobratortaB  á 
que  se  i-efiere  la  esoepcion  del  núm.;  8.*  del.art.M6  .de>la 
ley  de  Gobiernen  depfeivif(cia»!y  ea  tal  cotícepto  los  Jue- 
ces de  primera  instancia  puedíeii  proceder  libremente  cen- 
tra los  funcionarios,  lie  la  AdmioístradoD/sitLaecesiiiad 
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d6rfi(é>^m  sHitoüiáHMíOfi^'por  ÍBSifaU«iflM^  qm^B' lé»  denote  - 
cíeo  cometidas  en  e]Ia(iáu^,  núm.  249.-10  de  üoviéiti- 
bredel867.i.,,^j^^^^,...^,.(^    V--  >oJ<i-c  .-    :-  ■■  r  ,.,.;,,,,    .59^. 

Sueldo.— V.  Empleado  público,      .. 


503 


503 


329 


Saplantacioa  deifirnai'^Ei  loegádo  6rdÍBano  debe  Utebren 


;95 
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Sustracción  de  doeameatos.^V.  Documentoi, 


Tabaca.— GtiaDdo  por  ud  ÍDcep^lioúotro^fi^  foi^^Hi^  ()6Mp«re- 
pe  ei  t^bacp  que  es  objeto  o  m^a^teria^^  jp^ntri^tQ  <)»  tras* 
porte  d^sde  Filipinas  i  Esp^i|^^  ce^  ¡^  ^nsQO^OCia 
todos  los  efectos  4e  dicho  cootratO||seguo)Q^ 'principios 
de  derecho.  Nada  importa  qué  al  cootratársa  ef  tr^aspor^e 
se  hable  geoéricameote  de  tabaco  sio  esp^cincar  otra  eir- 
CUDstaDcia  que  la  del  peso ,  porque  la  Adi^ii^íitracíoD  de 
Filipinas  solo  puede  remitir  á  España  t^báif^dd  d^t^ralí- 
Bada  procedeocia  y  calidad,  y,  por  copsigqiQQ^ ,  claró  és 
que  el  contrato  se  referia  ¿tipa  par.tida  ó  cantidad  ya 
conocida  y  preparada  anticipadamente,  con  aquei  objeto, 
,  la  cual  nopodia  ser  reem^la^da  por  cU|aIqpierf  otra, sin 
dejar  desatendido  el  servicio  ^e  las  islas  (Stfnl-y  póme- 
ro242.— 26  de  juliode  1867.L    ....,,... 

No  lijándose  en  el  pliego  de  cond^ciopes  para  la  contrátale 

cajones  p^ra  embase  4^  tabacos  ei  número  determinado 
de  cada  ppa  de  las  djmiensioDes.sQnaladst^.  ,^l  tpj^aJ  d^  los 
cajones,  nó  puede  suponerse  que  el  contrfiti^^á  i^olo  e^tá 
obligado  á  entregar  p/oporcionalmente  el  número  respec- 
tivo á  cada  cNe«  ni  que  la.  Administración  folíela  lo  «ti-  ^ 
pulado  al  reclamarle  mayor  aúmel'O  de  los  dé  uo&tíiedi- 
ida.quede  los  de  otra,  cuando  Qp  se  iitopuso  cláusula  al- 
guna limitativa  en  este  sentidoi,  xomoi  tampoco  respecto 
al  tiempo  ¡en  que  se  nodian  exigii;  les.de  cada  dimeiKion 
(Sent.y  núm.  247.-30  de  julio  de  4867*)[^t;.^:         ^  ;^         588 

Tasacian.—V.  Mina$.  ^  '    '^  ■  ''■    ^'''  ^^^ii^^'-y-:  •   - 


Tasación  4leterrenofl.-*V.  Reritú  jViaúonimeiosa* 


,  T' 


578 


Tdas.-^V;  Comerciante  al  por  menor.  ^ 

Teniente  de  JLlealde.-rV.  Abusos  y  Des^ansia^^  ]Sf>aiiot^  Fal- 
tas y  Violación  de  {^  c^rrespfindéncia»    /.  .  ^ 

Término. *^La  jurisprudencia  del  Cénséjo  "éé  Estado^eonfornie 
con  el  espíritu  del  art.  269  de) üeglaméDtb  sooto  ePmodo 
de  proceder  dicho  Cuerpo  en  los  asfi.njLos  contenciosos  ▼  , 
con  él  principio  de  que  las  esfeepdíí^néfií  élftlíríhfci  fasiíe*'  *'  '' 
glaá  genérales,  ha  establecido  qnéí  en  los  térípipósí  que  se 
caenian  por  meses  deben  compntarse  Tos'  dé  vacaciones 
(Sent.,  núm.  450.— 15  dé  abrií  de  iStfí.).    '  3«0 

V.  Apelación,  Clases  pásitaS,  Días  feriados, l^cúrsÓ  de  re* 

Vision  y  Via  contenciosa,  'i.       ,      ; 

Terrenos.— La  c<H)cesioo  de  up.Aerp%ao  jpeaJfl^o^beoba.  por  nn 
Ayuntamiento  á  un  partif}uiair^>9unca>ppede.  referirle  ¿ 
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.  9lf0  dQ  ^M»o]HedA<l  prín^d^t.^if  oseida  pot  «o,  particular 
(Comp,^  Dúm.  484.— il  de  julio  de  18674.;    .     435 

Terreiw#,bal4^.-^V-flfjiark)4«  ícf5r€iia«>i  :ví,r  .^  .    ;,  íu -Im  I 

Terrenos  eomane». — ^V.  Reparto  de  terrenos. 

Terrenas  del  eoman.  —Y.  Arbitrío. 

Terrenos  de  propios. — V.  Reparto  de  terrenos, 

TerrenoBrealengo^.^y.  Reparto  de  terrenos  y  Terrenos» 

Tesoro  pnblleo.— Recibido  por  el.  Estado,  ó  sea  el  Tesoro  públi- 
co, el  precio  de  las  (¡Dcas  vendidas  comoprteDecíeDtesá 
una  memoria  pía,  solo  el  Tesoro  pued^  devolverlo,  puea.^^  ,  ^ 
DO  fueron  los  mismos  efectos  los  que*recfbí<Í  la  nación* 
que  los<}ue  dij6  á  las  fundacíoae!»  en  «quivaleoeiaxle  iat         ^ 
fincas  ^qa^enadas.  La  condición  de  que  el  capital  de  la  im-   . 
ppsib'íon  iiecha  S  fóvorde'las  fundacióné/s  quedaba  subro-     ''^ 
'  gada  én  lugar  dé  la  fíbéa  para  ios  efectos  de  la  eviccion  y 
saneamiento,  no  puede  apirearse  al  cia so  d6  nulidad  de  la 
▼eota,  ya  J)Oíque  la  obligación  de  devolver  el  precio  ^ra 
iiídispensable  y  termínente,  ya  porque  anulado  et  contra- 
to dcbia  desaparecer  lá  imposicjony  volver  al  Estado  la 
indcrip(^ion  quejo  acreditara  (Serjí.,  núm.  1S4.— 1!  .de 
;  mayode  im:),  W     ,;  i  .      '^  ^"^^ 

Testigos. -^V.Fafoo  testimomó  y  Vecindad, 

Títulos  de  la  Déuda.-^V.Ferrocarnl 

Trññennt^éro.-^VvViájfesáittCústadeAfrióa:  '  *'  ' 

Tránsílo.publIcOf-rrV.  PqUqü^  rural  y  PoÜQÍa  urbana.  . 

Traslaélbn  de  presos.^No  es  culpable  un  Alcalde  por  tfas- 
'  ladar  á  nn  preso  desde  la  cárcel  á  una  casa  purtibülar 
cbafldó  lo  hace,  no^aTbítrar¡amente,.sÍDo'impul8ado  pof  el 
'  dictáfhen  de  los  facultativos  y  para  atéuder  a  la  conserva- 
ción de  la  vida  del  preso.  Lo  es  mucho  meúós  si  did  parte 
al  Gobernador  íle  |a  provincia  y  adoptó  todas  la$,m^dida^.  .^  ^^ 
necesarias  para  la  seguridad  y  custodia,  del  preso,  con 
ánimo  de  hacer  compatibfé  el  cumplimiento  de  la  ley  con 
los  deberes  mas  imperiosos  de  la,  humapidad  (4ut.^QÚ- 
mero  160.— 7  de  jupio  de  1867.).  ,!  385 

Trasponte.— V.  Fktámento  y  Tabaco,      - 

Tribunales  eonteneloso-adipilnlstratlvos.— V.  i^^écucton 

de  sentencia,'  '  ^ 

Tribunal  de   enenitas.*^Las  providencias  del  Tribunal  de 

Cuentas  ea'€|ae  se  deniega  laadmisioade  la  súplica  de 

una  sentencia,  do  tienen  otro  carácter  que  el  de  inteí'lo- 

•  cqtorias  ó  de  sastanciacioD.  Contra  esta  clase  de  previa' 

dpscia^  BO  procede  el  reottcso  de  casación  que  solo  se  dá 
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ciembre  de  iSGB'.y.'  '■••  '-  ■'•:  -'''  ' -  -  i  "■'   «"'"^'^i  t  ^.^'^'^  ^' 

Tribunales  ordlnarÍ4Mi;^Y;¿)^t{d5;iVi^¿</(le  ldéM<y(''P>^'>    '    ^ 

piedad.  .^        .  v,:(rj\  .7— ^«ifirínío  • -.»         "  1 

^yo. t?.    7—  .ffiHfio«>  (jI*  f^r  ^■*-'     i- 
Usarpaclon.—y.  Alcaldes  ^Bienes  cqmtjnales^^      ,^,^^ 


irP   1 


Vacac'IorteB.— Y.  Término.    '  *'^"  ''''''  '"  *■''•',;■  •^' 

Valoratti^a  de  terrenos.— -Y*  Espropiacion  forxíQUM  ^  *;ií> 

Waramiénloi—C^apdo  vm  yna  é^liacéacipa  sin  qu.0  pró^ 

de  descuido,'  nef;l¡géncia¿^  ignorancia  (le  sq  C^(i^jíi{  y 
después  de  hacer  todas  las  maniobra^  que  ta  jQ/epciáiéón- 
seja  para  ponerla  é  flote,  tieoe.  qiie,  arrojarse  ^1  mif^i  .^r 
no  haberlo  podido  conseguir,  par^^e  del  cá'rfiam^^jo^oido 
el  |)íire/Cer  de  los  Oflcíales  de  la  irfpulaciÓD  y,  ^«  ibsip^'ia- 
jefos,  ¿uya  operación  se  veriüca  con  af r^^^Io^A  íj^  di^pyjps- 
10  en  las'  leyes  mercanlíres,  no  linfa  ést^  (Sijrcím^^a;^(|jj  á 
la  Hacienda  pública  de  abonar  el  flete  de  1¿ís  eiectos  que 
por  su  careo  se  condtij«rai]  y  fuesen  arrojadds  ÜTJa  lll•r^  -^  * 
{Sent.  de  U.,  núm.  -^1.— 17  _de,d¡ciembr^^d,e.i8g?.l,j,  ^  ,,      3$ 

Weelndad.^La  circuB(¡tai|Cia de^  ser cp^^K^e^no^ los^^Ligo^ .f ue  y. 
presenta  el  qué  intenta  probar  que  no, es  alm^qenjSta  de 
géneros  al  por  mayor  ésmay  áléhdifcle^portJtié'SvJFÍtesu'^ '* 
me  <;ii^e  e^la  cualidad  tes  proporoiona  q^^q^parf^  iAHIdC>- ' .  -    \ 
cpJOQar  frecueotefíneDle  (as  operafiopei  de,aqi^er  en  su 
,  tráfico  habitual  y  ordinario  {Sent^  í^(km.  iOB,  i((]|,  Mi» 
1<2  y  i  Í4.-^14  de  marzo  de  Í66l).      jISG,  260,.;iW  y      275 

Veda..-T-V.  4Ím(idi^íf,^,    ;  ,  f     .     ^      .  i  (  v    : 

\ÍB  eonfénélóslí.—Cl  termino  para  acudir  eij  Vt)l  ¿óntiéncfósa 

contra  las  providencias  detinilivas  de  los  iíjdb^rqadbres' de 

'las' provincias,  es  el  de  treinta  días, 'fps¿qa  les  deben  ct^n- 

' ' Ikrse  Vespect  o  ée  los  particulares  y  .cói*pbraciún|és  delude  el 

siguiente  dia  al  de  la  noíificacion  áaih'ínistrativa  dé'^la 

providencia  reclamable  (Señ¿:v  bó».  dSU— 1 1  de  enero  *•■.     * 

"  N6  pueden ' repararse  Vn  vta  cín tétfclosa7¿á'agj'¿^p^'^  4^.i'^'  * 

esperimenten  en  la  tasación  de  bienes  es prapra(i<ol^,  Cuan- 
do esos  ái^ravios  oo  se»  Jian  reclaimadwi^fi««aniáite«D: 
la  vía  gubci'nativa  iSent,  iiúin*í^6.-^7'KL8<febrero  »de 
4867.).      ^  .         .  ..i  ,  r  ,.,      :,    ;    ,.,..1  j  202 

La  providencia  de  un  Gobernador  confiarm^doée  con  büpro* 

.  oeaencia  de  la  vlacoatiínciost)  no  tieoe  eficacia  para  jiro- 
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,.    rogv  lajjtfri^dkíítoD  coDtencip^-cidroinútrc^tiva  fti|e*está 

.,:mth      ::.  .    .:.»  ;    ....,;    .:f,    '  ..  .,/■'.   ■.,  ■  ,v.        '     239 

¥i«  conteoclosa. — ^No  pueden  ser  objeto  de  lavfa  eóntei^diosa 

,„  mns^cueslioD'es  qiie  las  i^e  Klian  sjdo  ()e  tfi  TÍ^gt^t^^fia''^  -^i  f 
,     tiva(&ní.,  ^^(n.  iÓ2,— 11.<teínaJPzoí<ie  ^6^7.), ,      ^  241 

^0  la.vfa  co^tepciosa  DO  Uen^p  cabida  di^p^Qs^eiqqes  dQ¡gra- 

,cia);que  S0I9  pu^l^D  apreciarse  j^o Ja  gubernativa  ep  cier- 
tos y  ^determioados  ca^os  {5^t.*  DÚm.  105. — <1;  de  mar- 
zo de  <867.).  i  '  ..  j  _   -.     í    ,   ..p  248 

No  procede  la  vía  conlenciosa  sobre  aquellos  estremos  en  que 

no  haJ)recedido  pro^ideDCla  alguna  en  ef  orden  gnl^fñiíi*^  -    ^ 
t¡^o(SeM.,BÚm.  Í53.-^i4demajode  r8«7.).  376 

Nóeá  pbsibfó  decidir  ea  la  vía  coni^ncioso-admiDfslrativa 

pretensiones  q líe  no  Ío  hayan  sido  aotes^ en  lá  gttberdativa 
6  en  la  esfera  dota  Administración  activa  {Sent,^  nóme- 
roiíT2.-¿25  de  octubre  de  1867.).  '  645 

-^ — V.  Dominio  tiíi7,  Real  orden  f  Providencia  administra" 
Uva. 

\ia  de  eomnnlcaclon. — V.  LaÍ}>reo. 

líiae¡eeuilva.'-^y.  Deudas  de  Ips  Ayuntamiento»,  - 

Viajes  á  la  eosla  de  JLfriea. — Si  bien  no  existe  una  pres- 
cripción que  mande  incluir  en  el  registro  que  llevan  los 
buques  la  certificación  del  afíanzamiento  y  del  buen  uso 
de  las  pipas  ú  objetos  que  conducen  en  sus  viajes  é  la 
costa  de  África,  es  indudable  que  así  como  á  las  casas  es- 
pedicionarias  incumbe  la  obligación  de  registrarlas  y  de 
afianzar  el  buen  uso  de  los  objetos  de  que  puede  hacerse 
nn  mal  empleo,  así  también  las  Aduanas  denen  proveerlas 
dejos  documentos  que  acrediten  aquel  cumplimiento.  El 
Administrador  de  la  Aduana  que  haya  dejado  de  dar  este 
certificado  debe  responder  de  los  perjuicios  que  esperi- 
mente  el  bai'co,  sí  por  no  Llevar  los  documentos  que  dcbia 
llevar  fuese  apresado  por  los  cruceros  como  sospechoso  de 
tráfico  negrero  {Sent.,  número  273.— 25  de  octubre  de 
i867.).  648 

Tigllanela.— V.  Caminos  públicos. 

Vigilante.— Y.  Lesiones. 

VIolaelon  de  la  eorrespondenela. — El  hecho  de  arrebatar 
una  barta  privada  constituye  un  delito  común  ajeno  á  las 
funciones  administrativas  que  corresponden  á  los  Tenien- 
tes de  Alcaldes  y  regidores  síndicos  {Aut.^  oúm.  265. — 
21  de  noviembre  de  1867.).  631 

Visto  Baeno.— El  Y.®  B.*  que  los  Alcaldes  ponen  en  las  certifi- 
caciones espedidas  por  los  Secretarios  de  Ayuntamiento 
sirve  solo  para  dar  fé  de  la  persona  y  firma  del  Secre- 
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'     tátíé  f  ntfdéf  contenido  deldócurhéñta'ttiisttiíy,  por  lo 
^  '€!i»írí'fad-6oá  responsables  aquéllos  de  la  falsedad  tpifé  pue- 
da existir  en  dicha  certificación  {Aut.,  núro.  i79.'-^  de 
.  j»Uo.4a  ^^670.  .     -        í:- : .'    V  :      >í« 

¥l0to  Bttériiáii^firv.^  B.^'que*  los  Alcafdes  y  sns  tenientes  po- 
nen eú  \oi  (foenmentos  qné  á  instancia  de  parte  espiden 
Itís  Seérelaríos' de  Aynntamiéiiito  no  haíce  referencÍH  al 
contenido  de  aquellos,  sino^ue  sirve  ^nicaméiite  para' dar 
fé  de  Ik apersona  dé!  Secretario  que  lóS  autoriza  (ilo^,  nú- 
mero 196.— 23  de  julio  de  1867.).    .  456 

Vtadedadi^Para  adquirir  el  dereclH>  iumsign^do  en  el  art«  51 
del  proyecto  de  ley  de  20  de  mayo,  de  Í8Ü2,,  qo  basta  que 
la  muerte  6  lesión  de  un  funcionario  $6  cause  en  el  ejer- 
cicio d^  sus  deberes  respeciivH)/s^  sina  <iue  es  necesario 
además  que  tal  suceso  tenga  lug^r  en  alguna  de  las  cir- 
cunstancias espresadas  en  dicho  artkulo  (Smt.y  qwn.  20. 
.  --17de  dicieH(ihrede',18660.  .       ^  36 


r'Zona.^V.  Almadnj^oik 


Fm   DEL  ÜiNDÍCE  ALFABETIcd. 
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